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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    AFIP DGA


    Recursos. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 16979/2017/CS1 – CA1, "Sinopec Argentina Exploration and Production Incc (TF 32557-A) c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Sinopec Argentina Exploration and Production Inc. Sucursal Argentina (TF 31339-A) c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 56887/2017/CS1-CA1, 25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Contratos administrativos. Suministro de energía eléctrica. Acción de repetición. Competencia contencioso administrativa. 


    En el sub examine no ha quedado debidamente trabada una contienda negativa de competencia que corresponda zanjar a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. En efecto, para la correcta discusión de la cuestión, resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que previno de lo decidido por el otro magistrado o tribunal interviniente, para que declare si reitera o no su anterior posición. A a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de 

  


  
    estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La cuestión debatida en autos no está ceñida exclusivamente a una relación contractual entablada entre particulares, ni se trata de una mera desavenencia comercial entre un usuario y la empresa prestadora del servicio público. Por el contrario, la solución del pleito se vincula, de manera directa, con aspectos que hacen a la interpretación y aplicación de normas y actos que emanan de organismos públicos nacionales. Al ser ello así, resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para la solución del caso, sin perjuicio de que también puedan llegar a aplicarse institutos del derecho común, los que pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público en que se enmarca el caso. En consecuencia, la presente es una de las causas contencioso administrativas a las que se refiere el artículo 45, inc. a), de la ley 13.998.


    Bandex S.A. c/ Edesur S.A. s/ Repetición


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 61655/2017/CS1, 29 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Ejecución de multas. Obras sociales. Cuestión de derecho común. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Toda vez que la multa que se intenta ejecutar fue aplicada en el marco del procedimiento administrativo regulado por la ley provincial VII N° 22 que adhirió al régimen de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor, en razón de una infracción a los arts. 4°, 8 bis y 19, y toda vez que la Provincia del Chubut ha actuado en ejercicio de sus potestades fiscales de derecho público y de su autonomía, de conformidad con los arts. 1°, 22, 75, inc. 12 y 121 y 122 de la Constitución Nacional, contra una obra social que ha sido sometida a su jurisdicción administrativa, la causa no cabe estimarla comprendida en el artículo 38 de la ley 23.661, que prevé la intervención de la justicia federal en aquellas cuestiones que resulten violatorias de los principios invocados por la referida ley y en la medida en que los conflictos puedan afectar su instrumentación o planificación. Dado que las obras sociales no están incluidas entre las personas aforadas por el art. 116 de la Constitución Nacional, es necesario establecer si la actuación de ésta como persona de derecho público no estatal está vinculada a cuestiones propias de la organización o estructura del sistema nacional del seguro de salud, del cual es agente, pues sólo en ese carácter se puede entender que pueda haber un interés nacional comprometido, circunstancia que no se presenta en autos.


    Provincia del Chubut c/ Obra Social de la Unión del Personal Civil de la Nación s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 829/2019/CS1, 02 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Municipalidad. Servicio nacional de agua potable. Indemnización. Competencia provincial. 


    Ante todo, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Por otro lado, cabe recordar que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. Según se desprende de los términos del escrito inicial, la materia en debate es propia del derecho común y de derecho público local, sin que se advierta, dentro del limitado marco cognoscitivo en que se resuelven las cuestiones de competencia, que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata. En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, aun cuando se suponga, como hipótesis de trabajo, que AySA goza de dicha prerrogativa por tratarse de una sociedad anónima cuyo capital social pertenece en un 90% al Estado Nacional, mientras que el restante 10% corresponde a los ex trabajadores de Obras Sanitarias de la Nación adheridos al Programa de Propiedad Participada en virtud del cual se incorporaron oportunamente como accionistas de la ex concesionaria Aguas Argentinas S.A., cabe recordar que cuando el fuero federal está establecido ratione personae puede ser declinado y que su renuncia puede ser explícita o surgir implícita de la postura que asuma en el proceso aquel a cuyo favor se establece. Aquella renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso. También tiene dicho la Corte que la competencia federal establecida para los supuestos en que la Nación o una de sus entidades autárquicas sean parte en un pleito es renunciable a favor de la justicia provincial. Finalmente, se debe recordar que la intervención del fuero federal es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.


    Staurino, Federico Agustín c/ Aysa y otro/a s/ Pretensión indemnizatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1684/2019/CS1, 13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Agencia Nacional de discapacidad. Amparo por mora. Competencia contencioso administrativa. 


    A los fines de dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la petición. En ese marco, la causa debe seguir su trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo federal. No obsta a la solución propuesta, el hecho de que los tribunales en lo contencioso administrativo federal sean ajenos a la presente controversia, pues atañe a la Corte, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    Instituto Psicopedagógico Soles c/ Agencia Nacional de Discapacidad s/ Amparo por mora de la administración


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 47731/2018/CS1, 19 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Técnicas de reproducción humana asistida. Donación de gametos. Información reservada. Inscripción de nacimientos. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Registro único de donantes de gametos y embriones.


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Resulta competente el fuero contencioso administrativo pues es parte en el litigio un órgano de la Administración Pública y se pretende el despliegue de una actuación estatal dirigida a organizar un servicio en la esfera de la administración nacional. El Ministerio de Salud de la Nación es parte demandada en sentido sustancial en la litis. La solución del caso requiere del análisis de normas y principios de derecho público. La materia atañe a cuestiones vinculadas con el ejercicio de facultades inherentes a la Administración Nacional, como es lo concerniente al acceso integral a procedimientos y técnicas de reproducción médicamente asistida y la habilitación y fiscalización de los establecimientos sanitarios dispuestos a tal fin y, en mérito a ello, puede estimarse incluida entre las causas contencioso administrativas a que se refiere el art. 45, inc. a), de la ley 13.998. En nada obsta a la adopción de tal criterio, la particularidad de que resulten aplicables al caso normas derivadas del derecho civil, ya que el Tribunal ha señalado que si de las circunstancias de la causa resulta con meridiana claridad la aplicación de aspectos propios del derecho público, ello no se desvirtúa frente a la particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común.


    C. G., A. C. y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1129/2019/CS1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Correos. AFIP DGI. Beneficio de litigar sin gastos. Impuesto a las ganancias. Reclamos pecuniarios entre entes estatales. Conflictos interadministrativos. Pronunciamiento inoficioso. 


    Se ha configurado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte en virtud de lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, última parte, del decreto-ley 1285/58, toda vez que el Tribunal tiene resuelto que le incumbe intervenir en las contiendas de competencias entre jueces y funcionarios administrativos con facultades jurisdiccionales. Es oportuno señalar que, en el sub examine resulta aplicable el artículo 6°, inc. 5°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en el pedido de beneficio de litigar sin gastos, será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer.Cabe señalar que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1° de la ley 19.983, las reclamaciones pecuniarias de cualquier naturaleza o causa entre organismos administrativos del Estado Nacional, centralizados o descentralizados, incluidas las entidades autárquicas y las empresas del Estado, siempre que superen cierto monto y respecto de las cuales no haya acuerdo entre los organismos interesados, se someterán a la decisión definitiva e irrecurrible del procurador del Tesoro de la Nación, o del Poder Ejecutivo si es que el reclamo supera determinado importe. Ello resulta así por tener un superior común y porque las causas repercutirán necesariamente en el patrimonio del Estado. Sobre tal base, la Corte tiene dicho que los diferendos entre entidades dependientes de un superior jerárquico único están excluidos, por principio, de la decisión judicial y que, si bien tal doctrina es de especial pertinencia para las distintas reparticiones de un mismo departamento gubernamental, en razón de la común gestión de los asuntos propios de su competencia institucional, es también factible en caso de una jefatura única de las entidades afectadas. Las mismas razones justifican que ese tipo de controversias resulten también ajenas al conocimiento de tribunales de carácter administrativo, como es el Tribunal Fiscal de la Nación, pues el artículo 1° de la ley 19.983 no realiza distinciones al respecto. Resulta aquí de aplicación la doctrina de la Corte que postula que no corresponde a los jueces introducir distinciones cuando el precepto no lo hace pues, según el conocido adagio, “ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus”. En cuanto a la concurrencia, en el caso, de los requisitos exigidos por el artículo 1° de la ley 19.983 para que resulte de aplicación el régimen de resolución de controversias que allí se crea, la condición subjetiva que la norma exige se encuentra cumplida en tanto, mediante el decreto 721/04, se constituyó Correo Oficial de la República Argentina S.A. en la órbita de la Secretaría de Comunicaciones del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, bajo el régimen de la ley 19.550, y su capital social pertenece íntegramente al Estado Nacional. Al tratarse Correo Oficial de la República Argentina S.A. de una sociedad anónima cuya composición accionaria es íntegramente de propiedad del Estado Nacional, el cual controla la formación de las decisiones societarias pues ejerce los derechos políticos sobre la totalidad de las acciones de la empresa; que integra el Sector Público Nacional y, como tal, comparte un superior común con la AFIP, es uno de los sujetos alcanzados por las disposiciones de la ley 19.983. A ello no obsta, el hecho de que se trate de una sociedad regida predominantemente por el derecho privado, toda vez que la aplicación de algunas normas y principios de derecho público a su respecto no resultan incompatibles con su funcionamiento ni con la finalidad perseguida por su encuadramiento como sociedad anónima, que es agilizar la obtención de ciertos objetivos, al relevar a estas personas jurídicas de algunas limitaciones procedimental es propias de la Administración Pública que podrían obstaculizar su actuación comercial. Esta posición se ve reforzada, por la doctrina de la Corte según la cual la renta de correos integra el grupo de los recursos con los cuales se forma el Tesoro Nacional, según el artículo 4° de la Constitución Nacional, y la naturaleza de esa renta es ajena a los resultados que pueda arrojar la actividad de la empresa nacional, criterio que no varía como consecuencia de la nueva organización societaria del correo oficial, en tanto es la “renta” que aquellos servicios producen la que ha sido reservada al financiamiento exclusivo del Tesoro Nacional. No resulta óbice al encuadramiento de la controversia planteada en los autos principales en el régimen de la ley 19.983 lo establecido en el párrafo cuarto del artículo 92 de la ley 11.683 pues él sólo se refiere a las ejecuciones fiscales que tramiten de acuerdo con las disposiciones del capítulo XI del título I de la ley 11.683, lo que no ocurre en el caso. Es oportuno señalar que, si bien ni las partes ni el propio Tribunal Fiscal de la Nación han objetado la jurisdicción de este último para intervenir en las actuaciones principales, la Corte no se encuentra constreñida por tales conductas, sino que debe dar prioridad a las razones tenidas en cuenta al dictarse la ley 19.983, con la finalidad de evitar sustanciaciones judiciales innecesarias en situaciones en que, por hallarse exclusivamente en juego conflictos de intereses que sólo atañen al orden y a las finanzas del Estado Nacional, pueden y deben ser resueltos de manera expeditiva dentro de la órbita de la propia Administración. Finalmente, es necesario remarcar que las circunstancias que rodean al sub examine difieren de las que se presentaban en la causa CAF 83500/2015/1/CS1-CA1, “Ciccone”, en las que este Ministerio Público emitió dictamen. Por lo expuesto, corresponde declarar que las actuaciones principales a las que accede este beneficio de litigar sin gastos deben ser sometidas al régimen de resolución de conflictos interadministrativos previsto por la ley 19.983, y que, en virtud de ello, deviene inoficioso pronunciarse acerca de la presente contienda negativa de competencia suscitada entre la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y la Procuración del Tesoro de la Nación.


    Incidente N° 1 - Actor: Correo Oficial de la República Argentina S.A. Demandado: Dirección General Impositiva s/ Beneficio de litigar sin gastos


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 54920/2018/1/CA1-CS1, 02 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Indemnización. Líneas aéreas. Empresas del Estado. Juicios en que la Nación es parte. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Interrupción del servicio de radioayudas para la navegación. Control aéreo.


    De conformidad con el art. 1° de la ley 19.983, las reclamaciones pecuniarias de cualquier naturaleza o causa entre organismos administrativos del Estado Nacional, centralizados o descentralizados, incluidas las entidades autárquicas y las empresas del Estado (además de la entonces Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires), siempre que superen cierto monto (actualmente, $5.000, según lo dispuesto por el decreto 1848/02) y no haya acuerdo entre los organismos interesados, se someterán a la decisión definitiva e irrecurrible del Procurador del Tesoro de la Nación, o del Poder Ejecutivo si es que el reclamo supera determinado importe ($50.000, de acuerdo con el decreto antes mencionada). La norma requiere entonces, dos requisitos fundamentales: que se trate de un conflicto pecuniario, cualquiera sea su naturaleza o causa, y que se suscite entre organismos administrativos del Estado Nacional, centralizados o descentralizados, incluidas las entidades autárquicas y las empresas del Estado. De darse ambos recaudos, la contienda interadministrativa debe ser resuelta por el procurador del Tesoro de la Nación o por el Poder Ejecutivo Nacional. Ello resulta así por tener un superior común y porque las causas repercutirán necesariamente en el patrimonio del Estado. La Corte tiene dicho que los diferendos entre entidades dependientes de un superior jerárquico único están excluidos, por principio, de la decisión judicial y que, si bien tal doctrina es de especial pertinencia para las distintas reparticiones de un mismo departamento gubernamental, en razón de la común gestión de los asuntos propios de su competencia institucional, es también factible en caso de una jefatura única de las entidades afectadas. No hay controversia, en el caso, acerca de que la primera condición que exige la ley se encuentra cumplida, desde que al reclamo de una indemnización por daños y perjuicios le resulta indudablemente aplicable lo previsto por la ley 19.983, siempre que la controversia se plantee entre organismos contemplados en su art. 1°. Al tratarse Austral Líneas Aéreas - Cielos del Sur S.A. de una sociedad anónima cuya amplia mayoría accionaria es de propiedad del Estado Nacional, el cual controla la formación de las decisiones societarias pues ejerce los derechos políticos sobre prácticamente la totalidad de las acciones de la empresa; que integra el Sector Público Nacional y, como tal, comparte un superior común con la ANAC (el Poder Ejecutivo Nacional), es uno de los sujetos alcanzados por las disposiciones de la ley 19.983, por lo que su pretensión resarcitoria debe encontrar solución a través del procedimiento previsto por dicha ley y su reglamentación. A ello no obsta, el hecho de que se trate de una sociedad regida predominantemente por el derecho privado, toda vez que la aplicación de algunas normas y principios de derecho público a su respecto no resultan incompatibles con su funcionamiento ni con la finalidad perseguida por su encuadramiento como sociedad anónima, que es agilizar la obtención de ciertos objetivos, al relevar a estas personas jurídicas de algunas limitaciones procedimentales propias de la Administración Pública que podrían obstaculizar su actuación comercial.


    Austral Líneas Aéreas Cielos del Sur S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa Fuerza Aérea Argentina s/ Responsabilidad extracontractual del Estado


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3803/2000/CA2-CS1, 25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas


    Internet. Bloqueo de sitios de internet. Derechos de transmisión. Contienda negativa de competencia. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. La causa corresponde a la justicia federal dado que las cuestiones planteadas atañen al comercio interjurisdiccional cuya regulación es propia de la Nación, y en atención al carácter federal de la normativa aplicable y al fundamento constitucional que le da origen. Cuando la pretensión es el bloqueo del acceso al sitio de internet denominado "Rojadirecta", sus dominios y subdominios y cualquier URL cuya sola o predominante finalidad sea permitir su vínculo con “Rojadirecta”, a todos los usuarios localizados en la República Argentina, y que se ordene a los principales motores de búsqueda “la no indexación de URLs que contengan “ROJADIRECTA” y/o “ROJA DIRECTA” como palabra clave, corresponde que sea el fuero contencioso administrativo federal el que entienda en la causa, en razón de las consecuencias que la medida autosatisfactiva solicitada puede tener sobre las condiciones de prestación del servicio. Cuando la competencia de la justicia federal surge en función de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria. No obsta a la solución que se propicia, que los tribunales en lo contencioso administrativo federal sean ajenos a la presente controversia, pues atañe a la Corte como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    Fox Sports Latin America S.A. y otro c/ www.rojadirecta.com s/ Medida autosatisfactiva


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 85086/2017/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Personal policial


    Empleo público. Régimen disciplinario administrativo. Sumario administrativo. Sanciones disciplinarias. Poder Ejecutivo Provincial. Decretos provinciales. Recurso extraordinario federal. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho público local. Exceso ritual manifiesto. Resoluciones equiparables a definitiva. Graven irreparable. Sentencia arbitraria. Debido proceso. Defensa en juicio. 


    Si bien las decisiones de índole procesal y de derecho público local resultan, en principio, ajenas a la instancia extraordinaria en virtud del debido respeto a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, se entiende que en el presente cabe hacer excepción a dicha regla, en tanto la resolución impugnada incurre en un injustificado rigor formal que atenta contra la garantía de defensa en juicio consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional y omite ponderar argumentos normativos conducentes para una adecuada solución del litigio. Asimismo, se entiende que aun cuando la resolución impugnada no reviste el carácter de sentencia definitiva, resulta equiparable a tal, toda vez que impide la continuación del pleito y causa un gravamen de insusceptible reparación ulterior. Lo resuelto por el a quo vulnera el derecho de acceso a la justicia, pues la declaración de inadmisibilidad de la acción con fundamento en la falta de agotamiento de la vía administrativa según la ley de procedimiento administrativo local (decreto-ley 971) importaría una decisión contraria a la continuación y sustanciación de la causa, lo que lesiona las garantías de debido proceso y defensa en juicio. El decreto que se impugna fue dictado por el poder ejecutivo local luego de la tramitación de un sumario administrativo practicado por el Tribunal de Disciplinas para el personal Subalterno -que siguió el procedimiento instituido por la normativa vigente del ámbito policial local- y que culminó con la disposición 1065/14-D-I de la Jefatura de Policía de la provincia de Formosa por la que se solicitó, como conclusión del sumario disciplinario iniciado, la destitución en grado de cesantía a varios agentes, entre ellos, el actor, por la comisión de la falta grave prevista en el art. 80 inciso 2° del Reglamento Régimen Disciplinario Policial. Resulta insostenible el criterio mantenido en la sentencia respecto de que el acto sancionatorio impugnado resulta ser un acto dictado "originariamente y de oficio” por el poder ejecutivo como para aplicar el art. 105 del decreto ley 971/80 -ley de procedimiento administrativo local- que requiere, para esta categoría de actos individuales, como admisibilidad de la acción contencioso presupuesto para la administrativa, la interposición de un recurso de reconsideración para agotar la instancia administrativa. Más allá de lo dicho, la ley de procedimiento administrativo no resultaría ser la norma a aplicar. El artículo 1 de dicho régimen determina que “Esta ley y su decreto reglamentario regirán toda la actividad administrativa estatal de la provincia, tanto la centralizada como la de entidades descentralizadas, con excepción de aquella que se realice por los organismos policiales y de seguridad y la que tenga un régimen especial establecido por ley, en cuyo caso se aplicarán las disposiciones de la presente y su reglamentación, en forma supletoria…”. El personal policial de la provincia de Formosa se rige por la ley provincial 672 y sus reglamentaciones y modificatorias. El artículo 62 establece que la destitución de personal policial sólo podrá ser dispuesta por decreto del poder ejecutivo de la provincia, a solicitud de la jefatura de policía. Por el artículo 64 se estipula la facultad de todo policía a quien se le hubiere impuesto una sanción disciplinaria que considere arbitraria o excesiva de presentar su disconformidad. Y por el artículo 68 inciso c) se enumeran los recursos administrativos posibles, cuya procedencia y tramitación deja sujeta a una reglamentación posterior. Esta última norma es el decreto provincial 915/75 que aprueba el reglamento del régimen disciplinario policial y el reglamento de las actuaciones administrativas. El tribunal local no solo efectuó una interpretación equivocada respecto del tipo de acto individual sino que también aplicó el régimen normativo incorrecto, lo que lleva a concluir que lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas y a que corresponde la descalificación del fallo en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Ramírez, Alfredo c/ Provincia de Formosa s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1466/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Juicios contra el Estado. Daños y perjuicios. Indemnización. Suministro de gas. Distribución de gas. Responsabilidad del Estado. Interpretación de la ley. Interpretación del contrato. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El reconocimiento de la responsabilidad del Estado por su actividad lícita, admitida la Corte en numerosas ocasiones anteriores no resulta aplicable en el sub lite, toda vez que ese reconocimiento exige para su procedencia el cumplimiento de ciertos presupuestos que, no se encuentran reunidos en la presente causa. Resulta menester observar atentamente las peculiaridades propias del marco regulatorio del servicio de gas, y no tan solo aquellas consecuencias cuya verificación pudiera implicar una visión parcial del mencionado sistema normativo. El servicio de gas fue privatizado, iniciándose dicho proceso con las leyes 23.696 Y 23.697, tras lo cual el Congreso Nacional sancionó la ley 24.076 por la que declaró a Gas del Estado Sociedad del Estado “sujeta a privatización”, procedimiento que fue reglamentado por el decreto 1189/92. A partir de allí surgió un nuevo marco jurídico regulatorio del gas, integrado por las leyes 17.319 (arts. 2°, 3° y 6°) y 24.076 (art. 3°), por las cuales se autoriza al Poder Ejecutivo Nacional a tomar las medidas que resulten pertinentes para asegurar el abastecimiento interno de gas natural. El reglamento del Servicio de Distribución aprobado por el decreto 2255/92 establece, en el art. 10, inc. a) del subanexo II del anexo B, que la distribuidora hará todo lo razonablemente posible para brindar un suministro del servicio regular e ininterrumpido, también prevé que dicho servicio eventualmente pueda ser suspendido, restringido o discontinuado, por las razones estipuladas en el art. 11, esto es “para cumplir… con cualquier orden o directiva gubernamental, ya sea Nacional, Provincial, Municipal o de la Autoridad Regulatoria, sin perjuicio de que dicha orden o directiva pueda posteriormente considerarse invalida”. Ante la escasez de producción de gas, el Poder Ejecutivo facultó, mediante decreto 180/04, a la Secretaria de Energía para disponer las medidas que considerara necesarias a fin de evitar que el sistema de gas natural entrara en crisis de abastecimiento, que se garantizara al menos el suministro a los usuarios residenciales, usuarios del servicio general y los usuarios del servicio a sub-distribuidores. No puede decirse que las restricciones al suministro de gas a la actora haya sido una situación imprevista para ella y que implicara un sacrificio especial de su parte, pues al suscribir el contrato con la distribuidora de gas ya se encontraban contempladas tales circunstancias que privilegiaban el suministro a los usuarios residenciales por sobre el de la industria ante la insuficiencia de producción de gas. El daño aducido por la actora no es imputable a la actividad legitima del Estado, ni a las resoluciones dictadas por el Estado Nacional ajustadas en un todo al sistema legal o no resulta óbice para ello el reconocimiento del carácter objetivo de la responsabilidad estatal, toda vez que es necesario acreditar la existencia de una relación directa, inmediata y exclusiva, de causa a efecto, entre la conducta impugnada y el perjuicio cuya reparación se persigue, sin intervención extraña que pudiera influir en el nexo causal. La Corte ha dicho que la admisión de la doctrina de la responsabilidad estatal por los daños derivados de su actividad lícita no ha de ser entendida como dirigida a instituir en este ámbito un régimen de responsabilidad de naturaleza objetiva, de conformidad con el cual bastaría la mera acreditación de la existencia de nexo causal suficiente entre la actividad legítima de los órganos estatales y los perjuicios -de cualquier orden – que experimentasen los particulares, para suscitar la obligación de indemnizarlos. La sentencia del a quo omitió el tratamiento de cuestiones conducentes planteadas por el quejoso, apartándose de la normativa impuesta a las actuaciones, de manera incompatible con las garantías que protegen la defensa en juicio y el debido proceso. Es dable resaltar que la sentencia que no contiene una apreciación razonada de las constancias del juicio, en armonía con la normativa aplicable, tiene sólo un fundamento aparente que la descalifica como acto jurisdiccional válido, afectando las garantías constitucionales de defensa en juicio y de debido proceso.


    Alcalis de la Patagonia S.A.I.C. c/ Estado Nacional – Ministerio de Planificación - decreto 475/05 s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10344/2010/2/RH2, 17 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Estabilidad del empleado público. Funciones transitorias. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El rechazo del planteo de nulidad del acto administrativo de reestructuración y cese en las funciones transitorias se encuentra firme, así como el rechazo del recurso de reconsideración, lo que constituye un obstáculo insalvable para la procedencia de cualquier reparación económica como pretende la actora. Ello es así por la consecuencia lógica de la naturaleza accesoria de dichas pretensiones respecto de la acción de nulidad de los actos administrativos, en virtud de la presunción de legitimidad que éstos ostentan. La Corte tiene dicho al respecto que "al no mediar declaración de ilegitimidad no puede haber resarcimiento o pago de suma de dinero alguna pues falta la causa de tales obligaciones". Las asignaciones de funciones interinas son decisiones de alcance temporal a las que no se les puede reconocer una garantía de permanencia; máxime cuando el régimen aplicable no contiene una norma que permita esa conclusión. Antes bien, en el sub examine, la reglamentación contiene una estipulación expresa en contrario. Por lo tanto, no resultaría posible predicar la existencia de un daño indemnizable sin desnaturalizar el régimen de personal del hospital. En otro orden, reconocerle judicialmente a la actora una diferencia salarial por una función de mayor jerarquía que ha dejado de existir por acto legítimo, equivaldría a modificar la estructura orgánica del nosocomio de manera encubierta o a generar un reencasillamiento en un cargo o una asignación de función sin previsión presupuestaria, en violación a la división de poderes en tanto tal decisión responde a una facultad privativa de la autoridad administrativa. La intangibilidad salarial que la actora pretende incluir como garantía de la estabilidad del empleado público del art. 14 bis de la Constitución Nacional, no puede sostenerse en el caso, sus cuestionamientos carecen de sustento pues no puede pretenderse el mantenimiento de determinado monto salarial cuando la mayor suma que percibía se debía a la asignación de funciones transitorias.


    Ledesma, Alicia Noemí c/ Hospital Garrahan - Consejo de Administración – Resoluciones 106/10 y 625/09 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29069/2011/CA1-CS1, 09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Competencia. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión de derecho público local. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa “Sa Edgardo Jesús Gonzalo c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Despido”, (Fallos: 326:4778).


    Si bien la Corte, tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por la recurrente, supuesto que se configura en el sub lite, habida cuenta del carácter que revisten todos los jueces de la Capital Federal. La Corte en el fallo CNT 679/2016, “Sapienza” ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa “Corrales”, que implicó abandonar la tradicional doctrina cuya aplicación aquí se propone, al sostener que no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio. Ello no obstante, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Sentado lo anterior, conviene recordar la doctrina de la Corte según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Al ser parte el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y al ponerse en tela de juicio la conducta administrativa de la demandada, las cuestiones esgrimidas deben ser examinadas a la luz de normas de derecho público local del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y, por lo tanto, revisadas por los jueces locales especializados en esa materia. En este sentido, no es ocioso recordar que la Corte en la causa “Cerigliano”, dejó sentado que el encuadramiento jurídico establecido en la causa determinaba que el caso sea de competencia del fuero contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Recurso Queja N° 1 - Grosso, Nancy Noemí y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 72367/2017/1/RH1, 09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Denegatoria del fuero federal. Cuestión de derecho público local. Causas excluidas de la competencia federal. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones que resuelven los planteos de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente. Este último supuesto es el que se configura en el sub lite, puesto que la actora solicitó que se declare la competencia de la justicia federal y ello le fue denegado en la decisión recurrida. En cuanto al fondo del asunto, la sentencia apelada se ajusta a derecho, toda vez que la causa no corresponde al conocimiento de la justicia federal. La Corte tiene dicho que no corresponde que la justicia federal asuma competencia en la causa promovida por una autoridad local por cobro de gravámenes reclamados con arreglo a legislación de ese carácter, toda vez que la recaudación de sus rentas es una función que sólo a ella le incumbe, y también que los tribunales federales no pueden, por regla, resolver sobre la validez o inconstitucionalidad de tributos locales cuyo cobro se persigue en juicio de apremio seguido ante la justicia provincial, sin perjuicio de que esa cuestión sea traída a su conocimiento por el recurso del art. 14 de la ley 48, o por devolución de lo pagado indebidamente ya que, al menos en principio, el juez llamado a conocer de la demanda es necesariamente el de las excepciones que desea oponer el demandado.


    Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Provincia de Entre Ríos - Municipalidad de Paraná s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 90949/2017/CA1-CA2, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Personal militar. Personal civil de las Fuerzas Armadas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible pues, si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el artículo 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior. Cabe señalar que, en el dictamen emitido por este Ministerio Público en la causa CAF 6481/2010/CS1, “Mapal SACIA”, se sostuvo que el sistema establecido por normas que revisten carácter de orden público para la cancelación en efectivo de las deudas estatales importa el cumplimiento de diversos trámites que conducen necesariamente a dilatar el momento del efectivo pago. Por tal motivo, mientras no hayan transcurrido los plazos previstos y no se configuren las condiciones establecidas para que el acreedor se encuentre facultado a solicitar la ejecución del crédito, no se produce la mora del obligado al pago ni corresponde, en consecuencia, el cálculo de intereses. No obstante ello, en el sub lite, ante la falta de apelación por parte del Estado Nacional con respecto a la improcedencia de calcular intereses durante el período de espera que prevén las leyes 11.672 y 23.982, la cuestión a dilucidar en esta instancia se limita a determinar si la liquidación de los accesorios aprobada debe ser cancelada en forma inmediata o si debe ajustarse al mecanismo de previsión presupuestaria, tal como se procedió con la obligación principal. Al respecto, cabe tener presente que en autos se ha efectuado un cálculo de los intereses sin que el Estado Nacional invocara agravio alguno al respecto pues, solamente cuestionó el modo en que deben cancelarse tales accesorios. Habida cuenta de ello, a los efectos de percibir lo adeudado en concepto de intereses debe seguirse el procedimiento previsto por los arts. 22 de la ley 23.982 Y 170 de la ley 11.672.


    Recurso queja N° 1 - Páez, Ramón Edgardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 26204/2008/1/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Deudas del Estado. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible pues, si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el artículo 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior. Cabe señalar que, en el dictamen emitido por este Ministerio Público en la causa CAF 6481/2010/CS1, “Mapal SACIA”, se sostuvo que el sistema establecido por normas que revisten carácter de orden público para la cancelación en efectivo de las deudas estatales importa el cumplimiento de diversos trámites que conducen necesariamente a dilatar el momento del efectivo pago. Por tal motivo, mientras no hayan transcurrido los plazos previstos y no se configuren las condiciones establecidas para que el acreedor se encuentre facultado a solicitar la ejecución del crédito, no se produce la mora del obligado al pago ni corresponde, en consecuencia, el cálculo de intereses. No obstante ello, en el sub lite, ante la falta de apelación por parte del Estado Nacional con respecto a la improcedencia de calcular intereses durante el período de espera que prevén las leyes 11.672 y 23.982, la cuestión a dilucidar en esta instancia se limita a determinar si la liquidación de los accesorios aprobada debe ser cancelada en forma inmediata o si debe ajustarse al mecanismo de previsión presupuestaria, tal como se procedió con la obligación principal. Al respecto, cabe tener presente que en autos se ha efectuado un cálculo de los intereses sin que el Estado Nacional invocara agravio alguno al respecto pues, solamente cuestionó el modo en que deben cancelarse tales accesorios. Habida cuenta de ello, a los efectos de percibir lo adeudado en concepto de intereses debe seguirse el procedimiento previsto por los arts. 22 de la ley 23.982 Y 170 de la ley 11.672.


    Recurso queja N° 1 – Bartrons, Fernando Enrique y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 28036/2011/1/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Personal militar. Personal civil de las Fuerzas Armadas. Fundamentación del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso deducido no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni contiene una crítica prolija de la sentencia impugnada en los términos de la jurisprudencia de la Corte, es decir que no rebate todos y cada uno de los fundamentos en que se apoyó el tribunal para arribar a las conclusiones que agravian al apelante. En tales condiciones, sin perjuicio del criterio adoptado por este Ministerio Público en el dictamen CAF 6481/2010/CS1, “Mapal SACIA”, el recurso carece de una crítica concreta y razonada pues omite toda consideración acerca de los argumentos expuestos por el superior tribunal para confirmar lo resuelto en primera instancia y, en consecuencia, no satisface el requisito de fundamentación autónoma a que se refiere el artículo 15 de la ley 48.


    Recurso queja N° 1 - Gerez, Julio Argentino y otros c/ Mariela Patricia Acosta y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 31512/2008/1/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Comisión Nacional de Valores. Mercado de capitales. Suspensión de oferta pública. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    La cuestión controvertida requiere determinar si, en las circunstancias del caso, la Comisión Nacional de Valores podía revocar la autorización de la oferta pública en el marco de las facultades de control del funcionamiento del mercado de capitales, de acuerdo a lo previsto por el artículo 19 de la ley 26.831; o bien, la medida adoptada configura el ejercicio de su poder disciplinario regido por el artículo 132, inciso e, de ese cuerpo legal, y, en ese supuesto, si fue dispuesta afectando el derecho a ser oído de los administrados. Resulta necesario recordar el inveterado criterio de la Corte Suprema en cuanto a que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente es la letra de la ley; y que, cualquiera sea la índole de la norma, no hay mejor método de interpretación que el que tiene primordialmente en cuenta su finalidad. Sobre la base de estas pautas orientadoras corresponde señalar que la Ley 26.831 de Mercado de Capitales concentra en la Comisión Nacional de Valores el control de todos los sujetos de la oferta pública de valores negociables a fin de resguardar los intereses de los inversores mediante la protección de la integridad y transparencia de las operaciones, necesarias para mantener las condiciones de seguridad y confianza que impulsan la canalización del ahorro hacia fines productivos (art. 1 y 19, inc. j), ley 26.831 y Considerando del dec. 1023/13 reglamentario). En tales condiciones, la cancelación de autorización de la oferta pública de los instrumentos financieros dispuesta por el organismo de control, en el supuesto de autos, debe entenderse comprendida en el ejercicio de su función de fiscalización de la existencia misma de oferta pública, sin que logre modificar esta conclusión la alegada temporalidad y escasez de las tenencias de los fiduciarios de valores negociables emitidos por los fideicomisos en cuestión, desde que las vinculaciones señaladas por la Comisión comprenden casi la totalidad del padrón a la fecha del dictado de las resoluciones 18.123 y 18.124, lo cual parece contradecir la característica definitoria de la oferta pública.


    South American Trust S.A. y otro c/ Comisión Nacional de Valores s/ Mercado de capitales - Ley 26.831 – Artículo 143


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49292/2016/1/RH1, 12 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Remisión al dictamen de la causa CAF 29069/2011/CA1-CS1, "Ledesma, Alicia Noemí c/ Hospital Garrahan-Consejo Adm.-Resol. 106/10 y 625/09 s/ Proceso de conocimiento".


    Recurso Queja N° 1 - Ledesma, Alicia Noemí c/ Hospital Garrahan - Consejo de Administración – Resoluciones 106/10 y 625/09 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29069/2011/1/RH1, 09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. Indemnización por despido. Cuestiones procesales. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cabe recordar, en orden a verificar las condiciones para habilitar la vía del artículo 14 de la ley 48 que, en principio, es ajeno a esta instancia el examen de decisiones que resuelven cuestiones regidas por el derecho público local, porque ellas son privativas de los tribunales locales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo cuando medien supuestos de arbitrariedad. También ha dicho la Corte que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Así, para descalificar una sentencia por causa de arbitrariedad en el razonamiento legal se debe efectuar un análisis de los defectos lógicos que justifican tan excepcionalísima conclusión. En tal sentido, la arbitrariedad no puede resultar de la sola disconformidad con la solución adoptada, sino que requiere la constatación de un apartamiento de los criterios mínimos de argumentación jurídica. En cuanto al agravio relativo a la imposición de costas, la Corte ha sostenido reiteradamente que, al tratarse de una cuestión fáctica y procesal, resulta propia de los tribunales de la causa y ajena, por principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48 máxime cuando el apelante no demuestra la arbitrariedad de lo decidido, punto en que la queja sólo trasunta discrepancia con el criterio del juzgador, que fundó su resolución en el artículo 68 del código procesal local que sienta el criterio objetivo de la derrota. Por lo tanto, que corresponde declarar la inadmisibilidad formal de la queja y del recurso extraordinario interpuestos.


    Sánchez, Oscar Vicente c/ Municipalidad de Esquina (Corrientes) y otro y/o quien resulte responsable s/ Acción contenciosa administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1748/2018/RH1, 02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Medidas cautelares. Admisibilidad del recurso. 


    Corresponde recordar que es conocida y reiterada la doctrina de la Corte que señala que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten no revisten, en principio, carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el artículo 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. No obstante lo expuesto, el principio cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, circunstancia que se presenta, por ejemplo, cuando la resolución impugnada puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general, dictadas en ejercicio de facultades privativas de uno de los Poderes del Estado, o cuando lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad en razón de su aptitud para perturbar la percepción de la renta pública. Procede ingresar ahora al estudio de los demás agravios del Estado Nacional, con la limitación de que no pueden ser tratados aquellos referidos a la validez o invalidez de la resolución 2016-266-E-E-APN-MEM, pues ello sería entrar a considerar el fondo de la cuestión debatida en autos, aspecto que excede largamente el limitado ámbito cognoscitivo de la revisión de una medida cautelar. Es oportuno recordar que, si bien como lo ha sostenido la Corte, el dictado de aquel tipo de medidas no exige el examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien las solicita la carga de acreditar prima facie la verosimilitud del derecho y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen. La Corte ha destacado que medidas como las requeridas se dirigen a evitar perjuicios irreparables que vuelven impostergable una intervención jurisdiccional eficaz para modificar el estado de hecho en que se encuentra el peticionario. En virtud de tales restricciones, correspondía a los magistrados verificar cuidadosamente la concurrencia de los extremos de hecho acreditados y no sólo los dichos de la peticionaria, exigidos para la procedencia de la medida solicitada, valorándolos con la prudencia que demanda un conflicto de esta naturaleza. También constituye sentencia equiparable a definitiva la decisión en cuanto, al hacer extensiva la medida cautelar del 31 de mayo de 2017 a PASA, desestimó los argumentos del Estado Nacional sobre la falta de legitimación de esta última, pues lo decidido sella definitivamente la cuestión sin posibilidad de que pueda ser planteada en adelante. Sentado ello, corresponde admitir la impugnación intentada, aun cuando involucre cuestiones de naturaleza procesal ajenas como regla a la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48, toda vez que la apelación resulta hábil para demostrar, también en este aspecto, que la decisión adoptada sobre el punto por el a quo resulta arbitraria, en la medida en que en la sentencia se afirma que PASA no es parte en el presente litigio, ignorando que mal puede concederse una medida cautelar a quien no es parte de la relación jurídica sustancial sobre la que se basa la pretensión en el proceso. Por todo ello, cabe hacer lugar a la queja interpuesta por el Estado Nacional, revocar la resolución y devolver las actuaciones a la Cámara de origen a fin de que, por quien corresponda, se resuelva conforme a lo expuesto.


    Recurso queja n° 1 - Incidente n° 1 - Refinadora Neuquina S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Energía y Minería de la Nación y otro s/ Incidente apelación


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 82776/2016/1/1/RH1, 17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Deuda pública. Intereses moratorios. Plazo. Interpretación y aplicación de la ley. Ley de orden público. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte, en oportunidad de pronunciarse acerca de la aplicación del artículo 22 de la ley 23.982, sostuvo que este precepto estableció un procedimiento que procura armonizar la administración nacional de los fondos públicos y los derechos patrimoniales de los particulares debatidos en el ámbito de la justicia. Seguidamente, efectuó una reseña del procedimiento previsto por el artículo 68 de la ley 26.895 -incorporado como artículo 170 de la ley 11.672 complementaria permanente de presupuesto- al que deben someterse para su cancelación las condenas dinerarias a cargo del Estado Nacional. Concluyó en que se confiere al Estado la prerrogativa de diferir por única vez el pago de la condena en el supuesto de que se agote la partida presupuestaria correspondiente al ejercicio en el que se encontraba prevista su cancelación; mientras esto suceda, cobra pleno efecto la inembargabilidad de los fondos afectados a la ejecución presupuestaria prevista en el artículo 165 de la ley 11.672. Pero si el deudor no acredita el agotamiento de la partida, incumple el orden de prelación para el pago o bien, concretado el diferimiento, transcurre el ejercicio sin que se verifique la cancelación de la condena dineraria, el acreedor está facultado para llevar adelante la ejecución. Entendió que ello es así, en razón de que no es admisible que el Estado pueda demorar el acatamiento de un fallo judicial mediante el incumplimiento de un deber legal. El sistema establecido por normas que revisten carácter de orden público para la cancelación en efectivo de las deudas estatales importa el cumplimiento de diversos trámites que conducen necesariamente a dilatar el momento del efectivo pago, motivo por el cual, mientras no hayan transcurrido los plazos previstos y no se configuren las condiciones a las que se aludió ut supra para que el acreedor se encuentre facultado a solicitar la ejecución del crédito, no se produce la mora del obligado al pago ni corresponde, en consecuencia, el cálculo de intereses.


    Mapal S.A.C.I.A. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Vialidad – Resolución 777/01 (Expediente 19.125/09) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6481/2010/CS1, 02 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Contrato de obra pública. Rubros indemnizatorios. Tasas de interés. Gastos del proceso. Costas. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El art. 51 inc. a de la ley 13.064, cuyo fin es que el contratista cuya conducta originó la rescisión del contrato cargue con las consecuencias dañosas que le provocó a la administración al tener que incurrir en un gasto mayor para ejecutar el contrato incumplido, habla claramente del perjuicio a resarcir a la Administración, que se traduce, en el caso, en la suma de dinero que el contratante debió pagar a otro contratista para terminar la primera obra, a lo que se suma que no existe mención en la ley respecto de llevar los valores de dicho perjuicio a la fecha de la nueva obra. La cámara, al "homogeneizar" dicha diferencia, lo que hace es actualizar el monto aplicando el índice de la Cámara Argentina de la Construcción (CAC) para obras de arquitectura sin tener en cuenta leyes de orden público como lo son la 23.928 y su modificatoria 25.561 por las que se mantienen derogadas todas las normas legales o reglamentarias que establezcan o autoricen la indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas, impuestos, precios o tarifas de los bienes, obras o servicios.Desde esta perspectiva, no corresponde homogeneizar valor alguno. Con relación al tema de la determinación de los intereses, el planteo, dado su carácter fáctico, procesal y de derecho común es, como regla, ajeno a la vía del recurso extraordinario, sin que corresponda hacer excepción a dicho principio toda vez que la resolución del tribunal tiene sustento válido, suficiente y sin visos de arbitrariedad. Por otro lado, respecto de la omisión en la sentencia de cómo debe proceder la demandada en relación a los certificados provisorios de obra ya percibidos y abonados por el contratante, su decisión en el presente estado del recurso resulta inoficiosa, pues el pronunciamiento fue notificado a las partes involucradas y no fue atacado por recurso alguno, lo que devendría en un pronunciamiento firme sobre el punto. En otro orden, en cuanto a la reducción del monto Indemnizatorio, es un tema ajeno al recurso extraordinario y de apreciación de los hechos y las pruebas, propio de los jueces de la causa, sin que se vislumbre, en los fundamentos de la sentencia, indicio alguno de arbitrariedad en la evaluación de aquéllos. Por último, en cuanto a los agravios vinculados a las costas del juicio, por tratarse del análisis de cuestiones de hecho y prueba, materia que como regla es ajena al recurso extraordinario, no corresponde su admisión por esta vía excepcional, máxime cuando los argumentos de la recurrente solo exhiben una mera discrepancia de criterio con aquellos dados por los jueces de la causa y el fallo atacado tiene sustento suficiente como para excluir cualquier planteo de arbitrariedad.


    Honorable Cámara de Diputados de la Nación y otros c/ Marle S.A.- CB Obras y Servicios S.A. s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35210/2005/CS1-CA1, 30 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Empleo público. Agentes de la administración pública. Derechos de los agentes de la administración pública. Carrera administrativa. Escalafón. SINAPA. SINEP. Asignación de grado. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La asignación de funciones encomendada al actor no implicó un "cambio de categoría de mayor jerarquía" desde que, al no tratarse de una designación la asignación no significó un ascenso ni una modificación de su nivel escalafonario ni un reencasillamiento en los niveles del SINAPA/SINEP. Los distintos niveles escalafonarios del SINAPA/SINEP tienen un correlato definido con los grupos y subgrupos establecidos en el régimen de estímulos. En el sub lite, no hay discusión posible en cuanto a que al nivel-letra D del régimen del SINAPA, le corresponde el grado II del régimen de estímulo. Por lo tanto, se desprende de los arts. 2° y 3° del Régimen de Estímulo que el nivel/letra del SINAPA/SINEP determina el grupo y las funciones desarrolladas definen el subgrupo (número de índice básico), es decir que el incentivo no se paga en función de la “función ejercida” sino por la función conforme el nomenclador de funciones del sistema nacional de profesión administrativa. En consecuencia, al recurrente nivel/letra D del SINAPA/SINEP, aun con la asignación de inspector calificado con firma delegada, le corresponde el grado II del régimen de estímulo. Tal conclusión se condice con las mencionadas cláusulas 16 y transitoria 2 del régimen de estímulo que estipulan que cualquier cambio, modificación o reencasillamiento en los niveles/letras del régimen de SINAPA/SINEP, el agente automáticamente será reacomodado en el grupo y subgrupo del régimen de estímulos que corresponda al nuevo nivel/letra alcanzado. Con respecto a la alegada violación de "igual remuneración por igual tarea", es útil mencionar que es el propio recurrente quien reconoce que no existe norma ni óbice alguno para que un agente nivel D que reúna los requisitos exigidos en la ley orgánica de la Inspección General de Justicia (ley 22.315) se desempeñe en las funciones de inspector calificado con firma delegada. En este orden de ideas, cabe reiterar que es el nivel SINAPA el que da correspondencia al grupo estímulo y no así la función desarrollada. Los casos de otros agentes de la IGJ traídos en comparación a su situación cumplen función de inspector calificado con firma delegada letra C del SINAPA, nivel que, conforme a las normas del régimen de estímulos, se corresponden con el grupo l.


    Badoza, Eduardo Raúl c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Resolución 1653/06 s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5877/2013/CA1-CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Universidades nacionales


    Reinstalación en el puesto de trabajo. Personal no docente. Diferencias salariales. Facultades discrecionales. Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. 


    No puede sostenerse válidamente que el ejercicio de facultades discrecionales por parte de un órgano administrativo para remover a una persona del cargo para el cual había sido designada, aun con carácter transitorio o precario, lo exima de cumplir los recaudos que para todo acto administrativo exige el artículo 7° de la ley 19.549. Al respecto, cabe recordar que la Corte ha reconocido que el control judicial de los actos denominados tradicionalmente discrecionales o de pura administración encuentra su ámbito de actuación, por un lado, en los elementos reglados de la decisión y, por el otro, el examen de su razonabilidad. Asimismo, ha señalado la Corte al dictar sentencia en el caso “Schnaiderman”, “…la circunstancia de que la entidad administrativa obrare en ejercicio de facultades discrecionales, en manera alguna puede constituir un justificativo de su conducta arbitraria, como tampoco de la omisión de los recaudos que, para el dictado de todo acto administrativo, exige la ley 19.549. Es precisamente la legitimidad con que se ejercen tales facultades, el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de parte interesada, verificar el cumplimiento de dichas exigencias.


    Demandado: Universidad Nacional de San Juan s/ Civil y comercial - varios - Actor: Reta, Miguel Ángel


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 82194343/2011/1/RH1, 29 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Aeronautico


    Contienda negativa de competencia


    Contrato de transporte. Transporte aéreo. Competencia federal. 


    Resulta aplicable doctrina sentada en el expediente S.C. Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto”.


    Para resolver las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión; así como procede indagar la índole de la pretensión, su origen y la relación de derecho habida entre las partes. Corresponde al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.


    Soiffer, Miguel y otro c/ American Express Argentina S.A. y otro s/ Ordinario


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3388/2019/CS1, 31 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones de competencia


    Transporte aéreo. Código aeronáutico. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 973, L XLIV, "Civellí, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios"


    Incumbe al fuero federal el juzgamiento de las cuestiones relacionadas, principalmente, con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas, por ende, a las prescripciones del Código Aeronáutico, su reglamentación y las reglas operativas de la autoridad aeronáutica.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Trombino, Oscar Fernando s/ Cobro de sumas de dinero


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7794/2019/CS1-CA1, 13 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Ambiental


    Contienda negativa de competencia


    Derecho ambiental. Protección de la flora y fauna silvestre. Especies protegidas. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Se encuentra aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    P. B., Nibaldo s/ Infracción Ley 22.421


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2159/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Amparo ambiental. Daño ambiental de incidencia colectiva. Recomposición del daño ambiental. Cuestión de derecho público local. Cuestión no federal.Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Uno de los supuestos en que ésta procede si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Por lo tanto, quedan excluidos de esa instancia aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En el sub lite, se presenta esta última hipótesis, en tanto la actora pretende obtener la protección del Cóndor Andino declarado Monumento Natural Provincial por la ley local 6.599 y el factor degradante que denuncia tuvo lugar en la Provincia de Mendoza, por lo que se trata de un asunto de derecho ambiental de carácter local, que se rige sustancialmente por el derecho público de esa provincia y de competencia de las autoridades provinciales, de conformidad con los arts. 41, párrafo 3° y 121 y siguientes de la Constitución Nacional. Además, no debe perderse de vista la localización del factor degradante, que en la causa dicho factor, en el supuesto de existir, se encuentra en el territorio de la Provincia, más allá de la movilidad que se le pueda atribuir a los residuos que se desprendan de ese accionar. No obsta a ello el hecho de que la actora invoque el respeto de leyes nacionales, cláusulas constitucionales y tratados internacionales, ya que ello no resulta suficiente para fundar la competencia originaria de la Corte en razón de la materia, en la medida que, esta instancia sólo procede cuando la acción entablada se basa "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados internacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando se incluyen, además, temas de índole local. En consecuencia, dado que la pretensión de la actora involucra cuestiones de índole local que requieren para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza, la causa no reviste carácter exclusivamente federal como lo exige el Tribunal para que proceda su competencia originaria ya que incluye una materia concurrente con el derecho público local. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, que las cuestiones de índole federal que sin perjuicio de también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Lo contrario importaría invadir las facultades reservadas de la Provincia de Mendoza. Por otra parte, el examen de la determinación de la naturaleza federal del pleito, debe ser realizado con particular estrictez de acuerdo con la excepcionalidad del fuero federal, de manera tal que si no se verifican los supuestos que la determinan, el conocimiento del proceso corresponde a la justicia local. La aplicación de ese principio de estrictez es insoslayable frente a la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, en la medida en que resulta exclusiva y no puede ser ampliada por persona o poder alguno. Tampoco corresponde la competencia originaria del Tribunal en razón de las personas, pues el Estado Nacional no integra la relación jurídica sustancial en que se apoya la pretensión de la actora, si no se logra demostrar los hechos o las omisiones en que pudiere haber incurrido que le atribuyan algún grado de responsabilidad por los daños y perjuicios denunciados.


    Mendoza, Provincia de c/ Valle de las Leñas S.A. y otros s/ Acción por daño ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1771/2019,04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Minería. Exploración y explotación de minerales. Técnicas de extracción de minerales. Sustancias tóxicas. Protección del medio ambiente. Interpretación de la ley. Policía ambiental. Servicio nacional de agua potable. Sentencia arbitraria. Derecho de defensa. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    Existe cuestión federal en virtud de que se han cuestionado los arts. 1°, 2° Y 3° de la ley provincial 7722 por considerarlos contrarios a los arts. 14, 16 Y 17 de la Constitución Nacional y al Código de Minería de la Nación, y la resolución de la Suprema Corte ha sido a favor de su constitucionalidad. La provincia de Mendoza sancionó ley 7722 en ejercicio de facultades ambientales en complemento de las normas nacionales que protegen el ambiente en lo que a la actividad minera se refiere, ello, sin alterar las competencias ejercidas por el Estado Nacional para dictar los códigos de fondo en los términos del arto 75 inc. 12 de la Constitución Nacional. El Tribunal tiene dicho que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido, pues si bien la Constitución Nacional establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconoce expresamente la jurisdicción local en la materia. En tales condiciones, la Nación legisla las pautas mínimas de protección y, al ser esta una facultad compartida por su objeto, la autoridad provincial ejerce la porción del poder estatal que le corresponde con base constitucional; extremo que implica que la provincia en su ámbito propio realiza en plenitud una atribución que traduce un grado de valoración con relación al fin especial de carácter preventivo que persigue, la protección del medio ambiente. Por tratarse de un tema derivado del poder de policía ambiental, de seguridad y salubridad, aparecen en escena atribuciones del gobierno nacional y de las autoridades provinciales en el marco de las que se denominan facultades concurrentes, las cuales se evidencian cuando esas potestades pueden ejercerse conjunta y simultáneamente sobre un mismo objeto o una misma materia, sin que de tal circunstancia derive violación de principios o precepto jurídico alguno. No cabe, pues, desconocer las facultades que en el derecho ambiental competen a cada uno de los estados. Es así que en el reparto de competencia que surge de la Constitución Nacional, el art. 233 del Código de Minería dispone que los mineros pueden explotar sus pertenencias libremente, sin sujeción a otras reglas que las de seguridad, policía y conservación del ambiente. La protección del ambiente y la conservación del patrimonio natural y cultural en el ámbito de la actividad minera quedarán sujetas a las disposiciones de la Sección Segunda del Título pertinente y a las que oportunamente se establezcan en virtud del art. 41 de la Constitución Nacional. Si bien la exploración y explotación del oro y cobre es una actividad lícita y de libre ejercicio, tal como surge de los arts. 1°, 2° y 3° del Código de Minería, ello debe hacerse con sujeción a las reglas de seguridad, policía y conservación del ambiente, cuya autoridad de aplicación serán aquellas que las provincias determinen en el ámbito de su jurisdicción. Así, la Provincia de Mendoza, mediante la ley 7.722, ha ejercido sus competencias constitucionales sin avanzar sobre las facultades exclusivas del Congreso de la Nación para dictar el Código de Minería, complementando y estableciendo mayores exigencias o requisitos en materia ambiental que los previstos en la legislación nacional 25.675, y la Sección Segunda del Título XIII "De la protección ambiental para la actividad" del Código de Minería. Además, de la confrontación de la ley 7.722 con las finalidades perseguidas por el ordenamiento jurídico señalado no surge que, en el ejercicio de tal competencia, la Provincia haya sancionado, en términos generales, una ley irrazonable. Basta atender a los principios enunciados por la Corte en la materia, en particular en sus pronunciamientos de Fallos: 342: 917 y 1203, que resultan aplicables al sub lite. En el primero de ellos, el Tribunal señaló que cuando existen derechos de incidencia colectiva atinentes a la protección del ambiente, en especial de los recursos hídricos, la hipotética controversia no puede ser atendida como la mera colisión de derechos subjetivos, pues la caracterización del ambiente como "un bien colectivo, de pertenencia comunitaria, de uso común e indivisible" cambia sustancialmente el enfoque del problema, que no solo debe atender a las pretensiones de las partes. La calificación del caso exige "una consideración de intereses que exceden el conflicto bilateral para tener una visión policéntrica, ya que son numerosos los derechos afectados. Por esa razón, la solución tampoco puede limitarse a resolver el pasado, sino, y fundamentalmente, a promover una solución enfocada en la sustentabilidad futura, para lo cual se exige una decisión que prevea las consecuencias que de ella se derivan". El ambiente, "no es para la Constitución Nacional un objeto destinado al exclusivo servicio del hombre, apropiable en función de sus necesidades y de la tecnología disponible, tal como aquello que responde a la voluntad de un sujeto que es su propietario. Respecto del acceso al agua potable, en el caso "Barrick", la Corte aclaró que es un derecho cuya tutela implica modificar una visión según la cual "la regulación jurídica del agua se ha basado en un modelo antropocéntrico, que ha sido puramente dominial al tener en cuenta la utilidad privada que una persona puede obtener de ella o bien en función de la utilidad pública identificada con el Estado. El paradigma jurídico que ordena la regulación del agua es ecocéntrico, o sistémico, y no tiene en cuenta solamente los intereses privados o estaduales, sino los del mismo sistema, como lo establece la ley general del ambiente. Con respecto al específico tema hídrico, advirtió la Corte en ese fallo que, en caso de incerteza, el principio in dubio pro agua, consistente con el principio in dubio pro natura, establece que las controversias ambientales y de agua deberán ser resueltas en los tribunales, y las leyes de aplicación interpretadas del modo más favorable a la protección y preservación de los recursos de agua y ecosistemas conexos. Sobre la base de tales principios, las críticas del apelante en este punto constituyen meras discrepancias con la resolución que adoptó la Corte local sobre la razonabilidad de la ley si se pondera que la finalidad de la norma es resguardar derechos que cuentan con especial tutela constitucional e internacional, como el derecho al medio ambiente sano y equilibrado y el principio in dubio pro agua, por lo que los agravios de la apelante sólo traducen su desacuerdo con el criterio interpretativo adoptado por el tribunal quien ha realizado una adecuada ponderación del fin previsto por el legislador. La Corte ha expresado que es improcedente el recurso extraordinario si se ha omitido cuestionar otras afirmaciones del juez que alcanzan para sustentarlo como acto jurisdiccional válido. Así ocurre en el caso en que la actora no se hace cargo de rebatir los sólidos fundamentos de la sentencia plenaria que dan cuenta de la peligrosidad de las sustancias prohibidas por la ley 7.722. Cabe desestimar la arbitrariedad que la apelante endilga al pronunciamiento dictado en esta causa por haberse omitido evaluar prueba esencial y relevante para resolverla, como son los informes del Departamento General de Irrigación provincial, del Consejo Profesional de Geólogos e Ingenieros provincial y de la Dirección de Saneamiento y Control Ambiental de la Secretaría de Ambiente provincial, así como la transcripción taquigráfica de la sesión legislativa en la cual se rechazó la ratificación de la DIA emitida para el proyecto de la actora. Así, el a quo sí tomó en cuenta dichos informes de conformidad a lo expuesto en su sentencia y consideró que no se habían acreditado recaudos relevantes para tachar la constitucionalidad de la ley 7.722. En la jurisprudencia de la Corte los agravios referidos al modo en que el tribunal efectuó la valoración de las circunstancias fácticas probadas en el expediente no suscitan cuestión que deba ser atendida por la vía del recurso extraordinario en razón del carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad. Además, es sabido que los magistrados no están obligados a seguir a las partes en todas sus argumentaciones ni a ponderar una por una exhaustivamente todas las pruebas incorporadas a la causa, sino sólo aquellas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones. A ello cabe agregar que, la recurrente no demuestra la atingencia de los elementos que destaca con la sustancia de sus agravios, toda vez que los informes que señala como prescindidos de consideración por el a quo no parecen circunstancias susceptibles de alterar la solución alcanzada por aquél. La Corte ha señalado que a los fines de la adecuada fundamentación del recurso extraordinario, cuando se invoca la falta de consideración de determinados elementos de juicio, no basta con señalarlos, sino que es preciso también demostrar su conducencia para variar el resultado de la cuestión. Asimismo, se descarta que la medida implique la restricción de los derechos de propiedad y a ejercer una industria lícita de la actora, toda vez que las disposiciones de la ley 7.722 no prohíben la actividad, sino que lo vedado en ella es el uso de determinadas sustancias con la finalidad de proteger el recurso hídrico. En otro sentido, debe descartarse que resulte violatorio del principio de igualdad la prohibición de emplear el uso de tales sustancias para la actividad minera metalífera y no para el resto de las actividades mineras e industriales, en la medida en que aquella actividad no es equiparable, en su desarrollo y consecuencias ambientales, a cualquier otra. La Corte tiene dicho que este principio garantiza la igualdad de trato a quienes se encuentran en iguales circunstancias, de manera que cuando éstas son distintas nada impide un trato también diferente con tal que éste no sea arbitrario o persecutorio. En tal orden de ideas, la apelante reclama igualdad de trato con relación a otras actividades que son disímiles a la que ella desarrolla, sin tomar en cuenta que la minería metalífera, según los antecedentes y la prueba evaluada por el superior tribunal es de alto impacto contaminante, lo que conlleva la razonabilidad, de impedir que en ella se utilicen ciertas sustancias que en otros procesos productivos no se ponderan como de igual riesgo o peligro. El art. 1° de ley 7.722, al prohibir en los procesos mineros metalíferos el empleo de "otras sustancias tóxicas similares", se aparta del principio de legalidad que surge de los arts. 18 y 19 de la Constitución Nacional, toda vez que en este aspecto la ley adolece de una gran indeterminación. La Corte ha expresado que el art. 19 de la Ley Fundamental exige que las normas incluidas dentro de la juridicidad tengan el mayor grado de previsión y previsibilidad posible a fin de que cumplan con el estándar de claridad que es exigible para que los sujetos puedan ajustar sus respectivas conductas. Por último, debe ser desestimado el pedido de la actora para que se declare la inconstitucionalidad del art. 3° de la ley 7.722, sobre la base de esgrimir, únicamente, que dicho artículo viola su derecho de defensa y la garantía del debido proceso. Ello, pues es menester recordar que la alegación de inconstitucionalidad desprovista de sustento fáctico y jurídico consistente no basta para que la Corte Suprema ejerza la atribución que reiteradamente ha calificado como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia por constituir un acto de suma gravedad que debe considerarse como ultima ratio del orden jurídico.


    Minera San Jorge S.A. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 916/2018/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Gravedad institucional. Resoluciones equiparables a definitiva. Protección del medio ambiente. Aeropuertos. Competencia originaria. Incompetencia.Doctrina de la arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto. Daño ambiental. Evaluación del impacto ambiental. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2442/2018 "Marisi, Lucas c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo ambiental". Acto jurisdiccional inválido.


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, pero esa regla cede cuando aquéllas causan un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. En el sub lite se verifica un supuesto excepcional de gravedad institucional que permite asimilar a definitiva la sentencia recurrida, en tanto es evidente que al encontrarse en juego la protección y preservación del medio ambiente como así también la instalación y el funcionamiento de un establecimiento aeroportuario, la cuestión excede el interés de las partes y afecta a la comunidad toda. En lo que se refiere al tratamiento de la medida cautelar, asiste razón al apelante en cuanto señala que la sentencia recurrida resulta arbitraria y, por ende, descalificable como acto jurisdiccional ya que se ha apartado de la norma adecuada para la correcta solución del caso y ha incurrido en un excesivo rigor formal. En efecto el a quo, al momento de pronunciarse sobre la medida precautoria, enumeró una serie de documentos que, a su juicio, permitían descartar prima facie que la operatoria aerocomercial desarrollada en el aeropuerto genere un daño ambiental. Sin embargo, al así decidir omitió considerar que el ordenamiento jurídico vigente no solo exige que los interesados presenten un estudio de impacto ambiental, sino que también requiere, en forma previa al inicio de cualquier obra o actividad que pueda comprometer el medio ambiente, una declaración de impacto ambiental por parte de las autoridades competentes.Concretamente, no tuvo en cuenta que, de acuerdo con lo establecido en la ley 25.675, toda obra o actividad que, en el territorio de la Nación sea susceptible de degradar el ambiente, alguno de sus componentes, o afectar la calidad de vida de la población, en forma significativa, estará sujeta a un procedimiento de evaluación de impacto ambiental, previo a su ejecución y que, según dicha norma, es deber de las autoridades competentes emitir una declaración de impacto ambiental en la que se manifieste la aprobación o rechazo de los estudios presentados. La alzada sustentó su decisión no constituyen la "declaración de impacto ambiental" a la que alude el precepto transcripto, acto cuya emisión era requerida en forma previa al inicio de la actividad de aeronavegación a desarrollarse en el aeropuerto. No obsta a lo expuesto lo señalado por el tribunal apelado en cuanto a que en los considerandos del decreto 1092/2017, que incorporó el aeropuerto dentro del Sistema Nacional de Aeropuertos, se establece que debía realizarse el Estudio de Impacto Ambiental correspondiente. La necesidad de que los órganos competentes emitan una "declaración de impacto ambiental" en forma previa al inicio de la actividad surge de la Ley General del Ambiente. Se trata por lo tanto de una exigencia contenida en una disposición de rango superior, y los términos empleados por el reglamento no pueden ser entendidos como una dispensa del mandato legalmente establecido. Cabe recordar que en cuestiones de medio ambiente, cuando se persigue la tutela del bien colectivo consagrado en la Constitución Nacional, tiene una prioridad absoluta la prevención del daño futuro. La mejora o degradación del ambiente beneficia o perjudica a toda la población, porque es un bien que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular energía con que los jueces deben actuar para hacer efectivos ese mandato constitucional de preservación. De acuerdo a lo expuesto, cabe concluir en que lo resuelto por la cámara guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas, por lo que corresponde la descalificación del pronunciamiento apelado como acto jurisdiccional en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Recurso Queja N° 1 - Incidente N° 12 - Marisi, Leandro y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - PEN - Ministerio de Transporte de la Nación y otro s/ Incidente de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 113686/2017/12/1/RH13, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Daño ambiental de incidencia colectiva. Principio de prevención. Derecho a un medio ambiente sano. Arbitrariedad de sentencia. Admisibilidad del recurso. 


    Ante todo, cabe recordar que, a efectos de habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48, el recurso debe dirigirse contra una sentencia definitiva o asimilable, calidad de la que carecen las que rechazan la acción pero dejan subsistente el acceso a un posterior replanteo de la cuestión. Sin embargo la Corte ha entendido que cuando se pone en tela de juicio la ejecución de medidas de alcance general que pueden interesar a actividades cuyo correcto ejercicio no es ajeno al bienestar común, se configura la causal de excepción que permite habilitar la instancia extraordinaria del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la remisión del planteo a un juicio posterior puede tornarla ineficaz. Por otro lado, la sentencia ha sido dictada por el superior tribunal de la causa. En razón de lo expuesto se considera que el remedio procesal resulta formalmente admisible. En cuestiones de medio ambiente, cuando se persigue la tutela del bien colectivo consagrado en la Constitución Nacional, tiene una prioridad absoluta la prevención del daño futuro. La mejora o degradación del ambiente beneficia o perjudica a toda la población, porque es un bien que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular energía con que los jueces deben actuar para hacer efectivos estos mandatos constitucionales. Cabe destacar, que la sentencia apelada incurre en una autocontradicción evidente que la descalifica como acto jurisdiccional válido de acuerdo a la doctrina de la Corte. Se advierte que el pronunciamiento no sólo resulta contradictorio, sino que también mengua el derecho de defensa de los actores quienes se vieron privados de producir la prueba oportunamente ofrecida. Por último se considera que, la solución propiciada no implica bajo ningún concepto una intromisión en cuestiones propias de otros poderes sino, por el contrario, reafirmar el control encomendado a la justicia sobre las actividades de los otros poderes del Estado con la finalidad de tutelar y resguardar, ante una posible vulneración, el derecho constitucional a un ambiente sano.


    Recurso Queja N° 1 - Incidente N° 1 - Juvevir Asociación Civil y otros c/ APR Energy S.R.L. s/ Incidente de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 116712/2017/1/1/RH4, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Sentencia arbitraria. Derecho ambiental. Jueces naturales. Poder de policía. Denegatoria del recurso. 


    El examen de las cuestiones de derecho público local es ajeno, como regla general, a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas, como así también lo son las de derecho común -materia propia de los jueces de la causa- máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. El recurso interpuesto es inadmisible, pues no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que, según el art. 14 de la ley 48, son ajenas a la instancia extraordinaria, toda vez que los apelantes sólo expresan su discrepancia con la interpretación efectuada por el a quo de prescripciones de derecho público local y de derecho común con la valoración del tribunal respecto de las atribuciones que en materia de derecho ambiental tienen las autoridades municipales, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes del sub lile o la irrazonabilidad de las conclusiones. Los argumentos de la recurrente carecen de entidad suficiente para abrir una instancia que tiene carácter excepcional y que no busca sustituir a los jueces naturales en la solución de los problemas que les son privativos. No se configura, entonces, una cuestión federal que autorice a la Corte a intervenir en una decisión referida al poder de policía ambiental de la Municipalidad del Departamento de la Capital de La Rioja que los arts. 5, 41, 75 inc. 30 y 123 de la Constitución Nacional confían a las autonomías municipales.


    Comisión Nacional Energía Atómica c/ Municipio del Departamento Capital de la Provincia de la Rioja s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21582/2013/CS1, 21 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    Acción de amparo


    Obras sociales. Prestaciones de la obra social. Salud pública. Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto no debió haber sido concedido, toda vez que las normas federales invocadas por la recurrente no tienen relación directa e inmediata con lo resuelto, conforme lo exige el artículo 15 de la ley 48. En el sub lite no se encuentra en juego la interpretación de una norma federal sino que los agravios de la recurrente reflejan meras discrepancias en torno al examen de cuestiones de hecho y prueba que son de jurisdicción excluyente de los jueces de la causa y ajenas a la competencia de la Corte, en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    D., S. c/ Obra Social de la Policía Federal s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 7364/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Ejecución de honorarios. Honorarios del mediador. Competencia civil. 


    Debe estarse al artículo 29 del decreto 1.467/2011, en cuanto prevé que las ejecuciones de honorarios relativas a procesos de mediación enmarcados en el artículo 16, inciso c), de la ley 26.589, deben sustanciarse ante el fuero nacional en lo civil.


    Montagna, Gastón Alejandro c/ Hidrovía S.A. s/ Ejecución de honorarios del mediador


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39843/2018/CS1, 27 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Responsabilidad parental. Relaciones de familia. Interés superior del niño. Residencia habitual del niño. Principio de inmediación. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación en su artículo 716 asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al tribunal del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde los menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la niña. En esa tarea no puede soslayarse que tramita, además, una denuncia por hechos de violencia, en virtud de la cual se dictaron oportunamente medidas de protección. Es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos. Se concluye que los tribunales de Santiago del Estero están en mejores condiciones para alcanzar la protección integral de los derechos, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial acceso directo a la persona de la afectada. El enfoque propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben gobernar los procesos de familia.


    F., A. M. c/ R., D. A. s/ Cuidado personal unilateral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1353/2019/CS1, 19 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución de cuota alimentaria. Economía procesal. Domicilio del menor. Justicia nacional en lo civil. 


    La forma defectuosa en que se ha planteado el conflicto no obsta al pronunciamiento de la Corte Suprema cuando razones de economía procesal y del buen servicio de justicia autorizan a prescindir de ese reparo formal. La Corte tiene dicho, que las cuestiones de competencia entre tribunales de distintas jurisdicciones deben ser resueltas por aplicación de las de normas nacionales de procedimiento. En este sentido, si bien el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé el archivo del expediente en el caso de que el juez considerado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de los supuestos en que sea admisible ponderar inválido lo actuado ante el magistrado en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. De las constancias de la causa surge que el centro de vida de los niños se asienta en el lugar donde viven con su padre desde el mes de diciembre de 2016; por lo que adquiere plena virtualidad a los efectos de determinar la jurisdicción, el temperamento que otorga primacía al lugar donde habitan efectivamente los menores de edad, ya que la inmediación judicial contribuye a la eficacia de la actividad protectoria. Ello es coherente con las directivas del Código Civil y Comercial en tanto consagra como principio procesal el respeto de la inmediación y de la tutela judicial efectiva y asigna el conocimiento de los asuntos tocantes a los menores de edad al juez del foro en el que se sitúa su centro de vida.


    E. J. A. c/ A. M. L. s/ Alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2752/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Accidente de tránsito. Muerte. Indemnización por muerte. Responsabilidad solidaria. Recurso extraordinario federal. Queja por denegación del recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 415/2017/RH1, “Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Calvente, Héctor Alejandro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 617/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Tribunales provinciales. Discrepancia del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    En orden a verificar las condiciones de admisibilidad formal del recurso, cabe recordar que el examen de las decisiones que resuelven cuestiones de hecho, prueba, derecho común y derecho local resulta ajeno a la vía del art. 14 de la ley 48, por cuanto ello corresponde a los jueces de la causa. Ello sentado, es del caso recordar la jurisprudencia de la Corte según la cual lo relativo a las facultades de los tribunales provinciales, al alcance de su jurisdicción y a la forma en que ejercen su ministerio -por ser materias que se encuentran regladas por la Constitución y las leyes locales- escapan a la instancia extraordinaria, en virtud del debido respeto por las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas salvo, claro está, supuestos de arbitrariedad. Cabe advertir al respecto, sin embargo, que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el tribunal apelado a principios y normas de derecho público local, derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. La queja interpuesta es inadmisible, pues los agravios que allí se plantean ponen de manifiesto el diferente criterio respecto del adoptado por el a quo, mas resultan insuficientes para demostrar que el fallo carezca de los presupuestos mínimos que lo sustentan como acto jurisdiccional válido. Así, en primer lugar, la recurrente no logra desvirtuar la argumentación desarrollada por el máximo tribunal provincial al sostener que la parte actora no había rebatido el razonamiento de la cámara respecto de la incidencia causal de la conducta de los agentes, a la luz de su condena en sede penal por el delito de cohecho pasivo en concurso ideal con el de violación de los deberes de funcionario público. El argumento de la recurrente según el cual el Estado provincial debe responder por el todo y la falta personal no puede actuar como eximente ni atenuante, adolece de la fundamentación necesaria para lograr desvirtuar el razonamiento del a quo en este punto. La apelante se limita a discrepar con lo resuelto, sin que la ponderación de los elementos en juicio llevada a cabo en el pronunciamiento pueda ser calificada de infundada, al resultar, antes bien, la asignación de uno de los alcances atribuibles a la interpretación conjunta de las normas en juego, con apoyo suficiente en las constancias de la causa. Tampoco es admisible la tacha de arbitrariedad fundada en que la sentencia debió establecer la responsabilidad solidaria de todos los codemandados ya que, al invocar el art. 1109 del Código Civil y la existencia de un daño ocasionado en razón de un delito como fuente de su pretensión, no logra rebatir lo expresado por el a quo al afirmar que "la causa de la que se deriva el deber de responder de cada uno de los demandados es distinta, a diferencia de la obligación solidaria, en la que la causa de deber es idéntica". En cuanto al agravio dirigido a cuestionar la atribución del 60% de responsabilidad al propietario del ómnibus por considerarla desproporcionada frente a la condena impuesta a los agentes públicos, cabe tener presente lo expresado por la corte local -en línea con su propia jurisprudencia- respecto del carácter eminentemente fáctico de la determinación de la concurrencia y del porcentual de responsabilidad asignado a cada uno de los sujetos, y de su consiguiente vinculación con el proceso valorativo de hechos y pruebas, aspecto de exclusiva incumbencia de los jueces de la causa y, por lo tanto, ajeno al control casatorio, salvo arbitrariedad del pronunciamiento. A los fines de determinar la efectiva participación del propietario del vehículo accidentado y de beneficiario económico del viaje, en infracción de expresas disposiciones legales, -además de su condición de autor material del delito de cohecho activo-, la corte local entendió que no se configuraba un supuesto de arbitrariedad que permitiera apartarse de aquella regla, conclusión que cabe reproducir al no verse modificados tales extremos en esta instancia. Respecto del monto de reparación, la crítica formulada por la recurrente se funda en afirmaciones genéricas que, más allá de expresar la disconformidad con las estimaciones efectuadas sobre el punto, resultan inconducentes para modificar lo resuelto. Las quejas planteadas sólo traducen la mera discrepancia del recurrente respecto de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y derecho local debatidas y resueltas en autos, sin que se observen en la sentencia apelada defectos graves de razonamiento o fundamentación que la conviertan en arbitraria. Sabido es que no incumbe a la Corte revisar el acierto, error o injusticia de las decisiones de los tribunales de provincia en las cuestiones de su competencia, pues hay que recordar que la vía excepcional del recurso extraordinario no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la solución de cuestiones que le son privativas, ni abrir una tercera instancia ordinaria para debatir temas no federales.


    Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 415/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 415/2017/RH1, “Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Alderete, Antonia del Carmen y otros c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 398/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 415/2017, RH1 "Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios".


    Salas, Nora del Valle c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 341/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 415/2017/RH1, “Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios”.


    J., R. R. y otros c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 125/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 415/2017 RH1, "Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios".


    Rojas, Manuel Alberto y otra c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1338/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 415/2017 RH1, "Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios".


    Rodríguez, Olga Anita y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1170/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 415/2017 RH1, "Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios".


    Lazarte, Rosa Ernestina c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 128/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 415/2017 RH1, "Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios".


    Herrera, Omar Eduardo y otros c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 126/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 415/2017 RH1, "Cruz, José María y otro c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios".


    Juárez, Marina Graciela y otros c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 439/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 02371/2018/CS1, “C., M. B. por derecho propio, y en representación de sus hijas menores c/ T., M. G. y otro s/ Ordinario”.


    V., A. R. y otros c/ T., M. G. s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 26920/2017/CS1, 15 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Cobertura. Empresa de transporte. Contrato de transporte. Asegurador extranjero. Moneda extranjera. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Corresponde precisar que los agravios presentados como de naturaleza federal, se vinculan estrictamente con la alegada omisión de tratamiento por parte de los jueces de la causa de los planteas presentados y la prescindencia de la aplicación del derecho vigente. Al respecto, la Corte Suprema ha establecido que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados, exigencia que no se satisface cuando las decisiones atacadas no proveen un estudio razonado de cuestiones introducidas oportunamente y que resultan conducentes para la dilucidación de la causa, todo lo cual procura, esencialmente, la exclusión de decisiones irregulares que afecten el adecuado servicio de justicia. En segundo término, cabe señalar que no se encuentra controvertido que la demandada es una empresa de transporte extranjera, que contrató con una aseguradora extranjera, representada por una sociedad anónima, un seguro para cubrir las responsabilidades emergentes del contrato de transporte terrestre. Asiste razón a la recurrente al sustentar su queja en la falta de ponderación por parte del tribunal de normas internacionales que establecen límites máximos de responsabilidad en dólares estadounidenses y que fueron oportunamente invocadas por la aseguradora. En efecto, el tribunal fundó su decisión en la irrazonabilidad sobreviniente de los límites fijados al momento de la contratación del seguro -año 2007- por el mero transcurso del tiempo en una economía inflacionaria. Sin embargo, los límites invocados por la recurrente al estar pactados en una moneda extranjera no padecen la desvalorización de la moneda nacional. En ese marco, el tratamiento de los agravios planteados era necesario y conducente para la solución del litigio. En este sentido, el Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre suscripto en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración -ALADI-, en el contexto del Tratado de Montevideo de 1980 (aprobado por resolución 263/1990 de la Subsecretaría de Transporte), en virtud del cual los países signatarios convinieron que las empresas de transporte por carretera que realicen viajes internacionales debían contratar seguros por las responsabilidades del contrato de transporte, con los montos mínimos que surgen de esa norma (art. 13 y Anexo III, arts. 1 y 5). En suma, la sentencia recurrida resolvió que los límites de cobertura fijados en el año 2007 devinieron irrazonables sin analizar si los instrumentos internacionales y las normas invocadas preservan de modo suficiente los valores asegurados. Por ello, corresponde descalificar la decisión como acto judicial válido.


    Piedrabuena, Patricia Aurora y otros c/ Empresa Klaus & Tatsh Limitada y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 22603/2009/1/RH1, 10 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Asegurador. Exclusión de la cobertura. Oponibilidad a terceros. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La extensión del seguro obligatorio es determinada, en principio, por las condiciones establecidas por la autoridad en la materia, esto es, la Superintendencia de Seguros de la Nación (arts. 1, 64 y 67, ley 20.091). La Corte Suprema destacó que ese organismo tiene por función controlar el régimen económico y técnico de las aseguradoras en salvaguarda de la confianza del público en el sistema de seguros. Agregó que el legislador estimó necesario proteger tanto "a los asegurados como a los terceros beneficiarios de aquellas situaciones que puedan afectar el cobro de la indemnización respectiva". La Superintendencia, en ejercicio de las facultades regulatorias que le han sido confiadas, establece que el seguro obligatorio de la Ley de Tránsito no alcanza al siniestro causado por quien no está habilitado a manejar vehículos. Cabe destacar que en el sub lite no se ha debatido la razonabilidad de esa exclusión en función de los factores técnicos y económicos o de los objetivos perseguidos por el seguro obligatorio.


    Dromi, Antonio Rafael y otro c/ Rueda, Carlos Alberto y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 55543/2006/1/RH1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Daños y perjuicios. Injurias. Libertad de expresión. Derecho a la imagen. Libertad de prensa. Seguridad aeronáutica. Interés público. Doctrina de la real malicia. Carga de la prueba. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Ejercicio de la función pública.


    En la presente causa se encuentra en debate si las expresiones referidas al actor y el uso de su imagen en la película, en la solicitada publicada en el diario, en la conferencia de prensa brindada y en la entrevista publicada en el diario, se encuentran amparadas por el derecho a la libertad de expresión o si, por el contrario, exceden el ejercicio legítimo de ese derecho y vulneran los derechos al honor y a la imagen. En la presente acción, el actor alega que las expresiones y el uso de su retrato atentan contra sus derechos al honor y a la imagen. Las expresiones controvertidas constituyen afirmaciones y juicios de valor sobre el desempeño del actor en el ejercicio de la función pública. Además, esas aseveraciones y opiniones se refieren a cuestiones de interés público. Tal como señaló el a quo, el estado de los aviones, el tráfico aéreo, los radares, los mecanismos de control y sus posibles deficiencias guardan relevancia pública dado que se relacionan con la seguridad de la población que usa ese medio de transporte. Es deber del Estado velar por esa seguridad. A partir de sucesivos accidentes aéreos ocurridos, se acentuó el interés público por la seguridad aeronáutica que se encontraba a cargo de la Fuerza Aérea. Las afirmaciones y juicios de valor referidos a un funcionario público y a un tema de interés público tienen una especial protección constitucional puesto que el ejercicio de la libertad de expresión es, en esos casos, un instrumento de participación en la formación de la opinión pública, que es la esencia del sistema democrático. Ello requiere adoptar reglas de responsabilidad que garanticen el debate libre y desinhibido sobre asuntos de interés público y eviten la autocensura de quienes toman la palabra en torno a cuestiones de esa naturaleza. Ello explica también que el margen de tolerancia de los funcionarios públicos al escrutinio social sea mayor puesto que es la consecuencia propia de su involucramiento en cuestiones públicas. En consonancia con ello, y en relación con las afirmaciones de hecho, la Corte Suprema adoptó el estándar de la real malicia, según el cual quien difunde información de interés público que pueda afectar el honor de funcionarios públicos, figuras públicas o particulares que hubieran intervenido en cuestiones públicas solo debe responder jurídicamente si el agraviado prueba la falsedad de la información y que ésta fue difundida con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad. Ante todo, se debe acreditar la falsedad de la información difundida. Además, no existen óbices para analizar bajo el estándar de la real malicia las expresiones vertidas en un filme documental de contenido periodístico pues esa doctrina comprende las manifestaciones realizadas mediante cualquier medio, sin que proceda hacer distinciones en función del formato que las soporta. En relación con el enjuiciamiento de opiniones, ideas o juicios de valor, la Corte Suprema expuso que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. Precisó que "el criterio de ponderación deberá estar dado (...) por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan. En otras palabras, no hay un derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada". De este modo, la tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de "voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia". Bajo ese prisma, el recurrente no logra demostrar la responsabilidad de los demandados por las expresiones cuestionadas y por el uso de su imagen. De los hechos surge que no fue acreditado en el sub lite que la opinión vertida por el demandado sobre la mecánica del accidente se apoyara en hechos falsos, menos aún, que hayan sido divulgados con conocimiento de su falsedad o con temerario desinterés al respecto. Por el contrario, las sentencias dictadas en sede civil años después muestran que su juicio de valor se apoyó en hechos razonablemente ciertos al momento de la divulgación de la película. Por otra parte, las descalificaciones vinculadas con los dichos del actor integran el contenido de las críticas efectuadas sobre asuntos de interés público. De allí que aun cuando se las considere injuriantes, no generan responsabilidad en tanto el recurrente no logró demostrar que carezcan de alguna relación con las ideas u opiniones expuestas en la controversia. Por último, el uso de la imagen del actor en la película tampoco genera un deber de reparar. Al respecto, la Corte Suprema, en el precedente "De Reyes Balboa", sostuvo que si bien el legislador, a través de la ley 11.723, prohíbe como regla la reproducción de la imagen en resguardo del correlativo derecho a ella, tal principio cede ante circunstancias que tengan en miras un interés general que aconseje hacerlas prevalecer por sobre aquel derecho. En dicho precedente, el Alto Tribunal concluyó que no puede considerarse violatoria del derecho a la propia imagen, la publicación de una fotografía que reproduce la imagen de un funcionario público en el ejercicio de su cargo, en el marco de un caso de indudable relevancia e interés público y que fue captada con motivo de un acto masivo público en un lugar público. En el sub lite, las imágenes del actor reproducidas en la película no corresponden al ámbito de su vida privada, sino que fueron obtenidas del programa de televisión en el que se presentó voluntariamente en calidad de funcionario público. Las imágenes fueron utilizadas a fin de comunicar información e ideas con respecto al ejercicio de la función pública por parte del actor y de la Fuerza Aérea que integraba, por lo que la protección de la libertad de expresión prima en esos casos por sobre el derecho a la imagen. En suma, los agravios traídos por el recurrente no alcanzan para atribuir responsabilidad a los demandados quienes, en el marco de la película, informaron y opinaron sobre el modo en que la Fuerza Aérea ejerció su función vinculada a la seguridad aeronáutica. Las referencias y críticas al actor como funcionario público y sobre sus condiciones técnicas y éticas para ejercer los cargos que ocupó se encuentran amparadas en el ejercicio de la libertad de expresión.


    C., Héctor c/ P., Enrique y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 74374/2010/1/RH1, 27 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Mala praxis. Malformaciones congénitas. Diagnóstico médico. Control prenatal. Relación de causalidad. Sentencia arbitraria. Apreciación de la prueba. Monto de la indemnización. Daño físico. Daño estético. Daño moral. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. En el caso, las críticas de los apelantes en relación con la determinación del daño y su nexo causal con los estudios ecográficos y el control obstétrico, solo traducen discrepancias respecto de la ponderación de la prueba efectuada por los jueces de la causa, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido. En efecto, el tribunal fundó sus conclusiones en el pormenorizado análisis de las constancias agregadas a la causa y, particularmente, de la prueba pericial, como base para la reconstrucción razonable de hechos técnicamente complejos y de difícil acreditación. El tribunal, ante la falta de un estudio anatomopatológico, valoró los informes periciales que daban cuenta de la existencia de bridas o bandas amnióticas como único diagnóstico presuntivo y que, en forma coincidente, surgía de la historia clínica, sin que la sola afirmación de los recurrentes en orden a la inexistencia de certeza en el diagnóstico, logre conmover tal conclusión. Las conclusiones de la alzada respecto de la posibilidad de prever y diagnosticar el síndrome mediante las ecografías y la valoración de la diligencia desplegada por los profesionales en esos estudios, en función de la ponderación de las opiniones de los peritos, no luce irrazonable, lo cual descarta la arbitrariedad invocada. En este punto, la alzada, consideró la falta de cumplimiento de los protocolos vigentes para cada una de las ecografías al momento de los hechos, fundamento que no fue rebatido como era menester. Tampoco debe prosperar la crítica centrada en la posible ausencia de edema en el brazo durante la ecografía del segundo trimestre, toda vez que la sentencia consignó que ésa era la oportunidad óptima para detectar la brida, en caso de que sus consecuencias no se hubieran aún producido, extremo que tampoco fue despejado por el estudio, al no describir el estado del brazo. El tribunal tuvo razonablemente en cuenta que, dadas las características de la patología y del estado del brazo de la menor al nacer, el proceso degenerativo debió haber comenzado antes de la tercera ecografía, y que, era poco probable que el cuadro pasara inadvertido a nueve días del parto. Las consideraciones vertidas, por su razonabilidad, despejan la arbitrariedad imputada en cuanto a la inexistencia de prueba sobre el punto. De tal forma, el tribunal basó sus conclusiones en la opinión conteste de los peritos en genética y obstetricia, quienes indicaron que las maniobras omitidas disminuyeron la probabilidad de diagnóstico del síndrome, por lo cual, en ese contexto fáctico, no resultan suficientes los agravios presentados en orden a la falta de consideración del porcentaje de acierto en los estudios por imágenes. Al respecto, la circunstancia de que los jueces hayan dado preferencia a determinados elementos probatorios sobre otros, no configura arbitrariedad, ya que sólo están obligados a ponderar aquéllas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones, máxime cuando los argumentos presentados en los recursos sobre la selección y valoración de la prueba revelan sólo discrepancias con el criterio adoptado por el tribunal. En igual medida, corresponde rechazar el planteo del obstetra demandado, en cuanto sostiene que se lo responsabilizó por el incumplimiento de deberes que no estaban a su cargo y que no formaban parte de su especialidad, cuando, en el marco de las conclusiones sobre las deficiencias en los estudios eco gráficos, la sentencia tuvo razonablemente por acreditado que su desempeño, al no advertir esa situación y, en su caso, solicitar su repetición, no resultó acorde con la prudencia y diligencia que requiere dicha actividad profesional. En tales condiciones, la falta de control médico adecuado determinó que la paciente pierda la posibilidad de un tratamiento eficaz y precoz, que hubiera permitido mayores chances de curación, o evitar la amputación del brazo, sin que, de tal forma, los planteos de los recurrentes, posean aptitud para modificar tal conclusión. Ello es así, pues la lógica del razonamiento del tribunal encuentra correlato en el prolongado tratamiento dispensado a la niña después de su nacimiento, ante la expectativa cierta de evitar la amputación. Por otra parte, el planteo que, en forma genérica, ataca la sentencia so pretexto de la falta de basamento del aumento de los montos de los diferentes rubros indemnizatorios respecto de lo resuelto en primera instancia, no debe tener favorable acogida, pues carece de fundamentación autónoma y no constituye una crítica razonada y concreta de los argumentos esenciales de la sentencia. Asimismo, la autonomía de la indemnización por daño estético decidida por la alzada, remite al estudio de aspectos de hecho y derecho común, que constituye materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria, máxime cuando el a quo ha expuestos argumentos suficientes de igual carácter que, sirven para dar base jurídica a lo resuelto. En ese estado, no resultan suficientes las alegaciones vinculadas a opiniones doctrinarias o jurisprudencia adversa a la posición adoptada por el tribunal. Respecto a que la demandante cuenta con obra social para atender los gastos futuros, el tribunal consignó expresamente que es obligación de los responsables colocar al damnificado en condiciones que le permitan recuperar la capacidad que ha quedado disminuida y, de tal manera, permitir que aquél pueda afrontar los gastos de los profesionales y de la entidad asistencial que, a su criterio, goce de mayor idoneidad, argumentos estos que no fueron atendidos por los recurrentes. De otro lado, y respecto del eventual exceso en la jurisdicción en que habría incurrido la cámara, la sentencia consigna con claridad que tanto el incremento de los montos como la autonomía del daño estético habían sido oportunamente requeridos por los demandantes al recurrir el fallo de grado. No arriba a esta instancia cuestionada la constitucionalidad del artículo 1078 del Código Civil, sino la interpretación que efectúa la alzada de otras normas de derecho común que sostienen la reparación. En ese marco, el tribunal destacó la existencia de una relación contractual entre los padres de la niña y los médicos e instituciones médicas, para la atención del embarazo, y la responsabilidad derivada del incumplimiento contractual que encuentra regulación, en lo concerniente al agravio moral, en el artículo 522 del Código Civil. En ese estado, la cámara tuvo por configurado el detrimento moral en la esfera jurídica propia de los progenitores, de acuerdo con la índole del hecho generador de la responsabilidad y las circunstancias del caso. En cuanto a los agravios relativos a la modificación de la tasa de interés aplicable y el momento desde el cual deben ser calculados, en la medida en que no resulten afectadas garantías constitucionales, esos aspectos no constituyen cuestión federal susceptible de habilitar la instancia extraordinaria, sino que quedan ubicados en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa. La sentencia no pretende aplicar dos mecanismos de actualización al determinar un valor actual a la fecha de la sentencia y agregarle intereses, pues los accesorios, tienen su causa en la mora de los deudores. En relación con esto último, la alzada agregó que tampoco era menester la previa constitución en mora, aun tratándose de una responsabilidad contractual, por constituir una obligación incumplida en forma definitiva. Los jueces, en ese contexto, justificaron la aplicación de la tasa activa, ya que desalienta el retardo en el pago de lo que se adeuda. Además, los recurrentes ensayan una estimación, parcial y deficiente, del gravamen que habrían sufrido, y que no llegan a demostrar que el cálculo impuesto altere el significado económico del capital de condena, de un modo que configure un enriquecimiento indebido a favor de los actores. En particular, no corresponde admitir las defensas en lo que concierne a los accesorios impuestos al monto de la indemnización por gastos futuros, derivados, sustancialmente, del cambio periódico de la prótesis de la damnificada directa hasta sus 76 años, que se limitan a cuestionar la magnitud de los intereses que podría producir en el futuro ese monto, y la ausencia de mora en tanto su erogación se proyecta en el tiempo. Ello es así, por cuanto los fundamentos expuestos en la sentencia apelada resultan suficientes para despejar la tacha de arbitrariedad, ya que, supeditar la aplicación de los intereses a la efectiva erogación que haga el damnificado en el futuro, desvirtuaría la naturaleza propia de la reparación, aspecto que, por remitir al análisis fáctico y de normas de derecho común, es privativo de los jueces de la causa. A su vez, en cuanto al momento en que deben comenzar a computarse los accesorios por este rubro, la sentencia aclara que el inicio del cálculo no puede coincidir con el pago ocasional por parte de la víctima, toda vez que éste no muda la naturaleza del daño, sino su cómputo contingente. Agrega que la fijación de un monto de indemnización para gastos futuros no implica que esa deuda no resulte exigible al momento del hecho generador del daño. Las consideraciones vertidas por la cámara bastan para sostener la solución que propicia y descartan la existencia de arbitrariedad que se fundamenta en una mera discrepancia sobre cuestiones no federales. Por último, la invocación de preceptos constitucionales sin relación directa e inmediata con la materia del pleito, no basta para la apertura de la instancia extraordinaria en los términos del artículo 15 de la ley 48.


    K., R. y otro c/ A., A. y otros s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54515/2012/8/RH4, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Obligación de seguridad. Contrato de transporte. Transporte de pasajeros. Responsabilidad civil. Eximentes de responsabilidad. Caso fortuito. Fuerza mayor. Carga de la prueba. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Beneficio de litigar sin gastos. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Acceso a la justicia. Procedencia del recurso. 


    Si bien los agravios vinculados con la atribución de responsabilidad por daños y perjuicios remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para admitir el recurso por arbitrariedad cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a las constancias comprobadas de la causa y el derecho aplicable. Asiste razón a la recurrente al sostener que la cámara ha prescindido de la consideración de elementos conducentes para decidir la cuestión relativa a la responsabilidad que se le atribuye a la empresa. En ese sentido, el tribunal omitió considerar que la interpretación del alcance de la obligación de seguridad y la consecuente atribución de responsabilidad debe ser efectuada teniendo en cuenta el derecho a la seguridad previsto en la Constitución Nacional para los consumidores y usuarios, tal como lo expresó la Corte Suprema de Justicia de la Nación en "Ledesma". Ello, teniendo especialmente en cuenta la obligación de seguridad que tiene el transportista en el contrato de transporte de pasajeros, y la responsabilidad objetiva prevista en el artículo 40 de la ley 24.240. En ese sentido, en casos de daños personales sufridos por el viajero, a la actora le incumbe la prueba del hecho y la relación de causalidad con el daño sufrido, mientras que para eximirse de responsabilidad la demandada debe acreditar la existencia de fuerza mayor, culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder. Las pruebas en autos no fueron puntualmente valoradas por los magistrados, no obstante resultar conducentes para solución del caso, en tanto fueron producidas en el marco de estas actuaciones y amplían el informe policial tenido en cuenta por el a quo. La cámara concluyó que el testigo “no pudo precisar el motivo por el que la perdió de vista, ni tampoco en qué circunstancias quedó atrapada en el espacio existente entre el andén y el convoy. De allí que no puede entonces dársele la trascendencia a tales dichos como pretende la recurrente”. Lo concluido por el a quo resulta arbitrario al carecer de un adecuado fundamento, ya que si bien el testigo declaró que no vio el momento exacto en que la actora quedó atrapada con su pierna, describe con nitidez las circunstancias en las cuales se produjo el accidente. En relación al nexo causal entre el hecho y las lesiones, es preciso reiterar que en virtud del deber de seguridad que le compete a la empresa demandada de trasladar al pajero sano y salvo al lugar de destino, para interrumpir el nexo causal y exonerarse de responsabilidad, debe acreditar la existencia de fuerza mayor, la culpa de la víctima o de un tercero por el cual no debe responder. La cámara sustentó la ruptura del nexo causal en el supuesto actuar imprudente de la actora, en base a lo dictaminado por la fiscal en la causa penal. En concreto, el dictamen en cuestión estaba dirigido a analizar si los hechos descriptos en la denuncia cuadraban con el delito penal previsto en el artículo 94 del Código Penal, lo cual derivó en un archivo de las actuaciones por inexistencia de delito. En ese sentido, la circunstancia de que el hecho no encuadre en alguno de los tipos previstos por el ordenamiento penal no obsta a que, en sede civil, se considere responsable a la empresa. Ello es así toda vez que los sistemas de responsabilidad son disímiles, de modo que ciertas conductas que no alcanzan para configurar culpa para el régimen penal, resultan en cambio adecuadas para determinar la responsabilidad resarcitoria del agente prestador del servicio. El hecho de la víctima, consistente en poner el pie en el hueco del andén, no es un acto que tenga aptitud para configurar una eximición de la responsabilidad de la demandada en las circunstancias particulares del caso. Al respecto, el tribunal debió analizar el hecho integralmente, ponderando que, como fue declarado por la víctima en la causa penal y por el testigo, el descenso se produjo junto a un grupo de pasajeros que bajaban a los empujones, y al estar ella junto a la puerta pudo haber sido empujada. Al mismo tiempo, la sentencia impugnada prescindió de una adecuada valoración de la incidencia en el evento de la sobreocupación del vagón, referida en la prueba testimonial y pericial. De tal forma, la sentencia impugnada no satisface las condiciones de validez de las sentencias judiciales, al no considerar prueba conducente agregada a la causa y no valorar el alcance de las obligaciones de las prestadoras de servicios en el marco de lo dispuesto por el artículo 42 de la Constitución Nacional. En cuanto a los agravios relativos a la imposición de costas, la Corte Suprema había establecido que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. En este sentido, esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos como instituto procesal encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley, y garantiza el efectivo acceso igualitario a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.


    Aquino, María Alejandra c/ Metrovías y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 9624/2011/1/RH1, 13 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1353/2019/CS1, "F., A. M. c/ R., D. A. s/ Cuidado personal unilateral".


    F., A. M. de L. c/ R., D. A. s/ Cuidado personal unilateral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1546/2019/CS1, 19 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental


    Juicio de alimentos. Recurso extraordinario federal. Queja por recurso denegado. Cuestiones de competencia. Doctrina de la arbitrariedad. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. 


    La procedencia de los recursos extraordinarios locales es, por su tenor fáctico y procesal, ajeno a esta vía de excepción, y la arbitrariedad es singularmente restringida a ese respecto. La Corte ha reiterado que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. El principio del interés superior del niño, exige contemplar la especial situación de los niños y niñas como participantes en los procesos y brindar herramientas diferenciadas y eficaces para asegurar una tutela judicial efectiva. Resulta razonable la decisión de la Cámara que aplicó la regla de especialidad de la justicia dedicada a la solución de los conflictos familiares, pues la índole del proceso y la condición de vulnerabilidad de los niños, exigen que la respuesta jurisdiccional se ajuste a reglas procesales y principios diferenciados -como la inmediación, oficiosidad, oralidad - y cuente con apoyo interdisciplinario, a fin de asegurar la eficaz y oportuna protección de los intereses en juego.


    C. S., M. L. c/ G. C., F. s/ Alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2537/2018/RH1, 21 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Derecho Comercial


    Contienda negativa de competencia


    Concentración económica. Falta de notificación. Multa. Economía procesal. Cámara nacional de apelaciones. Competencia en lo penal económico. 


    Según el principio de la llamada perpetuatio jurisdictionis, la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso, la cual queda fija e inmutable hasta el final del pleito. Es doctrina reiterada de la Corte que las leyes sobre procedimiento y competencia son de orden público y, por consiguiente, las nuevas que se dicten, aun en caso de silencio de aquéllas, se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes. Al respecto, la Corte ha señalado que el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de lo que ha denominado actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Por aplicación de tales pautas, si bien la ley 27.442, atribuyó la competencia en la Capital Federal a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, opera el principio de radicación, en virtud de los pronunciamientos dictados por la Cámara en lo Penal Económico al entender previamente en los recursos deducidos por las apelantes, razón por la cual ese tribunal debe seguir interviniendo.


    Pfizer lnc. y otro s/ Apelación Resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2566/2018/CS1, 19 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Derecho comercial. Concurso preventivo. Competencia civil y comercial. 


    A los fines de dilucidad cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. El artículo 21, primera parte, de la ley 24.522 establece que sólo son atraídas al concurso preventivo las acciones de contenido patrimonial contra el concursado por causa o título anterior a su presentación.


    Figueredo, Soledad Fernanda c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9006131/2018/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Concursos. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cabe recordar que el artículo 21 de la ley 24.522 adopta la regla del fuero de atracción al disponer que la apertura del concurso produce, a partir de la publicación de edictos, la suspensión del trámite de los juicios de contenido patrimonial contra el concursado por causa o título anterior a su presentación, y su radicación en sede concursal. Esa norma, asimismo, prohíbe la deducción de nuevas acciones con fundamento en tales causas o títulos. Luego, excluye de esa regla de fuero de atracción distintos casos previstos en el artículo 21, segundo párrafo, apartados 1 a 3. Procede el fuero de atracción al supuesto de autos, en tanto se trata de una acción en la que la concursada resulta demandada, se alegan contratos de locación no escritos celebrados con anterioridad a la apertura del concurso, y la pretensión, en orden a la fijación de los alquileres de los puestos del predio, posee aptitud para repercutir en el patrimonio de la locadora. Es oportuno agregar que el propio magistrado nacional reconoció que la discusión sobre prestaciones derivadas de contratos de locación celebrados con anterioridad a la apertura del concurso, serían alcanzados por los efectos del fuero de atracción.


    Cruz, Silvia B. c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9029723/2017/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Ley de defensa del consumidor. Economía procesal. Competencia comercial. 


    La correcta traba del conflicto exige una atribución recíproca de competencia, que, en rigor, no acaeció aquí. A ello se suma que la potestad de declarar la competencia de un tercer juez que no intervino en la contienda es una atribución excepcional de la Corte, como órgano supremo de la magistratura. Pese al modo defectuoso en que se trabó el conflicto, razones de economía y celeridad procesal y de buen servicio de justicia autorizan a dejar de lado esos reparos y a dirimirlo sin más trámite. Es oportuno recordar que a los fines de dilucidad cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. Lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, ya que el debate del caso se encuentra ceñido exclusivamente a la relación contractual de índole comercial que vincula al accionante con el demandado; así como también las eventuales reparaciones que pudiesen corresponder en virtud de las normas del Código Civil y Comercial de la Nación y de la ley 24.240, invocadas por la demandante en relación a la fabricante. En efecto, no se advierte que, prima facie, la resolución del caso exija necesariamente precisar el sentido y los alcances de normas contenidas en la ley 19.798, sus modificatorias y reglamentarias. La Corte ha establecido que si la demanda se ciñe exclusivamente a la interpretación de un contrato celebrado entre una empresa privada a cargo de la prestación del servicio de telefonía celular y sus clientes, sin que aparezcan cuestionados actos emanados de la Administración Nacional o de órganos públicos estatales, corresponde a la justicia comercial conocer en el caso.


    Díaz, Jorge Alberto c/ Telecom Personal S.A. y otro s/ Incumplimiento de contrato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6161/2018/CS1, 20 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. Créditos postconcursales. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    La Corte estableció que el órgano encargado de conocer en los conflictos de competencia que se susciten entre dos órganos jurisdiccionales con competencia no federal con asiento en esta ciudad, será el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Respecto del reclamo por períodos anteriores a la declaración de quiebra de la sociedad demandada resulta aplicable el fuero de atracción previsto por los artículos 21 y 132 de la ley 24.522, que opera respecto de obligaciones de causa o título anterior a la declaración de quiebra. Al tratarse de una ejecución fiscal en la que no se ha dictado sentencia, que no configura ninguna de las excepciones previstas en el artículo 21, corresponde que entienda el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial, a cargo del proceso universal, en el que no se ha declarado su conclusión. En cuanto a las restantes obligaciones de causa posterior a la declaración de quiebra, se encuentran excluidas del fuero de atracción, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 21, 32 y 132 de la ley 24.522, por lo que deberán seguir su trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aduest S.A. s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 52032485/2014/CA1-CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Competencia comercial. 


    En la tarea de esclarecer la contienda de competencia es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. El objeto principal de la presente acción está vinculado con la interpretación de las obligaciones nacidas de un contrato comercial, respecto del cual el actor atribuye a su socio el incumplimiento de sus términos en su propio beneficio. En ese marco, lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, ya que el debate del caso se encuentra ceñido a determinar si corresponde la reparación de los daños y perjuicios solicitados por el actor en virtud de los incumplimientos contractuales denunciados, con fundamento en categorías previstas en el Código Civil y Comercial. Por ende, la cuestión resulta ajena a la competencia federal que, por otra parte, es de excepción.


    Laera, Luis Alberto c/ Alacahan, Arturo y otro s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 935/2019/CA1-CS1, 20 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Medidas cautelares


    Remisión al dictamen de la causa COM 9029723/2017/CS1, "Cruz, Silvia B. c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria".


    De Maio, Emilce Natalia c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9038394/2017/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 9020555/2018/CS1, "Frías, Johana Elizabeth y otros c/ PCSJB s/ Medida precautoria".


    Ascui, Gimena Marisol c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9006132/2018/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 9020555/2018/CS1, "Frías, Johana Elizabeth y otros c/ PC8JB s/ Medida precautoria".


    Centeno, Nadia Gisel c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9015646/2018/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 9029723/2017/CS1, "Cruz, Silvia B. c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria".


    Duarte, Lorenzo c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9014822/2018/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 9029723/2017/CS1, "Cruz, Silvia B. c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria".


    Bringas, Juan José c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9030434/2017/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Ejecución fiscal. IVA. Aportes y contribuciones previsionales. AFIP. Levantamiento de embargo. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Desistimiento del recurso. 


    Aun cuando el pronunciamiento apelado proviene de un juzgado de primera instancia, éste reviste carácter de superior tribunal de la causa a los fines del artículo 14 de la ley 48, pues lo resuelto resulta inapelable en las instancias ordinarias de acuerdo con lo establecido por el artículo 92 de la ley 11.683. El recurso resulta formalmente admisible, aunque las cuestiones de competencia no habilitan la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, en los asuntos en los cuales media denegación del fuero federal. El juzgado se expidió sobre la naturaleza pre concursal del reclamo (deuda por IV A y aportes y contribuciones correspondiente al período junio de 2018) y la AFIP cuestiona esa decisión, lo cual torna definitivo el fallo en tanto determina si resulta -o no- sometida la ejecución al régimen del juicio universal y, por tanto, al trámite de verificación y a los efectos del acuerdo preventivo. Las cuestiones debatidas en orden al carácter pre o post concursal del crédito remiten al estudio de aspectos de hecho y derecho común, ajenos a la instancia extraordinaria. El artículo 21 de la ley 24.522 hace referencia a obligaciones de "causa o título" anterior, por lo que no obsta a la aplicación del fuero de atracción que la deuda por el período junio de 2018, no haya sido liquidada al día 29 de ese mes. La Corte Suprema ha establecido que es el juez a cargo del concurso, el órgano judicial habilitado por la ley para determinar en última instancia, si se trata de una deuda pre o post concursal, y en su caso para hacer lugar a la prosecución de la causa por la vía obligatoria de verificación para el reconocimiento del crédito y su posterior percepción. El fuero de atracción del juicio universal, opera aun tratándose de procesos que corresponden al fuero federal y cualquiera sea la causa que determine la jurisdicción.


    AFIP c/ Calzados Argentinos S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 76105/2018/RH1, 22 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Sentencia arbitraria. Exoneración. Ley de defensa del consumidor. Contrato de suministros. Obligaciones del proveedor. Comercialización de combustibles estación de servicio. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 


    Existe cuestión federal porque la sentencia apelada se aparta del artículo 42 de la Constitución Nacional, así como incurre en arbitrariedad. Lo decidido excede el interés de las partes, por lo que se configura un caso de gravedad institucional. Así, la exoneración de la responsabilidad, se basa en una interpretación del artículo 40 de la ley 24.240 que se aparta de su letra y que viola los principios que protegen los derechos de los consumidores. El régimen de responsabilidad previsto en la ley 24.240 determina que, en el marco de una relación de consumo que no requiere necesariamente la existencia de un vínculo contractual, el consumidor se encuentra habilitado para ejercer sus derechos frente a todos los integrantes de la cadena de comercialización. Esa norma otorga a los consumidores la más amplia cobertura y protección y da una respuesta a los nuevos modelos organizativos que exhibe la actividad empresarial, donde distintos sujetos se agrupan en torno a un mismo interés. La iniciativa del proveedor que pone su marca es la que sustenta su obligación de responder por los daños derivados de la relación de consumo. El contrato de compraventa de combustible se encuentra íntimamente vinculado con el contrato de concesión. Y la conexidad contractual constituye una excepción al principio de los efectos relativos del contrato y supone reconocer la expansión o privación de los efectos directos de un contrato hacia los restantes negocios vinculados.


    Proconsumer c/ Shell C.A.P.S.A. y otro s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23997/2012/3/RH3, 08 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Asociaciones de consumidores. Restitución de sumas de dinero. Ley de defensa del consumidor. Principio de congruencia. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    En primer término, son inadmisibles los agravios tendientes a cuestionar la competencia del tribunal. La sentencia denegó el planteo sobre la base de que esa cuestión excedía la jurisdicción conferida por el recurso de apelación en los términos del artículo 277 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que veda a los tribunales de cámara pronunciarse sobre materias no propuestas a la decisión del juez de primera instancia. De este modo, la cuestión pone en tela de juicio la valoración de las constancias de la causa y de normas de derecho procesal, lo que constituye una cuestión ajena a la instancia extraordinaria por tratarse de cuestiones de hecho, prueba y derecho común propias de los jueces de la causa; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La recurrente no logra acreditar la arbitrariedad endilgada a la decisión. Si bien afirma haber planteado la cuestión en primera instancia, invoca un planteo realizado con anterioridad a la resolución que motivó el recurso tratado en la sentencia recurrida, que, para más, había sido rechazado. Por otra parte, con relación a la declaración de oficio de la competencia federal, cabe apuntar que, según tiene dicho la Corte Suprema, el ejercicio de esa facultad excepcional deviene improcedente cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Ello es así pues, sin perjuicio del orden público implicado en las previsiones que reglan la competencia, la misma índole revisten las que tienden a lograr la pronta conclusión de los juicios, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. En segundo lugar, los agravios vinculados a la violación del principio de congruencia remiten a la determinación de los puntos comprendidos en la litis y, en definitiva, al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal que son, como regla y por su naturaleza, ajenas a la instancia extraordinaria, sin que el recurrente haya demostrado que hayan sido resueltas con arbitrariedad. También se desestima el argumento vinculado con la omisión de tratamiento del planteo de deserción del recurso de la actora, pues, tal como tiene dicho la Corte Suprema, los jueces no están obligados a tratar todas las cuestiones expuestas ni a analizar los argumentos utilizados que, a su juicio, no sean decisivos. Cabe recordar que la Corte Suprema expuso que el principio de congruencia impone a los jueces y tribunales decidir de conformidad con los hechos y pretensiones deducidas. Tal limitación sin embargo, infranqueable en el terreno fáctico, no rige en el plano jurídico donde la fundamentación en derecho o la calificación jurídica efectuada por los litigantes no resulta vinculante para el juez a quien, en todos los casos, le corresponde decir el derecho de conformidad con la atribución iura curia novit. Agregó que en ningún caso, el nomen iuris utilizado por el demandante ata al juez quien está constitucional y legalmente investido de imperium para declarar cuál es el derecho aplicable. El recurso interpuesto es inadmisible. Los agravios de la recurrente se vinculan centralmente con cuestiones de hecho, prueba y derecho común propias de los jueces de la causa. Los agravios planteados denotan una disconformidad con la decisión recurrida que no permiten concluir que haya existido un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos, tal como lo exige la excepcional doctrina de la arbitrariedad para dejar sin efecto una sentencia. Además, la simple mención de normas federales no es suficiente para habilitar la instancia extraordinaria cuando el recurrente omite criticar en forma razonada los argumentos del fallo y, de ese modo, cumplir el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur (PROCONSUMER) c/ OSDE (Organización de Servicios Directos Empresarios) s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 16637/2010/2/RH2, 22 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Beneficio de litigar sin gastos. Defensa del consumidor. Derechos de incidencia colectiva. Relación de consumo. Consumidores. Cuestiones de hecho y prueba. Gravamen irreparable. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien las objeciones que trae el recurrente se vinculan con cuestiones procesales y de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando el pronunciamiento no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. La Procuración General se expidió, en diversas oportunidades, sobre el alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva. Postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso. La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Procuración General también explicó que en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló que "... la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, el máximo tribunal expuso en el citado caso que "...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, la Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. Así, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    ACYMA Asociación Civil por los Consumidores y el Medio Ambiente c/ Interturis S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2104/2018/1/RH1, 10 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    AFIP. Concurso preventivo. Homologación del acuerdo preventivo. Ley federal. Interpretación de la ley. Acuerdo preventivo. Acreedor. Exclusión del concurso. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, ya que pone en tela de juicio la inteligencia de normas de naturaleza federal y la resolución definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que la recurrente funda en ellas. Por otro lado, la tacha de arbitrariedad se encuentra inescindiblemente relacionada con las cuestiones federales planteadas. Por ello, y de acuerdo con la doctrina de la Corte Suprema, es menester tratar ambos agravios con la amplitud que exige la garantía prevista en el artículo 18 de la Constitución Nacional, a pesar de cierta ambigüedad en el alcance de la concesión. Los artículos 36 y 45 de la ley 24.522 procuran que todos los acreedores comprendidos en el acuerdo preventivo participen del proceso de obtención de las mayorías y tengan la posibilidad de conformar o no la propuesta de pago. En ese marco constitucional y legal, la AFIP, en su carácter de acreedor concursal, tiene las mismas prerrogativas que los restantes acreedores, no solo en aras de asegurar sus derechos constitucionales, sino también de procurar que la solución preventiva sea el fruto de una mayoría sustancialmente representativa de la voluntad de los acreedores. Frente a la relevancia de los derechos en juego, su exclusión del cómputo de las mayorías debe tener sustento normativo, ya sea en la ley 24.522 o en alguna otra del ordenamiento jurídico en el que se integra la mencionada ley concursal. En primer lugar, el artículo 32 de la ley 11.683 y su reglamentación no otorgan fundamento a la exclusión prevista en la sentencia recurrida. El artículo 32 de la ley 11.683 faculta a la AFIP a conceder facilidades para el pago de los tributos, intereses y multas a aquellos contribuyentes y responsables que acrediten encontrarse en condiciones económico-financieras que les impidan el cumplimiento oportuno de esas obligaciones. En casos de contribuyentes y responsables concursados, la norma le permite al organismo otorgar facilidades especiales para el ingreso de las deudas fiscales privilegiadas. Por último, prevé que la AFIP puede votar favorablemente en las condiciones que se fijen en las propuestas judiciales de acuerdos preventivos o resolutorios, por créditos quirografarios, en tanto se otorgue al crédito fiscal idéntico tratamiento que al resto de las deudas quirografarias. En ejercicio de la facultad reglamentaria prevista en el artículo 7 del decreto 618/1997, la AFIP dictó la resolución general 3587/14 que, reglamenta el mencionado artículo 32 de la ley 11.683. En el Título III, fija las condiciones de acceso al plan de facilidades de pago relativo a créditos privilegiados para los contribuyentes que hayan obtenido la homologación del acuerdo preventivo. En el Título V, establece las condiciones que deben tener las propuestas preventivas ofrecidas a la AFIP para el pago de los créditos quirografarios. En ningún caso, las citadas normas federales excluyen a la AFIP del cómputo de las mayorías; por el contrario, esas normas presuponen que la AFIP participa del acuerdo preventivo y establece las condiciones del ejercicio de su derecho a conformar o no la propuesta concordataria. En segundo lugar, la decisión de excluir al Fisco tampoco encuentra sustento en la ley 24.522. Por un lado, la norma referida específicamente a la exclusión de ciertos acreedores no prevé la situación de los acreedores fiscales. Por otro lado, no se advierte que en el caso la decisión tenga fundamento en la protección de otros intereses colectivos que confluyan en la insolvencia. En este sentido, los acreedores fiscales conforman una categoría especial, que permite la formulación de una propuesta diferenciada, por lo que la exclusión de la AFIP no puede estar válidamente sustentada en la necesidad de procurar que las condiciones previstas en la resolución AFIP 3587/2014 no entorpezcan la negociación con los restantes acreedores. En el presente caso, las características especiales de la AFIP como acreedor son armonizadas con los restantes intereses concursales a través de la categorización. Para más, si bien la cámara refiere que la exclusión es el modo de impedir que las limitaciones de la AFIP afecten la obtención de un acuerdo, esa afirmación se encuentra, en el sub lite, desprovista de fundamentos ciertos, puesto que no hay constancias de que la concursada haya tramitado infructuosamente los mecanismos previstos en la resolución AFIP 3587/2014. Por ello, esa afirmación dogmática no puede dar sustento a la exclusión que, implica restringir derechos fundamentales de uno de los principales acreedores de estos autos. Finalmente, la sentencia de primera instancia hizo referencia a que "en el caso de que la concursada estime ofrecer propuesta diferenciada a dichos entes, y que está implique adhesión a una moratoria, deberá acreditarse tal adhesión por escrito, sin perjuicio ello de que la aprobación de tal propuesta deberá ser acreditada fehacientemente antes del vencimiento del plazo de exclusividad". Sin embargo, esa resolución no prevé expresamente cuál sería la consecuencia de que la concursada le ofrezca una propuesta distinta que no conlleve una adhesión a una moratoria. En estas circunstancias, la decisión apelada conlleva el riesgo de que se le imponga a la AFIP importantes quitas y esperas que, en virtud de la exclusión, no tuvo oportunidad de conformar, con la consiguiente frustración de sus derechos y prerrogativas. En suma, las normas federales involucradas no autorizan a suprimir el derecho de la AFIP a participar en el procedimiento colectivo y a conformar o no la propuesta concordataria. Además, esa medida no se encuentra fundada, en el caso, en una interpretación razonada de la ley 24.522 ni en la necesidad de atender ineludibles intereses concursales. Lo expuesto no desconoce que la AFIP debe ejercer sus derechos en forma responsable, procurando coadyuvar a una solución que atienda del mejor modo posible los diversos intereses colectivos que confluyen en la insolvencia.


    Talsium S.A. s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22641/2015/CS1, 06 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Juez del concurso. Facultades del juez. Medidas cautelares. Procedencia del recurso. Admisibilidad del recurso. 


    El juez concursal cuenta con facultades fundadas en la Ley de Concursos y Quiebras y en la Constitución Nacional para disponer una medida particular que apunta a resguardar el objeto del concurso preventivo que comprende la continuidad de la empresa, así como los derechos aquí afectados por la insolvencia: el derecho al trabajo y la libertad de prensa. De allí que la cámara revocó la medida sobre la base de una interpretación de las normas concursales que no es una derivación razonada del régimen de la ley 24.522 con aplicación a las circunstancias concretas del caso y, es incompatible con las normas constitucionales que lo rigen. Tal como destacó la Corte Suprema, la interpretación de las normas de derecho común debe adecuarse a la comprensión constitucional de los derechos en juego, y de prescindirse de esa regla cardinal, se incurriría "en una interpretación de las normas subordinadas que atentaría contra su validez constitucional en virtud de lo dispuesto en el art. 31 de la Constitución Nacional. En efecto, el estado de cesación de pagos de una empresa afecta una pluralidad de derechos e intereses. Entre ellos, el derecho de los acreedores a percibir sus créditos en tiempo y forma, el derecho de los trabajadores a mantener su fuente de trabajo, y los intereses generales de la sociedad en la preservación de la fuente productiva, en eludir la crisis en cadena de otros agentes económicos y en las repercusiones sobre la existencia y el acceso al crédito. Ello justifica la existencia de un proceso de insolvencia en el que se consideren en forma centralizada todos los derechos e intereses implicados a fin de alcanzar la mejor solución colectiva. De otro modo, los acreedores, en aras de perseguir la satisfacción de su crédito individual, se encontrarían librados a una carrera de depredación que es perjudicial para los propios acreedores, y para los restantes derechos e intereses comprometidos en la insolvencia. La Ley de Concursos y Quiebras confía al juez concursal la dirección y administración del proceso colectivo de la insolvencia y de los derechos allí implicados y, para ello, le otorga facultades ordenatorias e instructorias excepcionales. En forma previa a la declaración de la quiebra y a la liquidación del patrimonio del deudor, las soluciones preventivas procuran satisfacer esos derechos a través de la recuperación del deudor en crisis. Tal como advirtió la Corte Suprema, las finalidades económico-sociales del concurso preventivo son la conservación de la empresa como fuente de producción y trabajo y la satisfacción de los derechos crediticios. El juez concursal no se exorbitó de sus competencias al dictar una medida que procura asegurar que determinados fondos de la concursada sean destinados al pago de los sueldos, contribuciones, cargas sociales y todo impuesto derivado de las relaciones laborales. Se trata de una disposición que protege los fines propios del concurso preventivo: el pago de las obligaciones laborales indispensable para la conservación de la empresa y para el mantenimiento de la fuente de trabajo. A la vez, protege la integralidad del patrimonio del deudor. En su carácter de director del proceso, el juez debe proteger el objeto del proceso concursal y, en especial, los derechos implicados, más aún cuando tienen jerarquía constitucional. En este sentido, la preservación de la fuente de trabajo tiene una relación directa con el derecho al trabajo, que impone al Estado deberes de respeto y también la obligación de adoptar medidas positivas concretas y orientadas a su realización, como medio para asegurar condiciones de vida digna. Esta función protectoria comprende también el derecho a la retribución justa. Ello ha sido destacado por la Corte Suprema en el ámbito de los procesos de insolvencia. Ante la crisis económica y financiera de una empresa es mayor la necesidad de proteger el empleo y el salario de los trabajadores. Este objetivo de interés social está específicamente contemplado en la ley 24.522. De hecho, las reformas introducidas por la ley 26.684 no solo acentuaron significativamente la protección de los derechos individuales de los trabajadores afectados por la insolvencia, sino que además incrementaron la tutela del derecho al trabajo. En segundo lugar, la preservación de la continuidad de la empresa, que brinda servicios de comunicación audiovisual, adquiere mayor trascendencia si se repara en que la medida dispuesta por el juez de primera instancia contribuye además a garantizar la libertad de expresión en su dimensión individual y colectiva. En ese sentido, al ponderar la razonabilidad de la tutela adoptada en el sub lite cabe tener en cuenta que los medios de comunicación desarrollan "una actividad de interés público, de carácter fundamental para el desarrollo sociocultural de la población por el que se exterioriza el derecho humano inalienable de expresar, recibir, difundir e investigar informaciones, ideas y opiniones". La importancia vital para el desarrollo y el acervo cultural de los medios de comunicación también fue plasmada en el artículo 1 de la Ley 25.750 de Preservación de Bienes y Patrimonios Culturales. En suma, el juez concursal, en aras de preservar los fines del concurso preventivo, y de cumplir los mandatos constitucionales referidos, adoptó una medida de protección razonable para garantizar la continuidad de la empresa concursada. Además, estableció recaudos procedimentales suficientes, para preservar el cumplimiento de ese propósito. Contrariamente a lo entendido por la decisión recurrida, la medida no tiene por objeto impedir que los acreedores posconcursales persigan el cobro de sus créditos. De hecho, más allá de la restricción parcial que establece, no impide que la AFIP ni los restantes acreedores cobren sus deudas nacidas con posterioridad al concurso preventivo de los restantes activos de la concursada. Incluso, la medida también protege los intereses por lo que vela la AFIP al asegurar el pago de las contribuciones, cargas sociales y todo impuesto derivado de las relaciones laborales. No puede obviarse aquí que todo proceso colectivo implica una postergación de intereses individuales en aras de alcanzar la mejor solución colectiva, y que ninguna instancia estatal puede desatender los deberes constitucionales relativos a la protección del trabajo y de la prensa. En conclusión, la sentencia apelada realizó una interpretación de las normas concursales que no se ajusta a la comprensión constitucional de los derechos fundamentales en juego.


    Telepiu S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente 250


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 27089/2017/14/CS1, 03 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Recursos


    Excepciones procesales. Excepción de incompetencia. Defensa del consumidor. Asociaciones de consumidores. Recurso extraordinario. Recurso de queja. Queja por recurso denegado. 


    Si bien lo atiente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada resulta ser, en principio, una cuestión de hecho y de derecho procesal, extraña a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepciones cuando la decisión impugnada extiende su valor formal más allá de los límites razonables y omite una adecuada ponderación de aspectos relevantes de la causa, lo cual redunda en un evidente menoscabo de la garantía consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Cabe señalar que la Corte Suprema ha establecido que de acuerdo a las disposiciones del artículo 43 de la Constitución Nacional, las asociaciones de usuarios y consumidores se encuentran legitimadas para iniciar acciones colectivas relativas a derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, incluso de naturaleza patrimonial, siempre que demuestren: la existencia de un hecho único susceptible de ocasionar una lesión a una pluralidad de sujetos, que la pretensión esté concentrada en los "efectos comunes" para toda la clase involucrada y que de no reconocerse la legitimación procesal podría comprometerse seriamente al acceso a la justicia de los integrantes del colectivo cuya representación se pretende asumir.


    ADECUA c/ Nuevo Banco de Santa Fe S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22017/2011/1/RH1, 12 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Constitucional


    Acción de amparo


    Juicios en que es parte una provincia. Partidos políticos. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 125/2019, "Unión Cívica Radical de la Provincia de La Rioja y otro c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo".


    Peronistas sin Fronteras c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 96/2019,20 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Constitución Provincial. Reelección. Consulta popular. Reforma de la constitución. Jerarquía constitucional. Sistema republicano. Soberanía del pueblo. 


    Las singulares modalidades del caso obligan a hacer una primera observación relacionada con la naturaleza institucional del problema suscitado. Este problema concierne nada menos que al procedimiento jurídico político atinente a la reforma de la Constitución de una provincia argentina, es decir, a un conjunto de actos conexos que, conforme a las bases de nuestro sistema de gobierno, deben nacer, desarrollarse y, sobre todo, consumarse, de uno u otro modo, dentro del ámbito estrictamente local. Son precisamente la naturaleza y las implicancias de la acción interpuesta las que destacan que la Corte, desde sus primeros pronunciamientos, no ha descuidado la esencial autonomía y dignidad de las entidades políticas por cuya voluntad y elección se reunieron los constituyentes argentinos, y ha sentado el postulado axiomático de "que la Constitución Federal de la República se adoptó para su gobierno como Nación y no para el gobierno particular de las provincias, las cuales según la declaración del art. 105 (hoy 122), tienen el derecho a regirse por sus propias instituciones, y elegir por sí mismas sus gobernadores, legisladores y demás empleados; es decir, que conservan su soberanía absoluta en todo lo relativo a los poderes no delegados a la Nación, como lo reconoce el art. 104 (hoy 121)". Es por ese respeto a las instituciones locales que una de las más importantes misiones de la Corte consiste en interpretar la Constitución Nacional de modo que el ejercicio de la autoridad nacional y provincial se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa. Del logro de ese equilibrio debe resultar la adecuada coexistencia de dos órdenes de gobierno cuyos órganos actuarán en dos órbitas distintas, debiendo encontrarse sólo para ayudarse. Por ello, la interpretación constitucional ha de tender al desenvolvimiento armonioso de las autoridades federales y locales y no al choque y oposición de ellas. En efecto, nada obsta a la convivencia legal y material de los principios siguiendo en sus respectivos campos de acción, sin roces ni conflictos irreparables, que no los hay posibles dentro de la Constitución, como quiera que no se han instituido en ellas poderes discrepantes y facultades de discordia sino, al contrario, entidades legales armonizadas en la afinidad suprema de la organización social y del bien público, principio y fin de las instituciones políticas que nos rigen. De modo preliminar, es necesario recordar que resulta un deber ineludible de todos los jueces del país asegurar el acatamiento del art. 31 de la Constitución Nacional, el cual impone su supremacía sobre las constituciones y leyes locales. Si bien la Ley Fundamental garantiza a las provincias el establecimiento de sus instituciones, el ejercicio de ellas y la elección de sus autoridades (arts. 5° y 122), las sujeta a aquéllas y a la Nación al sistema representativo y republicano de gobierno (arts. 1° y 5°) y encomienda a la Corte el asegurarla como su último custodio (art. 116). Es del caso recordar que el Tribunal, en un antiguo precedente, señaló que la interpretación que informa el art. 5° de la Constitución Nacional, en cuanto a su contenido, ha sido formulada por Estrada en los siguientes términos: "la Constitución de los Estados Unidos sólo garantiza una forma republicana de gobierno. La Constitución Argentina garantiza dos cosas: una forma republicana de gobierno y el goce y ejercicio efectivo y regular de las instituciones. De suerte que si en Norteamérica solamente está obligado el gobierno federal a amparar el Estado cuando su forma de gobierno ha sido invertida, en la República Argentina, está obligado el gobierno federal a amparar a las provincias cuando la forma republicana ha sido corrompida, es decir, cuando ha sido interrumpido el ejercicio regular de las instituciones cuyo goce efectivo ella garantiza. Es de toda evidencia que no puede ser de otro modo, ya que el sistema político adoptado y las garantías proclamadas en su estatuto, cuando no tienen en la práctica efectividad y realización ciertas, lejos de hacer la felicidad del pueblo, lo sumen en la desgracia y el oprobio.Es preciso señalar que la soberanía popular es un principio de raigambre constitucional que en el sistema democrático se integra con el reconocimiento del pueblo como último titular del poder político pero, al mismo tiempo, y para cumplir con tal objetivo, pone su acento en los procedimientos habilitados para hacer explícita aquella voluntad, origen del principio de representación. Por ello es que el imperio de la ley resulta esencial para el logro de una Nación con instituciones maduras, y no es posible que bajo la invocación de la defensa de la voluntad popular pueda propugnarse el desconocimiento del orden jurídico, puesto que nada contradice más los intereses del pueblo que la propia transgresión constitucional. Ningún poder constituido que se precie de ejercer la función republicana de gobierno puede transgredir el orden constitucional, pues todo acto emanado de cualquier departamento que extralimite las facultades que le confiere la Constitución, o que esté en oposición con alguna de las disposiciones o reglas en ellas establecidas, es completamente nulo.


    Unión Cívica Radical de la Provincia de la Rioja y otro c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 125/2019,20 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Obligaciones de la obra social. Responsabilidad de la obra social. Cobertura médica. Recurso extraordinario federal. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Seguridad social. 


    La obra social está obligada a mantener la afiliación, y su postura contraria a este deber se basa en una interpretación del artículo aislada del resto del ordenamiento jurídico vigente; más concretamente, de las normas que regulan el sistema de la seguridad social, según las cuales, los beneficios que establece el sistema son reconocidos a quien se acoge al trámite jubilatorio. En efecto, el artículo 10, inciso a, de la Ley 23.660 de Obras Sociales dispone los requisitos de subsistencia de la calidad de beneficiario de los trabajadores en relación de dependencia. Así, prevé que la categoría de afiliado titular se mantiene mientras se encuentre vigente el contrato de trabajo o la relación de empleo público y que, en caso de extinción, "los trabajadores que se hubieran desempeñado en forma continuada durante más de tres (3) meses mantendrán su calidad de beneficiarios durante un período de tres (3) meses, contados de su distracto, sin obligación de efectuar aportes". De este modo, la obra social, en tanto agente del sistema de seguro de salud, tiene el deber de garantizar -sin percibir los correspondientes aportes y contribuciones- las prestaciones a su cargo y, en especial, el Programa Médico Obligatorio, a los trabajadores en relación de dependencia que se encuentran atravesando un período de inactividad, durante los tres meses posteriores al distracto laboral. Ahora bien, si durante ese período, el beneficiario se acoge a un beneficio previsional, esa obligación debe ser integrada con las normas que regulan el sistema de la seguridad social de los jubilados y pensionados, por aplicación del principio de interpretación sistemática de las leyes adoptado por la Corte Suprema. La obra social se encuentra obligada a mantener la afiliación, incluso transcurrido el plazo de tres meses previsto en el artículo 10, inciso a, de la ley 23.660, si en ese lapso el afiliado se acoge a un beneficio previsional, salvo que opte, en forma expresa, por el régimen del INSSJP, lo que no sucedió en estos autos. En forma coherente con la resolución 1100/2006 del INSSJP, y dado que la jubilación se reconoce, al menos, desde la presentación de la solicitud, el beneficiario se encuentra incorporado desde ese momento al sistema de la seguridad social para jubilados y pensionados previsto por las leyes 19.032 y 23.660, que le otorgan el derecho de permanecer en la obra social de origen o de traspasarse, mediante expresión inequívoca de su voluntad, al INSSJP. Esa conclusión no afecta la financiación del sistema puesto que cuando el beneficiario cobre retroactivamente su beneficio, la ANSES debe retener los importes de los aportes correspondientes y girar esas sumas a la obra social en los términos del artículo 20 de la ley 23.660 y del decreto 576/93. Esta exégesis de la legislación es, además, coherente con el principio de solidaridad que estructura el sistema público de cobertura médico asistencial que integra la obra social demandada. La Corte Suprema postuló que "en causas vinculadas a la seguridad social, el Tribunal ha interpretado que dicha materia rebasa el cuadro de la justicia conmutativa que regula prestaciones interindividuales sobre la base de una igualdad estricta, para insertarse en el de la justicia social, cuya exigencia fundamental consiste en la obligación, de quienes forman parte de una determinada comunidad, de contribuir al mantenimiento y estabilidad del bien común propio de ella. En el escenario expuesto, no puede avalarse una lectura de las normas de la seguridad social aquí referidas, que conduzca a que la persona quede temporalmente sin cobertura médico asistencial cuando cesa la vida laboral y mientras se encuentra en trámite el beneficio jubilatorio, lo que provoca la discontinuidad de los tratamientos que recibe del agente del seguro de salud, así como la pérdida del derecho a mantenerse afiliada a la obra social de origen previsto en el artículo 16 de la ley 19.032 y en el artículo 8, inciso b, de la ley 23.660.


    Andrada, Martina c/ OSPAT s/ Amparo contra actos de particulares


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 11981/2015/CA2-CA1, 28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acceso a la información pública. Procedimiento tributario. Pedido de informes a la DGI. Secreto fiscal. 


    Decreto 1.172/03. Ley 11.683. Legitimación para el acceso a los datos. Contenido de la información.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que en ellas fundó el apelante. Al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. Los arts. 3° y 6° del anexo VII del decreto 1.172/03, disponían que toda persona física o jurídica, pública o privada, tiene derecho a solicitar, acceder y recibir información, para lo cual no es necesario acreditar derecho subjetivo ni interés legítimo. A su vez se tuvo en cuenta el art. 5° del anexo en cuestión y el art. 2°. Sobre esa base, la solicitud efectuada por el actor pretende indagar sobre la actividad realizada por el organismo recaudador en el marco de un procedimiento tributario. Al ser ello así, lo requerido reviste la naturaleza de información pública en los términos del anexo VII del decreto 1172/03, pues se relaciona con datos generados por un organismo público en ejercicio de su función administrativa. Establecido que los datos comprendidos en los puntos mencionados son información pública, corresponde determinar si se hallan incluidos entre alguna de las excepciones previstas en el anexo VII del decreto 1.172/03. En efecto, el art. 16 de dicho ordenamiento prescribía que "los sujetos comprendidos en el art. 2° sólo pueden exceptuarse de proveer la información requerida cuando una ley o decreto así lo establezca…". El secreto fiscal regulado en la ley 11.683 es un instituto que ha sido consagrado para resguardar las documentaciones, manifestaciones y declaraciones que presenten y formulen los contribuyentes ante el organismo fiscal. Así, al interpretar tal precepto la Corte ha establecido que el sentido de la previsión consagrada en el actual art. 101 de la ley 11.683 es llevar tranquilidad al ánimo del contribuyente, con la ineludible consecuencia de que cualquier manifestación que se formule ante la DGI será secreta. Se trata, de la seguridad jurídica como medio decisivo establecido por el legislador para facilitar la adecuada percepción de la renta pública. La Corte señaló que tal previsión legal no sólo alcanza a las declaraciones o manifestaciones que hayan podido formular los contribuyentes ante el órgano administrativo competente sino que comprende asimismo, a los expedientes, actas, resoluciones o documentos en los que consten o puedan constar tales declaraciones o manifestaciones. Por otro lado, tampoco resulta admisible el agravio expuesto por el recurrente vinculado a que la cámara acogió el pedido del actor por haber sido el denunciante en las actuaciones en cuyo marco solicitó la información. Así pues, los datos solicitados revisten la condición de información pública y no se encuentran alcanzados por ninguna de las excepciones establecidas en el anexo VII del decreto. Por lo demás, se hallan a disposición de cualquier ciudadano o persona jurídica que los solicite y no sólo del actor por su condición de denunciante. En conclusión, los datos que el a quo ordenó que se proveyeran al demandante constituyen información pública cuya revelación no afecta el secreto fiscal ni, se hallan incluidos en las excepciones previstas en el anexo VII del decreto 1.172/03.


    Olivera, Gustavo Eduardo c/ Estado Nacional - AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 54782/2016/CA1-CS1, 26 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de pasajeros. Competencia de la Corte Suprema. 


    No es ocioso recordar que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un “caso” que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, constituye causa en los términos de la Constitución Nacional. En la presente causa se encuentran reunidos la totalidad de los requisitos fijados por el artículo 322 del CPCCN para la procedencia de la acción intentada. En cuanto al fondo del asunto, cabe señalar que esa Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos casos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto sobre los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias. Para decidir de esta forma, sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable, por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial, su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del artículo 9°, inc. b), párrafo cuarto, de la ley 20.221, y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias, entendió que la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a la regla señalada precedentemente. Sin perjuicio de lo anterior, es necesario dejar sentado que, como ya especificó este Ministerio Público en la causa “Cooperativa de Trabajo Transportes Automotores de Cuyo T. A. C. Limitada”, determinar si, en el presente caso, las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía el carácter de contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno al dictamen, que debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal antes analizadas. Por lo que, en el marco de lo expuesto, esta Procuración General se limita a opinar que, en el supuesto de estimar la Corte, por medio del examen de las pruebas de la causa, que efectivamente se han configurado las circunstancias requeridas por los precedentes citados, correspondería hacer lugar a la demanda y declarar la improcedencia de la pretensión fiscal.


    Derudder Hermanos S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1131/2016/08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Servicio telefónico. Ley provincial. Control de constitucionalidad. Inconstitucionalidad. Facultades delegadas. Facultades del Gobierno Nacional. 


    Remisión a los precedentes de Fallos: 321:1074 ("Telefónica de Argentina"); 326:4718 ("Telefónica de Argentina c/ Provincia de Mendoza") y 330: 3098 ("Telefónica de Argentina s/ Acción de inconstitucionalidad").


    El examen de la validez constitucional de la ley 14.692 de la Provincia de Buenos Aires pone de manifiesto los límites a los que la más delicada función del Tribunal ha de ceñirse. Al respecto, la Corte ha sostenido que los actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellas por estas últimas. Por tales razones, la atribución que tiene el Tribunal de declarar inaplicables leyes o actos emanados de otros poderes del Estado Nacional o provincial, a título de ser contrarios a la Constitución o a las leyes nacionales, debe ejercerse con suma prudencia. El modo en que se deben atender las consultas y reclamos de los consumidores y usuarios se integra al servicio telefónico interjurisdiccional y, en consecuencia, queda sometido a la jurisdicción nacional en todo lo referente a su organización, regulación y control, tal como ocurrió en los casos antes mencionados, en los que se trataron aspectos vinculados a las guías telefónicas, a la colocación de medidores domiciliarios de pulsos, a la adopción de medidas técnicas y administrativas tendientes a la emisión de facturas con discriminación de llamadas y a la regulación de la facturación de los servicios. En consecuencia, a la luz de los fundamentos vertidos en los precedentes citados, la ley 14.692 –en cuanto prevé que las empresas prestadoras de servicios de telefonía móvil y fija, entre otros, deben contar con una oficina de atención personalizada en las ciudades cabecera de cada uno de los distritos de la Provincia de Buenos Aires donde presten servicios- constituye un indebido avance de la provincia sobre facultades delegadas a la Nación toda vez que se introduce en la regulación de aspectos relativos al funcionamiento y organización del servicio telefónico de competencia exclusiva del Gobierno Federal, así como también en las facultades atribuidas a los organismos nacionales para establecer mecanismos de atención a los clientes de este servicio y la consecuente protección de sus derechos. La invalidez de la norma impugnada no proviene del hecho de que tenga por objeto implementar mecanismos que tiendan a brindar mayor protección a determinados usuarios y consumidores con dificultades para resolver sus consultas y reclamos mediante los centros de atención no personalizados, sino que el reproche resulta de la improcedencia de legislar del modo en que lo hace la provincia demandada sobre aspectos regulatorios confiados al Gobierno Federal.


    Telefónica de Argentina S.A. y Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2155/2017,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Resolución administrativa. Exenciones impositivas. Impuesto sobre los ingresos brutos. Generación de energía eléctrica. Servicio público. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1380, L. XL. “Centrales térmicas Patagónicas S.A. c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    La acción declarativa de inconstitucionalidad, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, constituye causa en los términos de la Constitución Nacional. La negativa de la autoridad provincial de los documentos hacen constar la exención en el impuesto sobre los ingresos brutos y que, en consecuencia, liberan a la actora de resultar sujeto pasivo de retenciones y percepciones que funcionan como anticipos del pago de ese gravamen, federal representa una conducta explícita del organismo fiscal de la demandada y posee entidad suficiente para sumir a la peticionante en un "estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica", entendiéndose por tal a aquella que es "concreta" al momento de dictarse el fallo. Tal concreción se verifica toda vez que se ha producido la totalidad de los presupuestos de hecho en que se apoya la declaración acerca de la existencia o inexistencia del derecho discutido, condición bajo la cual sólo podrá afirmarse realmente que el fallo pone fin a una controversia actual diferenciándose de una consulta en la cual se responde acerca de la eventual solución que podría acordarse a un supuesto de hecho hipotético. La actora tiene un interés sustancial y concreto, que busca precaver los efectos de un acto en ciernes y constituye un caso contencioso en los términos del art. 2° de la ley 27 y del art. 116 de la Constitución Nacional, por lo que se encuentran reunidos la totalidad de los requisitos fijados por el art. 322 del CPCCN para la procedencia de la acción intentada.


    Industrias Juan F. Secco S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1645/2016,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de repetición. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1429/2017, "FCA Automóviles Argentina S. A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas; CSJ 2101/2017, "Molinos Marimbo - Sociedad Anónima, Industrial y comercial c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza; y CSJ 2135/2018, "Torres e Hijos S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Laboratorio Cuenca S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2651/2018,15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Estado de incertidumbre. Reservas naturales. Parques nacionales. Parque Nacional de Tierra del Fuego. Límites jurisdiccionales. Jurisdicción y competencia. Interpretación de la ley. 


    Es preciso definir el límite sur del Parque Nacional de Tierra del Fuego, pues tal extremo permitirá determinar cuál es la autoridad competente, en definitiva, para autorizar las actividades a desarrollar y a colocar las instalaciones necesarias dentro de cada una de las jurisdicciones. Al respecto, cabe recordar que la ley 15.554 creó el Parque Nacional de Tierra del Fuego en el extremo sudoeste del entonces territorio nacional del mismo nombre, con los siguientes límites: al norte la cumbre de la sierra Beauvoir; al este una línea quebrada correspondiente al meridiano 68 grados 22' desde la sierra Beauvoir hacia el sur hasta el paralelo 54 grados 47' siguiendo luego por el mismo hacia el oeste hasta el meridiano 68 grados 27' 30" y continuando por éste hacia el sur hasta la costa del canal de Beagle; al sur la costa del canal de Beagle y al oeste el límite internacional con la República de Chile. Con posterioridad, la ley 23.775 de provincialización del Territorio Nacional de la Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur estableció que "Pasarán al dominio de la nueva provincia los bienes inmuebles situados dentro de sus límites territoriales que pertenezcan al dominio público o privado de la Nación, con excepción de aquellos destinados actualmente a un uso o servicio público nacional, y de todo otro cuya reserva se establezca por ley de la Nación dictada dentro de los tres (3) años de promulgada la presente" (art. 15). El legislador manifestó su voluntad, por un lado, de transferir todas aquellas tierras que estuvieran ubicadas dentro de los límites del entonces territorio nacional a fin de que pasaran a integrar el dominio del nuevo estado y, por otro, de mantener su dominio sobre las superficies que comprende el Parque Nacional de Tierra del Fuego, en razón de que consideró que ellas debían quedar incorporadas al uso y goce de la comunidad", extremo que indica que continúan perteneciendo al dominio público nacional. Se advierte que, si bien la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur considera que el parque nacional mencionado finaliza en la línea de más altas mareas del canal de Beagle con fundamento en la normativa que cita, lo cierto es que su ley de creación dispone expresamente que el límite sur del parque es "la costa del canal de Beagle", sin efectuar distinción alguna entre las líneas de más altas o bajas mareas. En efecto, al margen de las dificultades que entraña la fijación de la línea de la más alta crecida ordinaria, dicho parámetro carece de relevancia alguna, toda vez que los términos de la norma en examen se refieren solamente a la costa del canal, la que ha sido definida como orilla del mar, de un río, de un lago, etc. y tierra que está cerca de ella, lo que excluye precisiones de la índole que intenta introducir la actora en sus argumentos con respecto a las más altas mareas ordinarias. Una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto añadiendo extremos que el legislador no previó no sólo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir allí donde la ley no distingue, sino que conspiraría contra la efectiva concreción de los fines para los que fueron creados los parques nacionales, cuya reglamentación tiende a conservar intactas las características del paisaje y a embellecerlo sin alterar sus condiciones originarias. La Corte ha sostenido desde antiguo que la primera fuente de exégesis de la leyes su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria. Asimismo, ha establecido que es regla de interpretación de las leyes la de que los jueces deben atenerse al texto cuando es claro y no da lugar a dudas y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Ante la claridad del precepto, tanto los terrenos comprendidos entre los límites legales como la costa misma, pertenecen al dominio público del Estado Nacional, asignados a la APN según lo dispone la ley 22.351, hasta tanto se resuelva su desafectación. Dicho organismo tiene facultades para autorizar la realización de actividades turísticas y comerciales, otorgando la concesión para la explotación de los servicios necesarios para la atención al público y estableciendo regímenes sobre acceso, permanencia, tránsito y actividades recreativas en los parques nacionales. Ello es asi, máxime si se advierte que una casilla de preembarque y el muelle que sirven para facilitar el acceso a la embarcación que parte desde allí, son construcciones que, en atención a su naturaleza, necesariamente deben encontrarse asentadas en la orilla del mar o de un rio navegable para cumplir la función a la que están destinadas. En consecuencia, aun cuando la casilla hubiera sido trasladada a varios metros del lugar originario, de ninguna manera puede encontrarse sobre aguas jurisdiccionales de la provincia, sino que queda comprendida dentro del parque nacional en tanto la costa del canal constituye su límite sur, según los claros términos de la ley de creación.


    Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de c/ Administración de Parques Nacionales s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 440/2007/(43-T)/CS1, 12 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia


    Recurso extraordinario federal. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Es doctrina de la Corte que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Bunge Argentina S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46846/2017/2/RH1, 28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Obras sociales. Medicina prepaga. Cuestión federal. Competencia civil y comercial federal. 


    Tratándose la emplazada de un agente del seguro de salud y versando el proceso sobre situaciones jurídicas que prima facie se hallan regidas por normas federales, las acutaciones deben tramitar ante ese fuero en razón de la materia.


    Asyst Sudamérica Servicio Especializado en Informática S/C Ltada. c/ Medifé Asociación Civil s/ Amparo de Salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1091/2019/CA1-CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Ciudadanía por naturalización. Competencia civil y comercial federal. 


    Causa sustancialmente análoga a las del dictamen de la causa CCF8843/2018/CS1, “Pabón, Natalia L. c/ RENAPER s/ Acción meramente declarativa”, y CCF 560/2019/CS1, “Abrevaya, Luna s/ Información sumaria”.


    Atañe al fuero federal intervenir en aquellos procesos en los que se demanda al Estado Nacional, a propósito de la naturalización y ciudadanía de extranjeros -y sobre el otorgamiento de las cartas respectivas- y del alcance de la Ley de Enrolamiento, cuestiones regidas por reglas federales.


    Novaro, Marcela Alejandra s/ Acción meramente declarativa


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6233/2019/CS1-CA1, 17 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Empleo público. Economía procesal. Competencia originaria de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 1139/2019/CS1, “Menghi, Andrés Sebastián c/ Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Acción de amparo”.


    Ante todo, es preciso señalar que el conflicto de competencia no se ha trabado correctamente. En efecto, ello requiere la atribución recíproca y el conocimiento por parte del tribunal que lo inició de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado, para que declare si sostiene su posición. Si bien ello no ocurrió aquí, razones de economía procesal y de buen servicio de justicia autorizan a dejar de lado esos reparos y a decidir la cuestión sin más trámite. Para que surta la competencia originaria de la Corte Suprema en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, esto es, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, y que, según los artículos 121, siguientes y concordantes de la Constitución, dicha potestad no ha sido delegada al gobierno federal. En virtud de lo anterior, y como se expuso en las actuaciones a las que se remite, corresponde que este proceso sea tramitado por los tribunales provinciales, toda vez que, requiere necesariamente para su solución un examen previo del alcance de normas dictadas por la provincia en el contexto del proceso de transferencia de los servicios públicos ferroviarios al Estado Nacional, interpretándolas con el alcance que la soberanía local ha querido darles. Por lo demás, tampoco cabe la jurisdicción originaria ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por la actora contra la provincia y las entidades nacionales deviene inadmisible, toda vez que ninguna de ellas es aforada en forma autónoma a la instancia, ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo inherente a la contienda, para concluir que el litis consorcio pasivo resulte necesario, pudiendo demandar la actora a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente, local o federal, según el caso.


    González, Hugo Armando c/ Administradora de Recursos Humanos Ferroviarios S.A. y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1129/2019/CS1, 22 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Convenio multilateral. Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa. 


    Conviene recordar la doctrina de la Corte según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Ha dicho la Corte que el Convenio Multilateral forma parte del derecho público local, carácter que resulta extensivo, en principio, al resultado de la actividad desplegada por los organismos encargados de su aplicación -Comisión Arbitral y Comisión Plenaria- a través del dictado de resoluciones que establecen el alcance de las cláusulas del citado convenio, sean éstas generales interpretativas o dictadas con motivo de los casos concretos sometidos a su consideración. Desde el precedente de Fallos: 176:315, esa Corte ha señalado que para los pleitos en que se cuestionan leyes y decretos provinciales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la Constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales, debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a esta Corte por el recurso extraordinario del artículo 14 de la ley N° 48. En esas condiciones, se guardan los legítimos fueros de las entidades que integran el Gobierno Federal, dentro de su normal jerarquía; pues carece de objeto llevar a la justicia nacional una ley o un decreto que, en sus efectos, pudieron ser rectificados por la magistratura local. El caso de autos, de acuerdo a lo considerado precedentemente, en tanto la materia del pleito corresponde al derecho público local, debe ser resuelta por los jueces del mismo carácter. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el artículo 14 de la ley 48.


    Municipalidad de Vicente López c/ Comisión Arbitral del Convenio Multilateral y otro s/ Pretensión anulatoria (374)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2362/2019/CS1, 18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Inconstitucionalidad. Ley provincial. Constitución Provincial. Sistema electoral. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Un pleito, en el que se cuestiona la validez de normas locales por considerarlas contrarias a la Constitución provincial, en relación con una cuestión electoral como es la relacionada con el llamado a consulta popular para ratificar o no la modificación constitucional reseñada, se rige por el derecho público local, lo cual impide la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte en su instancia originaria. Pues el asunto a resolver se relaciona con el procedimiento jurídico político de organización de dicho Estado provincial, es decir, con un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local. Es dable poner de relieve que el art. 122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias "se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal", con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe "discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional" Ello es así, en razón de que aquéllas conservan su autonomía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental. Las cuestiones esgrimidas deben tramitar ante la justicia Provincial, puesto que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. La cuestión federal planteada, no es predominante en la causa, no resulta suficiente para suscitar la competencia originaria de la Corte. Sin perjuicio de ello, habida cuenta que de considerar la Corte que en autos se configuran las extremas circunstancias relacionadas con el sistema republicano de gobierno y la alegada violación del art. 5° de la CN, podría decidir la intervención procesal que considere pertinente.


    Unión Cívica Radical - Distrito La Rioja y otro s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1/2019/CS1, 21 de enero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Partidos políticos. Consulta popular. Reelección. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Constitución Provincial. Sistema federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El pleito, en el que se impugna el procedimiento por el cual se llevó a cabo la consulta popular y su resultado, que derivó en la enmienda de los artículos 120 y 171 de la constitución local, y en el que también se reprocha al contenido de tales normas, vinculado a la reelección de Gobernador y Vicegobernador de la provincia, se encuentra regido por el derecho público local. Pues para arribar a su solución será necesario examinar y aplicar normas y actos provinciales (en especial, la Constitución provincial), interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, sin perjuicio, claro está, de que las cuestiones federales que también puedan comprender esa controversia sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del art. 14 de la ley 48. Lo expuesto impide la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte en esta instancia originaria. En este sentido, el presente proceso, en el que se cuestiona la validez de normas locales por considerarlas contrarias a la constitución provincial, configura una cuestión esencialmente electoral y, por ende, se relaciona con el procedimiento jurídico político de organización de dicho Estado provincial, es decir, con un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local. Al respecto, es dable poner de relieve que el art. 122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias "se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas, eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal", con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe "discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional". Ello es así, en razón de que aquéllas conservan su autonomía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental. No obsta a tal conclusión la alegada existencia de "gravedad institucional" y de una sentencia del superior tribunal local dictada en una causa que la aquí actora no inició, pues ello no autoriza a hacer excepción a los supuestos en los que procede la competencia originaria de la Corte y que han sido taxativamente previstos en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. Cuando la dilucidación del proceso exija, fundamentalmente, la interpretación y aplicación de diversas normas provinciales y que, por lo tanto, deba estar sujeto a la jurisdicción y competencia de los magistrados de la Provincia mediante los procedimientos de control que los actores podrían iniciar y, en ese marco, atento a las características del proceso electoral y a fin de garantizar un pronunciamiento en tiempo útil, la Corte podría intervenir, eventualmente, a pedido de los interesados, adoptando las medidas que considere procedentes. Por lo expuesto, las cuestiones esgrimidas deben tramitar ante la justicia de la Provincia en cuestión, puesto que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Unión Cívica Radical de la Provincia de la Rioja y otro c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 125/2019,22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 125/2019, "Unión Cívica Radical de la Provincia de La Rioja y otro c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo".


    Peronistas Sin Fronteras c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 96/2019,22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Hurto. Estados extranjeros. Embajadas extranjeras. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58, por lo que no habilita su jurisdicción originaria la sustracción de un bien perteneciente a su legación. No surge de las constancias incorporadas al legajo que el hecho tuviera entidad para afectar las actividades propias de la misión o de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso. De esta forma, no se aprecia de lo actuado, ni existe manifestación alguna que autorice a concluir que el suceso haya afectado el desempeño de sus actividades oficiales, así como tampoco que el delito pudiere haber interferido en las funciones propias de la embajada, sin que baste la mera posibilidad de tal afectación para hacer surtir su competencia excepcional. Sobre la base de estas consideraciones, y en tanto no se acredite alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    N.N. s/ Hurto


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 31240/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 1649/2017, "Panificadora Veneziana S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Holcim Argentina (Argentina) S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2599/2018,11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Partidos políticos. Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 58 L. XLIX, “Unión Cívica Radical de la Provincia de Santiago del Estero c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 1/2019/CS1, “Unión Cívica Radical –Distrito La Rioja- y otro s/ Acción de amparo”; y CSJ 125/2019 “Unión Cívica Radical de la Provincia de La Rioja y otro c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo”.


    Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno al conocimiento de la Corte.


    Frente para la Victoria - Distrito Río Negro y otros c/ Río Negro, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 449/2019,12 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Ante la nueva vista conferida a este Ministerio Público en razón de la excepción de incompetencia opuesta por la Provincia de Chubut, se mantiene la postura asumida en el dictamen del 4 de abril de 2017.


    Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 14/2017,11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En razón de la excepción de incompetencia opuesta por la Provincia de Chubut, se mantiene la postura asumida en el dictamen del 7 de septiembre de 2017.


    Cervecería y Maltería Quilmes Sociedad Anónima Industrial, Comercial, Agrícola y Ganadera c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1276/2017,11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto administrativo. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia de San Juan, a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    San Juan, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Nulidad de acto administrativo - cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1452/2018,05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Amparo ambiental. Cuencas hídricas. Evaluación del impacto ambiental. Participación ciudadana. Audiencia pública. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la materia. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, tramite en esta instancia, siempre que de manera general, se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, en primer lugar por las personas, dado que el pleito se suscita entre dos provincias, una como actora, y otra como demandada, a quienes les concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional y, además, por concurrir el Estado Nacional como demandado, con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, puesto que esta es la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales, sustanciando la acción en esta instancia originaria. Pero también lo es en razón de la materia, en tanto se encuentra en juego la protección y preservación de un recurso de carácter interjurisdiccional.


    La Pampa, Provincia de c/ San Juan, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2005/2018,07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución de alquileres. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que el Estado Nacional -Estado Mayor General del Ejército-, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, demanda a la Provincia de Mendoza, a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Mendoza, Provincia de s/ Ejecución de alquileres


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2103/2018,15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicio de desalojo. Homologación del acuerdo. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que el Estado Nacional, demanda a la Provincia de Mendoza a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Mendoza, Provincia de s/ Homologación de convenio - desalojo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2104/2018,15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2365/2017, "Bureau Veritas Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Federal Service S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2190/2018,11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Estado de incertidumbre. Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Impuestos. Impuestos sobre los ingresos brutos. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1790/2018, "Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Tarjeta Naranja S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2202/2018,15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Estado Nacional c/ Río Negro, Provincia de s/ Cobro de sumas de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2385/2018,05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuestos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia originaria.Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1790/2018, "Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    ADEBA Asociación de Bancos Privados de Capital Argentino y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2434/2018,15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de repetición. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2383/2017, "Forestal Bosques del Plata S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas.


    Roemmers S.A.I.C.F. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2464/2018,05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 643/2017, "Electrofueguina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición", y sus respectivas citas.


    Roemmers S.A.I.C.F. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2466/2018,05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2319/2016, "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición", y sus respectivas citas.


    Acindar Industria Argentina de Aceros Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2521/2018,05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Procesos de ejecución. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el artículo 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de la Corte; y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional, se entiende que esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para La Actividad Docente (O.S.P.L.A.D.) c/ La Pampa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2531/2018,05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2319/2016, "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición", y sus respectivas citas.


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2539/2018,05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de repetición. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1463/2017, "Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas.


    Ladislao Popelka y Compañia Sociedad Anónima c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2560/2018,11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015 "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1463/2017, "Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas.


    Bimbo de Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2581/2018,11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1463/2017, "Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas.


    Bufalo Sociedad Anónima c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2639/2018,11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1463/2017, "Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas.


    Laboratorios Cuenca S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2650/2018,11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. Amparo ambiental. Derecho ambiental. Desechos peligrosos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Tribunales provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículos 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Por regla general, las causas referidas a cuestiones ambientales, en principio, corresponden a la competencia de los jueces locales, según lo dispone el artículo 41, tercer párrafo, de la Constitución Nacional, pues él establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección y reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas. Dicho texto constitucional se complementa con el artículo 32 de la Ley General del Ambiente 25.675. Sentado lo expuesto, se entiende que estas causas sólo tramitarán ante la competencia originaria de la Corte si, además de ser parte una provincia, la materia del pleito reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el artículo 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente. En ese sentido, es dable resaltar que la Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, al establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador nacional, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso ambiental interjurisdiccional o un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Asimismo, es preciso recordar que la definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación del carácter interjurisdiccional de tal recurso, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, la de alguna evidencia que pruebe que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas. Todo esto tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la cuestión alegada, sin perjuicio de que los asuntos federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48. Tampoco procede la competencia originaria ratione personae, ya que en la acumulación subjetiva de pretensiones que se intenta efectuar, ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Ullate, Sergio Raúl c/ Provincia de Córdoba y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 73543/2018/CS1, 07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Tribunal electoral. Reelección. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 493/2019 /RH1, "Alianza Electoral Transitoria Somos Río Negro s / oficialización lista de candidatos (elecciones provinciales 07/04/2019) s/ Apelación".


    La Corte declaró su competencia originaria para entender en este proceso en los términos del artículo 117 de la Constitución Nacional, sobre la base de considerar que los puntos sobre los que versa la causa entrañan una cuestión federal predominante.


    Frente para la Victoria - Distrito Río Negro· y otros c/ Río Negro, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 449/2019,20 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Responsabilidad solidaria. Medidas cautelares. Impuestos nacionales. Impuestos provinciales. Coparticipación de impuestos. Servicio público. Doble imposición. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales, ya que el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre cuestiones propias del derecho provincial. La cuestión que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal y por ende no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte pues, según se desprende de los términos de la demanda –a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la parte actora cuestiona la pretensión tributaria provincial y también impugna la extensión de responsabilidad solidaria al socio gerente de la empresa por la deuda en el impuesto sobre los ingresos brutos. Frente a tales circunstancias, se efectúa un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal -la alegada violación de la cláusula de comercio en lo atinente al transporte interjurisdiccional (art. 75, inc. 13 de la CN)- con otro de orden local referente a la validez de los actos y normas provinciales según los cuales el socio gerente de la actora resulta responsable solidario e ilimitado por el pago del gravamen reclamado, la multa aplicada y sus intereses, a la luz de normas de derecho común según lo establecido por el art. 75, inc. 12 de la CN, las que deben ser interpretadas en su espíritu y en los efectos que la soberanía provincial ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de esta Corte por la vía de su instancia originaria. La competencia atribuida por el artículo 116 de la Constitución Nacional a esta Corte y a los tribunales inferiores de la Nación con respecto a las causas que versen sobre puntos regidos por las leyes de la Nación encuentra como límite también la reserva hecha en el inciso 12 del artículo 75 y, por consiguiente, la demanda que pretende cuestionar -entre otros asuntos- la extensión de responsabilidad fiscal al socio gerente de una sociedad por considerarla contraria a las disposiciones del derecho común debe ser juzgada por los jueces locales, ya que su aplicación le corresponde a ellos al caer las cosas de que se trata bajo su jurisdicción. Asimismo, el artículo 31 de la Ley Fundamental consagra expresamente el principio según el cual la Constitución Nacional, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquier disposición en contrario que pudieren contener las leyes o constituciones provinciales. Esa disposición constitucional, que rige en el ámbito de toda la Nación, es la que determina la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia locales de examinar las leyes en los casos concretos que se plantean, interpretándolas adecuadamente, y, en su caso, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si se encuentran en oposición con ella. Tal estado de cosas trae aparejado que no exista óbice para que todo magistrado argentino, federal, nacional o provincial, sea cual fuere su competencia, se pronuncie sobre las cuestiones constitucionales que pudiesen proponerse en los asuntos que deba juzgar, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen todos los jueces del país de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales. La correcta aplicación de los citados principios guarda los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal dentro de su normal jerarquía, dado que carece de objeto llevar a la justicia nacional el cuestionamiento de una ley, un decreto, o un acto que, en sus efectos, puede ser rectificado por la magistratura provincial. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Empresa Almirante Guillermo Brown S.R.L. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2238/2018,25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, se ha señalado que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. En mérito a lo señalado, ese requisito, en principio, y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, no se encuentra cumplido pues, de los términos del escrito de demanda a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la reclamante es una sociedad del estado provincial, que funciona bajo el régimen de la ley 20.705, y cuenta con una individualidad jurídica y funcional que permite distinguirla del Estado local. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    San Juan, Provincia de (Energía Provincial Sociedad del Estado) c/ International Star S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2596/2018,28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos proceso que se rigen por el derecho público local. En efecto, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales autoridades provinciales. Además conviene recordar la doctrina de la Corte según la cual, a los fines de dilucidar asuntos de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Así entonces, no reviste un manifiesto contenido federal puesto que, la materia del pleito exige, de manera ineludible, interpretar, aplicar y establecer el alcance de diversas normas y actos de la Provincia y de su autoridad tributaria, por los que se establece, regula y aplica el régimen de recaudación y pagos a cuenta del impuesto sobre los ingresos brutos, que revisten el carácter de derecho público local. Ello así puesto que solo a partir del resultado que se obtenga de dicha labor hermenéutica se determinará su verdadero alcance. Frente a ello, la Corte tiene dicho reiteradamente que la nuda violación de derechos constitucionales provenientes de autoridades de provincia no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que solo tendrá competencia cuando aquellas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal. Así entonces, en tanto la materia del pleito corresponde al derecho público local, debe ser resuelta por los jueces del mismo carácter. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a dicha instancia.


    Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2694/2018,28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Estado de incertidumbre. Impuestos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CSJ 1166/2016, "Directv Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y sus respectivas citas.


    Directv Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2604/2018,28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ejecución fiscal. Obras sociales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los artículos 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. El presente no corresponde a la competencia originaria de la Corte cuando es el GCBA, que no es una provincia, demanda a una obra social que sólo es aforada al fuero federal, no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estados del Tribunal. El artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en los que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Obra Social Conductores de Transporte Colectivo de Pasajeros s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2707/2018,28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1988/2018, "Mastellone San Luis S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y sus respectivas citas.


    Molinos Florencia S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 140/2019,25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2017 "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (ABL)".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obras Sanitarias de la Nación s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2541/2018,01 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2319/2016, "SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición".


    Dulcor S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 281/2019,22 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Diligencias preliminares. Daño ambiental de incidencia colectiva. Quema de pastizales. Ley general del ambiente. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Resulta aplicable al sub lite el art. 6, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas preliminares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Por ende, es necesario determinar si tal pretensión principal corresponde a la competencia originaria del tribunal. Al respecto, cabe señalar que en los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad que requiere el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675. La causa, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto carácter federal, ya que se trata de un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción.


    Favario, Iván Leopoldo y otro c/ Provincia de Entre Ríos y otro s/ Medidas preliminares


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 70952/2018/CS1, 22 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Amparo ambiental. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Cabe recordar que para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Marisi, Lucas c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2442/2018,29 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuestos. Premios de la lotería nacional. Instituto Provincial de Lotería y Casinos. AFIP DGI. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, se requiere que una provincia sea parte y que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, por tanto, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir que tenga un interés directo en el pleito de tal manera que la sentencia que recaiga en él le resulte obligatoria. Asimismo, la Corte afirma que esa calidad debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, si bien se manifiesta que "la acción declarativa interpuesta lo es defensa de los intereses de la Provincia de Buenos Aires y de su Instituto Provincial de Lotería y Casinos (IPLyC), es este último quien resulta titular de la relación jurídica sustancial que da base a la pretensión tiene un interés directo en el pleito y será el alcanzado por la sentencia que recaiga en autos. Ello es así porque el aludido instituto reviste la calidad de ente autárquico provincial y deberá -en caso de hacerse lugar al criterio interpretativo adoptado por la AFIP en torno a la exención establecida en el artículo 10, segunda parte de la ley 20.630, modificada por la ley 23.760, en el Impuesto de Emergencia sobre los Premios Ganados en Premios de Sorteo en relación al juego de quiniela- dar satisfacción al pago del tributo que la AFIP le reclama.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2638/2018/1, 28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 61000002/2013/CA1-CS1, "AVH San Luis S.R.L. c/ PEN y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Kronen Internacional S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción mere declarativa de derecho


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 3744/2013/CS1-CA1, 29 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. 


    La controversia finca únicamente en la alegada violación de prescripciones constitucionales por parte de la Provincia al pretender gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos aquellos ingresos de la actora provenientes de: i) la venta de combustible para el aprovisionamiento de buques o aeronaves destinados al transporte internacional de carga y/o pasajeros, operación amparada por el llamado "permiso de rancho" expedido por autoridad aduanera; y ii) los subsidios a las ventas de gasoil y gas licuado de petróleo otorgados por el Estado Nacional, por lo que el conflicto, no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. No obsta a ello que la actora haya efectuado presentaciones ante la Administración Provincial de Impuestos de la Provincia con relación a la liquidación del impuesto sobre los ingresos brutos efectuada por dicho organismo, y que al respecto aún no se haya expedido la autoridad administrativa, pues la competencia originaria de la Corte, no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. Si bien en ambos juicios litigan las mismas partes y son similares los antecedentes de hecho, no existe identidad de objeto, ya que en el juicio promovido en sede local la actora impugna otros actos administrativos, mediante los cuales la demandada determinó un ajuste en el impuesto sobre los ingresos brutos correspondiente a períodos fiscales distintos a los que se refiere la demanda de autos; además, en el sub examine la pretensión se funda directa y exclusivamente en normas de carácter federal, mientras que en la causa seguida ante los tribunales provinciales los argumentos introducidos por la actora se basan únicamente en la aplicación e interpretación de normas de derecho público local. Por lo cual, el planteo de incompetencia debe ser rechazado.


    Axion Energy Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 92/2017,28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Certificado de deuda. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 476/2019,29 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a la considerada en el dictamen de la causa C. 76; L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 604/2019,01 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Energía eléctrica. Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes y fallos de las causas: C. 253 L. XLIX., "Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar"; I. 2, L. L. "Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1553/2016, "Transportadora del Norte S.A. y otra c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Empresa de Transporte de Energía Eléctrica por Distribución Troncal de la Patagonia Sociedad Anónima (TRANSPA S.A.) c/ Chubut, Provincia del y otro (Estado Nacional citado como tercero) s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 190/2019/1, 26 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas C .1540, L. XLIV, "Compañía Mícroómnibus La Colorada S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (ingresos brutos)"; T. 21, L. XLVIII, "Transportes Don Otto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2574/2014, "La Costera Criolla S.R.L. c/ Santa Fe, provincia de s/ acción declarativa (art. 322 Cód. Proc.)"; CSJ 4325/2015, "Derudder Hermanos S.R.L. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y CSJ 335/2016, "Expreso Tigre Iguazú c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad", y CSJ 1927/2016, "La Costera Criolla S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Nueva Chevallier S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 307/2019,24 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 1049/2016, "ArreBeef S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1419/2017, "Arre-Beef S.A. c/ Formosa, provincia de si acción declarativa de certeza".


    Oleaginosa Moreno Hermanos Sociedad Anónima Comercial Industrial Financiera Inmobiliarias y Agropecuaria c/ Córdoba, Provincia de s / Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 309/2019,26 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Acción de amparo. Juicios en que la Nación es parte. Energía eléctrica. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en instancia extraordinaria, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Sentado lo expuesto, en autos se configuran dichos requisitos, puesto que en razón de la naturaleza de las partes, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Se debe atender de modo principal a los términos de la demanda para determinar la competencia.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 807/2019,30 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Corresponde recordar que para que proceda la competencia de la Corte, de conformidad con lo previsto en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el 24, inc. 10 del decreto-ley 1285/58, no basta que una provincia sea parte en el pleito, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, esto es, que se trate de una causa de naturaleza federal o de carácter civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En consecuencia, quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos que incluyen temas de índole local y de competencia de los poderes locales, ya que el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y la decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre cuestiones propias del derecho provincial y surjan de las facultades reconocidas en los arts. 121, 122 y siguientes de la Constitución Nacional. Esta última situación es la que aquí se presenta en tanto, según se desprende de los términos de la demanda y de la naturaleza de la pretensión que en ella se deduce -a los que se debe atender de modo principal para determinar la competencia según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056 y 308:1239 y 2230-, la actora intenta obtener una declaración de certeza respecto de los alcances de una norma dictada por una provincia en materia de clasificación de establecimientos educativos, contenida en la reglamentación de su Estatuto del Docente, materia regida por normas de derecho público local, a lo que no obsta que el objetivo de esa declaración consista en la eventual aplicación de normas previsionales nacionales, pues bien puede resultar, de la sentencia que aquí se dicte, que se admita el planteo de la actora y se dilucide cuál es, a juicio de los órganos provinciales, la interpretación y contenido de la norma local. Al respecto, cabe recordar que la Corte ha dicho reiteradamente que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte Suprema. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el pacto federal competencias diversas que no han sido delegadas en el gobierno federal. Por otra parte, es dable recordar que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada ni restringida.


    Sindicato Unido de Trabajadores de la Educación c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción mere declarativa de certeza


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 16592/2018/CS1, 26 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2539/2018, "Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Gen Rod S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 650/2019,26 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Impugnación del decreto de necesidad y urgencia. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Acumulación de procesos. Facultades discrecionales del juez. 


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, el sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos del escrito de inicio, la Federación Argentina de Municipios demanda al Estado Nacional, que sólo es aforado al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. Lo anterior no varía por el hecho de que varios municipios hayan adherido a la demanda promovida en autos, toda vez que la corte tiene dicho que los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria. En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte. Sin perjuicio de lo expuesto, en cuanto al pedido de acumulación de procesos, en reiteradas oportunidades este Ministerio Público ha sostenido que la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa. En tales condiciones, corresponde que el Tribunal evalúe si se presentan en el sub lite los recaudos que establece la ley para que proceda la acumulación de procesos solicitada.


    Federación Argentina de Municipios c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63863/2018/CS1, 03 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Candidatos. Reelección. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 58, L. XLIX, "Unión Cívica Radical de la Provincia de Santiago del Estero c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 1/2019/CS1, "Unión Cívica Radical - Distrito La Rioja y otro s/ Acción de amparo"; CSJ 125/2019, "Unión Cívica Radical de la Provincia de La Rioja y otro c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo"; y CSJ 449/2019 "Frente para la Victoria - Distrito Río Negro y otros c/ Río Negro, Provincia de s/ Amparo".


    Por lo expuesto en los dictámenes de la referencia y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno al conocimiento del Tribunal. Habida cuenta de la alusión que realiza la parte actora a lo decidido por la Corte en las causas "Municipalidad de la Ciudad de Rosario c/ Santa Fe, Provincia de s/ Inconstitucionalidad y cobro de australes" y CSJ 125/2019, "Unión Cívica Radical de la Provincia de La Rioja y otro c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo", y toda vez que la Corte es el intérprete máximo y final de sus propios dichos y decisiones, de considerar que en autos se configuran las extremas circunstancias allí evaluadas, podría decidir la intervención procesal que considere pertinente.


    Vilca, Marcel Vicente c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1077/2019,22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Docentes. Establecimientos educacionales. Escuela pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Intervención de terceros. Litisconsorcio pasivo. 


    Al haber sido citada la Provincia de Buenos Aires como tercero, para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional y la provincia participan nominal y sustancialmente en el pleito, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. Se desprende de la ley 25.053 que crea el Fondo Nacional de Incentivo Docente que “Los recursos del Fondo Nacional de Incentivo Docente serán destinados a abonar una asignación especial de carácter remunerativo por cargo que se liquidará mensualmente exclusivamente a los agentes que cumplen efectivamente función docente. Además, el Jefe de Gabinete de Ministros, por decisión administrativa 247/2005, dispuso que la Secretaría General del Consejo Federal de Cultura y Educación tiene como responsabilidad primaria la de conducir las actividades concernientes a la implementación del FoNID y que la Dirección de Asistencia Técnico Administrativa tiene entre sus acciones la de organizar y articular la liquidación y pago del FoNID, brindando a las jurisdicciones y demás organismos la asistencia técnico administrativa que resulte necesaria, ambos órganos integran la estructura organizativa del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología. En tales condiciones, en razón de la situación controvertida, existe una relación jurídica común e indivisible con respecto a la pluralidad de sujetos involucrados, que no tolera un tratamiento procesal por separado, con lo cual resulta imposible buscar una solución útil, que garantice el derecho de defensa de las partes y que restituya el derecho que se pretende tutelar sin la participación de todas ellas, por lo que existe un litisconsorcio pasivo necesario, en los términos del art. 89 del CPCCN.


    Peralta, Silvio Ángel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación de la Nación s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 31135/2015/CS1, 14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: A. 911. L. XLVII, "Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3833/2014, "Trivento Bodegas y Viñedos S.A. c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2129/2016, "Friar S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    En relación con el planteo subsidiario esgrimido en la demanda -inconstitucionalidad de la pretensión provincial de aplicarle una alícuota diferencial (mayor) en el impuesto sobre los ingresos brutos en comparación con otros contribuyentes que realizan la misma actividad, en razón de no poseer establecimiento industrial en la jurisdicción provincial, la Corte tiene reiteradamente resuelto que su conocimiento corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Molinos Agro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 610/2019,08 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. 


    La Corte sigue siendo competente para entender en estas actuaciones, a tenor de lo ya dictaminado y lo concordantemente resuelto. En el caso, la demandada no alegó, ni mucho menos demostró, que estas actuaciones constituyan la prolongación de una controversia anteriormente radicada ante sus tribunales locales, sino que señaló que la actora había promovido tres procesos judiciales contra el IPAAT en los que cuestionaba la constitucionalidad de la ley provincial 8.573. En tales condiciones, toda vez que entre la Provincia de Tucumán y el IPAAT no media identidad subjetiva, y dado que los procesos judiciales radicados en la justicia local fueron promovidos con posterioridad a que se iniciara la demanda de autos, las circunstancias planteadas en el sub lite difieren de las consideradas por la Corte en el precedente "Orbis Mertig San Luis", lo cual impide trasladar a la presente causa la decisión allí adoptada. Por último, la solución que se propone no debe interpretarse como una intervención no admisible en el procedimiento local, ni tampoco como una limitación de las autonomías provinciales, toda vez que la Corte constituye el fuero natural de las provincias argentinas y sus competencias no son susceptibles de ampliarse ni restringirse o modificarse, mediante normas legales.


    José Minetti y Compañía Ltda S.A.C.E.I. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3778/2015,08 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 610/2019, "Molinos Agro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Molinos Río de la Plata Sociedad Anónima c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 609/2019,08 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Amparo ambiental. Parques nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Para acceder a la competencia originaria de la Corte prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento, de la acción. Asimismo, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. Además, para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional y la provincia participan nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. Tal circunstancia se configura en el sub lite, en efecto, los demandados resultan ser parte nominal y sustancial en el proceso, pues son los que emitieron los actos por los cuales las actoras se agravian y, mientras que el Estado Nacional reviste la condición de titular del dominio de las tierras que conforman el Parque Nacional y, como tal, tiene a su cargo el poder de policía ambiental en esa jurisdicción territorial, la A.P.N., ente autárquico del Estado Nacional que tiene competencia y capacidad para actuar respectivamente en el ámbito del derecho público y privado, tiene por función la fiscalización de los parques nacionales, su conservación y manejo en estado natural, de su fauna y flora autóctonas y, en caso necesario, su restitución, para asegurar el mantenimiento de su integridad, en todo cuanto se relacione con sus particulares características fisiográficas y asociaciones bióticas animales y vegetales, y la Provincia demandada es la titular del dominio originario de los recursos naturales que se encuentran en su territorio, cuya administración le corresponde. Además, la cuestión reviste carácter manifiestamente federal, por cuestionarse actos y convenios en los que intervienen autoridades nacionales como contrarios a leyes de ese carácter. En tales condiciones, existe una relación jurídica común e indivisible con respecto a la pluralidad de sujetos involucrados, que no tolera un tratamiento procesal por separado, con lo cual resulta imposible buscar una solución útil, que garantice el derecho de defensa de las partes y que restituya el derecho que se pretende tutelar sin la participación de todas ellas, por lo que existe un litis consorcio pasivo necesario, en los términos del art. 89 del CPCCN. Por lo expuesto, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Asociación Argentina de Abogados Ambientalistas y otro c/ Jujuy, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 770/2019,21 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Cobertura médica. Hemodiálisis. Programa federal de salud. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los artículos 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. No corresponde a la competencia originaria de la Corte aquella demanda formulada por la Asociación Santiagueña de Prestadores de Hemodiálisis y Trasplantes Renales contra el Estado Nacional (Secretaría General de la Presidencia) y a la Agencia Nacional de Discapacidad, que sólo son aforados al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. La disposición de la cláusula trigésima del convenio marco suscripto el 25 de junio de 2018 entre la Agencia Nacional de Discapacidad y la Provincia de Santiago del Estero (Ministerio de Salud Pública), sólo se aplica a quienes revisten la calidad de parte en dicho acuerdo, lo que no ocurre con la actora. El artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Asociación Santiagueña de Prestadores de Hemodiálisis y Trasplantes Renales (A.S.P.H.T.R.) C/ Estado Nacional y otros s/ Acción mere declarativa de derecho


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 51239/2018/CS1, 07 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión no federal. Incompetencia. 


    Corresponde aplicar al caso la doctrina adoptada por la Corte en la causa P. 582, L. XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa" en la cual se señaló que las leyes-convenio en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En este orden de ideas, en el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, por ello la causa no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Banco Credicoop Cooperativo Limitado c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 81065/2018/CS1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidente de tránsito. Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Ante todo, es preciso señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, tiene dicho la Corte que para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. Se debe atender de modo principal para determinar la competencia la exposición de los hechos de la demanda, según los artículos 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de la Corte. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el artículo 14 de la ley 48. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Romero, María c/ Rodríguez, Daniel Dante y otros s/ Daños y perjuicios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 46707/2015/CS1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Patente única sobre vehículos. Ejecuciones especiales. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En atención a la doctrina de la Corte, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, como es la Comisión Nacional de Energía Atómica la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Comisión Nacional de energía Atómica) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 649/2019,14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Tasas. Ejecuciones especiales. Excepciones procesales. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En atención a la doctrina de la Corte, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 647/2019,14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    En atención a la doctrina de la Corte, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de (Administración de Infraestructura Ferroviaria Sociedad del Estado) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 619/2019,14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    En atención a la doctrina de la Corte, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 617/2019/14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    En atención a la doctrina de la Corte, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 403/2019,14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Ejecuciones especiales. Excepciones procesales. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    En atención a la doctrina de la Corte, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 294/2019,23 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Patente única sobre vehículos. Excepciones procesales. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    En atención a la doctrina de la Corte, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En la presente causa no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 914/2019,31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Estado de incertidumbre. Impuesto a las actividades económicas. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1790/2018, "Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Banco Itaú Argentina S.A. y otros c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 815/2019,31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Tributos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El conflicto -tal como ha sido introducido por la actora en su demanda- no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Industria Argentina de la Indumentaria S.A. c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 599/2017,28 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 2539/2018, "Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Cervecería Argentina Sociedad Anónima Isenbeck c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 948/2019,21 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", fallo del 12 de julio de 2016 y, CSJ 2539/2018, "Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. C/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y sus respectivas citas.


    Monte Verde S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 804/2019,21 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C.76, L.XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 868/2019,22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C.76, L.XLV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 867/2019,22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Diputados. Juicios en que es parte una provincia. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Constitución Provincial. Sistema federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1", del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986. Cabe señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En este orden de ideas, en la causa se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y la doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230-, el actor pretende que la Corte declare arbitraria e ilegal la alegada privación de justicia en que estaría incurriendo el Superior Tribunal de Justicia de la provincia en cuestión; e idéntica pretensión esgrime respecto del procedimiento cumplido en el seno de la Cámara de Diputados de la misma provincia, y de la decisión adoptada en consecuencia, por los cuales no se le permitió jurar e incorporarse como integrante de ese cuerpo legislativo por considerarlo incurso en la causal de inhabilidad moral; conductas que considera contrarias no sólo a la Constitución Nacional y a los tratados internacionales con jerarquía constitucional, sino también a Constitución provincial y al Reglamento Interno de la Cámara de Diputados. Frente a tales circunstancias, resulta que para solucionar el pleito se deberá, ineludiblemente, examinar y revisar los actos emanados de las autoridades provinciales desplegados en ejercicio de sus propias facultades, e interpretar y aplicar las normas infraconstitucionales de derecho público local que las regulan confrontándolas, primero, con las disposiciones de la Constitución provincial y otras normas locales y, recién luego, con la Constitución Nacional y los tratados internacionales invocados en la demanda. Por tales razones, la causa no constituye una cuestión de manifiesto carácter federal, como la Corte exige para que proceda su competencia originaria, puesto que involucra un asunto de orden local, toda vez que para determinar si las garantías que invoca el actor han sido lesionadas debe hacerse mérito de las instituciones de derecho público provincial y de las normas de ese carácter que constituyen la base de la demanda, por lo que cabe concluir que la cuestión federal que aquí se debate no es directa y tampoco exclusiva. En efecto, el asunto a resolver se relaciona con el procedimiento jurídico político de organización de dicho Estado provincial, es decir, con un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local. Al respecto, es dable poner de relieve que el art. 122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias "se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal", con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe "discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional". Ello es así, en razón de que aquéllas conservan su autonomía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental. Por otra parte, se intenta la intromisión de la Corte Suprema en un proceso sujeto a la jurisdicción y competencia de los magistrados de la provincia en cuestión por una vía inadecuada, como es la promoción de una acción de amparo en instancia originaria del Tribunal, lo cual resulta a todas luces improcedente; ello, sin perjuicio de que, oportunamente, el juicio sustanciado en sede provincial pueda ser traído a conocimiento de la Corte por medio del recurso extraordinario, de darse los recaudos previstos por el art. 14 de la ley 48. Sobre el punto, la Corte tiene establecido desde antiguo que -con arreglo al art. 7° de la Constitución Nacional las resoluciones de los tribunales provinciales dentro de su competencia no pueden ser revisadas por los de la Nación, con excepción de que se haga por vía del recurso extraordinario, pues tales resoluciones son actos de soberanía y la justicia nacional no puede examinarlas, ya sea admitiendo recursos que contra ellas se interpongan, ya conociendo de demandas que tiendan a idéntico fin. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que el actor funde su pretensión en disposiciones de la Constitución Nacional y de instrumentos internacionales con jerarquía constitucional, toda vez que la cuestión federal no es la predominante en la causa. En efecto, ello no resulta suficiente para suscitar la competencia originaria de la Corte, pues la solución del pleito exige el tratamiento de instituciones de derecho público local -tal como antes se indicó- y el examen en sentido estricto de actos jurisdiccionales de igual naturaleza. Por lo tanto, corresponde a la justicia de la provincia expedirse al respecto, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. En razón de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno al conocimiento del Tribunal.


    Álvarez, Diego Felipe c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1100/2019,31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Contrabando. Misiones especiales. Inmunidades diplomáticas. Competencia originaria. 


    En tanto de la nota enviada por la Dirección Nacional de Ceremonial del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto surge que al imputado le resultan aplicables los privilegios e inmunidades del derecho internacional consuetudinario para las misiones especiales, se entiende que el presente caso incumbe a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, y que, de considerarlo oportuno, la Corte puede disponer el archivo de las actuaciones en virtud de la calidad de no residente del funcionario.


    O., Vedat s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1680/2018/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Más allá de las deficiencias formales, en tanto surge de la misma exposición que el presunto diplomático imputado habría cesado en sus funciones en este país, en principio, no corresponde a la Corte intervenir en la presente.


    G. M., Ana Laura s/ Su denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 317/2019/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión a la solución propuesta por la Procuración General al contestar la vista conferida anteriormente.


    Provincia del Chubut y otro s/ Infracción Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1645/2014/CS2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L .XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E.230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y más recientemente CSJ 2135/2018, "Torres e Hijos S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Fideos Don Antonio S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1163/2019,02 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Honorable Senado de la Nación s/ Ejecución fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 7622/2019/CS3-CS2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor del Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17739/2019/CS2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Consejo Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Consejo Nacional del Menor y la Familia s/ Ejecución fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18142/2019/CS3-CS2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria s/ Ejecución Fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18641/2019/CS3-CS2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 456/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ La Pampa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 248/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Biblioteca Nacional), la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Biblioteca Nacional) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1177/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional –Ministerio de Economía y Finanzas Públicas-, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ferrocarriles Argentinos S.A.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1197/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 517/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 518/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Universidad de Buenos Aires), la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Universidad De Buenos Aires) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 947/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 220/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 937/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional Argentino s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1112/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1150/2019/28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Universidad de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1146/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Policía Federal Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18724/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1152/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1229/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Prescripción adquisitiva. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que el Estado Nacional –que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional – demanda a la Provincia de Buenos Aires – a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la ley fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Estado Nacional (Ministerio del Interior) Prefectura Naval Argentina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Usucapión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1143/2019/28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las casusas O.459, L .XLI "Orbis Mertig San Luis S. A. l. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E.230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1608/2018, "Agropecuaria El Jagüel Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    MSD Argentina S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 762/2019,28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Biblioteca Nacional), la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Adif S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1259/2019,15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1310/2019,05 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1311/2019,05 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Economía procesal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones sustancialmente análogas a las plateadas en los fallos CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal"; O.459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 2539/2018, "Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Incidente n° 2 – Actor: Aguas Danone de Argentina S.A. Demandado: Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Incidente de apelación


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 62732/2017/2/CS1, 05 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Instituto Nacional de Asuntos Indígenas. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Resulta aplicable al sub examine el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Por ende, es necesario determinar, en primer lugar, si este proceso principal corresponde a la instancia originaria del Tribunal. La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que una Provincia -quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1243/2019/1, 05 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La Corte sigue siendo competente para entender en estas actuaciones. Ello así, pues no son óbice a la competencia originaria de la Corte los precedentes que invoca la demanda y registrados en Fallos: 332: 998 y aquellos en los que se remite a Fallos: 332:1007, a poco que se repare que los planteos allí efectuados se sustentaban no sólo en la inconstitucionalidad del gravamen sino también en su ilegitimidad a la luz de las disposiciones del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento y del régimen de coparticipación federal de impuestos, respectivamente. A diferencia de los citados precedentes, en autos la controversia finca únicamente en la violación de prescripciones constitucionales, por lo que el conflicto, no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Entre Ríos Crushing S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1528/2016,05 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Pesca. Buques pesqueros. Juicio en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia, lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. La cuestión debatida exige dilucidar si la actuación de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en materia de pesca, en consecuencia, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Pesquera Veraz Sociedad Anónima y otras c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 286/2019,19 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia por vía de inhibitoria. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que corresponda zanjar a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, norma invocada por el juez nacional en lo contensioso administrativo federal para justificar la elevación de las actuaciones a esa Corte. Sin perjuicio de lo expuesto, para el caso en que la Corte considere que la causa en trámite ante la justicia provincial era propia del conocimiento del Tribunal en la instancia originaria. En atención a la naturaleza de las partes que intervienen en el pleito, la Corte debería admitir la inhibitoria planteada y declarar su competencia originaria para entender en la causa "Provincia de Formosa c/ Instituto de Asociativismo y Economía Social (INAES) s/ Medida autosatisfactiva", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial. Toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al INAES, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES) c/ Provincia de Formosa s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 26162/2019/CS1, 18 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Servicio Penitenciario Federal) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1462/2019,17 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    En autos la Ciudad demanda al Estado Nacional (Ministerio de Economía), la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como de la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1418/2019,18 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Policía Federal Argentina), la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como de la demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, estando debidamente notificada, no se opuso a la excepción de incompetencia planteada, por lo que cabe considerar que tal proceder configura una renuncia tácita a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Policía Federal) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1358/2019,18 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a la Administración de infraestructuras Ferroviarias Sociedad del Estado, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como de la demandada al fuero federal, según el art. 116 de la ley fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos 315: 2157 “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. El GCBA, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, presto conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructuras Ferroviarias S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1267/2019,18 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Prefectura Naval Argentina s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1417/2019,17 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Decretos nacionales. Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Resulta aplicable al sub examine el art. 6°, inc 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según la cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1744/2019/1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CSJ 1744/2019/1, “Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - incidente de medida cautelar”.


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1757/2019/, 6 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CSJ 1744/2019/1, “Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - incidente de medida cautelar”.


    Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1746/2019/1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CSJ 1744/2019/1, “Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - incidente de medida cautelar”.


    La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1748/2019/1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Hidrocarburos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cabe recordar, en primer lugar, que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986. Cabe señalar que uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Se debe atender de modo principal la exposición de los hechos de la demanda para determinar la competencia, según los artículos 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. En efecto, el cuestionamiento efectuado exigirá precisar el sentido y los alcances del régimen establecido por la LFH para la caducidad de la concesión de explotación de hidrocarburos dispuesta por el decreto provincial 1101/19, en particular de las normas relativas al modo de ejecución de los compromisos de inversión asumidos por los concesionarios y al cumplimiento del debido proceso legal y de la fundamentación necesaria de la respectiva resolución administrativa, cuya lesión constituye el eje del planteo contenido en la demanda.


    Chañares Energía S.A.U. c/ Mendoza, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1301/2019,15 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Constitucionalidad. Impuesto de sellos. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 240/2011 (47-N) “Nación Fideicomisos S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    La Corte sigue teniendo competencia para entender en esta causa, a tenor de lo resuelto en su oportunidad. No es ocioso recordar que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye "causa" en los términos de la Ley Fundamental. En cuanto a la competencia originaria de la Corte, que proviene de la Constitución Nacional, no puede quedar subordinada al cumplimiento o la vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. Cabe destacar que en la presente causa la demandada invoca en defensa de su pretensión tributaria lo dispuesto en los artículos 3° de la ley 26.095 y 15 del decreto 1.216/06, reglamentario de aquélla. El examen de tal defensa remite, ineludiblemente, al estudio de cuestiones de hecho y prueba ajenos a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa.


    Constructora Norberto Odebrecht S.A. Sucursal Argentina c/ Chubut, Provincia del y otros s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1641/2013/(49-C)/CS1, 17 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Interpretación de la ley. Tribunal de cuentas. Competencia provincial. 


    En principio, el tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. La cuestión radica en determinar si en autos se presentan los requisitos que habilitan la instancia originaria de la Corte. Uno de los supuestos que suscita tal instancia si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Este caso, en el que procede la justicia federal en razón de la materia, lleva el propósito de afirmar las atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En tales condiciones, dicha competencia será improcedente cuando se incluyan cuestiones de índole local y de competencia de los poderes provinciales. Si bien para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda, también se torna imprescindible examinar el origen de la pretensión, así como la relación de derecho existente entre las partes. En mérito de los principios enunciados, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal. En los términos en que ha sido plantada tal controversia, es evidente que para resolverla deberá acudirse, necesariamente, a la hermenéutica y aplicación del derecho público provincial, más específicamente, a las normas locales que conforman el régimen de autonomía municipal propio del asunto debatido como, por ejemplo, la Constitución de la Provincia, interpretándola en su espíritu y en los efectos que el constituyente local ha querido darle, cuestión que no es del resorte de la Corte, ya que no es apta para instar la competencia del art. 117 de la Constitución Nacional. En virtud de lo expuesto, la materia del pleito no resulta exclusivamente federal, en tanto se efectúa un planteamiento conjunto de un asunto de tal naturaleza con uno de orden local, directa e inmediatamente relacionado, de manera sustancial, con el alcance del régimen de autonomía municipal establecido por aquella provincia y el control que puedan ejercer los organismos provinciales sobre los municipales. Al respecto, resulta aplicable la doctrina según la cual los conflictos entre autoridades locales deben hallar solución en el ámbito provincial, sin injerencia de la justicia de la Nación. En consecuencia, el sub judice debe tramitar ante la Justicia de la Provincia, siendo tal solución la que mejor se adecua al respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, por tanto el proceso resulta ajeno a dicha instancia.


    Municipalidad de La Rioja c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1575/2019,12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Interpretación de la ley. Organización de la justicia. Facultades del gobierno provincial. Facultades no delegadas. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen también cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas, pues tal extremo importaría un obstáculo insalvable a la competencia en examen. En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, la actora solicita que se declare la inconstitucionalidad de una norma local que regula el procedimiento de acusación de funcionarios ante el jurado de enjuiciamiento previsto en el art. 158 de la Constitución provincial, por ser violatoria de diversos preceptos de la Constitución Nacional y de tratados internacionales con jerarquía constitucional. Así las cosas, la cuestión planteada exige revisar disposiciones normativas dictadas por autoridades de la provincia demandada en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional, lo cual implicaría, una injustificada intromisión de la Corte en las potestades propias del gobierno local. Por otra parte, también se ha sostenido que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte. En este sentido, conforme al diseño de la Constitución Nacional, es facultad no delegada por las provincias al Gobierno Nacional la de organizar su administración de justicia. No altera la solución propiciada el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales y de derechos reconocidos en tratados internacionales incorporados a la Ley Fundamental, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta, por si sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos. En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48. Finalmente, no obsta a lo expuesto la circunstancia de que el actor tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales En el marco de lo expuesto y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Romero, Hugo Fernando c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2706/2018,13 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Tal como se señaló en el dictamen de este Ministerio Público, pese a que la demanda fue dirigida contra la Policía de la Provincia, toda vez que dicho organismo integra la administración central del estado local, es la provincia quien se encuentra sustancialmente demandada. Por otra parte, por medio del decreto 104/19, se dispuso la transformación de la Dirección General de Fabricaciones Militares en Fabricaciones Militares Sociedad del Estado, entidad sujeta al régimen de la ley 20.705, y se puso en cabeza del Poder Ejecutivo Nacional, el ejercicio de los derechos societarios que le corresponden por su participación en el capital accionario de esa sociedad. De su estatuto, surge que el capital social se encuentra suscripto e integrado en su totalidad por el Estado Nacional, a través del Ministerio de Defensa, y que la dirección y administración de la sociedad estará a cargo de un directorio compuesto por 3 directores titulares que serán designados por el Poder Ejecutivo Nacional a propuesta del Ministerio de Defensa. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Dirección General de Fabricaciones Militares c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 305/2013/CS1, 15 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una Obra Social, entidad con derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 38 de la ley nacional 23.661, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social del Personal de la Industria Maderera s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2279/2018/13 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2539/2018, "Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1400/2019,13 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión a fallos de las causas O. 459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2206/2017, "Helvética S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Garro Fabril S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1579/2019,23 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Decretos nacionales. AFIP. Resoluciones generales. Coparticipación federal. Medidas cautelares. Medida de no innovar. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Resulta aplicable el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual en las medidas cautelares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1796/2019/1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1794/2019/1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1798/2019/1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1804/2019/1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1805/2019,30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Chubut, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1806/2019/1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1808/2019/1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    San Juan, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1810/2019/1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1816/2019/1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1829/2019/1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Decretos nacionales. Coparticipación federal. Medidas cautelares. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Resulta aplicable el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual en las medidas cautelares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Tucumán, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1797/2019/1, 04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1797/2019/1, “Tucumán, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1802/2019/1, 04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1797/2019/1, “Tucumán, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1819/2019/1, 04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1797/2019/1, “Tucumán, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1815/2019/1, 04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1796/2019/1, “Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Misiones, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1853/2019/1, 04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Decretos nacionales. Coparticipación federal. Medidas cautelares. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Resulta aplicable el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual en las medidas cautelares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1818/2019/1, 04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1799/2019/1, “La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1820/2019/1, 05 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1799/2019/1, “La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1809/2019/1, 05 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1801/2019/1, “Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de Inconstitucionalidad”.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1817/2019/1, 05 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Decretos nacionales. Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Resulta aplicable el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual en las medidas cautelares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que una Provincia-a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. El proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1801/2019/1, 05 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Resulta aplicable el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual en las medidas cautelares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que una provincia-a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. El proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1799/2019/1, 05 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Reservas naturales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Sentado lo expuesto, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia, demanda al Estado Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1053/2019,30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. el Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y CSJ 2261/2017, "Aqualaf S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. C/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1647/2019/30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, "Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Remolques Ombú S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2119/2016,29 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1261/2016,29 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Basf Argentina S.A. C/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2045/2016,29 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El legajo elevado no está precedido de las diligencias necesarias para atribuir la competencia que, en el caso de la originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse. En este sentido, ya sostuvo el Tribunal que para promover su competencia originaria, en las causas concernientes a delitos perpetrados prima facie en perjuicio de agentes diplomáticos, es indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, que el suceso haya afectado el desempeño de sus actividades oficiales y que el hecho pudiere haber interferido en las funciones propias de la embajada, sin que baste la mera posibilidad de tal afectación para hacer surtir su competencia excepcional.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3178/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    AFIP. Juicios en que es parte una provincia. Cobro de sumas de dinero. Caducidad. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa “Santa Cruz, Provincia de c/ Dirección General Impositiva (Administración Federal de Ingresos Públicos) y otro s/ Ordinario”.


    En primer lugar, cabe recordar que el decreto 1.382/05 creó un régimen de saneamiento definitivo de la situación financiera entre el Estado Nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que tuvo por objeto facilitar la extinción de las obligaciones recíprocas que se encontraren pendientes entre ellos. Así, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires podían manifestar su voluntad de participar del mencionado régimen a través del dictado de una norma legal. Asimismo, el ordenamiento estableció una serie de trámites que aquéllas debían cumplir para poder ingresar al sistema compensatorio. En el noveno considerando del decreto 2.129/14 se destacó que “…dado el plazo transcurrido corresponde poner un límite para cumplimentar el proceso compensatorio dispuesto por el decreto N° 1.382 de fecha 7 de noviembre de 2005”. En tal sentido, el artículo 6° del aludido precepto prescribe “Establécese hasta el 30 de junio de 2015, el plazo máximo para propiciar las acciones necesarias tendientes a cumplimentar lo dispuesto en el decreto N° 1.382 de fecha 7 de noviembre de 2005”. De lo expuesto se desprende que la fecha a la que se refiere la norma transcripta fue establecida como un límite para que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las provincias interesadas en acceder al régimen compensatorio contemplado en el decreto 1.382/2005 cumplieran todos los recaudos y procedimientos establecidos en esta última norma para ingresar al sistema.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1154/2016,12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Servicio público. Servicio de agua corriente. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. La Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente "Sojo", este proceso de amparo resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Machuca, Ismael Ramón y otros c/ Santa Cruz, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 419/2019/CS1, 09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Litisconsorcio. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades locales. Cabe destacar que a partir de la sentencia dictada en la causa B. 2303, XL, "Barreta, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios", la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del artículo 116 de la Constitución Nacional, al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo así con el criterio de este Ministerio Público sostenido desde hace más de veinte años. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a los supuestos de responsabilidad extracontractual del Estado por "falta de servicio", por entender que se trata de una materia propia del derecho público local cuya regulación corresponde al derecho administrativo, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter. A la luz de las razones expuestas por la Corte en la causa "Mendoza", no procede en estos autos la competencia originaria de la Corte, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por la actora contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, para concluir que dicho litis consorcio pasivo resulta necesario, según el artículo 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar la actora a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente: local o federal, según el caso. En virtud de todo lo expuesto, dada la índole taxativa de la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente "Sojo", este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Condis Durán, María Florencia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1329/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Asociaciones sindicales. Despido. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la nación es parte. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que para que proceda la competencia originaria de la Corte en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, esto es, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, y que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al gobierno federal. No es causa civil aquella en que tienden al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en las que éstas procedieran dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Carta Magna. Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos emanados de las autoridades provinciales. La solución que aquí se propicia tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el artículo 14 de la ley 48. Por otra parte, no modifica tal situación el hecho de que el actor no tenga domicilio en la Provincia Buenos Aires, toda vez que el fuero federal en razón de la distinta vecindad encuentra su límite en el respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los estados provinciales, de manera de no perturbar su administración interna, lo cual exige que se reserve a sus propios jueces el conocimiento y la decisión de los asuntos que versen sobre su derecho público. Luego, a la luz de las razones expuestas por la Corte en la causa "Mendoza", tampoco procede dicha instancia originaria, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por la parte actora contra la Provincia de Buenos Aires y las entidades nacionales resulta inadmisible, toda vez que ninguna de ellas es aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, para concluir que dicho litis consorcio pasivo resulta necesario, según el artículo 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar la actora a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente, local o federal, según el caso.


    Menghi, Andrés Sebastián c/ Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1139/2019/CS1, 02 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acuífero Puelche. Recursos naturales. Límites interprovinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. En tales condiciones, la Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Los municipios provinciales son entes de carácter autónomo, según la doctrina que surge del precedente "Rivademar", y, por lo tanto, no se identifican con las provincias respectivas. En consecuencia, al no aparecer la Provincia de Buenos Aires como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, se entiende que no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. Dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    De Amorrortu, Francisco Javier s/ Su presentación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 936/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Además, la facultad de las personas para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no las autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente “Sojo”, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    De Amorrortu, Francisco Javier s/ Su presentación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1525/2019,04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de la Corte en las causas: CSJ 2267/2018, "Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", en la que la Corte hizo suyos los argumentos; y la conclusión de los dictámenes emitidos por este Ministerio Público en dicha causa y en las caratuladas CSJ 1618/2018, "Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo"; CSJ 1700/2018, "Chubut, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 1739/2018, "Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo"; CSJ 1802/2018, "Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 1986/2018, "Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo".


    Tucumán, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1753/2019/1, 09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    Toda vez que en autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal según lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157 "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del artículo 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. (en liquidación) s/ Ejecución fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 25947/2019/CS1-CS2, 09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6842/2010/CA2-CS1, 09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Alumbrado, barrido y limpieza. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 1015/2019, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ YPF S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1562/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Correo Oficial de la República Argentina Sociedad Anónima s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1337/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Correo Oficial de la República Argentina Sociedad Anónima s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1452/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1527/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1530/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Prefectura Naval Argentina s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1532/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1534/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1685/2019,09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Subsecretarías del Estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que, según se desprende de los términos del escrito de inicio -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4 ° y 5 ° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230- el actor dirige su pretensión contra el titular una subsecretaría del Estado, que no es una persona aforada a esta instancia originaria de la Corte, por lo que no se configuran los requisitos exigidos por el constituyente para habilitar la tramitación de la causa ante sus estrados. Cabe recordar que el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. La facultad de las personas para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no las autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.


    De Amorrortu, Francisco Javier c/ Subsecretaria de Puertos, Vías Navegables y Marina Mercante de la Nación s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1646/2019,04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    San Juan, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2037/2019,de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Administración Nacional de la Seguridad Social, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración Nacional de la Seguridad Social) s/ Ejecutivo - ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1576/2019,25 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Régimen tributario. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. La materia de este pleito resulta ajena a la competencia originaria de la Corte, toda vez que para resolver acerca de la legitimidad del régimen tributario que la actora pone en debate será fundamental examinar preceptos de derecho público provincial, e interpretarlas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles; y ello no es del resorte de la Corte. La Corte tiene dicho que las leyes-convenio entre las que cabe incluir el régimen de coparticipación federal, el Consenso Fiscal y el Convenio Multilateral, todas ellas en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público provincial, lo cual quita el carácter exclusivamente federal a la materia del pleito, imprescindible para la tramitación de estas actuaciones en la instancia originaria de la Corte. La materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter. No es ocioso recordar que el respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el artículo 14 de la ley 48.


    Pilaga S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1581/2019,25 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1580/2019,25 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1799/2019/1, "La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Tucumán, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1923/2019/1, 18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Ente Nacional Regulador de Electricidad (ENRE), entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Ente Nacional Regulador de Electricidad s/ Ejecución fiscal tributarios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15499/2019/CS1, 25 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Transporte ferroviario. Empresas del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que SOFSE -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional- demanda a una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1394/2019,18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Corresponde recordar aquí que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. La materia del pleito exige, de manera ineludible, interpretar, aplicar y establecer el alcance de disposiciones de derecho público tributario local y sólo a partir del resultado que se obtenga de dicha labor hermenéutica será dable determinar si corresponde declarar la inconstitucionalidad del criterio normativo plasmado por la Dirección General de Rentas de la provincia. La Corte tiene reiteradamente dicho que el cobro de impuestos no constituye una causa civil y que solo cabe discutir en la instancia originaria de la Corte la validez de un tributo cuando es impugnado como contrario a la Constitución Nacional. No altera lo expuesto el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos. El carácter excepcional del fuero federal y, por ende, de la competencia originaria de la Corte, que es de índole taxativa y, en consecuencia, se halla circunscripta a las causas que expresamente le atribuye la Constitución Nacional en los artículos 116 y 117 , y no puede ser extendida por persona o poder alguno.


    Aceitera Martínez S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1460/2019,18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda la sociedad Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado –SOFSE-, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Sociedad Operadora Ferroviaria SE s/ Ejecución fiscal tributarios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 26320/2019/CS1, 25 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Interpretación de la ley. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 373, XLII, “A.F.I.P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal”, Fallos: 331:793.


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Uno de los supuestos que suscita tal instancia si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea predominante en la causa. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El planteamiento efectuado resulta conjunto en tanto incluye cuestiones federales y locales, por lo que deviene aplicable al caso la doctrina adoptada por la Corte en la causa P. 582, L. XXXIX, “Papel Misionero S.A.I.F.C.”, en la cual señaló que las leyes-convenio en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía. En efecto, la adhesión de la Provincia mediante ley XVIII-N° 29 a la ley nacional 24.449 y la firma del Convenio entre la Provincia y la Gendarmería Nacional en materia de control de tránsito y seguridad vial ratificado por decreto 1283/2016, supuso la incorporación de esa ley nacional al orden local, de modo que su alegada violación colisiona, en primer término, con el plexo normativo provincial, y tal circunstancia excluye la cuestión de la materia exclusivamente federal. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender estos pleitos, incluida la alegada violación de los principios y garantías tutelados por los artículos 14, 17 y 18 de la Constitución Nacional- sean susceptible de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el artículo 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que la actora tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales.


    Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5218/2019/CS1, 25 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Infracciones de tránsito. Exceso de velocidad. Competencia de la Corte. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 373, L. XLII, "A.F.I.P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal".


    La cuestión radica en determinar si en autos se presentan los requisitos que habilitan la instancia originaria de la Corte. Uno de los supuestos que suscita tal instancia si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea predominante en la causa. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En tales condiciones, el planteamiento efectuado resulta conjunto en tanto incluye cuestiones federales y locales, por lo que deviene aplicable al caso la doctrina adoptada por la Corte en la causa P. 582, L. XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa”, en la cual señaló que las leyes-convenio en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía. En efecto, la adhesión de la Provincia de Santa Fe mediante ley 13.133 a la ley nacional 24.449, supuso la incorporación de esa ley nacional al orden local, de modo que su alegada violación colisiona, en primer término, con el plexo normativo provincial, y tal circunstancia excluye la cuestión de la materia exclusivamente federal. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender estos pleitos, sea susceptible de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que el actor tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales. En ese marco y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    Steven, Flavio G. c/ Agencia Provincial de Seguridad Vial de la Provincia de Santa Fe y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5311/2019/CS1, 30 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.L.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 2099/2017, "Vanoli y Cia. S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1715/2019,18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1, “Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986”.


    Gandulfo, Alfredo Ramón c/ Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3169/2019/CS1, 25 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1, “Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986”.


    Hereñu, Facundo Martín c/ Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3761/2019/CS1, 25 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Prescripción adquisitiva. Posesión. Prescripción veinteñal. Cómputo del plazo. Cuestiones de hecho y prueba. Competencia de la Corte Suprema. 


    Según los términos en que ha quedado trabada la controversia, en el sub lite corresponde determinar si el plano de mensura de la parcela que reclama la actora reúne las características establecidas por la ley 14.159; cuál es efectivamente la parcela que reclama la actora de acuerdo a los planos presentados; desde cuándo la actora goza de la posesión de la tierra que pretende prescribir a su favor; si ha abonado cánones de ocupación a la Provincia; si hubo ocupación ilegítima por parte de la actora; si sobre la parcela 11 se realizaron distintas explotaciones comerciales irregulares que fueron una extensión de las autorizadas en la parcela 1; si ha transcurrido el tiempo que requiere la normativa aplicable y, finalmente, si se trata de terrenos aluvionales, como así también el momento en que se formaron. Tales cuestiones remiten, ineludiblemente, al examen de normas de derecho común y a la valoración de las pruebas rendidas en autos, temas que resultan ajenos al dictamen de este Ministerio Público.


    Altamira S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Usucapión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 818/2013/(49-A)/CS1, 30 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2099/2017, "Vanoli y Cía. S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Ferrum S.A. de Cerámica y Metalurgia c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48946/2018/CS1-CS2, 02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa CAF 48946/2018/CS1-CS2, “Ferrum S.A. de Cerámica y Metalurgia c/ C.A.B.A. s/ Proceso de conocimiento”.


    Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Administración Gubernamental de Ingresos Públicos - Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 86840/2017/CS1, 02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que la Nación es parte. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    Toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a la Administración Nacional de la Seguridad Social, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la entidad nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157, "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ ANSES s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1708/2019,02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157, "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor General de la Armada) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1707/2019,02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1942/2019,10 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1887/2019,10 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Cuando el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Dirección de Infraestructura de la Fuerza Aérea Argentina) que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1788/2019,10 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017 “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Universidad de Buenos Aires, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Universidad de Buenos Aires) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2016/2019,10 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad nacional (SENASA) que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1795/2019,10 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Prefectura Naval Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1784/2019,03 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructuras Ferroviaria S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1787/2019,02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1782/2019,03 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Impuestos. Facultades del gobierno nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 286/2019, "Pesquera Veraz S.A. y otras c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Lo que determina la radicación del sub lite en la instancia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, no es la ilegitimidad del gravamen provincial planteada a la luz de las disposiciones del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada interferencia que la pretensión provincial produciría en el ejercicio de facultades propias de la Nación en las materias de pesca, aduanera y de regulación del comercio internacional.


    Agropez S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1696/2019,04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 344/2018, “Alimentos Refrigerados Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Avex S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1832/2019,07 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 92/2017, "Axion Energy Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Cañuelas Gas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1862/2019,07 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Entes autárquicos. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda a una entidad autárquica de derecho público con personalidad para actuar privada y públicamente (conf. decreto-ley 505/58)-, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    San Juan, Provincia de c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Cumplimiento de convenio y cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1966/2019,17 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Litisconsorcio pasivo. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa FPA 5311/2019/CS1, "Steven Flavio G c/ Agencia Provincial de Seguridad Vial de la Provincia de Santa Fe y otro s/ Amparo ley".


    La adhesión de la Provincia mediante ley 13.133 a la ley nacional 24.449, supuso la incorporación de esa ley nacional al orden local, de modo que su alegada violación colisiona, en primer término, con el plexo normativo provincial, y tal circunstancia excluye la cuestión de la materia exclusivamente federal. No procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra una Provincia y la Provincia de Buenos Aires es inadmisible, toda vez que no existen motivos para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En ese marco y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    Vilar, María Florencia c/ Agencia Provincial de Seguridad Vial de la Provincia de Santa Fe y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 8544/2019/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juicios contra el estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina), entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia. El proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2030/2019,22 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (ADIF-SE) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2017/2019,15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2539/2018, "Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y sus respectivas citas.


    Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercio e Industrialización Ltda. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1996/2019,15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la que fue objeto de tratamiento en el dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1 "Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986".


    Beber Brunner, Diego c/ Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 708/2019/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión sustancialmente análoga a la que fue objeto de tratamiento en el dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1 "Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986".


    Beber Brunner, Diego c/ Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2200/2019/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión sustancialmente análoga a la que fue objeto de tratamiento en el dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1 "Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986".


    González, Milagros María del Luján c/ Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3250/2019/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa FPA 5311/2019/CS1, "Steven Flavio G c/ Agencia Provincial de Seguridad Vial de la Provincia de Santa Fe y otro s/ Amparo ley".


    Petric, Jorge Ricardo c/ Gobierno de la Provincia de Santa Fe - Ministerio de Seguridad - Agencia Provincial de Seguridad Vial de Santa Fe s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 10522/2019/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1, "Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986".


    Godoy, Juan Carlos Ángel c/ Policía de la Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 11168/2019/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L .XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y más recientemente CSJ 2135/2018, "Torres e Hijos S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por el Máximo Tribunal en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal. Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia. Se configura un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Angiord S.A.C.I. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 72915/2017/CS1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L .XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y más recientemente CSJ 2135/2018, "Torres e Hijos S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    ZF Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 91691/2017/CS1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructuras Ferroviarias S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2106/2019, 13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Pavimentación. Aceras. Subterráneos. Inmueble. Excepción de incompetencia. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Inmueble de propiedad del estado nacional.


    En atención a lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia s/ ejecución fiscal", este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una sociedad del Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157 "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, por lo que se presenta una hipótesis de prórroga, pues, dicha conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida. Por otra parte, no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Con la solución propiciada, el Estado Nacional no pierde el privilegio constitucional que por derecho le corresponde según el art. 116 de la Constitución Nacional.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructuras Ferroviarias S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2111/2019,13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Gendarmería Nacional. Cobro de sumas de dinero. Multas. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Cuando el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Gendarmería Nacional (Estado Nacional), que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2152/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Impuesto inmobiliario. Alumbrado, barrido y limpieza. Plantas de tratamiento de desechos peligrosos. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Cuando el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructuras Ferroviarias S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1957/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Patentes. Excepción de incompetencia. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En atención a lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una entidad del Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la SOFSE al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157 "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. Se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida. Por otra parte, no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Con la solución propiciada, la SOFSE no pierde el privilegio constitucional que por derecho le corresponde según el art. 116 de la Constitución Nacional.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Sociedad Operadora Ferroviaria) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1946/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Crédito verificado. Excepción de incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Obra Social del Ministerio de Economía, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 38 de la ley 23.661, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2014/2019,13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Amparo colectivo. Amparo ambiental. Licitación pública. Concesión de obra pública. Inconstitucionalidad. Resolución administrativa. Decretos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que el Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Para que una provincia -o, como en el caso, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a partir de lo resuelto por la Corte, por mayoría, en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal"- pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. El alcance de la pretensión del actor -la inconstitucionalidad de: i) la resolución 256/19 del Ministerio de Transporte de la Nación; y ii) del decreto 1029/92 del Poder Ejecutivo Nacional- no permite atribuirle a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el carácter de parte adversa, pues el objeto del litigio demuestra que es el Estado Nacional el sujeto pasivo legitimado que integra la relación jurídica sustancial que da base a la pretensión, pues es quien tiene un interés directo en el pleito y será el alcanzado por la sentencia que recaiga en autos. Por el contrario, la actora no logra individualizar ni concretar los hechos o las omisiones de carácter antijurídico en que habrían incurrido las autoridades locales, de los que se derive el alegado daño que ella intenta evitar mediante la promoción de la demanda de autos, por lo que no se advierte que el GCBA esté sustancialmente demandado en la causa, esto es, que tenga un interés directo en el pleito que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica expuesta. El alcance de la pretensión determina que el Estado Nacional es el único que resultaría obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado, en el supuesto de admitirse la demanda. Además, cabe recordar que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Abrevaya, Sergio c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otro (Estado Nacional) s/ Amparo Ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1998/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Impuesto inmobiliario. Alumbrado, barrido y limpieza. Plantas de tratamiento de desechos peligrosos. Excepción de incompetencia. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En atención a lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a la ADIF SE, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la ADIF SE al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157 "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida. Por otra parte, en la presente causa no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Con la solución propiciada, la ADIF SE no pierde el privilegio constitucional que por derecho le corresponde según el art. 116 de la Constitución Nacional.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructuras Ferroviarias S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2015/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas 0. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y, más recientemente, CSJ 893/2017, "Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y sus respectivas citas.


    Tiene resuelto la Corte que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Toyota Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - AGIP s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 54508/2018/CS1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas: O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de si acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN); CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y, más recientemente, en la causa CSJ 893/2017, “Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Ante todo, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Por otro lado, no obstante que la causa fue elevada a la Corte, en los términos del artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal. Al respecto, así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar, la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia. A ello, cabe agregar que se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Dass Argentina S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18179/2018/CS1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y más recientemente CSJ 893/2017, “Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Noblex Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - AGIP s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 85786/2018/CS1, 13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y más recientemente CSJ 893/2017, “Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Kentec Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - AGIP s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 89788/2018/CS1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y más recientemente CSJ 893/2017, “Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Cortestamp S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1641/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Estado Nacional. Empresas del Estado. Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia originaria. 


    Toda vez que el Gobierno de la Ciudad Buenos Aires demanda a la Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructuras Ferroviarias S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1944/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al ENRE, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ente Nacional Regulador de la Electricidad - ENRE) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1964/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2012/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Toda vez que se desconoce la titularidad del automotor en cuestión durante los períodos individualizados en el certificado de deuda, pues no se ha agregado a la causa informe de dominio alguno, la Corte debería devolver las actuaciones a la justicia local para que continúe su trámite.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Obras Sanitarias de la Nación) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2031/2019,13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2050/2019,08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2165/2019,13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L .XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1740/2018, "Sociedad Anónima Importadora y Exportadora de la Patagonia c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    INC S.A. C/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2419/2019,13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L .XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1740/2018, "Sociedad Anónima Importadora y Exportadora de la Patagonia c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    INC S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2420/2019,13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L .XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E.230, L.XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 1740/2018, "Sociedad Anónima Importadora y Exportadora de la Patagonia c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Outokumpu Fortinox S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2421/2019,13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto de sellos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa N. 240, L. XLVII, "Nación Fideicomisos S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", resuelta de conformidad por la Corte en su sentencia.


    Transportadora de Gas del Norte S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2026/2019,20 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe destacar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Según se desprende de los términos de la demanda la actora pretende que la Corte modifique el método de cálculo previsto por los arts. 60 a 62 del Código Fiscal local para la actualización de ciertas multas tributarias que le fueron aplicadas, al estimar que resulta inconstitucional por ser contrario a diversos derechos y garantías consagrados por la Constitución Nacional. La materia del pleito exige, interpretar, aplicar y establecer el alcance de disposiciones de derecho público tributario local y sólo a partir del resultado que se obtenga de dicha labor hermenéutica será dable determinar si corresponde declarar la inconstitucionalidad solicitada. No altera lo expuesto el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta, por si sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que solo tendrá competencia cuando aquellas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal. En el presente caso, al sostenerse que la conducta tributaria de la Provincia de Mendoza resultaría violatoria de principios, derechos y garantías constitucionales, debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y, en su caso, llegar a la Corte por el recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48. Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.


    Rofina S.A.I.C.F. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2033/2019,20 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    Doctrina de la Corte en la causa “Flores”, Fallos: 315:2157.


    En autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una entidad nacional que tiene derecho al fuero federal, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida. Por otra parte, en la presente causa no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 89231/2018/CS1, 25 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a SOFSE, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Sociedad Operadora Ferroviaria) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2210/2019,19 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Biblioteca Nacional, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Biblioteca Nacional - Servicio Administrativo Financiero) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2249/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2240/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Incompetencia. 


    En virtud de lo expuesto en el dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1 "Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986" el proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    La adhesión de la Provincia de Misiones mediante ley XVIII-N° 29 a la ley nacional 24.449 y a la ley 26.363, supuso la incorporación de esa legislación nacional al orden local, de modo que su alegada violación colisiona, en primer término, con el plexo normativo provincial, y tal circunstancia excluye la cuestión de la materia exclusivamente federal. Tampoco procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra el Estado Nacional, la Provincia de Misiones y la Municipalidad de La Paz, Provincia de Entre Ríos, que fueron demandadas, es inadmisible, toda vez que no existen motivos para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En este sentido, las diversas conductas a juzgar impiden concluir que los demandados estén legitimados sustancialmente en forma inescindible, de modo tal que la sentencia de mérito deba ser pronunciada indefectiblemente frente a todos ellos. Frente a lo disímil de las imputaciones efectuadas contra cada uno de los demandados, por supuestas conductas ilegítimas en el ejercicio de competencias propias, la sentencia útil podrá y deberá obtenerse, en su caso, mediante la promoción de procesos singulares, ante las jurisdicciones que correspondan, según las personas que, en uno u otro caso, se opte por demandar. Además, ni el Estado Nacional, ni la Municipalidad de La Paz, resultan aforadas en forma autónoma a esta instancia, razón por la cual las pretensiones singulares que aquí se intentan contra ellos resultan de por sí ajenas a la competencia originaria de la Corte. Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    López, Jorge Oscar c/ Agencia Nacional de Seguridad Vial y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 10884/2019/CS1, 25 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    Doctrina de la Corte en la causa “Flores”, Fallos: 315:2157.


    Toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una sociedad del Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida. Por otra parte, en la presente causa no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructura Ferroviarias S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2274/2019,25 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 2326/2016 "Torres e Hijos S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Milkaut S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1286/2016,13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al ENACOM, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ente Nacional de Comunicaciones (ENACOM) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2391/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Hacienda) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2119/2019,25 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Prórroga de la competencia. Incompetencia. 


    Toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a la Gendarmería Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Gendarmería al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gendarmería Nacional s/ Ejecución fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 7614/2019/CS1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN); CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A.c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 893/2017, "Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Kimberly Clark Argentina S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63137/2017/CS1-CA2, 19 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que la Provincia –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional (Poder Ejecutivo - Ministerio de Hacienda), que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en la instancia originaria, cualquiera sea la materia del pleito.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2564/2019/1, 21 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructura Ferroviarias S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2242/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Ejecución fiscal. Obras sociales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social Para la Actividad Docente c/ La Pampa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2253/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 01139/2019/CS1, “Menghi, Andrés Sebastián c/ Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Acción de amparo”.


    Para que surta la competencia originaria de la Corte Suprema en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, esto es cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, y que, según los artículos 121, siguientes y concordantes de la Constitución, dicha potestad no ha sido delegada al gobierno federal.


    Montonatti, Marta Cristina c/ Desarrollo del Capital Humano Ferroviario S.A. y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17874/2019/CA1-CS1, 22 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN); CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 893/2017, "Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Visuar S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2295/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la ANSES, entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (ANSES) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2337/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejercito) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2378/2019,29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN); CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 893/2017, "Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercialización e industrialización Limitada c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1970/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la que fue objeto de tratamiento por el Tribunal en las causas: 0. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1318/2017 "Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad" y sus respectivas citas.


    Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1716/2019,21 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la del dictamen de la causa CSJ 1581/2019, “Pilagá S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza”.


    Tech Mind S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2225/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la resuelta por la Corte en la causa CSJ 2267/2018, "Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", en la que el Tribunal hizo suyos los argumentos y la conclusión de los dictámenes emitidos por este Ministerio Público en dicha causa y en las caratuladas CSJ 1618/2018 "Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ amparo"; CSJ 1700/2018, "Chubut, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 1739/2018, "Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo"; CSJ 1802/2018, "Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 1986/2018, "Santiago del Estero, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo".


    Entre Ríos, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2472/2019/1, 19 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la que fue objeto de tratamiento en los dictamenes de las causas CSJ 1790/2018, "Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 815/2019, "Banco Itaú Argentina S.A. y otros c/ Salta, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2510/2019,27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la del dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1, "Nosiglia, Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986".


    Monzón, Carlos Humberto c/ Dirección General de Seguridad Vial y Turismo de la Policía de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 11861/2019/CS1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Inconstitucionalidad. Alícuota. Impuestos diferenciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas A. 911, L. XLVII, "Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 3833/2014, "Trivento Bodegas y Viñedos S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2129/2016, "Friar S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Respecto a la pretendida aplicación por parte de una Provincia de una alícuota diferencial (mayor) en el impuesto sobre los ingresos brutos en comparación con otros contribuyentes que realizan la misma actividad, la Corte tiene reiteradamente resuelto que su conocimiento corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    ADM Agro S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1339/2019,09 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Servicio público. Servicios eléctricos. Aumento de tarifas. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia de La Rioja, demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia cualquiera sea la materia del pleito.


    La Rioja, Provincia de c/ Secretaria de Gobierno de Energía - Ministerio de Hacienda - Estado Nacional Argentino s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 14838/2019/CS1, 04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Suministro de energía eléctrica. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que una provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional - Secretaría de Gobierno de Energía s/ Acción de amparo Ley 16.986 c/ Cautelar


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 8860/2019/CS1, 04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Amparo ambiental. Competencia por la materia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.


    Fundación Greenpeace Argentina c/ Salta, Provincia de y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1582/2019,04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    En atención a la naturaleza de las partes, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, en primer lugar, ello es así en razón de las personas, dado que el pleito se suscita entre dos provincias (conf. arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional). Pero también lo es en razón de la materia, pues la provincia actora deduce una acción de amparo ambiental colectivo a fin de tutelar el derecho de acceso al agua y preservar y proteger la "Cuenca del Río Colorado" de la obra hidráulica "Portezuelo del Viento" de carácter interjurisdiccional. Es dable recordar que el delicado equilibrio del sistema federalista, que asegura la armonía y el respeto reciproco de los estados provinciales –y la de éstos con el poder central- requiere que, como medio de garantizar la paz interior, la Corte Suprema intervenga para resolver las querellas entre estos organismos autónomos partes del cuerpo de la Nación, mediante el adecuado mecanismo previsto en el art. 127 de la Constitución Nacional.


    La Pampa, Provincia de c/ Mendoza, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1724/2019,09 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Compensación económica. Falta de servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Municipalidad. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Si se reclama a una Provincia un resarcimiento por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido algunos de sus órganos, la materia que está regida por el derecho público local y, en consecuencia, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte en las causas "Barreta" y "Aguilar", con independencia del factor de atribución que se invoque. A partir de la sentencia dictada en la citada causa "Barreta", publicada en Fallos: 329:759, la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta "falta de servicio” por entender que es una materia propia del derecho público provincial y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No hace variar lo expuesto, el hecho de que también se demande a una Municipalidad, toda vez que la Corte tiene dicho que los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria. Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Legajo n° 7 - Querellante: R., Jorge Carlos Imputado: L. F., José Rubén y otros s/ Legajo de actor / acción civil


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000012/2011/7/CS2, 04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cabe señalar que resulta aplicable al sub examine el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual en las medidas cautelares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Por ende, es necesario determinar, en primer lugar, si el proceso principal corresponde a la instancia originaria del Tribunal. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que una provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. El proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2727/2019/1, 19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte sigue siendo competente para entender en este proceso, a tenor de lo ya dictaminado en el sub lite. Laminarmente, corresponde señalar que la circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados de la Corte no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demanda cumple con los requisitos que el artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas. Dichos requisitos resultan incluso revisables de oficio, porque lo contrario importaría permitir que se contraríe lo preceptuado en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional en cuanto a que la Justicia federal actúa exclusivamente ante causas, sin que le quepa la misión de emitir opiniones en abstracto. Sobre la base de estas asentadas premisas, en el sub lite no se ha acreditado la existencia de un caso en los precisos términos que la Corte ha definido para poder acceder a su consideración. Por lo que, la pretensión deducida tendiente a obtener una declaración general y directa de inconstitucionalidad de la norma sancionada por la legislatura local, no constituye causa o caso contencioso que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1281/2017,04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    Toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una sociedad del Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. La Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157, “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. La Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demanda, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado – ADIF SE) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2550/2019,18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    En atención a lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a la ADIF, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157, “Flores”, la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga. Por otra parte, en la presente causa no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación.


    Gobierno de La Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ferrocarriles Argentinos S.A.) s/ Ejecución Fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2389/2019,18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Energía eléctrica. Nulidad de la resolución. Litisconsorcio pasivo. Juicios en que es parte una provincia. Carácter taxativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De los términos en que fue planteada la demanda, no resulta procedente el litis consorcio pasivo que intenta la actora al demandar al Estado Nacional y citar como tercero una Provincia, toda vez que las diversas conductas a juzgar impiden concluir que ambos demandados estén legitimados sustancialmente en forma inescindible, de modo tal que la sentencia de mérito deba ser pronunciada indefectiblemente frente a todos ellos. Cabe destacar que el Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la ley fundamental-, no resulta aforado en forma autónoma a esta instancia razón por la cual la pretensión singular que aquí se intenta contra éste resulta ajena a la competencia originaria de la Corte. Por su parte, en lo que concierne a la pretensión dirigida contra la Provincia de Mendoza , uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte cuando es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda, se desprende que la actora dirige su pretensión contra la Provincia y cuestiona la validez de una ley local con sustento en que viola lo establecido en el régimen federal regulatorio de la energía eléctrica y constituye un avance de la provincia sobre las facultades delegadas al Gobierno Nacional. En este punto la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia federal para entender en ella. Entonces, que al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal. En virtud de lo expuesto, y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente “Sojo”, respecto de la pretensión deducida contra el Estado Nacional, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte y que, en cambio, el juicio es de competencia originaria de la Corte en lo referente a la pretensión deducida contra la Provincia de Mendoza.


    Empresa Distribuidora de Electricidad de Mendoza S.A. c/ Mendoza, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2182/2019,17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ejecución fiscal. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al ENRE, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ente Nacional Regulador de la Electricidad - ENRE) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2475/2019,18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Acción de amparo. Cobro de sumas de dinero. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que la Provincia de Jujuy a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional, demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, se entiende que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Jujuy, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2722/2019,19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Fisco provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa A.373, XLII, Originario "A.F.I.P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal".


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 90594/2018/CS1, 17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1, “Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986”.


    Zalazar, Francisca Alicia c/ Dirección General de Seguridad Vial y Turismo de la Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 9031/2019/CS1, 18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que la Nación es parte. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Ejército Argentino, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ejército Argentino s/ Ejecución fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 7776/2019/CS1, 18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Administración General de Puertos), que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Administración General de Puertos) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2507/2019,18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las casusas O.459, L .XLI "Orbis Mertig San Luis S. A. l. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E.230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A.47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza" y CSJ 2539/2018, "Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Torres e Hijos Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2329/2019,17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Forestal Bosques del Plata S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2383/2017,17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas CSJ 1790/2018, "Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 815/2019, "Banco Itaú Argentina S.A. y otros c/ Salta, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    Asociación de Bancos Privados de Capital Argentino y otros c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2612/2019,10 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1 "Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986".


    Cejas, Francisco José c/ Misiones, Provincia de s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3870/2019/CS1, 18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/5/, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la demanda en esta instancia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (ADISFE) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2764/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Pensión honorífica de veteranos de la Guerra del Atlántico Sur. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que, según se desprende de los términos del escrito de inicio –a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- la parte actora demanda al Estado Nacional, que sólo es aforado al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal.


    Sarmiento, Oscar Rolando c/ Estado Nacional s/ Civil y comercial - varios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 14447/2019/CS1, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En tales condiciones, no se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a declarar la instancia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°), del decreta-ley 1285/58, toda vez que la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. En consecuencia, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Asociación Santiagueña de Prestadores de Hemodiálisis y Trasplantes Renales c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 12256/2019/CS1, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Amparo ambiental. Ley nacional. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cabe recordar que para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. Ese requisito, en principio, y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, no se encuentra cumplido en autos respecto de la Provincia de Buenos Aires, pues es el Estado Nacional el que emite los actos cuya declaración de nulidad se solicita y de los cuales se agravia la actora.


    Sambro Merlo, Claudia Marcela c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2266/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 893/2017, "Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Bernesa S.A.C.I. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (AGIP) s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2851/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 893/2017, "Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Sucesores de Alfredo Willner S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1403/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 12256/2019/CS1, "Asociación Santiagueña de Prestadores de Hemodiálisis y Trasplantes Renales c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo Ley 16.986".


    Asociación Regional de Diálisis y Trasplantes Renales de Capital Federal y Provincia de Buenos Aires c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2760/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2206/2017, "Helvética S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Tapalqué Alimentos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2843/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 893/2017, "Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Coma S.A. c/ Santa Fe, Provincia de (API) s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2873/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Obras sociales. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 28/2013 (49-0), “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal” y CSJ 215/2013 (49-0), “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2562/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 28/2013 (49-0), “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal” y CSJ 215/2013 (49-0), “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2563/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 28/2013 (49-0), “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal” y CSJ 215/2013 (49-0), “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2544/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 28/2013 (49-0), “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal” y CSJ 215/2013 (49-0), “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2545/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Gendarmería al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157, "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida. Por otra parte, en la presente causa no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Es conveniente señalar que, con la solución propiciada, el Estado nacional no pierde el privilegio constitucional que por derecho le corresponde según el art. 116 de la Constitución Nacional. En virtud de lo expuesto, la causa es ajena a la competencia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa - Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2714/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Gendarmería al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157, "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida. Por otra parte, en la presente causa no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Es conveniente señalar que, con la solución propiciada, el Estado nacional no pierde el privilegio constitucional que por derecho le corresponde según el art. 116 de la Constitución Nacional. En virtud de lo expuesto, la causa es ajena a la competencia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Empresa Nacional de Correos y Telégrafos) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2713/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2686/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2635/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). En efecto, toda vez que en autos la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2643/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2663/2019, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (ADIF S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2690/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (ADIF S.E.) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2445/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Universidad de Buenos Aires) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2624/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (SOFSE) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2659/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Incompetencia. 


    Toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Gendarmería al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157, "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida. Por otra parte, en la presente causa no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación. Es conveniente señalar que, con la solución propiciada, el Estado nacional no pierde el privilegio constitucional que por derecho le corresponde según el art. 116 de la Constitución Nacional. En virtud de lo expuesto, la causa es ajena a la competencia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. y otro s/ Ejecución fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 9893/2019/CS1, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2537/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justica y Derechos Humanos) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2427/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467). Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Transporte)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2662/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2206/2017, "Helvética S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Outokumpu Fortinox S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2829/2019,30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Derechos humanos


    Derechos humanos de las personas con discapacidad. Personas con discapacidad. Prestaciones básicas para personas con discapacidad. Sistema de Protección Integral de las Personas Discapacitadas. Obras sociales. Obligaciones de la obra social. Responsabilidad de la obra social. Cobertura médica. Alcance de la cobertura. Terapias alternativas. Cannabis medicinal. Acción de amparo. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Derechos y garantías constitucionales. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Admisibilidad del recurso. 


    Cobertura integral.


    La sentencia apelada denegó la cobertura sobre la base de identificar en forma errada el régimen jurídico que dirime el conflicto. Esa visión fragmentada contradice precisamente el objeto de la ley 27.350, que consiste en garantizar y promover el cuidado integral de la salud. Las reglas de cobertura integral de las necesidades y requerimientos de las personas con discapacidad previstas en los artículos 1, 15 y 38 de la ley 24.901 -que regula el Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las Personas con Discapacidad-, interpretadas a la luz de las normas constitucionales, esto es, el artículo 75, incisos 22 y 23, de la Constitución Nacional, el artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y los artículos 10, 25 y 26 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; obligan en las circunstancias de este caso a la obra social demandada a cubrir el tratamiento solicitado. El derecho a la salud es ampliamente garantizado en nuestro ordenamiento constitucional en favor de las personas con discapacidad. Nuestro orden constitucional adoptó además un modelo social de la discapacidad a partir de la vigencia de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que implica que la discapacidad no se define exclusivamente por la presencia de una deficiencia física, mental, intelectual o sensorial, sino que se interrelaciona con las barreras o limitaciones que socialmente existen para que las personas puedan ejercer sus derechos de manera efectiva. Para superar esos obstáculos, la citada convención propicia la adopción de medidas tendientes a lograr que la persona alcance el más alto nivel posible de salud, independencia, capacidad física, mental, social y vocacional, garantizando la inclusión y participación plena y efectiva en todos los aspectos de la vida. La Corte Suprema destacó que la asistencia integral a la discapacidad constituye una política pública del país y enfatizó los compromisos asumidos por el Estado Nacional en esta materia. Agregó que los agentes de salud deben hacer su máximo esfuerzo por brindar una cobertura integral de las prestaciones que sus afiliados requieren en virtud de esa condición. En sentido coherente con la Constitución Nacional y los tratados internacionales de igual jerarquía, la ley 24.901 instituyó un sistema de prestaciones básicas de atención integral a favor de las personas con discapacidad, que IOSPER se encuentra compelido a cumplir en atención a lo dispuesto por el art. 9 de la ley provincial 9891. Las personas que padecen epilepsia, tienen una tutela específica adicional, que está dado en el ámbito nacional por la ley 25.404, y en la provincia de Entre Ríos por la ley 9705. Estas leyes coadyuvan la cobertura integral prevista por las normas que garantizan el derecho de las personas con discapacidad al disfrute del más alto nivel posible de salud. La protección integral prevista por el marco normativo expuesto no fue modificada ni, menos aún, restringida por la sanción de la ley 27.350, a la que adhirió recientemente la provincia de Entre Ríos a través de la ley 10.623 cuyo objeto es, justamente, garantizar y promover el cuidado integral de la salud. A través de esa norma, se creó un programa para el estudio y la investigación del uso medicinal de la planta de cannabis, que otorga acceso gratuito a los derivados del cannabis a todas las personas incorporadas a aquél. Ese programa y los deberes asumidos por el Estado Nacional y por las provincias adheridas no alteran las previsiones de los artículos 1, 15 y 38 de la ley 24.901, según las cuales las obras sociales -entre ellas, IOSPER- se encuentran compelidas a otorgar a las personas con discapacidad la cobertura integral de las terapias de rehabilitación y medicamentosas que requieran en función de las patologías que padecen, de acuerdo con lo prescripto por el médico tratante y la evidencia científica existente. Ese marco de protección especial tampoco fue alterado por el dictado del decreto reglamentario 738/2017, que dispone que las personas no incluidas en el programa y que tuvieran prescripto el uso de aceite de cannabis lo adquirirán bajo su cargo. Tanto la ley como su reglamentación regulan la provisión gratuita por parte del Estado para aquellos pacientes que se encuentran incorporados al programa, pero no contienen previsiones específicas que diriman la situación de las obras sociales frente a los afiliados que requieran el reconocimiento del costo del mencionado fármaco. De allí que esas entidades no pueden considerarse eximidas de las previsiones de la ley 24.901 en virtud de una interpretación restrictiva de la ley 27.350, que no encuentra sustento en el texto legal, contradice su finalidad tuitiva, y desatiende el resto del ordenamiento jurídico al cual dicha norma se integra. Por otro lado, la ley 27.350 que vino a incrementar la protección del cuidado integral de la salud, no puede limitar las alternativas previstas en otros ordenamientos, como la de reclamar la cobertura a la obra social en los términos de la ley 24.901. En casos similares, la Corte Suprema postuló que, ante la urgencia que caracteriza los planteos vinculados a la salud, es desproporcionado imponerle al paciente la carga de acudir a otros medios para solicitar la cobertura de una prestación. Recordó que los jueces "deben encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con tutela de orden constitucional, lo cual se produciría si el reclamo de la actora tuviese que aguardar al inicio de un nuevo proceso". La exégesis de la ley 27.350 propuesta en el voto mayoritario de la sentencia apelada, restringe las prestaciones garantizadas por la ley 24.901 y, por ende, opera en desmedro de la habilitación y rehabilitación integral de las personas con discapacidad. En estos supuestos se debe propiciar una interpretación armónica del plexo legal en juego, optando por la lectura que mejor representa la voluntad del legislador respecto de la protección del derecho a la salud, conforme lo dispuesto por el artículo 75, incisos 22 y 23, de la Constitución Nacional. Los progresos del menor son consistentes con los estudios científicos realizados en relación con la efectividad del aceite de cannabis en el tratamiento de la epilepsia refractaria. El aval científico de la droga para el tratamiento de la patología en cuestión fue ponderado en el Informe Ultrarrápido de Evaluación de Tecnología Sanitaria sobre Cannabinoides y Epilepsia, elaborado en el marco del Programa de Evaluación de Tecnología Sanitaria y publicado por la ANMAT. De hecho, la evidencia sobre la efectividad del aceite de cannabis para tratar diversas enfermedades y, en particular, la epilepsia refractaria, fue un motivo de la sanción de la ley 27.350. La efectividad del tratamiento de aceite de cannabis para la patología del paciente es avalada por la reglamentación de la ley 27.350 dictada por el Ministerio de Salud, que prevé expresamente que las personas que padezcan epilepsia refractaria pueden solicitar la inscripción al programa creada por esa ley. Considerando la prescripción médica, la falta de efectividad de los tratamientos convencionales, el consentimiento informado del paciente, las mejoras sustanciales del estado de salud y de la calidad de vida, la autorización otorgada oportunamente por la ANMAT en el marco del régimen de acceso de excepción a medicamentos, y la evidencia científica elaborada por la ANMAT y la ponderada por los legisladores al sancionar la ley 27.350 y por el Ministerio de Salud al dictar su reglamentación, se encuentra acreditado que el tratamiento de aceite de cannabis es requerido en función de la patología que padece a fin de procurar su habilitación y rehabilitación íntegra. En estas circunstancias, la obra social se encuentra obligada a otorgar su cobertura en los términos de los artículos 1, 15 y 38 de la ley 24.901.


    B., C. B. y otro en representación de su hijo menor c/ IOSPER y otros s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 417/2018/CS1, 06 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    La Corte sigue siendo competente para entender en estas actuaciones, a tenor de lo ya dictaminado y lo concordemente resuelto. No obsta a ello que la actora haya efectuado presentaciones ante la Agencia provincial de Ingresos Públicos con relación a la liquidación del impuesto sobre los ingresos brutos efectuada por dicho organismo, y que al respecto aún no se haya expedido la autoridad administrativa, pues la competencia originaria de la Corte, no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. En el caso, la controversia finca únicamente en la violación de prescripciones constitucionales, por lo que el conflicto no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. Por lo expuesto, la excepción de incompetencia opuesta debe ser rechazada.


    Sociedad Anónima importadora y exportadora de la Patagonia c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1740/2018,20 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Ahora bien, de los términos de la demanda, se desprende que el GCBA solo demanda nominal y sustancialmente a la empresa, y no dirige su pretensión contra la Provincia. En consecuencia, al no aparecer la Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, ni presentarse una controversia común, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades locales. En este orden de ideas, en la causa se presenta esta última hipótesis, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, el GCBA promueve un juicio de apremio contra la empresa a fin de obtener el pago de importes adeudados en concepto de tributos locales, sobre la base de un título ejecutivo expedido con apoyo en normas de la misma índole. En tales condiciones, la materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter. Por otra parte, aun cuando no se ha alegado en la causa un supuesto de distinta vecindad, el cobro de un impuesto no constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto de índole administrativa. En consecuencia, no corresponde que la Corte asuma competencia en la causa promovida por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por cobro de gravámenes reclamados con arreglo a su legislación, toda vez que la recaudación de sus rentas es una función que sólo a ésta le incumbe, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también pueda comprender este pleito sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. En razón de lo expuesto y dado el carácter taxativo de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Líneas Aéreas Entre Ríos S.E. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1702/2019,20 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicio ordinario


    Declaración de inconstitucionalidad. Servicios de comunicación audiovisual. Libertad de expresión. Tributos. Exenciones impositivas. Igualdad ante la ley. Falta de agravio concreto. Rechazo de la demanda. 


    En cuanto al fondo del asunto, el Ministerio Público ha emitido dictamen en la causa CSJ 1140/2010(46-A)/CS1, "Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual c/ San Luis, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad", en el que se ha señalado que los preceptos contenidos en la ley provincial I-0735-2010 de Libertad de Expresión, del Pensamiento y de Información resultan contrarios a los de carácter federal contenidos en las leyes 26.522, 27.078 y el decreto 267/15 y también son contrarios a las disposiciones de los convenios internacionales que conforman el marco jurídico del servicio de telecomunicaciones, con fundamento en la doctrina sentada por la Corte en los precedentes que allí se citan. Habida cuenta de ello y de la doctrina sentada por la Corte con respecto a la competencia del gobierno federal para regular lo atinente a las telecomunicaciones y la radiodifusión, no es correcto afirmar que se otorga alguna preferencia a la "cláusula de comercio", ni se hace desaparecer en la práctica la prohibición del art. 32 de la Constitución Nacional, puesto que los servicios regulados por la ley 26.522 no admiten fronteras en razón de que su operatividad técnica se basa en permanentes interconexiones entre un conjunto de estaciones y redes integradas por vínculos físicos o radioeléctricos para el tráfico interno o internacional. Por otra parte, con respecto a las alegaciones acerca de que se habría afectado la libertad de expresión, no se halla debidamente fundado ni demostrado el perjuicio que los preceptos de la ley le ocasionan, ni cuáles serían las medidas que la restringen, sin que resulte suficiente a tal efecto la invocación de los derechos consagrados por el art. 21 de la Constitución provincial, o la afirmación de que la ley 26.522 habilita al poder centralizado a imponer un pensamiento único, o el hecho de que las autorizaciones y licencias queden sujetas a la decisión de la autoridad administrativa supuestamente sin pautas de razonabilidad y proporcionalidad. Tales expresiones genéricas resultan insuficientes para requerir la declaración de inconstitucionalidad, pues ella constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, requiere inexcusablemente la demostración del agravio en el caso concreto y sólo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución Nacional. La Corte ha dicho en el precedente de Fallos: 336: 1774 que la libertad de expresión, en su faz colectiva, exige una protección activa por parte del Estado, por lo que su intervención aquí se intensifica. Los medios de comunicación tienen un rol relevante en la formación del discurso público, motivo por el cual el interés del Estado en la regulación resulta incuestionable. Ello es así, en tanto "en la sociedad actual, los medios de comunicación masiva como la televisión, radio y prensa, tienen un innegable poder en la formación cultural, política, religiosa, etc. de todos los habitantes. Si estos medios son controlados por un reducido número de individuos, o bien por sólo uno, se está, de hecho, creando una sociedad en donde un reducido número de personas, ejercen el control sobre la información, y directa o indirectamente, la opinión que reciben el resto de las personas. Esta carencia de pluralidad en la información es un serio obstáculo para el funcionamiento de la democracia". Respecto a los agravios vertidos por la actora sobre el tributo creado en los arts. 94 y siguientes de la ley 26.522. Partiendo de la calificación de tributo directo realizado por la propia actora, la facultad del Congreso Nacional para crearlo encuentra suficiente respaldo en el art. 75, inc. 2°, de la Constitución Nacional, habiéndose cumplido en este caso el requisito exigido por el art. 52 de la Constitución, toda vez que la ley 26.522 tuvo su origen en la Cámara de Diputados. También se cuestiona el art. 137 de la ley, en cuanto exime a la nueva empresa pública que allí se crea de los gravámenes que en ella se establecen, lo cual representa -en opinión de la provincia- una arbitraria discriminación sin justificación alguna. Con referencia a la violación de la garantía de igualdad ante las cargas públicas y al principio de razonabilidad, la Corte ha sostenido que las garantías constitucionales han sido dadas a los particulares contra las autoridades, y la del art. 16° podría ser invocada por un contribuyente a quien se pretendiera gravar más que a otro, pero ella no está destinada a asegurar el poder del Estado en un caso concreto. El Tribunal también ha sostenido que esta garantía importa, en lo relativo a impuestos, establecer que, en condiciones análogas, deberán imponerse gravámenes idénticos a los contribuyentes. La norma constitucional de que se trata no excluye la facultad del legislador para establecer distinciones o formar categorías, siempre que tales clasificaciones no revistan el carácter de arbitrarias o estén inspiradas en un propósito manifiesto de hostilidad contra determinadas personas o clases, es decir, siempre que clasificaciones se apoyen las distinciones, categorías o en una base razonable o respondan a una finalidad económica o social. En este punto, el art. 119 de la ley creó, bajo la jurisdicción del Poder Ejecutivo Nacional, Radio y Televisión Argentina Sociedad del Estado, que tiene a su cargo la administración, operación, desarrollo y explotación de los servicios de radiodifusión sonora y televisiva del Estado Nacional. A su turno, el art. 137, por contrario al art. 16 de la Constitución Nacional establece que las emisoras de RTE S.E. estarán exentas del pago de los gravámenes "y/o" tasas establecidos en la ley 26.522. En autos no aparece violada la garantía constitucional invocada, a poco que se pondere la finalidad social con la cual ha sido instituida RTE S.E. en orden a su naturaleza, las obligaciones que se le imponen y los objetivos educativos, informativos, culturales y de comunicación que debe perseguir. Esto es así pues, salvo el valladar infranqueable que suponen las limitaciones constitucionales, las facultades del legislador son amplias y discrecionales, de modo que el criterio de oportunidad o acierto con que las ejerzan es irrevisable por cualquier otro poder y, en tal sentido, no corresponde a los jueces pronunciarse sobre la conveniencia o equidad de los impuestos o contribuciones creados por el Congreso Nacional o las legislaturas provinciales, criterio que se aplica, mutatis mutandi, a las exenciones establecidas en ellos.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 779/2009/(45-S)/CS1, 18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia


    Decretos provinciales. Nulidad del decreto. Vicio de incompetencia. Nulidad absoluta. 


    La actividad desarrollada por la promovida buscaba "transformar" la materia prima cosechada mediante distintas técnicas de selección, limpieza, fumigación y encerado que arrojan un producto final diverso a través de la repetición de los procesos descriptos, tal como prevé el art. 2° del decreto 3.319/79. Al ser ello así, la planta en cuestión instalada, encuadra en el concepto de "explotación industrial" según los términos del régimen promocional bajo estudio; y, por lo tanto, la Provincia carecía de competencia para incluirla en los beneficios promocionales tal como hizo.


    Estado Nacional c/ Tucumán, Provincia de y otra s/ nulidad del Decreto N° 1850/3


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 13/2009/(45-E)/CS1, 18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Medios de prueba


    Grabaciones. Derecho a la intimidad. Inviolabilidad de la correspondencia. Sociedades comerciales. Derechos del socio. Defensa en juicio. Debido proceso. 


    En cuanto a los planteos de arbitrariedad vinculados a la autenticidad y fidelidad de la grabación no pueden ser tratados en atención al alcance de la concesión de recurso extraordinario, que no fue objeto de impugnación. En relación con el derecho a la intimidad, la Corte Suprema puntualizó en el precedente "Ponzetti de Balbín" que el art. 19 CN protege jurídicamente un ámbito de autonomía individual constituida por los sentimientos, hábitos y costumbres, las relaciones familiares, la situación económica, las creencias religiosas, la salud mental y física y, en suma, las acciones, hechos o datos que, teniendo en cuenta las formas de vida aceptadas por la comunidad están reservadas al propio individuo, y cuyo conocimiento y divulgación por los extraños significa un peligro real o potencial para la intimidad". Tal como ha entendido la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el ámbito de la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública y comprende, entre otras dimensiones, tomar decisiones relacionadas con diversas áreas de la propia vida libremente, tener un espacio de tranquilidad personal, mantener reservados ciertos aspectos de la vida privada y "controlar la difusión de información personal hacia el público". Así, el derecho a la intimidad no solo supone una libertad frente a las intromisiones de terceros en áreas reservadas a la autonomía individual, sino que otorga el derecho a controlar la difusión de esa información que integra su zona de reserva, esto es, a determinar cómo, en qué medida y para qué se puede comunicar a otros información sobre uno mismo. Este último aspecto de la intimidad, esto es, la autodeterminación informativa es receptada expresamente en el artículo 43, tercer párrafo, de la Constitución Nacional y tiene especial relevancia en la actualidad frente a los avances tecnológicos que han incrementado exponencialmente el flujo de información de toda índole. La utilización oculta de un dispositivo de grabación implica un avance en la posibilidad del demandado de escoger un medio de comunicación y las características que lo rodean para transmitir cierta información y, en definitiva, de controlar la difusión de la información. Sin embargo, hay dos circunstancias fundamentales que indican que ello no implica, en las circunstancias del caso, una injerencia arbitraria o abusiva en la vida privada o en la correspondencia del demandado. Por un lado, las expresiones de las partes se refieren a la actividad comercial de la empresa y no tratan sobre los sentimientos, los hábitos y costumbres, las relaciones familiares, la situación económica, las creencias religiosas, y la salud mental y física, ni comprenden datos sensibles en los términos del artículo 2 de la ley 25.326 de Protección de los Datos Personales. Tampoco el impugnante ha demostrado que los asuntos abordados en la conversación integraran la zona de reserva propia de la autonomía personal, o bien que estuvieran abarcados por una expectativa razonable de intimidad. Ello se determina al apreciar tanto el contexto en el que se desarrolló la charla, como su objeto. El ámbito de privacidad no se reduce al espacio doméstico, sino que existen otros lugares en los que se despliegan relaciones interpersonales, vínculos o actuaciones que pueden constituir manifestaciones de la vida privada, como puede ocurrir en la esfera laboral. Sin embargo, en el sub lite, el recurrente no alegó que en el contexto de la conversación sobre asuntos comerciales, hubiera manifestaciones inherentes a su vida privada. Por otro lado, el demandado compartió, en forma voluntaria, la información en cuestión con el actor. En ningún momento, el demandado alegó que el actor hubiera accedido a esa información a través de un engaño o de cualquier otro vicio que invalide su voluntad. De este modo, en ejercicio de su autonomía personal, difundió esos datos al accionante. Es dirimente que, a través de la utilización del registro de la conversación en el sub lite, el actor no amplió el ámbito de difusión de la información determinado por el demandado. Si bien el registro subrepticio del diálogo puede implicar un riesgo de que ese ámbito sea alterado, lo cierto es que, en el caso, ello no se concretó. Por lo demás, el actor, al ser destinatario de la información exteriorizada en forma voluntaria por el demandado y, por ende, encontrarse autorizado para acceder a su contenido, no interfirió en una comunicación. En virtud de ello, no hay una afectación de la privacidad de las comunicaciones, aun cuando la del sub lite estuviera comprendida entre aquellas protegidas por el artículo 18 de la Constitución Nacional. En suma, la sola grabación subrepticia de la conversación mantenida entre las partes sobre aspectos de su relación societaria no constituye una injerencia arbitraria o abusiva en la vida privada y en la correspondencia del demandado. Por último, descartada la afectación de estas garantías constitucionales, no cabe sino concluir que el uso de la información registrada como medio de prueba en el juicio que se dirime entre las partes integra el derecho de defensa del actor y satisface las reglas del debido proceso.


    Serantes Peña, Diego Manuel c/ Alves Peña, Jerónimo Francisco s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 26578/2012/CS1, 19 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Nulidad de la resolución


    Inconstitucionalidad. Juicios contra el estado. Personal militar. Igualdad ante la ley. Derecho de propiedad. Defensa en juicio. Cuestión federal. 


    Ante todo, cabe tener presente la doctrina de la Corte según la cual si bien la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes es un tema ajeno a esta instancia extraordinaria, ello admite excepción en casos en que media manifiesto apartamiento de la relación procesal, por haber mediado pronunciamiento sobre cuestiones no articuladas por las partes, y que el juzgador no pudo considerar de oficio sin desmedro de garantías constitucionales. Según resulta de las actuaciones, los actores solicitaron que se declarara la nulidad de la resolución de cesantía con fundamento en el incumplimiento de los requisitos esenciales de todo acto administrativo, conforme a lo que determina la ley 19.549 de procedimientos administrativos y en la conculcación del derecho a trabajar -por haber sido cesanteados-, del derecho a la igualdad -por haber sido excluidos de sus tareas-, del derecho de propiedad -por ser privados de sus remuneraciones y del derecho de defensa -por ser notificados de una resolución sin haber sido oídos "dando crédito a una versión falsa y antojadiza de los hechos". En el escrito de demanda, incluyen el planteo de inconstitucionalidad "de toda norma o resolución de cualquier tipo que sea que permita este tipo de procedimientos, por considerar que tales normas resultan violatorias del derecho de defensa art. 18 de la C.N., al condenar sin ser oído, a cuyo efecto dejo desde ya planteado el caso federal a fin de ocurrir en su oportunidad ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación por violación de tal norma constitucional". Sobre la base de las constancias de autos, cierto es que el planteo de inconstitucionalidad del art. 48 del anexo IV del decreto 1088/03 no formaba parte del reclamo de los actores. De modo tal que al resolver de ese modo los jueces fallaron extra petita y modificaron los términos del litigio al fundar su sentencia en un tema que no constituía un punto de controversia, lesionando la garantía de defensa en juicio. Esta circunstancia suscita cuestión federal suficiente para su examen por la vía intentada pues, como la doctrina de la Corte, si bien es cierto que la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis es ajena a la instancia extraordinaria, el Tribunal debe intervenir cuando las elaboraciones del a quo llevan -como ocurre en el sub lite- a un pronunciamiento ultra petita que lesiona la garantía de defensa. Ello así, el fallo debe ser invalidado, desde que al introducir efectiva y ciertamente la cámara un planteo ajeno al proceso sin respetar los términos en los que había quedado trabada la litis y al no corresponder a los jueces extender el principio de iura novit curia a apartarse de lo que resulte de los términos de la demanda o de las defensas planteadas por los demandados, se termina reconociendo supuestos derechos sobre la base de planteos no efectuados ni debatidos, en violación a la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional.


    Raco, Marco Nicolás y otro c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Policía de Seguridad Aeroportuaria - Resol 513/09 (Expte S02 441/07) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10727/2011/CS1-CA1, 11 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    



    



     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Como lo viene subrayando la Corte, el control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa requiere que el requisito de la existencia de un "caso" sea observado rigurosamente, no para eludir cuestiones de repercusión pública sino para la trascendente preservación del principio de división de poderes, al excluir al Poder Judicial de una atribución que, como la de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los otros departamentos de gobierno, no le ha sido reconocida por el artículo 116 de la Constitución Nacional. Desde antiguo la Corte ha declarado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos. En este sentido, la existencia de un "caso" o "causa" presupone la de "parte", es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. Desde esa perspectiva, ha expresado la Corte, que, como lo ha destacado acertadamente la jurisprudencia norteamericana, "al decidir sobre la legitimación resulta necesario determinar si decidir hay un nexo lógico entre el status afirmado (por el litigante) y el reclamo que se procura satisfacer", el cual "resulta esencial para garantizar que (aquél) sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal". En síntesis, la "parte" debe demostrar la existencia de un "interés especial" en el proceso o, como lo ha dicho nuestra jurisprudencia, que los agravios alegados la afecten de forma "suficientemente directa” o "substancial", esto es, que posean "concreción e inmediatez" bastante para poder procurar dicho proceso. La Corte ha dicho, al desestimar una pretensión incoada por una persona invocando su calidad de legislador, que el cargo que éste ocupa sólo lo habilita para actuar como tal dentro del organismo que integra, donde puede instar los remedios que la Constitución prevé para hacer efectivo el control del Congreso sobre el Poder Ejecutivo, en resguardo de la división de poderes, ante un eventual conflicto entre normas dictadas por ejemplo por éste y leyes sancionadas por el Poder Legislativo. Es ese cuerpo en su conjunto el que ejerce la representación del pueblo y no sus integrantes en forma individual. En este sentido, la Corte ha destacado con señera precisión que la misión más delicada de la justicia es la de saber mantenerse dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los demás poderes. Finalmente, el argumento empleado por la cámara respecto de que no existiría otro legitimado para plantear esta acción resulta, insuficiente para atribuírsela a quien no la tiene. Por otra parte, la aducida calidad de ciudadano es insuficiente para constituir al actor en parte legitimada para iniciar estas actuaciones. Ello es así, pues aquél no pretende la tutela judicial en relación con un agravio personal, directo, inmediato y concreto sino que el que invoca se confunde con el interés que podría asistir a todo ciudadano, calidad esta última que se ha considerado como inhábil para proceder como se intenta en el sub lite.


    Recurso Queja N° 1: Sola, Felipe Carlos c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 81283/2016/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Pensión por invalidez. Extranjeros. Residencia de extranjeros. Personas con discapacidad. Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Seguridad social. Derecho a la salud. Admisibilidad del recurso. 


    En el caso, se halla en discusión la constitucionalidad del artículo 1, inciso e, del decreto 432/97 del Poder Ejecutivo Nacional, reglamentario de la ley 13.478 que determina que para acceder a la pensión por invalidez los extranjeros deberán acreditar una residencia continuada en el país de 20 años. La controversia federal bajo examen encuentra adecuada y suficiente respuesta en el precedente "Reyes Aguilera" (Fallos: 330:3853) en el que la Corte Suprema, con distintos votos, declaró la inconstitucionalidad del requisito de 20 años de residencia para acceder a la pensión por invalidez por resultar irrazonable y desproporcionado. Ese fallo resulta aplicable al sub lite en tanto, en los dos casos, los presupuestos fácticos resultan sustancialmente semejantes: se trata de personas extranjeras que solicitan acceder a la pensión por ser personas con discapacidad y carecer de medios alternativos de subsistencia y el órgano administrativo desestimó la solicitud por el incumplimiento del requisito legal apuntado. La postura de la Corte en el precedente "Reyes Aguilera" se ve reforzada por argumentos fundados en normativa internacional adoptada por el Estado argentino con posterioridad a esa sentencia, como la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad, que goza de jerarquía constitucional desde el año 2014, e interpretaciones realizadas por los órganos de aplicación de tratados, que deben ser consideradas por la Corte como guía particularmente relevante en la hermenéutica de tal normativa. En esa línea, cabe resaltar que, en cuanto a la naturaleza de la prestación reclamada, el sistema de pensiones no contributivas para las personas con discapacidad instrumenta de manera directa derechos fundamentales de base constitucional, por lo que su regulación y administración debe observar las reglas del debido proceso adjetivo y sustantivo. En efecto, la pensión por invalidez consiste en una transferencia de dinero que es conferida a las personas con discapacidad imposibilitadas de generar ingresos laborales y que se hallan en una situación severa de precariedad económica. En tanto tal, resguarda el derecho a la seguridad social que cubre los riesgos de subsistencia (art. 14 bis y 75,inc. 22, Constitución Nacional; art. 9, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y art. 28 de la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad) y tiende a hacer efectivo el derecho a un nivel de vida adecuado, que comprende alimentación, vestido y vivienda. Esta asignación garantiza, a su vez, la cobertura de salud a través del Programa Federal "Incluir Salud" y, por lo tanto, se vincula de forma directa con el derecho a la salud (arts. 42 y 75, inc. 22, Constitución Nacional, art. 12, Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y arts. 25 y 26, Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad). En este aspecto específico, la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad exige a los Estados parte la adopción de medidas para garantizar el acceso a las prestaciones de rehabilitación relacionadas con la salud y proporcionar los servicios que se requieran como consecuencia de la discapacidad. La prestación responde, además, al deber estatal positivo de adoptar medidas de protección para atender las necesidades especiales de las personas con discapacidad a fin de que puedan alcanzar y mantener la máxima independencia, inclusión en la comunidad y participación en todos los aspectos de la vida. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha sostenido, con especial referencia a los extranjeros, que éstos deben tener acceso a planes no contributivos de apoyo a los ingresos, y acceso asequible a la atención de salud y el apoyo a la familia y que cualquier restricción, debe ser proporcionada y razonable. Finalmente, en el examen de la cuestión cabe ponderar que distintos órganos de tratados de Naciones Unidas, cuyas recomendaciones respecto a nuestro país han sido tomadas en cuenta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en diversos casos, expresaron preocupación por la legislación que impide el acceso a la pensión de las personas extranjeras con discapacidad que no cumplen con el requisito de residencia continua de 20 años, e instaron al Estado argentino y a reformar esas disposiciones. En tal sentido se pronunciaron el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.


    S. L., A. c/ Comisión Nacional de Pensiones Asistenciales s/ Amparos y Sumarísimos


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 15373/2014/1/RH1, 03 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Pensión por invalidez. Extranjeros. Residencia de extranjeros. Personas con discapacidad. Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Seguridad social. Derecho a la salud. Admisibilidad del recurso. 


    En el caso, se halla en discusión la constitucionalidad del artículo 1, inciso e, del decreto 432/97 del Poder Ejecutivo Nacional, reglamentario de la ley 13.478 que determina que para acceder a la pensión por invalidez los extranjeros deberán acreditar una residencia continuada en el país de 20 años. La controversia federal bajo examen encuentra adecuada y suficiente respuesta en el precedente "Reyes Aguilera" (Fallos: 330:3853) en el que la Corte Suprema, con distintos votos, declaró la inconstitucionalidad del requisito de 20 años de residencia para acceder a la pensión por invalidez por resultar irrazonable y desproporcionado. Ese fallo resulta aplicable al sub lite en tanto, en los dos casos, los presupuestos fácticos resultan sustancialmente semejantes: se trata de personas extranjeras que solicitan acceder a la pensión por ser personas con discapacidad y carecer de medios alternativos de subsistencia y el órgano administrativo desestimó la solicitud por el incumplimiento del requisito legal apuntado. La postura de la Corte en el precedente "Reyes Aguilera" se ve reforzada por argumentos fundados en normativa internacional adoptada por el Estado argentino con posterioridad a esa sentencia, como la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad, que goza de jerarquía constitucional desde el año 2014, e interpretaciones realizadas por los órganos de aplicación de tratados, que deben ser consideradas por la Corte como guía particularmente relevante en la hermenéutica de tal normativa. En esa línea, cabe resaltar que, en cuanto a la naturaleza de la prestación reclamada, el sistema de pensiones no contributivas para las personas con discapacidad instrumenta de manera directa derechos fundamentales de base constitucional, por lo que su regulación y administración debe observar las reglas del debido proceso adjetivo y sustantivo. En efecto, la pensión por invalidez consiste en una transferencia de dinero que es conferida a las personas con discapacidad imposibilitadas de generar ingresos laborales y que se hallan en una situación severa de precariedad económica. En tanto tal, resguarda el derecho a la seguridad social que cubre los riesgos de subsistencia (art. 14 bis y 75,inc. 22, Constitución Nacional; art. 9, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y art. 28 de la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad) y tiende a hacer efectivo el derecho a un nivel de vida adecuado, que comprende alimentación, vestido y vivienda. Esta asignación garantiza, a su vez, la cobertura de salud a través del Programa Federal "Incluir Salud" y, por lo tanto, se vincula de forma directa con el derecho a la salud (arts. 42 y 75, inc. 22, Constitución Nacional, art. 12, Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y arts. 25 y 26, Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad). En este aspecto específico, la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad exige a los Estados parte la adopción de medidas para garantizar el acceso a las prestaciones de rehabilitación relacionadas con la salud y proporcionar los servicios que se requieran como consecuencia de la discapacidad. La prestación responde, además, al deber estatal positivo de adoptar medidas de protección para atender las necesidades especiales de las personas con discapacidad a fin de que puedan alcanzar y mantener la máxima independencia, inclusión en la comunidad y participación en todos los aspectos de la vida. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha sostenido, con especial referencia a los extranjeros, que éstos deben tener acceso a planes no contributivos de apoyo a los ingresos, y acceso asequible a la atención de salud y el apoyo a la familia y que cualquier restricción, debe ser proporcionada y razonable. Finalmente, en el examen de la cuestión cabe ponderar que distintos órganos de tratados de Naciones Unidas, cuyas recomendaciones respecto a nuestro país han sido tomadas en cuenta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en diversos casos, expresaron preocupación por la legislación que impide el acceso a la pensión de las personas extranjeras con discapacidad que no cumplen con el requisito de residencia continua de 20 años, e instaron al Estado argentino y a reformar esas disposiciones. En tal sentido se pronunciaron el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.


    M. C., G. T. c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31344/2014/1/RH1, 03 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Afiliación a obras sociales. Personas con discapacidad. Pensiones no contributivas. Cobertura médica. Vicio de irrazonabilidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 22477/2014/CS1 “G. M. S. y otro en representación de su hija c/ INSSJP-PAMI s/ Afiliaciones”, punto IV.


    En el dictamen de la causa FCB 22477/2014/CS1 "G. M. S." se puntualizó que tanto la Ley 19.032 de creación del Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, como la resolución 1100/2006, prevén la posibilidad de incorporar como afiliados a los integrantes del grupo familiar primario, incluidos los hijos las del titular o cónyuge incapacitados para el trabajo, cualquiera sea su edad o estado civil, que se encuentren a cargo del afiliado; además, el artículo 1 del decreto 945/97, reglamentario de la Ley 24.734 de Utilización de Servicios de Cobertura Médica, dispone que los beneficiarios de pensiones no contributivas por invalidez tendrán derecho de hacer uso de los servicios del sistema de salud, siempre que no gozaren de otra obra social, ya sea como afiliados directos o como adherentes a cargo de un familiar. Al respecto, la Corte Suprema ha entendido que la afiliación al Programa Federal de Salud no posee carácter obligatorio sino que constituye una opción para la persona con discapacidad. El artículo 10 de la resolución 1100/2006, desconoce y desnaturaliza el derecho que surge de normativa de rango superior. Si bien las reglas de incompatibilidades pueden perseguir un fin legítimo, la imposición que subyace de la resolución cuestionada, es la renuncia a la pensión no contributiva para acceder a la cobertura de salud, lo cual resulta desproporcionado e irrazonable. La cobertura de la salud y la de orden previsional obedecen a fines diversos y resguardan diferentes riesgos sociales, aunque responden a sendas vertientes de la seguridad social que están llamadas a coexistir y cuyo ejercicio efectivo obtiene respaldo, a partir de la obligación estatal de suprimir barreras injustificadas de accesibilidad. Máxime cuando se trata de personas con discapacidad, cuyos derechos deben ser objeto de preferente tutela. Así, en el caso, la asistencia no contributiva que recibe el discapacitado está destinada a personas de alta vulnerabilidad social con una discapacidad mínima del 76%, no amparadas por otro régimen de previsión, sin ingresos ni bienes ni recursos que permitan su subsistencia, y sin parientes que estén obligados legalmente a dar alimentos en condiciones de brindarlos. Es decir, esta prestación dineraria es conferida ante la situación de precariedad económica y la dificultad para generar ingresos laborales, y resguarda el derecho a la seguridad social, que cubre los riesgos de subsistencia; y el acceso a un nivel de vida adecuado, que comprende alimentación, vestido y vivienda, como así también una mejora continua de las condiciones de existencia. Tal como se señaló en "G.M.S" la cobertura de salud, por el contrario, se relaciona con el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. En particular, para las personas con discapacidad, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad exige a los Estados firmantes la adopción de medidas para garantizar el acceso de las personas con discapacidad a las prestaciones de rehabilitación relacionadas con la salud, a proporcionar los servicios que requieran como consecuencia de la discapacidad y a adoptar medidas efectivas y pertinentes para que estas personas puedan alcanzar y mantener la máxima independencia, inclusión y participación en todos los aspectos de la vida. En concordancia con ello, la Ley 24.901 de Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las Personas con Discapacidad asume como objetivo la implementación de un sistema de prestaciones básicas de atención integral a favor de las personas con discapacidad, contemplando acciones de prevención, asistencia, promoción y protección, con el objeto de brindarles una cobertura integral a sus necesidades y requerimientos. En ese plano, la restricción consagrada por el artículo 10 de la resolución 1100/2006 que impide a una persona con discapacidad acceder a la cobertura de salud que acuerda la ley 19.032, si no renuncia a la pensión social que le corresponde en derecho, resulta irrazonable y desproporcionada, y por ende inconstitucional. Ello es así, pues el propósito de alcanzar sistemas sociales sustentables y coherentes no puede justificar reglas de incompatibilidad entre prestaciones que tienden a cubrir riesgos sociales diferentes y complementarios, que, además, responden al cumplimiento de obligaciones constitucionales distintas en resguardo de los derechos de las personas con discapacidad.


    B., R. A. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo Ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 18197/2017/2/RH1, 04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley provincial. Declaración de insalubridad. Fabricación, comercialización y distribución de pasta celulosa y de papel para diarios. Interpretación de la ley. Delegación legislativa. Poder de policía. Ley laboral. Concesión parcial del recurso. Inconstitucionalidad. 


    A los fines de dilucidar el planteo de inconstitucionalidad de la ley 4.483 de la Provincia de Misiones en el que la actora finca sus pretensiones, la Corte tiene reiteradamente dicho que, de acuerdo a las especiales características con que la Constitución Nacional ha revestido la configuración político institucional de naturaleza federal, la regla y no la excepción consiste en la existencia de jurisdicciones compartidas entre la Nación y las provincias, debiendo en consecuencia ser interpretadas las normas de aquélla de modo que las autoridades de la una y de las otras se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en desmedro de las facultades provinciales y viceversa, y procurando que actúen para ayudarse y no para destruirse. Sobre la base de tal premisa y ante la posibilidad de colisiones normativas corresponde hacer jugar la pauta de hermenéutica reiterada por el Tribunal en el sentido de que la Constitución debe ser analizada como un conjunto armónico dentro del cual cada una de sus disposiciones ha de interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás. La Corte ha expresado que las competencias concurrentes que la reforma constitucional de 1994 ha afianzado en los arts. 41, 43, 75 inc. 17, 19, 30, 125, entre otros, no implica enervar los ámbitos de actuación de ninguna órbita del gobierno, sino que importan la interrelación, cooperación y funcionalidad en una materia común de incumbencia compartida como es el caso de la salud pública, sin perjuicio del poder de policía de salubridad que, en primer término, está en cabeza de las provincias. Es decir, que la competencia de la Nación no excluye la de las provincias para atender a los intereses relacionados con la materia sobre insalubridad laboral, con arreglo a su propio ordenamiento jurídico. En consecuencia, las provincias pueden establecer condiciones y contemplar exigencias y requisitos en su ordenamiento jurídico relativas a esas materias, sin embargo, el ejercicio de dicha competencia en orden al establecimiento de exigencias esenciales derivadas de los intereses mencionados no puede entrar en contradicción con la legislación nacional. Aun cuando las provincias conservan todo el poder no delegado al Gobierno federal resulta que, en virtud del art. 75 inc. 12 de la Ley Fundamental, es el Congreso de la Nación quien dicta las leyes sobre Trabajo y Seguridad Social. A su vez, el art. 31 de aquélla, al dar carácter de ley suprema de la Nación a las leyes que se dicten por el Congreso de acuerdo con la Constitución Nacional, haciéndolas obligatorias para las provincias, no obstante cualquier disposición en contrario que sus leyes o constituciones contengan, encierra el medio de hacer efectivo en todo el territorio de la República el principio de la unidad de legislación común, consagrado por el art. 75 inc. 12. En ese contexto, el Poder Legislativo Nacional sancionó la Ley de Contrato de Trabajo 20.744, cuyo art. 200 dispone que "en caso de que la autoridad de aplicación constatara el desempeño de tareas en condiciones de insalubridad, intimará previamente al empleador a adecuar ambientalmente el lugar, establecimiento o actividad para que el trabajo se desarrolle en condiciones de salubridad dentro del plazo razonable que a tal efecto determine. Si el empleador no cumpliera en tiempo y forma la intimación practicada, la autoridad de aplicación procederá a calificar las tareas o condiciones ambientales del lugar de que se trate". Asimismo, dispone que "la insalubridad no existirá sin declaración previa de la autoridad de aplicación, con fundamento en dictámenes médicos de rigor científico y sólo podrá ser dejado sin efecto por la misma autoridad si desaparecieran las circunstancias determinantes de la insalubridad". "Agotada la vía administrativa, toda declaración de insalubridad, o la que deniegue dejarla sin efecto, será recurrible. Asimismo, el fundamento de la declaración de tarea insalubre es la protección de la salud del trabajador y tiene efectos, entre otros, en la jornada de trabajo, en cuyo caso no admite una extensión superior al tope legal impuesto por el art. 200 de la LCT, además de incidir, eventualmente, en el cómputo de la edad y servicios para acceder a los regímenes especiales previsionales. La ley nacional 25.212 reconoció la concurrencia de competencias de la Nación y las provincias al ratificar el Pacto Federal del Trabajo, entre el Poder Ejecutivo Nacional y los representantes de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En ese marco el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación dictó la resolución 434/02, con arreglo a la cual "la declaración de insalubridad del lugar, tarea o ambiente de trabajo resulta competencia exclusiva de La Administración Laboral Provincial o de La Ciudad Autónoma de Buenos Aires correspondiente al domicilio del establecimiento laboral". Es así que todo lo relacionado con la declaración de insalubridad constituye materia propia y "exclusiva" de las "administraciones laborales" locales. La literalidad de la norma no deja duda alguna de tal aserto, pues corresponde a la Administración Pública tal declaración. No cabe la posibilidad de que la sanción de una ley general sea la que califique la actividad laboral en forma abstracta y genérica como insalubre, sin otorgar posibilidad alguna a los sujetos de ejercer su derecho de defensa mediante el cumplimiento del procedimiento establecido a tal efecto por las normas reseñadas. Es por ello que, el art. 1° de la ley 4483, por el cual se declaró, en todo el territorio provincial, la insalubridad laboral de la industria productora de pasta celulosa, papel y cartón resulta incompatible con lo dispuesto en el art. 200 de la LCT y con las demás disposiciones mencionadas. Es así que la oposición entre ellas sólo puede resolverse a la luz del art. 31 de la Constitución Nacional, que impone la superior jerarquía de la legislación nacional, a la que están obligadas a conformarse las autoridades locales "no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales”. Bajo ese principio, la determinación de la insalubridad laboral por una ley que califique como tal a la industria mencionada en forma general y abstracta excede la competencia de la provincia en materia de policía del trabajo. En otro sentido, el procedimiento establecido por la normativa reseñada para la declaración de insalubridad no puede ser obviado con el solo argumento, esgrimido por el superior tribunal, de que el art. 1 de la ley local se halla fundado en el art. 41 de la Constitución Nacional y en la necesidad subsiguiente del cuidado ambiental, pues tal criterio es insuficiente para soslayar las disposiciones de la Ley de Contrato de Trabajo y de las restantes normas dictadas en su consecuencia, implicando ello un apartamiento del marco legislativo que el Congreso ha impuesto para el ejercicio del poder de policía administrativo de salubridad laboral.


    Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Provincia de Misiones s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 511/2018/RH1, 18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cosa juzgada írrita. Remoción de jueces. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho de manera reiterada que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal constituyen materia propia de los jueces de la causa y, por lo tanto, no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, salvo, la existencia de un supuesto de arbitrariedad, pues la garantía de defensa en juicio implica la posibilidad de obtener una sentencia que sea una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos de la causa. Dicha doctrina, resulta de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común, con base en los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente. Así, el cuestionamiento de la recurrente vinculado con el cómputo de la prescripción, no tiene entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria. Ya que dicho agravio, fundado en la arbitrariedad atribuida a la sentencia apelada por haberse aplicado en ella el plazo previsto en el art. 4023 en lugar de del 4030 del Código Civil, sólo traduce el desacuerdo del apelante con el criterio adoptado por el tribunal superior respecto de normas de derecho común, fundado en razones que, acuerdan sustento bastante a su decisión sobre la base de una interpretación posible de las disposiciones legales en juego y lo ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada. Distinta es la situación, del agravio fundado en la existencia de violación de la cosa juzgada respecto de la causal de destitución vinculada con el desempeño de la actora como "presidente de trámite" en el marco del expediente laboral "Dalmacio Mamaní c/ Estado Provincial". Aun cuando la prueba pericial realizada sobre las escuchas telefónicas no guarda relación sino con la causal referida a la actuación de la magistrada como miembro de la comisión de acusación en el proceso de remoción de otro juez, y, por lo tanto, resulta ajena a la conducta por ella desplegada en la causa laboral citada, el a quo decidió igualmente ingresar en el estudio de esta última cuestión, la que, debería quedar fuera del ámbito de revisión al que se circunscribe la presente acción de nulidad. Las manifestaciones dirigidas a sostener el carácter "inescindible - indivisible" de las dos causales de destitución sobre la base de que el derecho de defensa se ejerció siempre en relación a ambas tampoco constituyen una fundamentación apta para fundar tal proceder, al no corresponderse con las constancias de la causa. Máxime cuando el Tribunal de Enjuiciamiento había aclarado expresamente que la causal referida a las irregularidades en la tramitación del expediente laboral resultaban por sí solas suficientes para disponer la destitución de la magistrada enjuiciada; conclusión ésta que en nada se ve modificada por lo expresado por el a quo al advertir que el Tribunal de Enjuiciamiento, al dictar la sentencia por la que se había dispuesto la instrucción de un sumario para los tres jueces intervinientes en el referido expediente laboral, difirió el tratamiento en relación a la actora a las resultas del expediente iniciado con motivo de las escuchas. En tales circunstancias, la decisión apelada exhibe conclusiones dogmáticas que, al apartarse de las constancias de la causa y modificar la sentencia del Tribunal de Enjuiciamiento pasada en autoridad de cosa juzgada, dan lugar a su descalificación como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Aban de Ituarte, Francisca América c/ Estado Provincial y otros s/ Acción autónoma de nulidad de cosa juzgada irrita y formal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1486/2018/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Cabe recordar que es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia -como sucede en el sub lite- no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Es doctrina de la Corte que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que el Máximo Tribunal ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Recurso queja n° 1 – Estado Nacional - Secretaría de Gobierno de Energía c/ Gymnos S.A. s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 39428/2019/1/RH1, 04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Cabe recordar que es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia -como sucede en el sub lite- no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Es doctrina de la Corte que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que el Máximo Tribunal ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Recurso queja n° 2 - Diop, Omar c/ Comisión Nacional para los Refugiados s/ Proceso de conocimiento


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 44676/2017/2/RH1, 09 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Funcionarios legislativos. Funcionarios políticos. Reajuste jubilatorio. Doctrina de los actos propios. Igualdad ante la ley. Denegatoria del recurso. 


    Resulta aplicable al presente caso la doctrina de la Corte conforme a la cual el voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin expresa reserva, determina la improcedencia de su ulterior impugnación con base constitucional y, sobre tales bases, las garantías atinentes a la propiedad privada pueden ser renunciadas por los particulares expresa o tácitamente. Como reiteradamente ha señalado el Máximo Tribunal, la modificación de normas por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, pues nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a su inalterabilidad. Finalmente, la normativa atacada de ningún modo vulnera el principio de igualdad, puesto que –según lo ha establecido la Corte en reiteradas oportunidades- no viola el art. 16 de la Carta Magna la circunstancia de que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, en tanto que la distinción no sea arbitraria ni importe ilegitima persecución o indebido privilegio de personas o grupo de ellas, sino que se obedezca a una causa objetiva que dé fundamento al diferente tratamiento.


    Méndez, Héctor Oscar c/ Poder Legislativo y otros s/ Pretensión anulatoria - recursos extraordinarios de inaplicabilidad de Ley y de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 715/2018/RH1, 17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Reelección. Gobernador. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible en razón del contenido federal de la materia involucrada, al haberse denunciado en el caso la afectación de expresas disposiciones constitucionales que hacen a la esencia de la forma republicana de gobierno que las provincias se obligan a respetar en el artículo 5° de la Constitución Nacional. La Corte oportunamente recordó que, una de las más importantes misiones de la Corte consiste en interpretar la Constitución Nacional de modo que el ejercicio de la autoridad nacional y provincial se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa. Del logro de ese equilibrio debe resultar la adecuada coexistencia de dos órdenes de gobierno cuyos órganos actuarán en dos órbitas distintas, debiendo encontrarse sólo para ayudarse. Asimismo, expresó que la actuación de los tres poderes del Estado encuentra como límite el respeto al proyecto de república democrática que establece la Constitución Federal y que los mandatos de su texto han sido establecidos por el poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la actividad de los poderes constituidos. El obrar del Estado debe entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los principios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto fundacional de los argentinos. También señaló que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 122 de la Constitución Nacional las provincias eligen a sus gobernadores sin intervención del Gobierno Federal, con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra “Gobierno” incluye a la Corte Suprema. Dicha cláusula se halla dirigida, indudablemente, a prevenir toda injerencia del poder central sobre un asunto de tanta trascendencia política como es, en cuanto aquí interesa, el concerniente a la elección de las máximas autoridades de la Administración provincial. Sin embargo, tal prohibición no debe ser entendida con un alcance absoluto; frente a ella y con igual rango se erige la cláusula que otorga competencia a esta Corte para conocer de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución. La necesaria compatibilidad entre tales normas permite concluir que las provincias conservan toda la autonomía política que exige su sistema institucional, pero no impide la intervención de la Corte en los supuestos en que se verifique un evidente menoscabo del derecho federal en debate. Finalmente, recordó su doctrina según la cual la forma republicana de gobierno no exige necesariamente el reconocimiento del derecho de los gobernantes a ser nuevamente electos, y que las normas que limitan la reelección de quienes desempeñan autoridades ejecutivas no vulneran principio alguno de la Constitución Nacional. Enunciadas las reglas interpretativas formuladas por la Corte, cabe recordar, ante todo, lo dispuesto por el artículo 175 de la Constitución de la Provincia de Río Negro, cuya interpretación por parte del Superior Tribunal de Justicia local aquí se cuestiona. Una primera conclusión que se extrae de la interpretación del Superior Tribunal de Justicia rionegrino es que una misma persona puede, consecutivamente, haber sido vicegobernador en un primer período, gobernador en el siguiente y presentarse válidamente como candidato a gobernador para un tercer período inmediato. También podría darse el caso, según aquella interpretación, de que una misma persona alterne, en sucesivos períodos de gobierno, los cargos de vicegobernador y gobernador (o viceversa) acompañado de distintas personas para desempeñar el restante, de modo que siempre sería electo en cada cargo con un período de intervalo respecto de la anterior ocasión en que ocupó ese mismo cargo; evitaría, así, incurrir en el supuesto de "reelección" de la manera en que, a criterio del máximo tribunal provincial, fue previsto por el artículo 175 de la Constitución local. Esa Corte ha sostenido que la primera fuente de interpretación de las ley es su letra pero ha agregado que su comprensión no se agota con la remisión a su texto, sino que debe indagarse, también, lo que ella dice jurídicamente, dando pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Cierto es que las palabras o conceptos vertidos en el seno del Congreso con motivo de la discusión de una ley son, en general, simples manifestaciones de opinión individual de las personas que las pronuncian, pero no puede decirse lo mismo de las explicaciones brindadas por los miembros informantes de los proyectos, pues tales explicaciones o informes constituyen una fuente propia de interpretación. De conformidad con el criterio expuesto por esa Corte, debe suponerse que las comisiones parlamentarias estudian minuciosa y detenidamente en su fondo y forma los asuntos que despachan, por lo cual sus informes orales o escritos tienen más valor que los debates en general del Congreso o las opiniones individuales de los legisladores y constituyen una fuente legitima de interpretación. En ese entendimiento, de las expresiones vertidas por el miembro informante de la comisión que, en el marco de la Convención Constituyente provincial 1987-1988, tuvo a su cargo las reformas encaradas respecto del Poder Ejecutivo local, y que expuso acerca de la fórmula de consenso alcanzada en el seno de aquélla, se desprende que se previó una única posibilidad de reelección inmediata indistintamente para las personas que estuvieran ocupando los cargos de gobernador o de vicegobernador en un determinado período.


    Alianza Electoral Transitoria Somos Río Negro s/ Oficialización lista de candidatos (elección provincial 07/04/2019) - Apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 493/2019/RH1, 20 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Hábeas corpus. Personas privadas de la libertad. Condiciones de detención. Sentencia arbitraria. Estupefacientes. Discrepancia del recurrente. Acceso a la justicia. Denegatoria del recurso. 


    Es criterio de la Corte que las decisiones que declaran la procedencia o improcedencia de los recursos locales no justifican, por regla, el otorgamiento del recurso extraordinario y que la doctrina de la arbitrariedad es especialmente restrictiva cuando esas decisiones provienen de los tribunales superiores de provincia. No cabe hacer una excepción a tal principio, pues la sentencia apelada cuenta con fundamentos de hecho y derecho procesal que, excluyen la tacha de arbitrariedad. Al respecto, el tribunal sostuvo, que ninguno de los beneficiarios de la acción había requerido asistencia terapéutica, de manera que no se había probado un real agravamiento de las condiciones de detención. La defensa pretendió refutar ese argumento a partir del carácter colectivo del hábeas corpus, sin embargo la Corte tiene establecido que en las acciones de clase la existencia de un "caso" también es imprescindible, ya que no se admite una que persiga un mero control de legalidad. La identificación de una clase como un conjunto vacío es incompatible con ese requisito, en especial cuando el reclamo versa sobre intereses individuales. Es que la jurisprudencia exige una definición cierta, objetiva y fácilmente comprobable de una clase precisamente para que los tribunales puedan determinar quiénes son sus miembros. No se advierte que la defensa haya demostrado otro de los recaudos de procedencia de la acción de clase, este es, que el litigio individual pudiera comprometer seriamente el acceso a la justicia de los afectados; por el contrario, en este caso particular, por el carácter individual y personalizado de la prestación que se reclama, la intervención de los jueces competentes en la ejecución de la pena de cada uno de los potenciales afectados garantiza de manera adecuada su tutela judicial y armoniza con el principio según el cual la acción de hábeas corpus no autoriza a sustraer a los jueces competentes el conocimiento de las causas que les incumben.


    G. W., Gisela s/ Hábeas corpus


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2050/2017/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Impuestos. Impuestos a las ganancias. Prescripción. Admisibilidad del recurso. Interpretación de la ley. 


    En cuanto a los planteos dirigidos a impugnar la validez de la suspensión contemplada en el artículo agregado a continuación del artículo 65 de la ley 11.683 se concluye que, el término de quince días para presentar el descargo previsto en el artículo 17 de la ley, e incluso su prórroga por otro similar, puede vencer dentro del lapso de suspensión que fija el artículo incorporado a continuación del artículo 65 de la ley 11.683. No se advierte, por ende, confrontación entre las situaciones que regulan ambos preceptos. En cuanto a la inconstitucionalidad de la suspensión que fija el artículo incorporado a continuación del artículo 65, en lo referido a la desnaturalización del instituto de orden público de la prescripción, no es ocioso recordar que la Corte ha establecido que la prescripción es un instituto general del derecho, lo que ha justificado que, en ejercicio de la habilitación conferida al legislador nacional por el artículo 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, éste no sólo estableciera un régimen destinado a comprender la generalidad de las acciones susceptibles de extinguirse por esta vía sino que también contemplara otros plazos, correspondientes a las diversas hipótesis en particular. Por tal motivo, no existe óbice constitucional para que el Congreso Nacional, en el artículo agregado a continuación del artículo 65 de la ley 11.683, implemente una causal de suspensión particular para los tributos federales, sin que ello pueda ser tildado de una "desnaturalización" del régimen general. Es que, como ha inveteradamente sostenido la Corte, la exigencia de unidad normativa requerida por la legislación común no alcanza a las leyes federales. Tampoco se advierte, en tal sentido, violación del principio de legalidad, toda vez que el precepto atacado se encuentra consagrado en una ley del Congreso, ni transgresión a la igualdad como consecuencia de una regulación diversa de situaciones distintas, sin que se haya siquiera invocado, ni mucho menos demostrado, propósitos manifiestos de hostilidad contra determinadas clases o personas según la doctrina de fallos: 115:111; 132:402; entre otros. A mayor abundamiento, la Corte ha establecido que, aunque el acierto o conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que quepa pronunciarse al Poder Judicial, las leyes son susceptibles de reproche con base constitucional cuando resultan irrazonables, o sea, cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran o cuando consagran una manifiesta iniquidad. Los reproches del recurrente en el único párrafo que dedica a su planteo no logran explicar la repugnancia manifiesta, clara e indudable de la norma con la cláusula constitucional invocada y, por ende, resultan insuficientes para la declaración que solicita, la cual debe ser considerada la ultima ratio del orden jurídico y sólo será procedente cuando no exista la posibilidad de una solución adecuada del juicio por otras razones que las constitucionales comprendidas en la causa. La suspensión de la prescripción fijada en el artículo 17 de la ley 26.860 debe regir a partir del día de la publicación en el Boletín Oficial, como lo establece su artículo 21. Una interpretación razonable y armónica de los artículos 17 y agregado a continuación del artículo 65 de la ley 11.683, por un lado, y del artículo 17 de la ley 26.860, por otro, permite concluir que la suspensión ordenada por la segunda "con carácter general" se aplica con independencia de la suspensión específica que se encuentre en curso respecto de aquellos contribuyentes a los que se le ha otorgado la vista contemplada en el artículo 17 de la ley 11.683. La jurisprudencia de la Corte ha establecido que las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un sentido que coloque en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto. Esta hermenéutica, por otro lado, es también coherente con la que surge de aquellos precedentes de la Corte en los que se sostuvo que los actos interruptivos o suspensivos de la prescripción deben verificarse, necesariamente, cuando su transcurso ya tuvo inicio y antes de su vencimiento, toda vez que mal puede suspenderse o interrumpirse un plazo cumplido. En cuanto a la controversia consistente en dilucidar si corresponde aplicar la suspensión de la prescripción prevista en el artículo 17 de la ley 26.860 respecto de las obligaciones que la AFIP le reclama a la actora mediante la resolución 24/2014 (DV DEOA), la Corte tiene dicho que las manifestaciones de los miembros informantes de las comisiones de las Honorables Cámaras del Congreso, así como los debates parlamentarios, constituyen una valiosa herramienta para desentrañar la interpretación auténtica de una ley. Pero no menos cierto es que la formación y sanción de las leyes representa una atribución propia de dos poderes constitucionalmente encargados de ello, cuyas voluntades deben concurrir para la creación de la ley. En primer lugar, cuando una ley es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, y debe darse a las palabras de la ley el significado que tienen en el lenguaje común, o bien en el sentido más obvio. Sobre la base de dichas pautas hermenéuticas, es evidente que el artículo 17 de la ley 26.860 suspendió con carácter general por el término de un (1) año el curso de la prescripción de la acción, términos que no dejan lugar a dudas sobre su alcance. Solo resta mencionar que un precepto de idéntica redacción contenido en el artículo 44 de la ley 26.476 fue ya por esa Corte en la causa CSJ 768/2014 (50-A) /CS1, “A.F.I.P. - D.G.I. c/ Paredes Cereales Sociedad Anónima”, en la cual -por remisión al dictamen de esta Procuración General- se le reconoció el alcance general que ahora se controvierte. En segundo lugar, no se desconoce que, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, corresponde indagar lo que dicen jurídicamente, y si bien no cabe prescindir de las palabras, tampoco resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la interpretación razonable y sistemática. La Corte ha señalado que, no cabe admitir una interpretación de las disposiciones legales o reglamentarias que equivalga a la prescindencia de su texto si no media debate y declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su letra y de su espíritu.


    Recurso Queja N° 1 - Banco Columbia S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49696/2016/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


    



    Partidos políticos.Declaración de inconstitucionalidad.Derechos y garantías constitucionales.Cuestión federal.Admisibilidad del recurso.Revocación de sentencia.


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de lacausa CSJ 125/2019 "Unión Cívica Radical de la Provincia de La Rioja y otro c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo".


    El recurso extraordinario es formalmente admisible en razón del contenido federal de la materia involucrada, al haberse denunciado en el casola afectación de expresas disposiciones constitucionales que hacen a la esencia de la forma republicana de gobierno que las provincias se obligan a respetar en el artículo 5° de la Constitución Nacional.Cabe advertir que, al versar la causa sobre la interpretación de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos del tribunal apelado o de las partes, sino que le incumbe efectuar una declaración sobre el punto disputado.


    Convergencia Riojana S/ Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Supremade Justicia de la Nación,515/2019/RH1, 20 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja


    Acción de amparo. Reglas de tránsito. Cinturón de seguridad. Declaración de inconstitucionalidad. Sentencia arbitraria. Derecho a la intimidad. Seguridad vial. Ley de tránsito. Cinturón de seguridad. Procedencia del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible y fue mal denegado toda vez que se cuestiona la constitucionalidad del art. 85 de la ley local 6.082 por ser contrario a la Constitución Nacional y la decisión del superior tribunal ha sido adversa a los derechos que el apelante fundó en esta última. Por otra parte, los agravios referidos a la arbitrariedad de la sentencia están indisolublemente unidos a la interpretación antes aludida, por lo que corresponde su tratamiento conjunto. A los fines señalados, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de la parte o del tribunal apelado, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. En primer lugar, la Corte ha señalado reiteradamente que, la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y sólo se estima viable cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable. También ha dicho que sólo cabe acudir a ella, cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía o cuando una estricta necesidad lo requiera. La Corte sostuvo en el precedente de Fallos: 335:888 que, cuando las normas evidencian la voluntad de constituir una política pública para asegurar un régimen tuitivo y de prevención, la oportunidad, mérito o conveniencia de dichas medidas escapan al juicio de los órganos judiciales. Asimismo, la discusión no se centraba en la prerrogativa que otorga el art. 19 de la Constitución de decidir la propia conducta sino en el límite de aquélla, dado por la afectación a una política pública establecida por el Estado, que incluye métodos de prevención. Así, la doctrina precedentemente expuesta resulta aplicable al sub lite. Para ello basta repasar la ley nacional de tránsito 24.449 que regula, en jurisdicción federal "el uso de la vía pública..." y resulta aplicable "... a la circulación de personas, animales y vehículos terrestres en la vía pública, y a las actividades vinculadas con el transporte, los vehículos, las personas, las concesiones viales, la estructura vial y el medio ambiente, en cuanto fueren con causa del tránsito..." conformando un régimen de política pública de prevención y control del tránsito y su seguridad, de cumplimiento obligatorio. La normativa prevé, en los casos de no adhesión a ella, que las autoridades locales puedan disponer, por vía de excepción, tanto exigencias distintas a las de la ley y su reglamentación cuando específicas circunstancias locales lo justifiquen como normas exclusivas siempre que sean accesorias a la ley nacional. Asimismo determina que, en ningún caso, la legislación local puede establecer un régimen sancionatorio administrativo o penal más benigno que el fijado en la ley. En lo que hace específicamente al "cinturón de seguridad", la ley 24.449 expresamente lo trata en el art. 30. La provincia de Mendoza no adhirió a la ley nacional y dictó su propio régimen, la ley 6.082. En términos similares a la ley nacional, la local estableció que quedaba sujeto a ella, en lo que interesa, el tránsito de personas y de vehículos dentro del sistema público de circulación terrestre de la provincia. Respecto del cinturón de seguridad, la ley local fijó, entre los dispositivos mínimos de seguridad de los automotores, al correaje y cabezales de seguridad y consideró como falta grave "conducir sin los correajes y cabezales de seguridad previstos por el art. 40 inc. a de la presente ley". El decreto reglamentario, en el título referido a las condiciones de seguridad de los vehículos, además de describir las especificaciones técnicas de los cinturones de seguridad requeridos como condición mínima de seguridad, estableció el uso obligatorio del correaje y cabezales de seguridad para los ocupantes de los asientos delanteros de los automóviles, camionetas, rurales y vehículos similares. En este marco, las normas citadas evidencian la voluntad de constituir una política pública de seguridad en el tránsito y transporte en la vía pública, que comprende tanto el control de aquél como la prevención en ese ámbito, por lo tanto se entiende justificada la interferencia estatal en los términos legales y reglamentarios señalados y aquí cuestionados, los que no afectan la órbita de reserva de autonomía del art. 19 de la Constitución. Por lo demás, si bien es cierto que la manda atacada puede estar relacionada con decisiones protectoras de la persona individuo, no lo es menos que potencialmente se encuentra destinada a abarcar la afectación de los terceros, es decir que, atiende a un fin superior al individual y se proyecta en beneficio de la seguridad vial de la sociedad toda. Ello así, el límite aquí impuesto a la autonomía privada, es razonable y proporcional al interés que se busca proteger, máxime cuando la propia Constitución Nacional determina que no existen derechos absolutos en tanto los habitantes de la nación gozan de los en ella establecidos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio.


    Garay, Diego Sebastián c/ Provincia de Mendoza s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 972/2017/RH1, 08 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja (procesal)


    Daños y perjuicios. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 10344/2012/2/RH2, "Alcalis De La Patagonia SAIC c/ EN - M. Planificación - Dto 475/05 s/ Daños Y Perjuicios”.


    Alcalis de la Patagonia S.A.I.C: c/ Estado Nacional – Ministerio de Planificación - decreto 475/05 s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10344/2010/1/RH1, 17 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa CAF 37527/2016/CA1-CS1, "Thomas de Sudamérica S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Oleaginosa Moreno Hermanos S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2267/2018/CA1-CS1, 29 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Bonos de consolidación. Moneda extranjera. Juicios contra el Estado. Ley de emergencia económica. Interpretación y aplicación de la ley. Jurisprudencia aplicable. Interés superior del niño. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La controversia planteada en autos respecto de la modificación de las condiciones originarias de los títulos -en cuanto a la moneda de pago e intereses- encuentra adecuada respuesta en la doctrina establecida por la Corte en la causa "Galli", en la que se pronunció a favor de la constitucionalidad del decreto 471/02. La Corte, en el caso "Rabolini", señaló que una adecuada inteligencia del precedente "Galli" permitía afirmar que en esa causa la Corte no se había limitado a resolver lo relativo a la modificación de la moneda de pago -dispuesta por el decreto 471/02 respecto de los bonos regidos por la legislación argentina- sino que había establecido una doctrina de amplios alcances -con respaldo en un principio de derecho de gentes cuya existencia ya había sido afirmada por la Corte en el precedente "Brunicardi" - en lo concerniente a las facultades del Estado, respecto de la posibilidad de que en épocas de graves crisis económicas limitara, suspendiera o reestructurara los pagos de la deuda para adecuar sus servicios a las reales posibilidades de las finanzas públicas, a la prestación de los servicios esenciales y al cumplimiento de las funciones estatales básicas que no podían ser desatendidas. Acerca del diferente origen de los fondos de los que provienen los títulos públicos objeto de autos respecto de los que dieron lugar al caso “Galli”, no debe perderse de vista que la Corte ha aplicado el criterio que surge del mencionado precedente a numerosos supuestos que involucraban créditos de origen reparatorio, entre los que cabe mencionar aquellos casos en los que se discutía la modificación de las condiciones originarias de los bonos de consolidación entregados en virtud de lo dispuesto por las leyes 24.043 y 24.411; ello, sin perjuicio de haber dejado a salvo el hecho de que –por aplicación de di versas normas legales y de inferior jerarquía-tales títulos públicos se encontraban exceptuados del diferimiento de los pagos de los servicios financieros de la deuda pública. El agravio referente a que los problemas de salud que padecía el extinto actor ameritaban hacer una excepción a la aplicación de la normativa de emergencia económica no puede ser acogido ya que tal situación estuvo contemplada con anterioridad. No puede prosperar el agravio relativo a que la diferencia entre el criterio sustentado por él a quo al confirmar la medida cautelar dictada en la causa y el que expresó al dictar la sentencia definitiva recurrida vulnera los principios de preclusión procesal y de seguridad jurídica, pues las decisiones que hacen lugar a medidas cautelares son siempre provisionales, y respecto de ellas no cabe invocar cosa juzgada formal o material. Si bien la Corte ha dicho que la consideración primordial del interés del niño viene tanto a orientar como a condicionar la decisión de los magistrados llamados al juzgamiento de casos que los involucran, proporcionando un parámetro objetivo que permite resolver las cuestiones en las que están comprendidos los menores, debiendo atenderse primordialmente a aquella solución que les resulte de mayor beneficio, no puede afirmarse que de la Convención sobre los Derechos del Niño o de la ley 26.061 se derive, por la sola condición de ser menor de edad, una exclusión de la aplicación del régimen normativo de emergencia cuestionado en la causa, máxime cuando no se ha alegado que concurran circunstancias excepcionales o alguna situación extraordinaria gravedad que justifique apartarse de la consolidada doctrina sentada consolidada doctrina sentada por la Corte en el citado caso "Galli". Cabe hacer notar lo dispuesto por el artículo 6° de la ley 27.249, en cuanto autoriza al Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas a realizar todos los actos necesarios para cancelar la deuda con los tenedores de títulos públicos elegibles que no estuvieren comprendidos en los acuerdos de cancelación a los que se refiere el artículo 5°, en los términos y las condiciones a las que alude aquella norma. Dicha autorización también ha sido prevista en la ley de presupuesto general de la Administración Nacional para el ejercicio 2019.


    Fraga, Francisco José c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Civil y comercial - varios


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43005712/2003/CS1, 02 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 2313/2018, "Pernod Ricard Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Deloitte & Co S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1204/2019,02 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión del expediente. 


    González Kriegel, María del Carmen y otros s/ Ejecución de sentencia Artículo 97 Ley 848


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2061/2017/CS1, 09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 36528/2018/1/RH1, "Central de los Trabajadores Argentinos Autónoma c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y otros s/ Ley de Asoc. Sindicales".


    Central de los Trabajadores Argentinos Autónoma c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y otros s/ Ley de asociaciones sindicales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36528/2018/2/RH2, 13 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Decreto reglamentario. Subsidios de la seguridad social. Seguro de desempleo. Salario mínimo, vital y móvil. Reducción del beneficio. Derechos y garantías constitucionales. Ley de contrato de trabajo. Principio protectorio. Razonabilidad del acto administrativo. Declaración de inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La cuestión federal consiste en determinar si resulta constitucional, la aplicación del monto máximo limitativo de la prestación por desempleo que establece el decreto 267/2006, reglamentario de la ley 24.013. Para ello debe considerarse que el seguro por desempleo creado por la ley 24.013 implementa de manera directa la protección del riesgo de desempleo, que integra el derecho constitucional a la seguridad social. A su vez, la reglamentación del seguro, expresada en el referido decreto, en su carácter de reglamento de ejecución, debe cumplir los recaudos básicos del artículo 99, inciso 2, de la Constitución Nacional, que atribuye al titular del Poder Ejecutivo la facultad de expedir las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, pero cuidando de no alterar su espíritu. El decreto 267/06 ha devenido inconstitucional y, por ende, no debe aplicarse, pues el monto previsto como tope máximo para la prestación por desempleo frustra los propósitos de la ley que reglamenta y torna ilusorios los derechos constitucionales en juego. Al respecto, cabe puntualizar que uno de los objetivos principales de la ley 24.013 es “organizar un sistema eficaz de protección a los trabajadores desocupados” y, con ese propósito, instituye un “sistema integral de prestaciones por desempleo”, cuya finalidad es proteger a la persona desempleada y su grupo familiar y garantizarle el acceso a un mínimo vital en momentos en los que ha quedado privado de su fuente regular de ingresos. La protección contra el desempleo incluye una renta mensual, prestaciones médico-asistenciales y el pago de las asignaciones familiares, que se computan a los efectos previsionales. La prestación económica por desempleo consiste en un subsidio equivalente a un porcentaje del importe neto de la mejor remuneración mensual, normal y habitual del trabajador en los seis meses previos al despido, que debe ser fijado por el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil y en ningún caso podrá ser inferior al mínimo ni superior al máximo que a ese fin determine la misma entidad. Se trata de una prestación de naturaleza contributiva, sostenida por aportes que realizan los trabajadores en actividad, que se calcula en base a un porcentaje de los salarios que perciben. Para acceder al régimen es necesario haber cotizado al Fondo Nacional de Empleo durante al menos seis meses en los tres años anteriores a la finalización del contrato de trabajo que dio lugar a la situación de desempleo. Además, el tiempo total de las prestaciones que percibe el trabajador se determina en función de la extensión del período en que éste ha cotizado al sistema y su pago se interrumpe si el beneficiario logra reinsertarse en el mercado laboral. A su vez, a efectos de garantizar la vigencia de este derecho y la finalidad protectora del instituto, se estipula el deber legal, en cabeza del Consejo Nacional de Empleo, de actualizar los montos mínimo y máximo de la prestación por desempleo en forma periódica. De esta manera, el seguro puede adecuarse a la situación socioeconómica y evitar la pérdida de poder adquisitivo. En suma, la ley de empleo fija pautas precisas que deben ser seguidas por el Poder Ejecutivo al momento de la reglamentación. En especial, impone que la prestación sea fijada en función de un porcentaje del salario de actividad, que guarde, por ende, una adecuada relación con este salario y con los aportes realizados, y que, además, preserve su significación económica en el tiempo mediante una fórmula o mecanismo razonable de movilidad que actualice regularmente los montos mínimos y máximos estipulados. Estas pautas normativas están en línea con la postura del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas y con la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Sin embargo, la aplicación del tope máximo del decreto 267/06 al caso equivale a reducir en un 74% el monto del subsidio que resulta de aplicar el porcentaje establecido como parámetro por el CNE. Esta reducción sustancial de la cobertura, producto de la falta de actualización del tope máximo desde el año 2006, en un contexto inflacionario, resulta inequitativa y arbitraria, y frustra el objeto de la protección por desempleo que la ley 24.013, las disposiciones complementarias y las normas constitucionales citadas reconocen a la trabajadora. En el mismo sentido, la Corte Suprema en “Vizzoti” sostuvo que no resulta razonable, justo ni equitativo, que la base salarial prevista como pauta para determinar la indemnización por despido del artículo 245 de la Ley 20.744 de Contrato de Trabajo (LCT) resulte disminuida en más de un 33%, por aplicación del tope allí establecido, pues ello vulnera el principio protectorio del trabajador y resulta confiscatorio. Además, en “Ascua” consideró que el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, interpretado en consonancia con los instrumentos internacionales de derechos humanos, conduce a que la reparación por los daños derivados de accidentes o enfermedades laborales bajo un régimen tarifado no pueda válidamente dejar de satisfacer, como mínimo, “la pérdida de ingresos o de capacidad de ganancia de la víctima”. Destacó también que los topes máximos no pueden desnaturalizar los fines de una norma. Por otra parte, esa Corte tiene dicho que la omisión de la autoridad pública se configura cuando existe un claro mandato legislativo que ha sido desoído por un tiempo a todas luces irrazonable desde la promulgación de la ley. En suma, puede afirmarse que la omisión de la administración de actualizar el tope máximo regulado impidió, en la práctica, que el seguro cumpliese con la finalidad para la cual fue creado por el legislador, es decir, sustituir temporalmente el ingreso perdido para paliar el riesgo social del desempleo. Además, esa omisión, cercenó las justas expectativas de la actora, que al haber realizado las contribuciones legales durante su actividad laboral tenía derecho a percibir una prestación por desempleo que le asegurara su subsistencia en condiciones dignas. Cabe recordar que, de acuerdo con la inveterada doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, “la conformidad que debe guardar un decreto respecto de la ley no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu, y que, en general, no vulneran el principio establecido en el art. 99, inciso 2, de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada". En el supuesto de que un decreto reglamentario desconozca o restrinja de manera irrazonable los derechos que la ley reconoce o de cualquier modo subvierta su espíritu o finalidad, se contraria la jerarquía normativa configurándose un exceso del Poder Ejecutivo en el ejercicio de funciones que le son encomendadas por la Constitución. Conjuntamente, el principio de razonabilidad exige que deba cuidarse especialmente que los preceptos mantengan coherencia con las reglas constitucionales durante todo el lapso que dure su vigencia, de suerte que su aplicación no resulte contradictoria con lo establecido por la Constitución Nacional. En segundo lugar, resulta pertinente recordar que el máximo tribunal federal ha destacado que la Constitución Nacional, en cuanto norma jurídica, reconoce derechos humanos para que éstos resulten efectivos y no ilusorios, pues el llamado a reglamentarIos no puede obrar con otra finalidad que no sea la de darles todo el contenido que aquélla les asigne. Bajo ese prisma, el tribunal apelado ha otorgado un remedio adecuado y útil, en ejercicio de sus facultades constitucionales, en pos de tutelar los derechos de la amparista. En tal sentido, la intervención del órgano judicial no puede entenderse como una injerencia en las potestades reglamentarias que le confiere la Constitución Nacional al Poder Ejecutivo, o como una transgresión de la división de poderes, pues el control judicial realizado en el marco de una causa concreta, y frente a un agravio constitucional entre partes legitimadas, apunta a dar cumplimiento a un mandato constitucional explícito, como vía para hacer cesar la lesión de los derechos conculcados. Esta función jurisdiccional, lejos de ir en desmedro del orden constitucional, asegura su integridad y supremacía. Como sostuvo la Corte Suprema, “reconocer un derecho pero negarle un remedio apropiado equivale a desconocerlo” y si bien el Poder Judicial debe mantenerse dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes ni suplir las decisiones que deben adoptar para solucionar el problema, es también su misión impedir que se frustren derechos cuya salvaguarda es deber indeclinable de los jueces. En conclusión, la omisión del poder público de actualizar los topes establecidos en el decreto 267/2006, en los términos del artículo 135, inciso b, de la ley 24.013, convirtió en irrisoria la prestación por desempleo otorgada a la actora, y desnaturalizó de esa forma el sentido de la protección social que estructura la ley de empleo. Por todo ello, la aplicación al caso de la norma reglamentaria resulta inconstitucional.


    Patterer, Susana Alicia c/ Estado Nacional s/ Amparo


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22000073/2013/CS1-CA1, 26 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Telecomunicaciones. Facultades del gobierno provincial. Facultades delegadas. Facultades del Gobierno Nacional. Inconstitucionalidad. 


    Remisión a los fallos de las causas “COMFER c/ Provincia del Neuquén”, Fallos: 319:998; C. 671, LXXVI, “Comité Federal de Radiodifusión c/ Corrientes, Provincia de s/ Inconstitucionalidad” y Fallos: 327: 1292 y 6011.


    La Corte en sus precedentes afirmó la competencia nacional para regular las telecomunicaciones y el espectro radioeléctrico y se recordó que las facultades reservadas por las provincias y su autonomía dentro del sistema político federal no obstan a que el gobierno nacional pueda legislar sobre aspectos internos de las actividades provinciales susceptibles de menoscabar el comercio interjurisdiccional y exterior. Asimismo, se sostuvo que las frecuencias deben ser sometidas al control del Estado federal, que es parte en los convenios internacionales suscriptos con la Unión Internacional de Telecomunicaciones, puesto que la adjudicación de frecuencias sin intervención de la autoridad nacional puede provocar interferencias hacia y desde estaciones de otros países. Ello es así, por cuanto la ley I-0735- 2010 establece que la Provincia de San Luis tiene jurisdicción sobre todas las materias relativas a los servicios de difusión que comprenden radiodifusión, televisión abierta y por cable, escritos y cualquier otro que se realice dentro de sus límites territoriales. Asimismo, fija los requisitos que deben cumplir los interesados en obtener una autorización para prestar servicios de comunicación y dispone que el Consejo Consultivo de Libertad de Expresión creado por el art. 7°, debe llevar un Libro de Registro Público de frecuencias del espectro radioeléctrico disponibles, definir dicho espectro y otorgar la autorización de frecuencias a los efectos de la prestación de los servicios de comunicación. Dichos preceptos contradicen los de carácter federal contenidos en las leyes 26.522, 27.078 y el decreto 267/15, dictados en uso de facultades propias del gobierno nacional y también las disposiciones de los convenios internacionales que conforman el marco jurídico del servicio de telecomunicaciones, tal como la Corte expresó en los precedentes citados con referencia a la ley 22.285. Ello es así, máxime si se tiene en cuenta que, con posterioridad al dictado de los fallos antes citados, se ha producido una importante transformación en los medios de comunicación audiovisual y en las denominadas tecnologías de la información y las comunicaciones, la que se traduce en un proceso de convergencia entre las diferentes plataformas tecnológicas para la provisión de los servicios. Esta tendencia a integrar la industria de los medios y las telecomunicaciones ha llevado a crear el Ente Nacional de Comunicaciones, como autoridad única de aplicación de las leyes 26.522 y 27.078 Y sus normas modificatorias y reglamentarias. En efecto, el paso de la tecnología analógica a la digital es un proceso que produjo un punto de inflexión revolucionario y tiene como resultado la convergencia de la tecnología donde todo tiende a integrarse para simplificar los procesos y garantizar el acceso de los usuarios, por cuanto se busca que las redes tengan la capacidad de transportar señales y servicios similares y también que un mismo dispositivo pueda recibir estas diversas señales. De este modo, a partir de la convergencia, las tecnologías que previamente estaban separadas comparten recursos e interactúan entre sí sinérgicamente generando redes, sistemas y servicios combinados en el ámbito de las telecomunicaciones y la radiodifusión. En este orden de idas, la Corte tiene dicho que las comunicaciones telefónicas interestatales están sujetas a la jurisdicción nacional, pues ellas constituyen el ejercicio del comercio, forman parte del sistema de correos y tienden a promover la prosperidad, adelanto y bienestar general del país y, sobre la base de una amplia interpretación del vocablo comercio, afirmó la existencia de las necesarias atribuciones nacionales para la reglamentación de los servicios que excedan el ámbito local e incluso de aquellos aspectos de las actividades interiores de las provincias susceptibles de menoscabar u obstruir el servicio de telecomunicaciones. Habida cuenta de lo expuesto, la ley I-0735-2010 constituye un indebido avance de la provincia sobre facultades delegadas a la Nación, toda vez que se introduce en la regulación de aspectos relativos a la prestación de servicios de comunicación audiovisual que son de competencia exclusiva del gobierno federal, así como también en las facultades atribuidas al ente creado mediante el decreto 267/15, que actúa como autoridad de aplicación de las leyes 26.522 y 27.078.


    Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual (AFSCA) c/ San Luis, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1140/2010/(46-A)/CS1, 18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Cuestión federal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459; L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; Fallos: 329:3890; E. 230; L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47; L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 2206/2017, “Helvética S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Frigorífico Maru S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1713/2019,18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción contencioso administrativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Facultades del gobierno provincial. Facultades tributarias provinciales. Prescripción tributaria. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4930/2015/RH1, "Volkswagen de Ahorro para Fines Determinados S.A. c/ Provincia De Misiones Dirección General de Rentas y otro s/ Demanda contenciosa administrativa".


    Gobierno de la Provincia de Corrientes c/ APALA S.R.L. y/o Victoria, Carboni y/o Colombini, Enrique s/ Apremio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1989/2018/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Partidos políticos. Alianzas partidarias. Derechos políticos de la mujer. Cargos electivos. Vacancia de cargos electivos. Igualdad de género. Igualdad de oportunidades. Sistema electoral. Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, toda vez que se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a las pretensiones que la apelante funda en ellas. Por lo demás, en la tarea de establecer la inteligencia de normas de la índole mencionada, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. Asimismo, toda vez que los agravios vinculados con la arbitrariedad de la sentencia se encuentran inescindiblemente ligados con los referentes a la inteligencia de aquellas normas, resulta procedente tratar en forma conjunta ambos aspectos. En cuanto al fondo de la cuestión, mediante la ley 27.412 se introdujeron al Código Electoral Nacional, a la varias modificaciones ley 26.571 y a la ley 23.298. Así, mediante su art. 1° se modificó el art. 60 bis del capítulo III, del título III del Código Electoral Nacional. Por su parte, el art. 2° de la ley 27.412 introdujo modificaciones en el art. 157 del capítulo II, del título VII del Código Electoral Nacional. Esa Corte ha sostenido que la interpretación de las leyes es su letra pero ha agregado que su comprensión no se agota con la remisión a su texto, "sino que debe indagarse, a también, lo que ella dice jurídicamente, dando pleno efecto la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. En la tarea de indagar acerca la intención del legislador, resulta insoslayable acudir a los debates que tuvieron lugar en el ámbito del Congreso Nacional y que precedieron a la sanción de la ley 27.412. Cierto es que las palabras o conceptos vertidos en el seno del Congreso con motivo de la discusión de una ley son, en general, simples manifestaciones de opinión individual de las personas que las pronuncian, pero no puede decirse lo mismo de las explicaciones brindadas por los miembros informantes de los proyectos, pues tales explicaciones o informes constituyen una fuente propia de interpretación. De conformidad con el criterio expuesto por esa Corte en Fallos: 120:372, debe suponerse que las comisiones parlamentarias estudian minuciosa y detenidamente en su fondo y forma los asuntos que despachan, por lo cual sus informes orales o escritos tienen más valor que los debates en general del Congreso o las opiniones individuales de los legisladores y constituyen una fuente legitima de interpretación. En resumen, del texto del art. 157 del Código Electoral Nacional, sumado a la interpretación emanada de la miembro informante de la Cámara de Senadores, resulta claro que el segundo o segunda titular de la lista del partido o alianza electoral que obtenga el segundo lugar en cantidad de votos queda en el lugar de primer suplente del senador o senadora que resulte elegido por esa lista. En este sentido, en el contexto de una reforma legal que tuvo por principal objetivo, tal como la denominación de la ley lo indica, el de tender hacia la paridad de géneros en los ámbitos de representación política, se incorporó una nueva redacción de una cláusula legal que regula, más que la cuestión de paridad de géneros, el modo de reemplazo del senador o senadora que resulte elegido por la segunda lista más votada de candidatos. Por cierto, el último párrafo del mismo artículo, solo puede entenderse en el contexto de la norma en su totalidad; así, dado que en el segundo párrafo expresamente establece que "el/la segundo/a titular de esta última lista será ella primer/a suplente del Senador que por ella resultó elegido/a", resulta que el citado último párrafo únicamente contempla el caso de necesidad de reemplazo del segundo o segunda senador o senadora titular de la lista que obtuvo el segundo lugar en cantidad de votos, y que debió sustituir al senador o senadora ubicado en el primer lugar de la lista. Esta interpretación sigue, en cierto modo, el criterio que surgía del texto anterior del art. 157 del Código Electoral Nacional, según la modificación introducida por la ley 24.444. El art. 157, segundo párrafo, del Código Electoral Nacional se refiere a los candidatos a senadores que resultaran "electos", y a la suplencia del senador que, por la lista siguiente en cantidad de votos a la que hubiere obtenido la mayoría, "resultó elegido/a". En el caso, la necesidad de sustitución del primer titular de la lista de candidatos a senadores de la alianza Juntos por el Cambio surgió antes de la realización de las elecciones generales. Sin embargo, aplicar distintas soluciones, según que la vacancia, tenga lugar antes o después de aquel acto electoral no resulta razonable ni se adecúa a la clara intención del legislador de dar prioridad al segundo candidato o segunda candidata titular de la lista de senadores que obtuvo el segundo lugar en cantidad de votos, por sobre los candidatos o candidatas suplentes. Acerca de esta cuestión, lo dispuesto por el art. 7° del decreto 171/19, conlleva un resultado que resulta contrario a la intención del legislador plasmada en el art. 157, segundo párrafo, del Código Electoral Nacional, el cual determina el modo en que se instrumenta el reemplazo del senador o senadora que resulte elegido por la segunda lista más votada de candidatos. Además de ello, la aplicación concreta al caso de autos de la solución instrumentada por medio del art. 7° del decreto 171/19 conspira contra los objetivos de esa reglamentación declarados en los considerandos, tales como el de "tomar las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país, garantizando la igualdad de condiciones con los hombres en relación con la posibilidad de ser elegidas para todos aquellos cargos que sean objeto de elecciones públicas", según la obligación impuesta a los Estados parte de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, en su art. 7°; y el de adoptar medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución Nacional, entre otros, respecto de las mujeres; todo ello, en el marco de lo dispuesto por el art. 37 de la Ley Fundamental en cuanto establece que la igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y partidarios se garantizará por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral. Si se aceptara que la lista de candidatos a senadores de la alianza Juntos por el Cambio pudiera haber quedado conformada, tal como fue validada por la jueza federal con competencia electoral, esa conformación de la lista no se adecuaría a la intercalación de mujeres y varones exigida legalmente. Podría sostenerse que la decisión dicha jueza, no constituye estrictamente la resolución de oficialización de listas a la que se refiere el arts. 60 bis del Código Electoral Nacional, sino la adecuación de la lista ya oficializada de candidatos a senadores por la alianza Juntos por el Cambio como resultado del fallecimiento del primer candidato. Aun así, el criterio que surge del art. 60 bis resultaba analógicamente aplicable a las singulares circunstancias que se presentaron en el caso, y debió ser tenido en cuenta por la jueza federal con competencia electoral al momento de efectuar el corrimiento de candidatos motivado en aquel deceso, en conjunto con lo dispuesto por el art. 157, segundo párrafo, del Código Electoral Nacional. Finalmente, en cuanto a los términos de la cláusula décima del acta constitutiva de la alianza Juntos por el Cambio y a la supuesta obligación asumida por todos los candidatos de esa alianza electoral del respetar sus términos, así la prerrogativa de nominar los precandidatos y candidatos para cargos públicos electivos, reconocida a los partidos políticos y agrupaciones políticas por las leyes 23.298 y 26.571 debe hacerse, tal como indica la última de las normas mencionadas, respetando "las respectivas cartas orgánicas, los requisitos establecidos en la Constitución Nacional, la Ley Orgánica de los Partidos Políticos, el Código Electoral Nacional, el Protocolo Constitutivo del Parlamento del Mercosur, y en la presente ley. Ello, más allá de que, en definitiva, se cumplió con el acta constitutiva, cuyas circunstancias fácticas solo se vieron alteradas por una cuestión fortuita pero que pudo ser prevista por los partidos que conformaron la alianza, quienes ahora pretenden agraviarse por un aspecto que ellos mismos estaban en condiciones de evitar.


    Juntos por el Cambio s/ Oficialización de candidaturas. Elección General - Comicios 27 de octubre de 2019


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6459/2019/CS1, 07 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Legitimación procesal. Intervención del Ministerio Público. Autonomía del Ministerio Público. Conservación y administración de los bienes. Continuación de la empresa. Remuneración. Servicios de comunicación audiovisual. Libertad de expresión. Interés público. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los fundamentos desarrollados por la Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.


    El recurso extraordinario interpuesto por la fiscal general fue mal denegado puesto que la Constitución Nacional (art. 120), la Ley Orgánica del Ministerio Público Fiscal 27.148 (arts. 1, 2, incs. a, b, c, d y g, y 31, incs. b, c y e) y la Ley de Concursos y Quiebras 24.522 (art. 276) reconocen la legitimación del Ministerio público para impugnar la sentencia que pone en riesgo la conservación de la empresa concursada, el mantenimiento de la fuente de trabajo y la continuidad del servicio de comunicación. En consonancia con la independencia y autonomía funcional de este organismo, los jueces no pueden suplir la determinación del fiscal sobre la existencia de intereses generales de la sociedad que demanden su intervención ni sobre el alcance o la modalidad de su actuación. De otro modo, se afecta la adecuada prestación del servicio de justicia que, de acuerdo con la Constitución Nacional, está estructurada sobre la base de la separación orgánica y funcional de jueces y fiscales. Esta concepción fue acogida por la Corte Suprema en los precedentes “Lamparter” y “Quiroga”. La determinación de la fiscal general es consistente con la ley 27.148, que le atribuye al Ministerio Público Fiscal la facultad de intervenir en los casos donde se cuestione la vigencia de la Constitución Nacional o de los instrumentos internacionales; en los conflictos en los que se encuentren afectados intereses colectivos o difusos, cuando esté en juego el interés general de la sociedad o una política pública trascendente o normas de orden público, o se encuentre afectado de una manera grave el acceso a la justicia por la especial vulnerabilidad de alguna de las partes o por la notoria asimetría entre ellas. La fiscal general, en ejercicio de su independencia y autonomía funcional, entendió al articular la vía federal que la sentencia apelada no involucra únicamente los intereses patrimoniales e individuales de los trabajadores, sino intereses colectivos de la sociedad vinculados al mantenimiento de la fuente de trabajo y a la conservación la empresa concursada, lo que sustenta su legitimación para peticionar. A su vez, la fiscal general consideró que la sentencia apelada realizó una interpretación de las normas concursales que amenaza la vigencia de la Constitución Nacional y de los instrumentos internacionales, en especial, en cuanto protegen al trabajo, lo que también justifica su legitimación en los términos del artículo 2 de la ley 27.148. En el caso de la empresa concursada, el interés público en la conservación de la empresa se ve acentuado puesto que presta servicios de comunicación audiovisual, que la Ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual define como una actividad de interés público, de carácter fundamental para el desarrollo socio cultural de la población por el que se exterioriza el derecho humano inalienable de expresar, recibir, difundir e investigar informaciones, ideas y opiniones. Es conveniente agregar a los fundamentos expuestos por la Fiscal General las siguientes consideraciones. El juez que interviene en el concurso preventivo de la empresa concursada juzgó que las circunstancias del caso requerían adoptar una medida que asegure el pago de sueldos, contribuciones, cargas sociales y todo impuesto derivado de las relaciones laborales y, en definitiva, la conservación de la empresa. Con ese propósito, ordenó la apertura de una cuenta inembargable hasta la disposición en contrario. Además, obligó a la concursada informar mensualmente todos los movimientos de la cuenta a fin de posibilitar el conocimiento y el control por parte de la sindicatura, los acreedores y el juez. El juez concursal cuenta con facultades fundadas en la Ley de Concursos y Quiebras y en la Constitución Nacional para disponer una medida particular que apunta a resguardar el objeto del concurso preventivo que comprende la continuidad de la empresa, así como los derechos aquí afectados por la insolvencia: el derecho al trabajo y la libertad de prensa. De allí que la cámara revocó la medida sobre la base de una interpretación de las normas concursales que no es una derivación razonada del régimen de la ley 24.522 con aplicación a las circunstancias concretas del caso y, más grave aún, es incompatible con las normas constitucionales que lo rigen. Tal como destacó la Corte Suprema, la interpretación de las normas de derecho común debe adecuarse a la comprensión constitucional de los derechos en juego, y de prescindirse de esa regla cardinal, se incurriría en una interpretación de las normas subordinadas que atentaría contra su validez constitucional en virtud de lo dispuesto en el art. 31 de la Constitución Nacional. En efecto, el estado de cesación de pagos de una empresa afecta una pluralidad de derechos e intereses. Entre ellos, el derecho de los acreedores a percibir sus créditos en tiempo y forma, el derecho de los trabajadores a mantener su fuente de trabajo, y los intereses generales de la sociedad en la preservación de la fuente productiva, en eludir la crisis en cadena de otros agentes económicos y en las repercusiones sobre la existencia y el acceso al crédito. Contrariamente a lo resuelto por la sentencia apelada, el juez concursal no se exorbitó de sus competencias al dictar una medida que procura asegurar que determinados fondos de la concursada sean destinados al pago de los sueldos, contribuciones, cargas sociales y todo impuesto derivado de las relaciones laborales. Se trata de una disposición que protege los fines propios del concurso preventivo: el pago de las obligaciones laborales indispensable para la conservación de la empresa y para el mantenimiento de la fuente de trabajo. A la vez, protege la integralidad del patrimonio del deudor. En su carácter de director del proceso, el juez debe proteger el objeto del proceso concursal y, en especial, los derechos implicados, más aún cuando tienen jerarquía constitucional. Cabe destacar, en primer lugar, que la preservación de la fuente de trabajo tiene una relación directa con el derecho al trabajo, que impone al Estado deberes de respecto y también la obligación de adoptar medidas positivas concretas y orientadas a su realización, como medio para asegurar condiciones de vida digna. Esta función protectoria comprende también el derecho a la retribución justa. Ello ha sido destacado por la Corte Suprema en el ámbito de los procesos de insolvencia. Ante la crisis económica y financiera de una empresa es mayor la necesidad de proteger el empleo y el salario de los trabajadores. Este objetivo de interés social está específicamente contemplado en la ley 24.522. De hecho, las reformas introducidas por la ley 26.684 no solo acentuaron significativamente la protección de los derechos individuales de los trabajadores afectados por la insolvencia, sino que además incrementaron la tutela del derecho al trabajo. En segundo lugar, la preservación de la continuidad de la empresa, que brinda servicios de comunicación audiovisual, adquiere mayor trascendencia si se repara en que la medida dispuesta por el juez de primera instancia contribuye además a garantizar la libertad de expresión en su dimensión individual y colectiva. En ese sentido, al ponderar la razonabilidad de la tutela adoptada en el sub lite cabe tener en cuenta que los medios de comunicación desarrollan una actividad de interés público, de carácter fundamental para el desarrollo sociocultural de la población por el que se exterioriza el derecho humano inalienable de expresar, recibir, difundir e investigar informaciones, ideas y opiniones. La importancia vital para el desarrollo y el acervo cultural de los medios de comunicación también fue plasmada en el artículo 1 de la Ley 25.750 de Preservación de Bienes y Patrimonios Culturales. La Corte Suprema en el caso “Grupo Clarín S.A.”, Fallos: 336: 1774, recordó que la libertad de expresión tiene una dimensión individual y otra colectiva. En su faz individual, la libertad de expresión no se agota en el reconocimiento teórico del derecho a hablar o escribir, sino que comprende además, inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier medio apropiado para difundir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor número de destinatarios. En su faz colectiva, comprende el derecho a recibir cualquier información y conocer la expresión del pensamiento ajeno. En ese caso, la Corte Suprema destacó que la libertad de expresión en su faz colectiva exige una protección activa por parte del Estado, por lo que su intervención en este ámbito se intensifica con el propósito de robustecer el debate público. En este sentido, ciertas situaciones exigen al Estado -lo que comprende al Poder Judicial- intervenir en el marco de la ley en resguardo del adecuado funcionamiento de los medios de comunicación. Esta pauta fue expresamente recogida por la Ley 25.750 de Preservación de Bienes y Patrimonios Culturales, que contiene un tratamiento diferenciado a favor de los medios de comunicación que se encuentran en estado de insolvencia y que no han logrado un acuerdo preventivo.


    Telepiu S.A. s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 27089/2017/14/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Injurias. Interés público. Libertad de expresión. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En la presente causa se encuentra controvertido si las expresiones que dieron lugar a estas actuaciones se encuentran amparadas por el derecho a la libertad de expresión o si, por el contrario, exceden el ejercicio legítimo de ese derecho y vulneran el derecho al honor En primer lugar, cabe precisar que las expresiones se refieren a un asunto de interés público y a una persona que puede caracterizarse como figura pública, esto es, que está íntimamente involucrada en la resolución de importantes cuestiones públicas o que, por razón de su fama, tiene gran influencia en áreas que preocupan, importan o interesan a toda la sociedad. Se puede revelar que el actor se expuso voluntariamente al escrutinio público de sus ideas al participar de forma activa en debates sobre temas de interés público, a la par que dispone de un acceso significativamente amplio a los medios de comunicación y, por lo tanto, de la posibilidad de expresar su punto de vista sobre el asunto y refutar expresiones agraviantes Esas razones, junto con la necesidad de garantizar el debate libre y desinhibido sobre asuntos de interés público, explican que el margen de tolerancia del actor frente a la crítica debe ser mayor. Tal ha sido la postura adoptada por la Procuración General y por la Corte Suprema con relación a las personalidades públicas. En segundo lugar, las expresiones controvertidas no atribuyen al actor conductas ilícitas específicas ni constituyen afirmaciones de hecho de las que se pueda predicar la veracidad o falsedad, sino que se trata de juicios de valor que relacionan la postura del actor con una ideología determinada. En relación con el enjuiciamiento de opiniones, ideas o juicios de valor, la Corte Suprema expuso que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. Con particular referencia a la crítica política, la Corte Suprema advirtió que corresponde tener especial cautela a fin de eludir la autocensura, por lo que es exigible un alto grado de tolerancia ante la opinión dispar y los exabruptos. Precisó que el criterio de ponderación deberá estar dado por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan. En otras palabras, no hay un derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada "tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de "voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia". Bajo ese prisma, corresponde analizar si las expresiones cuestionadas guardan relación con los asuntos de interés público abordados por el demandado. Las locuciones tienen relación con las ideas que el demandado quiso exponer en el debate público suscitado con el actor. Pese a ser exageradas y agraviantes en la percepción del actor, no pueden considerarse, en palabras de la Corte Suprema, que "manifiestamente carezcan de relación con la ideas u opiniones que se expongan". En suma, las expresiones, examinadas en su contexto y teniendo en cuenta las posibilidades de respuesta del actor, no exceden el alcance de un juicio de valor sobre un asunto de interés público. El hecho de que las manifestaciones vertidas por el demandado sean susceptibles de herir los sentimientos del actor no justifica una condena indemnizatoria. De otro modo, se atentaría contra una de las libertades fundamentales en una república democrática: la preservación del debate relativo a asuntos de interés para toda la sociedad.


    Brieger, Pedro Rubén c/ Widder, Sergio Daniel y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 46432/2015/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado. 


    No corresponde pronunciarse en el presente, dado el alcance de lo dictaminado en la queja identificada como CSJ 1486/2018/RH1, "Aban de Ituarte, Francisca América c/ Estado Nacional y otros s/ Acción autónoma de nulidad de cosa juzgada írrita y formal", que circula junto al remedio federal en examen.


    Aban de Ituarte, Francisca América Asunción c/ Gobierno de la Provincia de Jujuy s/ Acción autónoma de nulidad de cosa juzgada irrita y formal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1684/2018/CS1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Obras sociales. Alcance de la cobertura. Personas con discapacidad. Interpretación de la ley. Control de razonabilidad. Confirmación de sentencia. 


    Artículo 39, inciso d, de la ley 24.901. Asistencia personal.


    El punto en discusión se circunscribe a determinar si, en el caso de la amparista, la aplicación de las resoluciones 64/09, 822/13 y 1677/17 de la OSPJN que fijan límites de cobertura de estas prestaciones, constituye una reglamentación razonable de su derecho a recibir servicios de cuidado personal. El texto del artículo 39, inciso d, incorporado por el artículo 1 de la Ley 26.480, es directa reglamentación del derecho de las personas con discapacidad a vivir de manera independiente y ser incluidos en la comunidad, establecido en el artículo 19, inciso b, de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, dotada de jerarquía constitucional por medio de ley 27.044. El Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad especificó que la asistencia personal se refiere al apoyo humano, dirigido por la persona con discapacidad, que se pone a su disposición "como un instrumento para permitir la vida independiente". Los elementos esenciales de ese servicio de cuidado son: la financiación sobre criterios personalizados, teniendo en cuenta las normas de derechos humanos para un empleo digno; el control por la persona con discapacidad, la relación personal entre la persona con discapacidad y el asistente; entre otros. Los servicios de apoyo individualizados en el artículo 19 "deben considerarse un derecho y no una forma de atención médica, social o de beneficencia" y que las personas con discapacidad tienen derecho a elegirlos en función de sus necesidades y preferencias, debiendo el apoyo ser lo suficientemente flexible para adaptarse a sus exigencias y no a la inversa. Los servicios de apoyo, si bien pueden variar de nombre, tipo o categoría, deben concebirse y prestarse de manera que contribuyan a la inclusión y participación plenas en comunidad y a la vida independiente, y ser adecuados para esos fines. Mediante la incorporación de la figura de servicios de cuidados domiciliarios en la ley 24.901, el legislador se propuso garantizar los derechos a la independencia, la autodeterminación, la igualdad y la inclusión, de manera de brindar "los apoyos necesarios para que el domicilio de la persona sea el mejor lugar para que ésta recupere o conserve las funciones de autovalimiento para la vida diaria" y desarrollar una alternativa para elevar la calidad de vida de las personas que están en condiciones de vivir en su hábitat, evitando la internación y favoreciendo su vida autónoma. Es decir, el legislador previó el instituto de asistencia domiciliaria para las personas con discapacidad en consonancia con los objetivos constitucionales de autonomía e inclusión, como un servicio flexible y adecuado a las necesidades de la persona, entendido como un derecho y no como un beneficio de carácter médico o social, y que puede asumir distintas denominaciones, categorías o modalidades e incluye el cuidado personal domiciliario. En el sub lite, tanto en el dictamen de la Procuración General de la Nación, como en la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en concordancia con la doctrina de "G.M.E.", se puntualizó que el sistema de servicios de cuidado personal establecido en la ley 24.901 resulta compatible con la aplicación de topes. No obstante, allí se precisó que era necesario realizar un análisis de razonabilidad de la aplicación de esos topes en el caso concreto. Las disposiciones reglamentarias en ningún supuesto pueden restringir irrazonablemente el derecho que regulan. La limitación de cobertura no puede conducir a que en una situación particular se desconozca o se desvirtúe la finalidad protectoria del régimen que reglamenta, sino que debe ser razonable, lo cual significa que debe atender a los fines que contempla y no ser descalificable por razón de inequidad. En tal sentido, el examen de razonabilidad de la aplicación de una reglamentación exige examinar las consecuencias de la implementación de determinada resolución, ponderando cuidadosamente los extremos fácticos que caracterizan la controversia. Entre ellos debe analizarse el tipo de prestación en juego, su costo efectivo, las sumas a cubrir por la obra social y la temporalidad, la situación del grupo familiar y de la persona interesada, y la continuidad y regularidad de la prestación involucrada, entre otras cuestiones relevantes. En este contexto interpretativo cabe analizar la razonabilidad de la aplicación de la resolución OSPJN 64/09, modificada por las resoluciones 822/13 y 1677/17, al caso de la amparista. Más allá de la diferente denominación que se le atribuye a la prestación establecida en el artículo 1 de la resolución OSPJN 64/09, lo cierto es que ésta resulta acorde con los fines de cuidado personal previstos en el artículo 39, inciso d, dela ley 24.901 y en la convención citada. Resulta adecuada a las circunstancias al caso la decisión de la cámara de aplicar la escala salarial del régimen de servicio doméstico. En el caso, se solicita la cobertura del costo por el servicio prestado por trabajadores de la categoría 4, que comprende a aquellos que brindan "asistencia y cuidado no terapéutico de personas, tales como: personas enfermas, con discapacidad, niños/as, adolescentes, adultos mayores", lo cual evidencia la concordancia con el tipo de asistencia prevista por esa norma legal. Ponderando la opinión de los profesionales intervinientes quienes, en forma sostenida, evaluaron que la afiliada necesita cuidados domiciliarios permanentes para desarrollar su vida cotidiana, no agravar su situación de su salud y evitar la institucionalización, cabe concluir que el límite temporal de dos años desnaturaliza el servicio de cuidado personal y su sentido integrador, por lo que resulta igualmente irrazonable. Ese límite se encuentra cumplido, y fue posteriormente mantenido por una medida cautelar. En suma, a la luz del alcance de los derechos constitucionales en juego y su configuración legal específica en el artículo 39 inciso d, de la ley 24.901, los topes impuestos al servicio de cuidado personal relativos al monto y al plazo establecidos por la obra social en las resoluciones 64/09, 822/13 y 1677/17 resultan arbitrarios e inoponibles a la actora.


    P., V. E. c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6973/2013/4/RH2, 18 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4930/2015/RH1, "Volkswagen de Ahorro para Fines Determinados S.A. c/ Provincia de Misiones - Dirección General de Rentas y otro s/ Demanda contenciosa administrativa".


    Los agravios invocados suscitan cuestión federal suficiente para la apertura del recurso extraordinario, habida cuenta de que el superior tribunal de la causa se pronunció por la validez de las normas locales, cuestionadas oportunamente por ser contrarias al artículo 3.986 y cc. del Código Civil y violatorias de los artículos 31 y 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. Por otra parte, si bien en principio las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines de habilitar la instancia extraordinaria ante esa Corte, debido a la posibilidad que asiste a los litigantes de plantear otra vez el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de repetición, en la presente causa debe advertirse que el pronunciamiento es definitivo pues lo resuelto en torno a la defensa de prescripción aquí opuesta no podrá ser replanteado posteriormente.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aparatos Eléctricos Automáticos S.A. s/ Ejecución fiscal s/ Recurso de inconstitucionalidad concedido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1441/2018/CS1, 29 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Internacional


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Aguas jurisdiccionales. Cabotaje marítimo. Transporte marítimo. Puertos. Buques. Libre navegación. Tratados internacionales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En la impugnación bajo estudio, se encuentra controvertido si el a quo realizó una interpretación adecuada del decreto-ley 19.492/1944 sobre Navegación y Comercio de Cabotaje Nacional al concluir que constituye cabotaje nacional el remolque maniobra y el remolque transporte de barcazas entre diferentes puertos de las aguas jurisdiccionales argentinas, incluso cuando una o varias barcazas tengan como origen o destino final un puerto extranjero. En primer lugar, cabe destacar que la Corte Suprema ha dicho que "la primera fuente de interpretación de la leyes su letra, de la que no cabe apartarse cuando ella es clara, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de ésta, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violación de sus términos o su espíritu". En este sentido, corresponde precisar que la navegación y todas las relaciones jurídicas que se originan en torno a ella se rigen por la Ley 20.094 (B.O. 2 de marzo de 1973), las leyes y reglamentos complementarios, y los usos y costumbres (art. 1, ley 20.094). En particular, el decreto-ley 19.492/1944 sobre Navegación y Comercio de Cabotaje Nacional (B.O. 14 de agosto de 1944) -ratificado por ley 12.980 (B.O. 29 de julio de 1996)- establece cuáles son las normas aplicables a la navegación, comunicación y comercio de cabotaje. El artículo 1 determina que "la navegación, comunicación y comercio de cabotaje nacional serán practicados únicamente por barcos argentinos". El artículo 55 refiere a la navegación de cabotaje como aquella que "tiene por objeto la comunicación y el comercio entre los puertos de la misma nación y se realiza sin perder de vista la costa más que para acortar camino, recalando de cabo a cabo". Asimismo, dispone un régimen sancionatorio aplicable a "los barcos extranjeros que efectúen operaciones de cabotaje nacional' (art. 48, decreto-ley 19.492/44, en su redacción original) y, actualmente, a los "buques y artefactos navales extranjeros que efectúen navegación, comunicación o comercio de cabotaje nacional' (art. 48, sustituido por la ley 26.778, B.O. 27 de noviembre de 2012). En ese marco normativo, el alcance otorgado por la cámara al cabotaje nacional es consistente con la letra del decreto-ley 19.492/1944, cuya constitucionalidad no fue cuestionada -incluso, en el escrito bajo estudio, el recurrente enfatizó que no tenía objeciones constitucionales con relación a las normas-. Tal como surge del texto de los artículos 1 y 55 del decreto-ley 19.492/1944, la exigencia legal es que la navegación tenga por objeto la comunicación o el comercio y que involucre diferentes puertos de las aguas jurisdiccionales argentinas, sin distinción alguna basada en el tipo de transporte o en el destino final de la navegación. Cabe recordar el criterio hermenéutico utilizado reiteradamente por la Corte Suprema según el cual donde la ley no distingue, no corresponde hacerlo. Además, carece de sustento legal la pretensión del recurrente de que cada barcaza que conforma un convoy sea considerada en forma individual a los efectos del régimen de cabotaje nacional. En efecto, la ley 20.094 prevé la navegación en forma independiente o en convoy (art. 90) y define a esta última como "la reunión de buques que se organizan para navegar en conjunto bajo un mando único" (art. 94). Incluso, el artículo 363 al regular la responsabilidad en caso de abordaje con otro buque dispone que "el convoy constituido por el remolcador y el remolcado se considera como un solo buque". En sentido similar, las normas del Régimen de la Navegación Marítima, Fluvial y Lacustre también presuponen que las barcazas que componen un convoy deben ser tratadas como una unidad. El artículo 303.0402 dispone que "la organización del convoy será tal que forme un conjunto rígido y en lo posible simétrico con respecto al plano de crujía del empujador, que navegue y maniobre como una sola embarcación por la acción de las máquinas y el gobierno del empujador" (además, art. 303.0403). Por último, las escalas no relacionadas con la operatoria comercial invocadas por el recurrente pueden ser instrumentadas a través del mecanismo previsto en artículo 205.0313 del REGINAVE, sin alterar las normas de cabotaje nacional. En segundo lugar, la exégesis propuesta es, además, consistente con la finalidad de la norma. La Corte Suprema ha dicho que "los jueces, en cuanto servidores del derecho y para la realización de la justicia, no pueden prescindir de la ratio legis y del espíritu de aquellas. En este sentido, cabe señalar que la reserva de cabotaje a favor de los buques de bandera nacional que establece el decreto-ley 19.492/1944 no constituye una práctica novedosa. En efecto, se encontraba presente en normas que la antecedieron (leyes 7.049 y 10.606) y ha sido referenciada con posterioridad a su dictado por la Ley 20.447 de Marina Mercante Nacional al establecer que: "el transporte de cabotaje marítimo y fluvial nacional queda reservado a los buques o embarcaciones de bandera argentina, con las modalidades que establezca la legislación pertinente" (art. 7). La reserva de cabotaje a favor de los buques de bandera nacional es mantenida en la actualidad por la Ley de Desarrollo de la Marina Mercante Nacional y la Integración Fluvial Regional 27.419 (B.O. 28 de diciembre de 2017). Los fines de esa norma están previstos en su artículo 1: "a) el desarrollo y crecimiento sustentable de la flota mercante de bandera nacional, mediante el mejoramiento de su competitividad y el aumento de la demanda de fletes más económicos; c) La consolidación y el incremento de la participación de la flota mercante argentina en los fletes generados (...) d) La generación y el incremento de fuentes de trabajo estables, favoreciendo y asegurando el empleo de tripulaciones argentinas y promoviendo actividades conexas, como el permanente y continuo aumento del nivel de formación y capacitación profesional; e) Fomentar la incorporación de buques y artefactos navales construidos en el país a la Marina Mercante de bandera argentina". Además, la inteligencia adoptada no se desentiende de la libertad de navegación e igualdad de tratamiento que la Constitución Nacional reconoce a los extranjeros (arts. 16, 20 y 26). En efecto, los extranjeros pueden ejercer la navegación y el comercio mediante barco inscripto en la matrícula nacional del cual pueden o no ser propietarios. En este punto, cabe recordar que la Constitución Nacional no reconoce derechos absolutos, sino limitados por las leyes reglamentarias en la forma y extensión que el Congreso Nacional, en uso de su atribución legislativa, lo estime conveniente a fin de asegurar el bienestar general limitaciones que, si son razonables, no admiten impugnación constitucional. De este modo, la interpretación adoptada por el a quo de la ley federal no omite ponderar la libertad de navegación, sino que la compatibiliza con los fines legítimos perseguidos por el Estado Nacional. Por último, esa inteligencia de las normas nacionales es compatible con el derecho a la libre navegación de los ríos argentinos y la igualdad de trato a los buques extranjeros previstos en el plano internacional, que dejan librado a las decisiones soberanas de cada Estado la regulación del cabotaje nacional. Los argumentos traídos por la recurrente no logran demostrar que la sentencia apelada adoptó una interpretación errada del alcance del régimen de cabotaje previsto en el decreto-ley 19.492/44, puesto que es consistente con su texto y sus fines, y no se desentiende de la libertad de navegación ni de los tratados internacionales aplicables.


    Panchita G. de Navegación S.A. c/ Secretaría de Transporte - Subsecretaría de Transporte Aerocomercial, Fluvial y Marítimo y otro s/ Acción meramente declarativa


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8275/1999/1/RH1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Laboral


    Accidentes de trabajo


    Agotamiento de la instancia administrativa. Comisiones médicas. Agravio concreto. Apartamiento de las constancias de la causa. Doctrina de la arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto. 


    Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa. Ello acontece en el sub lite pues la decisión recurrida clausuró la vía procesal promovida al declarar inhabilitada la instancia judicial. Al haberse formulado agravios con base en la existencia de cuestión federal así como en la doctrina de la arbitrariedad, corresponde atender primeramente a estos últimos pues, de configurarse tal vicio, no habría sentencia propiamente dicha. En ese sentido, la apelación resulta procedente pues, si bien es cierto que las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal son ajenas, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicho principio cuando, como en el caso, el tribunal a quo no ha dado un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y la normativa aplicable. La sentencia en crisis, que insta al actor a transitar una nueva instancia administrativa ante las comisiones médicas, sin ponderar que ya había agotado el procedimiento previo que se hallaba vigente al momento del infortunio, incurre en un exceso de rigor formal que no guarda relación con las constancias de la causa y la normativa aplicable, por lo que debe ser descalificada con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad.


    Fursa, Ezequiel Gonzalo c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14534/2018/1/RH1, 14 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo


    Retención de aportes sindicales. Libertad sindical. Personería gremial. Inconstitucionalidad. 


    El artículo 14 bis de la Constitución Nacional establece que el trabajo, en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador la organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial. Por su parte, el Convenio 87 de la OIT, denominado "Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación", de jerarquía constitucional en virtud de su inclusión en el artículo 8.3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 22.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, reconoce a los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones. Estipula que estas organizaciones tienen el derecho de redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, elegir libremente sus representantes, organizar su administración y actividades y formular su programa de acción, e impone a las autoridades públicas el deber de abstenerse de toda intervención que tienda a limitar estos derechos o a entorpecer su ejercicio legal. Además, el artículo 8, inciso 2, sostiene que "La legislación nacional no menoscabará ni será aplicada de suerte que menoscabe las garantías previstas por el presente Convenio" y el artículo 11 dispone el deber de los Estados de "adoptar las medidas necesarias y apropiadas para preservar el ejercicio del derecho de sindicación". A la luz de estos principios constitucionales, se entiende que la exclusión de los sindicatos simplemente inscriptos del régimen de retención de cuotas sindicales previsto en el artículo 38 de la ley 23.551, configura una injerencia del Estado que reduce injustificadamente la capacidad de estas entidades de desarrollar funciones propias relativas a la promoción, ejercicio, defensa, fomento y protección de intereses legítimos de orden gremial. En efecto, los aportes de los afiliados a una organización sindical, que integran su patrimonio, "son un medio esencial para la defensa de sus intereses profesionales", en tanto resulta la fuente de financiamiento que contribuye a sostener en el plano económico las actividades del sindicato. En tal sentido se ha expresado: "La autonomía e independencia financiera de las organizaciones de trabajadores y de empleadores, al igual que la protección de sus fondos y bienes, constituyen elementos esenciales del derecho a organizar libremente su administración". Cabe remarcar que, el régimen de retención de cuotas sindicales, tal como está regulado en el cuestionado artículo 38, menoscaba la libertad sindical de las entidades simplemente inscriptas pues al encontrarse con mayores obstáculos para el ingreso de las cuotas, ven limitadas su sostenibilidad y capacidad de acción y, con ello, sus posibilidades de representar a los trabajadores y de sumar nuevos afiliados que les permitan, eventualmente, disputar la personería gremial. Desde otra perspectiva, este régimen de retención de cuotas puede influir de forma indebida en la decisión de los trabajadores de afiliarse a una determinada asociación sindical, pues la facilidad que brinda el descuento automático de los aportes favorece la opción en favor de aquellas asociaciones que cuentan con esa prerrogativa, más allá de su ideario político y gremial. Es decir, el mecanismo de cobro fijado en la ley puede operar en la práctica como un incentivo o desincentivo para la afiliación, que afecta la libre elección por el trabajador del sindicato al que desee asociarse. A su vez, el sistema de retención de cuotas sindicales del artículo 38 constituye un privilegio para las asociaciones con personería gremial en detrimento de las simplemente inscriptas, que produce una disparidad de trato irrazonable entre los dos tipos de organizaciones. Al respecto, la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo, manifestó que el artículo 38 de la ley 23.551, que sólo permite a las asociaciones con personería gremial la retención en nómina de las cuotas sindicales, otorga un privilegio que perjudica y discrimina indebidamente a las organizaciones simplemente inscriptas. En consecuencia, el artículo 38 de la ley 23.551, en cuanto excluye en forma arbitraria a las asociaciones simplemente inscriptas del régimen de retención de aportes a sus afiliados, lesiona la libertad sindical, en su faz individual y colectiva, por lo que resulta inconstitucional.


    Asociación del Personal Superior de Autopistas e Infraestructura APSAI c/ Autopistas del Sol S.A. s/ Amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 83140/2016/1/RH1, 27 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Trabajadores rurales. Convenios colectivos de trabajo. Reubicación del trabajador. Interpretación de la ley. Principio protectorio. Discrepancia del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por otra parte, la norma federal que el apelante menciona en el escrito de interposición del recurso como vulnerada por el pronunciamiento en crisis, no guarda relación directa ni inmediata con lo que ha sido materia de concreta decisión en el pleito. En efecto, la mención de esa norma no resulta sustancial para la solución del caso, pues la sentencia apelada funda su postura, principalmente, en la protección reforzada del empleo que el artículo 19 del CCT 1453/2015 E confiere a los trabajadores del RENATEA para el caso de restructuraciones administrativas, mas no afecta la naturaleza de la relación laboral prevista en el convenio aplicable, ni equivale a otorgarle al actor la estabilidad propia que el artículo 14 bis garantiza al empleado público. En el caso "Pereyra", la Corte Suprema recordó su doctrina "según la cual para que una cuestión federal resulte atendible por la vía del recurso extraordinario es menester que la cuestión oportunamente propuesta se vincule de una manera estrecha con la materia del litigio, de modo tal que su dilucidación resulte indispensable para la decisión del juicio. Por ello, los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarse son irrevisables en la instancia extraordinaria, pues la presencia de aquéllos impide considerar otros de índole federal que pudiera contener la sentencia, por falta de relación directa e inmediata. En el sub examine puede repetirse lo afirmado en el precedente de Fallos: 115:405: un eventual fallo revocatorio de la Corte sobre la materia federal de la controversia no modificaría en lo más mínimo su conclusión afirmativa basada en los otros fundamentos irrevocables que bastan para decidir el caso". el a quo realizó una interpretación posible de las normas de derecho común aplicables en la especie en función de las circunstancias del caso. Esta exégesis, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Ello, máxime cuando la solución a la que arribó la cámara se ajusta a los principios de orden público laboral que rigen la materia, y en particular, al principio protectorio que surge del artículo 14 bis de la Constitución Nacional. Según ese precepto constitucional, "el trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes", lo que incluye al que se desarrolla tanto en el ámbito privado como en el público. La Corte Suprema señaló que el derecho a trabajar, comprende, entre otros aspectos, el derecho del trabajador a no verse privado arbitrariamente de su empleo. En especial, precisó que tales exigencias se dirigen primordialmente al legislador, "pero su cumplimiento atañe, asimismo, a los restantes poderes públicos, los cuales, dentro de la órbita de sus respectivas competencias, deben hacer prevalecer el espíritu protector que anima a dicho precepto". Sobre esa base, y a la luz del principio protectorio mencionado, y de la regla de irrenunciabilidad establecida en la Ley de Contrato de Trabajo, no resulta arbitraria la sentencia que, en lo sustancial, hizo prevalecer el derecho a la permanencia en el empleo prevista en el artículo 19 del CCT 1453/15 E ante la supresión de dependencias o funciones del organismo -es decir, a opción de reubicación en cabeza del trabajador- que, conforme el artículo 4 de ese convenio, había quedado incorporado a los contratos individuales existentes al momento de su entrada en vigencia, frente a la desvinculación laboral de los amparistas dispuesta de manera directa en virtud del acta acuerdo en estudio, el cual fue celebrado durante el proceso de reorganización administrativa del RENATEA declarado formalmente por el Poder Ejecutivo mediante el decreto 1014/2016. Asimismo, no se advierte que la cámara haya efectuado una interpretación inadecuada del artículo 19 del CCT 1453/15 E, tal como lo sugiere la demandada, pues la letra de esa norma permite colegir que sus previsiones alcanzan cualquier supuesto de supresión de funciones, cargos o dependencias, incluso cuando ello resulte del proceso de reorganización integral del organismo. En ese sentido, la Corte Suprema, ha puesto de relieve que el "impulso a la progresividad en la plena efectividad de los derechos humanos" sumado al principio pro homine determinan que "el intérprete deba escoger dentro de lo que la norma posibilita, el resultado que proteja en mayor medida a la persona humana. Y esta pauta se impone aun con mayor intensidad, cuando su aplicación no entrañe colisión alguna del derecho humano así interpretado, con otros valores, principios, atribuciones o derechos constitucionales". Es que, no puede perderse de vista que el trabajador es sujeto de preferente tutela constitucional, y que, en materia de hermenéutica, con arreglo al principio in dubio pro justitia socialis, la preceptiva debe ser interpretada a favor de quienes, al serle aplicada con, este sentido, tienden a alcanzar el bienestar, esto es, las condiciones de vida a través de las cuales es posible a la persona humana desarrollarse según su dignidad. Bajo esas premisas, teniendo en cuenta que frente al supuesto de supresión del cargo por causas objetivas en el marco de una reorganización administrativa el citado artículo 19 confiere a los accionantes la opción de conservar el empleo mediante la reubicación, la cual es posible no sólo en el ámbito del RENATEA sino también en el de la Administración Pública Nacional, no parece irrazonable que la cámara haya optado por una interpretación amplia de la norma en cuestión, de modo tal que se otorgue mayor protección a los trabajadores involucrados. En suma, la parte recurrente no ha logrado demostrar que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Escalona, Martín Reynaldo y otro c/ Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA) y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12332/2016/2/RH1, 14 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Asociaciones sindicales. Elecciones gremiales. Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. Jurisdicción y competencia. Tribunales provinciales. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia entre magistrados de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimientos, y a esos efectos ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. Cuando se inicia una acción de amparo sindical en los términos del artículo 47 de la ley 23.551, se estima aplicable la atribución de competencia al foro local que prevé el artículo 63 de la ley 23.551, ya que es consecuencia de la regulación que ha juzgado conveniente disponer el Poder Legislativo, en relación a una materia regida por el derecho común, con la reserva de jurisdicción que incumbe a cada provincia, salvo los casos de competencia excepcional que la propia norma prevé. Por lo demás, si bien el Ministerio de Trabajo es la autoridad de aplicación, ello no implica que sea parte necesaria en las contiendas judiciales entre trabajadores y organizaciones sindicales.


    Acosta, Luis Alberto c/ Junta Electoral del Personal de Empleados Legislativos de la Provincia de Tierra del Fuego s/ Amparo sindical


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2665/2018/CS1, 21 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Despido. Economía procesal. Interpretación de la ley. Convenios colectivos de trabajo. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Cabe destacar que del convenio colectivo de trabajo, celebrado entre la DNV y las asociaciones sindicales que representan a sus empleados, así como del acto administrativo que lo homologó surge que aquél fue celebrado en los términos de la ley 14.250 y que las relaciones de las partes derivadas del vínculo laboral correspondiente se rigen, en todo aquello no contemplado o contenido en la convención colectiva, por la ley de contrato de trabajo y demás normas o reglamentaciones de orden general aplicables en la materia. Según el artículo 2° de la ley de contrato de trabajo, quedan fuera de su ámbito de aplicación “los dependientes de la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal, excepto que por acto expreso se los incluya en la misma o en el régimen de las convenciones colectivas de trabajo”. Por su parte, el artículo 3° de la ley 24.185 excluye de la aplicación de sus disposiciones a los sectores de la Administración Pública Nacional que, a la fecha de la sanción de esa ley, se encuentren incorporados al régimen de las convenciones colectivas de trabajo, a no ser que por acuerdo de las partes se optara por el sistema que ella establece. A su vez, el artículo 3° del anexo de la ley 25.164 exceptúa de la aplicación de esa normativa al “personal comprendido en convenciones colectivas de trabajo aprobadas en el marco de la ley 14.250 o la que se dicte en su reemplazo”, y agrega que, “al personal que preste servicios en organismos pertenecientes a la Administración Pública Nacional, y esté regido por los preceptos de la Ley de Contrato de Trabajo N° 20.744 y modificatorias o la que se dicte en su reemplazo, se les aplicarán las previsiones contenidas en ese régimen normativo. En los supuestos contemplados en el párrafo anterior y en el inciso f), las partes, de común acuerdo, podrán insertarse en el régimen de empleo público, a través de la firma de convenios colectivos de trabajo, tal como lo regula el inciso j) de la ley 24.185 y de acuerdo con las disposiciones de dicha norma”. En tales condiciones, toda vez que la demanda de autos se encuentra fundada, entre otras normas, en el convenio colectivo de trabajo 827/06 “E”, celebrado en los términos de la ley 14.250 y sus modificaciones y que dicha convención colectiva dispone que la relación de empleo del personal de la DNV se rige, supletoriamente, por las disposiciones de la ley 20.744, resulta de aplicación al caso lo establecido por el artículo 20 de la ley 18.345, según el cual la justicia nacional del trabajo es competente. Las circunstancias apuntadas, que difieren sustancialmente de las tenidas en cuenta por la Corte al dictar sentencia en la causa “Sapienza”, determinan que resulte competente la justicia nacional del trabajo para entender en el caso.


    Rauwolf, Hilda Carmen c/ Dirección Nacional de Vialidad y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24308/2018/CS1, 30 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Despido. Trabajadores portuarios y marítimos. Contrato de ajuste. Buque de bandera nacional. Competencia federal. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. En ese contexto, considerando que el actor alega haber realizado trabajos a bordo de buques pesqueros, en condición de oficial fluvial, resulta aplicable la doctrina de la Corte erigida sobre la base, principalmente, de los artículos 610 y 616 de la ley 20.094 de navegación, y artículo 116 de la Constitución Nacional, que asigna competencia a los tribunales federales para entender en acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional.


    Moreyra, Raúl Oscar c/ Naviera Lodja S.A. s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2027/2019/CS1, 31 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Asegurador por riesgos del trabajo. Accidentes de trabajo. Economía procesal. Competencia laboral. 


    En primer lugar, si bien no media una atribución recíproca entre los jueces contendientes, el tenor del reclamo y el tiempo transcurrido desde su inicio, aconsejan que por razones de economía, celeridad procesal y mejor administración de justicia, esa Corte ejerza la atribución del artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58 y se pronuncie sobre la radicación del proceso. En segundo lugar, cabe señalar que las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento. En ese marco, a fin de establecer la norma que dirime el presente conflicto, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión. Al solo efecto de dirimir la contienda de competencia suscitada, resulta aplicable la regla territorial prevista en el artículo 2 de la ley 27.348 en cuanto establece que corresponde entender a la justicia laboral del domicilio de la comisión médica que intervino previamente.


    Giammarrusco, Domingo c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44843/2018/CS1, 26 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia provincial. 


    Al dirigirse la acción exclusivamente contra una entidad de derecho privado, a propósito de un planteo basado en disposiciones de derecho común, debe tramitar en la justicia laboral ordinaria. Ello es así, máxime teniendo en cuenta que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.


    Martínez, Roberto Jorge c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente de trabajo - acción especial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1762/2019/CS1, 04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Economía procesal. Accidentes de trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia laboral. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia en los casos en que se plantea el cumplimiento de una obligación en especie prevista por la Ley 24.557, que no reviste carácter federal, debe tenerse presente la naturaleza común de la legislación en materia de riesgos del trabajo, como asimismo que las aseguradoras son entidades de derecho privado. Además, no se plantea aquí un reclamo de mala praxis médica sino el cumplimiento de una obligación en especie prevista por la ley 24.557 que no reviste naturaleza federal. Resulta, entonces, competente para entender en la causa la justicia laboral ya que la índole del problema conduce, en definitiva, al estudio de normativa de ese carácter.


    G., D. M. c/ P. A.R.T. S.A. s/ Amparo de salud


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 88594/2018/CS1, 06 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Despido


    Nulidad del despido. Exceso ritual manifiesto. Discriminación laboral. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Principio de no discriminación. Derechos y garantías constitucionales. Derecho a la intimidad. 


    Si bien los pronunciamientos de los superiores tribunales provinciales que deciden acerca de los recursos de orden local no son, en principio, susceptibles de revisión por medio del recurso extraordinario por revestir carácter netamente procesal, procede admitir la excepción cuando, el examen de los requisitos de admisión se efectúa con injustificado rigor formal, y lo decidido soslaya el tratamiento de cuestiones decisivas oportunamente introducidas por las partes. Desde esa perspectiva, al declarar mal concedido el recurso local, el tribunal prescindió de dar respuesta a los agravios de la actora que resultaban conducentes para la solución del litigio. A su vez, al actuar de ese modo, y sostener que el despido se produjo por el incumplimiento de obligaciones laborales a cargo de la trabajadora, el superior tribunal no solo afectó el derecho de defensa de la recurrente sino que convalidó la decisión sobre el fondo del asunto, dejando firme una interpretación de la ley 23,592 que frustra el remedio federal invocado y la garantía de igualdad y no discriminación. Al rechazar el recurso local, el máximo tribunal provincial no abordó suficientemente los agravios formulados por la actora y mediante la invocación de una fórmula dogmática sostuvo que las alegaciones de la recurrente respecto de la violación de derechos y garantías constitucionales prescindieron de los presupuestos fácticos que rodearon el despido, respecto de lo cual valoró, en particular, el supuesto incumplimiento de las obligaciones laborales a cargo de la actora, y la oferta que le efectuara la escuela de conservación de la relación laboral con otra modalidad de tareas. Esta postura del tribunal, desconoce los estándares vigentes para analizar los supuestos de despido discriminatorio en los términos de la ley 23.592, que debe ser interpretada en consonancia con las normas constitucionales concordantes, tales como el artículo 16 de la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales de derechos humanos que integran el bloque de constitucionalidad. El artículo 1 de la ley 23.592 dispone que entre los actos discriminatorios "se considerarán particularmente" aquellos basados en una serie de motivos tales como la raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos. La norma enumera algunas motivaciones especialmente prohibidas que, sin embargo, no son taxativas pues, aquellas conductas dirigidas a perseguir a grupos estructural o históricamente excluidos, no agotan los supuestos de conductas discriminatorias que sanciona la ley. Así, todo tratamiento arbitrario, que tenga por objeto o por resultado, impedir, obstruir o restringir o de algún modo menoscabar el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidas por la Constitución Nacional, constituye un acto discriminatorio en los términos del primer párrafo del artículo en cuestión. En esa línea, la norma contempla las acciones discriminatorias basadas en la ponderación negativa de conductas, hábitos, sentimientos o creencias, estado de salud, apariencia física, condiciones o características personales o formas familiares, que integran la esfera íntima y autónoma de la persona que trabaja y que, por tal razón, se encuentran reservadas a su fuero personal y deben quedar inmunes a la injerencia arbitraria del Estado y de los particulares. Estos aspectos inherentes a la vida íntima del trabajador no pueden, prima facie, acarrear consecuencias jurídicas en la relación de empleo. En tal sentido, la LCT, contiene disposiciones dirigidas a preservar a los trabajadores de determinados comportamientos patronales que se reputan discriminatorios precisamente por asignar consecuencias en la esfera contractual a actos que pertenecen a la vida privada. Esas disposiciones pretenden evitar que la empresa someta a su propio juicio el proyecto de vida de quien trabaja bajo su dependencia económica, o le imponga paternalmente modelos o estereotipos de conducta pues, por más amplia que resulte la autoridad del empleador, las facultades de dirección deben ejercitarse con carácter funcional y la actividad de la empresa no puede utilizarse como excusa para la anulación de derechos constitucionales. Lo expresado no implica desconocer la existencia de pautas éticas de conducta y deberes específicos para quienes prestan servicios en el ámbito educativo, pero la definición del alcance de esos deberes en un caso concreto es una labor que le corresponde realizar al juez, según las constancias probadas de la causa. En suma, la conducta del empleador que de algún modo restringe derechos del trabajador y que resulta motivada en aspectos de su vida privada, como la elección de una pareja, que no guardan relación con las obligaciones emergentes del contrato de trabajo, puede configurar un trato discriminatorio comprendido en el artículo 1 de la ley 23.592, extremo que el tribunal tiene la obligación de analizar cuidadosamente en el caso. Cuando se trata de un despido potencialmente discriminatorio, se debe indagar en la relación que media entre los aspectos de la esfera privada de la personalidad, valorados como antecedentes del distracto, y la prestación laboral que emerge del contrato en función de la organización del trabajo en la empresa. En particular, el tribunal debió examinar si, más allá de que la empleadora no hubiere expresado la causa de la desvinculación de la actora, el despido pudo haberse producido como resultado directo de la difusión pública del vínculo afectivo entre aquella y un exalumno, mayor de edad, que no tenía a esa fecha nexo alguno con el establecimiento escolar, y si, en tal caso, una decisión basada en esos motivos, tenía una justificación objetiva y razonable. Por último, el tribunal superior hizo caso omiso de los estándares probatorios en la materia. Al respecto, la Corte Suprema ha señalado que cuando se discute la existencia de medidas discriminatorias en el ámbito de la relación de empleo, dada la notoria dificultad, por la particularidad de estos casos, para la parte que afirma un motivo discriminatorio resultará suficiente con la acreditación de hechos que, prima facie evaluados, resulten idóneos para inducir su existencia, supuesto en el cual corresponderá al demandado a quien se reprocha la comisión del trato impugnado, la prueba de que este tuvo como causa un motivo objetivo y razonable ajeno a toda discriminación. En conclusión, en el caso media relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas, en tanto la sentencia cuestionada no dio un adecuado tratamiento a las cuestiones planteadas, tornando inefectiva la tutela antidiscriminatoria que establece la ley federal.


    Caminos, Graciela Edith c/ Colegio e Instituto Nuestra Señora de Loreto s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 754/2016/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Medidas autosatisfactivas


    Reintegro de aportes y contribuciones. Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Convenios colectivos de trabajo. Sentencia arbitraria. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Ello acontece en el sub lite pues la demandada solicitó que se declare la competencia de la justicia federal de la seguridad social y le fue denegado en el decisorio recurrido. La doctrina de arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Dicha demostración no se verifica en el presente caso, pues, el objeto de la causa se vincula con el debido cumplimiento de obligaciones que surgen de un convenio colectivo regido por el derecho del trabajo y ajeno al sistema integrado de jubilaciones y pensiones, regulado en la ley 24.241. Ello, más allá de la naturaleza previsional de los aportes en cuestión, lo cual no configura un aspecto debatido en autos. Esta Procuración General se pronunció a favor de la justicia local en oportunidad de opinar en conflictos de competencia en los que se planteaban similares circunstancias de hecho y derecho, y la Corte Suprema adhirió a las consideraciones y fundamentos de esos dictámenes. Se apuntó que la pretensión originada en un marco ajeno al sistema integrado de jubilaciones y pensiones de la ley 24.241 no habilita la intervención del fuero de la seguridad social. En el caso, el tribunal local señaló que la jurisdicción laboral incluye las causas en las que tenga influencia decisiva la determinación de extremos directamente vinculados con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo, lo cual no recibió una puntual crítica por parte del recurrente. De tal forma, la presente contienda en la que se reclama la restitución de aportes destinados a la Caja Compensadora administrada por la entidad sindical demandada y sustentados en prescripciones estatutarias y convencionales, al margen de sus ribetes previsionales, se encuentra imbricada con aspectos colectivos del derecho del trabajo, al cual los litigantes se habrían sujetado en virtud de la relación de naturaleza laboral que involucrara al ex dependiente. Habida cuenta de ello, la decisión apelada cuenta con fundamentos suficientes que autorizan a descartar la tacha de arbitrariedad invocada por el recurrente, pues no se advierte un apartamiento de la solución legal ni una apreciación irrazonable de las circunstancias de la causa.


    Saucedo, Florencio c/ Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza - FATLyF- s/ Medida autosatisfactiva


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 210/2019/RH1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Despido. Personal de casas particulares. Tribunal de trabajo para el personal de casas particulares. Revisión judicial. Acción de inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley n° 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa. Asimismo, media cuestión federal suficiente, pues se ha puesto en discusión la validez de la Ley n° 26.844, por su contradicción con normas de la Constitución Nacional y de instrumentos internacionales de derechos humanos, y la decisión apelada ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente fundó en esas normas. Es útil recordar la doctrina de la Corte en cuanto a que el ejercicio de facultades jurisdiccionales por órganos administrativos ha sido siempre condicionado a las limitaciones que surgen, por un lado, de la materia específica que la ley sometió al previo debate administrativo y, por otro, de la exigencia de dejar expedita una vía de control judicial verdaderamente suficiente. A su vez, la Corte indicó que el ejercicio de la jurisdicción administrativa resulta compatible con los principios constitucionales que surgen de los artículos 18, 109 y 116 de la Constitución Nacional, siempre y cuando los organismos de la administración dotados de jurisdicción para resolver conflictos entre particulares hayan sido creados por ley, su independencia e imparcialidad estén aseguradas, el objetivo económico y político tenido en cuenta por el legislador para crearlos haya sido razonable y, además, sus decisiones estén sujetas a control judicial amplio y suficiente. Sobre esa base, cabe precisar que la Ley n° 26.844 sustituyó al Consejo de Trabajo Doméstico por el Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas Particulares, al cual otorgó competencia para entender en los conflictos derivados de las relaciones laborales que se entablan entre las personas que presten tareas en las casas particulares o en el ámbito de la vida familiar, y que no importen para el empleador lucro o beneficio económico directo, en el ámbito de la Capital Federal. Con relación a la exigencia de control judicial amplio y suficiente, cabe señalar que la Corte ha sostenido, desde antiguo, que para tener acreditado este requisito se deben analizar las circunstancias específicas de cada caso. Por su parte, el sistema interamericano de derechos humanos ha receptado el derecho a la revisión judicial de decisiones administrativas como uno de los elementos de la garantía del debido proceso legal, en relación con el derecho a una tutela judicial efectiva. Del mismo modo, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos exige que el Estado parte garantice el derecho de recurrir las decisiones administrativas ante un tribunal independiente e imparcial con jurisdicción de apelación plena para controlar lo actuado en punto a la determinación de los hechos y el derecho aplicable y, además, que cumpla con las garantías previstas en el artículo 6.1 del Convenio Europeo. El tribunal interamericano coincide con la corte europea, en términos generales, en cuanto a que existe una revisión judicial suficiente cuando el órgano judicial examina todos los alegatos y argumentos sometidos a su conocimiento sobre la decisión del órgano administrativo, sin declinar su competencia al resolverlos o al determinar los hechos. Por el contrario, no hay tal revisión si el órgano judicial está impedido de determinar el objeto principal de la controversia, como por ejemplo sucede en casos en que se considera limitado por las determinaciones fácticas o jurídicas realizadas por el órgano administrativo que hubieran sido decisivas en la resolución del caso. En este punto, es dable destacar que la ley cuestionada prevé la revisión amplia de la decisión que adopte el tribunal administrativo por ante el juez laboral de primera instancia quien, incluso, puede disponer de oficio medidas para mejor proveer antes de emitir su sentencia. Asimismo, las sentencias definitivas y toda otra resolución que ponga fin total o parcialmente al pleito o impliquen, por sus efectos o por haberse dictado sin posibilidad de controversia o prueba, una privación de la garantía de defensa en juicio, resultan apelables ante la Cámara Nacional del Trabajo, por aplicación supletoria de la Ley n° 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo. Por lo demás, corresponde recordar que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen de la norma conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados. Además, tal declaración de invalidez requiere inexcusablemente la demostración del agravio en el caso concreto; en otros términos, reclama que el interesado acredite claramente de qué forma la regla contraría la Constitución Nacional, originándole un gravamen, extremo al que se adiciona que esa incompatibilidad debe ser manifiesta e inconciliable. En función de lo anterior, la potestad de carácter excepcional que tiene el tribunal administrativo de resolver estos conflictos laborales, ceñida a los rubros que se fundan en la estructura estatutaria y marco territorial determinados por el artículo 51 de la Ley n° 26.844 y sometida al amplio control judicial descripto, se ajusta a los parámetros constitucionales expuestos a fin de resguardar los principios previstos en los artículos 18, 109 y 116 de la Constitución Nacional. En cuanto a la omisión de tratamiento, si bien no se pasa por alto que es doctrina de la Corte que la administración no puede declarar la inconstitucionalidad de una norma, lo cierto es que el agravio relativo al rubro es en esta instancia conjetural, en tanto en forma previa se debe acreditar, en lo principal, la existencia del vínculo dependiente invocado y su falta de debida registración por parte de la demandada, que es el presupuesto para la procedencia de la indemnización del artículo 72, inciso d, de la Ley n° 26.844, cuya inaplicabilidad se cuestiona.


    Coronel, Adelaida Del Rosario c/ Rossi, Mirta Teresita s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19511/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Reclamo administrativo previo. Habilitación de instancia. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Revisión judicial. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En primer término, si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley n° 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa. En segundo término, el recurso extraordinario fue mal denegado ya que se cuestiona la validez del procedimiento administrativo previo que prevé la Ley n° 27.348 por estimarlo contrario a las garantías constitucionales de defensa en juicio, acceso a la justicia, debido proceso adjetivo, juez natural e igualdad ante la ley y la decisión ha sido contraria al derecho que el apelante fundó en ellas. Con ese alcance, el recurso de queja es formalmente procedente. Es útil recordar la doctrina de la Corte Suprema en cuanto a que el ejercicio de facultades jurisdiccionales por órganos de la administración se encuentra condicionado a las limitaciones que surgen, por un lado, de la materia especifica que la ley sometió al previo debate administrativo y, por otro, de la exigencia de dejar expedita una vía de control judicial verdaderamente suficiente. La Corte indicó que el reconocimiento de facultades jurisdiccionales a favor de organismos administrativos se encuentra condicionado a las limitaciones que surgen de los artículos 18, 109 y 116 de la Constitución Nacional. Teniendo en cuenta esos parámetros, en primer lugar, corresponde remarcar que las competencias de las comisiones médicas jurisdiccionales están definidas por leyes formales. En efecto, la ley n° 24.241 de Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones creó estos órganos administrativos, estableció su integración y su financiamiento. A su vez, las leyes n° 24.557 y 27.348 establecen expresamente el alcance de la competencia de estos órganos en materia de riesgos del trabajo. En segundo lugar, estas comisiones médicas satisfacen las exigencias de independencia e imparcialidad a los efectos de la materia específica y acotada que el régimen de riesgos del trabajo les confiere. En tercer lugar, la razonabilidad de la atribución de facultades jurisdiccionales debe ser evaluada considerando el carácter social de los derechos en juego, y el objetivo político enunciado en el régimen legal de lograr automaticidad y celeridad en el acceso a las reparaciones. Al respecto, la Corte, a partir de la interpretación del principio protectorio del artículo 14 bis de la Constitución Nacional y de las normas internacionales de derechos humanos que integran el bloque de constitucionalidad, sostuvo que el deber del Estado de garantizar condiciones de trabajo equitativas y dignas comprende la situación de seguridad e higiene en el ámbito laboral y deber de asegurar la protección de los trabajadores ante los riesgos del trabajo, así como la disposición de remedios apropiados y efectivos para acceder a reparación de los daños a la integridad física, a la salud y la vida. En esa línea, la ley n° 24.557, además de definir como objetivo prioritario del régimen la prevención de los riesgos del trabajo, indica como objetivos particulares del seguro que organiza la reparación de los daños derivados del accidente o la enfermedad, la rehabilitación del trabajador damnificado, y la promoción de su recalificación y recolocación. A su vez, la ley n° 26.773 señala que son objetivos específicos de las disposiciones sobre la reparación de los riesgos del trabajo, la cobertura de los daños con criterio de suficiencia, accesibilidad y automaticidad de las prestaciones dinerarias y en especie establecidas para resarcir tales contingencias. De allí que, resulta acorde a las características de la materia regulada, y a los objetivos públicos definidos por el mencionado cuerpo legal, la disposición en la esfera de la administración del Estado -con jurisdicción en asuntos del trabajo y de la seguridad social- de un mecanismo institucional de respuesta ágil, organizado en base a parámetros estandarizados, que procure asegurar el acceso inmediato y automático a la prestaciones del seguro, y que evite el costo y el tiempo del litigio. En consonancia con lo expuesto por la Corte, ese ejercicio de facultades jurisdiccionales "constituye uno de los modos universales de responder, pragmáticamente, al premioso reclamo de los hechos que componen la realidad de este tiempo, mucho más vasta y compleja que la que pudieron imaginar los constituyentes del siglo pasado, y se asienta en la idea de que una administración ágil, eficaz y dotada de competencia amplia es instrumento apto para resguardar, en determinados aspectos, fundamentales intereses colectivos de contenido económico y social [...] los que de otra manera solo podrían ser tardía o insuficientemente satisfechos". Sobre esa base, el núcleo de las funciones administrativas encomendadas a las comisiones médicas, que consisten en la determinación del carácter profesional de la enfermedad o el infortunio, en la fijación del porcentaje de incapacidad resultante y en la definición de las prestaciones dinerarias de la ley de en cada caso particular, encuentra suficiente fundamento en el propósito tenido en mira por el Congreso de la Nación al organizar el sistema, que es dotar de celeridad y automaticidad al trámite de acceso a la cobertura. En cuarto lugar, corresponde establecer si se cumple el requisito de revisión judicial amplia y suficiente. Para ello cabe puntualizar que la Corte ha manifestado, desde antiguo, que para tener acreditado este requisito se deben analizar las circunstancias específicas de cada caso. Expresó que el alcance del control judicial "no depende de reglas generales u omnicomprensivas, [...] la medida del control judicial requerido deberá ser la que resulte de un conjunto de factores y circunstancias variables o contingentes, entre los que podría mencionarse, a título de ejemplo, la naturaleza del derecho individual invocado, la magnitud de los intereses públicos comprometidos, la complejidad de la organización administrativa creada para garantizarlos, la mayor o menor descentralización del tribunal administrativo, etc.". Por su parte, el sistema interamericano de derechos humanos ha receptado el derecho a la revisión judicial de decisiones administrativas como uno de los elementos de la garantía del debido proceso legal, en relación con el derecho a una tutela judicial efectiva. El tribunal interamericano sostiene que existe una revisión judicial suficiente cuando el órgano judicial examina todos los alegatos y argumentos sometidos a su conocimiento sobre la decisión del órgano administrativo, sin declinar su competencia al resolverlos o al determinar los hechos. Del mismo modo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos exige que el Estado parte garantice el derecho de recurrir las decisiones administrativas ante un tribunal independiente e imparcial con jurisdicción de apelación plena para controlar lo actuado en punto a la determinación de los hechos y el derecho aplicable y, además, que cumpla con las garantías previstas en el artículo 6.1 del Convenio Europeo. A su vez, ambos tribunales internacionales señalaron que en aquellos casos en los que se somete a los órganos judiciales el conocimiento de una decisión administrativa previa, es importante analizar factores tales como: a) la competencia del órgano judicial en cuestión; b) el tipo de materia sobre la cual se pronunció el órgano administrativo, teniendo en cuenta si ésta involucra conocimientos técnicos o especializados; c) el objeto de la controversia planteada ante el órgano judicial, lo cual incluye los alegatos de hecho y de derecho de las partes, y d) las garantías del debido proceso ante el órgano judicial. Bajo esas premisas, se entiende que el procedimiento recursivo ante la justicia nacional del trabajo, que corresponde a esta controversia, garantiza una revisión judicial que no lesiona los recaudos constitucionales aludidos. En efecto, los artículos 2 y 14 de la ley n° 27.348 establecen que el trabajador tendrá la opción de interponer recurso contra lo dispuesto por la comisión médica jurisdiccional ante la justicia ordinaria del fuero laboral de la jurisdicción provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según corresponda al domicilio de la comisión médica que intervino. A su vez, las resoluciones de la Comisión Médica Central son recurribles ante los tribunales de alzada con competencia laboral o, de no existir estos, ante los tribunales laborales de instancia única. Por último, con respecto al planteo que alega una afectación al principio de irreversibilidad en materia de derechos sociales, se considera que no se exponen en el recurso elementos que permitan identificar una clara regresión normativa en el procedimiento previsto en la ley n° 27.348 con respecto al anterior que disponía la ley n° 24.557. Corresponde señalar que la Corte, confirmó la declaración de inconstitucionalidad del artículo 46, inciso 1, de la ley n° 24.557 -en su anterior redacción- con base en que la competencia federal allí establecida no resulta aplicable a las cuestiones vinculadas a accidentes de trabajo pues éstas son de carácter común y, por ello, reservadas a la jurisdicción provincial en virtud del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. Sin embargo el tribunal no se pronunció sobre la validez del procedimiento ante las comisiones médicas que la norma regulaba con aristas similares a la ley aquí cuestionada. Esa tacha constitucional fue subsanada por la ley n° 27.348 que permite al trabajador recurrir ante la justicia laboral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o ante la provincial cuando medie un acuerdo de adhesión. Finalmente, es menester señalar que el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse, por lo que la declaración de inconstitucionalidad de una ley requiere que la contradicción con la Constitución Nacional sea manifiesta, clara e indudable. En suma, la competencia que la ley n° 27.348 le otorga a las comisiones médicas, para intervenir con carácter previo y obligatorio en los conflictos derivados de infortunios laborales, se ajusta a los parámetros constitucionales expuestos a fin de resguardar los principios previstos en los artículos 18, 109 y 116 de la Constitución Nacional.


    Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14604/2018/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la Ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Goyhenetche, Braian Ivan c/ Galeno A.R.T. S.A: s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 23304/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la Ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Sánchez, Pablo Daniel c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 69761/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la Ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Trujillo, Daniela Mabel c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24927/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la Ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Luna, Lucas Leonel c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 31153/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la Ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Balcazar, José Julián c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34029/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Castaño, Darío Emanuel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38310/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    León López, César Augusto c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 41406/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Fernández Víctor c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 54609/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial",


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Grattoni, Alejandra Cecilia c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50539/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la ley n° 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44643/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Materano Camacho, Leonardo c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20417/2018/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Benítez Morel, Cristian Alcides c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10451/2018/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Hurt, Gastón c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 43130/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Díaz, Ricardo Alberto c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 73234/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial”.


    More, Alberto Martín c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13650/2018/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, “Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial”.


    Ojeda, Mariano c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 29993/2017/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión de derecho común. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial”.


    El planteo basado en la inaplicabilidad temporal de las disposiciones de la ley 27.348 que rigen el procedimiento administrativo, resulta improcedente, pues se trata de una cuestión de derecho común y procesal ajena a la instancia federal y propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. Para más, si bien el accidente de trabajo que habría sufrido el actor ocurrió con anterioridad a la sanción de la norma, la demanda fue presentada luego de su entrada en vigencia, por lo que, dado su carácter procesal, resulta de aplicación inmediata. En consecuencia, la resolución de grado no luce arbitraria.


    Sotelo, Emiliano Jesús c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38780/2017/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial”.


    Rodríguez, Alejandro Javier c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 55536/2017/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente – ley especial”.


    López Venialgo, Ramona c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 73228/2017/1/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente – Ley especial”.


    Correa Córdoba, Jesús Ezequiel c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 70858/2017/1/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Riesgos del trabajo. Instancia administrativa previa. SECLO. Doctrina de la arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. 


    Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa. Ello acontece en el sub lite pues la decisión recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional de la justicia nacional del trabajo y clausuró la vía procesal promovida. Al haberse formulado agravios con base en la existencia de cuestión federal así como en la doctrina de la arbitrariedad, corresponde atender este asunto pues, de configurarse tal vicio, no habría sentencia propiamente dicha. La sentencia recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional con fundamento en la aplicación al caso de la ley 27.348, que establece una instancia administrativa previa y obligatoria ante las comisiones médicas. La resolución 298/17 de la Superintendencia de Riesgos de Trabajo (SRT) que reglamenta el procedimiento previo y obligatorio ante las Comisiones Médicas estipulado por la ley 27.348, prevé que las disposiciones allí contenidas "sólo resultarán aplicables al trámite de las actuaciones y los procedimientos administrativos iniciados a partir del 1 de marzo de 2017" (artículo 41). En sentido concordante, la resolución 463-E/2017 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social establece que para los casos de los reclamos iniciados (sorteo informático) que tengan por objeto accidentes laborales y/o enfermedades profesionales Ley N° 24.557; Ley N° 26.773 en el Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria -SECLO- con fecha anterior al 1 de marzo de 2017, se deberá continuar su trámite normal y habitual tanto para el cierre de la instancia como para los eventuales acuerdos de conformidad a lo normado por la Ley N° 24.635 y Decreto N°1169/96 modificado Decreto N° 1347/99" (art.1). En resumen, la administración, a través de las resoluciones mencionadas, decidió que el nuevo procedimiento será aplicable a las actuaciones administrativas iniciadas a partir del 1 de marzo de 2017 y reconoció que la culminación de los trámites iniciados ante el SECLO con anterioridad a esa fecha, agotan la instancia administrativa. En ese marco la cámara debía pronunciarse sobre la aplicación de la normativa referida, pues constituye una cuestión prima facie conducente para la correcta solución del caso. Por lo tanto, la sentencia en crisis, que insta al actor a transitar una nueva instancia administrativa ante las comisiones médicas, sin ponderar que ya había agotado el procedimiento ante el SECLO y tenía expedita la vía judicial, incurre en un exceso de rigor formal que no guarda relación con las constancias de la causa y la normativa aplicable, por lo que debe ser descalificada con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad.


    Carrió, Jorge Emanuel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 82707/2017/1/RH1, 25 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Instancia administrativa previa. Habilitación de instancia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran en la especie. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Ocampo, Ricardo c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente -Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 52925/2017/1/RH1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran en la especie. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Gerez, Bruno Esteban c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente -Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 26085/2017/1/RH1, 03 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Colque Villca, Ariel c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44408/2017/1/RH1, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran en la especie. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Giuliani, Matías Nicolás c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente -Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 41151/2017/1/RH1, 03 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran en la especie. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    D'alessandro, Matías Ezequiel c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Accidente -Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 54625/2017/1/RH1, 03 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Cardozo Pesoa, Julián Javier c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 56092/2017/1/RH1, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran en la especie. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Ciarfera, Rodolfo Nahuel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente- Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25310/2017/1/RH1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Godoy, Juana Rosa c/ Galeno A.R.T. S.A. / Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 67849/2017/1/RH1, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Lescano, Carlos Daniel c/ Swiss Medical A.R.T. S.A, s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38622/2017/1/RH1, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. La sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Ortiz, René Augusto c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 57990/2017/1/RH1, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Ley sobre riesgos del trabajo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Fernández, Rubén Atilio c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37489/2017/1/RH1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Igualdad ante la ley. Falta de agravio concreto. Concesión parcial del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    El agravio vinculado con la afectación del principio de igualdad, en virtud de que el artículo 1, tercer párrafo, de la ley 27.348 deja expedita la vía judicial para los trabajadores laborales no registrados, estableciendo un privilegio a su favor, en detrimento de los trabajadores registrados, carece de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48. El recurrente no expuso elementos que permitan demostrar la invalidez de la distinción normativa con suficiente entidad como para vulnerar el principio de igualdad y no acreditó la afectación o gravamen concreto que esa distinción podría ocasionarle. En los supuestos de empleo no registrado integra el objeto del litigio la acreditación de la existencia de un contrato laboral en forma previa a cualquier contingencia contemplada en el sistema de riesgos del trabajo. Esa cuestión jurisdiccional excede la competencia asignada por ley a las comisiones médicas.


    Espinoza, Fernando Ricardo c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 67676/2017/1/RH1, 16 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Despido. Empleo no registrado. Enfermedad profesional. Responsabilidad civil. Apreciación de la prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Concesión parcial del recurso. 


    Los agravios que cuestionan la valoración de la prueba en lo relativo a la existencia de vínculo laboral entre las partes remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común y procesal que, como regla, son propios de los jueces de la causa y ajenos al recurso previsto por el artículo 14 de le ley 48, máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Si bien los agravios referidos a la atribución de responsabilidad derivada de un accidente de trabajo remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a esta instancia, la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias constituye sustento suficiente para la procedencia formal del recurso en examen en tanto, la decisión apelada no realizó una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa. En consecuencia, la argumentación provista no satisface las exigencias de fundamentación necesarias para considerar el pronunciamiento como un acto judicial válido. En efecto, la cámara consideró acreditado a través de la prueba testimonial y pericial médica que la actora realizaba un trabajo manual repetitivo que constituye actividad riesgosa en los términos del artículo 1757 del Código Civil y Comercial de la Nación y que existe relación causal entre las secuelas y las tareas desempeñadas. Sobre esa base, estimó demostrada la responsabilidad objetiva de los demandados por los daños que padece la actora y los condenó al pago de una reparación integral en los términos del derecho civil. Esas conclusiones, a la luz del marco normativo aplicable, no se corresponden con las constancias de la causa y dan un fundamento solo aparente. En primer lugar, el estándar probatorio del derecho civil difiere del previsto en la legislación laboral. El artículo 1113 del Código Civil, vigente durante la ejecución del contrato de trabajo y a la fecha de consolidación del daño invocado, establece que " ... En los supuestos de daños causados con las cosas, el dueño o guardián, para eximirse de responsabilidad, deberá demostrar que de su parte no hubo culpa; pero si el daño hubiere sido causado por el riesgo o vicio de la cosa, solo se eximirá total o parcialmente de responsabilidad acreditando la culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder". En ese marco, correspondía a la actora demostrar un vicio en los elementos utilizados durante la prestación de tareas o el riesgo que estas conllevan para su salud y el nexo de causalidad con sus dolencias para así responsabilizar civilmente a los empleadores, dueños del establecimiento y de esos elementos. Por su parte, el perito médico concluyó que "Puede existir relación causal entre dichas secuelas y las tareas desempeñadas", pero no detalló que tareas son las que consideró para arribar a tal conclusión ni las calificó como riesgosas. Por ello, la sentencia en crisis, en cuanto estimó acreditado el carácter profesional de la enfermedad y la responsabilidad civil de los codemandados con base en la prueba señalada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa por lo que debe ser descalificada con base en la doctrina de la arbitrariedad.


    Pelozo, Jacinta c/ Méndez, Enrique (fallecido) y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 8210/2008/1/RH1, 11 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Instancia administrativa previa. Competencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. 


    Las cuestiones relativas a la validez de la ley 27.348, remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial”


    Si bien la decisión impugnada que declaró la nulidad de la sentencia de grado y reenvió las actuaciones a fin de que se dicte un nuevo pronunciamiento no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa, prevista por la ley 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior. En ese marco, toda vez que las cuestiones de competencia y aptitud jurisdiccional deben ser resueltas en forma previa, la decisión de la cámara que ordenó a un nuevo juez interviniente sustanciar prueba antes de emitir pronunciamiento sobre los planteos de invalidez de la norma resulta infundada.


    González Guazzini, Manuel c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley Especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 51725/2017/1/RH1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Accidente de trabajo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Tales excepciones no se presentan en la especie. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. En efecto, la demandada impugna la competencia de la justicia nacional del trabajo y pretende la competencia del órgano administrativo correspondiente a la provincia de Buenos Aires y, en grado de apelación, a la justicia laboral provincial. Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues rechazó la excepción de incompetencia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, mas no clausuró la vía procesal promovida. En consecuencia, la recurrente se halla sometida a la jurisdicción laboral nacional, donde puede ejercer las restantes defensas procesales planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Díaz, Gustavo Leonel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49687/2017/1/RH1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Resolución equiparable a definitiva. Validez de la ley. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Toda vez que las cuestiones de competencia y aptitud jurisdiccional deben ser resueltas en forma previa, la decisión de la cámara que ordenó a un nuevo juez interviniente sustanciar prueba antes de emitir pronunciamiento sobre los planteos de invalidez de la norma resulta infundada.


    Maggi, Alejandra c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36806/2017/1/RH1, 09 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Toda vez que las cuestiones de competencia y aptitud jurisdiccional deben ser resueltas en forma previa, la decisión de la cámara que ordenó a un nuevo juez interviniente sustanciar prueba antes de emitir pronunciamiento sobre los planteos de invalidez de la norma resulta infundada.


    Flores, Eduardo Iván c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39873/2017/1/RH1, 09 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Toda vez que las cuestiones de competencia y aptitud jurisdiccional deben ser resueltas en forma previa, la decisión de la cámara que ordenó a un nuevo juez interviniente sustanciar prueba antes de emitir pronunciamiento sobre los planteos de invalidez de la norma resulta infundada.


    Gómez, Leandro Aníbal c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 46371/2017/1/RH1, 10 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Toda vez que las cuestiones de competencia y aptitud jurisdiccional deben ser resueltas en forma previa, la decisión de la cámara que ordenó a un nuevo juez interviniente sustanciar prueba antes de emitir pronunciamiento sobre los planteos de invalidez de la norma resulta infundada.


    López, Silvana Carmen c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60916/2017/1/RH1, 10 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Toda vez que las cuestiones de competencia y aptitud jurisdiccional deben ser resueltas en forma previa, la decisión de la cámara que ordenó a un nuevo juez interviniente sustanciar prueba antes de emitir pronunciamiento sobre los planteos de invalidez de la norma resulta infundada.


    Paniale, Miguel Antonio c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 59787/2017/1/RH1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Toda vez que las cuestiones de competencia y aptitud jurisdiccional deben ser resueltas en forma previa, la decisión de la cámara que ordenó a un nuevo juez interviniente sustanciar prueba antes de emitir pronunciamiento sobre los planteos de invalidez de la norma resulta infundada.


    Barreto, Marisa Adriana c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 30336/2017/1/RH1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Walicki, Diego Carlos e/ Copgo Ge Oil & Gas Argentina S.A. s/ Sumario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 960/2019/RH1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ley de contrato de trabajo. Indemnización tarifada. Interpretación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    Si bien los agravios que cuestionan el modo de extinción del vínculo laboral remiten al estudio de extremos fácticos y de derecho común, ajenos a la vía, cabe hacer excepción a ese principio cuando, como aquí, la sentencia no ha dado un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con los planteos de las partes y las constancias probatorias, y se apartó de la solución legal prevista para el caso, de manera tal que la decisión se funda en afirmaciones dogmáticas que le proveen un apoyo aparente. En tal sentido, la Corte tiene reiterado que la primera fuente de interpretación de las leyes es su letra y que, cuando ésta no exige un esfuerzo para determinar su sentido, debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso contempladas por la regla. Por lo que, la decisión del a quo, en cuanto concluyó que el vínculo laboral se extinguió por jubilación pues el empleador cursó la intimación prevista en el artículo 252 de la LCT antes que el actor notificara su incapacidad en los términos del artículo 212, párrafo cuarto, de la LCT, se apartó de la solución prevista por la normativa. Ello es así, toda vez que el artículo 252 del régimen referido, en la redacción vigente al momento del distracto disponía que una vez notificada la intimación a iniciar el trámite jubilatorio el empleador deberá mantener la relación de trabajo hasta que el trabajador obtenga el beneficio y por un plazo máximo de un año. Concedido el beneficio o vencido ese plazo el contrato de trabajo quedará extinguido sin obligación para el empleador del pago de la indemnización por antigüedad que prevean las leyes o estatutos profesionales. En consecuencia, incumbe descalificar la decisión recurrida con base en la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, por apartarse de la solución legal y, no constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias probadas de la causa, quedando demostrada la relación directa entre lo debatido y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas.


    Corvalán, José Daría c/ Intercordoba S.A. s/ Ordinario - Artículo 212 Ley de Contrato de Trabajo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1826/2017/RH1, 12 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Enfermedad profesional. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario fue bien denegado pues los agravios referidos a la valoración de la prueba pericial médica, la determinación de la incapacidad y el baremo utilizado a tales efectos remiten a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal que resultan materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En conclusión, la sentencia en crisis realizó una interpretación de las normas de derecho común aplicables y de las pruebas producidas en el presente que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Muñoz, Luis Esteban c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14461/2015/1/RH1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Actividad riesgosa. Relación de causalidad. Incapacidad laboral. Cuestiones de hecho y prueba. Reparación integral. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    El recurso fue bien denegado pues los agravios referidos a la acreditación del nexo causal entre la afección y la prestación de tareas, la cuantificación del daño y la atribución de responsabilidad derivada de una enfermedad profesional remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa, y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el caso, la cámara analizó las pericias médica y psicológica y las declaraciones testimoniales a la luz de la sana crítica y, sobre esa base, concluyó que las labores realizadas por el actor para la demandada constituyeron una actividad riesgosa que guarda relación de causalidad adecuada con el daño que padece. En cuanto al monto de condena, indicó que la reparación debe ser integral y plena por lo que debe tenerse en cuenta el valor de la vida humana en sus múltiples aspectos. En ese sentido, resaltó el porcentaje de incapacidad que padece el actor, la remuneración percibida, su corta edad y la imposibilidad de reinsertarse en el mercado laboral. En conclusión, el a quo realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto que amerite la apertura del recurso en virtud de la doctrina de arbitrariedad de sentencias.


    Dávila, Luís César c/ Arcángel Maggio S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49568/2009/1/RH1, 04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas C. 789, L. XLIII, “Carlos, Jorge y otros c/ LS 83 TV Canal 9 s/ Cobro de pesos”, Fallos: 335:1053; y L. 322, L. XLVI, “Llevara, Walter Abraham c/ Empresa Ferrocarril General Belgrano”.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, toda vez que, si bien las decisiones dictadas en la etapa de ejecución no revisten el carácter de definitivas a los fines del remedio previsto por el artículo 14 de la ley 48, son equiparables a tales cuando causan al apelante un gravamen de insusceptible reparación ulterior; máxime cuando se encuentra en juego la validez de normas de carácter federal. Corresponde hacer lugar a la queja interpuesta, declarar la procedencia del recurso extraordinario, dejar sin efecto la sentencia apelada y devolver las actuaciones al tribunal de procedencia, a fin de que se dicte una nueva conforme a lo expuesto.


    Ojeda, Ángel Alberto c/ E.F.A. Empresa Ferrocarriles Argentinos y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 56293/2011/1/RH1, 09 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Despido indirecto. Depósito previo. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. Por tanto, los agravios de los recurrentes sólo trasuntan una mera discrepancia con lo resuelto por el superior tribunal en cuanto a la procedencia del depósito previo y la extemporaneidad del planteo de inconstitucionalidad de la ley provincial 986. En este sentido, los aspectos vinculados a la determinación del monto de la condena, la oportunidad del planteo y la alegada incapacidad económica de las recurrentes para afrontar el depósito previo legalmente exigido, remiten al examen de aspectos de hecho, derecho común y procesal local, ajenos a la instancia extraordinaria. Por otra parte, el planteo subsidiario de inconstitucionalidad de la ley 986 de procedimiento laboral provincial, no puede ser atendido, ya que la sentencia que declara su extemporaneidad no luce irrazonable, sin que los argumentos de los recurrentes sean suficientes para sostener su arbitrariedad. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso, situación que conforme lo expuesto en los párrafos precedentes, no ocurre en el caso de autos.


    Aristoy Zapata, Natalia y otros c/ Radiodifusora Pampeana S.A. y otros s/ Despido indirecto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 668/2018/RH1, 08 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Monto de la indemnización. Reparación integral. Cuestiones de hecho y prueba. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Fundamento aparente. Afirmaciones dogmáticas.


    Lo concerniente a la reparación de los daños y perjuicios derivados de un accidente laboral, en tanto remite al estudio de cuestiones fácticas, de derecho procesal y común, constituye un tema propio de los jueces de la causa y ajenos a la instancia del art. 14 de la ley 48. Sin embargo, corresponde hacer excepción a tal principio, cuando el fallo carece de la fundamentación necesaria para la validez del acto jurisdiccional. Tiene dicho la Corte Suprema que corresponde dejar sin efecto la sentencia que se apartó del fallo del inferior infundadamente, sin hacerse cargo de las razones esgrimidas por aquél. A su vez, en el antecedente de Fallos: 327:4607, "Milone", la Corte sostuvo que debía evaluarse si la indemnización consagraba una reparación equitativa, esto es, una que resguarde el sentido reparador en concreto, al tiempo, que con cita de tratados sobre derechos humanos, aseveró que una reparación inadecuada mortifica el ámbito de libertad constitucionalmente protegido, resultante de la autonomía del sujeto alcanzado, usualmente el trabajador, y, en su caso, su familia, que experimenta una profunda reformulación de su proyecto de vida. En resumen, la sentencia en crisis, en cuanto disminuyó significativamente la cuantía del resarcimiento fijado por el juez de grado sin exponer los fundamentos que justifiquen una quita de esa magnitud, resulta arbitraria.


    W., Julio Cesar c/ Galeno A.R.T. S.A. (ex Mapfre A.R.T. S.A.) y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 53856/2010/1/RH1, 22 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente ley especial".


    Tossone, Oscar Alberto c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4083/2018/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    González, Jorge Daniel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24135/2017/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Peralta, Damián Alejandro c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35580/2017/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Vázquez Cuenca, Celia Manuel c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47113/2017/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Rossi, Jonathan Gastón c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47553/2017/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Oliver, Pablo Adrián c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente- Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 57481/2017/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Ruíz Díaz, Ángel Maximiliano c/ Omint A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60835/2017/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Gianella, Camila María c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 66640/2017/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente ley especial".


    Ziola, Eduardo Ezequiel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 69374/2017/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente ley especial".


    Vargas, Marisol c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 80235/2017/1/RH1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Comisiones médicas. Procedimiento administrativo. Inconstitucionalidad. Aplicación temporal de la ley. Agravio extemporáneo. Improcedencia del recurso. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente ley especial".


    Resulta improcedente el planteo basado en la inaplicabilidad temporal de las disposiciones de la ley 27.348 que rigen ese procedimiento administrativo pues esto no fue objeto de agravio ante la alzada. De allí que su postulación en el recurso bajo estudio constituye una reflexión tardía.


    Marcos, Carlos Fabricio c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 68531/2017/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaráz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Chaparro, Luis Roberto c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 61891/2017/1/RH1, 18 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Enfermedad profesional. Reparación integral. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 


    Los agravios carecen de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48 toda vez que, de acuerdo con la inveterada doctrina de la Corte, para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija critica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios. No fue rebatido el argumento utilizado por la cámara, quien ratificó la aplicación temporal del decreto 1278/2000, pero descartó el tope allí previsto por estimarlo inconstitucional, y fundó su decisión en las conclusiones de Fallos: 333:1361, "Ascua", donde la Corte declaró la inconstitucionalidad del tope a la indemnización tarifada previsto en el artículo 8, inciso a, segundo párrafo, de la ley 9.688 con base en que la modalidad indemnizatoria escogida por el legislador para cumplir con la protección del empleado frente a los daños derivados de infortunios laborales bajo un régimen tarifado, no puede válidamente dejar de satisfacer, al menos, la pérdida de ingresos o de capacidad de ganancia de la víctima; y que ello no acontece si la ley atiende, en principio, a esa pérdida por medio del cómputo de la reducción del salario de la víctima, más luego aplica un importe indemnizatorio máximo que desvirtúa los fines que la norma debía consagrar. Resulta infundado el argumento que alega una afectación al principio de congruencia, pues la recurrente afirma que la cámara declaró de oficio la invalidez constitucional del tope, sin que medie planteo de las partes y, en consecuencia, ese debate no debía integrar la litis. Por el contrario, la demandante planteó expresamente la inconstitucionalidad del tope en el escrito de inicio con fundamento en que estipula una reducción en su haber indemnizatorio que afecta su derecho de propiedad, de indemnidad y el derecho a una seguridad social integral e irrenunciable, el cual fue contestado por la demandada. En tales circunstancias, la declaración de inconstitucionalidad no fue oficiosa ni importó en el presente un apartamiento de los términos en que fue trabada la relación procesal. El recurso no formula, como es imprescindible, una crítica concreta y razonada a los fundamentos desarrollados por el a quo, circunstancia que conduce a declarar la deserción de la apelación.


    Romano, Valeria del Carmen c/ Prima S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36674/2009/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Habilitación de instancia. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Villalva, Héctor Daniel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 68052/2017/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidente in itinere. Habilitación de instancia. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En tales condiciones, la demandada no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Franco Jiménez, José Augusto c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44173/2017/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Martin, Matías Fernando c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 74316/2017/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Pedemonte, Leandro Ezequiel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 22890/2017/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Padilla, Eduardo (4) c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60810/2017/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente ley especial".


    Laureira, Anabella Rocío c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60860/2017/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, “Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial”.


    Terrones Soriano, Rosario del Pilar c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 72957/2017/1/RH1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Reclamo administrativo previo


    Recurso extraordinario. Queja por recurso denegado. Admisibilidad del recurso. Habilitación de instancia. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Revisión judicial. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART SA s/ Accidente - ley especial".


    Insfrán, Ramón Sebastián c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 74720/2017/1/RH1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja


    Despido. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    Acordada 4/2007. Acto jurisdiccional inválido.


    Los planteos basados en la arbitrariedad de la sentencia son procedentes ya que se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la contienda de acuerdo a los términos en que fue planteada, y, por tanto, el pronunciamiento no configura un acto judicial válido. En ese sentido, la Corte Suprema sostuvo que la falta de tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas suscita cuestión federal suficiente para su examen en la vía elegida, sobre todo si son conducentes para la correcta decisión del caso. Los agravios presentados en el recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, no fueron tratados por la cámara, que se limitó a conceptualizar, analizar y encuadrar las relaciones jurídicas desarrolladas entre el actor y los distintos codemandados. Ante ello, corresponde descalificar con respecto a este punto el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de arbitrariedad de sentencias, pues la cámara omitió pronunciarse sobre una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta decisión del caso.


    Di Federico, Darío Alejandro c/ Banco Santander Río S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25081/2014/1/RH1, 07 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Enfermedad accidente. Cuestión no federal. Determinación de la incapacidad. Baremo. Ingreso base mensual. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Suprema tiene reiteradamente dicho que, las resoluciones por las cuales los superiores tribunales provinciales deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. En tal sentido, la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el caso, las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de cuestiones ajenas a la instancia federal. En primer lugar, los agravios relativos a la determinación de la incapacidad y al baremo utilizado a tales efectos son cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, que resultan materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Si bien esa decisión fue apelada, el recurso de casación e inconstitucionalidad opuesto por la demandada no hizo mención alguna sobre el supuesto apartamiento del baremo previsto en el decreto 659/96. Por ello, la decisión de la corte provincial, en este punto, no luce arbitraria. Con respecto al agravio basado en la omisión de aplicar el artículo 12 de la L.R.T., la cuestión se vincula estrictamente con la determinación del ingreso base mensual para el cálculo de las prestaciones dinerarias. En tal sentido los argumentos presentados por la aseguradora remiten, en esencia, al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa, y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Máxime cuando la sentencia en estudio cuenta con motivaciones no federales suficientes que, la sustentan y permiten desestimar la tacha de arbitrariedad invocada. En ese contexto, la impugnación realizada en el recurso no alcanza para descalificar por arbitraria la sentencia apelada. Finalmente, en esta causa no se encuentra en discusión la doctrina de la Corte sobre los límites de cobertura del contrato de seguros, sino el alcance de las obligaciones que surgen del propio contrato y su relación con la cuantificación del daño, extremos abordados y suficientemente fundados en la sentencia.


    O., Jorge Antonio c/ Asociart S.A. A.R.T. s/ Enfermedad accidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 803/2018/RH1, 10 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Queja por recurso denegado. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial".


    Arp, Sandra Susana c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 80297/2017/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/201811/RH1, "Pogonza, Jonathan Jesús cl Galeno ART SA s/ Accidente - ley especial".


    El planteo basado en la inaplicabilidad temporal de las disposiciones de la ley 27.348 que rigen ese procedimiento administrativo resulta improcedente pues se trata de una cuestión de derecho común y procesal ajena a la instancia federal y propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. Si bien el accidente de trabajo que habría sufrido el actor ocurrió con anterioridad a la sanción de la norma, la demanda fue presentada luego de su entrada en vigencia, por lo que, dado su carácter procesal, resulta de aplicación inmediata al presente.


    Arce, Marcelo Gabriel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4091/2018/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Modificación de la competencia. Comisiones médicas. Ley sobre riesgos del trabajo. Cámara de apelaciones. Sentencia ultra petita. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina reiterada de la Corte Suprema que la circunstancia de que los agravios remitan a aspectos fácticos y de índole procesal no resulta óbice decisivo para habilitar el recurso extraordinario cuando la cámara se excedió de la jurisdicción conferida por el recurso de apelación, limite que tiene jerarquía constitucional en cuanto implica la afectación del principio de congruencia y, consecuentemente, de las garantías de defensa y debido proceso. Si bien la normativa ritual autoriza a los jueces federales con sede en las provincias a declinar la competencia en cualquier estado del proceso -artículo 352, in fine, del CPCCN-, el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio en supuestos como el examinado y constituye un exceso de rigor formal, dado que sin perjuicio del orden público implicado en las reglas que regulan la competencia, igual tenor revisten las tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. En este sentido, corresponde remarcar que la oportunidad de los tribunales de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede verificarse al inicio de la acción o al resolver una excepción de tal índole. Asiste razón al recurrente en cuanto indica que la sentencia en crisis vulneró el principio de congruencia ya que se pronunció sobre una cuestión que no fue objeto de análisis en la sentencia de primera instancia y no se encuentra controvertida por las partes. En efecto, el a quo debía pronunciarse sobre los agravios basados en que debía aplicarse el procedimiento previsto en la ley 18.345 por sobre lo dispuesto en el CPCCN y, sobre esa base, determinar si correspondía confirmar o dejar sin efecto la declaración de caducidad de instancia. Ello no fue analizado por la cámara a raíz de la declaración oficiosa de incompetencia, que, resulta extemporánea. Por las razones expuestas, ante el exceso de jurisdicción en el que incurrió la cámara y la declaración extemporánea de incompetencia, la sentencia debe ser descalificada sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Lima, Arnaldo Rubén c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Recurso de apelación Ley 24.557


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22093981/2011/CS1, 19 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Las decisiones de la cámara que otorgaron carácter suspensivo al recurso presentado y rechazaron el recurso interpuesto por el ministerio no constituyen sentencias definitivas o equiparables a tal en los términos del artículo 14 de la ley 48. La Corte Suprema afirma que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Ello así pues la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la del poder de juzgar. Además, esa Corte sostiene que para instar el ejercicio de su jurisdicción, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse.


    Central de los Trabajadores Argentinos Autónoma c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y otros s/ Ley de asociaciones sindicales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36528/2018/1/RH1, 13 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Despido sin causa. Ley de contrato de trabajo. Interpretación y aplicación de la ley. Control de razonabilidad. Concesión parcial del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón al recurrente en cuanto, el artículo 245 de la LCT, en lo que aquí interesa, establece: “En los casos de despido dispuesto por el empleador sin justa causa, habiendo o no mediado preaviso, éste deberá abonar al trabajador una indemnización equivalente a un (1) mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de tres (3) meses, tomando como base la mejor remuneración mensual, normal y habitual devengada durante el último año o durante el tiempo de prestación de servicios si éste fuera menor. Dicha base no podrá exceder el equivalente de tres (3) veces el importe mensual de la suma que resulte del promedio de todas las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable al trabajador, al momento del despido, por la jornada legal o convencional, excluida la antigüedad. Al Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social le corresponderá fijar y publicar el promedio resultante, juntamente con las escalas salariales de cada Convenio Colectivo de Trabajo. Para aquellos trabajadores excluidos del convenio colectivo de trabajo el tope establecido en el párrafo anterior será el del convenio aplicable al establecimiento donde preste servicios o al convenio más favorable, en el caso de que hubiera más de uno”. Al respecto, si bien en Fallos: 320:2665, '”Villareal”; 322:995; “Mastroiani”, entre otros, la Corte revocó las declaraciones de inconstitucionalidad sobre el tope en cuestión con base en que este no resulta irrazonable ni vulnera la protección contra el despido arbitrario, luego, en Fallos: 327:3677, “Vizzoti”, declaró su invalidez y fijó parámetros cuantitativos para determinar en qué supuestos su aplicación podría provocar una afectación al principio protectorio y al derecho de propiedad del trabajador. En ese sentido, la Corte sostuvo que no resulta razonable, justo ni equitativo, que la base salarial prevista en el primer párrafo del citado artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, vale decir, la mejor remuneración mensual normal y habitual percibida durante el último año o durante el tiempo de prestación de servicios si éste fuera menor, pueda verse reducida en más de un 33%, por imperio de su segundo y tercer párrafos. Agregó que esta pauta, por cierto, recuerda conocida jurisprudencia de la Corte, relativa a que la confiscatoriedad se produce cuando la presión fiscal excede el señalado porcentaje. Permitir que el importe del salario devengado regularmente por el trabajador resulte disminuido en más de un tercio, a los fines de determinar la indemnización por despido sin justa causa, significaría consentir un instituto jurídico que termina incumpliendo con el deber inexcusable enunciado en el citado artículo 14 bis, acerca de que el trabajo gozará de la protección de las leyes, y que éstas asegurarán al trabajador protección contra el despido arbitrario y condiciones equitativas de labor. Significaría, asimismo, un olvido del citado artículo 28 de la Constitución Nacional.


    Sosa, Fernando Pablo c/ Mondelez Argentina S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19268/2015/CS1-CA1, 30 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Accidentes de trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que la resolución apelada no deniega el fuero federal y tampoco coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. La actora no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Alarcón, Jonathan David c/ Federación Patronal de Seguros S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64808/2017/CS1, 17 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Despido discriminatorio. Reinstalación en el puesto de trabajo. Interpretación de leyes federales. Igualdad ante la ley. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario fue bien concedido ya que se halla en juego el alcance y la interpretación de una norma federal y la decisión ha sido contraria a la pretensión que la recurrente funda en ella. Además, los agravios referidos a la valoración de determinados extremos fácticos y probatorios de la causa se presentan inescindiblemente unidos a tal cuestión interpretativa, por lo que corresponde que se examine en forma conjunta con la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio. En el caso "Álvarez", la Corte Suprema señaló que la ley 23.592, reglamentaria de principios arquitectónicos del orden jurídico constitucional, la igualdad y la prohibición de toda discriminación, es aplicable a las relaciones laborales, máxime considerando que el vínculo laboral supone una desigualdad entre las partes. A fin de implementar eficazmente la tutela antidiscriminatoria y en atención a las serias dificultades probatorias que enfrentan las presuntas víctimas, la Corte Suprema estableció reglas de prueba aplicables a los casos de discriminación en el ámbito laboral. En este sentido, dispuso que para la parte que invoca un acto discriminatorio es suficiente con la acreditación de los hechos que, prima facie evaluados, resulten idóneos para inducir su existencia, caso en el cual corresponderá al demandado, a quien se reprocha la comisión del trato impugnado, la prueba de que éste tuvo como causa un motivo objetivo y razonable ajeno a toda discriminación. Luego, en la causa registrada en Fallos: 341:1106, "Varela", señaló que ese estándar probatorio es aplicable cuando se discute si ha existido un despido motivado por razones sindicales en los términos de la ley 23.5510 fundado en una opinión gremial en los términos de la ley 23.592. Consideró que quien alega la existencia de un motivo discriminatorio debe mostrar verosímilmente que estaba llevando a cabo una actividad protegida por las normas invocadas. Cumplida esa carga, el empleador debe demostrar, en el caso del despido incausado, que el trato dispensado al trabajador no obedeció al motivo discriminatorio reprochado y, en el caso del despido con causa, que la injuria invocada razonablemente se ha configurado. Tal como razonó el a quo, esos estándares probatorios son aplicables en la presente causa. En efecto, esas reglas son el modo de efectivizar la tutela antidiscriminatoria en el ámbito laboral. Con respecto a la reinstalación en el puesto de trabajo, cabe recordar que la Corte Suprema puntualizó en el citado caso "Álvarez" que la ley 23.592 ha tendido a conjurar un particular modo de menoscabo del pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional: el acto discriminatorio. Esa Corte apuntó que la ley impone la obligación de dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su realización y reparar el daño moral y material ocasionados y que ello constituye una reacción legal proporcionada a tamaña agresión pues, y sobre ello cabe poner el acento, el acto discriminatorio ofende nada menos que el fundamento definitivo de los derechos humanos: la dignidad de la persona. En ese precedente, expresó que no hay incompatibilidad alguna entre la reinstalación del trabajador víctima de un distracto discriminatorio y el derecho a contratar y ejercer toda industria lícita del artículo 14 de la Constitución Nacional. La reinstalación, por lo demás, guarda singular coherencia con los principios que rigen a las instancias jurisdiccionales internacionales en materia de derechos humanos, tendientes a la plena reparación (restitutio in integrum) de los daños irrogados por un despido. Agregó que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos enuncia, con carácter autónomo, que todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley, también requiere, por vía de su artículo 2.3, que los Estados Partes otorguen una reparación a las personas que han visto violados sus derechos, la cual puede materializarse por vía de la restitución. El objetivo primario de las reparaciones en materia de derechos humanos debería ser la rectificación o restitución en lugar de la compensación; esta última solo proporciona a la víctima algo equivalente a lo que fue perdido, mientras que las primeras reponen precisamente lo que le fue sacado o quitado. En ese sentido, remarcó que el intercambio de violaciones de derechos humanos con dinero, además, entraña un conflicto con el carácter inalienable de aquéllos, aun cuando no puede ser descartado cuando la pérdida ha ocurrido y es irreparable. Finalmente, la Corte Suprema resaltó que la Comisión de Expertos en Convenios y Recomendaciones de la OIT, en su estudio general “Igualdad en el empleo y la ocupación”, que guarda relación directa con el ya citado Convenio 111 de la OIT, advirtió que la prohibición de discriminaciones injustificadas con respecto a la ley se traduce en una mayor protección a las personas por parte de los tribunales y por el establecimiento de sanciones de diversa naturaleza. El papel de los tribunales y de la jurisprudencia ha sido muy a menudo considerable para determinar los derechos individuales. Aclaró, entonces, que las sanciones habían adoptado distintas formas, entre otras, la reintegración en la empresa. Cabe agregar a lo dicho por la Corte Suprema, que el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que goza de jerarquía constitucional conforme al artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional, prevé que la reinstalación en el puesto de trabajo es un remedio posible ante un despido arbitrario. En tal sentido, establece que en casos de despido injustificado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la readmisión en el empleo o a cualesquiera otra prestación prevista por la legislación nacional. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos resaltó que es obligación del Estado en caso de despido injustificado, remediar la situación. Por último, los planteos que cuestionan la reparación de los daños y perjuicios causados por el acto discriminatorio resultan ajenos a la cuestión federal, y la sentencia cuenta al respecto con fundamentos de derecho común que bastan para sustentarla, por lo que no corresponde su revisión en esta instancia.


    Unión de Obreros y Empleados Tintoreros, Sombrereros y Lavaderos de la República Argentina y otros c/ Ignoto, Eduardo Jorge y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 51886/2012/CS1-CA1, 09 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Penal


    Contienda negativa de competencia


    Infracciones de tránsito. Multa fotográfica. Competencia provincial. 


    Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: C., Lorena Paola


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 66979/2017/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    En primer lugar, cabe poner de resalto que es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Dada la estrecha vinculación que existe entre las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal y la falsificación de la cédula de identificación del automotor, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso deberá ser la justicia federal de la sección en la que se presentó la documentación registral falsa ante un Registro de la Propiedad Automotor. Por otra parte, corresponde a la Oficina Judicial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la adquisición del vehículo y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2243/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Trata de personas. Extranjeros. Competencia federal. 


    El caso debe resolverse según el criterio establecido en los fallos de las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y Comp. 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


    No debe pasarse por alto, la estrecha vinculación que existe entre el delito de trata de personas y los relacionados con la facilitación, promoción y explotación de la prostitución ajena (artículos 125 bis, 126, 127 del Código Penal y artículo 17 de la ley 12.331); y que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos e, incluso, un traslado rotativo en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal, por lo que resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime.


    V. Q., A. y otro s/ Infracción Ley 26.364


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 61064/2017/14/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia federal. 


    Las circunstancias de las que dan cuenta las declaraciones de los denunciantes sumadas a los datos que surgen de las constancias aportadas por la AFIP brindan verosimilitud a la hipótesis acusatoria según la cual las estafas habrían sido ejecutadas mediante el uso de documentos ideológicamente falsos obtenidos con la presentación de información apócrifa ante agencias del organismo federal, lo que les habría permitido a los imputados simular una capacidad económica que no tenían. En tales condiciones, no es posible descartar que el fraude investigado no haya involucrado también la obstrucción del normal desenvolvimiento de una agencia del Estado Nacional o menoscabado el buen servicio de sus empleados, cuya pesquisa en definitiva atañe a la justicia de excepción. Por lo tanto, habida cuenta de que también surge de las constancias aportadas por la AFIP que las inscripciones cuestionadas habrían sido tramitadas ante una agencia regional de la provincia de Córdoba, corresponde que el fuero federal de esa sección asuma su jurisdicción.


    B., Elizabeth y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54451/2017/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. AFIP. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que la documentación presuntamente falsa habría sido presentada ante la AFIP, produciéndose allí la afectación de intereses federales por la obstrucción de ese organismo nacional, corresponde a la justicia federal.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17289/2018/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Delitos contra la Administración Pública. Lavado de activos. Inhibitoria. 


    La Corte tiene establecido que a partir de la sanción de la ley n° 26.683, la figura de lavado de dinero ya no es tratada como un encubrimiento calificado en perjuicio de la administración pública, sino como un delito autónomo contra el sistema financiero nacional que el Estado Nacional se comprometió a combatir en acuerdos internacionales, por lo que, en síntesis, se trata de un delito que transgrede "las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofenden la soberanía y la seguridad de la Nación o tiendan a la defraudación de sus rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados". Por lo tanto, las conductas que por su forma de ejecución, los medios utilizados, su relativa complejidad y demás circunstancias aparecen prima facie capaces de lesionar de manera autónoma los bienes jurídicos que protege el artículo 303 del Código Penal, suscitan la competencia de la justicia de excepción. Por otra parte, atento que los involucrados en el blanqueo fueron al mismo tiempo acusados por el delito precedente señalado como origen de los bienes, la competencia federal también debe declararse a su respecto de acuerdo con el criterio de la Corte sostenido en Fallos: 261:215, 271:60, 328:4218, entre otros, pues se trata de maniobras intrincadas que requieren un examen integral y la resolución de las cuestiones jurídicas acerca de las posibles formas de concurrencia de las figuras penales aplicables desaconseja una alteración de la actual continencia de la causa. En consecuencia, la Corte debe desestimar la inhibitoria requerida por el Juzgado de Garantías de Resistencia, provincia del Chaco.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.769


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2149/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Unificación de penas. Competencia federal. 


    Ha sostenido la Corte que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones (Fallos: 212:403 y 311:744) Y que, cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, al no haber procedido el tribunal provincial de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora a la justicia nacional -por haber impuesto la pena mayor- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


    B. P., Elizabeth Cristina s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2506/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Usurpación de títulos u honores. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho que los sujetos titulares del privilegio conferido por el artículo 117 de la Constitución Nacional, en cuanto a la competencia originaria de la Corte, son tan sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera status diplomático, en los términos del artículo 1°, inciso e), de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas.


    T., Elisa s/ Usurpación de título


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1613/2019/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Espectáculos deportivos. Competencia provincial. 


    A partir de la sanción de la ley 25.886 tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria.


    Q., Mario Agustín s/ Infracción Artículo 189 bis apartado (2) 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2457/2018/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Delitos contra el honor


    Falta de fundamentación autónoma. Debido proceso. Cuestión de derecho común. Libertad de prensa. Libertad de expresión. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. 


    Es doctrina del Tribunal que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, y que cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. El agravio se vincula a la interpretación de una norma de derecho común. Al respecto, la Corte ha establecido que si la crítica se circunscribe a discutir la inteligencia asignada a una norma de derecho común y su adecuación al caso, dichos aspectos, por regla, constituyen facultades propias de los jueces de la causa y resultan ajenas, por ende, al recurso extraordinario, pues éste no constituye una tercera instancia en materia de derecho común, ni cubre las discrepancias del apelante con la interpretación que de sus normas efectúan los tribunales competentes, salvo arbitrariedad o inconstitucionalidad. La arbitrariedad, en estos casos, asume la forma de un manifiesto apartamiento del marco normativo fijado por el legislador, extremo que no se da en el sub lite, porque la cuestionada es una interpretación posible de la norma de derecho común en juego, y que descarta la referida tacha. En otros términos, el fallo no propone una exégesis irrazonable de la ley aplicada que la desvirtúa ni conduce a un apartamiento inequívoco de la finalidad perseguida mediante su sanción. En ese sentido, el artículo 117 citado establece una excusa absolutoria, fundada en el arrepentimiento activo, que procura la reparación del honor, motivo por el cual no parece irrazonable que la publicidad de la retractación que conlleva la extinción de la acción penal se vincule a la forma en que se profirió la ofensa. Esto es sin perjuicio del criterio adoptado en Fallos: 306:1433, por cuanto la interpretación entonces efectuada por el Tribunal fue en ejercicio de su competencia originaria y en una materia no federal, y no excluye necesariamente -sin que ello vaya en desmedro de la autoridad de su pronunciamiento- otras exégesis posibles respecto de la cuestión por parte de los jueces de la causa, quienes no tienen el deber de conformar sus decisiones con precedentes de esta naturaleza. Con relación a que la publicación ordenada en los términos del artículo 114 del código de fondo debió limitarse a la prensa y no extenderse a la televisión, que también propagó la ofensa, observo que, además de insistir en que se trata de una norma de derecho común, en las condiciones del caso, la interpretación del juez no puede ser descalificada por arbitraria. En el punto y respecto de la exégesis del concepto "prensa", cabe indicar que al examinar el alcance de la garantía constitucional que ampara la libertad de expresarse por la prensa sin censura previa el Tribunal sostuvo que cubre a las manifestaciones vertidas a través de la radio y la televisión, en tanto éstas constituyen medios aptos para la difusión de las ideas. En esa misma dirección, el artículo 13, inciso 1°, de Convención Americana sobre Derechos Humanos, luego de consagrar que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, establece que ese derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente por escrito o en forma impresa o artística o cualquier otro procedimiento de su elección. Tampoco puede prosperar el planteo sobre la inaplicabilidad del artículo 114 del Código Penal en el ámbito de esta ciudad en razón de lo establecido por el artículo 32 de la Constitución Nacional. Cabe recordar que el Tribunal sostuvo en Fallos: 278:62 que el Congreso dicta leyes federales y de derecho común, lo cual asegura la uniformidad de las instituciones sustantivas o de fondo, que son aplicadas -respectivamente- por los tribunales federales o por éstos o los provinciales según que las cosas o las personas caigan en una u otra jurisdicción; y precisó que el objetivo del artículo 32 era evitar que el tema de la libertad de imprenta fuera regido por leyes federales y, en consecuencia, sometido de modo exclusivo a la jurisdicción de los tribunales de esa índole, pero no derogar las reglas sobre jurisdicción federal ni las que fijan la competencia por razón de las personas, de suerte que los delitos cometidos por medio de la prensa deben ser juzgados por los tribunales nacionales o por los provinciales según las circunstancias particulares que determinan la competencia. Agregó en ese precedente, que ni el artículo 32 ni ninguna otra norma constitucional son obstáculo para que los tribunales de provincia apliquen el Código Penal, dentro de sus respectivas jurisdicciones, cuando el medio empleado para cometer un delito es la prensa. Así definido el alcance de esa norma constitucional, los términos de la pretensión de la defensa no resultan admisibles por carecer el requisito de relación directa. Cabe agregar -por lo demás- que en el sub lite, las manifestaciones ofensivas proferidas por el querellado determinaron la competencia federal respecto de los delitos comunes de calumnias e injurias, por su carácter de funcionario público. Tampoco puede prosperar el agravio relativo a que la querella no solicitó expresamente la publicación y el juez la ordenó de oficio. El querellado se retractó y ofreció publicar la retractación en un periódico, y esa circunstancia hace aplicable el criterio de la Corte en cuanto a que nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz. A ello debe añadirse que en el escrito del querellante, por el cual postuló el rechazo de la retractación, le solicitó al juez que, en subsidio y de tenerla por válida, le ordenara al querellado que la publicara en los mismos medios y de idéntica forma (esto es ubicación y tamaño en los medios gráficos) que las publicaciones agraviantes (punto d). La solicitud se fundamentó en una norma aplicable de derecho común y fue concedida con igual base legal según la atendible interpretación efectuada por el juez, respecto de la cual no se han aportado -ni se advierten- razones para descalificarla por arbitraria. La eventual imposibilidad material del querellado de cumplir con la publicación ordenada por falta de recursos económicos fue alegada por su defensor particular, sin acreditarla de modo alguno. Por último, se cuestionó la imposición de costas por cuanto no existió una parte "vencida" y se omitió considerar que tuvo razón plausible para litigar. El artículo 425 del código procesal prescribe que si el querellado por delito contra el honor se retractare, las costas quedarán a su cargo y el artículo 531 prevé que el tribunal podrá eximir a la parte vencida total o parcialmente, cuando hubiera tenido razón plausible para litigar. La parte no ha demostrado las circunstancias que justificarían el apartamiento de la regla y tampoco concurren las razones contempladas por la Corte. en Fallos: 339:1691 para la exención -total o parcial- de las costas. En tales condiciones, la apelación federal intentada resulta improcedente, pues los agravios remiten a cuestiones de hecho y prueba, y a la inteligencia de normas de derecho común y procesal, que sólo trasuntan -como lo juzgó el a quo- la discrepancia del recurrente con la solución dada que, al margen de su acierto o error, tiene fundamentos suficientes de derecho no federal que bastan para sustentar el pronunciamiento como acto judicial válido, sin que el objeto del recurso de normas de derecho común y procesal, que sólo trasuntan -como lo juzgó el a quo- la discrepancia del recurrente con la solución dada que, al margen de su acierto o error, tiene fundamentos suficientes de derecho no federal que bastan para sustentar el pronunciamiento como acto judicial válido, sin que el objeto del recurso extraordinario sea abrir una nueva instancia para corregir sentencias equivocadas o que se estimen tales, según las diferencias de los apelantes can la interpretación que de cuestiones no federales efectuaron los jueces del litigio.


    S., Juan Pablo s/ Calumnias e injurias


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1724/2014/3/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Extinción de la acción penal


    Sobreseimiento. Pena. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien la Corte tiene dicho que los temas vinculados a la admisibilidad de los recursos locales resultan ajenos a esta instancia extraordinaria, por revestir carácter netamente procesal, ha reconocido la excepción posible a esa regla cuando lo resuelto constituye un supuesto de arbitrariedad, pues esa doctrina procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Es lo que ha ocurrido en el sub examine. En efecto, aunque el a quo sostuvo que aquel límite cuantitativo y la ausencia de cuestión federal obstaban a la procedencia de la impugnación del fiscal contra el sobreseimiento de los imputados por extinción de la acción penal, un agravio de ese carácter se encontraba implícito en el planteo que formularon oportunamente los representantes de ese Ministerio Público. Según la resolución del Tribunal de Impugnación, los fiscales disintieron con la interpretación que la juez de primera instancia hizo respecto del artículo 56 de la Ley Orgánica de la Justicia Penal, en el sentido de que establecería una causal de extinción de la acción penal por el transcurso del tiempo para las causas que estuvieran en trámite al momento de entrada en vigencia del nuevo código procesal penal provincial, fijando así un plazo de prescripción distinto al previsto en el Código Penal. Tal objeción, tenía un estrecho vínculo con la que formuló la parte querellante en su impugnación, en cuanto sostuvo que las legislaturas provinciales no se encuentran habilitadas para establecer en sus ordenamientos una causa de extinción de la acción penal por el agotamiento de un plazo procesal, pues se trata de materia de derecho común y el Congreso Nacional es la autoridad competente para legislar en ella conforme la atribución del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. El fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del proceso y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.


    Banco Provincia s/ Denuncia (T.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18/2017/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Extradición


    Nulidad procesal. Prescripción. Ministerio Público. Intervención del Ministerio Público. Calidad de parte. 


    Corresponde hacer referencia que en los precedentes de Fallos: 327:304, considerando 8°, 329: 1425, considerando 3°, 329:5871, considerando 4°,331:2363, considerando 3°, y 334: 1920, que llegaron a esta instancia por vía del recurso ordinario de apelación, la Corte reiteró que sólo "una vez superada la etapa de juicio el ordenamiento legal habilita a la autoridad judicial a pronunciarse acerca de la procedencia o improcedencia del pedido de extradición"; y que en esos casos -referidos al igual que el sub judice a rechazos de extradición dictados con inobservancia del trámite que la rige- resolvió revocar lo prematuramente resuelto y encomendar al juez de la causa que ajuste estrictamente su proceder al marco legal aplicable. Por esta razón, las actuaciones podrían regresar al tribunal que intervino en la sustanciación del trámite de extradición a fin de que las partes puedan ofrecer su parecer respecto de la información acompañada al pedido de colaboración transnacional y ejercer plenamente sus facultades en un contradictorio con arreglo al procedimiento específico. Sin embargo, conforme la Corte lo señalara en el precedente "Bongiovanni" (Fallos: 322:486), la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma. En las condiciones del caso, no se observan gravamen alguno que -a esta altura, como se verá- amerite tal sanción, con la consecuente e innecesaria dilación del fin del procedimiento que ello traería aparejado. En coincidencia con lo expuesto por la juez federal, los hechos objeto de requisitoria internacional, se encuentran prescriptos de acuerdo a la legislación del país solicitante (artículo 11 a de la ley 24767, que rige el presente trámite en ausencia de un tratado internacional que vincule a ambas potencias). Esta regla impide valorar la causal de interrupción alegada por el fiscal recurrente. Así, se ruegan las extradiciones por los delitos de estafa ocasionando especialmente un gran perjuicio -para el que se prevé una pena de dos a ocho años de privación de la libertad (artículo 318.6 del Código Penal húngaro )-, falsificación de documento privado -para el que se prevé una pena de hasta un año de privación de la libertad (artículo 276, idem)-, falsificación de documento público -para el que se prevé una pena de hasta tres años de privación de la libertad (artículo 274.l.b, idem)- y blanqueo de dinero -para el que se prevé una pena de hasta cinco años de privación de libertad en el tipo simple y de ocho años en el supuesto agravado (artículo 303, idem). Además, esa ley sustantiva contempla que "el delito prescribe a los veinte años en el caso de un delito que también puede ser penado con cadena perpetua, y el tiempo correspondiente al límite superior de la pena, pero por lo menos después de haber transcurrido tres años, en el caso de otro delito"; y agrega que "la prescripción es interrumpida por la acción procesal desarrollada por las autoridades actuantes en las causas penales contra el autor por motivo del delito" (artículos 33.1 y 35.1).


    B., Karoly y otro s/ Extradición


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 11006686/2010/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema. Exteriorización de capitales. Cooperación internacional. Tratados internacionales. Mantenimiento del recurso. 


    En cuanto a los fundamentos de la impugnación propiamente dicha, la Corte estableció que sólo "una vez superada la etapa de juicio ... el ordenamiento legal... habilita a la autoridad judicial a pronunciarse acerca de la procedencia o improcedencia del pedido de extradición"; y que en esos casos, resolvió revocar lo prematuramente resuelto y encomendar al juez de la causa que ajuste estrictamente su proceder al marco legal aplicable. La circunstancia de la temporalidad no puede ocasionar per se el rechazo de la extradición, toda vez que los términos que se imponen a la potencia extranjera para el cumplimiento de los requerimientos gravitan sólo para salvaguardar el derecho del extraditable a su libertad personal en el transcurso del proceso, pero no afectan la completividad del pedido internacional, ni la intempestividad se encuentra contemplada en la ley como causal de denegación de la entreayuda. El artículo 31 de la ley 24767 en que se ha fundado el a quo, no prevé para esa etapa procesal la consecuencia que ha interpretado el sentenciante, ni impediría la formulación de una nueva solicitud. Tiene dicho la Corte que: "la resolución denegatoria no impide que se reabra la instancia con nuevos documentos y nuevas pruebas, si el rechazo se ha fundado en el defecto o insuficiencia de las piezas presentadas o de los recaudos legales exigibles". Si bien esa doctrina fue establecida en casos que se regían por tratados de extradición o por el anterior régimen de la ley 1612, ha sido expresamente reafirmada por la Corte en casos donde, al igual que en el sub judice y ante la ausencia de tratado, se aplicó la ley 24767. Cabe añadir que lo así postulado, se encuentra en sintonía con el espíritu que inspira los principios de cooperación internacional contenidos en el artículo 16 del Convenio de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional. Ese mismo ideal de favorecer la colaboración entre las naciones es el que guía las disposiciones de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, cuando reza que: "todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe", aclarando que "una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado". La Corte señaló "la conveniencia de que, en lo sucesivo, en la sustanciación de apelaciones ordinarias interpuestas por el Ministerio Público Fiscal en el traslado para fundar el recurso, se explicite que se formula por diez días, bajo apercibimiento de tenerlo por no presentado, en el marco de lo dispuesto por el artículo 280, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación".


    B. R., Luis Abraham Benito s/ Extradición


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 71023/2018/CS1, 16 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Estado requirente. Calificación legal. Malversación de caudales públicos. Prescripción de la acción penal. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. 


    El recurso ordinario interpuesto, no cumple con la exigencia establecida por el artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuerpo legal que la Corte ha declarado de aplicación a la especie, ya que el agravio que se intenta hacer valer constituye una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y particularmente en el debate, y que fue considerado por el a quo de forma ajustada al Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal con el Reino de España y de forma supletoria, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal 24.767, limitándose la parte a insistir en su planteamiento, lo que determinaría, sin más, su rechazo. La Corte sostiene que, la configuración de la exigencia de “doble subsunción”, no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan el requerimiento de extradición, pues lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal. De conformidad con inveterada doctrina de la Corte, los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente. No obstante, a fin de determinar si el hecho es subsumible en algún tipo penal conminado con una pena, debe confrontarse su descripción con el ordenamiento penal argentino, sin que para esta constatación el juez de la extradición esté afectado por el nomen iuris del delito. Ello se debe a que la tarea de subsunción en la legislación nacional presenta ciertas características peculiares, específicas de la naturaleza del proceso de extradición. En efecto, la doble sub sunción no se realiza en un mismo plano, pues mientras el examen de la adecuación a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que ese país pretende probar, el examen de su adecuación a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo su ley. Es decir, "mientras que para el país requirente la existencia del hecho es hipotética, para el país requerido lo hipotético es que el hecho caiga bajo su jurisdicción". Así, lo que corresponde verificar por parte de la jurisdicción requerida es solamente si los hechos, tal cual están relatados, son tipificables en alguna o algunas de las figuras de nuestro ordenamiento penal. Los hechos que se le adjudican al imputado, fueron encuadrados por el tribunal del país requirente en el delito continuado de malversación de caudales públicos, previsto por el artículo 432, inciso 2°, del Código Penal español en relación con el artículo 74 del mismo cuerpo legal. En primer término, el agravio en cuanto a que los hechos definidos en la solicitud de extradición no encuadran en la previsión normativa del artículo 261 del Código Penal, desde que los fondos cuya sustracción se atribuye al requerido no estaban bajo su administración o custodia, ni fueron percibidos en razón de su cargo, correspondiendo encuadrarlos en el tipo penal previsto en el artículo 174, inciso 5°, del mismo cuerpo legal. Las razones esgrimidas a tal fin tienen sustento en un punto de partida erróneo que, aplicado al trámite de extradición, afecta la estructura del agravio. Ello así pues, al momento de resolver en "Larrain Cruz", la Corte examinó cómo opera el principio de doble incriminación en supuestos en que los tipos penales se integran con elementos normativos. Allí sostuvo que "...mientras que por lo general el país requerido no tiene impedimento alguno para confrontar los hechos imputados con su propia ley penal, la dificultad aparece cuando se trata de calificar un aspecto del hecho con arreglo a un elemento normativo del tipo. El elemento normativo del tipo introduce una valoración o calificación jurídica respecto de elementos descriptivos que no la tenían, y se vincula íntimamente con el resto del ordenamiento jurídico al cual pertenece. En este sentido, en muchos casos es imposible formular estrictamente la subsunción de un hecho bajo la ley del país requerido, como si este hecho cayese bajo su jurisdicción, porque en verdad ese hecho no ha recaído, ni recaerá bajo su jurisdicción. Cuando se trata de elementos valorativos la sub sunción en concreto es imposible, sólo es posible la comparación en abstracto de los elementos normativos que contienen las leyes penales del país requirente y del requerido. Si existe una correspondencia abstracta habrá que tener por cumplida la doble incriminación". Desde esa perspectiva, la defensa no pone en tela de juicio el principio de doble incriminación pues no niega la equivalencia entre el invocado artículo 432 del Código Penal español y el artículo 261 del Código Penal argentino; sino tan solo se limita a cuestionar el carácter de fondos públicos de las sumas de dinero comprometidas en los hechos, y la falta del deber de custodia de su asistido con relación a esos fondos, cuestiones éstas que se vinculan al juicio de responsabilidad y, por tanto, resultan impropias al análisis que debe efectuarse en un trámite de extradición porque, éste no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelve el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido en los hechos que dan lugar al reclamo. La calidad de funcionario del imputado está fuera de discusión; y la pretensión que se analiza conduce a intentar establecer aquí su grado de intervención en los hechos por los que se lo reclama. Además de tratarse de determinar el concepto y alcance que los fondos de aquella naturaleza y el rol de funcionario público tienen según el derecho del Estado requirente, aspectos que configuran elementos normativos en cuya diferente definición no puede fundarse el rechazo de la entre ayuda pues no afecta la regla de doble incriminación, el esclarecimiento de la vinculación del extraditurus con esas maniobras excede el objeto de este proceso. En efecto, su asistencia letrada intenta de ese modo ingresar a esas cuestiones de hecho y prueba que resultan ajenas a este tipo de trámite, por tratarse de valoraciones sustanciales que exceden los términos del tratado aplicable y la naturaleza del juicio de extradición y deben ser planteadas ante las autoridades del país requirente, que son las que poseen la competencia para decidir a su respecto, además de importar una indebida descalificación e intromisión en el procedimiento extranjero, con potencial menoscabo de las buenas relaciones bilaterales entre los Estados. Lo hasta aquí considerado, determina la improcedencia de este aspecto del planteo. En orden a la vigencia de la acción penal, el temperamento del a quo se aparta sin expresión de fundamentos del específico criterio que la corte ha fijado sobre esa materia en procesos de esta naturaleza. En efecto, al resolver en Fallos: 323:3699, considerandos 7° y 8°; 336:287, considerando 11; como así también al pronunciarse la causa "Fabbrocino", con remisión al dictamen de esta Procuración General, y en "Machado", considerando 8°, para el derecho argentino el pedido de extradición constituye un elemento que interrumpe la prescripción de la acción penal. La aplicación de esa doctrina a las presentes actuaciones, permite concluir que la vigencia de la pretensión penal resulta incuestionable incluso luego del dies ad quem que consideró el juez federal. Ceñido a tal fin a la solicitud de extradición declarada procedente en el punto dispositivo de la sentencia apelada, el pedido de entreayuda ha cumplido ese efecto interruptor para nuestro país y que desde entonces, no ha transcurrido el tiempo de extinción de la acción. Ello más allá del alcance que, en igual sentido, atribuyó el a quo al auto de apertura de juicio oral. Ello en virtud del máximo de la pena prevista para la malversación de caudales públicos en el artículo 261 de nuestro Código Penal, en la cual se estima que corresponde subsumir los hechos por los que el juez federal autorizó la entrega. Para el Estado requirente la acción penal tampoco se había extinguido al tiempo de efectuar el pedido de extradición en virtud de lo previsto en los artículos 131, incisos 1° y 2°, y 132, inciso 2°, del Código Penal español . El plazo de diez años surge del máximo de la pena de inhabilitación previsto para el delito de malversación de caudales públicos en el artículo 432, inciso 2°, del Código Penal español. Para la plena acreditación de esa norma, el Ministerio Público acudió al criterio fijado por la Corte en la causa "Larrain Cruz" en cuanto faculta, en virtud de lo regulado por el artículo 377, último párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a investigar la ley extranjera invocada y aplicarla al litigio. Así las cosas, en atención a que tanto para el Estado requirente como para nuestro derecho interno, se encuentra acreditada la vigencia de la acción penal en los términos del artículo 9°, inciso c), del tratado bilateral, este aspecto de la impugnación también debe ser desestimado.


    F. G., Carlos s/ Extradición


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 37370/2017/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Comité contra la tortura. Torturas. Derecho internacional de los Derechos Humanos. 


    Con carácter previo y al igual que lo observado por la defensa en su memorial, cabe señalar que a partir de la doctrina fijada en el precedente "Callirgós Chávez", la Corte ha establecido que no corresponde incluir fundamentos en el escrito de interposición del remedio de apelación pues "el apelante deberá limitarse a la mera interposición del recurso", en función de lo previsto por el artículo 245, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que resulta de aplicación al recurso ordinario de apelación en materia de extradición, en virtud de lo dispuesto por el artículo 254 del mismo cuerpo legal, sin que sea repugnante a la naturaleza de este procedimiento ni a las leyes que lo rigen. No es posible soslayar que en el precedente recién citado, la Corte también sostuvo que "si bien los términos del escrito de interposición del recurso ordinario de apelación contravienen lo dispuesto en el art. 245 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, circunstancia que importaría proceder del modo indicado en la norma-, con el fin de evitar la demora que acarrearía encauzar la situación dado el estado del trámite, la Corte Suprema ha de limitarse a exhortar al juez de la causa para que, en lo sucesivo, ajuste el trámite a las pautas legales que rigen el procedimiento" . Por ello, atento a que el contenido del escrito en el que se interpuso el recurso ordinario se limitó a exponer brevemente los motivos que justificaban el remedio, entiendo que, de considerarlo la Corte pertinente, podría reiterar ese criterio y encauzar el trámite, sin perjuicio de exhortar al juez de la causa para que, en lo sucesivo, ajuste el procedimiento a las pautas legales que lo rigen. Tal como sostuvo el doctor Fayt en la causa "Romero Severo", que al contemplar el artículo 8, inciso "e", de la ley de extradiciones, "la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente" (considerando 11). Pero, para determinar si ese riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, la Corte en reiterados precedentes, entre los que cabe citar las causas "Gómez Gómez" (Fallos: 324:3484), "Crousillat Carreño" (Fallos: 329:1245), "Acosta González" (Fallos: 331:2249) y "Alfaro Muñoz" (expte. CFP 2952/2013/CS1), ha establecido que no deben tenerse en cuenta las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Por lo demás, este criterio se ajusta al que propugna el Comité contra la Tortura respecto del deber estatuido en el artículo 3 de dicha Convención, cuando concreta los alcances de la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a torturas para que pueda reclamarse la operatividad de la cláusula legal de excepción, la defensa debe comprobar o, cuando menos invocar de modo concreto y pormenorizado que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos habrían de ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia (art.1 de la citada Convención). Esta exigencia se instala, pues, en la misma esencia de la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro, si existe riesgo cierto que en éste no serán respetados sus derechos fundamentales y que exige, ante una situación como la descripta, que el país donde se encuentra el individuo buscado deba brindarle refugio. La justificación de esta obligación que se pone en cabeza de los sujetos de derecho internacional público es obvia y consustancial a sus deberes de preservar los derechos humanos y evitar, en cuanto estuviera a su alcance, toda situación que pudiera favorecer la tortura, u otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, que se concreta en la responsabilidad de brindar tal seguridad a la persona que se encuentra en su territorio. A partir de este postulado inherente al comportamiento exigible en el ámbito internacional, siendo evidente que no puede haber extradición más que entre Estados, por cuanto éstos son los únicos que pueden ser parte en ella, la exclusión de la entrega debe obedecer a una manifiesta inacción o incorrecto proceder de los representantes, organismos o instituciones del país requirente, que ocurre cuando se acredita o invoca con suficiente concreción que fallan en su deber de garantizar a todos sus habitantes los derechos.


    R. P., Emilio Marcel s/ Extradición


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1610/2016/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Secuela de juicio. Manifestación de la voluntad. Recurso de apelación (procesal). Falta de fundamentación. Insuficiencia del agravio. 


    A partir de la doctrina establecida en el precedente "Callirgós Chávez" (Fallos: 339:906), "el apelante deberá limitarse a la mera interposición del recurso", en función de lo previsto por el artículo 245 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que resulta de aplicación al recurso ordinario de apelación en materia de extradición en virtud de lo dispuesto por el artículo 254 del mismo cuerpo legal, sin que sea repugnante ni a la naturaleza de este procedimiento ni a las leyes que lo rigen. El recurso interpuesto resulta infundado, cuando los agravios que se intentan hacer valer ante la Corte constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso. Es doctrina del Tribunal (Fallos: 186:289) que la prescripción constituye un tema de orden público, cuya declaración es válida en cualquier momento del proceso a pedido de parte o, inclusive, de oficio. Asimismo, ha sostenido la Corte (Fallos: 316:365) que "el instituto de la prescripción de la acción cumple un papel muy importante en la preservación de la defensa en juicio, al impedir que los individuos tengan que defenderse respecto de acusaciones en las cuales los hechos básicos han quedado oscurecidos por el paso del tiempo y al minimizar el peligro del castigo estatal por hechos ocurridos en un pasado lejano. Esta limitación temporal puede asimismo tener el saludable efecto de incitar a los funcionarios encargados de aplicar la ley para que investiguen prontamente las supuestas actividades delictivas”. Por su parte, el Tratado de Extradición celebrado entre la República Argentina y la República del Paraguay (ley 25.302), en su artículo 6°, consagra que no se concederá "cuando de acuerdo a la ley de alguna de las Partes se hubiera extinguido la pena o la acción penal correspondiente al delito por el cual se solicita la extradición". La ley 25.990 determinó en los incisos 'b' al 'd' del párrafo cuarto del artículo 67 del Código Penal, los actos procesales que tienen virtualidad para interrumpir el curso de la prescripción de la acción, y de ese modo brindó precisión al concepto secuela de juicio que utilizaba la versión anterior de la norma. Hasta esa reforma, la Corte lo había interpretado como los actos reveladores de una sostenida voluntad persecutoria, que procuran hacer avanzar la causa hacia su destino natural que es la sentencia, y que existía secuela del juicio cada vez que, en cualquier etapa del proceso, se producía o realizaba un acto con entidad suficiente para darle real dinámica e inequívoco impulso persecutorio al proceso, manteniendo en efectivo movimiento la acción penal. Posteriormente, sostuvo que para interpretar ese concepto cabe sumar los términos de la ley 25.990, a la que consideró de manera explícita como más benigna, "en tanto consagra una enumeración taxativa de cuáles son los que asumen tal naturaleza, superándose así la imprecisión que la anterior ley podría presentar". Con anterioridad al dictado de la ley 25.990, el Tribunal había señalado que constituyen secuela del juicio -y por ende interrumpen el curso de la prescripción de la acción penal- el pedido de extradición, el auto de prisión o el sometimiento del requerido al procedimiento de extradición, e incluso el pronunciamiento en esta sede (“Fabbrocino”). Más de seis años después de la reforma al artículo 67 del Código Penal y con remisión al dictamen de esta Procuración General, la Corte mantuvo el criterio antes expuesto al pronunciarse nuevamente en los autos "Fabbrocino" con motivo de una ampliación del pedido de extradición y, en igual sentido, lo hizo posteriormente en "Machado" y en "Griffo", donde juzgó expresamente que el pedido de extradición interrumpe la prescripción de la acción. El Tribunal también ha resuelto que el pedido formal de extradición funciona en nuestro sistema procesal de forma similar al instituto de la requisitoria de elevación a juicio, piedra basal de la acusación, que sin embargo no precisa de una invocación expresa por parte de la fiscalía para que goce de plena existencia en el juicio. El texto del artículo 67 del Código Penal reformado por la ley 25.990, prevé como causal de interrupción de la prescripción de la acción penal en el inciso c) de su cuarto párrafo "el requerimiento acusatorio de apertura o elevación a juicio, efectuado en la forma que lo establezca la legislación procesal correspondiente", acto procesal que, por lo demás, fue expresamente mencionado por la Corte en los considerandos 5° y 7° del precedente publicado en Fallos: 335:1480. La ley 25.990 no hizo referencia expresa al ingreso del pedido de entreayuda como interruptor de la prescripción, circunstancia que puede responder a que estuvo destinada a regular una materia ajena a esa clase de procesos. Empero, no es posible presumir que el legislador haya omitido considerar la específica jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación entonces vigente al respecto y con directa relación al régimen procesal instaurado por la ley 23.984, que había asimilado la solicitud de extradición al requerimiento de elevación a juicio. Ello así, dado que es pacífico el criterio de la Corte según el cual no es método recomendable de interpretación de las leyes el que supone la imprevisión del legislador. SI se considera que los hechos fueron cometidos en octubre del año 2012 y que el formal pedido de extradición ingresó el 16 de julio de 2018, cabe concluir que, vigente como se encuentra para el Estado requirente la acción penal, como así también para la legislación argentina, el impedimento previsto en el artículo 6.1.c del tratado bilateral se halla ausente, y ello autoriza el extrañamiento. En referencia al ejercicio de la opción de ser juzgado en la República Argentina prevista en el artículo 12 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, ha quedado establecido el presupuesto necesario para que el Poder Ejecutivo resuelva, en la oportunidad prevista por el artículo 36 de aquélla y en el estricto marco de su competencia, si hace lugar a la opción ejercida por el extraditurus para ser juzgado en el país. Oportunamente la juez de la causa debe poner en conocimiento del Estado solicitante el tiempo de privación de libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite. Ello, con el fin de que la autoridad jurisdiccional competente extranjera arbitre las medidas a su alcance para que ese plazo se compute como si lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    E., Javier Luis s/ Extradición


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 9449/2018/CS1, 05 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Libertad condicional


    Readaptación del condenado. Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. 


    Acierta la recurrente al tachar de arbitraria la decisión impugnada mediante recurso federal, en la medida en que carece de la debida fundamentación al no haber explicado el a quo las razones que lo llevaron a apartarse del pronunciamiento dictado en su primera intervención en este caso sobre la misma cuestión, y haber omitido responder a un argumento conducente, oportunamente introducido, para la adecuada solución del caso. En cuanto a lo primero, cabe recordar que el a quo había revocado la primera resolución que concedió la libertad condicional al acoger el agravio planteado por la recurrente, referido a que no se había realizado el informe previsto en el artículo 28 de la ley 24.660 como requisito ineludible para resolver de ese modo, y ordenar la constitución de una junta de profesionales para que se garantizara una prudente evaluación de la probabilidad de reinserción social del condenado. También omitió que el Ministerio Público había planteado que la libertad condicional no debe concederse a quienes hubieran cumplido la pena en su domicilio, dado que esa concesión presupone la realización exitosa del tratamiento individual que deben recibir, de acuerdo con la ley 24.660, todos los encarcelados en ejecución de una pena, y este tratamiento no lo reciben aquellos condenados. Como admitió incluso el juez de primera instancia, la supervisión de los detenidos en su domicilio la realizan el patronato de liberados o un servicio social calificado, por lo que no son evaluados por el organismo técnicocriminológico ni el consejo correccional de un establecimiento penitenciario. La recurrente sostuvo que el requisito del informe favorable del equipo técnico del servicio penitenciario no puede ser suplido con otros de asistentes sociales o médicos, como se pretende en el sub examine, pues esta solución no está establecida en la ley. Lo que no es casual porque los informes de esos asistentes sociales o médicos no se basan en un tratamiento como el aludido, ni serían el resultado de un análisis interdisciplinario como el que caracteriza el requerido por la ley, lo que habría quedado evidenciado con la respuesta brindada por la psicóloga del Cuerpo Médico Forense, quien señaló que el pronóstico de reinserción social es un concepto criminológico en el que la piscología es sólo una de sus partes, lo que le impedía pronunciarse sobre ese punto con el rigor científico necesario. En suma, la recurrente entiende que al requerir el artículo 28 de la ley 24.660 el informe referido para que se conceda la libertad condicional, y al no estar previsto normativamente el tratamiento necesario para la realización de ese informe en el caso de los condenados que cumplieran su pena bajo la modalidad de detención domiciliaria, se debe concluir que la voluntad del legislador ha sido que aquella medida no se conceda a esta clase de condenados. En conclusión, el a quo no sólo no explicó cuáles son las razones que lo llevaron a sostener, primero, que el informe del artículo 28 de la ley 24.660 es necesario para conceder la libertad condicional y, después, a afirmar que ésta se puede conceder igualmente si no resulta posible la obtención de ese informe, sino que tampoco respondió al planteo de la recurrente referido a que la ley aplicable no prevé la libertad condicional para el caso de los condenados que hubieran cumplido su pena en detención domiciliaria. A este respecto, es oportuno añadir que si bien el a quo había afirmado ya en su primera decisión que esa modalidad de cumplimiento de la pena no constituye un impedimento per se para la concesión de la libertad condicional, no podría afirmarse, entonces, que existe cosa juzgada sobre ese punto al haber adquirido firmeza aquella decisión, en tanto el Ministerio Público no la impugnó al no haberle causado agravio, en la medida en que hizo lugar a su pretensión, por lo que recién tuvo la posibilidad de efectuar el planteo bajo examen al recurrir la segunda decisión del tribunal de alzada sobre la misma medida.


    R., Waldo Carmen s/ Legajo de actuaciones complementarias/ Peticiones


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16307/2006/67/1/CS3, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Pedido de extradición


    Prescripción de la acción penal. Ley nacional. Desistimiento de la acción. 


    Teniendo en cuenta que el tratado bilateral exige, para la concesión de la entreayuda, que subsistan las potestades punitivas en los Estados requirente y requerido (artículo 6.1.c), y que el dies a quo data del 24 de septiembre de 2009, en función de lo dispuesto en el artículo 62, inciso 2°, de nuestra ley sustantiva y al no advertirse ninguna causal de las contempladas en su artículo 67 que resulte apta en el sub lite para interrumpir la prescripción de la acción penal, ni las que la Corte ha valorado en tal sentido en Fallos: 323:3699, considerandos 7° y 8°, y 336:287, considerando 11, entre otros, el máximo de la pena prevista en el artículo 14, primer párrafo, de la ley 23.737 -seis años- determina la ausencia de aquel requisito para la ley argentina y, por lo tanto, la solicitud de extradición resulta improcedente.


    Juzgado de Garantías n° 1 República del Paraguay


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20997/2018/CS2, 11 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Prescripción de la pena


    Usurpación. Funcionarios públicos. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de las impugnaciones deducidas ante los tribunales de la causa son ajenas a la instancia del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a tal doctrina en casos como el presente, en que el a quo analizó los requisitos de procedencia del recurso de casación con excesivo rigor formal y omitió considerar las particulares circunstancias que llevaban a equiparar la decisión de la cámara de apelaciones a una sentencia definitiva. Al contrario de lo expresado por el a quo, del pronunciamiento de aquel tribunal del 14 de septiembre de 2017. Según dicha resolución, aunque el juez de primera instancia consideró que el tiempo entre el llamado para prestar declaración indagatoria y el día en que éste reclamó la extinción de la acción, era superior -en abstracto- al término de prescripción del delito de usurpación, desestimó la pretensión del imputado debido a que, en concreto, el transcurso de ese plazo había resultado afectado por la participación de funcionarios públicos en el hecho investigado (ver páginas 2, tercer párrafo, y 3, segundo párrafo). El rechazo se fundó, entonces, sobre esta circunstancia. Y la cámara de apelaciones, a su turno, revocó esa decisión porque consideró que la pauta de suspensión de la prescripción no resultaba aplicable en el sub examine, debido a que "no halla en autos constancia que haga referencia alguna a la vinculación de persona que revista el carácter de funcionario público, como así tampoco encuentra que la dirección del proceso se halla dirigido a investigar el despliegue de maniobra/s de personal empleado para la función pública y que se encuentre sospechada de haber participado en cualquier grado en el delito de usurpación, con el alcance que se pretende para hacer extensible la imprescriptibilidad a la que alude el segundo párrafo del art. 67 del Código Penal" (página 3, párrafo tercero, de la citada sentencia). Añadió, asimismo, que aunque en adelante se determinase que algún funcionario público tuvo intervención en los hechos, ello no podría incidir en la situación, pues "de ningún modo podrá retrotraerse a las etapas y estadios del proceso para que una acción penal fenecida por prescripción sea continuada con respecto al delito de usurpación y su presunto responsable". En tales condiciones, era claro que el silencio del Ministerio Público frente a esos argumentos de la cámara habría representado un obstáculo para la posterior invocación de esa causal de suspensión de la acción. El gravamen era, entonces, de imposible reparación ulterior. Sin perjuicio de ello, es pertinente destacar, además, que la posible participación de funcionarios públicos en los hechos investigados fue señalada por el a quo antes de la fecha en que, según la cámara de apelaciones, se habría cumplido el plazo de prescripción. En efecto, en la intervención que tuvo mediante resolución del 12 de septiembre de 2016 –cuya copia, de igual procedencia que la antes citada- el juez que votó en segundo término expresó que "no cabría descontar que la investigación podría orientarse también a analizar si medió responsabilidad por parte de los funcionarios públicos que habilitaron la infraestructura cuestionada", y la magistrada que lo hizo en último lugar también refirió que no correspondía "a esta altura de la investigación descartar la eventual participación de funcionarios públicos en la maniobra aquí denunciada". Sin embargo, en la resolución ahora apelada el a quo pasó por alto aquellas consideraciones, conducentes para el examen y la correcta solución del caso, y declaró la inadmisibilidad del recurso de casación mediante afirmaciones dogmáticas y fórmulas abstractas. En tales condiciones, la sentencia carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    G. D. L., Juan Carlos s/ Recurso de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 54004893/2012/3/1/1/RH3, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria


    Sentencia arbitraria. Salud humana. Falta de fundamentación autónoma. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Acierta el recurrente al tachar de arbitraria la decisión del a quo en razón de que no se funda en el tipo de razones humanitarias pertinentes para justificar la concesión de una medida excepcional, como lo es la detención domiciliaria. En efecto, ese tribunal se basa en la edad del condenado y en la invocación de sus problemas de salud, mientras que el recurrente objeta que de los informes elaborados por los profesionales del Cuerpo Médico Forense no surge que el detenido sea un enfermo terminal, ni que el servicio penitenciario carezca de la posibilidad de brindarle la atención médica que necesita. A lo que cabe agregar que en la resolución del a quo tampoco se citan datos objetivos que permitan sostener que la salud del condenado se haya deteriorado a raíz de su permanencia en la prisión, ni se ha explicado por qué en su domicilio se encontraría en mejor situación de ser asistido de manera eficiente. En suma, a pesar de que no se desconocen los problemas de salud del detenido, se advierte que la conclusión del a quo acerca de que existirían en el caso las razones humanitarias que justifican la medida no se encuentra debidamente fundada. Por otro lado, si bien el condenado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, según la cual -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    B., José Ernesto s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2230/2010/TO1/6/2/1/RH4, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Salud humana. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El a quo fundó su decisión, por un lado, en la verificación del requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, al que uno de los jueces que integró la mayoría consideró suficiente para conceder la medida cuestionada; y, por otro lado, en la presencia en el caso de las razones humanitarias que inspiran el instituto, lo cual, en la opinión de esa mayoría, quedaba probado por los problemas de salud del interesado, como ansiedad, crisis de pánico, hipotiroidismo y otros. Acierta el recurrente al calificar de arbitraria esa decisión, en tanto los argumentos que la sustentan se basan en fundamentos aparentes que la descalifican como acto jurisdiccional válido. En efecto, el requisito etario previsto en la norma citada no puede considerarse suficiente, en tanto la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los condenados mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de condenados. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Por otro lado, tampoco se advierte las razones humanitarias que justifiquen la concesión de una medida excepcional, como lo es la detención domiciliaria. En efecto, según lo señalado por el recurrente, del informe del Cuerpo Médico Forense sobre el estado de salud del detenido en el que también se apoyó la decisión del a quo, surge que las patologías de aquél, no requerían excarcelarlo para brindarle un tratamiento adecuado, sino que podía permanecer en prisión en tanto se le garantizaran controles periódicos en un hospital. Desde esa perspectiva, no había fundamento para sostener que, debido a sus problemas de salud, mantener en prisión al detenido habría constituido un trato cruel, inhumano o degradante.


    G., Mario Marcelo s/ Legajo de casación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000195/2009/TO1/5/2/1/RH17, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad


    Doctrina de la arbitrariedad. Derechos y garantías constitucionales. Represión del terrorismo. Fuerzas Armadas. Dictadura militar. Participación secundaria. Retención ilegal de un detenido o preso. Valor probatorio. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas y la calificación de la imputación constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan al Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El sub examine es uno de esos supuestos de excepción, tal como lo apunta el recurrente, pues frente a las pruebas e indicios señalados por la acusación para tener por acreditadas las imputaciones, la conclusión adoptada por el a qua sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de tales elementos, además de haber omitido el análisis de argumentos conducentes, oportunamente introducidos, para la adecuada solución del caso, todo lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifican como acto jurisdiccional válido. Dos condenados fueron acusados por la privación ilegal de la libertad a partir de la mañana del 8 de marzo de 1976. El tribunal oral tuvo por probado que el damnificado, cuyo paradero se desconoce desde aquel día, fue privado de la libertad a raíz de su actividad política, y que el hecho integró el plan de represión ilegal que estaban ejecutando por entonces, en el norte de nuestro país, las fuerzas armadas y de seguridad. El a quo ha incurrido en una infundada falta de consideración de planteos serios y conducentes para la adecuada solución del litigio, lo cual, invalida la decisión a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. En relación con otro condenado, el tribunal oral tuvo por probado que, en su calidad de oficial de la Policía Federal, participó de la privación ilegal de la libertad, la imposición de tormentos y el homicidio cometidos en perjuicio dos personas que pertenecían a un partido político y un sindicato. Los hechos habrían integrado el plan de represión ilegal que las fuerzas armadas y de seguridad estaban ejecutando en la época de su comisión, entre otras, en una provincia del país. Lo decidido por el a quo en relación con el imputado se basa en una afirmación dogmática que le otorga una fundamentación sólo aparente, por lo que debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido. Otro de los condenados fue condenado por su intervención en la privación ilegal de la libertad y apremios impuestos en la dependencia policial entre el 27 y el 28 de marzo de 1976. El tribunal oral tuvo por probado que, tras ser detenido en su lugar de trabajo, el damnificado fue trasladado a la jefatura central de la policía provincial, donde fue interrogado en diversas oportunidades por un agente, y que éste lo golpeó en reiteradas ocasiones. Esos hechos, según el tribunal oral, se debieron a la sospecha del personal policial acerca de la afiliación política del damnificado, e integraron el plan de represión ilegal que las fuerzas armadas y de seguridad estaban ejecutando en ese momento histórico. En la absolución del imputado impugnada mediante recurso federal, se invocó el principio in dubio pro reo con sustento en la subjetividad de los jueces, sin correlato en las constancias de la causa, lo que descalifica la decisión como acto jurisdiccional válido, ya que si bien es cierto que ese principio presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a rechazar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de aquellas constancias, lo cual, a la luz de las consideraciones efectuadas en este dictamen, no ha sucedido en este caso. El fiscal del juicio, a su vez, acusó a otro de los condenados como autor mediato de los delitos de privación ilegal de la libertad y tormentos durante marzo de 1976, en una comisaría local, la cual, en ese momento, estaba a cargo del acusado, quien revistaba en la policía provincial como comisario inspector. El tribunal oral tuvo por probado que los hechos ocurrieron tal como se los describió en la acusación, pero entendió que la intervención del condenado debía calificarse como participación secundaria. También desde esa perspectiva, la resolución impugnada, en lo que se refiere al punto aquí considerado, debe ser dejada sin efecto, de acuerdo con la conocida doctrina de la Corte según la cual cabe admitir la procedencia del recurso extraordinario cuando se ha dado un tratamiento inadecuado a la controversia suscitada, al omitirse planteos conducentes para la adecuada solución del caso o apartarse de constancias comprobadas de la causa. Por último, otros dos condenados fueron acusados por su privación ilegal de la libertad y el homicidio, respectivamente, pero el tribunal oral los condenó sólo por el primer delito mencionado. Lejos de carecer de sustento probatorio o de no señalar el camino lógico seguido para fundamentar su pretensión, el razonamiento del recurrente permite reconstruir con certeza de qué manera llegó a la conclusión de que los imputados sabían que los detenidos ilegalmente por las fuerzas de seguridad serían probablemente eliminados, pese a lo cual prestaron su aporte para que las detenciones bajo análisis se consumaran y las víctimas quedaran a merced de quienes luego las matarían. En conclusión, el a quo no debía rechazar el recurso de casación interpuesto sin analizar ese planteo oportunamente introducido y conducente para la adecuada solución del caso pues, según consolidada doctrina del Tribunal, un pronunciamiento de esa índole resulta descalificable como acto jurisdiccional válido.


    R. E., Héctor Luis y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 73084308/1975/TO1/11/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Contratos comerciales. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. En atención a la jurisprudencia de la Corte Suprema que considera que, aun tratándose de cuestiones de competencia, cabe abrir la vía extraordinaria cuando está en juego la interpretación y aplicación de normas de jurisdicción internacional, en tanto la decisión haya sido contraria a la pretensión del recurrente, se debe señalar que la cuestión en debate se circunscribe a la ponderación que hizo el juez de la causa en torno a elementos de hecho y prueba con la que disiente la sociedad demandada. En esas condiciones, no cabe tachar de arbitraria la decisión del tribunal actuante que interpretó la cláusula contractual de un contrato de distribución, que otorgaba facultades amplias para la determinación de la jurisdicción a uno de los contratantes e imponía al distribuidor la competencia de los tribunales de Minnesota -Estados Unidos de América-, y por aplicación de una disposición de derecho común -artículo 1071, Código Civil-, declaró su nulidad. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Advanced Medical Technologies (AMT) S.A. c/ Medtronic Logistics LLC y otros s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 14783/2017/3/RH3, 22 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Teoría del fruto del árbol venenoso. Policía. Delito de acción pública. Prueba. Allanamiento. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer con base en la doctrina de la arbitrariedad, ya que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Cabe recordar que las citadas garantías también amparan al Ministerio Público Fiscal. La arbitrariedad que habilita la intervención del Tribunal reside en la aplicación de la regla de la exclusión de la prueba sin que se verifiquen los requisitos para su procedencia. La Corte ha establecido que no es posible aprovechar las pruebas obtenidas con desconocimiento de garantías constitucionales, aun cuando presten utilidad para la investigación, pues ello compromete la administración de justicia al pretender constituirla en beneficiaria del hecho ilícito. En el sub lite el tribunal de juicio efectuó una arbitraria aplicación de la regla de exclusión y de la teoría del fruto del árbol venenoso -que se extiende a la sentencia del a quo que la convalidó- en tanto la prueba que sustentó la acusación no tuvo origen en una vía ilícita que justificara su aplicación. En efecto, consideró que las pruebas de la acusación fueron obtenidas ilegítimamente porque la denuncia anónima que diera origen a las actuaciones no existió, actuó la policía de una localidad bonaerense cuando le correspondía a otra localidad, los policías que participaron en los procedimientos que culminaran con el secuestro de estupefacientes mintieron sobre su previa localización e intervino un fiscal de la provincia pese a que la denuncia hacía referencia a un transporte de droga, delito de exclusiva competencia federal. Más allá de las objeciones que planteara el fiscal de juicio en su alegato y recurso de casación por considerar que no se agotó la investigación sobre todos los posibles orígenes de la llamada telefónica anónima, no puede afirmarse que la información sobre la presunta comisión de un delito de acción pública no haya existido; y en la medida que indicio alguno permite inferir o sospechar que haya sido producto del desconocimiento de una garantía constitucional, era válida para desencadenar La actuación de la prevención acorde a su deber funcional la notitia criminal le imponía a la policía el deber de actuar en los términos del artículo 293 del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires que establece que debe investigar por orden de autoridad competente o por iniciativa propia o en virtud de denuncia, los delitos de acción pública, con las previsiones del artículo 296. Cabe recordar que en Fallos: 341:1237 la Corte señaló que el examen de un proceso exige al juez valorar la concatenación de los actos de acuerdo con la sana crítica racional y atendiendo a las reglas de la lógica y que esas reglas se verían alteradas si se anula un procedimiento como consecuencia de supuestas irregularidades cometidas con anterioridad al único acto con efectiva injerencia en los derechos fundamentales de los imputados. Por otra parte, la participación de la policía bonaerense no acarrea la invalidez de lo actuado, porque además de la ausencia de norma que la sustente, no menoscaba ninguna garantía constitucional y se explica por los reparos expresados por el denunciante anónimo respecto de la fuerza de la localidad bonaerense. También la localización de los policías antes de que se iniciaran los procedimientos que culminaran con el secuestro de estupefacientes, más allá de las suspicacias del tribunal de juicio, resulta irrelevante y ninguna incidencia puede tener sobre las pruebas obtenidas en esos procedimientos y que fundan la acusación, máxime si se tiene en cuenta que la materialidad de los hechos no ha sido controvertida. La Corte ha sostenido y mutatis mutandi resulta aplicable al caso, que la descalificación de elementos probatorios referidos a la posible comisión de delitos por exceder la competencia del magistrado que dispuso el allanamiento, equivaldría a exigir que los jueces conociesen el resultado de medidas investigativas, las que parten precisamente de un campo de ignorancia que ellas están destinadas a eliminar. Los procedimientos de requisa y allanamiento en los que se secuestró casi media tonelada de cocaína; en virtud del resultado de las medidas de injerencia al día siguiente el fiscal solicitó al juez de garantías -además de la detención de los aprehendidos, el secuestro de los elementos incautados y la convalidación del allanamiento- la declinatoria de la competencia a favor de la justicia federal porque los hechos prima facie calificados excedían el marco atribuido por la ley 26.052. Por lo demás el artículo 28 del código procesal de la provincia establece -al igual que el 36 del Código Procesal Penal de la Nación- que la inobservancia de las reglas para determinar la competencia por razón de la materia producirá la nulidad de los actos, excepto los que no pueden ser repetidos y salvo el caso en que un órgano de competencia superior haya actuado en una causa atribuida a otro de competencia inferior, mientras que el artículo 41 prevé que los actos de investigación penal preparatoria practicados hasta la decisión sobre la competencia serán válidos, con excepción de lo dispuesto en el artículo 28 pero podrá ordenarse su ratificación o ampliación. En esas condiciones, la afirmación del tribunal oral en punto a que no se trató de una simple acumulación de irregularidades sino de "conductas ilícitas planificadas y ejecutadas por funcionarios públicos con el afán de manipular a su antojo el sistema judicial con fines que, aunque desconocidos, no han de suponerse legítimos pues de ninguna otra forma logra explicarse su accionar -máxime tratándose de hechos comprendidos en la Ley 23.737, cuyo art. 34 bis autoriza a mantener el anonimato a los denunciantes-" constituye una mera afirmación dogmática que no es derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, lo que descalifica a la decisión como acto judicial válido. Además la suspicacia sobre el actuar policial resulta contraria a la presunción de legitimidad de los actos administrativos. El acto jurisdiccional del tribunal de juicio carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, media una fundamentación aparente, apoyada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico, con el sólo sustento de la voluntad de los jueces. También incumple el compromiso asumido por el Estado al ratificar la Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas Ley 24.072, que en su artículo 3, inciso 6°, establece que las partes se esforzarán por asegurarse de que cualesquiera facultades legales discrecionales, conforme a su derecho interno, relativas al enjuiciamiento de personas por los delitos tipificados de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, se ejerzan para dar la máxima eficacia a las medidas de detección y represión respecto de esos delitos teniendo debidamente en cuenta la necesidad de ejercer un efecto disuasivo en lo referente a la comisión de esos delitos. En ese sentido la Corte recordó a todas las instituciones el ineludible deber de respetar los compromisos asumidos a nivel internacional a fin de combatir el narcotráfico; y también ha establecido que todos los órganos del Estado que intervengan en un proceso en el que se investigue el tráfico ilícito de estupefacientes deben comprometer sus mejores y máximos esfuerzos, en el ámbito de sus competencias, para que el enjuiciamiento sea agotado sin que queden impunes tramos de la actividad ilícita por la que la República Argentina asumió jurisdicción. La idea de justicia impone que el derecho de la sociedad a defenderse contra el delito sea conjugado con el del individuo sometido a proceso, de modo que ninguno de ellos sea sacrificado en aras del otro, y tan delicado equilibrio se malogra cuando la facultad de anular actos procesales excede la finalidad que ésta protege, lo que se manifiesta evidente en aquellos casos en que su ejercicio resulta innecesario para preservar la garantía de la defensa en juicio, lo que puede tomar en la práctica, estéril, la persecución penal de graves delitos. Por último la decisión impugnada, en la medida que incumple el deber que tienen los jueces de resguardar dentro del marco constitucional estricto la razón de justicia, que exige que el delito comprobado no rinda beneficios, dejaría impune el tráfico de casi media tonelada de cocaína que se encuentra fehacientemente acreditado en estas actuaciones. Como la Corte ya ha advertido, una aplicación errónea de la regla de la exclusión puede desviar al proceso de la búsqueda de la verdad y torcer injustificadamente el principio de justicia que debe primar en todo pronunciamiento judicial.


    H., Arnaldo Andrés y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4700/2014/TO1/25/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes. Sentencia equiparable a definitiva. Participación criminal. Procesamiento. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Dado que -con arreglo al artículo 306- el procesamiento no exige un grado de certeza sino tan sólo la probabilidad de la comisión de un hecho ilícito y la participación de los imputados en él -que bien podría acreditarse plenamente durante el debate-, las afirmaciones de los magistrados, merecían una conclusión distinta ya que las aisladas consideraciones para aseverar la atipicidad de las conductas desplegadas nada demuestran respecto de la ajenidad al hecho imputado, máxime cuando éste requiere de diversos roles y, como en el caso, una organización destinada al tráfico de estupefacientes. Ese panorama imponía, una decisión que permitiera el avance de la causa contra todas las personas sindicadas en este accionar (que se compone de varios pasos que se encuentran tipificados en la ley 23.737 y que admiten distintos grados de participación conforme lo establecen los artículos 45 y 46 del Código Penal), tal como el fiscal recurrente consideró y expuso como critica. Acreditado el requisito de sentencia definitiva o equiparable a ella, la competencia de la Cámara Federal de Casación Penal se encuentra regularmente habilitada para conocer -de acuerdo a lo preceptuado por los artículos 23, 456 y 457 del Código Procesal Penal de la Nación- en cuanto a los vicios in iuditando que, en este caso, fueron expuestos por el fiscal general en su apelación federal, en cuanto pone de manifiesto que, de acuerdo a la plataforma fáctica descripta en las declaraciones indagatorias de los cuatro imputados, podría habérseles asignado en el auto de mérito otras infracciones penales contenidas en los artículos 5°, inciso c, y 7° de la ley 23.737, que se adecuan con mayor precisión en razón del rol cumplido por cada uno de ellos. El a quo ignoró cuestiones y argumentos relevantes para la solución del caso, y por ello la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido. Por otra parte, la cámara de casación canceló la vía recursiva con base en la característica provisoria del auto recurrido sin advertir que el tribunal de segunda instancia no sugirió ni mencionó medida de prueba alguna cuya producción se encontrara pendiente y que permitiera avanzar en la responsabilidad jurídico penal de todos los sindicados como miembros de la organización, con lo que el Ministerio Público Fiscal se ve virtualmente impedido de continuar de otra manera con su función constitucional de garantizar el interés social en el caso. Por ende, debe concluirse, que la naturaleza de la resolución impugnada imponía la valoración de esas especiales circunstancias del recurso intentado ante el a quo, en aplicación de las pautas con las que la Corte evalúa esos requisitos al conocer por la vía del artículo 14 de la ley 48. Cabe recordar, que la doctrina del precedente "Di Nunzio" indica que "el concepto de sentencia equiparable a definitiva para el recurso extraordinario, no difiere del establecido para el recurso de casación, tomando el carácter del tribunal intermedio de la cámara homónima, siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina de esta Corte". El criterio que se postulo, resguarda el compromiso ineludible que deben asumir todas las instituciones para combatir el narcotráfico, comprometiendo sus mejores y máximos esfuerzos, en el ámbito de sus competencias, para que el enjuiciamiento sea agotado sin que queden impunes tramos de la actividad ilícita por la que la República Argentina asumió jurisdicción.


    G., Jonatan Leonel y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 19819/2016/8/1/RH4, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Cantidad de estupefacientes. Doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación de sentencias. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. 


    Si bien es doctrina del Tribunal que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público Fiscal. La situación excepcional se ha configurado en el sub lite. Al no habilitar su jurisdicción, en un caso propio de su competencia como tribunal intermedio, como lo es la arbitrariedad, el a quo incurrió en el mismo defecto de fundamentación. En el sub judice se consideró aplicable lo resuelto por la Corte en "Arriola" donde se declaró la inconstitucionalidad del artículo 14, segundo párrafo, de la ley 23.737, en cuanto incrimina la tenencia de estupefacientes para uso personal que se realice en condiciones tales que no traigan aparejado un peligro concreto o un daño a derechos o bienes de terceros, pues en tales condiciones, conculca el artículo 19 de la Constitución Nacional, en la medida en que invade la esfera de la libertad personal excluida de la autoridad de los órganos estatales. La doctrina allí sentada se trasladó sin más al sub lite pese a que no concurrían sus presupuestos fácticos, esto es, tenencia de una cantidad escasa y falta de trascendencia a terceros. En ese orden, el Tribunal ha señalado que cualquiera que sea la generalidad de los conceptos empleados en sus fallos, ellos no pueden entenderse sino con relación a las circunstancias del caso que los motivó, siendo, como es, una máxima de derecho, que las expresiones generales empleadas en las decisiones judiciales deben tomarse siempre en conexión con el caso en el cual se usan. Por lo demás, tampoco sería procedente el sobreseimiento del imputado en razón de lo establecido en "Vega Giménez". Allí el Tribunal sostuvo que la figura prevista en el artículo 14, segundo párrafo, de la ley 23.737 es aplicable aun en el caso de que se tuvieran dudas sobre la finalidad de consumo personal y que lo contrario supondría vaciar de contenido al principio in dubio pro reo, que alcanza también a los elementos subjetivos del tipo penal. Por lo tanto, solo ante una cantidad escasa podría calificarse la tenencia para uso personal, aunque esa finalidad no pudiera ser establecida con certeza. Por el contrario, junto con las demás circunstancias que rodearon su incautación, en el sub judice no se verifica ese requisito referido a que la cantidad de estupefacientes pueda ser calificada como escasa, ya que se secuestraron en poder del imputado 35,11 gramos de marihuana, equivalentes a 119 dosis umbrales. En tales condiciones quedó configurada la arbitrariedad invocada, que en el recurso de casación había sido desarrollada de modo suficiente para que la cámara de casación pudiera asumir el conocimiento propio de su competencia. Al rehusar dogmáticamente pronunciarse frente a planteos de aquella naturaleza, corresponde que la decisión sea descalificada como acto judicial válido por apartarse de la doctrina sentada en el precedente "Di Nunzio" conforme la cual siempre que se invoquen en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento, deben ser revisados previamente por la cámara de casación en su carácter de tribunal intermedio.


    C., Pablo Sebastián s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1608/2016/3/1/RH1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Abandono de personas. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de la Corte sobre el punto, pues en él se reiteran dogmáticamente objeciones vinculadas a cuestiones de hecho y prueba, ya formuladas en la instancia anterior, que fueron respondidas por la Suprema Corte provincial con argumentos no refutados por el apelante y que, resultan suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad alegada, cuya aplicación debe ser considerada como particularmente restrictiva cuando las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local. En cuanto al agravio mediante el cual, también con base en la doctrina de la arbitrariedad, se pretende cuestionar la mecánica del hecho, tampoco es idóneo para habilitar esta instancia federal, toda vez que aquella doctrina reviste carácter excepcional y su procedencia requiere algo más que una mera discrepancia con la valoración de la prueba. Contrariamente a lo postulado por el agraviado, de los testimonios brindados en la audiencia de debate no se infiere que, como afirma enfáticamente, "necesaria e indefectiblemente" el cuerpo de la víctima debía poseer rasgos externos de atropellamiento. El Superior Tribunal evaluó que tanto conforme surge de los fundamentos de la sentencia como del acta de audiencia de informe oral de las partes celebrada en esa instancia, la defensa había omitido refutar a la querella en cuanto a la producción de una maniobra de esquive y aplastamiento con la rueda trasera del vehículo, donde éste no posee tracción para producir rastros en la piel. Por lo expuesto, el tratamiento que le dispensó a los extremos señalados no puede ser tachado de arbitrario. Resulta improcedente la apelación en cuanto ataca, en definitiva, la valoración que de la prueba testimonial hizo la corte provincial en su sentencia pues tales agravios, que también remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba que han sido resueltas por parte de los jueces de la causa con fundamentos que la defensa ha sometido al control de un tribunal revisor, que atendió a las objeciones del recurrente y las rechazó motivadamente, con expresa referencia a las declaraciones brindadas tanto en la instrucción como en el debate. Se observa que el apelante, al intentar desmerecer en las diversas instancias la contundencia de sus relatos así como mediante un fraccionamiento de las declaraciones que realiza en su recurso extraordinario, no logra evidenciar las contradicciones que afirma percatar. Las críticas del apelante configuran un nuevo disenso del mérito asignado al material probatorio con base exclusiva en su disconformidad con las conclusiones a las que arribaron los magistrados en forma contraria a sus pretensiones, sin que se adviertan, ni se hayan logrado demostrar, los vicios alegados que habilitarían la descalificación. Contrariamente a lo que sostiene el recurrente, en el fallo se efectuó un adecuado tratamiento de las cuestiones propuestas que satisface lo exigido a los pronunciamientos judiciales, pues cuenta con fundamentación suficiente y constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, todo lo cual descarta el vicio que se le atribuye, más allá de su acierto o error.


    T. C., Andrea Carolina s/ Abandono de personas agravado por resultado muerte


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1850/2018/RH1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por acceso carnal. Acceso a la justicia. Declaración de la víctima. Violencia de género. Protección de la mujer. Errónea apreciación de la prueba. Discriminación de la mujer. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), establece en su artículo 7° que los Estados Partes convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. En ese sentido, la ley 26.485, en su artículo 16, dispone que los organismos del Estado Deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedimiento judicial o administrativo el derecho a la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuanta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho que la agresión sexual es un tipo particular de agresión que, en general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de esta forma de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. Asimismo, al analizar dichas declaraciones se debe tomar en cuenta que dichas agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que la víctima no suele denunciar, por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente. Expresó, además, dicho tribunal, que las variaciones entre las calificaciones jurídicas de violencia o violación sexual que la representación de la víctima le ha dado a los hechos a lo largo del proceso ante el sistema interamericano no desacreditan los testimonios rendidos internamente en cuanto a los hechos ocurridos. En este sentido, la Corte advierte que este es el caso inclusive si se trataran de declaraciones posteriores realizadas por la presunta víctima. Al respecto, esta Corte ha considerado que una negación de la ocurrencia de una agresión sexual denunciada no necesariamente desacredita las declaraciones donde se indicó que había sucedido, sino que debe ser analizado tomando en cuenta las circunstancias propias del caso y de la víctima. Adicionalmente, la calificación jurídica de los hechos que utilice la presunta víctima en sus declaraciones tiene que ser valorada tomando en cuenta el significado comúnmente dado a las palabras utilizadas, el cual no necesariamente corresponde a su definición jurídica. Lo relevante es evaluar si los hechos descritos, y no la calificación jurídica dada a los mismos, fueron consistentes. Y añadió que las declaraciones brindadas por las víctimas de violencia sexual se refieren a un momento traumático de ellas, cuyo impacto puede derivar en determinadas imprecisiones al recordarlos. Por ello, la Corte ha advertido que las imprecisiones en declaraciones relacionadas a violencia sexual o la mención de algunos hechos alegados solamente en algunas de éstas no significa que sean falsas o que los hechos relatados carezcan de veracidad. En el sub examine, tanto el tribunal oral como el a quo pasaron por alto esos criterios para la correcta valoración de la prueba, en la medida en que cuestionaron la confiabilidad del testimonio de la víctima a partir de la diferencia que presentarían sus declaraciones acerca de la cantidad de veces que fue obligada a practicar sexo oral al acusado. El argumento que el a quo convalidó, fue construido sobre un estereotipo según la cual una mujer que fuese desenfadada en sus expresiones o comportamientos sexuales con alguna persona en particular, no podría proceder con timidez al referirse a hechos de violencia sexual de los que fue víctima. Es pertinente destacar lo sostenido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en cuanto resaltó lo precisado por la Comisión Interamericana en su informe temático sobre Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de Violencia, en el sentido de que la influencia de patrones socioculturales discriminatorios puede dar como resultado una descalificación de la credibilidad de la víctima durante el proceso penal en casos de violencia y una asunción tácita de responsabilidad de ella por los hechos, ya sea por su forma de vestir, por su ocupación laboral, conducta sexual, relación o parentesco con el agresor, lo cual se traduce en inacción por parte de los fiscales, policías y jueces ante denuncias de hechos violentos. Esta influencia también puede afectar en forma negativa la investigación de los casos y la valoración de la prueba subsiguiente, que puede verse marcada por nociones estereotipadas sobre cuál debe ser el comportamiento de las mujeres en sus relaciones interpersonales. Si bien la apreciación de la prueba constituye, por vía de principio, facultad propia de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, en el sub lite corresponde hacer excepción a esa regla, conforme lo ha admitido la Corte con base en la doctrina de la arbitrariedad ya que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Es pertinente mencionar que los defectos hasta aquí expuestos adquieren especial significación teniendo en cuenta el compromiso de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer plasmado en la Convención de Belém do Pará, artículo 7°, primer párrafo, tal como ha sido interpretado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y también por la Corte en el pronunciamiento que dictó en el precedente "Góngora", publicado en Fallos: 336:392, en particular teniendo en cuenta que la violación sexual de una detenida por un agente del Estado es un acto especialmente grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder que despliega el agente. Por último, conforme lo ha reconocido dicho tribunal internacional, la ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada, lo que favorece su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de administración de justicia. Dicha ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una discriminación (de la mujer) en el acceso a la justicia.


    R., A. y otro s/ Abuso sexual -Artículo 119 3° párrafo- y violación según párrafo 4° Artículo 119 inciso e)


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 8033/2015/TO1/6/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad cometida por funcionario público. Gendarmería Nacional. Errónea apreciación de la prueba. Falta de fundamentación. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Las cuestiones que se suscitan acerca de la valoración de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. En el sub examine es uno de esos supuestos de excepción, dado que las absoluciones confirmadas por el a quo sólo fueron posibles merced de una consideración parcial e inadecuada de las pruebas que fundaron la acusación, y a la omisión de argumentos conducentes para la adecuada solución del caso, todo lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido. Resulta inadmisible concluir que el imputado, a raíz de su inexperiencia habría asemejado el operativo en cuestión a un procedimiento legal, estaba dispuesto a detener individuos sin verificar la existencia de los requisitos legales que validaran su conducta, pues ello sería lo mismo que admitir que un efectivo de Gendarmería desconocía las normas que regían su actuar como tal. La afirmación que funda la decisión impugnada mediante recurso federal, según la cual los extremos objetivos señalados por el recurrente no bastan para demostrar que aquella ilegalidad era conocida por el imputado al momento de proceder a las detenciones mencionadas, encuentra apoyo en una consideración parcial e inadecuada de las circunstancias efectivamente comprobadas de la causa, lo que descalifica al fallo como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias. Es razonable lo afirmado por el tribunal oral en cuanto a que la acusación no había logrado demostrar el conocimiento de aquéllos acerca de la ilegalidad de las detenciones en las que intervinieron como efectivos del Escuadrón n° 24 de Gendarmería. A este respecto, se valoraron nuevamente las características del operativo que tres de los acusados, no están imputados en ningún otro proceso por hechos calificados como delitos de lesa humanidad cometidos durante la época en la que se desempeñaron en la fuerza; que en el momento de las detenciones que se les imputaron tenían una responsabilidad y un rango bajo; y que actuaron bajo las órdenes del oficial a cargo. Sin embargo, se tuvo por probado que esas detenciones fueron realizadas con base en la orden impartida por el jefe del escuadrón, que no la había dispuesto ninguna autoridad competente y que sólo se invocó el nombre de aquél al momento de realizar el procedimiento, el que se llevó a cabo, además, en una época en la que el plan de represión ilegal, cuya manifestación más visible eran las privaciones ilegales de la libertad de individuos a los que se consideraba vinculados a actividades subversivas, se encontraba en plena ejecución, desde hacía más de un año, en todo el país. En el mismo sentido, no se pueden omitir las constancias de los registros del escuadrón, de las que surgen no sólo los nombres de los efectivos que intervinieron en el operativo, sino también que se trataba de una "comisión reservada", como se identificaba a aquellas dirigidas a detener a tales individuos. En síntesis, tampoco en el caso de dos de los imputados se puede admitir la tesis según la cual desconocieron la ilegalidad comprobada de las detenciones en las que intervinieron como efectivos de Gendarmería. Ello implicaría aceptar que también desconocieron el contexto de ese momento, que integraron una comisión dirigida a privar de la libertad a personas consideradas subversivas, y que la orden no provino de una autoridad competente, lo que parece insostenible de acuerdo con los indicios analizados. Afirmar, como lo hizo la mayoría del a quo, que es razonable la hipótesis del desconocimiento de los imputados acerca de la ilegalidad de su conducta con base en que la orden provino de su superior jerárquico, y que dispusieron a ejecutarla vestidos con su uniforme y valiéndose de sus armas reglamentarias y un vehículo oficial, implica admitir la conclusión inaceptable de que desconocían los requisitos de la legalidad de los actos de su función. En efecto, esas circunstancias no eran suficientes para llevar a cabo detenciones ilegales, tal como lo afirmó el tribunal oral al no poner en duda esa característica objetiva de los hechos.


    M., Luciano Benjamín y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 97000408/2012/TO1/9/1/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Pena de inhabilitación. Pena privativa de la libertad. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia y que a tal fin la Corte ha sostenido, como principio, que la primera regla de interpretación es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe determinarse conforme al sentido propio de las palabras que emplea sin violentar su significado específico, máxime cuando aquél concuerda con la acepción corriente en el entendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento jurídico restante. Específicamente, con relación a la norma en cuestión, tiene dicho la Corte que la inhabilitación absoluta allí prevista es "inherente a una pena principal, a la que va necesariamente unida" y que "acompaña la imposición de una pena principal, de cuya existencia depende"; de lo que puede colegirse que la pena de prisión de cinco años impuesta en este caso, lleva ínsita la accesoria mencionada. La inclusión en el texto por el legislador del verbo "importan", habilita a interpretar que la pena principal "trae consigo" o "comporta" las incapacidades civiles a las que hace referencia. Entonces, no obstante que el precepto es claro, tampoco se desconoce que su validez constitucional fue puesta en duda pero reafirmada por la Corte –de conformidad con lo dictaminado por este Ministerio Público- al expedirse en el caso "González Castillo" (Fallos: 340:669) donde descartó que las consecuencias legales impuestas a los condenados a penas privativas de la libertad superiores a tres años -privación de la patria potestad, de la administración de los bienes y del derecho de disponer de ellos por actos entre vivos- puedan ser calificadas como un trato inhumano o contrario a la dignidad del hombre, si las razones dadas para calificar a la injerencia en cuestión como "indigna" no resultan convincentes. No obstante que la centralidad de las argumentaciones allí tratadas por la Corte no fueron abordadas por el a quo al tomar la decisión -por cuanto expresamente se prescindió de tal reclamo, efectuado tardíamente por la defensa- y su basamento fue el exceso jurisdiccional en su imposición frente a la ausencia de un preciso requerimiento por parte del fiscal de juicio, no advierto razones suficientes.


    M., José Carlos y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 14876/2014/TO1/3/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Evasión fiscal. Evasión agravada. Participación criminal. Pluralidad de intervinientes. Incremento del patrimonio. Funcionarios públicos. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. 


    Testaferro. Principio de accesoriedad.


    En la medida en que el ilícito, como el de todo partícipe o cómplice, es accesorio, lo es respecto del del autor, y no del de los otros partícipes en el hecho principal. Ciertamente, el "principio de accesoriedad", en el que pretende fundarse la sentencia de sobreseimiento, refiere a una forma de dependencia que todo suceso de participación criminal necesariamente tiene respecto de la existencia de un hecho delictivo principal, el que realizaría quien es reputado autor. La mentada accesoriedad refiere a la dependencia de ciertas características del hecho al que contribuye el partícipe para que esta contribución pueda dar lugar a responsabilidad por complicidad o instigación. Y entre esas características que ha de observar el hecho principal para que el acto de favorecerlo pueda dar lugar a responsabilidad penal por participación en los términos de los artículos 45 y siguientes del Código Penal, no figura la suerte que puedan correr las personas a las que se les imputa autoría en el procedimiento en el que se ventila esa acusación. Los rasgos del hecho principal a los que refiere la accesoriedad de la participación criminal, involucran exclusivamente propiedades sustantivas del comportamiento del autor, y no los avatares que éste puede haber corrido en el proceso penal en el que se lo persigue. En especial, y sin que corresponda en esta oportunidad detallar las diferencias interpretativas a las que ha dado lugar la hermenéutica de la legislación nacional en materia de complicidad e instigación, esos rasgos incluyen la tipicidad penal del hecho principal, la ausencia de una justificación, la culpabilidad de quien lo lleva a cabo, otras circunstancias o calidades personales que influyen en la punibilidad y el grado de desarrollo o realización del delito principal. En otras palabras, no hay nada en el aducido principio de accesoriedad que de base a promover la impunidad de una persona a quien se le imputa haber participado en el delito cometido por otra a partir del mero hecho de que ésta última no es perseguida penalmente, o lo ha sido pero ha resultado sobreseída por cualesquiera razones procesales no extensibles a aquélla. Si bien es cierto que la Corte ha sostenido que los pronunciamientos sobre cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen por sí sentencias definitivas, también lo es que esa regla encuentra excepción cuando, como ha ocurrido en este litigio, existe denegación del fuero federal.


    C., Horacio Ricardo y otros


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 34020343/2009/15/1/1/RH9, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Doctrina de la arbitrariedad. Privación ilegal de la libertad. Actividades subversivas. Mantenimiento del recurso. 


    Plan sistemático de represión.


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas, la calificación de la imputación y la aplicación de normas de derecho común constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El sub examine es uno de esos supuestos de excepción. La asociación ilícita debe tener una estructura organizada y un número mínimo de tres integrantes con vocación de permanencia, ligados por un acuerdo previo y colectivo de cometer una cantidad indeterminada de delitos. A este respecto, no habría tal asociación si la relación entre los miembros del grupo se basara en una mera convergencia transitoria. La conclusión del a quo ha sido que en la sentencia del tribunal oral no se demostró la existencia de esos elementos, así como tampoco la voluntad del imputado de integrar una asociación ilícita. Sin embargo, no se encuentra en discusión que las privaciones ilegales de la libertad y los tormentos imputados, se cometieron como parte del plan de represión ilegal sistemática que se ejecutó en nuestro país durante el último gobierno de facto. La finalidad del plan era la denominada "lucha contra la subversión", en el marco de la cual se otorgó a los cuadros inferiores de las fuerzas armadas una gran discrecionalidad para privar de la libertad a quienes aparecieran como vinculados a ese fenómeno criminal; se dispuso que se los interrogara bajo tormentos y que se los sometiera a regímenes inhumanos de vida, mientras se los mantenía en cautiverio; y se concedió, una gran libertad para apreciar el destino final de cada víctima, el ingreso al sistema legal, la libertad o, simplemente, la eliminación física. Si se consideran probadas esas circunstancias, resulta incoherente negar que en el caso se haya demostrado la existencia de un grupo integrado por más de tres personas, vinculadas por el objetivo común de ejecutar el citado plan de represión ilegal, lo que implicaba la comisión de un número indeterminado de delitos, y que ese vínculo tenía carácter estable y permanente, de modo tal que la estructura predispuesta para alcanzar aquel objetivo se mantuvo activa por años.


    D., Horacio Rafael s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 33000200/2006/TO1/11/1/RH8, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Homicidio. Violación de derechos humanos. Apreciación de la prueba. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Plan sistemático de represión.


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El sub examine es uno de esos supuestos de excepción. Aun cuando en el sobreseimiento impugnado se citó el legajo de servicio del imputado para descartar que hubiera estado presentando servicios en la fecha en que desaparecieron los damnificados, no se podía omitir que los indicios derivados de la evidencia valorada en el voto en disidencia de aquella decisión contradicen esa constancia documental. En consecuencia, resulta dogmática la afirmación del a quo según la cual no existen elementos de prueba objetivos y concretos que permitan sustentar la hipótesis de la fiscalía respecto de la intervención del imputado en los hechos bajo análisis, en cuanto tal afirmación se basa en una consideración parcial e inadecuada de las pruebas, lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido. Por otro lado, aun cuando se admitiera que no existe prueba suficiente para sostener en juicio la hipótesis de que el acusado tuvo el dominio del curso causal de los homicidios imputados, lo cierto es que si se acepta, que la privación ilegal de la libertad de los damnificados fue el antecedente necesario de aquellos delitos, de ello se sigue que quienes prestaron su aporte para el primer hecho, también contribuyeron a la consumación de los segundos. En definitiva, si el grado de intervención o dominio que permiten inferir las circunstancias comprobadas de la causa no es suficiente para tener al imputado por autor de los homicidios, de ello no se sigue que tampoco lo sea para considerarlo partícipe. Esta infundada falta de consideración de ese aspecto sustantivo invalida la decisión impugnada mediante recurso federal a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, al poner de manifiesto su carencia de fundamento idóneo.


    J. T., Juan Carlos s/ Legajo de casación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 44000331/2009/16/1/RH7, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso de queja.


    G., M. T. s/ Suspensión del proceso por incapacidad sobreviniente


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54005729/2010/TO1/25/1/RH4, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Derecho al recurso. Ministerio Público Fiscal. Falta de vista al fiscal. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso federal es, por regla, improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero la Corte ha establecido que ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. El pronunciamiento que impidió indebidamente, con base en fundamentos aparentes, que el fiscal ejerciera su facultad recursiva al haberse pronunciado en contra de la vía casatoria, mediante la cual se pretendía impulsar la instancia de examen de la concesión de la prisión domiciliaria a la imputada, es descalificable como acto procesal válido. Si el recurrente planteó debidamente la arbitrariedad de lo resuelto por el a quo y la consecuente afectación de la garantía constitucional del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual, se suscita cuestión federal suficiente. La omisión de dar vista al Ministerio Público Fiscal al momento del dictado de la resolución en la etapa de instrucción importa la prohibición del ejercicio de sus funciones propias, e impide la consiguiente valoración de su opinión, que habría brindado preeminencia a la realización de un amplio informe socio ambiental. La decisión de la cámara de casación resulta carente de una debida fundamentación, si desatiende la consideración de extremos oportunamente invocados que resultaban conducentes para la solución del caso. Es arbitraria aquella decisión que carece de fundamentación y que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso, y que priva al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al haberle impedido, indebidamente, que alegue sobre el desacierto del pronunciamiento impugnado, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso.


    N., Glenda Viviana s/ Incidente de reposición


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 6282/2018/1/1/RH1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Sistema acusatorio. Decomiso. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa CSJ 204/2015/RH1, “R., Jean Manuel Marie y otros s/ Infracción Ley 23.737.


    Una vez habilitada la jurisdicción de los tribunales por la actividad del fiscal quedan satisfechas las exigencias del principio acusatorio formal, tal como ha sido concebido en nuestro sistema procesal penal, y cobra plena vigencia la regla según la cual es deber de los magistrados precisar las figuras delictivas y las consecuencias jurídicas que juzgan aplicables, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, y sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyen materia del juicio. Dada la claridad de la normativa aplicable y su carácter imperativo, el decomiso de los instrumentos era una consecuencia previsible, de modo que no pudo haber sorpresa ni, por tanto, impedimento alguno para el ejercicio del derecho de defensa en juicio, que es junto con la garantía de imparcialidad lo que busca amparar el principio acusatorio.


    Recurso de Queja n° 1 -Incidente n° 3- Procesado: C. M., Víctor y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14920/2008/TO1/3/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Participación secundaria. Sentencia definitiva. Principio de congruencia. Defensa en juicio. Mantenimiento del recurso. 


    El recurso extraordinario resulta formalmente procedente pues se halla dirigido contra la sentencia definitiva dictada por el superior tribunal de la causa y, asimismo, la sustancia de su planteo conduce a determinar el alcance del principio de congruencia, como derivación del derecho de defensa en juicio (artículo 18 de la Constitución Nacional). De las constancias del legajo y de la sentencia del Tribunal Oral en lo Criminal surge que la hipótesis que sometieron los acusadores a debate, y el tribunal estimó acreditada fue que los imputados, juntos con otros miembros del grupo que integraban, decidieron de común acuerdo tomar por la fuerza una casilla y defender esa ocupación disparando, de ser necesario, las armas de fuego que llevaron a tal efecto en caso de que un grupo rival intentara recuperar la vivienda. Por ello, en línea con los acusadores, el tribunal consideró que todos los miembros del grupo asumieron, con dolo eventual, la muerte de una o varias personas como consecuencia posible de la empresa decidida de común acuerdo, y responsabilizó a todos por el homicidio de una persona, quien fue alcanzado por una bala disparada desde la casilla ocupada. Esta conclusión es de suma relevancia, pues demuestra que los jueces coincidieron con los acusadores en que ambos imputados, ya por su sola intervención en el hecho como miembros del grupo, es decir, cualquiera hubiese sido su aporte concreto, debían responder por el homicidio con dolo eventual del niño. Como correctamente señalan los recurrentes, ésta es la "hipótesis de mínima", compartida por el tribunal y los acusadores, que en el caso de los imputados los magistrados calificaron como constitutiva de complicidad secundaria. Por ello, asiste razón también a los apelantes cuando afirman que la pretensión de agravar la situación de los imputados, situándolos entre quienes dispararon desde dentro de la casilla, importó el planteamiento de una "hipótesis de máxima", que contenía a la anterior, y cuyo rechazo por el tribunal no implicó ninguna variación en la descripción de los aspectos esenciales del hecho que pudiera afectar la defensa en juicio. Y es que fuera de discusión que la intervención en el hecho como miembros del grupo, que se les había imputado, acarreaba ya, cualquiera hubiese sido su aporte concreto, su responsabilidad al menos a titulo de complicidad secundaria, parece claro que la discrepancia acerca de en qué habría consistido ese aporte concreto carecía de trascendencia a los efectos del conocimiento y el ejercicio del derecho de defensa respecto de esa hipótesis de mínima, por la que recayó condena, y que se agotaba, insisto, como fue dicho, en la intervención de los acusados en el hecho como parte del grupo. A tal punto ello es así que, como bien indicaron los impugnantes, ambas defensas rechazaron enfáticamente la pertenencia que se les adjudicaba a ese grupo, y alegaron su ajenidad al hecho, brindando otras razones para intentar justificar su presencia en el lugar donde fueron detenidos. En definitiva, no cualquier falta de correlación en la descripción de los hechos entre la acusación y la" sentencia habilita la operatividad del principio de congruencia pues, como señala la doctrina más autorizada en la materia, "esa correlación sólo implica que el hecho histórico sobre el cual se pronuncia el tribunal coincida con el que ha sido objeto de la acusación y la imputación contenida en ella. Se trata de la unidad histórica del hecho imputado y no de otra cosa, pues la sentencia responde, en cuanto a la verdad de los hechos, a las verificaciones que emergen del debate". Antes bien, sólo "aquello que en la sentencia signifique una sorpresa para quien se defiende, en el sentido de un dato con trascendencia en ella, sobre el cual el imputado y su defensor no se pudieron expedir, lesiona el principio estudiado". La clave, como surge de la cita precedente, reside en si ese nuevo dato tiene trascendencia en la condena, lo cual no ocurrirá cuando, como en el sub lite, el título por el que son responsabilizados se satisface, cualquiera fuera su aporte, con su intervención en el hecho como miembros del grupo, y su defensa consistió precisamente en negar esa pertenencia, lo que descarta cualquier sorpresa.


    Recurso queja n° 1 - Incidente n° 16 - Imputado: V. Q., M. R. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48025/2013/TO2/16/1/RH3, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Mantenimiento del recurso. 


    En atención a los fundamentos del dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Fabián Alejandro y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1044/2009/10/1/1/RH4, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    En atención a los fundamentos del dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. de G. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 144/2014/2/1/RH3, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Javier s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1451/2015/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Modou s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1011/2016/TO1/4/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. B. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 614/2014/2/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Norberto Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32000856/2010/TO1/1/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las examinadas en el dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "A., Sharon Mae c/ s/ Causa n° 15.507", y en el fallo CSJ 408/2014 (50-C)/CS1, "Cantarell, Luis Adolfo".


    Recurso de Queja n° 1-Incidente n° 4- Imputado: C., Stefano s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1662/2016/TO1/4/1/RH2, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Un pronunciamiento del Tribunal no deviene inoficioso desde que no es posible predicar que se extinguió una pena que no se encuentra firme.


    Recurso de Queja n° 1 -Incidente n° 2- Imputado: N. M., Cristopher Esteban s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 23/2015/3/1/2/1/RH2, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. A. de equitación y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1585/2016/2/1/1/RH2, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Bruno Marcelo s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 13000129/2013/TO1/2/RH3, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. V. S.A. s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 20869/2017/1/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., David Ricardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 39965/2015/1/1/1/RH2, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. M., Oscar Alberto s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 13015911/2009/TO1/1/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. M. S.A s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 10886/2017/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Pascual Alejandro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62371/2017/3/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cambio de calificación legal. Concepto de arma. Arma impropia. Presentación extemporánea. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que para la procedencia del recurso extraordinario federal no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. Así, el a quo tuvo por configurado un supuesto de arbitrariedad que habilitaba su intervención, por carecer éste de los requisitos que lo sustentaran como acto jurisdiccional válido. Frente a tales consideraciones, sin embargo, el apelante no rebatió los fundamentos del pronunciamiento apelado, y se limitó a afirmar de manera dogmática que el tribunal del juicio había basado su decisión en argumentos legales, sin siquiera citar la doctrina y jurisprudencia que, coincidirían con la inteligencia que aquél sostuvo. En consecuencia, además de vincularse con cuestiones de derecho común y procesal ajenas, por regla, a la vía intentada, la impugnación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal.


    L., Franco Exequiel s/ Presunto supuesto autor robo calificado por uso de arma impropia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1268/2017/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Doctrina de la arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto. Deber de imparcialidad. Requisa personal. Nulidad procesal. Insuficiencia del agravio. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Es criterio de V.E. que las resoluciones por las cuales los tribunales superiores de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. En este sentido, el superior tribunal provincial rechazó el agravio fundado en la garantía de imparcialidad del tribunal con apoyo en las normas de procedimiento local que establecen que únicamente pueden ser impugnadas por esa vía las sentencias que no hayan observado los artículos 168 y 171 de la constitución provincial. No ha sido una interpretación ritualista de esas reglas la que condujo al rechazo del recurso, sino su aplicación tal como fueron concebidas, pues el reclamo ni siquiera había sido planteado ante la cámara de apelaciones cuando la parte interesada fue notificada de la integración del tribunal y no contaba con una fundamentación mínima que permitiera considerar un posible quebrantamiento de las formas legales del proceso, al señalar como única causa susceptible de provocar temor de parcialidad, la participación personal del juez en una etapa incipiente del proceso, incluso antes de la formalización de la causa. Son similares las consideraciones que merece la queja por la denunciada falta de tratamiento de la cuestión del registro policial practicado sin orden judicial, que oportunamente había sido convalidado por existir, sospecha razonable y una situación de urgencia. Acerca de este punto, el a quo resolvió que no hay omisión reprochable cuando un planteo es expresamente desestimado por razones atendibles. Tal es la situación que se presenta en el sub lite, pues ya durante la vista pública de la causa se advirtió que la nulidad planteada no podía ser tratada en el juicio en razón de la norma del artículo 338 del código procesal local. Por otro lado, el recurso de inaplicabilidad de ley sólo es admisible cuando se lo funda en la inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva o de la doctrina legal referida a ella. La conclusión que se deriva de las razones expuestas es que la sentencia del superior tribunal que declaró inadmisibles los recursos extraordinarios locales cuenta con fundamentos mínimos que excluyen el vicio de la arbitrariedad, de apreciación sumamente restrictiva en estos casos.


    V., Roberto Francisco s/ Recurso extraordinario de nulidad, etc.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1558/2017/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Fundamentación de sentencias. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    Si bien lo respectivo a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Lo contrario importaría admitir que las sentencias de los tribunales colegiados pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, cuando, en rigor, deben ser el producto de un intercambio de ideas. Las decisiones de la Corte están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, pero resulta insoslayable declarar la inexistencia de aquellas sentencias que carecen de los requisitos indispensables para ser consideradas un acto judicial válido.


    T., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 150000005/2007/361/1/1/RH119, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Interrupción de la prescripción. Secuela de juicio. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien las cuestiones en torno a la determinación de los actos procesales aptos para interrumpir la prescripción de la acción penal conducen a la evaluación de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que son como regla ajenas a la instancia extraordinaria ante la Corte, cabe hacer excepción a ese principio cuando la sentencia apelada ha omitido la consideración de extremos conducentes oportunamente planteados, circunstancia que, al lesionar la garantía de defensa en juicio, la descalifica como acto jurisdiccional válido. Es contrario a disposiciones de la Constitución Nacional el pronunciamiento judicial que, al pretender aplicar la ley más benigna en el sentido del artículo 2 del Código Penal, combina el régimen de suspensión de la prescripción de la ley 23.077 con el de interrupción que introdujo la ley 25.990, cuando, en rigor, una legislación de esa naturaleza nunca rigió. En tales condiciones, la sentencia del a quo no es, en el aspecto en que ha sido impugnada, la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que toda parte tiene derecho.


    Banco Central de la República Argentina y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6073/2003/TO1/4/1/RH6, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Prisión perpetua. Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Diagnóstico médico. Cuerpo médico forense. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    El requisito etario previsto en la norma citada no puede considerarse suficiente para conceder la detención domiciliaria, en tanto la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de otorgarla, entre otros, a los mayores de setenta años, y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían valorar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa perspectiva, el fallo impugnado mediante recurso federal carece de fundamento idóneo, en la medida en que no tuvo en cuenta un argumento brindado en la sentencia del tribunal oral que resulta conducente para la adecuada solución del caso, lo cual autoriza, su descalificación bajo la doctrina de la arbitrariedad elaborada por la Corte.


    C., Juan Carlos Mario s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO4/28/2/1/1/RH53, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Debido proceso. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación", y FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    Siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de "tribunal intermedio". Si bien, el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. Este es uno de esos casos de excepción. En efecto, el a quo sostiene que la decisión impugnada se apoya en una fundamentación razonada que el recurrente no ha rebatido adecuadamente. En particular, tiene en cuenta que el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, y que sufre de patologías que, no pueden ser tratadas adecuadamente en la prisión. La afectación ilegítima que la resolución del a quo le ha causado a la actuación eficiente del Ministerio Público, resulta agravada por la circunstancia de que tampoco el tribunal oral le permitió al fiscal de primera instancia ejercer su facultad de alegar acerca de la improcedencia de la detención domiciliaria en este caso antes de concederla. Esa sola circunstancia genera una cuestión de naturaleza federal que habilita la vía intentada.


    P., Guillermo Aníbal s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000159/2011/TO1/3/1/1/1/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Diagnóstico médico. Cuerpo médico forense. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los votos de los jueces Lorenzetti, Highton de Nolasco y Maqueda emitidos en Fallos: 336:2392, y en los fallos de las causas C. 902, L. XLVIII, "Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario"; y C. 129, L. XLIX, "Caggiano Tedesco, CarlosHumberto s/ Causa n° 14.569". Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido, que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa perspectiva, se destaca en el recurso extraordinario que las graves patologías del imputado, pueden ser tratadas adecuadamente en la unidad carcelaria donde aquél se encontraba privado de su libertad, de acuerdo con lo informado por los profesionales del Cuerpo Médico Forense. Esa circunstancia, fue omitida por el a quo, cuya mayoría se limitó a recordar, además de la edad del condenado, cuál es el diagnóstico acerca del estado de su salud, sin explicar por qué aquella opinión médica debería ser desatendida al resolver sobre la concesión del instituto bajo examen. En conclusión, esa decisión del a quo debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, en tanto ha prescindido del análisis de una cuestión conducente para la adecuada solución del caso.


    D., Mario Rubén s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/TO6/3/1/1/RH41, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Arresto domiciliario. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    El requisito etario no puede considerarse suficiente, en tanto la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Dado que el a quo ha omitido por completo analizar si en el sub examine existen las razones humanitarias que justificarían la concesión de una medida excepcional, como lo es la detención domiciliaria, corresponde descalificar su decisión como acto jurisdiccional válido, al carecer de fundamento idóneo.


    C., Néstor s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401015/2004/57/1/1/RH39, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Contrabando con intervención de funcionario público. Material bélico. Código aduanero. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 33008830/1997/8/1/2/RH3, "S., Luis Eustaquio Agustín y otros s/ Infracción ley 22.415".


    S., Luis Eustaquio Agustín y otros s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 33008830/1997/8/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "A., Sharon Mae c/ s/ Causa n° 15.507", así como a las del fallo CSJ 408/2014 (50-C)/CS1, "Cantarell, Luis Adolfo".


    M., Juan Roberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 16385/2015/TO1/4/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


    En atención a los fundamentos desarrollados por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal en su impugnación, se mantiene la queja interpuesta.


    G., Aurelio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 35022545/2012/26/1/1/RH13, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Recurso de revisión (procesal). Homicidio calificado. Menores. Prisión perpetua. Régimen penal de la minoridad. Principios del derecho internacional de los derechos humanos. Concesión parcial del recurso. 


    La pena de prisión perpetua aplicada por hechos cometidos por un menor no se ajusta al estándar fijado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el "Caso Mendoza y otros vs. Argentina"; y que el recurso de revisión constituye una vía idónea a tal fin. Salvo una mejor inteligencia que pueda efectuar la Corte de sus pronunciamientos, este temperamento no se contrapone, como se insinúa en el voto de la mayoría del a quo, con la anterior aplicación del artículo 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuando desestimó las quejas por recursos extraordinarios denegados que habían sido planteados oportunamente en los mismos autos. En el actual estado de vigencia de los instrumentos internacionales de derechos humanos relacionados con la responsabilidad penal de menores y para que, por intermedio de la autoridad judicial que corresponda, se proceda de conformidad con los criterios específicos para la individualización de la sanción que ha considerado la Corte se propone que este aspecto de la impugnación sea declarado procedente. No obstante el estado de las actuaciones donde se ha planteado el recurso de revisión que suscita esta queja y la actual ejecución de la sentencia, es oportuno agregar en atención a que la objeción también ha sido dirigida contra el voto de la mayoría del Superior Tribunal de Justicia por el régimen penal que su fallo convalidó, que la cuestión ha sido expresamente considerada por la Corte al dictar sentencia en los autos "A., C.J.", donde requirió al Poder Legislativo que en un plazo razonable adecue, en lo pertinente, la legislación penal juvenil a los estándares mínimos que surgen de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos incorporados a la Constitución Nacional (artículo 75, inc. 22, segundo párrafo) y a los términos ordenados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia dictada en el caso “Mendoza”. Este criterio fue reiterado -en lo pertinente- al resolver en Fallos: 341:883.


    E., E. I. y otros s/ Homicidio triplemente calificado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1487/2017/RH1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    En atención a que se encuentran vencidos incluso los plazos del artículo 51 del Código Penal, la cuestión llevada a la consideración de la Corte resulta hoy abstracta, por lo que no corresponde, expedirse sobre el recurso de queja cuyo trámite ha quedado suspendido desde la resolución del Tribunal.


    D., María Inés y M., Raúl Daniel s/ Querella por injurias - causa n° 3.408 -


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 502/2009/(45-D)/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Asociación ilícita. Participación criminal. Coautoría. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 22017306/2012/TO1/7/1/1/RH1, "T., Gustavo Raúl y otros s/ Infracción ley 23.737 (art. 5. inc. c), infracción ley 23.737 (art. 11. inc. c) e infracción art. 303, inc. 4".


    Tal como se explicó en el dictamen de la causa FCB 22017306/2012/TO1/7/1/1/RH1 “T., Gustavo Raúl y otros s/ Infracción ley 23.737 (art. 5 inc. c), infracción ley 23.737 (art. 11 inc. c) e infracción art. 303, inc. 4” la formulación de la agravante prevista en el inciso «c» del artículo 11, de la ley 23.737, más amplia incluso que la recién aludida «grupo delictivo organizado», resulta abarcadora de todo tipo de organización, aun de las que no alcanzan el estatus de la mencionada en las citadas convenciones. Y ello es así, por cuanto la ratio legis de la disposición en examen se basa en la convicción de que una pluralidad de intervinientes que actúan de manera organizada, es decir, con cierta coordinación y reparto de funciones, constituye no sólo un mecanismo eficiente para la comisión de los delitos a los que se refiere la ley 23.737, sino que supone, además, mayores posibilidades de asegurar la supervivencia de la empresa delictiva y una mayor capacidad para neutralizar la acción estatal. Precisamente en ello reside el fundamento de la mayor gravedad del hecho cometido al menos por tres personas que toman la precaución de actuar organizadamente en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes. Por esas razones, asiste razón al recurrente en que la correcta interpretación del artículo 11, inciso c, de la ley 23.737, es la que postula que con la agravante allí prevista se busca sancionar más severamente aquellos casos en los que al menos tres personas toman la precaución de actuar organizadamente en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, con absoluta independencia de que denote o no algún sentido de permanencia. La interpretación amplia concuerda, además, con la que ha receptado mayoritariamente la doctrina especializada en la materia, que al referirse a esta cuestión ha expresado con claridad que "la intervención organizada en el hecho mencionado en la norma puede ser tanto el resultado de la gestión del organizador o los demás intervinientes; en cualquier caso, le resultan ajenos los requisitos mucho más rigurosos de los tipos penales legislados en los arts. 7° de la ley y 210 del Código sustantivo. Es que no se trata aquí de una organización propiamente dicha sino de intervenir de una forma organizada, lo que es decir, ordenadamente en miras a una función o uso determinado. Es suficiente, entonces, la concurrencia del mínimo de sujetos requerido con el fin de llevar a cabo un plan delictivo, cierta coordinación y reparto de funciones [...]. Sobre esto último se ha dicho que el art. 11, inc. c), no requiere la existencia de una asociación ni exige la permanencia en la organización. Además, la actividad desplegada por cada uno de los integrantes, llevada a cabo de manera organizada, no equivale a decir que ese grupo de personas ya forme la asociación ilícita que prevé el art. 210 del Código Penal. La diferencia esencial entre las figuras radica en el sentido de permanencia de los integrantes que conforman la asociación, requisito éste no exigido a los fines de la aplicación de la agravante contenida en la norma antes mencionada". No es distinta la inteligencia que la jurisprudencia nacional ha expresado, los tribunales han señalado que no se exige la acreditación de una estructura delictiva con características de permanencia y organicidad, sino que lo que importa es la demostración de la existencia de una organización en el sentido de reparto de funciones o roles establecido expresa o tácitamente antes de la comisión de los delitos previstos en la ley. De ello se sigue que asiste razón a la juez cuando, en su voto disidente y en concordancia con el criterio de este Ministerio Público, sostiene que se trata de una agravante de carácter objetivo que de ninguna manera exige otros extremos que los que surgen de las constancias de la causa, esto es, "el actuar coordinado de los imputados en el marco del tipo penal de transporte atribuido, con acuerdo previo y distribución de tareas para desarrollar la empresa delictual", tal como lo desarrolla el tribunal de juicio en su sentencia. En efecto, y como lo refiere el magistrado recurrente, la intervención organizada de los imputados se halla suficientemente probada mediante el evidente acuerdo de voluntades para transportar casi una tonelada y media de marihuana, dispuesta de idéntica forma en paquetes de diversos tamaños ocultos en el interior de las cubiertas y ruedas de auxilio de tres camiones con semirremolque que circulaban en caravana por la ruta nacional, y que fueron utilizados por los imputados de modo coordinado con la pretensión de aumentar las posibilidades de evadir los controles vehiculares.


    Recurso Queja n° 1 - Incidente n° 1 - Imputado: M., Lucas Horacio y otros s/ Incidente de Recurso Extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5001/2014/14/1/1/1/RH5, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Recurso de nulidad. Concusión. Deber de imparcialidad. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    En lo que respecta a la atribución de arbitrariedad, los planteos que se intentan someter a consideración de la Corte se limitan a aseverar un enfoque particular, entre varios posibles, en cuestiones de naturaleza no federa. La crítica en tal sentido no trasciende el mero disenso sobre el criterio que los jueces de la causa han adoptado en la selección y valoración de las pruebas, que fue resuelto con argumentos suficientes, basados en la interpretación del derecho común y procesal, que, impiden negar a los pronunciamientos criticados el carácter de acto jurisdiccional válido. A este respecto debe agregarse que cuando están en juego decisiones de superiores tribunales de provincia en materia de admisibilidad de recursos locales, la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias es de aplicación particularmente restrictiva. Por otra parte, la petición tampoco puede prosperar en cuanto al agravio fundado en la jurisprudencia de la Corte en materia del derecho a la imparcialidad de los jueces derivada, en especial, de los precedentes de Fallos: 328:1491 y 329:3034. El derecho en cuestión exige el planteo oportuno, de acuerdo con los remedios procesales disponibles, de parte de quien, en efecto, teme la parcialidad de los magistrados en razón de las intervenciones previas que éstos puedan haber tenido en el proceso. Esa condición no se ha cumplido en el sub examine, en el que la defensa introdujo el asunto recién al impugnar la sentencia de la cámara, en lugar de hacerlo al ser notificada de la integración de la sala. Tal circunstancia muestra que se trata de una reflexión tardía a partir de lo decidido por el tribunal en contra de su pretensión y, no es posible suplir tal defecto con la mera alegación de que correspondería "declararse la nulidad de la sentencia aun de oficio", que el apelante formula al interponer el recurso del artículo 14 de la ley 48, con el pretendido apoyo de un precedente de la Corte que carece de atinencia respecto de lo discutido en estas actuaciones.


    C., Juan Abelardo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 71/2019/RH1, 11 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Contrabando. Tentativa. Cómputo de la pena. Discrepancia del recurrente. Inconstitucionalidad. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto a los agravios sobre la falta de revisión suficiente por parte de la cámara de casación y que la pena impuesta viola a los principios constitucionales de culpabilidad y proporcionalidad, el remedio federal carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48 pues en él se reiteran dogmáticamente objeciones vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ya formuladas en las instancias anteriores, sin que se rebatan todos y cada uno de los argumentos dados por el a quo en la sentencia impugnada. En ese sentido cabe destacar, en primer lugar, que la recurrente insiste en la absolución de su defendida en los términos del artículo 3 del Código Procesal Penal de la Nación, sin hacerse cargo de que, mediante argumentos suficientes y con referencia a circunstancias comprobadas en la causa, el a quo tuvo debidamente por probado el aspecto subjetivo del tipo penal atribuido al imputado. Ello no obsta que para tal fin haya transcripto algunos pasajes de la sentencia del tribunal oral, pues la Corte tiene establecido que es bastante fundamento de las decisiones judiciales la remisión a lo resuelto en pronunciamientos anteriores, en tanto la sentencia a la que se remite no sea de por sí arbitraria. La defensa mediante argumentos insuficientes para fundar una real situación de duda sobre el aporte doloso de una de las imputadas en el hecho, insiste en postular la aplicación del principio in dubio pro reo, sin siquiera intentar explicar de qué manera dicha pretensión se conciliaría con la doctrina sentada por la Corta, según la cual la mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos no impide per se obtener el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. En tales condiciones no se observa, ni la recurrente ha demostrado, que de una valoración racional y objetiva de las constancias del proceso se derive inexorablemente el estado de duda que reclama. Antes bien, su pretensión se erige en un argumento que encuentra únicamente respaldo en las manifestaciones de las propias imputadas pero que resulta incompatible con el examen integral del resto de los elementos obrantes en autos. Igual déficit de fundamentación exhibe el agravio relativo a la determinación de la pena, pues cabe recordar que en principio la graduación de las sanciones dentro de los límites ofrecidos por las leyes respectivas, constituye el ejercicio de una facultad propia de los jueces de la causa ajena al recurso extraordinario, excepto que se verifique un supuesto de arbitrariedad. La Corte tiene dicho que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento impidan considerar el pronunciamiento de los jueces del proceso como la sentencia fundada en ley, a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La solución consiste, entonces, en establecer si la decisión recurrida contiene al menos un fundamento mínimo que, por opinable que sea, pone a cubierto lo resuelto de su descalificación como acto jurisdiccional válido, o se trata simplemente de un puro acto de arbitrariedad judicial. No puede prosperar el reproche que la defensa dirige al tribunal, y hace extensivo al a quo, por no apartarse de ese mínimo de pena o, cuanto menos, disponer su ejecución condicional. Pues en la medida en que la defensa no ha formulado cuestionamiento alguno a la norma que prevé los topes mínimos y máximos, ni se advierte su inconstitucionalidad, su crítica sólo puede entenderse dirigida a la cuantía punitiva decidida, la cual fue resuelta sin arbitrariedad y en ejercicio de una potestad exclusiva de los jueces, no revisable en esta instancia. A ello cabe agregar que, dado que el monto mínimo legal determina la imposibilidad de su ejecución condicional por exceder los tres años de prisión (artículo 26 del código de fondo), el agravio subsidiario formulado en ese sentido carece igualmente de todo fundamento. El planteo de inconstitucionalidad del artículo 872 del Código Aduanero -en cuanto equipara la pena de la tentativa del delito de contrabando a la del delito consumado- tampoco es idóneo para habilitar esta instancia federal. En ese aspecto la recurrente se limita a invocar la irrazonabilidad de la norma y la transgresión al principio constitucional de culpabilidad, pero sin referirse a los términos de la decisión apelada ni hacerse cargo de que la cuestión fue resuelta por el a quo de conformidad con la jurisprudencia vigente de la Corte sobre la materia.


    S. de C., Ana María, F. M. y otros s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000321/2010/TO1/3/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Tentativa. Robo con armas. Homicidio. Concurso real. Detención del menor. Tribunal de menores. Pena privativa de la libertad. Readaptación del condenado. Procedencia del recurso,. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Pone de resalto la recurrente, en consonancia con los principios aceptados a escala internacional, y como sucede en el sub judice, se ha descartado sin más la posibilidad de imponer "la privación de libertad personal en el caso de que el menor sea condenado por un acto grave en el que concurra violencia contra otra persona o por la reincidencia en cometer otros delitos graves, y siempre que no haya otra respuesta adecuada" (regla 17.1, inciso "c", Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores -Reglas de Beijing-). Lo dicho, no importa desvirtuar las pautas que surgen de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás instrumentos internacionales sobre la materia, que reconocen la procedencia de la privación de la libertad "como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda" (art. 37, inc. ''b'', de la citada convención). Tampoco implica desconocer, como sostuvo la Corte en el precedente ''Maldonado'', que el mandato constitucional que ordena que toda pena privativa de la libertad esté dirigida esencialmente a la reforma y readaptación social de los condenados, en el caso de los menores es mucho más constrictivo y se traduce en el deber de fundamentar la necesidad de la privación de libertad impuesta, desde el punto de vista de las posibilidades de re socialización, lo cual supone ponderar cuidadosamente en ese juicio de necesidad los posibles efectos nocivos del encarcelamiento. Bajo estas premisas, conforme el mismo fallo precitado corresponde advertir que "nuestra Constitución impuso desde siempre un derecho penal de acto" (considerando 36). Por ello, ante la omisión del a quo de ponderar de modo específico esos elementos de juicio al momento de adoptar su criterio y sin explicitar los motivos por los que las graves modalidades comisivas de los diversos hechos carecieron de todo efecto para determinar la aplicación de grado alguno de pena por los injustos cometidos, es posible afirmar que la absolución sólo basada en la evolución de su tratamiento, de modo parcial, e incluso con indebida valoración de informes posteriores al fallo recurrido en esa instancia, carece de una fundamentación razonable pues -en esos términos- luce desproporcionada frente al pedido de pena que, en defensa de los intereses por los que debe velar, había formulado la representante del Ministerio Público. La aplicación parcial del artículo 4° de la ley 22.278 que ha realizado el a quo, que a la vez importó dejar de lado la consideración de extremos conducentes para resolver el pleito, constituye causal de arbitrariedad con arreglo a los criterios de Fallos: 324:2449 y 4170; 326:4515, entre otros, por lo que su decisión debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    P., E. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18493/2014/TO1/15/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, "S., Alan s/ Causa n° 13.590”.


    A. B., Juan s/ Infracción Ley 25.891


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12235/2010/TO1/4/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Acuerdo del fiscal. Interpretación de la ley. Principio pro homine. Mantenimiento del recurso. 


    No es admisible una interpretación que equivalga a la prescindencia del texto legal, ya que la primera fuente de hermenéutica de las leyes es su letra, y su exégesis no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone. La sola referencia a las pautas generales que regulan la suspensión del juicio a prueba, no puede generar una autorización legal no escrita al a quo para realizar otra interpretación acerca de la norma que dispone, de un modo directo, que no procede la suspensión del juicio a prueba respecto de los hechos reprimidos por la ley 22.415, como tampoco a descalificar una oposición fiscal basada justamente en esta última exclusión. El principio pro homine obliga a privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal. Sin embargo, no parece dudoso que esa exégesis de la ley no puede exceder el límite de razonabilidad, y la elección de la interpretación más favorable debe darse siempre dentro de aquéllas que la norma admite, pues la lisa y llana supresión de su contenido sin mediar declaración de invalidez constitucional, supone transgredir las atribuciones otorgadas a los jueces por la Ley Fundamental. En tal sentido, la Corte ha expresado que "...la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador, y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley, así como las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras que emplean sin molestar su significado específico, máxime cuando aquél concuerda con la acepción corriente en el entendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento jurídico vigente. Así, el a quo sobrepasó esta limitación y tal cuestión adquiere notoria gravedad institucional, en tanto la Corte ha expresado que "...los jueces no deben decidir sobre la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus funciones, ni pronunciarse sobre la oportunidad o discreción en el ejercicio de aquéllas, ni imponer su criterio de eficacia económica o social al Congreso de la Nación; y que el control de constitucionalidad no autoriza a la Corte Suprema a sustituir en su función a los otros poderes del gobierno". La gravedad institucional se profundiza cuando se advierte que el a quo prescindió del texto legal expreso sin declarar su inconstitucionalidad en el caso. En efecto, el artículo 76 bis del Código Penal exige el consentimiento fiscal como requisito para la procedencia del beneficio que nos ocupa, extremo que, incluso, fue ratificado por el plenario del mismo tribunal a quo, cuya doctrina fue expresamente invocada por la vocal que votó en disidencia. De allí que, la facultad de control sobre la razonabilidad del dictamen fiscal no autoriza a los magistrados a sustituir la voluntad del Ministerio Público.


    S., Víctor Américo s/ Recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000755/0/7/TO1/1/1/1/RH1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Recurso de casación


    Reenvío. Prisión perpetua. Unificación de penas. In dubio pro reo. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El recurso de casación de este Ministerio Público fue rechazado con el argumento de que reiteraba planteos ya efectuados en las ocasiones anteriores en las que el a quo intervino en esta incidencia, y que habían sido respondidos debidamente. A lo que se añadió que la acusación pública no impugnó la decisión mediante la cual se ordenó el reenvío de las actuaciones al tribunal de primera instancia para que realizara la unificación de penas requerida por la defensa, de modo que debía entenderse que aquella parte había consentido esa decisión. Esta conclusión, carece de sustento en las constancias de la causa. Por lo tanto, lo resuelto por la cámara en esa oportunidad no causaba un agravio actual a este Ministerio Público, en tanto no ordenaba la libertad del imputado, ni modificaba la pena que se le había impuesto, tal como sí lo hizo la decisión ahora impugnada mediante recurso federal. A ese respecto, el tribunal oral había rechazado el pedido de unificación de la defensa con base en que la condena dictada en esta causa todavía no se encontraba firme, por lo que fue éste el fundamento que la recurrente atacó mediante su impugnación. De manera coherente, la ratio decidendi del fallo del a quo, al hacer lugar a ese recurso de la defensa, fue que la circunstancia de que la sentencia no hubiera adquirido firmeza no podía ser utilizada en perjuicio del imputado y, por consiguiente, tampoco se podía considerar, un impedimento para el análisis de su solicitud. Es cierto que el a quo señaló, que según sus precedentes, llevaba dicho que procede la unificación aunque una o varias penas se encuentren agotadas o extinguidas, siempre que exista interés legítimo en la unificación; pero esta cuestión no estaba en discusión pues, el fundamento esgrimido por el tribunal oral para rechazar el pedido de la defensa había sido otro. En consecuencia, el debate sobre esa última cuestión debía ser planteado por la acusación pública, ante el tribunal oral, una vez concretado el reenvío dispuesto, pues la decisión del a quo no le había puesto fin, al haberse referido a ella sólo mediante un obiter dictum que, como tal, no integró la motivación necesaria para adoptarla. En suma, no es correcto concluir, que la acusación pública consintió aquella decisión, sino que al no haber sido posible su equiparación a sentencia definitiva, por no generar un agravio actual, no poner fin al pleito ni sellar definitivamente todas las cuestiones determinantes para su solución, no correspondía su impugnación mediante recurso federal. Tampoco tiene fundamento, la afirmación de la sala según la cual los planteos efectuados por este Ministerio Público ante el tribunal oral y, con posterioridad, desestimados en la decisión impugnada mediante recurso federal, habían encontrado respuesta suficiente en sus resoluciones anteriores. En efecto, la recurrente había objetado que no se observaba en el caso el interés legítimo que, de acuerdo con la jurisprudencia del a quo, podría justificar la unificación de penas agotadas o extinguidas. En particular, ese interés no puede consistir únicamente en el beneficio del condenado, sino que debe ponderarse también el punto de vista de la sociedad y, en este caso en concreto, la posibilidad de que el Estado argentino incurra en responsabilidad internacional. Considerar que sólo el beneficio del imputado es lo determinante para proceder a una unificación con tales características, ha llevado al a quo a afirmar que, el imputado ya ha cumplido la pena que se le impuso en esta causa, a raíz del tiempo que permaneció privado de su libertad en ejecución de una sanción agotada años antes del inicio de estas actuaciones, y a excarcelarlo, poniendo en riesgo aquel compromiso de la Nación, sin tener en cuenta que, según se afirma en el recurso federal, estuvo prófugo en este proceso. Ese planteo, serio y conducente, no fue abordado por el a quo en sus decisiones anteriores dictadas en esta incidencia, a pesar de que sostiene que en ellas consideró que se encontraban reunidos los requisitos para la procedencia de la unificación requerida. Lo único que afirma al respecto, es que resulta admisible la unificación de penas aunque una o varias se encuentren extinguidas o agotadas, siempre que exista un interés legítimo, sin refutar la objeción pertinente introducida por la acusación pública según la cual ese interés no puede consistir sólo en el beneficio del imputado. Ese planteo no se podía resolver del modo en que se lo hizo pues, como lo ha señalado la Corte, son conocidas las dificultades interpretativas y de aplicación concreta que genera el artículo 58 del Código Penal, y que hacen evidente el interés de las partes en introducir debidamente los argumentos fácticos y jurídicos que sustentan su posición antes del dictado de la decisión. En consecuencia, lo resuelto por el a quo no cumple con los requisitos de un acto jurisdiccional válido, según la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, en tanto mediante el uso de una fórmula estereotipada se omitió brindar una respuesta concreta al reclamo particular alegado en la impugnación.


    O., Fernando s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33013793/2007/TO1/158/2/1/1/RH16, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Mantenimiento del recurso. 


    En atención a los fundamentos del dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria” se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    O. M. H. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 369/2014/4/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Estafa procesal. Violencia de género. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Falta de fundamentación autónoma. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El pronunciamiento apelado omitió valorar ciertas consideraciones, y mediante fórmulas abstractas rechazó el planteo de la querellante, sin exponer siquiera algún argumento con base en las constancias de la causa, que permitiera cuestionar la interpretación natural y sencilla que aquélla formuló, o sostener otra distinta y razonable. La omisión resulta especialmente significativa, teniendo en cuenta el compromiso que asumió el Estado Argentino de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer, y establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos, lo que torna improcedente la adopción de alternativas distintas a la definición del caso en la instancia del debate oral respecto de sucesos calificados como hechos de violencia contra la mujer en los términos del artículo primero del citado instrumento. Sin perder de vista que las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa son ajenas, en principio, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a esa regla en la medida en que la sentencia impugnada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    S., A. R. s/ Estafa s/ Juicio s/ Casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1977/2017/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Corrupción. Trata de personas. Calificación legal. Principio de congruencia. Insuficiencia del agravio. Debido proceso. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 311/2017/RH1, "I., D. G. s/ Privación ilegítima de la libertad y corrupción".


    La apelación carece, en ese punto, de la fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, según la interpretación que de él ha hecho el Tribunal. No hay nada en nuestro derecho federal, ni en la hermenéutica que de él ha hecho la Corte en su jurisprudencia, que implique que los tribunales nunca pueden condenar válidamente a una persona bajo una calificación legal que sea a la vez distinta de la propuesta por el Ministerio Público en su acusación y más gravosa que ella. Lo que ese cuerpo normativo establece es que el pronunciamiento judicial de condena se encuentra limitado por el marco fáctico plasmado en la pretensión acusatoria, pero no por los demás fundamentos expuestos por las partes acerca de la prueba, las calificaciones jurídicas que puedan ser aplicables, o la pena solicitada. En segundo término, si bien, de acuerdo con la doctrina de la Corte, la falta de congruencia entre una sentencia de condena y la correspondiente acusación puede ocasionalmente dar base a un agravio constitucional cuando la incongruencia incluso se reduce a una mera divergencia en la calificación jurídica de los hechos imputados, ello sólo es así en la medida en que dicho cambio provoque el desbaratamiento de la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos. En relación con la afectación de las garantías del debido proceso y defensa en juicio por las condiciones en que el imputado fue inicialmente detenido en las actuaciones, el agravio intenta reeditar una cuestión que fue examinada y rechazada con fundamentos razonables por la cámara penal en la sentencia absolutoria, y que se trata de un aspecto que no fue impugnado ni alcanzado por la resolución posterior del tribunal supremo de la provincia. En esas condiciones, la firmeza de aquella decisión vuelve improcedente el planteo a su respecto.


    I, D. G. s/ Privación ilegítima de la libertad y corrupción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 313/2017/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Robo. Solicitud de libertad condicional. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Política criminal. Denegatoria del recurso. 


    La resolución impugnada ha sido sustentada razonablemente y cuenta con los fundamentos jurídicos mínimos, necesarios y suficientes, por lo que la actual impugnación de la defensa evidencia sólo una opinión diversa sobre la cuestión tratada y resuelta. En efecto, no se ha dejado de cumplir con la revisión del fallo que exigen los artículos 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, pues para arribar a su solución el a quo evaluó que el resolutorio del juez de ejecución se encontraba ajustado a derecho y debidamente fundado en las constancias de la causa. La impugnación de la defensa, dirigida contra la improcedencia de la libertad condicional para culpables de los delitos determinados en la norma cuya inconstitucionalidad reclama, pretende cuestionar una decisión de política criminal que ha sido razonablemente reglamentada por el legislador en una materia que es propia de su competencia, que ello no conculca el principio de igualdad al contemplar en forma distinta situaciones que considera diferentes y que, por lo tanto, resulta ajena a la competencia de los jueces. Es criterio de la Corte que “la parquedad de fundamentos no es suficiente para descalificar el fallo como acto jurisdiccional, en la medida que no se deriva de ello lesión a las reglas del debido proceso". Cabe agregar que la valoración como ajustado a derecho que también se formuló respecto del auto recurrido en casación, añadió razones que concurren a desvirtuar la invalidez reclamada.


    M., Guillermo A. s/ Robo Damnificada: O., Adriana E.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 833/2006/2/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Contrabando calificado. Contrabando de armas. Material bélico. Contrabando con intervención de funcionario público. Sentencia arbitraria. Gravedad institucional. Apreciación de la prueba. Prueba de cargo. Testigos. Presunciones. Sociedades offshore. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Deberes del juez. Fundamentación de sentencias. Falta de fundamentación autónoma. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien, por vía de principio, la apreciación de la prueba constituye facultad de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a ese principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan al Ministerio Fiscal, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El sub examine es uno de los supuestos de excepción, por cuanto las circunstancias en las que intenta apoyarse el fallo impugnado no pueden ser consideradas fundamento suficiente para descartar la responsabilidad penal de los imputados. En este sentido, frente a los indicios incorporados por la parte acusadora al expediente, el juicio al que se arribó no se compadece con la inexcusable valoración univoca de tales elementos de prueba a la que la Corte ha hecho alusión en reiterados precedentes. En efecto, la conclusión de que los indicios colectados en la causa no probarían con el grado de convicción requerido en esta instancia la intervención dolosa que tuvieron los imputados en el contrabando acreditado sólo es posible en virtud de una valoración fragmentaria y aislada respecto de las circunstancias conducentes para la decisión del litigio. En lo que atañe a la prueba del dolo, el tribunal de juicio negó valor indiciario de cargo a los hechos señalados en la acusación, y el a quo avaló esa conclusión, pero la simple confrontación del recurso y la sentencia de casación muestra que, en el análisis de razonabilidad que efectuó para apoyar esa decisión, el a quo omitió tomar en cuenta los argumentos conducentes con que el fiscal había sustentado su impugnación. En primer lugar, el a quo neutralizó el contenido indiciario que surgía de la circunstancia de que hubiesen permitido que la operación se llevara a cabo a través de una empresa "fantasma", con todas las consecuencias que ello de por sí ya implicaba, aduciendo que la firma había sido designada como intermediaria por el interventor cuando los imputados aún no eran miembros de la Comisión. La exigencia normativa de control e intervención previa de la Comisión en los casos de designación de un representante de las empresas productoras de material bélico, y la intervención previa de la Comisión para autorizar el inicio y conclusión de negociaciones de venta de material bélico al exterior, se fundamenta en la necesidad lógica de establecer instrumentos de control efectivo que minimicen los riesgos posibles de operar con empresas "fantasmas", como también que con la intervención obligatoria y conjunta de los miembros de la Comisión se procuraba otorgar un control estatal último y distinto, en los casos de designación e intervención de una empresa representante para la exportación de material bélico, que disminuyera los riesgos de triangulación a "zonas calientes". En esas circunstancias y atendiendo a la cualificación profesional de los funcionarios involucrados, era razonable inferir que los imputados no efectuaron ningún control porque conocían la maniobra en ciernes y porque, de haberlo hecho, hubiesen debido poner en evidencia que, conforme surge del estatuto societario de la firma, su objeto social no incluía la venta de material bélico y que su designación como representante de la DGFM había sido hecha por las autoridades de dicho organismo sin intervención previa y obligatoria de la Comisión. El a quo no sólo ignoró estas consideraciones que brindaban el contexto que había desatendido el tribunal de juicio, y avaló acríticamente el argumento del tribunal relativo a que "la designación fue efectuada con anterioridad a que la Comisión estuviera integrada por los imputados y que no obstante ello, además, dichos antecedentes fueron requeridos por al entonces interventor de la DGFM quien se los remitió mediante nota". Con esta última aclaración, el a quo avaló también la incomprensible reconversión de una prueba de cargo en un elemento de descargo. En segundo lugar, en similar vicio incurrió también el a quo al avalar la conclusión del tribunal de que la diferencia entre el material consignado en el pedido original de cotización, y el que finalmente se plasmó en la Resolución 809/94, "obedecía a los avatares habituales de una negociación no habiendo nada que le indicara que no pudiera existir una diferencia de material entre los documentos referidos". El representante del ministerio fiscal había objetado ese argumento del tribunal con base en que, de acuerdo con lo prescripto por el artículo 3°, inciso "b", del Decreto 1097/85, era la Comisión quien, al momento de autorizar el inicio y conclusión de las negociaciones con los compradores, definía las reglas y pautas de la negociación, restringiéndola exclusivamente al material detallado en el pedido de cotización, que el propósito evidente de esa exigencia era que la posterior venta de material bélico responda con igual exactitud a lo expresamente requerido por el comprador y que, por ello, los imputados, en su segunda intervención, al firmar la Resolución 809/94 que autorizaba la exportación, actuaron fuera de la normativa vigente al permitir que se incorporara en ella un listado de materiales que difería notablemente del pedido de cotización. Una vez más, el a quo ignoró estas consideraciones a pesar de su relevancia para inferir, en conjunción con el resto del cuadro indiciario, el verdadero alcance de la intervención que les cupo a los funcionarios involucrados en la operación. La misma situación se repite con el agravio referido a la valoración de la intervención que le cupo a los imputados en la tramitación del Decreto 103/95 con un certificado de destino final apócrifo. Varias de las irregularidades fueron advertidas por los imputados, y motivaron las gestiones y consultas que realizaron y se describen en la sentencia. Pero en contra de la valoración de esa circunstancia efectuada por el tribunal de juicio, para cuyos magistrados esos esfuerzos serían compatibles con la buena fe alegada por los imputados y pondrían en duda la hipótesis acusatoria. En este sentido, las consultas y gestiones por ellos efectuadas, o bien tuvieron por objeto remediar defectos que de otra forma habrían hecho evidente la ilegalidad del trámite, o bien aspectos formales marginales, carentes de importancia y, con cita de testimonios sobre el modo en que se procedía habitualmente en estos casos, argumentó también, que las irregularidades que, así y todo, siguió presentando el trámite eran demasiado groseras y fácilmente perceptibles por cualquier funcionario de Cancillería o Defensa con la experiencia y jerarquía de los imputados, lo cual tomaba inverosímil su descargo, máxime cuando eran conscientes de lo delicado de las cuestiones que estaban en juego. En definitiva, además de las omisiones de tratamiento, que bastarían ya para descalificar el fallo del a quo, la reseña efectuada revela que el fiscal recurrente había señalado una serie de indicios plurales y concordantes que, valorados en conjunto y no aisladamente como hicieron los magistrados, no podían razonablemente sino conducir a la conclusión de que los imputados estuvieron en todo momento al tanto de la maniobra en la que tomaron parte. En relación con la prueba de indicios la Corte ha señalado que la eficacia de evidencia de ese tipo depende de la valoración conjunta que se haga de ellos teniendo en cuenta su diversidad, correlación y concordancia, pero no de su tratamiento particular, pues por su misma naturaleza cada uno de ellos no puede fundar aisladamente ningún juicio convictivo, sino que éste deriva frecuentemente de su pluralidad. Y, sobre esa base, descalificó por arbitrarios pronunciamientos en los que se prescindió de esa valoración de conjunto, pues consideró que ese modo de proceder desvirtuaba la esencia de este medio probatorio. Con este criterio rector no era posible soslayar que no se trataba de cualquier empleado administrativo, sino de funcionarios de la máxima jerarquía, con experiencia en la materia y con pleno conocimiento de lo delicado de su tarea por las implicancias para las relaciones internacionales de la República Argentina; sabían perfectamente que había un embargo internacional a Croacia y sabían también que Argentina era garante de la paz en el conflicto entre Perú y Ecuador; también estaban al tanto de las versiones sobre la presencia de armas argentinas en Croacia; y a pesar de ello incumplieron sistemáticamente todos los controles previstos precisamente para evitar lo que terminó ocurriendo, esto es, que se exportara ilegalmente a través de empresas fantasmas material bélico a naciones en conflicto, comprometiendo la política exterior de la República Argentina. Todos eran indicios concretos, plurales y concordantes demostrativos del dolo con el que obraron los imputados, pues el incumplimiento de los deberes de control propios de la función y el cargo, no se concibe racionalmente en funcionarios de esas características si no es porque sabían que no podían realizarlos sin poner al descubierto el real alcance de la maniobra en la que estaban participando. Además, primero el tribunal y luego el a quo, aplicaron incorrectamente la doctrina sentada por la Corte en el fallo "Benítez". En primer lugar, porque, mientras que en el caso que generó aquel precedente la defensa se había opuesto a la incorporación por lectura de las declaraciones rendidas en la instrucción, en el sub examine no hubo tal oposición, de modo que, si no se cuestionó esa incorporación, ni se planteó la inconstitucionalidad de la norma que la estipula, no había óbice para que la prueba así incorporada pudiera ser valorada. En cuanto a la declaración del coimputado, si bien no posee el valor de un testimonio no por ello deja de ser un medio de prueba válido, de conformidad con lo establecido por el artículo 392 del Código Procesal Penal de la Nación. En este sentido, la Corte registra una línea jurisprudencial en la que estableció que, si bien la declaración de un coprocesado contra otro es, en principio, sospechosa, sirve como prueba y su valor depende de su credibilidad y su concordancia con otros elementos que la corroboren. Y no podía ser soslayado por el a quo que, según los estándares habitualmente utilizados para esa evaluación, la circunstancia de que un imputado se hubiese autoincriminado era un dato relevante al momento de valorar la veracidad de sus dichos, que, hallan también concordancia con el relato de los testigos, a lo que se suma además el elemento de contexto que brinda la relación previa que unía a ambos coimputados y que hace verosímil el rol que se le atribuye de fungir de eslabón intermedio. De allí que luzca infundada la sentencia del a quo cuando en relación con esto último se afirma que los testimonios que refirieron sobre ese aspecto "no guardan relación con la intervención del nombrado en los hechos". El panorama se completa con los testimonios que si bien son "testigos de oídas", ello no afecta ni la validez formal, a la luz del artículo 239 del Código Procesal Penal, ni su valor probatorio coadyuvante, en conjunción con los demás elementos colectados, pues no es posible soslayar que, desde una perspectiva autónoma, pero complementaria, esto es, la del circuito de sociedades off shore y financieras por las que se canalizaban las comisiones y los sobornos la información que brindan también da cuenta del protagonismo del imputado en los hechos. En suma, también al valorar la prueba de la responsabilidad los jueces incurrieron en arbitrariedad, el tribunal al haber prescindido de la visión de conjunto y de la necesaria correlación de los testimonios, entre sí y de ellos con los demás elementos indiciarios, y luego el a quo al convalidar acríticamente esa decisión, sin responder siquiera los cuestionamientos que habían sido formulados en el recurso de casación y que fueron replanteados en la apelación federal. Puede concluirse que la sentencia impugnada presenta defectos que, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por la Corte, la privan de fundamentos suficientes y la descalifican como acto jurisdiccional válido.


    S., Luis Eustaquio s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1182/2017/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Material Bélico. Funcionarios públicos. Código Penal. Código aduanero. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1182/2017/RH1, "S., Luis Eustaquio s/ Recurso de casación"


    De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal, la interpretación de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta su contexto general y los fines que las informan, regla que impone no sólo armonizar sus preceptos, sino también conectarlos con las demás normas que integran el orden jurídico, de modo que concuerden con su objetivo y, a ese fin, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador. También hay que reseñar que el artículo 192 de la anterior Ley de Aduanas (Ley 21.898) establecía que: "se aplicarán las mismas penas contempladas para los autores de los ilicitos previstos en los artículos 187, 188 y 190 a sus instigadores o cómplices", y que esta regulación, que no hacía distingo alguno en la escala penal entre los cómplices primarios y secundarios, fue superada con la sanción del Código Aduanero (Ley 22.415) que, en línea con la regulación del artículo 46 del Código Penal, y en los mismos términos, fijó una reducción de la escala penal para el cómplice secundario. Dispone así ahora el artículo 886, párrafo segundo, que: "al que cooperare de cualquier otro modo a la ejecución del hecho y el que prestare una ayuda posterior cumpliendo promesas anteriores al mismo, serán reprimidos con la pena correspondiente al delito, disminuida de un tercio a la mitad". Y bien, con este marco como esquema rector, la exégesis de la norma que propone el recurrente es la que se conforma más acabadamente a los cánones interpretativos establecidos por la Corte, y que, por el contrario, el razonamiento en que el tribunal de juicio y el a quo sustentaron su conclusión carece de la razonabilidad que es condición de validez de todo acto jurisdiccional. Falta en los fundamentos de la sentencia la mención de alguna razón, vinculada con la especificidad de la materia aduanera, que autorizara a concluir que el sentido de la reforma haya sido someter al cómplice secundario de los delitos aduaneros a un tratamiento diferente al del cómplice secundario de cualquier otro delito del Código Penal y sus leyes complementarias; más bien todo lo contrario, y esta falencia adquiere aun más trascendencia si se repara en que precisamente la especialidad de la ley aduanera es uno de los argumentos principales invocados para apartarse de la interpretación vigente para el régimen general. En la exposición de motivos del que luego sería sancionado como Código Aduanero se expresa a su respecto: "en el art. 886 se pone fin al tratamiento igualitario en materia de complicidad que desde hace tiempo antiguo regia en la legislación penal aduanera. No obstante que tal equiparación podía tener fundamento en la dificultad de determinar el grado de colaboración de los sujetos intervinientes en el delito de contrabando, se ha considerado que el juzgador puede en muchos casos efectuar tal distingo y que ello resulta más equitativo. Por ello, en la norma en comentario se ha regulado la participación sobre la base de las reglas de los artículos 45 y 46 del Código Penal, manteniendo así su autonomía" La cita es clara en cuanto a que la intención del legislador fue introducir normas "espejo" en el Código Aduanero, es decir, autónomas pero con idéntica lógica y contenido que sus equivalentes del Código Penal, sin que haya nada que avale afirmar que esa adopción de "las reglas de los artículos 45 y 46" no debiera incluir asimismo la regla para llevar a cabo la disminución de la escala penal "de un tercio a la mitad". Asiste razón al apelante en que resulta aplicable al caso el criterio hermenéutico que establece que si la intención del legislador hubiese sido establecer otros parámetros o requisitos lo habría indicado en el texto legal, pues una inteligencia de las normas en juego opuesta ante redacciones idénticas importaría tanto como suponer que lo establecido por la ley obedeció a la imprevisión o a la falta de consecuencia del legislador, lo cual, por principio, es inadmisible (Fallos: 321:2453, y sus citas). Obsérvese que a tal punto es así que cuando el legislador quiso apartarse de la regulación contenida en la parte general del Código Penal lo hizo expresamente, tal el caso del artículo 872 del Código Aduanero. Del mismo modo, tampoco una interpretación sistemática de la norma en correlación con las restantes del orden jurídico, en particular el penal, consentía darle significados distintos a una misma expresión sin una razón valedera -que, como se ha dicho, no se menciona- que justificara esa contradicción, y ello menos aun si, como los propios jueces lo reconocen, existía ya en la jurisprudencia nacional un significado consolidado para la expresión con la que la nueva exégesis entró en contradicción. No parece suficiente el argumento invocado por los magistrados según el cual siempre que en el Código Aduanero se enuncia una escala penal se hace mención primero al mínimo y luego al máximo de la pena y que, por ello, ése es el orden con que debe entenderse también la expresión "de un tercio a la mitad". Ese razonamiento desatiende que ese modo de enunciar las escalas penales no es una característica privativa del Código Aduanero, sino común a toda la legislación penal en la que se inserta el artículo 46 del Código Penal, de modo que no podía ser per se el elemento diferenciador en el que los jueces sustentaran su sentencia.


    S., Luis Eustaquio s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1162/2017/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Acción penal. Acción pública. Sistema acusatorio. Acusación fiscal. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 


    Es criterio de la Corte que las cuestiones federales resueltas por autos no definitivos, durante la tramitación del litigio, son susceptibles de conocimiento por la Corte en ocasión del recurso extraordinario que, en su caso, quepa deducir contra la sentencia final de la causa. En lo que atañe a la anulación dispuesta, es aplicable la jurisprudencia según la cual las decisiones que resuelven nulidades, y cuya consecuencia sea continuar sometido a proceso, no constituyen sentencias definitivas o equiparables a tal a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir ese requisito. Si bien es cierto que la Corte ha dejado de lado ese principio cuando las circunstancias excepcionales del caso permiten afirmar que la anulación causa un perjuicio de insusceptible reparación ulterior, no se advierte que, resuelta como ha quedado la cuestión anterior, el recurrente haya logrado demostrar la existencia en el sub lite de esa situación de excepción. Por otra parte, tampoco se observa que se encuentre suficientemente demostrada la alegada afectación del principio acusatorio por exceso jurisdiccional, pues el recurrente pretendió sustentarla en el criterio que aplicó la Corte en los casos “Mostaccio”, “Tarifeño”, “Cáseres” y “Cattonar”, sin atender a las diferencias entre los hechos analizados en esos precedentes y los del sub judice, donde el fiscal desistió de la acción pública -oportunamente promovida- con base en la nulidad de la requisa. En tales pronunciamientos la Corte consideró que habían sido inobservadas las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales porque las condenas fueron dictadas a pesar de que los respectivos representantes del Ministerio Público, durante el debate, solicitaron la absolución de los imputados. Sobre esa base, el Tribunal concluyó que habían sido pronunciadas sin que mediaran acusaciones. El principio acusatorio al que la Corte alude en sus decisiones tiene como rasgo saliente la separación de las funciones requirente y decisoria, que se manifiesta en la necesidad de que los juicios se inicien mediante acusación extraña al tribunal en que la prohibición que tienen los jueces de condenar sin que medie acusación o por hechos distintos de los imputados, pero que en modo alguno mengua la facultad de los jueces de resolver, en derecho, cualquier otro requerimiento o pretensión que les formulen las partes en el proceso. En este sentido, pretender que el fiscal puede apartar a los magistrados del ejercicio de su jurisdicción -desplegando un poder vinculante como el que sugiere la defensa- importa no sólo reconocer al acusador una facultad de disposición sobre la acción pública que no surge del ordenamiento legal vigente, sino despojar al mismo tiempo al juez del control de legalidad que, por imperio normativo, le corresponde esencialmente (artículo 168 del Código Procesal Penal de la Nación). No pueden prosperar las críticas que el apelante pretende sustentar en la tacha de arbitrariedad, pues la resolución impugnada contiene fundamentos suficientes con base en las constancias de la causa y en las normas que consideró aplicables al caso, que no fueron debidamente refutados y que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    L., Delia Elizabeth s/ Suspensión de proceso a prueba


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 16033/2012/TO1/2/1/RH2, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Lavado de activos. Enriquecimiento ilícito de funcionarios públicos. Cosa juzgada. Non bis in ídem. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General.


    En el recurso extraordinario interpuesto, el Fiscal General consideró que la conclusión según la cual el sobreseimiento del acusado en la causa en que se analizó el incremento de su patrimonio durante el ejercicio de la función pública hace cosa juzgada con respecto a los hechos de lavado de activos, se basa en una apreciación arbitraria de los aspectos fácticos relevantes. En este sentido, resaltó que en la investigación iniciada por la Unidad de Información Financiera (UIF) se han descubierto bienes cuya existencia no era conocida por el juez que dictó la primera decisión desincriminatoria y otros que ingresaron al patrimonio del imputado luego de su cese en el cargo de secretario privado del presidente de la Nación. También estimó que el examen normativo realizado por el a quo carece de razonabilidad, ya que no existe identidad de hecho entre el enriquecimiento ilícito -que exige un incremento no justificado del patrimonio- y el lavado de dinero, que puede cometerse a través de acciones como administrar, convertir o disimular, entre otras, que no requieren por parte del autor incremento alguno en su patrimonio. El representante del Ministerio Público enfatizó el carácter independiente del lavado de dinero respecto del delito precedente y concluyó en que el sobreseimiento dictado relativo al aumento injustificado de su patrimonio no impide continuar la presente investigación. Por su parte, el apoderado de la Unidad de Información Financiera (UIF) interpuso su propio reclamo por la vía extraordinaria invocando la doctrina de la arbitrariedad y la existencia de gravedad institucional. Sostuvo que la instancia de la casación fue habilitada por una parte que carecía de legitimación procesal, pues se debió a un recurso interpuesto por quien se encuentra sobreseída en la causa y no está alcanzada por los efectos de su desarchivo, únicamente solicitado para continuar con los trámites orientados al decomiso de los bienes del acusado y a la investigación de otras personas de su entorno que no habían sido desvinculadas por auto de mérito firme. En ese sentido, el apelante afirmó que precisamente porque su pretensión no implica que se tomen medidas contra las personas ya sobreseídas, no existe tal alteración de la cosa juzgada ni se lesiona el principio de ne bis in ídem. En lo que refiere a la situación del acusado alegó que su sobreseimiento por el delito de enriquecimiento ilícito no impide seguir adelante la causa por lavado de dinero, en tanto los hechos que pueden ser así calificados son independientes y su acreditación no depende necesariamente de que la ilicitud de origen de los bienes estuviera dada por el enriquecimiento injustificado en la función pública. En particular, y para mayor demostración de que se trataba de hechos distintos. Algunas de las operaciones sospechosas tuvieron lugar luego de la entrada en vigencia de la ley 26.683, que incorporó la posibilidad de decomisar los bienes cuando conste su origen ilícito aun si la condena no pudiere ser pronunciada por el fallecimiento del autor, y por tal razón la petición fundada en esa norma no involucra la aplicación retroactiva de la ley penal. También planteó, el representante de Unidad de Información Financiera (UIF), que la sentencia de la Cámara de Casación consagró indebidamente la impunidad en un hecho grave de corrupción y privó al Estado de recuperar los bienes mal habidos, frustrando el cumplimiento del compromiso de combatir la corrupción en todos sus aspectos, asumido en el ámbito internacional al ser parte de la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y de la Convención Interamericana contra la Corrupción. La interpretación más amplia -aquélla según la cual el archivo de las actuaciones es definitivo al existir un obstáculo para proceder, por haber sido los hechos juzgados con anterioridad- queda desvirtuada por la circunstancia de que el proceso anterior, que culminó con el sobreseimiento del acusado por considerarse que su patrimonio no había crecido de manera injustificada durante su paso por la función pública, mientras que la presente causa referida a la investigación interna de la Unidad de Información Financiera (UIF) trata de operaciones posteriores. Los hechos anteriores tampoco estarían alcanzados por la garantía del ne bis in ídem, el Fiscal General dejó en claro a través del análisis de los tipos penales de enriquecimiento ilícito (artículo 268 -2- del Código Penal) y lavado de dinero (según el texto del artículo 278 anterior a la ley 26.683 y el actual 303 del código de fondo) que ambas figuras describen conductas materialmente distintas, con independencia de las relaciones o conexiones que pueden darse entre ellas. Es importante destacar que el criterio que deben observar las autoridades al interpretar los hechos, actos o normas que hayan sido controvertidos en su alcance, surge del mismo compromiso asumido por el Estado de establecer y fomentar prácticas eficaces y tomar las medidas de índole necesaria para prevenir y erradicar la corrupción. En ese sentido, la Convención de Naciones Unidades contra la Corrupción en su artículo 31.1 obliga a cada Estado Parte adoptar “en el mayor grado en que lo permita su ordenamiento jurídico interno, las medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso” de los bienes o del producto de aquellos delitos. Asimismo, el artículo 31.2 impone el deber de adoptar las medidas tendientes a identificar, localizar, embargar o incautar cualquier bien de dicho carácter con miras a su eventual decomiso. La orientación normativa que surge de esas reglas no condice con la decisión de cerrar el proceso mediante argumentos de excesivo rigor formal y a través de uno de los modos prematuros y anormales de conclusión, pues priva a los órganos del Estado específicamente dotados de la competencia para perseguir la actuación de la justicia en casos alcanzados por los convenios internacionales, del ejercicio regular de sus facultades y atribuciones conforme al derecho interno.


    M., Héctor Daniel y otros s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3878/2013/4/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FRE 16000008/2012/TO1/3/2/1/RH2, "C., César Pablo s/ Incidente de recurso extraordinario".


    S., Alcides Roberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 16000021/2009/TO1/28/2/1/RH4, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución de la pena. Suspensión de la pena. Pena de inhabilitación. Inhabilitación absoluta. Resoluciones equiparables a definitiva. Falta de fundamentación autónoma. 


    Es doctrina de la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. La apelación extraordinaria en examen debe ser desestimada, pues carece de la fundamentación necesaria para demostrar que la cuestión federal formulada guarda relación directa e inmediata con la solución del asunto que ha estado en discusión en el proceso. En efecto, se ha debatido en este incidente la pretensión de la defensa del condenado de suspender la ejecución de la pena privativa de la libertad que se le ha impuesto hasta tanto se resuelva su petición ante el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, una vez que ésta fue declarada admisible por la Comisión en su informe n° 4/15 del 29 de enero de 2015. Tal como surge del escrito de interposición del recurso extraordinario, el fundamento de su reclamo ante los magistrados locales residiría en la obligación que tendrían los tribunales nacionales de evitar el agravamiento de la eventual responsabilidad internacional del Estado argentino que resultaría en el supuesto de que su petición fuera finalmente acogida, como de hecho lo ha sido provisionalmente mediante el informe del artículo 50.1 y la decisión de la Comisión de presentar el caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ahora bien, el apelante no da cuenta de por qué la naturaleza de las específicas violaciones que ha denunciado afectarían la validez de la pena única de doce años de prisión e inhabilitación absoluta perpetua que le han impuesto los tribunales de la provincia de Corrientes, o alguna de las que ella comprende, de modo que pueda demandar legítimamente, sobre esa base, no cumplirla, en lugar de aspirar a la obtención de algún otro remedio jurídico. En ese sentido, ni la violación vinculada con el tiempo adicional que el condenado habría pasado indebidamente en prisión preventiva, ni la que refiere al carácter insuficientemente sustancial o particularizado de las respuestas jurisdiccionales a que dio lugar la batería de impugnaciones que esgrimió respecto de la competencia, imparcialidad e independencia de las autoridades judiciales que lo juzgaron, implican por sí mismas que las condenas y penas recibidas sean jurídicamente erróneas, inválidas o ineficaces. Por lo demás, la recomendación referida al caso individual que formuló la Comisión en su informe n° 73/17, tras declarar que el peticionante había sido víctima de esas violaciones, no indicó que se debiera dejar sin efecto la pena impuesta o interrumpir su ejecución, sino que se limitó a sugerir que se brindara alguna reparación integral, que incluyera aspectos materiales e inmateriales y una compensación adecuada. Igualmente, la presidencia de la Corte Interamericana también juzgó injustificado, el pedido de suspensión de la ejecución de la pena que, como medida cautelar, el condenado requirió ante ese tribunal. En tales condiciones, el recurrente no ha satisfecho el recaudo de fundamentación del artículo 15 de la ley 48, en cuanto no ha demostrado, ni ha ofrecido siquiera argumento alguno en esa dirección, que la cuestión de validez esgrimida guarda relación directa o inmediata con el objeto procesal de estas actuaciones. En otras palabras, no es suficiente, pretender exceptuarse del cumplimiento de las sanciones dispuestas por sentencias de tribunales locales, que han sido recurridas, revisadas y que han adquirido autoridad de cosa juzgada, con la sola invocación de la pendencia de una petición ante el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, sin la demostración concreta de que las específicas violaciones denunciadas en el reclamo declarado admisible son estrictamente incompatibles con la ejecución de la pena que, por lo demás, corresponde de acuerdo a derecho.


    Recurso de Casación R. F., Raúl Rolando s/ Expediente n° IE1 1.901/2 y su acumulado expediente N° IE1 1.901/3


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1260/2017/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Contrabando calificado. Contrabando con intervención de funcionario público. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Extinción de la acción penal. Cuestión federal. Doctrina de la arbitrariedad. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Apartamiento de la doctrina de la corte. Interpretación de leyes federales. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El pronunciamiento de la Corte Suprema dictado con anterioridad en esta misma causa descartó la extinción de la acción penal por afectación de la garantía del plazo razonable del proceso. De modo que el pronunciamiento del a quo, que declaró la extinción de la acción penal por violación de la citada garantía y absolvió a los condenados por el contrabando de armas, importó un exceso de la competencia devuelta a los jueces de grado lo cual conlleva su invalidez como acto jurisdiccional. Al dictar el fallo la Corte descartó la lesión al derecho a ser juzgado en un plazo razonable, y tuvo en cuenta "la complejidad de este asunto" y el tiempo transcurrido desde que las actuaciones arribaron a la instancia de casación y, no obstante, remitió la causa a la cámara a quo para que revisara la condena. Dado que la extinción de la acción penal es de orden público y se produce de pleno derecho por el transcurso del plazo pertinente, de tal suerte que debe ser declarada de oficio, por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo, la anterior sentencia del Tribunal importó un pronunciamiento negativo sobre ese aspecto, ya que si hubiera entendido que había operado la extinción por el plazo irrazonable del proceso en forma previa a pronunciarse sobre los recursos contra la sentencia condenatoria, la habría declarado de oficio o bien habría suspendido el trámite y remitido la causa al a quo para que se expidiera sobre la cuestión. El silencio respecto de este punto sólo puede indicar la subsistencia de la acción penal a criterio del Tribunal, máxime cuando no sólo había sido objeto de agravio específico, sino también porque constituye materia federal propia de la vía prevista por el artículo 14 de la ley 48. Por ello, su tratamiento hubiera correspondido en virtud de la doctrina de la Corte según la cual, ante la existencia de cuestiones federales, el Tribunal no se encuentra limitado por las argumentaciones de las partes ni por las del a quo, sino que le incumbe efectuar una declaración sobre el punto. La decisión implícitamente también había descartado que el menoscabo de la garantía en cuestión pudiera producirse durante el término que demandaba la revisión de la condena conforme al procedimiento fijado en "Duarte", en donde la Corte indicó que la primera condena por "casación positiva" debe revisarse en forma amplia según los términos del precedente "Casal" y de la sentencia de la Corte IDH en "Mohamed vs. Argentina", porque el recurso extraordinario no cumpliría con la exigencia convencional. El procedimiento en casación según el estándar fijado en "Duarte", frente a la cantidad de agravios que debieron marginarse por la limitación del recurso extraordinario federal, conllevaba la necesidad de conceder a los condenados la posibilidad de ampliarlos o desarrollarlos y fijar nueva audiencia de debate para cumplir con la garantía del doble conforme, con la amplitud establecida en "Casal". Es por ello que, a fin de dar cumplimiento con lo ordenado en el menor tiempo posible, el Tribunal sólo podía exhortar a la cámara para que acortase sus propios plazos. El concepto de plazo razonable de un proceso supone un trámite sin dilaciones indebidas y, simultáneamente, sin cercenar el ejercicio de otros derechos de igual jerarquía normativa, que en el sub judice, corresponden a los derechos de defensa en juicio y a la revisión amplia de la condena dictada en la instancia de casación. Si no se hubiera ordenado la revisión según el estándar establecido en "Duarte" y, consecuentemente, no se hubiera ofrecido a los condenados la posibilidad de ampliar los agravios planteados en el recurso extraordinario, se habrían afectado los citados derechos, cuyo ejercicio necesariamente insume tiempo, que por ello resulta justificado no puede revertir en una conculcación de la garantía de ser juzgado sin dilaciones indebidas. La realización de la actividad judicial indispensable para la resolución adecuada del caso y para el respeto de las garantías de las partes, necesariamente requiere de tiempo, que habrá de ser el más breve posible en resguardo del derecho aquí examinado, pero en modo alguno aquélla puede ser suprimida. El derecho a ser juzgado en un plazo razonable no puede colisionar con el respeto de las demás garantías, como el derecho del imputado a disponer del tiempo y los medios adecuados para la preparación de su defensa y a la revisión amplia de su condena y pena, que requieren tiempo para su concreción y desaceleran necesariamente el trámite de la causa. En ese orden la Corte ha señalado que la propia Constitución no puede interpretarse en forma contradictoria, o sea, que el principio republicano de gobierno impide entender un dispositivo constitucional como cancelatorio de otro. Sin perjuicio de lo expuesto en punto a que el Tribunal en su anterior intervención contempló el tiempo que insumirla el nuevo trámite en la instancia de casación y descartó que en su transcurso se produjera la lesión de la garantía, también cabe sostener que la acción penal subsistía para la propia Sala hasta el dictado de la sentencia; pues de lo contrario, en aplicación de la regla que establece que su extinción debe ser declarada de oficio, por cualquier tribunal y en cualquier estado del proceso, habría hecho cesar antes la afectación de la garantía. Resulta arbitraria la sentencia dictada por el a quo, que desconoció lo ordenado por la Corte en la causa e interpretó que al momento de expedirse en su anterior intervención no advirtió la conculcación del derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas, en contra del principio que establece que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario; y, tampoco se percató de la posibilidad de que la lesión constitucional se consumara durante el trámite de revisión de la condena ordenado. Por ello, al resolver como lo hizo el a quo desatendió el principio que indica que las sentencias de la Corte Suprema deben ser lealmente acatadas tanto por las partes como por los organismos jurisdiccionales que intervienen en la causa e incurrió en un exceso de jurisdicción y un alzamiento contra lo resuelto en autos por el Tribunal en un fallo anterior, todo lo cual conlleva su invalidez como acto jurisdiccional. La Corte ha establecido que, si existe conexión entre la interpretación del derecho federal y las causales de arbitrariedad invocadas, es adecuado el tratamiento de ambos aspectos sin disociarlos. La conclusión a la que arribó el a quo no sólo derivó de una incorrecta interpretación de las normas federales referidas al derecho del imputado a ser juzgado en un plazo razonable, sino también se fundó en el precedente del Tribunal "Goye" sin advertir que las circunstancias fácticas de una y otra causa resultaban notoriamente disímiles, a la vez que omitió considerar aspectos relevantes de la causa con indudable incidencia para la decisión del litigio. Por otra parte, el a quo soslayó que en el sub lite ya se había dictado sentencia y restaba revisar la condena para cumplir con el derecho al doble conforme. Asimismo, omitió ponderar aristas del caso que gravitan en forma determinante al momento de decidir si se configura la lesión de la garantía, concretamente que se trata de un proceso complejo y con trascendencia institucional, que implica la corrupción de funcionarios públicos y tampoco comparó la duración con la de otros procesos similares. La omisión de tratar aspectos conducentes para la solución de la causa, priva a la sentencia de sustento como acto judicial válido. La propia naturaleza del Derecho a ser juzgado en un plazo razonable y sin dilaciones indebidas, impide determinar con precisión a partir de qué momento o bajo qué circunstancias comenzaría a lesionarse, pues depende en gran medida de diversas circunstancias propias de cada caso, por lo que no puede traducirse en un número de días, meses o años. También la Corte ha señalado que no existen plazos automáticos o absolutos y ningún lapso puede ser considerado per se cómo violatorio de la garantía; y que si bien los jueces no pueden fijar con precisión matemática cuál es el plazo razonable de duración de un proceso, no equivale a eximirlos de profundizar y extender los argumentos de su decisión, a fin de que la valoración pueda ser examinada críticamente y de evitar que se convierta en la expresión de una pura subjetividad. El Tribunal ha señalado que la Corte IDH, consideró que el concepto de plazo razonable al que se hace referencia en el artículo 8°, inciso 1°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, debe medirse con relación a una serie de factores tales como la complejidad del caso, la conducta del inculpado y la diligencia de las autoridades competentes en la conducción del proceso. El cómputo debe iniciarse cuando se presenta el primer acto de procedimiento dirigido en contra de determinada persona como probable responsable de cierto delito. Tal requisito recién se verifica con el llamado a prestar declaración indagatoria, y no al momento de comisión de los hechos, que sí es relevante a los fines de otro instituto, la prescripción de la acción penal, aunque ambos puedan conducir a su extinción. El plazo razonable debe ser determinado en cada litigio, tomando en consideración los rasgos particulares del caso concreto y su cumplimiento determinará la extinción de la acción penal a pesar de que los plazos de prescripción previstos en la ley ordinaria indiquen lo contrario. Con relación a la complejidad del caso, a partir de la decisión de la Corte en agosto de 2017, donde se reconoció "la complejidad de este asunto", el punto ha quedado fuera de controversia. Sin perjuicio de ello, el sub lite presenta diversos elementos que han sido enumerados por la Corte Interamericana a los fines de determinar "la complejidad del asunto" y que, por lo tanto, su consideración es pertinente en orden a la pretensión de este Ministerio Público. Con relación a la actividad procesal del interesado constituye un factor objetivo y el tiempo requerido para su contestación o resolución no puede serle atribuido al Estado y debe ser tomado en cuenta a los fines de determinar si la duración del procedimiento excedió el plazo razonable. En cuanto a la conducta de las autoridades judiciales, en el proceso no se verificó una falta de diligencia especialmente relevante o una inactividad que pueda enteramente atribuírsele a aquéllas y que conduzca a la conclusión que ha sido menoscabado el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas. El tiempo transcurrido se explica en forma sustancial por la inusitada complejidad de la causa. No se ha acreditado que la duración del procedimiento haya afectado de manera relevante la situación de los imputados más allá de la restricción que comporta, en sí mismo, el enjuiciamiento penal. El "análisis global del procedimiento", ya ha sido examinado por el Tribunal en su anterior intervención, y la remisión de las actuaciones al a quo para que revisara la condena implicó que, a la luz de ese parámetro, tampoco se había configurado la lesión de la garantía. Otro aspecto atinente a la cuestión que no fue contemplado por el a quo, es la duración de procesos similares. La Corte ha sostenido que la palabra "razonable", que califica al plazo máximo que debería durar un proceso judicial, expresa un concepto indeterminado o abierto que ha de ser dotado de significado concreto en cada caso, atendiendo a criterios objetivos tales como la complejidad del asunto, el comportamiento del solicitante y la forma en que la causa haya sido llevada por las autoridades judiciales; sin excluir otros como la duración de procedimientos similares. El defecto consistente en la omisión de tratar aspectos conducentes para la solución de la causa, añade razones que privan a la sentencia de sustento como acto judicial válido. La decisión impugnada desatiende, además, los compromisos asumidos por la Argentina al suscribir la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la Corrupción, que integran nuestro orden jurídico. El carácter de funcionarios públicos de los imputados resulta relevante a los fines de determinar el plazo razonable del proceso. En ese orden, la percepción general de que el ejercicio de la función pública puede en los hechos inhibir u obstaculizar el desarrollo adecuado de la persecución penal, ha motivado la legislación nacional que la incluye como causal de suspensión de la prescripción de la acción penal; y si bien está fuera de controversia en autos que la acción penal no está prescripta, el fundamento de la norma prevista en el artículo 67 del Código Penal debió ingresar en el análisis de la garantía esgrimida. Más allá de la necesidad de una nueva reforma legislativa en tal sentido, el criterio aquí postulado procura dar máxima eficacia a las disposiciones contenidas en las convenciones internacionales citadas, en el entendimiento de que los fundamentos de la extinción de la acción penal por plazo razonable en los casos que el Estado no ha podido investigar y sancionar eficazmente a sus eventuales responsables en un tiempo prudencial, resultan incompatibles con aquellos procesos en que los delitos fueron cometidos por quienes justamente pertenecen o han pertenecido a la estructura de ese mismo Estado que fracasó en su persecución, esto es, los funcionarios públicos.


    S., Luis Eustaquio Agustín y otros s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 33008830/1997/8/1/2/RH3, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Extradición. Proceso judicial. Audiencia de debate. Debido proceso. Defensa en juicio. Nulidad procesal. Explotación sexual. Tratados internacionales. Principio de legalidad. Acción penal. Facultades jurisdiccionales. Independencia del Ministerio Público. Estados extranjeros. Derechos humanos. Oposición a la extradición. 


    En primer lugar, en los casos de extradición, el proceso judicial no va enderezado a determinar la inocencia o la culpabilidad de la persona reclamada, extremo que ha llevado a sostener que el carácter contencioso del debate que se desarrolla en él es fruto de la contraposición de intereses que subyacen al pugnar, por un lado, el interés del Estado Nacional de dar satisfacción al requerimiento de la potencia reclamante y, por el otro, el del sujeto requerido a que tal solicitud sea rehusada. En esa inteligencia, sin perjuicio de lo previsto en los tratados que eventualmente pudieran regir las solicitudes, el objeto y trámite de esta clase de procesos se restringe a las pautas exigidas por la ley 24.767 (art. 30, último párrafo), referidas a la solicitud de extradición, cuyo contenido debe ser informado al requerido desde el inicio (arts. 27 y 49 ídem). Se sigue de lo expuesto que la intervención que en ellos compete a este Ministerio Público no se vincula al ejercicio de la acción pública, ni son aplicables los criterios referidos a la competencia fiscal sino sólo aquéllos que imponen la vigilia acerca del fiel cumplimiento de las leyes y reglas del procedimiento. Lo dicho no implica que el requerido se vea privado de las garantías que le otorgan normas constitucionales fundamentales, cuales son el debido proceso y la defensa en juicio (art. 168, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación) que obviamente también le asisten en trámites de extradición en general. Es doctrina del Tribunal que -incluso en los trámites de extradición- la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el solo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inadmisible en el ámbito del derecho procesal la declaración de una nulidad por la nulidad misma, En el caso en estudio, el recurrente no señala de qué modo los intereses concretos de su pupilo han resultado afectados por el acto que pretende impugnar sobre la base de defectos formales y los derechos que, por razón de ellos, se ha visto privado de ejercer. De ahí que la solicitud de suspensión del trámite de la extradición, hasta tanto se resolviera el recurso de queja interpuesto, aparece improcedente desde que tanto el tratado que gobierna este proceso como la ley nacional no contemplan esta causa de suspensión del juicio. Sin embargo, en aras de brindar una mejor respuesta al planteo y aun cuando en tales condiciones la falta de tratamiento no supondría por sí afectación alguna al derecho de defensa, la eventual nulidad podría ser objeto de examen por parte de la Corte en su jurisdicción apelada, sin que ello impidiera la concesión de la extradición. Así se estima en atención a la amplitud de conocimiento que otorga a la Corte el recurso en la materia ahora en tratamiento, esto es, el especialmente previsto por el artículo 33 de la ley 24.767, ya que la vía de apelación ordinaria no sólo comprende la nulidad "por defectos de la sentencia", sino que también habilita a resolver sobre el fondo cuando el "procedimiento estuviera ajustado a derecho" y la nulidad se basara en "cualquier otra causa". Por lo expuesto se autoriza a concluir que la nulidad planteada por la defensa resulta improcedente. En segundo lugar, es forzoso concluir que, contrariamente a lo alegado por la parte, la descripción fáctica realizada por las autoridades del Estado requirente se ajusta a lo estipulado por el tratado bilateral, que sólo exige brindar una relación sumaria de los hechos, lugar y fecha en que ocurrieron, como así también, permite su sub sunción dentro de la normativa penal del Estado requerido. El requisito de la doble punibilidad tiene por objeto verificar si el delito motivo del requerimiento tiene su correlato en nuestra legislación; es decir, si en el supuesto que los hechos hubieran ocurrido en jurisdicción nacional, nuestro orden jurídico hubiese procedido penalmente contra ese individuo. Ello es así porque resultaría irrazonable que el Estado argentino admita que una persona que se encuentra en su territorio sea perseguida penalmente en el extranjero, por conductas que él no ha decidido criminalizar. En esas condiciones, la exigencia de la doble subsunción –en cuanto obliga a la inserción en la ley penal interna de la conducta atribuida a un individuo en otro país- no se vincula con el ejercicio de las competencias criminales del Estado argentino, siendo el modo concebido por éste para proteger las garantías de los individuos contra injerencias de otros Estados en el ámbito de libertad de los ciudadanos, que él no está dispuesto a cohonestar. Tales recaudos conllevan, en muchas ocasiones, a una disparidad en el análisis de la tipificación en los órdenes jurídicos de los Estados requirente y requerido. No obstante, debe advertirse que si el Estado requerido no tiene que probar la responsabilidad del extraditable sino si están dadas las condiciones para proceder a su entrega, necesariamente esta adecuación hipotética al ordenamiento interno deberá hacerse sobre la base de la legislación punitiva vigente al tiempo del ingreso del pedido de extradición. No rige aquí el principio de legalidad en su exigencia de lex praevia, puesto que, como tiene dicho la Corte, las normas de extradición no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, en tanto no es la finalidad de estos procedimientos la determinación de la culpabilidad del sujeto requerido por el hecho por el que se lo solicita sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país. El cotejo de esta descripción con las normas de los delitos de proxenetismo y trata de personas en la modalidad de reclutamiento con fines de explotación sexual por el Estado requirente (arts. 1 ° Y 2° de su ley 8.080 y 78 de su ley 18.250), determina que rigen al respecto y más allá del nomen iuris- la acreditación del principio de doble subsunción. Por lo demás, en cuanto a la vigencia de la acción penal es pertinente recordar que el tratado bilateral prevé que se rige por la ley del país solicitante y exige solamente una declaración sobre que no ha prescripto. Ese recaudo ha sido aportado con el pedido de extradición, donde incluso se transcribió el texto de la norma respectiva que lo fija en diez años, y reiterado al insistir en la vigencia de la solicitud al remitir la información complementaria que fue requerida. Cabe estimar suficientemente descripto el hecho por el que se requiere la extradición y acreditados el principio de doble incriminación y la vigencia de la acción penal. En tercer lugar, manifiestan los recurrentes que las conductas que allí se atribuyen a su asistido tuvieron lugar en la República Argentina y que ya son objeto de investigación por parte de la justicia federal de nuestro país. Por ello, las autoridades judiciales uruguayas carecerían de competencia al resultar aplicables las reglas de exclusión establecidas por el artículo 3.1.A y 3.2 del tratado bilateral las cuales, en forma conjunta o separada, tornarían improcedente el pedido. Así, se agravian por haberse omitido la valoración de esta circunstancia en la sentencia apelada. Conforme ya lo ha sostenido el Tribunal en otras oportunidades, delitos como el de autos que afectan a la comunidad de las naciones, requieren razonablemente de un proceso multijurisdiccional basado en la cooperación judicial, atento a que, dada la modalidad en que se llevan a cabo, es común la presencia de jurisdicciones concurrentes para juzgar un mismo hecho o tramos típicos de un mismo hecho. También es doctrina reiterada de la Corte que en esos casos el delito debe reputarse "cometido" en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de verificación del resultado y la atribución de competencia se hará atendiendo a exigencias de economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados. La "unidad de juzgamiento" que en ese precepto convencional consagraron los Estados contratantes está basada en la prioridad que, en forma exclusiva, quisieron asignar a la "competencia" del país requerido con exclusión de la jurisdicción extranjera aun cuando ésta pudiera también resultar competente sobre bases territoriales o extraterritoriales. En el caso, no es posible controvertir que la conducta descripta por las autoridades requirentes tuvo parte de su ejecución en el territorio nacional, de modo que también excita la competencia argentina, circunstancia que obliga a denegar la entrega reclamada por imperio de la citada cláusula de exclusión, contemplada en el acuerdo internacional (art. 1 ° del Código Penal argentino). Esto es así, desde que los convenios y leyes de extradición no deben ser entendidos exclusivamente como instrumentos de cooperación judicial, destinados a reglar las relaciones entre los Estados en la materia, sino también como fuentes que otorgan garantías sustanciales a las personas, asegurándoles que no serán entregadas a un Estado extranjero sino en los casos y bajo las condiciones fijadas en el tratado o la ley, con respeto a sus derechos humanos fundamentales. Para arribar a esta conclusión, es de especial consideración que, si bien la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767) impone a este Ministerio Público Fiscal el deber de "representar el interés por la extradición", esta tarea debe conjugarse con la defensa de la legalidad que la Constitución Nacional pone en cabeza de los fiscales (art. 120), como así también con la naturaleza de "orden público" que reviste la afirmación de la jurisdicción penal internacional de la República Argentina y las funciones que incumben a esta institución de defender la jurisdicción y competencia de los tribunales -arts. 25, inc. "J", de la ley 24.946 y 3° de la ley 27.148-. En consecuencia, no surge del expediente que los hechos reseñados en la requisitoria sean objeto de investigación por la justicia argentina, sí lo están los que involucran al extraditurus por conductas similares que, inclusive, presentan prima facie prueba en común y suscitan la competencia de las autoridades judiciales nacionales por delitos de acción pública. En esas condiciones, corresponde adoptar las medidas necesarias para que se haga efectivo el juzgamiento, en el país, respecto de las conductas abarcadas en el pedido de extradición. Por último, resta añadir que el temperamento que se postula procede aun cuando la solicitud de extradición sea la primera notitia criminis de los posibles delitos cometidos en el territorio nacional, válidamente introducida como se concluyó en los apartados III y IV supra, cuya base fáctica y calificación provisoria (arts. 125 bis, 126, 127, 145 bis y 145 ter del Código Penal) han sido descriptas en la sentencia, pues la investigación en ciernes habrá de contar inicialmente con los antecedentes de estas actuaciones, sin perjuicio de las ulteriores diligencias que pueda disponer el magistrado que resulte competente.


    S., L. E. s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1640/2012/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Flagrancia. Régimen penal de la minoridad. Declaración de inconstitucionalidad. Debido proceso. Desistimiento del recurso. 


    No es necesario acudir a la declaración de inconstitucionalidad de la ley 27.272, porque dentro del margen de interpretación que la consiente, es posible conciliarla con las normas de rango constitucional que configuran el sistema jurídico de la justicia penal juvenil enunciadas en el precedente ''Maldonado”. La ley 27.272 es una norma de reforma parcial del Código Procesal Penal de la Nación, que sustituye la denominación del Título IX del Libro II "Instrucción sumaria" por la de "Procedimiento para casos de flagrancia" y sus artículos 285, 353 bis y ter, e incorpora los artículos 353 quáter, quinquies, sexies y septies. El artículo 353 bis vigente dispone que el procedimiento para casos de flagrancia se aplica a todos los hechos dolosos -excepto los vinculados al ejercicio de derechos humanos, sociales o cualquier derecho constitucional- en los que se verifiquen las circunstancias del artículo 285 y cuya pena máxima no supere los límites allí fijados. En ese sentido, la ley 27.272 no excluye de su ámbito de aplicación a los menores, por lo que no cabe hacer distinciones donde la ley no distingue, máxime cuando no se advierte que de ello se derive menoscabo alguno a las garantías fundamentales que los amparan. La voluntad del legislador que surge del debate parlamentario, a la que también cabe acudir para determinar el alcance de la norma, es consistente con esa interpretación, pues se contempló que la ley también fuera aplicable a los menores, razón por la cual la exclusión que se pretende -aun cuando continúe pendiente la sanción de una ley que regule la situación del menor in totum- carece de sustento y sólo exhibe una discrepancia que no habilita el temperamento excepcional que se postula. Es criterio interpretativo de la Corte que no cabe presumir que el legislador haya actuado con inconsecuencia o imprevisión al dictar las leyes, por lo que se concluye que ha ratificado en forma expresa la aplicación del procedimiento de flagrancia a los menores en los procesos que deban regirse por el "Código Procesal Penal Federal". En efecto, la ley 27.272, introdujo en forma simultánea el procedimiento de flagrancia en el Código Procesal Penal de la Nación y en el Código Procesal Penal Federal a través de idénticas disposiciones normativas. El artículo 296 de este último dispone que "en los procesos seguidos contra personas menores de edad las normas de este Código serán de aplicación supletoria siempre que sean compatibles con los principios que emanan de la Convención sobre los Derechos del Niño, la Ley 26.061, las Reglas de Beijing, las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad y las Directrices de Riad. El proceso respetará los principios de culpabilidad y de especialidad. La privación de libertad se utilizará como último recurso y por el menor tiempo posible, y de conformidad con los límites fijados en las normas enunciadas en el párrafo anterior. Se privilegiarán las medidas alternativas al proceso". Es clara la voluntad que el legislador ha expresado para que, sin distingos, el régimen de flagrancia sea aplicado incluso a los menores. La armónica apreciación de las normas que rigen la materia permite una inteligencia de dicho instituto que no contradice la Ley Fundamental. Las decisiones jurisdiccionales relativas al régimen de flagrancia se adoptan en forma oral, en audiencia pública y contradictoria, respetándose los principios de inmediación, bilateralidad, continuidad y concentración. Ello importa que, si se aplica la ley 27.272 a los menores, a las garantías establecidas para su enjuiciamiento, deben sumárseles las que derivan del procedimiento en cuestión; además de la celeridad del proceso, una mayor realización del principio acusatorio porque el órgano jurisdiccional cumple durante la investigación el rol de juez de garantías, lo que otorga un mayor resguardo de sus derechos. La anterior regulación para los casos de flagrancia, "instrucción sumaria", cuya aplicación a los menores fue admitida por la práctica y la jurisprudencia, fue derogado por la ley 27.272 de modo que, si la ley vigente no se les aplicase, cuando es posible conciliarla con las normas legales y constitucionales vigentes en la materia penal juvenil, se los privaría de las ventajas que ese régimen conlleva y que sí se les otorgan a los mayores. Lo contrario conduciría a un resultado paradojal, pese a que se reconoce que los menores tienen un plus de derechos especiales derivados de su condición, se los privaría de los que se garantizan a cualquier persona mayor de edad. La Corte señaló en Fallos: 328:4343 que "los niños poseen los derechos que corresponden a todos los seres humanos, menores y adultos, y tienen además derechos especiales derivados de su condición, a los que corresponden deberes específicos de la familia, la sociedad y el Estado”. No ha sido afectado el principio de progresividad o no regresión que veda al legislador la posibilidad de adoptar medidas injustificadas regresivas. La nueva ley de flagrancia, aunque no contemple la opción por el procedimiento común -que preveía la "instrucción sumaria"-, no acarrea la pérdida de ningún derecho o garantía constitucional; por el contrario, frente a aquél resulta más beneficiosa por la mayor realización del principio acusatorio y celeridad que le imprime al proceso. La Corte ha sostenido que la facultad de cambiar las leyes procesales es un derecho que pertenece a la soberanía y no existe derecho adquirido a ser juzgado por determinado procedimiento, pues tales leyes son de orden público, lo que resulta compatible con la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional. En relación con la estructura del tribunal, la Convención sobre los Derechos del Niño garantiza que la causa contra todo menor del que se alegue o quien se acuse de haber infringido las leyes penales, será dirimida por una autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial e insta a los Estados Partes a que establezcan autoridades e instituciones específicas, pero no impone ninguna integración de los tribunales en particular, sea colegiada o unipersonal. Por ello tampoco en este aspecto la ley 27.272 se contrapone con la Convención y constituye una admisible norma de derecho interno que no compromete los derechos fundamentales de los menores en conflicto con la ley penal. En cuanto a los plazos que prevé la ley 27.272 para la producción de la prueba y para solicitar la suspensión del juicio a prueba o el juicio abreviado, no resultarían incompatibles con el procedimiento de la ley 22.278. El plazo previsto en la ley 27.272 no parece insuficiente a la luz de la ausencia de complejidad que supone la investigación de los casos abarcados. Tampoco se verifica la imposibilidad, que derivaría de su inmadurez, de que el menor tome la decisión de solicitar la suspensión del juicio a prueba o la realización de un juicio abreviado, pues dicha decisión debe estar precedida del asesoramiento legal cierto y eficaz, lo cual asegura que el menor ha comprendido los alcances y términos del instituto de que se trate, a la vez que preserva la garantía defensa en juicio. Si bien el artículo 353 ter del Código Penal dispone que al momento de tomar conocimiento de la aprehensión, el fiscal -de corresponder- deberá declarar el caso como flagrancia y el detenido será trasladado ante el juez a fin de participar de la audiencia oral inicial, cuando el sorprendido en flagrancia es un menor, si no concurre además algún supuesto del artículo 411 del código procesal, no debe ser detenido y trasladado en esa calidad ante el juez. Por el contrario, se lo debe entregar a sus padres o adoptar cualquier otra medida alternativa no restrictiva de la libertad, para que dispuesta la citación, pueda concurrir en libertad a la inminente audiencia inicial multipropósito. La norma cuestionada, interpretada de este modo, se ajusta a lo dispuesto en los artículos 37, inciso b), de Convención y en los artículos 19 de la ley 26.061, 411 del código procesal y a las Reglas de Beijing. En rigor, lo que se plantea como un agravio derivado de la nueva ley de flagrancia, es una crítica que ya había sido dirigida al procedimiento común y superable -al igual que la anterior- por vía interpretativa. Si bien la ley no contempla la presencia del asesor de menores en la audiencia inicial de flagrancia en tanto dispone que "deberán asistir el Ministerio Público Fiscal, el imputado y su defensor" tampoco la prohíbe, por lo que no se contrapone con las normas procesales específicas del juicio de menores, las cuales establecen que el tribunal debe requerir dictamen del asesor previo a adoptar cualquier medida relativa a la detención o disposición del menor. No obstante, dado el carácter multipropósito de las audiencias inicial y de clausura previstas en la ley de flagrancia, en caso de suscitarse alguna cuestión relativa al expediente de disposición, y sin perjuicio del defensor técnico, la presencia del asesor podría devenir necesaria para que dictamine en representación de los intereses del menor a fin de resguardar en forma amplia sus derechos y evitar la invalidez de lo decidido en ese aspecto. Por lo demás, la ley 27.272 no contiene normas relativas a la audiencia de debate por lo cual no confronta con el artículo 413, inciso 3°, del código procesal, que dispone que dicho funcionario deberá asistir al debate bajo pena de nulidad y tendrá las facultades atribuidas al defensor. Lo descripto impide sostener que esa objeción de la norma cuestionada pueda provocar menoscabo constitucional alguno hacia el menor. La ley 27.272 constituye una reforma parcial del Código Procesal Penal de la Nación, pero no deroga ni altera las normas de fondo del "Régimen Penal de la Minoridad" -ley 22.278- que es ''la pieza jurídica fundamental nacional en la materia" que fija las condiciones para habilitar la sanción de los menores por los delitos que hubieran cometido. Ello es así porque la facultad de legislar del Congreso sobre procedimientos judiciales no autoriza a alterar preceptos de las leyes de fondo. La ley 27.272 no contiene disposiciones sobre el debate y la sentencia por lo cual se complementa con el procedimiento establecido por el Capítulo II “Juicio de menores", del Título II del Código Procesal Penal de la Nación, que regula la etapa de debate en el artículo 413. Así, el procedimiento de flagrancia contempla plazos breves para la instrucción y para la fijación de la audiencia de debate, pero no altera el cumplimiento del término de un año de tratamiento tutelar que la ley exige para analizar la necesidad de pena del menor declarado responsable penalmente, facultando al juez a reducirla de acuerdo a la escala de la tentativa o a absolverlo cuando resulte innecesario imponerle pena. El procedimiento en cuestión no solo no es inconstitucional, sino que garantiza que la declaración de responsabilidad penal -con la celeridad prevista en la ley de flagrancia- asegurará que el tratamiento tutelar, se aplique a un menor respecto del cual existe la certeza de que cometió un delito. Si bien la ley 26.061 ha sistematizado las obligaciones asumidas por la Convención sobre los Derechos del Niño, aún no se ha satisfecho la manda convencional respecto del establecimiento de leyes de fondo y forma integrales y específicas para los menores de quienes se alegue, o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido leyes penales. La falta de una ley integral no puede fundamentar la declaración de inconstitucionalidad de la ley 27.272 aplicada a los procesos seguidos contra menores, pues la legislación específica que estipula la Convención no se satisface con la inaplicabilidad de la ley de flagrancia. Si bien esa ley no contempla de modo expreso los estándares que debe observar el proceso penal juvenil, admite una interpretación y aplicación adecuada a las normas constitucionales que rigen en la materia, tal como ha sucedido con la ley 22.278, los artículos 410 a 414 del código procesal, la "instrucción sumaria" derogada, la suspensión del juicio a prueba o el "juicio abreviado", que no fueron previstos expresamente para los menores y sin embargo, para no privarlos de los beneficios que conllevan, previa conciliación con las normas que rigen la materia, han sido admitidos por la práctica y la jurisprudencia. Del mismo modo la ley 27.272 puede ser aplicada a los menores, pues la celeridad que le imprime al proceso contribuye al mejor cumplimiento de lo prescripto en los instrumentos internacionales específicos, sin afectación de sus garantías fundamentales ni del interés superior del niño que los inspira.


    C., A. C. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2416/2017/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 33013793/2007/TO1/158/2/1/1/RH16, "O., Fernando s/ Incidente de recurso extraordinario".


    O., Fernando s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33013793/2007/TO1/158/3/1/RH17, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Coacción. Devolución del expediente. 


    En razón de lo resuelto por la mayoría del tribunal en el incidente de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ Amenazas", se remite en devolución las presentes actuaciones.


    T., Iván Nelson s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 723/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Juicio abreviado. Prejuzgamiento. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación autónoma. Inadmisibilidad del recurso. 


    Derecho a ser juzgado por un tribunal imparcial.


    La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional que no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que se reserva para aquellas sentencias que no constituyan actos jurisdiccionales válidos por apartarse de constancias relevantes comprobadas, omitir el tratamiento de temas sustanciales planteados por las partes o incurrir en severas fallas lógicas o en absoluta carencia de fundamentación normativa. Los argumentos ofrecidos por el a quo son una respuesta adecuada y suficiente a los planteos introducidos por el recurrente, cuya reiteración en esta instancia no satisface el recaudo de fundamentación autónoma a que se supedita la admisibilidad de la apelación extraordinaria y sólo exhibe una mera disconformidad con lo resuelto que, en las condiciones del caso, no alcanza a demostrar la afectación de las garantías fundamentales que se invocan. En torno a la imparcialidad es criterio de la Corte que no toda intervención previa en el procedimiento justifica un temor de parcialidad que obligue a los jueces a apartarse automáticamente por prejuzgamiento, sino que serán la naturaleza y amplitud de la intervención o las expresiones utilizadas en esa oportunidad, las que deberán ser valoradas para determinar si han comprometido irremediablemente su imparcialidad para juzgar el caso. La actuación anterior del tribunal, limitada a aceptar el acuerdo de los coimputados para someter su caso al procedimiento abreviado y sin expedirse sobre el fondo del asunto, no comprometió la posibilidad de abordar de manera original e inédita el juzgamiento de la imputada, como lo dio a entender el a quo al afirmar que, en materia probatoria, la conformidad de las partes con el juicio abreviado no daba al tribunal más información de la que podía disponer a partir de su facultad de revisar la validez de la investigación preparatoria; antes bien, la mera conformidad que se exige a cada adherente acerca de la existencia del hecho y su participación en él de la forma descripta en el requerimiento de elevación a juicio, aporta menos de lo que podría surgir de la declaración libre y espontánea de cualquier coimputado que admitiera su responsabilidad o incluso inculpara a sus consortes de causa, sin que la información que obtuviera el tribunal a partir del conocimiento de tal declaración pudiera justificar un pedido de apartamiento por temor de parcialidad. En materia de prejuzgamiento la pauta establecida por la Corte es clara e invariable: éste debe ser expreso y recaer sobre la cuestión de fondo a decidir. Según esa máxima, la intervención anterior del tribunal en la oportunidad prevista por la ley para resolver un caso sometido a su consideración no constituye prejuzgamiento, aun cuando implique expedirse respecto de la situación de un coprocesado, salvo circunstancias excepcionales debidamente ponderadas. El recurrente no logra demostrar que la inteligencia que el tribunal asignó en el caso a lo dispuesto por el artículo 431 bis del ordenamiento ritual haya importado una afectación de la garantía de imparcialidad, la que no depende del procedimiento aplicable sino de la naturaleza y el alcance de la intervención anterior de los jueces y el contenido de sus decisiones. La apelación carece, así, del requisito de relación directa entre el motivo de agravio y la garantía constitucional que se invoca. La respuesta de la sala apelada al agravio basado en el derecho a la defensa en juicio también acierta en la medida en que rechaza que exista un derecho a interrogar a los coimputados. Ello se funda en el carácter incoercible de las declaraciones del acusado, derivado de su derecho constitucional a guardar silencio. Ésa es la indudable razón por la cual tanto el artículo 8.2.f) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como el 14.3.e) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos aluden al derecho a interrogar y hacer comparecer a testigos y peritos, lo que adicionalmente también demuestra la falta de relación directa entre la materia del litigio y la garantía invocada. Un reclamo basado en la lesión al derecho a controlar la prueba de cargo podría ser estimado conducente en la medida en que la no controlada hubiera sido decisiva para fundamentar la condena. La prueba de la que la recurrente se agravia de no haber podido confrontar ni siquiera fue tomada en cuenta para fundar la condena, sustentada enteramente en los elementos legalmente producidos en la vista pública de la causa. Resulta aún más difícil advertir cómo, en este contexto, un cuestionamiento basado en la conformidad de los demás imputados respecto de su participación en los hechos hubiera podido resultar decisivo para una solución diferente del caso.


    C., Eugenio y otros s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56144/2005/TO1/17/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Escala penal. Inconstitucionalidad. Interpretación de la ley. Aplicación errónea de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En lo que respecta al delito de comercialización del artículo 5, inciso c, de la ley 23.737, la norma en cuestión se limitó a modificar el artículo 34 del régimen original que establecía que los delitos previstos y penados por esta ley serán de competencia de la justicia federal en todo el país, para adoptar en su lugar una regulación más compleja que permite a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires asumir su competencia mediante una ley de adhesión, cuando el objeto del comercio sea estupefacientes fraccionados en dosis destinadas directamente al consumidor. La reforma de la ley 26.052 introdujo sólo una variación en la competencia para investigar y juzgar un subconjunto de los casos que caen bajo la regla -que no modificó -del artículo 5, inciso c, de la ley 23.737, no porque estos sean más leves o menos graves, sino porque se entendió que, dadas las diferencias entre la organización de la jurisdicción federal y la de las provincias, era posible que algunas de éstas pudieran atender con mayor eficacia que aquélla el fenómeno de la venta directa al consumidor. Con independencia de la caracterización equivocada de la comercialización de estupefacientes fraccionados en dosis para consumo como un suceso necesariamente menos grave que cualquier otra manifestación del comercio de narcóticos, lo cierto es que el Congreso resolvió mantener inalterada la amplia escala penal prevista para todas las conductas del artículo 5, inciso c, de la ley 23.737. En ese sentido, fue explícita la discusión en el Senado al enfatizar que al sancionar la ley 26.052 que no están bajando ninguna pena referida a la comercialización de drogas. La doctrina de la declaración de inconstitucionalidad exige de los magistrados el deber de aplicar los actos legislativos de los otros poderes del Estado, salvo que sean el resultado evidente de un error tan claro que no quede lugar para cuestionar racionalmente que no es más que una equivocación. Ahora bien, no cualquier error o equivocación es tal que, de acuerdo con ese argumento, permite a la judicatura invalidar una ley, sino sólo aquéllos mediante los que el Poder Legislativo traspasa, sin lugar a dudas, "la frontera exterior de la actividad legislativa razonable", que no es posible burlar "sin violar las prohibiciones de la Constitución o cruzar el límite de lo que ella garantiza". La mayoría del a quo ha desatendido la tradicional doctrina de la Corte según la cual la primera fuente de interpretación de las leyes es su letra, de manera que cuando ésta no exige esfuerzo para determinar su sentido, debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas en la norma, ya que de otro modo podría arribarse a una interpretación que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición legal, equivalga a prescindir de ella. En lo atinente a que la escala penal del artículo 5 de la ley 23.737 viola el principio de proporcionalidad de las penas, debe notarse que la determinación de las escalas punitivas, de la clase y extensión de las penas conminadas para cada tipo de delito es una materia propia de la política criminal reservada al Congreso de la Nación. Si bien en esa tarea el Poder Legislativo debe actuar dentro de los límites que fija el derecho fundamental de toda persona a ser sancionada, en su caso, con penas cuya severidad sea proporcional a la gravedad del delito cometido y al bien jurídico tutelado y a no ser sometida a un trato punitivo cruel, inhumano o degradante, no pueden los jueces, so pretexto de ejercer el control de constitucionalidad que les compete, evaluar el mérito, conveniencia, oportunidad, acierto o eficacia de las escalas penales que han sido establecidas en la ley en ejercicio de las atribuciones que el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional reserva al Congreso. La Corte ha dicho que al juzgar una posible contradicción entre las sanciones establecidas en una ley y los principios constitucionales que garantizan contra el castigo cruel y desmesurado, los tribunales no pueden fundar su ponderación "exclusivamente en la comparación de las penas conminadas para los distintos delitos definidos en el catálogo penal", sino que han de identificar si aquéllas importan mortificaciones mayores que las exigidas por la naturaleza propia de las penas, en el sentido normado por el artículo 18 de la Constitución, y si "expresan una falta de correspondencia tan inconciliable entre el bien jurídico lesionado por el delito y la intensidad o extensión de la privación de bienes del delincuente como consecuencia de la comisión de aquél, que resulta repugnante a la protección de la dignidad de la persona humana". El Tribunal Superior Provincial juzgó que el mantenimiento de una escala penal con un mínimo punitivo de cuatro años de prisión no sería consistente con la previsión del artículo 277, inciso 3, apartado a, del Código Penal que, al regular la agravación del delito de encubrimiento en virtud del carácter “especialmente grave” del delito precedente, define como “especialmente grave” en el sentido requerido en esa cláusula, a aquel cuya pena mínima es superior a los tres años de prisión. Si la cláusula invocada del artículo 277, inciso 3°, apartado a, del Código Penal debía guiar algún razonamiento del tribunal en este aspecto, la conclusión debería haber sido la contraria de la sostenida, esto es, que la decisión legislativa expresa de mantener la escala penal del artículo 5 de la ley 23.737 para todos los comportamientos que se subsumen en el tipo del inciso c era, en todo caso, evidencia de que, a juicio del Congreso de la Nación, el comercio de estupefacientes fraccionados para su consumo constituye un delito especialmente grave en el sentido indicado en el régimen del delito de encubrimiento. No es atendible la afirmación de que el respeto por el principio de igualdad ante la ley obligaría a dar al sub examine la solución punitiva previstas para las conductas de los artículos 200 y 201 del Código Penal, en lugar de la fijada por el artículo 5 de la ley 23.737. Si bien uno de los comportamientos criminalizados en el tipo del artículo 201, el de la venta de sustancias peligrosas para la salud disimulando su carácter nocivo, guarda alguna similitud con la conducta de comercialización de estupefacientes en el sentido aducido por el a quo, no es posible hallar una razón inteligible que prohíba al legislador nacional establecer la diferencia que ha fijado, al adoptar un mínimo punitivo moderadamente más severo en respuesta al fenómeno social indiscutiblemente peculiar del narcotráfico. La Corte tiene dicho que la garantía de igualdad ante la ley que enuncia el artículo 16 de la Constitución prohíbe, en efecto, la adopción de normas que consagren un tratamiento distinto a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, pero no impide que el legislador contemple de manera distinta situaciones que considere diferentes, en la medida en que dichas distinciones no expresen criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegios o inferioridad personal o clase, ni importen ilegítima persecución de personas o grupos de ellas.


    L., Sergio s/ Comercialización de estupefacientes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 555/2018/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Retención de aportes previsionales. Régimen penal tributario. Sobreseimiento. Culpabilidad. Error de prohibición. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    La opinión de la mayoría del a quo ha incurrido en arbitrariedad, pues se limitó a afirmar de manera dogmática que la decisión de la cámara de apelaciones contaba con fundamentación suficiente en la medida en que sus integrantes expresaron que el imputado "creyó haber actuado conforme a derecho" y que "esa clase de errores aunque no descartan la ilicitud del hecho, si excluyen la culpabilidad”. La cuestión relativa al error de prohibición, por tratarse de un tema de derecho común es, en principio, propio de los jueces de la causa e irrevisable en la instancia extraordinaria. Sin embargo, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla general, con base en la doctrina de arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. En el sub examine es uno de esos casos de excepción, pues el pronunciamiento apelado no sólo omitió considerar los cuestionamientos que los recurrentes reiteradamente formularon respecto de la supuesta transparencia en la actuación del acusado y la alegada imposibilidad de depositar los aportes por la situación económica de aquella federación, sino que además omitió considerar los planteos en relación con la evitabilidad del hipotético error de prohibición, de acuerdo con la calificación prácticamente unánime en doctrina que el a quo desatendió, y las consecuencias de esa específica clase de error. En efecto, en el recurso de apelación se destacó que para que dicho error pudiera tener la significación que pretendió dársele, debería haber sido precedida de algún mecanismo de certidumbre o consulta en busca de certezas sobre la viabilidad de su accionar con respecto a los aportes en cuestión -que sabía, no le pertenecen y debía depositar-, ya que, para que se excluya su culpabilidad, el 'error' debió haber sido insalvable. Asimismo, en el recurso de casación el fiscal, luego de señalar que el imputado nunca manifestó creerse amparado en una ley que lo autorizaba a diferir el depósito, sino que entendía perfectamente que por la ley de emergencia sanitaria únicamente se suspenderían las ejecuciones por parte del organismo recaudador respecto de la deuda por aportes previsionales retenidos y no ingresados, agregó que subsidiariamente, y sólo para el caso no esperable de que se tome en serio el argumento. En cuanto a un error de interpretación de la norma que el imputado debía aplicar, dicho error debería considerarse un error de prohibición evitable y por tanto sin efectos sobre la culpabilidad, o a lo sumo con un efecto eventualmente atenuante de la pena. En tales condiciones, la fundamentación dogmática del pronunciamiento impugnado resulta incompatible con un acto jurisdiccional válido de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias y debe ser dejado sin efecto.


    Querellante: Administración Federal de Ingresos Públicos. Imputado: C., Oscar Felipe y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1227/2014/2/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Crímenes de lesa humanidad. Dictadura militar. Perseguido político. Desaparecidos. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Prevención. 


    Respecto de las penas impuestas tras el reenvío, la cámara recordó los fundamentos brindados por el tribunal oral. En primer lugar, señaló que se ponderaron, como circunstancias agravantes comunes a los tres condenados, que los delitos de lesa humanidad, tal como han sido calificados los hechos imputados, transgreden valores humanos fundamentales, compartidos por los países del mundo civilizado; que los responsables de esos hechos actuaron en su calidad de agentes estatales y de manera organizada, valiéndose del poder derivado de aquella condición, incluso para intentar procurarse la impunidad; los motivos políticos que los llevaron a delinquir como ejecutores del plan de represión ilegal ya mencionado; y la extensión del daño causado a los damnificados, incluso, en el caso de los que sobrevivieron, con posterioridad a la comisión de los hechos (por ejemplo, desarraigo por exilio y secuelas físicas y psíquicas); el sufrimiento infligido a los allegados de los desaparecidos, provocado, en particular, por la incertidumbre sobre su destino. Los jueces expresaron suficientemente las razones por las cuales entendieron que correspondía aplicar las penas impuestas y no cualesquiera otras dentro de las permitidas por el marco legal, lo que autoriza a descartar la existencia de una arbitrariedad que habilite la revisión excepcional de esta instancia, pues el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas no suscita cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común. Como surge de lo dicho, lejos de demostrar deficiencias lógicas de razonamiento o la omisión de argumentos conducentes para la adecuada solución del caso, los recurrentes reiteraron su mera disconformidad con el fallo del a quo mediante la exposición de argumentos que ya habían tenido respuesta suficiente. En cuanto al fin de resocialización de la pena, es oportuno aclarar, como ya he tenido ocasión de sostener en otro caso, que no se trata del único fin de esa sanción, sino que ésta también adquiere, de modo especial en supuestos de condenados por delitos de lesa humanidad, un sentido de prevención general.


    O. S., Enrique Manuel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 96002460/2012/TO1/39/1/CS3, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Extradición. Pedido de extradición. Opción de competencia. Formalidades procesales. Tratados internacionales. Legislación extranjera. Interpretación de tratados internacionales. Interpretación y aplicación de la ley. Auxilio jurídico internacional. Asistencia en asuntos penales. Confirmación de sentencia. 


    La Corte tiene establecido en jurisprudencia pacífica, el objeto del juicio de extradición se centra específicamente en la verificación del correcto cumplimiento de los recaudos formales previstos en la ley o en el instrumento internacional aplicable (Ley 24.767, art. 3). Si bien la concesión de la opción del nacional podría traer como consecuencia la denegación de la extradición, esta situación es distinta a los casos en que el rechazo obedece al incumplimiento de los requisitos impuestos en los tratados o ley aplicable. Es que, ante la ausencia de ellos no surge la obligación de someter al extraditurus a juicio en la República, mientras que la potestad jurisdiccional a su respecto no cesa cuando se otorga la opción de juzgamiento en el país, pues entonces se transfiere del Estado requirente al requerido; siempre que el primero preste su conformidad para ello. En consecuencia, existe una prioridad lógica y, sobre todo, de orden jurídico, que exige la constatación de los requisitos del pedido formal antes de evaluar el ejercicio de la opción del nacional para ser juzgado en la Argentina. Es que de haberse pasado por alto alguno de aquéllos, se habría subvertido el régimen propio del instituto de la extradición. En el sub judice, los hechos están alcanzados por el ámbito material de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. En relación al agravio alegada por la defensa sobre el pedido formal de extradición no cumple con los requisitos previstos en el artículo 13, inciso d), de la ley 24.767, a pesar del criterio que gobierna los últimos precedentes y contrariamente a lo alegado por la parte, el principio de amplia colaboración receptado en el artículo 10 de la ley 24.767, el interés del Ministerio Público en el trámite de la extradición previsto en su artículo 25 y los cambios posteriores en la integración de la Corte, permiten replantear ante el Máximo Tribunal la interpretación del requisito en cuestión. Según opinó este Ministerio Público, el concepto resolución judicial debe ser interpretado en sentido amplio, según lo permita la resistencia semántica del texto, sin restringirlo mediante la aplicación de normas internas ajenas a la materia. En lo que se refiere al concepto "autoridad judicial", no es posible acudir al sistema jurídico institucional argentino y pretender su réplica de manera que conduzca a descalificar la aptitud del derecho positivo de los Estados extranjeros para decidir, con arreglo a sus leyes, la autoridad competente para emitir la resolución que dispone la detención de una persona en el marco de un proceso judicial, o excluir a dicha orden del carácter "judicial" por considerar exclusivamente el nombre que resulta de la traducción del título de una repartición de dicho Estado, sin considerar el necesario respeto que corresponde otorgar a la organización institucional de las naciones extranjeras. Esta Procuración ha indicado con carácter general, al que remitió la Corte, que las instituciones jurídicas no dependen del nomen iuris que se les dé o asigne por los otorgantes del acto o el legislador incluso, sino de su verdadera esencia jurídica económica motivo y entonces, cuando medie ausencia de correlación entre nombre y realidad deberá desestimarse el primero y privilegiarse la segunda, o lo que es equivalente, los caracteres que la ciencia del derecho exige para que se configuren los distintos hechos y actos jurídicos. En esa inteligencia, no es posible calificar como extraño a la autoridad judicial a un funcionario con competencia para ordenar, según el orden jurídico de un determinado Estado, la detención de una persona en el ámbito de un proceso. Es que, a la hora de examinar las instituciones de las naciones extranjeras, para atribuirles significación jurídica y adecuar la calificación que corresponde dar a los conceptos en términos del derecho internacional, es preciso interpretar las leyes extranjeras que regulan las instituciones y para ello acudir a la teoría del uso jurídico, que reclama establecer cómo sería entendido el concepto resolución de autoridad judicial, contenido en el inciso d) del artículo 13 de la ley 24.767, por los jueces del Estado requirente. No se trata de someter la interpretación de la ley argentina al criterio del juez extranjero, sino advertir que la elección del concepto resolución de autoridad judicial sólo puede entenderse válida en cuanto interpretado como resolución de autoridad jurídicamente competente para decretar la detención en un proceso judicial y este criterio se encuentra sujeto a la calificación que realice la ley extranjera de sus autoridades competentes, pues de otra forma, la ley argentina impondría un modelo de institucionalidad y aun de procedimiento al resto de las naciones, criterio incompatible con el fin principal de la cooperación judicial internacional. Es jurisprudencia de la Corte cuando advierte que la existencia de diferencia en el modo de regular un instituto no implica necesariamente que esas soluciones diferentes sean contrarias al orden público criminal de la Nación, ya que postular que en todos los casos en que la ley extranjera es diferente a la nacional ésta debe prevalecer sobre aquélla, implica consagrar que la única legislación extranjera aplicable sería la que coincidiera exactamente con las normas internas. En cuanto a la exigencia del inciso d) del artículo 13 corresponde resaltar que el artículo 40 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de Marruecos autoriza al Fiscal del Rey a emitir órdenes internacionales de búsqueda y captura. Resulta entonces que, entre las funciones que atribuye la ley del Estado requirente al "Procurador de Su Majestad el Rey", se encuentra precisamente la de disponer la detención y solicitar la extradición de una persona en el marco de un proceso judicial. Es decir, es la autoridad competente para promover la detención y librar las órdenes correspondientes. En ese marco normativo e institucional, exigir al Estado requirente la presentación de una resolución judicial que dispuso la detención, entendida en términos del derecho argentino, supondría aniquilar su facultad de establecer qué autoridad es competente para decidirla o aun, atento el contenido de las normas antes referidas, hacer jurídicamente imposible la cooperación judicial internacional con el Reino de Marruecos. Del artículo 4 de la Ley Orgánica del Estatuto de la Magistratura, surge que, más allá de su denominación, el Fiscal del Rey -al igual que un juez- reviste la condición de magistrado judicial en el Estado requirente. La inteligencia amplia respecto del requisito “resolución judicial” carece de entidad para afectar el orden público argentino, desde que ha sido dejado de lado en varios de los instrumentos bilaterales que rigen la entreayuda que admiten las formas que rigen según la ley del país requirente. Por lo demás, este criterio es el que mejor se adecua al favorecimiento y al desarrollo actual de la cooperación internacional que, en definitiva, es la pauta que debe guiar los procesos de esta naturaleza. Resulta satisfecho el requisito exigido por el precepto en cuestión, pues el hecho que la orden de captura haya sido emitida por el fiscal actuante ante el juzgado competente, se ajusta al mecanismo instituido legalmente en el país requirente, donde ambos magistrados revisten "puestos judiciales" y ejercen "funciones de responsabilidad judicial" según los artículos 4° y 5° de la Ley Orgánica del Estatuto de la Magistratura marroquí. La concurrencia y validez de los recaudos formales constituye, precisamente, la esencia misma del juicio en este tipo de proceso, donde no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados con las naciones requirentes que resulten aplicables, criterio que se evidencia en una correcta hermenéutica de los artículos 21, 25 y 31 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Establecen tales textos que, tanto en la etapa administrativa como en la judicial y hasta el momento de dictar sentencia, el Poder Ejecutivo -en el caso el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto-, el juez e incluso la Corte, pueden recabar información complementaria antes de pronunciarse, si no estuvieran debidamente acreditados los requisitos de forma del pedido, advirtiendo que en tal supuesto reservarán las actuaciones o suspenderán el proceso y, en este último caso, concederán un plazo para que el Estado requirente subsane las falencias advertidas, el cual debe ser anoticiado por el Ministerio Público. La facultad que la ley otorga primero al Poder Ejecutivo, como paso previo a la judicialización del trámite y, luego, a la autoridad judicial resulta fundamental para estar en mejores condiciones de resolver sobre la solicitud en ejercicio de sus respectivas competencias. El agravio de la defensa pasa por alto que, en el caso del juez, el artículo 31 lo autoriza a corregir las falencias de la solicitud hasta el momento de dictar la sentencia. En tales condiciones, el agravio de la defensa sólo traduce una discrepancia referida a la forma del trámite que el a quo llevó adelante con arreglo al artículo 31 sin menoscabo de las garantías de su asistido. Sin perjuicio de esa facultad específica que la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal reconoce al juez, ella resulta compatible, además, con la calidad de director del proceso que le reconoce el artículo 34, inciso 5°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que en su apartado b) le impone el deber de señalar los defectos u omisiones de cualquier petición. Esta postura, se concilia con la naturaleza del instituto de la extradición cuyo fundamento radica en el interés común a todos los Estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos. Conforme fue puesto de manifiesto por la Corte, la intervención de este Ministerio Público en los procesos de extradición no lo es en el ejercicio de la acción penal pública sino para vigilar el fiel cumplimiento de las leyes y reglas de procedimiento, rol funcional que ha sido destacado, tanto bajo la vigencia del Código de Procedimientos en Materia Penal, en Fallos: 311:1925 y 319:1464, como luego de sancionada la ley 24.767, en Fallos: 330:2507. Es que la pretensión que se ejerce en un trámite judicial de extradición está dada por la solicitud realizada por el Estado extranjero y, por ello, el artículo 25 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal lo faculta a intervenir en el trámite en calidad de parte. El planteo de la defensa se basa en una premisa errónea al asimilar la actuación del fiscal en un trámite como el sub judice, con las características y condiciones de su papel requirente en el proceso criminal o correccional, donde la ley le atribuye la titularidad de la pretensión punitiva, separándola de las facultades jurisdiccionales. La propia naturaleza de este proceso, donde no se juzga responsabilidad penal alguna, impide cualquier analogía con el criterio de Fallos: 327:120 y sus antecedentes a partir del caso tardíamente publicado en Fallos: 325:2019. La opinión emitida por el representante del Ministerio Público en relación con la situación carcelaria en el Estado requirente, careció del efecto vinculante que pretende la defensa y, mucho menos, que en virtud de ella deba interpretarse que el juez federal, cuya jurisdicción estaba plenamente habilitada, no podía resolver en otro sentido.


    B., Eduardo s/ Extradición


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 80/2018/CS1, 27 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Condena. Integración del tribunal. Culpabilidad. Cómputo de la pena. Recurso de casación. Cuestiones de derecho público local. Falta de fundamentación. Desistimiento del recurso. 


    En el cuestionamiento vinculado a la legitimidad y constitución del órgano de justicia que intervino en el proceso, no fueron rebatidas las respuestas dadas por el tribunal superior de la provincia, por lo que se trata de meras críticas a la validez de la autoridad judicial local, sin una demostración cabal de que estuviere comprometida la vigencia del sistema representativo-republicano o la garantía constitucional de juez natural e imparcial; por ello, el tema se reduce a interpretaciones de normas de derecho público provincial, ajenas a este remedio extraordinario. El Tribunal ha sostenido que las cuestiones de naturaleza procesal son ajenas a su jurisdicción extraordinaria, especialmente cuando son resueltas mediante la aplicación de disposiciones que integran el derecho público local, cuya decisión corresponde a los tribunales provinciales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo supuestos de arbitrariedad. El máximo tribunal provincial precisó las circunstancias que determinaron la regular constitución del tribunal, originadas en lo dispuesto mediante decreto n° 2720 del Poder Ejecutivo provincial y lo arbitrado en consecuencia mediante resolución n° 832 del mismo superior tribunal, así como las facultades que le acuerda a éste el Régimen de Jueces y Funcionarios del Ministerio Público Sustitutos aprobado por Acuerdo na 17/07 y sus modificatorias; cuya validez la parte no cuestionó al interponer el recurso, y tampoco explicita en qué medida esta situación controvierte las instituciones federales, cuando incluso es una práctica que no es ajena al funcionamiento de los tribunales de esa índole. La Corte ha sostenido el principio de que las cuestiones que versan sobre la constitución e integración de los tribunales, las vinculadas con las formalidades de la sentencia y el modo de emitir el voto de los jueces cuando integran tribunales colegiados, son ajenas al recurso federal; y sólo ha anulado sentencias en casos muy puntuales, por ejemplo cuando se había omitido deliberadamente dar intervención a algún integrante del tribunal o no se habían respetado las reglas que rigen la deliberación de los jueces en acuerdo. El recurso extraordinario se encuentra, sobre este punto, desprovisto de uno de los requisitos necesarios para su procedencia, por lo que la impugnación carece de la fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal. En torno al agravio vinculado con la falta de elementos de convicción en lo que hace a la imputabilidad, la apelación federal también carece de sustento pues, según lo ha interpretado la Corte, para la procedencia del recurso no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. Mediante argumentos suficientes y con referencia a circunstancias comprobadas en la causa, el máximo tribunal provincial descartó la alegada inimputabilidad por considerar que al momento del hecho tuvo plena conciencia y gobierno de sus actos. Es doctrina de la Corte que la mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos no impide per se obtener el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. El recurrente no ha logrado demostrar que de un examen racional y objetivo de las constancias del proceso se derive inexorablemente el estado de duda que reclama; antes bien, su pretensión se erige sobre un argumento único central, al que provee de particular énfasis, pero que no se prescindió de su análisis, y fue contrastado con la restante comunidad probatoria. La pretendida absolución con sustento en el principio favor rei supone que luego de la consideración de las pruebas del caso se genere la falta de certeza que lleve a esa conclusión, actividad ésta propia de los jueces de la causa y que no puede ser suplida por la Corte al modo de un tribunal de tercera instancia. En cuanto al agravio relativo a la mensuración de la pena impuesta, el recurso pretende discutir el análisis de las reglas contenidas en los artículos 40 y 41 del Código Penal que efectuaron los jueces del tribunal oral, sobre la base de reproducir cuestionamientos vertidos con anterioridad, sin refutar los motivos por los cuales el a quo descartó que hubiera habido irracionalidad o error en la aplicación de tales pautas, y que ya fueron desechados con fundamentos suficientes en materia propia de su competencia, por lo que no corresponde a la Corte revisarlos nuevamente. El recurso extraordinario interpuesto carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de la Corte sobre el punto, pues en él se reiteran dogmáticamente objeciones vinculadas a cuestiones de hecho y prueba, ya formuladas en la instancia anterior, que fueron respondidas por la Suprema Corte provincial con argumentos no refutados por el apelante y que, al margen de su grado de acierto o error, resultan suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad alegada, cuya aplicación debe ser considerada como particularmente restrictiva cuando las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local. En este sentido, no explica el recurrente de qué modo cabría considerar que la fundamentación del quantum punitivo halla sustento en un ideal de derecho penal de autor, o sobre si se deben meritar en forma positiva o negativa el nivel de autodeterminación o la posición social del imputado, pues las críticas que dirige, de modo general y abstracto, sólo exhiben una mera discrepancia con lo resuelto y constituye materia de derecho común, lo que determina la improcedencia de este aspecto de la impugnación. No se trata aquí de un supuesto de omisión de aspectos conducentes para la decisión, como en el caso en que se realiza una consideración fragmentaria y aislada de las pautas a valorar, sino de la significación asignada a una, entre otras posibles a tener en cuenta que, en tanto aparece como razonable, obsta a la tacha intentada. El agravio relativo a que en la pena impuesta se valoró en perjuicio del imputado su nivel de instrucción y su formación moral e intelectual y que, de modo opuesto, ello permitiría augurar una verosímil readaptación, no rebate el razonamiento efectuado en el fallo por cuanto tales aspectos fueron valorados en el plano de su culpabilidad y es consecuencia de un desarrollo argumental que, más allá de su acierto o error, confiere suficiente sustento a la decisión, por lo que también en este aspecto el recurso presenta similares defectos de fundamentación que impiden su consideración y tratamiento. Principalmente, porque remiten al examen de cuestiones que, por su índole, son propias de los jueces de mérito, y ajenas a la instancia extraordinaria, y porque tampoco logran demostrar ninguna razón que permita hacer excepción al principio con base en la doctrina de la arbitrariedad.


    G., César Gastón s/ Supuesto homicidio simple una vez reiterado en concurso real


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1875/2017/RH1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Delitos cometidos durante actividades antisubversivas. Privación ilegal de la libertad. Torturas. Abuso sexual. Abuso deshonesto. Impugnación de la sanción. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Plan sistemático de represión. Delitos de propia mano.


    La impugnación de la pena impuesta y el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas no suscitan cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común, pero cabe hacer excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad. Si la escala penal resultante de una imputación en concreto ya permite imponer a un condenado la pena máxima admitida por la normativa aplicable, no puede considerarse la mayor cantidad de hechos imputados a otro como una circunstancia suficiente para justificar la imposición de una pena más leve al primero, pues la medida de la gravedad, en relación con esa mera circunstancia, ya fue fijada por el legislador, por lo que cualquier distinción de los jueces en ese sentido implicaría establecer una diferencia allí donde aquél no la ha establecido. Por lo demás, una distinción semejante resultaría inútil, pues no permitiría diferenciar en qué casos correspondería aplicar la pena máxima y en cuáles no. En la decisión impugnada mediante recurso federal se ha rechazado el agravio planteado por el representante de este Ministerio Público con base en una interpretación y aplicación de la ley que la desvirtúa y toma inoperante, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido. En cuanto al agravio referido al título de la intervención punible, la apreciación de las pruebas y la interpretación de normas de derecho común constituyen facultad de los jueces de la causa y no son, como principio, susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte puede conocer en los casos que presentan particularidades que hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan al Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Definir la actuación de un imputado como una colaboración no esencial o secundaria, resulta arbitraria, en tanto se aparta de las constancias comprobadas de la causa y se funda en una interpretación inadmisible de los artículos 45 y 46 del Código Penal. No se advierte cuál es la razón para afirmar que el imputado no intervino en la ejecución de las privaciones ilegales de la libertad que se le atribuyeron. Parece claro que mientras estuvo a cargo de la custodia de las personas detenidas de ese modo en la comisaría tomó parte en la ejecución de aquel delito, por lo cual, de acuerdo con lo previsto en los artículos 45 y 46 del Código Penal, su aporte no puede calificarse como participación secundaria. Interpretar que la contribución del imputado al injusto doloso “podía obtenerse fácilmente fungiendo al sujeto, ya que la acción llevada adelante por el encausado podía haber sido ejecutada por cualquier otro agente de la comisaria en la que prestaba servicios” carece totalmente de asiento en las normas citadas, ya que supone una distinción no prevista en ellas entre aportes fungibles y no fungibles, y en la medida en que algo semejante a esa distinción figura en el régimen de los artículos 45 y 46 del Código Penal, ésta no es aplicable al caso. Según el artículo 45, aquel que tomase parte en la ejecución del hecho tendrá la pena establecida para el delito, sin importar la naturaleza o entidad de su aporte. La norma en cuestión, junto con la regla del artículo siguiente, establece una diferencia sólo para los supuestos de intervenciones que no ocurran durante la ejecución del delito principal o formen parte de ella. En efecto, en ese universo distingue entre la cooperación sin la cual el hecho "no habría podido cometerse" y aquella que favorezca la ejecución del crimen "de cualquier otro modo", incluso la ayuda posterior al hecho "cumpliendo promesas anteriores" a él, hipótesis para las que adopta la escala penal "disminuida de un tercio a la mitad". Aun si el lenguaje de la fungibilidad refiriera de alguna manera a la distinción legal entre los actos de cooperación sin los cuales el hecho no se habría cometido y aquellos que no tienen esas características, esto sería inaplicable al sub examine. En efecto, la diferencia que establece la ley rige exclusivamente para quienes, con su intervención, no hayan tomado parte de algún modo en la ejecución del delito. La decisión impugnada se basa en una interpretación de la ley que la desvirtúa y toma inoperante, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la citada doctrina sobre arbitrariedad de sentencias. La distinta calificación que corresponde a su intervención punible exige una nueva mensuración de su pena. De admitirse que los delitos de privación ilegal de la libertad diversamente agravada, tormentos agravados, ambos reiterados y aquellos de índole sexual, son calificables como delitos de propia mano, ello sólo impediría que quien no hubiera llevado a cabo la acción típica con su propio cuerpo sea reputado autor, sin ofrecer ninguna limitación especial para que quien hubiera favorecido o incluso dominado esa acción no sea considerado partícipe, en el sentido del citado artículo 45. La omisión de evaluar ese título de imputación como si, una vez descartada la caracterización del caso como una instancia de coautoría funcional, no hubiera más contenido en la pretensión acusadora que el tribunal debía adjudicar, -aspecto sustantivo razonablemente implícito en una alegación central de la fiscalía- invalida la decisión a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. Pues de acuerdo con la afianzada jurisprudencia del Tribunal, es insostenible el fallo que carece de fundamentación u omite valorar sustancialmente planteos serios y conducentes de las partes, al conculcar la garantía constitucional del debido proceso. La calificación como delitos de propia mano de los hechos de índole sexual carece de fundamento, pues, no se advierte cuál es la razón por la que no se debe admitir la coautoría funcional respecto de la violación y el abuso deshonesto, pero sí se la debe admitir respecto de otros delitos que también se realizan sobre el cuerpo de la víctima, como la aplicación de tormentos. Respecto de la imputación de ese delito el a quo consideró que lo decisivo para definir el título de la intervención punible es el dominio sobre su curso causal, pero al referirse a los delitos de violación y abuso deshonesto afirmó que sólo puede ser autor quien realiza la acción típica con su propio cuerpo, sin aclarar por qué. En rigor, la mayoría apenas se apoyó en dos citas de doctrina de las que no surge el fundamento de esa posición. Al no encontrarse debidamente justificada la calificación de los delitos de violación y abuso deshonesto como de propia mano, la decisión del a quo carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    S., D. A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1861/2011/TO1/38/1/RH7, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Extradición. Pedido de extradición. Aplicación de tratados internacionales. Confirmación de sentencia. 


    El recurso ordinario interpuesto no cumple con la exigencia establecida por el artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuerpo legal que la Corte ha declarado de aplicación a la especie, ya que los agravios en los que intenta fundarse constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso y particularmente en el debate, que fueron considerados por el a quo de forma ajustada a la Convención Interamericana sobre Extradición de 1933 y, de forma supletoria, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, limitándose la parte a insistir en su planteamiento, lo que determinaría, sin más, su rechazo. En cuanto a la objeción por no haberse efectuado el pedido de extradición por un funcionario competente para hacerlo, el planteo resulta improcedente. Ello es así, pues el presidente de la Corte Suprema de Justicia de la República de Chile dirigió al titular del Ministerio de Relaciones Exteriores de ese país, para que dispusiera las diligencias diplomáticas necesarias ante la República Argentina a fin de obtener la extradición. Como consecuencia de esa decisión judicial, el 20 de septiembre siguiente la embajada del Estado requirente presentó ante nuestro Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto la respectiva solicitud, que fue incorporada a estas actuaciones el 27 de ese mes. Lo descripto se ajusta estrictamente a los términos del artículo 5 del tratado aplicable, en cuanto prevé que el pedido debe formularse por vía diplomática; y también a su artículo 10, pues acredita que dentro del plazo de dos meses desde que fue notificado del arresto preventivo, el Estado requirente formalizó la solicitud de extradición, sin perjuicio de haber manifestado con anterioridad su interés al respecto. El artículo 3.1.a de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, prevé que la misión diplomática permanente es quien representa al Estado acreditante ante el Estado receptor. Esa función la ejerce la Embajada de la República de Chile en la República Argentina y, por lo tanto, su presentación de la solicitud ante nuestra Cancillería se adecua a lo previsto en el artículo 5 del tratado de 1933. La defensa arguyó que la documentación acompañada con la requisitoria internacional no se encuentra debidamente autenticada. Sin embargo, el planteo olvida que el artículo 4° de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal 24.767, supletoriamente aplicable, establece que la documentación remitida por vía diplomática no requerirá legalización y que la presentación en forma de los documentos hará presumir la veracidad de su contenido y la validez de las actuaciones a que se refieran. El criterio del legislador coincide con el de la Corte, en cuanto ha sostenido que esos documentos se encuentran al amparo de la fe que le prestan, doblemente, el ministro extranjero que solicita la extradición y el Ministerio de Relaciones Exteriores que le da curso. En virtud de la expresa previsión normativa, al haber sido presentada la documentación por vía diplomática conforme la manda contenida en el artículo 5 del convenio internacional aplicable su autenticidad resulta incuestionable y el agravio así planteado también debe desestimarse. En cuanto a la extemporaneidad del pedido, la defensa sostuvo que no obstante encontrarse vencido el plazo de dos meses previsto por la norma aplicable para que el Estado requirente acompañara la formal solicitud de extradición, su asistido continuó bajo arresto provisorio desconociéndose el fundamento de esa detención. Debe advertirse en primer lugar que la detención se efectuó de conformidad con el artículo 10 del acuerdo multilateral, toda vez que se originó en el pedido de captura internacional con miras a su extradición, en circulación a través de una "Notificación Roja" de Interpol, librado a solicitud de las autoridades chilenas, donde se comunicaba que esa medida tenía fundamento en una sentencia judicial de ese país que lo condenó por el delito de homicidio. Posteriormente, el tribunal a quo decretó su arresto provisorio, que fue mantenido luego de la presentación formal correspondiente. La Cancillería argentina informó que la detención fue comunicada a su par de Chile con fecha 20 de julio de 2018. Allí también hizo saber que, a partir de lo dispuesto en la citada norma de la Convención de Montevideo de 1933, el plazo de dos meses para la presentación del formal pedido de extradición debía contabilizarse desde esa fecha. El Estado requirente presentó la solicitud el 20 de septiembre siguiente y ello fue comunicado de inmediato por la Cancillería argentina al magistrado actuante, todo lo cual acredita que el requerimiento formal de extradición fue presentado dentro del plazo convencionalmente acordado y determina la improcedencia de este aspecto del agravio. Por último, la defensa se agravia por la afectación de las garantías del extraditurus en el Estado requirente. Es menester recordar que los procesos de esta naturaleza tienen como esencia corroborar el cumplimiento de los requisitos legales y el compromiso asumido en los tratados firmados por el Estado Nacional, quedando el análisis de las cuestiones de fondo y la decisión sobre la culpabilidad o inculpabilidad del requerido a cargo de las autoridades judiciales extranjeras. Sin perjuicio de tratarse de un pedido para el cumplimiento de una condena, es oportuno recordar el criterio de la Corte en cuanto a que las cuestiones que constituyen defensas de fondo han de ser interpuestas en la causa que motiva la solicitud y resueltas por la autoridad judicial extranjera competente para ello, ya que lo contrario conduce a desnaturalizar el procedimiento de la extradición, que debe ser favorable al propósito de beneficio universal que tiende a perseguir el juzgamiento de criminales o presuntos criminales. Ello obedece a que la especial naturaleza de este trámite, no autoriza una revisión exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se siguió a la persona en el país requirente, dado que imponer a jueces ajenos al proceso principal resolver cuestiones intrincadas, sobre la base de un conocimiento imperfecto de los hechos de la causa trae como peligrosa consecuencia que puedan dictarse decisiones infundadas que podrían pesar en contra de los propios intereses del requerido. Por consiguiente, al tratarse de planteos que se refieren a cuestiones que incluso tienden a objetar la cosa juzgada emanada del juicio en el Estado solicitante, su invocación resulta aquí impertinente, sin perjuicio de su eventual introducción ante los jueces naturales por la vía procesal que resulte pertinente. Finalmente, aun cuando el tratado aplicable no lo contemple, razones de equidad y justicia aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto en este trámite de extradición, a fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que sea computado como si lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    J. A., Sergio Francisco s/ Recurso directo - Extradición Cooperación en Materia Penal – Ley 24.767


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 37717/2018/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Extradición. Insuficiencia del agravio. Aumento de la pena. Cooperación internacional. Ius cogens. Derechos y garantías constitucionales. Prevención de la tortura. Establecimientos penitenciarios. Condiciones de detención. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Con relación a las apreciaciones acerca del aumento de la pena impuesta a su defendido por las autoridades judiciales del país requirente, se entiende que aquélla es una decisión propia del Poder Judicial de la República, dictada conforme su orden jurídico -pues no se ha invocado fundadamente la violación del derecho positivo peruano- y en un marco que el tratado de extradición -ley 26082- impone respetar, pues de otra forma se estaría efectuando una crítica a las instituciones y al sistema normativo de una nación soberana con la que nos vincula ese acuerdo bilateral. Al respecto, la Corte ha sostenido que la existencia de diferencias en el modo de regular un instituto, no implican necesariamente que estas soluciones disímiles sean contrarias al orden público criminal de la Nación, ya que postular que en todos los casos en que la ley extranjera es diferente a la nacional ésta debe prevalecer sobre aquélla, implica consagrar que la única legislación extranjera aplicable sería la que coincidiera exactamente con las normas internas. Corresponde recordar que el concepto de soberanía interior comprende el derecho del Estado de adoptar libremente una constitución, dictar una legislación, organizar su administración de justicia y ejercer la jurisdicción exclusiva en su propio territorio, bien que con respeto a las garantías fundamentales contenidas en los tratados internacionales, en especial de derechos humanos y los principios del llamado ius cogens. La extradición es un acto de asistencia jurídica internacional cuyo fundamento radica en el interés común a todos los Estados en que los delincuentes sean juzgados, y eventualmente castigados, por el país a cuya jurisdicción corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictuosos, sin admitirse otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación requerida y de las leyes o tratados que rijan el caso. Por lo expuesto, el agravio acerca del aumento de la sanción resulta improcedente. En lo referido a la presunta ausencia de garantías en el cumplimiento de la pena en los establecimientos carcelarios del país requirente, esta Procuración, en oportunidad de dictaminar en los precedentes "Gómez Gómez", "Acosta González", como así también en los casos "Crousillat Carreño", "Alfaro Muñoz" y "Quispe Caso", referidos estos tres últimos -al igual que el sub judice- a pedidos de extradición de la República del Perú, señaló que han de tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Este criterio se ajusta al que propugna el Comité contra la Tortura (el organismo de las Naciones Unidas para el contralor del correcto cumplimiento de la Convención contra la Tortura y Otros Tratados o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; cfr. GA/Res/39/46 del 10 de diciembre de 1984, ley 23.338, parte II, artículo 17 a 24) respecto del deber estatuido en el artículo 3 del Convenio, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a torturas. Sin embargo, no puede pasarse por alto que esa regla debe ser interpretada en el contexto establecido por el propio órgano de contralor, esto es, sin que la existencia de ese cuadro constituya “… por sí misma un motivo suficiente para decidir que una determinada persona correrá peligro de sufrir tortura cuando regrese a aquel país; deben existir además otros motivos que demuestren que la persona en cuestión correría peligro personalmente…”. (Anexo X “Dictámenes y decisiones del Comité contra la Tortura a tenor del artículo 22 de la Convención, punto A, Comunicación n° 28/1995, punto 11.2). Entonces, para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio del ius cogens de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no se respetarán sus derechos fundamentales. Corresponde establecer si las deficiencias en las condiciones de detención en los establecimientos carcelarios en el país extranjero señaladas por la parte recurrente, pueden generar en el Estado requerido la obligación de no entregar al extraditurus. Surge de las apreciaciones del documento “Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados del Perú, aprobadas por el Comité en su 49° período de sesiones (29 de octubre a 23 de noviembre de 2012)” del Comité contra la Tortura -en sus puntos 4, 5, 6 y 10- , que más allá de que aún persisten -en menor medida – problemas estructurales que podrían repercutir en las condiciones de detención de los individuos privados de su libertad en algunos de los centros penitenciarios del país requirente, mucho han variado las condiciones legales y sociales que fueron señaladas en la disidencia del precedente “Borelina”, destacándose el compromiso asumido por la República del Perú de seguir el procedimiento facultativo para la presentación de informes periódicos ante el Comité contra la Tortura, a fin de continuar morigerando, a partir de sus recomendaciones, las circunstancias planteadas. (Punto 2 de las “Observaciones” citada). De esta forma, no puede afirmarse que en el presente el Estado solicitante del auxilio transnacional registre un cuadro de manifiestas y masivas violaciones de los derechos fundamentales, que implique un riesgo probable de que el requerido será sometido a tratos incompatibles con los estándares consagrados en los específicos instrumentos internacionales. Por lo tanto, en aplicación del criterio restrictivo de los ya citados precedentes de Fallos: 324:3484, 329:1245, “Alfaro Muñoz” y “Quispe Caso”, cabe concluir que no existen motivos ciertos y actuales para fundar en esta circunstancia el rechazo de la extradición. Sin perjuicio de ello, en atención al alegado hacinamiento y sobrepoblación de los establecimientos penitenciarios del Estado requirente, es oportuno agregar que in re "Aquino" sostuvo la Corte que “han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas", y que "sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite a un riesgo 'cierto' y 'actual' de condiciones inhumanas de detención". Las consideraciones expuestas determinan la desestimación del agravio referido a la situación carcelaria en el país que ha solicitado la entrega.


    S. R., Bhel Bhoy Arbin s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5118/2017/CS2, 19 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario local


    Admisibilidad formal. Presentación extemporánea. Defensa en juicio. Notificación personal. Incomparecencia del imputado. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    Es criterio de la Corte que las resoluciones por las cuales los tribunales superiores de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. Bajo ese parámetro, el reclamo interpuesto no cuenta con las condiciones necesarias para su procedencia formal. En efecto, el fallo ha sido sustentado en la norma del artículo 494 del código local de procedimientos, según la cual el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley sólo procede ante las sentencias que revoquen una absolución o impongan una pena mayor a diez años de pena privativa de libertad, siempre que se cuestione la inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva, En este caso, la sentencia había impuesto una pena de ocho años de prisión y el recurrente planteó una cuestión de eminente contenido procesal. La decisión que declaró extemporáneo el recurso de casación presentado más de dos años después del dictado de la sentencia que pretendía impugnar no obedece, a una interpretación ritualista de las normas, ni se advierte en ello una violación al derecho de defensa del acusado. La jurisprudencia que exige la notificación personal de las sentencias condenatorias en sede criminal tiene por propósito resguardar el conocimiento fehaciente del imputado para que pueda ejercer la facultad que le es propia de obtener la revisión de su condena a través de los recursos procesales y evitar de ese modo que la sentencia quede firme por la sola voluntad de su abogado defensor. Sin embargo, no se aprecia lesión a la defensa en juicio cuando el tribunal ha cumplido, la diligencia en la forma prevista por la ley y la falta de notificación personal se debe a la conducta evasiva del acusado, quien, habiendo conocido lo resuelto, pretende luego manipular la regla en su beneficio. Por lo tanto, descartada la existencia de la cuestión federal, cabe concluir que la decisión apelada no es de aquellas revisables por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    P., Daniel Andrés s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 575/2017/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Homicidio. Identificación del imputado. Opción de competencia. Cómputo de la pena. Contrabando. Proceso penal. Confirmación de sentencia. 


    Con carácter previo, cabe señalar que a partir de la doctrina fijada en el precedente "Callirgós Chávez", la Corte ha establecido que no corresponde incluir fundamentos en el escrito de impugnación pues “el apelante deberá limitarse a la mera interposición del recurso”, en función de lo previsto por el artículo 245, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que resulta de aplicación al recurso ordinario de apelación en materia de extradición, en virtud de lo dispuesto por el artículo 254 del mismo cuerpo legal, sin que sea repugnante a la naturaleza de este procedimiento ni a las leyes que lo rigen. Sin embargo, no es posible soslayar que en dicho precedente la Corte también sostuvo que si bien los términos del escrito de interposición del recurso ordinario de apelación contravenían lo previsto en el citado artículo 245 y que ante esa circunstancia se debería proceder del modo indicado, con el fin de evitar la demora que acarrearía encauzar la situación dado el estado del proceso, el Tribunal se limitó a exhortar al juez de la causa para que, en lo sucesivo, ajuste el trámite a las pautas legales que lo rigen. En primer lugar, corresponde recordar que el tratado bilateral aplicable, ley 17.272, establece que "la condición de nacional será determinada por la legislación del Estado requerido". De todos modos, la condición de nacional no obsta per se a la entrega; sin que esta diversa interpretación con la efectuada por el a quo al respecto obste a coincidir con la procedencia de la entrega. Por otro lado, se advierte que el argumento de la defensa en cuanto a la falta de mayores elementos probatorios para comprobar la identidad del requerido, como ser la comparación de sus huellas dactilares, implicaría la impropia revisión del criterio que el tribunal extranjero adoptó para formular el pedido de extradición, máxime ante los términos abiertos que al respecto contiene el tratado bilateral; y, a la vez, la pretensión de incorporar un requisito que ese instrumento no contiene, con desconocimiento de la doctrina de la Corte, en cuanto a que la extradición debe ser acordada sin otras restricciones que las que allí se impongan. Cabe agregar que el artículo 9 de la ley 17.671, que regula la Identificación, Registro y Clasificación del Potencial Humano Nacional, establece que “la identificación se cumplirá... mediante el testimonio de... nacimiento, fotografías, impresiones dactiloscopia, descripciones de señas físicas, datos individuales, el grupo y factor sanguíneo ...”. Es decir, el derecho interno argentino permite para ello amplitud probatoria. En esa misma inteligencia, la Corte tiene dicho que basta para admitir la extradición que los elementos de juicio incorporados a las actuaciones, en su conjunto, permitan arribar a un suficiente grado de certidumbre acerca de que quien fuera habido es la persona requerida. El pedido de extradición formulado cumple acabadamente con el requisito de identidad exigible para su procedencia, sin que corresponda aquí examinar la redargución de falsedad o rectificación de la documentación nacional que insinúa la defensa, ni efectuar mayores consideraciones sobre la nacionalidad de la persona requerida, por tratarse de una cuestión sobre la cual el tratado aplicable atribuye exclusiva competencia a la legislación del país requerido. En cuanto a la petición subsidiaria para que, en la oportunidad prevista por el artículo 36 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, se tenga en cuenta la opción ejercida por el extraditurus de ser juzgado en la República Argentina, se entiende que en virtud de la facultad que al respecto prevé el tratado bilateral resulta adecuada a derecho para la etapa de la “decisión final” del trámite. Ello así, pues no existe motivo alguno que lleve a apartarse en el sub judice de la doctrina de la Corte según la cual “en el sistema legal actualmente vigente, si un tratado faculta la extradición de nacionales, como ocurre en autos, el Poder Ejecutivo debe resolver, en la oportunidad prevista en el artículo 36 de la citada ley, si hace o no lugar a la opción”. Con relación a la manifestación de la parte recurrente para que se tenga presente el tiempo de detención sufrido por la persona requerida en el proceso de extradición y sea computado en el país requirente ante una eventual condena, es sabido que esta exigencia ha sido prevista por el artículo 11, inciso "e", de nuestra ley de extradiciones, aunque no en el tratado bilateral que rige la presente rogatoria. Sin embargo, análogas circunstancias a las descriptas motivaron el pronunciamiento de la Corte "Crousillat Carreño" donde, con criterio que resulta aplicable al sub lite, refirió que "razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas de derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de libertad al que estuvieron sujetos los requeridos en este trámite de extradición. Ello con el fin de que las autoridades jurisdiccionales competentes extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si los extraditados lo hubiesen sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento". Finalmente, en torno al proceso que el requerido posee en trámite en nuestro país por el delito de contrabando, se considera acertada la postura de la juez federal pues esa circunstancia no autoriza a rechazar, sin más, la extradición, sino sólo a diferir la entrega hasta tanto el proceso judicial local concluya o, en su caso, cumpla la condena que pudiera imponérsele. En efecto, el artículo IX del tratado aplicable establece, en lo pertinente, que "la entrega de un individuo reclamado será postergada, sin perjuicio de la efectividad de la extradición... cuando estuviera sujeto a la acción penal del Estado requerido por otra infracción. En este caso, si se estuviera juzgando al individuo su extradición podrá ser postergada hasta el fin del juicio, y, en caso de condena hasta el momento en que hubiera cumplido la penalidad". Esta facultad implica que la decisión de supeditar la entrega debe ser ejercida por la autoridad competente del Estado, de conformidad con los principios de orden público interno, lo que suele reflejarse normativamente en la reglamentación sobre extradición de que dispone la fuente interna. Siguiendo este criterio, se considera que en razón de la previsión del tratado y la regla de subsidiariedad del artículo 2 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, corresponde aplicar su artículo 39, inciso "a", en cuanto establece que la entrega podrá postergarse en caso de hallarse el requerido sometido a un proceso penal en trámite o cumpliendo una pena privativa de libertad. Sin embargo, también contempla que el Poder Ejecutivo podrá disponerla de inmediato en base a criterios basados en la gravedad del delito por el que se concedió la extradición o cuando exista la posibilidad que el requerido resulte impune del delito por el que se lo solicita en virtud de la postergación de la entrega. En consecuencia, la eventual existencia del proceso pendiente no impide, por sí, la concesión de la extradición ni la entrega inmediata del extraditurus, pues queda a criterio del Poder Ejecutivo la oportunidad en que el auxilio se hará efectivo. Resta observar con relación al cumplimiento en la República Argentina de la eventual condena que la justicia del Estado requirente pueda aplicarle, sólo cabe señalar que, al considerarlo nacional argentino, la cuestión se regiría por la Convención Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero, aprobada por nuestro país por ley 26.980 y que se encuentra en vigencia con Brasil, a cuyos términos deberá sujetarse en su caso.


    R., Sergio s/ Extradición


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 55174/2016/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Cooperación internacional. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Establecimiento penitenciario. Prevención de la tortura. Monto de la pena. Pacta sunt servanda. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En relación con la prueba ofrecida y no sustanciada, cabe recordar que el Código Procesal Penal de la Nación, establece que el magistrado puede rechazar las pruebas que considere impertinentes o superabundantes. Y el ejercicio de esa potestad no implica, por sí, una afectación a la garantía de la defensa en juicio, desde que no es obligación del juez conformar su decisión a las pretensiones de las partes, sino velar para que éstas cuenten con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. Las defensas de una extradición, de acuerdo con la doctrina de la Corte, deben ser evaluadas por los tribunales del proceso que origina el pedido de colaboración internacional, pues al juez de la extradición le está vedado conocer del fondo del asunto, y en especial sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona reclamada, en razón de que el presente trámite no reviste el carácter de un juicio criminal, por lo que no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. En lo que atañe a la supuesta omisión de analizar los planteos de la defensa, la falta de tratamiento de cuestiones sometidas a consideración del juez de la causa no constituye, por sí, el vicio que afecta la garantía constitucional de la defensa en juicio toda vez que los jueces no están obligados a tratar cada uno de los argumentos de las partes sino los que a su juicio sean decisivos para la correcta solución del caso, siempre que la elocuencia de los estudiados torne inoficioso continuar haciéndolo con los restantes. Los cuestionamientos formulados en este aspecto consisten en una mera disconformidad con la decisión de la juez federal, sin que el recurrente logre demostrar el alegado menoscabo a la garantía de la defensa en juicio. Por otra parte, sostiene la defensa que los artículos 12, párrafo cuarto, de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal y 4.1 del tratado de extradición suscripto con la República del Paraguay resultan contrarios al principio de igualdad ante la ley. En este sentido, la Corte ha reiterado que el artículo 16 de la Ley Fundamental no Impone una rígida igualdad, por lo que tal garantía no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes. De ahí que se atribuya a su prudencia una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de la reglamentación, aunque ello sea así en la medida en que las distinciones o exclusiones se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas o indebido privilegio personal o de un grupo. Conforme al dictamen en el caso publicado en Fallos: 324: 3484, la garantía de igualdad exige que concurran objetivas razones de diferenciación que no merezcan la tacha de irrazonabilidad. Ello determina la existencia de alguna base válida para la clasificación, distinción o categoría adoptada, lo que significa que debe haber algún motivo sustancial para que las cosas o personas sean catalogadas en grupos distintos. Así, se ha considerado “motivo sustancial” para imponer una determinada discriminación aquel que sean conducente para los fines que imponen su adopción y, por el contrario, se ha considerado inválido a aquél que se apoya en un criterio de distinción arbitrario que no obedece a fines propios de la competencia del Congreso o si la potestad legislativa no ha sido ejercida de modo conducente al objeto perseguido. En el sub examine, el criterio objetivo en el que encuentra su razonabilidad la diferenciación impuesta por la legislación está plenamente admitida en virtud del deber que tiene la Nación de hacer honor a los diferentes compromisos internacionales asumidos en materia de extradición, "los que deben ser respetados en base al ya citado principio de pacta sunt servanda, expresamente establecido en el art. 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados que, al decir de su preámbulo está universalmente reconocido". Si un tratado faculta la extradición de nacionales, corresponde al Poder Ejecutivo resolver, en la oportunidad prevista en el artículo 36 de la ley 24.767, si hace o no lugar a la opción de juzgamiento en el país. Para determinar si el riesgo de ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes permite activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, conforme se ha sostenido en "Gómez Gómez", "Crousillat Carreña", "Acosta González" y en "Alfara Muñoz", debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que autoricen a poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Este criterio se ajusta al que propugna el Comité contra la Tortura respecto del deber estatuido en el artículo 3 del Convenio, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a tortura. Para que se torne operativa dicha cláusula legal de excepción debe comprobarse que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no se respetarán sus derechos fundamentales. Corresponde establecer si las deficiencias en las condiciones de detención en los establecimientos carcelarios paraguayos señaladas por la parte recurrente, pueden generar en el Estado requerido la obligación de no entregar al extraditurus. Se puede apreciar de acuerdo al documento “Observaciones finales sobre el séptimo informe periódico del Paraguay” que el país solicitante adoptó medidas para hacer frente a los actos incompatibles con los estándares internacionales del trato de personas privadas de su libertad, lo que demuestra la voluntad estatal de prevenir y condenar esas transgresiones. Tampoco puede prosperar, el agravio vinculado al monto de la pena prevista para el delito en cuestión en la ley penal paraguaya, pues postular que en el caso en que la ley extranjera sea diferente a la nacional ésta debería prevalecer sobre aquélla, implicaría consagrar que la única legislación extranjera aplicable sería la que coincidiera exactamente con las normas internas. La prevalencia de la legislación argentina pretendida por el apelante importaría descalificar gravemente un procedimiento extranjero, con potencial menoscabo de las buenas relaciones bilaterales con la otra parte contratante del tratado de extradición aplicable al caso, cuya finalidad quedaría frustrada por una interpretación de excesivo apego al rigor formal oriundo de la ley interna. En el sub examine, el Tratado de Extradición con la República del Paraguay no contempla limitaciones a la extradición nacidas del distinto modo de regular las penas, por lo que esa discusión se encuentra vedada, ya que significaría imponer condiciones no incluidas en el acuerdo internacional en afectación del principio pacta sunt servanda y de las reglas de interpretación de los artículos 26, 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Finalmente, aunque el artículo 11.e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal establece que, para la concesión de la extradición, el Estado requirente deberá dar seguridades de que se computará el tiempo de privación de la libertad que demande el aquel trámite, tal pauta no se encuentra prevista en el convenio bilateral que rige el caso, cuyas disposiciones son aplicables en lugar de la legislación interna, ya que lo contrario importaría apartarse del texto del instrumento internacional, con afectación del mismo principio. Sin perjuicio de ello, la Corte tiene establecido que razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que la juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si aquél lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    G., Walter Gustavo y otro s/ Extradición


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 12038/2018/CS1, 03 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Pedido de extradición. Derecho a un traductor. Cooperación internacional. Estado requirente. Sentencia condenatoria. Cumplimiento de la pena. Interpretación de la ley. Condiciones de detención. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Confirmación de sentencia. 


    En relación a la falta de designación de un traductor oficial, se advierte que, esta cuestión ha tenido exhaustivo tratamiento y, por ende, no podría ser ahora reeditada. La Corte ha establecido variados criterios para concretar la interpretación de las normas jurídicas, entre los que cabe citar: la interpretación literal; la interpretación teleológica; la interpretación histórica; y la interpretación armónica. En este sentido, surge a simple vista que tanto la literalidad de los términos, como la armonización de los textos y aun la finalidad de la norma aludida, buscan establecer una sistematización lógica para distinguir los requisitos previstos de forma especial para el caso en que se requiera la entrega de un condenado, de aquéllos generales contemplados en el supuesto de un imputado. Para arribar a esta conclusión debería atenderse, en primer término y desde el punto de vista de la literalidad, que el texto del artículo 14 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal no reclama que los nuevos recaudos sean exigibles "además" de los contenidos en el artículo 13, sino que estos últimos serán necesarios "con las siguientes particularidades", expresión que obviamente implica que los requisitos del precepto anterior son modificados por los específicos que se regulan en esta segunda norma. Este recurso a la literalidad aparece complementado por la finalidad de la norma y por la voluntad del legislador. Parece claro que todas y cada una de las exigencias contenidas en el artículo 13 de la ley se encuentran comprendidas en los apartados a) y b) de su artículo 14. Ello así, en tanto no parece discutible que una sentencia requiere, para su validez, la descripción precisa del hecho, la identificación del acusado, la tipificación legal, la justificación de la competencia del tribunal que la emite y el texto de las normas aplicables al caso. También debe entenderse implícito que la sentencia de condena contiene la voluntad de lograr su ejecución, extremo que supone la decisión de "haber" a su destinatario para que cumpla la pena impuesta. La única forma de armonizar adecuadamente los recaudos establecidos por los citados artículos 13 y 14 dejando a ambos con valor y efecto, consiste en establecer concretamente su distinto ámbito de aplicación, buscando la razonabilidad de los presupuestos exigidos en cada caso. Es en un contexto calificado por tales antecedentes que debe, encauzarse la interpretación para dilucidar cuáles son los elementos que deben acompañarse en trámites como el presente. Para ello, corresponde remitirse a lo dispuesto en la norma nacional. En el supuesto de pedirse la extradición respecto de un imputado, las autoridades del Estado requirente deben cumplir con los descriptos en los incisos a) al f), antes reseñados, del artículo 13; mientras que para un condenado ellos rigen, con las "particularidades" que determina el artículo 14. Aun un análisis superficial de lo mencionado obliga a concluir que la interpretación propiciada por la defensa no puede prosperar, por cuanto los recaudos requeridos en el artículo 13 y, en especial, las resoluciones judiciales previstas en su inciso d), esto es la existencia de orden de detención y solicitud de extradición, como requisitos formales diferentes, son exigencias propias del extrañamiento solicitado respecto de una persona imputada, que resultan inaplicables en el caso de tratarse de un condenado. Una regla elemental de lógica jurídica impide pretender que tales recaudos, así como los demás del artículo 13, deban ser igualmente acompañados en el caso de un penado, pues su cumplimiento se encuentra ínsito en la sentencia judicial que impuso la condena, que debe presentarse por imperio del artículo 14, inciso a), y cuyo testimonio judicial fue acompañado con el pedido de extradición. Por tales razones, la circunstancia de que la solicitud de entreayuda no emane de un magistrado con potestad jurisdiccional no es impedimento para la entrega. Ello así, desde que lo exigido por la ley de extradiciones es la manifestación de voluntad por parte de un órgano judicial de que se efectúe el requerimiento internacional, mas no, que aquél sea el que le dé curso. Y ello encuentra su fundamento en que las comunicaciones entre los Estados se canalizan a través de las misiones diplomáticas que los representan, que dependen de la autoridad ejecutiva y no de la judicial. Por consiguiente, no debe restarse valor a la presentación efectuada ante el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto por el Ministerio de Justicia del Estado requirente a través del canal diplomático, si encuentra debido sustento en una resolución emanada de autoridad con potestad jurisdiccional. Por lo demás, particularmente para los países miembros de la Unión Europea, la Corte sostuvo en el precedente "Perriod" que la orden de detención europea, que en el caso emana de un juez, es una resolución judicial adecuada para satisfacer el extremo exigido por la legislación nacional. En este sentido, de acuerdo a la Decisión Marco relativa a la orden de detención y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros, “la orden de detención europea es una resolución judicial dictada por un Estado miembro con vistas a la detención y a la entrega por otro Estado miembro de una persona buscada para el ejercicio de acciones penales o para la ejecución de una pena o una medida de seguridad privativas de libertad”, siendo que necesariamente debe sustentarse en “...la existencia de una sentencia firme, de una orden de detención o de cualquier otra resolución judicial ejecutiva que tenga la misma fuerza”. Es decir que el caso de autos, en el que consta que el Director del Departamento de Derecho Penal del Ministerio de Justicia de Hungría ha sido la autoridad que solicitó la extradición, no es posible argüir que ese organismo no judicial haya asumido facultades exclusivas del tribunal interviniente sino, muy por el contrario, que únicamente a partir de la decisión de éste último, que fundadamente ordenó la detención del condenado, se encontró habilitado para trasladar esa resolución judicial al plano internacional. Por lo demás, esta situación no colisiona con la voluntad internacional sostenida por la República Argentina, en tanto similares condiciones se prevén en el tratado celebrado con los Estados Unidos de América, en cuyo contexto la "autoridad competente" para gestionar los pedidos formales de extradición "se refiere a [...] la Autoridad Ejecutiva", que en ese caso es el Departamento de Justicia de ese país. La ausencia de referencia particularizada y personalizada sobre los contenidos concretos de la situación de riesgo invocada y la sola mención a un fallo del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el cual se condenó a la República Popular de Hungría por el hacinamiento de sus cárceles, no conduce -per se- a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite, a un riesgo "cierto" y "actual" de condiciones inhumanas de detención. En efecto, aun cuando la asistencia técnica alude a que su asistido planteó "con lujo de detalles y en forma reiterada" las "circunstancias fácticas que permiten individualizar y, sobre todas las cosas, personalizar, la situación de riesgo para su integridad psicofísica", las únicas constancias obrantes en el expediente relativas a una presunta persecución por parte del país requirente, la constituyen sus manifestaciones, cuando tuvo lugar la audiencia del artículo 27 de la ley 24.767, , el manuscrito presentado por su defensa, y el ofrecimiento que la defensa hizo en la audiencia oral de una copia de una supuesta sentencia dictada contra su asistido en el país requirente, causa por la que habría estado dos meses preso y en la que funda su temor de persecución. En ese contexto de orfandad de invocación de circunstancias concretas relevantes a los fines pretendidos, conviene tener presente que la doctrina de la Corte ha sido suficientemente clara al respecto. Debe recordarse en primer lugar, tal como sostuvo el doctor Fayt en la causa "Romero Severo" (Fallos: 322:507), que al contemplar el artículo 8, inciso "e", de la ley de extradiciones, "la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente". Pero, para determinar si ese riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción prevista en la ley 24.767, la Corte en reiterados precedentes, ha establecido que no deben tenerse en cuenta las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del Estado solicitante en este proceso en particular, de modo que represente un riesgo cierto y actual que afecte al requerido. Por lo demás, este criterio se ajusta al que propugna el Comité contra la Tortura respecto del deber estatuido en el artículo 3 de dicha Convención, cuando concreta los alcances de la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidas a torturas. Para que pueda reclamarse la operatividad de la cláusula legal de excepción, la defensa debe comprobar o, cuando menos invocar de modo concreto y pormenorizado que, de concederse la entrega, el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos habrían de ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto constituye la positivización del principio de non refoulement, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no se respetarán sus derechos fundamentales. La justificación de esta obligación que se pone en cabeza de los sujetos de derecho internacional público es obvia y consustancial a sus deberes de preservar los derechos humanos y evitar, en cuanto estuviera a su alcance, toda situación que pudiera favorecer la tortura, u otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, que se concreta en la responsabilidad de brindar tal seguridad a la persona que se encuentra en su territorio. A partir de este postulado inherente al comportamiento exigible en el ámbito internacional, siendo evidente que no puede haber extradición más que entre Estados, por cuanto éstos son los únicos que pueden ser parte en ella, la exclusión de la entrega debe obedecer a una manifiesta inacción o incorrecto proceder de los representantes, organismos o instituciones del país requirente, que ocurre cuando se acredita o invoca con suficiente concreción que fallan en su deber de garantir a todos sus habitantes los derechos humanos reconocidos en los instrumentos multilaterales. Bajo estas premisas, no existen elementos para sostener que la procedencia de la extradición pueda significar menoscabo alguno a las garantías que en tal sentido consagran los instrumentos internacionales de derechos humanos y nuestro derecho interno. Adviértase en tal sentido que, el Estado requirente ha brindado las seguridades que habrá de computar el tiempo de detención del nombrado en estas actuaciones. En cuanto a la invocación de la sentencia dictada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el caso "Varga y otros", que a partir de ese precedente el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, en su informe del 7 de febrero de 2017, dejó constancia de las medidas adoptadas por el gobierno de Hungría para "poner fin a las condiciones carcelarias que constituyan tratos inhumanos o degradantes de los reclusos", si bien lo descripto muestra las medidas adoptadas por el gobierno húngaro en cumplimiento de aquel pronunciamiento para mejorar su situación penitenciaria,no se advierten óbices para que el juez de la causa comunique oportunamente al Estado requirente que tenga en cuenta los temores puestos de manifiesto durante este trámite de extradición, encomendándosele que arbitre las medidas del caso para que la entrega y permanencia del requerido en esa sede, se lleve a cabo en condiciones que salvaguarden su integridad.


    Z., Zoltan Vince s/ Extradición


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 8954/2016/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Recursos


    Mantenimiento del recurso. Recurso de queja. Recurso extraordinario. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. del V. S.A., C. del V. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1889/2017/1/1/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Administrativo


    Acción de amparo


    Convertibilidad. Interpretación de la ley. Ejecución de sentencia. Títulos de deuda pública. 


    Aplicación de la doctrina establecida por el Tribunal en la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561", reiterada en la causa L. 711, L. XLVIII, "Lucini, Norberto Horacio y otro c/ PEN ley 25.561 dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561", entre otros.


    El artículo 6° de la ley 27.249, autoriza al Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas a realizar todos los actos necesarios para cancelar la deuda con los tenedores de títulos públicos elegibles (o sus representantes) que no estuvieren comprendidos en los acuerdos de cancelación a los que se refiere el artículo 5°, en los términos y las condiciones a las que alude aquella norma. Dicha autorización también ha sido prevista en la ley de presupuesto general de la Administración Nacional para el ejercicio 2019 (ley 27.467, arto 45).


    Interconor S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1.570/01 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 127747/2002/CA5 - CS1, 23 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Daños y perjuicios. Indemnización. Cámara de apelaciones. Cámara contencioso administrativa. 


    Al haber intervenido en autos un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el artículo 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "(t)odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal".


    Consorcio de propietarios edificio calle Las Heras 2XXX y 2XXX c/ EDESUR S.A. s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 78/2018/CA2 - CS1, 28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Emergencia habitacional. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse a los hechos que se relatan en el reclamo y después, en la medida en que se adecuen a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como al origen y la naturaleza de la relación existente entre las partes. La acción se dirige contra una federación sindical (FAECYS), y no contra un agente del seguro de salud, comprendido en la jurisdicción federal en los términos, centralmente, del artículo 38 de la ley 23.661. Asimismo, la acción de amparo habitacional involucra al Gobierno de la Ciudad, puesto que, con prescindencia de los términos formales de la presentación, la actora hace hincapié en el carácter inminente del desalojo y en la situación de incapacidad y desempleo que la aqueja, e invoca en su escrito la asistencia del municipio mediante el acceso a sus programas sociales de emergencia habitacional, con apoyo, entre otras normas, en el artículo 31 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires. En síntesis, hallándose emplazada la Federación, pero, asimismo, el Gobierno de la Ciudad con fundamento en normas locales, en orden al desalojo inminente de una persona en riesgo de caer en situación de calle, debe conocer el fuero local.


    Nuñez, Aurora c/ Obra Social FAECYS y otro s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4705/2018/CS1-CS1, 06 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Redes sociales. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CIV 85086/2017/CS1, "Fox Sports Latin America SA y otro c/ Www ROJADIRECTA com s/ Medida autosatisfactiva".


    Salaverry, Martín Horacio y otro c/ Facebook Argentina S.R.L. s/ Medidas cautelares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 89358/2018/CS1, 13 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Empleo público. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Es conocida la atribución excepcional de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda. La Corte debería ejercer esa facultad en el presente caso y asignar su conocimiento a la justicia ordinaria de la Provincia de Tucumán. Ello así, toda vez que se advierte -dentro del limitado marco cognoscitivo en que se resuelven las cuestiones de competencia- que la materia debatida es típicamente administrativa, en tanto refiere al análisis de las decisiones emanadas de una autoridad local en el marco de una relación de empleo público, que se encuentra esencialmente reglada por el derecho público local, y cuyo conocimiento corresponde a los tribunales provinciales.


    Mondino Varela, Marquesa Paola c/ Caja Popular de Ahorro de la Provincia de Tucumán s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 88161/2018/CA1-CS1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Competencia contencioso administrativa. 


    Al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el artículo 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". La Corte se basó en esta disposición legal para disponer que la mencionada cámara era la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    González Meneses, Gladys c/ Operadora Ferroviaria S.E. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 4539/2017/CS1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. AFIP. Facultades de la administración. Juicios contra el estado. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    De acuerdo con el relato de los hechos efectuado por el actor y el modo en que los encuadra jurídicamente, resulta claro que la pretensión cautelar del actor no encuentra su fundamento principal en las disposiciones del convenio colectivo de trabajo que vincula a la AFIP con sus agentes, ni en el régimen disciplinario aplicable a los agentes alcanzados por dicha convención colectiva. De esta manera, no se verifica el extremo de que la demanda se encuentre fundada "en los contratos de trabajo, convenciones colectivas de trabajo, laudos con eficacia de convenios colectivas o disposiciones legales y reglamentarias del Derecho del Trabajo", tal como exige el art. 20 de la ley 18.345 para que resulte competente la justicia nacional del trabajo. La justicia nacional en lo contencioso administrativo federal resulta competente para entender en el pleito, pues la materia atañe a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la administración, como es la relación de empleo público que vincula al actor con la AFIP. Por ello, para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución, lo que no se desvirtúa frente a la particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común.


    Echegaray, Ricardo Daniel c/ Estado Nacional - AFIP s/ Medida cautelar (autónoma)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 28646/2018/CS1, 05 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. AFIP. Formularios oficiales de la AFIP. Falta de inscripción. Competencia contencioso administrativa. 


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la acción. También se ha dicho que, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. Más allá de que alguna de las causas cuya registración se pretende versen sobre obligaciones de la seguridad social, lo cierto es que en el sub examine lo relevante es determinar si resulta procedente o no la mencionada inscripción de los formularios F4 en el software del organismo recaudador, lo que requiere, la aplicación de las normas fiscales, que regulan los procedimientos. En consecuencia, la presente es una de las causas contencioso administrativas a las que se refiere el art. 45, inc. a), de la ley 13.998.


    SEDAMIL S.A.C.E.I. c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía- AFIP s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 28767/2015/CS1, 17 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. Cámara contencioso administrativa. 


    Al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Transporte Integrados América S.A. c/ Banco Santander Río S.A. y otros s/ Amparo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48542/2019/CS1, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Telecomunicaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    A fin de resolver una cuestión de competencia debe atenderse de manera principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como sustento de su pretensión. En autos esencialmente se cuestiona la aplicación de los arts. 296 y siguientes del Código Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por ser contrarios a la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798 de carácter federal, por lo que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 10, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencias entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que la Ley Fundamental confiere al Gobierno Nacional. Por otro lado, según los términos de la demanda, la resolución de la controversia requiere la aplicación de normas y principios propios del derecho público, constitucional y administrativo, de modo que es el fuero nacional en lo contencioso administrativo federal quien resulta competente para conocer en el proceso.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 65282/2018/CS1-CA1, 01 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Veteranos de guerra. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contenciosa administrativa. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada, ya que al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854. En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Blotta, Carmelo Ricardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 64997/2012/CS1, 22 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Juicios contra el estado. Economía procesal. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 71095/2018/CS1, "Cooperativa de Crédito Vivienda y Consumo Cardinal Ltda c/ EN - ANSES s/ Medida cautelar Seco 2".


    Cooperativa de Crédito Vivienda y Consumo Cardinal Limitada c/ Estado Nacional - ANSES s/ Medida cautelar sec. 2


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 71095/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    Todavía no ha quedado trabada una contienda negativa de competencia que corresponda zanjar a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. Ello es así, porque la jueza federal de la seguridad social remitió directamente los autos a la Corte Suprema, cuando previamente debía comunicar su decisión a la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal para que se pronunciara acerca de las razones esgrimidas por aquélla para desprenderse del conocimiento de la causa, las que podrían hacer variar el criterio originalmente sostenido. Sólo en caso de mantenerse dicha posición se suscitará aquel conflicto, desde que es requisito para ello la atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común.


    Federación de Mutuales de Capital Federal y Provincia de Buenos Aires c/ Estado Nacional - ANSES s/ Medida cautelar sec. 2


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 71116/2018/CA1-CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 71095/2018/CS1, "Cooperativa de Crédito Vivienda y Consumo Cardinal Ltda el EN - ANSES s/ Medida cautelar Seco 2".


    Prever Cooperativa de Vivienda Crédito y Consumo Limitada c/ Estado Nacional - ANSES s/ Medida Cautelar (Autónoma)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 73196/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Cámara de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "(t)odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Lavalle, Marcelo Ezequiel c/ Banco Itaú Argentina S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28513/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Prórroga de la competencia. Competencia contencioso administrativa. 


    Este proceso correspondería, en principio, a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda a la Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado, y la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como la demandada al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157 "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria en favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1216/2019/24 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Cámara de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según la cual todo conflicto de competencia plateado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal. En esta disposición legal se basó la Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Bellantonio, Daniel Rubens c/ Edesur S.A. s/ Proceso de ejecución


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9769/2018/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Servidumbres administrativas. Servidumbre de electroducto. Competencia civil y comercial federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En el caso, el Club inició la presente demanda con el objeto de obtener una indemnización por la servidumbre administrativa de electroducto constituida en favor de la empresa demandada en el predio de su propiedad, fundando su reclamo en lo dispuesto en la ley 19.522. Ello sentado, es a la justicia de excepción a quien le corresponde el conocimiento y decisión de esta causa, toda vez que el artículo 10 de la citada ley se prevé la competencia de la justicia federal para intervenir en las acciones iniciadas por el propietario del predio afectado a fin de obtener una indemnización por la limitación al derecho de propiedad.


    Sacachispas Futbol Club c/ Edesur S.A. s/ Servidumbre


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 67257/2018/CS1, 05 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Estatutos universitarios


    Autonomía universitaria. Autarquía universitaria. Debido proceso. Etapas del proceso. Falta de notificación. 


    La Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución del litigio. También ha dicho que la garantía de la defensa en juicio supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deban ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, es decir, dándole oportunidad de ser oída y ejercer sus derechos en forma y con las solemnidades que establecen. Ello es así, máxime cuando se ha ejercido una de las más delicadas funciones que pueda encomendarse a un tribunal de justicia al declarar la inconstitucionalidad de una norma. En tales condiciones, el incorrecto desarrollo del proceso, lleva a considerar que el pronunciamiento dictado no resulta válido e impide el tratamiento de los restantes agravios planteados por el recurrente.


    Ministerio de Educación de la Nación c/ Universidad Nacional de Mar del Plata s/ Recurso directo Ley de Educación Superior Ley 24.521


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12370/2014/1/RH1, 29 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Hábeas data. Nulidad procesal. Cuestiones de competencia. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Según reiterada jurisprudencia del Tribunal, lo atinente a las nulidades procesales reviste el carácter de una cuestión de hecho y de derecho procesal, ajena al remedio federal intentado, regla de la que sólo excepcionalmente cabe apartarse cuando las consecuencias del pronunciamiento recurrido afectan garantías constitucionales como el derecho de la defensa en juicio y del debido proceso adjetivo, ocasionando perjuicios de imposible reparación ulterior. En segundo término, es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. A lo anterior, se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso de la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Boero, Dora Patricia c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Registro Nacional de la Propiedad del Inmueble y otros s/ Hábeas data


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12996/2017/1/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Repetición de impuestos. Tasas de interés. Agravio extemporáneo. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que si en el recurso extraordinario se aduce la distinta interpretación de una norma federal y el vicio de sentencia arbitraria, este último planteo debe ser considerado en primer término puesto que, de existir la arbitrariedad alegada, no habría sentencia propiamente dicha. El pronunciamiento apelado importa una indebida extralimitación de las facultades decisorias del tribunal de la causa, lo que se traduce en una evidente cercenamiento de la garantía del debido proceso de los justiciables, supuesto de arbitrariedad que ha quedado configurado, toda vez que el cuestionamiento formulado por el actor se evidencia como el fruto de una reflexión tardía. En estas condiciones, tal como lo sostuvo la Corte, no ha sido planteado en la demanda ni mantenida en las etapas del proceso, resultando tardía su invocación en la expresión de agravios ante la cámara. De acuerdo a lo expuesto, cabe concluir en que lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invoca como vulneradas por lo que corresponde la descalificación del pronunciamiento apelado como acto jurisdiccional en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Osram Argentina S.A.C.I. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI - Resolución 30/11 s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15885/2011/1/RH1, 08 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. No se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, cuando la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.


    Estado Nacional – Ministerio de Hacienda c/ Municipalidad de Villa Gesell s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66634/2018/1/RH1, 05 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Comisiones médicas. Agotamiento de la instancia administrativa. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 82707/201711/RH1, "Carrió, Jorge Emanuel c/ Galeno ART s/ Accidente - Ley especial”.


    La sentencia en crisis, que insta a la demandante a transitar una nueva instancia administrativa ante las comisiones médicas, sin ponderar que ya había agotado el procedimiento ante el SECLO y tenía expedita la vía judicial, incurre en un exceso de rigor formal que no guarda relación con las constancias de la causa y la normativa aplicable, por lo que debe ser descalificada con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad. Finalmente, la naturaleza de los derechos discutidos en el presente caso, el tiempo transcurrido desde la presentación de la demanda y el prolongado procedimiento recursivo que se ha desarrollado hasta esta instancia extraordinaria, conducen a que la Corte Suprema, en resguardo de un buen servicio de justicia, haga uso de la facultad conferida por el artículo 16, segunda parte, de la ley 48 y declare habilitada la instancia ante la justicia nacional del trabajo.


    Ballesteros, Gabriela Verónica c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64495/2017/1/RH1, 09 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Expropiación. Indemnización. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. Asimismo, la Corte ha establecido que la doctrina invocada por la apelante tampoco tiene por objeto constituir a la Corte Suprema en una tercera instancia ordinaria que sustituya a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que le son propias, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional, en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento como "la sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por tanto, el recurso interpuesto es inadmisible, pues no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que, según el art. 14 de la ley 48, son ajenas a la instancia extraordinaria.


    Recurso Queja N° 1 – Administración de Infraestructura Ferroviaria S.E. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Expropiación – servidumbre administrativa


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 14081/2005/1/RH1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Tributos aduaneros. Derechos de importación. Identificación de mercaderías. Origen de la mercadería. Certificado de origen. Comercio exterior. Operaciones aduaneras. Mercadería aduanera. Declaración de mercaderías. Declaración de importación. Nomenclatura arancelaria aduanera. Nomenclatura común del Mercosur. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Ante la sospecha fundada sobre el origen de un producto, el estado parte importador puede requerir información adicional al estado parte exportador y luego ordenar la apertura de una investigación sobre el caso. Ambas situaciones habilitan al estado importador a exigir la constitución de garantías como condición previa para el despacho a plaza de la mercadería. Terminada la investigación con el desconocimiento del criterio de origen de la mercadería invocado en el certificado cuestionado, la autoridad competente del estado parte importador se encuentra habilitada para denegar el tratamiento preferencial para las nuevas importaciones referentes a la mercadería idéntica del mismo productor y ejecutar los gravámenes como si fuera importada desde terceros países. En este punto, es claro que la ejecución de los gravámenes de la mercadería ya nacionalizada se encuentra circunscripta a aquella introducida al país al cobijo de una garantía exigida en los términos de los arts. 18, cuarto párrafo, y art. 22 de la decisión CMC Mercosur 1/2004, pues el estado parte importador ya había adoptado los recaudos pactados para poner en estado de sospecha los productos certificados por el estado parte exportador. Desde esta perspectiva, es claro que el art. 34 de la decisión CMC Mercosur 1/2004 se refiere únicamente a dicha mercadería cuando establece que los procedimientos de control y verificación de origen previstos en el capítulo VI de esa norma podrán aplicarse, inclusive, "a las mercaderías ya nacionalizadas". Cabe recordar que la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos se entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás, razón que sustenta la hermenéutica del art. 34 de la decisión CMC Mercosur 1/2004 a la luz de los ineludibles pasos previos que claramente fijan los arts. 18, cuarto párrafo, y art. 22 de esa norma. A mayor abundamiento, ha recordado el Tribunal que los tratados deben ser interpretados y cumplidos de buena fe, según el art. 31, inc. 1°, de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. En razón de este criterio hermenéutico, inderogable por las partes, nada se encuentra en el texto de la decisión CMC Mercosur 1/2004 que habilite a la DGA a desconocer, antes de realizar el pedido de información previsto en el art. 18, cuarto párrafo, de esa norma, el tratamiento arancelario intrazona de una mercadería importada al amparo de un certificado auténtico y emitido por una autoridad competente de uno de los estados parte del acuerdo. Por otro lado, al no desconocerse la autenticidad del certificado de origen ni la competencia de quien la emitió, su validez debe ser admitida para acceder al tratamiento arancelario de intrazona. Además, no puede colegirse que el importador se encuentre impedido de cuestionar luego el cargo efectivamente formulado por la DGA, presentado sus defensas y las pruebas correspondientes tanto en sede administrativa como judicial.


    Colecction S.R.L. (TF 32.281-A) c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38946/2017/CS1-CA1, 11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Haber jubilatorio. Impuesto a las ganancias. Denegatoria del fuero federal. Estado Nacional. AFIP. Intervención de terceros. Competencia federal. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente. Resulta aplicable el criterio de la Corte según el cual cuando el Estado Nacional –o una de sus entidades- es citado y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero, procede la jurisdicción federal, por imperio de lo previsto en los arts. 116 de la Constitución Nacional, 2°, inc. 6°, y 12 de la Ley 48, aún cuando intervengan personas no amparadas en el fuero de excepción, sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Méndez, Margarita c/ Instituto de Previsión Social de la Provincia de Corrientes s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2100/2018/CS1, 07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Dictamen en la causa CAF 15885/2011/1/RH1, “Recurso de queja deducido N° 1-Osram Argentina SACI c/ Estado Nacional – AFIP Resol 30/11 y otro s/ Dirección General Impositiva”.


    Ante la solución propuesta en el dictamen de referencia, deviene inoficioso expedirse en el sub lite.


    Osram Argentina S.A.C.I. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI - Resolución 30/11 s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15885/2011/CS1-CA1, 08 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Reclamo salarial. Diferencias salariales. Partes del proceso. Ministerio Público Fiscal. Dictamen fiscal. Garantías procesales. Debido proceso. Defensa en juicio. Principio de legalidad. 


    Las especiales características del sub lite, en el que este organismo reviste carácter de parte en el proceso, constituyen un obstáculo para que esta Procuración General pueda expedirse en los términos de los arts. 33, inc. a), apartado 5°, de la ley 24.946 y 2°, inc. a), de la ley 27.148. Ello se compadece con la estricta defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad que el art. 120 de la Constitución Nacional y las leyes 24.946 y 27.148 le encomiendan a este Ministerio Público Fiscal. Un temperamento distinto podría ser objetado por poner en riesgo los derechos de defensa y debido proceso legal que le asisten a la actora, ya que el dictamen se produciría una vez clausurado el debate y cuando la causa se encuentra sometida al pronunciamiento del Tribunal.


    Poggio, María Marta c/ Procuración General de la Nación y otro s/ Varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 73023477/2010/CS1, 26 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Títulos de deuda pública. Derecho de propiedad. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa T. 186; L. XLIV, “Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN –Ley 25.561- dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561”.


    García Mansilla, Horacio - Reconstrucción- y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 122942/2002/CS1 - CA3, 23 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Deudas del Estado. Cómputo de intereses. Vencimiento del plazo. Ejecución forzada. Interpretación de la ley. Ley federal. Admisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible pues, si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, extremo que se verifica en autos, toda vez que el apelante carece de otra oportunidad para formular sus planteos. Por otra parte, también debe tenerse presente que en el sub lite se discute la interpretación y aplicación de normas de carácter federal. Y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que el apelante funda en ellas. Ante todo, en el dictamen emitido por este Ministerio Público en la causa CAF 6481/2010/CS1, "Mapal SACIA c/ EN - DNV - Resol 777/01 (Expte 19125/09) s/ Proceso de conocimiento”, se consideró que el sistema establecido por normas que revisten carácter de orden público para la cancelación en efectivo de las deudas estatales importa el cumplimiento de diversos trámites que conducen necesariamente a dilatar el momento del efectivo pago. Por tal motivo, mientras no hayan transcurrido los plazos previstos y no se configuren las condiciones establecidas por las normas para que el acreedor se encuentre facultado a solicitar la ejecución del crédito, no se produce la mora del obligado al pago ni corresponde, en consecuencia, el cálculo de intereses. No obstante ello, en el sub lite, ante la falta de apelación por parte del Estado Nacional con respecto a la improcedencia de calcular intereses durante el período de espera que prevén las leyes 11.672 y 23.982, la cuestión a dilucidar en esta instancia se limita a determinar si la liquidación de los accesorios que presentaron los actores debe ser cancelada en forma inmediata ampliando el embargo trabado con anterioridad o si debe ajustarse al mecanismo de previsión presupuestaria, tal como se procedió con la obligación principal. De este modo, de conformidad con lo resuelto por la Corte en Fallos: 339:1812, a los efectos de percibir el saldo adeudado en concepto de intereses debe seguirse el procedimiento previsto por los arts. 22 de la ley 23.982 y 170 de la ley 11.672.


    Paulus, Sergio y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Ejército - Decreto 2.769/93 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20293/2008/CA3 - CS1, 29 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Tributos aduaneros


    Derechos de importación. Tasa de estadística. IVA. Moneda extranjera. Dólares. Impuesto a las ganancias. Moneda nacional. Peso. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 312; L. XLV, “Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179. A) c/ DGA”.


    Los derechos de importación, la tasa de estadística y el IVA deben ser liquidados en dólares estadounidenses desde su origen conforme a lo establecido por el art. 20 de la ley 23.905 y, en consecuencia, la sentencia recurrida debe ser revocada en este aspecto. Por el contrario, las percepciones de IVA y de impuesto a las ganancias, toda vez que ellas no constituyen pagos a cuenta de tributos cuyos hechos imponibles recaen sobre las operaciones de importación, resultan ajenas a lo regulado por el ya citado art. 20 de la ley 23.905. En efecto, por un lado, la referida al impuesto a las ganancias de la ley 20.628 constituye una forma de anticipar la futura -y eventual- gabela que pudiera nacer en cabeza del contribuyente por todas sus rentas obtenidas y sujetas a dicho gravamen y, por otro lado, la percepción de la resolución general 3.431 (y sus normas modificatorias) está relacionada con un adelanto del IVA que deberá tributar oportunamente el importador de bienes muebles, pero por mercaderías que luego sean objeto de comercialización en el mercado interno.


    Compañía Argentina de Seguros La Mercantil Andina S.A. c/ Estado Nacional - Dirección General de Aduanas s/ Dirección General de Aduanas


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 629/2014/CA1-CS1, 12 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     

  


  
    



    Capítulo X


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Accidente in itinere


    Indemnización por accidente de trabajo. RIPTE. Irretroactividad de la ley. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido. Remisión al dictamen de las causas CNT 44994/2013/1/RH1, "Chapo, Claudia José c/ Galeno Aseguradora de Riesgos del Trabajo SA s/ Accidente-ley especial"; CNT 48773/2013/1/RH1, "Graffigna, Bruno Laureano c/ SMG ART SA s/ Accidente-ley especial”; y CNT 6263/2013/1/RH1, "Agüero, Gabriel Nicolás c/ Mapfre Argentina ART SA s/ Accidente-ley especial”. Precedente de la CSJN: "Espósito".


    Los agravios que cuestionan la aplicación de la Resolución 28/15 de la SSS son procedentes pues, si bien remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común, ajenas en principio a la instancia extraordinaria, la Corte Suprema tiene dicho que ello no constituye un obstáculo para admitir el remedio federal cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la contienda de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida y, por tanto, el pronunciamiento no configura un acto judicial válido. En efecto, el voto mayoritario de la cámara sostuvo expresamente que a fin de actualizar el piso mínimo de la prestación del artículo 14, inciso 2, de la ley 24.557 corresponde aplicar "la Res. de la Secretaria de la Seguridad Social vigente a la fecha de consolidación del daño (fecha del accidente o de la primera manifestación invalidante)", pero luego resolvió confirmar la decisión de primera instancia que había aplicado la resolución 28/2015, vigente al momento de dictarse esa sentencia (13 de octubre de 2015). En consecuencia, esa resolución resulta arbitraria por contradecir los propios fundamentos brindados en el fallo apelado. Con respecto al planteo basado en que la aplicación de la Resolución 28/2015 SSS afecta el principio de irretroactividad de las normas, cabe señalar que la Corte Suprema en Fallos: 339:781, "Espósito", y en precedentes posteriores, se ha pronunciado en contra de la aplicación de los ajustes de las prestaciones dinerarias y sus pisos mínimos previstas en la ley 26.773 a accidentes ocurridos con anterioridad a su entrada en vigencia. En ese sentido, en el caso "Espósito" la Corte sostuvo que " la intención del legislador no fue otra que la de: (1) aplicar sobre los importes fijados a fines de 2009 por el decreto 1694 un reajuste, según la evolución que tuvo el RIPTE entre enero de 2010 y la fecha de entrada en vigencia de la ley, que los dejara "actualizados" a esta última fecha; y (2) ordenar, a partir de allí, un reajuste cada seis meses de esos importes de acuerdo con la variación del mismo índice". Concluyó que "la ley 26.773 dispuso el reajuste mediante el índice RIPTE de los "importes" a los que aludían los arts. 1°, 3° y 4° del decreto 1694/09 exclusivamente con el fin de que esas prestaciones de suma fija y pisos mínimos reajustados se aplicaran a las contingencias futuras; más precisamente, a los accidentes que ocurrieran y a las enfermedades que se manifestaran con posterioridad a la publicación del nuevo régimen legal. El texto del art. 17.5, al establecer que "las disposiciones atinentes a las prestaciones en dinero" entrarían en vigencia a partir de la publicación de la ley en el Boletín Oficial, no dejó margen alguno para otra interpretación". Además, señaló que esa precisa regla de aplicación temporal –art. 17, inciso 5°, de la ley 26.773- "no puede dejarse de lado, como lo hizo el a quo, mediante la dogmática invocación de supuestas razones de justicia y equidad". La decisión de la cámara, en cuanto actualizó el piso mínimo de la prestación que le corresponde a las actoras con base en una resolución que no estaba vigente al momento del siniestro sino que expresamente fue prevista para regir durante el semestre comprendido entre el 1 de septiembre de 2015 y el 29 de febrero de 2016 inclusive, no se ajusta al criterio señalado. Los restantes planteos de la recurrente que cuestionan la aplicación temporal de la ley 26.773 carecen totalmente de fundamentos y, en consecuencia, no cumplen con el requisito exigido por el artículo 15 de la ley 48. Los restantes planteos de la recurrente que cuestionan la aplicación temporal de la ley 26.773 carecen totalmente de fundamentos y, en consecuencia, no cumplen con el requisito exigido por el artículo 15 de la ley 48 pues, esos cuestionamientos están basados en que la ley 26.773 fue aplicada en forma retroactiva por la cámara. Por el contrario, el hecho generador de responsabilidad ocurrió el día 12 de diciembre de 2012 y la ley 26.773 fue publicada en el Boletín Oficial el día 26 de octubre de 2012. Para mas, la recurrente cuestiona una supuesta aplicación de la prestación adicional prevista en el artículo 3 de la ley 26773 cuando tanto el juez de grado como la cámara rechazaron expresamente su procedencia. Por ello, los agravios de la recurrente no constituyen una crítica concreta y razonada de la sentencia apelada sino que presentan consideraciones que no tienen vinculación con la decisión recurrida lo que conduce a declarar, en el punto, la deserción de la apelación. El agravio que cuestiona la fecha de inicio del cómputo de intereses con base en la resolución SRT 104/98 encuentra adecuada respuesta en el Punto IV del dictamen de esta Procuración General en el caso "Agüero”, por lo que el remedio federal, en este punto, también resulta inadmisible.


    Quispe, Marta Johanna y otro c/ Galeno Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39090/2013/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad


    Recurso extraordinario federal. Falta de traslado. 


    Es doctrina del Tribunal que la sustanciación que establece el artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.


    F.P.V. S.A. c/ Municipalidad de San Luis s/ Demanda de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1208/2017/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Universidades nacionales. Recurso extraordinario. Queja por recurso denegado. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 49333/2014/CA1-CS1, "Rocca, Alejandro Carlos c/ UNLP s/ Acción mere declarativa de derecho".


    Navarro, Agustín Fernando c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Acción mere declarativa de derecho


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 49357/2014/1/RH1, 15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4101/2015, "Sucesores de Alfredo Willner S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Arcor S.A.I.C. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 632/2016/25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Adquisición del dominio


    Simulación ilícita. Mandato oculto. Beneficios tributarios. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Si bien las cuestiones en debate remiten al estudio de aspectos de hecho, prueba y derecho común y, por lo tanto, naturalmente ajenos a la vía del artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a este principio general, cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que le dan un fundamento sólo aparente y que no encuentra respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa y en la aplicación del derecho vigente, afectando el derecho de las partes. La resolución apelada, que concluyó que el mandato oculto encubría un hecho ilícito y, en consecuencia, rechazó la demanda por falta de acción con sustento en un presunto fraude tributario como causa fin del acto y la aplicación de los artículos 502 y 959 del Código Civil - entonces vigente-, luce dogmática y, en lo sustancial, no encuentra fundamentación en los hechos que surgen de las constancias de la causa. El hecho de optar por una estructura contractual con el objetivo de obtener beneficios impositivos no implica, per se, un ilícito tributario. Es así que el contribuyente tiene derecho a realizar una planificación fiscal legal y a limitar sus impuestos al mínimo legalmente permitido. Los elementos que sustentan en este aspecto la decisión resultan insuficientes para negar a la actora legitimación para impulsar la acción de simulación del acto; máxime cuando el ilícito no fue ni siquiera identificado jurídicamente, por lo que las conclusiones a este respecto lucen meramente conjeturales.


    Padilla, Ioana Mercedes c/ Alliata Di Montereale, Paolo y otros s/ Simulación o fraude


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 116187/2008/2/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero


    Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Cuestiones de hecho y prueba. 


    El tema a decidir se circunscribe a resolver la excepción de prescripción opuesta por la Provincia en cuestión y a determinar si resulta procedente la pretensión de pago de la deuda y resarcimiento de los daños que el actor esgrime en su demanda. Desde esta perspectiva, el análisis de la controversia remite, ineludiblemente, al estudio de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, ajenas a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa.


    Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Empleo y Seguridad Social) c/ Chaco, Provincia del s/ Cobros de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 266/2007/(43-E)/CS1, 05 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 330:810; "Rossi"; y a CSJ 2321/2016/CS1, "M., R. A. y otro c/ Caja de Previsión Social para Abogados de Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    Alderete, Ernesto Martín y otro c/ Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5651/2018/CS1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    El forum conexitatis previsto en el artículo 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación conjunta de causas vinculadas. Así, se produce un desplazamiento del litigio, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que giran en torno a la misma relación jurídica. Dicho mecanismo constituye una excepción a las normas generales que fijan la competencia, desde que importa el desplazamiento del juez natural en favor de otro magistrado, de modo que su aplicación debe llevarse a cabo con criterio riguroso. Cabe advertir, ante todo, que la demandada es una entidad de derecho público, con personalidad jurídica e individualidad financiera y administrativa, que se encuentra sometida exclusivamente a la jurisdicción nacional, salvo cuando actúa como parte actora y opta por someterse al juicio de los tribunales ordinarios; situación esta última que no acontece en autos. Esta acción resulta autónoma respecto del amparo en trámite ante el fuero contencioso administrativo, ya que no solo está dirigida contra un demandado diferente, sino que -al haber variado la situación de revista de la actora- se inscribe en un contexto fáctico y jurídico diverso, a la vez que específico, eliminando así la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.


    Squarzon, Lucrecia Nilda c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s / Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6432/2018/CS1, 01 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Obras sociales. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2067/2018/CS1, "Hernández, Eduardo y otro c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo".


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ OSDE s/ Sumarísimo de salud


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 27257/2018/CS1, 06 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Economía procesal. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    El problema viene encuadrado dentro del marco de la violencia familiar y debe acudirse al criterio sostenido en anteriores oportunidades por esa Corte, en el sentido de que lo decisivo en la materia es el domicilio de los supuestos damnificados. Esa solución favorece la implementación oportuna y efectiva de la actividad protectoria, la optimización de recursos y la celeridad en la intervención. Si bien las partes aluden a la existencia de un convenio respecto del cuidado personal, régimen de comunicación y alimentos en orden a los hijos comunes menores de edad, homologado por un Juzgado de Familia provincial, y los incidentes habrían ocurrido en el domicilio donde habitaban el denunciado y sus hijos, no parece prudente ponderar aisladamente aquellos elementos para sustentar una asignación excepcional de la competencia, sustituyéndola de la sede de las presuntas víctimas.


    F. R. A. el R. F. s/ Ley 3.040


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2574/2018/CS1, 07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Circulación aérea. Abogados. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Se advierte que la controversia gira en torno a una relación jurídica entre particulares regulada por normas de derecho común, sin que la pretensión esgrimida por el actor exija interpretar el sentido y los alcances de disposiciones de carácter federal, razón por la cual corresponde atribuir la competencia a la justicia nacional en lo civil. No se halla acreditado que las cuestiones planteadas estén vinculadas con la aeronavegación internacional o interprovincial, único supuesto que habilitaría el fuero federal de conformidad con lo establecido por el Código Aeronáutico. En virtud de lo dispuesto por el artículo 43, inciso c) del decreto ley 1285/58, por la materia, resulta competente la justicia nacional en lo civil para conocer en una pretensión que involucra la relación contractual entre un abogado y su cliente. Corresponde recodar el carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo.


    Palmisano, Eduardo José c/ Pantarotto, Matías Luis s/ Cumplimiento de contrato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34880/2018/CS1, 01 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Mala praxis. Responsabilidad médica. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Resulta aplicable al sub lite el artículo 6°, inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el cual establece que, en las medidas preliminares y precautorias, será competente el juez que deba conocer en el proceso principal. Atendiendo, por un lado, a la naturaleza de las medidas preliminares instadas, y al objeto de la pretensión principal -la indemnización por la mala praxis médica por parte de los galenos que habrían atendido a la actora en los establecimientos que identifica en el escrito inicial-, resulta competente para entender en esta causa la justicia nacional en lo civil, ya que cuando se reclama la responsabilidad civil de médicos -incluso cuando entes sometidos ratione personae al fuero federal integran la litis como codemandados- es ésta quien debe intervenir, con arreglo a los artículos 43, inciso c), y 43 bis, inciso c), del decreto ley 1285/58.


    E., N. E. c/ C. C. C. S.A.C. y M. y otros s/ Diligencias preliminares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 85561/2017/CS1, 01 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Devolución del expediente. Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Tal como señaló el fiscal general, resultaba de aplicación al caso lo dispuesto por el Art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación. Corresponde estar a lo ya decidido por la sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, dada la atribución conferida a dicho tribunal por la citada ley 26.854, sin que pueda considerarse configurado un conflicto negativo de competencia entre esa cámara y la del fuero nacional en lo civil y comercial que deba resolver esa Corte.


    Lizzi, Marcela Alejandra c/ Edesur S.A. s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8116/2017/CA2-CS1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Procede recordar que las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado, ni aun por convenio de partes. En ese marco, es de aplicación lo resuelto por la Corte Suprema en los autos CIV 12515/2006/CS1, "Vilchi de March, María Angélica c/ PAMI y otros s/ Daños y perjuicios". El Tribunal allí señaló que la regla según la cual el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto –art. 3284, inc. 4° del Código Civil derogado-, se ajusta a lo establecido por el Código Civil y Comercial de la Nación en el artículo 2336. En ese marco, y en tanto en este caso se pretende ejecutar una propiedad por una deuda de fecha anterior al deceso del co-demandado, procede el fuero de atracción, pues el instituto permite concentrar ante el juez del proceso universal, todos los juicios seguidos contra el causante que pudieran afectar la universalidad del patrimonio. Al respecto debe precisarse que según surge del oficio remitido por el juez local, el juicio sucesorio se encuentra paralizado en sede provincial, con su decreto de apertura; sin que, en ese contexto, se haya verificado la respectiva partición de la herencia que tornaría inoperante el fuero de atracción.


    Banco de la Nación Argentina c/ Maidana, Lorenzo Nicolás y otro s/ Ejecución hipotecaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 72024485/2007/CS1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Internación. Remisión del expediente. Archivo del expediente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    El único punto de contacto subsistente a los efectos de establecer la competencia de un tribunal es el lugar de residencia del causante, corresponde remitir el expediente al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, para que disponga el archivo de la causa que, de acuerdo a lo expuesto, ha perdido su finalidad.


    R., R. L. s/ Internación Artículo 21 Ley 26.657


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2632/2018/CS1, 19 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2473/2018/CS1, "P., D. P. c/ A., I. L. s/ Otras medidas cautelares y preparatorias".


    A., I. c/ P., D. P. s/ Régimen comunicacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2511/2018/CS1, 18 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Celeridad procesal. Competencia civil y comercial. 


    Atento a que el problema viene encuadrado dentro del marco de la violencia familiar, debe acudirse al criterio sostenido en anteriores oportunidades por la Corte Suprema, en el sentido de que lo decisivo en la materia es el domicilio de los supuestos damnificados. Esa solución favorece la implementación oportuna y efectiva de la actividad protectoria, la optimización de recursos y la celeridad en la intervención.


    R. A. c/ A. J. A. s/ Violencia familiar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 30/2019/CS1, 21 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Incapacidad. Acceso a la justicia. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez del domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los instrumentos internacionales sobre derechos humanos y los principios y valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. En tal contexto, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. Es necesario tener en cuenta que el código actual asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia, sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el afectado, entrevistándolo y asegurándole la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al interesado. Como puede colegirse, la cercanía física contribuye a realizar el fin de la norma e incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de estos casos que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código excede la mera aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue se halla relacionado, en principio, con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. Por las razones mencionadas y en atención al alcance del referido principio de inmediatez que integra la garantía constitucional de acceso a una tutela judicial efectiva (arts. 35 y ccs., CCyC; 18 de la CN; 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad), el Juzgado de Familia bonaerense se encuentra en mejores condiciones para continuar el proceso.


    O., M. A. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 43675/1982/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Obligaciones de medio. Obligación de seguridad. Obras sociales. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer la contienda, es menester atender a los hechos que se relatan en el escrito de inicio, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la petición. El reclamo de la actora se funda principalmente en los artículos 1109 y 1113, del Código Civil entonces vigente; artículos 40 y 40 bis de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor y artículos 1724, 1740, 1741, 1745, 1748 y concordantes del Código Civil y Comercial de la Nación. En tales condiciones, incumbe a la justicia federal entender en el presente caso, en tanto resulta demandada una obra social que se encuentra comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1 y 2 de la ley 23.660 y 2 y 15 de la ley 23.661. Por tal motivo, resulta aplicable el artículo 38 de esta última norma, que prevé el sometimiento exclusivo de sus agentes al fuero de excepción, pudiendo optar por el ordinario sólo cuando sean actores.


    V. G., O. E. y otro c/ H. E. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1938/2018/CS1, 06 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Competencia laboral. 


    Las cámaras nacionales de apelaciones no están facultadas para atribuir la competencia a un tercer magistrado, pues esa es una atribución excepcional que solo posee la Corte Suprema. No obstante, razones de economía, celeridad procesal y mejor administración de justicia autorizan a dejar de lado ese óbice formal y a expedirse sobre el conflicto planteado. Al basarse la acción en reglas del derecho común, no de derecho público local, y dirigirse exclusivamente contra un sujeto de derecho privado, no es competente el fuero contencioso administrativo local y la causa debe tramitar ante la justicia nacional del trabajo. Cabe descartar asimismo la competencia del fuero civil, toda vez que si bien la pretensión se sustenta en normas de esa naturaleza, también invoca preceptos laborales, por lo que en este punto corresponde acudir al antecedente de Fallos: 340:620, "Faguada".


    Orellani, Marianela Rita c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21638/2014/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Capacidad. Principio de inmediación. Derechos y garantías constitucionales. Competencia de familia. Tribunales provinciales. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial prevé que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "...sus finalidades, las leyes análogas,...los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento...". Para resolver el conflicto actual adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado en línea con esa directiva constitucional. Es necesario tener en cuenta que el Código Civil y Comercial de la Nación asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el causante, entrevistándolo personalmente y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, según el artículo 35 de ese cuerpo normativo, la entrevista debe celebrarse en presencia de un representante del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al interesado. La cercanía física aporta a la concreción del fin de la norma. Además, incide en la concentración procesal y en los restantes aspectos prácticos característicos de este tipo de expedientes que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    F. L. M. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6592/2015/CS1, 27 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Derechos personalísimos. Derechos del paciente. Salud mental. Salud pública. Justicia nacional en lo civil. Competencia civil. 


    La solución de estos conflictos exige valorar, principalmente, la relación de los hechos contenida en el escrito inicial e indagar sobre el origen y naturaleza de la pretensión y de la relación jurídica subyacente. Aún cuando no se trate aquí de una internación de estricto carácter psiquiátrico, la autorización requerida guarda íntima relación con la capacidad de la residente y con sus derechos como paciente y persona con padecimiento mental; área ésta regulada, esencialmente, tanto por el Código Civil y Comercial, como por las leyes 26.657 y 26.529, referentes a la tutela de la salud mental y a los derechos de los pacientes en su relación con los profesionales y las instituciones de la salud. En la misma esfera, se inscribe el artículo 33 de la ley 5.670, invocado como sustento de la petición. Sobre esa base, se entiende que la justicia nacional en lo civil es la llamada a intervenir en estos autos, por cuanto no se demanda a una autoridad administrativa local y la materia que constituye su objeto atañe al derecho civil y no al derecho público de la Ciudad. Cabe agregar que, si bien la aludida Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad previó la creación de una justicia civil, no puede soslayarse que no se concretó aún la transferencia de la justicia nacional ordinaria al poder judicial local ni se erigió en ese ámbito un fuero especializado en la resolución de estos asuntos.


    G., É. E. s/ Autorización


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 84206/2018/CS1, 27 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Derechos y garantías procesales. Acción de amparo. Economía procesal. Principios procesales. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas circunscripciones territoriales deben ser resueltas por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. A partir de una lectura armónica de los artículos 4, 10 y 352 del Código adjetivo, se considera que la decisión del tribunal local resulta extemporánea pues fue adoptada luego de haberse sustanciado el proceso, que se encontraría en condiciones de dictar sentencia, con lo cual se superaron los límites dispuestos para el planteo de este tipo de cuestiones. El desplazamiento del foro causaría un retardo injustificado en el pleito, incompatible con la naturaleza del amparo, en desmedro de directivas básicas de seguridad jurídica y economía procesal. Es que como tiene dicho la Corte, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia, la misma condición tienen los preceptos legales establecidos en pos de la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se contrapongan a principios de rango superior.


    Iglesias, María Soledad c/ OSDE s/ Amparo contra actos de particulares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 16/2019/CS1, 21 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Autorización judicial. Derecho a la salud. Derechos del paciente. Salud pública. Justicia nacional en lo civil. Competencia civil. 


    La solución de estos conflictos exige valorar, principalmente, la relación de los hechos contenida en el escrito inicial e indagar sobre el origen y naturaleza de la pretensión y de la relación jurídica subyacente. La justicia nacional en lo civil es la llamada a intervenir en estos autos, por cuanto no se demanda a una autoridad administrativa local y la materia que constituye su objeto atañe al derecho civil y no al derecho público de la Ciudad. Cabe agregar que, si bien la aludida Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad previó la creación de una justicia civil, no puede soslayarse que no se concretó aún la transferencia de la justicia nacional ordinaria al poder judicial local ni se erigió en ese ámbito un fuero especializado en la resolución de estos asuntos.


    F., C. R. s/ Autorización


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 81517/2018/CS1, 27 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Cobro de expensas comunes. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    El proceso sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las disposiciones que rigen el fuero de atracción son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del acervo hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión y no pueden ser dejadas de lado ni por convención de partes. Además, el juicio sucesorio atrae los reclamos concernientes a los bienes hereditarios hasta la partición debidamente inscripta, inclusive. Ahora bien, en tanto no se ha podido descartar que el bien inmueble sobre el que se dirige la ejecución de expensas integre ese patrimonio hereditario, la declinatoria es improcedente. Se suma a lo anterior que, habiendo asumido la competencia e intervenido en la ejecución durante más de ocho años, la medida es extemporánea y carente de razonabilidad pues la decisión atinente a la aptitud jurisdiccional de un tribunal no puede ser adoptada en cualquier etapa sino que debe ceñirse a las oportunidades establecidas por la ley, lo cual reconoce fundamentos vinculados con el debido proceso, la seguridad jurídica y la economía procesal. Por lo demás, sin perjuicio del orden público implicado en las normas que regulan la competencia, la misma índole revisten las que tienden a lograr la pronta conclusión de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Cooperativa de Vivienda y Consumo Integración y Progreso Ltda. c/ Mandarino Goyenechea, Nelly s/ Ejecución de expensas


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 5822/2009/CS1, 19 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Declinatoria de jurisdicción. Oportunidad procesal. Presentación extemporánea. Competencia federal. 


    Los conflictos entre órganos de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento. En función de ello, en el marco de una inteligencia armónica de los artículos 4, 10 y 352 del Código ritual, incumbe recordar que, como regla, la oportunidad de los tribunales de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede verificarse al inicio de la acción o al tiempo de resolver una excepción de tal índole. En ese sentido, el estado del trámite hace que la declinatoria resulte extemporánea e incurra en un excesivo rigor formal, lo que, además de carecer de razonabilidad, atenta contra elementales reglas de debido proceso, seguridad jurídica y economía procesal. Por lo demás, si bien la normativa ritual autoriza a los jueces federales con sede en las provincias a declinar la competencia en cualquier estado del proceso –art. 352, in fine, del CPCCN-, el ejercicio de esa facultad excepcional resulta impropio en ciertos casos, pues sin perjuicio del orden público implicado en las previsiones que reglan la competencia, la misma índole revisten las que tienden a lograr la pronta conclusión de los juicios, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Fracchia, Jorge Daniel y otro c/ Compañía de Seguros La Ibero Platense S.A. y otros s/ Acción de nulidad


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 711859/2001/CS1, 12 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Agencia Nacional de discapacidad. Programa federal de salud. Contrato de prestaciones médicas. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B, E. N. c/ Estado Nacional - Presidencia de la Nación Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    Si bien el PROFE, fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al régimen para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica, situación que se configura en el caso al haberse transferido el sistema a la órbita provincial. En ese sentido, el decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y el gobierno de la provincia de Buenos Aires, por medio del cual éste asume la atención médica integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al PROFE, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora del programa por decreto provincial 796/07, que actualmente se encuentra dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial-IOMA-. En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación jurídica resulta ser la provincia, y no el Ministerio de Salud de la Nación que, por ende, no es parte sustancial en el juicio, criterio que se ve convalidado por el artículo 7° del decreto 160/2018.


    P., M. L. y otro/a c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 276/2019/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Aumento de cuota. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    Más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, procede estar a la doctrina según la cual los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Buonuone, Juan Cristóbal c/ Obra Social de la Unión del Personal Civil de la Nación s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8104/2018/CA1-CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Derecho a la salud. Medicina prepaga. Aumento de cuota. Competencia civil y comercial federal. 


    La solución de los asuntos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen y la relación jurídica habida entre las partes. En el caso, el litigio conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682, centralmente por el artículo 12. Por ello, más allá de la relevancia de los puntos contractuales eventualmente involucrados, procede estar a la doctrina según la cual los casos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Buda, Cecilia c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 10452/2018/CA1-CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Falta de servicio público. Incompetencia. 


    Ante todo, cabe recordar que para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la acción. También se ha dicho que, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal -esto es, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería-, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, y que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al gobierno federal. En tal sentido, la Corte modificó su doctrina sobre el concepto de "causa civil", al que se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo de ese modo con la postura invariablemente sostenida desde hace más de veinte años por el Ministerio Público Fiscal que actúa ante el Tribunal; criterio que excluye del concepto de causa civil a los casos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en aquéllos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria o analógica disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. Ello sentado, no procede la competencia originaria de la Corte cuando la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por la parte actora contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, para concluir que dicho litis consorcio pasivo resulta necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar la actora a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente: local o federal, según el caso.


    R., D. C. c/ Provincia de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios responsabilidad del Estado (delitos/cuasidelitos excepto automotores)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1552/2018/CS1, 01 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Factura. Cobro de sumas de dinero. Competencia nacional. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En tales condiciones, el examen de la exposición de los hechos permite concluir que el reclamo no halla sustento en el régimen específico de la ley 24.076 –que regula el transporte y distribución del gas natural-, sino que, por el contrario, la solución del asunto importará esencialmente la interpretación y aplicación de normas de derecho común. Por lo demás, no se advierte en el caso que el incumplimiento del pago de las facturas reclamadas afecte o haya podido afectar, de modo alguno, el servicio público que presta la condenada.


    Telenmar Comunicaciones S.A. c/ Global Energy Solutions S.A. y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 18570/2018/CS1, 22 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Sentencia definitiva. Juez previniente. 


    Resulta improcedente el fuero de atracción de la quiebra de la fallida previsto en los artículos 21 y 132 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, y en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio del derecho del accionante de verificar la acreencia contra la quebrada en el marco del proceso universal.


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4365/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia provincial. 


    En primer lugar, las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento. En segundo lugar, a fin de establecer la norma que dirime el conflicto, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión. En ese marco, resulta aplicable la regla de competencia territorial prevista en el artículo 24 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo. En consecuencia, resulta competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.


    Echeverría, Pablo Ezequiel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente de trabajo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2613/2018/CS1, 15 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Sentencia definitiva. Falta de notificación. Juez previniente. 


    Resulta improcedente el fuero de atracción de la quiebra de la fallida previsto en los artículos 21 y 132 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, y las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen hasta tanto sea notificada la sentencia a la accionada. Ello, sin perjuicio del derecho del fisco de verificar la acreencia mediante la presentación del pronunciamiento de fondo cuando se encuentre firme, como título verificatorio, en el proceso universal.


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9597/2018/CS1, 15 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Causales de desalojo. Falta de pago. Concurso preventivo. Establecimientos industriales. Juez del concurso. 


    Si bien la pretensión no reviste, en rigor, tenor patrimonial, corresponde valorar las particulares circunstancias que rodean el caso, las que justifican que deba radicarse, para imprimirle el trámite que corresponda, ante el tribunal a cargo del proceso universal. Ello es así, con arreglo a principios de orden superior, como son el de seguridad jurídica, el interés general de los acreedores y la observancia de reglas de orden público que regulan el trámite concursal, cuya tutela es propia de este Ministerio Público.


    Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A. c/ Delphi Packard S.A. y otro s/ Desalojo por falta de pago


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42352/2016/CS1, 10 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Escrituración. Bienes inmuebles. Subasta. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    El forum conexitatis, establecido en el artículo 6° del Código de rito, posibilita la sustanciación ante un mismo juzgado de causas vinculadas. A su vez, la aplicación de este instituto, importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción de un juez en favor de otro, con fundamento en la conveniencia de reunir ante un único magistrado las actuaciones ligadas a una misma relación jurídica y conjurar así el riesgo de dictado de fallos contradictorios. Desde esta perspectiva y dadas las circunstancias particulares del caso, es razonable declarar operativa la conexidad de estos procesos y atribuir la competencia, a propósito de estas diligencias preliminares, al juez de la subasta.


    González, Graciela Beatriz c/ Alba, Hernán Ariel s/ Diligencias preliminares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 308/2019/CS1, 10 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Disolución de matrimonio. Divorcio. Cuestión abstracta. Competencia provincial. 


    Dado que, el juzgado nacional declaró la conclusión definitiva del concurso preventivo del cónyuge en los términos del segundo párrafo del artículo 229 de la ley 24.522, decisión que a la fecha se encuentra firme, la presente contienda de competencia ha devenido abstracta, y las presentes actuaciones deben continuar su trámite ante el Juzgado de Familia y Penal de Niños y Adolescentes, Provincia de Entre Ríos.


    R., C. c/ V., J. D. s/ Ordinario divorcio s/ Incidente de liquidación de bienes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1771/2018/CS1, 28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Incapacidad permanente. Accidentes de trabajo. Policía federal. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Si bien para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió, de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición, y ello no ha ocurrido aquí, razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese óbice formal, y expedirse sobre el conflicto planteado. En consecuencia, la contienda encuentra adecuada respuesta en los dictámenes de esta Procuración General emitidos en los casos Comp. 193, L. L, "Zurita, Raúl c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente acción civil"; CNT 056188/2013/CS001, "Olguín, Martín Adrián c/ Prevención ART S.A. s/ Enfermo Prof. Acción civil"; y CNT 76872/2016/CS1, "Benítez, Gastón Ariel c/ EN-Min Seguridad-PFA y otro s/ Accidente-ley especial", resueltos concordemente por la Corte Suprema en sus sentencias. En efecto, el actor funda su reclamo por accidente de trabajo en las disposiciones de derecho común, sin que se advierta que se encuentren en tela de juicio preceptos del derecho público. Tampoco se encuentran involucradas entidades de gobierno ya que la acción se dirige contra un sujeto de derecho privado, con domicilio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En tales condiciones, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20 de la ley 18.345, procede declarar la aptitud jurisdiccional de la justicia nacional del trabajo.


    Villalon, Carlos Ariel c/ Prevención Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34786/2015/CS1, 28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Telefonía celular. Portabilidad numérica. Competencia nacional. 


    El conflicto de competencia no ha sido trabado correctamente. En efecto, se requiere la atribución recíproca de competencia y el conocimiento por parte del tribunal que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro juez, para que declare si sostiene su posición, y esto no ha ocurrido aquí, pues el magistrado federal no atribuyó competencia al juez civil que previno. Además, el juez federal no estaba facultado para declarar la competencia de un tercer tribunal que no intervino en el conflicto, pues esa es una atribución excepcional que posee la Corte como órgano supremo de la magistratura. No obstante ello, al no haber aceptado el juez en lo comercial esa decisión, se ha suscitado una contienda que toca a la Corte resolver para evitar una profusión de decisiones jurisdiccionales en torno al tema de la competencia, situación que va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia y que de perdurar podría suscitar un caso de privación jurisdiccional. Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la pretensión. Lo medular de la controversia involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, ya que el debate se encuentra limitado a determinar si corresponde la reparación peticionada por el actor en virtud de los incumplimientos contractuales atribuidos a la demandada, así como también la aplicación del daño punitivo con arreglo a la ley 24.240 y a las normas del Código Civil y Comercial. En efecto, prima facie, no se advierte que en el sub lite resulte ineludible interpretar los alcances de las disposiciones de carácter federal que regulan el servicio de telefonía móvil ni las contenidas en la ley 27.078. En esos términos, no se encuentran argumentos suficientes como para atribuir el conocimiento del asunto a la justicia federal, máxime teniendo en cuenta que esa jurisdicción, es restrictiva y de excepción. Por lo demás, la acción se funda, principalmente, en el reclamo de los daños y perjuicios derivados del incumplimiento de obligaciones nacidas en el marco de un contrato de telefonía móvil entre particulares, aspecto que, dado su tenor mercantil, autoriza a situar la pretensión en el ámbito del derecho comercial.


    González, Néstor Fabián c/ AMX Argentina S.A. y otro s/ Ordinario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 92542/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Sustitución de identidad. Publicación o reproducción de ofensas. Páginas web. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia entre los juzgados de distinta jurisdicción deben resolverse mediante la aplicación de disposiciones nacionales de procedimiento. Por ello, resulta aplicable al sub lite el artículo 6°, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que prevé que en las medidas preliminares y precautorias será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. En ese marco, en la tarea de esclarecer la contienda es necesario valorar, principalmente, la relación de hechos contenida en el escrito inicial y, después, en tanto se ajuste al relato, el derecho citado. Así, el objeto del litigio principal se relaciona, prima facie, con la consideración de cuestiones vinculadas al régimen de responsabilidad civil extracontractual, materia que, compromete con influencia decisiva el estudio de aspectos propios del derecho común, cuyo examen corresponde al fuero ordinario. No es óbice a la solución propiciada que los presuntos ilícitos tuvieran lugar en un medio interjurisdiccional, puesto que la medida solicitada no propende a la eliminación posterior de contenidos que obran en bases de datos de internet sino, exclusivamente, la reparación del perjuicio causado.


    Godoy, Marta s/ Medidas preliminares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 480/2019/CS1, 27 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Nulidad del acto jurídico. Regulación de honorarios. Competencia nacional. 


    Lo referente a la relación contractual entre un letrado y su cliente, es materia propia de la justicia nacional en lo civil, salvo que se presenten notas de conexidad y accesoriedad relevantes con el expediente principal. En ese marco, asiste razón al juez federal pues no se advierte que en el pleito se den los extremos que justifiquen apartarse de la regla, y es que, si bien en los acuerdos se determinaron honorarios a percibir por la labor desarrollada en los expedientes que tramitaron en el fuero de la seguridad social, también se especificó allí que esos juicios concluyeron, por lo que la decisión que se adopte respecto de la citada locación de servicios no tendrá ninguna incidencia en la fijación de costas que ya se ha efectuado en los pleitos donde los profesionales se desempeñaron como letrados de la actora. En autos, el objeto del juicio remite, al estudio de la validez de los acuerdos de honorarios y a las consecuencias de las obligaciones allí establecidas, situaciones todas ellas atinentes a la materia civil y que prima facie no poseen un vínculo relevante con los honorarios fijados en los procesos referidos. Es decir que la cuestión a dilucidar en la causa no está sujeta a las vicisitudes de los otros litigios ni proyecta su influencia respecto de ellos, por lo que no media el riesgo de que se dicten fallos contradictorios. No verificándose, las notas de conexidad y accesoriedad relevante que determinarían la competencia del órgano ante el que tramitaron los procesos indicados en la demanda, la materia del reclamo resulta propia del fuero nacional en lo civil.


    Obra Social de la Actividad de Seguros, Reaseguros, Capitalización y Ahorro y Préstamo para la Vivienda c/ Miodownik Vera, Carlos Alberto y otros s/ Nulidad de acto jurídico


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42218/2018/CS1, 26 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Daño punitivo. Transporte aéreo. Líneas aéreas. Celíacos. Discriminación. Competencia federal. 


    La correcta traba del conflicto requiere el conocimiento por parte del tribunal que lo inició de las razones que informan lo decidido por el otro juzgado, para que declare si sostiene su posición. Si bien ello no ocurrió aquí, razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese reparo y expedirse sobre la cuestión. Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda. Asimismo, debe indagarse la naturaleza y el origen de la pretensión y la relación de derecho habida entre las partes. Resulta aplicable la doctrina sentada en autos Comp. 973, L. XLIV, "Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios", y CSJ 03953/2015/CS1, "Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ Cumplimiento de contrato". Con ajuste a ello, atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica. Vale agregar que ese Tribunal ha admitido que se sometan al fuero federal los litigios donde se ventilaba la realización de actos discriminatorios en violación al artículo 1° de la ley 23.592.


    Mac Gaul, Marcia Ivonne c/ LAN Airlines S.A. s/ Acciones Ley de Defensa del Consumidor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 55/2019/CS1, 26 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Acompañamiento terapéutico. Obras sociales. Competencia provincial. 


    La solución de las contiendas de competencia exige considerar, primeramente, el relato de hechos contenido en el escrito inicial, e indagar la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. La situación presentada requiere principalmente estudiar aspectos propios del derecho privado. En ese mismo entendimiento, aun cuando el problema pudiere eventualmente incluir ribetes que excedan ese ámbito específico, no se advierte que la materia propuesta a debate tenga virtualidad para afectar la organización, instrumentación o planificación de las prestaciones médico - asistenciales regidas por la ley 23.661, alterando el funcionamiento de la obra social en su calidad de proveedora de servicios a sus afiliados, en los términos de la norma citada. De tal suerte, no corresponde dar intervención al fuero de excepción.


    Fantini, Leandro Adrián c/ Obra Social del Personal de Edificios de Renta y Horizontal de la República Argentina s/ Cobro sumario sumas dinero (exc. alquileres, etc.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2589/2018/CS1, 26 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Acervo sucesorio. Cobro de sumas de dinero. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado, ni aun por convenio de partes. En ese marco, es de aplicación lo resuelto por la Corte Suprema, en los autos CIV 12515/2006/CS1, "Vilchi de March, María Angélica c/ P AMI y otros s/ Daños y perjuicios". El Tribunal allí señaló que la regla según la cual el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, se ajusta a lo establecido por el Código Civil y Comercial de la Nación en el artículo 2336. Asiste razón al juez nacional cuando sostiene que el perfeccionamiento de la subasta constituye un acto de liquidación de herencia reservado al juez del sucesorio, aun cuando esa vía haya sido consecuencia de la sentencia dictada, encontrándose pendiente su aprobación judicial.


    Ochoa, Fabián Honorio c/ Farías José Calixto y otros s/ Ejecución


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 38769/2001/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Interés superior del niño. Competencia provincial. Competencia de familia. 


    Ha quedado planteado en autos un conflicto negativo de competencia que debe dirimir la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos en disidencia. Ante todo cabe recordar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y solo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Cabe recordar que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. En cuanto a la materia en debate, la solución del asunto importará esencialmente en la interpretación y aplicación de normas de derecho civil, como son las relativas a la responsabilidad parental de los progenitores. En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe precisar que no es parte en dichas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal, lo que determina que el caso no encuadre en lo dispuesto por el artículo 2°, inc. 6°, de la ley 48, ni se advierte configurado el requisito de distinta vecindad.


    E. C., I. c/ A., I. s/ Autorización judicial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 734/2019/CS1, 23 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Economía procesal. Cuestión de derecho común. Competencia comercial. 


    Pese al modo defectuoso en que se planteó la contienda, por razones de economía procesal y de buen servicio de justicia justifican que la Corte trámite sobre la radicación del proceso sin más trámite sobre la radicación del proceso. Al respecto, corresponde señalar que, a los fines de cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.


    Ruggeri, Alberto Pascual c/ Telecom Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 53933/2018/CS1, 26 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Concesionario (administrativo). Gas natural. Servicio público. Competencia civil y comercial federal. 


    Corresponde señalar que, a los fines de cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Resulta que se trata de una controversia planteada entre la concesionaria del servicio público nacional de distribución de gas natural regulado por la ley 24.076 -y sus normas reglamentarias- y una usuaria de dicho servicio, en la que la actora pretende un monto dinerario calculado de acuerdo con el reglamento de servicio, cuyo pago en cuotas fue convenido entre las partes -plan que no fue cumplido íntegramente por la demandada, según alega la actora-, acuerdo en el cual se sujetó la reconexión del servicio al cumplimiento de los requisitos indicados en él. En tales condiciones, la discusión va más allá de una desavenencia puramente comercial entre particulares, pues gira en torno de la prestación del servicio público nacional de distribución de gas natural, lo cual importa la aplicación y la interpretación de las normas de naturaleza federal que conforman el marco regulatorio de la actividad; ello determina tal competencia por razón de la materia. Cabe recordar que el Tribunal sostuvo la competencia de la justicia federal cuando se hallaba en juego la suspensión de un servicio público nacional. Corresponde agregar que no obsta a lo expresado anteriormente el hecho de que las partes hubieran convenido, en el reconocimiento de deuda atribuido a la demandada, que se sometían a los tribunales ordinarios para resolver sus controversias, toda vez que la competencia en razón de la materia es improrrogable por su propia naturaleza y no puede ser alterada por los litigantes.


    Metrogas S.A. c/ Gordillo, Nora Gladys s/ Ejecutivo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8125/2018/CA1/CS1, 11 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Vínculo filial. Copaternidad. Gestación por sustitución. Competencia nacional. 


    Para abordar la cuestión planteada será indispensable decidir acerca del derecho de filiación de los actores, en el marco del Código Civil y Comercial. En tales condiciones, resulta aplicable la doctrina del Tribunal en orden a que si el objeto de la pretensión atañe al derecho civil y no al derecho público local, no puede ser resuelto por los jueces en lo contencioso administrativo y tributario, sino por la justicia nacional en lo civil, considerando que no se verificó aún la transferencia de la justicia nacional ordinaria al poder judicial de la Ciudad ni se erigió en ese ámbito un fuero especializado en la solución de estos conflictos.


    M., A. C. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Bueno Aires y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 284/2019/CS1, 22 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    En el caso, no se advierte que la actora atribuya responsabilidad por incumplimientos contractuales a su empleador o denuncie la inobservancia de normas de seguridad e higiene laboral. En ese marco, y conforme lo sostenido por esta Procuración General en su dictamen emitido en el caso "Faguada", resuelto de conformidad por la Corte en Fallos: 340:620, resulta aplicable al presente la regla de competencia dispuesta en los artículos 4 y 17, inciso 2, de la ley 26.773, por lo que corresponde atribuir competencia a la justicia nacional en lo civil.


    Del Puerto, Norma Cecilia c/ Universidad Tecnológica Nacional y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 62302/2017/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia Laboral. 


    Remisión al dictamen de esta procuración general, resuelto de conformidad por la Corte Suprema en Fallos 340:620, “Faguada”.


    Doñagueda, Cristian Marcelo c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 107443/2016/CS1, 01 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a la doctrina del fallo de la causa Comp. 973, L. XLIV, "Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios".


    Para resolver una cuestión de competencia hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en el reclamo, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En autos, la empresa demanda el cumplimiento del contrato de transporte aéreo. Basa su pretensión, principalmente, en las Condiciones Generales del Contrato de Transporte Aéreo, el Código Aeronáutico y el Tratado de Montreal de 1999. Invoca el fuero federal con arreglo a los artículos 198 del Código Aeronáutico y 33 del convenio citado. Con arreglo a la doctrina citada en la referencia, incumbe al fuero federal el juzgamiento de las cuestiones relacionadas, principalmente, con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o cosas, de un aeródromo a otro y sujetas, por ende, a las prescripciones del Código Aeronáutico, su reglamentación y normas operativas de la autoridad aeronáutica.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Alvarado, Susana Débora s/ Cobro de sumas de dinero


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8881/2018/CA1-CS1, 03 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Derecho a la salud. Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Cobertura médica. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar sobre la naturaleza de la pretensión. No obstante la imprecisión de los términos de la demanda, la acción persigue que, por indicación del neurólogo tratante, el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados efectúe una evaluación cognitiva que permita categorizar el cuadro de salud del actor, quien presenta deterioro cognitivo, cuenta con certificado de discapacidad y goza de la cobertura médica del instituto. La pretensión se encuadra, principalmente, en las leyes 19.032, 24.901 y 26.378 e incluye la solicitud de dictado de una medida cautelar. En ese marco, el planteo apunta, a que se brinde al interesado la cobertura necesaria para la atención de su salud, de manera real y continua, con arreglo a la dinámica de la patología que presenta, en función de lo que se determinaran los pasos terapéuticos a seguir según la evolución que experimente. Ello conducirá, en último término, a la aplicación de preceptos concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. Por ello, sin perjuicio de que se haya promovido un proceso de determinación de la capacidad, este amparo es un planteo autónomo respecto del que tramita en el fuero civil, cuya competencia es exclusiva y excluyente en cuestiones de familia y capacidad de las personas, y que cabe estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, sobre situaciones alcanzadas por normas federales deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    L., J. A. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo de salud


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 5250/2019/CS1, 13 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Acceso a la justicia. Residencia habitual. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial dispone que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus fines, las leyes análogas, los instrumentos sobre derechos humanos, los principios y valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. En tal contexto interpretativo y aun cuando el expediente se inició, en el foro donde entonces residía el causante, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. En este sentido, el código actual asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y salvaguardando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al interesado. Como puede colegirse, la cercanía física facilita la concreción del fin de la norma, además de que incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de causas que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. No se advierte que un cambio en la competencia vaya a generar perjuicios sustanciales al interesado o al familiar que aparece como su referente, quien no solo consintió la incompetencia, sino que se encargó de comunicar al juzgado nacional el carácter permanente de la internación geriátrica, así como la imposibilidad del causante de comparecer ante sus estrados, en razón de su estado de salud.


    P., C. A s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 40482/2010/CS1, 15 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Resolución del contrato. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    La Corte ha explicitado que la solución del derogado artículo 3.284 del Código Civil se ajusta a lo dispuesto por el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, así como también ha señalado que el fuero de atracción sólo juega en forma pasiva. En ese marco, el fuero de atracción no resulta operativo respecto de las acciones tendientes a determinar la existencia de derechos reales, ya que no se trata de las acciones personales de los acreedores del causante, ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan entre coherederos. En consecuencia, el sucesorio no ejerce fuero de atracción sobre el litigio acumulado, habida cuenta que su objeto es la adquisición del dominio de los inmuebles comprometidos en venta, por la vía de la prescripción adquisitiva.


    Rojas Jara, Lidia y otro c/ Cinco Ejemplares S.R.L. s/ Resolución de contrato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 56783/2016/CS1, 06 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Personas con discapacidad. Agencia Nacional de discapacidad. Programa federal de salud. Asistencia médica. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B, E. N. c/ Estado Nacional-Presidencia de la Nación Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    La solución de estos conflictos exige considerar la relación de los hechos contenida en el escrito inicial, e indagar el origen y la naturaleza de la petición, así como la relación jurídica existente entre las partes. Si bien el PROFE, fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al régimen para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica, situación que se configura en el caso al haberse transferido el sistema a la órbita provincial. En ese sentido, el decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y el gobierno de la provincia de Buenos Aires, por medio del cual éste asume la atención médica integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al PROFE, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora del programa por decreto provincial 796/07, que actualmente se encuentra dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial. En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación jurídica resulta ser la provincia y no el Ministerio de Salud de la Nación que, por ende, no es parte sustancial en el juicio, criterio que se ve convalidado por el artículo 7° del decreto 160/2018.


    B. C., V. E. c/ Agencia Nacional de Discapacidad s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 859/2019/CS1, 13 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Boleto de compraventa. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    En primer término, se debe acudir de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda para determinar la competencia. El presente juicio debe proseguir ante el juzgado originario, ya que, de conformidad con lo previsto por el artículo 21, segundo párrafo, apartado 20, de la ley 24.522, los procesos de conocimiento en trámite, en los que se dará necesaria intervención al síndico, están legalmente excluidos del fuero de atracción, sin que la parte actora haya optado por suspender el procedimiento y verificar su crédito en el proceso universal.


    Bernardi, Horacio Osvaldo c/ PCSJB S.A. s/ Resolución de contrato


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9031045/2015/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Principio de inmediación. Competencia nacional. 


    Ante todo, cabe advertir que, al no haberse trabado la litis, el desistimiento unilateral de la acción por fijación de régimen de visitas, provisto de conformidad por el tribunal de la causa, basta para tener por concluido el proceso, con lo cual, la ulterior declaración de incompetencia carecería de objeto práctico. Por otro lado, valorando que no resulta prudente escindir el examen de los distintos aspectos de una misma realidad familiar, razones de celeridad, economía procesal y mejor administración de justicia, aconsejan que la Corte se expida, en este estado, acerca de la radicación de todas las actuaciones entabladas. En lo que aquí interesa, el Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juzgado del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, como lo disponen el artículo 3, inciso D, de la ley 26.061 y su decreto reglamentario 415/06. Por otro lado, en numerosas oportunidades se ha destacado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos configurativos de cada caso, en la convicción de que así lo exige el interés superior que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. El juzgado nacional está en mejores condiciones para alcanzar la protección integral de los derechos puesto que posee, dentro de su propio marco territorial, acceso directo a la persona afectada. En suma, debe priorizarse el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos de la niña. El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de los niños involucrados, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios que deben gobernar los procesos de familia. Y aquí esa inmediación resulta particularmente relevante porque está vinculada con la eficacia de las medidas que pudieren adoptarse, en tanto existen decisiones que no pueden ejecutarse fuera de la sede sin la intervención del juez local, y ese mecanismo no es el adecuado ante la urgencia y seriedad de la problemática familiar.


    G., A. D. c/ G. F., M. D. s/ Régimen de visitas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 837/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Economía procesal. Domicilio del demandado. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho que si bien el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé el archivo del expediente en el caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible ponderar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud, circunstancia ésta última que no ha sido referida por el juez nacional en oportunidad de pronunciarse sobre el rechazo de la radicación de la causa ante su jurisdicción. Por otra parte, cabe precisar que para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. Dadas las particulares circunstancias del caso (actividad comercial de la accionante, que el deudor sea una persona humana y el monto reclamado) resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240 (texto según ley 26.361), en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma -art.65-. No obsta a la solución propuesta el estado de la causa, ya que la conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva del derecho de defensa en juicio.


    Administración Marymar S.A. c/ Marchan, Roberto Orlando s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6155/2018/CS1, 29 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Despido con causa. Competencia laboral. 


    La ANSES despidió con causa a la agente, alegando la reiteración de sanciones por ausencias injustificadas, con apoyo principal en los artículos 242 de la ley 20.744; 19, inciso b, del Reglamento de Personal y Régimen Disciplinario (resol. DEA 659112) y 26, inciso a, del Convenio Colectivo de Trabajo 305/98E. Tras percibir la empleada la liquidación final puesta a su disposición, la ANSES advierte que se incluyeron allí los haberes correspondientes a los días de ausencias injustificadas, lo que generó, a su ver, un cobro indebido cuya repetición reclama. Funda su derecho en los artículos 281, 282, 283, 2.537, 2.556 y 2.560 del Código Civil y Comercial de la Nación. En los términos descriptos, aprecio que asiste razón a la Sra. Fiscal pues se trata, en efecto, de un pleito por reintegro de sumas de dinero que se habrían pagado indebidamente al calcular la liquidación final de la empleada y que, en definitiva, corresponderían a ausencias injustificadas que habrían fundado el despido. Dado el sustento fáctico del reclamo y que los sujetos de la acción integraron una relación laboral, cabe considerar que aquél se encuentra comprendido en la aptitud jurisdiccional del fuero del trabajo.


    ANSES c/ Maidana, Carla Vanesa s/ Repetición


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8691/2018/CS1-CA1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Seguridad jurídica. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 9029723/2017/CS1, "Cruz, Silvia Brígida c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria".


    A fin de evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos (tales como los de los locatarios y los de los acreedores del concurso), y en razón de principios de economía y celeridad procesal, como así también de seguridad jurídica, es necesario que el tribunal que entiende en el juicio universal sea el competente para entender en la causa.


    Frías, Johana Elizabeth y otros c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9020555/2018/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Extranjeros. Competencia provincial. 


    Las contiendas de competencia entre los juzgados de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, a tal fin, se debe atender a los hechos que se relatan en el reclamo, y después, sólo en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. La declinatoria del fuero ordinario es prematura pues, como ha señalado la Corte, el fuero federal en razón de la distinta nacionalidad de los litigantes es un privilegio creado en beneficio del extranjero y, cuando el fuero está dispuesto ratione personae, puede ser declinado y la renuncia debe admitirse ya sea explicita o resulte de la prórroga jurisdiccional operada en la causa. En el sub lite, el demandado a quien se le atribuye ser de nacionalidad extranjera no ha tomado intervención en el proceso, por lo que no se dan los extremos que pueden hacer surgir la jurisdicción federal y el pleito debe quedar radicado ante la justicia local, sin perjuicio del privilegio instituido exclusivamente a favor del extranjero de optar por la procedencia del fuero de excepción.


    Oses, Walter Federico c/ Villa Fuentealba, Ernesto Segundo s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 757/2019/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Ley de defensa del consumidor. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Para la correcta traba de una contienda de competencia debe ser la Cámara que confirmó la declaración de incompetencia la que insista en su criterio. Si bien ello no aconteció aquí, se estima que razones de economía y celeridad procesal y de mejor administración de justicia aconsejan dejar de lado ese óbice formal y expedirse sobre el conflicto. Ante todo, es oportuno recordar que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. Lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, ya que el debate del caso se encuentra ceñido exclusivamente a determinar si corresponde la reparación de los daños y perjuicios peticionados por la actora en virtud de los incumplimientos contractuales atribuidos a la demandada, fundados en la ley 24.240, invocada por la actora para sustentar su pretensión. En efecto, prima facie no se advierte que en este caso resulte esencial e ineludiblemente necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan el servicio de telefonía móvil ni las disposiciones contenidas en las leyes 19.798, y sus normas modificatorias y reglamentarias.


    Castagno Hermanos S.A.C.I.F. y A. c/ Personal s/ Incumplimiento contractual (excluido responsabilidad del Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 228/2019/CS1, 20 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Despido. Acumulación de procesos. Competencia por la materia. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben ser resueltas por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento. En ese marco, corresponde estar al artículo 44 de la ley 18.345 -de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo-, en cuanto dispone que "la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda" y "se requerirá que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia". Ahora bien, de las actuaciones se desprende que las cuestiones debatidas son exclusivamente de naturaleza laboral y que el proceso radicado en jurisdicción bonaerense -consignación de salarios y certificado de servicios- tiene fecha de inicio el 17 de septiembre de 2014, mientras que el sustanciado en el foro nacional -por despido, rubros derivados y certificado de servicios-. Corresponde disponer que las actuaciones -junto con el proceso de consignación- sigan su trámite en la justicia provincial.


    Hakanson, Paulina Lorena c/ Gody S.R.L. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21614/2015/CS1, 24 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Restitución de menores. Interés superior del niño. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de los menores de edad involucrados, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben gobernar los procesos de familia.


    D., L. D. c/ W., S. J. s/ Medida provisional urgente cuidado personal unilateral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 917/2019/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Internación. Inimputabilidad. Economía procesal. Competencia civil. 


    Es criterio de la Corte que la medida de internación coactiva es, en su aspecto material, equivalente en el régimen civil y penal, y en el caso bajo examen es conveniente evitar el dispendio jurisdiccional y el riesgo de resoluciones contradictorias que supondría un doble control judicial de los órganos de ambos fueros que han intervenido en la materia con base en las respectivas leyes que les otorgan competencia al efecto. Por lo tanto, la decisión sobre el tribunal competente para supervisar el desarrollo de la medida debe ser tomada atendiendo a razones de economía procesal y mejor administración de justicia, que en este caso favorecen al juez civil, pues conoce acerca de la situación del causante desde el año 2007 y, por consiguiente, está en mejores condiciones de Juzgar sobre la evolución, el pronóstico y demás aspectos decisivos para determinar el contenido y la extensión de la medida de seguridad.


    S. L. s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 23126/2007/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Hábeas data. Sociedad anónima. Banco Central de la República Argentina. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 328:1252, "Svatzky", resuelto por aplicación del artículo 36, inciso b), de la ley 25.326, en cuanto dispone que será competente la justicia federal siempre que los archivos de datos se hallen interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Las cuestiones planteadas en autos tienden a obtener la protección de información personal contenida en el sistema de archivos informático del Banco Central de la República Argentina -denominado Central de Deudores del Sistema Financiero- que posee alcance nacional e, incluso, internacional, si se tiene en cuenta que puede accederse a través de internet. Tal circunstancia permite sostener razonablemente que la causa debe continuar ante el fuero federal.


    Lehmann Mataras, María Lucila c/ Cohen S.A. Sociedad de Bolsa s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8903/2018/CA-CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Información sumaria. Competencia civil y comercial. 


    Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Al tratarse de un proceso no contencioso sin contraparte alguna que persigue un declaración de certeza sobre el estado civil de la actora a los fines de la posterior rectificación de tales datos y la nueva emisión del correspondiente título de propiedad automotor por parte del citado registro, estimo que no se dan los supuestos que determinan la competencia federal, la cual es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye.


    Lobo, Francisca Raquel s/ Información sumaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2153/2018/CS1, 23 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Convenio de honorarios. Plazo de cumplimiento. Competencia provincial. 


    El objeto de autos se vincula con un convenio celebrado en la provincia de Misiones, entre el abogado actor y su cliente demandado, los cuales no revisten carácter de aforados y se domicilian en la ciudad de Posadas, sin que se observen notas de conexidad o accesoriedad con la causa principal -en la cual el abogado desarrolló su tarea profesional- que justifiquen la aplicación del artículo 6, inciso 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación –o igual norma del código de procedimientos local-. De tal forma, compete a la justicia local entender en el caso, máxime cuando del acuerdo no surge una prórroga de competencia a favor de la justicia federal.


    Kegler, Rolando c/ Instituto Provincial del Seguro Misiones E/L s/ Fijación de plazo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 291/2019/CS1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Telecomunicaciones. Falta de servicio público. Incumplimiento del contrato. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal.


    La correcta traba del conflicto exige una atribución recíproca de competencia, que no acaeció aquí. A ello se suma que la potestad de declarar la competencia de un tercer juez que no intervino en la contienda es una atribución excepcional del Tribunal, como órgano supremo de la magistratura. Pese al modo defectuoso en que se trabó el conflicto, razones de economía y celeridad procesal y de buen servicio de justicia autorizan a dejar de lado esos reparos y a dirimirlo sin más trámite. En tales condiciones, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. La controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, ya que el debate del caso se encuentra ceñido exclusivamente a determinar si corresponde la reparación de los daños y perjuicios solicitados por el actor en virtud de los incumplimientos contractuales atribuidos a la demandada, con fundamento en normas del código civil y comercial, y en la ley 24.240. En efecto, prima facie no se advierte que en este caso resulte esencial e ineludiblemente necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan el servicio de telefonía móvil ni las disposiciones contenidas en las leyes 19.798, y sus normas modificatorias y reglamentarias. Por lo demás, la acción se basa, principalmente, en el reclamo de los daños y perjuicios derivados del incumplimiento de obligaciones nacidas en el marco de un contrato de telefonía móvil celebrado entre particulares, aspecto que, dada su naturaleza mercantil, autoriza a enmarcar a la pretensión en el ámbito del derecho comercial.


    Gabotto Losasso, Christian Javier Fernando c/ Telecom Personal S.A. s/ Incumplimiento de servicio de telecomunicaciones


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45404/2018/CS1-CA1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Honorarios profesionales. Obras sociales. Competencia civil y comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. CSJ 02589/2018/CS1, "Fantini, Leandro Adrián c/ Obra Social del Personal de Edif. de Renta y Horiz. de la Rep. Arg. s/ Cobro sumario sumas de dinero (exc. alquileres, etc.)", resuelto de conformidad por la Corte Suprema.


    La correcta traba de la contienda exige el conocimiento por parte del tribunal que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro juez, para que declare si sostiene su posición. Si bien ello no ocurrió en el caso, razones de economía procesal y buen servicio de justicia autorizan a dejar de lado ese reparo formal y a expedirse sobre la cuestión. Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, a esos efectos, debe atenderse a los hechos que se relatan en la demanda, y en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. La situación requiere principalmente estudiar aspectos propios del derecho privado y que, aun cuando el problema pudiera eventualmente incluir ribetes que excedan ese marco específico, no se advierte, en principio, que la materia propuesta tenga virtualidad como para afectar la organización o instrumentación de las prestaciones médico asistenciales regidas por la ley 23.661, alterando el funcionamiento de la obra social en su calidad de proveedora de servicios a sus afiliados.


    Romero, Alicia Beatriz c/ Obra Social de Docentes Privados s/ Cobro ordinario de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 926/2019/CS1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Hábeas data. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión sustancialmente análoga a los estudiados por la Corte en el precedente de Fallos: 328:1252, "Svatzki", resuelto por aplicación del artículo 36, inciso b), de la ley 25.326, en cuanto dispone que será competente la justicia federal siempre que los archivos de datos se hallen interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Si las cuestiones tienden a obtener la protección de información personal contenida en el sistema de archivos informático del Banco Central de la República Argentina, que poseen alcance nacional e, incluso, internacional, si se tiene en cuenta que puede accederse a través de internet, la causa debe continuar ante el fuero federal.


    Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Banco Itaú S.A. s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1165/2019/CA1 - CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa "Faguada", resuelta de conformidad por la Corte en Fallos 340:620.


    La Corte estableció que el órgano encargado de conocer en los conflictos de competencia que se susciten entre dos órganos jurisdiccionales con competencia no federal con asiento en esa ciudad, será el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Rivero, Gisella Marina c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50137/2015/CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    La Corte estableció que el órgano encargado de conocer en los conflictos de competencia que se susciten entre dos órganos jurisdiccionales con competencia no federal con asiento en esa ciudad, será el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Las obligaciones que se reclaman se encuentran excluidas del fuero de atracción, ajenas al trámite de verificación y a los efectos del acuerdo homologado, ya que resultan ser de causa posterior a la presentación en concurso preventivo. De tal forma, resulta competente para conocer en la presente ejecución fiscal, el juzgado contencioso administrativo y tributario de la ciudad.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Guido Guidi S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 477/2019/CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Quiebra. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    La Corte estableció que el órgano encargado de conocer en los conflictos de competencia que se susciten entre dos órganos jurisdiccionales con competencia no federal con asiento en esa ciudad, será el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Si se ha decretado la conclusión de la quiebra de la demandada de conformidad con el artículo 231, último párrafo, de la ley 24.522, cesan todos los efectos del proceso universal y queda habilitado el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio. En tales condiciones, resulta improcedente el fuero de atracción de la quiebra de la fallida previsto en los artículos 21 y 132 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, y las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Importeca S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 616/2019/CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medicina prepaga. Aumento de cuota. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza, y en la relación de derecho existente entre las partes. El tema objeto de litigio conduce al estudio del alcance de la obligaciones impuestas a la demandada por la ley 26.682, especialmente por el artículo 17, expresamente invocado por el peticionario. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, no existen motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Bacher, Enrique Leonardo c/ OSDE s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1997/2019/CA1-CS1, 12 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Ciudadanía. Enrolamiento. Competencia civil y comercial federal. 


    El expediente debe continuar su trámite ante la justicia federal, pues se trata aquí de establecer si el tatarabuelo de la actora adquirió la ciudadanía Argentina, y compete a ese fuero el conocimiento de las causas relacionadas con la naturalización y ciudadanía de los extranjeros, así como lo relacionado con la inteligencia de la Ley de Enrolamiento 11.386.


    Abrevaya, Luna s/ Información sumaria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 590/2019/CS1, 02 de julio de 2019


    Ver dictamen


    División de condominio. Bienes inmuebles. Competencia civil y comercial. 


    No resulta aplicable al caso la regla del artículo 2336 del Código Civil y Comercial, en cuanto dispone que el juez del sucesorio es el competente para intervenir en los procesos suscitados en el mantenimiento de la indivisión y las operaciones de partición pues, no se trata de un conflicto generado entre coherederos respecto de un bien de la masa relicta común. Por lo demás, queda claro que, las acciones de naturaleza real, no son atraídas por el sucesorio.


    Regos Maure, Marta Clara c/ Regos, OIga y otros s/ División de condominio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1275/2019/CS1, 16 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Economía procesal. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B, E.N. c/ Estado Nacional – Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.


    M., N. S. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1436/2019/CS1, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Energía eléctrica. Responsabilidad extracontractual del Estado. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Toda vez que la materia del pleito es propia del derecho público, en cuanto versa sobre responsabilidad extracontractual del Estado por falta de servicio, cuya regulación es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, el presente corresponde al conocimiento de los jueces provinciales. Al respecto, tiene dicho la Corte que esta clase de pretensiones deben promoverse en las jurisdicciones respectivas que correspondiesen según la persona que, en uno u otro caso, se optare por dar intervención: ante la justicia federal de serlo el Estado Nacional o un ente de igual carácter, o ante los tribunales locales en caso de emplazarse a la provincia. Sentado ello, no existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, para concluir que en estos autos se configure un litis consorcio pasivo necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sino que, por el contrario, el resarcimiento que se pretende admite un tratamiento procesal independiente contra cada uno de los codemandados ante los tribunales que resultaren competentes según el caso.


    N., J. M. c/ Municipalidad de San Carlos de Bariloche y otro s/ Daños y perjuicios (ordinario)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1279/2019/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Locación. Interpretación de la ley. Competencia nacional. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. Lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, ya que el debate del caso se encuentra ceñido exclusivamente a la relación contractual que vinculó a los actores con la empresa, y a las desinteligencias que pudieran existir entre ambas partes en el marco de lo pactado, así como también las eventuales reparaciones que pudiesen corresponder en virtud de lo dispuesto por el Código Civil y Comercial de la Nación. En efecto, la antena en cuestión y las instalaciones que proveían internet estarían inactivas y habrían sido desmanteladas desde el año 2017, por lo que no se advierte que la solución del caso exija precisar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de tecnologías de la información y las comunicaciones. Para más, la cláusula 12 del contrato estipuló que a todos los efectos legales, judiciales o extrajudiciales, las partes quedaban sometidas a la jurisdicción y competencia de los tribunales ordinarios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En tales condiciones, no se encuentran argumentos suficientes para atribuir el conocimiento del presente asunto a la justicia federal, máxime teniendo en cuenta que esa jurisdicción, por su naturaleza, es restrictiva y de excepción.


    Aramayo Trujillo, Mauro y otro c/ Alpha S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1731/2019/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Sucesión ab intestato. Juez previniente. Competencia civil. Competencia provincial. 


    Cabe referir, que de los informes adjuntados en fotocopias resultaría que la sucesión de la causante se habría sustanciado ante el Juzgado en lo Civil y Comercial provincial. También surge de las actuaciones acompañadas que los tres hermanos iniciaron la sucesión de sus padres ante el foro de la ciudad -donde fueron declarados herederos y se desistió del sucesorio materno-, y que sin perjuicio de lo anterior, dos de ellos reiteraron el pedido de apertura de ambas sucesiones en otra ciudad, años después y prorrogando la competencia territorial, en el caso del padre, y sin que conste que se haya conferido intervención en ese expediente a la viuda y a la hija de su hermano. Como bien observa la jueza provincial, el proceder se encontraría en contradicción con sus actos y con el consentimiento a la aptitud jurisdiccional del foro de la ciudad, que los actuados deben girarse al juzgado provincial que previno para que arbitre las medidas que fuere preciso en orden a la eventual existencia de un proceso y, en su caso, ordene el archivo el archivo de las presentes actuaciones.


    Medica, Teresa y otro s/ Sucesión ab intestato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1434/2019/CS1, 21 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Filiación. Acceso a la justicia. Facultades jurisdiccionales. Principio de inmediación. Interés superior del niño. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    El artículo 581 del Código Civil y Comercial establece que, cuando las acciones de filiación sean ejercidas por personas menores de edad o con capacidad restringida, es competente el tribunal del lugar donde el actor tiene su centro de vida o el del domicilio del demandado, a elección del actor. De manera concordante, el artículo 720 del código prevé que en la acción de filiación, excepto que el accionante sea una persona menor de edad o con capacidad restringida, es competente el juez del domicilio del demandado. Esta solución se relaciona con lo establecido por el artículo 716 de ese cuerpo legal respecto de la competencia para entender en los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, en tanto remite al juez del lugar donde el menor de edad tiene su centro de vida. Al respecto, la ley 26.061 conceptualiza el centro de vida como el lugar donde los niños hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia. Para resolver el conflicto actual adquieren singular preponderancia los principios generales de la tutela judicial efectiva e inmediación, que rigen los procesos de familia. En este sentido, el artículo 706 del código mencionado dispone que las normas que rigen el procedimiento deben ser aplicadas de modo de facilitar el acceso a la justicia, especialmente tratándose de personas vulnerables, y la resolución pacífica de los conflictos; además, exige tener en cuenta el interés superior de los niños, niñas o adolescentes cuando se tomen decisiones en los procesos en los que ellos están involucrados. La causa debe seguir su trámite ante el Juzgado de Familia del Departamento Judicial provincial, pues está en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos del niño, priorizando el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos, criterio que resulta coherente con las directivas de los artículos 581, 706, 716 y 720 del Código Civil y Comercial.


    Defensoría de Menores e Incapaces N° 4 c/ Di Napoli, Claudio Osvaldo s/ Filiación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 43051/2017/CS1, 23 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Hábeas data. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa CCF 1165/2019/CA1 - CS1, "Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Banco Itaú S.A. s/ Habeas data (art. 43 C.N.)".


    Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Banco de Servicios Financieros S.A. y otro s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1349/2019/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CSS 82053/2013/CS1, "González, Norma M. c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Brocchini, Virginia María Antonia y otros c/ ANSES s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 104461/2012/CS1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Hábeas data. Sociedad anónima. Banco Central de la República Argentina. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas 328:1252, "Svatzki", y 331:989, "Zeverín"


    Castro, Martín José c/ Banco HSBC Bank Argentina S.A. s/ Hábeas data


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1521/2019/CS1, 09 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Gastos médicos. Programa federal de salud. Competencia civil y comercial. 


    Respecto de la competencia en el amparo de salud, si bien el "PROFE" (hoy, Programa Incluir Salud) fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, el decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y la provincia de Buenos Aires, por medio del cual ésta asume la atención médica de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al Programa y residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora PROFE por decreto provincial 796/07, que actualmente se sitúa dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial -IOMA-. En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación resulta ser la provincia, y no el ente nacional que, por tanto, no es parte sustantiva en el proceso; lo que se ve convalidado por el artículo 70 del decreto 160/2018.


    M., L. I. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1540/2019/CS1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Títulos ejecutivos. Ejecución cambiaria. Mutuo. Domicilio del demandado. Ley de orden público. Competencia provincial. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes. Resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma -art.65-. En tales condiciones, no obsta a la solución propuesta el estado de la causa, ya que la conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva del derecho de defensa en juicio. Por lo demás, esa Corte tiene dicho que si bien el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé el archivo del expediente en el caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible ponderar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud.


    Confina Santa Fe S.A. c/ Trinidades Alfredo s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1072/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Remisión del expediente. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos. En efecto, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    García, Claudia Alejandra y otro c/ Corredores Ferroviarios S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 76793/2015/CS1, 29 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Acción de reintegro. Asegurador por riesgos del trabajo. Fondos fiduciarios. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El forum conexitatis previsto en el artículo 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación conjunta de causas vinculadas. Así, se produce un desplazamiento del litigio, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que giran en torno a la misma relación jurídica. Del cotejo de la información que resulta del Registro Público de Procesos Colectivos, la demandada es otra aseguradora y el grupo de personas incluidas en el colectivo potencialmente afectado en esta causa es distinto al que integra los procesos allí asentados, aventando la posibilidad de que dentro de idéntico conjunto de beneficiarios del sistema, algunos obtengan el beneficio de ciertas pretensiones y otros resulten excluidos. En este sentido, de la sentencia, surge que la clase está conformada por los usuarios de servicios de la empresa demandada. Más allá de la inaplicabilidad al caso de la acordada 12/16, en función de lo dispuesto por el punto 1 de su anexo y de la fecha en la que fue promovida la demanda, no existe una vinculación relevante que justifique apartar al juez natural de la causa. En efecto, esta acción resulta autónoma respecto del juicio en trámite ante el fuero federal de la seguridad social, ya que no solo está dirigida contra un demandado diferente y atañe a una clase distinta, sino que se inscribe en un contexto fáctico diverso, a la vez que especifico, eliminando así la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.


    Consumidores Argentinos Asociación para la Defensa, Educación e Información de los Consumidores c/ Experta Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 20351/2013/CS1, 04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Accidentes de trabajo. Buque de bandera nacional. Alta mar. Asegurador por riesgo del trabajo. Domicilio del demandado. Competencia federal. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. Además, corresponde recordar que el forum conexitatis previsto en el artículo 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación conjunta de causas vinculadas. Así, se produce un desplazamiento del litigio, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que giran en torno a la misma relación jurídica. Considerando que el infortunio por el que se reclama ocurrió mientras el actor prestaba sus tareas habituales como marinero en un buque de la demandada en altamar, resulta aplicable la doctrina del Tribunal erigida sobre la base, principalmente, de los artículos 610 y 616 de la Ley 20.094 de Navegación -y art. 116 de la Constitución Nacional-, que asigna competencia a los tribunales nacionales para entender en acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional. Es necesario precisar que cuando la competencia de la justicia federal emerge por razón de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria, sin que el consentimiento ni el silencio de los litigantes sean hábiles para derogar esos principios, y la incompetencia del fuero ordinario puede promoverse sobre esa base en cualquier estado del litigio. En ese marco, y a los efectos de dirimir la contienda de competencia en punto con el territorio, es aplicable la regla prevista en el artículo 24 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo. En consecuencia, resulta competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.


    Zarate, Ramón c/ Yuken S.A. s/ Cobro de Pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 911/2019/CS1, 11 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Asegurador por riesgos del trabajo. Empleador. Domicilio del demandado. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, a esos efectos, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado en apoyo de la pretensión. A los efectos de dirimir la contienda, resulta aplicable la regla sobre competencia territorial establecida en el artículo 24 de la ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, con arreglo a la cual es competente, a elección del actor, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.


    Enríquez, Cristian Raúl c/ La Segunda A.R.T. S.A. y otros s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 69794/2017/CS1, 04 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Sucesiones. Economía procesal. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento, ya esos efectos debe atenderse, de modo principal, a la exposición de los hechos incluida en el escrito inicial. La existencia de diversos juicios sucesorios en trámite no modifica la competencia del juez provincial para regular los honorarios profesionales del actor respecto de la reinscripción de los embargos trabados sobre bienes situados en jurisdicción bonaerense, con arreglo al artículo 12, 2° parte, del Convenio sobre comunicaciones entre tribunales de la República, ley 22.172. Ello es así, por una parte, porque la razón de ser del fuero de atracción del sucesorio es la radicación ante el juez del trámite universal de todas las acciones personales que tramitan contra el causante, con el fin de determinar el patrimonio relicto. Sin embargo, la contienda reseñada no involucra, a la fecha, ninguna acción personal, pues la regulación de los honorarios del letrado se halla pendiente debido a la declaración de nulidad de todo lo actuado. Y, por la otra, porque cuando fallece más de un demandado, el fuero de atracción pierde su operatividad, pues no es posible conferir preeminencia a una sucesión sobre la otra, dado que no habría un motivo valedero para establecer una preferencia por alguna de ellas desde que el fuero de atracción tutela igual interés en todas.


    Montarcé, Marcelo Antonio c/ Del Campo, Juan José Enrique s/ Regulación de honorarios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1091/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Medidas cautelares. Medicina prepaga. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    Es oportuno recordar que en la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. El tema objeto del litigio conduce, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682, especialmente por el artículo 17, aunque no fuera invocado por la peticionaria. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, no se hayan motivos para soslayar la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Freije, Mabel c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6408/2019/CA1-CS1, 11 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Evasión. Servicio penitenciario federal. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    La causa debe tramitar ante la justicia bonaerense, valorando que tanto el domicilio real del causante como el lugar de ejecución de la condena hasta su egreso por evasión, se encuentran en esa jurisdicción.


    D., D. A. s/ Curatela (Artículo 12)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1766/2019/CS1, 10 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Internación. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    Es preciso señalar que el proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado.


    T., A. V. s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 93722/2015/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Programas de salud. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B., E. N. c/ Estado Nacional - Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    Si bien el PROFE (hoy Programa “Incluir Salud”) fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al régimen para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica, situación que se configura en el caso al haberse transferido el sistema a la órbita provincial. En ese sentido, el decreto 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y el gobierno de la provincia de Buenos Aires, por medio del cual éste asume la atención médica integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al PROFE, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora del programa por decreto provincial 796/07, que actualmente se encuentra dentro de la órbita del Instituto de Obras Médicos Asistencial –IOMA-. En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación jurídica resulta ser la provincia, y no el Estado Nacional que, por ende, no es parte sustancial en el juicio, criterio que se ve convalidado por el artículo 7° del decreto 160/2018.


    B., G. I. c/ Agencia Nacional de Discapacidad / Ministerio de Salud - Programa Federal Incluir Salud s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1851/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Ciudadanía. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las estudiadas en los dictámenes de las causas CCF 8843/2018/CS1, "Pabón, Natalia L. c/ RENAPER s/ Acción meramente declarativa"; y CCF 590/2019/CS1 "Abrevaya, Luna s/ Información sumaria".


    Atañe al fuero federal intervenir en aquellos procesos en los que se demanda al Estado Nacional, a propósito de la naturalización y ciudadanía de extranjeros, y el alcance de la Ley de Enrolamiento, cuestiones regidas por reglas federales.


    Carucci, Ana María c/ Cámara Nacional Electoral y otro s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 8175/2019/CS1, 16 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Asistencia médica. Medicina prepaga. Cobertura médica. Derechos del consumidor. Interpretación de leyes federales. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. En ese plano, el tema objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682, especialmente en su artículo 26, inciso b). Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y del derecho del consumidor, eventualmente involucrados, no se encuentran motivos para soslayar la doctrina según la cual los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae. Por lo expuesto, dentro del acotado marco cognoscitivo en el que se deciden los conflictos de competencia, las actuaciones deben quedar radicadas ante el Juzgado Federal de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo.


    Otero, Marcelo Raúl y otros c/ Círculo Médico de La Matanza s/ Prestaciones médicas


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 44258/2019/CS1, 23 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Televisión por cable. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CIV 53933/2018/CS1, "Ruggeri, Alberto Pascual c/ Telecom Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Lo medular de la controversia planteada involucra normas de derecho común, ya que la cuestión debatida en autos está ceñida exclusivamente a la relación contractual trabada entre el actor y la empresa y a las desinteligencias puramente comerciales que pudieran existir entre ambas partes del contrato a raíz de los eventuales daños y perjuicios que el actor habría sufrido como consecuencia de la prestación defectuosa del servicio de conectividad y acceso a internet como así también de los presuntos errores en la facturación de aquel servicio, por lo que no se advierte que sea necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de tecnologías de la información y las comunicaciones. No obsta a la solución que se propicia, que los tribunales en lo comercial sean ajenos a la presente controversia, pues atañe al Máximo Tribunal como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    Matilla, José Luis c/ Cablevisión S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 21451/2018/CS1, 19 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Cámara contencioso administrativa. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos. En efecto, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el artículo 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual “todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal”. En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Rojas, Marco Antonio y otro c/ Nueva Zarelux S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 7940/2010/CS1, 02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia provincial. 


    Razones de economía procesal. Tutela judicial efectiva.


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez del domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "...sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento... ". En tal contexto interpretativo, para resolver la controversia actual adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que esa Corte ha elaborado en línea con dicha directiva constitucional. En ese sentido, el nuevo Código asigna al juez la obligación de dictar sentencia fundado en dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia de un representante del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al interesado. Desde esa perspectiva, el asistido se domiciliaría en la ciudad capital de la provincia de Salta, conforme surge del Registro Nacional de Electores; y es titular de una pensión no contributiva cuyo cobro se realiza mensualmente. En este estado, el juzgado salteño se encuentra en mejores condiciones de proseguir, eventualmente, con la función tutelar, sobre todo si se repara en que, entre los deberes impuestos expresamente al juez, está el de "garantizar la inmediatez con el interesado durante el proceso", que integra el derecho de acceso a una tutela judicial efectiva.


    F. L. R. s/ Insania


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1993/2019/CS1, 02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Indemnización. Despido. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión al fallo de la causa CNT 53896/2017/CS1, "Acosta, Claudia Griselda c/ Casa de Moneda s/ Empleo público".


    Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.


    Lobo, Cynthia Jaquelina c/ S.E. Casa de la Moneda s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 65433/2017/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Amparo colectivo. Economía procesal. Competencia civil y comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el sub examine no ha quedado debidamente trabada una contienda negativa de competencia que corresponda zanjar a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. Cabe recordar que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. Es prematura la declinación del fuero ordinario, pues, cuando el fuero federal surte en razón de la persona, puede ser declinado de manera expresa o tácita por el titular del privilegio, de tal modo que si el Estado Nacional no compareció a juicio -porque no fue demandado ni ha sido citado como tercero en estos autos-, conserva la prerrogativa de invocar, o no, el derecho que le atañe en su calidad de aforado. No se encuentran argumentos suficientes como para atribuir el conocimiento del asunto a la justicia federal, máxime teniendo en cuenta que esa jurisdicción, por su naturaleza, es restrictiva y de excepción.


    Tolosa Paz, Victoria c/ Eleprint S.A. y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1917/2019/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Cuidado personal compartido. Residencia habitual del niño. Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    En lo que aquí interesa, el Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al tribunal del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde los menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. Debido a las posturas antitéticas de los progenitores no resulta posible en este estado, precisar con certeza si el centro de vida de la niña se asienta -o no- en el lugar donde viviría con su madre, desde que aquella noción excede de los meros datos fácticos atinentes a la residencia y al transcurso del tiempo; a lo que se suma la incertidumbre referida al domicilio actual de la niña. En tales condiciones, la elección debe hacerse sopesando cuál de las juezas estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la niña y su mejor interés, en tanto no se cuenta con datos para determinar cuál de ellas cumpliría con el principio de inmediatez. En ese sentido, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se desenvuelven estas controversias, el fuero que previno se halla en mejores condiciones para desplegar eficazmente la actividad jurisdiccional que resulta menester pues, la mayoría de los expedientes vinculados con esta problemática familiar fueron iniciadas ante el juzgado que ordenó la restitución de la niña a la madre. También ha entendido en los diferentes pedidos del padre, hasta que este denunció un nuevo domicilio de la madre en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no ha podido ser corroborado. Además, es el juzgado que, sin perjuicio de la denuncia de un nuevo domicilio, fijó una audiencia con la niña e intentó notificarla. Sumado a lo expuesto, el juzgado nacional no ha realizado ningún impulso procesal en las diferentes causas que tramitan en torno a este grupo familiar.


    P. V., P. c/ M. C., L. M. s/ Cuidado personal de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1535/2019/CS1, 17 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Medidas de seguridad curativas. Internación. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    Se ha suscitado en las presentes actuaciones una contienda negativa de competencia que debe dirimir la Corte Suprema, en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708. Es preciso señalar que el proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado.


    D., J. C. s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 58366/2018/CS1, 31 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Incapacidad. Declaración de insania. Principio de inmediación. Economía procesal. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial prevé que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los instrumentos sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. En este sentido, es necesario tener en cuenta que el Código Civil y Comercial asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y salvaguardando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al interesado. Como puede colegirse, la cercanía física facilita la concreción del fin de la norma. Además, incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de causas que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. De tal manera, en atención al alcance del referido principio de inmediatez que integra la garantía constitucional de acceso a una tutela judicial efectiva, se considera que el juzgado de familia de Pilar, Departamento judicial de San Isidro, se halla en mejores condiciones para continuar el proceso. Finalmente, más allá del objeto concreto de la vista conferida, se señala que en autos no se ha cumplido con la revisión prevista en el artículo 40 del Código Civil y Comercial, ni se ha mantenido audiencia en los términos del artículo 35, ni se han continuado las diligencias propias de la determinación de la capacidad desde la declaración de incompetencia. Por ello es menester que, con la premura del caso, teniendo en cuenta que la causante fue inhabilitada a la luz del código anterior, el juzgado competente esclarezca la situación actual de la causante y adopte las medidas a las que hubiere lugar en los términos del Código Civil y Comercial y de la ley 26.657. Por lo expuesto, las actuaciones deben seguir su trámite ante el Juzgado de Familia de Pilar que, a fin de salvaguardar la integridad psicofísica de la causante, deberá llevar a cabo prontamente la revisión de la sentencia, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 40 y ccds. del Código Civil y Comercial; sin perjuicio de adecuar la actuación judicial a las restantes directivas contenidas en aquel ordenamiento y en la ley 26.657, en tanto resulte pertinente.


    M., M. S. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 56459/2002/CS1, 31 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Rehabilitación infantil. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga a la resuelta por la Corte en la causa CSJ 1128/2018/CS1 "B, E. N. c/ Estado Nacional – Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    Si bien el "PRO FE" (hoy, Programa Incluir Salud) fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, el decreto local 880/04 aprobó el convenio concertado entre la Nación y la provincia de Buenos Aires, por medio del cual ésta asume la atención médica de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al Programa, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese contexto, se creó la Unidad Ejecutora PROFE por decreto provincial 796/07, que actualmente se sitúa dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial-IOMA. El sujeto pasivo de la relación resulta ser la provincia, y no el ente nacional que, por lo tanto, no es parte sustantiva en el proceso, criterio que se ve convalidado por el artículo 7° del decreto 160/2018.


    R., A. B. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2302/2019/CS1, 12 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Infracciones de tránsito. Prórroga de la competencia. 


    Para que sea aplicable la opción de prórroga territorial prevista en la normativa nacional, se requiere que la jurisdicción del domicilio del imputado haya adherido a la referida ley o que existan convenios de reciprocidad entre las provincias para la aplicación de la interjurisdiccionalidad. Si bien la provincia de Formosa adhirió a la ley nacional mediante la ley local 1.150, la provincia de Mendoza derogó, por un lado, la regla que habilitaba tal beneficio, para el caso de vecinos de otras provincias, en tanto mediara un convenio de reciprocidad, y, por el otro, adhirió sólo parcial y limitadamente a la ley nacional, y estableció al respecto que cuando el contraventor se domicilie a más de sesenta kilómetros del juez del lugar de la falta, tendrá derecho a ejercer su defensa por escrito, mediante correo postal o electrónico de fehaciente constatación. En ausencia de un sistema de concertación entre las jurisdicciones que permita aplicar la prórroga, deberá seguir interviniendo en el proceso el Juzgado de Paz, provincia de Formosa, al que habrá de remitirse, a sus efectos.


    Bayarri, Roberto Carlos s/ Infracción Artículo 165 Ley 9.000


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2308/2019/CS1, 12 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Información sumaria. Representación y asistencia. Medicina prepaga. Competencia nacional. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza de la relación existente entre las partes. Es doctrina del Tribunal que la jurisdicción federal es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye, por lo que no corresponde a ese fuero el conocimiento de la información sumaria tendiente a acreditar que la mamá está a cargo del interesado, aun cuando sea con el objeto de obtener, más tarde, la inclusión de aquélla como beneficiaria de la entidad de medicina prepaga.


    Q. S., G. A. s/ Información sumaria


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 55069/2019/CS1, 12 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Curatela. Domicilio del causante. Competencia civil. Competencia provincial. 


    En consonancia con lo decidido en los antecedentes de Fallos: 323:1531, "Alonso" y 332:908, "A. R.", entre otros, corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante. No obsta a la solución propuesta, que los tribunales designados sean ajenos a la presente controversia, pues atañe al Máximo Tribunal como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    O., J. P. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2393/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    En consonancia con lo decidido en los antecedentes de Fallos: 323:1531, "Alonso" y 332:908, "A. R.", entre otros, corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante. No obsta a la solución propuesta, que los tribunales designados sean ajenos a la presente controversia, pues atañe al Máximo Tribunal como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    O., I. E. s/ Curatela Artículo 12 del Código Penal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 36570/2018/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Internación. Principio de inmediación. Competencia provincial. Competencia de familia,. 


    El proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. Es doctrina de la Corte Suprema que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado.


    R. B. O. G. s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 71100/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Demanda de escrituración. Apelaciones concedidas libremente. Tribunal de alzada. 


    En los supuestos de apelaciones concedidas ante un tribunal de alzada, es éste el que debe resolver los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez competente para seguir entendiendo en el proceso.


    Folena, Mirian Mireya c/ Pollak, Marcos y otros s/ Escrituración


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 40664/2007/CS1, 12 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Suministro de energía eléctrica. Interpretación de la ley. Competencia civil y comercial federal. 


    A los fines de cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La cuestión debatida en autos no está ceñida exclusivamente a una relación contractual entablada entre particulares, ni se trata de una mera desavenencia comercial entre un usuario y la empresa prestadora del servicio público de distribución de energía eléctrica. Por el contrario, la solución del pleito se vincula, de manera directa, con aspectos que hacen a la interpretación y aplicación de normas de naturaleza federal que conforman el marco regulatorio de la actividad, y, en particular, con la resolución 124/92 de la Secretaria de Energía que determina los recaudos que deben reunir las constancias de deuda emitidas por los distribuidores de energía eléctrica a los efectos previstos en el art. 84 de la ley 24.065 y su reglamentación. Asimismo, el Tribunal sostuvo la competencia de la justicia federal cuando está en juego la suspensión de un servicio público nacional.


    Edenor S.A. c/ Pérez, Natalia Noemi s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6820/2018/CS1-CA2, 20 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Derecho marítimo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    En la tarea de esclarecer la contienda de competencia es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. La controversia gira en torno a una relación jurídica entre particulares regulada por normas de derecho común, sin que la pretensión esgrimida por el actor exija interpretar el sentido y los alcances de disposiciones de carácter federal. En particular, la pretensión perseguida en la demanda no constituye un supuesto comprendido en la jurisdicción marítima. En tales condiciones, no hay argumentos suficientes para atribuir el conocimiento del presente asunto a la justicia federal, máxime teniendo en cuenta que esa jurisdicción, por su naturaleza, es restrictiva y de excepción.


    Latin American Technologies S.R.L. c/ Alercon S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 19831/2019/CS1, 12 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Depósitos. Economía procesal. Celeridad procesal. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    La correcta traba del conflicto exige una atribución recíproca de competencia. A ello se suma que, la potestad de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda es una atribución excepcional de la Corte Suprema, como órgano supremo de la magistratura. En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Lo medular de la controversia involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho privado, como ser que el debate del caso se encuentre ceñido exclusivamente a determinar si corresponde la reparación de los daños y perjuicios peticionados en virtud del incumplimiento de un contrato de depósito, fundándose la acción exclusivamente en normas del Código Civil y Comercial, y no se encuentra involucrada una cuestión vinculada a las normas de naturaleza federal que regulan la navegación y el comercio marítimo, entonces no se puede atribuir el conocimiento del asunto a la justicia federal, por ser un fuero restrictivo y de excepción. La naturaleza mercantil autoriza a enmarcar a la pretensión en el ámbito del derecho comercial, debiendo por lo tanto atribuirse el conocimiento de la causa a la justicia nacional en lo comercial.


    N Ferraris S.A. c/ Loginter S.A. s/ Varios transporte de cosas


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 4473/2019/CA1-CS1, 20 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Derecho marítimo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    En la tarea de esclarecer la contienda de competencia, es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. La controversia gira en torno a una relación jurídica entre particulares regulada por normas de derecho común, sin que la pretensión esgrimida por el actor exija interpretar el sentido y los alcances de disposiciones de carácter federal. En particular, la pretensión perseguida en la demanda no constituye un supuesto comprendido en la jurisdicción marítima. En tales condiciones, no hay argumentos suficientes para atribuir el conocimiento del presente asunto a la justicia federal, máxime teniendo en cuenta que esa jurisdicción, por su naturaleza, es restrictiva y de excepción.


    Mucci, Martín Adrián c/ Alercon S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12381/2019/CS1, 12 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Asignación universal por hijo para protección social. Medidas cautelares. Competencia federal. 


    Si lo que se reclama es la percepción de las asignaciones universales para la protección social de los hijos menores de edad corresponde intervenir al fuero federal pues el planteo ha sido instaurado contra el Estado Nacional (ANSES) y el titular del privilegio reclamó expresamente que se le reconozca su derecho a litigar en ese fuero. Si la cuestión puede comprometer el patrimonio nacional, y además requiere interpretar disposiciones de la ley 24.714 y del decreto 1.602/09, y la materia debatida en la especie -las asignaciones familiares-, en su actual encuadramiento, es propia de la seguridad social, entonces su conocimiento atañe al fuero federal, de orden improrrogable por su propia naturaleza, privativa y excluyente de la jurisdicción ordinaria. La alzada del magistrado ante cuyo tribunal tramitará el pleito -dirigido a que se restituyan definitivamente las prestaciones-, resulta competente para resolver el recurso de apelación planteado contra la medida cautelar autosatisfactiva dictada por el órgano incompetente que previno en el proceso.


    S., J. A. c/ ANSES s/ Medidas precautorias


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2149/2019/CS1, 19 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B, E. N. c/ Estado Nacional Presidencia de la Nación Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    Z., C. L. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otro/a s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2418/2019/CS1, 19 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Alimentos. Principio de inmediación. Facultades jurisdiccionales. Domicilio del menor. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Adquiere plena virtualidad el temperamento que otorga primacía al lugar donde habitan efectivamente los menores de edad, ya que la inmediación judicial contribuye a la eficacia de la actividad protectoria. El enfoque propuesto es coherente con las directivas del Código Civil y Comercial en tanto que consagra como principio procesal el respeto de la inmediación y de la tutela judicial efectiva y que asigna el conocimiento de los asuntos tocantes a los menores de edad al juez del foro en el que se sitúa su centro de vida, con lo que fija la competencia en función del sujeto de tutela.


    S. M. F. c/ T. D. E. s/ Alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2114/2019/CS1, 19 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Servicio telefónico. Ejecución del contrato. Daños y perjuicios. Datos personales. Competencia civil y comercial federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Más allá de los aspectos de derecho común atinentes a la eventual responsabilidad de los demandados por los daños originados en el incumplimiento de sus obligaciones legales o contractuales, la pretensión de la actora exige precisar el sentido y alcance de normas federales, cometido reservado a la jurisdicción federal ratione materiae, lo que determina la procedencia de la intervención del fuero de excepción. En igual sentido, la Corte Suprema ha admitido la procedencia del fuero de excepción cuando, la pretensión se relaciona, en definitiva, con la inteligencia de las disposiciones federales mencionadas y se encuentra en juego la suspensión del servicio de telefonía. A su vez, la pretensión dirigida a que se supriman los datos personales erróneos volcados a las bases de datos de la Organización Veraz S.A., permite sostener que la causa debe proseguir ante el fuero de excepción. Al respecto, la Corte, en casos análogos al presente, en los que se pretendía eliminar datos que obraban en bases de datos de internet, lo que implicaba que se encontraban interconectadas en redes virtuales interjurisdiccionales, declaró la competencia de la justicia federal, con fundamento en lo dispuesto por el art. 36, inc. b, de la ley 25.326.


    Ibalo, Elena Isabel c/ Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ Cumplimiento de contrato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54907/2018/CS1/CA1, 09 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Derecho a la salud. Acompañamiento terapéutico. Fuero de atracción. Internación psiquiátrica. Competencia civil y comercial federal. 


    La accionada es una entidad de derecho público, con personalidad jurídica e individualidad financiera y administrativa, que está sometida al fuero federal, salvo cuando actúa como parte actora y opta por sujetarse al juicio de los tribunales ordinarios; situación ésta que no acontece en los autos. Se adiciona a lo anterior que el afectado, reclama a través de su persona de apoyo la cobertura total de la atención supervisada en domicilio y el contralor psiquiátrico y psicológico prescripto. Lo anterior es así, con sustento principal en las leyes 24.901 y 26.657 y disposiciones de tratados internacionales en la materia, cuyo conocimiento atañe, ratione materiae, al fuero de excepción. La admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia pues importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro juez, con base en la conveniencia de concentrar ante un juzgado las acciones ligadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios. Por tanto, debe interpretarse con criterio riguroso. Las diligencias que, cautelar y preliminarmente, haya podido adoptar el tribunal ordinario, en el acotado contexto tutelar del juicio relativo a la capacidad, se encuentran superadas. Ello es así, a partir del planteo autónomo de una cuestión litigiosa que excede la competencia exclusiva y excluyente que asiste a los juzgados nacionales en lo civil, dedicados a los asuntos de familia y capacidad de las personas; máxime que, el trámite de determinación de la capacidad no ejerce fuero de atracción. Al respecto, la internación psiquiátrica constituye un tratamiento de carácter restrictivo, que sólo procede cuando aporte mayores beneficios terapéuticos que las demás intervenciones realizables en el entorno familiar, comunitario o social de la persona. En ese ámbito, ninguno de los jueces ha estudiado la pertinencia de la medida cautelar requerida; tarea que quedó relegada a raíz de la contienda de competencia y que debería cumplirse de inmediato.


    F., D. A. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8681/2019/CS1, 05 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia por conexidad. Cuestión abstracta. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que la utilidad de la radicación de un expediente por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en una de ellas, por lo que la acumulación resulta improcedente cuando exista noticia de que ello ha acontecido, aun cuando se ignore si ésta se encuentra firme. En virtud de lo expuesto, dado que se resolvió la caducidad de instancia en una de las causas, la contienda de competencia ha devenido abstracta y el expediente debe continuar su trámite en sede provincial.


    Vidal, Hugo Noel c/ Perea, Sergio Horacio y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1694/2019/CS1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Demanda de escrituración. Desplazamiento de la competencia. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, y en la tarea de esclarecerlas es preciso atender a los hechos de la demanda, y en tanto se adecue a ellos, al derecho que se cita en apoyo de la petición. La admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia pues importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro juez, con base en la conveniencia de concentrar ante un juzgado las acciones ligadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios. Como bien señala el juez nacional, ya se encuentra interviniendo en la problemática que involucra a esta familia el juez provincial, procede que estas actuaciones queden radicadas en esa sede, sin que obste a ello que no se configure una estricta identidad en orden a los sujetos y al objeto inmediato de los litigios, pues resulta razonable acumularlos ante un único tribunal, evitando así el riesgo del dictado de fallos contradictorios y favoreciendo la correcta administración de justicia.


    B., G. L. c/ P. L., P. G. s/ Ejecución de acuerdo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 32509/2018/CA1-CS1, 04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Quiebra. Competencia provincial. 


    La conclusión del proceso de quiebra priva de objeto práctico al desplazamiento excepcional de la competencia, sin que, en ese contexto, se advierta el peligro de que se dicten sentencias contradictorias. Por lo demás, cabe consignar que no es sujeto pasivo de la acción la sociedad fallida, ni surge que se haya requerido la formación de un nuevo concurso por falta de cumplimiento del acuerdo.


    Whittingslow, José Manuel c/ Nueva Marinas de Hudson Inversora S.A. s/ Daños y perjuicios incumplimiento contractual (excluido responsabilidad del Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1912/2019/CS1, 04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia provincial. 


    Es oportuno recordar que las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento. En segundo lugar, en la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Asimismo, es útil recordar que la admisión del forum conexitatis, reglado en el artículo 6° del Código adjetivo, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de las causas relacionadas. A su vez, la aplicación de este instituto configura una causal de excepción a las reglas sobre competencia, que importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otra juez, dada la conveniencia de reunir ante un tribunal las acciones vinculadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contrapuestos. Debe estarse a fin de resolver las cuestiones de competencia a los hechos relatados en la demanda. La naturaleza de la demanda ejecutiva no admite investigar la causa que dio origen a la obligación, ya que el actor en su condición de beneficiario sólo pretende el cobro efectivo de un pagaré, cuyos caracteres son la abstracción, literalidad y autonomía, lo que implica que su ejecución puede darse con independencia de la naturaleza y origen de la relación jurídica que se configura entre el emisor y el portador. Por otra parte, el expediente “Valle Supecq S.A.”, se encuentra finalizado. En tales condiciones, el desplazamiento de la competencia también ha perdido el objeto práctico que lo justifica.


    Grupo Supecq S.A. c/ García, Alejandro s/ Cobro Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1307/2019/CS1, 13 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Prueba anticipada. Competencia federal. 


    La solución de estos conflictos exige atender, principalmente, a los hechos que se relatan en el reclamo, así como indagar el origen y naturaleza de la relación jurídica existente entre las partes. Sin perjuicio de la naturaleza jurídica y viabilidad de la diligencia requerida, la aplicación de las normas nacionales de procedimientos, permite concluir que el juez competente para sustanciar la medida es el del futuro litigio al que hacen referencia las actuaciones, desde que el material probatorio que pudiere obtenerse se encuentra destinado a servir a la resolución del pleito preanunciado. Sobre tal base, la solución del conflicto subyacente conducirá, prima facie, al estudio de las causas de extinción contractual previstas por la ley 26.682 y el decreto 1.993/2011. Por ello, más allá de la relevancia de los aspectos convencionales eventualmente involucrados, incumbe estar a la doctrina según la cual los juicios que versan, en último término, sobre extremos alcanzados por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Medicina Esencial S.A. c/ Bertoni, Guido Nicolás Mario s/ Prueba anticipada


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2669/2019/CS1, 17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Restitución de menores. Interés del menor. Acceso a la justicia. Principio de inmediación. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integración de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben gobernar los procesos de familia.


    P., D. P. c/ A., I. L. s/ Otras medidas cautelares y preparatorias


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2473/2018/CS1, 18 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Productos agroquímicos. Competencia federal. 


    La doctrina de la Corte establece que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En tal sentido, lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar si el ejercicio de las facultades municipales en materia de seguridad y salubridad pública, en los términos que dispone la ordenanza cuestionada en autos, invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de regulación de la actividad de comercialización y utilización de agroquímicos, cuyo control y reglamentación se encuentra -actualmente- en cabeza del SENASA. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Agro Gestión del Litoral S.A. y otros c/ Municipalidad de San José de Gualeguaychú s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12894/2018/CS1, 08 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia por conexidad. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Las cuestiones de competencia entre los juzgados de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Además, el forum conexitatis reglamentado en el artículo 6 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas entre sí. Este instituto, que constituye un supuesto de excepción a las normas generales que determinan la competencia, importa la procedencia del desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez en virtud de la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas a una misma relación jurídica. En ese marco, si de los elementos aportados surge que en los dos procesos los damnificados persiguen la indemnización de los daños y perjuicios causados por el mismo siniestro vial aun cuando no se configure estrictamente la identidad de partes requerida por el código ritual, toda vez que la causa que origina los reclamos es la misma, concurren elementos objetivos comunes que tornan aconsejable que sea un solo tribunal el que conozca en ambos para aventar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias. En este supuesto, asiste razón a los jueces y resulta razonable declarar operativa la conexidad, y en función del principio de prevención receptado por los artículos 119 de la ley 17.418 y 189 del Código ritual, cabe atribuir su conocimiento al juez nacional que previno.


    C., M. B. por derecho propio y en representación de sus hijas menores c/ T., M. G. y otro s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2371/2018/CS1, 15 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Economía procesal. Internación. Competencia civil y comercial. Competencia provicial. 


    Razones de celeridad, economía procesal y mejor administración de justicia, tornan aconsejable que la Corte haga uso de la atribución conferida por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58 y se expida sin más trámite sobre la radicación de la causa. Previo a todo, es preciso subrayar que el proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado.


    G., L. A. s/ Internación judicial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 992/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Sin perjuicio de que, a tenor de lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, es la Corte el órgano judicial encargado de conocer en la contienda de competencia planteada, en atención a lo resuelto por ella misma en la Competencia CIV 12384/2015/CS1, "Rodríguez, José Manuel c/ Iriarte Crespo, Juan Carlos y otros s/ daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux.", en la que el Tribunal aplicó el criterio sentado en el precedente Competencia CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ Amenazas", corresponde remitir las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Montenegro, Livia Carolina y otros c/ Centro de Derivación de la Región Sanitaria IV, correspondiente al Hospital IGS San José de Pergamino y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 47397/2015/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Internación. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    Lugar de internación.


    Es preciso subrayar que el proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar su estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita las demoras en la adopción de resoluciones vinculadas a la libertad ambulatoria de la persona internada.


    R., J. A. s/ Protección de persona


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1226/2019/CS1, 11 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    En atención a lo resulto en los fallos de las causas: CIV 12384/2015, “Rodríguez, José Manuel c/ Iriarte Crespo, Juan Carlos y otros s/ Daños y perjuicios –resp. Prof. Médico y aux” y CSJ 4652/2015/CS1, “Bazán, Fernando s/ Amenaza”, corresponde remitir las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Chaviel, Julia y otro c/ Escuela Republica Haití N° 11 y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54250/2016/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Interrupción de la prescripción. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    En atención a lo resulto en los fallos de las causas CIV 12384/2015, “Rodríguez, José Manuel c/ Iriarte Crespo, Juan Carlos y otros s/ Daños y perjuicios –resp. Prof. Médico y aux” y CSJ 4652/2015/CS1, “Bazán, Fernando s/ Amenaza”, corresponde remitir las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Quiroz, María Magdalena c/ Branda, Mario Jorge y otros s/ Interrupción de prescripción


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 90280/2012/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Sin perjuicio de que, en opinión de este Ministerio Público y a tenor de lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 es la Corte el órgano judicial competente para resolver la contienda de competencia planteada, en atención a lo resuelto en la Competencia CIV 12384/2015 "Rodríguez, José Manuel”, según la doctrina que la Corte aplicó el criterio sentado en la Competencia CSJ 4652/2015/CS1 "Bazán, Fernando”, correspondería remitir las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a sus efectos.


    G. A., H. D. c/ Hospital General de Agudos J. M. Ramos Mejía y otros s/ Daños y perjuicios - responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 20435/2017/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Responsabilidad médica. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    En atención a lo resulto en los fallos de las causas: CIV 12384/2015, “Rodríguez, José Manuel c/ Iriarte Crespo, Juan Carlos y otros s/ Daños y perjuicios –resp. Prof. Médico y aux” y CSJ 4652/2015/CS1, “Bazán, Fernando s/ Amenaza”, corresponde remitir las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Incidente de inhibitoria - Responsabilidad médica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2002/2018/CS1, 02 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Multa administrativa. Ejecución fiscal. Competencia provincial. 


    Al tratarse de una ejecución fiscal por créditos de causa y título anterior a la presentación en concurso preventivo, en la que no se dictó sentencia, el juicio no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el artículo 21 de la ley 24.522, por lo que procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de ese cuerpo legal.


    Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social (CD 18859/2017) c/ Marcos Computación S.A. s/ Ejecución Fiscal - Ministerio de Trabajo


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 14333/2017/CS1, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Juicio ordinario. Asociaciones de consumidores. Sociedades comerciales. Defensa del consumidor. Deber de información. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado. Respecto a la incidencia del domicilio de la demandada, no obstante la naturaleza cooperativa del banco, cabe estar a la doctrina de la Corte Suprema que establece que las sociedades que ejercen su actividad en una provincia se hallan en las mismas condiciones en que puede encontrarse un vecino de igual provincia, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo ante el fuero federal. No cabe determinar la vecindad de una sociedad en atención al lugar de su domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio donde se desarrollaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen al litigio. Así, toda vez que el lugar del cumplimiento de las obligaciones comprende dos o más jurisdicciones y dado que la entidad demandada posee una filial instalada en una ciudad de una provincia, por aplicación del artículo 5, inciso 3, del Código Procesal Civil y Comercial, la actora se encontraba facultada para promover la demanda ante el juez provincial. Por lo demás, dadas las características particulares de la presente acción colectiva promovida por una asociación en representación de consumidores financieros de todo el país, que tendrá efectos supra provinciales, resulta necesario extremar los sistemas de información a efectos de evitar la multiplicación de procesos con objetos superpuestos, como así también el riesgo de sentencias contradictorias. En tales condiciones, y ponderando que el superior tribunal provincial no ha suscripto el convenio previsto en el artículo III de la Acordada CSJN 12/16, que permitiría compartir la información y facilitar el acceso recíproco e ilimitado a los registros respectivos, y que hasta la fecha no se ha dictado una ley que regule los procesos colectivos, cuya necesidad ha sido también resaltada por la Corte Suprema, a los fines informativos, corresponde registrar los datos de la presente acción colectiva en el sistema previsto por la Acordada CSJN 32/14. Ello, no obstante lo dispuesto en el artículo 12 del Anexo 1, del Acuerdo General STJ n° 33/16, que prevé la necesidad de coordinar con el Máximo Tribunal el acceso a la información de todos los procesos radicados ante los tribunales estaduales.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur - PROCONSUMER c/ Banco Credicoop Cooperativo Limitado s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1194/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia laboral. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de esta procuración General, resuelta de conformidad por la Corte Suprema en Fallos: 340: 620, "Faguada".


    Romero, Andrés Obdilon c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 53404/2016/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Sucesiones. Crédito laboral. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Los conflictos entre órganos de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento, y a esos efectos debe atenderse, de modo principal, a la exposición de los hechos incluida en el escrito inicial. En ese marco, cabe indicar que la sucesión atrae las acciones por las deudas personales del difunto mientras subsista la indivisión hereditaria, cuyo cese se produce recién con la partición de bienes debidamente inscripta, sin que obste a ello la naturaleza laboral del reclamo.


    Aguirre, Bartolo c/ Mihura Seeber, Ricardo s/ Cobro de pesos y entrega de certificación laboral - expediente 4.926


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2598/2018/CS1, 07 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Daños y perjuicios. Cámara contencioso administrativa. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos. En efecto, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "Todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". En esta disposición legal se basó esa Corte para disponer que era la mencionada cámara la que debía resolver conflictos de competencia suscitados entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y otros jueces integrantes del Poder Judicial de la Nación.


    Pineda, José Luis c/ Belgrano Cargas y Logística S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 19769/2016/CS1, 01 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Acciones de clases. Relación de consumo. Cuestión de derecho común. Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. 


    El rechazo de la excepción de incompetencia planteada oportunamente obsta, en principio, a la apertura de la vía extraordinaria, pues las decisiones que resuelven tales aspectos no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal. Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. Más allá de la existencia -o no- de defectos en la fundamentación del recurso que hacen a la admisibilidad del recurso extraordinario local, lo cierto es que los agravios vinculados a la excepción de incompetencia planteada, no deben prosperar, pues la controversia planteada involucra -de modo principal- cuestiones de derecho común originadas en una relación contractual de consumo entre privados regida por la ley 24.240 y busca determinar si ha mediado infracción a la prohibición de prestar servicios no requeridos por los usuarios con cargo automático, su reparación económica y si la conducta de la demandada es pasible de la multa por daño punitivo. Estos aspectos se hallan regulados por los artículos 35 y 52 bis de la ley 24.240 que integran el derecho común. Esta conclusión no se ve controvertida por la alegada violación del derecho a la información consagrado en el artículo 42 de la Constitución Nacional, que constituye el fundamento constitucional del derecho de consumo. En tales condiciones, y ponderando que el superior tribunal provincial no ha suscripto el convenio previsto en el artículo III de la Acordada CSJN 12/16, que permitiría compartir la información y facilitar el acceso recíproco e ilimitado a los registros respectivos, y que hasta la fecha no se ha dictado una ley que regule los procesos colectivos, cuya necesidad ha sido también resaltada por esa Corte, a los fines informativos, corresponde registrar los datos de la presente acción colectiva en el sistema previsto por la Acordada CSJN 32/14.


    Serantes, Jorge Eduardo c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Proceso colectivo-acción de clase


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 689/2018/RH1, 19 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión de derecho público local. Incompetencia. 


    Resulta aplicable el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Al respecto, para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, debe examinarse la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En razón de lo expuesto y toda vez que, según se desprende de los términos del escrito inicial –a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia-, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el actor reclamará una indemnización por daños y perjuicios, atribuyendo responsabilidad extra contractual a la provincia por el irregular cumplimiento de las obligaciones a su cargo, materia que está regida por el derecho público local, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte, con independencia del factor de atribución que se invoque. Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, y que se debe deducir previamente en jurisdicción local el planteo de inconstitucionalidad de que se trate, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. En virtud de lo señalado y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Holway, Tomás Jorge c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Medida preliminar y cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1949/2018/01 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia provincial. 


    En primer lugar, las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento. En segundo lugar, a fin de establecer la norma que dirime el conflicto, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión. En ese marco, resulta aplicable la regla de competencia territorial prevista en el artículo 24 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo. En consecuencia, resulta competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.


    Amador, Luis Alejandro c/ Zerdan Antonietti, Horacio Fernando y otros s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49007/2017/CS1, 15 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Asistencia sanitaria. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer la contienda, es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Ahora bien, no obstante el tenor complejo de los contratos de medicina prepaga, que involucra aspectos propios del consumo lo concreto es que el objeto del litigio conduce, prima facie, a estudiar el alcance de las obligaciones impuestas a las compañías por la ley 26.682 -especialmente por su artículo 9, que regula las condiciones de la rescisión unilateral-. Por tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, es aplicable la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Campo, María Cecilia c/ Servicios EMSYS S.A. s/ Daños y perjuicios automotores s/ Lesiones (exc. Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 139/2019/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Facultades de la Cámara de Apelaciones. Competencia nacional. 


    No incumbe al Tribunal expedirse sobre el conflicto suscitado entre los fueros nacionales en lo comercial y del trabajo, pues ya fue resuelto por el órgano investido con potestades para ello, es decir, la alzada de la que depende el magistrado que previno.


    Melanitur S.R.L. c/ Corazzina, Luis Mariano s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6276/2017/CS1, 15 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Derecho a la salud. Obras sociales. Afiliación a obras sociales. Menores. Guarda preadoptiva. Competencia civil y comercial federal. 


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Dado que el litigio conduce, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de la medicina prepaga por la ley 26.682. Por tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, es aplicable el criterio según el cual los juicios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    A., C. E. c/ OSDE s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7097/2018/CS1-CA1, 10 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Recurso de casación. Cámara federal de apelaciones. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual, cuando se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde con carácter previo a que se determine la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    Apud, Luciana Catalina del Valle c/ Migoya, Julio Alberto y otros s/ Daños y perjuicios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4175/2015/CS1, 03 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Derecho a la salud. Medicina prepaga. Aumento de cuota. Economía procesal. Competencia por conexidad. Competencia nacional. 


    La admisión del forum conexitatis estatuido en el artículo 6° del Código ritual, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí. Su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia, e importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro magistrado con base en la conveniencia de concentrar ante un tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica y, de ese modo, evitar el riesgo de dictado de pronunciamientos contradictorios. En tales condiciones, por el criterio de prevención establecido en la acordada CSJN 12/2016, la presente acción debe tramitar ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Pistani, Hernán Carlos c/ OMINT S.A. de Servicios s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5006/2017/CS1, 08 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Publicación o reproducción de ofensas. Páginas web. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte ha reiterado que en las medidas preliminares y precautorias será juez competente el que deba conocer en el proceso principal; y que para dilucidar los conflictos de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos contenidos en el escrito inicial y, en tanto se ajuste a ellos, al derecho citado. En casos análogos al sub lite, en los que mediante una cautelar se pretendía eliminar datos obrantes en bases de datos de internet, la Corte declaró la competencia federal, con fundamento en los artículos 36, inciso b), y 44, in fine, de la ley 25.326, sin que obstara a ello la concurrencia de un reclamo por daños y perjuicios. Además, cuando el fuero federal surge en razón de la materia es improrrogable, privativo y excluyente del ordinario.


    JL Biautos S.A. c/ Vaca Narvaja, Ricardo s/ Medidas cautelares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 47267/2018/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Al tratarse de pretensiones fundadas en relaciones jurídicas de origen contractual, el artículo 5, inciso 3, de Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece, en materia de competencia territorial, que el fuero principal es el correspondiente al lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente previsto conforme a los elementos aportados en el juicio. A falta de ese lugar, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del lugar del domicilio del demandado, o del lugar del contrato, siempre que éste se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación. En tal orden de ideas y conforme surge de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia de conformidad con el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la máquina que operó desde su adquisición en la provincia de San Juan, fue abonada mediante transferencias bancarias y un saldo en esa provincia, por lo que cabe considerar aquel lugar como el implícitamente convenido para cumplir el contrato de compraventa del bien, sobre cuya base se enmarcan los incumplimientos imputados en la posterior reparación efectuada por los demandados. En función de la naturaleza de las pretensiones, que remiten al examen de normas de derecho común vinculadas al incumplimiento de obligaciones contractuales corresponde sean los tribunales con competencia ordinaria de la provincia los que entiendan en el caso, pues si bien la competencia federal ratione personae procede en aquellas causas civiles en que sean parte vecinos de diferentes provincias, esta solución procura asegurar, entre otros aspectos, la imparcialidad de la decisión en amparo del vecino extraño, por lo cual, para que proceda, debe ser invocada por el interesado. Esto último, no ha sucedido en el juicio. No obsta a la solución que se propicia, que los tribunales en lo civil y comercial local sean ajenos a la presente controversia, pues atañe al Máximo Tribunal como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    Ortiz, Ricardo Francisco c/ Galán, Alberto Eduardo y otro s/ Daños y perjuicios


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 6296/2016/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Contrato de suministros. Rescisión del contrato. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento, Y a tal efecto debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en tanto se adecue al relato, al derecho que se alega como sustento de la pretensión. Debe tenerse en cuenta que el fuero principal en las acciones personales fundadas en derechos crediticios de origen contractual, está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente establecido, conforme a los elementos aportados al juicio. En su defecto, a elección del pretensor, será el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, siempre que el accionado se encuentre en él, al tiempo de la notificación.


    Aragón, Blanca Rosa c/ ABB S.A. s/ Mediación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2099/2018/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Impuesto de sellos. Contratos de consumo. Bancos. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 931, L. XLVIII, "Proconsumer c/ Banco Comafi S.A. s/ Proceso de conocimiento", resuelto de conformidad por la Corte Suprema.


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. En el caso, la controversia se vincula con las obligaciones de la entidad bancaria, agente de recaudación del impuesto de sellos, en relación con los actos y contratos de carácter oneroso realizados por sus clientes, en el contexto de la interpretación que efectúa de la normativa aplicable y de las exenciones allí contempladas. Lo que se cuestiona es la conducta y responsabilidad del banco en el contexto de una relación jurídica entre particulares de naturaleza eminentemente comercial y con sustento principal en la Ley de Defensa al Consumidor y en las normas del Código Civil y Comercial en la materia. Es decir, no se controvierte, lo relacionado con la ley tributaria ni con la conducta del ente recaudador, sino el proceder del banco en el cumplimiento de las obligaciones a su cargo vinculadas con sus clientes, así como la procedencia del daño punitivo fundamentado en el artículo 52 bis de la ley 24.240. Sentado ello, la citación del GCBA no resulta idónea para desplazar la aptitud de la justicia comercial pues, por un lado, no ha sido requerido nominal ni sustancialmente y, por otro, su convocatoria sería al sólo efecto de repetir una eventual condena contra el banco sustentada en la procedencia del reclamo.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9006/2016/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Empresa de transporte. Aeronavegación. Incumplimiento del contrato. Competencia comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal.


    Para resolver una cuestión de competencia hay que atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Con arreglo a lo expresado por la Corte en Fallos: 322:589, "C & CNET S.A.", atañe a la Justicia Nacional en lo Comercial intervenir en las actuaciones en que se reclama a una empresa de aeronavegación a propósito de un incumplimiento contractual, si no se advierte que se encuentre directamente involucrada la interpretación de preceptos federales ni cuestiones de derecho aeronáutico. En el caso, no se aprecia que el asunto se vincule principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido éste como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o cosas, de un aeródromo a otro y, por ende, sujetas a las reglas del Código Aeronáutico, su reglamentación y normas operativas de la autoridad aeronáutica. Se impugna, la validez de cláusulas contractuales relativas a un programa promocional dirigido a obtener millas para ser canjeadas por billetes de avión de las compañías aéreas que participan en él o por servicios que prestaran las empresas asociadas al mismo, sobre la base de que contravienen distintas disposiciones del derecho común. A ese respecto, compete a los jueces federales intervenir en un proceso, ratione materiae, sólo cuando el derecho que se pretende hacer valer está directa e inmediatamente fundado en un precepto de la Constitución, de la ley federal o de un tratado, situación que, no ocurre aquí. Por otro lado, es prematura la declinación del fuero ordinario, pues, cuando el fuero federal surte en razón de la persona, puede ser declinado por el titular del privilegio, de tal modo que si la accionada aún no compareció a juicio, conserva la prerrogativa de invocar el derecho que le atañe en su calidad de aforada. Por último, la Corte como órgano supremo de la magistratura tiene la potestad excepcional para declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en el conflicto.


    Borgna, Pablo Sebastián c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Acción meramente declarativa


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 13272/2018/CS1, 24 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Responsabilidad profesional. Mala praxis. Competencia nacional. 


    En la tarea de esclarecer la cuestión es necesario valorar los hechos que se relatan en la demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Resulta aplicable la doctrina de esa Corte en el sentido de que, por aplicación de los artículos 43, inciso c), y 43 bis, inciso c), del decreto ley 1285/1958, la justicia nacional en lo civil está llamada a intervenir cuando se demanda por responsabilidad civil de los profesionales médicos, incluso cuando un organismo sujeto al fuero federal en razón de la persona integre la litis en calidad de codemandado.


    P., A. E. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otros s/ Responsabilidad médica


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 15222/2018/CS1, 29 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez del domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus fines, las leyes análogas, los instrumentos sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. En ese marco, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. Al respecto, es preciso tener en cuenta que el código actual le asigna al magistrado la obligación de dictar sentencia sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el causante, entrevistándolo personalmente y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia de un representante del Ministerio Público y de un letrado que asista al interesado. Como puede colegirse, la cercanía física facilita la concreción del fin de la norma e incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de procesos que reclaman particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el nuevo código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está -en principio-, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del territorio para el que fueron designados. De tal forma, en atención al alcance del referido principio de inmediatez, que integra la garantía constitucional de acceso a una tutela judicial efectiva el tribunal bonaerense se encuentra en mejores condiciones para continuar el proceso.


    Z., H. E. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 71182/2016/CS1, 26 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Vínculo filial. Guarda de menores e incapaces. Guarda provisoria. Residencia habitual del niño. Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde el menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3°, inciso f), de la ley 26.061, y su decreto reglamentario n° 415/06. Por otro lado, se ha destacado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos que configuran cada caso, en la convicción de que así lo exige el interés superior que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.


    M. B. E. y otros s/ Medida de protección de derechos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 702/2019/CS1, 26 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal.


    Los conflictos entre órganos de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. En función de ello, no se encuentra en debate la presencia de los recaudos para la acumulación de procesos previstos en el artículo 188 del código ritual, pues tanto las partes como los jueces coinciden en que existe identidad subjetiva y objetiva entre los pleitos; es decir, que los litigantes son los mismos y que el planteo por consignación involucra al rodado que da origen a este reclamo, a lo que se agrega que transitan por instancias similares. La cuestión radica en determinar sobre cuál de los procesos debe efectuarse la acumulación. En ese sentido, el artículo 189 del código procesal prevé que debe efectuarse sobre aquél en el que primero se hubiese notificado la demanda.


    Leal, Patricia Luz c/ Platun, Javier Víctor Hugo s/ Daños y perjuicios (ordinario)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 630/2019/CS1, 24 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Afiliación a obras sociales. Competencia federal. 


    Los conflictos entre órganos de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento y, en ese plano, la admisión del forum conexitatis estatuido por el artículo 6° del Código Procesal posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas entre sí. En efecto, en ambas sedes se contiende a propósito de la legalidad del obrar de la demandada al decidir el cese de la cobertura médica de los actores y, más allá de que las actuaciones en el foro que previno estén hoy paralizadas, lo cierto es que concurren elementos comunes que hacen aconsejable que sea un solo juez el que conozca en ambos litigios y que no ha cesado el riesgo de que se dicten pronunciamientos contradictorios. Por lo demás, vale recordar que con arreglo a jurisprudencia de esa Corte, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo involucrados, los pleitos en los que -prima facie- se discute a propósito del alcance de las obligaciones impuestas a las instituciones de la medicina prepaga por la ley 26.682, deben tramitar en la justicia de excepción por razón de la materia.


    V., M. N. c/ S. M. S.A. s/ Daños y perjuicios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 28600/2018/CS1, 24 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte en el sentido de que, por aplicación del artículo 43 del decreto-ley 1285/58, la justicia nacional en lo civil está llamada a intervenir en aquellos casos en los que se demanda por responsabilidad civil de los profesionales médicos, aun cuando un organismo sometido al fuero federal en razón de la persona, integre la litis en calidad de codemandado.


    B., N. A. c/ S. N. S. d. P. y otros s/ Responsabilidad médica


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 730/2018/CA1-CS1, 22 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Personas con discapacidad. Agencia Nacional de discapacidad. Programa federal de salud. Gastos médicos. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B., E. N. c/ Estado Nacional- Presidencia de la Nación- Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    Si bien el "PROFE", fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, el decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y la provincia de Buenos Aires, por medio del cual ésta asume la atención médica de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al Programa, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora PROFE por decreto provincial 796/07, que actualmente se sitúa dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial "IOMA". Se concluye, que el sujeto pasivo de la relación jurídica era la provincia y no el Ministerio de Salud de la Nación que, por ello, no era parte sustantiva en el juicio, criterio que resultó convalidado por el artículo 7 del decreto 160/2018.


    Agencia Nacional de Discapacidad s/ Amparo - Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 730/2019/CS1, 26 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Asistencia médica. Intervención quirúrgica. Competencia civil y comercial federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. De tal exposición, se desprende que los actores promueven acción de amparo, en representación de su hija menor de edad, contra el Ministerio de Salud y Desarrollo Social de la Nación con el objeto de obtener la provisión de los insumos necesarios para proceder a la intervención quirúrgica indicada por los profesionales del Hospital de Pediatría. En estas condiciones, resulta competente la justicia civil y comercial federal. En este sentido, el Tribunal ha establecido la competencia de ese fuero para entender en cuestiones en que se hallan en juego normas y principios institucionales y constitucionales de prioritaria trascendencia para el sistema de salud implementado por el Estado Nacional, lo cual excluye la competencia del fuero en lo contencioso administrativo federal que se define, no por el órgano productor del acto, ni porque intervenga en juicio el Estado, lato sensu, sino por la materia en debate, por su contenido jurídico y por el derecho que se intenta hacer valer, esto es, por la subsunción del caso en el derecho administrativo. A ello cabe agregar que la Corte tiene dicho que en el ámbito de la justicia federal, cuando en el caso no prevalecen prima facie aspectos relativos al derecho administrativo, corresponde declarar la competencia del fuero civil y comercial federal.


    P., F. J. R. y otro c/ Estado Nacional Ministerio de Desarrollo Social y Salud Publica s/ Amparo de salud


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 106/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. Programas de salud. Competencia civil y comercial. Tribunales provinciales. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1 "B., E. N. c/ Estado Nacional- Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.


    R., E. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otro s/ Amparo de salud


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 876/2019/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Registro nacional de las personas. Ciudadanía. Acción meramente declarativa. Cuestión federal. Competencia civil y comercial federal. 


    La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el reclamo, e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión. El expediente deberá seguir su trámite ante el fuero de excepción, pues se demanda al Estado Nacional y atañe a esa magistratura conocer en lo relacionado con la naturalización y ciudadanía de los extranjeros, cuestión regida por normas federales.


    Pabón, Natalia Lía c/ Registro Nacional de las Personas s/ Acción meramente declarativa


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8843/2018/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Salud mental. Incapacidad. Principios procesales. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    En primer lugar, si bien la correcta traba del conflicto exige el conocimiento por parte del tribunal que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro juez, para que declare si sostiene su posición, y ello no ha ocurrido aquí, razones de economía y celeridad procesal aconsejan, salvo un mejor criterio de la Corte, dejar de lado ese reparo formal y expedirse sobre la cuestión. El artículo 36 del Código Civil y Comercial de la Nación, establece que las solicitudes vinculadas a la capacidad se deducen ante el tribunal correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el proceso o ante el juez del lugar de su internación. Sin embargo, la adecuación a las directivas constitucionales y al diseño previsto por el propio código, descarta la aplicación mecánica del principio de inmediatez y requiere contemplar las características de cada caso en concreto. Implica, sobre todo, evaluar si el cambio de tribunal aparejará o no dificultades relevantes en el bienestar del afectado. En el contexto, en el cual el causante no se encuentra internado y que no es posible determinar un lugar de residencia estable a los fines previstos por el artículo 36 del Código Civil y Comercial, el juzgado nacional que previno se encuentra en mejores condiciones para entender en las presentes actuaciones, considerando especialmente que tuvo intervenciones en relación con actuaciones vinculadas al causante; siendo, asimismo, una sede accesible si el causante se encontrara transitoriamente en la provincia de Buenos Aires. Finalmente, más allá del objeto concreto de la vista conferida, se señala que el juzgado nacional deberá avanzar con celeridad en el proceso de determinación de la capacidad del causante, ajustando el procedimiento a lo dispuesto por el artículo 31 -siguientes y concordantes- del Código Civil y Comercial de la Nación y a la directivas de la Ley Nacional 26.657 de Salud Mental.


    A. M. D. s/ Determinación de la capacidad jurídica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 858/2019/CS1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Obligación alimentaria. Percepción de alimentos. Medidas cautelares. Embargo preventivo. Daños y perjuicios. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento. Además, en la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza, y en la relación de derecho existente entre las partes. En ese contexto, es útil recordar que la admisión del fórum conexitatis estatuido en el artículo 6 del código ritual, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí. Su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia, e importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro magistrado con base en la conveniencia de concentrar ante un tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica y, de ese modo, evitar el riesgo de dictado de pronunciamientos contradictorios. En ese orden de ideas, resulta razonable declarar operativa la conexidad y atribuir al juez provincial el conocimiento del presente litigio pues, el artículo 208 del código de procedimientos, prevé la competencia del juez que dispuso la medida cautelar para entender en el reclamo por los daños y perjuicios originados por esa medida. En ese marco, si bien no media identidad de partes y lo que se reclama se encuadra en la responsabilidad societaria prevista en el artículo 54 de la Ley General de Sociedades, las causas se encuentran relacionadas y existe la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias respecto de las mismas medidas precautorias.


    S. S.A. c/ F. L., A. C. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 118/2019/CS1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Sucesiones. Sucesión ab intestato. Economía procesal. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    El conflicto no se encuentra debidamente trabado; sin embargo, razones de economía y celeridad procesal y de mejor administración de justicia, aconsejan que la Corte haga uso de la atribución conferida por el artículo 24, inciso 7°, del decreto - ley 1285/58 y se expida sobre la radicación del expediente. El artículo 2.336 del Código Civil y Comercial de la Nación atribuye la competencia territorial sucesoria a los tribunales del último domicilio del causante; pauta que debe aplicarse con criterio estricto. De igual manera, al desplazar al juez natural, el instituto de la acumulación constituye una excepción a las normas generales que disponen la competencia; con lo cual, debe interpretarse rigurosamente. La Corte Suprema ha admitido la acumulación de sucesiones ante un foro distinto al del último domicilio del causante, cuando -pendiente la partición de herencia- coinciden la masa hereditaria o los herederos y las circunstancias particulares del caso habiliten a apartarse de la regla general, por razones de economía procesal, de seguridad jurídica o de unidad sucesoria.


    Caussat, María Cristina Ramona s/ Sucesión ab-intestato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 792/2019/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Las cuestiones encuentran adecuada respuesta en el dictamen de la causa FCT 14000205/2000/1/CS1, "Flores, Nilda María c/ La Caja ART s/ Reclamos varios".


    Mendoza, Eulogia c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Reclamos varios


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 14000040/2001/1/CS1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Las cuestiones encuentran adecuada respuesta en el dictamen de la causa FCT 14000205/2000/1/CS1, "Flores, Nilda María c/ La Caja ART s/ Reclamos varios".


    Chamorro, Raúl Ernesto c/ Luz A.R.T. s/ Reclamos varios


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 14000215/2002/1/CS1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Las cuestiones encuentran adecuada respuesta en el dictamen de la causa FCT 14000205/2000/1/CS1, "Flores, Nilda María c/ La Caja ART s/ Reclamos varios".


    Rivera, Damián Teodoro c/ La Caja A.R.T. s/ Reclamos varios


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 14000108/2004/1/CS1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Juicios contra el estado. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cabe destacar que no está en duda, en el sub examine, que el conocimiento del asunto corresponde a la justicia federal en razón de la materia. En efecto, la disputa se centra, únicamente, en la determinación del tribunal federal que resulta competente en razón del lugar o territorio para conocer en las presentes actuaciones. Sentado ello, corresponde señalar que por aplicación de lo establecido en el art. 4° tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el juez no debe declarar de oficio su incompetencia en asuntos exclusivamente patrimoniales cuando ella se funda en razón del territorio pues, según los arts. 1° y 2° del código citado, ésta puede ser objeto de prórroga mediante la conformidad de las partes. En tales condiciones, y toda vez que en autos se deduce una pretensión de índole exclusivamente patrimonial -reclamo por pago de diferencias salariales-, a la luz de una interpretación armónica de las normas procesales citadas supra, que la incompetencia dispuesta de oficio por el magistrado que previno resulta improcedente.


    Frías, Diego Anselmo c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Dirección de Gendarmería Nacional s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001180/2011/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cabe destacar que no está en duda, en el sub examine, que el conocimiento del asunto corresponde a la justicia federal en razón de la materia. En efecto, la disputa se centra, únicamente, en la determinación del tribunal federal que resulta competente en razón del lugar o territorio para conocer en las presentes actuaciones. Sentado ello, corresponde señalar que por aplicación de lo establecido en el art. 4° tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el juez no debe declarar de oficio su incompetencia en asuntos exclusivamente patrimoniales cuando ella se funda en razón del territorio pues, según los arts. 1° y 2° del código citado, ésta puede ser objeto de prórroga mediante la conformidad de las partes. En tales condiciones, y toda vez que en autos se deduce una pretensión de índole exclusivamente patrimonial -reclamo por pago de diferencias salariales-, a la luz de una interpretación armónica de las normas procesales citadas supra, que la incompetencia dispuesta de oficio por el magistrado que previno resulta improcedente.


    Pineda, Paulino Damián c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos/ Sumas de dinero


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001053/2011/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Acciones de clase. Competencia comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El forum conexitatis previsto en el artículo 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación conjunta de causas vinculadas. Así, se produce un desplazamiento del litigio, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que giran en torno a la misma relación jurídica. Sin embargo, no existe una vinculación relevante que justifique apartar al juez natural de la causa cuando la acción resulta autónoma ya que no solo está dirigida contra un demandado diferente y atañe a una clase distinta, sino que se inscribe en un contexto fáctico diverso, a la vez que específico, eliminando así la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.


    Consumidores Argentinos Asociación para la Defensa de la Educación e Información de los Consumidores c/ La Segunda Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. s/ Otros - tributario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 41078/2010/CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Ahora bien, para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia (o, como en el caso, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires) es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades locales. En consecuencia, no corresponde que la Corte asuma competencia en la causa promovida por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por cobro de gravámenes reclamados con arreglo a su legislación, toda vez que la recaudación de sus rentas es una función que sólo a ésta le incumbe, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también pueda comprender este pleito sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. En razón de lo expuesto y dado el carácter taxativo de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1015/2019/24 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Responsabilidad solidaria. Asegurador por riesgos del trabajo. Organismos del Estado. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte ha reiterado que para dilucidar el conflicto debe considerarse, principalmente, la relación de hechos contenido en la demanda y después, en tanto se ajuste al relato, el derecho alegado en sustento del planteo. Los sujetos de esta acción de regreso no integran una relación laboral (como trabajador y empleador; art. 20, L.O.), a lo que se añade que tampoco posee influencia decisiva para la solución del supuesto la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo. El acreedor laboral originario (empleado) habría resultado satisfecho a partir del pago que hiciera efectivo la aquí actora. De tal modo, este pleito no es una extensión de la controversia original y no resulta necesario imponer una unidad de apreciación en el problema, acumulando las actuaciones. La acción iniciada en sede federal se funda en preceptos de derecho común referidos al reintegro del pago efectuados en virtud de la responsabilidad solidaria existente entre la actora y la demandada, que resulta un organismo dependiente el Estado Nacional -decreto 67.777/1940- a través del Estado Mayor General de la Fuerza Aérea Argentina, lo que justifica el fuero de excepción.


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Fuerza Aérea Argentina - Líneas Aéreas del Estado (LADE) s/ Repetición


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1763/2018/CS1-CA1, 11 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Internación. Domicilio. Competencia civil. Competencia nacional. Archivo del expediente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para la determinación de la competencia en este tipo de procesos autónomos de control de internación, corresponde tener en cuenta el lugar donde se lleva a cabo el tratamiento. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal de quien se ve afectado por la medida, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud y evita las demoras en la adopción de resoluciones vinculadas a la libertad ambulatoria del interesado.


    M., A. S. s/ Medidas precautorias (Artículo 232 del Código Procesal Civil y Comercial)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1422/2019/CS1, 12 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Indemnización por incapacidad. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia por la materia. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Del escrito inicial surge que el actor promovió una acción judicial contra una aseguradora de riesgo del trabajo en virtud de un accidente laboral in itinere. Solicita indemnización de conformidad con los artículos 1068, 1074, 1109 Y 1113 Código Civil -hoy derogado, pero vigente al momento de los hechos-o A su vez, denuncia por un lado el incumplimiento de las obligaciones que le impone a la demandada el Sistema de Riesgos de Trabajo, previsto en las leyes 24.557 y 26.773, por el proceder negligente del prestador médico que lo atendió luego del siniestro, ya que sostiene que le indicó un tratamiento ineficaz y que infundadamente le otorgó el alta cuando aún no estaba en condiciones de retomar sus tareas laborales. Por otro lado, esgrime la existencia de lesiones en su columna vertebral, que agravaron su incapacidad, y que entiende que son producto de las deficientes condiciones de trabajo sobre las que la demandada no hizo las observaciones que le imponían las leyes 24.557 y 19.587. En lo que atañe a la competencia en razón de la materia, cabe observar que la acción se funda sobre la base de preceptos civiles y de otros sistemas de responsabilidad de tenor laboral. En consecuencia, el asunto guarda en este aspecto sustancial analogía con el que fuera dictaminado por la Procuración General, y resuelto de conformidad por la Corte Suprema, en Fallos: 340:620, "Faguada”. No es ocioso agregar que fue agregada el acta de audiencia ante el Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria (SECLO), donde consta que quedó expedita la vía judicial. Delimitada entonces la competencia, y por lo tanto las normas al respecto aplicables, dentro del campo laboral deberá ahora determinarse quién resulta competente en razón del territorio. En ese marco, y a los efectos de dirimir la contienda suscitada, es aplicable la regla de competencia territorial prevista en el artículo 24 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo. En consecuencia, resulta competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado. Resulta competente la justicia nacional del trabajo. No obsta a ello que la contienda no se haya trabado en definitiva con dicho fuero, pues atañe a la Corte Suprema, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    Campos, Gaspar Alejandro c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15135/2015/CS1, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Determinación de la incapacidad. Acceso a la justicia. Principio de inmediación. Competencia de familia. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial prevé que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los instrumentos sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento (arts. 1 y 2, Código Civil y Comercial de la Nación). Es necesario tener en cuenta que el Código Civil y Comercial de la Nación asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera (arts. 35, 37 y 40). Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al interesado. Como puede colegir se, la cercanía física contribuye a la concreción del fin de la norma. Además, incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo causas que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados. De tal manera, en atención al alcance del referido principio de inmediatez que integra la garantía constitucional de acceso a una tutela judicial efectiva (artículos 35 y concs. del Código Civil y Comercial, 18 de la Constitución Nacional, 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por ley 26.378), el Juzgado de Familia provincial, se encuentra en mejores condiciones para proseguir el proceso.


    C., L. A. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 1864/2002/CS1, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. Remisión del expediente. Competencia civil. Competencia nacional. Archivo del expediente. 


    Dado que las finalidades del proceso se encuentran agotadas, el dictado de un pronunciamiento que dirima la contienda se ha tornado inoficioso. En tales condiciones, procede restituir la causa al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil para que, previo cumplimentar las diligencias del caso, disponga su archivo.


    D., N. B. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 279545/1987/CS1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B, E.N. c/ Estado Nacional - Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    A., B. I. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1448/2019/CS1, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Obras sociales. Enfermedades. Daños y perjuicios. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Para la correcta traba de un conflicto de competencia se requiere la atribución recíproca y el conocimiento por parte del juez que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro tribunal, para que declare si sostiene su posición. En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.


    López, Cristina Ceferina c/ Swiss Medical S.A. s/ Incumplimiento de prestación de obra social – Medicina Prepaga


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23566/2018/CS1, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Cómputo de servicios. Retribución por cese. Declaración de incompetencia. Presentación extemporánea. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el marco de una inteligencia armónica de los artículos 4, 10 y 352 del Código ritual, la ocasión de los tribunales de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede presentarse al inicio de la acción o al momento de resolver un planteo de incompetencia. En tales condiciones, el estado del trámite -esto es, trabada la litis, clausurado el período probatorio y puestos los autos para alegar- hacen que la declinatoria oficiosa devenga extemporánea y carente de razonabilidad y contraríe preceptos elementales de debido proceso, seguridad jurídica y economía procesal. Por lo demás, si bien la normativa ritual autoriza a los Jueces federales con sede en las provincias a declinar la competencia en cualquier estado del proceso -arto 352, in fine, del CPCCN- el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio en supuestos como el examinado y constituye un exceso de rigor formal, pues sin perjuicio del orden público implicado en las reglas que regulan la competencia, igual tenor revisten las tendientes a lograr la pronta terminación de los litigios, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Maroun, Carlos María c/ OSPECON s/ Diferencias salariales


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 764/2019/CS1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Registro de la propiedad automotor. Justicia nacional en lo civil. 


    Ante todo, cabe recordar que resulta aplicable al sub lite el artículo 6°, inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el cual establece que, en las medidas preliminares y precautorias, será competente el juez que deba conocer en el proceso principal. Se debe estar de modo principal a la exposición de los hechos que surgen de los términos de la demanda para determinar la competencia de conformidad con el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Resulta competente para entender en el caso la justicia nacional en lo civil, toda vez que el actor solicita el cumplimiento de una obligación en el marco de un contrato de compraventa y el reclamo no se ha dirigido contra el Registro Nacional de la Propiedad Automotor ni se ha cuestionado decisión alguna emanada de dicho órgano de aplicación en materia registral.


    Gebol Gómez, Benjamín s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 4826/2019/CS1, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Competencia civil y comercial federal. 


    La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar sobre la naturaleza y el origen de la pretensión. El planteo exige determinar la pertinencia de la cobertura y, por ende, del reintegro de los gastos oportunamente erogados, por lo que conduce -prima facie- al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682. Por lo tanto, más allá de relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, cabe estar a la jurisprudencia según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia. Por lo demás, no puede soslayarse la vinculación que existe entre este proceso y el tramitado ante la justicia en lo Civil y Comercial Federal, donde se determinó cautelarmente el alcance de la cobertura médica, por lo que concurren elementos comunes que tornan aconsejable que sea un solo juez el que intervenga en ambos litigios.


    Catoni Ryan, Cecilia Mabel Bernadette y otros c/ Omint S.A de Servicios s/ Cobro de sumas de dinero


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9595/2018/CS1-CA1, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Aportes a obras sociales. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa 341:764, “OSTEP”.


    No procede la intervención actual de esa Corte pues se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta por lo que procede, con carácter previo, que se resuelva el recurso deducido.


    Obra Social - OSTEP c/ Euliarte, Analía Nancy Ramona s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 37553/2015/CS1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FCT 14000205/2000/1/CS1, “Flores, Nilda María c/ La Caja ART s/ Reclamos varios”. Incorrecta traba de la contienda.


    Mendoza, Eulogia c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Reclamos varios


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 14000039/2001/1/CS1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FCT 14000205/2000/1/CS1, “Flores, Nilda María c/ La Caja ART s/ Reclamos varios”. Incorrecta traba de la contienda.


    Chamarro, Raúl Ernesto c/ Luz A.R.T. s/ Reclamos varios


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 14000216/2002/1/CS1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Enfermedad profesional. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FCT 14000205/2000/1/CS1, “Flores, Nilda María c/ La Caja ART s/ Reclamos varios”. Incorrecta traba de la contienda.


    Romero, Lucía Itatí c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Reclamos varios


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 14000341/2011/1/CS1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de tránsito. Indemnización por muerte. Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    S., O. H. c/ Parraga, Gregorio s/ Daños y perjuicios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 21043/2017/CA1 - CS1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Tratamiento médico. Medidas cautelares. Competencia por la materia. Lugar de cumplimiento de la obligación. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen, así como la relación jurídica existente entre las partes. Desde esta perspectiva, los extremos debatidos conducirán, en definitiva, a la aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y restantes prestadoras de servicios médicos, por lo cabe estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia. Sentado lo anterior, el artículo 4 de la ley 16.986 dispone que, para la radicación del amparo, será competente el juez con jurisdicción en el lugar en que el acto se exteriorice o tuviere o pudiere tener efecto.


    Conforti, Stella Maris c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo de salud


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 130649/2018/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Divorcio. Presentación extemporánea. Devolución del expediente. 


    Los conflictos de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, y que para que exista una concreta contienda positiva, los dos tribunales intervinientes deben sostener su aptitud jurisdiccional, excluyéndose recíprocamente, pues no corresponde la intervención de la Corte si no se ha trabado un conflicto de competencia, positivo o negativo, entre órganos que carecen de un superior jerárquico común. Los conflictos de competencia requieren como condición indispensable la existencia de un litigio, concepto que excluye los pleitos fenecidos por sentencia firme.


    S., M. E. T. c/ M. C., C. J. A. s/ Divorcio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 976/2019/CS1, 13 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Reintegro de capital social. Fondos fiduciarios. Fusión de sociedades. Acumulación de procesos. Competencia previsional. Competencia federal. 


    El forum conexitatis previsto en el artículo 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación conjunta de causas vinculadas. Así, se produce un desplazamiento del litigio, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que giran en torno a la misma relación jurídica. Del cotejo de la información que resulta del Registro Público de Procesos Colectivos, la aquí demandada es otra aseguradora y el grupo de personas incluidas en el colectivo potencialmente afectado en esta causa es distinto al que integra los procesos registrados alli, aventando la posibilidad de que dentro de idéntico conjunto de beneficiarios del sistema, algunos obtengan el beneficio de ciertas pretensiones y otros resulten excluidos. Más allá de la inaplicabilidad al caso de la acordada 12/16, en función de lo dispuesto por el punto 1 de su anexo y de la fecha en la que fue promovida la demanda, no existe una vinculación relevante que justifique apartar al juez natural de la causa. En efecto, esta acción resulta autónoma respecto del juicio en trámite ante el fuero comercial, ya que no solo está dirigida a una clase distinta, sino que se inscribe en un contexto fáctico diverso, a la vez que específico, eliminando así la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.


    Consumidores Argentinos Asociación para la Defensa, Educación e Información de los Consumidores c/ CNA Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. y otros s/ Cobro de pesos - reintegro de capital


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 9075/2010/CS1, 11 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Responsabilidad profesional. Responsabilidad médica. Mala praxis. Competencia civil. Competencia Nacional. 


    Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Es aplicable la doctrina de la Corte en virtud de la cual, por aplicación de los artículos 43, inc. c), y 43 bis, inc. c), del decreto-ley 1285/1958, la justicia nacional en lo civil está llamada a intervenir cuando se demanda por responsabilidad civil de los profesionales médicos, incluso cuando un organismo sujeto al fuero federal en razón de la persona integre la litis en calidad de codemandado.


    C., N. c/ M., N. B. y otros s/ Responsabilidad médica


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 26936/2019/CS1, 23 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Teléfono celular. Daños y perjuicios. Causas regidas por normas federales. Competencia civil y comercial federal. 


    Ante todo, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Más allá de que la actora también funde su pretensión en normas que integran el derecho común, como la ley 24.240, se advierte que lo medular de la cuestión, tal como ha sido planteada, exige interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de telefonía móvil y, en particular, la resolución 2459/2016 del Ente Nacional de Comunicaciones (ENACOM) que aprobó el “Procedimiento para el bloqueo de terminales con reporte de robo, hurto o extravío y la identificación de IMEI irregulares”, para determinar la eventual responsabilidad de la accionada. En tales condiciones, la materia debatida en el sub lite es de carácter federal.


    Osuna, Mario Alberto c/ AMX Argentina S.A. s/ Incumplimiento de servicio de telecomunicaciones


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 64153/2018/CS1, 07 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Transporte marítimo. Interdicción de navegar. Juez previniente. Competencia federal. 


    Es oportuno recordar que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión. En el marco en el que se reclaman los daños y perjuicios derivados del embargo e interdicción de salida y navegación de un buque dedicado a la pesca marítima interjurisdiccional, cuya obligación de prevenir o sanear por la demandada surge del contrato de compraventa, corresponde a la justicia federal en tanto concierne a la navegación marítima o fluvial del buque.


    Food Arts S.A. c/ Fishing World S.A. s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8557/2018/CS1-CA1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Cobro de sumas de dinero. Obras sociales. Reintegro de gastos. Muerte de las partes. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial federal. 


    El juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, toda vez que las normas que rigen el fuero de atracción inherente a estos procesos son imperativas o de orden público, pues ellas tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario, tanto en el beneficio de los acreedores como de la sucesión, y no pueden ser dejadas de lado ni siquiera por convenio de partes. En ese marco, no se configura el fuero de atracción previsto por el artículo 2336 del Código Civil y Comercial, cuando el reclamo no se dirige contra una sucesión, ni en el caso se trata de alguno de los supuestos previstos en ese cuerpo legal. Es que, como se desprende del artículo antes citado, el instituto del fuero de atracción sólo juega respecto de aquellas acciones donde el causante resulta demandado, es decir, en forma pasiva, como modo de concentrar ante el juez del proceso universal todos los juicios seguidos contra el causante que pudieran afectar la universalidad de bienes.


    Renzulli, Graciela Nora y otro c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Incumplimiento de Prestación de la Obra Social/ Medicina Prepaga


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4793/2018/CA1-CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Cuidado personal. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Recurso de apelación. Costas. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se encuentra controvertido en el caso que el centro de vida del menor se asienta en el lugar donde vive con su madre; por el contrario, con base en ello, la magistrada local asumió su intervención en los expedientes conexos. Sin embargo, las finalidades de este proceso se encuentran agotadas, lo cual es reconocido por el actor, y el dictado de un pronunciamiento que dirima la contienda, resulta inoficioso. En efecto, si bien se encuentra pendiente de resolución el recurso de apelación deducido por el actor, la disconformidad de la parte perdidosa se presenta sólo respecto del resultado de las costas, mientras que, al consentir el rechazo de la medida precautoria solicitada, este quedó firme. Así planteado el diferendo, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil debe intervenir en el recurso pendiente.


    S., M. c/ M., M. del P. s/ Medidas precautorias


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 52134/2015/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Retiro policial. Haber de retiro. Modificación del haber de retiro. Transferencia del régimen de jubilaciones y pensiones. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Las contiendas entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlas, es preciso valorar, inicialmente, la exposición de los hechos de la demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho alegado; e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión. En autos, el actor, agente retirado de la policía local, reclama a la Provincia, ante el fuero federal, diferencias en la liquidación del "adicional por zona desfavorable" establecido por el artículo 138 de la ley local 679. Expone que en virtud del convenio de transferencia del sistema previsional la gestión de pago de su beneficio jubilatorio la realiza la ANSES y que, atento a la naturaleza de la acción, requiere que la subsanación del gravamen opere hacia el futuro. En tales términos, la determinación del tribunal competente se vincula, prima facie, con la interpretación de cláusulas del anexo I del convenio citado, y la cláusula 21° del mismo –aplicable al régimen de retiros y pensiones policiales- que prevé que cuando los reclamos se inicien tras de la entrada en vigor del convenio y versen sobre prestaciones conferidas bajo legislación local, la Provincia asume la carga de citar como tercero a la ANSES y de instar la actuación del fuero federal con competencia en el territorio. Esa cláusula dispone igualmente, en tales casos, la carga de los beneficiarios de reclamar conjuntamente a la Provincia y a la ANSES, ante el fuero federal.


    Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1871/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El magistrado federal de la provincia de buenos Aires, declaró expedita la ejecución quedando autorizada la AFIP para llevarla adelante hasta obtener el pago de las sumas reclamadas. Esta sentencia se encuentra firme. Resulta improcedente el fuero de atracción de la quiebra de la fallida previsto en los artículos 21 y 132 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, y las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio del derecho del accionante de verificar su acreencia en el marco del proceso universal.


    AFIP c/ Sambarino, Mariano Patricio s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2003/2019/CS1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Procesos de familia. Menores. Residencia habitual del niño. Interés superior del niño. Caso concreto. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al tribunal del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde los menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. Por lo demás, en numerosas oportunidades se ha destacado la necesidad de analizar prudencialmente los elementos configurativos de cada caso, en la convicción de que así lo exige el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. En suma, ponderando que no es posible esclarecer la concurrencia de impedimentos al contacto y la supervisión del padre, o de restricciones infundadas en el ejercicio de su derecho de defensa, en función de la distancia, debe concluirse que están en mejores condiciones para alcanzar la protección integral de los derechos del menor, los jueces que poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona del afectado. Este enfoque, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben gobernar los procesos de familia.


    R, J. F. c/ P., N. J. s/ Reintegro de menores


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2046/2019/CS1, 22 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Responsabilidad civil. Responsabilidad profesional. Mala praxis. Competencia civil. 


    La solución de este tipo de conflictos exige valorar la relación de hechos contenida en el escrito inicial, así como atender al derecho invocado –en la medida en que se adecue al marco fáctico- e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión. En tal contexto, resulta aplicable la doctrina de esa Corte según la cual la justicia nacional en lo civil está llamada a intervenir en los casos en los que se demanda por responsabilidad civil de los profesionales médicos, aun cuando un organismo sujeto al fuero federal integre la litis como codemandado.


    V., P. y otros c/ S. de T. R. A. S.A. y otros s/ Daños y perjuicios – Responsabilidad profesional


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 50138/2018/CS1, 17 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Datos personales. Redes sociales. Internet. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las resueltas en Fallos: 328:1252; 328:4087; y 330:249; y S.C. Comp. 712, L. XLIX, “Pérez Redrado, Hernán Martín c/ Google lnc. s/ Daños y perjuicios”.


    Según doctrina de la Corte, en los casos en los que se pretende eliminar datos que obran en bases de internet, resulta competente la justicia federal con fundamento en el artículo 36, inciso b, de la ley 25.326, sin que obste a ello que concurra el reclamo de indemnización de los daños que se alegan. En este punto, cabe recordar que cuando la competencia de la justicia federal surge ratione materiae, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria. Por lo expuesto, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se deciden estos conflictos, corresponde conocer en las presentes actuaciones al Juzgado Civil y Comercial Federal, al que habrán de remitirse, a sus efectos.


    Camargo, Julieta Lorena c/ Valles, Pablo Luis s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 28340/2019/CS1, 31 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Juez previniente. 


    El pronunciamiento recurrido, a pesar de resolver, estrictamente una cuestión de competencia, reviste el carácter de sentencia definitiva, en tanto causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, en la medida que priva al recurrente del beneficio solicitado y, de tal forma, lo condena a asumir las costas impuestas en el proceso principal, que no continúa su trámite ante la justicia nacional, sino que fue archivado en sede local. Asimismo, si bien las objeciones que trae el recurrente se vinculan con cuestiones procesales y de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando el pronunciamiento no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en materia de beneficio de litigar sin gastos, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. No es ocioso señalar en este punto que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. En tales condiciones, y no obstante la solución propuesta por esta Procuración General en el marco del expediente CSJ 960/2019/RH1, dado que la incompetencia en la presente causa fue declarada sin que medie resolución sobre el beneficio solicitado, se opina que deberá continuar su trámite ante el juez local que previno a los efectos correspondientes.


    Walicki, Diego Carlos c/ Copgo Ge Oil & Gas Argentina S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 963/2019/RH1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1871/2019/CS1, “Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo”.


    Billet, Enma Holga y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2359/2019/CS1, 31 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Responsabilidad médica. Competencia nacional. Competencia civil. 


    En la tarea de esclarecer esta contienda de competencia, es menester atender a los hechos que se relatan en el escrito de inicio, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la petición, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. En principio es prudente recordar que el prestador del servicio es una asociación civil, entidad no comprendida dentro del supuesto previsto en el artículo 38 de la ley 23.661 que fija la competencia para las llamadas obras sociales. En ese contexto y en tanto el objeto principal de la presente acción, es el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados de un presunto actuar negligente de la accionada en el marco de la relación contractual que la vincula con la actora, resulta aplicable lo dispuesto por los artículos 43 y 43 bis del decreto-ley 1285/58, texto según ley 23.637.


    C., V. M. y otro c/ S. M. S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 64038/2018/CS1, 19 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Juicio de alimentos. Competencia por conexidad. Interpretación restrictiva. Competencia provincial. Competencia de familia. 


    Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción territorial deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. En ese plano, la admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia pues importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro juez, con base en la conveniencia de concentrar ante un juzgado las acciones ligadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios. Por tanto, debe interpretarse con criterio restrictivo.


    U., T. I. c/ U., M. F. s/ Alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2334/2019/CS1, 26 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Contrato de prestaciones médicas. Lugar de cumplimiento de la obligación. Competencia federal. 


    El planteo conduce -prima facie- al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por las leyes 24.901 y 26.682. Por lo tanto, cabe estar a la jurisprudencia según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia. Sentado lo anterior, corresponde señalar que las reglas de atribución fijadas por las normas que rigen la cuestión planteada, remiten coincidentemente al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado (arts. 5, inc. 3°, CPCCN y 4, ley 16.986).


    L. y G., M. C. y otro c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo de salud


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10888/2019/CS1-CA1, 19 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Personas declaradas incapaces. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento (arts. 1 y 2 del Código Civil y Comercial de la Nación). En este sentido, es necesario tener en cuenta que el Código asigna al juez la obligación de dictar sentencia sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera (arts. 35, 37 y 40). Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia de un representante del Ministerio Público y de un letrado que asista al interesado. Cabe colegir que la cercanía física contribuye a la concreción del fin de la norma. Además, incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de procesos que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita de manera estable la persona; máxime, cuando el desempeño de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    E. G. s/ Declaración de incapacidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2448/2019/CS1, 26 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Radicación en el extranjero. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Competencia nacional. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al tribunal del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde los menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. Dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de las niñas.


    S., S. M. y otros c/ P., L. G. s/ Autorización


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 123/2018/CS1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cobertura médica. Competencia civil y comercial federal. 


    La situación planteada guarda sustancial analogía con la que fuera objeto de examen en los fallos de las causas FLP 17807/2014/CS1, "G., A. A. y otro c/ IOMA s/ Ley de discapacidad"; CSJ 1174/2016/CS1, "B., M. A. c/ IOMA s/ Amparo"; y FLP 0142717/2018/CS1, "N., L. C. A. y otro c/ IOMA s/ Amparo"; y sus citas, a cuyas consideraciones corresponde acudir, por razón de brevedad.


    Corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia. Por lo demás, las reglas de atribución territorial fijadas por las normas que rigen el asunto, remiten coincidentemente al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado (arts. 5, inc. 3°, CPCCN; y 4°, ley 16.986).


    C. G., M. F. c/ IOMA s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2542/2019/CS1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Remisión del expediente. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se encuentra planteado un conflicto de competencia que deba zanjar la Corte Suprema en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. Ello es así, por cuanto la alzada civil y comercial federal debió resolver la apelación presentada a su conocimiento. En este sentido, esa Corte ha establecido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Municipalidad de El Calafate c/ Live Shows S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15775/2019/CS1-CA1, 26 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Obras sociales. Gastos médicos. Daños y perjuicios. Programa Médico Obligatorio. Economía procesal. Competencia federal. 


    Cabe precisar que la correcta traba del conflicto exige una atribución recíproca de competencia, que, en rigor, no acaeció aquí. No obstante, pese al modo defectuoso en que se trabó el conflicto, razones de economía y celeridad procesal y de buen servicio de justicia autorizan a dejar de lado esos reparos y a dirimirlo sin más trámite. En tales condiciones, es oportuno recordar que en la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Así descripto, el planteo exige determinar la pertinencia de la cobertura y, por ende, del reintegro de los gastos oportunamente erogados, lo que conduce al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682 y el Programa Médico Obligatorio. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, cabe estar a la jurisprudencia según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Sandile, José Adriano c/ Asociación Mutual Sancor s/ Ley 23.660 - Obras Sociales


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 14788/2019/CS1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Fuero de atracción. Ley de orden público. Competencia provincial. 


    El juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, pues propenden a facilitar la liquidación del acervo hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión y no pueden ser dejadas de lado, ni siquiera por convención de partes.


    Razzeto, Fernando Raúl c/ Castañeda, Eduardo Francisco s/ Ejecutivo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 28439/2013/CS1, 13 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia por conexidad. Extinción del fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia, pues importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro juez, con base en la conveniencia de concentrar ante un juzgado las acciones ligadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios. Por tanto, debe interpretarse con criterio riguroso.


    Swiss Medical A.R.T. S.A. c/ Esquilino, César Luis y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 85969/2018/CS1, 17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Indemnización por muerte del trabajador. Competencia por el territorio. Domicilio del demandado. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción territorial deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimiento, y a tales fines se debe atender al relato de los hechos expuesto en la demanda y después, en tanto se adecue a la pretensión, al derecho invocado, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes. Para dirimir la contienda es aplicable la norma sobre competencia territorial establecida en el artículo 24 de la ley 18.345, con arreglo a la cual debe intervenir, a elección del actor, el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del accionado. Cabe recordar que, como ha expresado la Corte Suprema, la mera circunstancia de que uno de los sujetos pasivos del reclamo se domicilie en la jurisdicción, es suficiente, a opción del actor, para atribuir competencia al fuero laboral local, a la luz de lo previsto por los artículos 21 y 24 de la ley 18.345, más allá de la suerte final de la acción con respecto a ese codemandado.


    R., N. p/ sí y en representación de su nieta R., G. A. c/ Asociart A.R.T. S.A. y otros s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 29421/2017/CA2-CS1, 10 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1871/2019/CS1, "Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo".


    Sosa, Jorge Oscar c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2716/2019/CS1, 19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Servicio público telefónico. Causas regidas por normas federales. Competencia federal. 


    Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En tales condiciones, más allá de los aspectos de derecho común atinentes a la eventual responsabilidad de la demandada por los daños originados en el incumplimiento de sus obligaciones legales o contractuales, la pretensión de la actora, tal como ha sido planteada, exige precisar el sentido y alcance de normas federales que regulan lo ateniente al servicio público telefónico, cometido reservado a la jurisdicción federal en razón de la materia. Por lo expuesto, la causa debe continuar su trámite ante la justicia federal.


    Lanza, Héctor Oscar c/ Telecom Argentina S.A. s/ Ordinario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 82202/2018/CS1, 11 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Curatela. Domicilio del causante. Justicia nacional en lo civil. 


    En consonancia con lo decidido en Fallos: 323:1531, "Alonso", y 332:908 "A.R.", se debe conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante.


    A, J. M. s/ Curatela Artículo 12 del Código Penal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 64750/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Cuestión de derecho común. Competencia por la persona. Competencia provincial. 


    La materia en debate en el pleito atañe al derecho laboral común, sin que se advierta que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48). En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe precisar que no es parte en dichas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal, lo que determina que el caso no encuadre en lo dispuesto por el art. 2°, inc. 6°, de la ley 48, ni se advierte configurado el requisito de distinta vecindad.


    Escudero, Lerina Yamile c/ Registro Público de la Propiedad del Automotor n° 2 s/ Cobro de pesos / sumas de dinero


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 9956/2017/CS1, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Disolución del matrimonio


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1771/2018/CS1, "R., C. c/ V., J. D. s/ Ordinario - divorcio s/ Incidente de liquidación de bienes".


    R., C. c/ V., J. D. s/ Ordinario divorcio s/ Incidente (de fijación de compensación económica)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1772/2018/CS1, 28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1771/2018/CS1, "R., C. c/ V., J. D. s/ Ordinario - divorcio s/ Incidente de liquidación de bienes".


    R., C. c/ V., N. A. M. y otra s/ Acción de simulación s/ Accidente - Ley especial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1773/2018/CS1, 28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia


    Plan de parentalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 837/2019/CS1 "G., A. D. C/ G. F., M. D. s/ Régimen de visitas".


    G., D. A. y otro/a c/ G. F., M. D. s/ Ejecución de sentencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 836/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal


    Contienda negativa de competencia. Tribunales provinciales. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. No se configuran en el sub lite las circunstancias que puedan emanar la competencia del fuero de excepción en razón de la materia, puesto que la demanda se dirige a cobrar un crédito fiscal municipal sobre la base de normas locales. Al respecto, cabe recordar que corresponde a los jueces federales entender en un juicio ratione materiae, sólo cuando el derecho que se pretende hacer valer esta directa e inmediatamente fundado en un artículo de la Constitución Nacional, de la ley federal o de un tratado. En tal sentido, la Corte ha sostenido que si la solución de la materia principal del proceso depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar ante la justicia federal y que cuando la competencia de ésta surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales locales. Por lo demás, el debido respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versen sobre aspectos propios del derecho provincial, dictado en uso de las facultades reservadas de las provincias.


    Municipalidad de Morón c/ Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1782/2018/CS1, 06 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal"; y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Dreiling, Feliciano Eduardo s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31140/2018/CA1-CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria


    Remisión al dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    En el precedente registrado en Fallos: 340:905, "HSBC", la Corte Suprema consideró aplicables las reglas de competencia de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor, en el marco de las actuaciones promovidas a raíz de una operación de crédito para el consumo. Por lo tanto, a fin de que la Corte Suprema pueda expedirse en la cuestión planteada, se mantiene la queja deducida por la Fiscalía General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Caliva, Mariela de los Ángeles s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 11098/2018/1/RH1, 28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Falta de legitimación para obrar


    Sociedades comerciales. Sociedad constituida en el extranjero. Inscripción de sociedades. Sucursal. Sociedades offshore. Inspección General de Justicia. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    La sentencia apelada es arbitraria puesto que, tras corroborar que la actora es una sociedad extranjera off shore que desarrolló su actividad principal en nuestro país en los términos del artículo 124 de la ley 19.550, no adoptó ninguna medida eficaz para evitar que el fraude al ordenamiento societario rinda sus frutos. La decisión se fundó en una interpretación de la normativa societaria que prescinde del interés público comprometido en erradicar la utilización de sociedades off shore con propósitos ilícitos, y de las obligaciones asumidas por el Estado Argentino en instrumentos internacionales vinculados con la prevención y sanción de graves delitos. En ese contexto normativo, y ante las sanciones previstas en los artículos 18 y 19 de la ley 19.550 para las sociedades con objeto o actividad ilícita, el juez debía exigir, al menos, la previa adecuación de la actora a la ley argentina y el cumplimiento de los deberes de registración e información previstos en las resoluciones IGJ 7/2015 y 6/2018. El artículo 124 de la ley 19.550 establece que la sociedad extranjera, cuya sede se encuentra en nuestro país o cuyo principal objeto está destinado a cumplirse en él, es considerada como local a los efectos del cumplimiento de las formalidades de constitución y del contralor de funcionamiento. En resguardo de la jurisdicción nacional esa norma contiene una limitación al reconocimiento previsto en el artículo 118 de la ley 19.550 a las sociedades constituidas en el extranjero, en busca de prevenir que se perfeccione un fraude al orden público societario, sometiendo a la sociedad extranjera a la legislación que quiso evitar y a la jurisdicción que pretendió eludir. Idéntica finalidad evidencian las resoluciones generales de la IGJ que, en aras de preservar el interés público comprometido, exigen a las sociedades encuadradas en el artículo 124 de la ley 19.550 su adecuación a la ley argentina para actuar en nuestro país. El encuadre de la actora como una sociedad local no es suficiente para evitar el perfeccionamiento del fraude al ordenamiento jurídico. En primer lugar, la actora carece de un punto de contacto serio y real con la República Oriental del Uruguay, por lo que su constitución en ese país podría carecer de propósitos legítimos. La Corte Suprema apuntó, en un caso donde se encontraba en juego la actuación de una sociedad constituida en ese país bajo un sistema legal que sólo le permitía desarrollar actividad financiera fuera de esa jurisdicción, que "no puede prescindirse de ponderar el régimen legal de constitución del ente y el consiguiente margen de actuación legal que a éste le concierne en ese marco normativo". En segundo lugar, no puede soslayarse que la instrumentación del desarrollo de una actividad o de la tenencia de activos a través de sociedades off shore oculta con frecuencia la violación de normas de orden público y de derechos de terceros, así como la comisión de delitos graves. En particular, la utilización de sociedades off shore con propósitos ilícitos es favorecida por las ventajas tributarias otorgadas por el país de constitución así como por la confidencialidad garantizada con respecto a la identidad del beneficiario final. Por un lado, las sociedades off shore se han convertido en un instrumento para evadir el pago de impuestos y defraudar los intereses del fisco. A fin de prevenir la erosión de la base imponible y de procurar transparencia tributaria, la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) ha promovido la adopción de medidas para fiscalizar la actuación de las estructuras off shore y, en particular, para garantizar la divulgación de información. Por otro lado, la opacidad propia de este tipo de sociedades las convierte en una herramienta para el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo. Ello exige interpretar las normas previstas en la ley 19.550 en consonancia con los compromisos que ha asumido el Estado argentino frente a la comunidad internacional al ratificar numerosos instrumentos. En ese contexto, cobran relevancia las recomendaciones del Grupo de Acción Financiera, del que nuestro país es miembro. Ellas disponen que "[L]os países deben tomar medidas para impedir el uso indebido de las personas jurídicas para el lavado de activos o el financiamiento del terrorismo. Los países deben asegurar que exista información adecuada, precisa y oportuna sobre el beneficiario final y el control de las personas jurídicas, que las autoridades competentes puedan obtener o a la que puedan tener acceso oportunamente". Las sociedades off shore son utilizadas para vulnerar diversos regímenes normativos, como los vinculados con la responsabilidad patrimonial, los que regulan las relaciones de familia y la transmisión de derechos por causa de muerte y las normas de concursos y quiebras, y, en definitiva, para vulnerar los derechos de terceros protegidos por esos regímenes. Todo ello incrementa el interés público comprometido en la fiscalización de ese tipo de sociedades y en su sanción cuando es utilizada con propósitos ilícitos. La sentencia apelada no podía tratar a la actora como una sociedad simplemente encuadrada en el artículo 124 de la ley 19.550, sino que debía ponderar que se trata de una sociedad off shore, que pudo haber sido constituida o utilizada con propósitos ilícitos, lo que demandaba considerar también las previsiones de los artículos 18 y 19 de esa ley. En efecto, el artículo 18 de la ley 19.550 sanciona con la nulidad absoluta a las sociedades que tienen objeto ilícito; mientras que el artículo 19 prevé la disolución y liquidación para las sociedades de objeto lícito que realicen actividades ilícitas. La sentencia apelada es arbitraria en cuanto le reconoce a Westall la posibilidad de acudir al órgano jurisdiccional para ejercer sus derechos sin ninguna clase de condición y sin siquiera exigirle que, con carácter previo, se adecúe a la ley argentina cumpliendo con los requisitos de registración e información. Esa decisión permitiría que se perfeccione el fraude a la legislación y a la jurisdicción local, así como impediría · controlar la licitud de los propósitos que persiguió la instrumentación del desarrollo de la actividad de la actora en nuestro país a través de una SAFI. Los jueces argentinos deben exigir el acatamiento de las normas de orden público societario a fin de evitar, en forma eficaz, la consumación del fraude. A esos fines, deben asegurar que las sociedades constituidas en el extranjero bajo regímenes off shore que tienen su sede u objeto principal en nuestro país cumplan los requisitos registrales y de información previstos por la ley 19.550 y las resoluciones de la IGJ, así como que se sometan al control de ese organismo, con carácter previo al reconocimiento de su legitimación procesal o bien a la eventual percepción del crédito reclamado. Esos deberes fueron omitidos por la sentencia apelada, que, aun cuando advirtió la gravedad de la actuación fraudulenta de Westall en nuestro país, no le atribuyó un efecto concreto en el proceso que promovió, precisamente, con fundamento en dicha actividad. La decisión apelada no es una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Westall Group Sociedad Anónima c/ Foods Land Sociedad Anónima s/ Ejecutivo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 21629/2014/CS1-CA1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Fuerzas Armadas


    Personal militar. Retiro militar. Reincorporación al servicio. Remuneración. Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario. Medidas cautelares. Admisibilidad del recurso. Gravamen irreparable. Revocación de sentencia. 


    Las resoluciones referentes a medidas cautelares no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario; pero esa regla cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior. La doctrina de la Corte enseña, por un lado, que todo sujeto que pretenda la tutela anticipada proveniente de una medida cautelar debe acreditar la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que justifican resoluciones de esa naturaleza así como aquella otra que resalta que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando una decisión favorable altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado y configura un anticipo de jurisdicción respecto del fallo final de la causa. La mera afirmación dogmática acerca de la supremacía que una norma constitucional tiene sobre las leyes, los decretos y las resoluciones (lo que resulta innegable, a la luz de lo dispuesto por el art. 31 de la Constitución Nacional) no basta, por sí sola, para que el derecho invocado por quien peticiona una medida cautelar se torne verosímil. La verificación de que el requisito necesario para la procedencia de una medida cautelar se encontraba reunido requería que los jueces examinaran la índole del vínculo que unía a las partes, regulado prima facie por las disposiciones de la ley 24.948 (cuyo art. 11 contempla la existencia de personal militar en actividad incorporado por períodos determinados) y del decreto 462/03 (cuyo art. 4° establece que el tiempo máximo de permanencia en el servicio activo de ese personal no puede superar los trece años, al término de los cuales se producirá su baja obligatoria), y su eventual compatibilidad con el derecho a la estabilidad del empleado público que garantiza el art. 14 bis de la Constitución Nacional. Ese examen, que no fue siquiera intentado por la cámara en la resolución apelada, exige un ámbito de mayor debate y prueba que el del proceso cautelar. El Tribunal tiene dicho que la admisión de una medida que busca obtener la reincorporación de los actores en sus respectivos cargos, así como la devolución de los sueldos no percibidos con motivo del apartamiento de sus puestos, constituye "un acto jurisdiccional de tal magnitud que excede el marco de lo hipotético, dentro del cual toda medida cautelar agota su virtualidad".


    Goizueta, Andrés Alejandro c/ Ejército Argentino - Contaduría General de Ejército - Estado Mayor General del Ejército - Estado Nacional Argentino s/ Contencioso administrativo – varios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5845/2014/CS1, 11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato


    Remisión al dictamen de la causa CCF 92/2002/CS1, "Scotia Bank Uruguay S.A. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Incumplimiento de contrato".


    Scotia Bank Uruguay S.A. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 92/2002/1/RH1, 16 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCF 92/2002/CS1, "Scotia Bank Uruguay S.A. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Incumplimiento de contrato".


    Scotia Bank Uruguay S.A. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 92/2002/2/RH2, 16 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    



    



    Medidas cautelares


    Remisión al dictamen de la causa COM 9029723/2017/CS1 "Cruz, Silvia B. c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria".


    Almanza, Norma c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9014814/2018/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 9020555/2018/CS1, "Frías, Johana Elizabeth y otros c/ PCSJB c/ Medida precautoria",


    D´Alessio, Natalia Giselle y otros c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9006134/2018/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 9020555/2018/CS1, "Frías, Johana Elizabeth y otros c/ PCSJB c/ Medida precautoria",


    García, Lilian Noemí otros c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9012006/2018/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 9020555/2018/CS1, "Frías, Johana Elizabeth y otros c/ PCSJB c/ Medida precautoria",


    Sequeira, Nadia Soledad c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9025822/2017/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 9029723/2017/CS1, "Cruz, Silvia B. c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria".


    Fernández, Lisandro A. c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9036660/2017/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa COM 9029723/2017/CS1, "Cruz, Silvia B. c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria".


    Méndez, Miguel y otros c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9030455/2017/CS1, 09 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Fisco Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1154/2016/31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Civil y comercial - varios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1264/2019/CS1, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    P. V., P. c/ M. C., L. M. s/ Cuidado personal de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1535/2019/CS1, 09 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Braun Billinghurst, Lautaro c/ Arte Gráfica Editorial Argentina y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 112339/2008/1/RH1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    Luna, Pablo Nicolás c/ La Caja A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 5286/2014/CS1-CA1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Distrifarma S.R.L. y otro c/ Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (Anmat) s/ Inhibitoria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21492/2019/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    



    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    L., L. C. c/ I. A., D. J. s/ Cuidado personal de los hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1726/2019/RH1, 02 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    D., L. D. c/ W., S. J. s/ Restitución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 506/2019/CS1, 10 de abril de 2019


    Ver dictamen


    S., M. E. T. c/ M. C., C. J. A. s/ Divorcio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 976/2019/CS1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


    



    



    Mutuo comercial


    Crédito prendario. Recurso extraordinario. Recurso de queja. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1 "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    En el precedente de Fallos: 340:905 la Corte Suprema consideró aplicables las reglas de competencia de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor, texto según ley 26.361, en el marco de las actuaciones promovidas a raíz de una operación de crédito para el consumo, concretamente, de un mutuo con garantía prendaria. Ese tribunal expuso que el artículo 36 de la ley 24.240 encabeza el capítulo referido a las operaciones financieras para el consumo y de crédito para el consumo, sin efectuar distinción ni exclusión de ninguna especie. Concluyó que "por aplicación de la regla contenida en el art. 36 de la ley 24.240, texto según ley 26.361, resulta competente para conocer en las actuaciones el juez con jurisdicción sobre el domicilio real del deudor - consumidor sin que sea un óbice la naturaleza del proceso”.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Correa, Maximiliano Micael s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 20299/2018/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución


    Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Régimen de consolidación de deudas. Nulidad procesal. 


    Ante todo, cabe señalar que, si bien es doctrina de la Corte que sus sentencias deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional no podría ser confirmada por las sentencias ulteriores. Ello es así, máxime cuando a este Ministerio Público le fueron conferidas atribuciones para efectuar el control de legalidad de las actuaciones judiciales en las que interviene. Los magistrados intervinientes se fundaron en afirmaciones meramente dogmáticas que desconocen las normas aplicables y las constancias de la causa para acceder a la solicitud de la actora tendiente a satisfacer una supuesta inejecución mediante el resarcimiento de los daños y perjuicios que ella le habría ocasionado. Por otro lado, no se ha tenido en cuenta que, como ha dicho V.E., cuando una obligación queda comprendida en el régimen de consolidación de deudas, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, circunstancia que impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. En este orden de ideas, cabe recordar que el Tribunal ha sostenido que la renuncia consciente a la verdad es incompatible con el adecuado servicio de justicia. Y que si bien los jueces deben fallar con sujeción a las reglas y principios de forma, según las circunstancias de hecho que aducen y acreditan las partes, nada excusa su indiferencia respecto de la objetiva verdad en la augusta misión de dar a cada uno lo suyo. Por lo tanto, corresponde declarar la nulidad de todo lo actuado en la presente ejecución de sentencia y devolver las actuaciones a fin de que se proceda conforme a lo expuesto.


    Incidente N° 2 - Actor: Asociación de Clínicas y Sanatorios Privados de la Provincia de Salta. Demandado: Instituto Nacional para Jubilados y Pensionados (PAMI) y otro s/ Incidente


    FSA-Justicia Federal de Salta, 11000072/2006/2/CS1, 12 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Aplicación de los criterios establecidos en el dictamen de la causa FSA 11000072/2006/2/CS1 "Incidente N° 2 - ACTOR: Asociación de Clínicas y Sanatorios Privados de la Provincia de Salta. DEMANDADO: c/ Instituto Nacional para Jubilados y Pensionados (PAMI) s/ Incidentes".


    Resulta improcedente emitir un pronunciamiento con respecto a las cuestiones planteadas en la presente queja. Corresponde declarar la nulidad de todo lo actuado en la presente ejecución de sentencia y devolver las actuaciones a fin de que se proceda conforme a lo allí expuesto.


    Asociación de Clínicas y Sanatorios Privados de la Provincia de Salta c/ Instituto Nacional para Jubilados y Pensionados (PAMI) s/ Medidas preliminares


    FSA-Justicia Federal de Salta, 11000072/2006/2/1/RH2, 12 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Aplicación de los criterios establecidos en el dictamen de la causa FSA 11000072/2006/2/CS1 "Incidente N° 2 - ACTOR: Asociación de Clínicas y Sanatorios Privados de la Provincia de Salta. DEMANDADO: c/ Instituto Nacional para Jubilados y Pensionados (PAMI) s/ Incidentes".


    Resulta improcedente emitir un pronunciamiento con respecto a las cuestiones planteadas en la presente queja. Corresponde declarar la nulidad de todo lo actuado en la presente ejecución de sentencia y devolver las actuaciones a fin de que se proceda conforme a lo allí expuesto.


    Recurso Queja N° 2 - Incidente N° 2 - Actor: Asociación de Clínicas y Sanatorios Privados de la Provincia de Salta. Demandado: Instituto Nacional para Jubilados y Pensionados (PAMI) y otro s/ Incidente


    FSA-Justicia Federal de Salta, 11000072/2006/2/2/RH3, 12 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Cuestiones de competencia. Incumplimiento del contrato. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones cuando, por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones y por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la somete a la jurisdicción nacional en lo comercial, donde puede ejercer las defensas procesales pertinentes. Ello, máxime teniendo en cuenta que la recurrente se encuentra demandada en la jurisdicción de su domicilio. Ahora bien, en atención a la jurisprudencia de la Corte Suprema que considera que, aun tratándose de cuestiones de competencia, cabe abrir la vía extraordinaria cuando está en juego la interpretación y aplicación de normas de jurisdicción internacional, en tanto la decisión haya sido contraria a la pretensión del recurrente, la cuestión en debate se circunscribe a la ponderación que hizo el juez de la causa en torno a elementos de hecho y prueba con la que disiente la sociedad argentina demandada. En esas condiciones, más allá de lo opinable que pueda resultar la decisión en relación con la procedencia de la demanda por incumplimiento contractual promovida en este país, no cabe tachar de arbitraria la decisión del tribunal actuante que valoró que del expediente no surgía de manera indudable y fehaciente la elección de los tribunales italianos.


    Safilo - Societa Azionaria Fabbrica Italiana Lavorazione Occhiali – S.P.A. c/ Sarti Visión S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 26998/2016/1/RH1, 21 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Gratuidad del procedimiento. Derechos del consumidor. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. 


    El artículo 53 de la ley 24.240 otorga el beneficio de justicia gratuita a las acciones judiciales iniciadas de conformidad con esa ley en razón de un derecho o interés individual. Asimismo, dispone que la parte demandada podrá acreditar la solvencia del consumidor y, en ese caso, cesará el beneficio. Por otra parte, la ley 24.240, reglamentaria del artículo 42 de la Constitución Nacional, es caracterizada como una norma de orden público. Por otro lado, la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores y dispuso la restitución del depósito previsto en el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación con fundamento en la exención del artículo 26 de la ley 26.361, que sustituyó el texto del artículo 53 de la ley 24.240 y también en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del citado ordenamiento, la Corte Suprema señaló que "...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Al mismo tiempo, el tribunal expuso que una interpretación que pretenda restringir los alcances del beneficio "no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores –y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses- a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". En este sentido, esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos como instituto procesal encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. A ello agregó que, en asuntos vinculados a una relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. Así la cosas, el beneficio de justicia gratuita del artículo 53 de la ley 24.240 -similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos-, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. Refuerzan esa tesitura la innegable finalidad de protección que acuerda la ley 24.240 y la propia literalidad de su artículo 53. En efecto, esa norma presume la carencia de recursos e invierte la carga probatoria de la solvencia, extremo que cobra sentido si se admite que la dispensa provisional incluye la de soportar los gastos que la tramitación del proceso origine. Esta solución es, además, concordante con el alcance del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 para las acciones judiciales iniciadas en defensa de derechos de incidencia colectiva. En virtud de lo anterior, la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso por lo que debe ser dejada sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad.


    Masri, Alberto Osvaldo Elías y otros c/ Swiss Medical S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 32183/2015/2/RH1, 18 de febrero de 2019


    Ver dictamen


    Categorización de acreedores. Crédito laboral. Acreedor quirografario. Mantenimiento del recurso. 


    La interpretación realizada por la sentencia apelada del artículo 41 de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras contradice la letra de la ley: "la categorización deberá contener, como mínimo, el agrupamiento de los acreedores en tres categorías: quirografarios, quirografarios laborales –si existieren- y privilegiados...". Además, esa exégesis atenta contra la finalidad de la norma, esto es, proteger a los créditos laborales en el contexto de la insolvencia del deudor, impidiendo que acreedores de naturaleza diversa les impongan una solución preventiva que no atienda sus particulares intereses. Para más, esa finalidad viene a atender la manda constitucional de otorgar una preferente tutela a los créditos laborales, lo que también rige en el contexto de los concursos y quiebras. No puede desconocerse que la protección del trabajador y del salario tiene expreso reconocimiento en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, en diferentes instrumentos internacionales de idéntica jerarquía y en los Convenios 95 y 137 de la Organización Internacional del Trabajo, todos los cuales han hecho del trabajador un sujeto de preferente tutela; esa condición de los trabajadores mantiene vigor ante la insolvencia del empleador y debe ser armonizada con los principios concursales que procuran alcanzar una solución colectiva frente a la crisis de la insolvencia.


    Estación de Servicio Rabaiotti S.R.L. s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 18941/2016/3/RH1, 07 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Feriados. Poder de policía municipal. Competencia laboral. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1751/2018/RH1, “Shi, Jinchui c/ Municipalidad de la Ciudad de Arroyito s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Inc S.A. c/ Provincia de Santa Fe y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1881/2018/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1751/2018/RH1, “Shi, Jinchui c/ Municipalidad de la Ciudad de Arroyito s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Coto CICSA c/ Provincia de Santa Fe y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1882/2018/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Responsabilidad del Estado. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Suprema ha expresado que la doctrina de la arbitrariedad debe considerarse de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho local, sobre los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. Asimismo, tiene dicho el Tribunal que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues ella no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, sino sólo suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido. En efecto, las críticas que formula la recurrente contra la sentencia por haber descalificado sus razones para responsabilizar al Estado provincial por su supuesta inactividad no habilitan la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48 porque el tribunal, más allá de su acierto o error en la ponderación de las constancias de la causa y en la evaluación de la prueba, concluyó, con argumentos suficientes, que el alegado incumplimiento de los deberes de seguridad era injustificado, lo que descarta la tacha de arbitrariedad invocada. En estas condiciones, las conclusiones a las que arribó el tribunal apelado no traducen exceso ni aparecen como irrazonables, antes bien, exhiben una ponderada evaluación de los antecedentes y las pruebas, sin que las discrepancias del recurrente sobre los aspectos indicados logren demostrar fallas en el razonamiento del tribunal local que lo descalifiquen como un pronunciamiento judicial inválido.


    G., D. A. c/ Provincia de Tucumán s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 448/2017/RH1, 05 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Admisibilidad del recurso. Remisión del expediente. 


    Corresponde dejar sin efecto el auto que denegó el recurso extraordinario y remitir las actuaciones al tribunal de origen para que se sustancie la apelación extraordinaria, de conformidad con lo que dispone el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y, oportunamente, por quien corresponda, se resuelva sobre su procedencia.


    Lorena Automotores S.A. c/ AFIP s/ Impugnación de acto administrativo


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 21000076/2001/1/1/RH1, 22 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Seguro de responsabilidad civil. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    La sentencia recurrida se basa en aspectos fácticos, probatorios y de derecho común que resultan materia propia de los jueces de la causa, y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando el a quo expuso fundamentos no federales que resultan suficientes para sustentar su decisión y excluyen la tacha de arbitrariedad invocada. Al respecto, el artículo 4 de la Ley de Seguros 17.418 establece que los derechos y obligaciones recíprocos del asegurador y el asegurado, comienzan desde que se celebró la convención, aun antes de emitirse la póliza. De tal forma, las conclusiones de la alzada en cuanto a que resultaba necesaria, en ese contexto, la manifestación de las razones del rechazo y su notificación al interesado, no lucen irrazonables, lo cual descarta la arbitrariedad invocada. Finalmente, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a esa Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley.


    Tuero Caso, José Luis y otro c/ Latoyar S.A. y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 47667/2006/1/RH1, 22 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Obras sociales. Medicina prepaga. Asistencia médica. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde recordar que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley. Los planteos de la recurrente constituyen una mera discrepancia con el criterio sostenido por el tribunal y, por ende, resultan insuficientes para descalificar la decisión sub examine, pues no incorporan elementos concretos que demuestren que la cámara haya soslayado considerar prueba relevante o incurrido en un grave error en su ponderación jurídica.


    Cilione, Marta Ines c/ Obra Social del Personal de Control Externo (OSPOCE) y otro s/ Prestaciones farmacológicas


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 42058/2016/2/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de tránsito. Falta de legitimación para obrar. Principio de congruencia. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Al respecto del planteo acerca de la constitucionalidad del artículo 1078 del Código Civil –hoy derogado pero vigente al momento de los hechos-, en tanto no preveía la legitimación de los damnificados indirectos para reclamar por daño moral ante el hecho ilícito padecido por el damnificado directo, el Tribunal entendió que la diferencia de regulación en los supuestos de daños materiales o inmateriales en los casos de responsabilidad extracontractual, obedece a las características diversas de los bienes en cada caso tutelados. Además, se señaló que lo previsto en el artículo 1078 del Código Civil no importa una restricción inconstitucional al principio de reparación integral establecido por el artículo 19 de la Constitución Nacional, ya que la decisión del legislador de acotar la legitimación para reclamar el daño moral obedece a criterios objetivos y razonables y procura la realización de un fin legítimo vinculado con la previsibilidad de los riesgos y cobertura de los daños de los hechos ilícitos. En virtud de lo dicho, el artículo 1078 del Código Civil, en tanto no prevé la legitimación activa de los damnificados indirectos para reclamar la indemnización por daño moral ante las lesiones padecidas por el damnificado directo del hecho ilícito, no resulta inconstitucional. Sentado ello, el resto de las objeciones planteadas por los recurrentes remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común que, como regla, son propios de la causa y ajenos al remedio federal. Máxime, cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales suficientes para sustentar la decisión y que impiden su descalificación como acto judicial. Asimismo, tiene dicho esa Corte que el principio de congruencia impone a los jueces y tribunales decidir de conformidad con los hechos y pretensiones deducidas, limitación infranqueable en el terreno fáctico, pero que no rige en el plano jurídico donde la fundamentación en derecho o la calificación jurídica efectuada por los litigantes no resulta vinculante para el juez a quien, en todos los casos, le corresponde "decir el derecho" de conformidad con la atribución iura curia novit.


    P., H. P. y otros c/ D. C., L. A. y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 1594/2009/2/RH2, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Comisiones médicas. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial”.


    Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa. Ello acontece cuando la decisión recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional de la justicia nacional del trabajo y ordenó el archivo de las actuaciones, clausurando la vía procesal promovida. Así las cosas, los planteos basados en la indebida atribución de facultades legislativas al poder ejecutivo, por un lado, y en la aplicación de un marco legal más restrictivo a un accidente ocurrido con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 27.348, por el otro, carecen de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48.


    Maidana, Ángel David c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 79782/2017/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Comisiones médicas. Cuestiones procesales. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. Cabe recordar que la Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran cuando la sentencia apelada habilitó la instancia con fundamento en la inaplicabilidad temporal de una norma de derecho común y procesal, y en consecuencia, no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos. Para más, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En tales condiciones, la demandada no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Villaji, Diego Adolfo c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49741/2017/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Resolución del contrato. Daños y perjuicios. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    En virtud de lo dispuesto por el artículo 15 de la ley 48, la cuestión federal debe tener relación directa e inmediata con la materia litigiosa, y tal relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional. Este presupuesto no se encuentra cumplido cuando la recurrente se limita a invocar, en forma genérica, que han sido vulnerados sus derechos consagrados en los artículos 14, 17 y 18 de la Constitución Nacional. Tampoco se advierte configurada una situación de gravedad institucional que habilite la apertura de la apelación extraordinaria. Por otro lado, de acuerdo a la doctrina de la Corte Suprema, las cuestiones vinculadas con aspectos de hecho y derecho común y procesal son propias de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En ese marco, en primer lugar, los agravios vinculados a la extensión de la pretensión resarcitoria de la actora no logran demostrar la arbitrariedad endilgada al fallo apelado. En ese sentido, la Corte Suprema señaló que "el principio de congruencia impone a los jueces y tribunales decidir de conformidad con los hechos y pretensiones deducidas (arts. 34, inc. 4° y 163, inc. 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Tal limitación sin embargo, infranqueable en el terreno fáctico (congruencia objetiva), no rige en el plano jurídico donde la fundamentación en derecho o la calificación jurídica efectuada por los litigantes no resulta vinculante para el juez a quien, en todos los casos, le corresponde 'decir el derecho' (iuris dictio ó jurisdicción) de conformidad con la atribución iura curia novit." Agregó que "[e]n ningún caso, el nomen iuris utilizado por el demandante ata al juez quien está constitucional y legalmente investido de imperium para declarar cuál es el derecho aplicable. En consonancia con ello, el tribunal decidió de acuerdo a los hechos alegados y a las pretensiones formuladas de la actora, más allá del nomen juris utilizado en la demanda y del sustento legal invocado, que fueron encuadrados de un modo diverso en ejercicio de atribuciones y deberes propios de los jueces de la causa. En segundo lugar, tampoco logran conmover el fallo los argumentos dirigidos a demostrar que la cuantificación del lucro cesante y la fijación de los intereses carecen de razonabilidad, máxime considerando que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Más allá de las alegaciones dogmáticas, la recurrente no demostró que la sentencia se haya apartado de las constancias de la causa y del derecho común. De este modo, la impugnante no probó un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos, tal como lo exige la excepcional doctrina de la arbitrariedad para dejar sin efecto una sentencia sustentada en normas de derecho común.


    Parador Norte S.A. c/ YPF S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3640/2012/3/RH1, 27 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Accidente in itinere. Tope indemnizatorio. Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    No fue rebatido el argumento utilizado por la cámara, quien ratificó la aplicación temporal del decreto 1278/2000, pero descartó el tope allí previsto por estimarlo inconstitucional, y fundó su decisión en las conclusiones de Fallos: 333:1361, "Ascua", donde la Corte declaró la inconstitucionalidad del tope a la indemnización tarifada previsto en el artículo 8, inciso a, segundo párrafo, de la ley 9.688 con base en que la modalidad indemnizatoria escogida por el legislador para cumplir con la protección del empleado frente a los daños derivados de infortunios laborales bajo un régimen tarifado, no puede válidamente dejar de satisfacer, al menos, la pérdida de ingresos o de capacidad de ganancia de la víctima; y que ello no acontece si la ley atiende, en principio, a esa pérdida por medio del cómputo de la reducción del salario de la víctima, más luego aplica un importe indemnizatorio máximo que desvirtúa los fines que la norma debía consagrar. En los términos del artículo 15 de la ley 48, para la procedencia del remedio federal, no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, no constituye un agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y no contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una crítica prolija, todos los argumentos en que se apoya y dan lugar a agravios. El agravio resulta ineficaz toda vez que la sala no prescindió del límite legal en función del decreto 1.694/2009, sino que lo declaró inconstitucional mediante un razonamiento que no fue refutado por la recurrente, que se limitó a esgrimir un supuesto apartamiento de jurisprudencia de la Corte y un caso de indexación prohibida por ley. En esos términos, ni lo sostenido por la Corte en "Espósito" ni la prohibición de indexar guardan relación adecuada con lo decidido en la causa, pues la cuestión gira en torno a la no rebatida inconstitucionalidad del tope establecido por el decreto 1.278/2000, aspecto que, a su vez, fue abordado por la cámara en línea con lo sostenido por el Tribunal en “Irisarri”.


    Álvarez, Yésica Verónica C/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 9937/2011/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Modificación del convenio de alimentos. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte ha reiterado que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso. Es que, por un lado, lo decidido no importa una denegación del fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por los litigantes, desde que la decisión apelada declina la competencia ordinaria de un juez de la Capital Federal en favor de un magistrado provincial. Por el otro, el pronunciamiento impugnado no clausura la cuestión de fondo ni cercena el acceso a un tribunal determinado. En ese marco, es necesario destacar que la actor a no desmiente siquiera el dato fáctico central del decisorio apelado, en cuanto a que la niña vive actualmente en la localidad de Vicente López, y, además, afirma que el traslado a dicha localidad fue legítimo, lo cual abona lo resuelto por el tribunal, que remite al estándar de "centro de vida". A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    P. P., V. E. c/ A., L. A. y otro s/ Alimentos: modificación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 85392/2018/1/RH1, 02 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Contribución por ocupación o utilización del espacio público. Ejecución fiscal. Inhabilidad de título. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas CSJ 1937/2014/RH1 “GCBA y otro s/ Ejecución fiscal” y Fallos: 337: 858.


    El recurso extraordinario resulta formalmente admisible, puesto que se ha cuestionado la inteligencia otorgada por el tribunal superior de la causa a normas federales, y la decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente funda en ellas. Habida cuenta de que los argumentos que sustentan la tacha de arbitrariedad están inescindiblemente unidos a la interpretación de las normas federales, corresponde que sean tratados en forma conjunta. Por un lado, corresponde desestimar la impugnación por vicios de forma del pronunciamiento pues, según conocida jurisprudencia de la Corte, las cuestiones vinculadas con las formalidades de emitir su voto los miembros de los tribunales colegiados son de naturaleza procesal, ajenas a la apelación del artículo 14 de la ley 48, sin que se adviertan entre las opiniones que integran la mayoría divergencias de entidad suficiente para apartarse de ese principio. Por otro lado, de acuerdo a la doctrina de la Corte sobre la arbitrariedad de las sentencias, la decisión impugnada resulta descalificable como acto jurisdiccional, ya que no puede pasar inadvertido que el artículo 39 de la ley 19.798 requiere de previa autorización de los respectivos titulares de la jurisdicción territorial para la ubicación de las instalaciones y redes en el suelo, subsuelo y espacio aéreo de su dominio público a los fines de la prestación del servicio público de telecomunicaciones.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ BT Latam Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1573/2018/CS1, 18 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Accidente in itinere. Habilitación de instancia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. Cabe recordar que la Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran cuando la sentencia apelada no clausura la vía procesal promovida ni coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos. Para más, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Acosta, Jeremías Manuel c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36042/2017/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Pago en bonos. Deuda pública. Régimen de consolidación de deudas. Ley de orden público. Cómputo de intereses. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al precedente publicado en Fallos: 335:1053 y al fallo de la causa L. 322; L. XLVI, “Llevara, Walter Abraham c/ Empresa Ferrocarril General Belgrano”.


    La decisión firme, en cuanto resolvió hacer lugar a la demanda y abonar las sumas adeudadas con bonos de consolidación en moneda nacional, no obsta a la aplicación al caso de los arts. 59 Y 60 de la ley 26.546, mediante los cuales el legislador previó la sustitución de aquéllos por una nueva serie de bonos. Ello es así, pues no cabe hacer extensiva la cosa juzgada cuando el punto debatido no ha sido materia de decisión expresa. Asimismo, el Tribunal ha puesto de manifiesto que las disposiciones que regulan el régimen de consolidación son de orden público, razón por la cual su aplicación deviene irrenunciable e inexcusable a los efectos no cumplidos de las sentencias, aun cuando sólo reste efectivizar el pago. Finalmente, los argumentos relativos al cálculo de intereses incluido en la liquidación impugnada por la demandada se han tornado abstractos, toda vez que, por la forma en que se resuelve, sólo procede calcular los accesorios previstos por las leyes de consolidación aplicables al caso.


    Paratcha, Carlos Horacio c/ Producciones Argentina de Television S.A. s/ Cobro de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38167/1986/1/RH1, 13 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Nulidad del convenio. Reubicación del trabajador. Cuestión de derecho común. Orden público laboral. Principio protectorio. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario fue bien denegado ya que el tema en debate remite al estudio de una posible colisión de normas de derecho común, así como también implica el análisis de ciertas cuestiones de índole fáctica, las cuales constituyen materia propia de los jueces de la causa y son ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por otra parte, según la doctrina de la Corte Suprema “para que una cuestión federal resulte atendible por la vía del recurso extraordinario es menester que la cuestión oportunamente propuesta se vincule de una manera estrecha con la materia del litigio, de modo tal que su dilucidación resulte indispensable para la decisión del juicio. Por ello, los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarse son irrevisables en la instancia extraordinaria, pues la presencia de aquéllos impide considerar otros de índole federal que pudiera contener la sentencia, por falta de relación directa e inmediata”. El a quo realizó una interpretación posible de las normas de derecho común aplicables en la especie en función de las circunstancias del caso. Esta exégesis, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Ello, máxime cuando la solución a la que arribó la cámara se ajusta a los principios de orden público laboral que rigen la materia, y en particular, al principio protectorio que surge del artículo 14 bis de la Constitución Nacional. En suma, la parte recurrente no ha logrado demostrar que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Provoste, Juan Ernesto c/ Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA) y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11714/2016/6/RH5, 14 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Víctima menor de edad. Apreciación de la prueba. Situación de vulnerabilidad. Derecho a la salud. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En la jurisprudencia de la Corte, los agravios relacionados con la atribución de responsabilidad por daños y perjuicios remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48, aunque ello no resulta óbice para admitir el recurso por arbitrariedad cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la contienda de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida, no configurando el pronunciamiento, en tal caso, un acto judicial válido. En el fallo se ha efectuado una valoración parcializada de la prueba, sin tener en cuenta, que del expediente surgen otros elementos que era necesario ponderar a los fines de establecer si cabía atribuir o no responsabilidad al municipio. Atento a ello, la ponderación de antecedentes que hacen a la cuestión fáctica sustancial de la causa, sin el paralelo y proporcionado estudio de otros elementos conducentes obrantes en ella que, al ser examinados por el juez de grado, lo condujo a una solución diametralmente opuesta, importa, de por sí, una insuficiente actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar una decisión. Ello, porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes pero, en cambio, no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada. Los apelantes no atribuyen a la atención médica del entonces menor las graves secuelas que actualmente padece sino a la falta de previsión por parte del nosocomio para evitar la serie de infecciones intrahospitalarias que contrajo durante su internación en un hospital del Municipio y la potencialidad de todas ellas de ser, por sí mismas, la causa eficiente de cada uno de los daños ocasionados. Tal como sostiene el fallo apelado, no puede dudarse de que una de las pruebas relevantes en situaciones como la aquí examinada, está constituida por el resultado de las peritaciones médicas, en este caso, el informe del Cuerpo Médico Forense, pero con la disidencia del consultor técnico, propuesto por los actores. Ambos informes difieren en cuanto a la enfermedad que dio origen a las graves secuelas que padeció el menor. En ese contexto, resulta arbitraria la sentencia al apoyarse únicamente en las conclusiones del primero sin considerar otros elementos que surgen de la causa. De allí que no es posible descartar que las otras secuelas padecidas hayan sido resultado de las infecciones que le produjeron compromiso multiorgánico durante su internación. Por otra parte, asiste razón a los apelantes en que tampoco se evaluó debidamente si en el hospital municipal en el cual estuvo internado el entonces menor se habían adoptado todas las previsiones necesarias a fin de evitar las quince infecciones que padeció durante su estancia en ese nosocomio. Ante tales circunstancias, la cámara debió ponderar, como lo ha dicho el Tribunal en reiteradas ocasiones, que quien contrae la obligación de prestar un servicio lo debe hacer en condiciones adecuadas para cumplir el fin en función del cual ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que causare su incumplimiento o su ejecución irregular. La Corte ha señalado, frente a situaciones similares a la del sub lite, que el adecuado funcionamiento del sistema médico asistencial no se cumple tan sólo con la yuxtaposición de agentes y medios o con su presencia pasiva o su uso meramente potencial, sino que resulta imprescindible, además, que todos ellos se articulen activamente en cada momento y en relación a cada paciente. Cada individuo que requiere atención médica pone en acción todo el sistema y un acto en cualquiera de sus partes, sea en lo que hace a la faz de prestación médica en sí como a la faz sanitaria, sea en el control de una y otra, en la medida en que pudiera incidir en el restablecimiento del paciente, demorándolo, frustrándolo definitivamente o tornándolo más difícil, más riesgoso, más doloroso, necesariamente ha de comprometer la responsabilidad de quien tiene a su cargo la dirección del sistema y su control. En cuanto a los planteos referidos a los montos del resarcimiento que reclaman los actores, no debería prescindirse de los principios rectores que ha delineado la Corte para supuestos como el del sub lite, en los que se ha verificado, la extrema situación de vulnerabilidad de los actores y la falta de recursos económicos suficientes para afrontar los tratamientos médicos adecuados. La Corte hizo especial hincapié en que la vida es el primer derecho de la persona humana reconocido y protegido por la Ley Fundamental y que, en tanto eje y centro de todo el sistema jurídico, es inviolable y constituye un valor fundamental con respecto al cual los demás tienen siempre carácter instrumental. En lo que al caso concierne, el Tribunal ha puntualizado que la preservación de la salud integra el derecho a la vida, por lo que existe una obligación impostergable de las autoridades públicas de garantizarla mediante la realización de acciones positivas. La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, establece que los Estados Partes se obligan a tomar "todas las medidas necesarias para asegurar que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos humanos ... ", debiendo tenerse especial consideraciones por la protección del interés superior del niño; reafirman el derecho inherente a la vida y reconocen los derechos de las personas con discapacidad a gozar del más alto nivel posible de salud; a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua de sus condiciones de vida. Asimismo, se comprometen a adoptar las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las personas con discapacidad el apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica. El reclamo del resarcimiento tiene por finalidad garantizar el goce del derecho a la vida, al disfrute del más alto posible de salud y a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental y social. En el contexto descripto, resultará imperativo ofrecer una satisfactoria protección jurídica de la vida y de la salud del actor, que sea respetuosa de la dignidad que es inherente al ser humano y que no desnaturalice y torne ilusoria la reparación del derecho irreversiblemente dañado.


    G., F. N. c/ Municipalidad de San Isidro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 432/2010/1/1/RH1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Víctima menor de edad. Errónea apreciación de la prueba. Falta de fundamentación. Defensa en juicio. Responsabilidad extracontractual del Estado. Falta de servicio público. Vacunación. Política sanitaria. Control sanitario. Insuficiencia del agravio. Procedencia del recurso. 


    En primer lugar, no tienen entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria los agravios referidos a la arbitrariedad en la que habría incurrido el a quo al desestimar las excepciones de prescripción y de falta de legitimación planteadas por los apelantes, en la medida que se trata de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal propias de los jueces de la causa, resueltas con fundamentos idóneos de igual naturaleza que, bastan para sustentar su pronunciamiento y excluir la aplicación de la doctrina excepcional sobre arbitrariedad, máxime aun cuando los apelantes no rebaten debidamente las razones fácticas y de derecho no federal en las que el tribunal sustentó lo decidido. Respecto a los agravios referidos a la cuestión relativa a la responsabilidad imputada a las apelantes, pues aun cuando dichos planteos remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que corresponde hacer excepción a tal principio si el a quo omitió tratar aspectos conducentes para la correcta solución de la causa, lo que se traduce en una inadecuada ponderación de la prueba producida en autos y en un evidente menoscabo de la garantía de defensa en juicio. En efecto, esta circunstancia se verifica en el sub lite pues, si bien se advierte que el juzgador arribó a su decisión sobre la base del estudio e interpretación del informe del Cuerpo Médico Forense, también es evidente que no efectuó un examen integral de él, ni lo confrontó con los argumentos que los demandados esgrimieron a lo largo del proceso y los demás elementos del juicio. Atento a ello, la ponderación de antecedentes que hacen a la cuestión fáctica y sustancial de la causa, sin el paralelo y proporcionado estudio de otros elementos conducentes obrantes en ella importa, de por sí, una insuficiente actividad analítica. Ello porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a examinar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada. Tal es, lo que acontece en estos autos, donde la exigencia sobre la inversión de la carga de la prueba que realiza el a quo y la fragmentada interpretación del informe pericial no configura el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial. En la jurisprudencia de la Corte, en los casos de omisión ilegítima rigen los presupuestos derivados de la responsabilidad extracontractual del Estado. En consecuencia, como en toda pretensión indemnizatoria que involucre una reparación de daños y perjuicios, no puede estar ausente el nexo causal entre el daño invocado y la prescindencia estatal, de manera que las consecuencias dañosas puedan serle imputadas. Así, sólo deberá responder el Estado si el perjuicio es consecuencia de la omisión en una relación de causa a efecto. Dentro de este marco, quien reclame la correspondiente indemnización deberá probar, como principio, esa relación de causalidad. Con relación a la falta de servicio, la Corte ha sostenido que debe cumplirse con la carga procesal de individualizar del modo más claro y concreto posible cuál ha sido la actividad o la omisión que específicamente se reputa como irregular, es decir, describir de manera objetiva en qué ha consistido la irregularidad que da sustento al reclamo, sin que baste al efecto con hacer referencia a una secuencia genérica de hechos y actos, sin calificarlos singularmente tanto desde la perspectiva de su idoneidad como factor causal en la producción de los perjuicios, como en lo atinente a su falta de legitimidad. En el caso, la atribución de responsabilidad a los órganos del Estado Nacional por los daños ocasionados al menor carece de la debida fundamentación, pues prescinde de atender a dichos presupuestos. Pues se aprecia que la falta de servicio que se atribuye por la supuesta deficiencia en el ejercicio de control y fiscalización de la vacuna, no sólo se afirma sin respaldo en constancia alguna sino que, además, aparece como derivación de una infundada inversión de la carga probatoria contraria a la doctrina de la Corte. En efecto, la sentencia sólo tiene apoyo en la ausencia de elementos demostrativos por parte de los órganos estatales sobre el cumplimiento de la normativa, al considerar que ninguno de ellos produjo prueba tendiente a certificar el real y efectivo control sobre los lotes de vacunas correspondientes, sin embargo los magistrados no individualizan cuál sería la conducta concreta incumplida, pues no indican los lotes a los cuales habrían pertenecido las dosis de las vacunas que se administraron al menor, en fechas previas a su internación, tampoco se determinó si la supuesta falta de efectividad de la vacuna se debió a una deficiencia del producto en sí mismo, a una mala conservación o a la defectuosa manipulación de ella que, según las investigaciones científicas, podrían provocar un "fallo de la vacuna". Por otra parte, de acuerdo con el art. 3° de la ley 22.909, las autoridades sanitarias de todo el país eran las ejecutoras en sus respectivas jurisdicciones de los programas de vacunación necesarios, las cuales debían asegurar la oportuna y suficiente cantidad de vacunas, así como el personal y elementos necesarios para su aplicación y que en este caso, según surge de la libreta sanitaria y el carnet de vacunación de la Unidad, el menor habría sido vacunado en jurisdicción local. Es por esos motivos que, también resulta arbitraria la decisión del tribunal de responsabilizar a los apelantes al entender "que no puede descartarse como probable etiología de la enfermedad a los defectos en el producto de origen, o desvíos en la conservación, manipulación o aplicación de la vacuna", pues tales expresiones no sólo denotan que condenó a los órganos nacionales sin fundamentos suficientes y sobre la base de conjeturas relativas a la etiología de la enfermedad, sino que, además, esgrimió un argumento que podría haber eximido a aquellos de la responsabilidad atribuida, debido a la ajenidad de dichos órganos en "la manipulación o aplicación de la vacuna". En tales circunstancias, la cámara no ponderó debidamente la falta capaz de comprometer la responsabilidad de los órganos del Estado Nacional, pues prescindió individualizar la omisión que los haría imputables. En consecuencia, al no haberse verificado la adecuada relación causal entre el daño ocasionado y su imputación al Estado, la sentencia apelada se aparta de los presupuestos que desde antiguo viene la Corte exigiendo para que se configure su responsabilidad extracontractual. La Corte ha sostenido que no parece razonable pretender que la responsabilidad general del Estado en orden al ejercicio de policía sanitaria y la facultad para dictar las disposiciones reglamentarias o complementarias que sean necesarias, puedan llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que se produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa. En tales condiciones, corresponde declarar procedente el recurso extraordinario, pues en esa medida existe relación directa e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas.


    G., F. N. c/ Municipalidad de San Isidro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 432/2010/1/2/RH2, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    cancelación de deudas. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    Resulta aplicable la reiterada doctrina de la Corte según la cual el pago de las sumas determinadas en la sentencia recurrida, realizado con posterioridad a la interposición del recurso de hecho sin efectuar reserva alguna de continuar el trámite de la queja, importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso porque media incompatibilidad manifiesta entre ambas gestiones. En consecuencia, no corresponde dictar un pronunciamiento sobre el fondo del asunto por haberse tornado abstracta la cuestión debatida en el sub lite. Por lo tanto, corresponde rechazar la queja interpuesta.


    Recurso Queja N° 2 – Quagliano, Amelia Carmen c/ Estado Nacional Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos Policía Federal s/ Accidente de trabajo/Enfermedad profesional acción civil


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3368/2009/2/RH1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Debido proceso. Defensa en juicio. Nulidad procesal. 


    Ante todo, cabe recordar que entre las funciones de este Ministerio Público se encuentra la de velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal y que, en ejercicio de ese deber/atribución, un atento examen de las actuaciones pone al descubierto el modo formalmente erróneo e inadecuado en que se condujo el proceso, defecto de tal entidad que afecta la validez misma del pronunciamiento que la Corte habrá de dictar, circunstancia que debe ser atendida y declarada con antelación al tratamiento de las cuestiones planteadas por la recurrente. Si bien es doctrina de la Corte que sus sentencias deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional, no podría ser confirmada por las sentencias ulteriores. Desde esta perspectiva, se advierte que la integración del proceso ha sido defectuosa, pues tramitó sin la participación del INAES, organismo descentralizado que posee personalidad jurídica propia y que funciona en la órbita del Ministerio de Desarrollo Social, conforme a lo dispuesto por el artículo 105 de la ley 20.337 y los decretos 420/96 y 721/00. Ahora bien, tal como se desprende de las leyes 19.331 y 20.321, como así también de los decretos 420/96 y 721/00, la función de contralor respecto de las entidades mutuales se encuentra a cargo del INAES, lo que ha sido reconocido por la propia alzada en cuanto señaló “surge de la normativa aplicable al caso; en particular de la ley 19.331 que el INAES, ejerce dentro de sus funciones el control público y la superintendencia de las asociaciones, fiscalizando su organización, funcionamiento y solvencia.” A partir de lo expuesto, y con independencia de la calidad en la que aquélla hubiera debido participar en el proceso, lo cierto y determinante es que no se debió privar al INAES de la posibilidad de intervenir en estos autos a efectos de que pudiera manifestar lo que estimare pertinente para la defensa de los derechos. Al respecto, cabe recordar que lo que se encuentra en juego es nada menos que la garantía constitucional de la defensa en juicio, sobre cuyo contenido la Corte ha señalado que requiere que se otorgue al interesado ocasión adecuada para su audiencia y prueba en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes procesales. En tales condiciones, la incorrecta integración del proceso y su anómalo desarrollo imponen la obligación de declarar la nulidad de las actuaciones realizadas sin la participación del INAES. Por lo que corresponde declarar la nulidad de las actuaciones realizadas sin la participación del INAES, incluso la sentencia apelada y devolver las autos al tribunal de origen para que le dé el trámite de ley.


    Recurso Queja N° 1 - Yancovich, Sergio Fabio c/ Estado Nacional s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 9146/2014/1/RH1, 07 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Acción civil por accidente de trabajo. Competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. Por otro lado, la sentencia en crisis tampoco coloca a la recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la demandada quedó sometida a la jurisdicción nacional del trabajo en la que puede ejercer las restantes defensas planteadas. Para más, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Kotora, Josefa Esther c/ La Caja A.R.T. S.A. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 59254/2016/1/RH1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Juicio de alimentos. Acordada de la Corte Suprema. Sustanciación del recurso. Competencia. Denegatoria del recurso. 


    Incumplimiento de los recaudos de la acordada CSJN 4/2007. Ausencia de sentencia definitiva.


    El cumplimiento del requisito formal dispuesto en el artículo 2° de la acordada CSJN 4/2007 en lo que se refiere a la falta de presentación de la carátula debe ser examinado, en principio, por la Corte Suprema, en atención a que se vinculan con el dictado del citado reglamento. En caso de que la Corte Suprema estime que los defectos no son esenciales ni importan un obstáculo insalvable para admitirla, se podría dejar de lado tales reparos y realizar el examen de las cuestiones de fondo, conforme lo dispuesto por el artículo 11, primer párrafo, de esa acordada. El traslado del recurso extraordinario federal, que dispone el artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Resulta inconducente remitir las actuaciones al tribunal de origen para que sustancie el recurso extraordinario. Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. Lo decidido no importa una denegación del fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por el recurrente, ya que la resolución apelada declina la competencia ordinaria de un juez de la Capital Federal en favor de un magistrado provincial. El pronunciamiento impugnado, que resuelve y valora aspectos de naturaleza fáctica y de derecho común y procesal, no clausura la cuestión de fondo ni cercena el acceso a un tribunal determinado. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    V., G. A. L. y otros c/ C., A. S. s/ Alimentos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 50595/2018/1/RH1, 12 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Protección de la vivienda. Embargo. Resoluciones equiparables a definitiva. Validez de la ley. Aplicación temporal de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 15310/2009/CS1, “R., L. E. c/ P., G. A. s/ Ejecutivo”.


    Si bien la resolución apelada no configura sentencia definitiva en sentido estricto, su palmaria virtualidad para generar perjuicios de muy difícil o imposible reparación ulterior, autoriza a reputarla como tal; ya que, conforme dispone el artículo 553 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no se podrán discutir nuevamente cuestiones de hecho debatidas y resueltas en el juicio ejecutivo, ni las interpretaciones legales formuladas en la sentencia, ni la validez o nulidad del procedimiento de ejecución. Despejado lo anterior, el recurso extraordinario es formalmente admisible por cuanto se ha cuestionado la validez de una norma local bajo la pretensión de ser contraria a la Constitución Nacional y la decisión impugnada ha sido a favor de su validez. En orden a los planteos referidos a la aplicación intertemporal de la ley provincial 14.432 y la representación de los niños en la causa, remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común que, como regla, son propios de la causa y ajenos al remedio federal. Máxime, cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales suficientes para sustentar la decisión y que impiden su descalificación como acto judicial. A su vez, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley. En particular, es preciso recordar que lo atinente a la eficacia de la ley en el tiempo y a la validez intertemporal de las normas, constituye materia ajena al recurso extraordinario, sin que en el caso, se presente un supuesto de arbitrariedad que permita hacer una excepción. Por otro lado, corresponde rechazar la impugnación referida a la legitimación de los demandados para peticionar en defensa del grupo familiar. En efecto, en el pronunciamiento recurrido se precisó que el artículo 4 de la ley 14.432 establece que las garantías de la ley, benefician al grupo familiar del titular de la vivienda que la habite con carácter permanente, entendiéndose por tal, al originado en el matrimonio o en las uniones de hecho incluyendo a los ascendientes y descendientes directos de alguno de ellos. La legislatura provincial se propuso proteger la casa habitación destinada a vivienda única, residencia de la familia, propiciando su estabilidad, y también proveer lo relativo a la seguridad social y al desarrollo humano.


    Buján, Carlos Edgardo c/ Policastro, Víctor y otro s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 4901/2013/2/RH2, 26 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 142294/2002/4/RH1, “DTH S.A. c/ EN -Secretaría de Comunicaciones y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Recurso queja n° 5 - DTH S.A. c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones y otro s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 142294/2002/5/RH2, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Accidente de trabajo. Muerte del damnificado. Nulidad procesal. Gravamen irreparable. Ministerio de Menores. Facultades del Ministerio de Menores. Interés superior del niño. Procedencia del recurso. 


    Si bien los pronunciamientos que decretan nulidades procesales no son, como principio, sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a esa regla general si lo resuelto ocasiona un agravio que, por su magnitud y de acuerdo con las circunstancias de hecho, resulta de imposible reparación ulterior; o cuando incurre en un rigor formal lesivo de la garantía de la defensa en juicio. Tal situación excepcional se configura en el sub lite, pues la decisión apelada importa clausurar toda posibilidad de revisión de un pleito donde se encuentra en disputa un crédito de naturaleza alimentaria, sin posibilidad de reabrirse un proceso de conocimiento ulterior. Ello conlleva un perjuicio a la garantía de defensa en juicio, que se encuentra integrada por el derecho a una rápida y eficaz decisión judicial. Si bien los agravios expuestos por la apelante remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho procesal y común que, en principio, resultan ajenas a la instancia extraordinaria, ello no es obstáculo para la procedencia del recurso cuando el superior tribunal local ha prescindido de dar un tratamiento adecuado a la controversia, de acuerdo con las reglas aplicables y las constancias del caso. La excepción al referido principio procura resguardar las garantías de defensa en juicio y debido proceso. En tales condiciones, el Defensor Público de Menores es parte esencial y legítima en todo asunto en el que intervenga una persona menor de edad, en resguardo de su interés superior y del orden público, y su falta de participación previa acarrea la nulidad de las resoluciones. La decisión de declarar inexistente la apelación con sustento en falsedad de la firma de la apoderada de la parte actora, prescindiendo del recurso planteado en iguales términos por la defensora de menores, no solo resulta contrario a razones de justicia y equidad que deben mediar en el caso, sino que, además, significa frustrar los derechos que se encuentran en juego; máxime si se atiende a la naturaleza alimentaria de la indemnización en debate. El Ministerio de Menores puede deducir las acciones que correspondan a los tutores o curadores ante su inacción, cuando los derechos de sus representados se encuentren comprometidos. Cuando se trata de resguardar el interés superior del niño, atañe a los jueces buscar soluciones que alineadas con la urgencia y la naturaleza de las pretensiones, encaucen los trámites por vías expeditivas y eviten que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con particular tutela constitucional.


    V., C. y otros c/ Peñalba, Raúl Fernando s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 926/2018/RH1, 09 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Defensa en juicio. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Tales excepciones no se presentan en la especie. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. En efecto, la recurrente impugna la competencia de la justicia nacional del trabajo y pretende la competencia de la justicia laboral de la provincia. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Las cuestiones fácticas vertidas en los agravios del remedio federal no coinciden con las del caso en cuestión por lo que la apelación carece de una crítica concreta y razonada de la sentencia en crisis y, en consecuencia, no cuenta con la fundamentación autónoma requerida por el artículo 15 de la ley 48.


    Bueno, Blas Eduardo c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21507/2018/1/RH1, 29 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Prenda. Ley de defensa del consumidor. Domicilio del deudor. Acceso a la justicia. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte Suprema indicó -en su sentencia en Fallos: 342:1004- que lo resuelto con relación al trámite del secuestro prendario ocasionaba un gravamen de imposible reparación ulterior que permitía equiparar el pronunciamiento a una sentencia definitiva. Así, destacó que privar al deudor de todo ejercicio de derecho de defensa, en forma previa al secuestro del bien prendado, podría colocarlo en una situación que no se condice con la especial protección que le confiere el artículo 42 de la Constitución Nacional. Luego, juzgó que debía conocer en la causa en base a la doctrina de la arbitrariedad puesto que la sentencia apelada era descalificable como acto jurisdiccional. El Tribunal también señaló que la Cámara en su sentencia no había considerado la protección especial del consumidor que contemplan la Constitución Nacional y la ley 24.240, cuyo artículo 37, inciso b, permite tener por no convenidas las cláusulas que importen renuncia o restricción de los derechos del consumidor o amplíen los derechos de la otra parte. En efecto, debió haber integrado a su análisis las disposiciones de la ley de defensa del consumidor en la inteligencia de que, ante la duda respecto a la forma en que debían ser articuladas con las normas prendarias debería primar la más favorable para el consumidor, como expresión del favor debilis. Los argumentos hasta aquí señalados son aplicables al sub lite donde la sentencia apelada rechazó los planteos introducidos por la Fiscal General a fin de que rechace el secuestro prendario o, en su defecto, bilateralice el proceso. Además de los argumentos expuestos por la Fiscal General en relación a la orden del juez de grado para asumir la jurisdicción del presente secuestro prendario, en el dictamen de la causa "Banco Hipotecario S.A. c/ Iglesias, Gonzalo Martín y otro s/ ejecución hipotecaria" se sostuvo que la sentencia es equiparable a definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48 cuando resuelve la competencia en un sentido que obstruye el acceso a la justicia de los consumidores demandados al someterlos a litigar en una jurisdicción ajena a su domicilio en violación de disposiciones de orden público. En esa oportunidad se señaló que “la resolución apelada desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos que contempla especialmente las desventajas que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. En este sentido, la efectiva vigencia del mandato que surge del artículo 42 de la Constitución Nacional requiere asegurar a los consumidores la posibilidad de obtener su eficaz defensa en las instancias judiciales y ello no es posible si se les impone litigar ante los jueces extraños a los de su domicilio.”


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Velázquez, Cristian Ariel s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 1590/2019/1/RH1, 03 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Competencia. Inhibitoria. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Privación de justicia. Desistimiento del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales.


    Recurso Queja N° 1 - Estado Nacional - Secretaría de Gobierno de Energía c/ Rodríguez, Marcela Paola y otros s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 25564/2019/1/RH1, 19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Competencia. Inhibitoria. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Privación de justicia. Desistimiento del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales.


    Recurso Queja N° 1 - Estado Nacional - Secretaría de Gobierno de Energía c/ Natatorio Aguablanca s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 34120/2019/1/RH1, 19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Competencia. Inhibitoria. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Privación de justicia. Desistimiento del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales.


    Recurso Queja N° 2 - Estado Nacional – Ministerio de Hacienda c/ Municipalidad de Roque Pérez s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 81758/2018/2/RH2, 19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Competencia. Inhibitoria. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Privación de justicia. Desistimiento del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales.


    Recurso Queja N° 1 - Beghelini, Luis Diego c/ Estado Nacional Argentino Ministerio de Energía y Minería y otro s/ Ley de defensa del consumidor


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53931/2018/1/RH1, 19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Acción meramente declarativa. Servicio telefónico. Dictamen pericial. Política ambiental. Principio precautorio. Sentencia arbitraria. Errónea apreciación de la prueba. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Omisión de considerar cuestión propuesta. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FSA 11000130/2011/CA1, “AMX Argentina S.A. c/ Municipalidad de General Güemes s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad – ordinario”.


    Tiene establecido el Tribunal que cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal y, por el otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha. El a quo fundó su decisión en que la conclusión a la que arriba el informe pericial no implicaba negar terminantemente la posibilidad de que pudiera existir, de modo eventual, una relación entre las emisiones de la antena de telefonía móvil y los padecimientos en la salud de los pobladores de las zonas aledañas, lo cual hacía aplicable al sub lite el principio precautorio de carácter ambiental. La recurrente denuncia que el a quo ha efectuado una apreciación parcial y sesgada de la prueba producida. No obstante que tales agravios remiten a cuestiones de hecho y prueba, materia ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando la resolución se funda en afirmaciones dogmáticas y en valoraciones fragmentadas de las constancias de la causa, incurriendo en omisiones respecto de la ponderación de hechos conducentes para la correcta decisión del litigio. Empero, asiste razón a la recurrente en que el pronunciamiento apelado no tuvo en cuenta otras conclusiones de relevancia que surgen también de dicho informe y que hacen procedente la aplicación al sub lite de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso. En definitiva, al efectuar una consideración parcial de las conclusiones del perito, el tribunal apelado omite evaluar algunas de aquellas vinculadas con el loable propósito del cuidado de la salud y del ambiente. Respecto de la prueba pericial es doctrina de la Corte que cabe reconocer validez a las conclusiones del experto para la decisión de aspectos que requieren apreciaciones específicas de su saber técnico, de las que sólo cabría apartarse ante la evidencia de errores manifiestos o insuficiencia de conocimientos científicos. En efecto, a pesar de que los dictámenes periciales están sujetos, a la valoración por parte de los jueces, si no se observan razones que desmerezcan las conclusiones del informe pericial corresponde, asignarles suficiente valor probatorio. En tales condiciones, el silencio de la cámara en este punto tiñe de arbitraria a su sentencia pues, según reiterados precedentes del Tribunal, son descalificables los pronunciamientos que omiten expedirse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la correcta decisión del litigio.


    Telefónica Móviles Argentina S.A. Telefónica Argentina S.A. c/ Municipalidad de General Güemes s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FSA-Justicia Federal de Salta, 11000507/2010/1/RH1, 16 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Incumplimiento del contrato. Actividad inmobiliaria. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Ha reiterado la Corte que los pronunciamientos que deciden las cuestiones de competencia no autorizan la apertura del recurso extraordinario, toda vez que no constituyen sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48; salvo que medie denegatoria del fuero federal, una efectiva privación de justicia o circunstancias excepcionales que admitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, como ocurre cuando la decisión afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal. En el supuesto no media denegatoria del fuero federal, en tanto la decisión impugnada declina la competencia del fuero nacional civil a favor del comercial; es decir, decide sobre la distribución de la competencia ordinaria entre jueces nacionales con asiento en la ciudad de Buenos Aires, lo que no constituye una resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. En las condiciones expuestas, la determinación de cuál de los tribunales ordinarios de Capital Federal es competente para intervenir en autos, constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada a esa Corte por la vía excepcional que se intenta. Por otra parte, en un ámbito de eminente tenor fáctico y de derecho procesal y común, no se aprecia un gravamen concreto y actual de insusceptible reparación ulterior que permita equipararla a una decisión definitiva, puesto que no clausura la vía ni cercena el acceso a la justicia y la actora puede acudir a la jurisdicción de un tribunal determinado para seguir tramitando su pretensión. En ese punto, la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la alegación de garantías constitucionales supuestamente quebrantadas ni por la pretendida arbitrariedad de la resolución o la invocada interpretación errónea del derecho que rige el caso. En tales condiciones, la recurrente no consigue acreditar el carácter definitivo del pronunciamiento recurrido en los términos del artículo 14 de la ley 48 y, en consecuencia, el planteo deviene inadmisible.


    Mar de Hércules S.A. c/ Sud Inversiones y Análisis S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 91829/2015/1/RH1, 08 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Prenda. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    En el precedente de Fallos: 340:905, "HSBC", la Corte Suprema consideró aplicables las reglas de competencia de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor. Ese tribunal expuso que el artículo 36 de la ley 24.240 encabeza el capítulo referido a las operaciones financieras para el consumo y de crédito para el consumo, sin efectuar distinción ni exclusión de ninguna especie. Concluyó que "por aplicación de la regla contenida en el art. 36 de la ley 24.240, resulta competente para conocer en las actuaciones el juez con jurisdicción sobre el domicilio real del deudor - consumidor sin que sea un óbice la naturaleza del proceso".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Olivera, Ramona Ofelia s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 20447/2018/1/RH1, 22 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Derechos de incidencia colectiva. Relación de consumo. Consumidores. Cuestiones de hecho y prueba. Gravamen irreparable. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. 


    Ley 24.240.


    Si bien las objeciones que trae el recurrente se vinculan con cuestiones procesales y de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando el pronunciamiento no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. La Procuración General se expidió, sobre el alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva. Postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso. La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. La Procuración General también explicó que en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló que "... la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, el máximo tribunal expuso en el citado caso que "...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos” y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, la Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. Así, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. En virtud de lo anterior, la recurrente acreditó que la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, puesto que efectúo una interpretación del artículo 55 de la ley 24.240 que desatiende los artículos 16, 18 y 42 de la Constitución Nacional y se aparta de la finalidad de la norma. Por ello, debe ser dejada sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad. Finalmente, el tenor de la solución propuesta y, en particular, el carácter automático y de fuente legal de la gratuidad del proceso tornan innecesario el tratamiento de los agravios vinculados a la oportunidad de la promoción del beneficio de litigar sin gastos.


    PADEC Prevención Asesoramiento y Defensa del Consumidor c/ Telecentro S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 11498/2018/1/RH1, 22 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Habilitación de instancia. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En tales condiciones, la demandada no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Luna, Ezequiel Oscar c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33054/2017/1/RH1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicio. Indemnización. Legitimación activa. Herederos forzosos. Interpretación de la ley. Jurisprudencia aplicable. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios de los apelantes vinculados a la legitimación para demandar el daño moral y a la insuficiencia de la indemnización reconocida por él a quo no pueden prosperar, pues se reducen a cuestiones de hecho, prueba e interpretación de derecho común propia de los jueces de la causa y ajenas a la vía del artículo 14 de la ley 48, las cuales, por otra parte, han sido resueltas sin arbitrariedad. La interpretación efectuada por el a quo del artículo 1078 del Código Civil no resulta arbitraria y es afín con la decisión de la Corte en Fallos: 322: 621 en cuanto desestimó el reclamo por daño moral formulado por la hermana de la víctima, al considerar que el citado artículo, en caso de muerte, sólo lo admitía para los herederos forzosos. Es del caso recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa si no se demuestra un notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamentación. Resulta irrelevante aludir a la interpretación amplia o restrictiva de tal norma, pues dichas teorías están referidas a supuestos distintos a los aquí examinados. Si bien la conclusión del tribunal superior local es distinta de la efectuada por la CIDH en la causa "Bulacio" en cuanto a la legitimación de los hermanos de la víctima para reclamar la reparación de los daños y perjuicios, el tribunal local, para decidir, se basó en las disposiciones de los artículos 1078 y 1079 del Código Civil y 1741 del Código Civil y Comercial de la Nación, al tratarse todas ellas de normas de derecho común y hallarse su inteligencia suficientemente fundada, pone al fallo al abrigo de la tacha de arbitrariedad. Es necesario tener presente que la jurisprudencia de la CIDH "sirve como orientación para establecer principios en esta materia, aunque no puede invocarse como criterio unívoco, porque cada caso debe analizarse conforme a sus propias características". Cabe destacar que tal es el criterio sostenido por este Ministerio Público en oportunidad de dictaminar en las causas "Acosta", "Carranza Latrubesse" y, también, por la Corte en Fallos: 340:47, acerca del acatamiento de la jurisprudencia de la CIDH. En este último pronunciamiento, la Corte consideró que si bien se halla fuera de discusión que las sentencias de la Corte Interamericana, dictadas en procesos contenciosos contra el Estado argentino son, en principio, de cumplimiento obligatorio para éste, dicha obligatoriedad alcanza únicamente a las resoluciones dictadas por el tribunal internacional dentro del marco de sus potestades remediales y que es con ese alcance que el Estado argentino se ha obligado internacionalmente a acatar las decisiones de la Corte Interamericana. Asimismo, y aun cuando se efectuara una interpretación diferente del derecho común de la realizada por el a quo, se estima que tampoco podría aplicarse sin más al presente la legitimación acordada en "Bulacio" para reconocer el pago de daño inmaterial a los miembros más cercanos de la familia del fallecido, particularmente a aquellos que estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima, toda vez que ello implicaría examinar si se dieron tales circunstancias en este caso con relación a cada uno de los hermanos del causante, lo cual constituye una cuestión de hecho y prueba ajena al limitado marco del recurso extraordinario impetrado. Por idénticos motivos, cabría desestimar los agravios de los apelantes relativos al reclamo de la reparación integral y la insuficiencia de los montos reconocidos por los daños y perjuicios. No debe olvidarse que la doctrina de la arbitrariedad no pretende convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo tiende a cubrir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impiden considerar a la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. La Corte ha considerado que no configura un supuesto de arbitrariedad el apartamiento de lo dicho por el tribunal en un precedente suyo, y que no abre la instancia extraordinaria el hecho de que la solución acordada se encuentre en contradicción con jurisprudencia anterior del mismo tribunal.


    Sucesores de Canale, Ángela y otros c/ Provincia de La Pampa y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4104/2015/RH1, 02 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 116712/2017/1/1/RH4 “Recurso de Queja N° 1 -Incidente N° 1- Juvevir Asociación Civil y otros c/ APR ENERGY S.R.L. s/ Inc. Apelación en los autos del expediente principal: Juvevir Asociación Civil y otros c/ APR ENERGY S.R.L. y otro s/ Daños varios”.


    Recurso Queja N° 2 - Incidente N° 3 - Juvevir Asociación Civil y otros c/ Araucaria Energy S.A. s/ Incidente de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 116712/2017/3/2/RH3, 07 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Personal de la Prefectura Naval. Licencia por enfermedad. Discriminación por enfermedad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Resulta necesario repasar lo dispuesto en la ley 25.404 y su reglamentación, decreto 53/2009. Así, el art. 1° garantiza a toda persona que padezca epilepsia el pleno ejercicio de sus derechos, proscribe todo acto que la discrimine y dispone medidas especiales de protección. Entiende por discriminación a toda invocación que expresa o implícitamente les restrinja el pleno ejercicio de su derecho a obtener o conservar un empleo y acceder al ejercicio de un cargo público, como también a tener el libre acceso a la educación, salud y cualquier otro servicio asistencial o promocional. Determina que la enfermedad no será considerada impedimento para la postulación, ingreso o desempeño laboral salvo que el médico tratante indique limitaciones o recomendaciones en el certificado de aptitud laboral. La reglamentación dispone: “El profesional que tuviere a su cargo el otorgamiento del certificado de aptitud laboral deberá tener en cuenta el tipo de epilepsia de las personas solicitantes, así como la naturaleza de las tareas a desarrollar o las que se encuentra desarrollando, de manera tal que su ejercicio no ponga en peligro la integridad física del interesado o la de terceros. Para la postulación, ingreso y desempeño laboral, público o privado, serán tenidas en cuenta las aptitudes consignadas en la acreditación expedita pro el médico tratante”. La norma expresa que el desconocimiento de los derechos emergentes de ella se considerarán “acto discriminatorio en los términos de la ley 23.592” en cuyo caso actuará el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo. Por su parte el artículo 8 de la ley específica que: “En toda controversia judicial o extrajudicial en la cual el carácter de epiléptico fuere invocado para negar, modificar y extinguir derechos subjetivos de cualquier naturaleza, será imprescindible el dictamen de los profesionales afectados al programa a que se refiere el artículo 9° de la presente, el que no podrá ser suplido por otras medidas probatorias”. Finalmente, deja sin efecto toda norma que se le oponga. Sobre tales bases, se entiende que la ley 25.404 resulta aplicable a la Prefectura Naval Argentina e integra y complementa a las normas del régimen de personal de la fuerza; no las sustituye, como interpreta el organismo estatal.


    Recurso Queja N° 1 - Cáceres Carvajal, Héctor Omar c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Prefectura Naval Argentina s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3291/2016/1/RH1, 14 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Universidades nacionales. Reinstalación en el puesto de trabajo. Diferencias salariales. Oportunidad procesal. Presentación extemporánea. 


    Resulta aplicable al sub lite la doctrina sentada por la Corte en el sentido de que el plazo previsto por el artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no se suspende ni interrumpe por la interposición de otros recursos declarados improcedentes, máxime cuando el rechazo de la reposición intentada no importa una modificación de la resolución impugnada. En efecto, ello es así, toda vez que el lapso de diez días fijado por aquel precepto había transcurrido en exceso al momento de la interposición del recurso extraordinario), en atención a que corresponde computarlo desde la notificación de la decisión que puso fin a la controversia provocando el consiguiente agravio a la recurrente, sin que quepa admitir su suspensión en virtud de la ulterior impugnación por vía de la reposición in extremis.


    Recurso Queja N° 1 - Demandado: Universidad Nacional de San Juan s/ Civil y comercial - varios Actor: Quiroga, Tomasa


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 82018509/2011/1/RH1, 29 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Medicina prepaga. Programa Médico Obligatorio. Fertilización asistida. Fecundación in vitro. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La ley 26.862 tiene por objeto garantizar el acceso integral a los procedimientos y técnicas médico-asistenciales de reproducción médicamente asistida (art. 1°). Esos procedimientos y técnicas son definidos como aquéllos que se realizan con asistencia médica para la consecución del embarazo, quedando comprendidas las técnicas de baja y alta complejidad, con o sin donación de gametos y/o embriones, y los nuevos procedimientos y técnicas, desarrollados mediante avances técnico-científicos, que decida autorizar e incluir el Ministerio de Salud de la Nación, en su carácter de autoridad de aplicación de la ley (arts. 2° y 3°). En lo que respecta a la cobertura de tales procedimientos y técnicas, ese cuerpo legal dispone que el sector público de salud, las obras sociales enmarcadas en las leyes 23.660 y 23.661, la Obra Social del Poder Judicial de la Nación, la Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación, las entidades de medicina prepaga y las entidades que brinden atención al personal de las universidades, así como también todos aquellos agentes que brinden servicios médico-asistenciales a sus afiliados, independientemente de la figura jurídica que posean, incorporarán como prestaciones obligatorias y a brindar a sus afiliados o beneficiarios, la cobertura integral e interdisciplinaria del abordaje, el diagnóstico, los medicamentos y las terapias de apoyo y los procedimientos y las técnicas que la Organización Mundial de la Salud define como de reproducción médicamente asistida, los cuales incluyen: a la inducción de ovulación; la estimulación ovárica controlada; el desencadenamiento de la ovulación; las técnicas de reproducción asistida (TEA); y la inseminación intrauterina, intracervical o intravaginal, con gametos del cónyuge, pareja conviviente o no, o de un donante, según los criterios que establezca la autoridad de aplicación. Asimismo, establece que estos procedimientos quedan incluidos en el Programa Médico Obligatorio, así como los de diagnóstico, medicamentos y terapias de apoyo, con los criterios y modalidades de cobertura que establezca la autoridad de aplicación, la cual no podrá introducir requisitos o limitaciones que impliquen la exclusión debido a la orientación sexual o el estado civil de los destinatarios (art. 8°). Por su parte, el decreto 956/13, reglamentario de la ley 26.862, aclara los alcances de los derechos y obligaciones contenidos en las disposiciones reglamentadas. En relación con el objeto de las presentes actuaciones, la reglamentación determina qué debe entenderse por técnicas de baja y de alta complejidad, y a cuantos tratamientos de cada tipo tiene derecho a acceder la persona beneficiaria (arts. 2° y 8° del Anexo I). En efecto, el mencionado decreto define a las técnicas de baja complejidad como aquéllas que tienen por objeto la unión entre óvulo y espermatozoide en el interior del sistema reproductor femenino, lograda a través de la inducción de ovulación, estimulación ovárica controlada, desencadenamiento de la ovulación e inseminación intrauterina, intracervical o intravaginal, con semen de la pareja o donante; y a las de alta complejidad como aquéllas donde la unión entre óvulo y espermatozoide tiene lugar por fuera del sistema reproductor femenino, incluyendo: FIV; lCS1; la criopreservación de ovocitos y embriones; la donación de ovocitos y embriones y la vitrificación de tejidos reproductivos (art. 2° del Anexo I). En cuanto a la cantidad de tratamientos, en lo pertinente, dispone que "una persona podrá acceder a un máximo de CUATRO (4) tratamientos anuales con técnicas de reproducción médicamente asistida de baja complejidad, y hasta TRES (3) tratamientos de reproducción médicamente asistida con técnicas de alta complejidad, con intervalos mínimos de TRES (3) meses entre cada uno de ellos" (art. 8° del Anexo I). Finalmente, resta señalar que el 2 de enero de 2017 el Ministerio de Salud de la Nación dictó la resolución 1-E-2017, especificando que cada uno de los tratamientos de alta complejidad a los que cada paciente tiene derecho, según lo dispuesto en el decreto 956/13, comprende hasta tres TE en fresco o criopreservados) -v. Anexo 1 de esa resolución-. Al respecto, corresponde agregar que, la Corte Suprema, señaló que el legislador quiso otorgar a la cobertura de este tipo de prestaciones un amplio alcance, que asegure el pleno ejercicio del derecho a la salud reproductiva, al que le reconoce carácter fundamental por su íntima vinculación con el derecho a la vida (considerando 4°). De tal forma, concluyó que la única interpretación admisible de la reglamentación del decreto 956/13, en consonancia con los objetivos trazados por la ley 26.862, es que habilita a los interesados a acceder a tres tratamientos "anuales" de reproducción médicamente asistida con técnicas de alta complejidad.


    S., A. M. y otro c/ S. M. S.A. s/ Medida cautelar innovativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2262/2017/CS1, 06 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Ejecución fiscal. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 32063/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 2168/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6815/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8600/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10225/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10229/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13781/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 20940/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27132/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 4365/2017/CS1 "AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal".


    AFIP - DGI c/ Ecoave S.A. s/ Ejecución fiscal


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 30398/2017/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


    Falta de traslado. 


    Es doctrina del Tribunal que la sustanciación que establece el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa. En el sub examine, el Superior Tribunal de Justicia denegó el recurso extraordinario sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina la norma respecto de su contraparte. Por ello, corresponde dejar sin efecto el auto que denegó el recurso extraordinario y remitir las actuaciones al tribunal de origen para que se sustancie la apelación extraordinaria, de conformidad con lo que dispone el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y, se resuelva sobre su procedencia.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Municipalidad de Posadas s/ Acción contencioso-administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1939/2018/RH1, 22 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Acciones de clase. Beneficio de litigar sin gastos. Consumidores. Acceso a la justicia. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho común. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. 


    El recurso es formalmente admisible pues la resolución recurrida sella el alcance del artículo 55 de la ley 24.240 en un sentido que obstruye el acceso a la justicia al someter al recurrente al riesgo de asumir las costas del proceso y, por ello, ocasiona un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior que la asimila a una sentencia definitiva. Esta Procuración General se expidió, sobre el alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva. Postuló que, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso. La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. Esta Procuración General también explicó que en el precedente de Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", la Corte Suprema señaló que "...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Además, el máximo tribunal expuso en el citado caso que "...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos y que "una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue, sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". Por último, esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. Además, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. La recurrente acreditó que la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, puesto que efectúo una interpretación del artículo 55 de la ley 24.240 que desatiende los artículos 16, 18 y 42 de la Constitución Nacional y se aparta de la finalidad de la norma. Por ello, debe ser dejada sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad.


    ACYMA Asociación Civil c/ Viajes Futuro S.R.L. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7818/2015/RH1, 24 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Defensa en juicio. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que la sustanciación que establece el artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Recurso Queja N° 1 – Correo Oficial de la República Argentina S. c/ Empresa Provincial de Energía de Córdoba s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 87528/2018/1/RH1, 21 de mayo de 2019


    Ver dictamen


    Internación. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1226/2019/CS1, “R., J. A. s/ Protección de persona”.


    R., J. A. s/ Internación judicial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1466/2019/CS1, 11 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 6481/2010/CS1, “Mapal S.A.C.I.A. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Vialidad – Resolución 777/01 (Expediente 19.125/09) s/ Proceso de conocimiento”.


    Furfaro S.A. - Vial Agro S.A. UTE c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Vialidad Resoluciones 777/01 623/09 (Expediente 5.565/07) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10167/2009/CS1-CA1, 02 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión sustancialmente análoga con lo examinado en los fallos S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Fundición Integral SRL s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 36757/2018/CA1-CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1573/2018/CS1, “GCBA c/ BT Latam Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ BT Latam Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1551/2018/RH1, 18 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Carta de crédito. Pesificación. Intereses moratorios. Interpretación y aplicación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Revocación de sentencia. 


    Si bien en el sub lite se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, corresponde tratar, en primer término, los agravios de la parte demandada que atañen en estricto a la causal de arbitrariedad, dado que de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha, y por cuanto la conclusión a su respecto, condiciona la procedencia del estudio de los argumentos relativos a la moneda de pago de la condena. En tales condiciones, se estima que las objeciones planteadas por la demandada relativas a la valoración del impacto del fraude llevado a cabo por sus empleados, en la obligación derivada de la carta de crédito stand by, remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común que, como regla, son propios de la causa y ajenos al remedio federal. Máxime, cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales suficientes para sustentar la decisión y que impiden su descalificación como acto judicial. A su vez, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto convertir a esa Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley. Por último, la genérica invocación de garantías constitucionales es insuficiente para habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48, pues el artículo 15 de ese cuerpo legal demanda que la cuestión federal tenga relación directa e inmediata con la materia litigiosa. Esa relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado. Cabe precisar que, es formalmente admisible el recurso presentado por la parte demandada en cuanto pone en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales, y la decisión ha sido contraria al derecho que el apelante fundó en ellas. También es oportuno recordar que la Corte Suprema tiene dicho, que en la tarea de esclarecer la inteligencia de este tipo de normas no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, han de ser examinados en forma conjunta. Es necesario recordar que el decreto 410/02, con efecto a partir del 3 de febrero de 2002, excluyó de la conversión a pesos a las financiaciones vinculadas al comercio exterior otorgadas por las entidades financieras, en los casos, con las condiciones y los requisitos que determine el Banco Central de la República Argentina. A su vez, la comunicación A 3507 determinó que los saldos al 3 de febrero de 2002 de las financiaciones en moneda extranjera vigentes al 5 de enero de 2002, por obligaciones originadas en la prefinanciación y financiación de exportaciones y financiación de importaciones, debían ser cancelados en moneda extranjera o en pesos, al tipo de cambio del mercado por el que corresponda liquidar el cobro de las exportaciones. Por último, en cuanto a los agravios de la actora referidos al cómputo y alcance de los intereses moratorios, además de tratarse de cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenas a la instancia, resulta prematuro su tratamiento por cuanto deberá ser materia de examen al definirse los términos en que corresponda efectuarse la conversión de la deuda en pesos. No se advierte, por lo demás, que la cámara al abordar la cuestión haya incurrido en exceso de jurisdicción, pues la modificación del momento de cómputo de la mora se justifica en la reducción del alcance de la condena, y el cambio de la tasa obedece a la modificación de la moneda de pago. Ambas cuestiones fueron abordadas en los recursos de apelación oportunamente planteados, de modo que integraban la materia sobre la cual el a quo estaba en condiciones de decidir.


    Scotia Bank Uruguay S.A. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 92/2002/CS1, 16 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Excepción de incompetencia. Asociaciones civiles. Sociedad anónima. Ley de defensa del consumidor. Cuestión de derecho común. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Al contestar la demanda la accionada opuso excepción de incompetencia, al entender que la causa debe tramitar ante el fuero federal, defensa que fue sucesivamente rechazada por los tribunales locales, lo que originó que la sociedad demandada interpusiera el recurso previsto en el art. 14 de la ley 48. Sentado ello, los agravios vertidos por la demandada en su remedio extraordinario no permiten apartarse del criterio precedentemente expuesto por el Ministerio Público y que fue compartido por la Corte. En efecto, y tal como ha sido señalado, de los hechos de la demanda, a los que ha de estarse a fin de resolver cuestiones de competencia se desprende que la asociación civil dedujo una acción colectiva contra una sociedad anónima con el objeto de obtener la declaración de nulidad, invalidez o inexistencia de determinadas cláusulas insertas en los contratos suscriptos entre los usuarios y la sociedad demandada, como así también que se abonara a aquéllos una suma de dinero en concepto de resarcimiento por daño moral y patrimonial homogéneo que habrían sufrido como consecuencia de la interrupción del servicio, y, finalmente, la aplicación a la accionada de una multa civil. Fundó dichas pretensiones, principalmente, en las disposiciones de la Ley de Defensa del Consumidor 24.240 y sus modificatorias. En tales condiciones, lo medular de la controversia planteada involucra la aplicación e interpretación de normas de derecho común, ya que la cuestión debatida en autos está ceñida exclusivamente a la relación contractual trabada entre los usuarios y la sociedad anónima y a las desinteligencias puramente comerciales que pudieran existir entre ambas partes del contrato derivadas de los reclamos por daños y perjuicios que efectuaron los clientes de la sociedad demandada. Al ser ello así, no se advierte que sea necesario -esencial e ineludiblemente- interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de tecnologías de la información y las comunicaciones, máxime cuando esta última norma, invocada por la sociedad demandada en su recurso extraordinario y que ya se encontraba en vigencia al momento en que la Corte se expidió en la sentencia, excluye de la competencia federal a las relaciones de consumo (art. 4°), tal como las que se plantean en el sub examine. En razón de lo expuesto, el recurrente no logra aportar argumentos sólidos que permitan modificar el criterio sentado por el Ministerio Público y que fue compartido por la Corte por lo que, la justicia provincial sigue siendo competente para entender en el presente proceso.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2160/2018/RH1, 18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, “Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Caimán S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1610/2016/18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, “Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Máquinas Agrícolas Ombú Sociedad Anónima c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2120/2016/18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2003/2019/CS1, "AFIP c/ Sambarino, Mariano Patricio s/ Ejecución fiscal".


    AFIP c/ Sambarino, José Luis s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2002/2019/CS1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2003/2019/CS1, "AFIP c/ Sambarino, Mariano Patricio s/ Ejecución fiscal".


    AFIP c/ Sambarino, José Luis s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2004/2019/CS1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2003/2019/CS1, "AFIP c/ Sambarino, Mariano Patricio s/ Ejecución fiscal".


    AFIP c/ Sambarino, Mariano Patricio s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2006/2019/CS1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Actores. Decreto reglamentario. Inconstitucionalidad. Derecho a la imagen. Propiedad intelectual. Escala salarial. Convenios colectivos de trabajo. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Suprema tiene reiteradamente dicho que cuando un decreto reglamentario desconoce o restringe de manera irrazonable los derechos que la ley reglamentada reconoce, o de cualquier modo subvierte su espíritu o finalidad, ello contraría el principio de jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las funciones que le son encomendadas al Poder Ejecutivo por la Constitución Nacional. Esta pauta constitucional resulta de particular relevancia respecto de reglamentos de ejecución de leyes que a su vez implementan derechos fundamentales. En el caso, se impone un control riguroso del ejercicio de la potestad reglamentaria prevista en el artículo 99, inciso 2, de la Constitución Nacional en virtud de la exigente protección constitucional de la retribución justa del trabajo dependiente y de los derechos de la seguridad social. Tal como dijo la Corte Suprema "[l]a primera fuente de interpretación de la leyes su letra pero su comprensión no se agota con la remisión a su texto, sino que debe indagarse, también, lo que ella dice jurídicamente, dando pleno efecto a la finalidad de la norma, y computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional". El apego a la letra de la ley no puede llevar a la pérdida de un derecho o a la desnaturalización de la finalidad que ha inspirado su sanción. En virtud de lo expuesto, tanto la atribución de carácter no remuneratorio a las ganancias derivadas de los derechos de imagen en el contrato de trabajo actoral (art. 8, segundo párrafo, decreto 616/2016), como la reducción de la base imponible fijada por la ley 27.203 para el cálculo de los aportes y contribuciones a los sistemas de seguridad social (art. 11, decreto cit.) desconocen de manera irrazonable los derechos de la ley reglamentada y contrarían la finalidad de la norma, lo que vulnera el principio de jerarquía normativa y, por ende, determina su inconstitucionalidad. Por último, el mismo reproche constitucional alcanza a la resolución conjunta general 3917/2016, dictada -en virtud de lo dispuesto en los artículos 2 y 3 del decreto 616/2016- por la Administración Federal de Ingresos Públicos, la Secretaría de Seguridad Social, la Superintendencia de Servicios de Salud, la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y la Superintendencia de Seguros de la Nación, que reproduce en lo sustancial el contenido de los artículos 8 y 11 de la reglamentación, al referirse al método para determinar la prestación dineraria mensual por incapacidad laboral temporaria y el valor mensual del ingreso base, a la forma en que deberán calcularse las alícuotas de la cobertura de la Ley de Riesgos del Trabajo y a los aportes y contribuciones obligatorios a los sistemas de seguridad social.


    Asociación Argentina de Actores c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 97894/2016/CS1, 24 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Decreto reglamentario. Acción meramente declarativa. Recursos de la seguridad social. Programa Nacional de reparación histórica para jubilados y pensionados. Convenio de honorarios. Libertad de contratar. Derecho a la justa retribución. Control de razonabilidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En orden a la afectación de la libertad de contratación invocada, es facultad del Congreso de la Nación en el marco de la emergencia en materia de litigiosidad previsional establecer restricciones para los acuerdos de honorarios respecto de los beneficiarios del programa especial de Reparación Histórica, en la medida en que no se afecte arbitrariamente la retribución justa de la labor profesional de los abogados. En ese sentido, es menester precisar que el artículo 4 de la Ley 21.839 de Aranceles Profesionales prohíbe pactar honorarios con los clientes en procesos previsionales, en función de su naturaleza alimentaria. También la Ley 27.423 de Honorarios Profesionales de Abogados, Procuradores y Auxiliares de la Justicia Nacional y Federal, hoy vigente, establece límites a esos acuerdos en su artículo 6, inciso c). No obstante, la parte actora no ataca la validez constitucional de esas disposiciones en su conjunto, ni pondera el marco de emergencia que invoca el Congreso para sostener esa restricción respecto del programa específico. Por ello, en este particular aspecto, el recurrente no presenta un agravio federal suficiente y el recurso no habrá de prosperar. En segundo lugar, la reglamentación efectuada por el Poder Ejecutivo Nacional -a través del artículo 6, tercer párrafo, del decreto 894/16 y del artículo 3 de la resolución 306/16 de la ANSES- del artículo 7, inciso c), in fine, de la ley 27.260, relativo a la regulación de los honorarios de los letrados de los beneficiarios del Programa Nacional, resulta inconstitucional. En efecto, el Poder Ejecutivo, al disponer una suma irrisoria en concepto de honorarios a favor de la representación letrada, se excedió en el ejercicio de sus facultades reglamentarias, previstas en el artículo 99, inciso 2, de la Constitución Nacional, alterando el espíritu y finalidad de la ley, en violación a los artículos 14 bis y 17 de la Constitución Nacional, e instrumentos internacionales concordantes. Al respecto, vale recordar que la Corte Suprema tiene reiteradamente dicho que cuando un decreto reglamentario desconoce o restringe de manera irrazonable los derechos que la ley reconoce, o de cualquier modo subvierte su espíritu o finalidad, ello contraría el principio de jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las funciones que le son encomendadas al Poder Ejecutivo por la Constitución Nacional. A su vez, en relación con ello ha subrayado que es precisamente la razonabilidad con que se ejercen tales facultades el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado, y que permite a los jueces, ante planteos concretos de la parte interesada, verificar el cumplimiento de dicho presupuesto. Esta pauta constitucional resulta de particular relevancia respecto de reglamentos de ejecución de leyes en el que subyacen derechos fundamentales, en el que se encuentra en juego el derecho a una retribución justa. En estos supuestos se impone un control riguroso del ejercicio de la potestad reglamentaria en virtud de la exigente protección constitucional. Bajo este prisma, corresponde señalar que el fin de la ley 27.260 es procurar brindar una solución a la gran cantidad de juicios que actualmente se hallan en trámite contra la ANSES, iniciados por jubilados y pensionados que, en su mayoría, reclaman el re cálculo de su haber inicial por la limitación temporal de la actualización de las remuneraciones y la movilidad de sus jubilaciones. También impedir que esa cantidad de juicios se incremente por la presentación masiva de futuras demandas. En este contexto, el legislador declaró la emergencia en materia de litigiosidad previsional por tres años y diseñó el Programa Nacional en cuestión, con el objeto de que los beneficiarios logren reajustar sus haberes jubilatorios y el Estado pueda cancelar sus deudas previsionales. Ahora bien, no obstante advertir el interés público que esa finalidad persigue, la reducción de los costos del programa es una política que debe ser asumida por la administración y no puede sostenerse exclusivamente en el esfuerzo económico de los profesionales que patrocinan a los beneficiarios, mediante la imposición de una desproporcionada carga pública. Téngase en cuenta además que la normativa en discusión alude reiteradamente a la situación de vulnerabilidad de los adultos mayores y a la especial tutela que merecen, particularmente en lo que respecta a la accesibilidad a un derecho de carácter alimentario como el haber jubilatorio. En esa línea se inscriben las disposiciones legales y reglamentarias que procuran otorgar un mayor grado de confiabilidad y transparencia a los acuerdos transaccionales, exigiendo asistencia letrada para su celebración e imponiendo la homologación judicial para su perfeccionamiento. Por otra parte, en materia de regulación de honorarios, la Corte Suprema sostuvo el criterio de evaluar la extensión y complejidad de los trabajos de los profesionales intervinientes en las causas, de manera de determinar una suma con arreglo al trabajo efectivamente realizado y a su extensión. También afirmó el Tribunal que resulta aplicable a esta materia la doctrina según la cual deben desecharse soluciones notoriamente injustas y que merece la tacha de desproporcionada aquella regulación que da por resultado una suma irrisoria, incompatible con un análisis serio y mesurado de las variables del caso y de las normas aplicables. Respecto del derecho a la justa retribución, de acuerdo al principio sentado en el artículo 28 de la Constitución Nacional, las garantías contenidas en los artículos 14 bis y 17 resultan vulneradas cuando una regulación de honorarios exorbita la adecuada composición, al conceder una retribución desproporcionada. Ello ocurre cuando se fija una retribución excesiva y también cuando se la disminuye de forma inconciliable con la tutela establecida en las garantías constitucionales mencionadas. En tales condiciones, teniendo en cuenta la finalidad del Programa, la determinación de una suma irrisoria en concepto de honorarios, como la establecida por las normas reglamentarias aquí cuestionadas no resulta una medida idónea para alcanzar ese objetivo de confiabilidad y transparencia, en tanto desincentiva a una gran cantidad de abogados a intervenir en los casos del Programa Nacional, en virtud de la insuficiente contraprestación económica prevista para realizar tareas complejas que pueden comprometer la responsabilidad profesional. Ello afecta, además, el acceso a la justicia de los jubilados, al reducir la oferta de servicios jurídicos de calidad disponibles para actuar en la celebración y homologación de los acuerdos transaccionales del programa. En definitiva, las sumas fijas de honorarios profesionales determinadas por la autoridad de aplicación resultan irrisorias, no guardan una adecuada relación con las tareas profesionales requeridas, y vulneran, por ende, el derecho constitucional a la retribución justa, además de ser una medida irrazonable para la realización de los fines públicos de transparencia y accesibilidad que la ley reglamentada formula. En consecuencia, el artículo 6, tercer párrafo, del decreto 894/16 y artículo 3 de la resolución 306/16 de la ANSES resultan inconstitucionales.


    Colegio de Abogados Río Cuarto y otros c/ Estado Nacional y ANSES s/ Varios


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 35701/2016/CS1, 30 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1535/2019/CS1, “P. V., P. c/ M. C., L. M. s/ Cuidado personal de los hijos”.


    P. V., P. c/ M. C., L. M. s/ Comunicación con los hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1720/2019/CS1, 17 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Industria satelital. Monopolio. Televisión vía satélite. Responsabilidad del Estado por actos ilícitos. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    En cuanto al fondo del asunto, el régimen establecido al momento de contratar los servicios de la empresa se caracterizaba por una reserva nacional de provisión de facilidades satelitales que excluía a sistemas satelitales no argentinos e implicaba de hecho la obligación de contratar las facilidades requeridas para operar con el único sistema satelital nacional existente y autorizado. Al ser el único prestador admitido por las autoridades, el precio y las condiciones de contratación que habría impuesto la empresa reflejaban su posición monopólica. Tal situación, se vio alterada sustancialmente a partir del convenio de reciprocidad suscripto con Estados Unidos de América y el consecuente dictado de las resoluciones 14/97 y 396/98, lo que permitió que otros operadores accedieran al mercado de la televisión directa al hogar utilizando los servicios de satélites pertenecientes a compañías asociadas que ofrecían condiciones comerciales muy ventajosas al operador. Mediante las decisiones políticas del Estado y sus entes descentralizados, se crearon condiciones de competencia dispares que tuvieron por efecto ruinoso la eliminación de la rentabilidad esperada por ella, su falta de viabilidad como empresa en marcha y su constante pérdida de posición en el mercado en el que actúa, desplazándola fácilmente, circunstancias que otorgarían sustento al reclamo de indemnización que efectúa en autos. Habida cuenta de ello, a fin de determinar si corresponde responsabilizar a las demandadas por los daños y perjuicios que le habrían ocasionado a la actora las normas incorporadas al régimen regulatorio de los servicios de televisión directa al hogar por satélite, es preciso efectuar una reseña del marco jurídico vigente al momento en que la firma suscribió el contrato de alquiler de facilidades satelitales con la empresa, como así también de la normativa que fue dictada con posterioridad, al introducirse las modificaciones de las que derivarían los daños alegados. La Corte sostuvo que la lesión de derechos particulares susceptibles de indemnización en virtud de la doctrina de la responsabilidad estatal por los daños derivados de su actividad lícita, no comprende los daños que sean consecuencias normales de la actividad lícita desarrollada, puesto que las normas que legitiman la actividad estatal productora de tales daños importan limitaciones de carácter general al ejercicio de todos los derechos individuales singularmente afectados por dicha actividad. Por lo tanto, solo comprende los perjuicios que, por constituir consecuencias anormales, significan para el titular del derecho un verdadero sacrificio desigual, que no tiene la obligación de tolerar sin la debida compensación económica, por imperio de la garantía consagrada por el art. 17 de la Constitución Nacional. El Alto Tribunal también se refirió a la singularidad del perjuicio al expresar que es esencial a esta clase de responsabilidad que la actividad administrativa se constituya en causa eficiente de un perjuicio particular para conseguir finalidades de interés general o colectivo y, asimismo, expresó que la actividad del Estado debe haber producido una lesión a una situación jurídicamente protegida. De esta manera, para acceder a la indemnización pretendida por la actora se requiere la demostración de que los daños que alega haber sufrido constituyen un sacrificio desigual, que excede las consecuencias normales derivadas del ejercicio de la actividad estatal lícita desarrollada. En el sub lite la respuesta debe ser negativa, toda vez que, en atención al marco normativo y a las circunstancias de la causa que no han sido puestas en tela de juicio, las modificaciones introducidas por los órganos competentes al régimen de facilidades satelitales aplicables a los servicios de televisión directa al hogar encuentran su origen en los compromisos asumidos en el ámbito internacional y en el cumplimiento de las pautas que surgen del art. 42 de la Ley Fundamental en lo que atañe a los derechos de los consumidores y a la defensa de la competencia. Tales extremos no implican de modo alguno la imposición de un sacrificio particular para la actora, quien no puede invocar un derecho adquirido a que se mantengan las condiciones del mercado satelital cuando era razonablemente previsible que ellas se vieran alteradas teniendo en cuenta los vertiginosos cambios tecnológicos que se avecinaban en el ámbito de las telecomunicaciones. Aquellos aspectos no fueron adecuadamente considerados por el a quo pese a ser decisivos para la solución del litigio, teniendo en cuenta los términos en que las demandadas negaron su responsabilidad. Ello es así, si se tiene en cuenta que, en el ámbito de las telecomunicaciones y la administración del espectro radioeléctrico, la velocidad a la que se producen las innovaciones tecnológicas permite predecir la necesidad de una adecuación de la normativa específica que contemple las grandes transformaciones que erosionan las fronteras tanto técnicas como políticas. En el caso, ello se tradujo en una nueva reglamentación tendiente a regular la provisión de servicios satelitales para prestar el servicio de televisión directa al hogar, habilitando a prestadores de otros países que cumplieran los recaudos previstos, de conformidad con los compromisos asumidos por el Gobierno Nacional en ejercicio de competencias propias. En efecto, no sólo resulta improcedente responsabilizar al Estado por haber modificado la normativa en función de acuerdos internacionales suscriptos en materia de servicios de televisión directa al hogar por vínculo satelital, sino que tampoco pueden imputársele las supuestas consecuencias que la actora atribuye al cambio, puesto que la regulación que se encontraba vigente cuando aquella contrató los servicios de la empresa, le permitía solicitar autorización para contratar capacidad satelital con operadores extranjeros en caso de que el operador doméstico aplicara tarifas no ajustadas al valor promedio vigente en el mercado internacional. Es decir que, de haber considerado que aquella empresa exigía valores exorbitantes por los servicios que prestaba, la actora tenía la posibilidad de recurrir a este mecanismo a fin de obtener una tarifa razonable por parte de un prestador no doméstico, sin que resulte un argumento válido el hecho de que la resolución 464/91 no estableciera el procedimiento para constituir acuerdos de reciprocidad al fijar el marco regulatorio para la provisión de facilidades satelitales. Por tales motivos, las sumas reclamadas por la actora no configuran un daño resarcible sino una supuesta rentabilidad que habría dejado de percibir al modificarse las condiciones originales del mercado de servicios satelitales y, en consecuencia, no captar la cantidad de clientes que esperaba tras obtener la licencia pertinente y contratar los servicios brindados por la firma. Por lo demás, la mera posibilidad de frustrar el acrecentamiento de posibles usuarios tampoco resulta válida para sustentar el reclamo de la actora, pues el eventual beneficio que pudo haberle reportado la situación de ser la única prestadora del servicio de televisión directa al hogar por satélite contratando las facilidades satelitales con la única firma autorizada en un primer momento, no constituye un interés protegido por la ley, ni puede entenderse que exista en cabeza del actor un derecho incorporado a su patrimonio basado en la supuesta obligación estatal de mantener un régimen de exclusividad impidiendo el ingreso al mercado de sistemas satelitales no argentinos. Ello es así, en razón de que, no resulta razonable extender la responsabilidad del Estado hasta el punto de constituirlo en garante de ventajas económicas conjeturales; máxime cuando la propia Constitución establece el deber del Estado de defender la competencia y controlar los monopolios, como uno de los mecanismos de protección de los derechos de consumidores y usuarios. En este sentido, la Corte ha admitido la responsabilidad del Estado por su obrar lícito con el propósito de resarcir el desmedro patrimonial que experimenta al particular a raíz de un acto estatal que se traduce en un beneficio para toda la comunidad; es decir, que la condición implícita que torna viable esta doctrina consiste en la materialización del bienestar general, lo que supone la relación armónica entre el interés individual y el bien común, de modo tal que la protección del primero no debe prevalecer a ultranza en detrimento de la realización del segundo. En suma, mediante esta concepción se procura amparar el derecho de propiedad, mas no neutralizar la actividad del Estado en la prosecución de sus fines esenciales.


    Recurso queja N° 4 - DTH S.A. c/ Estado Nacional - Secretaria de Comunicaciones y otro s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 142294/2002/4/RH1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CIV 54515/2012/8/RH4, "K., R. y otros c/ A., A. y otros s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux".


    K., R. y otro c/ A., A. y otros s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional médico


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54515/2012/9/RH5, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CIV 54515/2012/8/RH4, "K., R. y otros c/ A., A. y otros s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux".


    K., R. y otro c/ A., A. y otros s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional médicos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54515/2012/11/RH7, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Autorización judicial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2752/2019/CS1, "E. J. A. c/ A. M. L. s/ Alimentos".


    E. J. A. s/ Autorización judicial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2771/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Derecho de comunicación. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2752/2019/CS1, "E. J. A. c/ A. M. L. s/ Alimentos".


    A. M. L. s/ Derecho de comunicación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2772/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Juicio de alimentos. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2752/2019/CS1, "E. J. A. c/ A. M. L. s/ Alimentos".


    A. M. L. c/ E. J. A. s/ Incidente de alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2773/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Alimentos. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2752/2019/CS1, "E. J. A. c/ A. M. L. s/ Alimentos".


    A. M. L. c/ E. J. A. s/ Alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2755/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2752/2019/CS1, "E. J. A. c/ A. M. L. s/ Alimentos".


    E. J. A. c/ A. M. L. s/ Tenencia de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2774/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Juicio de alimentos. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2752/2019/CS1, "E. J. A. c/ A. M. L. s/ Alimentos".


    E. J. A. c/ A. M. L. s/ Incidente de alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2753/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2752/2019/CS1, "E. J. A. c/ A. M. L. s/ Alimentos".


    E. J. A. c/ A. M. L. s/ Régimen de visitas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2754/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2752/2019/CS1, "E. J. A. c/ A. M. L. s/ Alimentos".


    E. J. A. c/ A. M. L. s/ Incidente de autorización de viaje


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2751/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Recursos


    Ejecución fiscal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas S.C. S. 448, L. XLVI; “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S.C. S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salteña S.A.”.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Castoldi, José Luis s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31202/2018/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas S.C. S. 448, L. XLVI; “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S.C. S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salteña S.A.”.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ PROINDA S.A. s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31201/2018/CS1-CA1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas S.C. S. 448, L. XLVI; “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal”; y S.C. S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salteña S.A.”.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Martino, Ulises Alberto s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31200/2018/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas S.C. S. 448, L. XLVI; “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S.C. S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salteña S.A.”.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Baravalle, Hugo Atilio s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31199/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas S.C. S. 448, L. XLVI; “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S.C. S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salteña S.A.”.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Romero, Enzo Juan s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31198/2018/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas S.C. S. 448, L. XLVI; “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal”; y S.C. S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salteña S.A.”.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Zavattero, Mario Gustavo s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31191/2018/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


    Prenda. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa COM 25194/2015/1/RH1, “HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario”, donde esta Procuración General mantuvo el recurso interpuesto por la Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.


    En la causa de referencia, la Corte Suprema dictó sentencia, haciendo lugar parcialmente al recurso fiscal y dejando sin efecto la sentencia apelada en cuanto había rechazado el agravio relativo a la invalidez del trámite del secuestro prendario sin dar previamente audiencia al deudor, fundado en las normas protectorias del consumidor. De modo preliminar, la Corte Suprema indicó que lo resuelto con relación al trámite del secuestro prendario ocasionaba un gravamen de imposible reparación ulterior que permitía equiparar el pronunciamiento a una sentencia definitiva. Así, destacó que privar al deudor en la relación de consumo de todo ejercicio de derecho de defensa, en forma previa al secuestro del bien prendado, podría colocarlo en una situación que no se condice con la especial protección que le confiere el artículo 42 de la Constitución Nacional. Luego, juzgó que debía conocer en la causa en base a la doctrina de la arbitrariedad puesto que la sentencia apelada era descalificable como acto jurisdiccional. Esos argumentos son aplicables al sub lite. En los autos “Banco Hipotecario S.A.”, esta Procuración General sostuvo, que la sentencia es equiparable a definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48 cuando resuelve la competencia en un sentido que obstruye el acceso a la justicia de los consumidores demandados al someterlos a litigar en una jurisdicción ajena a su domicilio en violación de disposiciones de orden público. En esa oportunidad, se señaló que de este modo, la resolución apelada desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos que contempla especialmente las desventajas que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. En este sentido, la efectiva vigencia del mandato que surge del artículo 42 de la Constitución Nacional requiere asegurar a los consumidores la posibilidad de obtener su eficaz defensa en las instancias judiciales.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Lema, Sonia Mabel s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12119/2019/1/RH1, 17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte Suprema según la cual el pago del importe del capital e intereses adeudados sin reserva alguna sobre la continuación del trámite de la queja importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso y vuelve inoficioso todo pronunciamiento al respecto.


    Flores, Alcira Olga c/ Nuevos Rumbos S.A. - Protección Mutual de Seguros de Transporte Público de Pasajeros y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte )


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 10567/2013/1/RH1, 17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


    Restitución de menores


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 917/2019/CS1, "D., L. D. c/ W., S. J. s/ Medida provisional urgente cuidado personal unilateral”.


    D., L. D. c/ W., S. J. s/ Restitución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 506/2019/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     

  


  
    Capítulo XI


    Derecho Procesal Constitucional


    Acción de amparo


    Remisión al dictamen de la causa FCR 17374/2018/CS1-CS2, "Municipalidad de Cte. Luis Piedrabuena c/ Poder Ejecutivo Nacional s / Amparo ley 16.986”.


    Municipalidad de Puerto Santa Cruz c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 17977/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad


    Hoteles. Impuestos. Sujetos imponibles. Sentencia arbitraria. Falta de legitimación para obrar. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Calidad de parte. Presentación extemporánea. 


    Ecotasa. Fundamento aparente. Artículo 372, 375, 378 de la ordenanza fiscal 2374-CM-12.


    El sistema previsto en la norma municipal emplaza a los titulares de establecimientos hoteleros ubicados dentro del municipio de San Carlos de Bariloche como agentes de percepción de la denominada "ecotasa" y, en tal carácter, los somete a una serie de obligaciones cuyo incumplimiento acarrea sanciones legales. En primer lugar, la normativa erige a los establecimientos hoteleros actores como responsables por deuda ajena, es decir, resultan codeudores solidarios con el contribuyente. En segundo término, en su carácter de agentes de percepción de la ecotasa, los accionantes deben soportar o tolerar el ejercicio de facultades de verificación y fiscalización por parte del órgano recaudador local, así como también confeccionar y presentar declaraciones juradas, informes y toda documentación que le sea requerida por el municipio bajo apercibimiento de recibir sanciones ante su inobservancia. Tales obligaciones tornan inadmisible que se excluya a los recurrentes de la presente causa, pues por sí solas evidencian el interés jurídico que poseen en impugnar el régimen cuestionado. Por lo expuesto, la sentencia apelada resulta arbitraria porque al cercenar en forma definitiva la legitimación activa de los actores para promover este juicio, prescindió del régimen normativo local aplicable al sub lite. Por último, no es apto para habilitar la instancia extraordinaria el agravio vertido en el recurso de hecho, según el cual "resulta de una arbitrariedad manifiesta lo resuelto por el ad quem en relación con los dos turistas, quienes ... no fueron considerados parte por el tribunal, resultando de gravedad institucional que además el ad quem resolviera tal cuestión con posterioridad al dictado de la sentencia de falta de legitimación activa de los responsables hoteleros y en oportunidad de resolver un recurso de aclaratoria".


    Cantaluppi, Santiago y otros c/ Municipalidad de San Carlos de Bariloche s/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2606/2017/RH1, 25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Queja por recurso denegado. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar que "los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas", principio que cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad. Es por ese mismo respeto que la Corte tampoco podría transformarse en el intérprete final de las decisiones que adoptan los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones y por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos jurídicos, o en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial, sin perjuicio de señalar que la Corte puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales. Por ello, la Corte ha entendido que no es revisable, en principio, por vía del recurso extraordinario, la interpretación que efectúan los tribunales de provincia de las disposiciones de carácter local. El recurso intentado es formalmente inadmisible, toda vez que la apelante sólo expresa su discrepancia con la interpretación efectuada por el a quo sobre las normas de derecho público local que rigen dicho proceso, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes del sub lite, o la irrazonabilidad de las conclusiones del tribunal. La Corte ha expresado que no constituye fundamento apto para habilitar la instancia extraordinaria la interpretación y aplicación que los tribunales de provincia hagan de sus constituciones respectivas, ni menos de la discreción con que hubiesen obrado sus poderes en el ejercicio de sus atribuciones. Es clara la doctrina de la Corte, al decidir que si el apelante omitió la debida actuación en la etapa procesal pertinente a los fines de una adecuada defensa de sus derechos, estos no resultan susceptibles de ser tratados por la vía del artículo 14 de la ley 48, al quedar afectados por las consecuencias de su conducta discrecional. Las garantías que se invocan como vulneradas no guardan nexo directo e inmediato con lo resuelto, circunstancia que autoriza a desestimar esta presentación directa, por no cumplirse con los extremos de los artículos 14 y 15 de la ley 48.


    Municipalidad de General Roca s/ Acción de inconstitucionalidad (Leyes Provinciales N° 4.317 Y 4.318)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1641/2016/RH1, 25 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Ingredion Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 696/2016/15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Las Camelias S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1071/2016/08 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2319/2016/28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1907/2016/24 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Milkaut S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 683/2016/14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    La Corte sigue siendo competente para entender en estas actuaciones pues la competencia originaria de la Corte -que proviene de la Constitución- no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. En autos la controversia finca únicamente en la violación de prescripciones constitucionales, por lo que el conflicto no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Molino Cañuelas S.A.C.I.F.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1462/2017/24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1488/2017/08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 91/2016/15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Informática Fueguina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 176/2017/15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    PABSA S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 458/2017/15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Renault Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1733/2016/05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Derecho de registro e inspección. Cuestiones de competencia. Distribución de competencias. Sentencia arbitraria. Denegatoria del fuero federal. Interpretación de la ley. Cuestión federal. Competencia federal. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones que resuelven los planteos de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente. En cuanto al fondo del asunto, de los términos de la demanda, se desprende que la actora cuestiona la pretensión de la Municipalidad de Posadas, sustentada en disposiciones locales y en actos dictados en su consecuencia, de gravar con el derecho de inspección, registro y servicios de contralor la actividad desarrollada por las accionantes, por entender que a la luz de las disposiciones del Tratado de Yacyretá, aprobado por la ley 20.646, y de su Protocolo Adicional Fiscal y Aduanero, se encuentran exentas del pago del tributo. En tales condiciones, aunque la parte actora dirige la acción contra actos locales, tal pretensión exige esencial e ineludiblemente, dilucidar si, el accionar proveniente de la autoridad local que los dictó interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación y si ella colisiona con las disposiciones consagradas en los referidos instrumentos internacionales, que revisten carácter federal. Así entonces, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, puesto que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a interpretar el sentido y los alcances de diversas disposiciones del Tratado de Yacyretá y de su Protocolo Adicional Fiscal y Aduanero, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia. Por todo lo expuesto, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia federal para entender en ella.


    Unión Transitoria de Empresas – Supermercado S.A.I.C., Benito Roggio e Hijos S.A. y Esuco S.A. - y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Posadas s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5710/2017/2/RH1, 25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Docentes. Designaciones docentes. Interpretación de la ley. Cesación de servicios. Jubilaciones. Edad mínima para jubilarse. Interpretación de la ley. Universidades. Autonomía universitaria. 


    La interpretación efectuada por la universidad en el sentido de que, una vez cumplidos los sesenta y cinco años, el docente debe cesar en sus funciones según lo establecido por el art. 137 del Estatuto, aunque puede optar por permanecer en la actividad por cinco años más siempre que obtenga la prórroga de su designación en los términos de la ordenanza 174/86, no se ajusta a las disposiciones de la ley 26.508. Ello es así, toda vez que los cargos docentes ordinarios se proveen por concurso público de oposición y antecedentes en las categorías de titulares, asociados o adjuntos, carácter que cesa, entre otras causales cuando el docente cumple la edad prevista, por las normas que regulan las condiciones para obtener el beneficio jubilatorio. En el caso, tanto la ley 26.508 como el Estatuto establecen, como principio, el derecho a la jubilación ordinaria docente a la edad de sesenta y cinco años. Sin embargo, el art. 1°, inc. a), apartado 2, de la ley citada le otorga al docente la posibilidad de permanecer en actividad hasta los setenta años, siempre que haya manifestado su voluntad en tal sentido, lo que desplaza la aplicación del mecanismo de prórroga que prevén los preceptos dictados en el ámbito de la universidad demandada, en tanto ellos requieren una decisión del Consejo Superior o del Consejo Directivo al respecto. La Corte tiene dicho que en la tarea de interpretar la ley ha de tenerse en cuenta el contexto general y los fines de aquélla persigue y, con ese objeto, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento de sus términos, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, ya que lo importante no es ceñirse a rígidas pautas gramaticales sino computar el significado profundo de las normas. Asimismo, ha establecido que es propio del intérprete indagar lo que las leyes dicen jurídicamente, sin que esto signifique apartarse del texto legal, pero tampoco sujetarse rigurosamente a él cuando la interpretación razonable y sistemática así lo requiere, por lo que ella debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que informan a aquéllas. En oportunidad de delimitar el alcance de la autonomía universitaria, la Corte sostuvo que el constituyente ha adoptado un concepto ampliamente difundido en doctrina y jurisprudencia en el sentido de que la autonomía universitaria implica libertad académica y de cátedra en las altas casas de estudio, así como la facultad de redactar por sí mismas sus estatutos, la designación de su claustro docente y autoridades. Parece razonable concluir que las universidades deben disponer de las potestades necesarias para llevar a cabo su gestión respetando su contenido esencial, constituido básicamente por todos los elementos necesarios que hacen al aseguramiento de la libertad académica y la libertad de cátedra. Sin embargo, la facultad de dictar sus normas de funcionamiento interno, en particular aquellas que se vinculan al régimen de acceso, permanencia y promoción del personal docente, no puede en modo alguno convertirse en un obstáculo al ejercicio de las potestades que la Constitución confiere al Congreso para sancionar el régimen jubilatorio del personal docente de universidades nacionales, materia que resulta ajena al control de los jueces, a quienes no incumbe el examen de la conveniencia o el acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones. Ello es así, toda vez que, "por amplia que sea la autonomía consagrada por la reforma constitucional, ésta no deja de estar engarzada en el ordenamiento jurídico en general, sin que pueda sostenerse que la autonomía universitaria es por sí misma un poder en sentido institucional". Por lo tanto, con toda la independencia que se quiera conceder a las universidades, siempre estarán sujetas a las leyes del Congreso.


    Rocca, Alejandro Carlos c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Acción mere declarativa de derecho


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 49333/2014/CA1-CS1, 15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Dulcor S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1715/2017/08 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa L. 238; L. XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Alibue S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 36/2017/10 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Poder judicial. Incompetencia. 


    La Corte sigue siendo competente para entender en este proceso. Corresponde señalar que la circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados de la Corte (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional) no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demanda cumple con los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas. Dichos requisitos resultan incluso revisables de oficio, porque lo contrario importaría permitir que se contraríe lo preceptuado en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional en cuanto a que la Justicia federal actúa exclusivamente ante "causas", sin que le quepa la misión de emitir opiniones en abstracto. Sobre la base de estas asentadas premisas, aquí no se ha acreditado la existencia de un "caso", en los precisos términos que esa Corte ha definido para poder acceder a su consideración. La acción declarativa planteada no resulta un medio apto para satisfacer el interés que esgrime la actora, cuya pretensión tiende a obtener la declaración general y directa de inconstitucionalidad de los arts. 21, inc. c), y 27 de la ley 14.808 de la Provincia de Buenos Aires pero falla en acreditar la existencia de una "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2315/2016/10 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, "Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Nobleza Piccardo S.A.I.C.Y. F. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 92/2016/14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Aliba S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1165/2017/31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Renault Argentina S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1508/2016/28 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Entre Ríos Crushing S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 665/2017/23 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Generación de energía eléctrica. Mercado eléctrico. Estado de incertidumbre. Mercado eléctrico mayorista. Admisibilidad de la acción. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 253/2013 (49-C)/CS1 - "Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    La pretensión de la actora se encuentra dirigida a dilucidar el estado de falta de certeza en que se encuentra frente al impuesto sobre los ingresos brutos, por la actividad de generación de energía eléctrica que desarrolló en la provincia demandada. Al respecto, la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. Sobre la base de estas premisas, se encuentran reunidos los requisitos establecidos por el art. 322 del código de rito, pues ha mediado una actividad explícita de la Dirección General de Rentas de la demandada, dirigida a la "percepción" del impuesto que estima adeudado, consistente en la denegación de los pertinentes documentos que hagan constar la exención en el gravamen, y que, en consecuencia, liberen a la actora de resultar sujeto pasivo de retenciones y percepciones que funcionan como anticipos del pago del impuesto sobre los ingresos brutos. Por ello, esa actividad estatal posee entidad para sumir a la actora en un "estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica", entendiéndose por tal a aquella que es "concreta" al momento de emitir la sentencia. Como advirtió la Corte en Fallos: 310:606, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y del interés suficiente en el accionante, constituye el primer obstáculo a la viabilidad de la defensa intentada por la demandada. Por otra parte, con relación a la defensa de la demandada relativa a la falta de impugnación judicial de las resoluciones atacadas por la vía jurisdiccional local, ella debe ser rechazada al recordar que la competencia originaria de la Corte no puede quedar subordinada al cumplimiento o la vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. Por lo expresado, se encuentra reunida la totalidad de los recaudos fijados por el art. 322 del CPCCN para la admisibilidad formal de la acción intentada. Tal como ha quedado planteada la presente litis, se desprende que el thema decidendum finca en determinar si la provincia demandada puede o no gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la actividad de generación de energía eléctrica para su venta en el MEM, actividad de interés general a la luz de las normas federales reguladoras de la actividad. En lo atinente a la producción de vapor, en tanto la Corte tenga por demostrado, en base a las constancias de la causa, que es una operación propia de una parte del equipamiento vinculado a la red del MEM y que dicha producción se destina a la generación de energía eléctrica para el sistema, deberá hacer lugar a la demanda. La dilucidación de tal extremo remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos.


    Central Puerto S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1001/2016/05 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Sodecar S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1364/2017/13 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CS1 "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Volkswagen Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1510/2017/18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Molino Cañuelas S.A.C.I.F.I.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 748/2017/08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    FCA Automobiles Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2042/2017/08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, "Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Ingredion Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2156/2016/08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) /CS1, "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Holcim Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2258/2016/08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Agrofina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2367/2017/08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1498/2017/09 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI


    Recursos. Recurso directo. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 36697/2016/CS1-CA1, "Riso María de los Ángeles c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    Riso, María de los Ángeles c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36997/2016/1/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Amparo ambiental


    Productos agroquímicos. Desechos peligrosos. Faltas relacionadas con la evaluación del impacto ambiental. Principio precautorio. Discrepancia del recurrente. Desestimación del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha subrayado que la cláusula incorporada por la reforma de 1994 en el art. 41 de la Constitución Nacional implica el reconocimiento de status constitucional del derecho al goce de un ambiente sano, así como que la expresa y típica previsión atinente a la obligación de recomponer el daño ambiental no configura una mera expresión de buenos y deseables propósitos para las generaciones del porvenir, supeditada en su eficacia a una potestad discrecional de los poderes públicos, federales o provinciales, sino la precisa y positiva decisión del constituyente reformador de enumerar y jerarquizar con rango supremo un derecho preexistente. Así pues, no resulta arbitraria la sentencia en la medida que los jueces aciertan en interpretar tanto el derecho federal como el derecho público provincial a la luz del principio precautorio. En efecto, el criterio amplio de interpretación que realiza el a quo de las normas señaladas en torno a la exigencia impuesta en ellas, de obtener la "Declaración de Impacto Ambiental", que abarca no sólo los proyectos futuros a la vigencia de aquéllas sino también los ya existentes, se condice con la aplicación del principio precautorio, toda vez que en cuestiones de medio ambiente, cuando se persigue la tutela del bien colectivo, tiene prioridad la prevención del daño futuro y con los precedentes de la Corte en los cuales ha dicho que no es dable predicar la existencia de un derecho adquirido para desplegar un cometido que pudiese comprometer la salud pública o, en el caso, el ambiente y que, además, toda habilitación o concesión relativa a determinada actividad lleva la condición implícita de no ser nociva a los intereses generales. Cabe recordar que a los fines de la tutela del bien colectivo tiene una prioridad absoluta la prevención del daño futuro cuando se trata de actos continuados que podrían seguir produciendo contaminación y que la tutela del ambiente importa el cumplimiento de los deberes de los ciudadanos, que son el correlato que tienen a disfrutar de un ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras. La mejora o degradación del ambiente beneficia o perjudica a toda la población, porque es un bien que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular energía con que los jueces deben actuar para hacer efectivos estos mandatos constitucionales. En ese sentido, la realización de un estudio de impacto ambiental no significa una cuestión prohibitiva del emprendimiento en cuestión sino, antes bien, una instancia de análisis reflexivo, realizado sobre bases científicas y con participación ciudadana. Sentado ello, los agravios referidos a la omisión del a quo de ponderar los estudios científicos que demostrarían la inocuidad de las actividades que se desarrollan en el establecimiento y por ende la inexistencia de daño ambiental, remiten a cuestiones de hecho y prueba –materias propias de los jueces de la causa- que no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48. Además, los magistrados concluyeron con cita de jurisprudencia de la Corte "que la falta de cumplimiento de las leyes ambientales (25.675 y 11.723) configuran la arbitrariedad e ilegalidad manifiesta que requiere el amparo, no necesitando de ninguna otra investigación más". Así pues, los agravios sólo traducen las discrepancias de la apelante con relación a cuestiones de hecho y prueba y derecho público local extrañas al recurso federal que intenta y revelan, una apreciación diferente sobre el criterio de selección y evaluación de los extremos aportados a la causa, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, falta de fundamentación de los hechos conducentes, o irrazonabilidad de las conclusiones. En otro orden, corresponde rechazar los planteos fundados en la vulneración de las garantías de libertad de prensa y de libre expresión, pues ello constituye, un tardío intento por introducir cuestiones no alegadas ni probadas en las instancias anteriores. Además, tales planteos, desarrollados por primera vez en el recurso extraordinario, de por sí habilitan su rechazo, conforme a la tradicional doctrina de la Corte que sostiene que, al no haber sido sometida la cuestión al conocimiento de los tribunales de las instancias anteriores, el planteo formulado en el recurso extraordinario constituye sólo el fruto de una reflexión tardía, que no puede ser considerado en esta instancia. Por idénticos motivos, cabe desestimar las consideraciones de la apelante que, además de remitir a cuestiones de hecho y de derecho público local ajenos al recurso extraordinario, resultan extemporáneos al no haber sido formulados y desarrollados en la oportunidad que le brindaba el proceso.


    Cabaleiro, Luis Fernando c/ Papel Prensa S.A. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1917/2016/CS1, 25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo


    Convenio de honorarios. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La sentencia recurrida se basa centralmente en que la decisión firme del juez concursal que declaró inoponible el convenio de honorarios obsta a que el letrado pueda hacer efectiva la percepción de sus emolumentos sobre los bienes que integran el activo concursal. El tribunal destacó que esa decisión fue dictada en ejercicio de facultades propias del juez del concurso consagradas en la Ley de Concursos y Quiebras 24.522 y en resguardo de los fondos que conforman la prenda común de los acreedores. El recurrente busca demostrar que el juez que interviene en la expropiación inversa es el único competente para resolver sobre la validez, eficacia y ejecución del convenio de honorarios. Sobre el punto, ha reiterado la Corte Suprema que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. En el caso el recurrente tiene expedita la vía para ocurrir ante el juez concursal -hoy falencial- con el objeto de hacer valer su crédito. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la alegación de garantías constitucionales supuestamente quebrantadas ni por la pretendida arbitrariedad o gravedad de la decisión o la invocada interpretación errónea del derecho que rige el caso. El recurrente no consigue acreditar el carácter definitivo, o equiparable a tal, del pronunciamiento recurrido, en los términos del artículo 14 de la ley 48 y, en consecuencia, el planteo deviene inadmisible.


    Ignacio F. Wasserman S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación inversa - incidente de ejecución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4264/2015/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta las particulares circunstancias del caso, la magistrada federal, luego de dictar sentencia haciendo lugar al amparo con autoridad de cosa juzgada, no se hallaba habilitada para revisar su aptitud en razón de la exclusión de responsabilidad subsidiaria del Servicio Nacional de Rehabilitación, resuelta por la cámara en función del fallo de la Corte. Al respecto, el Tribunal ha referido que estas controversias no pueden prosperar después de dictada la sentencia. Incluso, ha manifestado que las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional que reúne los rasgos de definitorio, deben continuar su trámite hasta finalizar el pleito ante el fuero que lo dictó. Corresponde que sea el tribunal federal quien continúe tramitando los restantes aspectos que, como prolongación de la controversia, se susciten en el caso, tal como resolvió esa Corte en los autos mencionados por la magistrada federal al declarar su incompetencia. Por último, vale recordar que si bien la norma ritual autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del pleito -art. 352, segunda parte, CPCCN-, el ejercicio de esa facultad excepcional resulta impropio cuando se ha emitido un acto que importa la decisión del conflicto, pues sin perjuicio del orden público implicado en las previsiones que reglan la competencia, la misma índole revisten las que tienden a lograr la pronta conclusión de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo


    Calvaris, Andrea Alejandra c/ Programa Federal de Salud y otro/a s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2175/2018/CS1, 11 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Adultos mayores. Competencia federal. 


    El objeto de este proceso conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos. Por lo tanto, no se encuentran motivos para soslayar la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Badagnani, Silvia Teresita c/ Asociación Mutualista de Empleados del Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 89/2019/CS1, 19 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Asistencia médica. Derechos reproductivos. Fertilización asistida. Competencia federal. 


    Donación de óvulos. Precedente de Fallos: 328: 4095 ("Kogan"); 329: 1693 ("Joseph") y 329:2823 ("Chacón").


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. A ese fin, es necesario indagar en la naturaleza de la pretensión, en su origen y en la relación jurídica habida entre las partes. La actora acumula dos pretensiones de amparo, una contra APROSS, creada por la ley 9.277 de la Provincia de Córdoba, como una entidad descentralizada del Poder Ejecutivo provincial, con individualidad jurídica y financiera, que no se identifica con dicha provincia, en razón de su comportamiento omisivo respecto de sus derechos a la salud, a ser padres y a formar una familia, y la otra contra el Estado Nacional, en su carácter de garante de la obligación de salud, la cual fue desistida por la actora. Respecto de la primera acción la actora persigue, en lo esencial, que se condene a APROSS a cubrir integralmente los tratamientos médico-asistenciales de reproducción médicamente asistida de alta complejidad con ovodonación (FIV-ICSI), la medicación y las técnicas que sean necesarias y prescriptas por su médico para el éxito del tratamiento de fertilidad, según lo previsto en la resolución 201/2002 del Ministerio de Salud de la Nación, la ley 26.862 de Fertilidad Médicamente Asistida y su decreto, reglamentario 956/2013 y en los instrumentos internacionales con jerarquía constitucional. Más allá de la índole compleja de los contratos de medicina prepaga que, abarcan aspectos propios del consumo, lo decisivo es que los asuntos relativos a la extensión de la cobertura que deben brindar estas entidades, así como otros prestadores del servicio de salud, también los de ámbitos públicos y de la seguridad social, hacen referencia a las obligaciones y derechos atinentes al campo de la salud. Conducen, en definitiva, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema de sanidad implementado por el Estado Nacional, que involucra, entre otros, a prestadoras de servicios médicos. Consecuentemente, en el sub lite resulta aplicable el concepto rector sentado por el Alto Tribunal, en los precedentes de la referencia, donde se concluyó que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que se hallan regidas por normas de índole federal, como ocurre aquí con la Ley 26.862, que es de orden público, con vigencia en todo el territorio de la República y que abarca a todos los prestadores del servicio de salud de los ámbitos públicos, de la seguridad social y privado, y su decreto reglamentario 956/2013, deben tramitar ante dicho fuero ratione materiae.


    P. L., S. c/ APROSS y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53356/2018/CS1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Amparo ambiental. Desechos peligrosos. Obras hidráulicas. Obras de canalización. Evaluación del impacto ambiental. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa "Ullate, Sergio Raúl c/ Provincia de Córdoba y otros s/ Amparo ley 16.986" (Expte. FCB 73.543/2018).


    El art 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término, sin que obste a dicha solución la circunstancia que se trate, en el caso, de magistrados federales con asiento en distintas provincias. En tales condiciones, es la Cámara Federal de Mendoza la que debería resolver la contienda negativa de competencia suscitada.


    Martínez, Pablo c/ Provincia de Córdoba y otros s/ Amparo ambiental


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 46829/2018/CS1, 07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Obras sociales. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 330:810, "Rossi", y al fallo de la causa Comp. 743, L. XLV, "Luraschi"; Comp. 590, L. XLVIII, "G.G."; CSJ 2296/2017/CS1, "R., M. A."; y CSJ 284/2018/CS1, "R., A. M.".


    El tema objeto del litigio conduce, en principio, al estudio de obligaciones impuestas por la legislación sobre discapacidad y salud mental, de modo que no se encuentran motivos para preferir la doctrina según la cual conciernen al fuero de excepción los litigios que conducen, en último término, a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las prestadoras privadas de servicios médicos. Por lo expuesto y dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se deciden estas cuestiones, el proceso debe quedar radicado ante la justicia federal.


    N., L. C. A. y otro c/ Instituto Médico Asistencial – IOMA - s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 142717/2018/CS1, 15 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Municipalidad. Juicios contra el estado. Derecho a la vivienda digna. Competencia federal. 


    Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, después, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Debe señalarse que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. En el sub lite la materia en debate no es competencia de la justicia federal, toda vez que en el pleito se reclama la tutela del derecho a la vivienda digna, garantía que no es exclusivamente federal sino concurrente con el derecho público local por estar prevista en las constituciones y normas provinciales, tal como surge -en lo que al caso interesa- del art. 36, inc. 7° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y la ley provincial 14.449. Ahora bien, hallándose demandado el Estado Nacional -Ministerios del Interior, Obras Públicas y Vivienda y de Salud y Desarrollo Social-, corresponde, por imperio del artículo 116 de la Constitución Nacional, la competencia federal en razón de las personas, sin perjuicio de lo que en definitiva resuelva sobre su legitimación pasiva el juez al que se remite el proceso.


    G., C. E. p/ Derecho propio y en representación de hijos menores c/ Municipalidad de Chacabuco y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 115343/2018/CS1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Comisiones médicas. Competencia federal. 


    Vale recordar que los conflictos de competencia entre órganos de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento. En función de ello, en el marco de una inteligencia armónica de los artículos 4, 10 y 352 del Código ritual, incumbe recordar que, como regla, la oportunidad de los tribunales de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede verificarse al inicio de la acción o al tiempo de resolver una excepción de tal carácter. Si bien la normativa ritual autoriza a los jueces federales con sede en las provincias a declinar la competencia en cualquier estado del proceso el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio en supuestos como el examinado y constituye un exceso de rigor formal, pues sin perjuicio del orden público implicado en las reglas que regulan la competencia, igual tenor revisten las tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Flores, Nilda María c/ La Caja A.R.T. s/ Reclamos varios


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 14000205/2000/1/CS1, 29 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Derecho a la salud. Programa federal de salud. Agencia Nacional de discapacidad. Personas con discapacidad. Acompañamiento terapéutico. Competencia por la persona. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Corresponde acudir al asunto decidido por la Corte en el fallo de la causa CSJN 1091/2017/CS1, "G., L. A. y otros c/ GCBA y otros s/ Amparo - salud - medicamentos y tratamientos".


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento. En segundo lugar, en la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. La actora solicita la cobertura de servicios prestados por FACOEP a sus afiliados, beneficiarios de pensiones no contributivas, aspecto que es asumido por la jurisdicción local. Si bien el "PROFE" fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, adhirieron al régimen para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica. En lo que incumbe al ámbito de esta ciudad, la resolución 1862/11 del Ministerio de Salud de la Nación, aprobó la transferencia de los recursos financieros para la ejecución del Programa Incluir Salud para la atención de los beneficiarios residentes en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En ese marco, fue creada la FACOEP en el ámbito del Ministerio de Salud de la ciudad que gestiona el convenio antes referido, y así fue señalado por la Agencia Nacional de Discapacidad. En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación jurídica resulta ser la unidad de gestión de la jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y no la Agencia Nacional de Discapacidad, organismo descentralizado en la órbita de la Secretaría General de la Presidencia de la Nación al que por decreto 160/18 se le transfirió el Programa Federal Incluir Salud, que no sería parte sustancial en el juicio. En tales condiciones, la causa debe tramitar ante los tribunales con competencia ordinaria de la ciudad, donde tuvo lugar la denegatoria de la prestación de la afiliada y donde se domicilian las demandadas. Entonces, la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resulta competente para asumir el conocimiento de la presente causa, en razón de la persona aquí demandada.


    T., L. C. c/ Incluir Salud s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9555/2018/CS1-CA1, 24 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Derecho a la salud. Personas con discapacidad. Agencia Nacional de discapacidad. Programa federal de salud. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B., E. N. c/ Estado Nacional- Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Si bien el "PROFE" fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, el decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y la provincia de Buenos Aires, por medio del cual ésta asume la atención médica de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al Programa, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora PROFE por decreto provincial 796/07, que actualmente se sitúa dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial. En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación resulta ser la provincia, y no el organismo Nacional que, por tanto, no es parte sustantiva en el proceso, criterio que se ve convalidado por el artículo 7° del decreto 160/2018.


    A. A., H. C. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otro s/ Amparo de salud


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1104/2019/CS1, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B., E. N. c/ Estado Nacional- Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Si bien el "PROFE" fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, el decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y la provincia de Buenos Aires, por medio del cual ésta asume la atención médica de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al Programa, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora PROFE por decreto provincial 796/07, que actualmente se sitúa dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial. En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación resulta ser la provincia, y no el organismo Nacional que, por tanto, no es parte sustantiva en el proceso, criterio que se ve convalidado por el artículo 7° del decreto 160/2018.


    S., E. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad s/ Prestaciones médicas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1354/2019/CS1, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Personas con discapacidad. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas Comp. 743, L. XLV, "Luraschi, Cecilia s/ Amparo"; Comp. 590, L. XLVIII, "G., G. c/ IOMA y otro s/ Amparo"; Comp. 352, L. XLIX, "Leguiza, Ángela c/ IOMA y otro s/Amparo"; FLP 17807/2014/CS1; "G., A.A. y otro c/ IOMA s/ Ley de discapacidad" y CSJ 1174/2016/CS1, "R, M. A c/ IOMA s/ Amparo".


    El objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio de obligaciones impuestas a la demandada por la legislación sobre salud y discapacidad, por lo que incumbe estar a la doctrina según la cual atañen al fuero de excepción los procesos que conducen, en último término, a la aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las prestadoras privadas de servicios médicos.


    F., P. V. c/ IOMA s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1644/2019/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Aplicación de la doctrina establecida en los fallos de las causas CSJ 400/2013 (49-C)/CS1, "Costa, Matías Hernán c/ Registro del Automotor n° 46 (Sra. A. Norma F. de López) s/ Diligencia preliminar"; CIV 64997/2012/CS1, "Blotta, Carmelo Ricardo y otros c/Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad" y CIV 4539/2017/CS1, "González Meneses, Gladys c/ Operadora Ferroviaria SE y otro s/ Daños y perjuicios".


    Guerrero, Sergio Luis c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo por mora


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34855/2019/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los ffallos de las causas Comp. 743, L. XLV, "Luraschi, Cecilia s/ Amparo"; Comp. 590, L. XLVIII, "G., G. c/ IOMA y otro s/ Amparo"; Comp. 352, L. XLIX, "Leguiza, Ángela c/ IOMA y otro s/Amparo"; FLP 17807/2014/CS1, "G., A.A. y otro c/ IOMA s/ Ley de discapacidad"; CSJ 1174/2016/CS1, "B., M. A c/ IOMA s/ Amparo" y FLP 142717/2018/CS1, N., L. C. A y otro c/ Instituto Médico Asistencial s/ Amparo".


    Martínez, Andrea Verónica c/ IOMA s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1619/2019/CS1, 23 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Personas con discapacidad. Agencia Nacional de discapacidad. Programa federal de salud. Competencia civil y comercial. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B, E. N. c/ Estado Nacional- Presidencia de la Nación- Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    La solución de estos conflictos exige considerar la relación de hechos contenida en la demanda, e indagar el origen y naturaleza de la petición, así como la relación jurídica existente entre las partes. Si bien el PROFE, fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al régimen para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica, situación que se configura en el caso al haberse transferido el sistema a la órbita provincial. En ese sentido, el decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y el gobierno de la provincia de Buenos Aires, por medio del cual éste asume la atención médica integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al PROFE, residentes en el ámbito de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora del programa por decreto provincial 796/07, que actualmente se encuentra dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial –IOMA. En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación jurídica es la provincia y no el Estado Nacional que, por ende, no es parte sustancial en el juicio, lo que se ve convalidado por el artículo 7 del decreto 160/18.


    M., T. L. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1865/2019/CS1, 23 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Economía procesal. Gas. Causas regidas por normas federales. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es oportuno señalar que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Sentado lo anterior, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En estos autos se encuentra en juego la interpretación y aplicación de normas de naturaleza federal, como el Reglamento de Servicios de Distribución, y las Disposiciones y Normas Mínimas para la Ejecución de Instalaciones Domiciliarias de Gas.


    Sama, Roberto c/ Camuzzi Gas Pampeana s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1719/2019/CS1, 19 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Remisión del expediente. Cámara de apelaciones. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que corresponda zanjar a la Corte, puesto que el conflicto debe ser resuelto por la Cámara Federal provincial. Ello es así, porque el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban, como en el caso, entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados federales tenga su asiento en una provincia. Lo anterior no se modifica por la intervención que le cupo en la causa a la mencionada cámara a raíz del recurso de apelación interpuesto la actora contra la primera declaración de incompetencia dictada por el Juzgado Federal provincial, toda vez que el alcance de su pronunciamiento se circunscribió a afirmar la competencia federal en razón de las personas, sin expedirse respecto de la competencia territorial para entender en la controversia.


    CORA S.A. c/ EDEFOR S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 81000204/2010/CS1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1871/2019/CS1, "Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo", que remite a los fundamentos del dictamen de esta Procuración General.


    Paillalef, Nélida Mabel c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2715/2019/CS1, 19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Daños y perjuicios. Inhibitoria. Competencia nacional. 


    Toda vez que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y teniendo presente que el trámite de inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se solicita a la Corte, tenga a bien requerir al Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la remisión del expediente n° C4924- 2017/1 "GCBA y otros sobre inhibitoria - responsabilidad médica".


    Montenegro, Livia Carolina y otros c/ Centro de Derivación de la Región Sanitaria IV, correspondiente al Hospital IGS San José de Pergamino y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 47397/0/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa FLP 578/2018/CS1-CA1, "EN - M° Energía y Minería c/ Dirección de Derechos Humanos y Defensa al Consumidor de la Municipalidad de Leandro N. Alem s/ inhibitoria".


    Ochocientoseis S.R.L. c/ Estado Nacional Argentino Secretaría de Gobierno de Energía y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 15773/2019/CS1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Declaración de incompetencia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Energía eléctrica. Competencia de la Corte Suprema. 


    La competencia originaria de la Corte no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales. Tampoco es óbice a la competencia originaria de la Corte el precedente registrado en Fallos: 332:1007, a poco que se repare que el planteo allí efectuado se sustentaba no sólo en la inconstitucionalidad del gravamen sino también en su ilegitimidad a la luz de las disposiciones del régimen de coparticipación federal de impuestos. A diferencia del citado precedente, en el caso la controversia finca únicamente en la violación de prescripciones constitucionales y en normas que integran el marco regulatorio eléctrico, que revisten inequívoco carácter federal, por lo que el conflicto no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Industrias Juan F. Secco S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1142/2016/15 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Cobro de sumas de dinero. Impuesto a las ganancias. Coparticipación federal. Cuestión justiciable. Legitimación pasiva. Falta de legitimación para obrar. Competencia de la Corte Suprema. 


    En el caso se halla cuestionado el art. 104 de la ley 20.628 por considerarse que se encuentra en pugna con los arts. 1°, 16, 17, 28 y 75, inc. 2°, de la Constitución Nacional. Dicha controversia se proyecta en la efectiva aplicación y vigencia del régimen de coparticipación federal de impuestos, asunto de indudable y preponderante trascendencia institucional, ya que vertebra financiera e institucionalmente la forma federal de Estado que adoptó nuestro país. Este Ministerio Público ha señalado que el sistema de coparticipación constituye una herramienta indispensable del federalismo fiscal argentino, de ya larga tradición en nuestro derecho positivo, inaugurada en 1935, y que su función primera es contribuir al logro de la coordinación vertical de competencias tributarias entre los distintos niveles de gobierno de nuestro Estado federal. La defensa opuesta por la Provincia no puede prosperar, pues la cuestión que se plantea es una cuestión justiciable, que concierne no solo a la validez constitucional de una ley sino también a las relaciones políticas entre los Estados y, en particular, al complejo régimen de la Coparticipación Federal de Impuestos, respecto de la cual el Tribunal se encuentra habilitado a ejercer una de las jurisdicciones más eminentes que se le han conferido, cuál es su misión de resolver los conflictos interestatales, máxime cuando, en el ámbito del derecho intrafederal, la Nación es uno de los Estados parte. En cuanto a la defensa de falta de legitimación pasiva, el tratamiento de la carencia de legitimación substancial en forma previa a la sentencia es admisible en la medida en que resulte manifiesta, circunstancia que no se presenta en el caso, en tanto de los elementos incorporados hasta el momento en la causa no puede determinarse en forma indudable, que la Provincia de San Luis no se encuentra obligada a reintegrar a la Provincia de Buenos Aires las sumas proporcionales no prescriptas que cobró en demasía con motivo de la norma cuestionada mientras estuvo vigente, hasta su derogación por la ley 27.432. Además, el Estado Nacional también prestó conformidad a dicha citación.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional y otras s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1201/2016/07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Empresa de servicios eléctricos. Energía eléctrica. Falta de servicio público. Pago de servicios. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Así, para la solución del caso resultará necesario aplicar e interpretar normas de carácter federal, como la ley 24.065 y el Reglamento de Suministro de la Energía Eléctrica para los Servicios prestados por Edesur y Edenor aprobado por el Ente Nacional Regulador de la Electricidad. Al respecto, cabe destacar que la ley 24.065 establece como objetivos para la política nacional en materia de abastecimiento, transporte y distribución de electricidad, proteger adecuadamente los derechos de los usuarios y promover la operación, confiabilidad, igualdad, libre acceso, no discriminación y uso generalizado de los servicios e instalación de transporte y distribución de electricidad; a su turno, el aludido Reglamento dispone en qué circunstancias podrá la distribuidora proceder al corte del suministro. Si bien la Corte tiene dicho que a partir de la privatización de la actividad de distribución y comercialización de la energía eléctrica las relaciones entre la empresa y los usuarios del servicio se rigen por disposiciones de derecho común, sin que la legislación regulatoria de la generación, transporte y distribución de electricidad establezca excepción alguna a este principio, lo hizo en un caso en el que destacó especialmente que no se advertía una afectación concreta a la prestación del servicio público interjurisdiccional de electricidad. Por el contrario, en supuestos en los que encontraba interrumpida la debida prestación de un servicio público de carácter interjurisdiccional, la Corte ha atribuido competencia a la justicia federal para entender en la cuestión. Finalmente, tiene dicho que si la solución de la causa depende de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar en la justicia federal, y que la competencia de ésta ratione materiae es improrrogable por su propia naturaleza, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios. Asimismo, ha señalado que la incompetencia de la justicia ordinaria puede promoverse y debe declararse en cualquier estado del proceso y su aplicación debe ser sostenida aun de oficio cuando se altere voluntaria o inconscientemente.


    Fernández Carbonel, Mariano s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2029/2018/CS1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Explotación de hidrocarburos. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen A. 373, XLII., "A.F.I.P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal", publicado en Fallos: 331:793.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local, que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en administrativos, legislativos autoridades provinciales, ya que el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre cuestiones propias del derecho provincial. Cuando las cuestiones planteadas encierran un planteo conjunto de un asunto de naturaleza federal – como en el caso, la alegada violación del régimen federal de hidrocarburos - con uno de orden local -referido a la validez de los actos y normas provinciales a la luz de normas de derecho común según lo establecido por el art. 75, inc. 12 de la CN-, no es del resorte de esta Corte por la vía de su instancia originaria. Es que, dentro de las atribuciones del Congreso de la Nación y de los distintos tipos de leyes que sanciona, se encuentra la de dictar las que se denominan de "derecho común", cuya aplicación corresponde a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas caigan bajo sus respectivas jurisdicciones, tal como expresamente lo establece el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. En este sentido, el propósito perseguido por el constituyente al conferir al Poder Legislativo Nacional tal atribución no fue otro que el de lograr la uniformidad de las instituciones sustantivas o de fondo salvaguardando al propio tiempo la diversidad de jurisdicciones que corresponde a un sistema federal de gobierno. La Corte tiene dicho que la competencia atribuida por el artículo 116 de la Constitución Nacional a esta Corte y a los tribunales inferiores de la Nación con respecto a las causas que versen sobre puntos regidos por las leyes de la Nación encuentra como límite también la reserva hecha en el inciso 12 del artículo 75, y, por consiguiente, la demanda que, como en el sub lite, pretende cuestionar la exigibilidad de ciertas obligaciones definidas en un acto local, por considerarlas contrarias a las disposiciones del "derecho común", debe ser juzgada por los jueces locales, ya que su aplicación le corresponde a ellos al caer las cosas de que se trata bajo su jurisdicción. De lo contrario, si a través de la competencia originaria se pudiesen juzgar los casos vinculados con actos de los poderes públicos provinciales, con relación a los cuales, en ejercicio de los deberes y facultades administrativas provinciales, las autoridades han hecho una determinada aplicación de la legislación común, se habría establecido una subordinación de aquéllas con respecto al gobierno central, en desmedro de las autonomías locales que constituyen la esencia del sistema federal de gobierno adoptado por nuestra Constitución. El artículo 31 de la Ley Fundamental consagra expresamente el principio según el cual la Constitución Nacional, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquier disposición en contrario que pudieren contener las leyes o constituciones provinciales. Esa disposición constitucional, que rige en el ámbito de toda la Nación, es la que determina la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia locales de examinar las leyes en los casos concretos que se plantean, interpretándolas adecuadamente, y, en su caso, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si se encuentran en oposición con ella. Tal estado de cosas trae aparejado que no exista óbice para que todo magistrado argentino, federal, nacional o provincial, sea cual fuere su competencia, se pronuncie sobre las cuestiones constitucionales que pudiesen proponerse en los asuntos que deba juzgar, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen todos los jueces del país, de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales. La correcta aplicación de esos principios guarda los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal dentro de su normal jerarquía, dado que carece de objeto llevar a la justicia nacional el cuestionamiento de una ley, un decreto, o un acto que, en sus efectos, puede ser rectificado por la magistratura provincial. Tiene reiteradamente dicho la Corte que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una leyes contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Pampa Energía S.A. c/ Provincia de Salta s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FSA-Justicia Federal de Salta, 28292/2018/CS1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Tasas. Vías navegables. Excepción de incompetencia. Competencia de la corte Suprema. 


    En el presente caso, la controversia finca únicamente en la alegada violación de prescripciones constitucionales por parte de la Provincia de Buenos Aires al instituir, por medio del art. 138 de la ley local 14.653, la denominada "tasa por el uso de ríos navegables", por lo que el conflicto, no involucra un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal con uno de orden local que obligue a ocurrir primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.


    Cámara Argentina de Arena y Piedra y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5006/2015/28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. Falta de agravio concreto. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. En el caso, no hay denegación del fuero federal, lo que tampoco fue alegado por la parte recurrente. Además, las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. En esas condiciones, en un área de eminente naturaleza fáctica y de derecho común y procesal, tampoco se advierte un gravamen concreto y actual de insuficiente o imposible reparación ulterior, que permita equiparar la resolución a una sentencia definitiva, puesto que no se clausura la vía judicial intentada y las partes quedan sometidas a la jurisdicción de un tribunal determinado, en el que pueden seguir tramitando su pretensión. En este punto, los planteos vinculados al procedimiento en la jurisdicción contencioso administrativa, resultan, en este estado de la causa, meramente conjeturales, y podrán ser oportunamente presentados y resueltos por el magistrado a cargo del amparo. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Asociación de Defensa de Consumidores Entrerrianos (AOECEN) c/ Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos (IOSPER) s/ Sumarísimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2391/2018/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Asociaciones de consumidores. Servicio público. Servicios eléctricos. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    En el sub examine no ha quedado debidamente trabada una contienda negativa de competencia que corresponda zanjar a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58. Para la correcta discusión de la cuestión, resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que previno de lo decidido por el otro magistrado o tribunal interviniente, para que declare si reitera o no su anterior posición. A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. En tales condiciones, en la especie se configura una relación jurídica entre particulares regulada por normas del derecho público provincial y común, sin que la pretensión esgrimida por ADUC exija interpretar el sentido y los alcances de disposiciones de carácter federal. En efecto, con arreglo a lo dispuesto en el decreto P.E.N. 1853/11, el decreto 1745/11 de la Provincia de Buenos Aires y en el acta acuerdo suscripta entre el Ministro de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios de la Nación, la Ministra de Infraestructura de la Provincia de Buenos Aires y el presidente de EDELAP S.A., el Estado Nacional transfirió a la Provincia de Buenos Aires la jurisdicción sobre el servicio de distribución de energía eléctrica que presta EDELAP S.A. en el territorio provincial, así como también el contrato de concesión de dicha sociedad. A partir de lo expuesto, la dilucidación de la presente controversia requiere la aplicación e interpretación de normas de derecho público provincial y común, razón por la cual corresponde atribuir la competencia a la justicia local en razón de la materia debatida. Ello es así, en virtud del carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo. En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe precisar que no es parte en estas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal. En tales condiciones, toda vez que la jurisdicción federal es un fuero de excepción, y al no constatarse una causa especifica que lo haga surgir, el pleito debe continuar su trámite ante la justicia provincial.


    Aduc c/ Empresa Distribuidora de la Plata S.A. - EDELAP s/ Daños y perjuicios


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 112417/2018/CS1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Inconstitucionalidad. Acción de repetición. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 2313/2018, "Pernod Ricard Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Sherwin - Williams Argentina Industrial y Comercial S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad - repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1084/2019/24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico" y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales es mediante la competencia originaria de la Corte. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1103/2019/26 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Suministro de gas. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Sentado lo anterior, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En tales condiciones, cuando la cuestión debatida en estos autos requiere necesariamente la interpretación y aplicación de normas de naturaleza federal, como son las que integran el marco regulatorio aprobado por la ley 24.076, el decreto reglamentario 1738/92 y sus modificaciones, y las disposiciones y normas mínimas para la ejecución de instalaciones domiciliarias de gas (NAG 200-1982), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la resolución de la controversia, la causa debe continuar su trámite ante la justicia federal.


    Consorcio de Copropietarios edificio Gran Sur c/ Camuzzi Gas Pampeana s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1178/2019/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Hábeas data. Conexidad objetiva. Acumulación de procesos. 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 1165/2019/CA1-CS1, "Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Banco Itaú S.A. s/ Hábeas data (art. 43 C.N.)".


    Si los antecedentes de ambos juicios demuestran una vinculación relevante en orden a su objeto, resulta conveniente que tramiten ante un mismo juez, a fin de evitar la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.


    Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Tarshop S.A. y otro s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1346/2019/CA1 - CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CCF 1165/2019/CA1-CS1, "Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Banco Itaú S.A. s/ Hábeas data (art. 43 C.N.)".


    Si los antecedentes de ambos juicios demuestran una vinculación relevante en orden a su objeto, resulta conveniente que tramiten ante un mismo juez, a fin de evitar la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.


    Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Garbarino S.A.I.C.E.I. y otro s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1348/2019/CA1 - CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CCF 1165/2019/CA1-CS1, "Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Banco Itaú S.A. s/ Hábeas data (art. 43 C.N.)".


    Si los antecedentes de ambos juicios demuestran una vinculación relevante en orden a su objeto, resulta conveniente que tramiten ante un mismo juez, a fin de evitar la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.


    Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Crédito Directo S.A. s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1350/2019/CA1 - CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CCF 1165/2019/CA1-CS1, "Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Banco Itaú S.A. s/ Hábeas data (art. 43 C.N.)".


    Si los antecedentes de ambos juicios demuestran una vinculación relevante en orden a su objeto, resulta conveniente que tramiten ante un mismo juez, a fin de evitar la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias.


    Vecchiarelli, Claudio Alejandro c/ Cencosud S.A. y otro s/ Hábeas data


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1351/2019/CA1 - CS1, 21 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Situación análoga a la que fue materia de análisis en el fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infr. Ley 23.737”.


    Incidente N° 1. Denunciante: Identidad reservada. Denunciado: "N.", "N.", "M." y "M."; "T. C." s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 76047/2018/1/CS2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Personas con discapacidad. Cobertura médica. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, “B., E. N. c/ Estado Nacional – Presidencia de la Nación Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud”.


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. Si bien el PROFE (hoy Programa “Incluir Salud”), fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, y la provincia de Buenos Aires, por medio del cual ésta asume la atención médica de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al Programa, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese contexto, se creó la Unidad Ejecutora PROFE por decreto provincial 796/07, que actualmente se sitúa dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial-IOMA-. En consecuencia, el sujeto de la relación resulta ser la provincia, y no el ente nacional que, por tanto, no es parte sustantiva en el proceso, criterio que se ve convalidado por el artículo 7° del decreto 160/2018.


    H., J. D. c/ Agencia Nacional de Discapacidad y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1281/2019/CS1, 11 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Acción de reintegro. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa dictamen de la causa A. 373, L. XLII, "AFIP c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal".


    La presente causa corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas. En efecto, toda vez que el Estado Nacional, con derecho al fuero federal, demanda una Provincia, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, es sustanciando el proceso en esa instancia.


    Ministerio de Producción y Trabajo – Secretaría de Gobierno de Trabajo y Empleo c/ Gobierno de la Provincia del Chaco s/ Ejecución fiscal – Ministerio de Trabajo


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 252/2019/CS2-CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Remisión del expediente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el sub lite no se ha configurado un conflicto de competencia que corresponda resolver a la Corte Suprema en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En efecto, solo media declinatoria de la justicia provincial en favor de la justicia nacional del trabajo, que no se pronunció aún respecto de su competencia en la causa. En tales condiciones, los autos fueron erróneamente elevados a la Corte Suprema, ya que su intervención en este estado del proceso, resulta prematura.


    Tagliaferro, Juan José c/ Ministerio de Trabajo s/ Amparo sindical


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1455/2019/CS1, 18 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Despido. Reincorporación. Asociaciones sindicales. Medida cautelar innovativa. Tutela sindical. Resoluciones equiparables a definitiva. Revocación de sentencia. 


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Si bien este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior, ninguna de esas circunstancias se configuran en el presente caso. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Sentado ello, en la causa CNT 679/2016 "Sapienza, Matías Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ Acción de amparo", al haber ratificado la Corte el criterio esbozado en el marco de la causa penal "Corrales", el Tribunal abandonó la doctrina tradicional cuya aplicación aquí se propone, al sostener que "no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio". No obstante ello, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Tampoco se justifica la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación. Por su parte, las resoluciones referentes a medidas cautelares no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Sin embargo, esa regla cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior. Sobre la base de tales premisas, en el sub lite la resolución apelada es asimilable a definitiva, en tanto la decisión del a quo de otorgar la medida cautelar innovativa solicitada por el actor ocasiona a la demandada un agravio de esa naturaleza, pues la decisión precautoria posee los mismos alcances y efectos que tendría una eventual sentencia definitiva favorable a la parte actora. Además, se ha puesto en tela de juicio el alcance de disposiciones de naturaleza federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a las pretensiones que la apelante fundó en aquéllas, tal como lo establece el art. 14, inc. 3°, de la ley 48. Sentado lo anterior, la Corte ha señalado reiteradamente que la viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre la verosimilitud del derecho y el peligro en la demora, y que entre aquéllas la innovativa constituye una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado y configura un anticipo de jurisdicción respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor estrictez en la apreciación de los recaudos que hacen a su admisión. En efecto, en el sub lite lo vinculado a la acreditación de la verosimilitud del derecho remite a un estudio complejo sobre la índole del vínculo de empleo que unía a las partes, regulado prima facie por las disposiciones del art. 9° del anexo de la ley 25.164, así como el análisis de la debida observancia del recaudo legal de notificar al empleador la postulación al cargo gremial a los fines de obtener la garantía de estabilidad sindical pretendida. Tales extremos exigen un ámbito de mayor debate y prueba que el del proceso cautelar. Por lo expuesto, los magistrados no verificaron exhaustivamente si el actor había acreditado los extremos exigibles para la procedencia de la medida cautelar solicitada, defecto que se torna más evidente cuando se repara en que su concesión tiene los mismos efectos que la admisión de la pretensión de fondo planteada; anticipación que se manifiesta inaceptable al no advertirse que el mantenimiento o alteración de la situación de hecho pueda influir en el dictado de la sentencia o convierta su ejecución en ineficaz o imposible. Así, resulta innecesario examinar los restantes agravios vertidos por la demandada, pues lo expuesto resulta suficiente para revocar la resolución cautelar apelada.


    Recurso Queja N° 2 - Rizzo, Carlos Adrián c/ Ministerio de Hacienda s/ Juicio sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38185/2017/2/RH2, 05 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    AFIP. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que una provincia dirige su pretensión contra una entidad nacional -la AFIP- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9 de la ley 23.473, modificado por el art. 27 de la ley 24.463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1.285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales y ella debe ser asignada en este pleito por ser la actora una Provincia.


    San Juan, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Recurso de apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 996/2019/19 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Rehabilitación de drogadictos. Tratamiento de las adicciones. Obras sociales. Competencia federal. 


    Le asiste razón a la apelante pues, por un lado, el fallo posee carácter definitivo y, por el otro, no corresponde restringir el acceso a las instancias superiores de revisión so color de interpretaciones dogmáticas y de excesivo formalismo acerca de la admisión de los recursos locales, máxime, cuando el escrito contiene argumentos mínimos que alcanzan para sustentar el remedio y se discuten cuestiones de evidente tenor federal. Se advierte, en primer término, que la pretensión se dirige contra la Obra Social del Poder Judicial de la Nación, órgano con representación en cada localidad que sea sede de tribunales federales y que funciona bajo la dependencia directa de la Corte Nacional, y que invocó el privilegio federal en todas las instancias. En segundo orden, se advierte que lo medular de la disputa planteada exige interpretar el alcance de una norma federal, y de la resolución 272/2010 dictada en su consecuencia, cuyo conocimiento está reservado a la justicia de excepción y excluido de la aptitud de los tribunales locales, además de que, prima facie, conlleva la interpretación de preceptos concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional. En suma, el juez federal es quien debe conocer en el pleito pues se encuentra demandado el Estado Nacional, y la materia debatida atañe a esa jurisdicción, improrrogable por su propia naturaleza, privativa y excluyente de los tribunales provinciales.


    M., M. A. c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 805/2019/RH1, 27 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Cuota sindical. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una Provincia, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme el art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una entidad sindical, con derecho al fuero federal, según el art. 5°, in fine, de la ley 24.642, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Chubut, Provincia del s/ Cobro de cuota sindical


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1679/2019/10 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1871/2019/CS1, "Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo".


    García, Dora Ilda c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1870/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1871/2019/CS1, "Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo".


    Abdo, Gloria del Carmen c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2029/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1871/2019/CS1, "Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo".


    Del Castillo, Oscar Alberto y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2271/2019/CS1, 22 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1871/2019/CS1, "Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo".


    Arriaga, Marta Iris c/ Provincia de Río Negro (Unidad Control Previsional) s/ Contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2270/2019/CS1, 22 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1871/2019/CS1, "Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo".


    Provincia de Río Negro s/ Amparo- Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2155/2019/CS1, 17 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1871/2019/CS1, "Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo".


    Morán, Walter Bienvenido y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2360/2019/CS1, 31 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión abstracta. 


    El pronunciamiento se ha tornado inoficioso.


    B., M. L. y otros s/ Prostitución con fines de lucro (Artículo 127, sustituido conforme Artículo 23 Ley 26.842), infracción Artículo 145 bis y 145 ter, conforme Artículo 26, Ley 26.842


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1903/2015/3/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 


    El pronunciamiento se ha tornado inoficioso.


    G., Gabriel s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34387/2019/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Oportunidad procesal. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por las correspondientes disposiciones procesales, pues sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, igual condición revisten los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. El art. 352, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que faculta a los jueces federales con asiento en las provincias para declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


    Aiguo, Nie c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Civil y Comercial – Varios


    FSA-Justicia Federal de Salta, 29273/2018/CS1, 25 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causa O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1318/2017, "Loma Negra Compañía Industrial Argentina- Sociedad Anónima c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Alpargatas S.A.I.C. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2650/2019/17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia provincial. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    No corresponde la intervención actual de esa Corte, pues se encuentra pendiente de decisión la apelación deducida, por lo que incumbe, con carácter previo, que efectivamente se resuelva ese recurso. Sin perjuicio de ello, por un lado, el actor es una persona de sesenta años, con discapacidad, aquejado de una enfermedad pulmonar que pone en riesgo su vida, que se encuentra en plan de trasplante y que, si bien a la fecha cuenta con un respirador, éste le ha sido facilitado hasta que la situación se resuelva. Por otro lado, la Corte ha reiterado, en casos análogos, que corresponde entender a la justicia provincial.


    S., N. G. c/ Programa Federal Incluir Salud - Ministerio de Salud s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2780/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Hábeas data. Operadores de telecomunicaciones. Interpretación de la ley. Causas regidas por normas federales. Competencia federal. 


    No surgen motivos que justifiquen apartarse del criterio según el cual procede dar intervención al fuero de excepción si la correcta solución del problema exige el análisis de normas federales dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley Nacional de Telecomunicaciones n° 19.798, cometido éste reservado a la jurisdicción federal ratione materiae.


    Cisterna, Marcela Ramona c/ Telecom Personal S.A. y otro s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3897/2019/CA1-CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Procesos de conocimiento. Acumulación de procesos. Facultades de la alzada. Competencia federal. 


    No surgen razones que justifiquen que deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, ya que el conflicto de acumulación ha sido resuelto por la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal que, en los términos de lo dispuesto por el art. 192 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resolvió en definitiva que no correspondía proceder a la acumulación propiciada.


    Ziliotto, Sergio c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 18016/2017/CS1, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ AL-MAR S.R.L. s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31173/2018/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Baselchem S.R.L. s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31171/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ SANFOR S.A. s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31167/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Fernández, Daniel Alberto s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31165/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ ROFI S.R.L. s/ Ejecución fiscal·- varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31163/2018/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Club Unidad Sancristobalense s/ Ejecución fiscal·- varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31160/2018/CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Lácteos Cabaña La Sombra S.R.L. s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31144/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Nicola, Oscar Carlos Enrique s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31142/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Pijuán, Andrés Germán s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31136/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Dadone, Hernán Andrés s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 71621/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Giorgis, Nilo Ramón s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31176/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas S. 448, L XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal" y S. 449, L. XLVI, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salteña S.A.".


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Beraudo, Florentino s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31193/2018/CA1 - CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Elecciones


    Oficialización de listas. 


    Remisión al dictamen de la causa CNE 6459/2019/CS1, “Juntos por el Cambio s/ Oficialización de candidaturas. Elección general - Comicios 27 de octubre de 2019".


    Recurso Queja N° 1 – Juntos por el Cambio s/ Oficialización de candidaturas. Elección General


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6459/2019/1/RH1, 07 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Impuesto a las ganancias


    Determinación de oficio. Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Agravio concreto. Cosa juzgada. 


    Los agravios vertidos por la apelante suscitan cuestión federal bastante para su examen por la vía extraordinaria pues, si bien lo atinente a la existencia o no de cosa juzgada es, en principio, una cuestión de hecho y de derecho procesal ajena a dicha instancia, tal regla debe dejarse de lado cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio o cuando carece de la necesaria fundamentación para otorgarle validez como acto jurisdiccional. Por otra parte, la decisión apelada reviste el carácter de sentencia definitiva por cuanto los agravios que se esgrimen son insusceptibles de reparación ulterior. Dicho extremo, se verifica en autos, en virtud de que lo resuelto por el tribunal apelado sobre el alcance de la cosa juzgada no puede ser jurídicamente replanteado con un resultado distinto al ya obtenido. El primer agravio del recurrente se dirige a cuestionar la sentencia apelada en cuanto otorgó validez al ajuste fiscal efectuado por las resoluciones y, de tal manera, contradijo el pronunciamiento de la Cámara Federal de la provincia, sobre el cual no existe debate en que se encuentra firme y consentido. Dicho planteo debe ser acogido, en virtud de que la Cámara Federal de Tucumán admitió el planteo de nulidad de las actuaciones administrativas esgrimido, y resolvió, "declarar parcialmente la nulidad de la inspección y de las determinaciones de oficio, por los períodos fiscales que no fueron autorizados por la Orden de Intervención N° 25.515/5, debiendo la AFIP querellante adecuar la denuncia a los períodos, respecto del Impuesto a las Ganancias y a los Bienes Personales". Conforme las constancias obrantes, parte de los períodos consignados, se encontraban vedados legalmente para su verificación y fiscalización, extralimitándose el Jefe de Fiscalización Externa, los inspectores a su cargo, y luego las determinaciones de Oficio, al apartarse del límite impuesto por la Directora de Región es decir, de los períodos delegados por la Orden de Intervención. Por ello, el actuar de tales funcionarios configuró una doble comparencia en razón del grado y en razón de la materia. Por lo tanto, las resoluciones administrativas, devienen nulas parcialmente, atento a que todo el procedimiento de verificación y fiscalización se efectuó en base a la orden obrante, la que por mediar incompetencia resulta asimismo de nulidad absoluta e insanable y por lo tanto las pruebas obtenidas en dicho procedimiento corren igual suerte". De acuerdo con los párrafos transcriptos, es evidente que la sentencia la Cámara Federal valoró los hechos a la luz de las normas básicas del procedimiento administrativo, del tributario y de la Constitución Nacional y, consecuentemente, declaró la nulidad parcial de las resoluciones, decisión que se encuentra firme y pasada en autoridad de cosa juzgada. Sin embargo, con posterioridad la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal resolvió que el accionar de los mismos funcionarios al momento de la inspección y fiscalización de tributos, como así también las resoluciones dictadas en consecuencia, eran legítimas. Del cotejo de ambas sentencias, surge que lo decidido en el fallo ahora apelado implicó una franca contradicción con lo resuelto en sede penal y, por tratarse esta última de una sentencia firme y consentida, ello afectó el principio de intangibilidad de la cosa juzgada, que posee jerarquía constitucional, sobre la base de la inalterabilidad de los derechos definitivamente adquiridos por sentencia firme con fundamento en el derecho de propiedad y defensa en juicio. Dos cuestiones corroboran ese aserto. La primera es que la Cámara Federal de la provincia aseveró que los funcionarios obraron sin competencia para inspeccionar, fiscalizar y determinar los tributos; mientras que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal entendió que el accionar de los mismos funcionarios fue convalidado a partir de la notificación a la contribuyente del inicio de la fiscalización suscripta por al Jefe de la División Fiscalización Externa. La segunda se refiere a la contradicción entre ambos fallos en lo atinente a la validez de las resoluciones, ya que en sede penal los actos fueron declarados nulos mientras que la justicia contencioso administrativa determinó su validez. La solución propiciada se encuentra en línea con la doctrina de la Corte en cuanto tiene dicho que es la parte dispositiva, y no los considerandos, lo que reviste el carácter de cosa juzgada. De ello se deriva de que la cosa juzgada busca amparar, más que el texto formal del fallo, la solución real prevista por el juzgador. Finalmente, la Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades que la cosa juzgada configura uno de los pilares sobre los que se asienta la seguridad jurídica y un valor de primer orden que no puede ser desconocido con invocación de argumentos insustanciales y con la pretensión de suplir omisiones, pues ataca las bases mismas del sistema procesal y afecta la garantía del debido proceso, cuyo respeto es uno de los cimientos del imperio del derecho. En el marco de lo expuesto, el tratamiento de los restantes agravios resulta inoficioso.


    Recurso Queja N° 1 - Ansonnaud, Ricardo Sixto c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 64770/2017/1/RH1, 05 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso


    Remisión al dictamen de la causa FGR 33008736/2005/TO2/19/2/1/RH3, "C., Antonio Alberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario".


    G., Raúl Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 83000804/2012/TO1/67/2/1/RH14, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FGR 33008736/2005/TO2/19/2/1/RH3, "C., Antonio Alberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario".


    C., Antonio Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 83000731/2010/TO1/38/3/1/RH7, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ Telefónica Moviles Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2160/2018/RH1, 07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Lorena Automotores S.A. c/ AFIP s/ Impugnación de acto administrativo


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 21000076/2001/1/1/RH1, 01 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados c/ Red Hat Argentina S.A. s/ Nulidad de contrato


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49524/2016/CS2, 16 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso Queja N° 2 - Barbieri, Alberto Edgardo c/ Entidad Binacional Yacyreta y otro s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38359/2017/2/RH2, 16 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1 - Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas c/ Avanzit Tecnología S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13084/2017/1/RH1, 13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Solicita remisión de la documentación reservada.


    Cámara Argentina de Transportistas de Turismo y Excursiones c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 42942/2019/CS1-CS2, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Presupuesto nacional


    Pago diferido. Deuda pública. Cancelación de deudas. Títulos públicos. Ejecución de sentencia. 


    Remisión a la doctrina de la Corte establecida en las causas T. 186; L. XLIV, “Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional –Ley 25.561 – Decretos 1570/01 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561” y “B. 481; L. XLIV, “Banfield, Rebeca Calina c/Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de ejecución”, sentencias del 7 de septiembre de 2010 y 8 de febrero de 2011, respectivamente, que remiten a los dictámenes de este Ministerio Público.


    Las normas que disponen la suspensión de la ejecución de la sentencia firme dictada en la causa (que se mantuvieron en las leyes 27.431- -arts. -37 y 38- y 27.467 -arts. 44 y 45-, de presupuesto para los ejercicios 2018 y 2019, respectivamente) deben aplicarse en aquello que exceda las condiciones fijadas por el decreto 471/02, siempre que existan remanentes pendientes de pago. Sin perjuicio de ello, el art. 6° de la ley 27.249 autoriza al Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas a realizar todos los actos necesarios para cancelar la deuda con los tenedores de títulos públicos elegibles (o sus representantes) que no estuvieren comprendidos en los acuerdos de cancelación a los que se refiere el art. 5°, en los términos y las condiciones a las que alude aquella norma. Dicha autorización también ha sido prevista en la ley de presupuesto general de la Administración Nacional para el ejercicio 2019 (ley 27.467, art. 45).


    Moukarzel, María Alejandra c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía - Ministerio de Justicia s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21130203/2002/CS1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Cuestiones de competencia. Despido. Fallos de la Corte Suprema. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. El recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Reboredo, Vanesa Paola c/ Autoservicios Telsan S.A. y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 60844/2016/1/RH1, 06 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Ejecución prendaria. Domicilio del demandado. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones. En el caso no media denegación del fuero federal debido a que el pronunciamiento apelado declina la competencia ordinaria de un juez provincial en favor de otro nacional con asiento en la Capital federal, lo que no importa la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. Por lo demás y más allá de lo opinable que pueda resultar lo resuelto por la alzada en orden a la categorización del prestatario, lo cierto es que, aun considerando por hipótesis aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 que atribuye competencia a los jueces del domicilio del demandado en las operaciones financieras para consumo y en las de crédito para el consumo, no corresponde tachar de arbitraria la solución del caso. Cabe destacar que, tal como afirma la cámara y no controvierten los recurrentes, en el Convenio de Reconocimiento de Deuda y Financiación las partes pactaron la jurisdicción de los tribunales ordinarios con competencia comercial de la Capital Federal. En esas condiciones, en las que la cuestión en debate remite al estudio de aspectos de eminente naturaleza fáctica y de derecho común y procesal, tampoco se advierte un gravamen concreto y actual, de insusceptible o insuficiente reparación ulterior que permita equiparar la resolución a una sentencia definitiva, pues no coloca a los recurrentes en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, puesto que no clausura la vía procesal intentada y la parte queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado, en donde puede seguir tramitando su pretensión. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Fondo de Garantías Buenos Aires S.A.P.E.M. c/ Logicam S.R.L. y otros s/ Ejecución prendaria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5544/2017/2/RH1, 07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Recusación. Deber de imparcialidad. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte ha establecido que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal; pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. Es doctrina de la Corte que si bien la resolución que decide sobre la alegada violación de la garantía de imparcialidad no es definitiva, resulta equiparable a tal en tanto produzca un perjuicio de tardía e insuficiente reparación ulterior. Por otro lado, existe cuestión federal suficiente cuando se pone en discusión aquella garantía, pues está reconocida en el marco de los derechos implícitos del artículo 33 de la Constitución y se deriva de las propias del debido proceso y defensa en juicio, establecidas en el artículo 18 de la misma ley fundamental y en diversos instrumentos normativos incorporados a ella por su artículo 75, inciso 22. Resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el precedente "Di Nunzio", según la cual siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de "tribunal intermedio".


    G., Roberto Edgardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 29451/2012/TO1/8/1/1/RH7, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Jornada de trabajo. Descanso semanal. Autonomía provincial. Facultades del Poder Legislativo. Cuestión no federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible, toda vez que en la especie no media resolución contraria al derecho federal en los términos exigidos por el art. 14, inc. 2°, de la ley 48 al reconocer la sentencia apelada la supremacía de la Constitución Nacional respecto de la ordenanza local que impugnó el actor. En efecto, la razón decisiva de la Corte provincial para fundar su pronunciamiento fue la invasión de la esfera de competencia del Congreso Nacional en que incurrió el municipio al dictar la ordenanza 1660/14, por cuanto lo relativo al descanso dominical del trabajador integra el derecho de fondo cuya regulación corresponde en forma exclusiva al legislador nacional en atención a lo dispuesto por el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. Al respecto, la Corte ha condicionado la admisibilidad del recurso extraordinario, a que la cuestión federal haya sido resuelta en forma contraria al derecho de esa naturaleza invocado por el recurrente, desde que la razón de ser de esta apelación excepcional radica en la necesidad de asegurar la supremacía de la Constitución Nacional, tratados y leyes que consagra el art. 31 de la Carta Fundamental. Por ello, la Corte ha enfatizado que "rige el inciso 2° del art. 14 de la ley 48, que limita la jurisdicción apelada de esta Corte a los casos en que 'la decisión haya sido a favor de la validez de la ley o autoridad de provincia", exigencia que se ha mantenido inalterada. En este orden de ideas, según inveterada doctrina de la Corte, el respeto de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo esencial, versan sobre aspectos propios del derecho público local. También tiene dicho el Tribunal que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. En tales condiciones, la vía federal intentada resulta improcedente, toda vez que lo atinente a la declaración de inconstitucionalidad de normas locales no constituye cuestión federal apta para sustentar el remedio intentado, ya que no existe resolución favorable a la validez de la norma local cuestionada y tampoco se advierte que los argumentos esgrimidos con sustento en la arbitrariedad de la sentencia resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada.


    Shi, Jinchui c/ Municipalidad de la Ciudad de Arroyito s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1751/2018/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La demandada pretende que, por la vía del recurso extraordinario, se revoque la decisión de la cámara laboral que difirió el tratamiento de la apelación. El remedio federal interpuesto es inadmisible pues no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal. Al respecto, la Procuración General de la Nación, en oportunidad de expedirse sobre un planteo análogo al aquí debatido, sostuvo, con base en diversos pronunciamientos de la Corte Suprema, que la resolución de alzada que reconoce el efecto diferido de la apelación y restituye las actuaciones al tribunal de origen no reviste condición definitiva a la luz de lo previsto por el artículo 14 de la ley 48, toda vez que no pone fin al pleito, impide su prosecución ni causa un gravamen de insusceptible reparación ulterior; circunstancia que no se modifica por la invocación de cláusulas de índole constitucional cuando los agravios pueden encontrar remedio en las propias instancias. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Khairallah, Gloria Isabel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente- Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33726/2017/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Fallos de la Corte Suprema. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. La Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Tales supuestos no se configuran en la especie. En efecto, la sentencia apelada no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado que puede atender sus planteos, en el sub lite, la justicia nacional del trabajo. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. La demandada no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Mendoza, Mario Alberto c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21558/2017/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FRO 86000003/2008/TO1/22/1/1/RH1, "B., Víctor Hermes s/ Incidente de recurso extraordinario".


    R., Martín s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1638/2010/TO1/2/2/1/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia configura una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia cuestionada no reviste el carácter de definitiva por no poner fin al pleito ni causar agravio de imposible reparación ulterior. Cabe recordar que la Corte Suprema ha exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales la decisión sobre habilitación de instancia judicial veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. Para más, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Casalone, Gonzalo Daniel c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48276/2017/1/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Reajuste jubilatorio. Beneficios previsionales. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    En línea con la doctrina de la Corte, corresponde dar prioridad a las atribuciones de arbitrariedad, pues si son acertadas ellas implican que no existe una sentencia válida. La sentencia apelada se aparta de las constancias de la causa, es auto contradictoria y, en consecuencia, omite tratar y resolver cuestiones conducentes oportunamente planteadas, en particular, la inconstitucionalidad del monto de haber máximo previsto en el artículo 9, inciso 3, de la ley 24.463. La omisión del tribunal de última instancia de expedirse sobre el asunto federal involucrado, tras un estudio cuidadoso y exhaustivo del planteo de la parte, configura un obstáculo para que la Corte Suprema pueda ejercer correctamente su competencia apelada, tal como surge de las leyes 48 y 4055.


    Cascardi, Carlos Enrique Luis c/ ANSES s/ Reajuste de haberes


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 58202/2007/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Asegurador por riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Aplicación temporal de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente –ley especial”.


    El planteo basado en la inaplicabilidad temporal de las disposiciones de la ley 27.348 que rigen el procedimiento administrativo resulta improcedente pues se trata de una cuestión de derecho común y procesal ajena a la instancia federal y propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. Si bien el accidente de trabajo que habría sufrido el actor ocurrió con anterioridad a la sanción de la norma, la demanda fue luego de su entrada en vigencia, por lo que, dado su carácter procesal, resulta de aplicación inmediata al presente.


    Cebey, Marcelo Gastón c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50420/2017/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar que es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada a la Corte por la vía procesal que se intenta. No se escapa, que la Corte en algunos precedentes abandonó la doctrina tradicional cuya aplicación aquí se propone, al sostener que "no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio". No obstante ello, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Recurso Queja N° 1 - Lada, Rocío c/ Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50319/2017/1/RH1, 09 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia -como sucede en el sub lite- no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. La doctrina de la Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Recurso Queja N° 1 - López, Adalberto Daniel c/ Jefatura de Gabinete de Ministros s/ Medida cautelar


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44630/2018/1/RH1, 21 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto administrativo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Cabe señalar que las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida no son, en principio, impugnables por la vía intentada en la medida en que no ponen fin al pleito ni impiden su continuación, y sólo cabe hacer excepción a esa regla cuando concurre un supuesto de privación de justicia que afecta en forma directa e inmediata el derecho de defensa en juicio y se verifica un gravamen de imposible o muy difícil reparación ulterior, lo cual permite que la decisión sea equiparable a definitiva en sus efectos. Los fundamentos del pronunciamiento del a quo permiten sostener que no concurre, en la especie, ninguna circunstancia excepcional que justifique dejar de lado aquel principio general. En efecto, la recurrente no logra demostrar de qué manera lo resuelto por la cámara le ocasiona un gravamen de imposible o, siquiera, dificultosa reparación ulterior, si se advierte que lo resuelto no importó un pronunciamiento sobre la competencia del Juzgado Federal para entender en la causa, sino que solamente implica que el proceso continuará tramitando, por el momento, ante dicho tribunal hasta tanto se articule, en la oportunidad procesal correspondiente, la cuestión de competencia por la via procesal pertinente. Por lo demás, aun si se considerara -a pesar de lo afirmado por el a quo en su pronunciamiento- que la decisión recurrida avanzó sobre la determinación del tribunal competente para conocer en la cuestión de fondo planteada en la causa, es menester recordar que es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales de esa índole no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o .cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A lo expuesto, se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Recurso Queja N° 1 - Provincia De Entre Ríos c/ Estudio Giménez Lassaga Sociedad Civil s/ Nulidad de acto administrativo


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 17635/2017/1/RH1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Obras sociales. Régimen de consolidación de deudas. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Poder Judicial de la Nación. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    Corresponde admitir la queja. Ello es así desde que, el recurso extraordinario es formalmente admisible y fue mal denegado toda vez que se cuestiona la aplicación e interpretación de normas federales -régimen de consolidación de deudas del Estado- y la decisión del tribunal -asimilable a definitiva en tanto causa un gravamen de imposible reparación ulterior- ha sido adversa a los derechos que el recurrente fundó en ellas (art. 14 de la ley 48). Cabe advertir, asimismo, que a los fines señalados, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de la parte o del tribunal apelado, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. En primer lugar no está discutido que la Obra Social del Poder Judicial sea un organismo con autonomía de gestión, individualidad administrativa y financiera, que se rige por un estatuto propio y que esté excluida -como obra social- de la ley 23.660. El tema a dilucidar es entonces, ante estas circunstancias, si la OSPJN es o no una obra social del sector público a quien aplicarle el régimen de consolidación de deudas del estado. En efecto, el art. 36 del decreto reglamentario 2140/91 encomienda al Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos "resolver las cuestiones específicas que genere su puesta en práctica [el sistema de cancelación de pasivos de la ley 23.982] y, a la vez, dictar las normas aclaratorias, interpretativas o complementarias que requiera esta reglamentación". En ejercicio de tales facultades, dicho Ministerio dictó la resolución 761/94, que determinó las características que debían reunir las obras sociales a los efectos de ser consideradas pertenecientes al sector público y el trámite a seguir con relación a las deudas consolidables. Así, en el art. 1°, especificó que: a) sus beneficiarios fueran exclusivamente trabajadores del sector público; b) fueran creadas por ley de la Nación y c) el Estado Nacional o sus entes descentralizados tuvieran participación total o mayoritaria en su capital o en la formación de sus decisiones, entendiéndose como tal que los miembros de su directorio u órgano de gobierno representen en su totalidad o mayoritariamente al Estado Nacional. Asimismo, en el párrafo cuarto del considerando de la mencionada resolución, se dejó en claro la necesidad de definir las características a reunir por las denominadas obras sociales del sector público porque como “(..) en la práctica las obras sociales no están incluidas en el Presupuesto de la Administración Pública Nacional.", los requisitos debían “ (..) estar básicamente vinculados con la dependencia del Estado Nacional de las citadas obras sociales ... " (párrafo siete idem). Sentado lo anterior, se puede afirmar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación como órgano del Estado Nacional conforme a la Constitución Nacional, aprobó por acordada 44/74 el Estatuto Oficial de la Obra Social del Poder Judicial de la Nación, el que en su última versión -actualizado conforme a las acordadas 27/11, 29/11 y 39/14- define a la obra social como un organismo con autonomía de gestión, individualidad administrativa y financiera, según las decisiones que adopte el Directorio, órgano con facultades fijadas en el mismo estatuto, que debe elevar informes mensuales a la Corte Suprema de Justicia de la Nación. También estipula que “funcionará [la obra social] bajo la dependencia directa de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la que podrá designar a un Ministro integrante del Tribunal para dichas funciones y de acuerdo a las atribuciones que le confiere al mismo el artículo 113 de la Constitución Nacional" (art. 1°) En su art. 5° y siguientes enumera a los beneficiarios de la obra social, a los que agrupa en las categorías de titulares y familiares de grupo primario y de adherentes, todas ellas vinculadas de uno u otro modo a integrantes del Poder Judicial de la Nación. En cuanto a la dirección y administración del organismo se determina la integración de un directorio de tres miembros designados por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuyos cargos serán provistos por ésta (art. 16 y sgtes). Asimismo en el art. 28 se fija en cabeza del Poder Judicial de la Nación la propiedad de los bienes presentes y de los que se incorporen en el futuro; a la par de atribuir la fiscalización del desenvolvimiento de la obra social a la Corte Suprema. En tales condiciones, la conclusión a la que arribó el tribunal apelado carece de sustento en tanto omitió ponderar argumentos y normas definitorios que lo hubieran llevado a sostener que la Obra Social del Poder Judicial de la Nación es una obra social del sector público, en los términos del art. 2° de la ley 23.982 y, en consecuencia, que el crédito reconocido a la actora -con sentencia firme- debió ser percibido a través de los mecanismos que establece el régimen de consolidación de deudas del Estado. Por lo demás, no resulta acertado el fundamento de la alzada respecto de la "preclusión procesal" toda vez que no resulta plausible hacer predominar principios procesales por sobre una norma de orden público, en especial si se tiene en cuenta que la Corte ha declarado -acerca del régimen de consolidación de deudas dispuesta por la ley 23.982- que, a fin de analizar su validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia. Por otra parte, esa naturaleza que atribuyó el legislador al régimen aludido obliga al tribunal a considerar su aplicación aun cuando la demandada omita solicitarla o lo haga en la etapa de ejecución de la sentencia de condena, toda vez que las normas que consolidan las deudas estatales no señalan un término perentorio para su invocación. En este sentido, cabe recordar que el Tribunal ha dicho que por ser las normas de consolidación de orden público, deben ser aplicadas por los jueces en cualquier estado del proceso y aun de oficio, sin que medie petición alguna de las partes Finalmente, del argumento de la cámara en cuanto a que la OSPJN se encuentra excluida del régimen de la ley de obras sociales 23.660 de acuerdo a lo dispuesto por el art. 4° de la ley 23.890, no puede derivarse que ello signifique una exclusión de dicha obra social de las denominadas del sector público ni, mucho menos, que no esté comprendida como tal en el régimen de consolidación de deudas del Estado Nacional. En consecuencia, la indemnización que en calidad de codemandada debe abonar la OSPJN lo será de conformidad con las normas de consolidación de deudas estatales.


    Recurso Queja N° 2 - V., M. C. c/ C., J. M. y otro s/ Daños y perjuicios - responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 21927/2014/2/RH1, 23 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Despido. Entes descentralizados. Demanda laboral. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 318/2018, “Fiscalía de Estado - Provincia de Buenos Aires c/ Martino,Pascual Jesús s/ Expropiación directa - otros juicios” y CSJ 319/2018, “Fiscalía de Estado - Provincia de Buenos Aires c/ Bello, José Antonio s/ Expropiación directa - otros juicios”.


    
      

    


    Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen pronunciamientos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, corresponde señalar que las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencias entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. La Corte en su precedente abandonó la doctrina señalada en el párrafo anterior y ratificó el criterio donde establece que no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio. Hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener el citado criterio tradicional. La competencia que la Corte Suprema asignó al juzgado federal de primera instancia en el caso “Mendoza” está limitada a los supuestos establecidos en los considerandos 20 a 22. De la lectura de los mencionados considerandos surge que no se encuentra incluida la competencia para entender en acciones que persiguen el pago de indemnizaciones laborales. La sentencia tampoco coloca a la recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la demanda quedó sometida a la justicia nacional del trabajo en la que puede ejercer su derecho de defensa. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Liendro, Ana Isabel c/ Fideicomiso Fondo de Compensación Ambiental ACUMAR s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 41222/2016/1/RH1, 02 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia, no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. El recurso es inadmisible cuando las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La Corte enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Recurso queja N° 3 - Castelli, Claudio Javier C/ Poder Ejecutivo Nacional Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11459/2017/3/RH3, 05 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto fue bien denegado en cuanto controvierte la declaración de nulidad de los arts. 48, 49, 67 inc. 26, 68 y 101 inc. 2° de la Constitución provincial, toda vez que por su intermedio la recurrente pretende que la Corte revise una sentencia del tribunal superior provincial acerca de una materia que integra el derecho público local y que, en tal sentido, ha sido resuelta sobre la exclusiva exégesis de normas provinciales, tanto en lo concerniente a la legitimación activa de los accionantes como en lo relativo al examen de compatibilidad entre la ley 7.469, que declaró la necesidad de reforma parcial de la Constitución, y las disposiciones sancionadas por la convención reformadora. En orden a verificar las condiciones requeridas para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, resulta ajeno a esta instancia el examen de decisiones que resuelven cuestiones regidas por el derecho público provincial, porque son privativas de los tribunales locales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo claro está, supuestos de arbitrariedad. En efecto, de acuerdo con lo previsto en los arts. 5° y 122 de la Constitución Nacional, las provincias se dan sus propias instituciones y se rigen por ellas y eligen a sus autoridades "sin intervención del gobierno federal". En este precepto, la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe discutir las formas en que las provincias organizan su vida autónoma. A la luz de tales principios, en su concreta aplicación al sub lite, los agravios de la apelante no habilitan la apertura de esta instancia de excepción. La decisión sobre tales temas es materia propia de la competencia de los poderes provinciales en tanto se examina el procedimiento jurídico político de organización de una provincia. Tampoco se configura en el caso un supuesto de arbitrariedad que habilite la apertura del remedio federal, pues la recurrente sólo expresa su desacuerdo con la exégesis formulada por la corte local sobre los alcances que corresponde otorgar a prescripciones contenidas en leyes y disposiciones de la Constitución provincial, con respecto a las cuales ha efectuado una interpretación posible de las normas que se hallan en debate. Es doctrina de la Corte que, la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Los defectos que sostiene el planteo de la demandada no alcanzan el estándar definido por la Corte para dar lugar a un supuesto de inequívoco carácter excepcional como es la arbitrariedad. Así, con referencia al reconocimiento de la legitimación en cabeza de los actores, la decisión de la corte provincial es fruto de una interpretación razonable del art. 90 del código procesal constitucional local y, en especial, de los propios precedentes de ese tribunal elaborados a partir de dicha reforma constitucional. A la misma conclusión cabe arribar respecto de los agravios dirigidos a cuestionar el escrutinio utilizado por el tribunal para resolver que la convención constituyente se extralimitó en sus funciones. Ello es así, porque aquél fundó el juicio de discordancia entre la habilitación legal y las reformas introducidas a la norma fundamental local a partir de la inteligencia acordada a las categorías hermenéuticas "modificaciones”, "agregados" y "prohibiciones" contenidas en la ley 7.469 y a los arts. 151 a 153 de la Constitución local, sobre la base de la doctrina elaborada por el propio tribunal en torno de la reforma constitucional de 2006. El criterio de la mayoría en Fallos 338:249 que, al resolver sobre la razonabilidad de la interpretación efectuada por ese tribunal provincial acerca de las previsiones de la ley 7.469, destacó: "La decisión es indudablemente rigurosa y bien podría haber sido la contraria de realizarse una interpretación de mayor amplitud con respecto a las atribuciones de la convención reformadora. Además, hubiese sido más consistente con la especial naturaleza de la materia sobre la cual se llevaba a cabo el escrutinio judicial. Pero el eje del juicio que cabe realizar en el caso no pasa por inclinarse con mayor fundamento por una de las opciones hermenéuticas que permitían las normas comprendidas sino de reconocer, precisamente que existían estas soluciones alternativas dentro de una comprensión racional del asunto, situación que se verifica en la especie y que lleva a excluir la arbitrariedad postulada. Por su parte, el tribunal consideró asimismo que las reformas introducidas a los arts. 48, 49, 67 inc. 26, 68 y 101 inc. 2° de la Constitución provincial, además de infringir la habilitación legal, afectaban de modo grave y sustantivo la esencia del sistema representativo y republicano de gobierno. Por lo hasta aquí expuesto, las críticas del apelante en este punto constituyen meras discrepancias con la resolución que adoptó la Corte local sobre temas de derecho público provincial que, no se presenta como arbitraria, circunstancia que determina la improcedencia del recurso que aquél intenta. En cuanto a los agravios relativos a la inteligencia que el tribunal apelado ha dado al art. 41 inc. 2° de la Constitución de la Provincia, tampoco está habilitada la intervención de esa Corte Federal toda vez que en la especie no media resolución contraria al derecho federal en los términos exigidos por el art. 14, inc. 2°, de la ley 48. La razón decisiva de la Corte provincial para fundar su pronunciamiento fue la inconciliable oposición entre la norma de la constitución local, en cuanto autoriza al estado provincial a celebrar acuerdos con estados extranjeros e instituciones privadas a fin de crear sistemas de tránsito, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos y radiactivos, y la prohibición contenida en el art. 41 de la Constitución Nacional. Al respecto, la Corte ha condicionado la admisibilidad del recurso extraordinario, desde sus primeras decisiones, a que la cuestión federal haya sido resuelta en forma contraria al derecho de esa naturaleza invocado por el recurrente, desde que la razón de ser de esta apelación excepcional radica en la necesidad de asegurar la supremacía de la Constitución Nacional, tratados y leyes que consagra el art. 31 de la Carta Fundamental. Por ello, la Corte ha enfatizado en el precedente de Fallos: 189: 308 que "rige el inciso 2° del art. 14 de la ley 48, que limita la jurisdicción apelada de esta Corte a los casos en que la decisión haya sido a favor de la validez de la ley o autoridad de provincia, exigencia que se ha mantenido inalterada.


    Iriarte, Luis y otra c/ Provincia de Tucumán s/ Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1079/2018/RH1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar que es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Recurso Queja N° 1 Estado Nacional – Ministerio de Energía y Minería c/ Consumidores Argentinos, Asociación para la Defensa, Educación e Información de los Consumidores s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 39590/2018/1/RH1, 18 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria. Cuestiones procesales. Sentencia no firme. Resoluciones inapelables. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    Es necesario señalar que la apelante se agravia, en definitiva, de una sentencia que hizo lugar a un planteo de inhibitoria. En ese contexto, cabe precisar que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso. Es que, por un lado, lo decidido no importa una denegación del fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por el recurrente, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juez nacional. Por otro lado, la sentencia tampoco coloca a la recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, las partes quedaron sometidas a la justicia nacional del trabajo en la que pueden ejercer su derecho de defensa respecto de las controversias que se susciten en relación con el funcionamiento de la asociación gremial. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. Por lo demás, el tribunal rechazó el recurso con fundamento en la inapelabilidad de la sentencia del juez de grado en los términos de los artículos 9 y 498 del código de procedimientos, lo cual remite al estudio de cuestiones de derecho procesal, ajenas a la instancia federal y propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial.


    Sindicato de Obreros y Empleados de Minoridad y Educación c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social y otro s/ Acción de amparo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6132/2018/2/RH1, 21 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Sentencia equiparable a definitiva. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Es necesario señalar que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso. Es que, por un lado, lo decidido no importa una denegación del fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por los litigantes, desde que la decisión apelada declina la competencia ordinaria de un juez de la Capital Federal en favor de un magistrado provincial. Por el otro, el pronunciamiento impugnado, que resuelve y valora aspectos de naturaleza fáctica y de derecho común y procesal, no clausura la cuestión de fondo ni cercena el acceso a un tribunal determinado. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En tales condiciones, la recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48 y, en consecuencia, el planteo resulta inadmisible.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10476/2014/1/RH1, 08 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Acciones de clase. Beneficio de litigar sin gastos. Igualdad ante la ley. Derecho de propiedad. Cuestión no federal. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 4840/2014/1/1/RH1, "Usuarios y Consumidores Unidos el Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Proceso de conocimiento".


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto cubrir las discrepancias de las partes con lo resuelto, sino requiere que se logre demostrar que el fallo contiene defectos graves de fundamentación o que en él se ha omitido el tratamiento de cuestiones conducentes planteadas en la instancia ordinaria.


    Unión de Usuarios y Consumidores Unidos c/ Telefónica Argentina S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 34780/2012/1/RH1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CCF 4840/2014/1/1/RH1, "Usuarios y Consumidores Unidos el Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Proceso de conocimiento".


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto cubrir las discrepancias de las partes con lo resuelto, sino requiere que se logre demostrar que el fallo contiene defectos graves de fundamentación o que en él se ha omitido el tratamiento de cuestiones conducentes planteadas en la instancia ordinaria.


    Unión de Usuarios y Consumidores y otro c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Ordinario


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1942/2011/3/RH2, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Falta de notificación. Debido proceso. Defensa en juicio. 


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Así las cosas, tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario. En el presente, el tribunal apelado resolvió denegar el remedio federal presentado por la demandada sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina la norma y sin haber dado razones que justifiquen tal omisión. Cabe advertir que, de seguir la Corte el criterio aquí propiciado, el eventual traslado debería ser efectivizado en el recurso de queja por denegación del recurso extraordinario de inconstitucionalidad provincial.


    González Kriegel, María del Carmen y otros c/ Provincia del Chaco s/ Ejecución de sentencia Artículo 97 Ley 848


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2030/2017/RH1, 09 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos. Acceso a la justicia. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La cuestión debatida en el sub lite vinculada con los alcances del beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 53 de la Ley de Defensa del Consumidor ha sido analizada por esta Procuración General en el dictamen de la causa COM 12990/2015/RH1, "Felgueroso, Carlos Alberto c/ Caja de Seguros S.A. s/ Proceso de conocimiento". En el dictamen se señaló que el artículo 53 de la ley 24.240 otorga el beneficio de justicia gratuita a las acciones judiciales iniciadas de conformidad con esa ley en razón de un derecho o interés individual. Asimismo, dispone que la parte demandada podrá acreditar la solvencia del consumidor y, en ese caso, cesará el beneficio. Por otra parte, se advirtió que la ley 24.240 reglamentaria del artículo 42 de la Constitución Nacional, es caracterizada como una norma de orden público. En esa oportunidad también se recordó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. Más recientemente, en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, "Consumidores Financieros", también en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del citado ordenamiento, la Corte Suprema señaló que "... la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo". Al mismo tiempo, el tribunal expuso en el citado caso que una interpretación que pretenda restringir los alcances del beneficio "no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores, a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos". En este sentido, esta Procuración General puntualizó que el beneficio de litigar sin gastos como instituto procesal encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley. Agregó que, en asuntos vinculados a una relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. El beneficio de justicia gratuita del artículo 53 de la ley 24.240, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo. Refuerzan esa tesitura la innegable finalidad de protección que acuerda la ley 24.240 y la propia literalidad de su artículo 53. En efecto, esa norma presume la carencia de recursos e invierte la carga probatoria de la solvencia, extremo que cobra sentido si se admite que la dispensa provisional incluye la de soportar los gastos que la tramitación del proceso origine.


    González Arbizu, Diego José c/ Volkswagen S.A. de Ahorro para fines Determinados s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25883/2018/2/RH1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Procesos de ejecución. Juicios contra el estado. Ejecución de honorarios. Cuestión federal. Causas regidas por normas federales. Remuneración. Funcionarios públicos. Policía administrativa. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Es necesario recordar las consideraciones formuladas por la Corte en Fallos: 269:125. Allí, invocando los conceptos vertidos en Fallos: 247:13, el Tribunal expresó: "el ordenamiento vigente contiene disposiciones de las que resulta que los funcionarios y empleados a sueldo de la nación, que se desempeñen como peritos o representen o patrocinen judicialmente al Estado Nacional, no pueden recibir honorarios contra éste. Ello ha de ser considerado como inherente al 'status' y rector de la situación jurídica de derecho público en que los referidos empleados y funcionarios se encuentran, con el carácter de norma de policía administrativa tendiente a asegurar el mejor cumplimiento de los deberes propios del cargo". Asimismo, el Tribunal recordó la doctrina sentada en Fallos: 90:94, según la cual "los funcionarios públicos que gozan de un sueldo establecido por la ley, no devengan honorarios por los servicios que prestan en el desempeño de su cargo, teniendo por única remuneración de ellos el sueldo que aquélla les asigna" (consid. 3°). En efecto, el Tribunal ha sido claro cuando señaló que en aquellos supuestos en que una repartición del Estado Nacional designa a uno de sus agentes para que lo represente en un proceso judicial, éste no ejerce su actividad en función de un contrato de derecho privado, como los de mandato o locación de servicios, sino en virtud de la relación de empleo público que lo une con el organismo, siendo que, por principio, el cumplimiento de la función pública es remunerado con un sueldo previsto como erogación en el presupuesto. Tal circunstancia llevó a la Corte a declarar que, salvo autorización en contrario, los agentes públicos que gozan de aquél no son acreedores de honorarios por los servicios que prestan en el desempeño de su cargo, teniendo por única remuneración la retribución que las leyes les asignen. El art. 77, primer párrafo, de la ley 11.672 establece: "los peritos y profesionales de cualquier categoría, que desempeñen empleos a sueldo en el Sector Público Nacional, no podrán reclamar honorarios en los asuntos en que intervengan por nombramientos de oficio en los que el fisco sea parte y siempre que las costas no sean a cargo de la parte contraria". La Corte Suprema ha sostenido que la primera fuente de interpretación de las leyes es su letra, pero ha agregado que su comprensión no se agota con la remisión a su texto, sino que debe indagarse, también, lo que ella dice jurídicamente, dando pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Bajo tales premisas interpretativas, si bien no escapa que el Tribunal consideró que la expresión "de oficio" a la que alude el art. 77 de la ley 11.672 no ha sido empleada en sentido redundante sino que se refiere a las designaciones efectuadas por los magistrados sin que medie proposición de parte, mantener esa postura en la especie importaría apartarse del principio general que rige la materia, en cuya virtud los funcionarios a sueldo de la Nación están impedidos, salvo autorización expresa, para percibir de ella, más precisamente, de los recursos del propio Estado empleador, el pago de honorarios judiciales regulados a su favor. Así, ante la ausencia de una solución normativa singularizada para el caso, "es adecuado recurrir a los principios de leyes análogas, toda vez que la regla de interpretación prevista en el art. 16 del Código Civil" -actual art. 2 ° del Código Civil y Comercial de la Nación- "excede los límites del ámbito del derecho privado y se proyecta como un principio general, vigente en todo el orden jurídico interno”. En ese marco, cabe traer a colación lo dispuesto por el decreto 128/91 (B.O. 21/01/91), hoy derogado, en cuanto reguló de modo expreso la situación arancelaria que aquí nos ocupa. Ese decreto, cabe recordar, había ordenado a toda la Administración Pública Nacional poner a disposición de los procuradores fiscales con asiento en el interior del país, a los profesionales que se encontraran revistando en la Administración para intervenir como consultores de parte en las causas judiciales. En cuanto aquí interesa, la norma estableció: "Los profesionales designados no podrán percibir honorarios del Estado, salvo su derecho a cobrarlo de la parte contraria, en calidad de costas" (art. 1°, segundo párr.). En igual sentido, a modo ilustrativo, el art. 98 de la ley 11.683, que impide a los funcionarios letrados de la Administración Federal de Ingresos Públicos que representen o patrocinen al Fisco la percepción de honorarios que estén a cargo de la Nación, así como el art. 40 del decreto 34.952/47, reglamentario de la ley 12.954 (que creó el Cuerpo de Abogados del Estado), establece que: "Los representantes del Estado en juicio tendrán derecho a percibir los honorarios que se regulen a su favor en los juicios que intervengan, cuando los mismos sean a cargo de la parte contraria y abonados por ella, de acuerdo con las disposiciones que reglen la materia en los organismos que representen". El criterio que impide reclamar el cobro de honorarios profesionales al empleador por los trabajos realizados también ha sido recogido por las normas que regulan honorarios en materia de profesiones liberales. En ese sentido, cabe mencionar a la ley 21.839 de honorarios de abogados y procuradores -vigente durante la labor judicial desarrollada por el accionante a la que remite el régimen arancelario para los profesionales de ciencias económicas como el actor. Su art. 2° prevé: "los profesionales que actuaren para su cliente con asignación fija, periódica, por un monto global o en relación de dependencia, no están comprendidos en la presente ley, excepto respecto de los asuntos cuya materia fuere ajena a aquella relación o cuando mediare condena en costas a cargo de otra de las partes intervinientes en el proceso. En línea con su antecesora, la nueva ley 27.423 de honorarios profesionales de abogados y procuradores (B.O. 22-12- 2017) mantiene dicha regla. En su art. 2° establece: “los profesionales que actuaren en calidad de abogados para su cliente y hayan sido contratados en forma permanente, con asignación fija, mensual o en relación de dependencia, no podrán invocar esta ley, excepto respecto de los asuntos cuya materia fuere ajena a aquella relación o si mediare condena en costas a la parte contraria o a terceros ajenos a la relación contractual" . Por su parte, la nueva ley 27.423 regula también los honorarios profesionales de quienes se desempeñan como auxiliares de la justicia en el fuero nacional y federal. En cuanto interesa al sub lite, la norma equipara la situación de los peritos y consultores de parte con los peritos de oficio, y les aplica el mismo régimen jurídico (art. 21, último párrafo), estableciendo en su art. 59, inc. g, que aquellas "cuestiones derivadas de actuaciones judiciales que no se encuentren expresamente resueltas, serán resueltas por aplicación de principios análogos de las materias afines a la presente ley y, si ello no fuere posible, por extensión de las disposiciones normativas procesales en cada uno de los fueros judiciales”. Sobre la base de lo expuesto considero, a la luz del principio general que rige la materia, las disposiciones que guardan mayor analogía con la situación discutida en autos y las pautas hermenéuticas invocadas, que la prohibición de reclamar honorarios al Estado empleador cuando éste resulta obligado al pago alcanza igualmente a los consultores de parte, toda vez que no se advierten razones objetivas y relevantes que permitan justificar un tratamiento diferenciado entre éstos, por un lado, y los peritos de oficio y letrados, por el otro, en la medida en que tales profesionales se encuentran en idéntica situación cuando desempeñan empleos a sueldo en el Estado Nacional.


    Recurso Queja N° 2 - Casagrande, José Andrés c/ Estado Nacional s/ Proceso de ejecución


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27074/2015/2/RH1, 19 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Diferencias salariales. AFIP DGI. Prescripción. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal -materia propia de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48. Ello es así, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. También ha sostenido la Corte que "la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido", pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. Sobre la base de tales principios, el recurso intentado es formalmente inadmisible, toda vez que no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que, según el art. 14 de la ley 48, son ajenas a la instancia extraordinaria. Ello es así pues los argumentos que esgrime la demandada para sostener la apelación extraordinaria se encuentran dirigidos principalmente a cuestionar lo resuelto con respecto a la prescripción y al alcance de los temas debatidos, aspectos procesales y de hecho y prueba respecto de los cuales exhibe una mera discrepancia de criterio. Por otra parte, en cuanto a la falta de tratamiento por la cámara de las cuestiones de fondo que no habrían sido consentidas por la recurrente, se advierte que, al margen de que el alcance de las peticiones de las partes tampoco habilita la apertura de la instancia extraordinaria, en el sub lite se ha omitido reiterar en la contestación de agravios los argumentos planteados en primera instancia con respecto al incumplimiento de la cláusula 5° del acuerdo homologado para percibir las diferencias salariales que se reclaman.


    Recurso Queja N° 1 - Quesada, Adriana Cecilia y otros c/ D.G.I. s/ Diferencias salariales


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 49/2013/1/RH1, 18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 6481/2010/CS1, "Mapal SACIA c/ ENDNV- Resol 777/01 (Expte. 19125/09) s/ Proceso de conocimiento".


    Recurso Queja N° 2 – Martínez, Gabriel Rubén c/ Estado Nacional Ministerio del Interior Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7483/2007/2/RH2, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Exploración y explotación de minerales. Superior Tribunal de Justicia. Acción de inconstitucionalidad. Existencia del agravio. Agravio extemporáneo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 916/2018 RH1 “Minera San Jorge S.A. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    En lo que se refiere a la impugnación del art. 7° de la ley local 4969 que habilita a la Suprema Corte de Justicia de Mendoza a convocar a tribunal pleno, constituye un agravio tardío por intentar introducir una cuestión no alegada ni probada en la instancia anterior. Además, tal manifestación, desarrollada por primera vez en el recurso extraordinario, de por sí habilita su rechazo, conforme a la tradicional doctrina de la Corte que sostiene que, al no haber sido sometida la cuestión al conocimiento de los tribunales de las instancias anteriores, el planteo formulado en el recurso extraordinario constituye sólo el fruto de una reflexión tardía, que no puede ser considerado en esta instancia. En ninguna de las oportunidades la recurrente impugnó, cuestionó o hizo reserva para tachar de inconstitucional la norma procesal que faculta a la Suprema Corte provincial a convocar a tribunal pleno, por lo que la cuestión constitucional no fue planteada en la primera oportunidad posible en el curso del proceso.


    Cognito Limited y otro c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 683/2018/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las decisiones de índole procesal y de derecho público local resultan, en principio, ajenas a la instancia extraordinaria en virtud del debido respeto a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, en el presente cabe hacer excepción a dicha regla, en tanto la resolución impugnada incurre en un injustificado rigor formal que atenta contra las garantías constitucionales al omitir resolver las cuestiones federales planteadas. No es ocioso recordar que la decisión del Congreso Nacional, plasmada en la ley 48, fue que todo pleito radicado ante la justicia provincial en el que se susciten cuestiones federales debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de "fenecer" ante el órgano máximo de la judicatura local, dado que los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprendan puntos regidos por la Constitución, federales y los tratados internacionales. De modo concordante, la Corte ha establecido reiteradamente que las decisiones que son aptas para ser resueltas por esa Corte Nacional no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia.


    Loveli S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1256/2017/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4930/2015/RH1 "Volkswagen de Ahorro para Fines Determinados S.A. c/ Provincia de Misiones - Dirección General de Rentas y otro s/ Demanda contenciosa administrativa", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Moonsea S.A. s/ Queja por recurso extraordinario denegado Estado Nacional Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Moonsea S.A. s/ Ejecución fiscal – ingresos brutos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1774/2018/CS1, 25 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción civil por accidente de trabajo. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 9027/2015/1/RH1, "Pinto, Pablo Julián c/ Asociart ART SA s/ Accidente-acción civil".


    Ferreyra, Christian Javier c/ Interpack S.A. y otro s/ Accidente-acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33826/2015/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Diferencias salariales. Ejecución de sentencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    El remedio federal fue bien denegado pues las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución de sentencia no configuran el pronunciamiento definitivo requerido por el artículo 14 de la ley 48, excepto que afecte el derecho de defensa del recurrente o decida una cuestión ajena a la sentencia que se pretende ejecutar. Esas excepciones no se presentan en el caso ya que la recurrente impugna la inclusión del rubro "caja de empleados" en la base de cálculo del rubro "bonificación especial' y esa cuestión arriba firme a la instancia.


    Amestoy, José y otros c/ Lotería Nacional S.E. s/ Ley 18.345


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22003961/1992/5/RH2, 27 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Ejecución fiscal. Responsabilidad contractual. Determinación del monto. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Suprema tiene dicho reiteradamente que la norma cuya aplicación se cuestiona en autos no reviste naturaleza federal y que las cuestiones referentes a su interpretación resultan -en virtud de su carácter fáctico y de derecho común- materia ajena a la vía del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Corresponde destacar que la ley 24.283 prescribe que cuando deba actualizarse el valor de una prestación establecida por acuerdos, normas o sentencias, la liquidación judicial resultante no podrá establecer un valor superior al real y actual de dicha prestación al momento del pago, y que la Corte Suprema ha entendido que la voluntad legislativa fue comprender las prestaciones dinerarias en las previsiones de la ley 24.283.


    Estado Nacional c/ Samuel Gutnisky S.A.I. y C. s/ Ejecución fiscal


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 43/1997/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    El recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. El recurrente no logró demostrar que en autos concurran las condiciones que permitan obviar el requisito de la sentencia definitiva, circunstancia que impide habilitar esta instancia de excepción, más aún, cuando su falta no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento.


    Recurso Queja N° 1: Alonso Navarro, María Florencia y otros c/ Ministerio de Desarrollo Social de la Nación y otro s/ Acción de Amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39407/2016/1/RH1, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Agregación de la prueba documental. Plazos procesales. Preclusión. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Desistimiento del recurso. 


    Los agravios formulados por el recurrente, en tanto sostiene que dicha sentencia lesiona gravemente el orden constitucional al convalidar una interpretación que prescinde de la aplicación del derecho federal, se aparta de la jurisprudencia emanada de esa Corte Suprema de Justicia de la Nación y resulta arbitraria en tanto no se ciñe a las constancias del expediente al efectuar un "antojadizo análisis de los hechos y de las pruebas agregadas y producidas en autos", no tienen entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, ya que no hacen más que remitir al examen de cuestiones de hecho y prueba, sin que, por lo demás se acredite un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Las críticas del recurrente solo traducen discrepancias respecto de la consideración de las constancias del expediente y que no resultan suficientes para rebatir debidamente las razones fácticas y jurídicas en las que se sustentó lo decidido. Más aún, el recurrente no logra demostrar que, tal como afirma, la decisión atacada cause una grave lesión al principio de preclusión procesal, con la consiguiente lesión de la garantía al debido proceso y con evidente afectación de su derecho de defensa, ya que en el desarrollo de dichos agravios solo se limita a exponer divergencias en punto el trámite de las actuaciones pero no rebate la totalidad de los fundamentos que sostienen racionalmente la sentencia apelada, ni demuestra que en la decisión del caso se haya incurrido en un error intolerable para una racional administración de justicia. Ello se ve reforzado por la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, evitando que su esclarecimiento se vea turbado por un excesivo rigor formal, incompatible con un adecuado servicio de justicia y las reglas del debido proceso, máxime cuando la necesidad de acordar prevalencia a la primera reconoce base constitucional. El pronunciamiento apelado no exhibe defectos graves de fundamentación que afecten en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas, por lo que no procede su descalificación como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    Vitkanshas, Alberto Jose c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 47741/2016/1/RH1, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Entidades financieras. Ley provincial. Ordenanzas municipales. Autonomía municipal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha dicho que la organización de los gobiernos municipales es una materia que los artículos 5° y 123 de la Constitución Nacional reconocen que se ha mantenido en la jurisdicción de los gobiernos locales, y son las constituciones provinciales las que deben materializar el mandato de autonomía en los ámbitos antes mencionados. En este orden de ideas, la Corte expresó que el artículo 123 de la Constitución Nacional -incorporado por la reforma de 1994- no confiere a los municipios el poder de reglar las materias que le son propias sin sujeción a límite alguno. La cláusula constitucional les reconoce autonomía en los órdenes "institucional, político, administrativo, económico y financiero" e impone a las provincias la obligación de asegurarla, pero deja librado a la reglamentación que éstas realicen la determinación de su "alcance y contenido". Se admite así un marco de autonomía municipal cuyos contornos deben ser delineados por las provincias, con el fin de coordinar el ejercicio de los poderes que éstas conservan con el mayor grado posible de atribuciones municipales en los ámbitos de actuación mencionados por el artículo 123. La norma que instituye al Banco de La Pampa como agente financiero del Estado provincial, los municipios, las comisiones de fomento y los demás organismos enumerados, de manera alguna importa un avasallamiento de la autonomía municipal, toda vez que se trata del ejercicio de una atribución conferida por la Constitución provincial que incide, en lo que aquí interesa, en la organización de los gobiernos municipales y se vincula al carácter de garante que tiene la provincia con respecto a todo tipo de operaciones financieras pasivas que realice el Banco de La Pampa. Ello es así, máxime si se tiene en cuenta que los fondos a los que alude la demandada deben ser especialmente preservados, por cuanto provienen del erario público y se encuentran afectados al desarrollo de las políticas públicas municipales que, a su vez, tienden a la satisfacción del bien común de los ciudadanos. Desde antiguo la Corte se refirió a esta cuestión y sostuvo que la Constitución Nacional se limita a ordenar el establecimiento del régimen municipal como requisito esencial para la efectividad de la autonomía de las provincias, "pero en manera alguna les ha prefijado el sistema económico financiero al cual deban ajustar la organización comunal, que entra en la órbita de las facultades propias locales conforme a los artículos 104, 105 y 106 de la Constitución". Por otra parte, cuando se impugnan actos emanados del gobierno provincial por poner en peligro la existencia misma del municipio, el interesado debe demostrar claramente de qué manera aquéllos contrarían la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen. La ordenanza impugnada resulta incompatible con el ordenamiento jurídico provincial puesto que, si bien la consagración de la autonomía municipal implica el reconocimiento de ciertas potestades normativas, su ejercicio no puede desconocer el reparto de competencias formulado por los constituyentes. Ello es así, máxime cuando la provincia reguló de modo razonable el régimen bancario oficial instituyendo al agente financiero exclusivo de los municipios asentados dentro de su jurisdicción, sin que se haya demostrado que ello implique una grave restricción a la libre disponibilidad de los recursos de la demandada ni le impida su subsistencia.


    Banco de La Pampa Sociedad de Economía Mixta c/ Municipalidad de Santa Rosa s/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1795/2017/RH1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso,. 


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    Recurso de Queja n° 1 -Incidente n° 1- Imputado: A., César Javier y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20270/2017/18/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    S., Mauricio Javier


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 17629/2013/3/1/1/1/RH3, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    M., César Oscar


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11650/2014/2/1/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    F. B. P y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2616/2000/20/1/1/RH4, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    D., Rubén Alberto y otros


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3682/2013/1/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    F., Augusto Carlos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6176/2012/2/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Incumplimiento del contrato. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales. Ello sentado, en el sub lite no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla.


    Recurso Queja N° 2 - Altergarten S.A. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8077/2017/2/RH1, 22 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FSA 24000662/2010/4/1/RH2, "T., Raúl Eduardo s/ Privación ilegal de la libertad agravada y otros".


    B., Agustín Juan y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7650/2008/11/1/1/RH5, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 2230/2010/TO1/6/2/1/RH4, "B., José Ernesto s/ Incidente de recurso extraordinario".


    M., Cristina Gloria s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2230/2010/TO1/5/2/1/RH3, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Declinatoria de jurisdicción. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Los pronunciamientos que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos por ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, por su naturaleza fáctica y procesal, y la tacha de arbitrariedad resulta restrictiva a su respecto. Sobre el punto, ha manifestado el Tribunal que las resoluciones en materia de competencia no configuran sentencias definitivas, salvo que concurran circunstancias excepcionales que consientan su equiparación, como la denegación del fuero federal o de un especifico privilegio de ese tenor o una privación de justicia no susceptible de reparación ulterior. Así, esas circunstancias excepcionales no se advierten en el sub lite. Por un lado, corresponde destacar que la sentencia no deniega el fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por la actora, pues la resolución declina la competencia ordinaria de un juez de Capital Federal a favor de un par provincial. Por otro lado, en un ámbito de eminente carácter fáctico y de derecho procesal y común, no se patentiza un gravamen concreto y actual de insusceptible reparación posterior que permita equipararla a una resolución definitiva, puesto que no clausura la vía ni cercena el acceso a la justicia y la actora puede acudir a la jurisdicción de un tribunal determinado para seguir tramitando el planteo. En el punto, la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la alegación de garantías constitucionales supuestamente quebrantadas ni por la pretendida arbitrariedad de la resolución o la invocada interpretación errónea del derecho que rige el supuesto.


    Garantizar S.G.R. c/ Corona, Ernesto Raúl y otro s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7786/2018/1/RH1, 01 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    En este estado, la recurrente pretende, por la vía del remedio federal, que se revoque la decisión de la cámara que difirió el tratamiento de la apelación al dictado de la sentencia definitiva y se dicte un pronunciamiento sobre la cuestión de competencia planteada. El recurso interpuesto es inadmisible pues no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal. Al respecto, esta Procuración General de la Nación, en oportunidad de expedirse sobre planteos análogos, sostuvo, con base en diversos pronunciamientos de la Corte Suprema, que la resolución de alzada que reconoce el efecto diferido de la apelación y restituye las actuaciones al tribunal de origen no reviste condición definitiva a la luz de lo previsto por el artículo 14 de la ley 48, toda vez que no pone fin al pleito, impide su prosecución ni causa un gravamen de insusceptible reparación ulterior; circunstancia que no se modifica por la invocación de cláusulas de índole constitucional cuando los agravios pueden encontrar remedio en las propias instancias. Además, la resolución impugnada no ha colocado a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata su derecho a la defensa en juicio. Esa decisión no clausuró la vía procesal intentada y la recurrente quedó sometida a la jurisdicción nacional del trabajo, en la que podrá ejercer las defensas procesales planteadas. A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Olsen, Marcelo Sebastián c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1653/2018/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNT 44643/2017/1/RH1, "Alcaraz, Damián Ezequiel c/ Omint A.R.T. S.A. s/ Accidente - ley especial".


    Giménez, Mario Agustín c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38939/2017/1/RH1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Excusación. Deber de imparcialidad. Integración del tribunal. Nulidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Es doctrina de la Corte que toda vez que en la sentencia recurrida ha participado en la deliberación y votación un juez de cámara que previamente se había excusado, tal proceder autoriza a descalificar el fallo como acto judicial válido en la medida en que se vulnera el principio de imparcialidad de los jueces.


    P., Jorge Alberto, y otros s/ Incidente de prescripción de la acción penal


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12466/2009/TO1/18/1/RH3, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Excepción de incompetencia. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, dado que la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal al ordenar la radicación de las actuaciones en la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal. Por otra parte, tampoco coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquélla queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Recurso Queja N° 1 - Simone, Virginia Alejandra c/ Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 97271/2016/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 74522/2014/1/RH1, "Tártara, Estela c/ Transportadora De Gas del Sur S.A. s/ Art. 66-43-70 ley 24.076 - ENARGAS".


    Recurso Queja N° 1 - Marco, Norma Ofelia c/ Enargas y otro s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 47583/2016/1/RH1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 74522/2014/1/RH1, "Tártara, Estela c/ Transportadora De Gas Del Sur S.A. s/ Art. 66-43-70 ley 24.076 – ENARGAS”.


    Recurso Queja N° 1 - Vázquez, María Delia c/ ENARGAS s/ Artículo 66-43-70 Ley 24.076 - ENARGAS


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 50989/2016/1/RH1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acordada de la Corte Suprema. Cuestión federal. Prescripción. Gravamen irreparable. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    El superior tribunal local destacó que no fue cumplido con lo dispuesto en el artículo 10 de la acordada CSJN 4/2007 en lo que se refiere a la cantidad de renglones por hoja, los cuales serían menos de los indicados en la reglamentación. El cumplimiento de aquel requisito formal, debe ser examinado, en principio, por la Corte Suprema, en atención a que se vinculan con el dictado del citado reglamento. Por ello, en caso de que la Corte Suprema estime que los defectos que el tribunal provincial reprocha a la apelación de la accionante no son esenciales ni importan un obstáculo insalvable para admitirla, podría dejar de lado tales reparos y realizar el examen de las cuestiones de fondo que aquél plantea, conforme lo dispuesto por el artículo 11, primer párrafo, de esa acordada. En cuanto al requisito de introducción oportuna de la cuestión federal, la Corte Suprema ha establecido que, en principio, sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención de la instancia extraordinaria como último intérprete, pero no respecto de la arbitrariedad, pues las partes no tienen por qué admitir de antemano, que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. En cuanto a la prescripción, es equiparable a sentencia definitiva la resolución que declara producida la prescripción, pues pone fin al pleito e impide su continuación, causando un gravamen de imposible reparación ulterior. Asimismo, si bien la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, cuando deciden sobre recursos extraordinarios locales, cabe hacer excepción a ese principio cuando median graves defectos de fundamentación, que descalifican al fallo como acto judicial válido. De la misma manera, pese a que es improcedente el recurso extraordinario contra las sentencias que hacen lugar a la defensa de prescripción, ya que el tema remite al estudio de aspectos de hecho y de derecho común y procesal propios de los jueces de la causa y no revisables por la vía del remedio federal, ello admite revisión en casos excepcionales, cuando se ha omitido la consideración de elementos esenciales para la correctas dilucidación de la litis de un modo notablemente lesivo de la garantía de la defensa en juicio. Ha señalado la Corte Suprema que, el instituto de la prescripción tiene que ser interpretado restrictivamente en cuanto tiende a la pérdida de las acciones, y por ello, ante la duda, debe estarse por la existencia de interrupción.


    La Meridional Compañía de Seguros S.A. s/ Casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 257/2018/RH1, 09 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Rolando Enzo Ramón y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 31953/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja


    Repetición de impuestos. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 15885/2011/1/RH1, "OSRAM ARGENTINA S.A.C.I. c/ EN - AFIP - DGI - RESOL 30/11 s/ Dirección General Impositiva".


    La Corte tiene reiteradamente dicho que si en el recurso extraordinario se aduce la distinta interpretación de una norma federal y el vicio de sentencia arbitraria, este último planteo debe ser considerado en primer término puesto que, de existir la arbitrariedad alegada, no habría sentencia propiamente dicha. En el caso, se configura este último supuesto, pues el pronunciamiento apelado importa una indebida extralimitación de las facultades decisorias del tribunal de la causa, toda vez que la cámara se pronunció sobre una cuestión que no fue presentada por la parte actora.


    Recurso Queja n° 1 - Sampietro, José Luis c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 83631/2016/1/RH1, 14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Despido. Falta de traslado. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    La omisión de traslado ordenado de conformidad a lo previsto en el artículo 257 segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación reviste trascendencia, pues es doctrina del Tribunal que la sustanciación que establece el precepto normativo indicado es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Recurso Queja n° 1 Vázquez Topssian, Lucas Ezequiel c/ Estado Nacional Secretaría Legal y Técnica Presidencia de la Nación s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 77390/2017/1/RH1, 08 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso directo


    Tribunal fiscal. Intangibilidad de la remuneración. Inamovilidad de los jueces. Igualdad ante la ley. Interpretación de la ley. Denegatoria del recurso. 


    Acordada 20/96.


    La jurisdicción de la Corte ha quedado abierta, en principio, en la medida en que la ha otorgado el tribunal a quo. Es que, según doctrina del Tribunal, si el auto de concesión del recurso extraordinario fue suficientemente claro en cuanto circunscribió la admisibilidad de la apelación a la cuestión federal y el recurrente no interpuso queja con relación a la arbitrariedad, no cabe tratar ese planteo. Bajo este prisma, el a quo decidió que los vocales del TFA gozan de las mismas inmunidades que los jueces de las Cámaras de Apelación del Poder Judicial de la Provincia, y que la equiparación remunerativa prevista entre ambos no podía ser interpretada como una mera referencia salarial, sino que se debía ser colocada en el marco de las garantías que el ordenamiento local consagraba para preservar la independencia de dicha institución. En este aspecto, el recurso extraordinario ha sido mal concedido y debe ser rechazado, pues no se halla en discusión la garantía institucional del art. 110 de la Constitución Nacional, ni la inteligencia de las leyes 20.628 y 24.631 o de la acordada 20/96 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sino solamente la naturaleza, ubicación funcional y tareas que desarrolla el TFA, así como también la equiparación del sueldo y las inmunidades de sus vocales con los de los jueces de las Cámaras de Apelación Provinciales, cuestiones que, en principio y por su naturaleza, son ajenas al ámbito del remedio de excepción. Así, el único agravio federal que subsiste radica en la violación del art. 16 de la Constitución Nacional que denuncia el demandado, quien sostiene que la extensión de la garantía del art. 110 de la Constitución Nacional a las percibidas por los miembros del TFA comporta una manifiesta violación del principio de igualdad. Al respecto, es reiterada doctrina del Tribunal que las garantías constitucionales han sido dadas a los particulares contra las autoridades, y la de igualdad podría ser invocada por un contribuyente a quien se pretendiera gravarlo más que a otro, pero ella no está destinada a asegurar el poder del Estado para percibir impuestos. Es que, cualquiera sea la conveniencia o inconveniencia del tributo, éste no puede ser tachado de contrario a la garantía del art. 16 de la Constitución Nacional "sino por los interesados en liberarse de las cargas". Frente a estas consolidadas pautas, el Fisco Nacional no aduce razones que pongan en tela de juicio su aplicabilidad en el expediente o importen nuevos argumentos que puedan llevar a una modificación de los criterios establecidos en los precedentes citados. Por ello, la violación de la garantía de igualdad planteada por el organismo recaudador se torna insustancial a los fines del recurso.


    Carne, Mónica Viviana c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46152/2015/CA1-CS1, 19 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Tribunal Fiscal de la Nación. Crédito fiscal. Acreditación de saldos. Compensación tributaria. Discriminación del IVA. Régimen simplificado. Responsables inscriptos. Interpretación de la ley. 


    El art. 21, inc. a, del Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes aprobado por el art. 2° de la ley 25.865, vigente en aquel entonces, señala: "Quedan excluidos de pleno derecho del Régimen Simplificado los contribuyentes que: a) Sus ingresos brutos correspondientes a los últimos doce (12) meses superen los límites establecidos para la última categoría, de acuerdo con el tipo de actividad que realice y teniendo en cuenta lo previsto por el artículo 3° del presente régimen." Por su parte, el art. 22 de ese cuerpo normativo prescribe: "El acaecimiento de cualquiera de las causales indicadas en el artículo anterior producirá, sin necesidad de intervención alguna por parte de la Administración Federal de Ingresos Públicos la exclusión automática del presente régimen desde el momento en que tal hecho ocurra, por lo que los contribuyentes deberán dar cumplimiento a sus obligaciones impositivas y de los recursos de la seguridad social, según los regímenes generales respectivos, debiendo comunicar en forma inmediata dicha circunstancia al citado organismo." De la interpretación de tales normas se desprende sin hesitación que la contribuyente, cuyos ingresos superaron los parámetros objetivos establecidos en la legislación, quedó excluida de pleno derecho del régimen simplificado y sin requerir ninguna intervención ni actuación por parte del organismo recaudador. Con base en ello, su renuncia al régimen, con carácter retroactivo, carece de toda relevancia, ya que la actora, ya se encontraba excluida. En este sentido, nadie puede renunciar a un derecho cuya titularidad ya ha perdido y que, por lo tanto, no se posee. A partir de que acontezca alguna de las causales cuya consecuencia sea la exclusión del RSPC, los contribuyentes deben cumplir sus obligaciones impositivas y de la seguridad social de conformidad a los correspondientes regímenes generales. Tal conclusión se desprende del art. 21 del "RSPC", último párrafo. Así, queda claro que la actora, al quedar excluida del RSPC, debió cumplir sus obligaciones tributarias, en lo que interesa al presente caso, como responsable inscripta en el IVA. Establecido entonces, que la demandante resultó excluida de pleno derecho del régimen simplificado para pequeños contribuyentes, y que debía cumplir sus obligaciones tributarias de acuerdo a los regímenes generales de cada impuesto, vale destacar que el art. 29 del RSPC se refiere al modo en que los pequeños contribuyentes, una vez que adquieran el carácter de responsables inscriptos quedan sujetos al impuesto al valor agregado. Así, los pequeños contribuyentes que resulten excluidos del régimen simplificado no podrán computar el IVA que les hubiera sido facturado como consecuencia de hechos imponibles anteriores a la fecha en que aquella exclusión produjo efectos. Pero ello, no implica que puedan computar derechamente el IVA que les haya sido facturado por hechos imponibles posteriores a la adquisición de su carácter de responsables inscriptos, si esas facturas no cumplen con los requisitos fijados por los arts. 12, inc. a), 41 y 42 de la ley del IVA. En este orden de ideas, es doctrina de la Corte que las leyes siempre deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilia y deja a todas con valor y efecto. Con sustento en esas asentadas premisas hermenéuticas, los pequeños contribuyentes que resulten excluidos del régimen simplificado pasarán a revestir como responsables inscriptos y podrán computar el IVA que les hubiera sido facturado como consecuencia de hechos imponibles posteriores a la fecha en que aquella exclusión produjo efectos, en tanto dichos documentos cumplan con los requisitos de los arts. 12, inc. a), 41 Y 42 de la ley de IVA. Así entonces, se encuentra fuera de debate que las facturas presentadas por la contribuyente para respaldar sus operaciones de compra no poseen discriminado el impuesto, por lo que no cumplen con el requisito establecido en el art. 12 de la ley del IVA. El incumplimiento de tal requisito "hará presumir, sin admitir prueba en contrario, la falta de pago del impuesto, por lo que el comprador, locatario o prestatario no tendrá derecho al crédito a que hace mención el artículo 12.". Por lo tanto, la demandante carece de atribuciones para computar el crédito fiscal en la forma que pretende. No es óbice, que la actora se encuentre obligada a abonar el IVA por sus ventas durante aquel lapso de tiempo sin poder computar, en esos períodos fiscales, el IVA por sus compras, toda vez que ha sido su propia negligencia la que la ha colocado en esa situación. En efecto, la contribuyente debió advertir que, como consecuencia de su exclusión automática del régimen simplificado, había adquirido el carácter de responsable inscripta en el IVA y, en consecuencia, debía solicitar que se le confeccionaran las facturas a su nombre y con la correspondiente discriminación del impuesto para cumplir con los mencionados requisitos establecidos en la legislación tributaria. En tal sentido, uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la inteligencia de una norma y su congruencia con el resto del sistema en que está engarzada es la consideración de sus consecuencias y la verificación de los resultados a que su exégesis conduzca en el caso concreto. En este aspecto, la consecuencia legal en este caso no difiere de la que resulta aplicable a cualquier otro responsable inscripto que omite solicitar la factura a su nombre con la discriminación correspondiente. En efecto, ambos se encuentran imposibilitados de computar el crédito fiscal. En consecuencia, la resolución 189/10 dictada por la División Revisión y Recursos de la Dirección Regional Sur de la AFIP, en cuanto rechazó el cómputo del crédito fiscal, resulta ajustada a derecho.


    Riso, María de los Ángeles c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36997/2016/CS1-CA1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 16979/2017/CS1-CA1, "Sinopec Argentina Exploration and Production Incc (TF 32557-A) c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Sinopec Argentina Exploration and Production Inc. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 55649/2016/CS1-CA1, 09 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 22110/2018/CA1-CS1 "Cima Valeria (TF 46461-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    Recurso Queja n° 1- Cima, Valeria (TF 46461-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22110/2018/1/RH1, 14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 22112/2018/CA1-CS1, "Ortiz, Juan José (TF 45352-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    Recurso Queja n° 1 - Ortiz, Juan José (TF 45352-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22112/2018/1/RH1, 14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas CAF 37527/2016/CA1-CS1, "Thomas de Sudamérica S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo” y CAF 29472/2014/CS1-CA1, "Driollet Laspiur Rogelio c/ EN - AFIP s/ Dirección General Impositiva".


    Ortiz, Juan José (TF 45352-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22112/2018/CA1-CS1, 14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas CAF 37527/2016/CA1-CS1, "Thomas de Sudamérica S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo"; y CAF 29472/2014/CS1-CA1, "Driollet Laspiur Rogelio c/ EN - AFIP s/ Dirección General Impositiva".


    Cima, Valeria (TF 46461-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22110/2018/CA1-CS1, 14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 83631/2016/1/RH1, "Recurso Queja N° 1 - Sampietro, José Luis c/ Dirección General Impositiva c/ Recurso directo de organismo externo".


    Sampietro, José Luis c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 83631/2016/CA1-CS1, 14 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Determinación de oficio. IVA. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 36997/2016/CS1-CA1, "Riso, María de los Ángeles c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    El recurso extraordinario resulta formalmente admisible toda vez que se halla en tela de juicio la aplicación e inteligencia de normas de carácter federal, y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa es adversa al derecho que el apelante sustenta en ellas. Además, corresponde examinar en forma conjunta, las impugnaciones traídas a conocimiento de la Corte, ya que las referidas a la alegada arbitrariedad en que habría incurrido el tribunal anterior y las atinentes a la interpretación de la cuestión federal son dos aspectos que guardan entre si estrecha conexidad.


    Osterrieth, Stella Maris c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 77548/2017/CS1-CA1, 29 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 77548/2017/CS1-CA1 "Osterrieth, Stella Maris c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    Recurso Queja N° 1 - Osterrieth, Stella Maris c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 77548/2017/1/RH1, 29 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Prestación transitoria por desempleo. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    En primer lugar, la cuestión federal a la que aludió la cámara para conceder el recurso no se encuentra configurada, toda vez que los argumentos esgrimidos por la recurrente no se hallan dirigidos a demostrar la existencia de una incompatibilidad constitucional, sino que, por el contrario, se sustentan en que el tribunal ordenó que los órganos competentes realizaran la actualización del beneficio por desempleo sin declarar la inconstitucionalidad de las normas aplicables. Por otra parte, en atención a que el recurso fue denegado en cuanto se basa en la arbitrariedad de la sentencia y la gravedad institucional del caso, el Tribunal no se encuentra habilitado a tratar los argumentos referidos a la supuesta interpretación errónea de las normas de derecho común que resultan aplicables al sub lite, ni la falta de fundamentación de lo decidido, o la contradicción en sus términos. Por idéntico motivo tampoco puede ser examinado el agravio relativo al exceso en que habría incurrido la cámara al arrogarse facultades que corresponden a otro poder del Estado, en cuanto ordenó que, mediante el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, se disponga que el Consejo Nacional de Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil realice la actualización periódica de las prestaciones por desempleo para el caso concreto.


    Benítez, Oscar Daniel c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10099/2014/CS1-CA1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CIV 116187/2008/2/RH1, “Padilla, Ioana Mercedes c/ Alliata Di Montereale, Paolo y otros s/ Simulación o fraude”.


    Padilla, Ioana Mercedes c/ Alliata Di Montereale, Paolo y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 40857/2009/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa M. 282, L. XLVI, "Municipalidad de Monte Cristo c/ DGI".


    Municipalidad de General Pueyrredón y Obras Sanitarias S.E. c/ AFIP s/ Cobro de pesos


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21056970/2002/CS1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Asegurador. Transporte internacional. Falta de entrega de la carga. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Admisiblildad del recurso. 


    En primer término, el recurso extraordinario fue mal concedido en cuanto controvierte la moneda de pago de la condena, puesto que remite, en esencia, al estudio de aspectos de hecho y prueba y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En segundo término, el recurso extraordinario fue bien concedido en cuanto controvierte la determinación del límite de responsabilidad aplicable al sub lite. Los planteos del recurrente suscitan cuestión federal puesto que se encuentra en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido contraria a las pretensiones del apelante. A la vez, el impugnante aduce objeciones dirigidas a mostrar que la decisión impugnada omitió tratar cuestiones conducentes oportunamente planteadas, por lo que, en su entender, es arbitraria. En línea con la doctrina de la Corte Suprema, corresponde dar prioridad a las atribuciones de arbitrariedad, pues si son acertadas ellas implican que no existe una sentencia válida. Además, la omisión del tribunal de última instancia de expedirse sobre el asunto federal involucrado, configura un obstáculo para que la Corte Suprema pueda ejercer correctamente su competencia apelada, tal como surge de las leyes 48 y 4055. Por lo tanto, asiste razón al impugnante en cuanto a que la sentencia apelada omitió tratar sus agravios vinculados a la aplicación del límite de responsabilidad establecido en el Protocolo IV de Montreal de 1975, que modificó el Convenio de Varsovia de 1929, a su vez, modificado en La Haya en 1955. Finalmente, en la decisión aquí recurrida, el tribunal confirmó la aplicación del artículo 22 del Convenio de Varsovia de 1929 sin tratar, siquiera mínimamente, los agravios planteados por el trasportista. Para más, la aplicación del Protocolo IV de Montreal de 1975 fue reclamada por el demandado desde la contestación de la demanda, lo que exigía su tratamiento por los jueces de la causa. En este contexto, y en sentido similar a lo resuelto por la Corte Suprema en Fallos: 335:2084, "ACE Seguros S.A.", la sentencia recurrida, al no dar un adecuado tratamiento a una cuestión conducente que había sido planteada en forma oportuna, frustró la garantía de defensa en juicio y el debido proceso adjetivo, por lo que corresponde su descalificación como acto judicial válido. Tal como lo ha establecido la Corte Suprema, es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados, exigencia que no se satisface cuando las decisiones atacadas no proveen un estudio razonado de cuestiones introducidas oportunamente y que resultan conducentes para la dilucidación de la causa.


    La Meridional Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ Delta Air Lines s/ Faltante y/o avería de carga transporte aéreo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8806/2009/CS1, 13 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 16979/2017/CS1-CA1, "Sinopec Argentina Exploration and Production Incc (TF 32557-A) c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Sinopec Argentina Exploration and Production Inc – Sucursal Argentina c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46936/2017/1/RH1, 22 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto administrativo. Cesantía. Personal policial. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Beneficios previsionales. Derecho al beneficio. Iura novit curia. Diferencias salariales. Interpretación de la ley. 


    Con relación a los agravios referentes al rechazo del planteo de nulidad de la cesantía del agente, sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, máxime cuando, el pronunciamiento cuenta con suficientes fundamentos de la citada índole que, bastan para sustentarlo y excluir su descalificación en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias. Según doctrina del Tribunal, la fundamentación en derecho o la calificación jurídica efectuada por los litigantes no resulta vinculante para el juez a quien, en todos los casos, le corresponde "decir el derecho" de conformidad con la atribución iura novit curia, principio que faculta al juzgador a discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas que la rigen con prescindencia de los fundamentos jurídicos que invoquen las partes; en esa oportunidad, la Corte remarcó que es función de los jueces la realización efectiva del derecho en las situaciones reales que se les presentan, conjugando los enunciados normativos con los elementos fácticos del caso. El Tribunal tiene dicho que es principio de la hermenéutica jurídica que, en los casos no expresamente contemplados, debe preferirse la interpretación que favorece y no la que dificulta los fines perseguidos por la norma, así como que no es método recomendable en la interpretación de las leyes, el de atenerse estrictamente a sus palabras, ya que el espíritu que las informa es lo que debe rastrearse en procura de una aplicación racional, y lo que ha de perseguirse es una valiosa interpretación de lo que las normas jurídicamente han querido mandar. También ha sostenido que las cuestiones suscitadas en el ámbito de la previsión social deben ser tratadas otorgando prevalencia a los fines tuitivos de las normas de la materia, y que las leyes de previsión social requieren una máxima prudencia, ya que la inteligencia que se le asigna puede llevar a la pérdida de un derecho o su retaceo. En esa línea interpretativa, del precedente de Fallos: 306:1801 se desprende que el art. 113 de la ley 21.965, si bien no era aplicable en ese caso en razón de su vigencia temporal, apuntalaba la interpretación de que el art. 35, inc. 7°) del decreto 333/58 reconocía el beneficio pensionario cuando no se alcanzaba el mínimo de servicios necesarios para la obtención del haber de retiro; interpretación ésta que mejor se compadecía con la naturaleza asistencial del beneficio que contemplaba. Por otra parte, en la causa "Coronado de Quevedo", la Corte desestimó el recurso extraordinario interpuesto por la Caja demandada, sobre la base de entender que la apelante no había desvirtuado la interpretación sostenida por la cámara según la cual la circunstancia de que el extinto ex oficial Quevedo hubiera sido exonerado de la fuerza policial antes de cumplir el tiempo mínimo de servicio exigido por el art. 7° de la ley 21.965 no impedía que sus deudos tuvieran derecho a que se les otorgara la pensión mínima prevista por el art. 113, inc. a), de la citada ley. Dada la analogía que presenta el sub examine con el precedente "Coronado de Quevedo", corresponde reconocer a la parte actora el derecho a gozar de la pensión global mínima a la que se refiere el art. 113, inc. b), de la ley 21.965. Con relación a los agravios vertidos respecto del no reconocimiento de las diferencias salariales que la actora entiende que se generaron a favor del exsargento durante el tiempo que permaneció en servicio pasivo, y teniendo en cuenta el art. 49 de la ley 21.965, de conformidad con lo establecido por las citadas normas, el personal policial en actividad que es detenido o sometido a un proceso judicial, siempre que el hecho que dio motivo a ello revele grave indignidad o afectare manifiestamente al prestigio de la Institución, pasa a revistar en servicio pasivo mientras se sustancia la causa disciplinaria emergente; en esa situación de revista percibirá el 50% del total de las remuneraciones correspondientes al servicio efectivo, y únicamente le corresponderá cobrar la diferencia de haberes que no se le hubiere abonado durante el tiempo que haya permanecido en servicio pasivo si fuera absuelto o sobreseído. Dado que esta norma no distingue entre la absolución o el sobreseimiento en sede judicial y los que pudieran recaer en la instancia administrativa, la exégesis a la que arribó el a quo resulta ajustada a derecho. En primer lugar, porque el art. 49, inc. f), de la ley 21.965 dispone que la permanencia en situación pasiva del personal policial en actividad "detenido o sometido a proceso judicial, cuando el hecho que dio motivo a la medida revele grave indignidad o afectare manifiestamente al prestigio de la Institución" se mantendrá "mientras se sustancie la causa disciplinaria emergente" , y no la limita a la conclusión de la causa judicial por absolución o sobreseimiento, que bien podría suceder antes de que finalizara el sumario administrativo. Además, si se considera que el art. 79, inc. c), de la misma ley establece que el personal policial en actividad en situación pasiva debe percibir el 50% del total de las remuneraciones correspondientes al servicio efectivo, y dado que esa situación, se extiende hasta la culminación de la causa disciplinaria emergente, no tendría sentido que, a continuación, la norma habilitara la percepción del total de las remuneraciones al personal en actividad respecto del cual hubiera recaído absolución o sobreseimiento en el ámbito judicial, aun cuando continuara en servicio pasivo por no haber concluido el sumario administrativo respectivo. Es doctrina de la Corte que, la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras, computando que los términos utilizados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los preceptos; desde esa compresión, el Tribunal ha destacado que la primera fuente de interpretación de la leyes es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de ella, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su texto o de su espíritu. En segundo término, cuando la ley para el personal policial quiso hacer referencia concreta a la absolución o el sobreseimiento que pudiera recaer en sede judicial, lo hizo expresamente, tal como surge del art. 117. Por otra parte, del texto del decreto 1866/83 se desprende que los términos “absolución" y “sobreseimiento" son empleados también para aludir a las decisiones que se adopten en el marco de la aplicación del régimen disciplinario de la fuerza policial para evaluar la conducta de su personal. Así surge de los arts. 663, 667 a 671, 678, 681 y 716. En tal contexto, resulta razonable interpretar que, si no media absolución o sobreseimiento también en el ámbito disciplinario, no corresponde reintegrar el porcentaje de haberes no percibido por el personal policial en actividad en situación pasiva, aun cuando éste hubiera sido absuelto o sobreseído en sede judicial.


    L., Ramona Magdalena y otros c/ Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 269/1989/1/RH1, 30 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016 "Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Milkaut S.A. C/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 330/2017/09 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 401015/2004/57/1/1/RH39, “C., Néstor s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    L., Jorge Omar s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401015/2004/TO1/37/1/1/RH38, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Constitución Provincial. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Jueces. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    De acuerdo con lo previsto en el art. 122 de la Constitución Nacional, las provincias se dan sus propias instituciones y se rigen por ellas. Establecen su régimen electoral, eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia "sin intervención del gobierno federal". En este precepto, la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe discutir las formas en que las provincias organizan su vida autónoma. Cabe destacar que desde sus primeros pronunciamientos el Tribunal jamás ha descuidado la autonomía y dignidad de las entidades políticas por cuya voluntad y elección se reunieron los constituyentes argentinos, y ha sentado como postulado axiomático "que la Constitución Federal de la República se adoptó para su gobierno como Nación y no para el gobierno particular de las Provincias, las cuales según la declaración del art. 105, tienen el derecho a regirse por sus propias instituciones y de elegir por sí mismas sus gobernadores, legisladores y demás empleados, es decir, que conservan sus soberanía absoluta en todo lo relativo a poderes no delegados a la Nación, como lo reconoce el art. 104". A la luz de tales principios de interpretación hermenéutica, en su concreta aplicación al sub lite, los agravios de la apelante no habilitan la apertura de esta instancia de excepción. En efecto, aquéllos se dirigen a cuestionar la decisión del Tribunal Superior de Justicia provincial que declaró la nulidad de una disposición adoptada por la Convención Constituyente (y de otras normas de menor jerarquía), al estimar que dicho órgano se extralimitó en sus funciones. En otras palabras, se solicita que se juzgue, en lo medular, sobre la compatibilidad entre el texto sancionado por aquel cuerpo y las materias habilitadas y restricciones fijadas por la norma provincial (ley 2.471) que puso en marcha el procedimiento de reforma constitucional. Es sabido que la decisión sobre tales temas es materia propia de la competencia de los poderes provinciales en tanto se examina el procedimiento jurídico político de organización de una provincia. En el sub lite, además de tratarse de una cuestión de derecho público local cuya resolución compete al máximo órgano judicial provincial, se advierte que el pronunciamiento que ahora se cuestiona cuenta con suficientes fundamentos de igual carácter que lo ponen a salvo de la tacha que se endilga. Ello es así, porque aquél resolvió la cuestión luego de discernir la inteligencia de la ley 2.471 -que declaró la necesidad de la reforma parcial de la Constitución y estableció los temas que la Convención Constituyente podía considerar a efectos de realizar su cometido- y ello no sólo desde el punto de vista gramatical, al interpretar el punto 40, "Órganos de Designación y Remoción de Magistrados y Funcionarios Judiciales" (art. 4°, acápite VI de la ley 2.471 - Órganos de Control), sino también ponderando de modo detallado las facultades expresamente habilitadas para la reforma establecidas en el art. 4° de aquella ley. Por otra parte, tampoco puede prosperar el agravio fundado en que el tribunal apelado omitió aplicar el art. 6 de la ley 2.471, con arreglo al cual "la Convención Constituyente podrá modificar, derogar o sancionar las normas que estime convenientes y que sean manifiestamente compatibles con el sentido y finalidad de la reforma", sentido y finalidad que, según la demandada -para justificar la constitucionalidad de la cláusula en discusión-, surgirían del art. 3° de la ley citada, cuando éste se refiere a la necesidad de dotar de "eficiencia y gobernabilidad al sistema" (inc. d) Y "reformar los controles democráticos" (inc. e). Al respecto, cabe aclarar que, más allá de recordar que se trata de un tema que concierne propiamente al derecho local, los jueces hicieron alusión a lo dispuesto en el art. 6°, al entender que los principios del art. 3 ° "sólo podrían ser tenidos como guía para interpretar el sentido de aquellos temas que expresamente la ley declarativa de la necesidad de reforma, habilitaba para ser reformados. Pero nunca podrían ser considerados como habilitantes de la competencia de la Convención por fuera de los limites expresamente delineados". Y que en ese sentido la Convención sólo se hallaba habilitada para modificar en esta materia, específicamente, dos cuestiones, la selección y la remoción de los magistrados y funcionarios judiciales, y no así introducir el tema referido a la realización de evaluaciones periódicas de idoneidad y desempeño de aquéllos. Dijeron también que, mediante ese criterio, se procuraba dar pleno efecto a la voluntad del legislador evitando suponer su contradicción e inconsecuencia. Asimismo, las críticas formuladas contra la sentencia porque se habría prescindido de aplicar los arts. 16 de la Constitución provincial y 10 de la ley 2.130, según los cuales correspondía que se declarara la inconstitucionalidad de la cláusula constitucional en cuestión y no su nulidad, sólo demuestran el disenso del apelante con la aplicación y el modo de interpretar que efectuó el superior tribunal sobre el ordenamiento jurídico local que rige el proceso, lo que no autoriza por sí solo a la descalificación de la sentencia como acto jurisdiccional válido. Los argumentos de la recurrente carecen de entidad suficiente para abrir una instancia que tiene carácter excepcional y que no busca sustituir a los jueces naturales en la solución de los problemas que les son privativos, máxime cuando es bien sabido que la doctrina de la arbitrariedad tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el tribunal apelado a principios y normas de derecho público local, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. Y es por ello que su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. En cuanto a la alegada situación de gravedad institucional que provocaría la sentencia que se cuestiona por medio del recurso extraordinario debo decir que, la recurrente no logra demostrar, con el grado de suficiencia que se exige en estos casos, que aquélla efectivamente se produzca en el sub lite. En efecto, sus manifestaciones no pasan de ser meras discrepancias con la resolución del máximo órgano judicial local sobre temas de su competencia, circunstancia que obsta a su consideración en esta instancia, máxime cuando el examen de esta causal debe ser estricto, precisamente para asegurar el respeto a la autonomía y dignidad de las provincias en la resolución de cuestiones que hacen al funcionamiento de sus instituciones y se encuentran regidas por su derecho público.


    Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia del Neuquén y otros c/ Provincia del Neuquén s/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 828/2017/RH1, 23 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa COM 9029723/2017/CS1, “Cruz, Silvia B. c/ PCSJB S.A. s/ Medida precautoria”.


    Serquen Solorzano, Evelyn c/ PCSJB s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9036659/2017/CS1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CIV 1594/2009/2/RH2, “P., H.P. y otros c/ D.C., L.A. y otros s/ Daños y perjuicios (acc. trans. c/ les. o muerte)”.


    P., H. P. y otros c/ D. C., L. A. y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 1594/2009/1/RH1, 22 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    Un orden lógico impone examinar, en primer lugar, la arbitrariedad endilgada por el actor al pronunciamiento recurrido toda vez que, si en el recurso extraordinario se aduce la interpretación de una norma federal y el vicio de sentencia arbitraria, éste último planteo debe ser considerado en primer término puesto que, de existir, no habría sentencia propiamente dicha. La sentencia recurrida adolece del aludido vicio, pues ha juzgado la controversia sin tratar el agravio del actor en cuanto a los alcances de la ley 26.564, a la cual no hace referencia en ninguno de sus considerandos, silencio que lesiona ostensiblemente el derecho de defensa del recurrente y la garantía del debido proceso. Dicha circunstancia, torna descalificable a la decisión en examen con arreglo a la reiterada jurisprudencia de la Corte en torno a las sentencias arbitrarias. Por lo demás, esta solución es consistente con el carácter revisor de la jurisdicción apelada conferida a la Corte por la Constitución Nacional, puesto que no puede pretenderse el dictado de un pronunciamiento final sobre aquellas cuestiones federales que no han sido ponderadas ni decididas por los tribunales que intervienen en el proceso.


    Fantl, Tomás Hugo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2519/2017/CA1-CS1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Debido proceso. Remisión del expediente. 


    Es doctrina de la Corte que la sustanciación que establece el precepto del artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Organización de Ambientalistas Autoconvocados Asociación Civil c/ Municipalidad de Pilar s/ Amparo ambiental


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 190613/2018/CS1, 31 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Programa de televisión. Interés público. Libertad de expresión. Libertad de prensa. Derecho al honor. Derecho a la intimidad. Protección a la familiar. Interés superior del niño. Doctrina de la real malicia. Sustracción de menores. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La sentencia apelada entendió acertadamente que el tratamiento de la noticia por parte de los demandados y las expresiones cuestionadas están amparadas por el derecho a la libertad de expresión y no violan el derecho al honor de los demandados. En aras de garantizar un debate libre y desinhibido sobre asuntos de interés público, la Corte Suprema adoptó el estándar de la real malicia, según el cual quien difunde información de interés público que pueda afectar el honor de funcionarios públicos, figuras públicas o particulares que hubieran intervenido en cuestiones públicas solo debe responder jurídicamente si el agraviado prueba la falsedad de la información y que ésta fue difundida con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad. No se encuentra acreditado que los demandados difundieron información falsa con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación al respecto. A esos fines, cabe tener en cuenta la información disponible al momento de la divulgación, sin que los resultados posteriores de una investigación penal puedan alterar, en forma retroactiva, la concurrencia de la real malicia. Tampoco los actores no cumplieron con la carga de acreditar que la demandada, al momento de divulgar la hipótesis según la cual ellos estaban vinculados con la desaparición de la menor, conocía su falsedad u obró con notoria despreocupación al respecto. El manejo de la información no reflejó una versión parcializada -y, menos aún, falsa- de los hechos, sino que permitió que se escucharan las diversas voces y conjeturas elaboradas en relación con una cuestión tan sensible como la sustracción y comercialización de niños. En ese contexto, los agravios de los recurrentes sobre los datos que, desde su punto de vista, debieron ser comunicados en cada uno de los programas se desentienden del estándar de la real malicia que, en aras de enriquecer el debate público, solo reprocha la divulgación de información falsa con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su verificación. La exhibición de una fotografía no puede considerarse violatoria del derecho a la imagen. El modo en que fue expuesta la hipótesis sobre la vinculación de los actores con la supuesta desaparición de menores no importó una intromisión indebida o arbitraria en la esfera de la intimidad. Si bien es relevante en el examen de la responsabilidad civil que parte de la información proviene de manera directa de los entrevistados, no corresponde dirimir la cuestión exclusivamente por una remisión al precedente “Campillay” elaborado para armonizar el derecho a la libertad de expresión y el honor. Su aplicación automática a este caso conduce a soslayar deberes de diligencia y cuidado que pesan sobre quienes participan de la difusión de dichos formulados por terceros que resulten intrusivos de la esfera privada de menores de edad. En las circunstancias particulares de esta causa, la aplicación de una doctrina que emergió en una controversia relativa a la prensa escrita, pasa por alto el hecho de que en los medios audiovisuales el conductor y los productores influyen en el mensaje que recibe la audiencia al organizar las expresiones de terceros. En efecto, los productores de un programa televisivo en el que se integra una entrevista no son meros difusores de una expresión ajena, sino que participan en la elaboración del mensaje a través de diversos recursos audiovisuales y del diseño general del programa. Además, la entrevistadora interviene en el proceso comunicativo a través de preguntas, sugerencias, y comentarios que orientan la conversación en la que emergen las expresiones cuestionadas. El modo de organizar la expresión también se encuentra amparado por el derecho a la libertad de expresión. En el caso "Jersild v. Denmark", el Tribunal Europeo de Derechos Humanos aclaró que "los métodos de comunicar en forma objetiva y equilibrada pueden variar considerablemente, dependiendo, entre otras cosas, del medio en cuestión. No corresponde a esta Corte, ni a los tribunales nacionales, sustituir sus propios puntos de vista por los de la prensa con relación a qué técnica de comunicación corresponde adoptar a los periodistas. En este contexto la Corte señala que el artículo 10 protege no solo la sustancia de las ideas y la información difundida, sino también la forma en que son transmitidas”. El ejercicio del derecho a la libertad de expresión no autoriza al desconocimiento del derecho a la intimidad. En aras de armonizar ambos derechos en el caso "Ponzetti de Balbín", la Corte Suprema advirtió que puede justificarse la intromisión a la vida privada cuando "medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen". Esta Procuración General expuso que los actos privados están protegidos de la intromisión de terceros "especialmente cuando no se hallan implicados asuntos institucionales o de interés público ni son atinentes a funcionarios o figuras públicas". El problema presenta aristas propias cuando está en juego el derecho a la intimidad de los niños que exige una protección constitucional reforzada. En pos de asegurar ese derecho, la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes expresamente prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esa ley, a través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus padres, cuando se lesionen su dignidad o reputación o cuando constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar. Esa prohibición está dirigida a quien elabora la información que vulnera la intimidad de los niños y a quien participa en su divulgación sin adoptar una conducta diligente. Para el examen de los derechos en disputa, cabe tener en cuenta el precedente registrado en Fallos: 324:975, donde la Corte Suprema confirmó la procedencia de una medida de tutela preventiva que restringía la libertad de expresión en cuanto era estrictamente necesaria para evitar una intromisión indebida en la esfera de intimidad del niño. Por el contrario, dejó sin efecto la medida preventiva en aquellos aspectos que no eran indispensables para esa tutela. Para ello, postuló que "en la ya señalada tarea de armonización de las garantías constitucionales cabe entender que la protección judicial del interés del menor debe estar estrictamente ceñida a lo que resulta indispensable, para evitar así una injustificada restricción de la libertad de prensa, ya que como esta Corte ha señalado, el derecho de prensa, reconocido como derecho de crónica en cuanto a la difusión de noticias que conciernen a la comunidad como cuerpo social y cultural, requiere para su ejercicio que las restricciones, sanciones o limitaciones deban imponerse únicamente por ley y su interpretación deba ser restrictiva”. En ese marco interpretativo, el modo en que los accionados organizaron la comunicación de las expresiones no produjo una intromisión en la esfera de intimidad de los actores y de las niñas de suficiente entidad para prevalecer frente al interés público involucrado en la difusión de esos contenidos. Para realizar esa ponderación cabe considerar las expresiones en su totalidad y no de manera fragmentada, así como el contexto general en el que se insertaron. No medió falta de cuidado respecto de la preservación de los aspectos básicos de la intimidad de las niñas, y la exposición de esos datos se ciñó a lo estrictamente necesario para explicar una teoría acerca de un asunto de interés general. Los dichos de los entrevistados, las preguntas y comentarios de la conductora y el modo en que fueron dispuestas las entrevistas por la producción no excedieron el legítimo interés social que ampara la libertad de expresión y justifica cierta intromisión en la vida privada, sin que pueda vislumbrarse una conducta por la que los demandados deban responder.


    B., M. y otros c/ Martínez Suárez, Rosa María Juana y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 84820/2007/CS1, 03 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Telecom Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3750/2014/24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. 


    Remisión al dictamen de la causa FCR 17374/2018/CS1-CS2, "Municipalidad de Cte. Luis Piedrabuena c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo ley 16.986".


    Municipalidad de la Ciudad de 28 de Noviembre c/ Poder Ejecutivo del Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 17858/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FCR 17374/2018/CS1-CS2, "Municipalidad de Cte. Luis Piedrabuena c/ Poder Ejecutivo Nacional s / Amparo ley 16.986”.


    Municipalidad de El Chaltén c/ Poder Ejecutivo del Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 17923/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FCR 17374/2018/CS1-CS2, "Municipalidad de Cte. Luis Piedrabuena c/ Poder Ejecutivo Nacional s / Amparo ley 16.986”.


    Municipalidad de Río Turbio c/ Poder Ejecutivo del Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 17975/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FCR 17374/2018/CS1-CS2, "Municipalidad de Cte. Luis Piedrabuena c/ Poder Ejecutivo Nacional s / Amparo ley 16.986”.


    Municipalidad de El Calafate c/ Poder Ejecutivo del Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 18001/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FCR 17374/2018/CS1-CS2, "Municipalidad de Cte. Luis Piedrabuena c/ Poder Ejecutivo Nacional s / Amparo ley 16.986”.


    Comisión de Fomento Tres Lagos c/ Poder Ejecutivo del Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 18043/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FCR 17374/2018/CS1-CS1, "Municipalidad de Cte. Luis Piedrabuena c/ Poder Ejecutivo Nacional s / Amparo ley 16.986”.


    Municipalidad de Gobernador Gregores c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo) s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 19177/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 63863/2018/CS1, “Federación Argentina de Municipios c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento”.


    Municipalidad de Comandante Luis Piedrabuena c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 17374/2018/CS1-CS2, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Espacio de publicidad. Campaña electoral. Pronunciamiento inoficioso. 


    Conforme a la doctrina de la Corte Suprema, las sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas pues como órgano judicial tiene vedado expedirse sobre planteos que devienen abstractos, en tanto todo pronunciamiento resultaría inoficioso al no decidir un conflicto litigioso actual. Con posterioridad a la interposición del recurso, se dictó la ley provincial 10.536 que introdujo modificaciones sustanciales al régimen de contratación de espacios publicitarios y a la cesión de espacios gratuitos. En efecto, el artículo 190 de la ley 9.571, modificado por la ley 10.536, prevé que el Poder Judicial de la provincia, a través del Tribunal Electoral Provincial, contrata los espacios publicitarios en los servicios de radiodifusión y medios gráficos, públicos y privados, provinciales y locales. Luego, el artículo 215, según la redacción de la ley 10.536, dispone que “a los efectos de contribuir con los procesos democráticos y la consiguiente educación cívica del pueblo, los servicios de radiodifusión -radio y televisión- en cualquiera de sus modalidades, públicos y privados, provinciales y locales, deben destinar, sin costo alguno, un adicional del diez por ciento (10%) de la totalidad de los espacios que les hubiera contratado el Tribunal Electoral para la divulgación de las propuestas programáticas, planes de trabajo y plataformas electorales de los partidos, alianzas o confederaciones políticas que participen en las elecciones, durante los últimos diez (10) días corridos anteriores a la veda electoral. A los mismos efectos y durante el mismo lapso, los periódicos de edición provincial deben destinar, sin costo alguno, un adicional del diez por ciento (10%) de la totalidad de los espacios que les hubiera contratado el Tribunal Electoral...". A diferencia de lo previsto en la norma derogada, en la ley 9.571 vigente la cesión de espacios publicitarios por parte de los medios gráficos está vinculada a los espacios contratados, en forma voluntaria y onerosa, por el Estado local. La cuestión controvertida ante esta instancia ha devenido abstracta. Por un lado, se encuentra derogada la ley sobre la que se expidió el tribunal provincial y sobre la que versó el recurso extraordinario interpuesto. Por otro, la nueva regulación provincial introdujo modificaciones susceptibles de alterar el conflicto constitucional planteado, sin que el recurrente haya mostrado un interés subsistente en el litigio y, en particular, en la declaración de inconstitucionalidad de la norma que en la actualidad rige el financiamiento de las campañas electorales provinciales. Estas razones inhiben la intervención de la Corte Suprema conforme a la doctrina según la cual los órganos judiciales solo pueden decidir conflictos actuales, sobre la base de los perjuicios concretos invocados por los interesados.


    La Voz del Interior S.A. c/ Provincia de Córdoba s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 551/2016/CS1, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salte


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Hijos de Daniel Tomatis S.A. s/ Ejecución fiscal


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31138/2018/CS1, 11 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Por las razones expuestas en el dictamen de la causa CSJ 551/2016/CS1 “La Voz del Interior S.A. c/ Provincia de Córdoba s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, el pronunciamiento se deviene inoficioso.


    Contenidos Mediterráneos S.A. c/ Provincia de Córdoba s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 484/2016/CS1, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso directo. Exportaciones. Control de precios. Empresas relacionadas. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    La Corte sostiene que si en el recurso extraordinario se aduce la distinta interpretación de una norma federal y el vicio de sentencia arbitraria, este último planteo debe ser considerado en primer término puesto que, de existir la arbitrariedad alegada, no habría sentencia propiamente dicha. El recurso ha sido bien denegado por la Cámara, pues el rechazo a la aplicación del método “precio comparable no controlado” no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional. Tiene dicho la Corte que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Los agravios del Fisco sólo traducen una mera discrepancia con el criterio de selección valoración del material probatorio utilizado por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso, razones por las cuales, el recurso extraordinario interpuesto ha sido bien denegado en este aspecto.


    Oleaginosa Oeste S.A. C/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40430/2016/CS1 - CA1, 20 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 40430/2016/CS1-CA1, “Oleaginosa Oeste S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Recurso Queja N° 1 - Oleaginosa Oeste S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40430/2016/1/RH1, 20 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Outokumpu Fortinox S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1278/2017/28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Volkswagen Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2154/2017/15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016, “Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Laboratorios Casasco S.A.I. y C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 408/2017/15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1253/2016/02 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, "Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Molinos Florencia S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 646/2018/15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1308/2017/02 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Pernod Ricard Argentina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1690/2017/17 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-8)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 484/2018/17 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas S. 448; L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal” y S. 449; L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A.”.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Tropea, María Cecilia Rita s/ Ejecución fiscal varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31133/2018/CA1-CS1, 20 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salte


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Ciotti, Dante Armando s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31149/2018/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salte


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Faber Libros S.A. s/ Ejecución fiscal – varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 71620/2018/CA1-CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salte


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Orlanda Olmes, Carlos s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31157/2018/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga a lo resuelto en los fallos de las causas S. 448, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia I. s/ Ejecución fiscal” y S. 449, L. XLVI, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salte


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Muebles Daj S.R.L. s/ Ejecución fiscal - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 71623/2018/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Rheem S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 233/2018/30 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Gualtieri Hermanos S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 578/2017/18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    General Motors de Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 743/2017/23 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Talleres Metalúrgicos Crucianelli S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 781/2017/30 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Nestle Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2289/2016/30 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Vinisa Fueguina S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 390/2017/18 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 35210/2005/CS1-CA1 “Honorable Cámara de Diputados de la Nación y otros c/ Marle SA-CB Obras y Servicios SA s/ Daños y perjuicios”.


    Recurso Queja N° 2 - Honorable Cámara de Diputados de la Nación y otros c/ Marle S.A.- CB Obras y Servicios S.A. s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35210/2005/2/RH1, 30 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Peugeot Citroen Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 791/2016/02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Personal militar. Fuerza aérea. Remuneración. Juicios contra el estado. Facultades del Poder Ejecutivo. Admisibilidad del recurso. 


    Cabe señalar que en el sub lite no está en discusión que el actor integra el personal militar en actividad y que presta servicios como pronosticador meteorológico en la División Meteorología de la Ia Brigada Aérea, dependiente del Comando de Regiones Aéreas de la Fuerza Aérea Argentina. Tampoco resulta controvertido el carácter particular del suplemento "por apoyo a la seguridad operacional para el personal con funciones en organismos de la autoridad aeronáutica creado por el decreto 1067/07 y modificado por el decreto 188/09. La cuestión a resolver consiste en determinar si al demandante le corresponde percibir dicho suplemento a partir de la vigencia del último de los decretos antes mencionados, tal como resolvió el a quo. En los considerando s del decreto 1067/07, el Poder Ejecutivo Nacional resaltó -en lo sustancial- que por medio del decreto 239/07 se había creado la Administración Nacional de Aviación Civil (A.N.A.C.), que ejercería las atribuciones y competencias que regulaban la aviación civil que hasta ese momento estaban a cargo del Comando de Regiones Aéreas de la Fuerza Aérea Argentina; que el personal de los servicios de tránsito aéreo (ATS) , información aeronáutica (AIS) , comunicaciones aeronáuticas (COM) , búsqueda y salvamento aeronáutico (SAR) y extinción de incendios en aeródromos (SEI), personal en ejercicio de funciones específicas para cada servicio en los órganos rectores y en los organismos de la autoridad aeronáutica de aviación civil de los cuales dependían operativamente los servicios mencionados, suministraban un servicio público esencial para la actividad aérea; que dicho servicio demandaba del personal una dedicación exclusiva, debido a su trascendencia en la seguridad y eficiencia en el control de las operaciones aeronáuticas; que el personal mencionado necesitaba perfecciona miento y actualización constantes para dar una respuesta adecuada a los nuevos requerimientos derivados de la evolución permanente de la actividad aérea y de las crecientes exigencias de seguridad, regularidad y eficiencia de la aviación conforme a las normas y métodos recomendados por la Organización de Aviación Civil Internacional (O.A.C.I.); que el normal desarrollo de las operaciones aéreas exigía máxima especialización y una absoluta concentración en la tarea, debido a su complejidad; que para lograr la aplicación plena y efectiva de todos los factores humanos en la optimización de las operaciones aéreas, la conciencia situacional en el personal era un elemento determinante; que la mayor exigencia, dedicación y responsabilidad en el cumplimiento de las tareas laborales diarias debía ser compensada con remuneraciones acordes a su importancia y trascendencia pública; y que el art. 57, inc. 4°), de la ley 19.101 para el personal militar facultaba al Poder Ejecutivo Nacional a establecer suplementos particulares en razón de las exigencias a que se veía sometido el personal como consecuencia de la evolución técnica de los medios que equipaban a las Fuerzas Armadas, o por otros conceptos. Cabe señalar, en lo que al caso interesa, que de acuerdo con el art. 53, primer párrafo, de la ley 19.101 -texto según ley 20.384-, "el personal en actividad, percibirá el sueldo, suplementos generales, suplementos particulares y compensaciones que para cada caso determine esta Ley y su Reglamentación así como aquellas otras asignaciones que por otras disposiciones legales correspondan a este personal". Por su parte, el art. 57 de la ley para el personal militar establece algunos suplementos particulares y, en su inc. 4°), faculta al Poder Ejecutivo Nacional a "crear, además, otros suplementos particulares en razón de las exigencias a que se vea sometido el personal como consecuencia de la evolución técnica de los medios que equipan a las fuerzas armadas, o por otros conceptos". En ese marco, cabe destacar que del texto del decreto 188/09 se desprende que el Poder Ejecutivo Nacional, en ejercicio de facultades expresamente otorgadas por la ley, no ha otorgado el suplemento particular "por Apoyo a la Seguridad Operacional para el personal con funciones en organismos de la Autoridad Aeronáutica" a la totalidad del personal militar en actividad que cumpla funciones de meteorología aeronáutica, sino solamente a aquel que preste dichos servicios ´en los órganos rectores y en los organismos de la Autoridad Aeronáutica de Aviación Civil de los cuales dependen operativamente los servicios mencionados¨¨. El actor no se encuentra entre el personal militar en actividad al que le corresponde percibir el "suplemento por Apoyo a la Seguridad Operacional para el personal con funciones en organismos de la Autoridad Aeronáutica", según los términos en que -sobre la base de criterios de oportunidad, mérito o conveniencia tenidos en cuenta al momento del dictado del decreto 188/09- el Poder Ejecutivo Nacional delineó el suplemento particular en cuestión, en ejercicio de la facultad que le confiere el art. 57, inc. 4), de la ley 19.101. Corresponde recordar que a los jueces no les compete inquirir sobre el mayor o menor grado de acierto con que el Poder Ejecutivo, en ejercicio de las facultades delegadas por la ley 19.101, ha elegido y diseñado las condiciones singulares que, a su criterio, habilitan al personal a percibir un determinado suplemento particular (en el caso, el "suplemento por Apoyo a la Seguridad Operacional para el personal con funciones en organismos de la Autoridad Aeronáutica"), y que los actos que establecen y determinan los salarios de los funcionarios civiles y militares de la administración del Estado no son susceptibles de interpretación extensiva pues, al implicar una directa asunción de nuevos compromisos, su validez está limitada por el quantum de la habilitación presupuestaria que los respalda, según lo dispuesto por el art. 33 de la ley 24.156.


    Vivona, Mario Alberto c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – Fuerza Aérea Argentina - Decreto 1067/07 188/09 s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 47465/2010/CS1-CA1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 278/2014, "Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4628/2015/21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 27193/2018/1/RH1, "AFIP c/ Oleoducto Trasandino Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal - AFIP".


    Pistrelli Henry Martín Asesores S.R.L. c/ Estado Nacional – AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48936/2015/CS1-CA1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 44314/2017/CS1-CA1, "YPF S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    YPF S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49539/2018/CS1-CA1, 02 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    ALPARGATAS S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2243/2017/21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Honda Motor de Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2379/2017/21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 48936/2015/CS1-CA1, "Pistrelli Henry Martin Asesores S.R.L. c/ EN-AFIP-DGI s/ Dirección General Impositiva".


    Recurso Queja N° 1 – Pistrelli Henry Martín Asesores S.R.L. c/ Estado Nacional – AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48936/2015/1/RH1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión a fallos 337:901.


    L., José Ricardo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 83000731/2010/TO1/19/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Se encuentran reunidos los requisitos para la procedencia formal del recurso en tanto en aquel la recurrente plantea de modo suficiente una cuestión federal vinculada a la validez de los artículos del código fiscal y leyes tarifarias de la Ciudad de Buenos Aires, por los períodos involucrados, a la luz de diversos artículos de la Constitución Nacional y del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento del 12 de agosto de 1993, y el a quo se pronunció por la validez de las normas locales y en contra de su derecho fundado en las referidas normas federales. Asimismo, en punto a la falta de cumplimiento en el recurso de los recaudos establecidos en el los arts. 1° a 4° de la acordada de ese Tribunal 4/2007, el cumplimiento de los requisitos formales a los que se refiere la acordada, corresponde que sean examinados, en principio, por esa Corte, en atención a que se vinculan con el dictado del citado reglamento.


    Orbis Mertig S.A.I.C. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Acción meramente declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2462/2017/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 90949/2017/CA1-CA2 "Telefónica Móviles Argentina S .A. c/ Provincia de Entre Ríos – Municipalidad de Paraná s/ Inhibitoria".


    Recurso queja N° 1 - Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Provincia de Entre Ríos - Municipalidad de Paraná s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 90949/2017/1/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 37527/2016/CA1- CS1, "Thomas de Sudamérica S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Transportadora de Gas del Mercosur S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48863/2015/CS1-CA1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 48863/2015/CS1-CA1, "Transportadora de Gas del Mercosur S.A. c/ EN-AFIP-DGI s/ Proceso de conocimiento".


    Recurso queja N° 1 - Transportadora de Gas del Mercosur S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48863/2015/1/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 44314/2017/CS1-CA1, "YPF S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    YPF S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 72698/2018/CA1-CS1, 25 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 44314/2017/CS1-CA1, "YPF S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    YPF S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 79984/2018/CA1-CS1, 25 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4101/2015, “Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Compañía Industrial Cervecera S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2165/2016/21 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    El recurso extraordinario resulta inadmisible porque no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a tal, en los términos exigidos por la jurisprudencia de la corte para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48. Es que, este requisito no se verifica en la causa, toda vez que los argumentos de la recurrente dirigidos a cuestionar lo decidido en punto a la legitimación activa de la UADEE no consiguen demostrar que el agravio no pueda ser objeto de tratamiento y suficiente reparación posterior, máxime cuando del cotejo del expediente principal surge nítido que se ha opuesto una excepción de falta de legitimación activa, respecto de la cual se encuentra pendiente de resolución un recurso de apelación. Por lo demás, tampoco el impugnante ha demostrado, de manera concreta, que concurran las circunstancias excepcionales que permitan apartarse de esa regla y equiparar el fallo objetado a uno definitivo, ni concluir que en el caso se verifique una situación que pueda liminarmente considerarse como de gravedad institucional. En definitiva, el recurrente no logró exponer de modo concreto que en autos concurran las condiciones que permitan obviar el requisito de sentencia definitiva, ni que permitan equipararlo a tal, circunstancia que impide habilitar esta instancia de excepción, más aún cuando su falta no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento.


    Recurso queja n° 1 - Incidente n° 6 - Cámara Unión Argentina de Empresarios de Entretenimiento c/ Estado Nacional - AFIP s/ Incidente de apelación


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21949/2017/6/1/RH5, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral en su presentación, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    Partido Socialista s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 12003/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral en su presentación, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    Partido de la Victoria s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 12006/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 44314/2017/CS1-CA1, "YPF SA c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Funny S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 14861/2019/CA1-CS1, 04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/20012 (48-B)/CS1, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Eco de los Andes S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1674/2017/04 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Financiamiento de los partidos políticos. Mantenimiento del recurso. 


    Frente Unidad para el Cambio s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 2436/2018/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Alianza Frente Partido Demócrata Pro s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 2435/2018/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Alianza Frente Cívico Federal Unión Cívica Radical s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 588/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 470/2018/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CIV 22603/2009/1/RH1, "Piedrabuena, Patricia Aurora y otros c/ Empresa Klaus & Tatsh Ltda. y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Muñoz, Modesto y otros c/ Texeira Da Silva, César Alexandre y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con Lesiones o muerte )


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 22788/2009/1/RH1, 10 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    En atención a la solución del dictamen de la causa FSM 113686/2017/12/1/RH13 "RECURSO QUEJA N° 1 - Incidente N° 12 - MARISI, LEANDRO y OTROS c/ PODER EJECUTIVO NACIONAL -PEN - MINISTERIO DE TRANSPORTE DE LA NACION y OTRO s/ INC APELACION", el pronunciamiento se deviene inoficioso.


    Recurso Queja N° 2 - Incidente N° 12 - Marisi, Leandro y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - PEN - Ministerio de Transporte de La Nación y otro s/ Incidente de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 113686/2017/12/2/RH14, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Transporte internacional. Carga. Contrato de transporte. Tratados internacionales. Buena fe. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cabe precisar que la ley 24.653 de Transporte Automotor de Cargas define al "transporte de carga por carretera" como el "traslado de bienes de un lugar a otro en un vehículo, por la vía pública" y al "servicio de transporte de carga" como el traslado que "se realiza con un fin económico directo (producción, guarda o comercialización, o mediando contrato de transporte." (art. 4°, inc. a y b). Asimismo define al "transporte de carácter internacional" como aquel que comprende tanto el "realizado entre la República Argentina y otro país", como el "efectuado entre otros países, en tránsito por éste” (art. 3, inc. b). En cuanto a su alcance, la propia ley 24.653 excluye de su ámbito de aplicación a aquellos aspectos que se encuentran regulados en convenios internacionales sobre la materia. En ese marco, el Acuerdo sobre Transporte Internacional Terrestre, inscripto como Acuerdo de Alcance Parcial en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (A.L.A.D.I.) suscripto por la República Argentina y la República Oriental del Uruguay regula "al transporte internacional terrestre entre los países signatarios, tanto en transporte directo de un país a otro como en tránsito a un tercer país" (art 1°). Asimismo, prevé que los reglamentos y leyes vigentes en cada país signatario resultan de aplicación siempre que sus disposiciones no sean contrarias a lo establecido en dicho Acuerdo (art. 4°). Por su lado, el art. 36 del Acuerdo -aunque ubicado en el capítulo III (Transporte internacional de mercancías por ferrocarril TIF) -, define a la "carga" como "toda cosa mueble susceptible de ser transportada, a excepción de los equipajes de los pasajeros". Al respecto, cabe recordar que el Tribunal tiene establecido como regla hermenéutica que los tratados internacionales deben ser interpretados de acuerdo a los arts. 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, que consagran el principio de buena fe conforme al criterio corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éste y teniendo en cuenta su objeto y fin, razón por la cual sus disposiciones "no pueden aislarse sólo por su fin inmediato y concreto", ni se han de poner en pugna destruyendo las unas de las otras, sino que, por el contrario, cabe procurar que todas ellas se entiendan entre sí de modo armónico, teniendo en cuenta tanto los fines de las demás, como el propósito de las restantes normas que integran el ordenamiento jurídico, de modo de adoptar como verdadero el sentido que las concilie y deje a todas con valor, y de esta forma, dar pleno efecto a la intención del legislador. Refuerza tal conclusión lo previsto en el "Reglamento del Área de Control Integrado de Cargas, Transporte, Turismo y Pasajeros del ACI Paysandú-Colón", aprobado como anexo de la directiva CCM N° 8/01 del Mercosur, que rige los aspectos vinculados a los procedimientos de control efectuados en dicha Área (arts. 1° y 2°). El art. 4° del reglamento prevé: "quedan extendidas hasta el ACI Paysandú-Colón la jurisdicción y la competencia de los organismos y respectivos funcionarios de la República Argentina intervinientes en los controles aduaneros, migratorios, fitosanitarios, zoosanitarios, de transporte y sanitarios, cuando sean ejercidos en función de actividades vinculadas a las operaciones de comercio exterior, turismo y tráfico vecinal que ocurran por este punto de frontera." Resulta contundente lo dispuesto en el art. 44 del capítulo V (Del control de los medios de transporte) en cuanto prevé: "ámbito de aplicación: Los controles referentes a los medios de transporte de cargas que fueran ejercidos en las ACI por parte de funcionarios competentes deberán ajustarse a las normas de aplicación emergentes del Acuerdo sobre Transporte Internacional Terrestre (ATIT), normas complementarias, y de la normativa MERCOSUR".


    Conte Leila c/ Comisión Nacional de Regulación del Transporte s/ Impugnación de acto administrativo


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 42001269/2008/CS1-CA1, 10 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Competencia. Acción meramente declarativa. Sentencia no firme. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 329: 3459 y 4667, y a las sentencia de la causa D. 603, L. XLVI, "Directv Argentina S.A. c/ Municipalidad de Lanús s/ Acción declarativa de certeza”; D. 168, L. XLVIII, "Directv Argentina S.A. c/ Municipalidad deSan Francisco s/ Acción declarativa de certeza"; y "Direct TV Argentina S.A. c/ Municipalidad de Río Tercero s/ Acción meramente declarativa de derecho".


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal, tal como ocurre en el sub examine.


    Directv Argentina S.A. c/ Municipalidad de Maipú


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 23044382/2009/CA1-CS1, 17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Incompetencia. Declaración de inconstitucionalidad. Comercio interior. Interpretación de la ley. Denegatoria del fuero federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto a la procedencia formal del recurso, si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente, supuesto que se configura en el sub lite. Es doctrina del Tribunal, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia que, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Aunque la actora dirige su acción de inconstitucionalidad contra normas locales, su pretensión exige dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad municipal interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto a la regulación del comercio interjurisdiccional y, por lo tanto, funciona como una aduana interior prohibida en la Carta Magna. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteo que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. En línea con lo anterior, la Corte tiene reiteradamente dicho que si la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar ante la justicia federal, y que cuando la competencia de ésta surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales.


    Droguería Kellerhoff S.A. c/ Municipalidad Santa Rosa Calamuchita s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 34429/2018/CS1, 16 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FSM 24168/2014/93/1/1/RH11, "V., Verónica Inés s/ Incidente de recurso extraordinario".


    D., Federico Armando s/ Incidente de excarcelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 24168/2014/94/2/RH10, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FSM 24168/2014/93/1/1/RH11, "V., Verónica Inés s/ Incidente de recurso extraordinario".


    C., Miguel Alejandro s/ Incidente de excarcelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 24168/2014/65/1/RH9, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 55652/2017/147/1/RH8, "H., Horacio Juan s/ Infracción Artículo 303, extorsión, asociación ilícita e infracción Artículo 310 - incorporado por Ley 26.733”.


    R., Rubén Darío s/ Infracción Artículo 303, extorsión, asociación ilícita e infracción Artículo 310 - incorporado por Ley 26.733


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55652/2017/167/1/RH11, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 55652/2017/147/1/RH8, "H., Horacio Juan s/ Infracción Artículo 303, extorsión, asociación ilícita e infracción Artículo 310 - incorporado por Ley 26.733”.


    N., Pablo Nicolás s/ Infracción Artículo 303, extorsión, asociación ilícita e infracción Artículo 310 - incorporado por Ley 26.733


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55652/2017/168/1/RH10, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Pronunciamiento inoficioso. 


    Recurso Queja N° 1 - Incidente N° 3 - Tabacalera Sarandi S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Incidente de medida cautelar


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8093/2018/3/1/RH3, 10 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 4101/2015, "Sucesores de Alfredo Willner S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza".


    Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2333/2016/17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 1958/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3434/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3773/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3790/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3935/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 4989/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 5067/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6101/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 5490/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Partido Federal s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 2924/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6148/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6181/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Movimiento de Integración y Desarrollo s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6188/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Movimiento Federalista Pampeano s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6194/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6442/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6443/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6776/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6777/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 6926/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Partido Renovador Federal s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 17/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 1576/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 567/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Partido Federal s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 1962/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 2754/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Deudas provinciales. Sentencia arbitraria. Sentencia ultra petita. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. 


    Para descalificar una sentencia por causa de arbitrariedad en el razonamiento legal se debe efectuar un análisis de los defectos lógicos que justifican esa conclusión. Ello es así, pues esta doctrina no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, ni corregir fallos equivocados o que se reputan tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional, en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamentación, impidan considerar el pronunciamiento de los jueces del proceso como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. El Máximo Tribunal sostuvo que el ejercicio del control de constitucionalidad de oficio por los magistrados debe tener lugar en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. Añadió que el contralor normativo a cargo del juez presupone un proceso judicial ajustado a las reglas adjetivas aplicables, entre las cuales revisten especial relevancia las que determinan la competencia de los órganos jurisdiccionales y, sobre todo, las que fijan los requisitos de admisibilidad y fundamentación de las presentaciones o alegaciones de las partes.


    Sosa de Michlig, Ligia Amelia c/ Acción de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1004/2018/CS1, 17 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Las cuestiones que se debaten en el sub lite son análogas a las consideradas en el dictamen emitido en la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Rodríguez, Romina María del Rosario s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10486/2019/1/RH1, 27 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Las cuestiones que se debaten en el sub lite son análogas a las consideradas en el dictamen emitido en la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Peñarrieta, Mirta Gloria s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12121/2019/1/RH1, 27 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Las cuestiones que se debaten en el sub lite son análogas a las consideradas en el dictamen emitido en la causa COM 25194/2015/1/RH1, "HSBC Bank Argentina S.A. c/ Martínez, Ramón Vicente s/ Secuestro prendario".


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Bazán. María de los Ángeles s/ Secuestro prendario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12983/2019/1/RH1, 27 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa FMP 22003961/1992/5/RH2, "Amestoy, José y otros c/ Lotería Nacional s/ Ley 18.345".


    Abadía, Ramón y otros c/ Lotería Nacional S.E. s/ Laboral


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22003963/1992/8/RH3, 27 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa CAF 46152/2015/CA1-CS1, "Carne, Mónica Viviana c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Fe c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 83518/2015/CS1-CA1, 25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 44314/2017/CS1-CA1, “YPF S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo”.


    YPF S.A. y otro c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8048/2018/CA1-CS1, 28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 44314/2017/CS1-CA1, “YPF S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Clipper S.R.L. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63655/2017/CS1-CA1, 28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso por retardo de justicia


    Daños y perjuicios. Morosidad del proceso. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con la valoración de cuestiones de hecho y prueba realizada por el a quo, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. Asimismo la Corte ha establecido que la doctrina invocada por la apelante tampoco tiene por objeto constituir a la Corte Suprema en una tercera instancia ordinaria que sustituya a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que le son propias, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional, en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento como "la sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Sobre esa base, el a quo afirmó que el pedido de embargo preventivo formulado por el actor no fue desatendido, sino que la demora en pronunciarse durante ese período obedeció al cumplimiento de los trámites que la ley 20.581 prevé para designar al juez que debía intervenir en aquel proceso como consecuencia de la recusación que había formulado el propio recurrente. En lo que atañe a este punto, el actor se limita a reproducir las constancias de aquel proceso que originaron el presente reclamo y a enumerar los distintos escritos de "reitera pedido" que presentó a fin de obtener la tutela solicitada, muchos de los cuales fueron presentados con posterioridad al período antes aludido y con un intervalo de cinco años, mas no demuestra un apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes, o la irrazonabilidad de las conclusiones. En estas condiciones, las críticas que formula el apelante sólo traducen una mera discrepancia con el criterio por el tribunal al examinar cuestiones de hecho y habida cuenta de ello, la decisión apelada cuenta con fundamentos suficientes basados en argumentos no federales que autorizan a descartar la tacha de arbitrariedad invocada por el recurrente, pues no se advierte un apartamiento de la solución legal ni una apreciación irrazonable de los elementos probatorios agregados a la causa. Por lo tanto, que corresponde declarar la inadmisibilidad de la queja interpuesta.


    Alluz, Rene Guillermo c/ Poder Judicial de la Nación y/o Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 713067/2010/1/RH1, 22 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Recursos


    Poder Ejecutivo Nacional. Ministerios. Derechos y garantías constitucionales. Acción de amparo. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 21130203/2002/CS1, "Moukarzel, María Alejandra c/ PEN - MECON - Ministerio de Justicia s/ Amparo ley 16.986".


    Moukarzel, María Alejandra c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía - Ministerio de Justicia s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21130203/2002/1/RH1, 05 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Sanciones tributarias


    Condonación de sanciones. Exportaciones. Petróleo crudo. Declaración impositiva inexacta. Contrato de pase. Exteriorización de capitales. Interpretación de leyes federales. 


    Ley 27.260, artículo 52, 55, 56. Resolución general (AFIP) 4.007-E/17, artículo 4 y 5. Dictámenes de la causas de Fallos: 333:300 y 335:1180.


    Tiene dicho el Tribunal que el bien jurídico tutelado por el art. 954 del Código Aduanero, es el principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería objeto de una operación o destinación aduanera, pues en la confiabilidad de lo declarado mediante la correspondiente documentación, reposa todo un sistema dirigido a evitar que al amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen o perviertan. En estas condiciones, es claro que las multas discutidas encuadran, en el art. 56 de la ley 27.260, en cuanto allí se dispone el beneficio de liberación de multas y demás sanciones correspondientes a infracciones formales, que no se encuentren firmes ni abonadas. Como acertadamente señaló la Cámara, tales deberes formales no resultan susceptibles de ser cumplidos con posterioridad a la comisión de la infracción, motivo por el cual la sanción quedó condonada "de oficio" según lo fija el art. 56, tercer párrafo, de la ley 27.260. Es que, tal como se ha sostenido en los dictámenes de las causas referidas, los arts. 224 y ss. y 321 y ss. del Código Aduanero establecen que la declaración contenida en una solicitud de importación o exportación "es inalterable una vez registrada y el servicio aduanero no admitirá del interesado rectificación, modificación o ampliación alguna, salvo las excepciones previstas en este código", las que no se configuran en la especie. Para oponerse a la condonación el organismo recaudador esgrime que el art. 5° de la resolución general (AFIP) 4.007-E/17 no menciona a la infracción prevista en el art. 954, inc. c), del Código Aduanero. Sin embargo, ello no empece a la solución que se propicia. Debe recordarse que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. Sobre la base de esta pauta hermenéutica, forzoso es concluir que el empleo de los términos "entre otros" indica que la enumeración de las infracciones que realiza el art. 5 ° de la resolución general (AFIP) 4.007-E/17 carece del carácter taxativo que pretende atribuirle la demandada, lo cual basta para rechazar su agravio. En idéntico sentido, también debe ser desestimado su pretensión de circunscribir el alcance de la condonación de las multas aduaneras a aquellos casos en los cuales, o bien existe un total cumplimiento del régimen de regularización, o bien cuando, con anterioridad a su entrada en vigencia, ya se había cancelado la obligación tributaria asociada y, por lo tanto, se encontraba satisfecho el objetivo antes referido. Es que, no existe una obligación tributaría asociada a la infracción que aquí se imputa. Por ende, se trata de una infracción a un deber formal, como adecuadamente lo resolvió la Cámara, que no resulta susceptible de ser cumplido con posterioridad a la comisión de la infracción, motivo por el cual la sanción quedó condonada "de oficio" según lo fija el art. 56, tercer párrafo, de la ley 27.260.


    YPF S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 44314/2017/CS1-CA1, 28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Vivienda única


    Protección de la vivienda. Derechos sociales. Derecho a la vivienda digna. Interpretación de la ley. Distribución de competencias. Facultades legislativas. Interpretación de normas y actos locales. 


    Ley provincial 14.432. Precedente “Banco del Suquía”. Artículo 14 bis, párrafo tercero, de la Constitución Nacional, en instrumentos internacionales de derechos humanos del artículo 75, inciso 22, de ese cuerpo normativo. Ley nacional 14.394.


    Si bien la resolución apelada no configura sentencia definitiva en sentido estricto, su palmaria virtualidad para generar perjuicios de muy difícil o imposible reparación ulterior autoriza a reputarla como tal, en tanto habilita la ejecución de la vivienda única de la demandada. En ese marco, el recurso extraordinario ha sido bien concedido ya que se puso en consideración la inteligencia de los artículos 14 bis de la Constitución Nacional, 9, 10 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 17 y 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 11 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 26 de la Convención sobre los Derechos del Niño y 15 del Protocolo de San Salvador, que aseguran el derecho a la protección de la vivienda familiar, a la seguridad social y a la protección de la familia, y la decisión de la alzada ha sido contraria al derecho que la apelante fundó en esas normas. En la tarea de esclarecer la hermenéutica de este tipo de normas la Corte Suprema de Justicia de la Nación no se encuentra limitada por las posiciones de los magistrados actuantes, ni de las partes sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate. Así, la ley provincial 14.432 es constitucional porque reglamenta de manera directa, en ejercicio de una facultad de naturaleza concurrente con la Nación, y sin interferir en facultades propias del Congreso nacional, el derecho a la protección de la vivienda familiar, consagrado en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional y en un conjunto de instrumentos internacionales con jerarquía constitucional. Además, esa reglamentación provincial no se opone a la nacional sino que es compatible con la ejercida por la Nación. En primer término, la provincia, al regular la protección de la vivienda única, de ocupación permanente, sin necesidad de inscripción registral, ha ejercido regularmente competencias normativas concurrentes que no enervan las competencias del Congreso de la Nación. De acuerdo con la distribución de competencias establecida en los artículos 75 y 121 de la Constitución Nacional, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos mientras que los poderes delegados a la Nación son definidos y expresos. Estos preceptos no regulan una relación estricta de derecho privado, prevista de manera exclusiva y excluyente en el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional, ni materias que se encuentran prohibidas por el artículo 126 de la norma fundamental. Se trata, por el contario, de medidas legislativas de protección social que reglamentan la garantía de defensa del bien de familia frente a las vicisitudes económicas. Su propósito es el resguardo de las condiciones materiales indispensables para que el proyecto de vida común del núcleo familiar pueda desarrollarse con un grado considerable de autonomía, a través de la preservación del espacio habitacional que sostiene esa convivencia, sin el cual existe el riesgo de que la familia pueda desmembrarse, y de que sus integrantes deban afrontar una situación de desamparo y vulnerabilidad. En efecto, mediante la sanción de la ley 14.432 la legislatura provincial se propuso proteger la casa habitación destinada a vivienda única, residencia de la familia, propiciando su estabilidad, y también proveer lo relativo a la seguridad social y al desarrollo humano, en tanto ello constituye el interés superior de la comunidad. De allí que pueda afirmarse que la norma examinada emerge del ejercicio de potestades legislativas de las provincias relativas al resguardo del desarrollo humano y la seguridad social, que reconocen su fuente directa en las normas de la referencia y en el artículo 36, inciso 7, de la Constitución de la provincia que promueve la constitución del asiento del hogar como bien de familia. En este marco conceptual, las leyes que implementan la protección de la vivienda única de una familia y la defensa del bien de familia trascienden las relaciones patrimoniales del derecho civil, y se integran al campo de la seguridad social, que comprende específicamente a los actos de legislación y administración que, en base a los mandatos constitucionales, abordan aspectos relacionados con las condiciones económicas básicas para el desarrollo humano y familiar. Además, los Estados provinciales conservan competencia para realizar actos de legislación y administración relacionados con beneficios de seguridad social en la esfera no contributiva, para la cobertura de riesgos y contingencias que afectan condiciones básicas de existencia, tales como programas de transferencia de ingresos, acceso a la alimentación y a la vivienda social, servicios de cuidado y asistencia familiar. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha entendido que el término "Estado" empleado en el artículo 14 bis, párrafo tercero, alude tanto al Estado Nacional como a los estados provinciales, de tal manera que la reglamentación de este precepto no es privativa del gobierno federal y que, en caso de facultades concurrentes, una potestad legislativa nacional y una provincial pueden ejercerse sobre una misma materia sin que de esta circunstancia derive violación de principio o precepto jurídico alguno siempre que no medie una incompatibilidad manifiesta e insalvable entre esas facultades. En conclusión, la ley provincial 14.432, destinada a proteger la vivienda única de ocupación permanente cuando es asiento de la familia, regula sobre una materia que no es exclusiva de la Nación, sino que se encuentra entre las competencias concurrentes entre la Nación y las provincias. Esta interpretación, se encuentra en consonancia con lo previsto en el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación que amplió el régimen de protección de la vivienda y, en particular, en el artículo 244 in fine. De ese modo, estableció un piso mínimo que puede ser ampliado por otros regímenes protectorios de las legislaciones locales. En segundo término, el modo en que la provincia reglamentó los derechos constitucionales no interfiere sobre las facultades de la Nación y resulta compatible con ellas. Tanto la legislación nacional como la provincial coexisten y tutelan el derecho a la vivienda familiar declarando inembargable e inejecutable el inmueble, residencia de la familia. Las dos disposiciones establecen un valor tope para su constitución que, en la ley provincial, está determinado por la relativa y razonable proporción entre la capacidad habitacional y el grupo familiar, y, en la ley nacional, por la circunstancia de que el valor no exceda las necesidades de sustento y vivienda de la familia. En este punto, las leyes no se contraponen sino que resultan absolutamente concordantes, sobre todo si se tiene en cuenta que el decreto reglamentario de la ley 14.394 autoriza a las provincias a establecer valores diferentes a la Nación, habilitando un ámbito regulatorio en cabeza de las provincias. No obstante, esas leyes regulan de manera diferente el modo en que el inmueble adquiere la protección. Conforme el artículo 35 de la ley nacional 14.394 la constitución del bien de familia produce efectos jurídicos a partir de la inscripción en el registro correspondiente, mientras que la ley provincial no prevé publicidad, lo que conlleva a que la protección sea automática. Ahora bien, la registración no posee naturaleza constitutiva sino que se establece con el objetivo de publicitar la afectación al régimen de bien de familia. En este sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado que "si bien el artículo 35 de la ley 14.394 dispone que los efectos se producen “a partir de su inscripción en el registro inmobiliario correspondiente”, una correcta armonización de las normas en juego permite interpretar que la aludida inscripción es consecuencia de un procedimiento previo que también es oponible a terceros". A su vez, la necesidad de publicitar la afectación del bien mediante el registro tiene como fin determinar qué inmueble del titular se encuentra protegido por la ley nacional y, como tal, excluido del patrimonio ejecutable por los acreedores. De esa forma, el artículo 35 de la ley 14.394 prevé que cuando alguien resultase propietario único de dos o más bienes de familia, deberá optar por uno, bajo apercibimiento de mantener la constitución sobre el primero. Sin embargo, la norma local impugnada posee un alcance más restrictivo y específico pues protege a la vivienda única de ocupación permanente del titular. Es decir, regula la situación de un grupo reducido de personas, en situación de mayor vulnerabilidad social, que son las que poseen sólo un inmueble, que es el asiento de la vida en familia. En este supuesto particular, la necesidad de publicitar la afectación del bien para la selección entre varios inmuebles pierde su finalidad pues la ocupación del propietario, y su grupo familiar, del único inmueble del que es titular, resulta suficiente para dar a conocer la protección. Desde esta perspectiva, la ausencia del requisito de la inscripción en el esquema de la ley local encuentra fundamento y resulta razonable, más aún si se considera que la constitución de la protección provincial surge de una norma que se reputa conocida por todos desde su entrada en vigencia. Por su parte, la posibilidad de que ciertos supuestos específicos no exijan la registración ha sido reconocida incluso por el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación respecto de la vivienda que conforma el espacio habitacional de una familia cuando las deudas son contraídas por uno de los integrantes de la pareja. Por otro lado, el resguardo establecido por la ley provincial tiene un alcance que no altera el régimen de las obligaciones civiles que regula el código de fondo, ni el principio de la prenda común de los acreedores. En tal sentido, en la norma local no cualquier bien puede acceder a la tutela propia del asiento del hogar familiar, y el tiempo del resguardo es acotado pues, de cambiar las circunstancias del titular o de la familia, puede ser revisado. Además, la protección como vivienda única puede ser renunciada por el titular de manera expresa y ello puede ser convenido por los particulares. Por todo lo dicho, la norma local impugnada constituye un ejercicio válido de las facultades normativas concurrentes de la provincia, ya que regula sobre la vivienda familiar de forma complementaria con la ley nacional, sin que medie una incompatibilidad insalvable entre ambas legislaciones. En síntesis, la regulación de la provincia en este ámbito no lesiona el esquema de competencias constitucionales ni el código de fondo. Complementa las atribuciones ejercidas por la Nación en una esfera de naturaleza concurrente ligada con la seguridad social y el desarrollo humano, que comprende la protección integral de la familia y de la vivienda familiar, en cumplimiento de un mandato constitucional prioritario. En este plano, la declaración de invalidez constitucional de una norma constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen de la preceptiva conduzca a la certeza de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados. A su vez, la atribución que tiene el Tribunal de declarar inaplicables leyes o actos emanados de otros poderes del Estado Nacional, de las provincias o de los municipios, como contrarios a la Constitución o a las leyes nacionales debe ejercerse con suma prudencia.


    R., L. E. c/ P., G. A. s/ Ejecutivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15310/2009/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     

  


  
    



    Capítulo XII



    Derecho Procesal Penal


    Amenazas


    Devolución del expediente. 


    En razón de lo resuelto por la mayoría del tribunal en el incidente de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ Amenazas", se remite en devolución las presentes actuaciones.


    G., Mario Adrián s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 54/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Código aduanero


    Devolución del expediente. Juzgado de familia. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 32177/2016/TO1/65/1/CS2, “G. B., Freddy y otros s/ Infracción ley 23.737”.


    Z., Pablo Matías y otros s/ Infracción Ley 22.415 e infracción Ley 23.737


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 37630/2015/TO1/49/2/CS2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Tribunales provinciales. 


    Remisión al dictamen CSJ 1329/2018/CS1, "N.N denunciante: M., Walter Agustín s/ Fraudes al comercio (Art. 301 B inc. 1)".


    N.N. s/ A determinar


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27192/2017/1/CS2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Contienda negativa de competencia


    Encubrimiento. Competencia federal. Defraudación por sustitución o supresión de documento. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo de la vía pública


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 549/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Régimen penal tributario. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 84/2019/CS1, “I. S.A. Buenos Aires s/ Infracción ley 24.769”.


    B. S.A. Buenos Aires s/ Infracción Ley 24.769


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1569/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Extorsión. Amenazas. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos prima facie independientes, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común. No se advierte en el sub lite ninguna razón que justifique hacer una excepción a esa regla, las circunstancias señaladas por el órgano federal al contestar la declinatoria demuestra que existen motivos manifiestos de economía procesal para que la causa continúe ante el tribunal que previno, sin que ello suponga riesgo alguno para las investigaciones federales en curso.


    N.N. y otros s/ Lesiones Graves (Artículo 90) Denunciante: C., Chan y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28352/2016/TO1/1/CS1, 07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Robo calificado. Concurso ideal. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 123511/2017/TO1/16/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    L., José Luis Miguel y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 2336/2017/TO1/14/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    B., Fernando Javier y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4914/2017/TO1/5/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia del tribunal de casación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


    C., Ariel Cristian s/ Condena


    COMP. CPN-Cámara Nacional de Apelaciones de Casación Penal, 107796/2008/EP1/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia ordinaria. 


    Concurren circunstancias sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14341/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Concurren circunstancias sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11667/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16750/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14975/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Circunvención de incapaz o menor. Delito de peligro concreto. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal que el delito de circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo, pues se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz, razón por la cual corresponde al juez del lugar donde se otorgó el instrumento conocer en esos casos.


    I., S. M. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62273/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Uso de documento adulterado. Tarjeta de crédito. Economía procesal. Competencia federal. 


    Unidad contextual.


    No es posible descartar la existencia de una organización de personas destinada a defraudar valiéndose presuntamente de documentos públicos auténticos, falsos, adulterados o sus copias y de tarjetas de crédito de terceros o sus datos, por lo que, aún cuando aquéllos no se hubieran utilizado en los hechos concretos denunciados, formarían parte del mismo contexto delictivo en el que éstos se cometieron, de manera que su investigación por separado obraría en desmedro del principio de economía procesal. Frente a esas particularidades, corresponde a la justicia de excepción, con competencia para conocer en la presunta infracción a los supuestos contemplados en el artículo 33 de la ley 17.671 (conforme el artículo 44 de esta normativa y el 33, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación), asumir el trámite de esta, en tanto ese temperamento es el que mejor se adecua para una mayor eficacia pues previene los inconvenientes que, eventualmente, podrían derivarse de una investigación no integral de todos los aspectos con relevancia jurídica.


    N.N. s/ Estafa, falsificación documentos públicos y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71001/2015/1/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Marcas. Medicamentos. Competencia federal. 


    La contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida, de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión los que, no pueden ser apreciados in extenso a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos. Habida cuenta de que las particularidades del caso no permiten descartar la posible infracción tanto a la ley de marcas como a la de medicamentos, ambas de competencia federal, la justicia de excepción deberá profundizar esta investigación.


    Incidente n° 1. Imputado: Laboratorio A. P. F. S.A. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67398/2017/1/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. El Tribunal tiene decidido que la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, impide encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    A., Miguel Ángel s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3767/2018/1/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que para la correcta traba de una contienda, debe ser la cámara que confirmó la declinatoria la que insista en su criterio o acepte el del tribunal provincial. La Corte puede prescindir de ese reparo procedimental, atento las razones de economía procesal que así lo aconsejan. No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, y aplicar al caso el criterio de Fallos: 311:484; 320: 2583; 323: 2225 y 324:891, entre otros, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria la totalidad de los hechos que motivaron esta causa y, consecuentemente, encuadrarlos en la forma escogida por el juez declinante, y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos, máxime cuando ante la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podría existir más de una calificación posible.


    C., Damián y otros s/ Defraudación - Administración fraudulenta


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52471/2017/1/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Apoderamiento. Competencia provincial. Conexión clandestina de televisión por cable. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto el Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, es materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    N.N. s/ Asociación ilícita, estafa, robo y hurto con escalamiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10832/2016/1/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Unidad contextual. Único tribunal a cargo.


    Tiene resuelto el Tribunal que corresponde a la jurisdicción federal el conocimiento acerca de la adulteración y uso de un documento nacional de identidad, aun cuando se hubiera utilizado fotocopias de tal instrumento para cometer la defraudación, y que cuando la estafa se produce mediante ese instrumento falso y otros documentos apócrifos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Finalmente, aunque no fue materia de controversia, en relación con la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, también será competente ese fuero de excepción para conocer a su respecto ya que todas las conductas formarían parte de un mismo contexto delictivo, por lo es aconsejable que sean juzgadas por un único tribunal.


    N.N. s/ Estafa y uso de documento adulterado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41672/2017/1/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Tarjeta de crédito. Competencia por el territorio. Competencia de instrucción. 


    Este conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados, y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Cuando la denuncia no es acreditada con el grado de verosimilitud suficiente como para suscitar la intervención, de carácter excepcional y restringida, del fuero federal, corresponde al juez de instrucción, que previno y en cuyo ámbito territorial se realizaron la mayoría de las operaciones presuntamente fraudulentas, continuar con la investigación, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    N.N. s/ Defraudación y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20152/2017/1/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos al orden migratorio. Extranjeros ilegales. Competencia federal. 


    En atención a que en un establecimiento textil, se constató la presencia de dos personas de nacionalidad extranjera trabajando a su cargo, quienes permanecían irregularmente en el país, en tanto carecían de la documentación que acreditara su identidad, como de aquella que los habilitara para trabajar aquí, es posible inferir que la conducta de aquél habría configurado la infracción del artículo 117, de la ley 25.871, cuya investigación y juzgamiento compete al fuero federal.


    D. L. C. C., Alberto s/ Infracción Ley 25.871


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41437/2017/1/CS2, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incitación a la violencia colectiva. Redes sociales. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación que en definitiva pueda corresponder, no se advierte a partir de los elementos incorporados al incidente que los hechos puedan afectar intereses federales, hayan tenido la entidad suficiente para afectar la seguridad nacional.


    M., Débora Roxana s/ Incitación a la violencia colectiva


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1622/2018/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Hurto de automotor. Competencia provincial. 


    Circunscripta la controversia a la presunta recepción de bienes a sabiendas de su origen ilícito por parte del imputado y en tanto dichos bienes fueron hallados en el ámbito bonaerense, corresponde al juzgado provincial incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos, determinar el grado de participación que pudo caberle al nombrado y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A., José Luis s/ Hurto de automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27888/2017/2/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    P., Iván Gastón y otros s/ Secuestro extorsivo (Artículo 170, Inciso 1)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 216/2017/TO1/27/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Retención indebida. Domicilio social. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor. Por aplicación de esos principios, si los jueces intervinientes en la contienda coinciden en calificar como retención indebida a la omisión de devolver los bienes ante la rescisión del contrato, corresponde que al no surgir expresamente el sitio en el que aquellos deberían ser restituidos, intervenga el juez del lugar del domicilio de la empresa, donde, además, la damnificada cursó cartas documento para intimar su devolución, y la firma intimada se notificó sin haber restituido los materiales.


    S., Claudio s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62162/2017/1/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Fraudes al comercio y a la industria. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1329/2018/CS1, "N.N. denunciante: M., Walter Agustín s/ Fraudes al comercio (art. 301 B inc. 1)".


    O., Marcos Javier s/ Fraudes al comercio (Artículo 301 B Inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1532/2018/1/CS2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hábeas corpus colectivo. Competencia del tribunal de casación. Competencia federal. 


    En la medida en que la acción pretende alcanzar la situación de personas privadas de la libertad en establecimientos federales ubicados en distintas jurisdicciones y se identifica como acto lesivo una omisión de la autoridad nacional, corresponde a la Cámara Federal de Casación entender en la causa.


    G., Jorge Hugo y otros s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38980/2018/1/CS1-CFC1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública - damnificado: Escuela de Educación Media N° 4 Homero Manzi


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15369/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14090/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12827/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento",


    P., Sergio Leonel s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20582/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC. 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C., Iván Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22114/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 15326/2017/1/CS1, "N.N. s/ Defraudación".


    N.N. s/ Estafa, hurto, infracción Ley 20.974 (Artículo 33, Inciso c) y infracción Ley 20.974 (Artículo 33, Inciso D)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34738/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Violación de correspondencia. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp.19, L. XLIV, "Delmas, Carlos Alberto s/ Denuncia robo".


    N.N. s/ Robo y violación de correspondencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52981/2018/2/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hábeas corpus. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC. 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo lII, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


    F. F., Guillermo s/ Hábeas corpus


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61252/2018/2/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo IlI, Pabellón 10, Devoto s/ Hábeas corpus".


    L., Mario Roberto s/ Hábeas corpus


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61495/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto de automotor. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C. V., Jonathan Alexis s/ Hurto de automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70238/2017/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7570/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9429/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11770/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 31370/2015/1/CS1, "L., Enrique s/ Estafa y falsificación".


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14436/2018/1/CA1-CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 341:322.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39456/2017/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión a Fallos: 341:322.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39456/2017/3/CS2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión a Fallos: 341:322.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39456/2017/2/CS3, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Normal n° 6 Vicente López y Planes: N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7093/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Pornografía infantil. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 339:1715.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1071/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Fideicomiso inmobiliario. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    El fuero en lo penal económico lleva a cabo una investigación en el marco de los mismos antecedentes fácticos que sustancian esta causa; donde los aquí perjudicados habrían sido además afectados en su calidad de adherentes fiduciantes al invertir en el fideicomiso como consecuencia de la oferta pública, cuya falta de autorización conforma precisamente el objeto del proceso que sigue el tribunal especial. Cabe señalar que, son precisamente los contratos de inversión -constituidos por las cuotapartes del fideicomiso- los que integran la noción de valores negociables en los términos del artículo 310 del Código Penal -segundo y tercer párrafos- y es su oferta pública la que debió ser previamente autorizada por la Comisión Nacional de Valores. Desde el punto de vista de una mejor administración de justicia resulta imprescindible que la investigación quede a cargo de un mismo tribunal, lo que se compadece con criterios de mayor eficacia y más expedita investigación y contribuye inclusive a evitar circunstanciales pronunciamientos que pudieran eventualmente resultar contradictorios en distintos procesos. Al configurarse una relación de dicha índole entre un proceso de naturaleza federal y otro de naturaleza ordinaria, la investigación deberá quedar a cargo de la justicia especial.


    C. S.A. y otros s/ Artículo 310 - incorporado por Ley 26.733


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10369/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.


    J., Arnaldo (a) N. y otros s/ Falsificación documento privado


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1457/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. Falsificación de instrumento público. Falsificación de sellos, timbres y marcas. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial. En otro orden de cosas, y aunque no haya sido objeto de controversia, no puede pasarse por alto que también se incautó del interior de la camioneta, una cédula de identificación, respecto de la cual ni siquiera se verificó pericialmente su autenticidad. No obstante, del cotejo de ese instrumento con el título de propiedad, a simple vista se puede apreciar que éste sería, al menos, ideológicamente falso, en tanto figura en él la misma numeración de chasis del vehículo sustraído. En consecuencia, de acuerdo a su carácter nacional, la investigación sobre su falsedad concierne a la justicia federal de la sección donde se la descubrió, aunque no haya sido parte en la contienda. Asimismo, su titular deberá también conocer acerca de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debido a la estrecha vinculación que existiría entre esa infracción, y la falsedad de aquel documento registral, en lo que respecta a la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del chasis del vehículo y las que constan en dicho documento, por lo que desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, que en el caso deberá ser la justicia federal de la sección en la que se secuestró el rodado.


    B. M., Fernando David s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1743/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión planteada carece aún de la investigación suficiente para conocer los pormenores de los hechos denunciados con la certeza necesaria que esta etapa procesal requiere y subsumirlos prima facie en alguna figura penal determinada, que permita finalmente expedirse respecto del tribunal materialmente competente para investigarla.


    N.N. s/ Infracción Artículos 12 y 13 de la Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11173/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Contratos de adhesión. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a que la juez de la provincia no cuestiona la hipótesis delictiva propuesta en la declinatoria y teniendo en cuenta las circunstancias en que se desarrollaron los hechos, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Tiene establecido el Tribunal que las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    B , Diego y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55514/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones. Arma de fuego. Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En consecuencia, en atención a que el presunto "móvil delictual" esbozado por el juez declinante no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


    Incidente n° 1. Damnificado: Identidad reservada N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31682/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    A., Pablo Alberto s/ Estafa y falsificación documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78714/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prostitución. Economía procesal. Tribunal oral en lo criminal. Competencia federal. 


    Toda vez que subsiste la hipótesis de una organización delictiva y no se ha descartado la vinculación de los imputados y los domicilios que se mencionan en esta causa respecto de los señalados en las actuaciones que continúan tramitando en jurisdicción federal, es conveniente mantener la competencia en el ámbito de este fuero, en tanto es el temperamento que mejor previene los inconvenientes que, eventualmente, podrían derivarse de un análisis no integral de todos los aspectos con relevancia jurídica, principios rectores que deben atenderse principalmente al momento de resolver estos conflictos.


    N.N. y otros s/ Infracción Artículo 125 bis -promoción o facilitación de la prostitución – Ley 26.842 e infracción Artículo 127 en circunstancias del Inciso 1°


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15733/2014/TO1/1/CS2, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Víctima menor de edad. Extranjeros. Competencia federal. 


    El conflicto debe ser dirimido con base en el criterio establecido en el fallo de las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública", y Comp. 1016, L. XLVI, "A., G. L. s/ Denuncia".


    C. M., J. y otro s/ Infracción Artículo 145 ter - conforme Artículo 26 Ley 26.842 e infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4920/2014/4/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Concurso ideal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar -estafa y falsificación de documento público- concurren en forma ideal deben tramitar ante el juez del lugar donde se confeccionó el documento adulterado, y se ocasionó el concreto y efectivo perjuicio patrimonial.


    M., Julián Emilio y otros s/ Defraudación y falsificación de documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36904/2014/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Robo de automotor. Competencia provincial. 


    Las formas a las que deben ajustarse los procesos no pueden prevalecer sobre su sustancia de modo tal que, conforme con la doctrina establecida por la Corte en Fallos: 311:2004, considerando 8° y sus citas, y 324:911, entre otros, deben ser sopesadas en relación con el fin último al que aquéllos se enderezan, esto es, el de contribuir a la más efectiva realización del derecho.


    D. F., Sergio Adrián s/ Encubrimiento, Artículo 277 Inciso 1, apartado c y lesiones culposas (Artículo 94 - 1° párrafo)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69100/2018/2/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Redes sociales. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva por razones de economía procesal.


    S., Ana Carolina s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4554/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tentativa. Robo calificado. Encubrimiento. Participación necesaria. Homicidio criminis causa. Cámaras de casación. Competencia del tribunal de casación. 


    Conforme se desprende de los artículos 23 y 30 bis del Código Procesal Penal, la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional es el tribunal competente para conocer en los recursos que, como en este caso, se interponen contra decisiones dictadas por los Tribunales Orales de Menores de la Capital Federal, con la excepción prevista en el artículo 9 de la ley 26.371 respecto de las causas que se encuentren o hayan tenido radicación en la actual Cámara Federal de Casación Penal. El alcance de esta excepción ha sido interpretado por ambos tribunales en sendas acordadas en el sentido de que no debe considerarse radicación en la cámara federal, su intervención anterior en incidencias ya resueltas.


    C., Juan Carlos y otros s/ Homicidio, etc.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000001/2013/TO1/6/CS2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", a Fallos: 328:3960 y al fallo de la causa Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    C., Carlos Enrique s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 120651/2017/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva pueda corresponder, por no advertir a partir de los elementos incorporados al incidente que los hechos puedan afectar intereses nacionales, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en la causa, atento que la competencia federal es limitada, y de aplicación restrictiva.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33787/2017/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Pornografía infantil. Competencia provincial. 


    Las circunstancias puestas de manifiesto por la juez local no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva, por lo que, sin perjuicio de la significación jurídica de los hechos, corresponde a aquélla continuar entendiendo en la presente causa.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones. y/o distribuciones obscenas


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 99999/2017/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y al fallo de la causa Comp. 456, L. XXXVI, "Cid, Juan Santiago y otros s/ Encubrimiento".


    A., Jonatan David s/ Encubrimiento (Artículo. 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1865/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", a Fallos: 328:3960 y al fallo de la causa Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    B., Cintia Soledad s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1854/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", a Fallos: 328:3960 y al fallo de la causa Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    S., José Luis Alberto s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 3)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1818/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Daño. Accidentes de trabajo. Competencia federal. 


    La ley 26.773 de reparación de daños derivados de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, y modificatoria de la 24.557 de riesgos laborales, establece la competencia nacional en lo civil (inciso 2° del artículo 17) al sólo efecto de "las acciones judiciales iniciadas por la vía del derecho civil" -artículos 4°, último párrafo, y 17, inciso 2°, de aquella norma-. En lo que resulta adecuado para la resolución del conflicto, es oportuno destacar que se encuentra vigente la norma que establece la competencia federal para entender del delito de incumplimiento de asistencias derivadas de accidentes laborales, siempre que se traten de ayudas dinerarias y no sólo en especie. En tales condiciones, más allá del modo en que se suscitó este conflicto, no obstante además el estado embrionario en que también se encuentra la pesquisa, e independientemente de los pagos que, de prestaciones dinerarias debidas al denunciante, se advierten realizados en la causa, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para se investiguen los hechos que habrían damnificado al denunciante.


    Liderar A.R.T. S.A. s/ Infracción Ley 24.557


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 9983/2014/3/CS2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", a Fallos: 328:3960 y al fallo de la causa Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    A. P., Ramiro Alejandro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1817/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Pornografía infantil. Redes sociales. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias surge que las conexiones a internet del usuario denunciado se habrían registrado desde una I.P. localizada en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1387/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Internet. Competencia provincial. 


    Las circunstancias puestas de manifiesto por el juez local no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva.


    R. P. s/ Estafa


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 30796/2017/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia federal. 


    En atención a que no puede descartarse aún que los hechos objeto de contienda hayan causado un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectado el buen funcionamiento de sus instituciones ya que el instituto depende de una universidad nacional, corresponde continuar interviniendo en la presente al fuero de excepción.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11913/2016/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Competencia por la materia. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    A., Juan Pablo y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4896/2017/TO1/14/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta la calificación dada a los hechos por el declinante y las constancias incorporadas al legajo, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva por razones de economía procesal.


    G., Fabiana s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8830/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Competencia por la materia. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Frente a la posibilidad de que el imputado haya tenido algún grado de participación en el delito contra la propiedad acaecido en territorio bonaerense, la resolución del juez de garantías no cumple con la doctrina del Tribunal en el sentido de que, en casos como el presente, debe hallarse precedida de una adecuada investigación que permita desvincular al prevenido de la sustracción. Por ello, y más allá del auto de procesamiento dictado por la justicia nacional en orden al delito de encubrimiento, las formas a las que deben ajustarse los procesos no pueden prevalecer sobre su sustancia de modo tal que, conforme con la doctrina establecida por la Corte en Fallos: 311:2004, considerando 8° y sus citas y 324:911, entre otros, deben ser sopesadas en relación con el fin último al que aquéllos se enderezan esto es, el de contribuir a la más efectiva realización del derecho.


    R. M., Andy Brian s/ Robo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5244/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En consecuencia, en atención a que el presunto "móvil delictual" esbozado por el juez declinante no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito contra la vida en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en la causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


    Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20844/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Esa situación se da en el presente caso, pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los sucesos expuestos por el denunciante, a fin de acreditar mínimamente quiénes serían las personas involucradas y cuáles serían los delitos a investigar, resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial.


    F., Jorgelina s/ Venta de sustancias medicinales sin receta médica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1623/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En consecuencia, en atención a que el presunto "móvil delictual" esbozado por el juez declinante no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito contra la vida en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en la causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


    Incidente n° 1 - Víctima: C. N., Elías Geremías s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32000/2017/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Extranjeros. Competencia federal. 


    Cabe observar que entre la diversidad de materiales incautados fueron identificadas varias latas de pólvora, y que la posible comisión del delito previsto en el artículo 189 bis, inciso 1° del Código Penal, debe ser investigada por la justicia federal.


    Fernández de la Cruz 1XXX/XX/XX (ocupantes de la finca) y otros s/ Infracción Artículo 189 bis, apartado 2, 2° párrafo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9604/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juegos de azar prohibidos. Internet. Telecomunicaciones. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1329/2018/CS1, "N.N. denunciante: M., Walter Agustín s/ Fraudes al comercio (art. 301 B inc. 1)".


    E. G., Ariel s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1632/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1329/2018/CS1, "N.N. denunciante: M., Walter Agustín s/ Fraudes al comercio (art. 301 B inc. 1)".


    www.b.com s/ Fraudes al comercio (Artículo 301 B Inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1411/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, pues no se cuenta con los elementos de juicio indispensables para establecer con el grado de certeza necesaria que esta etapa procesal requiere, si el imputado se apodero ilegítimamente de los dispositivos y en su caso, si pertenecían a legítimos usuarios de una empresa de telecomunicaciones, o por el contrario, los recibió a sabiendas de su procedencia ilícita, en tanto el informe técnico efectuado sobre aquello, no alcanza para individualizar precisamente los hechos sobre los cuales versa la controversia y la calificación legal propuesta por el juez de instrucción que, por ello, no se apoya razonablemente en las constancias del expediente.


    T., Luis Eduardo Gastón s/ Infracción Artículo 12 Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22134/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones. Discriminación. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues de las escasas constancias remitidas no surgen elementos de juicio suficientes para determinar la significación penal de los hechos denunciados y de tal suerte, asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia.


    N.N. s/ Lesiones leves e infracción Ley 23.592


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30769/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1892/2018/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Circunstancias sustancialmente análogas a las consideras en el dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216.


    En lo concerniente a la infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


    M., Juan Esteban s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2524/2018/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Delitos contra la integridad sexual. Principios procesales. Economía procesal. Jurisdicción y competencia. 


    De acuerdo con la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, es el magistrado local quien debe conocer en la presente investigación, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la víctima y sin reiterar procedimientos que podrían resultar traumáticos. Ello sin perjuicio de que, si su titular entiende que la causa corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    D., M. Á. s/ Abuso sexual Artículo 119 5° por circunstancias Inciso a, b, d, e, f, 1° párrafo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20426/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Coacción. Jurisdicción y competencia. 


    Pese a las escasas constancias acumuladas relativas al hecho que motivó este conflicto y la ausencia de calificaciones que le puedan ser atribuidas, asiste razón al magistrado nacional en tanto que las maniobras con eventual relevancia típica fueron cometidas en territorio bonaerense, circunstancia que no fue controvertida por el juez de aquella jurisdicción. Por consiguiente, se entiende que resulta conveniente que su investigación sea realizada por la justicia provincial donde tiene su sede la administración.


    L., Juan Antonio s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37776/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Estafa procesal. Competencia criminal y correccional. 


    Es criterio de la Corte que si lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado


    N.N s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2122/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Corresponde estar a la solución propuesta en el dictamen de la causa CSJ 1329/2018/CS1, "N.N. denunciante: M., Walter Agustín s/ Fraudes al comercio (art. 301 B inc. 1)".


    N.N. Denunciante Lotería (L. S.E.) s/ Fraudes al comercio (Artículo 301 B Inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1317/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Corresponde estar a la solución propuesta en el dictamen de la causa CSJ 1329/2018/CS1, "N.N. denunciante: M., Walter Agustín s/ Fraudes al comercio (art. 301 B inc. 1)".


    L. R. C. s/ Fraudes al comercio (Artículo 301 B Inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1379/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Corresponde estar a la solución propuesta en el dictamen de la causa CSJ 1329/2018/CS1, "N.N. denunciante: M., Walter Agustín s/ Fraudes al comercio (art. 301 B inc. 1)".


    www.s.ag s/ Fraudes al comercio (Artículo 301 B Inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1413/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Impuesto a los automotores. Declaración jurada impositiva. Declaración jurada falsa. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En atención a que habrían sido ingresados al Registro Nacional de la Propiedad del Automotor los formularios cuestionados en relación con la presunta falsificación de las declaraciones juradas de guarda habitual de vehículos, cuyos titulares tenían un lugar de residencia distinto al de radicación de los automotores inscriptos, corresponde al juez federal conocer en estas actuaciones, pues aquellas circunstancias pudieron haber entorpecido el normal servicio del organismo de la Nación o de sus empleados.


    N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1408/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juegos de azar prohibidos. Contenido de sitios de internet. Competencia contravencional y de faltas. Competencia penal. 


    En virtud del último convenio de transferencia de competencias penales entre la Nación y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ratificado por las Leyes n° 26.702 y n° 5.935, respectivamente, se traspasó al Poder Judicial de ésta última, entre otros, la investigación del delito previsto y reprimido por el artículo 301 bis, incorporado al Código Penal por la Ley n° 27.346. En cuanto a los hechos de la causa, se desprende tanto de la denuncia, como de las constancias del expediente que, al menos en el ámbito de esta ciudad, y a través de una página web, podrían efectuarse -previa registración y pago- distintos tipos de apuestas on line para variedades de juegos que resultarían ilegales, por no contar con la debida autorización de LOTBA, conductas que, encuadrarían en los postulados de la mencionada figura delictiva, sobre cuya aplicación no existió discrepancia entre los jueces en conflicto. Ese delito -de estricta naturaleza común- fue incorporado por el artículo 10 de la Ley 27.346 -de modificación al impuesto a las ganancias que, a su vez, en su artículo 6 estableció un tributo indirecto que grava las apuestas efectuadas a través de cualquier tipo de plataforma digital que sean desarrolladas y explotadas mediante la utilización de internet, con prescindencia de la localización del servidor. Esa circunstancia, no obstante, no basta para surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, toda vez que el objeto de la investigación no se vincula con la omisión de pagar tributos a la Nación, sino con la conducta de quien explota, administra, opera u organiza un sistema de captación de apuestas, sin autorización legal, que podría perjudicar los intereses locales. En ese sentido, a los efectos de configurar el hecho imponible, la propia ley considera sujeto de dicho gravamen al intermediario que posibilita el pago del valor de cada apuesta -administrador de la tarjeta de crédito o compra-, quien debe ingresar el tributo en calidad de agente de percepción. Consecuentemente, el acontecer delictivo que resulta objeto de pesquisa en la causa sólo se refiere a la implementación de un sistema de captación de apuestas digital, figura penal que ha sido incluida por el legislador con el objeto de garantizar el normal desenvolvimiento lúdico, y cuya transgresión se materializaría cuando su desarrollo tuviera lugar, al margen de las autorizaciones legales emanadas de la autoridad jurisdiccional competente que, a partir de lo establecido por los artículos 75, inciso 12, 121 y 129 de la Constitución Nacional, incumben a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o, en su caso, a los estados provinciales. Por lo tanto, sólo cuando el objeto de la investigación incluya la eventual comisión de un delito de naturaleza federal, a partir de la omisión del intermediario, único sujeto obligado de efectuar el pago del tributo legislado en el capítulo II, artículo 2, y siguientes, de la Ley 27.346, con perjuicio para la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), habrá de cobrar sentido la discusión acerca de si hay razones para postular la competencia federal para conocer respecto de ambos delitos.


    N.N. Denunciante: M., Walter Agustin s/ Fraudes al comercio (Artículo 301 B Inciso 1°)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1329/2018/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual calificado. Pornografía infantil. Concurso real. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    G. G., M. W. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32393/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de los bienes registrables. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    P., Nahuel Adolfo s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25152/2018/1/CS1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desobediencia a un funcionario público. Delitos contra la propiedad. Competencia provincial. 


    Tanto si se considera una desobediencia a la orden impartida por el juez comercial o un delito contra la propiedad del denunciante, habida cuenta de que su declaración, no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente, y de sus manifestaciones resulta que la medida cautelar fue notificada a la sede de la empresa situada en la provincia, donde se liquidaban los sueldos y las retenciones mensuales, corresponde a la justicia provincial conocer en las presentes actuaciones.


    L. Q., Martín Raúl y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20565/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra el honor. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que corresponde entender en la querella por injurias, al juez del domicilio desde donde se divulgó la información injuriante. Asimismo, el Tribunal ha interpretado que cuando la alegada expresión difamatoria es realizada mediante carta documento, ella se exterioriza al presentarse en la oficina postal emisora, pues no puede eliminarse la posibilidad de que sus términos hubieran sido conocidos por alguna persona distinta al destinatario. Por ello, corresponde al magistrado provincial, en cuya jurisdicción se realizó la primera divulgación, entender en las presentes actuaciones.


    Principal en Tribunal Oral TO1- Querellado: Á., Enrique Alfredo s/ Injurias y calumnias o falsa imputación querellante: M., Francisco Julio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52138/0/TO1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    C., Luis Rodolfo s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67266/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Exacciones ilegales calificadas. Competencia criminal y correccional. 


    Cuando se investiga la posible comisión de un delito de exacciones ilegales, respecto del cual carece de competencia material la justicia nacional ordinaria de la ciudad, pues para la época en que se inició esta causa (25 de junio de 2018) ya la había asumido la justicia local (cf. ley 5.935 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las resoluciones DG 26/18, AGT 17/18 y FG 32/18 del Ministerio Público porteño), corresponde, por disposición de la citada cláusula del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, que el Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal prosiga su trámite.


    C., Marcos s/ Exacciones ilegales agravadas


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10152/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia nacional. 


    Más allá de la calificación que en definitiva pueda corresponder, no se advierte a partir de los elementos incorporados al incidente que los hechos puedan afectar intereses federales, toda vez que se refieren a cuestiones propias de la relación del abogado con su cliente.


    Hawila, Roberto Horacio s/ Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14119/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo con armas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N., Carlos Lucio Fabián s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1887/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de marca o designación. Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto el Tribunal que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado.


    D. B., Maricruz s/ Falsificación y aplicación de marcas y contraseñas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1895/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desechos peligrosos. Jurisdicción y competencia. Tribunales provinciales. Competencia provincial. 


    Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción para entender en estas actuaciones e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite. Ello sin perjuicio, claro está, de que si considera que la investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1945/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Jurisdicción y competencia. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esas deficiencias deben ser suplidas por el juez que primero conoció de la notitia criminis, a cuyos estrados acudió el denunciante para hacer valer sus derechos. Corresponde a la justicia nacional de capital, continuar conociendo en esta causa, aunque no haya sido parte en este contienda y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51354/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Estafa. 


    Es doctrina de la Corte que el lugar de comisión de la estafa es aquel donde ocurre el acto de disposición patrimonial constitutivo del perjuicio.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13281/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Estafa. Tribunales provinciales. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base.


    E., Félix Oscar y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61339/2013/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Retención indebida. Compraventa. Competencia provincial. 


    Toda vez que del contrato de compraventa y su adenda surge que el representante de la sociedad anónima se constituyó en depositario de la mercadería en las condiciones legales del depósito regular, es de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor.


    M., Fernando Jorge y otro s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64474/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abandono de personas. Muerte. Establecimientos penitenciarios. Competencia federal. 


    Las particulares circunstancias en las que se habrían desenlazado los hechos objeto de investigación no permiten descartar la afectación del normal desempeño de la unidad penitenciaría, pues cabría la posibilidad de que hubiesen sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados.


    N.N. s/ Abandono de personas con muerte


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2028/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intento de suicidio. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 734, L. XLIII, "González, Narda s/ Suicidio en tentativa".


    N.N. s/ Instigación al suicidio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50146/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Documento nacional de identidad. Competencia nacional. 


    Si bien el hecho objeto de este conflicto habría ocurrido a bordo de un buque que se encontraba amarrado en el puerto de esta ciudad, propiedad del Estado Nacional y administrado por la Administración General de Puertos S.A, de los antecedentes remitidos no se advierte que se haya afectado la navegación interjurisdiccional ni la actividad portuaria, como tampoco surge otra circunstancia que permita habilitar la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, pues está condicionada a la existencia de delitos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, circunstancias que no se dan en la presente causa.


    N.N. s/ Hurto damnificado: G., Dante Daniel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53561/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. y otros s/ Infracción Artículo 302


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 639/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    En atención a que la resolución del titular del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional significó el auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal de la sección en la que se incautó el rodado debe asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1693/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En atención a que la resolución del titular del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, significó el auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal de la sección en la que se incautó el motovehículo debe asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en lo concerniente a las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas y la diferencia que se advierte entre las numeraciones del chasis consignadas en el acta de comprobación y la consulta efectuada a la Dirección Nacional del Registro de la Propiedad del Automotor- corresponde asignar su conocimiento al Juzgado de Garantías del departamento judicial provincial, que intervino en la presente contienda.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1717/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 164)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28417/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Afectación al servicio público. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 164)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26461/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 164)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28413/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 164)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29497/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    Incidente n° 1 - N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10173/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    H. H., Ángel Julio s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68591/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual si los hechos a investigar, concurren en forma ideal deben tramitar ante el juez del lugar donde se utilizó el documento adulterado, y se ocasionó el concreto y efectivo perjuicio patrimonial.


    V., Gabino Guillermo y otro s/ Estafa y falsificación de documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70823/2016/2/CS2, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 


    Más allá de que los menores se encuentren viviendo con su madre en Buenos Aires, debe tenerse en cuenta que según resulta de los dichos del padre y del informe socio ambiental, era en la provincia de Tucumán donde residían al tiempo en que aquélla los habría removido, privando al padre del contacto y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. En consecuencia, y toda vez que también ante los estrados del fuero civil tucumano se ventila el conflicto entre los cónyuges sobre la tenencia, corresponde al juzgado de San Miguel de Tucumán continuar con el trámite.


    C., S. V. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2082/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas calificadas. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia federal en lugares reservados exclusivamente al Estado Nacional, se refiere a únicamente a hechos que hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    P. B., Cristian Mauricio s/ Amenazas con armas o anónimas (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2151/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Domicilio. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Toda vez que los mensajes recibidos circunstancialmente en la provincia de Buenos Aires formarían parte de un mismo contexto y con la participación de la misma imputada, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la causa "Cazón", resulta conveniente que su investigación sea realizada por la justicia local que previno, asumió parcialmente la competencia y que es, además, la localidad donde se domicilia y acudió a hacer valer sus derechos la denunciante.


    B., Claudia Edith s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2302/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.


    Incidente n° 13. Imputado: R., Carla Yanina y otros s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 45485/2016/TO1/13/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Dado que el titular del juzgado de instrucción desvinculó al imputado del hurto del motovehículo cometido en esta ciudad, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de esta controversia. En lo concerniente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


    G., Matías Iván s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1870/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


    Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Normal Superior n° 6 Vicente López y Planes y otro. N.N.: N.N. s / Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13548/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


    Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela de Educación Media n° 1 y otros. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11107/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


    Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela n° 60. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10936/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


    Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Comercial n° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13730/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


    Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela de Educación Media n° 4 Homero Manzi N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13882/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


    Incidente n° 1 - Damnificado: Liceo n° 4 Remedios de Escalada de San Martín. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15002/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


    Incidente n° 1 - Damnificado: C. A. R. P. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", a Fallos: 328:3960 y al fallo de la causa Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    C., Nicolás Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 99340/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Anibal s/ Encubrimiento".


    L., Ariel Fernando s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40516/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública",


    Incidente n° 1 - Damnificado: M., Silvia y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13648/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Cheque. Competencia provincial. 


    Circunstancias sustancialmente análogas a las consideradas en el fallo de la causa CSJ 863/2016/CS1, "García Márquez, Roberto s/ Su denuncia".


    H. S.A. y otro s/ Infracción Artículo 302


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 815/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    M., Nicolás Emilio s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2081/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    En lo concerniente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


    S., Miguel Ángel s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2164/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de documentos. Chapa patente. Investigación inconclusa. Competencia criminal y correccional. 


    La presente causa no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G. C., Diocles Ariel s/ Estafa y Falsificación documentación automotor. Denunciante: V., Jesús Gabriel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42436/2015/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Portación ilegitima de armas. Estupefacientes. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo Competencia n° 452, L. XLIII, "González, Bernardino y Condori, Jorge David s/ Infracción a la Ley 23.737".


    Sin desconocer la solución adoptada por la Corte en la causa CSJ 2523/2017/CS1, "González Miranda, Gustavo Agustín", esta contienda debe ser resuelta a partir del criterio establecido en la causa de la referencia.


    S., Jorge Adrián s/ Infracción Artículo 189 bis, Apartado (2) 4° Párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2062/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la Administración Pública. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Las escasas piezas de convicción que componen este incidente no resultan suficientes como para que la Corte pueda conocer con la certeza necesaria, sus características y pormenores para establecer luego si, en su caso, podrían resultar escindibles entre sí. Más allá de la solución que en definitiva se adopte, corresponde a la justicia federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: C., Alejandro y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 39434/2017/2/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso de autoridad. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia criminal y correccional. 


    Atento que la hipótesis delictiva que en principio es objeto de investigación, constituiría un delito de índole común, más allá de la subsunción típica que en definitiva se adopte, corresponde declarar la competencia de la justicia ordinaria para conocer a su respecto. En tales condiciones, y teniendo en cuenta además que por el momento tampoco se advierte alguna otra circunstancia que pudiera hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva dado que, de existir un perjuicio para el erario público, sólo resultaría de carácter indirecto, corresponde al juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar investigando en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    S., Héctor y otro s/ Incumplimiento de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 249). Denunciante: B., Pablo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10992/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    B., Cristian José Luis s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78086/2017/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Aplicación de los principios establecidos en el dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"


    Toda vez que el imputado tendría en su poder un título del automotor y una constancia de seguro y que el vehículo era utilizado como remis en una agencia, corresponde al juzgado nacional que se encuentra entendiendo en la sustracción del vehículo profundizar su investigación respecto de la posible participación del imputado, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial. Cabe recordar que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación juridica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    L., Germán Darío s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24972/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Fraude a la Administración Pública. Transferencia de competencias. Competencia contravencional y de faltas. 


    El 7 de septiembre de 2011 mediante la sanción de la ley 26.702 se dispuso transferir la competencia del delito de defraudación en perjuicio de la administración pública local, entre otros, al fuero en lo Penal, Contravencional y de Faltas, el cual fue finalmente aceptado el 7 de diciembre de 2017 a través de la ley local 5935. Habida cuenta de que dicho traspaso se iba a hacer progresivamente a lo largo del año pasado, mediante la Resolución DG n° 26/18, AG n° 17/18 y FG n° 32/18, la justicia de la ciudad a partir del 1 de marzo de 2018 asumió la competencia respecto a varios delitos, entre ellos el que motivó esta contienda. En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que la presente causa reconoce su origen en una denuncia cuya fecha es posterior al 1 de marzo de 2018, corresponde al Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas conocer en la presente causa.


    C. B., Joaquín Emiliano s/ Defraudación contra la administración pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1692/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local.


    L., Sergio Omar s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 90704/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en la causa Comp. 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis", y Fallos: 339:652.


    Si bien los hechos se presentan en principio como independientes, en virtud de la unidad contextual que éstos presentan, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la causa de la referencia.


    O., C. y otro s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2157/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones. Competencia nacional. 


    Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En principio, la competencia federal es excepcional, estricta y limitada tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. En consecuencia, en atención a que el presunto "móvil delictual" esbozado por el juez declinante no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia nacional.


    Incidente n°1. Denunciante: Identidad reservada N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32240/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la falsificación del formulario 08 no hace surgir por si sola la intervención de la justicia federal, si este aún no fue presentado ante el Registro de la Propiedad Automotor.


    N.N. s/ Falsificación documentos públicos. Denunciante: S., Eva y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64768/2016/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia contravencional y de faltas. 


    Teniendo en cuenta que mediante la sanción de la ley 26.702, se dispuso transferir la competencia del delito de violación de los deberes de funcionario público, entre otros, al fuero en lo Penal, Contravencional y de Faltas, lo cual fue finalmente ratificado por la legislatura local a través de la ley 5.935, el efectivo traspaso conforme al esquema de transferencia progresiva acordado por la resolución conjunta DG n° 26/18, AG n° 17/18 y FG n° 32/18, tuvo lugar, para el delito de que se trata, el 1 de marzo de 2018.


    Seccional 41° de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incumplimiento, etc.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27777/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Estupefacientes. Armas. Competencia provincial. 


    No es posible resolver sobre el fondo de la cuestión, pues las piezas del incidente no satisfacen el criterio de la Corte según el cual resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ello es así pues no surgen del incidente las condiciones en las que se incautaron los estupefacientes, ni su cantidad, y no se han especificado las características del arma secuestrada, elementos que resultan indispensables para determinar la competencia material.


    G., Emiliano Hernando s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2152/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Transporte de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado al prevenido no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa.


    G., Gustavo Eduardo s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2080/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incidente de competencia. Juez previniente. Competencia federal. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. De las resoluciones de los tribunales intervinientes en la contienda, no resulta posible apreciar correctamente el hecho que ha dado lugar al conflicto ni, mucho menos, su calificación legal para determinar el tribunal que en definitiva resultará competente.


    Incidente n° 1- Denunciante: L. P., Daniela Leda s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11012/2018/1/CS2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Disparo de arma. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    S., Camila s/ Disparo de arma de fuego. Damnificado: M. G., Lara Florencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52664/2017/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Compraventa de automotores. Orden de secuestro. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    B., María Verónica s/ Averiguación de delito. Denunciante: Juzgado de Instrucción n° 39


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51407/2016/2/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Denuncia. Competencia federal. 


    Remisión al precedente de Fallos: 339:1579; 340:1294, entre otros.


    Atento que la denuncia consigna un posible ingreso no autorizado a un sistema informático de acceso restringido, con la posibilidad cierta de vulnerar datos y comunicaciones electrónicas cursadas a través del sistema, resulta aplicable el criterio establecido por la Corte en sus precedentes citados en referencia, independientemente de la infracción a la ley 23.737 que podría haberse cometido.


    Incidente n° 1. O., Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28926/2016/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde devolver la causa a la justicia federal, a fin de que el tribunal de alzada se expida sobre el recurso interpuesto y, posteriormente, si así fuere el caso, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    Incidente n° 11 - Imputado: R., Pedro Emanuel y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2161/2018/11/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento privado. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Tiene establecido el Tribunal que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de documentos como el que fue objeto del delito en esta causa mientras no se haya presentado en alguna institución nacional con posibilidad de afectar su servicio. En el caso, el certificado de verificación policial apócrifo, fue presentado ante Registro Nacional de la Propiedad Automotor, el cual expidió el correspondiente título de dominio a nombre del denunciante, y no puede descartarse un entorpecimiento del normal funcionamiento de esa institución nacional.


    Y. S.A. s/ Estafa y falsificación de documento Propiedad automotor. Denunciante: S., Jorge Alberto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45957/2017/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite. Toda vez que no se advierte la ocurrencia de algún acto con relevancia típica en esta ciudad, conforme la calificación no controvertida que se infiere de la declinatoria, en tanto en la jurisdicción de Mar del Plata se habrían recibido las llamadas engañosas, las que, de acuerdo al número telefónico aportado por la denunciante, se habrían realizado desde un celular de ese ámbito territorial, donde ocurrió la disposición patrimonial, por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28986/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Autorización de actos indebidos. Competencia contravencional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1411/2018/CS1, "www. b. com s/ Fraudes al comercio".


    www.m.com s/ Autorización de actos indebidos en las sociedades


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2441/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Coacción. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En este sentido, y habida cuenta de que no surge con claridad que dichas amenazas tuvieran por finalidad obtener una concesión por parte de una repartición pública y que no se desprende de las constancias del incidente alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Tribunal Oral, conocer en la presente causa.


    A., Marcelo Ismael y otros s/ Coacción agravada


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1201/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Fraude a la Administración pública. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En tal sentido, más allá del estado embrionario de la pesquisa, los dichos de la denunciante –que no han sido controvertidos en autos- permiten considerar que los hechos que motivaron este conflicto habrían originado operaciones irregulares ante la AFIP; Frente a tales condiciones, cabe concluir que los hechos en estudio pudieron haber obstruido el normal desarrollo de ese organismo federal de fiscalización de ingresos públicos cuyo conocimiento en definitiva atañe al fuero de excepción.


    Empleados de D. A. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1508/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Extorsión. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En atención a que los actos con relevancia típica pudieron haber ocurrido en distintas jurisdicciones y que no serían expresión sino de un único hecho en sentido normativo, debe intervenir un solo tribunal, designado por razones de economía procesal. Con arreglo a tal criterio, dado que la mayoría de los incidentes tuvo lugar en la provincia y teniendo en cuenta que las autoridades judiciales locales ya han prevenido en la investigación de varios de ellos, corresponde al juzgado continuar a cargo de la causa que originó la contienda.


    M., Hugo y otros s/ Extorsión


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62474/2016/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia de menores. 


    La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión planteada carece aún de la investigación suficiente para conocer los pormenores de los hechos denunciados con la certeza necesaria que esta etapa procesal requiere y subsumirlos prima facie en alguna figura penal determinada, que permita finalmente expedirse respecto del tribunal materialmente competente para investigarla; No se cuenta con los elementos de juicio suficientes que permitan comprobar mínimamente que entre los teléfonos incautados se hallara el que había sido sustraído, ni que los restantes correspondieran a legítimos usuarios de una empresa de comunicaciones, o que hayan sido adulterados en alguno de sus componentes a fin de obtener eventualmente un beneficio económico; pues tal como lo afirmó el magistrado federal no se efectuaron las correspondientes medidas de producción que resultan indispensables para esclarecer esos aspectos. Por lo tanto, la calificación legal propuesta por la juez de menores no se apoya razonablemente en las constancias del expediente, desde que la hipótesis delictiva de receptación dolosa de los equipos terminales de comunicaciones móviles de procedencia ilícita en los términos prescriptos por el artículo 12 de la ley 25.891, no se encuentra mínimamente corroborada. Por otra parte, tampoco consta que la imputada haya sido indagada acerca de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habría conseguido tener los dispositivos en su poder y la averiguación de sus precisas, lo que contribuiría no sólo a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad sino también, y según el caso, a identificar a sus autores fundamentalmente al ponderarse lo manifestado, en cuanto a que el autor del despojo había sido un joven, quien aún no ha sido identificado.


    G. C., Sonia A. s/ Encubrimiento e infracción Artículo 12, Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48298/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.


    Incidente n° 1. Denunciante: Fiscalía Federal n° 1 La Plata s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 68746/2017/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos de prueba remitidos en el legajo no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los imputados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación, constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la posible intervención del tenedor en el delito del que la cosa proviene. Tampoco surge que se hubiera escuchado a los imputados acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que fueron identificados junto al rodado, o en su caso, cómo habrían entrado en posesión del vehículo y no hay constancias de que se hubieran recabado los eventuales registros que pudieren hallarse en cámaras de seguridad, ni que se hubiera practicado una rueda de reconocimiento, cuyo éxito no depende de las apreciaciones subjetivas efectuadas ex ante por los damnificados. La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital, y cuyo juzgamiento corresponde a los tribunales de la Nación, afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    G., Jonathan Alberto s/ Averiguación de delito


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2405/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Uso de documento adulterado. Tarjeta de crédito. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta la documentación que se adjunta al presente, de la que surge que para adquirir un servicio de telefonía se habría exhibido un documento nacional de identidad con un mismo número de registro pero con una foto que no se corresponde con la apariencia de la persona, según las imágenes remitidas por el Registro Nacional de las Personas y la copia del DNI que aquélla aportó al brindar su testimonio, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, la falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos y su uso ulterior es de exclusiva competencia del fuero de excepción -artículos 33, inciso d) y 42 de la ley 17.671 y sus modificatorias-, aún si se hubieren utilizado fotocopias de ese instrumento.


    N.N. s/ Defraudación (Artículo 173, Inciso 15), uso de documento adulterado o falso (Artículo 296) y falsificación de documento destinado a acreditar identidad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56472/2016/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    N.N. s/ Robo y violación de correspondencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62972/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    De acuerdo con la calificación escogida por ambos magistrados y el tiempo transcurrido desde la formulación de la denuncia sin que se recabaran elementos suficientes para poder dilucidar los hechos e identificar a sus posibles autores, la solución más conveniente para esta investigación será atribuirla al juez bonaerense, en cuyo ámbito territorial se retiró el dinero por ventanilla el mismo día en el que se realizó la transferencia, único lugar de relevancia conocido hasta el momento y donde, además, se domiciliaría el titular de la cuenta destino.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2140/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    El presente conflicto negativo de competencia suscitado entre los titulares del Juzgado de Garantías del departamento judicial provincial, y del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2610/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Establecimientos penitenciarios. Personal penitenciario. Competencia federal. 


    Más allá de los escasos elementos remitidos y de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable, los hechos objeto de investigación no permiten descartar la afectación del normal desempeño del establecimiento penitenciario, pues cabría la posibilidad de que hubiesen sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados.


    N.N. s/ Lesiones leves, severidades, vejaciones y/o apremios ilegales a presos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2230/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    El presente conflicto negativo de competencia suscitado entre los titulares del Juzgado de Garantías provincial y del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    N.N. s/ Robo en circunstancias del Artículo 163 (Artículo 167, Inciso 4)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 6/2019/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Tarjeta de crédito. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe un conflicto jurisdiccional correctamente planteado que determine la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 -texto según ley 21.708-, pues la discrepancia respecto de la competencia debe suscitarse sólo entre jueces o tribunales.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1821/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta el modo en el que habrían ocurrido los hechos, que la denunciante fue la víctima del engaño y que de sus dichos no controvertidos, surge que la autora de la presunta maniobra le habría exhibido un documento nacional de identidad con una foto que se correspondía con su apariencia pero que difería de las imágenes fotográficas aportadas por el Registro Nacional de las Personas, concurre en el caso el grado de verosimilitud suficiente requerido en este estadio procesal para sostener, que se habría utilizado un Documento nacional de identidad presuntamente apócrifo, por lo que resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual el delito de uso y/o falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos es de exclusiva competencia del fuero de excepción -artículos 33, inciso d) y 42 de la ley 17.671 y sus modificatorias-, aún si se hubieren utilizado fotocopias de ese instrumento.


    N.N. s/ Estafa y uso de documento adulterado o falso


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42797/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Mauro Gastón s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26803/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economia procesal. Competencia nacional. 


    Toda vez que no existe controversia acerca de la calificación que, prima facie, correspondería a los hechos, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en los que se ha realizado alguna parte de la acción típica y que, para discernir la competencia, debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    O., Javier Alejandro y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40736/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la jurisprudencia de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber y que, en que esa conducta se verificó en distintas jurisdicciones, la controversia debe ser resuelta ponderando cuestiones que aseguren una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    F., Matías Miguel s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47891/2017/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la integridad sexual. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia" y en tanto en el presente caso se advierte la presencia de mujeres de nacionalidad paraguaya como presuntas víctimas, corresponde al juzgado federal proseguir la investigación.


    Avenida F. B. 4XXX X° piso departamento X (ocupantes de la finca) y otro s/ Infracción Ley 12.331


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16129/2017/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local.


    R., Birgilio s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2296/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    S., Facundo Antonio s/ Robo automotor


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2273/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo con armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    M., Rubén Gastón s/ Robo con arma


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78722/2017/2/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G. M., Sergio s/ Encubrimiento - Artículo 277, Inciso 1, Apartado C


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73514/2017/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    B., César Rubén y otro s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 3)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2197/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo concerniente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


    C., Julio Roberto y otro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2083/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    Incidente n° 1 - Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional Federal n° 10, y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14088/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local.


    R., Ezequiel s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50363/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Torturas. Amenazas. Establecimientos penitenciarios. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que, según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los antecedentes remitidos surge que los hechos ocurrieron en jurisdicción provincial, corresponde al Juzgado de Garantías provincial asumir el conocimiento de la investigación e incorporar los elementos necesarios para proseguirla.


    Servicio Penitenciario Bonaerense s/ Imposición de tortura (Artículo 144 ter, Inciso 1°) y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44007/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    S., Nahuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40045/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento.


    En cuanto a la presunta falsificación de la cédula de identificación de la moto incautada y la supresión de la chapa patente, que no resultaron específicamente objeto de la contienda, corresponde también al juzgado federal atribuir su conocimiento, dado el carácter federal del referido documento.


    E., Daniel Alejandro s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2063/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Competencia ordinaria. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia federal no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional.


    G., Gabriel Ernesto s/ Falsificación documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1412/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S. A., Gabriel José s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36465/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento.


    Corresponde al fuero federal asumir la investigación respecto de la cédula de identificación automotor apócrifa incautada y de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, atento la estrecha vinculación que existiría entre ambas infracciones, y que desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de ambos delitos quede a cargo de un único tribunal, de acuerdo al criterio acogido por la Corte en las causas Comp. N° 1630, L. XL, "Comisaria de Puerto San Julián s/ Investigación"; y Comp. N° 212 L. XLI "Thompson Andrés; Flora Dinámica S.A. y Toyota s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública".


    S., Cesar Gerardo Rubén s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26735/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la integridad sexual. Prostitución. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en los fallos de las competencias n° 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y n° 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia".


    N.N. s/ Promoción o facilitación de la prostitución de mayores Artículo 125


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2443/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violencia familiar. Competencia contravencional y de faltas. 


    Habida cuenta de que el magistrado de la ciudad declinó su conocimiento en base a criterios de mejor administración de justicia basadas en una situación procesal que ya no se mantiene, corresponde al Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas continuar a cargo de la causa.


    L., Gustavo Ariel s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1737/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Querella. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CPE 757/2015/1/CS1, "Incidente N° 1 - Querellado: Pruvost, Lucas Ezequiel s/ Incidente de competencia".


    B., Daniel Eduardo y otros s/ Querella


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1226/2017/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso de autoridad. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Personal policial. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las manifestaciones vertidas por el denunciante surge que las lesiones constatadas por el Cuerpo Médico Forense ocurrieron en jurisdicción provincial, corresponde al Juzgado de Garantías conocer en esta causa.


    Policía de la Provincia de Buenos Aires s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de los funcionarios públicos (Artículo 248). Denunciante: C., Marcelo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6245/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CPE 771/2013/1/CS1, "Alomar, Walter Fabián y otros s/ Infracción art. 302 - Incidente n° 1-".


    R., Eric Simón s/ Infracción Artículo 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27636/2017/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento.


    G., Gastón Hernán s/ Encubrimiento


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 107560/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Pedro Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2123/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    B., César Rubén y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2086/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    P., Jorge Diego s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2085/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Dylan y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2052/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. Por otro lado, de acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    L., Agustín Nicolás s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 49057/2016/TO1/2/CS2, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    B., David Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47104/2018/2/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    C., Agustín Rodrigo A. s/ Hurto automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43574/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Daniel Osvaldo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 6680/2017/3/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C., Emanuel y otros s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63133/2013/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual calificado por parentesco. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que la magistrada provincial reconoce que el presunto abuso sexual objeto de conflicto habría sucedido en territorio bonaerense, aunque en distinta jurisdicción a la suya, a ella le corresponde proseguir la investigación, sin perjuicio de la cuestión que eventualmente decida plantear con otro tribunal del mismo departamento judicial, de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    G., P. A. s/ Abuso sexual Artículo 119 5° por circunstancias Inciso a, b, d, e, f, 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37272/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24589/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Héctor Eduardo s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11426/2016/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17759/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Falsificación de instrumento público. Documentos de identidad. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12932/2014/1/CS1, "A. A., Guido Antonio s/ Estafa".


    N.N. s/ Hurto y falsificación documento destinado a acreditar identidad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54253/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Documentos de identidad. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 15326/2017/1/CS1, "N.N. s/ Defraudación".


    N.N. s/ Estafa e infracción Ley 20.974


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50762/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 15326/2017/1/CS1, "N.N. s/ Defraudación".


    N.N. s/ Hurto, infracción Ley 20.974


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50761/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cheque de pago diferido. Competencia en lo penal económico. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia CCC 24008/2018/1/CS 1, "F., Adrián y otros s/ Infracción art. 302".


    R., Darío David s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40800/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34168/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Allanamiento. Estupefacientes. Juez previniente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 398 L. XLII, "C., Gabriel s/ Averiguación presunta infracción Ley 23.737".


    Incidente n° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 46162/2017/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la integridad sexual. Trata de personas. Víctima menor de edad. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido por la Corte en las competencias n° 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y n° 1016,L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana si denuncia", corresponde al juzgado federal proseguir la investigación y adoptar las medidas pertinentes para ubicar el paradero de la joven víctima y constatar su situación actual, sin perjuicio de cuanto surja ulteriormente. Cabe recordar que, como lo ha sostenido la Corte, mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión de la trata de personas resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes a ese delito, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretenda atribuir sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurado ese ilícito.


    N.N. s/ Artículo 145 ter 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2287/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Competencia por el territorio. Juez previniente. 


    Aplicación del criterio establecido por la Corte en los fallos de las Competencias n° 475; L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis" y Fallos 339:652.


    M., G. D. s/ Amenazas (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2236/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Encubrimiento. Competencia criminal y correccional. 


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia - que presupone que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente - en tanto el magistrado federal se limitó a manifestar que el encubrimiento del robo calificado era ajeno a la competencia de ese fuero.


    F., Gastón y otros s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2134/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual calificado. Víctima menor de edad. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    S., J. L. s/ Abuso sexual - Artículo 119 3° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1694/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Victima menor de edad. Residencia habitual del niño. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Analizados en su integralidad, los hechos se enmarcarían en un mismo contexto de violencia familiar, por lo que, de acuerdo con la doctrina de la Corte en la materia, deberían ser juzgados por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


    B., A. N. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1002/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    B., Gustavo Leonardo s/ Infracción Artículo 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37965/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones leves. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    V. B., D. s/ Lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1898/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Internet. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    O., Matías Jesús s/ Estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1855/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desobediencia a un funcionario público. Restricción de acercamiento. Competencia criminal y correccional. 


    Más allá de lo manifestado por la Corte en la causa CFP 9688/2015/1/CA1-CS1, "José Mármol 824 (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia", sobre la situación de los jueces nacionales que ejercen la competencia ordinaria a una ciudad, el punto segundo del Convenio de Transferencia de Competencias aprobado por la ley 26.502 y ratificado por la ley 5.935 establece claramente que el delito de desobediencia, en este caso de un mandato judicial, es de competencia local, siempre y cuando dicha conducta esté referida a una orden dictada por los tribunales locales, lo que aún no ocurre en relación con los jueces nacionales en lo civil.


    G., Luis Oscar s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1735/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Competencia criminal y correccional federal. 


    Tiene establecido la Corte, que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el primer tipo se cumple como una forma de agotamiento del segundo.


    C., Pablo Daniel s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1595/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    B., G. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1461/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde devolver la causa a la justicia de la ciudad, a fin de que el tribunal de alzada se expida sobre el recurso interpuesto y, posteriormente, si así fuere el caso, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    M. P., Yulisa Esperanza y otras s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 128/2019/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 


    En atención a que el magistrado nacional descartó la participación de la imputada en relación con la sustracción del teléfono celular y resta determinar su responsabilidad por un hecho distinto a la luz de las disposiciones contenidas en la ley 25.891, tarea específicamente atribuida a la justicia federal (artículo 15), corresponde al juez del fuero asumir su jurisdicción.


    C., Isabel Mónica s/ Infracción Ley 25.891 Artículo 12 e infracción Ley 25.891 Artículo 13


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12418/2016/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Cheque sin fondos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Este conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    P., Leonardo Santiago s/ Infracción Artículo 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48838/2017/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales. Por aplicación de estos principios, y habida cuenta de que el hurto del chaleco de uso especial tuvo lugar en una provincia, corresponde declarar la competencia de la justicia local, sin perjuicio de que, si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de esa misma provincia, se la remita de conformidad con las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación resulta ajena a la jurisdicción nacional.


    P., Francisco Martín y otro s/ Encubrimiento e infracción 189 bis Código Penal


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38867/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Médicos. Establecimientos penitenciarios. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La presente causa no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Hospital Penitenciario Central del Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad de Buenos Aires s/ Abandono de personas e incumplimiento de autor y Violación de los deberes de los funcionarios Públicos (Artículo 249) Denunciante: Juzgado Criminal y Correcc


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35523/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Fraude a la administración pública. Competencia federal. 


    Más allá del estado embrionario de la pesquisa, no es posible descartar -en virtud de los hechos que motivan este conflicto- que se haya visto obstruido el normal desenvolvimiento de un organismo de la Nación o de sus empleados. Así, pues a partir de la lectura del expediente es posible verificar que el imputado habría presentado ante la seccional en la que cumplía funciones dos certificados médicos presuntamente falsos, con el fin de justificar sus inasistencias, y que ello habría dado lugar a las actuaciones labradas ante la Superintendencia de Asuntos Internos de la División de Operaciones Judiciales de la Policía Federal Argentina, que han sido incorporadas a la causa.


    A., Marcelo s/ Falsificación de documentos y defraudación contra la administración pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20695/2015/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Documento nacional de identidad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 15326/2017/1/CS1, "N.N. s/ Defraudación".


    O., E. S. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3493/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53050/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones leves. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia 317, L. L, "N.N. s/ Lesiones leves".


    N.N. s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43874/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33583/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo concerniente a la supresión de las placas.


    R., Eugenio Raúl s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28302/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Corresponde al juzgado federal conocer respecto del delito de encubrimiento.En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de conformidad con la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local.


    P., Rodrigo Damián s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 66741/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"


    B., Adriana Débora Sabrina s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2573/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"


    L., Germán s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2572/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    D. F., Daniel Alberto s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2297/2018/1/CS2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Corresponde al Tribunal Oral Federal conocer respecto del delito de encubrimiento. Corresponde a la justicia provincial el conocimiento de la presunta infracción prevista en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    C., Jonathan David s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73640/2015/TO1/3/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    L., Jonathan Andrés y otro s/ Averiguación delito


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52072/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., César Oscar s/ Hurto de automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29815/2018/2/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FRO 51000827/2008/1/CS1, "P. T., Luis María y otro s/ Falsificación documentos privado. Denunciante: C., Lilia".


    L., Enrique Marcos León s/ Falsificación documentos públicos. Denunciante: A. M., Carlos Román y otro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 15646/2011/PL1/1/CS2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Coacción. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga a la resuelta en el fallo de la causa 475 L. XLVIII "Cazón, Adella Claudia s/ Artículo 149 bis".


    R., Rubén Ariel s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1720/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    Incidente n° 1 - Imputado: N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15613/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12123/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos económicos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1632/2018/CS1, "E. G., Ariel s/ Averiguación de delito".


    D., Mariana y otros s/ Fraudes al comercio (Artículo 301 B Inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2622/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia por conexidad. Hurto. Tribunales provinciales. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad en materia penal son de aplicación exclusiva a la distribución de competencia entre jueces nacionales, pues la que establece la Constitución entre la Nación y las provincias no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal.


    N.N. s/ Hurto -Artículo 162-


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2588/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Competencia federal. 


    El caso sub examine da cuenta de un cuadro de situación que impide descartar, al menos de momento, la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas y permite concluir que el presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido por la Corte. En consecuencia, corresponde al juzgado federal asumir su jurisdicción para continuar la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19627/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Extorsión. Competencia provincial. 


    Más allá de la significación penal que, en definitiva, quepa dar a los hechos denunciados, lo cierto es que, tal como lo señala el juzgado federal, de las constancias del expediente no se desprende elemento alguno que justifique esa competencia de excepción, y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva. Por ello, compete al juzgado de garantías provincial entender en estas actuaciones.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP. FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 43986/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La presente contienda negativa de competencia, no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24 inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juez federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    L., Patricio s/ Incumplimiento de autoridad y violación de deberes


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17570/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta la multiplicidad de lugares de perpetración del presunto delito de privación ilegal de la libertad, corresponde aplicar al caso la doctrina de la Corte según la cual resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. Por aplicación de este principio, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de estas actuaciones.


    C., J. A. s/ Privación ilegal agravada (Artículo 142 Inciso 2)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60520/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Competencia provincial. 


    En atención a que la Corte tiene establecido que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que los dichos del denunciante pueden ser tenidos en cuenta a esos efectos, mientras no hayan sido desvirtuados por otros elementos de la causa, corresponde al juzgado provincial, continuar la presente investigación.


    W., A. s/ Abuso sexual- Artículo 119 3° párrafo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27710/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común. La Corte tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.


    Incidente n° 1 Imputado: B., Gastón s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 23643/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Establecimientos penitenciarios. Personal penitenciario. Competencia nacional. 


    No se encuentra controvertido en el caso que la conducta violenta del interno -más allá de las calificaciones legales que en definitiva quepa asignarle- tuvo como víctima a un agente del Servicio Penitenciario Federal que se hallaba en pleno desempeño de sus funciones propias en un establecimiento penitenciario de una ciudad, que administra en ese territorio una autoridad nacional. Por aplicación de la cláusula pertinente del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, su conocimiento corresponde a los magistrados del Poder Judicial de la Nación. Con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la capital entender en la presente causa.


    F., Elías Joaquín s/ Atentado agravado a mano armada


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2468/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia de estupefacientes para uso personal. Competencia provincial. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras son ajenas al derecho federal. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país.


    B., Guido Matías s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2413/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los términos de la denuncia -no controvertidos por otros elementos de la causa- surge que los eventos denunciados responderían a un conflicto privado y que no resulta afectada ninguna institución de carácter federal, ni se pone en riesgo la seguridad o integridad del Estado Nacional, conforme lo requiere la doctrina de la Corte para habilitar la intervención de la justicia de excepción, corresponde al juzgado provincial, que previno, continuar conociendo en las actuaciones.


    N.N. s/ Amenazas-Denunciante: C., Aldo Javier


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2390/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    En la medida en que se comprobó que el vehículo presentaba colocadas placas que no se correspondían con sus originales, el magistrado federal deberá investigar la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho, y la falsedad de los instrumentos registrales, dada la coincidencia entre la identificación del dominio colocado en el bien y las que constan en la cédula de identificación y título de propiedad automotor incautados pues desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal.


    S., César Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2291/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia de estupefacientes. Competencia federal. 


    En relación con la cantidad de plantas secuestradas y la infraestructura montada para su cultivo, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la Competencia n° 392 L. XLIX, "Aguirre, Pablo Alberto si siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes". Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.


    G., Javier Alejandro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2181/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Apremios ilegales. Personal penitenciario. Servicio penitenciario federal. Competencia nacional. 


    En el sub examine se investiga la comisión de presuntos apremios ilegales imputados a un agente del Servicio Penitenciario Federal en cumplimiento de sus funciones propias en una unidad penitenciaria, que administra en ese territorio una autoridad nacional. Con arreglo a la doctrina que a ese respecto ha desarrollado la Corte, el conocimiento de los casos de esa naturaleza compete a la justicia nacional ordinaria de la capital.


    Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Apremios ilegales a detenidos (Artículo 144 bis Inciso 3)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45720/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Más allá de los escasos antecedentes remitidos y de la calificación legal que quepa asignar a los hechos que son objeto de esta controversia, cabe recordar que tiene dicho el Tribunal, en reiterados precedentes, que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restringida, por lo que, al no vislumbrarse ningún supuesto que pueda suscitar interés nacional en los términos del artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación, la justicia nacional ordinaria de la capital debe proseguir esta investigación.


    N.N. s/ Estafa, infracción Ley 20.974 (Artículo 33 Inciso c) e infracción Ley 20.974 (Artículo 32 Inciso d)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40037/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Detenido. Personal de Prefectura Naval. Competencia federal. 


    En atención a que no se encuentra controvertido en el caso que el detenido se hallaba a disposición de la magistratura federal, y que la conducta del cabo lo fue en el marco del pleno desempeño de sus funciones como personal de guardia de la División Investigación Penal Administrativa de la Prefectura Naval, no puede descartarse que el hecho que es objeto de esta controversia, más allá de la calificación legal que en definitiva quepa asignarle, haya comprometido el buen servicio de empleados de la Nación en un establecimiento nacional, a punto tal que en el ámbito de esa fuerza de seguridad fueron iniciadas actuaciones sumariales en su contra, por lo que, de conformidad con el artículo 30, inciso 30, de la ley 48, corresponde atribuir competencia para conocer del asunto a la justicia de excepción.


    H., Lucas Andrés s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12250/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando, tal como ocurrió en el caso, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    U., Marcelo s/ Uso de documento adulterado o falso (Artículo 296) y falsificación documentación automotor


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 31235/2018/1/CS1-CA1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se habría cometido esa infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: F., Oscar Eduardo


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1713/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Usurpación de inmueble. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    Conforme se desprende de los informes, el terreno cuya ocupación ilegal se denuncia no es propiedad del Estado Nacional. En consecuencia los hechos objeto de esta contienda no son, susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación, ni afectar su funcionamiento, sin perjuicio de que sobre dicho predio exista una servidumbre de paso a favor de la Administración General de Puertos Sociedad del Estado. Por lo tanto, corresponde al Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas que previno, continuar con la presente causa.


    N.N. s/ Infracción Artículo 181 Código Penal. Denunciante: Paula Valeria S.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2034/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Investigación inconclusa. Competencia contravencional y de faltas. 


    Las constancias agregadas al incidente de la presente contienda negativa de competencia trabada no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Corresponde a la justicia en lo contravencional y de faltas de esta ciudad que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    S., Hernán s/ Infracción Artículo 1, Ley 13.944


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1998/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. N° 270, L. XXXVIII, "Quaranta, Horacio Norberto s/ Defraudación por retención indebida" y Comp. N° 1906; L. XLI, "Rodríguez, Roberto Claudio s/ Denuncia",


    Es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    V., Alejandro s/ Falsificación documento automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1625/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    L., Christian Mario s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39453/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional n° 23


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29915/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Retención indebida. Aeronaves. Domicilio del deudor. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. También tiene resuelto el Tribunal que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    M., Alejandro y otros. Procesado: C., Gustavo Fernando s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16172/2010/TO1/5/CS2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    Toda vez que es doctrina de la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de la declaración de la denunciante que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente, surge que la entrega en depósito de los bienes muebles habría ocurrido en territorio bonaerense, opino que corresponde a la justicia provincial conocer en estas actuaciones.


    D. G., Claudio y otro s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18890/2017/2/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cultivo de estupefacientes. Competencia provincial. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito. A su vez, la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras son ajenas al derecho federal. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. De acuerdo con ello, en la medida en que no surge de las constancias agregadas al incidente, que el fin del cultivo fuera el de su comercialización, corresponde devolver las actuaciones a la justicia local a fin de que continúe conociendo en ellas.


    Incidente n° 2 Imputado: G., Daniel Alfredo s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 91243/2018/2/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las controversias de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Sin embargo, no puede aplicarse al caso esa doctrina, pues el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En esas condiciones, corresponde continuar la pesquisa al juez que previno.


    M., Mirla Beatriz y otro s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37379/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión no federal. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. También ha sostenido la Corte, a través de numerosos precedentes, que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. Bajo tales condiciones, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda, y siendo que por el momento no se presenta ninguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, debe ser la justicia nacional la que conozca en las presentes actuaciones.


    P., Aleli Natalia y otros s/ Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14093/2018/2/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Abuso sexual. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Por otro lado, la regla contenida por el artículo 34 de la ley 23.737 es clara en tanto establece que sólo los delitos previstos y penados por ella serán de competencia de la justicia federal. En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En consecuencia, teniendo en cuenta que la justicia federal ya se encuentra conociendo respecto de la infracción a la ley 23.737, y que el presunto “móvil delictual” no alcanza para precisar una infracción concreta de naturaleza federal que motive la aplicación del criterio excepcional y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que los delitos en estudio se hayan producido con el objeto de interferir aquella investigación, corresponde seguir conociendo a la justicia nacional en lo criminal y correccional respecto de los hechos que han sido objeto de esta controversia.


    Incidente n° 1. Denunciado: M. P., L. E. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39435/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que se infiere de sus resoluciones que ambos magistrados no discrepan acerca de la calificación del hecho investigado, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración. Al respecto, corresponde al juzgado provincial asumir el conocimiento de esta causa pues los actos con relevancia típica se habrían exteriorizado en esa jurisdicción sin perjuicio de que si entiende que deben ser asignados a otro juez de la provincia, se las remita de acuerdo a las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    V., Hernán s/ Retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41882/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia ilegítima de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Por otra parte, tiene resuelto la Corte que la vinculación exigida por la ley 23.817 para que el fuero de excepción sea competente en la infracción prevista y reprimida en el artículo 189 bis del Código Penal, consiste en que las armas y municiones hayan sido utilizadas para la comisión de un delito federal y; surge del acta de secuestro, de las declaraciones indagatorias y del requerimiento de elevación a juicio, que la numeración registral de una de las armas incautadas había sido suprimida. En tal sentido, luego de la reforma introducida por la ley 25.886, esa figura se encuentra ahora incluida entre aquellas de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación y es escindible de los restantes hechos objeto del proceso. Sin embargo, dada la estrecha vinculación que existe entre ese delito y el de tenencia ilegítima de las armas, al encontrarse relacionados con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por todo lo expuesto, debe declararse la competencia de la justicia de excepción, que no desconoció el carácter federal de esta figura penal, para que conozca en estas actuaciones.


    C. S., Yanina Soledad y otro s/ Infracción Artículo 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 379/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia contravencional y de faltas. 


    Mediante el Convenio n° 14 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de los delitos claramente allí enumerados, entre los cuales se incluye la figura de amenazas. Por lo tanto, habida cuenta de que es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia penal contravencional y de faltas conocer en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    V. S., M. F. s/ Infracción Ley 26.485


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31900/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Acopio de armas. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, tiene dicho el Tribunal que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica. En tales condiciones, y teniendo en cuenta que las actuaciones se encuentran en estado de juicio, debe ser la justicia local la que continúe conociendo al respecto.


    G., Héctor Osmar s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2288/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Competencia provincial. Falsificación de instrumento público. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que la justicia nacional que intervino con motivo de la denuncia del damnificado por el siniestro ocurrido en esta ciudad, desvinculó al conductor del delito de encubrimiento del suceso que involucra a su padre, más allá de que el juez local hubiera archivado las actuaciones relativas al hurto de la camioneta que anteriormente había sido secuestrada en la localidad bonaerense, tras comprobarse que presentaba adulteradas las identificaciones de chasis y motor -el dominio colocado también sería apócrifo- que coincidían con las originales de otra camioneta de la misma marca y modelo, el juez local que tenía a su cargo la investigación por el hurto del vehículo cometido en esa jurisdicción, debería continuar con el trámite de esa causa y realizar todas las medidas necesarias tendientes a ubicar al imputado y eventualmente, proceder al secuestro del rodado, para resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja. Por otra parte, en cuanto a la utilización de una cédula de identificación del automotor falsificada corresponde a la justicia federal de la sección en la que se presentó dicho instrumento, investigar su falsificación, aun cuando se cuente solo con la fotocopia aunque no haya sido parte en la contienda. Asimismo, con relación a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, en atención a la estrecha vinculación que existiría entre esas infracciones y la falsedad de la cédula de identificación automotor, cuyas identificaciones individualizadoras del vehículo concuerdan con las consignadas en esa documentación, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que la investigación quede a cargo de un único tribunal. En tales condiciones, el juez local debe ceder su investigación respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, a favor de la justicia de excepción.


    R., Nicolás Fabián y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8052/2014/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia de menores. Falsificación de instrumento público. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Sobre el fondo de la cuestión, resulta oportuno recordar el criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento. Sin embargo, si bien el titular del juzgado nacional en lo criminal y correccional desvinculó al imputado del hurto ocurrido en esta capital, esa resolución no puede ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte pues éste se hallaba acompañando por dos jóvenes al momento del hallazgo del vehículo en relación con quienes la Unidad Fiscal de Responsabilidad Juvenil habría informado que no se adoptó temperamento alguno. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación –ley 24.050, modificada por la ley 24.170- corresponde a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda, expedirse acerca de la situación procesal de los tres prevenidos, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior, razón por la cual el juez nacional en lo criminal y correccional debe ceder su intervención con relación al delito contra la propiedad. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal –sustitución de placas- de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su conocimiento corresponde a la justicia local.


    G., Hugo Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2251/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    S., Alberto Martín s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2038/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional, que previno a cuyos estrados concurrieron las denunciantes para hacer valer sus derechos incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    L. S.A. Ambiental y otros s/ Defraudación en calidad de las cosas


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7840/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Por lo tanto, corresponde devolver el incidente al tribunal nacional, que previno, para que continúe investigando.


    Incidente n° 1 N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7330/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación fiscal. Competencia en lo penal económico. Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Banco Central de la República Argentina. 


    Independientemente del modo en que habrían ocurrido los episodios y más allá de las eventuales responsabilidades que les quepan a los involucrados en los acontecimientos, corresponde que el juzgado en lo penal económico continúe conociendo en las presuntas maniobras de tipo impositivo que se ventilan en esta causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior, inclusive en orden al territorio, desde que, por otra parte, los elementos del incidente resultan imprecisos respecto de la correcta ubicación de la agencia de la AFIP en la que se habrían advertido las irregularidades y donde se hallaría la documentación que daría cuenta de ellas, así como donde cabría presumir que la empresa, poseería su domicilio fiscal. Finalmente, en cuanto al eventual negocio cambiario ilegal que también refiere la denuncia, el titular de dicho tribunal deberá proceder de acuerdo con lo descripto por el ordenamiento vigente del régimen penal cambiario que no establece la intervención judicial sino a partir de la clausura del sumario que debe tramitar el Banco Central de la República Argentina.


    T. T. s/ Infracción Ley 24.769 - Pretenso querellante D., Laura Cecilia y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16691/2017/2/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Declinatoria. Diligencias de la instrucción. Reasunción de la instrucción. Competencia ordinaria. 


    No existe una cuestión de competencia que la Corte deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues frente al rechazo de la declinatoria por parte de la juez federal, el magistrado local realizó medidas instructorias, lo que importó reasumir el conocimiento de la causa. Por ello, la resolución constituyó una nueva declinatoria que debió ser puesta en conocimiento de la juez de excepción. Por ello, corresponde devolver las actuaciones a la justicia ordinaria, a sus efectos.


    Incidente n°2 - Imputado: R. H., José Andrés s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 80720/2018/2/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Según doctrina de la Corte corresponde investigar la infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y, donde además se domicilia el damnificado y se encuentra radicado su vehículo.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: R., Mario Ovidio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22955/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Uso de documento falso. Competencia federal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene establecido el Tribunal, a través de numerosos precedentes, que atento el carácter federal que reviste un documento público nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso y, que la circunstancia de que se hubiera utilizado fotocopias de ese instrumento habilita de igual modo la jurisdicción federal. Por otra parte, si las conductas encuadran en el delito de estafa mediante la falsificación o el uso de documento falso, deben ser investigadas por los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se hizo valer el documento incriminado. Desde esta perspectiva, debe conocer la jurisdicción federal. En cuanto a los demás hechos, las declaraciones del denunciante no resultan suficientes, a esta altura de la investigación, para la solución de la contienda, pues no se encuentran acreditadas aún las jurisdicciones donde habría sido utilizado el documento nacional de identidad apócrifo o fotocopias de ese instrumento, circunstancia que habilitaría la intervención del fuero de excepción, razón por la que corresponde al juez provincial, que previno, continuar la investigación, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    N.N. s/ Uso de documento público falso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2454/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cohecho activo. Cuestión federal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    P., Alicia Beatriz s/ Cohecho activo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5057/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Régimen penal tributario. Competencia penal tributaria. 


    No se verifica en el caso el presupuesto de atribución recíproca necesaria para una concreta contienda de competencia. Ello es así, pues el juzgado en lo penal económico no cuestionó la materia, sino que, por el contrario, admitió que los episodios pudieron haber constituido infracción al régimen penal tributario, mientras limitó su rechazo a estimar que los montos evadidos no alcanzarían a cubrir la condición objetiva de punibilidad que establece el tipo penal de evasión para su configuración. Corresponde que ese tribunal asuma su jurisdicción en la causa. Por lo demás cabe recordar, frente al supuesto de que aquél resolviese descartar fundadamente la figura penal de su competencia especial -y dado que inclusive señaló que los hechos no se agotaban en el perjuicio a la hacienda pública- que el ingreso de datos falsos ante el organismo fiscal de la Nación podría afectar su normal desenvolvimiento y en consecuencia hacer surtir la jurisdicción federal.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.769 - Damnificado Cunxing C


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32253/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Personal penitenciario. Competencia ordinaria. 


    En la presente contienda resulta de aplicación el criterio de la Corte que establece que los delitos ejecutados en perjuicio de la administración de justicia nacional son, en principio, de competencia de los tribunales nacionales ordinarios.


    Servicio Penitenciario Federal s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público e incumplimiento


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7617/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Devolución del expediente. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Circunstancias análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Competencia CCC 7330/2017/1/CS1, "Incidente n° 1 NN: N.N s/ Incidente de incompetencia". Corresponde devolver el incidente al tribunal que previno.


    Incidente n° 7 - Imputado: M., Milton Leonel y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5220/2017/7/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delito de acción pública. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 16728/2016/1/CS1, "Nivello, Germán Andrés s/ Abuso de autoridad, violación de deberes de funcionario público, malversación de caudales públicos dte: Revelli, María Claudia Ángela y otro".


    D. V., Julio Miguel y otros s/ Delito de acción pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 56/2019/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que a partir de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3 del Código Penal, corresponde investigarla al tribunal nacional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. Denunciante: R., Nélida Victoria s/ Falsificación. Alteración o supresión de número registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1451/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violencia de género. Amenazas. Juez previniente. Competencia contravencional. 


    Surge de las declaraciones agregadas a las actuaciones, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, que las amenazas recibidas circunstancialmente en una localidad bonaerense, formarían parte del mismo contexto junto con los demás hechos acaecidos en esta ciudad pues, no puede pasarse por alto que viene sucediéndose a lo largo del tiempo y con la participación del mismo imputado. De acuerdo al criterio establecido por la Corte en los Fallos 339:652 y Competencia N° 475; L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia si art. 149 bis", corresponde conocer en esta causa al juzgado contravencional, que previno y en cuya jurisdicción se domicilia la denunciante


    S., D. A. s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1975/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Incompetencia. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados, pues las constancias del incidente no alcanzan para establecer la calificación legal del hecho por el cual se declinó la competencia, en caso de que tenga relevancia penal.


    Darbellay, Eduardo s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17561/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en las Competencias n° 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y n° 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia", corresponde a la justicia federal.


    Convergen en el presente una serie de particularidades que indican la conveniencia de que el proceso continúe tramitando ante la justicia federal, pues la propia descripción de cómo se habrían desarrollado los hechos en perjuicio de las dos víctimas identificadas hasta el momento, conforme se desprende de sus manifestaciones, permite vislumbrar un cuadro de acontecimientos que impiden descartar la hipótesis de la trata de personas que reprime la ley 26.364. Ello, por cuanto no pueden obviarse las condiciones de necesidad y escasa o nula contención en que se encontraban inmersos los menores al momento de ser captados por el imputado, las que habrían propiciado o favorecido el abuso de esa vulnerabilidad y el contexto de poder que ejercía sobre ellos para ganar su confianza y vencer la esfera de su integridad sexual a cambio de brindarles comodidades, regalos y dinero.


    H., M. A. s/ Infracción Artículo 145 ter - conforme Artículo 26, Ley 26.842


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1287/2017/4/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 7330/2017/1/CS1, "Incidente n° 1 N.N.: N.N s/ Incidente de incompetencia".


    Incidente n° 1 N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33728/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo ateniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local.


    N.N. s/ Hurto de automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10058/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" a fallos 315:312 y 322:1216. La justicia federal debe conocer respecto al delito de encubrimiento. En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local.


    N.N. s/ Hurto de automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15222/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art.194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35958/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. También corresponde a ese fuero asumir la investigación respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°,


    N.N. y otro s/ Encubrimiento


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 39894/2016/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Organismos del Estado. Competencia federal. 


    Ante el ingreso de documentación presumiblemente falsa ante la AFIP pudieron verse afectados intereses de la Nación, cuya pesquisa atañe al fuero de excepción.


    D., Pablo s/ Falsificación de documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12690/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Régimen penal tributario. Organismos del Estado. Competencia federal. 


    Más allá del estado embrionario de la pesquisa, a partir del análisis de los elementos incorporados al incidente es posible determinar la competencia en esta causa de acuerdo con la real naturaleza de los episodios pues, más allá del modo en que habrían ocurrido los hechos que motivaron este conflicto –e independientemente de las calificaciones que pudieran series atribuidas tras el devenir de la investigación- pudo verse afectado el normal desenvolvimiento de un organismo de la Nación lo que, en consecuencia, hace surtir la competencia de excepción.


    S. M. Y. S.A., y otros s/ Infracción Ley 24.769. Denunciante: F. Hugo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14702/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Atento la alternatividad existente entre el homicidio y su posible encubrimiento, y si bien la causa ya se encuentra elevada a juicio, las formas a las que deben ajustarse los procesos no pueden prevalecer sobre su sustancia de modo tal que, conforme con la doctrina establecida por la Corte, deben ser sopesadas en relación con el fin último a que aquellos se enderezan, esto es, el de contribuir a la más efectiva realización del derecho. Por lo tanto, más allá de las contingencias procedimentales que, eventualmente, puedan derivarse en el expediente, corresponde a la justicia local profundizar la investigación respecto del homicidio, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del teléfono celular que había pertenecido al occiso en poder de uno de los imputados, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A., Hernán Andrés y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1888/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Privación ilegal de la libertad. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Resulta aplicable lo resuelto por el Tribunal en el sentido de que de haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por último, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- de acuerdo a la doctrina del Tribunal de fallos 324:1617 y 3651 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su investigación también corresponde a la justicia provincial, aunque no haya sido parte en la contienda.


    P. Q., Fernando R. A. s/ Robo y privación ilegítima de la libertad


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58500/2014/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Competencia nacional. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél con relación al desapoderamiento del vehículo. A este respecto, la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento. En ese sentido, corresponde a la justicia de instrucción profundizar la investigación en lo relativo a la sustracción del automóvil a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro.


    C. I., Tomás s/ Encubrimiento


    COMP. FRO-Justicia Federal de Rosario, 17300/2014/4/CS2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Atento que el titular del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, desvinculó al imputado, del hurto cometido en esta ciudad, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, corresponde entender a la justicia federal, respecto del encubrimiento que ha sido objeto de controversia.


    R., Brian Sergio s/ Encubrimiento


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 17445/2015/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. En lo concerniente a la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y Competencia n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial.


    A., Walter Antonio s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8662/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, la justicia federal debe conocer a su respecto. En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local.


    G., José Aníbal s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24656/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local.


    M., Luca Rodrigo s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39974/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local.


    R., José Luis Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45427/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional de la sección en la que se incautó el rodado, debe asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia. Por otra parte, en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su conocimiento corresponde al Juzgado de Garantías, que intervino en estas actuaciones.


    A., Braian Nicolás s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2254/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Circunstancias análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Atento que el titular del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de contienda.


    M., Matías Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2218/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    En la medida en que ha sido descartada la participación del imputado en la sustracción del motor, corresponde a la justicia federal, en cuya sección se secuestró el motor, juzgar el encubrimiento agravado que ha sido objeto de controversia.


    V., Gustavo Omar s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13665/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    En atención a la resolución dispuesta por la justicia nacional en lo criminal y correccional que desvinculó al imputado del hurto cometido en esta ciudad, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia.


    P., Ismael Guillermo y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15044/2018/2/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Víctima del delito. Domicilio. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 475; L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”.


    N., Juan José s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1893/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    C. T., Leandro E. s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2410/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    R., Santiago Abraham s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2507/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al Juzgado de Garantías en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Falsificación documentación automotor. Denunciante: C., Luisa del Carmen


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 30290/2017/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    F., Daniel Sebastián s/ Encubrimiento


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 122341/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Universidades. Organismos del Estado. Competencia federal. 


    Tiene resuelto el Tribunal que los dichos del denunciante pueden ser tenidos en cuenta a los efectos de determinar la competencia, mientras no hayan sido desvirtuados por otros elementos de la causa. En ese sentido, si de las manifestaciones de la damnificada se advierte que la constancia presuntamente apócrifa habría sido presentada en la Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de la causa, atento que no puede descartarse que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación.


    C. B. N., Ozeas s/ Falsificación de documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16186/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Infracciones de tránsito. Multa. Competencia provincial. 


    Jurisdicción donde se comprobó la anomalía.


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: V., María Teresa


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 39716/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Facultades jurisdiccionales. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    A raíz de que el hecho denunciado en esta capital integraría el objeto procesal de la causa que tramita ante la justicia de excepción, que además comprende otros cometidos por la misma organización criminal bajo el mismo modus operandi, y respecto del cual su magistrada aceptó oportunamente su conocimiento, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    V., Juan José Esteban s/ Estafa. Denunciante: L., José Luis


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9236/2018/2/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Instrucción. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    En el caso no se cuenta con una descripción de sus circunstancias que permitan acreditar la ocurrencia de un hecho ilícito y sus consecuencias para, luego, atribuir de competencia. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53471/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Supresión y suposición de estado civil. Víctima menor de edad. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que tratándose de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman un única conducta, insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, la misma deberá ser investigada por la justicia federal habida cuenta del carácter nacional del último documento.


    G., C. A. y otro s/ Supresión del estado civil- según texto original del Código Penal Ley 11.179


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1778/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Coacción. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Por lo tanto, habida cuenta de que se desprende de los dichos de los denunciantes, que el comportamiento que se le atribuye a la imputada resulta susceptible de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones, corresponde al juez federal entender en estas actuaciones.


    L., Irene s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2384/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cargos electivos. Candidatos. Elecciones primarias abiertas simultáneas y obligatorias. Falsificación de documentos. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que las irregularidades denunciadas se habrían cometido en ocasión de inscribirse las candidaturas para cubrir cargos electivos locales, más allá de que se hubieran llevado a cabo en el marco de las elecciones primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias del orden nacional, provincial y municipal, su conocimiento concierne a la justicia provincial.


    N.N. s/ Infracción Ley 19.945


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2445/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Con relación a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial.


    R., Jorge Gastón s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1, Apartado c)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 120715/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Denuncia anónima. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que, si bien no se encuentran imputados en la causa, estarían identificados los presuntos proveedores de esas sustancias.


    Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13375/2016/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio calificado. Amenazas. Estupefacientes. Competencia criminal y correccional. 


    Con respecto al fondo de la cuestión, es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Por otra parte, el presunto "móvil delictual" esbozado por el tribunal ordinario no alcanza para la aplicación del criterio excepcional previsto por la Corte, y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que ese hecho se haya cometido con el objeto de interferir en alguna investigación por infracción a la ley 23.737, corresponde a la justicia en lo Criminal y Correccional conocer en la causa que originó la contienda.


    N.N. y otro s/ Homicidio simple. Damnificado: R., Carlos Alberto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66127/2016/TO1/5/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Competencia de menores. 


    De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación, corresponde a ese fuero de especialidad (juzgado de menores), que sobreseyó a la joven que acompañaba al imputado, expedirse también acerca de la situación procesal, aunque sea mayor de edad, y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    T., Antonella Alejandra s/ Infracción Ley 25.891 (Artículo 12)


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13551/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En consecuencia, corresponde al Juzgado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello resulte.


    Estudio Jurídico R. & A. y otros s/ Estafa, defraudación, extorsión y asociación ilícita


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53566/2014/2/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La presente no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tal sentido, tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G. P., Gloria Beatriz s/ Estafa, infracción Ley 22.362. Denunciante: B., Marcela Magdalena


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14852/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Portación ilegítima de armas. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Atento que la pistola nueve milímetros secuestrada pertenecía a la Policía Federal, el Estado Nacional resultaría directa y efectivamente perjudicado por ese delito, razón por la cual su conocimiento corresponde al fuero de excepción. Por lo tanto, corresponde a la justicia federal profundizar la investigación respecto de la sustracción del arma a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, en tanto que la justicia local debe ceder su intervención en la causa originariamente instruida por el robo. Por otra parte, además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de guerra por encontrarse relacionada al mismo objeto.


    C., Carlos s/ Portación de arma de uso civil condicional s/ Autorización modificación Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2383/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Competencia de menores. Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    El criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia establece que el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento. Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación -ley 24.050, modificada por la ley 24.170- corresponde a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda expedirse acerca de la situación procesal de los dos prevenidos, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal –supresión de placas y adulteraciones en las numeraciones de chasis y motor- de acuerdo a la doctrina del Tribunal, su conocimiento corresponde al juzgado de garantías.


    O., Facundo Agustín y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41090/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Instrucción. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este sentido, debe profundizarse la investigación que referiría a la venta a través de un usuario de una red social, de un motovehículo presuntamente de procedencia ilícita, a un precio inferior al que se ofrece en el mercado, sin su correspondiente documentación registral, en la medida en que esas circunstancias no han sido mínimamente corroboradas.


    N.N. s/ Averiguación de ilícito


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2453/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones. Competencia nacional. 


    No existe en el presente conflicto de competencia la hipótesis fáctica de íntima vinculación que plantea la magistrada de instrucción, para que en función del criterio establecido por la Corte, y en aras de una mayor economía procesal y mejor administración de justicia, pudiera habilitarse la unificación procesal del delito de lesiones con los hechos objeto de pesquisa ante la justicia federal. En tales condiciones, y en atención a que la transferencia de competencias penales a la justicia la ciudad en lo que respecta a los delitos de lesiones cometidos en su territorio ha entrado en vigencia el 1 de enero de 2019, cuando esta causa ya se había iniciado es la justicia nacional de instrucción debe continuar con el conocimiento de estas actuaciones.


    N.N. s/ Lesiones leves (Artículo 89 del Código Penal)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48872/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Competencia criminal y correccional. 


    No surge de las constancias de la causa que se encuentren afectados intereses federales en los términos establecidos por la ley 23.592, ya que a partir de las circunstancias de modo y lugar en que se habrían vertido las expresiones por las que se agravia la denunciante, solo surge que se configurarían sucesos aislados presumiblemente originados a raíz del carácter agresivo de la imputada y en el marco de una relación personal, sin capacidad para alentar o incitar la persecución u odio a causa de la raza, religión, nacionalidad o ideas políticas, sin perjuicio de las agravaciones específicas que, eventualmente, correspondiera aplicar conforme lo previsto por la legislación penal común. En virtud de la inescindible unidad contextual de los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. En ese sentido, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal de instrucción para que conozca en la totalidad de esta causa, donde se domicilia la víctima, aunque no haya sido parte de esta contienda.


    Incidente n° 2 - Denunciante: L., Sofía Imputado: P., Carolina s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68063/2017/2/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Convenio de tansferencia progresiva de competencias penales. Competencia provincial. 


    Es oportuno señalar que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local. Si bien surge de las actuaciones que parte del material incautado no se encontraba fraccionado en dosis tal como lo establece el artículo 2°, inciso 1° de la ley 26.052, en el caso ello no es óbice para concluir que podría estar destinado a la venta para su consumo.


    G., César s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5, Inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 642/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Devolución del expediente. Excusación por pleito pendiente. 


    Se considera aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual si se encuentra pendiente de resolución una impugnación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido. Corresponde devolver las actuaciones a la justicia local, a fin de que el magistrado de control se expida sobre la oposición esgrimida por la defensa respecto de la prisión preventiva dispuesta por la fiscalía y, posteriormente, si así fuere el caso, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    A., Claudio Gabriel y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 817/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Defraudación. Balance o informes falsos. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    El presente caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar concretamente los hechos sobre los cuales versa y el modo en que habrían ocurrido, lo que impide establecer su verdadero alcance y discernir la competencia material en la causa. Aun cuando los delitos de defraudación y de balance falso pueden ser investigados separadamente por los tribunales a los que la ley asigna competencia, si el segundo aparece como medio usado para cometer el primero, se impone en principio el juzgamiento conjunto de ambos hechos, que quedará a cargo del fuero con más amplia competencia.


    C., Osvaldo y otros s/ Fraudes al comercio e industria


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36476/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Al no encontrarse controvertida entre los magistrados contendientes la significación jurídica realizada sobre los eventos objeto de conflicto, cabe consignar, en primer lugar, que es criterio de la Corte que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel en violación del deber. Resulta aplicable el criterio general de la Corte que establece que más allá de la significación legal que en definitiva quepa asignarles a los eventos, corresponde el conocimiento de la causa al magistrado del lugar en donde ocurrieron los episodios denunciados como delictuosos.


    G., Hugo y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45866/2017/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos de los recursos de la seguridad social. Estafa. Competencia federal. 


    Sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva quepa asignarle a los hechos, la obtención fraudulenta de las claves de acceso y las solicitudes de préstamos presentadas al A.N.S.e.S. con documentación apócrifa, que autorizarían al ente público a practicar las retenciones indebidas en los haberes de los jubilados y pensionados, son delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación. Habida cuenta que de las probanzas del expediente y de los términos de la denuncia descriptos en el requerimiento fiscal de instrucción existe una inequívoca relación entre los hechos investigados y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones de la A.N.S.e.S., organismo nacional encargado de la fiscalización y control de la operatoria de descuentos no obligatorios a favor de terceras entidades, corresponde a la justicia federal proseguir con su investigación.


    C. A. M. s/ Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15592/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la integridad sexual. Trata de personas. Competencia federal. 


    Convergen en el presente una serie de particularidades que requieren que, al menos por el momento, el proceso continúe tramitando ante la justicia federal, pues la propia descripción de los hechos y de la prueba por parte del representante del Ministerio Público -más allá de los relatos brindados a las especialistas del Programa de Rescate, que podrían estar condicionados- permite vislumbrar un cuadro de acontecimientos relacionados con los hechos que reprime la ley 26.364. A este respecto no puede obviarse que la explotación allí prevista se configura en cualquiera de los supuestos establecidos, sin perjuicio de que estos constituyan delitos autónomos respecto de la trata de personas. En tanto se advierte la posibilidad de que exista o haya existido un proceso de captación, traslado y rotación previo, y la presencia de mujeres de nacionalidad extranjera como presuntas víctimas corresponde al juzgado federal proseguir la investigación de esta causa, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    N.N. s/ Infracción Ley 26.364


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 6374/2017/6/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual calificado por el parentesco. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de advertir que no existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia, razones de economía procesal y buen servicio de justicia, autorizan a prescindir de ese reparo formal y expedirse sobre el fondo de la cuestión. Teniendo en cuenta el relato de la propia víctima, cuya verosimilitud y credibilidad fueron respaldadas por los especialistas del Cuerpo Médico Forense, y que el magistrado provincial no discrepó en cuanto a que los hechos -o por lo menos aquellos que recuerda la menor, atento la corta edad que presentaba para esa época- probablemente habrían ocurrido en su ámbito territorial, sino que se limitó a resaltar la contradicción que advertía entre la descripción fáctica de la primera intimación y la declinatoria, a él le corresponde asumir su competencia en esta causa, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la joven y sin reiterar procedimientos que podrían resultar traumáticos.


    F. Y., W. R. s/ Infracción Ley 26.485 e infracción Ley 26.061


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28025/2017/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hábeas corpus. Malversación de caudales públicos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. 


    Toda vez que es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, corresponde a la justicia Nacional en lo Criminal y Correccional que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para continuar su trámite, sin perjuicio de cuanto surja ulteriormente.


    Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Malversación de caudales públicos (Artículo 260)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56864/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia por conexidad. Encubrimiento. Delitos contra la propiedad. Delitos contra la libertad individual. Competencia nacional. 


    Es oportuno recordar que la Corte tiene resuelto que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden ser invocadas en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales. Por lo demás, resulta de aplicación la doctrina de la Corte que establece que, en casos que guardan similitud con el presente, cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    B., Carlos Iván y otros s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2374/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de tansferencia progresiva de competencias penales. Competencia provincial. 


    Es oportuno señalar que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local.


    F., Mauro Damián s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2619/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prostitución de mayores. Delitos relacionados con la identidad de las personas. Documento nacional de identidad. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no obran otros elementos de juicio más allá de las resoluciones de los jueces, las que no resultan bastantes para determinar con certidumbre la real naturaleza y los pormenores de los hechos -que por la multiplicidad de circunstancias que comprenderían, podrían dar lugar a más de una calificación legal- y, por consiguiente, delimitar su competencia material.


    T., E. s/ Prostitución de mayores (Artículo 126) (sustituido conforme Artículo 22 Ley 26.842), estafa, falsificación de documentos públicos y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34372/2017/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Atentado contra la autoridad. Abuso de autoridad. Personal penitenciario. Economía procesal. Competencia federal. 


    Más allá de quién fuera sindicado en la denuncia, lo cierto es que en los hechos habría intervenido personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones, por lo que de momento no se descarta, teniendo en cuenta el estado embrionario en que se encuentra la causa, que se hubiere afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación. En consecuencia, corresponde a la justicia federal su conocimiento desde el punto de vista material. Ahora bien, dado que las conductas denunciadas –omisión de trasladar a los internos al CUD, aplicarles malos tratos y no alimentarlos- habrían ocurrido tanto en jurisdicción bonaerense como en esta ciudad, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación y mayor economía procesal.


    Dirección traslados del Servicio Penitenciario Federal s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público y abuso de autoridad y violación de los deberes de los funcionarios Públicos (Artículo 248)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58851/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De acuerdo a la doctrina de la Corte en Fallos: 328:3960 y en el fallo de la causa Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la justicia local su investigación.


    B., Facundo Nahuel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32120/2017/TO1/2/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Economía procesal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. El presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y Comp. 1016, L. XLVI, "Abratle, Gloria Liliana s/ Denuncia".


    L. H., W. s/ Infracción Artículo 145 bis del Código Penal según Ley 26.842


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22290/2015/3/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    L., Nahuel A. s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2637/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C., Alejandro Javier s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 58/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Personas privadas de la libertad. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La contienda negativa de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues las escasas constancias remitidas impiden, al menos de momento, formar acabado criterio acerca del hecho denunciado y su significación penal, y de tal suerte asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia. En esas condiciones, corresponde a la justicia nacional ordinaria, que previno, incorporar los elementos de juicio necesarios para darle precisión a la denuncia.


    Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Incumplimiento de autor y violación de los deberes de los funcionarios públicos (Artículo 249)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60180/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos tributarios. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 84/2019/CS1, "I. S.A. Buenos Aires s/ Infracción ley 24.769".


    C. D. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 21/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    D. A., Alfredo Néstor s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 14/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de clasificación legal. Investigación inconclusa. Economía procesal. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que la determinación del tribunal competente no debe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo que atañen al concurso de leyes penales o bien a la configuración del tipo delictivo, pues en tanto quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, las normas que rigen el caso admiten un margen de distinción para los supuestos en que su aplicación rigurosa pueda contrariar el propósito de la mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia. Desde esa óptica, y sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva resulte de la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que compete al tribunal de juicio, al haberse sustanciado mayormente la causa hasta la elevación a juicio en jurisdicción federal, la continuación del trámite ante sus estrados es la solución más aconsejable para asegurar, a su vez, una mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


    C., A. s/ Infracción Artículo 125 bis - promoción o facilitación de la prostitución – Ley 26.842


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60999/2014/TO2/5/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela Técnica n° 23 Casal Calviño y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18699/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Sobreseimiento. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    G., María Verónica s/ Violación de secreto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55115/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Competencia del tribunal de casación. Competencia federal. 


    Es aplicable el criterio propuesto en el dictamen de la causa CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    R., N. y otros s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43777/2015/TO1/4/CFC1-CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De acuerdo a la doctrina de la Corte en Fallos: 328:3960 y en fallo de la causa Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., José Matías s/ Robo de automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27020/2018/TO1/3/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Competencia del tribunal de casación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp, CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    M., Guillermo Alejandro s/ Robo damnificado


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 833/2006/3/CFC2-CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 15592/2018/1/CS1, "C. Asociación Mutual s/ Estafa".


    C. de V. C. C. y S. S. M. Limitada s/ Defraudación contra la administración pública, falsificación y uso de documentos falsos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14419/2016/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo con armas. Competencia del tribunal de casación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    R., Víctor Manuel y otros s/ Robo con armas


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64476/2001/TO1/6/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 28146/2011/3/CS1, "Muentes Leiva, Rolando Aníbal s/ Violación con fuerza o intimidación, violación según párrafo 4to. art. 119 inc. f y corrupción de menor de 18 años".


    C. A., A. A. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44770/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio calificado. Competencia del tribunal de casación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 39442/2010, "T., Gabriel Alejandro".


    P., Sebastián Miguel s/ Homicidio agravado


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28281/2011/TO1/4/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El hecho que precedió al encubrimiento objeto de la presente controversia habría sido el delito de estafa que, al parecer, investigaba la justicia nacional; por lo que corresponde al magistrado provincial que intervino con motivo del hallazgo del bien efectuar las diligencias necesarias que permitan identificar el juzgado que se encontraba a cargo de esa investigación a fin de certificar debidamente las actuaciones que originaron la solicitud de secuestro. Sin perjuicio de ello, con carácter previo, el titular de esta última sede debería profundizar la investigación con el objeto de averiguar el origen del vehículo incautado.


    G., Orlando Víctor s/ Falsificación documento automotor


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 85273/2017/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juez previniente. Competencia federal. 


    La presente contienda negativa de competencia, no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer con la certeza necesaria la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados, lo que impide la adecuada resolución del conflicto. Al respecto, tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En esas condiciones, opino que corresponde a la justicia Federal que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. FCT-Justicia Federal de Corrientes, 1192/2014/1/CA1-CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos tributarios. IVA. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que ambos magistrados no discrepan acerca de una supuesta infracción tributaria en relación con el impuesto al valor agregado, corresponde a la justicia federal con jurisdicción en el domicilio fiscal del contribuyente continuar el trámite de las presentes, aunque no haya sido parte en la contienda, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda adoptar.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1000/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que competen al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentran reglados por leyes de carácter federal. Asimismo, la figura de intimidación pública no integra los delitos enunciados por el artículo 33, inciso 1°, apartado "e" del Código Procesal Penal de la Nación. En tal orden de ideas, toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías, para entender en la causa.


    c/ N.N. s/ Intimidación pública Artículo 211 - Denunciante: Estación de Policía Comunal Pinamar Segunda Ostende


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2608/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cantidad de estupefacientes. Competencia federal. 


    En atención a las particularidades del caso en relación con la cantidad de plantas secuestradas y la infraestructura montada para su cultivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.


    D. M., Julián Emanuel y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2620/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Cheque. Competencia criminal y correccional. 


    Es criterio de la Corte que ante una pluralidad de delitos, la conexidad que pudiera existir entre los de naturaleza federal y los de índole común no basta para otorgar la intervención a la justicia de excepción respecto de delitos que son ajenos a su competencia específica, ya que las reglas de conexidad son aplicables entre jueces que comparten la misma competencia material y territorial. En consecuencia, dado que no se invoca, ni es posible advertir que los hechos objeto del proceso correspondan a la competencia federal en razón de la materia o las personas, la causa debe continuar su trámite ante el juzgado nacional en lo criminal y correccional.


    A., Juan Carlos y otro s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35015/2014/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 


    Corresponde al juzgado de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite. Por otra parte, y sin perjuicio de lo anterior, en atención a la disposición del artículo 15 de la ley 25.891, corresponde que la justicia federal conozca respecto de la posible comisión del delito del artículo 12 de esa ley.


    V., Matías Ezequiel s/ Infracción Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31072/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de que no surge certificación alguna con respecto al domicilio actual del menor, lo cierto es que de los dichos del denunciante -corroborados por la documentación acompañada- resulta que era en la localidad bonaerense donde residían al tiempo en que aquélla lo habría removido, privando al padre del contacto y del ejercicio de sus derechos y obligaciones y donde, conforme lo establecido en el régimen de tenencia, visitas y alimentos provisorio, debían concretarse el retiro y la entrega del niño. Por lo tanto, corresponde a la justicia bonaerense, en cuyo ámbito también reside el denunciante e hizo valer sus derechos continuar con la investigación de esta causa.


    B., A. R. s/ Infracción Ley 24.270 - Artículo 1°


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 25/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    De acuerdo con la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, al juez provincial corresponde continuar la presente investigación, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la joven y sin reiterar procedimientos que podrían resultar traumáticos.


    L., M. Á. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1 ° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 250/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cantidad de estupefacientes. Convenio de tansferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, si bien no se han advertido por el momento movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, la gran cantidad de sustancias secuestradas, y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.


    I., Ricardo Víctor s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 Inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 654/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y su conexa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Por lo demás, corresponde a la justicia federal el conocimiento prioritario en estos supuestos.


    A. L., C. A. y otros s/ Promoción o facilitación de la prostitución a menores de 18 años - Artículo 126 último párrafo, corrupción o prostitución de menores - modo Ley 25.087, asociación ilícita e infracción Artículo 145 ter - conforme Artículo 26, Ley 26


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10257/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Competencia provincial. 


    Con relación al automóvil hallado en poder del imputado, quien ha sido reconocido por la damnificada como uno de los autores de la sustracción ocurrida en jurisdicción bonaerense, corresponde al juez provincial expedirse respecto del grado de responsabilidad que habría tenido el imputado en ese delito contra la propiedad.


    G., Axel Leonel s/ Robo con armas


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16359/2018/2/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Apropiación indebida de tributos. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso lo dispuesto en el artículo 22 de la ley n° 24.769 que atribuye competencia a los jueces provinciales para investigar las infracciones a ese ordenamiento respecto de los tributos locales. Por lo demás, rige la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En ese sentido, si el agente de recaudación declaró haber efectuado las retenciones y percepciones del impuesto local, que no habría depositado e ingresado al patrimonio del fisco provincial, corresponde al juez de esa jurisdicción conocer en las presentes actuaciones.


    I. S.A


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 84/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Portación ilegítima de armas. Robo con armas. Competencia federal. 


    Atento que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de uso civil y el robo con armas por encontrarse relacionada al mismo objeto.


    T., Miguel Ángel s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2456/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En ese sentido, la justicia provincial debería profundizar la investigación con el objeto de averiguar el origen del vehículo incautado.


    L., Emmanuel Alfredo y otro s/ Falsificación de marcas


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2607/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la Administración Pública. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La denuncia refiere prima facie a hechos independientes cometidos en distintas jurisdicciones por funcionarios del órgano nacional regulador del transporte, razón por la cual corresponde declarar la competencia ratione loci de los jueces federales de las secciones donde cada delito fue cometido.


    L., Gustavo s/ Averiguación de delito


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10389/2017/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Domicilio. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que los elementos incorporados al incidente no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. En ese sentido y en tanto de las constancias remitidas no surge con la certeza necesaria dónde habría ocurrido el hecho objeto de contienda y si éste habría sido el único en perjuicio de la integridad sexual de la niña, corresponde a la justicia provincial proseguir la investigación, en cuyo ámbito, además, se domicilia la presunta víctima y también lo haría el imputado.


    B., H. s/ Abuso sexual- Artículo 119 1° Párrafo Código Penal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2677/2018/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provinical. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    C., Ezequiel Lautaro s/ Adulteración o sustitución de numeración o placa y encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36897/2016/TO1/2/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    B., Alan Ezequiel y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18665/2016/TO1/12/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Denuncia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    En primer lugar, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, los delitos que se habrían cometido ni quienes podrían resultar imputados por su comisión. En ese sentido, el Tribunal tiene establecido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Además, no se cuenta en autos con suficientes elementos de juicio que permitan corroborar debidamente la forma en que ocurrieron los sucesos, ni dilucidar el verdadero alcance de los hechos materia del proceso, los que, no pueden ser apreciados in extenso para formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para poder calificarlos luego en una figura legal determina y discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos. En esas condiciones, corresponde al juez nacional, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C. de A. y S. S.A. y otro s/ Estafa procesal, defraudación, falsa denuncia, prevaricato


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71504/2017/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos de prueba remitidos en el legajo no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de la bicicleta y su incautación, constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la posible intervención del tenedor en el delito del que la cosa proviene. Tampoco surge que se hubiera escuchado al imputado acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que entró en posesión de la cosa. El encubrimiento de un delito cometido en la capital, y cuyo juzgamiento corresponde a los tribunales de la Nación, afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    D., René Francisco s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2656/2018/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida, y que en caso de no existir acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación. Por lo tanto, habida cuenta de que las manifestaciones del denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otros elementos de la causa, surge que las partes habían acordado que la devolución del artefacto se llevaría a cabo en el local comercial situado en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional que previno continuar con el trámite de las presentes actuaciones, más aún cuando es donde la víctima acudió a hacer valer sus derechos y se domicilia la imputada.


    S., Silvina Laura s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76062/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economía procesal. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para determinar la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    K., Felisa s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 592/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Control zoosanitario. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo Comp. 575, L. XXXII, "Luzuriaga, Sergio por supuesta infracción al artículo 206 del Código Penal".


    La Corte tiene resuelto que la ley 3.959, sobre policía sanitaria de los animales, es federal y el conocimiento de las causas sobre infracción a sus disposiciones compete a la justicia de excepción; así como también tiene dicho que en razón de la naturaleza de los bienes tutelados en la ley 3959 -defensa de los ganados contra la invasión de enfermedades contagiosas exóticas y la acción de las epizoóticas existentes- corresponde a la Nación su aplicación uniforme en todo el país en ejercicio del poder de policía de sanidad animal, sin que ello implique violación de los artículos 121 y 122 de la Constitución Nacional.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP. FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 23812/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Explosivos. Competencia provincial. 


    Competen al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentra reglado por leyes de carácter federal. Asiste razón al magistrado nacional, por cuanto se desprende de las constancias de la causa que la búsqueda del artefacto explosivo dio resultado negativo. Asimismo, atento que la figura de intimidación pública no integra los delitos enunciados por el artículo 33, inciso 1°, apartado "e" del Código Procesal Penal de la Nación, no resulta de aplicación al caso la doctrina de Fallos: 306: 1391. En tal orden de ideas, toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, para entender en esta causa.


    Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 79422/2017/1/CS, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia de estupefacientes. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    En atención a las particularidades del caso en relación con la cantidad de plantas secuestradas y la infraestructura montada para su cultivo, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en el fallo de la causa Comp. 39, "Aguirre, Pablo Alberto s/ Siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes". Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.


    R., Marcelo Héctor s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2530/2018/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Redes sociales. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. De los términos de la denuncia no surge que los eventos narrados hayan afectado el funcionamiento regular de una institución federal, ni puesto en peligro la seguridad o integridad del Estado Nacional, conforme lo requiere la doctrina de la Corte para habilitar su intervención. Por ello, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento de la causa.


    N.N. s/ Amenazas


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 20889/2018/1/CS2, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    Tiene establecido el Tribunal, que la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, de las constancias agregadas del expediente surge además la comisión del delito de falsificación de la cédula verde, que si bien no fue motivo de esta contienda, su conocimiento corresponde a la justicia federal, por tratarse de un documento de carácter nacional. Desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, es conveniente que la investigación de ambas figuras quede a cargo de un único tribunal, por lo tanto corresponde al Juzgado Federal, en cuya jurisdicción fue usado el documento apócrifo, conocer en la causa.


    S., Jorge Daniel s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2376/2018/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    V., Lorenzo s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63068/2017/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la libertad individual. Competencia provincial. 


    Toda vez que según la doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de los términos de la denuncia, que no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa, se desprende que fue en territorio bonaerense, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de las presentes actuaciones.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64633/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la salud pública. Violación de la ley de policía sanitaria animal. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que ha quedado demostrado pericialmente que los animales porcinos utilizados para la faena y producción de productos chacinados, estaban infectados por una parasitosis zoonótica que ocasionó graves daños para salud de, al menos cinco personas que contrajeron triquinosis, esa conducta habría configurado las infracciones a los artículos 4 y 5 de la ley 3959, y sus modificatorias, cuyo contralor se encuentra a cargo del Servicio de Sanidad y Calidad Agroalimentaria -SENASA-. En atención al carácter federal que le otorga a la ley 3959 y sus modificatorias la función de poder de policía de sanidad animal que ejerce la Nación, por la naturaleza de los bienes tutelados, corresponde a la justicia federal asumir el conocimiento de estas actuaciones.


    T., Rodrigo Emanuel s/ Violación leyes de policía sanitaria animal


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 23/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, in re "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    I., Pedro Gabriel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 199/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Cohecho. Concurso de delitos. Competencia contravencional. 


    Habida cuenta que la magistrada que participa de la contienda no niega el carácter común del hecho a investigar sino que sugiere la conveniencia de la investigación conjunta de las hipótesis delictivas planteadas en la causa, tiene establecido el Tribunal, a través de numerosos precedentes, que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal, de los de índole común, y que cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3° de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Por aplicación de estos principios, en atención a que el magistrado federal mantuvo su competencia en el juzgamiento de los delitos que representen la falsificación de documentos nacionales y que la posible comisión del delito de cohecho resulta claramente escindible de la presunta infracción al artículo 292 del Código Penal que habría sido la causa de la intervención policial, es oportuno aclarar que el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en el anexo, en las condiciones establecidas en la ley n° 5.935 de la legislatura local, por resolución conjunta de la Fiscalía General, de la Defensoría General y de la Asesoría Tutelar General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se dispuso que la jurisdicción local asuma la competencia de las infracciones allí previstas, entre las cuales se encuentra el artículo 258 del Código Penal.


    Lington W. y otro s/ Falsificación de documento público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78757/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los dichos de la denunciante surge que fue en una localidad bonaerense donde su hijo habría recibido las amenazas, debe ser la justicia provincial la que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos.


    R., V. A. s/ Amenazas con armas o anónimas (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2703/2018/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al juzgado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión número registro. Damnificado: Q., Federico José


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8851/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De acuerdo a la doctrina de la Corte en Fallos: 328:3960 y en el fallo de la causa Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial el conocimiento con relación a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3° del Código Penal.


    R. V., Micaela Noemí s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43512/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., Ángel Raúl s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63062/2013/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    J., Ezequiel Salvador s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 90/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    B., Alan Ezequiel y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 52985/2017/TO1/7/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Corresponde a la justicia provincial, conocer en relación a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3° del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia".


    A., Lucas Matías y otros s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 91246/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    L., Nicolás Ezequiel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 179/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    M., Claudio s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 55576/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial reunir los elementos de juicios necesarios para establecer la eventual infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas y adulteración de números.


    M., Javier s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 88/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 - Damnificado: Escuela Joaquín V. González, N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12880/2016/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    R. O., Miguel Adrián s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 69/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, y por aplicación de los principios que informaron el dictamen emitido por esta Procuración, en la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", le corresponde a la justicia federal de la sección en la que se incautó el rodado asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento. En lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su conocimiento y juzgamiento corresponde a la justicia provincial.


    B., Juan Sebastián s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 70/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Damián Ignacio s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 153/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Atento que la supresión de la numeración del arma de fuego surte la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la tenencia ilegítima del arma de uso civil por encontrarse relacionada al mismo objeto.


    C., Emanuel Darío y otro s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2469/2018/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    L., Facundo Jesús s/ Encubrimiento, Artículo 277, Inciso 1, Apartado c


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37123/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    T., Gustavo Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46870/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    G., Gustavo y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1444/2018/CS1, “Castillo, José Martín y otros s/ Homicidio simple”.


    R., Evelio Horacio s/ Homicidio agravado por medio idóneo - peligro común


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 904/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    S., José Luis s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 13/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal de la sección en la que se incautó el rodado debe juzgar a su respecto. En lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su juzgamiento corresponde a la justicia local.


    M., Mauro Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 19/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal debe seguir conociendo a su respecto. En lo atinente a las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su juzgamiento corresponde a la justicia local.


    D. A., Carlos Ezequiel s/ Falsificación, alteración o supresión número registro


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 85/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". En lo concerniente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde asignar su conocimiento al Juzgado de Garantías de aquel departamento judicial, que intervino en el conflicto.


    B., Darío Ezequiel s/ Encubrimiento (Artículo 277) y adulteración o sustitución de numeración o placa


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 129399/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". En lo concerniente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde asignar su conocimiento al Juzgado de Garantías de aquel departamento judicial, que intervino en el conflicto.


    C., Matías Leonel s/ Encubrimiento - Artículo 277 Inciso 1 y Apartado c


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45360/2018/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". En lo concerniente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde asignar su conocimiento al Juzgado de Garantías de aquel departamento judicial, que intervino en el conflicto.


    M., Diego Alejandro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 115588/2018/1/CS, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". En lo concerniente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde su conocimiento a la justicia provincial.


    R., Julio Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7918/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    En atención a que el Tribunal Oral Federal resolvió condenar al imputado a pena de prisión, la presente cuestión negativa de competencia se ha tomado abstracta, por lo que, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


    M., Walter Fabián s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38668/2018/TO1/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Con relación a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su conocimiento corresponde a la justicia provincial.


    S. C., Luis Nahuel s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56314/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Con relación a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su conocimiento corresponde a la justicia provincial, sede en la que también corresponde profundizar la investigación con relación a la documentación registral que habría sido exhibida por el imputado, y que no se correspondía con la del vehículo incautado a fin de determinar su autenticidad.


    T., Ernesto Fabián s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61539/2017/3/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incidente de competencia. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 - Damnificado: Escuela de Educación Media N° 4 Homero Manzi s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19907/2018/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., Emmanuel Fabián s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 3°)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 9/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina en Fallos: 328:3960 y en el fallo de la causa Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", en lo concerniente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, corresponde asignar su conocimiento a la justicia local.


    G., Kevin Cristian s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 10/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Muerte. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez pre viniente. Competencia provincial. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, puesto que los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los supuestos hechos delictivos investigados ni tampoco para establecer fehacientemente, más allá del lugar del accidente, en cuál de los sitios en que fue atendido la víctima podría haber tenido lugar una posible conducta negligente y su incidencia causal en la muerte.


    N.N. s/ Artículo 84 - homicidio culposo - Víctima: A., Natalio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 268/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Concurso de delitos. Abuso sexual calificado. Amenazas. Aborto sin consentimiento. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. Entrega de estupefacientes. Competencia provincial. 


    La aplicación del artículo 13 de la ley 23.737 fija circunstancias agravantes a la comisión de otros delitos cuya esencia no modifica. Por tal motivo, habida cuenta de que tanto el delito de abuso sexual, como los de amenazas coactivas y aborto no consentido pertenecen a la órbita de conocimiento de la justicia local, y que en esas circunstancias el suministro de estupefacientes habría sido utilizado como medio para facilitarlos o concretarlos, debe ser la justicia nacional en lo criminal y correccional la que continúe conociendo en esta causa. Por último, en atención a que surge de la declaración de la víctima, que el imputado podría haber incurrido, además, en los delitos de promoción o facilitación de la prostitución, y otras infracciones a la ley de estupefacientes -independientes de los hechos que motivan la agravación de los delitos comunes atribuidos- que la justicia local que tomó conocimiento de la notitia criminis, debe profundizar la investigación al respecto. Ello es así pues, si bien tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de esos hechos y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados in extenso a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.


    Incidente n° 1- Denunciante: identidad reservada. Imputado: H., G. M. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26263/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 8597/2019/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65353/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    D., Raúl Emanuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 86561/2018/TO1/2/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Juzgado de garantías. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    Corresponde al juzgado de garantías del joven profundizar su investigación respecto del desapoderamiento del motovehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro. En lo atinente a la supresión de placas, resulta aplicable la doctrina del Tribunal sentada en Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia”, que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En consecuencia, su conocimiento corresponde a la justicia nacional.


    C., G. V. y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43140/2018/1/CS2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas calificadas. Estupefacientes. Delitos comunes. Delitos federales. Concurso de delitos. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de Índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En consecuencia, teniendo en cuenta que la justicia federal aceptó el conocimiento respecto de la infracción a la ley 23.737, y que la presunta vinculación esbozada por el juez declinante no alcanza para precisar una infracción concreta de naturaleza federal que motive la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; 271:60 y 308:1720, corresponde seguir conociendo a la justicia nacional en lo criminal y correccional respecto de los hechos a los que quedó circunscripta esta contienda.


    Incidente n° 1- Denunciante: identidad reservada. Imputado: M., Sergio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30476/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    En principio, el trámite que le ha dado a la causa el juez provincial ha sido erróneo, en la medida en que en su resolución de insistencia varió el criterio expuesto inicialmente para desprenderse de la competencia, en torno a los hechos objeto de controversia. Por lo tanto, su resolución importó el inicio de una nueva contienda, que debió ser puesta nuevamente en conocimiento del juez nacional y, sólo en caso de su rechazo y posterior insistencia, se habría suscitado una cuestión de competencia que la Corte debería resolver de acuerdo a lo establecido en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Con relación al motor hallado en poder del imputado que le pertenecía al motovehículo sustraído en el ámbito de la ciudad de Buenos Aires, en atención a que la resolución del titular del juzgado nacional significó el auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte en ese sentido, de conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, entre otros, y por aplicación de los principios que informaron el dictamen emitido por esta Procuración en la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", corresponde a la justicia federal de la sección en la que se incautó el rodado asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento. Por otra parte, teniendo en cuenta el nuevo planteo del juez local, en lo atinente a las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, tanto las adulteraciones en las inscripciones identificatorias relativas al motor que se correspondía con el rodado despojado en esta ciudad como la remoción de los dígitos del chasis y placas suprimidas que se descubrieron en el rodado incautado a partir de una solicitud de secuestro ordenada por la justicia provincial, de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su conocimiento y juzgamiento corresponde a la justicia local.


    P., Alfredo Rubén s/ Falsificación o alteración o supresión número registro


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 68/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio. Lesiones en riña. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. FGR 15864/2015/TO1/2/CS2, "Britos, José Abel s/ Homicidio preterintencional. Víctima: Seoane, Matías".


    G., Gastón Orlando y otros s/ Homicidio o lesiones en riña


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 14721/2013/TO1/2/CS2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Comunicaciones. Campaña electoral. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    No se encuentran presentes en el caso los requisitos que exige la doctrina del Tribunal, en cuanto establece que resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la concreta individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas. En efecto, en su declinatoria el tribunal federal se limita a mencionar que la difusión de segundos de publicidad televisiva no habría estado dirigida a influir en elecciones nacionales, sin circunscribir el concreto objeto de la investigación ni ensayar encuadre legal alguno a su respecto. Sin embargo, de la lectura de la denuncia se desprende una multiplicidad de circunstancias que determinan la necesidad de que se profundice la pesquisa con carácter previo a resolver la competencia, especialmente cuando esas situaciones podrían dar lugar a considerar distintas hipótesis delictivas y hasta, en algún caso, con incidencia en orden a la materia. En ese orden de ideas, no parece encontrarse discutido que las supuestas emisiones televisivas que habrían favorecido a una alianza política se habrían desarrollado en el marco de elecciones provinciales, en las que estaban en juego cargos locales, lo que descartaría la materia federal. Inclusive la presunta mala administración denunciada se circunscribiría, en principio, a un delito de Índole común, cuya eventual afectación a intereses nacionales no sería directa. Ahora bien, también se les atribuyó a los inculpados que en el marco de los hechos denunciados cometieron infracciones a la ley penal tributaria por sumas elevadísimas sin que se haya realizado medida alguna tendiente al menos a corroborar la verosimilitud de esa denuncia, así como que dos funcionarios del canal habrían sido testigos de que aquéllos además pretendieron eliminar evidencia relativa a la supuesta evasión impositiva cometida. En definitiva, al haberse denunciado conductas que también involucrarían materia penal de eventual carácter federal, Íntimamente vinculadas con los hechos que motivaron la actuación del juzgado declinante, corresponde que éste continúe conociendo en la causa para establecer su concreto objeto procesal y a fin de formar fundado criterio sobre la materia de que se trata.


    Urnagaray de Urquiza, Alejandro y otros s/ A.


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 17475/2016/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Denuncia. Competencia federal. 


    Toda vez que los hechos denunciados habrían sucedido en un lugar reservado exclusivamente al Estado Nacional y no puede descartarse, que hubieren entorpecido el buen desempeño que deben prestar los agentes de seguridad aeroportuaria, corresponde a la justicia federal asumir el conocimiento de esta causa.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14201/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Falsa denuncia. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En la medida en que el juez de instrucción no desconoce que los delitos de falsa denuncia y estafa en perjuicio de la compañía de seguro, y eventualmente del comprador del rodado, tuvieron lugar en el ámbito de esta capital, corresponde a la justicia nacional de instrucción conocer en estas actuaciones.


    R., Leandro Gabriel y otro s/ Falsa denuncia y estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64531/2016/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violencia de género. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La presente investigación conforma un mismo conflicto de violencia de género, cuya fragmentación obstaculizaría la eficacia de la investigación.


    H., H. M. s/ Coacción (Artículo 149 bis). Damnificado: G., S. M.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 234031996/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Personas privadas de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que el magistrado provincial no cuestiona el carácter común del suceso denunciado y reconoce que habría sucedido en territorio bonaerense, aunque en distinta jurisdicción a la suya, la justicia local debe asumir su conocimiento, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Tribunal Oral en lo Criminal n° 3 Departamental de Quilmes s/ Averiguación de delito


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6253/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    A., Sergio Manuel s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 440/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    D., Claudio Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 219/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Falsificación de instrumento público. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    Con relación al vehículo incautado que había sido sustraído previamente en ese mismo ámbito territorial al juzgado provincial corresponde incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos, determinar el grado de participación que pudo caberle los imputados con relación al delito cometido contra la propiedad, de modo que pueda dictarse un auto de mérito que defina la situación jurídica de ambos, en el sentido exigido por la jurisprudencia de la Corte, y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello. Por otro lado, en atención a que no consta con suficiente claridad la decisión adoptada por el magistrado federal, en cuanto a si aceptó la competencia con relación a la cédula de identificación automotor incautada, conviene entonces recordar que el Tribunal tiene dicho que, de acuerdo al carácter nacional de ese documento, la investigación sobre su falsedad concierne a la justicia federal de la sección en la que se descubrió. En tales condiciones, en la medida en que se comprobó que, entre otras anomalías, el vehículo presentaba colocadas placas que no se correspondían con sus originales, el magistrado federal deberá investigar todas esas infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese delito y la falsedad de aquel instrumento registral, dada la coincidencia entre la identificación del dominio colocado en el bien y las que constaban en la cédula de identificación apócrifa pues desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de ambos delitos quede a cargo de un único tribunal.


    A., Nicolás Agustín s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 20/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que tal como surge del expediente, el Ministerio Público Fiscal habría apoyado su imputación en una base fáctica referida al último eslabón de la cadena de comercialización, a lo que debe sumarse el avanzado estado del proceso, que se encuentra en etapa de juicio, debe ser la justicia local la que continúe interviniendo en esta causa.


    C., Silvia Adriana y otros s s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 28/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, la justicia federal de la sección en la que se incautó el rodado debe asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia, aunque no haya sido parte en la contienda. De acuerdo con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, lo atinente a las infracciones a los artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, -sustitución de placas y adulteración en las numeraciones identificatorias de chasis y motor- corresponde a la justicia provincial.


    S., Miguel Ángel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 156/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Juez previniente. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, "Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley 23.737".


    Incidente n° 1- N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51349/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas-, corresponde a la justicia provincial.


    R., Matías Alcides s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 152/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la propiedad. Hurto. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    N.N. s/ Hurto automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52038/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la justicia provincial.


    N.N. s/ Robo de automotor en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36644/2018/2/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Unificación de penas. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 161, L. XLIX, “E. P., Patricia Leonor s/ Robo agravado por el empleo de arma de fuego", y CCC 54216/2013/TO1/2/CS1 "G., Leonardo Ezequiel s/ Amenazas".


    El Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional, que impuso la pena mayor, debe pronunciarse sobre la unificación de las sanciones oportunamente impuestas a los condenados. No obstante ello, salvo mejor criterio de la Corte, debe dirigirse al juez federal similar observación a la de Fallos: 313:244 y 324:4245, atento que al momento de dictar sentencia le constaba la sanción impuesta con anterioridad.


    P. M., Brian Freddy y otros s/ Infracción Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10348/2013/PL1/7/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juez previniente. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 46572/2015/2/CS2.


    C., G. P. s/ Aborto profesional


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46572/2015/3/CS3, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de documentos. Cédula verde. Competencia federal. 


    Habida cuenta que en el caso, la cédula verde del auto sería apócrifa y atento al carácter nacional de dicho documento, corresponde al Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional entender en el presente.


    V., Brian Elías s/ Falsificación de documentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2315/2018/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas y adulteraciones en las identificaciones de chasis y motor-, corresponde a la justicia provincial.


    R., Hernán Ariel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 154/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Luisina s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70122/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    V., Jhonatan s/ Defraudación por retención indebida. Damnificado: P. P., Jorge Luis


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74158/2017/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Auto de procesamiento. Recurso de apelación (procesal). Sustanciación del recurso. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    S., Claudio Alejandro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 200/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones leves. Servicio Penitenciario Federal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que el delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquel no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    C., Manuel Eduardo y otro s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59717/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Aborto profesional. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La incorporación a expediente de las medidas probatorias a través de las cuales se pudo establecer que las cuentas de correo electrónico que habían sido informadas en la denuncia se encontraban asignadas a nombre de un profesional médico, quien había sido sindicado como el profesional que se dedicaba a practicar maniobras abortivas, y la aseveración genérica formulada por el juez nacional acerca de la competencia territorial, con sustento únicamente en que dicho profesional denunciado sería el titular de las líneas telefónicas y el usuario de las cuentas de correo, no alcanzan para afirmar que en esos sitios se hubieran llevado a cabo maniobras abortivas por parte del profesional denunciado, en tanto la investigación carece de los elementos de juicio necesarios que permitan acreditarlo, dado que las constancias agregadas hasta el momento al incidente no consiguen delimitar con la precisión que esta etapa procesal requiere, las características y alcance de los sucesos objeto de investigación para que, en todo caso, pueda subsumírselos en una determinada calificación legal, que se apoye razonablemente en las constancias del incidente, y permita luego la adecuada resolución del conflicto a la luz de la doctrina de la Corte de Fallos: 326:1926; 327: 918, 328: 4680 y 4686, entre otros.


    C., G. P. s/ Aborto profesional punible


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46572/2015/2/CS2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente n°2 - Denunciante: G., María Celeste N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36834/2018/2/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Requisa personal. Requisa del automotor. Acta policial. Testigos de actuación. Defectos del procedimiento. Competencia federal. 


    En atención al carácter nacional que tendría el acta de procedimientos realizada por el personal de la Prefectura Naval Argentina, en tanto emana de funcionarios públicos de una fuerza de seguridad nacional, en el marco de sus atribuciones, y toda vez que es doctrina del Tribunal que incumbe a la justicia federal investigar los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, corresponde declarar la competencia de la justicia federal.


    C., Juan José s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2679/2018/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. También tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso.


    Incidente n° 1. Damnificado: identidad reservada y otro. Imputado: R., Jonathan Sebastián y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70719/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado que previno se ha limitado a determinar el lugar desde el que provinieron las llamadas que dieron lugar a este proceso y el domicilio del titular de los números telefónicos con las que habrían sido; pero no ha practicado diligencia alguna que permitiera, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.


    Incidente n° 2. Denunciante: Fiscalía Nacional Criminal y Correccional Federal n° 4 s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1855/2013/2/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Corte de rutas. Competencia provincial. 


    Toda vez que de las constancias del legajo surge que los hechos habrían tenido estricta motivación particular, en tanto las protestas obedecían a la reincorporación de un ex empleado de la empresa, y no habrían provocado la efectiva interrupción de un servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole, tal como lo requiere la doctrina de la Corte para otorgar el conocimiento a la justicia federal cuando se trata de la infracción al artículo 194 del Código Penal, corresponde a la justicia provincial proseguir la investigación.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 130/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia penal. 


    La Corte se encuentra imposibilitada de ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues a fin de que sea posible la individualización de los hechos penalmente relevantes, las declaraciones de incompetencia deben hallarse precedidas de la investigación suficiente para encuadrar en alguna figura determinada, ya que sólo en orden a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez a quien compete investigarlo.


    S. J., A. s/ Infracción Ley 24.270


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 551/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia nacional. 


    Circunstancias sustancialmente análogas a las de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 - Damnificado: Instituto Superior de Enseñanza Superior de Lenguas Vivas N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18633/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Circunstancias sustancialmente análogas a las de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 2 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7292/2017/2/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Circunstancias sustancialmente análogas a las de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 - Damnificado: Escuela de Educación Media N°4 s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9764/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Circunstancias sustancialmente análogas a las de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 - Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CPF-Cámara Federal de Casación Penal, 13071/2016/1/CS2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Circunstancias sustancialmente análogas a las de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 - Damnificado: E. C. A. H. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13827/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Circunstancias sustancialmente análogas a las de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 - Damnificado: Escuela N° 4 José Jacinto, Berrutti N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18325/2017/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Circunstancias sustancialmente análogas a las de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 - Denunciante: Juzgado Federal N° 4 y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18403/2017/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. 


    P., Leandro s/ Infracción Ley 11.723 (Artículo 72 inciso a)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20409/2017/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación; así como también tiene establecido que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.


    N.N. s/ Defraudación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 20134/2016/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A. S., Alejandro y otro s/ Defraudación, infracción Ley 22.362 (Artículo 31 inciso a), infracción Ley 22.362 (Artículo 31 inciso b) y estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16552/2018/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia de instrucción. 


    No se cuenta con los elementos de juicio indispensables para establecer con el grado de certeza necesaria que esta etapa procesal requiere, si en esos locales efectivamente se hallaba el dispositivo, dado que no ha sido incautado, ni se ha verificado que en esos comercios existieran otros aparatos móviles en infracción a ley 25.891. La constatación de esos domicilios no alcanza para individualizar precisamente los hechos sobre los cuales versa la controversia, de modo que la calificación legal propuesta por el juez de instrucción, no se apoya razonablemente en las constancias del expediente e impide la adecuada resolución del conflicto a la luz de la doctrina de la Corte de Fallos: 326:1926; 327: 918, 328: 4680 y 4686, entre otros.


    N.N. s/ Hurto y infracción Artículo 12 Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8784/2019/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Víctima menor de edad. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    De los antecedentes remitidos cabe inferir que los actos sexualmente abusivos de los que habría sido víctima la menor habrían ocurrido en distintas jurisdicciones pero se encontrarían enmarcados en un mismo Seno familiar, por lo que la elección del tribunal que corresponda juzgar los que son objeto de esta contienda debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


    T. I., J. C. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1245/2019/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La investigación llevada a cabo hasta el momento resulta insuficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, pues no surge que se hayan cumplido las necesarias diligencias de comprobación que permitan establecer debidamente cómo sucedieron los hechos que se investigan, lo que impide formar un criterio fundado acerca de su calificación legal a fin de discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    R., N. A. d. V. s/ Supresión del estado civil de un menor y falsedad ideológica


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15046/2018/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    De un somero análisis de las denuncias y diferentes declinatorias judiciales, se advierte que las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo inescindible y desplegado en distintas jurisdicciones, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Z., Guido s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18998/2017/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa e infracción Ley 22.362


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34689/2018/1/CS2, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hábeas corpus colectivo. Servicio Penitenciario Federal. Traslado de detenidos. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 7614/2015/CNC1-CA1, "Corrales, Guillermo Gustavo y otro s/ Hábeas corpus".


    G., Alejandro y otros s/ Hábeas corpus


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49685/2009/2/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Impuesto a las ganancias. AFIP. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    Para que la contienda se encuentre correctamente trabada, resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.


    N.N. s/ Presunta infracción Ley 23.737. Sospechoso: Demetrio L. - Tandil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 629/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada el día 27 de agosto de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 607/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Respecto de la primera hipótesis delictiva, referida al comercio de estupefacientes, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final. De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, y teniendo en cuenta que estas actuaciones ya se encuentran en estado de juicio, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo al respecto. La segunda hipótesis se refiere al secuestro de la pistola calibre cuarenta con su numeración suprimida, y la pistola calibre cuarenta y cinco en poder del imputado. En tal sentido, luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la ley 23.737, también corresponde a la justicia de excepción conocer respecto de la tenencia de las armas secuestradas, y de la supresión de la numeración de una de ellas. Finalmente, en relación con las armas incautadas en poder de los imputados, la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda en tal sentido.


    Incidente N° 5 Imputado: V., José Luis y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 18700/2016/TO1/5/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Ley sobre riesgos de trabajo. Asegurador por riesgos de trabajo. Competencia nacional. 


    Atento que el inciso 7 del art. 32 de la ley n° 24.557 no atribuye la competencia al fuero de excepción para conocer del presunto incumplimiento de la asistencia médica y farmacéutica por las ART, y que por la posible afectación del fondo de reserva creado por ese ordenamiento no se verifica un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación como resultado de la acción típica, ni el delito presuntamente cometido es de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley, corresponde a la justicia nacional conocer en las presentes actuaciones.


    L. A.R.T. s/ Encubrimiento e infracción Ley 24.557


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10150/2018/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Elecciones provinciales. Candidatos. Padrón electoral. Competencia provincial. 


    Toda vez que las irregularidades denunciadas se habrían cometido en ocasión de inscribirse candidaturas para cubrir cargos electivos locales, en atención a los principios que en lo pertinente se mencionan en Fallos: 305:926 -en particular, considerando 6 y 11- y más allá de que los episodios hayan tenido lugar en el marco de elecciones primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias, concierne a la justicia provincial continuar con el conocimiento de estas actuaciones.


    N.N. s/ Infracción Ley 19.945


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2040/2018/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada en diciembre de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 606/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que atañe al fuero de excepción conocer en los delitos que afectan el desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del artículo 3, inciso 3, de la ley 48.


    S. M., Evert Lidio y otros s/ Falsificación documentos públicos Denunciante: R., Rodrigo Martín


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4019/2015/4/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Cuentas bancarias. Transferencia de saldo. Competencia provincial. 


    Más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en esta ciudad y que el presunto lugar del que se habría accedido al sitio de home banking para efectuar la transferencia, a partir del protocolo de internet (IP), se encontraría situado en el extranjero (que pudo haber sido simulado), corresponde declarar la competencia de la juez provincial, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en su ámbito territorial se encuentra la entidad a la que se transfirió el dinero.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18201/2015/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local. Si bien, que gran parte del material incautado no se encontraba fraccionado en dosis tal como lo establece el artículo 2°, inciso 1°, de la ley 26.052, en el caso ello no es óbice para concluir que estaría destinado a la venta para su consumo. Pues en el procedimiento, también se secuestraron una balanza, un cuchillo con restos de marihuana, un rollo y varios recortes de papel de aluminio adecuados para la venta de las sustancias en pequeñas fracciones. Por todo lo expuesto, de acuerdo a lo resuelto por la Corte en la causa Comp. 1002 L. XLVII, "Frías, Martín Fernando y Ozuna, Emilia Débora Silvana s/ Inf. Ley 23.737", con cita del precedente registrado en Fallos: 330:3906, la justicia local debe continuar conociendo en esta causa. Finalmente, también la justicia de la ciudad deberá profundizar la investigación en relación con la gran cantidad de teléfonos celulares que fueron secuestrados en poder del imputado.


    N., Franco y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 576/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de correspondencia. Sistema informático. Redes sociales. Competencia federal. 


    Surge que no se habrían desarrollado las medidas de prueba tendientes a descartar el acceso ilegítimo al usuario del patrocinado por el aquí denunciante en el sitio de internet destinado a gestionar las notificaciones electrónicas, infracción que es de la esfera exclusiva del fuero de excepción, corresponde continuar interviniendo al juzgado federal.


    N.N. s/ Violación de correspondencia, violación sistema informático Artículo 153 bis 1 ° párrafo y publicación indebida de correspondencia o comunicación electrónica


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1350/2016/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente, en tanto no se han realizado las medidas mínimas para determinar los hechos, que podrían haber sido realizados en forma presencial, utilizando un documento destinado a la acreditación de la identidad de las personas, o remota, lo que profundizando la respectiva línea de investigación podría determinar, en uno u otro supuesto, dónde habrían ocurrido y a que fuero compete intervenir.


    N.N. s/ Defraudación informática (Artículo 173 inciso 16)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22023/2018/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de correspondencia. Correo electrónico. Telecomunicaciones. Competencia federal. 


    Como bien sostiene la juez local, atento a que el correo electrónico constituye una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    Á., Miguel Ángel s/ Violación correspondencia medios electrónicos Artículo 153 2° Párrafo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2724/2018/1/CS1-CA1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. Amenazas. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Respecto de la primera hipótesis delictiva, referida al comercio de estupefacientes, si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada en octubre de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe conociendo al respecto pues a la fecha del inicio de estas actuaciones, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio. Si el imputado podría haber incurrido, además, en el delito de amenazas, la justicia local que tomó conocimiento de la notitia criminis, debe profundizar la investigación en tal sentido. Ello es así pues tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 539/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sistema informático. Competencia nacional. 


    En atención a que por las características de su comisión, no consta que el hecho denunciado haya importado perjuicio o intromisión en los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación, corresponde a la justicia local continuar interviniendo en la causa.


    L., M. I. d. S. C. y otros s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3616/2018/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada en diciembre de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 542/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Extorsión. Redes sociales. Sistema informático. Economía procesal. Competencia nacional. 


    En tanto surge que el denunciante habría transmitido voluntariamente las imágenes con contenido sexual, lo que descarta que se haya accedido a ellas ingresando de forma ilegítima a un sistema informático, y tampoco se advierte afectación de intereses federales, corresponde al juez local continuar con la presente investigación.


    M., N. y otros s/ Extorsión, estafa y amenazas


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5221/2018/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Denuncia anónima. Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, teniendo en cuenta que la presente causa reconoce su origen en la denuncia formulada en diciembre de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 541/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de secretos. Servicios informáticos. Competencia nacional. 


    Toda vez que de las pericias practicadas sobre los dispositivos tecnológicos surgiría que no se pudo comprobar que hayan sido objeto de un acceso remoto, ni tampoco se advierte que el denunciante informase sobre un ingreso ilegítimo a una cuenta de correo electrónico o a un usuario de una red social -lo que determinaría la intervención del fuero de excepción- corresponde asignar la causa al juzgado local.


    N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11382/2017/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada en febrero de 2017, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 540/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Medios de comunicación electrónica. Violación de secretos. Telecomunicaciones. Competencia federal. 


    En tanto surge que se habrían vulnerado las restricciones de acceso a perfiles de la red social, que constituye una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación, corresponde al fuero federal continuar conociendo en las actuaciones.


    S., Gisela Elizabeth y otro s/ Extorsión y coacción (Artículo 149 bis)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15725/2016/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotrafico. Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada en agosto de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 544/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada en diciembre de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 537/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de secretos. Amenazas. Competencia federal. 


    En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan esos hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su juzgamiento quede a cargo de un único tribunal. En atención a que el magistrado nacional aceptó entender respecto de la infracción de su competencia, corresponde entonces que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia federal.


    Q. G., T. y otros s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1142/2018/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Extradición. Competencia federal. 


    Debe continuar entendiendo en la causa el juez federal en tanto es suficientemente clara la letra del artículo 116 de la ley 24.767 de Cooperación Internacional en Materia Penal, en cuanto dispone que, "cuando se denegare una extradición por razón de la nacionalidad, será competente para entender en el proceso que deba seguirse al nacional el juez que intervino en la extradición".


    R. G., Sergio Damián s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33723/2017/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada en octubre de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 538/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Corresponde declarar la competencia de la Juez provincial, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en su ámbito territorial se encuentra la entidad a la que se transfirió el dinero y se domicilia quien figura como beneficiario de la operación.


    P., Juan Carlos s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63653/2015/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada en agosto de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 531/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento agravado.


    C., Laura Rosana s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20818/2017/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    F., Matías s/ Robo con armas, privación ilegal libertad personal y secuestro extorsivo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27463/2019/2/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    N.N. s/ Hurto automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31039/2018/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41888/2018/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Si la causa reconoce su origen en la denuncia formulada en diciembre de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 510/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Competencia criminal y correccional. Evasión fiscal. Competencia en lo penal económico. 


    Cabe hacer aplicación de la doctrina del Tribunal según la cual, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En ese sentido, la Corte tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia de excepción respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica. Por aplicación de estos principios, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, que previno, continuar conociendo de los hechos vinculados a la administración y disposición de los bienes durante la vigencia de la sociedad conyugal, como así también respecto a los actos jurídicos que habrían sido realizados mediante el uso del poder general otorgado con posterioridad a la disolución del vínculo. Por lo demás, atento que la competencia federal es limitada y de aplicación restrictiva es el fuero penal económico el que debe proseguir el trámite de la causa instruida por el presunto delito de evasión tributaria respecto a la deuda que pudiera determinarse en relación con los impuestos a las ganancias y a los bienes personales, ante la supuesta omisión de declarar los bienes adquiridos y las rentas del patrimonio por ella administrado.


    V., Claudia y otros s/ Defraudación por retención indebida y administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56294/2017/6/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Unificación de penas. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Al no haber procedido el tribunal provincial de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora a la justicia nacional -por haber impuesto la pena mayor- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas solicitada por la parte.


    A., Fernando José y otros s/ Artículo 306, 312 y 41, 42, 45, 166, 54, 55, 277 y 189 del Código Penal


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000071/2011/TO1/31/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    Los hechos objeto de esta investigación remitirían a un conflicto de naturaleza comercial o societario que dan sustento a la hipótesis de la comisión del delito común de administración fraudulenta. En consecuencia corresponde a la justicia provincial proseguir con la sustanciación de la causa.


    P. A. S.A. s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5985/2014/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tentativa de homicidio. Competencia nacional. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. El presunto móvil delictual, vinculado con el comercio de sustancias prohibidas, no alcanzaría para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos 261:215 y, tampoco se vislumbra que el delito contra la vida se hubiera producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal.


    Incidente N° 1 - Imputado A., Margarita s / Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28000/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la Administración Pública. AFIP. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    Los hechos que motivaron este conflicto podrían haber originado operaciones irregulares ante la AFIP que pudieron haber obstruido su normal desarrollo, lo que hace surtir la jurisdicción del fuero de excepción. Por otra parte, en lo que atañe a la cuestión territorial, corresponde estarse al sitio en el cual el contribuyente posee su domicilio fiscal, ya que es donde cabe considerar que el organismo federal ejerce su control tributario.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.769 - Denunciante: S., Alfredo Antonio


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 948/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Retención indebida. Evasión. Asociación ilícita. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La controversia no se halla precedida, de la investigación suficiente que permita a la Corte conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza de los hechos investigados y el modo en que habrían ocurrido, lo que es indispensable para delimitar consecuentemente la competencia material en la causa. Ni siquiera surge que se hayan practicado medidas que contribuyan a esclarecer los términos de la denuncia y precisar la naturaleza de los hechos, máxime cuando aquélla es el único elemento con que se cuenta en el incidente, y su falta de precisión impide resolver el conflicto con aplicación del criterio de Fallos: 328: 880 y 1254, y 330:2342, entre otros. Esas deficiencias se ven incluso corroboradas en la declinatoria, donde el juez federal declara su incompetencia material sin suficiente motivación, ya que sólo realiza una transcripción textual de la denuncia, sin efectuar una mínima descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido los hechos, ni ofrecer una concreta hipótesis delictiva y su consecuente significación jurídica, la que debería además encontrar adecuado sustento en constancias del sumario. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible determinar con el grado de certeza necesario el verdadero alcance de los hechos, y el delito de que se trata, y discernir luego la competencia material de esta causa, en la que su estado embrionario hasta impide descartar la eventual existencia de alguna irregularidad ante el organismo nacional de control y fiscalización de ingresos públicos. Corresponde a la justicia federal que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    M. L. S.R.L. y otro s/ Defraudación por retención indebida, evasión, infracción Artículo 303 y asociación ilícita. Denunciante: M., y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4631/2018/2/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    F., Roberto Gabriel y otro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49079/2018/2/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los antecedentes no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    N.N. s/ Robo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24060/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Competencia provincial. 


    Toda vez que el magistrado nacional desincriminó al imputado respecto de los hechos que habrían acaecido en esta ciudad y el juez bonaerense, por su parte, no controvierte la posible existencia ni la competencia de los que habrían ocurrido en ese ámbito territorial, a él le corresponde asumir su conocimiento e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir su investigación, sin perjuicio de la cuestión que, eventualmente, pueda plantear con otros tribunales de su misma provincia de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    U., S. I. s/ Violación según párrafo 4°, Artículo 119, Inciso b)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34885/2018/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Suministro de estupefacientes. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que el objeto procesal de esta causa se refiere centralmente a la comisión del delito de suministro de estupefacientes, sin perjuicio del papel que pudieron haber desempeñado en el desenlace fatal de aquella, los profesionales de la salud que la atendieron, debe ser la justicia federal la que continúe con esta pesquisa en tanto la investigación de la infracción a la ley 23.737 pertenece a la órbita de su conocimiento.


    Incidente N° 5. Querellante: identidad reservada s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51112/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Extorsión. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y, en tanto de la declaración del denunciante -que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente- surge que los llamados y mensajes intimidatorios fueron recibidos en esta ciudad, donde además se realizaron los depósitos de dinero, corresponde a la justicia nacional que previno, continuar con el trámite de las presentes actuaciones.


    A., Karen Marilyn s/ Amenazas y extorsión


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 79569/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de correspondencia. Competencia criminal y correccional. 


    Toda vez que no se advierte que la violación a la correspondencia haya sido cometida mientras las piezas postales se hallaban bajo custodia o servicio del correo, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional continuar interviniendo en la investigación.


    G., Mario Nicolás y otros s/ Violación de correspondencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4543/2016/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 


    En tanto el imputado es mayor de edad y el magistrado de menores descartó su participación en la sustracción del teléfono celular, cesó la razón de su competencia para continuar interviniendo en el caso. De esta forma, en atención a que restaría determinar su responsabilidad a la luz de las disposiciones contenidas en la ley 25.891, tarea específicamente atribuida a la justicia federal, corresponde al juez del fuero asumir su jurisdicción.


    E., Lorenzo Antonio s/ Infracción Ley 25.891


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4578/2017/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al juzgado de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    F. V., José Fernando s/ Infracción Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 21185/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde a la justicia provincial el conocimiento con relación a la infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Alejo Federico s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 567/2019/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de secretos. Cuestión abstracta. Juez previniente. 


    La presente contienda negativa de competencia, se ha tornado abstracta, por lo que corresponde devolver las actuaciones al declinante.


    C., Martín Daniel s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1330/2018/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Menores. Competencia provincial. 


    Las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado en perjuicio de sus nietas menores de edad, se encuentran enmarcadas en el seno familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo que, deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


    A., E. s/ Violación de menor de 13 años


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 306/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Accidente ferroviario. Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Al resultar de las constancias de autos que como consecuencia del accidente aquí investigado la formación debió detener su marcha, cabe inferir que más allá del tiempo en que se mantuvo la interrupción, primordialmente en razón de las tareas de rescate de las víctimas y la remoción del rodado, y las calificaciones legales que en definitiva quepa dar al hecho, éste tuvo entidad suficiente para entorpecer el tráfico ferroviario en una vía de comunicación por la cual se cumple con un servicio de transporte público interjurisdiccional. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia del fuero federal para entender en estas actuaciones.


    R., Gastón Luis y otro s/ Lesiones culposas (Artículo 94, 1° párrafo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 323/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Conexidad subjetiva. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4. Si bien existiría en este caso una relación de conexidad subjetiva, al fijarse la fecha de debate en una de la causas, no corresponde la acumulación de ambos procesos, toda vez que ella contravendría el propio fin de las reglas de conexidad, que es el de asegurar una más expedita administración de justicia.


    C., Nicolás F. y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 547/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Transporte de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado a los prevenidos no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    B., Brian Ezequiel y otro s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 Inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1209/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Atento que el propio magistrado nacional no ha desconocido el carácter federal del delito sobre el que versa el conflicto, corresponde declarar su competencia, cuya intervención es prioritaria en la materia.


    H. D., Andrés Julián y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1223/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 37676/2018/1/CS, "N.N. s/ Atentado contra la seguridad de naves o aeronaves".


    N.N. s/ A determinar. Damnificado: Buque Pesquero S. V. de L.


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 45343/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    Á., Juan Ramón s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 73929/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Buques en puerto. Navegación interprovincial. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La controversia no se halla precedida de la investigación suficiente para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues las escasas constancias remitidas no alcanzan para establecer, con el grado de certeza que requiere esta etapa, la existencia de un hecho con entidad delictiva. Es doctrina de la Corte que resultan requisitos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlos. En esas condiciones, corresponde a la justicia federal, que previno y tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos de juicio necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Atentado contra la seguridad de naves o aeronaves


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 37676/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Contrabando. Portación ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal, a través de numerosos precedentes, que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal, de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, debido a que las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por dicho motivo sólo pueden invocarse en procesos en los que intervienen jueces nacionales. Por aplicación de ese principio, respecto de la infracción al artículo 189 bis del Código Penal, toda vez que la portación del arma no guardaría relación con el contrabando, pues aquélla y las municiones no fueron disimulados entre los restantes bienes transportados, ni se advierte que el hecho pusiera en peligro la seguridad del Estado, es la justicia provincial la que debe juzgar este delito.


    F., Francisco Javier s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 10330/2015/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Sistema informático. Cuentas bancarias. Internet. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Más allá de los diversos lugares en que se encuentran las cuentas bancarias vulneradas y los aún no identificados en los que se habría accedido a internet para efectuar las transferencias, corresponde declarar la competencia del magistrado local, pues es el que se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en su ámbito territorial se encuentra la sucursal a la que se transfirió el dinero luego retirado por ventanilla por los imputados, quienes habrían trabajado en una estación de servicio ubicada en la misma zona, donde además se domicilian.


    S., David Eloy s/ Defraudación informática (Artículo 173 Inciso 16)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58547/2016/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la integridad sexual. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que la mayoría de los archivos de pornografía infantil fueron compartidos desde domicilios situados en territorio bonaerense, en los que habita el imputado, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    P., G. H. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1267/2018/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    A. F., Víctor Luis s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39036/2017/TO1/4/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., Marcos Daniel y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40200/2017/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    Respecto de la participación que pudo caberle a quien fue hallado en poder del vehículo, por aplicación de la doctrina sobre la alternatividad existente en estos supuestos, corresponde la competencia al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, aunque no haya sido parte en la contienda.


    M., Fernando Nahuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 227/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    A., Alan Alberto s/ Averiguación de delito


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46674/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    F., Miguel Ángel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52881/2014/TO1/2/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    S., Alexis Ezequiel s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47319/2018/2/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo con la doctrina de Fallos 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    N.N. s/ Robo automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25374/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    G., Cristian s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1°)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62042/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    B., Maximiliano Damián s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24429/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Resistencia a la autoridad. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 7617/2018/1/CS1, "Servicio Penitenciario Federal s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público e incumplimiento".


    Servicio Penitenciario Federal s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62676/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    L. S., Federico Ángel s/ Robo automotor con armas


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11274/2018/TO1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Malversación de caudales públicos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 56/2019/CS1 "D. V., Julio Miguel y otros s/ Delito de acción pública".


    N.N. s/ Malversación de caudales públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 793/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    P., Mariano s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69605/2017/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194 Código Penal)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77607/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Defraudación por sustitución o supresión de documento. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    G., Néstor Maximiliano Iván y otro s/ Encubrimiento


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 103995/2017/TO1/4/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo con la doctrina de Fallos 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, corresponde a la justicia provincial.


    B., Brian Emmanuel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 180/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cumplimiento de la pena. Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    V., Franco Emanuel s/ Robo calificado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 696/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mala praxis. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La presente contienda carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores y el alcance de los hechos investigados, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde a la justicia de la provincia, que previno, y a cuya jurisdicción acudió el denunciante, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la contienda y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Homicidio culposo- Denunciante: D., R. A.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2624/2018/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lavado de activos. Competencia federal. 


    La resolución del juzgado federal de la provincia no presenta suficiente precisión, pues además de circunscribir su objeto de modo general e indeterminado y sobre la base de meras transcripciones del contenido del mensaje de correo electrónico inicial -único elemento del sumario- no brinda las razones por las que decidió desvincular episodios que fueron denunciados en el marco del mismo contexto delictivo de aquéllos que estimó idénticos a los que componen parte del proceso en juicio. Por ello, corresponde que sea aquel juzgado federal, que omitió atribuir suficiente precisión a la declinatoria, quien continúe con el trámite de estas actuaciones, y resuelva, luego, de acuerdo con lo que de ello surja. En tal sentido, deberá tener además en cuenta el criterio de la Corte que establece que en casos en que exista una íntima vinculación de los hechos entre sí, resulta conveniente que sean juzgados por un único tribunal para una mejor administración de justicia y a fin de evitar que se dicten en jurisdicciones distintas resoluciones que en definitiva pudieran resultar contradictorias.


    N.N. s/ Infracción Artículo 303


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 14091/2017/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desechos peligrosos. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Cabe señalar que a partir del caso "Lubricentro Belgrano", la Corte subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la ley 24.051, fue reiteradamente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en tomo a la materia que aquí se trata, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente extremo que no se verifica en este caso al no encontrarse agregado un adecuado informe técnico sobre la extensión del derramamiento y su propagación territorial, así como tampoco se hizo lo propio ante las autoridades pertinentes en materia de autorización de vuelcos. Por lo tanto, al no advertirse otras circunstancias que puedan surtir la competencia federal, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional continuar conociendo en el caso, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    M., Miguel s/ Lesiones culposas (Artículo 94, 1° párrafo e infracción Ley 24.051)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15591/2018/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En este sentido, corresponde al juzgado provincial continuar con la presente causa, toda vez que, además de haber sido el lugar donde ambas víctimas realizaron la entrega de la mayoría del dinero, es donde se ubica el terreno objeto de conflicto.


    P., Mario Efrain y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45266/2018/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello resulte.


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54948/2018/2/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Plan para la vivienda. Fondos provinciales de la vivienda. Competencia provincial. 


    En una causa anterior referida al mismo programa (Programa Federal Plurianual de Construcción de Viviendas Techo Digno), a la que se acumuló por conexidad la presente causa, la Corte dirimió el conflicto de competencia a favor de la justicia provincial, por entender, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General, que el programa prevé la ejecución de las obras por parte de autoridades locales, a las que la Nación les transfiere los fondos necesarios para realizarlas bajo ciertas condiciones, y se reserva facultades de control y auditoría. Con arreglo a ese esquema, la Corte sostuvo el principio general en la materia, que favorece la competencia de las jurisdicciones locales, en tanto los fondos transferidos se han incorporados al patrimonio del ente local al que se destinaron y su uso indebido, por lo tanto, no perjudica de manera directa al Estado Nacional. Se sigue de ello que existe una prioridad de los jueces de provincia para investigar los delitos que pueden haberse cometido en la ejecución de obra pública financiada con fondos incorporados al patrimonio local, sin perjuicio de la intervención que competa a la justicia federal en el supuesto de que surjan en el curso de la investigación elementos que permitan dirigir una imputación concreta contra funcionarios nacionales por su participación en el hecho.


    N.N. s/ Abuso de autoridad


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13997/2017/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Menores. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos agregados al incidente no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. La circunstancia de que no se hayan producido las mínimas probanzas que permitieran delimitar con precisión los pormenores y características de los sucesos que constituyen su objeto impiden la adecuada resolución del conflicto, tanto en su aspecto territorial como material, dado que una menor podría estar siendo víctima de alguna de las formas o modos de explotación definidos en el artículo 2° de la ley 26.364, texto según la ley 26.842, situación respecto de la cual debería profundizarse la pesquisa sin más demoras.


    N.N. - El C. s/ Trata de personas menores de 18 años - Artículo 145 ter in fine


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 282/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Lugar del hecho. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Más allá de que la menor se encontraría viviendo en el domicilio situada en la Provincia de Buenos Aires, debe tenerse en cuenta que según resulta de los dichos del denunciante, era en esta ciudad de Buenos Aires donde residía al tiempo en que aquélla la habría removido, privando al padre del contacto y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. En consecuencia, corresponde al Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas continuar con el trámite de estas actuaciones.


    K., R. J. s/ Infracción Ley 24.270


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 416/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Telecomunicaciones. Amenazas. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, lo cierto es que aun cuando se tratara de intimidación pública, La Corte ha resuelto que esa figura no integra los delitos enunciados por el artículo 33, inciso 1°, apartado “e” del Código Procesal Penal de la Nación. Toda vez que de las probanzas agregadas al incidente no se advierte la interrupción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones que habilitaría la competencia del fuero de excepción y en tanto no es posible apreciar otra circunstancia que surta esa jurisdicción, debe continuar con la investigación la justicia provincial, que además previno.


    M. V., C. M. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 570/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares, tal como es la exigencia de dinero que se desprende del legajo. Tiene establecido la Corte que deben reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. En esa inteligencia, habida cuenta de que se atribuye al imputado la comisión de delitos de naturaleza común, perpetrados en connivencia con sus coimputados, y no es posible apreciar otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia provincial, que además previno, seguir conociendo de las actuaciones.


    C., Rodrigo Armando y otros s/ Privación ilegal de la libertad agravada (Artículo 142, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 889/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Portación ilegítima de armas. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Criterio de la Corte en el fallo de la causa CSJ 1681/2018/CS1, “Guzmán, Lucas Tadeo s/ Robo con armas”.


    Respecto del fondo de la cuestión, atento que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de uso civil y el robo con armas por encontrarse relacionados con el mismo objeto de acuerdo con el criterio de la Corte citado en referencia.


    B., Rodolfo Ezequiel y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1211/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 416/2019/CS1, “K., R. J. s/ Infracción ley 24.270”.


    P., E. K. s/ Infracción Ley 24.270


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 521/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    R. O., Guillermo Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 546/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 84/2019/CS1, “I. S.A. Buenos Aires, s/ Infracción Ley 24.769”.


    E. R. A. Compañía M.O.S.A. Buenos Aires s/ Infracción Ley 24.769


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1016/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    En primer lugar, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habrían incurrido los prevenidos. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados con relación al desapoderamiento del vehículo, especialmente si se, repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resultan ajenos a ese hecho. La Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento na hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento. Y, tal hipótesis aún no ha sido verificada en el sub judice. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.


    N.N. s/ Robo automotor


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67732/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Economía procesal. Competencia nacional. Competencia de instrucción. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    Cabe destacar que la Corte tiene resuelto que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no ha sido verificado, en la medida en que el juez local no atribuyó la competencia a su par del juzgado nacional de instrucción sino que rechazó la suya con base en que correspondía a la justicia federal conocer del encubrimiento. Por otro lado, cabe recordar el criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23910/2018/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Denuncia anónima. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, teniendo en cuenta que la presente causa reconoce su origen en las denuncias formuladas los días 1 de marzo y 6 de junio de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante Anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 724/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, teniendo en cuenta que la presente causa reconoce su origen en la denuncia formulada el día 6 de junio de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. (Artículo 5 inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 726/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Menores. Preclusión. Competencia federal. 


    Tal como lo sostuvo la justicia provincial y anteriormente la misma Cámara Federal de Comodoro Rivadavia al confirmar el procesamiento sin prisión preventiva del imputado por abuso sexual agravado, la cuestión quedó definitivamente resuelta al atribuir la Corte a la jurisdicción federal la competencia de los hechos por los que hoy se reedita este conflicto. De tal manera, la circunstancia de que primero se haya dictado condena en la causa de trata no es una razón de peso para hacer variar la radicación del expediente a esta altura del proceso. Esto importaría vulnerar los principios de preclusión y estabilidad de los actos procesales, con afectación del buen servicio de la justicia, además de que iría en desmedro, por un lado, de la misma garantía antes amparada, y por el otro de la protección de los intereses de la menor víctima. En ese sentido, cabe recordar que aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución también valen para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos.


    T. C., F. y otro s/ Infracción Ley 26.364


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12009270/2011/TO1/3/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sindicatos. Asociación ilícita. Investigación inconclusa. Juez previniente. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    La presente causa no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Sindicato de Obreros y Empleados de la Educación y la Minoridad y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26279/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio culposo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    R., A. y otros s/ Homicidio culposo. Denunciante: C., J. V. y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49163/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de documentos. Delitos relacionados con la identidad de las personas. Cédula de identidad. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero federal se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva, entre ellas las referidas a los delitos que representen la falsificación de documentos nacionales. En virtud de lo expuesto, y habida cuenta de que en el sub júdice no se verifica esa última circunstancia, ni tampoco otra que surta la jurisdicción de excepción, ni surge afectado interés federal alguno, corresponde otorgar la competencia a la justicia nacional.


    N.N s/ Falsificación documento destinado a acreditar identidad


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11618/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de secretos. Sistema informático. Juez previniente. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Toda vez que de las constancias agregadas al presente incidente no es posible determinar si la acción fue instada conforme a los requisitos que establece el código de forma para los delitos de acción privada, corresponde devolver la presente causa al Juzgado de Garantías, que previno.


    N.N. s/ Violación sistema informático - Artículo 153 bis - Denunciante: Carlos Esteban C.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2412/2018/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Restricción de acercamiento. Violencia de género. Competencia provincial. 


    La presente investigación conforma un mismo conflicto de violencia de género, cuya fragmentación obstaculizaría la eficacia de la investigación.


    U., J. M. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2421/2018/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. AFIP. Declaración jurada falsa. Competencia federal. 


    Más allá de la calificación que en definitiva corresponda asignar a los hechos en estudio, si la intimación cursada por el organismo fiscal fue consecuencia del registro de una obligación tributaria aparente, por haber ingresado la presunta declaración jurada apócrifa mediante el indebido acceso con la clave fiscal a la base de datos de la AFIP, corresponde atribuir el conocimiento de los hechos a la justicia federal por haberse afectado el normal desenvolvimiento de ese organismo nacional.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60459/2017/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Walther Marcelo s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76166/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, la Corte tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que por la materia o por las personas son ajenos a su competencia específica.


    B., Alicia Inés


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1992/2019/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Abuso sexual calificado por parentesco. Víctima menor de edad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Conforme se desprende de lo manifestado por la joven, los hechos de los que habría sido víctima habrían sucedido en la vivienda que compartían con su hermano y la familia de éste, y donde también residiría su progenitor, según surge de la declaración de su tía materna, con quien aquélla quedó provisoriamente a resguardo en esta ciudad. Por lo tanto, corresponde al juez bonaerense asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación.


    M. R., V. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69701/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Asociación ilícita. Investigación inconclusa. Competencia Federal. 


    La presente contienda negativa de competencia, no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    J. P., José Cristian y otros s/ Asociación ilícita, estafa e infracción Artículo 303


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 22334/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Protección del medio ambiente. Emisión de gases contaminantes. Contaminación de aguas. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido por V.E. en los precedentes de Fallos: 323:163; 325:269 y 326:4996.


    Toda vez que del informe químico se desprende la verificación de parámetros en infracción a la ley 24.051, y en tanto no puede descartarse que la contaminación de las aguas haya afectado otras jurisdicciones, compete a la justicia federal conocer de los hechos que motivaron la causa.


    Fábrica Militar Río Tercero s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 588/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Accidente ferroviario. Homicidio culposo. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    Al resultar que como consecuencia del accidente la formación debió detener su marcha, cabe inferir que más allá del tiempo en que se mantuvo la interrupción, primordialmente en razón de las tareas de rescate de la víctima y la remoción del rodado y las calificaciones legales que en definitiva quepa dar al hecho, éste tuvo entidad suficiente para entorpecer el tráfico ferroviario en una vía de comunicación por la cual se cumple con un servicio de transporte público interjurisdiccional. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia del fuero federal para entender en estas actuaciones.


    A., Nicolás Ramón s/ Homicidio culposo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 682/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Teniendo en cuenta que la presente causa reconoce su origen en la denuncia formulada el día 21 de agosto de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción ley 23.737. Denunciante Anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 722/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violencia familiar. Competencia provincial. 


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Incidente n° 1 - Víctima: M., J. S.. Imputado: M., C. S. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 114088/2018/1/CS2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Homicidio criminis causa. Encubrimiento. Tribunal oral criminal. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    T., Facundo Elías s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 749/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia de estupefacientes. Competencia por la materia. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo a lo resuelto por el juez federal este conflicto sólo se circunscribe a la infracción al artículo 14, primera parte, de la ley 23.737. Debe declararse la competencia de la justicia local para que conozca en esta causa (artículo 34, inciso 4°, de la ley 23.737 y ley provincial 13.392).


    Incidente n° 1. Denunciante: identidad reservada N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 12706/2015/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual calificado por acceso carnal. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que el carácter excepcional y estricto de la competencia federal exige para su procedencia que el funcionario, autor, o víctima del delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.


    G., Á. H. s/ Abuso sexual - Artículo 119 3° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17344/2018/TO1/3/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso.


    S. V., Miguel Ángel y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62057/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incidente de competencia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado, que previno no ha practicado diligencia alguna que permitiera, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.


    Incidente n° 1 N.N., N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 113992/2018/1/CS2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de cheque. Asociación ilícita. Encubrimiento. Tribunal oral en lo criminal. 


    En atención a que los hechos atribuidos a la organización delictiva se refieren a la falsificación de cheques y su posterior entrega a personas determinadas, como así también la recepción de títulos de procedencia ilícita, es conveniente mantener la competencia de la justicia nacional de esta capital, en tanto no se advierte la vinculación de esos delitos con el tipo penal previsto en el artículo 310 del Código Penal, que requiere para su configuración condiciones que no han sido objeto de la instrucción de esta causa.


    R., Jorge Baudo y otros s/ Asociación ilícita y falsificación de documentos públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 57138/2017/TO1/10/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78412/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento",el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde entender la justicia local.


    R., Cristian Maximiliano s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1225/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente n° 1 - Damnificado: M., Alfredo Raúl. Imputado: B., María Soledad s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9144/2019/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C., Alan Jesús s/ Robo de automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64848/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    A., Jonathan Maximiliano s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75627/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento",el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde entender la justicia local.


    V., Franco Sebastián s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 799/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento",el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. En lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde entender la justicia local.


    C., BIas José Hernán s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1000/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento",el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Sebastián Ezequiel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73198/2017/TO1/3/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juegos de azar prohibidos. Internet. Telecomunicaciones. Competencia contravencional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1411/2018/CS1, "www.b.com s/ Fraudes al comercio".


    N.N. s/ fraudes al comercio (Artículo 301 B inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 732/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    O., Oscar Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 628/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Luis Fernando s/ Encubrimiento


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 171653/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Explotación sexual. Prostitución. Competencia federal. 


    De los elementos remitidos surge un cuadro de situación que de momento impide descartar la presunta comisión del delito de trata de personas con fines de explotación sexual, agravado por su condición de vulnerabilidad y por la consumación de esa finalidad. No debe pasarse por alto, finalmente, la estrecha vinculación que existe entre la trata de personas y lo delitos relacionados con la facilitación, promoción y explotación de la prostitución ajena en tanto constituyen una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso "c", de la ley 26.364, texto según ley 26.842. En consecuencia, teniendo en cuenta que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión de la trata de personas resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, corresponde al Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Infracción Ley 12.331 (Artículo 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61535/2016/2/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prostitución. Prostitución de menores. Competencia nacional. Competencia ordinaria. 


    Los escasos antecedentes remitidos no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen la intervención de los estrados federales ni que hagan verosímil, de momento, la hipótesis delictiva a la que se refiere la ley n° 26.364 -texto según ley 26.842-, en la que, por cierto, los enmarcó dentro de las previsiones de los artículos 89, 125 bis y 127 del Código Penal.


    E., S. M. yotro s/ Infracción Artículo 125 bis del Código Penal según Ley 26.842, prostitución con fines de lucro (Artículo 127 sustituido conforme Artículo 23, Ley 26.842, lesiones leves (Artículo 89) e infracción Artículo 145 bis conforme Ley 26.842


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58561/2018/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Los hechos denunciados, en caso de tener relevancia penal, ocurrieron en jurisdicción provincial, por lo tanto, corresponde al Juzgado de Garantías, conocer en esta causa.


    B. & T. S.R.L. y otro s/ Estafa. Denunciante: F., Cintia Del Carmen


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38269/2018/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Derecho marcario. Uso indebido de marca o designación. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que según surge de las constancias de la causa se habría utilizado falsamente una marca registrada y de acuerdo con lo que establece el artículo 33 de la mencionada ley, los tribunales federales son los competentes para conocer en tales infracciones.


    N.N. s/ Defraudación (Artículos 173 Inciso 15) Damnificado: Aerolíneas Argentinas


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15164/2018/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hábeas corpus. Servicio Penitenciario Federal. Personal penitenciario. Competencia nacional. 


    No se encuentra controvertido en el caso que el hecho denunciado tendría como autores a agentes del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de sus funciones propias en un establecimiento penitenciario, que administra en ese territorio una autoridad nacional. Por lo que, con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la capital continuar el trámite de estas actuaciones.


    Complejo Penitenciario Federal de la C.A.B.A. s/ Incumplimiento de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 249)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17606/2019/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prostitución. Competencia nacional. 


    En atención a la calificación legal dada por ambos jueces y los dichos de la denunciante –único elemento que se tiene para definir esta controversia-, de los cuales no surge la individualización del domicilio donde habría ocurrido el encuentro sexual ni la persona que habría participado en él, pero sí que en esta ciudad su madre le habría tomado las imágenes que después habría compartido para posiblemente ofrecerla con esos fines, corresponde a la justicia nacional proseguir esta investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    G., A. B. s/ Infracción Ley 26.485


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72439/2018/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    En virtud de la unidad contextual que presentan los sucesos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la causa “Cazón, Adella Claudia s/ Artículo 149 bis”, y fallos 339:652.


    Z., G. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 698/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La presente contienda negativa de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. En esas condiciones, sin que se hayan practicado las diligencias necesarias para establecer los sucesos a investigar y sus calificaciones jurídicas, corresponde a la justicia provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos para darle precisión, y resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello resulte.


    N.N. s/ Enriquecimiento ilícito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 953/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión federal. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Ante la posible afectación de intereses federales, corresponde al juzgado federal que por turno corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9251/2018/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se hallan controvertidos por otras constancias de la causa, se desprende que el hecho se produjo en la provincia de Buenos Aires, compete al magistrado provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación.


    B., C. E. s/ Abuso sexual


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 534/2019/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desechos peligrosos. Competencia nacional. 


    Toda vez que de la reseña efectuada por los magistrados en conflicto no surge que los hechos tengan capacidad de afectar a las personas o el ambiente fuera de los límites de esta ciudad, circunstancia que el propio magistrado de competencia común reconoce, con arreglo al criterio establecido por la Corte en Fallos: 323:163; 325:269 y 326:4996, entre otros, a él corresponde conocer en la presente causa.


    A. E. S.A. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10206/2015/2/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento.


    M., Elías Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 68413/2016/TO1/3/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    D., Gonzalo Javier s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48917/2017/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    C., Luis Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 678/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”, la justicia federal debe entender respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    R., Santiago Nahuel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 708/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Más allá de las calificaciones legales que resulten en definitiva y del vínculo final que se establezca entre ambas causas, considero que de momento la remisión de la presente a los estrados federales resulta prematura. No hay en autos elemento alguno que justifique la competencia federal y tampoco otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva, por lo que corresponde a la justicia nacional de la capital proseguir la investigación.


    O., Sergio y otro s/ Estafa, falsificación de documentos públicos y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54099/2014/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Tribunal oral en lo criminal. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    L., Leandro Ezequiel y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 1161/2017/TO1/6/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En atención a los fundamentos expuestos por el magistrado federal en su resolución de rechazo de la competencia, es atinente recordar el criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación, corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento. Cabe consignar que esa exigencia no se presenta en el sub judice, en la medida en que el juez de garantías no le ha dado intervención a la justicia nacional de instrucción que tuvo a su cargo la investigación del robo del motovehículo, dado que sólo se limitó a requerir testimonios de esas actuaciones en la que inicialmente se procesó al involucrado como autor del robo, aunque luego, esa decisión fue revocada por la cámara del fuero y declarada la falta de mérito. Más allá del procesamiento por encubrimiento dispuesto por la justicia local y de la elevación de la causa a juicio por los hechos ocurridos en territorio provincial lo cierto es que el juez de esa jurisdicción no ha dado cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la alternatividad existente entre la sustracción y su posible encubrimiento. Por ello, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado con relación al desapoderamiento del motovehículo, dado que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si pudo haber tenido intervención en ese delito ocurrido en esta capital, tan sólo seis días antes, del hallazgo del rodado en su poder en territorio provincial, sobre todo si se pondera que en ese suceso participaron dos personas, de las cuales, una se fugó. En atención al modo en que se produjo el delito contra la propiedad en esta ciudad, resulta conveniente contar con la realización de una rueda de reconocimiento sin que la dificultad que el damnificado del robo eventualmente adujera para reconocer a sus autores, pudiera significar un juicio adverso sobre su utilidad, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente. En consecuencia, corresponde al titular del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, que instruyó el robo, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en la localidad bonaerense, pues, en definitiva, es a él a quien corresponde dilucidar la posible participación del procesado en ella, aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de lo que de ello resulte. Por otra parte, aunque no haya sido objeto de controversia, es conveniente señalar que, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas del rodado en cuestión- de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", su juzgamiento corresponde a la justicia provincial.


    A., René Edelmiro s/ Robo agravo uso de arma de fuego y otros


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 627/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Competencia penal. Competencia contravencional y de faltas. 


    Único tribunal a cargo. Unidad contextual.


    En primer lugar, es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Con relación al delito de encubrimiento, frente a la posibilidad de que los imputados hayan tenido algún grado de participación en el delito contra la propiedad acaecido en territorio bonaerense la resolución de la justicia local no cumple con la doctrina del Tribunal en el sentido de que, en casos como el presente, debe hallarse precedida de una adecuada investigación y un auto de mérito que permita desvincular a los prevenidos del robo con armas. Más allá de la falta de mérito dispuesta por la magistrada nacional en orden a la figura del artículo 277, inciso 3, apartado b), del Código Penal, y de la circunstancia planteada por el juez local en el sentido de que no podría expedirse respecto a la situación procesal de los imputados dado que el conductor del vehículo no pudo ser identificado, nada imposibilita que puedan efectuarse las diligencias necesarias en territorio provincial dirigidas a verificar su probable intervención con relación al delito contra la propiedad allí cometido. Por otra parte, no puede pasarse por alto que según surge de las constancias que dieron inicio a la causa, los imputados opusieron resistencia a su detención contra los efectivos, por lo que en virtud a la inescindible unidad contextual que presenta ese suceso con la tenencia o portación del arma de uso civil incautada -cuya investigación ha sido declinada por la magistrada nacional a favor de la justicia penal, contravencional y de faltas de la ciudad- resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    L. M., Freddy y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55401/2018/3/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquéllos con relación al robo del arma de fuego, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si aquellos resultan ajenos a ese hecho. Sin perjuicio de ello, y en atención a los fundamentos de la declinatoria del titular del juzgado federal, es atinente recordar el criterio sostenido por la Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento. Tal hipótesis no ha sido verificada en el sub judice. En ese sentido, es oportuno señalar, con relación a los fundamentos expuestos por el juez nacional en lo criminal y correccional para rechazar la competencia, en cuanto a que no contaba con los elementos probatorios que permitieran vincular a los prevenidos con la sustracción ocurrida en esta ciudad, dos años y medio antes de su hallazgo en territorio provincial no puede ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde al juzgado nacional de instrucción profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del arma, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincia.


    M., Claudio Emanuel y otros s/ Infracción Ley 27.737


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 240/2018/14/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Robo de automotor. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Sin embargo, esta última circunstancia no se presenta en el sub examine. En tales condiciones, el caso debe ser resuelto a partir del criterio del Tribunal, según el cual, si no resulta con claridad que el imputado por encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, resulta conveniente que entienda el juez que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    A., César Andrés s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 717/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. Robo con armas. Teléfono celular. Delitos contra la propiedad. Competencia de instrucción. Robo. Juez previniente. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En ese sentido, aunque no haya sido materia de controversia, que en lo que respecta al automóvil secuestrado en poder de los imputados, más allá del procesamiento dispuesto contra uno de ellos, entre otros delitos de materia federal, en orden al encubrimiento de un robo con armas cometido en territorio bonaerense, corresponde que el juez local encargado de la investigación de la sustracción, resuelva previamente la situación jurídica de los tres imputados en lo que respecta a cualquier grado de participación que pudieran haber tenido en ese delito contra la propiedad. Ahora bien, acerca de la cuestión suscitada en autos, relativa a la conducta descripta en el artículo 12, de la ley 25.891, respecto de la cual la justicia federal dictó la falta de mérito de los imputados, no se ha dado cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la alternatividad existente entre la sustracción y la infracción prevista en esa norma de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal. Corresponde al juzgado de instrucción que conoció en el robo de los dos teléfonos celulares, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, pues, en definitiva, es a él a quien corresponde dilucidar la posible participación de los aquí imputados en el delito contra la propiedad, sin perjuicio de lo que de ello resulte. Por último, con relación a los otros dos dispositivos incautados y módulos de identificación removibles, cuyo origen aún no ha sido determinado, corresponde al juzgado federal, que previno, proseguir con su investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis para resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    P., Gastón y otros s/ Robo con armas


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74570/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio calificado. Tentativa de homicidio. Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Es oportuno destacar que la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En consecuencia, en atención a que el presunto "móvil delictual" esbozado por el juez declinante no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que los delitos contra la vida en estudio se hayan producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia local.


    N.N. s/ Homicidio agravado (Artículo 83, inciso 8)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 899/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    El presente conflicto carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados para subsumirlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    A., Antonio y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2730/2016/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Frente a la fuerte presunción sobre la posible participación del imputado en el delito contra la propiedad, la declinatoria no cumple con la doctrina de la Corte en el sentido de que, en casos como el presente, debe hallarse precedida de una adecuada investigación que permita desvincular al imputado de la sustracción. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional de instrucción profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del rodado, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Z., Matías Ezequiel s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía público


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 789/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia criminal y correccional. Robo de automotor. Competencia criminal y correcional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328: 3960 y Competencia N° 602, L. XLV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    En atención a los fundamentos expuestos por el magistrado federal en su resolución, es atinente recordar el criterio sostenido por la Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el desapoderamiento Sin embargo, tal circunstancia aún no ha sido suficientemente esclarecida. Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del moto vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.


    G., Julián s/ Robo automotor con armas


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36711/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. Encubrimiento. Competencia federal. 


    De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328: 3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde a la justicia nacional conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    La justicia provincial debe determinar el grado de participación que pudo caberle a los involucrados como en la sustracción, de modo que pueda dictarse un auto de mérito que defina la situación jurídica de ambos, a partir de los elementos recabados con motivo del hallazgo del chasis, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional. Sin perjuicio de ello, y habida cuenta de que se constató que el vehículo secuestrado además presentaba colocado el motor y las placas correspondientes, pese a que, según emerge de las constancias del Legajo del Registro Nacional de la Propiedad Automotor bonaerense, había sido dado de baja por destrucción, y que también se incautó una cédula de identificación de ese automotor inhabilitada, la que, en principio, sería auténtica, esas anomalías habrían comprometido el normal desenvolvimiento de un organismo de la Nación. En tales condiciones, y atento que ha sido ante esa seccional registral donde se efectuó la baja del automotor -aunque no se habría ordenado la compactación del dominio - corresponde asignar la competencia de la justicia de excepción de esa sección para conocer a su respecto, aunque no haya sido parte en la contienda.


    C., Claudio Adrián Marcelo c/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75021/2015/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos informáticos. Datos personales. Investigación inconclusa. Competencia de instrucción. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. Corresponde a la justicia nacional de instrucción que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar al proceso los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    P., Alan Owen s/ Averiguación de delito


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19188/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre, la hipótesis delictiva a que se refiere el artículo 310 del Código Penal. Por ello, corresponde al juez nacional, que previno y a cuya sede acudió el denunciante en procura de sus derechos, proseguir con la investigación, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    F., Alejandro Martín y otro s/ Infracción Artículo 310


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35154/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente n° 1- Denunciante: Juzgado Criminal y Federal n° 5 s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11479/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Protección de la flora y fauna silvestre. Comercio ilegal de animales. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 46809/2018/1/CS1, "N.N. s/ Averiguación de delito".


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63675/2017/3/CS2, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incidente de competencia. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente n° 1 - Damnificado: M. y otros N.N.:N.N s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 472/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente n° 1 - Denunciante: Juzgado Federal n° 6 y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 851/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente n° 1 - Denunciante: Escuela Técnica n° 13 Ingeniero Jose Luis del Pini: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7509/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente n° 1 - Damnificado: Colegio n° 2 Domingo Faustino Sarmiento s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13278/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente n° 1 - N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20439/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y de conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1216, la justicia federal debe juzgar respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos 328: 3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza Juan José s/ Denuncia” corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Matías Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78310/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falso testimonio. Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito; en este sentido y sin perjuicio de que aún no pueda determinarse si la información presentada la imputada en el expediente laboral sea falsa, lo cierto es que dicho suceso ocurrió en la localidad de San Isidro, por lo tanto corresponde al Juzgado de Garantías conocer en estas actuaciones.


    T. C., Lidia s/ Falso Testimonio y Falsificación documento privado. Denunciante: M. J., Ulises Alejandro y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59610/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que por el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y/o uso ilegítimo -artículo 33, inciso "d", de la ley 17.671 y sus leyes modificatorias-. Por otra parte, el tribunal tiene establecido que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En este sentido, corresponde al Juzgado Criminal y Correccional Federal conocer respecto al uso del documento apócrifo.


    G., Alejandra s/ Robo, Falsificación documentos públicos y uso de documento alterado o Falso (Artículo 296) Denunciante: R., Francis


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75878/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Competencia Nacional. 


    El tribunal tiene establecido que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En este sentido, y toda vez que de la denuncia no surge que el hecho haya puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, conocer en la presente contienda.


    G., Ángel y otro s/ Estafa y averiguación de delito. Denunciante: P., Roberto José y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16103/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Documento nacional de identidad. Licencia de conducir. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. La justicia federal no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir, si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional con capacidad para entorpecer su normal funcionamiento.


    S. Z., César Antonio s/ Falsificación documentos públicos. Denunciante: Juzgado Federal n° 8 y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40867/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 475; L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”.


    Teniendo en cuenta que la mayoría de las escenas de violencia ocurrieron en territorio bonaerense, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en la totalidad de la causa, en cuya jurisdicción se domicilian la denunciante y el imputado.


    Incidente n° 1 - Imputado: M., V. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63681/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    Dado que los hechos investigados en la presente son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que, por otra parte, tampoco es posible apreciar, alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional conocer en estas actuaciones.


    D. H., Héctor Luis s/ Falsificación Alteración o Supresión de número registro. Denunciante: Juzgado Federal n° 6


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17147/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Competencia nacional. 


    Dada la relación de alternatividad existente entre el hurto y su posible encubrimiento corresponde a la justicia nacional de instrucción agotar las diligencias necesarias para establecer el destino de la cosa hurtada, y resolver luego de acuerdo a lo que de ello resulte.


    N.N. s/ Infracción Ley 25.891 (Artículo 12)


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18749/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incumplimiento de resolución judicial. Desobediencia a un funcionario público. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la investigación de la desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha infringido la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones. El Congreso de la Nación, al dictar la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar varios delitos, entre ellos, el de desobediencia, estableció claramente que su conocimiento estaba circunscripto a que dicha conducta atente contra el funcionamiento de sus poderes públicos u ocurran en el marco de un proceso judicial que tramita ante los tribunales locales, circunstancia que no se verifica. Por lo tanto, corresponde conocer al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional que por turno corresponda, aunque no haya sido parte en la contienda.


    E., S. I. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 559/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Personas privadas de la libertad. Hábeas corpus. Servicio Penitenciario Federal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues las escasas constancias remitidas y la ausencia de mínimas diligencias, impiden, al menos de momento, formar acabado criterio acerca del hecho denunciado y su significación penal, y de tal suerte asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia. En esas condiciones, corresponde a la justicia nacional ordinaria, que previno, incorporar los elementos de juicio necesarios para darle precisión a la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Complejo Penitenciario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4809/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Telefonía celular. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a que no se cuenta con los elementos de juicio suficientes para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la hipótesis delictiva. Por ello, corresponde al juez que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Infracción Artículo 13 Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18596/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a que no se cuenta con los elementos de juicio suficientes para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere. En consecuencia, corresponde a la justicia nacional de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    M. D., Nelson Andrés y otro s/ Encubrimiento (Artículo 278 Código Penal) e infracción Ley 25.891 Artículo 12


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38832/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada y, finalmente, resolver sobre la competencia para juzgarlos.


    E., Claudia Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54795/2015/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de instrumento público. Cédula verde. Competencia federal. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1216 y los principios que informan en el dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”, corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento.


    Corresponde al fuero que procesó al imputado por la falsificación de la cédula de identificación del automotor asumir la investigación respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal debido a la estrecha vinculación que existe entre ambas figuras, dado que desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que la investigación quede a cargo de un único tribunal.


    A., Guillermo Antonio s/ Robo automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61555/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Menores. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. También tiene dicho la Corte que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    S., F. s/ Abuso sexual - Artículo 119, 1 ° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 896/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Cédula de identidad. Uso de documento falso. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    En atención a lo que surge de las resoluciones de ambos jueces y las imputaciones efectuadas en los escritos acusatorios, al no verificarse las circunstancias que en determinados casos puede importar la competencia federal por tratarse de documentos expedidos por una autoridad nacional, y en tanto la simple tenencia o uso ilegítimo de una cédula de identidad no se encuentran alcanzados por los supuestos típicos de la ley 17.671, corresponde al Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional asumir el trámite de esta causa.


    O., Viviana Sandra s/ Defraudación (Artículo 173, inciso 15), falsificación de documentos públicos y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51935/2014/TO1/2/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia de armas. Robo. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    No es posible determinar aún, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta que habría cometido el imputado respecto de la escopeta sustraída en territorio provincial. En tal sentido, resulta indispensable que el juez provincial realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, sin que las consideraciones efectuadas por dicho magistrado relativas a la carencia de elementos con los que contaba en el sumario, pudiera hacer variar esa solución, desde que, al menos, en lo que a ello respecta, es a él a quien, en definitiva, corresponde discernir el grado de participación que pudiera haber tenido el imputado en el delito contra la propiedad.


    V., Sebastián Emiliano s/ Lesiones leves y amenazas


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55912/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Telefonía celular. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a que no se cuenta con los elementos de juicio indispensables para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional de instrucción, que conoció primigeniamente en la causa, agotar las diligencias necesarias y resolver luego de acuerdo a lo que de ello resulte.


    N.N. s/ Infracción Artículo 12, Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2480/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Administración fraudulenta. Investigación inconcusa. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. El caso no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, delimitar la competencia material en el sentido establecido por la Corte en las causas Comp. 354, L. XLI, "Blázquez, Marcelo Alejandro s/ Estafa", y 353; L. XLVIII, "Salinas, Miriam Raquel s/ Pta inf. Art 296 en función del art. 292".


    P., Ider José y otros s/ Defraudación administración fraudulenta


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 22131/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incidente de competencia. Competencia nacional. 


    No se advierte de la pesquisa realizada que en el suceso en estudio concurra alguna de las circunstancias que ameritan la intervención de la justicia federal, cuya naturaleza es restrictiva y de excepción. Por ello, corresponde al juez local continuar conociendo en estas actuaciones.


    Incidente n° 1. Víctima: identidad reservada y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41869/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues las resoluciones remitidas resultan insuficientes para formar acabado criterio acerca del hecho denunciado y su adecuación penal, y de tal suerte asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia. Toda vez que los antecedentes remitidos no permiten descartar, en esta etapa embrionaria del proceso, una posible afectación a los intereses del Estado Nacional, corresponde a la justicia federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, proseguir con el trámite de la causa.


    R., Mauricio Ariel s/ Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1340/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que, si bien no se encuentran imputados en la causa, estarían identificados los presuntos proveedores de esas sustancias. Por todo lo expuesto, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en estas actuaciones.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737 - denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1035/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a que no se cuenta con los elementos de juicio indispensables para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la hipótesis delictiva prevista por el artículo 12, de la ley 25.891, que plantea el juez de instrucción en sus resoluciones. A su vez, no se encuentran suficientemente esclarecidos los aspectos fácticos que conformarían el objeto del proceso, dado que ni siquiera emerge que algunas de las personas que se hallaban en la morada allanada, hubieran sido indagadas acerca de la forma en que consiguieron tener en su poder documentación personal y gran cantidad de aparatos celulares, lo que no sólo contribuiría a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad en el sentido establecido en Fallos: 317:499, 325:950, y 326:908 y Comp. 1379; L. XXXIX, "Amarilla, Roberto Ramón; Cristian, Raúl; Sastre, Horacio Ramón s/ Robo agravado", sino también, y según el caso, a identificar a sus autores. En ese sentido, el allanamiento efectuado a la finca señalada por los damnificados, en modo alguno alcanza para individualizar precisamente los hechos sobre los cuales versa la controversia, por lo que la calificación legal propuesta por el juez de instrucción, no se apoya razonablemente en las constancias del expediente. En definitiva, a él corresponde subsanar la orfandad probatoria que adujo como fundamento de su declinatoria, luego de ahondar la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    N. N. s/ Robo e infracción Artículo 12, Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19591/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Extranjeros. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Más allá de la escasez de antecedentes remitidos, el cuadro de situación que describen las resoluciones de los jueces en conflicto no permite descartar, por lo menos de momento, la posible infracción a la ley de prevención y sanción de la trata, máxime cuando aún no se cuenta con el testimonio de la propia denunciante ni con otras medidas de investigación que podrían ampliar los pormenores de los hechos, conocer la situación en que se encontrarían las mujeres en el lugar y, eventualmente, establecer si existe relación entre los domicilios denunciados.


    Zabala 2XXX piso X departamento X (ocupantes de la finca) s/ Explotación económica del ejercicio de la prostitución - Artículo 127 e infracción Ley 12.331


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17653/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incidente de competencia. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que, la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En este sentido, y más allá de que aún no surja una imputación en concreto, la cesión de derechos sobre las acciones societarias se realizó en esta Ciudad, por lo tanto en caso de existir algún delito, materia de investigación, deberá ser el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, que previno, el que continúe con la presente causa.


    O., Gustavo Alberto y otro s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 75831/2017/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Personal policial. Fraude a la Administración Pública. Abuso de autoridad. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Atento que los agentes denunciados prestarían servicios en la Policía de la Ciudad de Buenos Aires, la presunta defraudación atribuida y su actuación administrativa no habilitan la jurisdicción federal en los términos del artículo 33, inciso 1), apartado c) del Código Procesal Penal de la Nación. A su vez, el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, en las condiciones establecidas en la ley n° 5.935 de la legislatura local. De acuerdo con ello, por resolución conjunta de la Fiscalía General, de la Defensoría General y de la Asesoría Tutelar General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se dispuso que la jurisdicción local asumiera la competencia de las infracciones allí previstas, entre las cuales se encuentran el artículo 174, inciso 5° del Código Penal, siempre que el hecho se cometiere contra la Administración Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y el delito de abuso de autoridad. En tales condiciones, teniendo en cuenta que no se observan otras circunstancias que puedan justificar la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde a la justicia de la ciudad proseguir el trámite de las actuaciones.


    G., Fabiana Guadalupe y otros s/ Privación ilegal de la libertad agravada, coacción, abuso de autoridad y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2331/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desechos peligrosos. Obra en construcción. Evaluación del impacto ambiental. Competencia provincial. 


    Construcción ilegal.


    La ley 25.675 de política ambiental nacional establece por su artículo 7 que su aplicación es tarea prioritaria de los tribunales ordinarios y que sólo cabe apartarse de esa regla cuando efectivamente la degradación o el daño afectasen recursos interjurisdiccionales, lo cual debe estar demostrado con un grado de convicción suficiente y ser apreciado con estrictez. Bajo este parámetro, no abundan en las distintas resoluciones judiciales explicaciones que permitan encuadrar las conductas en alguna figura legal, ni tampoco se han relacionado evidencias concluyentes para tener por acreditada la afectación interjurisdiccional con el grado de convicción requerido para justificar la competencia del fuero de excepción. Si por el momento no existe un grado de convicción suficiente sobre los extremos invocados para sostener la competencia de la justicia federal, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa que originó la presente contienda.


    N.N. y otros s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 32009066/2012/9/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha cometido el delito, y que se encuentra acreditado que los hechos tuvieron lugar en diferentes jurisdicciones territoriales, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. En este sentido, corresponde a la justicia provincial continuar con estas actuaciones habida cuenta de que fue en esa jurisdicción donde se cargó la mercadería, se verificó que varios de los equipos telefónicos sustraídos fueron activados y donde, además, se domicilian los imputados, sin perjuicio de que si considera que corresponde conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    P., Gustavo s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74769/2016/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La presente contienda negativa de competencia, no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Estafa. Denunciante: K., Jorge Carlos y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7389/2019/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Resistencia a la autoridad. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo debe existir al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, exigiendo que el funcionario autor o víctima del presunto delito haya cumplido tareas específicas de esa índole. Desde esa perspectiva, el presente caso no se encuentra precedido de la investigación necesaria que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En consecuencia, corresponde a la justicia provincial, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 849/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Accidente de tránsito. Lesiones. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Esta controversia no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, pues de las escasas constancias remitidas no surgen elementos de juicio bastantes para determinar la significación penal de los hechos denunciados y de tal suerte, asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia. En consecuencia, corresponde a la justicia federal proseguir con la investigación de esta causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Descarrilamiento, naufragio u otro accidente culposo


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 57180/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Investigación inconclusa. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia en lo penal económico. 


    La investigación llevada a cabo hasta el momento resulta insuficiente para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el verdadero alcance y la significación jurídica de los acontecimientos a investigar, y su real naturaleza, lo que impide discernir la competencia material en esta causa. Ello se ve reflejado en la propia declinatoria, en la que el Juez en lo penal económico fundamentó su incompetencia en un único encuadre relacionado con la posible infracción a la ley 23.737 y descartó, en forma prematura, otras infracciones al Código Aduanero. En otro orden de ideas, y en caso de verificarse alguna infracción a la ley 23.737, si bien la investigación su artículo 5°, inciso c) fue transferida al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires mediante el tercer Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales del Poder Judicial de la Nación al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según ley nacional 26.702 y ley local 5.935, lo cierto es que esta causa reconoce su origen en el informe enviado por el Departamento de Asuntos Jurídicos de Gendarmería Nacional Argentina y el Ministerio de Seguridad de la Nación a la Procuraduría de Narcocriminalidad del Ministerio Público Fiscal, cuando aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    Incidente n° 2 - Imputado: L. s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1386/2017/2/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    Es doctrina de la corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados. Por último, no se vislumbra hasta el momento elemento específico alguno que admita vincular esta causa con la que tramita en sede federal. En tales condiciones, corresponde al magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a estos actuados y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.


    G. M., Gustavo Agustín s/ Infracción Artículo 189 bis apartado (2), 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1055/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, "N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)".


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7940/2019/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Competencia ordinaria. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 52471/2017/1/CS1, "C., Damián y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta; Querellante: F., Hernán".


    C., Damián y otros s/ Defraudación Administración fraudulenta. Damnificado: M. R., Mariano Adalberto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23832/2019/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Domicilio. Denunciante. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal. En este sentido, más allá de que se halle controvertido el lugar donde se llevó a cabo la escritura de compra-venta del lote, corresponde al juzgado nacional continuar con la presente causa, toda vez que, además de haber sido ésta ciudad el lugar donde el denunciante refirió haber recibido los cheques, es donde se domicilia la víctima y acudió a hacer valer sus derechos.


    M. N., Diego L. y otro s/ Estafa, defraudación en la calidad de las cosas y defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43810/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incidente de competencia. Competencia federal. 


    Infracción Ley 23.737.


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación, aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa.


    Incidente n° 1. Imputado: M., M. D. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3350/2019/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Transporte de estupefacientes. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado al prevenido no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    O., Gerónimo Ángel s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 834/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Resistencia a la autoridad. Tenencia ilegítima de armas. Unificación de penas. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto la Corte que cuando a raíz de un hecho distinto debe juzgarse a una persona que ya está cumpliendo pena por sentencia firme, corresponde al juez que pronunció el último fallo dictar la sentencia única que establece el artículo 58 del Código Penal. La segunda parte de la norma no tiene otro objeto que solucionar los casos en que no haya sido posible evitar que se dicten dos sentencias condenatorias firmes. De ser así, la pena única debe imponerla el tribunal que haya dictado la pena mayor.


    R., Pablo Ariel y otros s/ Tenencia de arma de fuego de uso civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1101/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En este sentido, más allá de que el terreno objeto de conflicto se encuentra en territorio bonaerense, corresponde al juzgado nacional que previno continuar con la presente causa, toda vez que, además de haber sido en esta ciudad capital el lugar donde se celebró el contrato con el denunciante, es donde se realizó, al menos, la primera entrega de dinero.


    C. V., Alberto Eugenio s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51540/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Por lo tanto, teniendo en cuenta el especial interés en la protección y resguardo de los derechos de las personas afectadas por discapacidades mentales, en virtud de las condiciones de vulnerabilidad, fragilidad, impotencia y abandono a las que, con frecuencia, se ven sometidas, corresponde al juzgado nacional, en cuyo ámbito vive la víctima y recibe tratamiento médico, continuar con la investigación.


    L., H. D. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64849/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Incidente de competencia. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398 L. XLII, "Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infr. Ley 23.737".


    Incidente n° 1. Imputado: F., M. R. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2995/2019/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal. En este sentido, más allá de que la cuenta bancaria destinataria de la transferencia se encuentra radicada en esta ciudad, corresponde al juzgado provincial, que previno, continuar con la presente causa toda vez que fue en ese ámbito donde se efectúo la disposición patrimonial y, además, es donde se domicilia y acudió a hacer valer sus derechos el denunciante.


    B. P. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 998/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Atentado contra la autoridad. Competencia provincial. 


    En atención a que el imputado se desempeñaría como empleado de servicio local de la delegación española y carecería de privilegios e inmunidades diplomáticas y que no surge que se hubieran afectado las actividades propias de la sede diplomática o la de sus funcionarios, entiendo que no se verifican las circunstancias que excitarían la intervención del fuero de excepción -de naturaleza excepcional y restringida-, por lo que corresponde a la juez de la ciudad continuar interviniendo en la instrucción de las actuaciones.


    B., Marcelo César s/ Atentado contra la autoridad


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16524/2017/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 292 del Código Penal, corresponde investigarla al juzgado ordinario de la provincia en cuya jurisdicción se descubrió la anomalía, aunque no haya sido parte en la contienda.


    S. R., Lidia s/ Falsificación documentos públicos


    FSA-Justicia Federal de Salta, 7062/2018/1/CS2, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Cuestión abstracta. 


    La cuestión se ha tornado abstracta.


    E. O., César Gabriel s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33295/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, “N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)”.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40474/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y de conformidad con la doctrina de Fallos: 323: 772; 315: 2778 corresponde al Juzgado Federal conocer respecto del delito de encubrimiento.


    C., Luis Nahuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 80600/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incidente de competencia. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N .N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente n° 1 - Damnificado: Escuela de Comercio n° 1 Joaquín V. González N.N.: N.N. s / Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 678/2019/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328: 3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde al juzgado de garantías conocer en lo concerniente a la infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S., Pablo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1017/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328: 3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde al juzgado provincial conocer en lo concerniente a la infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    R., Pablo Dante s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1082/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328: 3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde al juzgado provincial conocer en lo concerniente a la infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    En atención a que se encuentra cumplido el requisito de la adecuada investigación que ha definido la situación del imputado respecto de la sustracción del motovehículo incautado en las actuaciones, corresponde al juzgado federal en cuya sección fue secuestrado el rodado, conocer respecto del delito de encubrimiento, aunque no haya sido parte en la contienda.


    M., Franco Nahuel s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1330/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    O., Clemente s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 2608/2018/3/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento" y de conformidad con la doctrina de Fallos: 328: 3960 y competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial conocer con relación a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A. S., Ronald Robert s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 51075/2015/TO1/2/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que surge de la pericia realizada que el material incautado infringe la ley de marcas y designaciones cuyo conocimiento es exclusivo del fuero federal -artículo 33, de la ley 22.362-, corresponde a la justicia de excepción continuar con la investigación.


    Ndiaye, M. s/ Infracción Ley 22.362 (Artículo 31 inciso d)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11636/2019/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    O., Juan Ambrosio s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14251/2017/TO1/2/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura penal determinada y, finalmente, resolver sobre la competencia para juzgarlos. En efecto, no se advierte que se haya establecido fehacientemente el verdadero alcance de los hechos motivo de controversia, que por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación.


    W., Yongjian s/ Tráfico mercadería peligrosa para la salud (Ley 26.524)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1019/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Asociación ilícita. Extorsión. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, ante la multiplicidad de lugares de perpetración del delito, corresponde determinar la jurisdicción competente de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    N.N. s/ Asociación ilícita tributaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1227/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a que no se cuenta con los elementos de juicio suficientes para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la hipótesis delictiva prevista por el artículo 12, de la ley 25.891, que plantea el juez de instrucción en sus resoluciones. En consecuencia, dado que la calificación legal propuesta por la justicia nacional de instrucción no se apoya razonablemente en las constancias del expediente, corresponde a esa sede que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23823/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Explotación sexual. Competencia federal. 


    Más allá de la calificación que en definitiva quepa dar a los hechos objeto de controversia, los elementos de juicio reunidos para llevar a juicio a la imputada -el cual culminó recientemente con el dictado de su condena a la pena de ocho años de prisión como autora del delito previsto en el artículo 145 ter, inciso 10, del Código Penal- también valen para sostener respecto de las ocho víctimas restantes la posible comisión de acontecimientos relacionados con hechos que reprime la ley 26.364, o por lo menos para profundizar la investigación en ese sentido. No puede obviarse que la explotación allí prevista se configura en cualquiera de los supuestos establecidos, sin perjuicio de que estos constituyan delitos autónomos respecto de la trata de personas. Por lo tanto, es la justicia federal la que debe continuar con el trámite de esta causa. Tal solución, además, resulta la más adecuada desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, dado que la asignación de competencia en la materia al fuero de excepción es el medio fundamental elegido por el legislador para asegurar la eficacia de la norma y la intervención de los jueces nacionales es prioritaria en toda investigación que pudiese implicar el delito de trata de personas, hasta tanto no sea descartada definitivamente la existencia de hechos que afecten el interés federal comprometido.


    Z., A. d. V. s/ Prostitución con fines de lucro (Artículo 127, sustituido confrontar Artículo 23 Ley 26.842)


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 23470/2018/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5. lnciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1320/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4. Lo dispuesto en el artículo 3 responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal. En otro orden de ideas, la ley 27.502 expresamente establece en su artículo 3 que conocerá la justicia federal cuando la causa tuviere conexidad subjetiva u objetiva con otra sustanciada en el dicho fuero. Por todo lo expuesto, debe declararse la competencia de la justicia nacional para que conozca en estas actuaciones, la que en caso de ser necesario, adecuará su trámite a las reglas de procedimiento que rigen en esa jurisdicción, lo que permitirá el adecuado ejercicio de los derechos que pudieran considerarse afectados.


    B. C., Luis Rodolfo s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1348/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Asociación ilícita. Encubrimiento. Falsificación de documentos. Identificación registral del automotor. Tenencia ilegítima de armas. Secuestro extorsivo. Robo calificado. Facultades de la alzada. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que una vez que el órgano con facultades para hacerlo ha establecido la competencia en forma definitiva, no corresponde a las partes o a los órganos judiciales intervinientes renovar la cuestión ya resuelta cuando no se han introducido en el proceso nuevas circunstancias que permitan apartarse de lo oportunamente decidido.


    Z., Claudio Alberto y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8384/2016/TO1/20/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Poder judicial de la Nación. Tasa de justicia. Competencia federal. 


    Atento que las tasas de actuación judicial constituyen recursos específicos, propios del Poder Judicial de la Nación (art. 3, inciso "a" de la Ley 23.853), y que el perjuicio a las rentas de la Nación ha sido el resultado directo de la acción típica, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de la causa.


    F., Lorena Paola s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59336/2017/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Economía procesal. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cabe advertir que no existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia que presupone que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, dado que el juez provincial no asignó el conocimiento de la causa a su par nacional, sino que rechazó la competencia en el entendimiento de que debería intervenir un único juez de su misma provincia. Tiene establecido el Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En atención a que no se advierte la ocurrencia de algún acto con relevancia típica, pues más allá de la calificación legal que pudiera llegar a corresponderle a los sucesos a investigar, de los dichos del denunciante -único elemento que se cuenta para discernir el conflicto- surge que todos los se habrían desarrollado en una provincia, corresponde a la justicia local asumir su jurisdicción.


    L., Juan Manuel s/ Defraudación Artículo 173, inciso 15, del Código Penal


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60844/2018/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia de armas. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que sostiene que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia local, en cuya jurisdicción se secuestró el arma, para conocer respecto de su tenencia.


    Incidente n°2 - Imputado: M., Edgardo Enrique s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70273/2017/2/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Devolución del expediente. Cuestión abstracta. 


    La presente contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta.


    N.N. s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1572/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente n° 1- Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional Federal n° 10 y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1553/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Juicios universales. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    En los juicios universales, el deudor queda desapoderado de pleno derecho de todos sus bienes y todos los acreedores deben incorporarse al procedimiento de ejecución colectiva y procurar el reconocimiento de su derecho mediante la verificación de créditos en pie de igualdad; por ello toda pretensión de injerencia de otro tribunal respecto del patrimonio del fallido afectaría la competencia atribuida por cuestiones de orden público por la ley y podría establecer prerrogativas supralegales sobre el resto de la masa de los acreedores.


    E. R. Compañía de Seguros Limitada S.A. c/ P., Hilario César


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3896/2012/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso de autoridad. Telecomunicaciones. Competencia provincial. 


    La competencia nacional en materia de telecomunicaciones no alcanza a la investigación de delitos comunes que afectan líneas telefónicas de titularidad privada, cometidos por motivos particulares y sin posibilidad de afectar el funcionamiento general del sistema de telecomunicaciones, tal como ocurre en este caso, en el que además -subraya con acierto la juez federal- aparecen primordialmente afectados los poderes públicos de una provincia, al encontrarse comprometida la responsabilidad de un agente fiscal que abusó de su rol en un proceso penal tramitado en el fuero local. Este criterio es, por lo demás, el que mejor se aviene con el carácter excepcional de la competencia federal, limitada a las causas que le atribuyen expresamente las leyes.


    R., Fernando Martín s/ Abuso de autoridad, etc.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 463/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Portación ilegítima de armas. Competencia federal. 


    Dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre la supresión de la numeración del arma y su portación ilegítima, al encontrarse ambos delitos relacionados con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal, sin que la eventual desvinculación del imputado con la supresión de la numeración del arma autorice, en principio, a modificar ese criterio.


    L. Q., Oscar Alejandro s/ Infracción Artículo 189 bis apartado (2) 5° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 931/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación fiscal. Recibo falso. Fisco provincial. Competencia provincial. 


    En atención a que la retención que hubiera correspondido practicar se refiere a un impuesto local que no fue ingresado al fisco provincial, por las ventas que respaldan las presuntas facturas apócrifas entregadas, corresponde al juez bonaerense conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    P., Alfredo s/ Falsificación de documento privado y uso de documento adulterado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11813/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. En tal sentido, y habida cuenta que las amenazas recibidas circunstancialmente en provincia de Buenos Aires formarían parte del mismo contexto y con la participación del mismo imputado, resulta conveniente que su investigación sea realizada por la justicia nacional, que ya se encuentra investigando los hechos anteriores.


    Incidente n°1 - Denunciante: M. F., Francisco José. Imputado: C., Gabriel Horacio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16773/2018/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violencia familiar. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que el hecho habría ocurrido en la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar su competencia en estas actuaciones, sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Incidente n° 1 - Damnificado: G. A., Z. Imputado: A., V. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70798/2017/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Acervo sucesorio. Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional de esta ciudad, que previno y a cuya sede acudió el denunciante en procura de sus derechos, incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos denunciados y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Banco de la Nación Argentina (sucursal Saavedra) s/ Estafa, defraudación y malversación de caudales públicos (Artículo 261)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75369/2018/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Quebrantamiento de clausura. Investigación inconclusa. Extranjeros. Competencia federal. 


    Los escasos antecedentes remitidos no resultan suficientes para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues las resoluciones de los magistrados no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos del caso y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos en razón de la materia. Si a ello se suman circunstancias que aconsejan proseguir la investigación ante la justicia de excepción, en tanto se advierte la presencia de mujeres extranjeras como presuntas víctimas, en atención al conocimiento prioritario que compete a esos estrados en estos supuestos, conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto, corresponde al Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal proseguir el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    L. L. s/ Infracción Artículo 125 bis - promoción o facilitación de la prostitución – Ley 26.842 e infracción Ley 12.331


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2638/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C., Emiliano Joaquín s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 9109/2013/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual calificado por parentesco. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    No obstante que del peritaje psicológico realizado al menor surgen indicadores compatibles con abuso sexual, no existen en la causa elementos de juicio suficientes para establecer con certidumbre dónde se habrían producido los hechos denunciados. El presente conflicto de competencia no se encuentra precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    B. V., M. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1er. Párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1260/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Obligaciones del empleador. Accidentes de trabajo. Ley sobre riesgos del trabajo. Empleador autoasegurado. Responsabilidad del empleador. Competencia provincial. 


    Infracción Ley 24.557.


    Sin perjuicio de los escasos elementos reunidos hasta el presente, atento que el inciso 6° del artículo 32 de la ley 24.557 requiere para configurar los delitos tipificados en los apartados 3° y 4° de esa disposición, el incumplimiento de la obligación del empleador en un plazo posterior a la intimación previa requerida, y el inciso 7° solo atribuye competencia al fuero de excepción para conocer respecto de esos dos delitos, pero la excluye en lo que se refiere a las otras figuras penales previstas en la Ley de Riesgos del Trabajo, por lo tanto corresponde a la justicia provincial conocer en las presentes actuaciones.


    A., Horacio Alberto y otros s/ Infracción Ley 24.557


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1304/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tráfico de estupefacientes. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.


    V., Gonzalo s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1312/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habrían incurrido los imputados. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquéllos con relación al desapoderamiento del rodado, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si los imputados resultan ajenos a ese hecho.


    G., Lucas Matías y otro s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1587/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    El caso no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer con la certeza necesaria la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados lo que impide la adecuada resolución del conflicto a la luz de la doctrina de la Corte de Fallos: 326:1926; 327: 918, 328: 4680 y 4686, entre otros. Si bien es doctrina del Tribunal que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Entonces, la justicia federal que previno debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    C., Oriana Agustina y otro s/ Hurto


    COMP. FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 422/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcomenudeo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398 L. XLII, "Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. Ley 23.737".


    Incidente n° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2253/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cohecho. Competencia federal. 


    De los escasos antecedentes remitidos surge que la detención del imputado habría sido dispuesta por el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional Provincial y que, por consiguiente, los funcionarios de la policía provincial habrían actuado como auxiliares de esa jurisdicción. En consecuencia, el hecho objeto de controversia habría afectado el normal desempeño de la administración de justicia federal.


    E., Norberto David y otros s/ Cohecho


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 26005512/2013/TO1/7CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. Tenencia ilegítima de armas. Armas de caza mayor. Competencia contravencional y de faltas. 


    En atención a la estrecha vinculación que existe entre la tenencia ilegítima del arma de guerra y la erradicación de su numeración o su posible encubrimiento, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal que, en el caso, debe ser la justicia federal, pues a ésta concierne conocer no sólo respecto del delito del artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal sino también del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero. Más allá de lo expresado por el magistrado federal en cuanto a que el imputado no habría sido el autor de la erradicación de la numeración de serie del arma nueve milímetros secuestrada, lo cierto es que dicha afirmación no pone fin a la persecución penal respecto de cualquier otro sujeto que hubiera tomado intervención, aunque aún no se encuentre individualizado, ni tampoco a la referida a los hechos de encubrimiento de la supresión de la numeración registral y la portación indebida del arma estrechamente vinculados a aquél. En consecuencia, corresponde a la justicia federal asumir la investigación referida a la totalidad de esos sucesos. Por otro lado, en lo atinente a la tenencia ilegítima del pistolón de caza, dado que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales, la justicia en lo penal, contravencional y de faltas debe conocer a su respecto.


    F. P., Gustavo Daniel s/ Infracción Ley 25.891, infracción Artículo 189 bis, apartado 2, 1 ° párrafo. del Código Penal y encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11066/2017/2/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe una cuestión de competencia que la Corte deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    A. P., Alex Khali y otros s/ Homicidio agravado con ensañamiento - alevosía


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1858/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    N.N. y otro s/ Hurto de automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64096/2018/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal si encubrimiento" y al fallo de la causa Comp. 1456, L. XXXVI, "Cid, Juan Santiago y otros s/ Encubrimiento".


    L., Juan Antonio s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1265/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    M., Salvador Walter s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40450/2018/2/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Habeas corpus. Cuestión abstracta. Devolución del expediente. 


    La cuestión se ha tornado abstracta.


    D. de S., Carlos s/ Hábeas corpus


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52006/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    La cuestión se ha tornado abastracta.


    A., José Antonio s/ Hábeas corpus


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52033/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    Incidente n° 1-N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10843/2017/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n°19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente n° 1 Denunciante: Juzgado Federal n° 10 y otro: L., Erica Mabel s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15578/2018/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 328: 3960 y Competencia n° 602 XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde a la justicia provincial conocer en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Adrián Leandro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1271/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    D., Ezequiel s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 129085/2018/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de correspondencia. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 19, L. XLIV, “Delmas, Carlos Alberto s/ Denuncia robo”.


    N.N. s/ Robo y violación de correspondencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 66220/2013/6/CS1, “B., Carlos Humberto y otros s/ Asociación ilícita, exacciones ilegales, malversación de caudales públicos y enriquecimiento ilícito”.


    División Seguridad y Custodia de la Policía Federal Argentina y otros s/ Averiguación de delito y defraudación contra la administración pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7159/2018/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Para la efectiva traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. Esta regla no ha sido observada en el presente, pues solo con la insistencia por parte del juzgado federal se habría suscitado una contienda que correspondería resolverse de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Por lo tanto, se opina que corresponde devolver las actuaciones a la justicia local, a sus efectos.


    R., Elbio y otros s/ Tenencia de arma de guerra (Artículo 189 bis, 4° párrafo). Modelo de Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1201/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Competencia nacional. Uso de documento adulterado. Falta de legitimación. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. A su vez, cabe recordar que el Tribunal tiene establecido que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3 de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Con relación a las defraudaciones a particulares, habida cuenta de que se ha establecido que para consumar los hechos se habría utilizado una cuenta de Mercado Pago con un domicilio registrado en esta ciudad, lugar de conexión del protocolo de seguridad (IP) donde fuera creado ese dominio, las particularidades del caso permiten acreditar que los sucesos respondan a un único contexto delictivo, por lo que resulta conveniente que, atendiendo a razones de economía procesal, sea el juez nacional de esta capital el que continúe investigando las presuntas estafas cometidas. A su vez, en atención a que la elección de autoridades había sido impugnada por los representantes del sindicato y los libros habrían sido presentados ante la Delegación Regional La Matanza del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, corresponde al juez Federal de la provincia de Buenos Aires conocer a su respecto, habida cuenta de que la afectación de intereses federales por la obstrucción de un organismo nacional habría tenido lugar en su territorio. Por lo demás, por aplicación del criterio establecido por el Tribunal, atento que se denunció la falta de legitimación en las demandas judiciales promovidas en el Juzgado Federal de la provincia de Santa Fe, circunstancia que hace surtir de modo directo la jurisdicción nacional, resulta competente la justicia federal de esa jurisdicción, aunque no haya sido parte en la contienda sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda y de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57908/2017/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    De acuerdo con lo dispuesto en la jurisprudencia de la Corte, los conflictos de competencia deben tramitar por vía incidental a fin de evitar la paralización de la investigación. Sobre el fondo de la controversia, no se encuentra precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que los elementos incorporados no resultan bastantes para formar un juicio fundado sobre la concurrencia de los extremos que avalen o desacrediten la hipótesis de la trata de personas sobre cuya base se ha planteado la declinatoria, u otra hipótesis delictiva concreta. Entonces, corresponde a la justicia provincial, que previno, proseguir el trámite de la causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    S. M., A. I. s/ Infracción Ley 26.364


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1388/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que en el mismo procedimiento se incautaron estupefacientes y un arma de fuego, las hipótesis delictivas a considerar son dos. Respecto de la primera de ellas, surge del acta de secuestro que los estupefacientes no se encontraban fraccionados, tal como lo establece el artículo 2, inciso 1), de la ley 26.052, por lo que en el presente caso no puede afirmarse que estuvieran destinados a la venta para su consumo inmediato. Ello es así, pues tampoco consta que se hubieran secuestrado junto a ellos elementos destinados a su fraccionamiento y distribución. Por tales razones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia. La segunda hipótesis se refiere al secuestro del arma. En ese sentido, la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde a la justicia local continuar con la investigación a su respecto.


    A. Y., Florencia y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1552/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Estupefacientes. Resistencia a la autoridad. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, la Corte tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.


    Incidente n° 1 -Imputado: C. T., Marcos Antonio y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56361/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento de contrabando. Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. Robo. Competencia provincial. 


    Resultan de aplicación los fallos de las causas: Fallos: 322:3264; las Competencias N° 125, L. XXXIX, “Orsi, Ricardo César Vicente” y N° 1030, L. XXXIX, “N.N. s/ Infracción ley 22.415”; y N° 721, L. XLVII, “López, Emanuel Alejandro”.


    Las circunstancias autorizan la intervención en el caso de la justicia nacional en lo penal económico, de conformidad con la regla establecida en los artículos 1026 y 1027 del Código Aduanero texto según ley 25.815, con independencia de la calificación jurídica que, en definitiva, pudiera llegar a configurar el suceso, y aunque no haya sido parte en la contienda. Por último, acerca de los restantes equipos de la marca Motorola, en atención a que la empresa Motorola Mobility of Argentina S.A., comunicó que no poseía registros de éstos debido a que no estuvieron a la venta, ni tampoco figurarían en la base de datos de la Administración General de Ingresos Públicos AFIP, la justicia provincial debe ahondar en la pesquisa a fin de identificarlos pericialmente y determinar luego la posible existencia de alguna denuncia de robo o extravío, o corroborar eventualmente que efectivamente integraron un lote de productos provenientes del exterior del país, dado que ello resulta determinante para fundar un criterio en torno a la competencia material. En esas condiciones, corresponde a la justicia provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A. P., Deivis y otro s/ Encubrimiento de contrabando


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1306/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    K. 6x E. I. S.A. y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55857/2016/2/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Asociación ilícita. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos prima facie independiente corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Dado que la asociación ilícita tendría como actividad principal la comisión de delitos comunes que no afectan la seguridad de la nación, corresponde al Tribunal Oral en lo Criminal provincial, conocer en la presente causa, quien deberá adecuar su trámite a las reglas de procedimiento que rigen en su jurisdicción.


    C., Fabio Héctor y otro s/ Infracción Artículo 210 - según Ley 20.642. Solicitante: T., Sergio Javier y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 46308/2016/TO1/34/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Teléfono celular. Telecomunicaciones. Competencia federal. 


    Más allá de la incongruencia que se advierte de la resolución del magistrado nacional de instrucción al pronunciarse acerca del delito de encubrimiento que habría cometido en el ámbito provincial a pesar de declararse incompetente, se comprobó que el dispositivo utilizado por aquélla -con un módulo de identificación removible sustituido por otro de numeración ilegible-. Por lo tanto, en atención a la disposición del artículo 15 de la ley 25.891, corresponde que la justicia federal de la sección en que se secuestró el bien conozca respecto de la posible comisión de alguno de los delitos previstos por esa norma, aunque no haya sido parte en la contienda. No puede pasarse por alto que la denunciante verificó que la imputada accedió ilegítimamente a la información contenida en su cuenta de correo electrónico vinculada al teléfono móvil, desde donde manipuló contactos, subió fotografías y creó un nuevo perfil, que constituye "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido" en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación.


    C., Sofía s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39902/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Grooming. Redes sociales. Competencia provincial. Competencia provincial. 


    La conducta objeto de controversia, podría configurar la infracción prevista por el artículo 131 del Código Penal de acuerdo a lo que se desprende de las entrevistas efectuadas a la menor, habría ocurrido en la ciudad de Tucumán, dado que allí se ubica el domicilio de la línea telefónica asociada a la IP que se corresponde con la dirección de correo electrónico usada con uno de los acusados para acceder a la red social, y es, además, donde éste reside y fue ubicado. Por lo tanto, compete al juzgado provincial continuar con la investigación de la causa.


    B., O. A. y otro s/ Infracción Artículo 128 3° párrafo y acoso sexual a menores por comunicaciones electrónicas – Artículo 131 del Código Penal


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51439/2016/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tal sentido, las constancias incorporadas al incidente no alcanzan, para precisar el lugar donde se desarrolló el ardid o se verificaron las diversas disposiciones patrimoniales, ni para conocer con la certeza necesaria la calificación legal de los hechos que motivaron esta causa y sus pormenores.


    Incidente n°1- Imputado: C., Oscar Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52096/2017/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. También tiene resuelto el Tribunal que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse al domicilio del deudor, según lo dispuesto por el artículo 874, del Código Civil y Comercial. Habida cuenta que de la lectura de las actuaciones no surge que las partes hayan acordado expresamente dónde debía efectuarse la devolución y atento que, de las escasas constancias del incidente, resulta que el domicilio de la locadora se encontraría en esta ciudad, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para continuar con las presentes actuaciones.


    Incidente n°1 - Denunciante: A., Mauro Oscar. Imputado: I., Sandra Noemí s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57287/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél con relación al desapoderamiento del motovehículo, en el sentido establecido en Fallos: 317: 499, 325: 950, 326: 908, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si el imputado resulta ajeno a ese hecho, ocurrido apenas un día antes del secuestro.


    N., Facundo Daniel s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1189/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Internet. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    En atención a los dichos verosímiles y no controvertidos del denunciante, y las imágenes del documento nacional de identidad que surgen de las capturas de pantalla aportadas por éste, no puede descartarse en autos la hipótesis delictiva que describe el artículo 33, inciso "d", de la ley 17.671 (texto según la ley 20.974), por lo que es aplicable la doctrina de la corte según la cual, por el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su uso ilegítimo. La circunstancia de que se hubieran utilizado fotos digitales de ese documento para la perpetración de las estafas, se asimila al caso del uso de su fotocopia.


    A., Nicolás Gabriel y otros s/ Estafa, infracción Ley 20.974 (Artículo 33 inciso c) e infracción Ley 20.094 (Artículo 33 inciso d)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28541/2018/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falso testimonio. Encubrimiento. Competencia federal. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1216 y los principios informados en el dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento” la justicia federal debe juzgar respecto del encubrimiento.


    En atención a que el testimonio reputado como falso ha sido vertido en el sumario administrativo iniciado por la superintendencia de la cámara del fuero nacional, y habría integrado la prueba producida por ésta en el trámite del proceso principal en el que se le imputaron los delitos contra la administración de justicia, su conocimiento corresponde al fuero de excepción que tuvo a su cargo esa investigación.


    S., Gabriela s/ Falso testimonio


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36950/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia ilegítima de armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Identidad de objeto procesal. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    Debido a la estrecha vinculación que existe entre la tenencia ilegítima del arma y la erradicación de su numeración o su posible encubrimiento, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal que, en el caso, debe ser la justicia federal, pues a ésta concierne conocer no sólo respecto del delito del artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal (artículo 33, apartado 1, inciso e, del Código Procesal Penal de la Nación) sino también del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


    M., Eduardo Rubén s/ Falsificación alteración o supresión número registro


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1538/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Lotería nacional. Competencia contravencional. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Además de que los magistrados en conflicto no se atribuyen recíprocamente la competencia en el sentido exigido en Fallos 330:1832, entre muchos otros, los elementos agregados y las consideraciones realizadas en las resoluciones no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos y la calificación legal aplicable.


    H., José s/ Infracción Artículo 303


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 950/2018/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Acumulación de procesos. Competencia por conexidad. Competencia nacional. 


    Es criterio sostenido por esta Procuración, con base en la doctrina tradicional de la Corte en la materia, de acuerdo con el cual el conocimiento de los casos de encubrimiento de delitos juzgados por tribunales de la nación corresponde a la justicia nacional o federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. Con la salvedad prevista en el artículo 43, primer párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde acumular por conexión la presente causa a la que tramita ante el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


    G., Horacio José s/ Encubrimiento


    COMP. FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 7471/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, , el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues, no obstante la prueba acercada por la defensa, los escasos elementos recabados en la investigación no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


    O. Q., Nicolás s/ Estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1364/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues al no haberse incorporado la prueba respecto a la falsificación de los billetes, la cuestión aún carece de la investigación suficiente para conocer los pormenores de los hechos denunciados con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos prima facie en alguna figura penal determinada, para finalmente resolver respecto del juez a quien materialmente compete investigarla. En tales condiciones, atento que no se ha acreditado aún la falsedad de los billetes en cuestión, la declaración del denunciante no basta para tener por configurados los delitos de estafa y puesta en circulación de moneda extranjera falsa, por lo que corresponde a la justicia provincial, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a ese respecto.


    V., Julio Iván s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1423/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda a su respecto.


    Incidente n° 11. Imputado: C., Martín Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 15921/2019/3/11/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    En atención a que en el presente legajo, se encuentra cumplido el requisito de la adecuada investigación que define la situación del imputado respecto de la sustracción del vehículo, corresponde al Juzgado Federal conocer en las presentes actuaciones.


    M., Andrés Leonardo s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58590/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Asociación ilícita. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Atento que esta investigación se refiere a una presunta denuncia por asociación ilícita, y que de las constancias del incidente no surge que ese hecho haya puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde declarar la competencia al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


    B., Marcelo Andrés y otros s/ Asociación ilícita. Denunciante: C., Augusto Ricardo y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13496/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Más allá de señalar que no resultan legibles las copias de las actas de infracción agregadas como anexo al incidente, atento a lo sostenido por el juez provincial en relación a lo que ellas acreditarían y lo manifestado por el denunciante -no rebatido por el declinante- en cuanto a que los hechos habrían tenido como única finalidad impedir o entorpecer la circulación y consecuentemente el ingreso y egreso a una ciudad a través del corte de un puente, de momento no puede descartarse que en el caso concurra el supuesto específico que establece que la Corte para otorgar el conocimiento a la justicia federal cuando se trata de la infracción al artículo 194 del Código Penal.


    T., Ariel Luis y otros s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 79442/2018/2/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    La presente contienda se ha tornado abstracta.


    F. S.A. y otros s/ Su denuncia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22575/2018/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Personas con discapacidad. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En primer lugar no puede desconocerse que la justicia federal ya había aceptado su competencia para intervenir en este caso con base en que la interna se encontraba al cuidado del Estado Nacional. Sin embargo, y pese a que las diligencias probatorias producidas con posterioridad reproducen, las declaraciones del personal de la institución que motivaron el inicio de la causa, decidió declinar su conocimiento a favor de la jurisdicción ordinaria, temperamento que luego fue convalidado por el superior a raíz del recurso de apelación planteado por la fiscalía. Por otro lado, la circunstancia de que al momento del acometimiento sexual el imputado fuera ajeno a la prestación de una función federal, dado que su empleador era una empresa privada contratada por la institución nacional, no impide valorar la posibilidad de que se hubiese afectado el debido cumplimiento de las funciones de custodia y resguardo de la integridad física de la víctima por parte de los empleados del instituto, teniendo en cuenta, sobre todo, la supervisión que ésta requería por su discapacidad intelectual, del habla y auditiva, y en razón de la cual, la justicia provincial declaró su insania. De tal manera, considerando además el especial interés en la protección y resguardo de los derechos de las personas afectadas por discapacidades mentales, en virtud de las condiciones de vulnerabilidad, fragilidad, impotencia y abandono a las que, con frecuencia, se ven sometidas, corresponde al juzgado federal, que previno, seguir conociendo en esta causa.


    L., R. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo y abuso sexual - Artículo 119 3° párrafo. Querellante: R., N. B. (curadora oficial P., M.) y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 89768/2018/2/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 39204/2018/1/CS1, "N.N. s/ Abuso sexual (art. 119, 1er. párr. del C.P.). Damnificado: B.A.".


    P., A. s/ Abuso sexual - Artículo 119 3° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2085/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Falsificación de marca o designación. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 16552/2018/1/CS1, “A. S., Alejandro s/ Defraudación, infracción ley 22.362 (Art. 31 inc. b) y estafa”.


    A. S., Alejandro s/ Estafa y infracción Ley 22.362


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18331/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    V., Mario y otro s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28920/2017/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    La Corte tiene dicho que no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares.


    M., Patricia y otros s/ Privación ilegal de la libertad (Artículo 142, inciso 1)


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11120/2016/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328: 3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    O., Gustavo Ariel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1188/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    S., Diego Daniel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1191/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1216 y por aplicación de los principios informados en el dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento.


    E., Clara Andrea y otro s/ Encubrimiento – Artículo 277, inciso 10 apartado e


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1198/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 730/2018/CS1, “Morales, Vicente Luis s/ Abuso sexual”.


    G., M. A. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1270/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    C., Iván Nahuel y otro s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14684/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1 “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328: 3960 y Competencia 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo concerniente a la infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    P. A., Nicolás s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1347/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    A., Agustín Alejo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1465/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal. Por ello, corresponde al juzgado nacional continuar con la presente causa.


    N.N. s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 969/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. 


    En atención a que existen elementos que probarían la utilización ilegitima de un documento nacional de identidad, delito de exclusiva competencia nacional, se opina que debe continuar con la investigación el Juzgado Federal de Lomas de Zamora, aunque no haya participado en la contienda.


    N.N s/ Defraudación y defraudación (Artículo173 inciso 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30056/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal. Por lo que corresponde al juzgado provincial continuar con la presente causa.


    N.N s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68380/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Violación de correspondencia. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de Fallos: 323:2074 según la cual la sustracción, mientras se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia postal, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación. Por lo tanto, es la justicia federal la que debe asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación del hecho que fue materia de controversia.


    N.N. s/ Robo - denunciante: Elías Ezequiel Z.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1180/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El conflicto suscitado entre el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional y el Juzgado de Garantías, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permitiera, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos. A ello cabe agregar que ese defecto se ve corroborado por las declinatorias de los jueces intervinientes, en tanto en ellas no se observa la calificación jurídica de los sucesos que motivaron la presente incidencia, lo que impide a la luz de la doctrina de Corte citada precedentemente, la adecuada resolución del conflicto.


    Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 252/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que compete al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentra reglado por leyes de carácter federal. En ese sentido, asiste razón al magistrado nacional, por cuanto se desprende de las constancias de la causa que la búsqueda del artefacto explosivo dio resultado negativo. Asimismo, la figura de intimidación pública no integra los delitos enunciados por el artículo 33, inciso 1°, apartado "e" del Código Procesal Penal de la Nación, no resulta de aplicación al caso la doctrina de Fallos: 306: 1391. En tal orden de ideas, toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción.


    Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 129338/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    No se cuenta con los elementos de juicio suficientes para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la hipótesis delictiva prevista por el artículo 12, de la ley 25.891, que plantea el juez de instrucción en sus resoluciones.


    N.N. s/ Hurto


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23828/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que compete al fuero de excepción los delitos de estrago o intimidación pública perpetrados mediante el uso de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentra reglado por leyes de carácter federal. En ese sentido, asiste razón al magistrado nacional, por cuanto se desprende de las constancias de la causa que la búsqueda del artefacto explosivo dio resultado negativo. Asimismo, la figura de intimidación pública no integra los delitos enunciados por el artículo 33, inciso 1°, apartado "e" del Código Procesal Penal de la Nación, no resulta de aplicación al caso la doctrina de Fallos: 306: 1391. En tal orden de ideas, toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado Nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, para entender en esta causa.


    N. N. s/ Intimidación pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1292/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Cheque. Competencia provincial. 


    Toda vez que no se cuenta en el legajo con la copia de los cheques ni surge otro elemento que pueda vincular el robo al personal, sumado al estado en que se encuentra la causa del fuero federal por registrar autores ignorados, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 321:241 y 328:315, corresponde al Foro de Jueces de la Primera Circunscripción Judicial provincial, que previno en el conocimiento del presente caso, profundizar la investigación sobre la presunta estafa que habría damnificado al denunciante, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58057/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Más allá de observar la incorrecta traba de la contienda por falta de atribución recíproca, en tanto el juez provincial no atribuye la competencia a su contendiente; y sin perjuicio de la significación penal que en definitiva corresponda, los hechos objeto del proceso no suscitan la competencia federal en razón de la materia ni por causa de las personas (conf. artículo 33 del Código Procesal Penal). Por lo demás, en la medida en que el magistrado local no controvierte la competencia en razón del territorio, y los hechos atribuidos se habrían desarrollado en la provincia corresponde asumir su jurisdicción para entender en estas actuaciones, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Calumnias o falsa imputación


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 125/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Más allá del estado embrionario en que se encuentra esta causa, toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa.


    Incidente n° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2082/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Tiene establecido el Tribunal que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. También ha sostenido la Corte, a través de numerosos precedentes, que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal y que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Por aplicación de estos principios, en atención a que las maniobras denunciadas no habrían causado un perjuicio al patrimonio de la administración pública ni obstruido el buen servicio de los empleados de la Nación, sin que se pueda apreciar alguna otra circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde a la justicia nacional de esta capital continuar el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda y de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2869/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desechos peligrosos. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. En ese sentido, cabe señalar que a partir del caso "Lubricentro Belgrano" (Fallos: 323:163), el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051 (Fallos: 325:269), fue reiteradamente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1502/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Más allá del estado embrionario en que se encuentra esta causa, toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa.


    Incidente n° 1- N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2149/2019/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    N.N. s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37732/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1292/2019/CS1, "N. N. s/ Intimidación pública".


    N. N. s/ Intimidación pública – Denunciante: R., Hernán


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1290/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1292/2019/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N. N. s/ Intimidación publica- Denunciante: Alonso, María Laura


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1305/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1292/2019/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública".


    N. N. s/ Intimidación pública – Denunciante: Rodríguez, Hernán


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1368/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia federal. 


    Afectación a una institución nacional.


    Atento que la presente contienda negativa de competencia se refiere a sucesos vinculados con convenios firmados con organismos de la provincia, las conductas aparecen directamente relacionadas con el cumplimiento de las funciones del decano y otros funcionarios de la Facultad Regional de La Plata de la Universidad Tecnológica Nacional, motivo por el que no puede descartarse que hayan afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación y el normal funcionamiento de esa institución.


    Fundación Tecnológica Facultad Regional La Plata s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1537/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Respecto del comercio de estupefacientes, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). En relación con las armas incautadas, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda en tal sentido.


    Incidente n° 16. Imputado: C. S., Jonatan Ezequiel y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 124744/2018/TO1/16/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Usurpación. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio directo y efectivo a la Nación.


    En principio, no se advierte que con motivo de los hechos se hubiera visto entorpecido el normal funcionamiento de un organismo nacional ni que, en particular, se encuentre verificada alguna afectación al cumplimiento de mandatos impuestos a la ACUMAR en el marco del fallo "Mendoza", en cuyo caso la competencia asignada por la Corte desplazaría a la justicia ordinaria a favor de la federal. Por otro lado, tampoco se aprecia en el legajo que existan elementos que permitan considerar que, con motivo de los episodios en cuestión, se hubiera producido una concreta degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales, que pueda determinar la competencia del fuero de excepción de acuerdo con el artículo 7° de la ley 25.676.


    N.N. s/ Usurpación (Artículo 181, inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 790/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Es un criterio arraigado en la jurisprudencia del Tribunal que la institución de la marca registrada tiene por finalidad primordial la protección tanto del interés del público consumidor como las buenas prácticas comerciales, esto último para prevenir el aprovechamiento injusto del fruto de la actividad y prestigio ajenos en desmedro de la función individualizadora inherente al derecho al uso exclusivo del nombre comercial. El propósito de una marca de fábrica o de comercio es ofrecer a las actividades económicas a las que se refiere una garantía contra la competencia desleal en la producción y circulación de la riqueza. En este sentido, la falsificación, que es la reproducción indebida de una marca o de su parte esencial característica y también su imitación, que consiste en la adopción de los trazos más salientes de otra marca, con supresión de los detalles secundarios, persigue el doble propósito de inducir en error a los consumidores y de perjudicar los derechos del propietario. Sólo bajo estas circunstancias se supera el umbral constitucional que resulta del principio de lesividad.


    N.N. s/ Defraudación (Artículo 173 inciso 5), infracción Ley 22.362 (Artículo 31 inciso a) e infracción Ley 22.632 (Artículo 31 inciso b)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2221/2019/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Coacción. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que esta contienda se circunscribe a la figura de amenazas coactivas agravadas por haber sido cometidas en forma anónima, y que de acuerdo con lo establecido en el artículo 3, inciso 5° de la ley 48, su investigación debe tramitar ante la justicia federal, corresponde declarar su competencia a fin de que profundice la pesquisa.


    N.N.: N.N. s/ Coacción (Artículo 149 bis). Denunciante: Juzgado Penal Contravencional y de Faltas n° 9 C. 21454/2019 y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34838/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Juez de instrucción. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los hechos investigados.


    L., Iván Gabriel y otros s/ Estafa e infracción Ley 20.974


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25564/2017/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defensa de la competencia. Cámara nacional de apelaciones. Competencia en lo penal económico. 


    Procede señalar que según el principio de la llamada perpetuatio jurisdictionis, la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso, la cual queda fija e inmutable hasta el final del pleito. Por su parte, es doctrina reiterada de la Corte que las leyes sobre procedimiento y competencia son de orden público y, por consiguiente, las nuevas que se dicten, aun en caso de silencio de aquéllas, se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes. Al respecto, la Corte ha señalado que el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de lo que ha denominado actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos "que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Recurrente: VALE S.A. s/ Infracción Ley 25.156


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1496/2014/CS1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, atento el carácter federal que reviste un documento público nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, y que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal.


    M., José Luis s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 83590/2018/1/CS2, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tentativa de homicidio. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    No es posible resolver sobre el fondo de la cuestión, pues las piezas del incidente no satisfacen el criterio de la Corte según el cual resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ello es así, pues las escasas constancias agregadas al incidente no alcanzan para establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la calificación legal del hecho, ni el lugar de su comisión.


    Incidente n° 2 denunciante: identidad reservada. Imputado: L., Cristian y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 21909/2018/2/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Relación de alternatividad entre delitos. Único tribunal a cargo de la investigación.


    El Tribunal tiene resuelto que las reglas de acumulación por conexidad del Código Procesal Penal de la Nación sólo pueden ser invocadas en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales. Por otro lado, en la medida en que se comprobó que el vehículo presentaba colocadas placas que no se correspondían con sus originales, el magistrado federal deberá investigar la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho y la falsedad de la cédula de identificación del automotor, en la que figuraría la misma identificación del dominio colocado en el bien, pues desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de ambos delitos quede a cargo de un único tribunal.


    R., Brian Ezequiel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38997/2017/1/CS2, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio, se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., Fernando Daniel s/ Defraudación. Denunciante: Juzgado en lo Criminal y Correccional n° 15, secretaría n° 146


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53204/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    T., Magdalena s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60269/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Á. L., F. J. y otro s/ Averiguación de delito. Denunciante: Álvarez de la Fuente, Jimena y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73141/2018/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, en cuanto a que la justicia de excepción debe conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero. En lo que hace a la presunta estafa, toda vez que las resoluciones de ambos jueces -únicos antecedentes remitidos- no permiten tener un acabado conocimiento sobre las circunstancias fácticas de la causa, y que de lo allí relatado no surgen elementos de juicio suficientes como para sostener su estrecha vinculación con los demás hechos, corresponde a la justicia nacional ordinaria proseguir su investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    L., Juan Carlos y otro s/ Estafa


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4438/2013/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no obran agregados otros elementos de juicio más allá de la escueta denuncia, la cual no resulta bastante como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa, conocer sus pormenores y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


    N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis del Código Penal según Ley 26.842


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1485/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la integridad sexual. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    En atención a que de las constancias del legajo surge que el usuario denunciado de la red social "Facebook" habría accedido al servicio de internet desde un domicilio ubicado en territorio provincial, lugar desde el que, además, el número de teléfono celular que habría utilizado para contactar a la menor registra sus conexiones a las respectivas antenas del prestador, debe continuar interviniendo el juzgado de esa jurisdicción.


    N.N. s/ Contactar menor de edad por intermedio de tecnologías para cometer delitos de integridad sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2614/2018/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En tanto surge de los dichos del denunciante -no desvirtuados por otras constancias de la causa- que las cuentas bancarias desde las que se giró el dinero se encuentran en territorio provincial, dónde además la empresa desarrolla efectivamente su actividad y que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al magistrado bonaerense continuar interviniendo en la causa.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10039/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comienzo de ejecución del delito. Competencia provincial. 


    A fin de dilucidar la cuestión, cabe recordar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio. Además, el Máximo Tribunal estableció que la maniobra defraudatoria realizada con la copia de una tarjeta tiene principio de ejecución con el despliegue engañoso dirigido a la obtención de sus datos electrónicos.


    N.N. s/ Defraudación (Artículo 173 inciso 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15644/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia provincial. 


    En tanto el magistrado federal descartó la comisión de alguno de los delitos previstos por la ley de marcas, cesó la razón de su competencia para continuar interviniendo en el caso. De esta forma, en atención a que restarían investigar las maniobras presuntamente dirigidas a cometer estafa, corresponde a la juez local asumir su jurisdicción.


    N.N. s/ Defraudación (Artículo 173 inciso 15) y defraudación informática (Artículo 173 inciso 16)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10598/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1903/2018/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y teniendo en cuenta que de los dichos de la víctima se desprende que el hecho habría ocurrido en Lomas de Zamora, corresponde al juzgado bonaerense conocer en la causa.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17300/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prostitución. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Los antecedentes remitidos no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no obran agregados otros elementos de juicio más allá de las resoluciones de los magistrados, las que no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


    N.N. s/ Prostitución con fines de lucro (Artículo 127, sustituido conforme Artículo 23 Ley 26.842)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 656/2019/2/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos informáticos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En tanto de los dichos del denunciante -no desvirtuados por otras constancias de la causa- surge que el sistema que contenía los datos informáticos eliminados se encuentra en jurisdicción provincial, y que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al magistrado bonaerense continuar interviniendo en la causa.


    N.N. s/ Daños a sistemas informáticos Artículo 183 2° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35489/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento y de conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1216 corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y Comp. N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José”, el juzgado provincial debe conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    R. G., Juan Domingo s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34149/2016/TO1/3/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Registro de la propiedad automotor. Inscripción registral. Falsificación de documentos. Falsedad ideológica. Cuota alimentaria. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Habida cuenta de que de las constancias incorporadas no surge, por el momento, que la conducta desplegada por el imputado haya tenido como finalidad eludir la obligación fijada por la justicia provincial referida a la cuota alimentaria y que, por otra parte, la inserción falsa respecto del estado civil fue realizada en un registro de Capital Federal, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional conocer en la presente causa.


    P., Daniel Roberto s/ Estafa. Denunciante: B., Claudia Edith


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37116/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Competencia nacional. 


    Teniendo en cuenta que los fondos no pudieron ser retirados de la cuenta bancaria a la que se destinaron y que las tres sucursales desde las que se efectuaron las transferencias se encuentran en esta ciudad, corresponde declarar la competencia del tribunal nacional, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa.


    D., Noelia Elizabeth y otro s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48159/2015/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    J., Braian Emmanuel y otro s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43555/2019/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la Administración Pública. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Policía federal. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    Más allá de advertir en el relato del declinante la inexistencia de elementos suficientes que permitan delimitar los pormenores y las características de los hechos denunciados, así como su adecuación legal, se estima, sin embargo, que en el estado incipiente en que se encuentra la investigación no es posible descartar -al menos de momento- una afectación en la normal prestación del servicio y una fraudulenta o abusiva detracción de recursos presupuestarios de la Policía Federal Argentina y, por consiguiente, un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación como resultado directo de la acción típica. En consecuencia, corresponde a la justicia federal, que previno, proseguir el trámite de la causa, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Z., Gustavo y otros s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4209/0/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 Damnificado: Escuela de Comercio N° 12 San Juan XXIII NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10582/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual calificado por parentesco. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a la doctrina del Tribunal según la cual, la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, es a la justicia bonaerense a la que le corresponde asumir su jurisdicción para proseguir esta investigación, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la víctima y sin reiterar procedimientos que podrían resultar traumáticos.


    N., J. C. s/ Abuso sexual- Artículo 119 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 215/2018/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros".


    Incidente N° 1 - Denunciante: Comisaria 16° de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires Sum. 610227/2018 y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 21053/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto calificado. Aeropuertos. Competencia provincial. 


    De acuerdo a lo establecido en el artículo 198 del Código Aeronáutico, sólo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos. También tiene resuelto la Corte que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    A., Cristian Omar s/ Robo en circunstancias del Artículo 163 (Artículo 167, inciso 4)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 18101/2015/TO1/2/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa 1412/2018/CS1, "G., Gabriel Ernesto s/ Falsificación documentos públicos".


    V., Marcelo Fabián s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 198/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuestión sustancialmente análoga a los fallos de las causas 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis" y CCC 6667/2015/1/CS1, "Gómez, Carlos Lucas s/ Lesiones agravadas. Dam: Guerrero, María Soledad".


    C., Elías Luciano s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 755/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    N.N. Denunciante: Anónimo s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 946/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a que no se cuenta con los elementos de juicio suficientes para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la hipótesis delictiva. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    G. O., Johan Sebastián y otro s/ Infracción Artículo 12, Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23167/2018/2/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1216 y los principios informados en el dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”, la justicia federal debe asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento.


    S., Cristian Adrián s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1390/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos 328: 3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    H., Sebastián Omar y otro s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1643/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    G. S., Oscar Ramón s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1686/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos 328: 3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    F., Pablo Nicolás s/ Falsificación de marcas (Artículo 289)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1703/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Devolución del expediente. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 32177/2016/TO1/65/1/CS2, "G., Freddy y otros s/ Infracción ley 23.737".


    G. B., Freddy y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 32177/2016/TO1/64/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B. H. S.A. y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64011/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La presente causa no se halla precedida de la suficiente investigación como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar investigando en la causa.


    A., Pablo Ariel y otro s/ Estafa. Denunciante: L., Hernán M. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65666/2017/3/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de marca o designación. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Conforme sostiene el Tribunal desde antiguo, la falsificación de una marca es la reproducción no autorizada de todos o los más característicos de sus signos, como así también la imitación de los trazos más salientes de una marca, con supresión de los detalles secundarios, todo ello con el propósito de inducir en error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca. Desde este punto de vista, la utilización sin más de la combinación de letras en una dirección de correo electrónico cuyo dominio manifiestamente no coincide con el original utilizado por la firma dueña de la marca, sin otro aditamento ni imitación del entorno en que dicha empresa presta su servicio con marca registrada, aun cuando tenga como intención provocar un error en la víctima, no se ajusta al criterio establecido en el párrafo anterior. Por lo tanto, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional conocer en esta causa.


    H., Clementina Bautista s/ Estafa e infracción Ley 22.362 (Artículo 31 Inciso c) Denunciante: R. L., Inés María


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72601/2017/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de documentos. Competencia contravencional y de faltas. 


    Habida cuenta de que el caso no versa sobre la falsificación de documentos nacionales y no surge dónde se confeccionó el instrumento apócrifo, corresponde investigar al juzgado local en cuya jurisdicción se comprobó el hecho, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    G., Pablo Ariel s/ Falsificación documentos públicos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18843/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que se tomó conocimiento de la infracción al artículo 33, inciso d) de la ley 17.671 y que corresponde al fuero de excepción la investigación de aquél delito, deberá conocer en la presente causa la justicia federal, aunque no haya sido parte.


    R. M., Ricardo Alejandro s/ Uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 802/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Régimen penal tributario. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 84/2019/CS1, “I. S.A. Buenos Aires s/ Infracción ley 24.769”.


    S. de T. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1612/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De acuerdo con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Comp. N° 602, XLIV “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial conocer en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    B., Manuel Ignacio s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1626/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de secretos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En tanto la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al magistrado bonaerense continuar interviniendo en la causa.


    I., J. C. s/ Violación sistema informático - sistema público Artículo 153 bis 2° Párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1728/2018/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    G., Juan Carlos s/ Infracción Artículo 277, inciso 1, apartado "c" e inciso 3, apartado "b" Código Penal


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 669/2013/1/CS2, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    B., Martín Santiago s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 133587/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Respecto de la primera hipótesis, referida al comercio de estupefacientes, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final. Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal, la que continúe conociendo al respecto. En relación con la segunda hipótesis referida al secuestro de las armas incautadas, la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda respecto de ese hecho.


    Incidente n° 28. Imputado: S., Marina Fabiana s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 13345/2017/28/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia provincial. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Lo dispuesto en el artículo 3 responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal. Sin embargo, en el presente conflicto la acumulación de ambos procesos no resulta conveniente en tanto actuaría en desmedro de aquellos principios dado que los expedientes en estudio se encuentran en estadios procesales diferentes. En consecuencia, y toda vez que la actividad desplegada por los imputados sería la tenencia de sustancias prohibidas con fines de comercialización al menudeo, corresponde la competencia de la justicia local para que entienda en esta causa. Por otra parte, de acuerdo a lo resuelto por la Corte en la causa Comp. 611, L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infr. Ley 23.737", la eventual aplicación del artículo 11 de la ley 23.737 no modifica esa solución.


    Incidente n° 10 - Imputado: S., Lucas Ramón y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 29628/2018/10/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Servicio telefónico. Teléfono celular. Hurto. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Relación de alternatividad entre las figuras penales.


    En el caso se ha dado cumplimiento a la doctrina del Tribunal relativa a la alternatividad existente entre la sustracción y la infracción prevista en esa norma de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal. Ahora bien, la conducta descripta en el artículo 12, de la ley 25.891, quedaría exceptuada de su exclusiva competencia por cuanto protegería un bien jurídico distinto al encubrimiento de una sustracción. Así, la interpretación es desacertada en tanto que prescinde de la disposición del artículo 15 de la ley 25.891, que establece la competencia federal para todos los supuestos que contempla esa normativa, que importan la afectación de la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones. Sobre la base de esas consideraciones, en tanto se comprobó que el dispositivo hallado en poder del imputado se correspondía en sus características y código de identificación IMEI con el que había sido sustraído a la víctima, la justicia de excepción debe conocer respecto del encubrimiento del hurto del dispositivo y su aprovechamiento posterior con ánimo de lucro.


    T., Matías Nehuén s/ Infracción Artículos 12 y 13 de la Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17321/2019/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Telefonía celular. Teléfono celular. Investigación inconclusa. Juez previniente. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia nacional de instrucción conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a que no se cuenta con los elementos de juicio suficientes para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, las hipótesis delictivas previstas en la ley 25.891, que plantea el juez de instrucción en sus resoluciones. En efecto, la circunstancia de que se hubiera constatado que uno de los dispositivos presentaba adulteraciones en su numeraciones de serie IMEI, en infracción al artículo 10 de esa disposición legal, no basta aún para corroborar la hipótesis de una receptación dolosa del aparato móvil o de alguna de sus partes dado que esas circunstancias no han sido suficientemente esclarecidas. En tal sentido, todavía se encuentran pendientes de producción las medidas dirigidas a determinar a través de las empresas licenciatarias de servicios de telecomunicaciones, la titularidad de la línea correspondiente a aquel dispositivo como así también de los restantes a través de sus módulos de identificación removible lo que permitiría constatar la existencia de denuncias anteriores de robo o extravío, para confirmar o descartar eventualmente la participación de los prevenidos en el delito contra la propiedad. En consecuencia, corresponde a esa sede, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, con arreglo a lo que resulte de ese trámite. Por otra parte, si bien sobre el vehículo incautado aparentemente no pesaría orden de secuestro, la persona que ha sido identificada como su titular no habría sido citada para esclarecer las circunstancias en que el bien habría salido de la esfera de su custodia, por lo que el magistrado de instrucción debe ahondar en la pesquisa hasta contar con una adecuada investigación que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la posible comisión de algún delito antecedente.


    M., Omar C. y otro s/ Infracción Artículos 10 y 13 Ley 25.891


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70956/2018/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Transferencia de fondos del Estado. Rendición de cuentas. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    No es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 cuando, como en el caso, las consideraciones realizadas en las resoluciones agregadas al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos y la calificación legal aplicable. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no se han incorporado al incidente otros elementos distintos a la copia de la denuncia, que permitan determinar mínimamente las condiciones de ejecución del proyecto, en particular, la modificación a las condiciones del sistema de construcción previsto en el convenio respecto a las obras que, además, no habrían sido ejecutadas en su totalidad, pese a la transferencia de los recursos de la Nación, ni quiénes han intervenido en las irregularidades denunciadas. Habida cuenta de que la investigación de esas circunstancias resulta imprescindible a los fines de lograr una adecuada calificación sobre la que decidir la competencia, corresponde a la justicia federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos denunciados y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3697/2018/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, teniendo en cuenta que la presente investigación reconoce su origen en la primera denuncia formulada el 9 de octubre de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que conozca al respecto pues a la fecha del inicio de estas actuaciones, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Comercio de estupefacientes o cualquier materia para producción / Tenencia con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1596/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intermediación financiera. Banco Central de la República Argentina. Competencia federal. 


    Tiene resuelto el Tribunal que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión del delito de intermediación financiera no autorizada resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito en cuestión, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretende atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para confirmar o descartar que éste se halla configurado o no.


    C., Carlos Alberto s/ Infracción Artículo 310 - incorporado por Ley 26.733


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63522/2015/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal debe juzgar respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de la controversia. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Néstor Fabián s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1770/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Tanto el imputado mayor como el joven, no han sido indagados a fin de determinar las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían conseguido tener el rodado en su poder y la averiguación de sus precisas circunstancias, lo que contribuiría no sólo a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad en el sentido sino también, y según el caso, a identificar a sus autores. En consecuencia, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional. Por otra parte, en lo atinente a la supresión de placas, resulta aplicable la doctrina del Tribunal sentada en Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Su conocimiento corresponde a la justicia nacional.


    V., Alan Ariel y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31293/2019/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Juzgado de garantías. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G. O., Juan Ignacio y otros s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1769/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 315:312 y 322:1216, entre otros, la justicia federal debe juzgar respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de la controversia. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Fernando Miguel s/ Averiguación de delito


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1767/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Falsificación de instrumento privado. Cuota sindical. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal, a través de numerosos precedentes, que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal, de los de índole común, aunque medie entre ellos una relación de conexidad. La presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica. Atento que los hechos afectarían a los agentes del organismo bonaerense, a quienes les habrían descontado de sus haberes el importe de la cuota sindical a través de la presentación de documentos presuntamente apócrifos ante la Dirección General de Cultura y Educación, o mediante el restablecimiento de esos descuentos ante el supuesto de que quedaran sin efecto, y toda vez que de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado nacional o corrompido el buen servicio de sus empleados, como para provocar la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia del tribunal local para continuar interviniendo en la causa.


    B., Marcelo s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1610/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 84/2019/CS1, “I. S.A. Buenos Aires s/ Infracción Ley 24.769”.


    C. S.A. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1593/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S., Brando Aaron s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56579/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58.


    N.N. s/ Hurto. Denunciante: R., Roberto Oscar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 15/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Robo. Documento nacional de identidad. Concurso de delitos. Competencia ordinaria. 


    Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Por lo tanto, al tratarse de hechos independientes, corresponde al juzgado de competencia ordinaria continuar la investigación de aquel que resulta ajeno a la materia federal.


    M., Rafael Agustín s/ Encubrimiento (Artículo 278). Damnificado: M., Facundo Damián y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16218/2018/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    N.N. s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30931/2018/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Fernando Amir s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27949/2018/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Mauricio Martín s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19005/2019/2/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsa de calificación legal. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable, lo cierto es que, tal como lo señala el magistrado federal, no se desprende elemento alguno que justifique su conocimiento, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que, al menos de momento, surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva, pues, al parecer, responderían a motivaciones de índole particular en la que no resulta afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    M., Lola y otros s/ Extorsión. Damnificado: M., Lola y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 625/2019/2/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto el Tribunal que el carácter excepcional y estricto del fuero federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, y que la falsificación de un instrumento privado se reputa cometida en el lugar donde el documento apócrifo fue utilizado. En atención a que no se acreditó la intervención de algún funcionario federal ni tampoco el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones que competen a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, y tampoco se evidencia que las acciones típicas investigadas aparejen un perjuicio efectivo y directo a las rentas de la Nación, por aplicación de la doctrina de la Corte según la cual si no existe prueba suficiente del lugar donde se confeccionó el instrumento, corresponde la investigación del hecho al juez competente de la jurisdicción en la que se comprobó la existencia del delito, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de esta capital, pues en esta jurisdicción habría sido descubierto el presunto certificado falso por el organismo de contralor.


    N.N. s/ Falsificación de documento privado y uso de documento falso


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 22123/2018/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Transferencia de fondos del Estado. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Por los escasos elementos agregados al incidente, se advierte que el magistrado provincial declaró su competencia en relación con los actos ejercidos y cumplidos por el intendente municipal, sin individualizar los hechos que pudiesen tener relación con aquellos investigados en el fuero federal y que habrían justificado la presentación del planteo inhibitorio. Más allá de la etapa embrionaria en que aún se encuentra la pesquisa e independientemente de las calificaciones legales que en definitiva quepa asignarles a los hechos, en la medida en que se habría denunciado la participación de funcionarios nacionales, así como el posible perjuicio al patrimonio de la Nación, corresponde mantener la competencia de la justicia federal.


    N.N. s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 900/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Supresión del estado civil. Economía procesal. Competencia federal. 


    Tal como lo sostiene el juez provincial, la Corte tiene resuelto en casos que guardan analogía con el presente, que tratándose de un caso de pluralidad de acciones que responden a un plan común y que conforman una única conducta, en los términos del artículo 54 del Código Penal insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación ideológica del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, debe ser investigada por la justicia federal debido al carácter nacional de este último instrumento ya que el juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- comprometería, en principio, la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


    Actuaciones remitidas por la Fiscalía Federal n° 1 de Córdoba s/ Supresión de estado civil


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1182/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    S., Javier s/ Tenencia para consumo personal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1811/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia contravencional. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 cuando, como en el caso, las consideraciones realizadas en las resoluciones agregadas al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos y la calificación legal aplicable. Corresponde a la justicia contravencional de la ciudad, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    G., María Noel s/ Autorización de actos indebidos en las sociedades


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1577/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene dicho que la maniobra defraudatoria realizada con una tarjeta de crédito tiene principio de ejecución con el despliegue engañoso dirigido a la obtención de sus datos. Por ello, corresponde al magistrado del lugar donde se obtuvieron los datos de la tarjeta, que además previno y a cuya sede acudió el denunciante en procura de sus derechos, proseguir la investigación.


    R., Martín s/ Estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1620/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    S., Rocío Janette s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1723/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Funcionarios municipales. Incremento del patrimonio. Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia en materia penal debe decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Más allá del incipiente estado en que se encuentra la investigación y de la significación penal que en definitiva quepa asignarle a los hechos, en atención a que los sucesos refieren un posible incremento patrimonial de funcionarios locales y sus familiares que podría tener relación con presuntas maniobras llevadas a cabo durante la ejecución de fondos públicos transferidos al municipio, al no haberse acreditado la existencia de hechos que pudieran afectar directa y efectivamente a la Nación ni la intervención de agentes nacionales, así como tampoco es posible apreciar, por el momento, alguna otra circunstancia que haga surtir de modo directo la jurisdicción nacional, de naturaleza excepcional y restrictiva corresponde a la justicia local conocer en la presente causa.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4337/2017/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    A., Julio César s/ Estafa procesal


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25391/2018/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delito de acción pública. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Ha sostenido el Tribunal, a través de numerosos precedentes, que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal, y que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. En atención a que se ha denunciado que un ex ministro de la Nación habría participado, en ejercicio de esa función, en presuntos delitos vinculados a la construcción de viviendas, corresponde a la justicia de excepción continuar con la instrucción de esta causa, que también deberá investigar el presunto pago del sobreprecio en la adjudicación de las obras en territorio bonaerense con motivo de la ejecución del programa, en tanto que ese temperamento es el que mejor se adecua para una mayor eficacia pues previene los inconvenientes que, eventualmente, podrían derivarse de una investigación no integral de todos los aspectos con relevancia, y es el criterio que resulta más conveniente para una mejor administración de justicia, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    D. V., Julio Miguel y otros s/ Delito de acción pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12053/2007/6/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Delitos comunes. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61775/2018/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Desaparecidos. Torturas. Menores. Competencia federal. 


    Sin perjuicio de que con los antecedentes remitidos no se cuenta con mayores elementos que permitan conocer con detalle los hechos de los que habría sido víctima el menor, las supuestas irregularidades o inconsistencias en las que -según advierte la fiscalía provincial- habría incurrido la policía provincial, al menos como parte de un posible encubrimiento o entorpecimiento de la labor judicial, no permiten descartar, de momento y en el incipiente estado en que se encuentra esta investigación, la hipótesis delictiva de la desaparición forzada de personas. En ese aspecto, y más allá de la calificación que en definitiva resulte, no puede obviarse el pedido reiteratorio efectuado por el Comité contra la Desaparición Forzada de Personas, en cuanto a que se profundice la pesquisa en ese sentido, dado que el presente "reflejaría un patrón de conducta de las fuerzas de seguridad del Estado parte que estarían entorpeciendo la investigación de varios casos de desapariciones forzosas en los cuales agentes policiales estarían involucrados de forma directa, o por aquiescencia o encubrimiento". En esa línea de razonamiento, tampoco escapa al comité que el menor habría sido detenido varias veces y supuestamente torturado -antes de su desaparición- por efectivos de la subcomisaria, quienes, según alegaciones recibidas por ese organismo, habrían cometido irregularidades al llevar a cabo la exhumación para dar con el cuerpo de aquél, el cual previamente -sostiene el comité- "habría sido desplazado para impedir su localización".


    R., V. E. s/ Búsqueda de paradero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1489/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa lo que no sucede en el caso, en el que el juez federal devolvió las actuaciones al magistrado local pese a considerar que debía intervenir la justicia penal de la ciudad. Sin embargo, también ha resuelto el Tribunal que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. Es oportuno señalar que si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019.


    G., Sebastián Marcos s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1628/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Fraude. Investigación inconclusa. AFIP. Competencia federal. 


    Las operaciones irregulares ante la AFIP mediante el ingreso a su sistema electrónico o informático, pueden entorpecer el normal desarrollo de ese organismo nacional de fiscalización o el de sus empleados, lo que determina la jurisdicción federal.


    T. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72711/2018/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio. Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Es oportuno destacar que la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. En consecuencia, en atención a que el presunto "móvil delictual" esbozado por el juez declinante no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito contra la vida en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


    Incidente n° 1 - Damnificado: Identidad reservada s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70975/2018/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización de estupefacientes. Muerte. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Más allá del estado embrionario en que se encuentra esta causa, toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en esta causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente n° 1. Imputado: G., Carolina Patricia s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3826/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Competencia federal. 


    Convergen en el presente una serie de particularidades que indican la conveniencia de que el proceso continúe tramitando ante la justicia federal, pues la propia descripción fáctica que ilustran las resoluciones de los jueces en conflicto, permite vislumbrar un cuadro de acontecimientos relacionados con los hechos que reprime la ley 26.364, y no puede obviarse que la explotación allí prevista se configura en cualquiera de los supuestos establecidos, sin perjuicio de que estos también constituyan delitos autónomos respecto de la trata de personas. De acuerdo con el criterio establecido en las Competencias 538, 1. XLV, "Fiscal s/ av. presuntos delitos de acción pública" y 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ denuncia", en tanto se advierten vinculaciones entre los domicilios investigados, la presencia en ellos de mujeres de nacionalidad extranjera como presuntas víctimas, y en la medida que no puede descartarse un proceso de captación, reclutamiento o rotación previos, ni la infracción a la ley de migraciones, corresponde al juzgado federal profundizar la investigación en estas actuaciones.


    L., H. y otro s/ Infracción Ley 12.331 (Artículo 17)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18328/2017/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Seguridad pública. Fuerzas de seguridad. Gendarmería Nacional. Competencia federal. 


    En atención a que la juez federal sostiene que los agentes de la Gendarmería Nacional habrían actuado en el marco del Convenio de Cooperación suscripto el 20 de octubre de 2016 entre el Ministerio de Seguridad de la Nación y la provincia de Buenos Aires, el cual se inscribe dentro de las políticas de emergencia nacional en materia de seguridad pública interior, sobre las cuales el Estado federal tiene especial interés, no puede descartarse que los comportamientos imputados hayan implicado una afectación al buen desempeño en el ejercicio de funciones propias de una fuerza de seguridad nacional. Por lo tanto, corresponde a la justicia federal asumir su jurisdicción para proseguir esta investigación, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Personal de Gendarmería Nacional, Base Operativa n° 1 s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1714/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Uso indebido de marca o designación. Concurso de delitos. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Si bien es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, la presente disposición patrimonial perjudicial se realizó a través del uso de la marca, la cual fue fraudulentamente imitada en sus características más esenciales y cuyo conocimiento corresponde a la justicia de excepción. En este sentido, y de acuerdo a la jurisprudencia del tribunal, no puede ser escindida una investigación cuando la estafa se cumplió como una forma de agotamiento del uso indebido de aquella marca registrada.


    T., Diego Eduardo s/ Estafa, robo e infracción Ley 22.362 (Artículo 31 Inciso D) Denunciante: S., Pedro Fabián


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57455/2018/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Estafa. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    La presente contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, para que la Corte pudiera ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En consecuencia, corresponde a la justicia federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    D. P., Cristian Omar y otro s/ Estafa


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4493/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Corresponde al juzgado provincial que previno continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones, toda vez que fue allí donde el denunciante realizó los depósitos bancarios y, además, se domicilia y acudió a hacer valer sus derechos.


    N.N s/ G., Luis Ramón -su denuncia s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1453/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    V., Leonel Alexis s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1876/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte.


    C., Fabián Marcelo s/ Lesiones agravadas, amenazas e infracción Ley 23.592


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 80739/2018/2/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Alan Eduardo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11598/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    V., Carlos Adrián s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34880/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    N., Jonathan Luis s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42942/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Unificación de penas, Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 500000071/2011/TO1/31/CS1, "A., Fernando José y otros s/ Art. 306, 312 y 41, 42, 45, 166, 54, 55, 277 y 189 del CP".


    S. A., Abel Sebastián y otros s/ Robo en poblado y en banda


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57599/2017/TO1/4/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Régimen penal tributario. Delitos tributarios. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa requiere, los delitos que se habrían cometido. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación a partir de las conclusiones del informe de la Dirección General de Asesoramiento Económico y Financiero en las Investigaciones de esta Procuración General, toda vez que se habrían acreditado sucesos que pudieron afectar el patrimonio del CPCECABA por servicios no prestados que fueran facturados a esa institución. Corresponde profundizar la investigación al tribunal que previno, y a cuyos estrados acudió el denunciante en procura de sus derechos, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad. Si el tribunal advierte otros sucesos que pudieran configurar una eventual infracción al régimen penal tributario, corresponde al mismo magistrado delimitar la hipótesis delictiva, con una circunstanciada descripción de los hechos, y remitir, en su caso, los testimonios correspondientes a la justicia en lo penal económico.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35247/2017/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de marca o designación. Competencia nacional. 


    Conforme sostiene el Tribunal desde antiguo la falsificación, que es la reproducción indebida de una marca o de su parte esencial característica y también su imitación, que consiste en la adopción de los trazos más salientes de otra marca, con supresión de los detalles secundarios, persigue el doble propósito de inducir en error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca. La mera mención de una marca por mensaje de telefonía celular sin otro aditamento ni imitación del entorno en que dicha empresa presta su servicio con marca registrada, no constituye afectación en los términos indicados aún cuando tenga como intención provocar un error en la víctima. Si de las constancias del incidente no surge la posible aplicación de las disposiciones penales de la ley 22.362, que habilitarían la competencia federal, corresponde a la justicia local continuar conociendo en la causa.


    N.N. s/ Estafa e infracción Ley 22.362 (Artículo 31 inciso b)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29113/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de moneda. Moneda extranjera. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los antecedentes no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues al no haberse incorporado prueba alguna respecto a la falsificación de los billetes, la cuestión aún carece de la investigación suficiente como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. No bastan los términos de la denuncia remitida por correo electrónico para tener por configurados los delitos de estafa y puesta en circulación de moneda extranjera falsa.


    N.N. s/ Estafa y falsificación de moneda extranjera


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32891/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tarjetas de débito. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al resultar prematuro afirmar que las tarjetas fueron sustraídas por agentes del servicio de correo a través del cual se las habría enviado, teniendo en cuanta que la jurisdicción federal de carácter excepcional y restrictivo, y dado el primigenio estado de la investigación, corresponde al juez de instrucción, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Defraudación y violación de correspondencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42343/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de marca o designación. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Conforme sostiene la Corte desde antiguo la falsificación, que es la reproducción indebida de una marca o de su parte esencial característica y también su imitación, que consiste en la adopción de los trazos más salientes de otra marca, con supresión de los detalles secundarios, persigue el doble propósito de inducir en error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca. Este supuesto no se verifica en el caso, ya que la mera mención de una marca por mensaje de telefonía celular sin otro aditamento ni imitación del entorno en que dicha empresa presta su servicio con marca registrada no constituye afectación en los términos indicados, aun cuando tenga como intención provocar un error en la víctima. En tales condiciones, si de las constancias del incidente no surge la posible aplicación de las disposiciones penales de la ley 22.362, que habilitarían la competencia federal, corresponde a la justicia local continuar conociendo en la causa.


    N.N. s/ Estafa e infracción Ley 22.362 (Artículo 31 inciso b)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 83518/2018/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economía procesal. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal. En este sentido, corresponde al juzgado de la provincia de Córdoba continuar con la presente causa, toda vez que los llamados telefónicos se realizaron desde aquella jurisdicción y es donde se encuentra radicada la cuenta bancaria destinataria del primer monto de dinero transferido por la denunciante.


    N.N s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1351/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Competencia provincial. Juzgado de garantías. 


    Dado que el juez provincial no discute su competencia sobre los hechos de autos, que de los antecedentes remitidos no surge que se haya interpuesto acción privada respecto del intento de acceso ilegítimo a las cuentas de internet ni se advierte otra circunstancia que justifique la intervención de la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado de Garantías continuar con el trámite de esta causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Amenazas


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 191/2019/2/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Construcción de viviendas. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CFP 16728/2016/1/CS1 "Nivello, Germán Andrés s/ Abuso de autoridad violación de los deberes de funcionario público y malversación de caudales públicos. Denunciante: Revelli, María Claudia Ángela y otro".


    N.N. s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14354/2017/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1675/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo concerniente a la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Joel Ezequiel s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1909/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Aplicación de los principios que informaron el dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    N.N. s/ Robo automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1973/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsedad ideológica. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 16728/2016/1/CS1, “Nivello, Germán Andrés s/ Abuso de autoridad, violación de los deberes de funcionario público y malversación de caudales públicos. Denunciante: Revelli, María Claudia Ángela y otro”.


    N.N. y otros s/ Falsedad ideológica


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 26973/2016/7/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    En atención a las particularidades del caso en relación con la infraestructura montada para el cultivo de los estupefacientes, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la causa Comp. N° 392 L. XLIX, “Aguirre, Pablo Alberto”. Por tal motivo corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.


    M. G., Giorgio Genaro y otros s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5. lnciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1843/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Proveedor. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Además, si el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que, si bien no se encuentra imputado en la causa, estaría identificado el presunto proveedor de esas sustancias, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en estas actuaciones.


    Incidente n° 4 -Imputado: H., Mario Ariel s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6855/2019/4/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. Juzgado de garantías. Acopio de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    Las hipótesis delictivas a considerar son tres. La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por los imputados en infracción a la ley 23.737. Se les imputó la infracción al artículo 5, inciso c) de la ley mencionada; y el delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14 de esa misma norma. En tal sentido, es de aplicación el criterio establecido por la Corte en Fallos: 329:6047. En relación con la segunda hipótesis delictiva referida a las armas incautadas, la infracción al artículo 189 bis, inciso 2°, del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local. Finalmente, el delito de acopio es de exclusiva competencia federal, a lo que debe sumarse que la mayoría de las armas tenía su numeración erradicada, y que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, esa infracción también se encuentra incluida entre aquellos delitos que debe investigar la justicia de excepción, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


    Incidente n° 32. Imputado: S., Alberto Nicolás y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1177/2019/32/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la integridad sexual. Trata de personas. Competencia federal. 


    De acuerdo con el artículo 145 bis, para la configuración del tipo penal allí descripto no se requiere el uso de engaño, fraude, violencia o algún otro medio para "doblegar la voluntad" de la víctima, y además, resulta innecesaria a esos fines la ausencia del consentimiento del sujeto pasivo o que este haya sido viciado, pues conforme esa nueva redacción legal, "el consentimiento dado por la víctima de la trata y explotación de personas no constituirá en ningún caso causal de eximición de responsabilidad penal".


    Q. M., M. E. s/ Infracción Ley 12.331


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1571/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Debe tomarse en cuenta el modo en que la víctima habría conocido al imputado, las condiciones económicas de necesidad en las que éste la habría sumido, al punto de aprovechar esa desesperante situación, inclusive con una afección cardíaca en tratamiento, para manipularla psicológicamente y convencerla de ejercer la prostitución en su provecho, manteniendo el control de sus movimientos e infundiéndole temor; así como el contexto de hostigamiento y violencia doméstica que desde un principio habría caracterizado a la relación. El conflicto debe ser resuelto de conformidad con el criterio establecido en las causas Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública", y Comp. 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia", por lo que corresponde a la justicia federal asumir el conocimiento de esta causa y profundizar la investigación a fin de corroborar o descartar la comisión de conductas en infracción a la ley de prevención y sanción de la trata de personas.


    I. C., G. R. s/ Infracción Artículo 125 bis - promoción o facilitación de la prostitución, Ley 26.842 e Infracción Artículo 145 bis --conforme Ley 26.842


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29018/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intervención de línea telefónica. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso. Ello es así, pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la existencia de los hechos advertidos en las escuchas telefónicas, a fin de acreditar mínimamente quiénes serían las personas involucradas y cuáles serían los delitos a investigar, lo que resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial.


    Incidente n° 1 - Denunciante: Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal n° 7 C-12.909/2018 y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40596/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Es criterio de la Corte que las resoluciones de cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. Por aplicación de esa doctrina, los hechos objeto de esta investigación remitirían a la ejecución de actos de naturaleza comercial o societario en fraude a la empresa por quienes habrían ejercido la administración y disposición de sus bienes, que dan sustento a la hipótesis de la comisión del delito de administración fraudulenta.


    F., Natalia Anabella y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 307/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    Ha resuelto el Tribunal que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Por tal, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional federal, aunque no haya sido parte en la contienda, en tanto la investigación previa, y el hallazgo de las sustancias estupefacientes que dieron origen a estas actuaciones tuvieron lugar cuando aún no había operado el traspaso de competencia penal al poder judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    N.N. s/ Comercio de estupefacientes o cualquier materia para su producción / Tenencia con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1922/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Retención de aportes previsionales. Sociedades mutuales. Sistema Nacional del Seguro de Salud. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se verifican en el caso, pues el encuadre jurídico sobre el que el juez local apoyó su resolución de incompetencia material, no encuentra suficiente sustento en los antecedentes de la causa. La contribución unificada al sistema único de seguridad social, se integra con aportes y contribuciones destinados al Régimen Nacional de Jubilaciones y Pensiones, al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, a las Cajas de Subsidios y Asignaciones Familiares, al Fondo Nacional del Empleo, al Régimen Nacional de Obras Sociales y al de la Administración Nacional del Sistema de Salud. Aun cuando la ley 23.661 establece que las entidades mutuales podrán integrarse al Sistema Nacional del Seguro de Salud, también dispone que para ello es necesario que se suscriban los correspondientes convenios de adhesión con la Secretaría de Salud de la Nación y que sean además inscriptas en el Registro Nacional de Agentes del Seguro, que lleva a cabo la Administración Nacional del Seguro de Salud, todo lo cual tampoco consta aún verificado en autos.


    A., Carlos Fernando y otros s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1020/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Instigación o ayuda al suicidio. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Las resoluciones de ambos jueces no son suficientes como para formar un acabado criterio sobre los hechos denunciados y su certera adecuación legal, menos aún para circunscribir el caso a la hipótesis delictiva de la trata de personas sólo sobre la base de los dichos de la víctima. Por lo demás, ponderando las conclusiones de las especialistas del Programa en cuanto a las posibles situaciones de encierro, violencia sexual y psicológica de las que el joven sería o habría sido víctima, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional proseguir el trámite de la causa.


    N.N. s/ Instigación al suicidio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50295/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Solo a partir de la profundización de la pesquisa será posible subsanar las deficiencias señaladas y discernir luego el verdadero alcance de los acontecimientos, así como también sus pormenores y el modo en que habrían ocurrido, aspectos imprescindibles para establecer las correctas calificaciones que les puedan ser atribuidas y, finalmente, la competencia material en la causa. Corresponde que el tribunal local que previno y se declaró incompetente en la materia sin darle suficiente precisión a su resolución, continúe con la investigación teniendo en cuenta lo señalado, para que resuelva, luego, de acuerdo con lo que de ello resulte.


    S., José Luis s/ Contrabando Artículo 863


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1345/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Usurpación de títulos u honores. Delito independiente. Competencia contravencional y de faltas. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que cuando se considera una pluralidad de delitos prima facie independientes, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    D., Marcelo Sebastián s/ Usurpación de título


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1765/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Explotación sexual. Prostitución. Competencia federal. 


    Más allá del incipiente estado en que se encuentra la pesquisa, las circunstancias plasmadas por la víctima en su relato permiten vislumbrar un cuadro de acontecimientos relacionados con los hechos que reprime la ley 26.364, sin que pueda obviarse que la explotación allí prevista se configura en cualquiera de los supuestos establecidos, y no obstante que éstos constituyan delitos autónomos respecto de la trata de personas. No puede pasarse por alto, al respecto, la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la promoción o facilitación de la prostitución, la explotación económica y la intervención en la prostitución ajena en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2°, inciso "c", de la ley 26.364, texto según ley 26.842 Por lo tanto, corresponde a la justicia federal asumir el conocimiento de esta causa e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    G., M. s/ Abuso - Artículo 119, 1° párrafo, estafa, infracción Artículo 125 bis, promoción o facilitación de la prostitución - Ley 26.842 e infracción Artículo 145 bis - conforme Ley 26.842


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39172/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Disposición de bienes. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Más allá de que fue en un cajero automático de esta ciudad donde se extrajo el dinero, corresponde al juzgado provincial que previno continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones toda vez que fue allí donde se generó la disposición patrimonial y, además, se domicilia y acudió a hacer valer sus derechos la denunciante.


    S., Maximiliano Ezequiel s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1563/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Protección de la flora y fauna silvestre. Malos tratos o actos de crueldad contra animales. Competencia provincial. 


    Más allá del incipiente estado de la investigación, toda vez que las infracciones penales previstas en la ley nacional de protección y conservación de la fauna silvestre no se encuentran entre aquellos delitos transferidos a la órbita de la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y en tanto la presunta actividad comercial ilegal objeto de contienda se desarrollaría en territorio bonaerense, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento de la causa e incorporar los elementos necesarios para proseguirla, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    C., Agustín s/ Ley de protección al animal, malos tratos o actos de crueldad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2090/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso de autoridad. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia federal. 


    Circunstancias sustancialmente análogas a las consideradas en la Competencia CSJ 1368/2016/CS1, "Ovando, Juan Manuel s/ Su denuncia - lesiones graves (Art. 90 del C.P.)".


    G., Rubén Darío s/ Abuso de autoridad y violación de deberes de funcionario público (Artículo 248)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1911/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 324:1617 y 3651, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    P., Juan José s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1910/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    L., Leandro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1867/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Publicaciones obscenas. Menores. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias surge que la titular del abonado telefónico asociado al usuario de la red social se domicilia en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de Bahía Blanca para continuar con la investigación de la causa.


    M. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1622/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Pese a no haberse identificado el lugar desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias surge que el titular del abonado telefónico asociado al usuario de la red social se domicilia en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de San Isidro para continuar con la investigación de la causa.


    D. M., A. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1553/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Pese a no haberse identificado el lugar desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias surge que el titular del abonado telefónico asociado al usuario de la red social se domicilia en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de San Isidro para continuar con la investigación de la causa.


    M., G. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1120/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la Causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    P. M., Luis s/ Encubrimiento (Artículo 277, inc. 1)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 80119/2018/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Uso de documento falso. Licencia de conducir. Policía de Seguridad Aeropurtuaria, Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    Es doctrina de la corte, que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal, situación que no se da en la presente toda vez que, más allá del carácter nacional de la Policía de Seguridad Aeroportuaria, su accionar obedeció a un incidente ajeno a las funciones federales que cumple ese cuerpo, motivo por el cual, corresponde al magistrado que previno continuar con la presente causa.


    A. L., Rubén Moisés s/ Uso de documento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1068/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desobediencia a un funcionario público. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la investigación de la desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha infringido la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones. En este sentido y habida cuenta de que el hecho había ocurrido en el domicilio de la denunciante, corresponde conocer en la presente causa al Juzgado de Garantías.


    T., Daniel Antonio s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 993/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Redes sociales. Facebook. Delitos contra la integridad sexual. Material de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Competencia provincial. 


    Pese a no poder identificarse fehacientemente al autor de los hechos, en atención a que de las constancias de la causa surge que las conexiones a internet del usuario de la red social se habrían efectuado prima facie desde una I.P. localizada en un barrio de Tigre, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa


    U., S. s/ Delitos atinentes a la pornografía (producir/publicar pornografía menores 18 años)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 869/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Publicaciones obscenas. Menores. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a las constancias obrantes en el legajo, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    A., N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 523/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Tarjeta de débito. Economía procesal. Juez previniente. 


    Las circunstancias puestas de manifiesto por la declinante no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva. Sin perjuicio de reparar que Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    G., Miguel Ángel s/ Defraudación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 114282/2018/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Robo. Teléfono celular. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si se incautaron 5 celulares en poder de la imputada, pero sólo uno había sido denunciado como robado, lo atinente a los restantes cuatro teléfonos celulares refiere a hechos distintos a los ocurridos en el contexto de aquel robo. Ahora bien, la circunstancia de que estos últimos hayan sido hallados en poder de la imputada, no basta aún para corroborar la hipótesis de una receptación dolosa de esas terminales móviles o de alguna de sus partes, dado que además del resultado obtenido en el informe técnico no se cuenta con la realización de las mínimas diligencias dirigidas a comprobar la titularidad de las líneas telefónicas ante las empresas licenciatarias de servicios de telecomunicaciones, a fin de verificar la posible existencia de denuncias anteriores por robo O extravío, para definir luego la situación procesal de la imputada. Corresponde a la justicia nacional de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    C., Silvana Patricia s/ Robo, infracción Ley 25.891 (Artículo 12 y 13)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70220/2018/2/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sustitución de identidad. Explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los elementos de juicio no resultan suficientes para definir con el grado de certeza que esta etapa requiere la adecuación legal de los hechos que motivaron esta causa y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Más allá de la significación penal que eventualmente corresponda asignar a los hechos denunciados, no es posible apreciar alguna circunstancia que pueda justificar la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, por lo que resulta conveniente que el juzgado nacional de la capital, que previno, continúe la investigación, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19301/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    N.N. s/ Infracción Artículo 173 – inc. 16


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2346/2018/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Uso de documento falso. Documento nacional de identidad. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Si la persona que se presentó a retirar el dispositivo utilizó el documento nacional de identidad de un tercero, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y/o uso ilegítimo.


    R., Jonatan s/ Estafa y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8547/2017/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tentativa de homicidio. Comercialización ilegal de estupefacientes. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia nacional. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Si el "móvil delictual" esbozado por el juez declinante no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que no se vislumbra que el delito contra la vida se haya producido con el objeto de interferir en alguna investigación de índole federal corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


    Incidente n° 2 - Imputado: M., Guillermo Juan s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11964/2019/2/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Servicio Penitenciario Federal. Personal penitenciario. Deberes del funcionario público. Competencia nacional. 


    No se encuentra controvertido en el caso que tendrían como autores a agentes del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de sus funciones propias en un establecimiento penitenciario de la ciudad de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional. Por lo que, con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte corresponde a la justicia nacional ordinaria de la capital continuar el trámite de estas actuaciones.


    N.N. s/ Incumplimiento de autoridad, violación de deberes de funcionario público (Artículo 249)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51312/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Tarjeta de débito. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos remitidos no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación que permita aclarar las circunstancias, pues no puede pasarse por alto que la Corte tiene dicho que la maniobra fraudulenta realizada con una tarjeta tiene principio de ejecución con el despliegue engañoso dirigido a la obtención de sus datos.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2096/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Tráfico de estupefacientes. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia nacional. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación. Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Si el "móvil delictual" esbozado no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; corresponde conocer en la causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


    Principal en Tribunal Oral TO 01 - Imputado: R. H., Martín Andrés s/ Coacción agravada (Artículos 149 ter. Inciso 2 B) y usurpación (Artículo 181 inciso) Damnificado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51766/2014/TO1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Asociación ilícita. Acumulación de procesos. Competencia federal. 


    Si los indicios señalan que el suceso habría sido uno de los cometidos por la asociación ilícita que, junto con otros hechos semejantes atribuidos a esa banda, resulta objeto del proceso que se lleva adelante en la justicia federal, corresponde acumular por conexión la presente causa a la que tramita ante el Juzgado Federal para que éste entienda en ambas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    Incidente n°1- Damnificado: P., Nélida. N.N.:N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71638/2017/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En primer lugar es oportuno señalar que para la correcta traba de una contienda, debe ser la cámara que confirmó la declinatoria la que, en su caso, insista en su criterio. Es doctrina de la Corte que la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción. Por lo expuesto, corresponde proseguir la investigación a la justicia de Río Gallegos, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    F., Fabián Ariel s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2008/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Infracción ley 23.737.


    Teniendo en cuenta que la infracción al artículo 12 de la ley 23.737 no se encuentra incluida entre aquellas figuras previstas en la ley 26.052 que modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, el juez federal deberá conocer en estas actuaciones.


    Incidente n° 1 - Denunciante: Identidad reservada. Imputado: Revista T. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53866/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Adulteración de cheque. Competencia nacional. Robo. Correspondencia. Correo oficial. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la referencia del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, y su concordante artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación, a los delitos que tiendan a la defraudación de las rentas de la Nación, alude a los casos en que el daño sufrido por bienes del Estado Nacional es el que corresponde al resultado directo de la acción típica de que se trata. Este perjuicio directo y concreto no se presenta en el caso; es más, ni siquiera la conducta de la imputada implicó el desembolso del dinero correspondiente a la cuenta de la libradora, precisamente debido a la diligencia puesta por el personal de la entidad bancaria al momento de la presentación del cheque en ventanilla, ocasión en que se descubrieron sus irregularidades. De manera que tampoco surge afectado el buen servicio de los empleados de la Nación para justificar la competencia de excepción. En consecuencia, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la capital proseguir la investigación de la estafa en grado de tentativa que concurriría idealmente con la adulteración de aquel documento. Por lo demás, de conformidad con la doctrina de Fallos: 311:1386; 314:1003 y 1248, cabe a la justicia federal asumir su jurisdicción y reunir los elementos de juicio necesarios para continuar la pesquisa respecto de la supuesta sustracción del cheque mientras éste se encontraba bajo la custodia o servicio del correo.


    B., Rosa Noemí s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51785/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    No puede descartarse la hipótesis delictiva que describe el artículo 33, inciso "d", de la ley 17.671, por lo que resulta aplicable la doctrina de la Corte según la cual, por el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su uso ilegítimo. La circunstancia de que se hubieran utilizado fotos digitales de ese documento para la perpetración de las estafas se asimila al caso del uso de su fotocopia, conforme la jurisprudencia de la Corte a partir de la Competencia n° 1137, L. XLIII, "Ferreira, Menino Oscar s/ estafa".


    C., Rodrigo Lucas s/ Estafa, defraudación e infracción Ley 20.974


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49808/2018/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio. En atención a que el magistrado provincial no desconoce que los hechos habrían sido cometidos en su jurisdicción, corresponde a aquél continuar con la pesquisa, sin perjuicio de que, si entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43134/2018/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    La Corte tiene dicho que cuando el hecho ocurre en distintos lugares, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.


    M., Juan Carlos s/ Estafa


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2710/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    No es posible determinar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta que habrían cometido los imputados en lo que respecta al hallazgo en su poder de diversas autopartes correspondientes al rodado sustraído en una localidad bonaerense. En tal sentido, resulta indispensable que la justicia provincial realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina la situación jurídica respecto de la sustracción, sin que las consideraciones efectuadas tanto por la fiscal como por la magistrada provincial, pudieran hacer variar esa solución, en tanto es a esta última, que tiene a su cargo la instrucción del robo de aquel automotor, a quien, en definitiva, corresponde discernir a su respecto.


    N., Alejandro Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34325/2018/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    P. U., Jhonny Alexander s/ Averiguación delito


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74972/2017/2/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de que la imputada se encontraría viviendo con sus hijos en la provincia, debe tenerse en cuenta que según resulta de los términos de la denuncia y del acuerdo provisorio, era en esta ciudad donde el padre retiraría a los menores, por lo que aquí se los habría removido de su custodia, privándolo del contacto con él y del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    C. G., N. B. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78541/2017/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Toda vez que de lo informado se desprende que el suceso denunciado habría tenido lugar en la una provincia, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda y de cuanto pudiere surgir de la ulterior investigación, cabe profundizarla a partir de ese dato concreto, pues resulta lógico presumir que allí podrían haberse producido actos con relevancia típica, y con ello avanzar en la identificación de los responsables.


    Autores desconocidos a determinar


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 26212/2017/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tráfico de estupefacientes. Competencia federal. 


    SI bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que, en una de las viviendas allanadas se secuestró una libreta en la que se habrían anotado aproximadamente treinta apodos de personas a las que se les habría entregado cierta cantidad de envoltorios conteniendo sustancias prohibidas cuyo destino sería su posterior venta.


    F., Juan y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1840/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Más allá de que la imputada se ha mudado efectivamente con sus hijas a una nueva ciudad, tal como lo muestran las constancias del legajo, debe tenerse en cuenta que según resulta de los términos de la denuncia, no era esa ciudad donde residían al tiempo en que las habría removido de la custodia de su padre, privándolo del contacto con ellas y del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    D., M. L. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1605/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Material de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Redes sociales. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Surge que los datos de conexión disponibles no resultan suficientes para acreditar el lugar de comisión del hecho y se advierte que el sospechoso se habría conectado a internet para ingresar a su usuario en la red social desde una ciudad del litoral, donde además residiría, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial, en tanto se encuentra en mejores condiciones para continuar con la investigación de la causa.


    S., O. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1467/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Corresponde el juzgamiento del delito tipificado por el artículo 128 del Código Penal al fuero local, sin que las circunstancias puestas de manifiesto por el juez provincial resulten suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva.


    D., C. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 908/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si bien no puede determinarse el lugar exacto desde el que se habrían compartido las imágenes con contenido sexual, surge que los accesos a la dirección de correo electrónico y usuarios de la red social y de un sitio de compra venta de artículos y servicios, que pudieron ser identificados, tuvieron lugar en territorio bonaerense, de conformidad con la doctrina de Fallos: 339: 1715, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.


    S., A. s/ Infracción Artículo 128 3° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 760/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Economía procesal. Competencia de instrucción. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Asiste razón al juez nacional de menores en cuanto a que los dispositivos secuestrados no se relacionan con el hecho que es objeto del proceso que tramita ante ese juzgado de especialidad, dado que no existe entre ambos vinculación alguna, tanto en sus aspectos objetivos como subjetivos, que justifique la prosecución de la investigación ante ese fuero. Por ello, corresponde entonces asignar la competencia al juzgado nacional de instrucción que se encontraba en turno con la fiscalía a la fecha en que se produjo el allanamiento.


    N.N. s/ Infracción Artículo 10 de la Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6064/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Exacciones ilegales. Policía federal. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    De los antecedentes remitidos surge que la conducta del agente policial se habría desarrollado dentro del ámbito local y en el marco de funciones de prevención que no atañen a un servicio de específico carácter federal. En tales condiciones, y teniendo en cuenta, que no se observan otras circunstancias que puedan justificar la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde entender en estas actuaciones al juzgado nacional en lo criminal y correccional de la capital.


    A., Christian Walter s/ Exacciones ilegales


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4788/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    El caso -que se originó a partir de una serie de allanamientos efectuados en todos los locales emplazados en una galería comercial, de los que se secuestraron gran cantidad de dispositivos celulares móviles de procedencia ilícita- no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, debido a que no se cuenta con los elementos de juicio suficientes para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, las hipótesis delictivas previstas en la ley 25.891, que plantea la magistrada nacional de instrucción en sus resoluciones.


    N.N. s/ Infracción Artículos 12 y 13 de la Ley 25.891


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2675/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    E., Eduardo Raúl s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2231/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    A., Brian Omar s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2184/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    G., Efraín Ismael s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2169/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Javier Ezequiel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2157/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones graves. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si el hecho se produjo en la provincia de Buenos Aires, compete al magistrado provincial asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Lesiones graves


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39610/2019/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo con armas. Unificación de penas. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 500000071/2011/TO1/31/CS1 "A., Fernando José y otros s/ Art. 306, 312 y 41, 42, 45, 166, 54, 55, 277 y 189 del CP”.


    P., Norma Beatriz y otros s/ Robo con arma de fuego


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17018/2017/TO1/10/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Héctor Pablo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 119039/2017/4/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    C. D., Hugo Alejandro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 37444/2019/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intimidación pública. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente N° 1- Damnificado: I. S. N. S. de F. y otro N.N.:N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19160/2018/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente N° 1- Imputado: P., Fabián Enrique s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17482/2018/2/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente N° 1 Damnificado: Escuela Normal N° 6 Vicente López y Planes N.N.:N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15219/2018/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2137/2019/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Darío Ayrton s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 80746/2018/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al fallo de la causa 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis", y Fallos 339:652.


    Incidente N° 1 - Damnificado: D., Débora Daniela Imputado: M. C., Appiaguel Mandela s/ Incidente de Incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53217/2018/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Es doctrina de la Corte que si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se decida acerca del recurso deducido.


    K., M. N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 151892/2018/6/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 16728/2016/1/CS1 "Nivello, Germán Andrés s/ Abuso de autoridad, violación de los deberes de funcionario público y malversación de caudales públicos. Denunciante: Revelli, María Claudia Ángela y otro".


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 7571/2019/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares.


    N.N. s/ Privación ilegal de la libertad personal


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 140674/2018/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Mauro Nahuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 54533/2019/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio calificado. Robo calificado. Portación de armas. Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Tal como lo señala el fiscal federal en su dictamen, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual la distribución de la competencia entre las provincias, o entre éstas y la Nación, es una materia regida por la Constitución Nacional y escapa a las regulaciones locales, en el sentido de que no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. Por lo tanto, cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.


    G., Luis Emanuel s/ Robo con homicidio


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2241/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En función de lo argumentado por la juez nacional para rechazar la competencia, es oportuno recordar que el Tribunal tiene resuelto que las reglas de acumulación por conexidad del Código Procesal Penal de la Nación sólo pueden ser invocadas en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales. Dado que las placas asignadas al vehículo sustraído, fueron halladas colocadas en otro que fue incautado, sin ocupantes, en territorio provincial, debe investigarse la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, que según tiene dicho la jurisprudencia del Tribunal, es de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento; y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2161/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desechos peligrosos. Protección del medio ambiente. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Más allá de que no se desprende del legajo que se haya determinado la presencia de sustancias en infracción a la ley 24.051, toda vez que de la reseña efectuada por los magistrados en conflicto no surge que se haya adoptado medida alguna que permita afirmar que los hechos tendrían, al menos en principio, capacidad de afectar a las personas o el ambiente fuera de los límites de la ciudad, con arreglo al criterio establecido por la Corte en Fallos: 323:163; 325:269 y 326:4996, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en la presente causa.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5817/2019/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Acopio de armas. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    D., Eduardo Andrés s/ Acopio de armas (Artículo 189 bis 5° párrafo) Modificación Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1372/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente n° 2 - Imputado: Q., Ariel Israel s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4888/2014/2/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    M., Miguel Esteban s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2105/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Insolvencia fraudulenta. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual, si el delito a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    M., Juan Cruz y otro s/ Insolvencia procesal fraudulenta, estafa procesal y uso de documento falso


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68988/2018/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Circunvención de incapaz o menor. Delito de peligro concreto. Competencia por el territorio. Competencia nacional. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    En la medida en que en el informe pericial médico psiquiátrico efectuado en el marco del juicio civil iniciado para que se declare la nulidad de los actos jurídicos objetados, se concluyó que al momento de ocurrencia de los sucesos, el incapaz no habría podido manejar su voluntad, en el caso se habría configurado el delito del artículo 174, inciso 2°, del Código Penal. Al respecto, tiene dicho el Tribunal que el delito de circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo, pues se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz, razón por la cual corresponde al juez del lugar donde se otorgaron los instrumentos conocer en esos casos. Con relación a los hechos que se les atribuyen a los caseros de la vivienda provincial, los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrarlos en alguna figura legal con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, y discernir así el delito en que habrían incurrido, y menos aún, para afirmar o desechar la posibilidad de que pudieran llegar a tener algún grado de relación con las maniobras defraudatorias que son objeto de autos. A este respecto, corresponde a la justicia provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    D. P., C. L. y otro s/ Defraudación a un menor o incapaz


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2267/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Cédula verde. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    F., Ángel Mario s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2168/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Amenazas. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a la registrada ante la Corte en la causa Comp. 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis"; y Fallos: 339:652.


    Teniendo en cuenta que las amenazas recibidas en esta ciudad formarían parte del mismo contexto y con la participación del mismo imputado que los hechos semejantes que tuvieron lugar en la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia bonaerense, que ya se encuentra investigando respecto de éstos últimos y en cuya jurisdicción se domicilia la víctima.


    M., Tomás Santo s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1554/2019/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente n° 3 - Imputado: M., Gustavo s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16177/2016/TO1/3/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente n° 2 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15708/2017/2/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Victima menor de edad. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En consecuencia, le corresponde al juzgado nacional, que previno, proseguir la investigación.


    N.N. s/ Violación de menor de 13 años


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46162/2019/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al juzgado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Damnificado: G. N., Octavio Ebert


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5670/2019/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que, según surge de la presente pesquisa la sede de la cuenta bancaria del denunciante, como así también la del imputado, pertenecían a sucursales con jurisdicción provincial, corresponde al Juzgado de Garantías conocer en esta causa.


    M., Ariel Eugenio s/ Estafa y Defraudación. Denunciante: A., Víctor Fabián


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 975/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo con armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    Atento que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal corresponde declarar la competencia del tribunal de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de guerra, la tentativa de robo con arma y la tentativa de homicidio por encontrarse relacionada al mismo objeto, de acuerdo con el criterio de la Comp. CSJ 1681/2018/CS1, “Guzmán, Lucas Tadeo”.


    Incidente n° 3 - Victima: A., Walter Gabriel Imputado: A., Franco Agustín s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 71680/2018/TO1/3/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hábeas corpus. Servicio penitenciario provincial. Competencia provincial. 


    Conforme surge de las constancias agregadas, la presunta inobservancia a la resolución dictada en el marco del habeas corpus colectivo interpuesto, se refiere a actos lesivos emanados de autoridad provincial, específicamente el Servicio Penitenciario de la provincia de Santa Fe. Por consiguiente, corresponde declarar la competencia de la justicia local para continuar el trámite de estas actuaciones conforme lo establece el artículo 2° de la ley 23.098.


    Detenidos de la Unidad de Detención n° 11 (Piñero) s/ Hábeas corpus colectivo y correctivo


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1733/2019/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.


    G., Luis Sebastián s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74475/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia penal en razón del territorio, se establece atendiendo al lugar donde se ha cometido el delito.


    R., Roberto Eliseo s/ Estafa, defraudación por administración fraudulenta y defraudación por desbaratamiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72218/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Propiedad intelectual. Marcas. Competencia provincial. 


    Toda vez que el juez federal, avanzada la instrucción del sumario y mediante decisión firme, descartó que al hecho en estudio le sea aplicable el tipo penal contenido en la ley de marcas n° 22.362, corresponde a la justicia provincial asumir la competencia en la presente causa.


    D. L., Jonathan Maximiliano y otro s/ Infracción Ley 11.723


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12053/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Cohecho activo. Conexidad subjetiva. Competencia nacional. 


    Es oportuno mencionar que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4. En este sentido el artículo 3 de esa ley -antes y después de su modificación por la ley 27.502- establece inequívoca y expresamente que conocerá la justicia federal cuando -como ocurre en el sub examine y reconocen ambos magistrados- la causa tuviera conexidad subjetiva con otra sustanciada en dicho fuero.


    R., Jonathan Javier s/ Cohecho activo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2109/2019/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


    O., E. E. s/ Abuso sexual - Artículo 119 párrafo 1°


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1638/2019/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de la declaración del denunciante -que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente- surge que la compra del teléfono celular a su nombre fue realizada en territorio bonaerense, corresponde al juzgado provincial continuar con las presentes actuaciones.


    R., Adrián Néstor Oscar s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1454/2019/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Juez previniente. Competencia federal. 


    De los fundamentos del magistrado nacional de la se desprende un cuadro de situación que impide descartar, por lo menos de momento, la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas y permite concluir que el presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en las Competencias n° 538, L XLV, "Fiscal s/ av. presuntos delitos de acción pública" y n° 1016, L XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ denuncia".


    P., P. A. y otro s/ Infracción Artículo 125 bis del Código Penal según Ley 26.842 y prostitución con fines de lucro (Artículo 127 sustituido conforme Artículo 23 Ley 26.842)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18276/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales la prestación del servicio del establecimiento nacional, o si el funcionario, autor o víctima del delito, no se encuentra cumpliendo funciones específicamente federales.


    D., C. A. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63945/2019/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos 328: 3960 y Competencia n° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial el conocimiento con relación a la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    F. V., Cintia Belén s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61377/2017/3/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Retención indebida. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 47718/2018/1/CS1, "R., Alberto s/ Estafa y defraudación por retención indebida".


    B., Enrique Juan y otros s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49311/2019/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La presente pesquisa no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tal sentido, tiene resuelto la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa, en la que no se ha practicado diligencia alguna que permita determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se habrían desarrollado los hechos para, en su caso, poder encuadrarlos en alguna figura penal sobre la que se pueda decidir la competencia.


    W., María Alejandra s/ Robo e infracción Ley 20.974. Denunciante: A., Leonel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25233/2019/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Competencia contravencional. 


    Tiene resuelto el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. No se habría acreditado materialmente la falsedad de un documento ni el perjuicio patrimonial a un ente nacional que se derivaría de su presunto uso.


    B., Hernán Horacio s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2353/2019/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Páginas web. Falsificación de marca o designación. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Es un criterio arraigado en la jurisprudencia del Tribunal que la institución de la marca registrada tiene por finalidad primordial la protección tanto del interés del público consumidor como las buenas prácticas comerciales, esto último para prevenir el aprovechamiento injusto del fruto de la actividad y prestigio ajenos en desmedro de la función individualizadora inherente al derecho al uso exclusivo del nombre comercial. El propósito de una marca de fábrica o de comercio es ofrecer a las actividades económicas a las que se refiere una garantía contra la competencia desleal en la producción y circulación de la riqueza. La falsificación, que es la reproducción indebida de una marca o de su parte esencial característica y también su imitación, que consiste en la adopción de los trazos más salientes de otra marca, con supresión de los detalles secundarios, persigue el doble propósito de inducir en error a los consumidores y de perjudicar los derechos del propietario. Por lo tanto, en la medida en que, con arreglo a lo expuesto, no puede descartarse que el hecho quede aprehendido en forma simultánea por las disposiciones penales de la ley n° 22.362 y otro delito de materia ordinaria, que concurrirían en forma ideal, debe declararse la competencia del magistrado federal, conforme lo que establece el artículo 33 de la mencionada ley.


    B. G., Diego Hernando s/ Estafa e infracción Ley 22.362 (Artículo 31 inciso b)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27878/2019/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento privado. Fideicomiso. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En autos no se ha suscitado en el caso una concreta cuestión jurisdiccional, que permita que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. De las escasas actuaciones incorporadas al legajo no arrojan claridad al asunto, e impiden discernir sobre su base si existe una vinculación suficientemente estrecha entre los procesos, que admita considerar la conveniencia de que tramiten en forma conjunta, y en cuyo caso, de establecer ante qué tribunal correspondería hacerlo.


    E., Rubén Andrés s/ Falsificación documento privado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 872/2019/CS1, 19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Las resoluciones de ambos Jueces, únicos antecedentes que conforman el presente legajo, permiten advertir que más allá de las discretas tareas investigativas ordenadas en autos por la justicia federal, no se habrían recabado otros elementos de juicio que permitan especificar los hechos con razonable certidumbre, identificar a las posibles víctimas, conocer la situación en la que se encontrarían, e individualizar a los presuntos responsables de la actividad ilícita. Cabe entonces a la justicia federal profundizar la investigación en ese sentido, de acuerdo con el criterio establecido en Comp. n° 538, L. XLV, “Fiscal” y Comp. n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana”; sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. y otro s/ Infracción Artículo 125 bis del Código Penal, según Ley 26.842, corrupción/prostitución de mayores - modificado Ley 25.087 (sustituido conforme Artículo 22 Ley 26.842) y prostitución con fines de lucro (Artículo 127 sustituido conforme artí


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8484/2015/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio criminis causa. Robo calificado. Concurso real. Competencia provincial. 


    Como lo sostiene el tribunal federal y admiten los propios jueces provinciales, los hechos habrían obedecido a motivaciones particulares. Además, considerando las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se habrían desarrollado de las constancias remitidas no surge que al momento de su deceso el agente estuviese en efectivo cumplimiento de las tareas que el juzgado federal provincial habría encomendado a la fuerza de seguridad bonaerense. Por cierto que tampoco se advierte ningún otro elemento que permita aplicar la doctrina elaborada por la Corte en Fallos: 250:627; 292:342; 313:367; 318:1821, entre otros, para supuestos de delitos cometidos por empleados provinciales en ocasión de actuar en calidad de auxiliares de la justicia de excepción.


    A., Alan Ezequiel y otro s/ Homicidio agravado (Artículo 80, inciso 8)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2200/2019/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Robo. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Frente a la posibilidad de que el imputado haya tenido algún grado de participación en el delito contra la propiedad acaecido en territorio bonaerense, la resolución de la justicia provincial no cumple con la doctrina del Tribunal en el sentido de que, en casos como el presente, debe hallarse precedida de una adecuada investigación y un auto de mérito que permita desvincular a los prevenidos del robo con armas, de acuerdo con el criterio de Fallos: 315:318, 320:2778; 325:898 y Competencia N° 1612, L. XXXVII in re "Ayra, Christian Adrián s/ robo".


    R., Martín Emanuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 26365/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Uso de documento falso. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio directo y efectivo a la Nación.


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    V. C., Víctor Raúl s/ Uso de documento adulterado o falso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1568/2019/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Es un criterio arraigado en la jurisprudencia de la Corte que la institución de la marca registrada tiene por finalidad primordial la protección tanto del interés del público consumidor como las buenas prácticas comerciales, esto último para prevenir el aprovechamiento injusto del fruto de la actividad y prestigio ajenos en desmedro de la función individualizadora inherente al derecho al uso exclusivo del nombre comercial. El propósito de una marca de fábrica o de comercio es ofrecer a las actividades económicas a las que se refiere una garantía contra la competencia desleal en la producción y circulación de la riqueza. En este sentido, la falsificación, que es la reproducción indebida de una marca o de su parte esencial característica y también su imitación, que consiste en la adopción de los trazos más salientes de otra marca, con supresión de los detalles secundarios, persigue el doble propósito de inducir en error a los consumidores y de perjudicar los derechos del propietario. Habida cuenta de que de las constancias agregadas al incidente surgen importantes coincidencias entre los mails recibidos por la denunciante y la marca en materia de logo y tipografía y en la medida en que no puede descartarse que el hecho quede aprehendido en forma simultánea por las disposiciones penales de la ley n° 22362 y el delito de estafa, que concurrirían en forma ideal, debe declararse la competencia del magistrado federal más allá que la infracción del artículo 172 del Código Penal sea ajena a su conocimiento.


    A., Richard s/ Estafa e infracción Ley 22.362 (Artículo 31 Inciso b)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14141/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, ella se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal. Tampoco resulta posible un pronunciamiento por parte de la Corte respecto del conflicto suscitado entre ambos magistrados, en relación con la posible colisión entre lo establecido por los artículos 49 y 340 del Código Procesal Penal de la Nación, con lo previsto en el artículo 1 de la ley 27.502, en tanto aún no se encuentra acreditado que el objeto sobre el que versa la contienda primigenia esté constituido por la comisión de algún delito específico de la ley 23.737.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2414/2019/CS1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Contienda positiva de competencia


    Negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública. Cohecho. Competencia federal. 


    Convergen en el presente una serie de circunstancias que indican la conveniencia de que el proceso continúe tramitando ante la jurisdicción federal, en la medida que las otras hipótesis delictivas atribuidas a los administradores de la cooperativa podrían relacionarse con la intervención del funcionario público y su gestión para obtener el certificado del organismo nacional. En ese sentido, si el juez local considera que es la justicia de excepción la competente para investigar los delitos de cohecho y negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública, no se puede descartar que las otras conductas relacionadas con la administración y el registro contable de los fondos de la cooperativa no estén vinculadas con aquéllas, más aún cuando las pruebas son comunes a los hechos por los cuales los imputados fueron intimados, y la documentación acompañada podría acreditar la forma de pago que habría acordado con el contador de la entidad. Frente a esas particularidades, ante la presunta incompatibilidad entre las actividades realizadas y pagadas, que habrían entorpecido el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación, corresponde a la justicia federal continuar con la instrucción de la causa


    B., Pedro Martín s/ Negociaciones incompatibles


    FSA-Justicia Federal de Salta, 3962/2014/1/CS2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Servicio penitenciario federal. Personal penitenciario. Investigación inconclusa. Economía procesal. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    Cabe señalar en primer lugar, que el propio juzgado de control admite que en su ámbito jurisdiccional se investigan desobediencias por parte de funcionarios del Servicio Penitenciario Federal, respecto de las decisiones de los magistrados de ejecución, y que éstos, a su vez, eran investigados por la justicia federal en razón del presunto dictado. Las circunstancias señaladas, sumadas a que otras irregularidades que se ventilan en el sumario provincial también se relacionan con los hechos en estudio, en el marco de incumplimientos al mismo convenio, y a su adenda, e involucran igualmente a autoridades nacionales del Servicio Penitenciario Federal, permiten concluir la existencia de una íntima vinculación entre ambos procesos, que redunda en la conveniencia de que su esclarecimiento quede a cargo de un único tribunal, a fin de evitar también la eventual posibilidad de que se dicten en un futuro pronunciamientos contradictorios. Cabe indicar que las mismas consideraciones realizadas impiden, a su vez, descartar la eventual afectación de intereses de la Nación, o del normal funcionamiento de sus organismos nacionales, e inclusive de los que estarían encargados de llevar adelante la finalidad del convenio en orden al compromiso suscripto por el Estado Nacional. Más allá de la etapa embrionaria en que aún se encuentra la pesquisa e independientemente de las calificaciones legales que en definitiva quepa asignarles a los hechos corresponde declarar competente a la justicia federal respecto de los episodios que, de acuerdo con todo lo expuesto, atañen a su investigación.


    N.N. s/ Investigación preliminar -Denunciante: Eduardo Luis A.-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2113/2018/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Fraude a la Administración Pública. Sobreprecio. Obras públicas. Funcionarios públicos. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación; así como también tiene establecido el Tribunal que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Así, debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Por aplicación de estos principios, teniendo en cuenta la doctrina de Fallos: 323:867, entre otros, y las disposiciones normativas aplicables a un plan nacional, si las irregularidades denunciadas se refieren al presunto desvío de fondos para defraudar al Estado Nacional mediante la contratación de obras con sobreprecios que no fueron realizadas o mediante la presentación ante organismos nacionales de proyectos de obras que estaban ejecutadas, como así también la falta de rendición de cuentas respecto a la remisión de fondos en relación con trabajos que no habrían finalizado, todo ello como parte de un plan en cuya elaboración y ejecución intervinieron funcionarios de la administración central, no pudiendo descartarse en el presente caso que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación, corresponde a la justicia federal continuar el trámite de las presentes actuaciones.


    E. d. P., Silvia s/ Su denuncia


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 37579/2013/2/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Inhibitoria. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este sentido, del auto del juez federal, no surge una descripción detallada de los hechos que están bajo su conocimiento que permitan hacer una valoración de fondo respecto a la inhibición solicitada al tribunal provincial, por lo tanto no corresponde hacer lugar a dicho planteo.


    T., Miguel Ángel y otros s/ Averiguación de delito. Denunciante: Identidad reservada y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 272/2016/9/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Personal policial. Competencia federal. 


    Sin perjuicio de la relevancia penal que pueda asignarse a los hechos, los miembros de ambas fuerzas habrían actuado en calidad de auxiliares de la justicia federal, por lo que corresponde a esta jurisdicción proseguir la investigación de la presente causa, ante lo cual la justicia provincial deberá poner a su disposición los efectos probatorios que hubiese reunido hasta el momento.


    Q., Matías Iván s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2097/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestion abstracta


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Atento a lo informado en el oficio recibido en la dependencia del Ministerio Público Fiscal, la presente contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    L., María Isabel y otro s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1664/2018/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    P. de A., Fabiana Emma y otros s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 248)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18985/2018/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Incidente n° 8 - Imputado: C., Julián Matías y otros s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6838/2019/8/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones de competencia


    Archivo del expediente. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "R., Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    La cuestión suscitada se ha tornado abstracta a partir del archivo de estas actuaciones, pues esa decisión importó reasumir el conocimiento de la causa y, por ende, desistir de la contienda. Por lo tanto, ya no corresponde que la Corte se pronuncie al respecto.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 8/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juegos de azar. Competencia provincial. 


    En virtud de los fundamentos expuestos en el dictamen emitido en esta misma fecha en la Comp. CSJ 1329/2018/CS1, "N.N denunciante: M., Walter Agustín s/ Fraudes al comercio (art. 301 B inc. 1)", corresponde la intervención de la justicia local para continuar conociendo en estas actuaciones.


    Sitio web A. s/ Juegos de azar sin autorización pertinente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1775/2018/CS1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    P., José Abel Ángel y otro s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60751/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    M., César Antonio s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1, Apartado C)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58803/2016/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Daños. Usurpación. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En esas condiciones, corresponde al juez federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    S., Carmelo s/ Daños y usurpación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6579/2017/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    F., Miguel Ángel s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1328/2018/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    C., Jonathan Ariel s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 66977/2016/TO1/4/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    V., Axel Joel y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 71104/2016/TO1/5/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    N.N. s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 89319/2017/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    N.N. y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 90/2017/TO1/24/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Archivo del expediente. Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    N.N. s/ Intimidación pública -Damnificado: María Eugenia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6329/2018/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Denuncia anónima. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4. Si bien existiría en este caso una relación de conexidad subjetiva con el proceso que tramita actualmente ante la justicia federal, ésta estaría limitada a sólo uno de los imputados en la investigación en estudio, la que refiere, a su vez, a hechos completamente independientes de los que son objeto de aquella instrucción. En tales condiciones, no corresponde la acumulación de ambos procesos, toda vez que ella contravendría el propio fin de las reglas de conexidad, que es el de asegurar una más expedita administración de justicia.


    C., Ángel Gabriel y otro s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 184/2019/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tenencia de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Respecto al comercio de estupefacientes, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final; Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, y teniendo en cuenta que estas actuaciones ya se encuentran en estado de juicio, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo al respecto. Por otra parte, en relación con la infracción al artículo 189 bis del Código Penal, atento que es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en autos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local.


    Incidente n° 4. Imputado: S., Sergio Leonardo y otro s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 56520/2017/TO1/4/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que los delitos ejecutados en perjuicio de la administración de justicia nacional de esta capital son, en principio, de competencia de los tribunales nacionales ordinarios. La ausencia de la investigación suficiente que debe preceder a toda declaración de incompetencia impide a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones, resulta imprescindible determinar con el grado de certeza necesario el verdadero alcance de los hechos y su real naturaleza, para discernir la competencia material en la causa.


    D., María Fernanda s/ Defraudación por ocultación de expediente, defraudación por desbaratamiento, falsificación documento privado y uso de documento adulterado falso (Artículo 296). Denunciante: S. M. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37182/2017/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Evasión simple. Competencia federal. 


    En atención a los fundamentos del dictamen de la causa CCC, 63485/2017/1/CS1, “C., Daniel s/ Estafa”, resulta competente la justicia federal.


    C., Daniel s/ Estafa. Denunciante: S., Graciela Elena


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63485/2017/2/CS2, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento.


    T. V., Arnaldo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1958/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., José Enrique s/ Defraudación de seguros


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70752/2017/1/CS1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    C., Néstor Fabián y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 640/2018/TO1/6/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:1216, el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento.


    F., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2050/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Coacción. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia contravencional. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Carla Ayelén s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2201/2018/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto de competencia, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso r, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente n° 1 - Damnificado: V., Martín Damián N.N.:N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18531/2018/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    l., Pablo Javier s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 3)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 121703/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Con relación a los hechos motivo de esta contienda, nuevamente suscitada, la Corte ya se expidió, sin que, de los elementos ahora acompañados surja circunstancia alguna que torne necesario modificar aquella decisión. Por lo tanto, de acuerdo a los fundamentos que la informaron, corresponde a la justicia federal continuar conociendo en esta causa.


    Incidente n° 2 Imputado: F., María Belén s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 10850/2015/2/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Falsificación de documentos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Corresponde al juzgado federal conocer en relación al delito de encubrimiento. En cuanto a la presunta falsificación de la cédula de identificación del vehículo incautado y la sustitución o supresión de la chapa patente, que no resultaron específicamente objeto de la contienda, corresponde también al juzgado federal atribuir su conocimiento, dado el carácter federal del referido documento y la estrecha vinculación que en el caso existe entre esta figura y la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    P., Fabián Eduardo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2411/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". Corresponde remitir las actuaciones a la justicia federal, con competencia en el lugar donde fue hallado el automóvil, aunque no haya sido parte en la contienda.


    F., Manuel Antonio y otro s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2406/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De conformidad con la doctrina de la Corte de Fallos 315:312 y 322:1216 , el juzgado federal debe asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento. En lo atinente a la infracción al artículo 289 inciso 3° del Código Penal, de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos 328:3960 y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia local, corresponde asignar su investigación al juzgado de garantías.


    L., Pablo Omar s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2150/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prostitución. Competencia nacional. 


    Las constancias remitidas sólo a partir de la prueba reunida por la Procuraduría de Trata, sin siquiera haberse identificado y escuchado a las presuntas víctimas para conocer, al menos, la modalidad en que ofrecerían sus servicios sexuales o dispuesto alguna otra medida para dilucidar si serían explotadas por otra persona que obtendría un rédito económico con ello -tal como lo sugirió el titular de esa dependencia -, no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen la intervención de los estrados federales ni que hagan verosímil, de momento, la hipótesis delictiva a que se refiere la ley n° 26.364 –texto según ley 26.842-.


    N.N. y otros s/ Infracción Artículo 125 bis del Código Penal


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54944/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte respecto de los hechos denunciados, es de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, la infracción debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    C., Santiago Domingo s/ Estafa procesal y defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13960/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que, si bien no se encuentran imputados en la causa, estarían identificados dos de los presuntos proveedores de esas sustancias. Por todo lo expuesto, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en estas actuaciones.


    Incidente n° 6 Imputado: B., José Enrique y otros s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8623/2015/6/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La contienda suscitada no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que es indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tales condiciones, si los hechos no han sido suficientemente circunscriptos y no se puede descartar la infracción a leyes nacionales corresponde a la justicia federal, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    M., Norberto Francisco s/ Hurto, estafa, falsificación de documentos públicos y defraudación contra la Administración pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20889/2017/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al juez local, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente n° 2. Damnificado: S., Luis Antonio. Denunciado: S., Myriam s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66373/2017/2/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Falsificación de documentos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". En cuanto a la presunta falsificación de la cédula de autorización de manejo del vehículo incautado y la sustitución o supresión de la chapa patente, que no resultaron específicamente objeto de la contienda, corresponde al juzgado federal atribuir su conocimiento, dado el carácter federal del referido documento y la estrecha vinculación que en el caso existe entre esta figura y la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    D. M., Manuel Nazareno s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46693/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desistimiento de la acción. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Atento que la decisión sobre la que informa el juez de instrucción, importa un desistimiento de la cuestión de competencia que oportunamente planteó, ésta devino abstracta y, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


    G., Lautaro Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 112793/2018/1/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    A., Esteban Nicolás y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2523/2018/CS1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315:312 y 322:216, la justicia federal de la sección en la que se incautó el rodado debe asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en lo concerniente a las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas y adulteraciones en las identificaciones de cuadro y motor del motovehículo- de acuerdo a la doctrina del Tribunal de fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, su conocimiento corresponde al Juzgado de Garantías.


    S., Alejandro Javier s/ Averiguación de delito


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1716/2018/1/CS2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    De conformidad con la doctrina de Fallos 315:312, 322:1216, y con el dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento.


    T., Enzo Alejandro s/ Averiguación de delito


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2444/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Competencia federal. 


    Tiene establecido el Tribunal que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. En ese sentido, por cuanto el derecho de la titular del beneficio se habría perdido de forma irrevocable por su fallecimiento, y en tanto se habría verificado un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación como resultado directo de la acción típica, corresponde a la justicia federal conocer en las presentes actuaciones.


    A., Roberto Darío s/ Defraudación contra la administración pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9694/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Fraude a la Administración Pública. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las escasas constancias agregadas al incidente y el estado embrionario de la pesquisa, no permiten advertir por el momento alguna circunstancia concreta que haga surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva. Es doctrina de la Corte que la consideración de las consecuencias patrimoniales derivadas de un delito no puede determinar por sí sola la procedencia del fuero federal, en la medida en que el hecho, por su naturaleza, no afecte efectiva y directamente el patrimonio de la Nación o de alguna de sus instituciones.


    N.N. s/ A determinar. Denunciante: Lucas V.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2070/2018/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Servicio penitenciario. Delitos contra la Administración Pública. Malversación de caudales públicos. Competencia federal. 


    Aun cuando no se deja de advertir que el estado embrionario de la pesquisa no permite conocer las verdaderas circunstancias y el modo en que habrían ocurrido los episodios que motivan este conflicto, es posible sin embargo inferir que, a partir de ellos, pudieron verse afectados intereses de la Nación que justifican la intervención de la justicia federal de la ciudad.


    Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Defraudación por administración fraudulenta y malversación de caudales públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19535/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, también tiene establecido el Tribunal que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. En tales condiciones, corresponde al juez local, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente n° 1- Denunciante: Identidad reservada. Imputado: N. N., G. M. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25701/2018/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Convenio de tansferencia progresiva de competencias penales Competencia federal. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en las reglas de los artículos 3° y 4°. En efecto, la asignación de competencia a la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la ley 23.737, sino que ésta reserva para la justicia federal los delitos que integran el artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito de estupefacientes y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que importan en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido, la salud pública, son ajenas al derecho federal. Habida cuenta de que de acuerdo a lo que surge del informe de la Dirección del Registro, Análisis Técnico y Control del Uso de Precursores Químicos del Ministerio de Seguridad de la Nación, las sustancias incautadas se encontrarían incluidas en el Anexo 1 del Decreto 1161/2000 de Control de Precursores y Sustancias esenciales para la elaboración y fabricación de estupefacientes, cuya figura, prevista en el artículo 5° inciso b) de la ley 23.737, no fue materia de la transferencia a las provincias efectuada por la ley 26.052, corresponde declarar la competencia de la justicia federal.


    G., Cristian Javier y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 566/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte, que es competente la justicia provincial para investigar la venta de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal.Sin embargo, no se advierte que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga. Por todo lo expuesto, y teniendo en cuenta que el objeto de esta investigación se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires como en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, es conveniente declarar la competencia de la justicia nacional federal, en cuya jurisdicción se encontrarían los principales proveedores y donde se habría incautado la mayor parte de los estupefacientes.


    G. L., Yohe s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 639/2019/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. AFIP. Competencia federal. 


    Los dichos del denunciante -que no se encuentran controvertidos por otras constancias del legajo- y la documentación que acompañó, permiten considerar la existencia de operaciones irregulares ante la AFIP. Según tiene establecido la Corte, atañe al fuero de excepción conocer en los delitos que afectan el desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48. Por lo tanto, más allá del estado embrionario en que se encuentra la pesquisa, no obstante la calificación que en definitiva corresponda asignar a los hechos en estudio, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Estafa Denunciante: G., Domingo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70341/2017/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mercado cambiario. Casas de cambio. Banco Central de la República Argentina. Competencia nacional. 


    No se verifican en el caso los presupuestos necesarios para una concreta contienda negativa de competencia, ya que los jueces entre quienes se suscitó este conflicto no se atribuyen recíprocamente la investigación. Por esos motivos, sumados a que el juzgado declinante elevó el incidente a la Corte aun cuando admite que el régimen cambiario establece la intervención judicial tras la clausura del sumario que debe tramitar ante el BCRA, aquél deberá actuar de acuerdo con ese procedimiento. El tribunal que consideró que podrían existir otras conductas delictivas de naturaleza federal, deberá profundizar la investigación en orden a los restantes episodios que surgen y, en su caso, resolver luego, respecto de la competencia material.


    C., Walter y otros s/ Infracción Ley 24.144


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27393/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010, “T., Gabriel Alejandro”.


    M. B., Pier Efrain s/ Robo con arma de fuego


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27087/2016/TO1/3/CS1-CFC1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos tributarios. Competencia en lo penal económico. 


    Es criterio del Tribunal que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal no cabe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, sino que deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. Con base en esas consideraciones, y atento que la competencia material para investigar las infracciones a la ley N° 24.769 ha sido atribuida a la justicia en lo penal económico, corresponde a ese fuero profundizar la pesquisa en ese sentido, sin perjuicio de lo que pueda surgir de esa investigación que, eventualmente, autorice a atribuir el conocimiento de los hechos a la justicia federal por haber sido presentada la documentación presuntamente falsa ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, produciéndose allí la afectación de intereses federales por la obstrucción de ese organismo nacional.


    N.N. s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58388/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, en cuyo ámbito residen las víctimas, profundizar la pesquisa respecto de los hechos materia de conflicto.


    P., G. A. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1 ° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70149/2018/3/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cantidad de estupefacientes. Competencia federal. 


    Por imperio de los artículos 3° y 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo en esta causa, atento que su intervención es prioritaria en la materia. Más aún teniendo en cuenta el estado avanzado en que se encuentra el proceso, cuyo inicio y desarrollo se produjo en esa sede. Esa es, la solución que más favorece en el caso el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    Incidente n° 7. Imputado: Á., Ramón Nicolás s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37851/2018/TO1/7/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la Administración Pública. Policía federal. Competencia federal. 


    Atento que no puede descartarse que los hechos del caso podrían constituir una fraudulenta o abusiva detracción de recursos presupuestarios de la Policía Federal Argentina, se habría verificado un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación como resultado directo de la acción típica, por lo que corresponde a la justicia federal conocer en las presentes actuaciones.


    B., Carlos Humberto y otros s/ Asociación ilícita, exacciones ilegales, malversación de caudales públicos y enriquecimiento ilícito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66220/2013/6/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    F., Lucas Martín s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 226/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., Brian Manuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 249/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    S., Maximiliano Leonel s/ Encubrimiento (Artículo 277, Inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 275/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    C., Walter Germán y otros s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 61510/2016/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    De conformidad con la doctrina de Fallos 315:312, 322:1216, y con el dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento.


    G., Gustavo y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3/2019/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    G., Juan Segundo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 11289/2018/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Archivo del expediente. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Incidente n° 2 – N.N. - N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 718/2019/2/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Competencia criminal y correccional. 


    Toda vez que el hecho habría obstruido el tránsito de una calle esta ciudad y que los escasos elementos remitidos no demuestran que hubiese significado la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8597/2019/1/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. 


    Remisión al dictamen de las causa Comp. 161, L. XLIX, "E. P., Patricia Leonor s/ Robo agravado por el empleo de arma de fuego", y CCC 54216/2013/TO1/2/CS1, "G., Leonardo Ezequiel s/ Amenazas". El Tribunal Oral en lo Criminal y Correccinal debe proceder conforme a lo dispuesto en el artículo 58 del Código Penal.


    C., Luciano Javier s/ Privación ilegal de la libertad


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 17/2019/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Economía procesal. Competencia excepcional. 


    Habida cuenta de la estrecha vinculación que en el caso se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal, de jurisdicción federal, y el hallazgo de las armas motivo de esta contienda, dividir el objeto de la causa significaría perjudicar a la celeridad y eficacia de las decisiones judiciales, lo que debe ser evitado. Se considera que esa solución es la que mejor satisface en el caso las exigencias del principio de economía procesal y una mejor administración de justicia, a los que debe atenderse para discernir la competencia. Corresponde asignar el conocimiento de la causa al fuero de excepción, más allá de la calificación que en definitiva corresponda adoptar en relación con el hallazgo de las armas que conforma el objeto de este proceso.


    G., Roberto y otro s/ Tenencia arma guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2671/2018/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Exhortos. Diligenciamiento de exhortos. 


    Consideraciones sustancialmente análogas a las del dictamen de la causa CSJ 3/2014(50-C)/CS1, "B., Hugo Osvaldo s/ Extorsión -testimonios extraídos causa n° 33366/s-"; y al fallo de la causa CCC 5104/2014/1/CS1, "Sabella Rosa, Marcelo Víctor y otro s/ Estafa -incidente n° 1-".


    M., María Elena y otros s/ Incomparecencia a citaciones judiciales y falso testimonio


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8994/2017/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sobreseimiento. Archivo del expediente. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento.


    Incidente N° 5 - Imputado: G., Jorge Gastón s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 112934/2017/5/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Narcotráfico. Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 512/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la Administración Pública. Poder Judicial. Competencia federal. 


    La ley 23.990 que derogó el artículo 16 de la ley 23.898 de Tasas Judiciales de Tribunales Nacionales, también modificó su artículo 15, cuya actual redacción ordena que los ingresos que en conceptos de tasas se obtengan se regirán por lo previsto en la ley 23.853 de Autarquía del Poder Judicial. Asimismo, esta última norma establece que las tasas de actuación judicial --comunes, especiales, fijas o variables- constituyen recursos específicos, propios del Poder Judicial de la Nación, afectados a su Presupuesto de Gastos e Inversiones. Si es posible considerar que con motivo de los hechos que se investigan se habría visto perjudicado el Poder Judicial de la Nación, se habilita la jurisdicción federal de acuerdo con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48. La conducta fraudulenta habría perjudicado también intereses pecuniarios ajenos que le fueron encomendados, en violación a los deberes inherentes a su calidad de mandatario. En tales condiciones, los episodios objeto de la pesquisa mantienen una Íntima vinculación entre sí y forman parte de un mismo contexto delictivo, por lo que a fin de obtener una mejor y más expedita administración de justicia, resulta conveniente que sean juzgados por un único tribunal. Por lo tanto, y en atención a las consideraciones realizadas, corresponde declarar la competencia el tribunal federal para continuar conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que pudiera resultar de su posterior trámite.


    B., Mariano Enrique s/ Defraudación contra la administración pública, falsificación de documentos públicos, estafa y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296). Querellante: P., y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7539/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento". De conformidad con la doctrina de Fallos: 328: 3960 y Competencia n° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    B. R., Vladimir s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51918/2017/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    N.N. s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70283/2017/1/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    V. de J., Axel Cristian Marcelo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 22/2019/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia federal no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional con capacidad para entorpecer su normal funcionamiento.


    B., Brian Ezequiel s/ Falsificación documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 86/2019/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la salud pública. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que el Ministerio Público Fiscal apoyó su imputación en una base fáctica sólo referida a la infracción al artículo 201 del Código Penal, cuya investigación pertenece a la órbita de la justicia ordinaria, y que no se advierte elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, corresponde al tribunal local conocer en estas actuaciones.


    Incidente N° 1. Imputado: A., Hugo Horacio y otro s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 760/2014/TO1/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juez local que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    B., Ana Clara s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 155/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 22023/2018/1/CS1, "N.N. s/ Defraudación informática (art. 173 inc. 16)".


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1594/2018/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Agentes diplomáticos. Delegación de la investigación. Competencia federal. 


    Al resultar del informe de la Dirección Nacional de Ceremonial del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, que la imputada cesó en las funciones que había desempeñado con rango de aforado en 2017, conforme a la doctrina de Fallos: 324:268, 1778; 325:336; 327:426 y 329: 165, no existe fundamento legal para que el Tribunal continúe ejerciendo su competencia originaria.


    N.N. s/ Infracción Artículo 145 bis del Código Penal según Ley 26.842


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1466/2017/CS1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En consecuencia, corresponde al juez local que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    S., Sebastián s/ Averiguación de delito


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 207/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 574/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Archivo del expediente. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 108941/2018/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juzgados nacionales. Cámara federal de apelaciones. 


    No corresponde a la Corte dirimir la presente contienda de competencia, pues conforme a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, los conflictos que se planteen entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    N.N. s/ A determinar


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 42040817/2011/2/CS2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia criminal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    P., Carlos Horacio s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 38211/2017/TO1/2/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    T. B., Santiago Ignacio s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 558/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Cuestión abstracta. 


    Incidente n° 1 - Imputado: N., Chistian Hernán s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70573/2017/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    M. C., Joaquín Jeremías y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 771/2019/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Comercio de estupefacientes o cualquier materia prima para su producción/ tenencia con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 731/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 Inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 697/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23. 737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Por ello corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con la investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5, Inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 772/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23. 737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. Por ello corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con la investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal.


    Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1531/2019/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto. Universidades nacionales. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. En el caso se dan esos extremos por tratarse de un hecho recaído sobre un bien de la Universidad Nacional de Buenos Aires y del que, además, no puede descartarse -conforme surge de los dichos del denunciado en cuanto a que sería dependiente de esa casa de estudios- que hubiese importado el entorpecimiento del buen servicio que deben prestar sus empleados.


    P. A., Rafael Max s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6636/2019/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley N° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley N° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley N° 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante: Subsecretaria de Vinculación Ciudadana


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 791/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente n° 1 N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1510/2019/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de las figuras indicadas por la ley 26.052, por ello corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente n° 1 Imputado: N. S., Milder Rodrigo s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 83570/2018/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Más allá de la significación penal asignada por la magistrada de la provincia, en la medida en que el juez bonaerense no cuestiona que el apoderamiento ilegítimo del vehículo y su cargamento ocurrió en la localidad de la provincia de Buenos Aires, corresponde al juzgado de garantías bonaerense incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos a fin de determinar el grado de participación que pudo caberle tanto al chofer como a los restantes imputados con relación al delito cometido contra la propiedad, de modo que pueda dictarse un auto de mérito que defina la situación jurídica de todos ellos, y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello resulte.


    Y., Daniel Dardo y otro s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 408/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante Anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 768/2019/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Coacción calificada. Competencia ordinaria. 


    Atento a que de las constancias de la causa no surge que las conductas investigadas hayan puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción de excepción, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para conocer en la presente investigación.


    S., Alejandro Enrique s/ Coacción agravada


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2324/2018/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Averiguación presunta infracción Ley 23.737”.


    Incidente n° 1. Denunciante: Identidad reservada. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1184/2019/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Toda vez que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, para juzgar las infracciones a la ley 23.737 que autorizó la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente n° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1525/2019/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    Incidente n° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2150/2019/1/CS1, 15 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Portación ilegítima de armas. Adulteración de la numeración de los bienes registrables. Competencia federal. Robo. Competencia provincial. 


    Único tribunal a cargo.


    Debido a la estrecha vinculación que existe entre la portación ilegítima del arma y la erradicación de su numeración o su posible encubrimiento, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal que, en el caso, debe ser la justicia federal, pues a ésta concierne conocer no sólo respecto del delito del artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal sino también del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero. La justicia provincial debe continuar la investigación relativa al robo del arma, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro.


    Incidente N° 1 - Denunciado: B., Lucas F. E. s/ Incidente de incompetencia


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21430/2015/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Intermediación financiera. Estafa. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Tiene resuelto el Tribunal que el criterio decisivo para resolver la cuestión pasa por recordar que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión del delito de intermediación financiera no autorizada resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito en cuestión, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretende atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si éste se halla configurado o no. Sin perjuicio de los escasos elementos probatorios colectados, si la intermediación financiera ilegítima hubiera constituido el medio comisivo para lograr la defraudación de la que habrían resultado víctimas los denunciantes, al considerar que la maniobra no habría podido llevarse a cabo sin la existencia de la actividad mencionada, en atención a que los hechos del caso constituirían una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal y, en consecuencia, insusceptible de ser escindida, corresponde a la justicia federal continuar la investigación de los hechos, aunque no haya sido parte en la contienda.


    L. D. s/ Infracción Artículo 310 Código Penal


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56179/2017/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Transferencia de competencias. Competencia federal. 


    Es oportuno señalar que si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley n° 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019.


    N.N. s/ Comercio de estupefacientes o cualquier materia prima para su producción/ tenencia con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 729/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Médicos. Detenido. Establecimientos asistenciales. Competencia nacional. 


    No se advierte elementos que justifiquen el conocimiento de la justicia de excepción de acuerdo con la doctrina que la Corte tiene establecida con respecto a la competencia federal para el juzgamiento de las conductas previstas en el artículo 3° de la ley 23.592. Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda y cuanto pudiere surgir de la ulterior investigación, si los sucesos atribuidos a los médicos de un hospital no afectaron intereses federales o la prestación del servicio de un establecimiento nacional, corresponde a la justicia nacional de esta Capital proseguir el trámite de las actuaciones a su respecto, teniendo en cuenta que no se observan otras circunstancias que puedan hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva.


    F., Gustavo y otro s/ Infracción Ley 23.592


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40884/2017/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Fraude a la Administración Pública. AFIP. Competencia federal. 


    Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. En el caso la documentación presuntamente falsa ha sido presentada ante la AFIP, produciéndose allí la afectación de intereses federales por dificultar la tarea regular de ese organismo perteneciente al Estado nacional.


    C. S.A.C.I. s/ Falsificación ideológica y uso de documento adulterado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73323/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    La defraudación atribuida al personal de la empresa mediante la emisión de presuntas facturas apócrifas, a través del acceso a la base de datos de la AFIP con la clave fiscal que les fuese confiada, pudo haber afectado el normal desenvolvimiento y el buen servicio que presta ese organismo nacional.


    A., Pablo Gerardo y otros s/ Violación al sistema informático y defraudación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 15295/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas con fines de explotación sexual. Estupefacientes. Extranjeros. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en los dictámenes de las Competencias n° 538, L. XLV, "Fiscal s/ av. presuntos delitos de acción pública" y n° 1016, L. XLVI, "Abratte, Gloria Liliana s/ denuncia".


    Avenida Cabildo 4XXX s/ Infracción Ley 26.842


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19340/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento privado. Defraudación. Personal penitenciario. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia criminal y correccional. 


    Habida cuenta de que la presente contienda se circunscribe a los hechos que habrían sido cometidos por personal del Servicio Penitenciario Federal que se desempeña en el Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


    C., Leonardo David y otro s/ Falsificación de documento privado y defraudación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1313/2014/2/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento", la justicia Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    F., Leonel Ariel s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75510/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    El presente conflicto no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente n° 1 Denunciante: A., Cristina Juana. Imputado: E., Nilda Nélida y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10296/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Remisión del expediente. 


    La cuestión devino abstracta, por lo que corresponde devolver las actuaciones al declinante, a sus efectos.


    M., Fernando Darío y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 850/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 588/2019/CS1, "Fábrica Militar Río Tercero s/ Infracción Ley 24.051".


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1551/2019/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Transferencia de competencias. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 823/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Estupefacientes. Competencia federal. Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Aplicación de los criterios establecidos en la causa Comp. 130; L. XLII, “Echeverría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737”.


    Respecto del secuestro de las armas cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda en tal sentido.


    Incidente n° 1. Imputado: M., Cristian Demián y otro s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 7573/2019/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Explotación laboral. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es criterio de la Corte que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal se debe atender a la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los magistrados en conflicto. Confluyen en el presente una serie de circunstancias que de momento impiden descartar la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas. En consecuencia, y teniendo en cuenta que ya existe un primer pronunciamiento de la Corte a favor de que la causa prosiguiera en la jurisdicción federal, siguiendo ese mismo criterio, corresponde al magistrado declinante continuar con su trámite, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    G., D. A. s/ Infracción Artículo 145 bis y ter del Código Penal según Ley 26.842


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 7102/2015/2/CS2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Usurpación de títulos u honores. Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Estelionato. Usura. Intermediación financiera. Lavado de activos. Asociación ilícita. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El juez federal deberá asumir su jurisdicción y continuar conociendo en esta causa, no solo porque es a él a quien le corresponde incorporar los elementos necesarios para darle precisión al supuesto de carácter federal, sino porque también conforman el objeto de este proceso otras conductas delictivas de esa misma índole material, tales como las que fueron encuadradas en los términos de las previsiones el artículo 33, inciso d, de la ley 17.671 y sus modificatorias. Por lo demás, los acontecimientos que motivan el conflicto integran un contexto delictivo común que determina la necesidad de que su investigación sea llevada a cabo por el mismo tribunal.


    G. S., Jorge Alberto y otros s/ Usurpación (Artículo 181, inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 543/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos informáticos. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 si las consideraciones realizadas en las resoluciones agregadas al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos y la calificación legal sobre la que se apoya la declinatoria. Por ello, corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, y al que acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, con el objeto de incorporar esos elementos pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa y violación del sistema informático


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32094/2018/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Transferencia de competencias. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley n° 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de la investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley n° 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente n° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1509/2019/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la integridad sexual. Explotación sexual. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Aplicación de los criterios establecidos en las causas: Competencia n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y competencia n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”


    T. V., F. y otros s/ Infracción Artículo 125 bis del Código Penal según Ley 26.842, infracción Artículo 126, 1) del Código Penal según Ley 26.842 y prostitución con fines de lucro (Artículo 127, sustituido conforme Artículo 23 Ley 26.842)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 22274/2018/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Transferencia de competencias. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley n° 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de la investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley n° 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    N.N. s/ Comercio de estupefacientes o cualquier materia para producción y tenencia con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 824/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente n° 1 – N.N. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 222/2019/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Aplicación de los principios establecidos en el dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    V., Braian Luis s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 765/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    A., Sergio Omar s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49570/2018/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    J., Diego Miguel Ángel s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 709/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Documentación del automotor. Cédula verde. Autenticidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    Aunque no fue materia de controversia, corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación respecto de las dos cédulas de identificación del automotor secuestradas, a fin de determinar su autenticidad y origen, para resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    V., Pedro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 754/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”,el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S., Carlos Nicolás s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 759/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ encubrimiento", el Juzgado Federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., René Oscar s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 178/2019/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. (Artículo 5 inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 864/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante Anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 956/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Personal policial. Procedimiento policial. Estupefacientes. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    En estas actuaciones se estarían investigando irregularidades presuntamente cometidas por el personal policial que llevó a cabo el procedimiento en el que se detuvo a los imputados y que dio origen a la causa que tramita por infracción a la ley 23.737, si bien ambos hechos son independientes, existe entre ellos una estrecha vinculación en tanto uno de los aspectos a investigar sería que uno de los agentes policiales habría puesto los estupefacientes en el vehículo donde fueron incautados, y cuya tenencia fue luego adjudicada a los prevenidos en la causa que tramita ante el juzgado federal. Por tal motivo, debe ser la justicia de excepción la que entienda también en estos actuados, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    Incidente n° 1. Denunciante: Juzgado de Menores n° 2 C-1.150/2018. Y otros imputado: Seccional 44° de la policía de la Ciudad de Buenos Aires, y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1290/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 929/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1007/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa N° CCC 71243/2015/1/CS1 “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328: 3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    Q., Maximiliano Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36643/2018/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Archivo del expediente. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    El presente conflicto de competencia se ha tornado abstracto, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso atento el criterio establecido en la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    Incidente n° 1 - N.N. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2151/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328: 3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde a la justicia provincial conocer con relación a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    F., Jorge Emanuel s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 707/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1 “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1216, el juzgado federal asumir el conocimiento del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328: 3960 corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    O. V., Leonel Fabián s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 863/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1216 y por aplicación de los principios informados en el dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”, corresponde a la justicia federal asumir el conocimiento respecto del delito de encubrimiento.


    M., María Cristina s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 991/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Devolución del expediente. Competencia criminal y correccional federal. 


    Corresponde devolver las actuaciones al Juagado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal.


    Incidente n° 1 * N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1522/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1216 y por aplicación de los principios informados en el dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”, la justicia federal debe conocer respecto del delito de encubrimiento.


    G., Cristian Nahuel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 968/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328: 3960 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde a la justicia provincial conocer con relación a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    C., Oscar José Lino s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1102/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Transferencia de competencias. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Más allá del estado embrionario en que se encuentra esta causa, toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de las figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente n° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1523/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398; L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infr. Ley 23.737”.


    Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1752/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Transferencia de competencias. Competencia federal. 


    Más allá del estado embrionario en que se encuentra esta causa, toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de las figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737 - denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 884/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737 - denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 885/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lavado de activos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Tiene establecido el Tribunal, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. En esas condiciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, que tomó conocimiento de la notitia criminis, profundizar la Investigación y resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello resulte.


    F., Carlos y otros s/ Infracción Artículo 303


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17958/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Transferencia de competencias. Competencia federal. 


    Más allá del estado embrionario en que se encuentra esta causa, toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de las figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente n° 1. NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2084/2019/2/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. A su vez, tiene establecido la Corte que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 964/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prostitución. Extranjeros. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en Comp. n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana si denuncia”, y en tanto se advierte la presencia de mujeres extranjeras como presuntas víctimas, conforme también fuera señalado por las especialistas del Programa Nacional de Rescate, quienes destacaron que su situación de vulnerabilidad constituía un factor facilitador del ingreso y la perpetuación en el circuito prostituyente e incrementaría las posibilidades de que otra persona se aprovechase de esa situación para obtener un rédito económico, corresponde al juzgado federal proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    Bacacay 2XXX (ocupantes de la finca) y otro s/ Prostitución con fines de lucro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3358/2017/4/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación, aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 930/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1008/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la Ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la Legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante: anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1022/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación, aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa.


    Incidente n° 1. N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1527/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación, aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa.


    Incidente n° 1. N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1530/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación, aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa.


    Incidente n° 1. N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2089/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de la figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    c/ N.N. s/ Comercio de estupefacientes o cualquier materia para su producción / Tenencia con fines de comercialización


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1069/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante: anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1081/2019/CS1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Transferencia de competencias. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación, aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de las figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal entender en estas actuaciones e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    Incidente n° 1. Imputado: N.N., N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20552/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1,"G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    D., Matías Sebastián y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 871/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    R., Alejandro s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63324/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., Walter Gastón s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 966/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    M., Diego David s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 999/2019/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    G., Carlos Hernán s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 54940/2018/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    R., José Luis s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 63630/2017/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    B., Néstor Damián s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 53015840/2010/1/CS1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues, a la fecha de su inicio aún no había operado el traspaso de competencia penal.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5. Inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1147/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Concurso de delitos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que, cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad y que la presunta conexidad que pudiera existir entre delitos de naturaleza federal y de índole común no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica. De las constancias agregadas a la causa no surge que las presuntas defraudaciones en perjuicio de los mutuantes, guarden relación con la eventual participación de la firma en los hechos que investiga la juez federal, habida cuenta que habrían ocurrido en momentos y respecto a bienes diferentes. Por las consideraciones expuestas, sin que se advierta la concurrencia de los hechos pesquisados con otro delito de índole federal, corresponde al juzgado nacional de esta capital proseguir la investigación, pues es el tribunal que previno y a cuyos estrados acudieron las denunciantes en procura de sus derechos.


    Rolón, Alberto s/ Estafa y defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47718/2018/1-CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe una cuestión de competencia que la Corte deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Frente al rechazo de la declinatoria por parte del juez federal, el magistrado local realizó medidas instructorias, lo que importó reasumir el conocimiento de la causa. Por ello, la resolución constituyó una nueva declinatoria que debió ser puesta en conocimiento del juez de excepción de acuerdo con el criterio establecido en la causa Comp. 695, L. XLIV, "Lecona, Adalberto Alfredo s/ Inf. art. 292".


    M., Jorge Américo s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 Inciso a)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1916/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Tráfico de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. En ese sentido, de la investigación hasta ahora realizada podría inferirse no solo que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados dos individuos que serían proveedores de esas sustancias, sino que también podría estar desarrollándose en distintas jurisdicciones territoriales. Por todo lo expuesto, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    A., Alberto Martín y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1614/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Flagrancia. Estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. Al respecto, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la ley 23.737, corresponde a la justicia de excepción conocer respecto de la tenencia de las armas secuestradas, y de la supresión de la numeración de una de ellas o su posible encubrimiento.


    O. Á., Cristian y otro s/ Infracción Artículo 189 bis, apartado (2), 2° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1854/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Ley vigente. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación pues a la fecha de su inicio, aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    Y. C., Erick Hernán s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1722/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Ejecución de la pena. Pena privativa de la libertad. Traslado de detenidos. Juez de ejecución. 


    Un conflicto de esta índole debe ser resuelto con un criterio práctico, basado en razones prudenciales y de acuerdo al interés preponderante. Con arreglo a esa pauta y teniendo en cuenta la gravedad de los hechos por los que el imputado está siendo juzgado ante la justicia federal, el interés principal reside en asegurar el desarrollo regular de ese proceso; por lo tanto, mientras dure ese trámite deberá estarse a lo que resuelva o autorice el tribunal oral a cuya disposición se encuentra el detenido, bien entendido que ello no va en desmedro de las atribuciones de ninguno de los órganos contendientes, sino que sólo requiere una disposición a buscar la armonía en su ejercicio.


    C., Daniel Andrés s/ Robo en despoblado y en banda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2012/2018/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Sindicatos. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, no corresponde a la justicia federal conocer acerca de la administración fraudulenta contra un sindicato por algunos miembros de su comisión directiva, en connivencia con empleados administrativos de la obra social de dicha entidad, pues no cabe tener por perjudicado el patrimonio nacional por los aportes que han sido incorporados al patrimonio de la obra social del sindicato.


    M., Raúl Amancio y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 22485/2018/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Vista al fiscal. Prueba. 


    Los nuevos elementos de prueba incorporados al legajo, si bien atinentes para la resolución de la cuestión de fondo por parte del magistrado al que en definitiva se asigne la competencia, no modifican el criterio postulado en la anterior intervención para dirimir el conflicto.


    B., María Andrea y otros s/ Infracción 125 bis y otros


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78176/2014/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Los nuevos elementos de prueba incorporados al legajo, si bien atinentes para la resolución de la cuestión de fondo por parte del magistrado al que en definitiva se asigne la competencia, no modifican el criterio postulado en la anterior intervención para dirimir el conflicto.


    Gascón 1xxx s/ Prostitución con fines de lucro (Artículo 127)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42619/2015/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Habeas corpus. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 5279/2016/CA1-CS1, "Módulo III, Pabellón 10, Devoto s/ Habeas corpus".


    R., Cristian s/ Hábeas corpus


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52035/2019/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    R., Maximiliano Damián s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1294/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    De conformidad con la doctrina de Fallos: 315: 312 y 322: 1213 y los principios informados en el dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”, corresponde a la justicia federal conocer respecto del delito de encubrimiento.


    D., Hugo Adrián s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1296/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    A. C., Edgar Adolfo s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1314/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/T04/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    T. C., Juan Ángel y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 681/2018/TO1/14/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 


    La cuestión se ha tornado abstracto.


    Incidente n° 1. Imputado: L., Luis Jesús y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47949/2018/1/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    M., Emanuel Irineo s/ Encubrimiento (artículo276)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1222/2019/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Unificación de penas. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58, primera parte, del Código Penal. Sin embargo, dado que de las constancias de autos surge que al momento de dictar sentencia constaba la sanción impuesta por el tribunal de la capital, y que el tribunal provincial no procedió de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo del ordenamiento de fondo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora al Tribunal que impuso la pena mayor expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


    O., Sebastián Eduardo s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1839/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 71243/2015/1/CS1 “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328: 3960 y Competencia 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo concerniente a la infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    Á., Alan Javier s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1366/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    G., Ezequiel s/ Encubrimiento (Artículo 278)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35009/2014/TO1/2/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Habida cuenta de que los dichos de la denunciante, no desvirtuados por otras constancias de la causa, permiten concluir que con anterioridad había extraviado un D.N.I. y que no habría sido ella la que asumió esos compromisos, para los que se habría utilizado uno de esos instrumentos con algunos datos ciertos y otros apócrifos, o su fotocopia adulterada, es que corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y/o uso ilegítimo, sin que obste a esa conclusión la circunstancia de que se haya utilizado una fotocopia.


    G., Verónica Andrea s/Estafa, falsificación documento destinado a acreditar la identidad y uso de documento adulterado o falso (Artículo296)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48130/2017/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la Administración Pública. Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. También tiene resuelto el Tribunal que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si ese perjuicio no se identifica con el resultado directo de una acción típica.


    M. P., Federico s/ Falsificación de documentos públicos


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16382/2019/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Obstrucción de la vía pública. Afectación al servicio público. Competencia nacional. 


    Toda vez que el hecho habría obstruido el tránsito de arterias de esta ciudad, más allá de que una de ellas tenga prolongación fuera del ámbito local, y que los escasos elementos remitidos no demuestran que hubiese significado la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    ATE s/ Entorpecimiento de servicios públicos (Artículo 194)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33581/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Evasión fiscal. Competencia por la materia. Competencia en lo penal económico. 


    Atento que los magistrados no cuestionan la calificación legal que correspondería asignarle a los hechos y que la competencia material para investigar las infracciones a la ley n° 24.769 ha sido atribuida a la justicia en lo penal económico, corresponde a ese fuero profundizar la pesquisa en ese sentido, sin perjuicio de lo que pueda surgir de esa investigación que, eventualmente, autorice a atribuir el conocimiento de los sucesos a la justicia federal por haber sido presentada la documentación presuntamente apócrifa ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, produciéndose allí la afectación de intereses federales por el entorpecimiento a ese organismo nacional.


    B. L. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41242/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Juzgado de familia. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 32177/2016/TO1/65/1/CS2, “G. B., Freddy y otros s/ Infracción ley 23.737”.


    Z., Pablo Matías y otros s/ Infracción Ley 22.415 e infracción Ley 23.737


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 37630/2015/TO1/50/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    La cuestión devino abstracta.


    C. M., Cinthia Vanesa s/ Amenazas


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 42736/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento privado. Estafa. Obras sociales. Cambio de obra social. Delitos contra la Administración Pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    En cuanto a la supuesta maniobra fraudulenta consistente en la falsificación de la firma del denunciante en el formulario impugnado, no se aprecia que el hecho objeto de juzgamiento haya afectado el normal desenvolvimiento de las funciones de órganos nacionales, tampoco cabría identificar un perjuicio a las rentas de la Nación como resultado directo de la acción típica que se investiga en la presente causa, ni se observan otras circunstancias que puedan hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva. En tales condiciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar el trámite de la causa.


    Obra Social de la C. de A. de R. de A. s/ Falsificación de documentos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 158/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Designación de curador. Inhabilitación absoluta. Juzgado de familia. 


    Corresponde que la Corte resuelva la contienda que se ha suscitado entre estos dos magistrados que carecen de un órgano superior jerárquico común. A la juez de familia compete la decisión acerca de la representación que le corresponde a la condenada de acuerdo con el régimen que a ese respecto fija la legislación civil; pero no juzgar sobre la razón que motiva esa representación, esto es, las incapacidades que, como accesorias legalmente determinadas, ha dispuesto otro tribunal en ejercicio de su jurisdicción penal, en una sentencia condenatoria firme.


    G., Freddy s/ Infracción 23.737


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 32177/2016/TO1/65/1/CS2, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    B., Fabio Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13356/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    C., Lucas Alfredo s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66422/2018/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    C. V., Alan Iván y otro s/ Robo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20740/2018/3/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    A., Aníbal s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1179/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    D., Guillermo Luis s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1520/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    A., Enzo Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1630/2019/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.De acuerdo con la doctrina de Fallos: 328:3960 y Comp. N° 602, XLIV “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial conocer en lo concerniente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S., Pedro Gustavo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 33000196/2010/TO1/2/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    C. V., Alan Iván y otro s/ Robo


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20740/2018/4/CS2, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    N.N. s/ Robo automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25249/2019/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo de automotor. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    P., Diego Martín s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1800/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    P., Antonio Matías y otro s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1 apartado a)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1747/2019/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, "Conte, Gabriel s/ Averiguación presunta infracción Ley 23.737".


    Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1627/2018/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia federal. 


    Si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019. En tales condiciones, teniendo en cuenta que la presente causa reconoce su origen en el procedimiento efectuado el día 19 de septiembre de 2018, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que continúe con esta investigación, pues a la fecha de su inicio aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    Incidente n° 3 - Imputado: M., Emanuel Guillermo s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 21321/2018/3/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Perjuicio fiscal. AFIP. Competencia federal. 


    Cabe advertir que las maniobras denunciadas, que tratan de la presentación ante la AFIP de facturaciones duplicadas a nombre de la Sociedad, poseen entidad para producir un perjuicio a ese organismo nacional. Tales circunstancias, que determinan la jurisdicción federal, fueron inclusive admitidas por la magistrada del fuero de excepción. Más allá del estado embrionario de la pesquisa incumbe al tribunal federal continuar entendiendo en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    G., Claudia María s/ Falsificación de documento privado - Denunciante: F., Carlos Vicente


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27475/2018/2/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. De la investigación realizada en esta causa puede inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas. Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en este hecho.


    Incidente n° 1 - Imputado: G., Federico Nahuel s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 23069/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento". No corresponde que la Corte se pronuncie al respecto.


    Incidente N° - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3014/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento". No corresponde que la Corte se pronuncie.


    Incidente N° - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3332/2019/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 310/2016/CS1, "N.N. s/ Averiguación de ilícito en galpón 1 y 2 sitos en la calle Ramos Mejía -terminal Retiro-".


    N.N. s/ Artículo 181 inciso 1 Código Penal- Denunciante: Diego Hernán B.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 997/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    R., Emiliano Daniel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1866/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1 "G Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    P., Leandro Rafael s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1991/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De conformidad con la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, "Galarza, Juan José s/ Denuncia", corresponde a la justicia provincial conocer en lo atinente a la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    N.N. s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2019/2019/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo. Asociación ilícita. Robo con armas. Robo en poblado y en banda. Competencia provincial. 


    Remisión mutatis mutandis al dictamen de la causa Comp. N° FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    C., Carlos Alberto y otros s/ Secuestro extorsivo, asociación ilícita, robo con armas y robo en poblado y en banda


    COMP. FSM-Justicia Federal de San Martín, 28471/2018/TO1/15/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    V., Williams Emanuel s/ Encubrimiento


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 19257/2019/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Pena de inhabilitación. Juzgado de familia. 


    Remisión al dictamen de la FLP n° 32177/2016/TO1/65/1/CS2, “G. B., Freddy y otros s/ Infracción ley 23.737”.


    F., Juan Manuel y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 2311/2016/TO1/65/1/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    O., Hugo Alberto s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1932/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Falsificación de instrumento privado. Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene establecido el Tribunal, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso.


    B., Javier Alejandro y otros s/ Falsificación de documento privado y defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53616/2017/2/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento"


    R., Lautaro Gastón y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2471/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, "G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento".


    C., Alan Jon Román s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2233/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Darío Manuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2128/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    C., Sergio Mario Emanuel s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2115/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    J., Román Jorge s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2028/2019/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    M. J., Federico s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 81889/2018/CS1-CA1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”.


    T. M., Walter Eduardo s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67859/2017/TO1/4/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 19, L. XLIV, “Delmas, Carlos Alberto s/ Denuncia robo”.


    N.N. s/ Robo y violación de correspondencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60439/2019/1/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 


    El presente conflicto de competencia se ha tornado abstracto.


    M. S., G. s/ Amenazas y Abuso Sexual - Artículo 119 1° Párrafo. Damnificado: I., C. Z. y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 83051/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    La cuestión se ha tornado abstracta, por lo que resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte.


    S. C. Industrial y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46283/2019/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1610/2019/CS1, "B., Marcelo s/ Estafa".


    S. de O. y E. de M. y E. (SOEME) s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2324/2019/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    En atención a lo que se desprende del relato de la víctima y a su relevancia en casos como el presente, a lo que se suma la necesidad de atender a los principios de economía y celeridad para asegurar una más eficaz administración de justicia, especialmente cuando los hechos parecen haber tenido desarrollo en distintos lugares, corresponde atribuir la investigación de la causa a la Justicia provincial, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la víctima y sin reiterar procedimientos que podrían resultar traumáticos.


    L., H. D. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64849/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 71243/2015/1/CS1, “G., Andrés Aníbal s/ Encubrimiento”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    B., Héctor Bernardo s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35275/2018/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Los escasos elementos de convicción que obran en estas actuaciones, y la falta de precisión que puede apreciarse en las manifestaciones vertidas por la denunciante en su declaración, impiden dilucidar el lugar, verdadero alcance y significación jurídica del hecho y, si se encuentra ligado a una misma situación de conflicto. Por lo tanto, corresponde al juzgado contravencional, que previno, continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A. G., Lister Williams s/ Lesiones leves (Artículo 89)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1632/2019/CS1, 19 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Administración fraudulenta. Obras sociales. Estado Nacional. Competencia nacional. 


    En ambos procesos se configurarían hipótesis fácticas de íntima vinculación entre sí, sin que el origen de los aportes altere la competencia del juzgado nacional de esta ciudad, pues tiene resuelto la Corte que no corresponde a la justicia federal conocer acerca de la administración fraudulenta de una obra social, toda vez que los fondos remitidos a aquella por la Nación quedaron incorporados a su patrimonio, motivo por el cual la damnificada directa por la conducta denunciada resultaría la misma obra social y no el Estado nacional. Al respecto, la Corte tiene establecido que conforme a las previsiones de la ley 23.660 las obras sociales son patrimonio de los trabajadores que las componen, y poseen individualidad jurídica, financiera y administrativa. En consecuencia, atento que esta investigación se refiere centralmente a la presunta administración infiel de una obra social, y que de las constancias del incidente no surge que ese hecho haya puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva corresponde continuar el trámite de la presente causa al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.


    P., Roberto José y otros s/ Asociación ilícita, enriquecimiento ilícito e infracción a los Artículos 303 y 304


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1988/2019/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Declaración de incompetencia


    Cuestión abstracta. 


    Toda vez que la Corte tiene establecido que deben atenderse las circunstancias existentes al momento de decidir, aunque ellas sean sobrevinientes a su radicación ante el Tribunal, en atención a la nueva declaración de incompetencia formulada por el titular del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional a favor del juzgado local con asiento en provincia, la cuestión planteada en estas actuaciones se ha tornado abstracta.


    F., Valeria s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75693/2017/1/CS1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la integridad sexual


    Trata de personas. Abuso sexual. Jurisdicción y competencia. Competencia federal. 


    Concurren en el caso circunstancias que permiten situar los abusos sexuales en el contexto más amplio de la explotación delictiva que, deben ser juzgados por un único tribunal. En tales condiciones, y sin perder de vista que la protección de la integridad e interés de la denunciante podrían hallarse seriamente comprometidos ante la posibilidad de procesos judiciales simultáneos o sucesivos en distintas jurisdicciones, en los que pueda reeditarse una misma situación traumática, corresponde al juzgado federal proseguir la investigación.


    K., A. T. s/ Abuso sexual – Artículo 119 1° párrafo, infracción Artículo 145 bis – conforme Ley 26.842 e infracción Artículo 145 ter conforme Artículo 26 Ley 26.842


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30286/2018/1/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Devolución del expediente


    Remisión al dictamen de la causa CCC22901/2013/TO1/9/CS2, "L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves" y al fallo de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ Amenazas".


    Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, s/ Incumplimiento de autor y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 249) - Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional n° 53 C. 27.879/2018 y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28064/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC22901/2013/TO1/9/CS2, "L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves" y al fallo de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ Amenazas".


    Vela, Hernán Julio y otros s/ Defraudación contra la administración pública y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296). Denunciante: Juzgado Federal n° 1 de Lomas de Zamora C. 10.834, y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31734/2013/TO1/2/CS2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Encubrimiento


    Devolución del expediente. Juzgado de familia. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 32177/2016/TO1/65/1/CS2, “G. B., Freddy y otros s/ Infracción ley 23.737”.


    L., Jonathan Andrés s/ Encubrimiento


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 17943/2015/TO1/3/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estafa


    Tentativa. Concurso real. Engaño. Error (penal). Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Las cuestiones derivadas de la interpretación de las normas de derecho común y su aplicación a los hechos del litigio constituyen, en principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia excepcional. Sin embargo, la Corte ha hecho excepción a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad cuando, como sucede en el sub lite, la decisión impugnada no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, y consagra asimismo una interpretación de esas normas en términos que equivalen a su prescindencia. No se advierte con claridad, en los considerandos de su sentencia, el análisis dogmático de los elementos del tipo de estafa en que basó la conclusión a la que arribó. Pero lo que sí es seguro, en cambio, es que ninguna de las lecturas posibles de su fallo puede dar sustento a lo resuelto como acto jurisdiccional válido. Si la falta de idoneidad del ardid fuese efectivamente el argumento del a quo, no se comprende sobre qué base pudo haber llegado a esa conclusión, si de la descripción del hecho contenida en la sentencia no se desprende ni que el engaño hubiese sido burdo (en especial, la firma), ni tampoco que hubiese recaído sobre circunstancias respecto de las cuales el autor no tuviese el deber de expresarse con veracidad y fuese, en cambio, asunto del comprador procurarse información, presupuesto éste para que pueda hablarse de infracción de deberes de autoprotección. Repárese en que el engaño, y la mise en scene que lo acompañó, recayeron sobre un hecho interno relevante: la voluntad real de transmitir el dominio del inmueble contra el pago de la suma acordada, así como sobre la descripción de la prestación correspondiente a esa etapa del contrato: la cancelación de la segunda cuota pactada, es decir, sobre aspectos esenciales que daban sentido económico y jurídico a la operación. y más allá de la discusión en detalle, propia del derecho común, sobre cuáles son las informaciones concretas cuya veracidad garantizaría el derecho penal a través del delito de estafa, no parece razonable, so riesgo de desvirtuar la figura y tornarla inoperante, excluir, en el marco de una compraventa, aquellas afirmaciones que refieren a los aspectos que se acaban de mencionar. En cualquier caso, una conclusión en contrario reclamaba una fundamentación de esta índole, ausente en el fallo, que no podía ser suplida con la mera invocación de un comportamiento descuidado por parte de la víctima, como hizo el a quo. Esta mención conduce al otro sentido en que, según fue anunciado supra, podria ser entendida la argumentación del a quo referida a los recaudos omitidos por la víctima en ocasión de efectuar el pago de la suma de dinero: la falta de cuidado por parte de la víctima convierte en atípica la conducta del autor, o bien, formulado a la inversa, la tipicidad del delito de estafa requeriría, además de los elementos que son mencionados tradicionalmente (engaño, error, disposición patrimonial perjudicial), que la victima haya obrado diligentemente. Empero, esta interpretación choca con el dato insoslayable de que prácticamente toda estafa presupone un descuido de la víctima y que ello es en definitiva lo que hace posible que tenga éxito el engaño. En otras palabras, si cada quien obrara en sus asuntos con el máximo de diligencia, no habría estafas. De allí pues que reclamar como elemento adicional para la tipicidad que la víctima no haya obrado descuidadamente, no sólo importaría exigir un requisito que ni la ley, ni la doctrina y la jurisprudencia que pacíficamente la han interpretado, piden, sino además consagrar una exégesis irrazonable de la norma que la desvirtúa y la torna inoperante, sin más razón que la sola voluntad de los magistrados. Una argumentación de esta índole podría también ser interpretada en el sentido que con ella no se pretende afirmar que cualquier descuido de la víctima excluirla la tipicidad, sino sólo aquellos de determinadas características o referidos a ciertas circunstancias que la víctima debía verificar porque el autor no tenía a su respecto el deber de manifestarse con veracidad. Pero si se trata de discernir hasta qué punto se halla garantizada jurídico-penalmente la confianza de la víctima en las manifestaciones del autor y hasta dónde es ella quien debe adoptar los recaudos para verificar su veracidad, entonces esta argumentación se reconvierte en la anterior, es decir, la referida a la idoneidad del ardid, la cual por las carencias ya señaladas tampoco puede dar base a la resolución del a quo. Pese a estar resolviendo, una casación sustantiva, y haber declarado expresamente hallarse impedido por esta razón de revisar la determinación de los hechos definitivamente fijados en la resolución del recurso ordinario, el a quo se explayó luego largamente sobre esos aspectos, cuestionó la valoración de la prueba que sustentó la condena en las dos instancias previas y puso incluso en duda que se hallara siquiera probado el pago de los dólares. Estas consideraciones descalifican aun más el fallo pues no sólo importan un exceso de jurisdicción, sino que además sugieren que pudieron influir en la decisión de las cuestiones sustantivas, lo cual resulta inadmisible. A ello se suma que tampoco se comprende la pertinencia del mérito que hizo, a tal fin, de lo dispuesto en el artículo 1184, incisos 10 y 11, del Código Civil (entonces vigente), si en la causa no se discutía que el pago en discusión -que se dio por probado- habría tenido lugar en el marco de la ejecución del boleto de compraventa, es decir, precisamente en la etapa preparatoria y por ello previa al acto de escritura traslativa de dominio que exige aquella norma. En definitiva, en ninguna de sus lecturas posibles puede la sentencia del a quo ser considerada derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Siendo ello así, el pronunciamiento impugnado presenta vicios que lo descalifican como acto jurisdiccional válido, frente a lo cual resultan ociosas otras consideraciones respecto de los restantes agravios.


    S., Christian José s/ Estafa y estafa en grado de tentativa-dos hechos- en concurso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 690/2017/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Extinción de la acción penal


    Prescripción. Procuración General de la Nación. Queja por recurso denegado. Mantenimiento del recurso. 


    El reclamo encuentra fundamento en los conceptos fundamentales que surgen de la instrucción general emitida por el Procurador General a través de la Resolución PGN 104/2011 y plantea una cuestión apta para ser sometida a la consideración del Tribunal por la vía del artículo 14 de la ley 48, tal como lo ha entendido esta Procuración General al dictaminar en la causa S. 471, L. XLVIII, "S , Alan s/ Causa N° 13590".


    V. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1273/2012/6/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Nulidad procesal. Sentencia equiparable a definitiva. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien las decisiones que declaran nulidades procesales no constituyen sentencia definitiva a los fines de la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a ese principio si con ello se ocasiona un agravio que, por su magnitud y de acuerdo con las circunstancias de hecho, podría resultar de imposible reparación ulterior. Esta situación se presenta cuando, por ejemplo, luego de lo resuelto, el trámite de la causa impide una decisión posterior sobre el derecho que se invoca como lesionado. En este caso, la cuestión relativa a la facultad del Ministerio Público de presentar un requerimiento válido en la oportunidad en que lo hizo fue definitivamente resuelta por los jueces de la causa en un sentido negativo, con implicancias decisivas para la vigencia de la acción penal, ya que como consecuencia de haber anulado la presentación de la parte acusadora con aptitud para interrumpir la prescripción, se dio por cumplido el plazo fatal para que el instituto sea operativo, y con ello la discusión del asunto llegó a su fin, más allá del reenvío formal para que el magistrado de primera instancia cumpliera con los trámites necesarios previos a la declaración de la extinción de la acción penal. El recurso se dirige contra un auto equiparable por sus efectos a la sentencia definitiva y, en cuanto a la materia, el recurrente planteó con argumentos suficientes una causal de arbitrariedad que lo descalifica como acto jurisdiccional válido. Tiene establecido la Corte que es regla de interpretación de las leyes que los jueces se atengan a su texto cuando éste no da lugar a dudas, y que si los términos de la ley son claros no corresponde apartarse de ellos bajo el pretexto de evitar deficiencias reales o presuntas que podrían resultar de su aplicación. Una correcta interpretación de la ley no debe llegar al extremo de exigir mayores requisitos de los que ella impone, pues ello implica restringir su alcance sin motivación válida. Si el artículo 346 del Código Procesal Penal establece que la parte acusadora se expedirá sobre si corresponde sobreseer o elevar la causa a juicio una vez que el juez hubiere dispuesto el procesamiento del imputado -y ese auto produce todos sus efectos legales aunque sea impugnado, en razón de que su apelación se concede sin efecto suspensivo-, cabe concluir que la decisión de invalidar los requerimientos de elevación a juicio por haber sido presentados antes de que el procesamiento quedase firme no constituye una derivación razonada del derecho vigente y merece la tacha de arbitrariedad.


    P. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 74027692/2003/1/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hurto


    Embajadores. Autorización para comparecer en juicio. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Si el imputado reviste status diplomático, el caso incumbe a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. En tal caso, correspondería requerir por intermedio de la Cancillería la conformidad exigida por los artículos 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, para que pueda ser sometido a proceso.


    V. R. B., Oscar Ricardo s/ Hurto


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8017/2019/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Juicio abreviado


    Lesiones leves. Amenazas. Concurso real. Debido proceso. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Suspensión de la pena. Arbitrariedad de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien es doctrina del Tribunal que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara al Ministerio Público Fiscal. Esa situación excepcional se ha configurado en el sub lite. La decisión dictada en el marco de un juicio abreviado, que condenó al imputado a dos años y seis meses de prisión y rechazó la imposición de una de las reglas de conducta acordadas por las partes, en tanto pone fin al pleito es una sentencia definitiva, que de acuerdo al artículo 457 del Código Procesal Penal de la Nación, es recurrible mediante recurso de casación. Además, el artículo 431 bis, inciso 6°, de ese cuerpo normativo, expresamente establece que contra la sentencia dictada en el marco de un juicio abreviado será admisible el recurso de casación según las disposiciones comunes. Aunque el a quo le niegue el carácter de sentencia definitiva, la decisión sería equiparable por sus efectos porque causa un agravio de imposible reparación ulterior pues el apelante no tiene otra oportunidad para replantear su queja y en tanto se invocó la causal de arbitrariedad, resulta impugnable mediante recurso de casación de acuerdo a lo establecido en el precedente "Di Nunzio". En este último precedente el Tribunal sostuvo que el concepto de resolución equiparable a definitiva para el recurso extraordinario no difiere del fijado para el que compete a la cámara de casación. Allí expuso que "si bien el art. 457 del Código Procesal Penal de la Nación, hace referencia al concepto de sentencia definitiva, el Art. 14 de la ley 48 y el art. 6 de la ley 4055, contienen idéntica redacción; sin perjuicio de lo cual esta Corte desde hace ya varias décadas ha establecido el concepto de sentencia equiparable a definitiva para aquellos pronunciamientos que si bien no ponen fin al pleito, pueden generar un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior, y por lo tanto requieren tutela judicial inmediata. Corresponde entonces afirmar que el concepto de sentencia equiparable a definitiva para el recurso extraordinario, no difiere del establecido para el recurso de casación, tomando en cuenta el carácter de tribunal intermedio de la cámara homónima, siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina de esta Corte" (considerando 12). Por lo demás -y sin perjuicio de insistir que se trata de una sentencia definitiva- surge del artículo 465 bis del código procesal que los autos no enumerados en el artículo 457, y que por sus efectos resulten equiparables a sentencia definitiva, son recurribles en casación. Desde otro ángulo, en razón de la naturaleza de la cuestión planteada y por el carácter de tribunal intermedio de la Cámara Nacional de Casación Penal, correspondía que sorteara los límites formales establecidos en el artículo 458 del código procesal y examinara la arbitrariedad para dejar expedita -eventualmente- la vía extraordinaria federal. El artículo 27 bis del Código Penal establece que al suspender condicionalmente la ejecución de la pena, el tribunal deberá disponer que durante un plazo de dos a cuatro años -según la gravedad del delito- el condenado cumpla todas o alguna de reglas de conducta allí enumeradas en tanto resulten adecuadas para prevenir la comisión de nuevos delitos, entre ellas, someterse a un tratamiento médico o psicológico, previo informe que acredite su necesidad y eficacia (inciso 6°). Más allá de que se tuvo por probada que las lesiones dolosas agravadas por el vinculo no constituyeron un hecho aislado sino que estaban inscriptas en un historial de maltratos físicos y psicológicos infringidos a la víctima durante cuatro años –dato que ya indicaría la pertinencia del tratamiento- frente a lo dispuesto por el artículo 27 bis citado, y las circunstancias del sub lite, devenía inexcusable el examen del imputado por el Cuerpo Médico Forense a fin de determinar la necesidad y eficacia de un tratamiento psicológico psiquiátrico, en atención a la finalidad preventiva especial que persiguen las reglas de conducta que debe imponer el tribunal cuando aplica una condena en suspenso. Así, la interpretación del tribunal de juicio conforme a la cual acceder a la medida acordada por las partes atentaría contra la estabilidad de la decisión judicial debe ser descalificada de acuerdo a lo establecido en Fallos: 310:799, donde el Tribunal sostuvo que corresponde su intervención con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, si el fallo impugnado propone una exégesis irrazonable de la norma aplicada que la desvirtúa, y conduce a un apartamiento inequívoco de la finalidad perseguida mediante su sanción. También cabe poner de resalto que es facultad del Ministerio Fiscal que las actuaciones tramiten bajo las reglas del procedimiento de juicio abreviado -"podrá solicitar" dice el artículo 431 bis, inciso 1°, del Código Procesal Penal de la Nación y que no existía controversia sobre la medida en cuestión porque las partes la habían acordado expresamente al suscribir el acuerdo. La medida, cuya conexión con el delito atribuido y en las circunstancias del sub judice no podía ser puesta en cuestión, se revelaba idónea para prevenir la comisión de nuevos ilícitos y por eso mismo, como se desprende de las presentaciones de la magistrada recurrente, fue una condición determinante para que ella ejerciera aquella facultad y ofreciera el acuerdo de juicio abreviado. Es decir, se verifica una interdependencia específica entre la medida y el juicio abreviado. En tales condiciones su rechazo por el tribunal, además de las objeciones supra señaladas, significó desnaturalizar el acuerdo alcanzado y fragmentar la voluntad de las partes. Asimismo al denegarse el examen del imputado tendente a acreditar la necesidad y eficacia de un tratamiento psicológico psiquiátrico para prevenir la comisión de nuevos delitos, se incumplió con los deberes asumidos por el Estado al suscribir la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. Concretamente su artículo 7° establece -en lo que aquí interesa- el deber de actuar con la debida diligencia para prevenir la violencia contra la mujer (inc. b.) y adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad (inc. d.). En esa línea, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que los Estados están obligados a adoptar medidas de debida diligencia para prevenir la violencia contra las mujeres y a tomar medidas integrales para erradicarla y tienen, además de las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana. Así ha sostenido la necesidad de prevenir los factores de riesgo, finalidad a la que atiende la medida denegada. En tales condiciones, quedó configurada la arbitrariedad de sentencia y al rehusar el a quo a pronunciarse en una materia de su competencia como tribunal intermedio, corresponde que la decisión sea descalificada como acto judicial válido por apartarse de la doctrina sentada en el precedente "Di Nunzio".


    P., G. E. s/ Coacción (Artículo 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74748/2016/TO1/2/1/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones gravísimas


    Juicio abreviado. Debido proceso. Sentencia definitiva. Defensa en juicio. 


    La sentencia del a quo desatiende la regla establecida por la Corte que indica que la primera fuente de exégesis de la leyes su letra, y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la aquélla y no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone. En efecto, cabe señalar que el código procesal penal local prevé que el superior tribunal de justicia juzga de los recursos de casación (art. 19); el tribunal de impugnación, de la sustanciación y resolución de las impugnaciones contra sentencias definitivas y resoluciones equiparables a ellas (art. 19 bis); y la cámara en lo criminal, en única instancia, de los delitos cuya competencia no se atribuya a otro tribunal (art. 20, inc. 1°). Con relación al recurso de casación, dispone que solo podrá deducirse contra las sentencias definitivas condenatorias dictadas por el tribunal de impugnación penal y contra las resoluciones que causen un agravio de imposible reparación ulterior (art. 444 ter), y que serán aplicables a este recurso las disposiciones del capítulo anterior relativas al procedimiento, a la forma de redactar la sentencia, y a lo dispuesto por los articulos 441, 442, 443 y 444 (art. 444 quáter). En el capítulo IV al cual remite la última norma, el artículo 430 preceptúa que además de los casos especialmente previstos por la ley, solo podrán impugnarse: las sentencias definitivas (inc. 1°); los autos que: pongan fin a la acción o la pena, o hagan imposible que continúen, o denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la pena (inc. 2°); denieguen la aplicación de la suspensión del proceso a prueba (inc. 3°); denieguen la aplicación del juicio abreviado (inc. 4°) y denieguen el beneficio excarcelatorio (inc. 5°). El artículo 433 prevé que el imputado o su defensor podrá recurrir: de las sentencias condenatorias de los jueces de instrucción y correccional y de las cámaras en lo criminal, sin límite alguno en cuanto a la pena (incs. 1 ° y 2°); de la resolución que le imponga una medida de seguridad por tiempo indeterminado (inc. 3°); de los autos en que se deniegue la extinción, conmutación o suspensión de la pena (inc. 4°) Y de la sentencia que lo condene a restitución de objetos (inc. 5°). Por su parte, el artículo 434 establece que: ''la impugnación se interpondrá ante el tribunal que dictó la resolución dentro del plazo de diez (10) días si se tratare de sentencias definitivas, de tres (3) días en el supuesto del inciso 5) del articulo 430 y de cinco (5) días en los demás casos". El artículo 430 prevé tres plazos diferentes para la interposición de la impugnación que, por remisión del artículo 444 quáter, para el recurso de casación son: diez días para la sentencia definitiva, tres para el supuesto del inciso 5° del artículo 430 (auto que deniegue la excarcelación) y cinco para "los demás casos" que comprende a los restantes incisos del artículo 430 (incs. 2°, 3° y 4°), y en ninguno de los cuales puede encuadrarse la decisión en cuestión ya que no se trata de un auto que ponga fin a la acción o a la pena, ni haga imposible que continúen o deniegue la extinción, conmutación o suspensión de la pena, la suspensión del proceso a prueba o el juicio abreviado. Tampoco constituye una resolución que imponga una medida de seguridad por tiempo indeterminado o que condene a la restitución de objetos (art. 433, incs. 3° y 5°). En consecuencia, también desde este enfoque, la pretensión de la defensa se dirigió contra sentencia condenatoria definitiva. En tales condiciones, yerra el a quo al sostener que el carácter de sentencia definitiva lo reviste la condena dictada en el marco del juicio abreviado por la cámara del crimen porque, en virtud de la impugnación promovida por la parte, ese carácter lo adquiere la decisión adoptada en consecuencia por el tribunal de impugnación. El recurrente alegó que la interpretación arbitraria de la norma aplicable, menoscabó el derecho de revisión de la condena consagrado en el artículo 8.2.h. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con lesión de las garantías del debido proceso y defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional). Al respecto, en atención a lo resuelto por la Corte en el precedente "Aráoz" ya referido, y en tanto el recurso de casación fue planteado en término, corresponde que el a quo se expida en materia propia de su competencia, para dar debido cumplimiento a la revisión de la condena. De ese modo, quedaría expedita la cuestión federal relativa al derecho al doble conforme de la condena, a la vez que se atiende a la cláusula federal contenida en el artículo 28 de la citada Convención, que vincula tanto a la jurisdicción local como la federal con los derechos allí reconocidos.


    M., Rubén Sergio s/ Lesiones gravísimas (Artículo. 91)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 249/2017/RH1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. H. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33000457/2012/7/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Gustavo Ariel y otro s/ Recurso


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1117/2013/TO1/6/2/RH2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Carlos Oscar s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 95946/2017/1/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    J. B. R. e h. S.A. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 13100/2013/1/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Analía Inés y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 861/2014/5/1/RH3, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Marcelo Pablo s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1439/2016/1/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z. S.R.L. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1827/2016/2/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2018/2017/1/1/RH2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. y R. E. S.A.I.C.F.E.I. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2020/2017/1/1/RH2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. S.R.L. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 3395/2014/2/RH2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1884/2015/1/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Laura Alejandra s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000572/2011/TO1/3/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. para el E. y S. de la D. M. y otros s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 46570/2015/1/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. F. S.A. y otros s/ Actuaciones complementarias


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 71076/2016/1/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Melanio Ramón s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2114/2017/3/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. A. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 9177/2013/3/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FRO 43000367/2003/75/1/RH28, "G., Oscar Roberto s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva".


    T., José Luis s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000367/2003/87/1/RH30, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Incidente N° 1 – Denunciante: V. M., María Lourdes. Imputado: S., Claudio Gustavo s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13087/2016/1/CS1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    M., Pablo Sebastián (Pers. NOA LLL) y otros s/ Apremios ilegales a detenidos


    FSA-Justicia Federal de Salta, 1457/2014/1/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral en su presentación, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3587/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral en su presentación, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3917/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral en su presentación, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 4317/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral en su presentación, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 5034/2018/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida.


    R., Germán Gustavo s/ Extradición


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 17964/2013/CS1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Nueva vista


    Remisión del expediente. 


    Previo a dictaminar en la presente queja, se le solicita a la Corte que requiera al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional la remisión de las copias, que según se ha podido determinar, se encuentran alli reservadas.


    A., Carlos Inocencio s / Falso testimonio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66484/2016/2/1/1/RH2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prescripción de la acción penal


    Mercado cambiario. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, "S., Alan s/ Causa n° 13.590".


    Recurso de Queja n° 6 - Denunciado: C. de V., C. y C. E. Limitada y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 378/2017/6/RH3, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria


    Falta de fundamentación autónoma. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Acierta el recurrente al tachar de arbitraria la decisión del a quo por no fundarse en el tipo de razones humanitarias pertinentes para justificar la concesión de una medida excepcional, como lo es la detención domiciliaria. Si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, como se afirma en uno de los votos que conformaron la mayoría, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    D., Olegario s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO9/15/1/1/CS6, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Programa de prevención y erradicación de la trata de personas y asistencia a sus víctimas


    Devolución del expediente. Juzgado de familia. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 32177/2016/TO1/65/1/CS2, “G. B., Freddy y otros s/ Infracción ley 23.737”.


    C., Gustavo César s/ Infracción Ley 26.364


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 56000924/2008/TO1/3/1/CS1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Prórroga de la prisión preventiva. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas: M. 389, XLIII, "Mulhall, Carlos Alberto s/ Excarcelación - causa N° 350"; P. 220, XLV, "Páez, Rubén Oscar s/ Recurso de casación"; y C. 304, XLVI, "Carrizo, Tomás Hermógenes s/ Causa N° 11.468".


    T., Juan María s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 373/2011/TO1/95/3/RH23, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. 


    En atención a los fundamentos del dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Gustavo y otros s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1979/2016/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. B., Alejandro Fernando (socio gerente) y otro s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62050045/2013/TO1/3/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/53/1/RH37, "A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    V., Carlos Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/23/4/1/1/RH122, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Revocación de la prisión preventiva. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Mantenimiento del recurso. 


    Precedente “Acosta”.


    En el precedente citado se ha establecido, salvo la mejor interpretación que de sus propios fallos pudiera hacer el Tribunal, que la ley 24.390, tras la reforma introducida mediante la ley 25.430, permite superar el plazo máximo de la prisión preventiva, previsto en su artículo 1, cuando se verifiquen circunstancias excepcionales que lo justifiquen. En suma, la decisión impugnada mediante recurso federal es arbitraria, porque no obstante que la Corte sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos y su fallo no resulta obligatorio para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a lo decidido por aquélla y, por tal razón, carecen de fundamento las sentencias de los tribunales que se apartan de los precedentes de la Corte sin proporcionar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición adoptada por el Tribunal.


    G., Oscar Roberto s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000367/2003/75/1/RH28, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Mantenimiento del recurso. 


    No existen elementos que permitan sostener, fundadamente, que el encarcelamiento del imputado constituiría un trato cruel, inhumano o degradante, o bien que afectaría un derecho fundamental que la prisión no debe afectar. Por ello, si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, el objetivo del instituto, es decir, evitar alguna de las dos consecuencias mencionadas en el párrafo anterior. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, según la cual -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. En resumen, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    T., Juan Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54007241/2013/17/2/1/RH13, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    La decisión del tribunal oral de delegar en la fiscalía la citación a la audiencia de debate de sus testigos y peritos supuso dejar de aplicar la regla especial y vigente del artículo 359 del actual Código Procesal Penal de la Nación, en favor de una regla general y de vigencia dudosa que surgiría de una interpretación del artículo 7 de la ley 27148. Tal criterio no sigue los principios elementales que orientan la solución ante un presunto conflicto de leyes y, en consecuencia, está justificada la tacha de arbitrariedad por apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso. Por ser así, la intervención de la cámara de casación como tribunal intermedio estaba exigida por la doctrina de la Corte.


    G. R., Jimmy Abner s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77300/2017/TO1/3/1/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Excarcelación. Desistimiento del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. Los agravios invocados por el magistrado apelante han perdido virtualidad, y la impugnación no cumple, entonces, con la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado.


    J., Luis Enrique Francisco s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11777/2018/TO1/3/1/1/RH2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Torturas. Delitos contra la humanidad. Doctrina de la arbitrariedad. Aplicación errónea de la ley. Mantenimiento del recurso. 


    Asiste razón al recurrente al descalificar la decisión del a quo con base en la doctrina de la arbitrariedad, ya que prescinde de circunstancias relevantes para la adecuada solución del caso y se apoya en afirmaciones dogmáticas que le otorgan una fundamentación sólo aparente. Como lo ha afirmado la Corte en su anterior intervención en esta misma causa –salvo la mejor interpretación que de sus propios fallos pueda hacer el Tribunal- la circunstancia de que la presunta detención ilegal y los tormentos que se habrían cometido durante ella tuvieran origen, como afirmó el a quo, en la denuncia por la comisión de un delito común, como la defraudación, no constituye un extremo que conduzca, por sí solo, a descartar la comisión de delitos de lesa humanidad. No puede ignorarse que los pretextos o circunstancias para la privación de la libertad durante el período de referencia han sido muy variados, de modo que la "averiguación de antecedentes" o la denuncia por delitos contra la propiedad podían ser modos de encubrimiento de otras reales motivaciones, o incluso, aun cuando hubieran sido verdaderos aquellos motivos, los informes posteriormente llegados sobre los antecedentes políticos del detenido –que corrientemente se solicitaban- podían determinar un cambio de actitud en los agentes de las fuerzas de seguridad. En suma, de acuerdo con las consideraciones efectuadas por la Corte, las circunstancias ponderadas por el a quo no son suficientes para restarle valor a las declaraciones testimoniales según las cuales la privación de la libertad y los tormentos sufridos por el denunciante también encuentran explicación en la actividad y en los vínculos gremiales de aquél en el época de los hechos. Por otro lado, esta Procuración General ya ha fijado su posición en cuanto a que el fundamento de los crímenes contra la humanidad, y del compromiso de nuestro país de perseguirlos sin límites de tiempo ni de lugar, consiste en la especial situación de desamparo en la que se halla la víctima de cualquiera de los actos indicados en el artículo 7 del Estatuto de la Corte Penal Internacional, cuando las instituciones del Estado, cuya misión es proteger y garantizar sus derechos, los niegan en cambio masiva o sistemáticamente, al violarlos de modo directo o tolerar y encubrir su violación. Pues bien, sostener que los hechos que habrían damnificado al recurrente como surge de la decisión del a quo, fueron sucesos aislados y aleatorios, atribuibles sólo a los policías y al empresario que habrían intervenido en su comisión, sin relación alguna con el ataque a la población civil identificada como relevante, no parece responder apropiadamente al derecho internacional que rige la materia, así como al fundamento que mejor explica la competencia universal para juzgar crímenes de esa índole. Ello, porque el recurrente aun cuando no hubiera sido detenido ni torturado por su condición de representante gremial o por sus vínculos sindicales, igualmente habría sido damnificado por delitos de suma gravedad, cometidos por los mismos agentes del Estado que debían garantizar la protección de sus derechos fundamentales, en un contexto en el que estaban ejecutando un plan generalizado y sistemático de represión, lo que lo habría dejado desamparado tanto como a los sujetos que eran el blanco central del ataque. No puede caber duda, de que los agentes que habrían cometido los delitos contra el recurrente se valieron de ese contexto, el que aumentaba claramente su poder ofensivo y, en consecuencia, la vulnerabilidad de la víctima, ya que contaban con la libertad, garantizada institucionalmente, para actuar con los métodos propios de los actos ejecutivos del ataque. En suma, aun cuando el damnificado no hubiera sido detenido ni torturado, como se ha dicho, por su identidad política o gremial, no habría fundamento válido en la legislación sobre crímenes contra la humanidad para distinguir su caso de aquellos de las víctimas centrales del ataque, indiscutiblemente alcanzados por la obligación internacional de persecución penal imprescriptible. Negar de ese modo a su privación de la libertad e imposición de tormentos el carácter de crimen de lesa humanidad importa, en definitiva, una errónea interpretación del derecho federal aplicable al caso.


    A., Víctor Hugo y otros s/ Imposición de tortura (Artículo 144 ter, Inciso 1)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 14000695/2011/TO1/7/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sentencia absolutoria. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Doctrina aplicable al caso: Di Nunzio


    El recurso extraordinario resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, sin embargo, la Corte también ha establecido que ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. Es uno de esos casos de excepción, cuando el a quo impide indebidamente que el fiscal ejerza su facultad recursiva, al haberse pronunciado en contra de la admisión del recurso mediante la cual se pretendía impulsar la instancia de examen de la absolución del imputado, con base en fundamentos aparentes que descalifican ese pronunciamiento como acto procesal válido. Al respecto, la Corte ya ha tenido oportunidad de afirmar que esa postura de la cámara de casación se revela como un proceder claramente arbitrario, en la medida en que se sustenta en una interpretación forjada al margen del texto legal y en función de la cual se produce el indebido cercenamiento de la facultad de provocar el examen de una sentencia. Ese cercenamiento arbitrario de la facultad de recurrir se observa toda vez que la duración de la pena en cuestión surge expresamente del texto legal. En otro orden de ideas, la Cámara Federal de Casación tampoco podía omitir el control de la sentencia impugnada al tener en cuenta que el recurrente había planteado que los agravios conformaban una cuestión federal por cercenar en forma indebida el derecho a impugnar el fallo ante un tribunal superior para que se examine en forma integral la aplicación e interpretación de normas de carácter federal, como son las que aquí interesan del Código Aduanero, así como el alcance e interpretación de un tratado internacional. La Corte que establece que siempre que, en el ámbito de la justicia penal nacional, se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia extraordinaria de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara de Casación Penal, en su condición de tribunal intermedio, constituyéndose de esa manera en el tribunal superior de la causa a los efectos del artículo 14 de la ley 48. Por lo tanto, las decisiones deben ser descalificadas como actos jurisdiccionales válidos, en la medida en que no se ajustan a la doctrina sentada por la Corte, según la cual los órganos judiciales llamados a expedirse sobre la concesión del recurso extraordinario federal, deben resolver circunstanciadamente si tal apelación cuenta respecto de cada uno de los agravios que la originan con fundamentos suficientes para dar sustento, a la luz de la conocida doctrina de la Corte, a la invocación de un caso de inequívoco carácter excepcional, como lo es el de arbitrariedad.


    C., Gustavo Ignacio y otro s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2250/2011/TO1/6/RH2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. V. de I. A. y S. A. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1545/2016/6/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Situación del imputado. Excarcelación. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa FSA 44000124/2012/12/2/RH3, "V., Osvaldo y otros s/ Privación ilegal de la libertad".


    La excarcelación concedida por el a quo debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, en tanto ha prescindido del análisis de una cuestión conducente para la adecuada solución del caso.


    A., Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/TO16/4/2/1/RH39, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Salud del imputado. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos 336:2392, y a las causas C. 902, XLVIII, "Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario", y C. 129, XLIX, "Caggiano Tedesco, Carlos Humberto s/ Causa n° 14569".


    Cabe recordar que si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Lo contrario importaría admitir que las sentencias de los tribunales colegiados pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, cuando, en rigor, deben ser el producto de un intercambio de ideas. Las decisiones de la Corte están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, pero resulta insoslayable declarar la inexistencia de aquellas sentencias que carecen de los requisitos indispensables para ser consideradas un acto judicial válido. Por lo demás, es oportuno agregar que el requisito etario no puede considerarse suficiente, en tanto la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los condenados mayores de setenta años; y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de condenados. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.


    B., Víctor Hermes s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 86000003/2008/TO1/22/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la libertad individual. Delitos contra la integridad sexual. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Denegatoria del recurso. 


    De acuerdo con la interpretación que la Corte ha dado del requisito de fundamentación suficiente del artículo 15 de la ley 48, para la procedencia del recurso no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye un agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una crítica prolija, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. A este respecto, debe recordarse, en primer término, que las cuestiones relativas a la admisibilidad y alcance de los recursos locales no son, en principio, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en relación con los cuales la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Tal criterio admite excepción cuando la decisión apelada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio. Cabe agregar, a su vez, que no hay base alguna en la jurisprudencia constitucional argentina, ni en la interpretación autoritativa del artículo 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para afirmar que la atribución de impugnar sentencias absolutorias por la vía del recurso de casación, que las leyes procesales de la provincia de Tucumán reconocen a las partes acusadoras, constituye por sí una violación del derecho fundamental a no ser perseguido más de una vez por un mismo hecho delictivo. Ciertamente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sido explícita a ese respecto, en el sentido de que la revisión de una sentencia absolutoria, provocada por la impugnación ordinaria de una parte acusadora, forma parte del mismo proceso en el que tuvo lugar la absolución, y no una reedición ilegítima de una persecución penal ya fenecida. "El proceso penal -sostuvo en esa oportunidad, con apoyo en sus propios precedentes- es uno solo a través de sus diversas etapas, incluyendo los recursos ordinarios que se interpongan contra la sentencia". La jurisprudencia de la Corte en materia de ne bis in idem ha dejado lugar, a la posibilidad de que ciertas retrogradaciones de un mismo proceso o reediciones de etapas ya superadas de un mismo juicio configuren, sin embargo, una violación de ese derecho. Ahora bien, nada en esa jurisprudencia permite inferir, la tesis extrema de que toda impugnación acusatoria de una sentencia de absolución importa un bis in idem indebido, cualquiera que sea la razón que la motiva o la naturaleza del procedimiento que se seguiría si ella prosperase. En las lecturas más amplias de la garantía, que informan sólo posiciones individuales de algunos miembros de la Corte, el recurso acusatorio contra una sentencia de absolución puede entrar en conflicto con el derecho fundamental en cuestión sólo si su acogimiento originaría ulteriores procedimientos que, por sí mismos, importarían una segunda persecución penal, en particular, un nuevo juicio, básicamente igual al primero, cuando el acusado ya ha soportado íntegramente uno válidamente cumplido.


    I., D. G. s/ Privación ilegítima de la libertad y corrupción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 311/2017/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer la Corte, se ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    V., Ramón Rito s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000130/2004/TO1/43/2/1/RH18, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Enrique Juan s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1118/2017/3/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. y M. P. M. A. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9822/2017/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. F., Pedro Agustín s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 31902/2017/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. V. S.R.L. y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32814/2015/3/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A.I.C.F.I.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 8213/2015/4/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Con independencia del incumplimiento del requisito de extensión máxima de la acordada n° 4/2007 de la Corte que motivó la denegación de la apelación extraordinaria, y del mérito de los argumentos que al respecto aduce el señor Defensor Oficial en su presentación directa -sin perjuicio de la mejor inteligencia que la Corte pueda formular de esa reglamentación- en las singulares condiciones del sub judice la queja debe ser tratada y, luego desestimada. Los planteos del recurrente suscitan el examen de cuestiones sólo vinculadas con la interpretación de normas del derecho procesal provincial y la valoración de la prueba, que han sido resueltas con base en fundamentos que, más allá de su acierto o error, son suficientes para asegurar al pronunciamiento el carácter de acto jurisdiccional válido, máxime cuando la parte ha tenido la oportunidad de que sea revisado ampliamente lo decidido en una segunda instancia ordinaria y de someterlo al control ejercido por el tribunal superior de la provincia. Debe recordarse que, tal como lo ha sostenido reiteradamente la Corte, el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la causa en temas de prueba y de derecho común que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema. Es criterio de la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales de provincia, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera o cuarta instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente garantizado. Lo hasta aquí expuesto determina la improcedencia de la queja. Si bien siempre es atendible el reclamo de quien sostiene haber sido injustamente condenado por un crimen que dice no haber cometido, lo cierto es que, sin embargo, corresponde que los magistrados de la provincia en la que el hecho sucedió, produzcan y valoren la evidencia aducida y luego juzguen con base en ella, y de conformidad con el procedimiento que a ese efecto regula la provincia. Pues sólo una vez fenecida una causa en la jurisdicción provincial puede la Corte tomar conocimiento de ella y únicamente en razón del planteo de una cuestión federal de las enumeradas en el artículo 14 de la ley 48 o, excepcionalmente, en los supuestos extremos de arbitrariedad.


    G., Jorge E. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley en causa n° 43.787 y 43.793


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4490/2015/RH1, 27 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    El reclamo encuentra fundamento en los conceptos fundamentales que surgen de la instrucción general emitida por el Procurador General a través de la Resolución PGN 104/2011.


    O. S. B. A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 339/2007/5/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Es criterio de la Corte que las resoluciones en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura del recurso extraordinario en tanto no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie la denegatoria del fuero federal. La aplicación de ese criterio de excepción, de todos modos, no importa dejar de lado los demás recaudos de los artículos 14 y 15 de la ley 48. En tal sentido, el escrito de la defensa omite desarrollar las razones por las cuales procedería esa equiparación, pues sólo cuenta con afirmaciones dogmáticas y, además, no refuta todos y cada uno de los fundamentos que dieron sustento a la resolución impugnada. En este sentido, es ajeno a esta instancia el examen de decisiones que resuelven temas de naturaleza procesal, así como el de pronunciamientos que involucran cuestiones regidas por el derecho público local, como es la atinente a las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio. Si bien ello no impide -conforme tiene dicho el Tribunal- que en determinados casos corresponda hacer excepción a esas reglas con base en la doctrina de la arbitrariedad, los apelantes no se han ocupado de demostrar que el sub examine constituya uno de esos supuestos. En tales condiciones, la impugnación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal.


    F., Eduardo Alfredo s/ Por supuesto autor, abuso autoridad, falsificación ideológica de instrumento público en concurso ideal, ambos en concurso real con el delito de fraude a la administración pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 630/2018/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Cuerpo médico forense. Salud del imputado. Jurisprudencia vinculante. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    El estándar aplicable a casos como el sub examine -salvo una mejor interpretación que de sus propios fallos pueda hacer el Tribunal- es que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Además, la Corte también ha señalado que los jueces, cuando deben pronunciarse sobre la procedencia de una medida que, como la detención domiciliaria, depende, entre otros factores, del estado de salud del interesado, no pueden prescindir del asesoramiento del Cuerpo Médico Forense. En este sentido, el a quo se ha apartado injustificadamente de esa jurisprudencia, al haber avalado una decisión contraria a la opinión expuesta en el informe del Cuerpo Médico Forense sobre la salud del imputado sin explicar por qué correspondía resolver de esa manera. Ese déficit de la decisión del a quo también la descalifica como acto jurisdiccional válido, al carecer de fundamento idóneo, pues si bien la Corte sólo se pronuncia en los procesos concretos que le son sometidos y su sentencia no resulta obligatoria para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus fallos a lo decidido por aquélla, a menos que proporcionen nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición adoptada por el Tribunal.


    V., Jorge Héctor s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 373/2011/TO1/85/1/1/RH26, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas T. 13, XLIX, "Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838", B. 106, XLIX, "Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486" y A. 57, XLIX, "Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858".


    La Corte ha establecido -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. El a quo consideró la decisión impugnada como derivación razonada del derecho vigente de acuerdo a las circunstancias de la causa, sin explicar por qué resultaba correcto que el tribunal oral se hubiera apartado de la opinión de los profesionales médicos. Esa postura, resulta opuesta a la doctrina sentada por la Corte, al señalar que los dictámenes del Cuerpo Médico Forense no pueden ser omitidos cuando se trate de ordenar medidas relacionadas con el estado de salud o la capacidad de las personas. Cabe recordar también que el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660 no es suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. En conclusión, con arreglo a la conocida doctrina de la Corte, carece de fundamento tanto el pronunciamiento que omite considerar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso, como aquel que se apoya en fundamentos sólo aparentes.


    R. P., Carlos María s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/73/3/1/1/RH18, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio calificado por el vínculo. Prisión perpetua. Sentencia absolutoria. Mantenimiento del recurso. 


    Los magistrados analizaron el planteo por el que la defensa sostuvo que el autor del homicidio no fue su asistido, sino un tercero desconocido. La Fiscal General sostuvo la arbitrariedad del pronunciamiento apelado, por considerar que el a quo analizó erróneamente los fundamentos de la sentencia de condena, omitió tratar cuestiones esenciales relativas a la demostración del hecho y la responsabilidad del imputado, valoró con excesivo rigor las respuestas que el tribunal oral dio a los planteos de la defensa, e interpretó de forma incorrecta la jurisprudencia de la Corte acerca del principio non bis in ídem. Aunque en el sub examine no se encuentra cuestionada de manera expresa la capacidad de este Ministerio Público para impugnar, resulta pertinente destacar que tampoco resultarían afectados aquellos principios como consecuencia del ejercicio de esa función de control, por la que se pretende evitar la confirmación de una sentencia absolutoria que afecta la legalidad que este órgano debe defender. La decisión de la mayoría del a quo, al impedir la realización de un nuevo juicio, en definitiva vaciaría de contenido dicha facultad de impugnar pronunciamientos carentes de fundamentación, y obligaría al acusador público a abstenerse del ejercicio de un derecho reconocido por la Corte en detrimento de atribuciones admitidas constitucionalmente.


    S., L. C. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73877/2013/TO1/9/1/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación".


    El artículo 32, letra "d", de la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Ese sentido de la ley, surge también de la jurisprudencia de la Corte, según la cual -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder aquella medida, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que la sustenten, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    I., Ramón Telmo Alcides s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 85000124/2010/13/2/4/1/RH4, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Jurisprudencia vinculante. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 373/2011/TO1/85/1/1/RH26, "V.,Jorge Héctor s/ Legajo de casación".


    R. P., Carlos María s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 373/2011/TO1/98/2/RH24, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 373/2011/TO1/85/1/1/RH26, "V., Jorge Héctor s/ Legajo de casación".


    H. G., Carlos del Señor s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 373/2011/TO2/13/2/RH27, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 605/2010/TO1/40/1/RH30, "B., Roberto Armando s/ Incidente de prisión domiciliaria"


    B., Roberto Armando s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 373/2011/TO1/99/2/RH28, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 737/2013/TO1/10/1/RH13, "C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de prisión domiciliaria".


    C., Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/119/1/1/RH19, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 91003389/2012/TO1/73/3/1/1/RH18, "R.P., Carlos María s/ Legajo de casación".


    H. A., Emilio Alberto s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/13/1/1/RH20, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FRO 43000130/2004/TO1/43/2/1/RH18, "V., Ramón Rito s/ Incidente de recurso extraordinario".


    S., Alberto Daniel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/179/1/1/RH40, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Calificación legal. Crímenes de lesa humanidad. Incompetencia. Improcedencia del recurso. Non bis in ídem. Falta de fundamentación. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 1875/2009/14/21/1RH4, "R., Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario".


    En cuanto a la invocada transgresión de la garantía del ne bis in idem, la parte no ha dado cumplimiento al recaudo de fundamentación suficiente que establece el artículo 15 de la ley 48. En efecto, en su presentación no se hace cargo de refutar la consolidada doctrina sentada por la Corte en el precedente de Fallos: 330:3248, según la cual si aparecen nuevos hechos o pruebas que puedan permitir la determinación de los responsables de crímenes de lesa humanidad, se deben reabrir las investigaciones que han sido previamente clausuradas mediante resoluciones conclusivas. Ello es así porque los instrumentos internacionales que establecen esa categoría de delitos, así como el consiguiente deber para los Estados de individualizar y enjuiciar a los responsables, no contemplan, y por ende no admiten, que esta obligación cese por ninguna medida que disuelva la posibilidad de reproche. La pretensión del recurrente es improcedente con base en la conocida doctrina del Tribunal, según la cual la cuestión federal planteada se toma insustancial cuando una clara jurisprudencia, indudablemente aplicable a ella, impide toda controversia seria respecto de su solución, a raíz de que el recurrente no aduce razones que pongan en tela de juicio la aplicabilidad del precedente o importen nuevos argumentos que puedan llevar a una modificación de lo establecido en aquél.


    M. de H., José Alfredo y otros s/ Secuestro extorsivo y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1875/2009/13/2/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sobreseimiento. Improcedencia del recurso. 


    La Corte ha establecido que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos interpuestos ante ellos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, criterio que sólo admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.


    M. de H., José Alfredo y otros s/ Secuestro extorsivo y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1875/2009/15/1/1/RH5, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 


    Dado que la Corte ha señalado reiteradamente que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y que si la pretensión del recurrente carece de objeto actual su decisión es inoficiosa, la cuestión planteada ha devenido abstracta.


    R., Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1875/2009/14/2/1/RH4, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Jurisprudencia vinculante. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 373/2011/TO1/85/1/1/RH26, "V.,Jorge Héctor s/ Legajo de casación".


    H. A., Emilio Alberto s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 373/2011/TO1/83/2/RH25, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sobreseimiento. Faltas relacionadas con la evaluación del impacto ambiental. Cuestión no federal. Desestimación del recurso. 


    La presentación directa de la querella debe ser desestimada pues, si bien en su apelación la recurrente esgrime como motivo último de su impugnación la protección del derecho a un ambiente sano que garantiza el artículo 41 de la Constitución Nacional, lo cierto es que sus objeciones se dirigen exclusivamente contra la interpretación de la actividad probatoria que se produjo ante el juzgado de instrucción y en la que se basó la decisión de sobreseimiento, sin atender a las razones en que los magistrados de la causa fundaron los pronunciamientos que la parte ataca. A este respecto, tal como lo ha sostenido reiteradamente la Corte, el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la causa en temas de prueba y de derecho común que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema. De acuerdo con esa jurisprudencia, la doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera o cuarta instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente garantizado.


    D. N., Luis Carlos s/ Averiguación de delito


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 24498/2014/6/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Jurisprudencia vinculante. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 373/2011/TO1/85/1/1/RH26, "V., Jorge Héctor s/ Legajo de casación".


    T., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000982/2009/TO1/37/1/1/1/RH20, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Declaración autoincriminante. Declaración testimonial. Declaración del imputado. Terceros. Teoría del fruto del árbol venenoso. Valor probatorio. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Cámara de Casación fundó su decisión de revocar la sentencia condenatoria de uno de los imputados y absolverlo de los hechos por los que había sido acusado, en una irrazonable interpretación del artículo 18 de la Ley Fundamental que, a su vez, condujo a los magistrados a la errónea aplicación de la teoría del árbol envenenado. Si bien la Corte tiene dicho que no es posible aprovechar las pruebas obtenidas con desconocimiento de las garantías constitucionales, aun cuando presten utilidad para la investigación, pues ello compromete la buena administración de justicia al pretender constituirla en beneficiaria del hecho ilícito por el que se adquirieron tales evidencias, el Tribunal también ha establecido que, a fin de determinar si de lo actuado surge una real afectación de los preceptos constitucionales, es preciso, por un lado y como ocurre con cualquier norma, interpretar la garantía de modo tal que no se prescinda de sus términos o se desvirtúe su sentido y, por el otro, realizar un exhaustivo análisis de las circunstancias que rodearon cada situación en concreto. Precisamente esta doctrina de la Corte es la que ha desatendido el a quo al resolver del modo en que lo hizo, y ello, por un doble orden de razones. Primero, porque juzgar la legalidad de la declaración de un imputado exigía dilucidar previamente un estándar razonable para la aplicación del artículo 18 de la Constitución Nacional, sobre la base del cual se pudiera ponderar, en el caso concreto, la situación particular de quien resultaba una persona de interés para la pesquisa a fin de determinar si correspondía tratarla como testigo o imputado. Segundo, porque la verificación del estado de cosas que, al decir de los magistrados, impedía recibirle declaración testimonial debió ser realizada por ellos situándose en el momento anterior a la toma de esa declaración, sin prescindir, como lo hicieron, de la perspectiva de los funcionarios policiales –así como tampoco de la del fiscal y juez intervinientes-, ni de una adecuada consideración de las circunstancias concretas de sus actuaciones que demuestran que la responsabilidad de uno de los imputados en el caso fue descubierta de modo progresivo concatenado a la realización de medidas adicionales de su declaración testimonial. La garantía contra la autoincriminación forzada que emerge tanto del artículo 18 de la Constitución Nacional, como de los artículos 14.3 «g» del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8.2 «g» de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, consiste en la prohibición de compeler a un imputado a declarar contra sí mismo, y que tal precepto constitucional no sólo consagra el derecho de quien es objeto de imputación penal a guardar silencio sino que excluye también a su respecto la posibilidad de que se le exija declarar bajo juramento o promesa de decir verdad. Ello es lógica consecuencia del derecho fundamental de defensa en juicio, en virtud del cual toda persona, desde el momento en que es objeto de una imputación penal por parte de un órgano estatal, tiene el derecho inalienable de defenderse de ella. La forma más básica de defensa en juicio se concreta en el reconocimiento del derecho a ser oído sobre esa imputación. Si hay un derecho a ser oído hay, en primer lugar, un derecho a declarar, que se ejerce de modo libre y facultativo y sobre cuyo ejercicio el imputado es quien tiene el señorío. Es en este contexto que se comprende por qué el derecho a no declarar bajo juramento o promesa de decir verdad, y a obtener protección jurídica contra cualquier acto estatal que persiga soslayar ese derecho, constituye un "privilegio" del imputado en causa penal, más no un derecho general del que gozan otras personas llamadas a realizar declaraciones en un proceso, como sucede, entre otros, con los testigos. De allí la importancia del criterio para resolver bajo qué circunstancias una persona que resulta prima facie de interés para la investigación debe ser tratada como testigo o como imputado. Y, a este respecto, es preciso señalar que la mera existencia de una sospecha no puede ser el criterio diferenciador, pues una sospecha genérica, sobre todo en los albores de la investigación, puede existir también respecto de personas que no revisten la condición de imputados, sino de simples testigos, como lo revela la propia ley en el artículo 281 del Código Procesal Penal de la Nación. El planteamiento de la doctrina consiste en diferenciar según la intensidad de la sospecha. La "mera o vaga sospecha" no basta para adquirir la condición de imputado y hacer operativa la garantía en examen. Antes bien, se requiere, como mínimo, que la sospecha se haya "concretado" es decir, que existan puntos de partida concretos que, según la experiencia criminalística, hagan aparecer como posible la intervención de la persona en la comisión de un delito. Por debajo de ese umbral, por ejemplo, en el caso de meras conjeturas o corazonadas no fundamentables objetivamente, la persona contra la que se dirigen no reviste aún la calidad de imputado. Con otras palabras, hasta que no se concretiza esa vaga sospecha, el "sospechoso" es, en tanto sea reclamado como medio de prueba personal subjetiva, un testigo. De ello se sigue que no toda declaración que se le requiere a aquél sobre el que pesa una sospecha vaga o genérica es inminentemente una declaración que conlleva la prohibición de que se la tome bajo juramento de decir verdad. Por el contrario, existe con frecuencia, particularmente en los inicios de cualquier investigación criminal, un estadio en el que no es posible requerirle todavía a los funcionarios que determinen, entre las personas que revisten interés para la pesquisa. Quiénes detenga la calidad de testigo y quiénes de imputados. Así, supuesto que al arribar al lugar del hecho ilícito denunciado todas las personas resultan a priori sospechosas, pero ninguna de manera suficientemente concreta para ser considerada imputada, es evidente que los investigadores no sólo pueden sino que además deben dirigirles las preguntas necesarias, sin que previamente se los instruya como imputados, hasta que la pesquisa se encause en una dirección de terminada y eventualmente, también se concrete la sospecha genérica que pesaba sobre alguna de ellas. Afirmar lo contrario no sólo tomaría inoperante el citado artículo 281 del Código Procesal Penal de la Nación sino que, como bien señala el recurrente, conduciría a negar la progresión propia del conocimiento de cualquier investigación y a fijar un estándar extremadamente estrecho, en virtud del cual, las fuerzas de seguridad no pueden abordar prácticamente a ningún individuo cercano a un suceso delictivo, a riesgo de que la información reunida carezca de valor alguno en caso de que más tarde se determine su participación en el hecho. Una conclusión tal desatiende que, como ha señalado el Tribunal, las medidas en la instrucción "parten precisamente de un campo de ignorancia que ellas están destinadas a eliminar". En cuanto a la aplicación de la regla de exclusión probatoria que, en el caso, y por efecto de la declaración de la nulidad que se cuestiona, condujo al a quo a dictar la absolución de uno de los imputados, cabe recordar que, a través de la aplicación de dicha regla, se imposibilita que una decisión judicial adversa para el titular de la garantía constitucional de la que se trate, se funde en elementos de prueba obtenidos mediante su inobservancia o en violación de las formas previstas en su reguardo. La garantía proscribe todo ejercicio de coerción para obligar a un imputado a declarar contra sí mismo fundamenta además un deber de informarle sobre el derecho que le asiste de abstenerse a declarar. Pero no todas las formas de afectación de la garantía revisten la misma gravedad ni tienen por qué tener los mismos efectos. Concretamente, a diferencia de la tortura y de los tratos crueles, inhumanos o degradantes, es decir, de las formas de coerción que constituyen, además de una afectación de la garantía, una grave violación de los derechos humanos, los deberes de relevar del juramento e informar sobre la facultad de abstenerse a declarar, de los artículos 296 y 298 del Código Procesal Penal, reconocen como fundamento exclusivo el de asegurar el derecho del imputado a decidir libremente la estrategia de su defensa, de modo que su inobservancia sólo afecta sus derechos pero no los de terceros. Una referencia al derecho comparado permitirá confirmar la conclusión a la que aquí se ha arribado, concretamente, a los parágrafos 163 a, IV, y 136, I, 2, de la Ordenanza Procesal Penal alemana y a los criterios que, en el marco de la interpretación de esas normas, han elaborado la doctrina y la jurisprudencia de ese país como modo de dar respuesta a la misma cuestión que aquí interesa. Se trata de una comparación pertinente, pues las normas que se toman como referencia se insertan en una regulación de derecho procesal penal moderno basado en los mismos principios constitucionales que informan nuestro ordenamiento jurídico. Del mismo modo que sucede en los artículos 296 y 298 del Código Procesal Penal de la Nación, los parágrafos mencionados establecen un deber de informar al imputado acerca del derecho que le asiste de abstenerse de declarar. Y atendiendo específico de ese deber, que no es otro que el de asegurar el derecho del imputado a decidir libremente la estrategia de su defensa, la doctrina y jurisprudencia se inclinan por considerar que la circunstancia de que un coimputado no haya sido informado de su derecho a no declarar determina que su declaración no se puede usar en su contra, pero no impide que pueda ser valorada en contra de otro coimputado. En otras palabras, la prohibición de valoración no se extiende a terceros.


    K., Hernán Pablo y otro s/ Privación ilegal de la libertad con muerte (Artículo 142 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29646/2013/TO1/19/1/RH3, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio culposo. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal. Asimismo ha señalado que le corresponde al Tribunal decidir si existe o no el supuesto de arbitrariedad de sentencias, lo cual no releva a los órganos judiciales de resolver circunstanciadamente si la apelación federal, valorada, cuenta con fundamentos suficientes para dar sustento a la invocación de un caso de excepción, ya que de ser seguida la orientación opuesta, debería admitir que su jurisdicción extraordinaria se viese, en principio, habilitada o denegada sin razones que avalen uno u otro resultado, lo cual irroga un claro perjuicio al derecho de defensa de los litigantes y al adecuado servicio de justicia de la Corte. El tribunal superior local denegó arbitrariamente el recurso de inaplicabilidad de ley y luego el extraordinario federal. Ello es así porque el Fiscal General había planteado en forma fundada los defectos de ese carácter que exhibía la absolución dictada por la Cámara de Apelación, materia en virtud de la cual el a quo debía sortear los límites previstos en el artículo 494 del código procesal, habilitar su jurisdicción y pronunciarse para -en todo caso- dejar expedita la vía federal; asimismo, desestimó el recurso extraordinario federal sin examinar que la presentación de la Procuradora General ante la Corte provincial contaba con fundamentos suficientes que sustentaban el supuesto invocado. En el sub lite la arbitrariedad alegada radica en la apreciación de las pruebas que acreditan la autoría del imputado, cuestión que, en principio, es facultad de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria. Sin embargo, en la medida que la absolución dictada por la Cámara no cumple con la exigencia que las sentencias deben estar fundadas y constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas, se configura una excepción que habilita la intervención del Tribunal que se reclama con base en la doctrina de la arbitrariedad, que procura asegurar las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan al Ministerio Público. La impugnación resulta formalmente procedente La tacha de arbitrariedad no es aplicable a la mera discrepancia del apelante con la apreciación crítica de los hechos de la causa y la interpretación de las pruebas y normas de derecho común y procesal efectuadas por el tribunal que decidió el juicio. Mas, ese principio debe ceder si el razonamiento argumentativo que sustenta el fallo lleva a prescindir e invalidar pruebas infringiendo, por un exceso ritual manifiesto, las reglas de la sana crítica judicial de modo tal que, en el caso, prime una solución claramente contraria a la lógica y la experiencia, esto es, al correcto entendimiento judicial. la decisión del a quo se aparta de la doctrina elaborada por el Tribunal conforme a la cual si bien los temas vinculados a la admisibilidad de los recursos locales resultan ajenos a la instancia del recurso extraordinario, por revestir carácter netamente procesal, a partir de los precedentes "Strada" (Fallos: 308:490) y "Di Mascio" (Fallos: 311:2478), ha precisado que las limitaciones de orden local no pueden ser invocadas por los máximos tribunales provinciales para rehusar el abordaje de las cuestiones federales sometidas a su conocimiento. En virtud de los precedentes citados, corresponde que el a quo soslaye los límites previstos en el artículo 494 del código procesal de la provincia y trate la impugnación de la absolución con base en la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    C., Oscar Alberto s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2186/2017/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Hábeas corpus. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Tiene establecido la Corte que los pronunciamientos de los tribunales superiores de provincia sobre la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48. En el sub lite no corresponde hacer una excepción a la regla, desde que la resolución impugnada se fundó en la interpretación corriente de la norma, que surge del tenor literal de su texto, en cuanto prevé que el hábeas corpus procede ante un acto u omisión de autoridad pública que implique una limitación o amenaza actual de la libertad ambulatoria sin orden escrita de autoridad competente (conf. artículo 3°, inciso 1°, de la ley 23.098), situación que de manera indisputable no se verifica en el caso, ya que los afectados recuperaron su libertad por disposición del fiscal, al cual la policía dio la debida intervención, pocas horas después de su detención y antes de que el reclamo fuera presentado. Es cierto que la defensa planteó en la apelación extraordinaria que para garantizar el derecho a una tutela judicial efectiva los tribunales de la causa deberían haber flexibilizado su interpretación acerca de las condiciones de procedencia de la acción, de conformidad con la doctrina de Fallos 324:5 y 4061 relativa a los casos que escaparían de la revisión oportuna del Tribunal a raíz de la rapidez del desenlace de la situación que los origina, pero en los que la instancia se habilita porque son susceptibles de repetición y suscitan cuestiones constitucionales trascendentes. Sin embargo, aun cuando no lucen debidamente fundadas las razones para asimilar casos a los que motivaron tan excepcional doctrina, el argumento ha sido sucintamente respondido por el a quo al señalar que, recuperada la libertad ambulatoria de los causantes, el control judicial del comportamiento de las autoridades intervinientes se puede lograr a través de la vías procesales ordinarias a las que los interesados pueden acudir sin restricciones. Ese fundamento, por mínimo que pueda ser juzgado, coloca a la sentencia a reparo de la tacha de arbitrariedad, cuyo carácter excepcional es sabido, en especial, cuando se refiere a las decisiones de los superiores tribunales de provincia sobre los recursos extraordinarios locales, ya que sólo cabe admitirla en supuestos de desacierto u omisión de gravedad extrema, deficiencias lógicas en el razonamiento o ausencia total de fundamento normativo.


    L. R., Norma y otros s/ Queja por denegación de recurso de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 708/2017/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La mayoría del a quo fundó su decisión, por un lado, en la verificación del requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, y, por otro lado, en la presencia en el caso de las razones humanitarias que inspiran el instituto, al tener en cuenta los problemas de salud del imputado. Acierta el recurrente al calificar de arbitraria esa decisión, en tanto los argumentos que la sustentan se basan en fundamentos aparentes que la descalifican como acto jurisdiccional válido. Surge también de la jurisprudencia de la Corte, en tanto ha establecido que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.


    I., Rodolfo Daniel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000367/2003/8/1/1/RH31, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defraudación. Cuestión federal. Crímenes de lesa humanidad. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte ha establecido que si bien los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48, en tanto no constituyen sentencia definitiva, cabe hacer excepción a ese principio cuando comportan la denegatoria del fuero federal. Los agravios formulados por los querellantes suscitan cuestión federal suficiente, toda vez que invocan la arbitrariedad de lo decidido por el tribunal oral en cuanto a que los hechos investigados no integran una maniobra como la mencionada, por lo que debe descartarse que los imputados puedan tener algún tipo de responsabilidad penal derivada de delitos calificados como de lesa humanidad, cuya investigación exhaustiva es un compromiso asumido por el Estado argentino frente a la comunidad internacional. Dicho de otro modo, el planteo de las recurrentes implica que el tribunal oral, al resolver como lo hizo, ha puesto en riesgo aquel compromiso de la Nación, por lo que su tratamiento es pertinente por la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48. Tal como se señala en el recurso federal, resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el precedente "Di Nunzio", conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de "tribunal intermedio".


    C., Juan Carlos y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6611/2004/TO1/2/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    No se advierte en el sub examine las razones humanitarias que justifiquen la concesión de la detención domiciliaria, ya que no se ha demostrado que las patologías del detenido no podrían ser tratadas adecuadamente si continuara en prisión, así como tampoco se ha explicado por qué debería concluirse que aquél se encontraría en mejor condición de ser asistido si permaneciera en su domicilio. Al tener en cuenta que el estándar aplicable a casos como el analizado es que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, asiste razón al recurrente al tachar de arbitraria la decisión impugnada pues, de acuerdo con lo expuesto, carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    P., Luis Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 93001074/2009/TO1/49/2/1/RH13, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Derechos humanos. Adultos mayores. Cuerpo médico forense. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Facultades del juez. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Mantenimiento del recurso. 


    Al tener en cuenta que el estándar aplicable es que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, asiste razón al recurrente al tachar de arbitraria la decisión impugnada pues, carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    F., Roberto Julio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/TO15/6/3/1/RH42, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recusación por prejuzgamiento. Apartamiento del juez. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Es doctrina de la Corte -salvo la mejor interpretación que de sus fallos pudiera hacer el Tribunal- que la imparcialidad del tribunal se ve afectada si sus integrantes se pronunciaron anteriormente sobre los mismos hechos que deben juzgar, al haber dictado sentencia condenatoria respecto de otros imputados, sólo en la medida en que en esa decisión se hubieran referido a la intervención punible de quien aún se deba someter al debate. No estamos frente a ese supuesto cuando ninguno de los fragmentos de la sentencia emitida por los jueces recusados revela un adelantamiento de su opinión acerca de la participación y la culpabilidad del imputado en los hechos. De ser el caso, la decisión impugnada mediante recurso federal debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, al carecer de fundamento idóneo.


    F., Horacio Luis y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO2/64/1/1/RH34, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Nulidad de actos procesales. Declaración indagatoria. Auto de procesamiento. Cuestión federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Derechos y garantías constitucionales. Defectos en la fundamentación normativa. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328:1108).


    La Corte tiene establecido que el recurso extraordinario resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, sin embargo, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que también ampara a este Ministerio Público. Por un lado, la resolución que declaró la nulidad de la indagatoria y del auto de procesamiento del imputado en lo referido únicamente a los hechos aludidos es equiparable a sentencia definitiva en tanto al haberse fundado en que esos actos procesales afectaron la garantía del derecho de defensa que impide la múltiple persecución penal, pone fin a la pretensión de la acusación de impulsar la acción en relación con aquellos sucesos. Por otro lado, no puede admitirse, que el Ministerio Público Fiscal no invocó ninguna cuestión federal. En efecto, esa parte fundó su planteo en el alcance e inteligencia que debe otorgarse a la garantía ne bis in idem, receptada expresamente en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por lo que se configura en el caso el supuesto previsto en el artículo 14, inciso 3°, de la ley 48, al haber decidido el a quo, así como el tribunal de segunda instancia, en contra de aquel planteo. En suma, el recurso extraordinario deducido por el señor Fiscal General es procedente, en tanto fue interpuesto contra una decisión del superior tribunal de la causa, equiparable a sentencia definitiva, sustentada en afirmaciones meramente dogmáticas que le dan fundamento solo aparente y que la descalifican, en consecuencia, como acto jurisdiccional válido. Desde esa perspectiva, resulta aplicable al sub examine la doctrina conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de "tribunal intermedio".


    H., Omar Elisendo y otro s/ Legajo de apelación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7273/2006/112/1/RH10, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Cuerpo médico forense. Mantenimiento del recurso. 


    Cabe recordar al respecto que el estándar aplicable a casos como el sub examine -salvo una mejor interpretación que de sus propios fallos pueda hacer el Tribunal- es que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. La Corte también ha señalado que los jueces, cuando se pronuncien sobre la procedencia de la detención domiciliaria con base en el estado de salud del interesado, tal como ocurrió en el sub examine, no pueden prescindir del asesoramiento del Cuerpo Médico Forense.


    B., Adalberto Osvaldo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/4/2/1/1/RH130, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Apartamiento de la doctrina de la Corte. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al punto III del dictamen cuyos fundamentos y conclusiones compartió la Corte en el fallo FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Por otro lado, el estándar aplicable -salvo una mejor interpretación que de sus propios fallos pueda hacer el Tribunal- es que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. En tal sentido, cuando la decisión impugnada mediante recurso federal ha frustrado la vía invocada por el representante de este Ministerio Público sin fundamentación idónea, debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    B., Jorge Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000075/2012/TO1/31/2/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Derechos humanos. Adultos mayores. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al punto III del dictamen cuyos argumentos y conclusiones hizo suyos la Corte en el fallo FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.


    G., Juan Eduardo s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 54000011/2010/19/2/RH5, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Excarcelación. Caución juratoria. Prisión preventiva. Mantenimiento del recurso. 


    Cabe recordar que en el precedente "Acosta" (Fallos: 335:533) se ha establecido, salvo la mejor interpretación que de sus propios fallos pudiera hacer el Tribunal, que la ley 24.390, tras la reforma introducida mediante la ley 25.430, permite superar el plazo máximo de la prisión preventiva, previsto en su artículo 1, cuando se verifiquen circunstancias excepcionales que lo justifiquen. En ese precedente la Corte ha precisado cuáles son las cuestiones de hecho y de derecho que deben ser analizadas en casos como el sub examine para decidir acerca de la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva, y no advierto que el a qua haya cumplido satisfactoriamente con ese análisis. Entre tales cuestiones, la Corte señaló (a) la complejidad del caso; (b) los obstáculos que pueden oponerse a la investigación, como la circunstancia de que los delitos como los que integran el objeto de esta causa fueron cometidos desde el Estado y conforme a un aparato con participación de múltiples personas, que pueden contar aún hoy con encubridores y partícipes desconocidos; (c) la enorme cantidad de trabas que ha debido superar el juzgamiento de estos delitos; (d) la normativa internacional que prohíbe permitir su impunidad; (e) el general deber de afianzar la justicia emergente de la Constitución (Fallos: 335:533, considerando 24 del voto de la mayoría). Por otro lado, al afirmar el especial deber de cuidado que pesa sobre los magistrados para neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en procesos en los que se imputan delitos de lesa humanidad, se sostuvo que ese deber quedaría insatisfecho si en la decisión evaluada, tal como ocurre en el sub examine, no se analizaran, teniendo en cuenta las condiciones personales del imputado, cuáles son las medidas restrictivas de la libertad, menos lesivas que el encarcelamiento, que mejor garantizarían los fines del proceso.


    J., Eusebio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 54004077/1975/TO4/12/1/1/RH5, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fundamentos desarrollados por el Fiscal General.


    En cuanto a la arbitrariedad del pronunciamiento impugnado, la conclusión se apoyó en afirmaciones dogmáticas que le otorgaron una fundamentación sólo aparente desde que la sentencia sólo se invocó, de manera general, el modelo de proceso acusatorio que diseña nuestra Constitución Nacional, sin analizar su alcance respecto de la materia debatida en el sub examine, cotejarlo con las disposiciones del Código Procesal Penal de la Nación, ni relacionarlo con las concretas circunstancias del caso, deficiencia que, no resultó subsanada por la mera cita de anteriores decisiones de esa cámara, ni de precedentes de la Corte que, versaron sobre una situación diferente de la del sub lite. El fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del proceso y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.


    G., Pablo Nahuel s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20117/2017/5/2/1/RH1, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Adhesión al recurso. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho el Tribunal que “es propio de la interpretación indagar, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, lo que ellas dicen jurídicamente, es decir, en su conexión con las demás normas que integran el ordenamiento general del país”, y que si bien la primera fuente de interpretación de la leyes su letra “a ello cabe agregar que su comprensión no se agota con la remisión a su texto, sino que debe indagarse, también, lo que ella dice jurídicamente, dando pleno efecto a la intención del legislador, y computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional". Por otra parte, si bien la cuestión relativa a la adhesión al recurso de otra parte, por tratarse de un tema de derecho procesal, es, en principio, propia de los jueces de la causa e irrevisable en la instancia extraordinaria, ello no constituye óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades permite hacer la excepción posible a esa regla general, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Es uno de esos casos de excepción, cuando la conclusión a la que llegó la mayoría del a quo sobre ese asunto es resultado de una inadecuada comprensión de las normas aplicables, en la medida en que su análisis se ciñó al texto de los artículos 453 y 465 del Código Procesal Penal de la Nación y no sólo ha omitido valorar esas disposiciones en armonía con el mandato constitucional (artículo 120) del Ministerio Público Fiscal de velar por los intereses generales de la sociedad y defender la legalidad de la actuación de las instituciones y el respeto de los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos, facultándolo a promover la actuación de la justicia, sino que también ha privado de su completa significación a la regla general prevista en el artículo 439 del texto original de aquel ordenamiento procesal, mantenida en los mismos términos en ocasión de la reforma del año 2008. En efecto, dicho artículo, al establecer que “el que tenga derecho a recurrir podrá adherir al recurso concedido a otro siempre que exprese, bajo pena de inadmisibilidad, los motivos en que se funda”, reconoce a todas las partes del proceso la facultad de adherir a la impugnación concedida a otro, sin distinción, y sin discriminar fundamentos, que pueden ser contrarios o similares a los del recurso al que se formula la adhesión. Respecto del fondo del asunto, la decisión del a quo no sólo debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, por ser el producto de una defectuosa y fragmentaria evaluación de la prueba y constancias de la causa, y haberse apoyado en afirmaciones dogmáticas e inferencias sin sostén jurídico que no sólo parecen responder a la exclusiva voluntad de los jueces, sino que además implicó desoír el mandato impuesto por la Corte en su anterior sentencia en estos autos, en el que se precisaron las pautas de fundamentación que debían ser respetadas en el nuevo pronunciamiento, lo que demuestra un manifiesto desinterés en acatar las decisiones del Tribunal que, ciertamente, implica un desconocimiento de la superior autoridad de la que está institucionalmente investida la Corte Suprema.


    Z., Luis Alberto y otro s/ Legajo de casación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13754/2004/7/2/RH2, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso de casación penal. Sobreseimiento. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 13754/2004/7/2/RH2, “Z., Luis Alberto y otro s/ Legajo de casación”.


    Recurso Queja n° 3 - Legajo n° 7 - Sobreseído: Z., Luis Alberto y otro s/ Legajo de casación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13754/2004/7/3/RH3, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Violación de las formas procesales. Remisión del expediente. Sentencia absolutoria. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas, la calificación de la imputación y la aplicación de normas de derecho común constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Corresponde hacer lugar al recurso federal deducido y dejar sin efecto la sentencia impugnada pues, en los casos que se anula una sentencia por inobservancia de normas procesales, el código aplicable prevé una solución distinta a la adoptada por el a quo, como lo es el reenvío del proceso al tribunal que corresponda para su substanciación. Por ello, dado que la decisión de la cámara se aparta de esa norma vigente, sin haber declarado su inconstitucionalidad, ni haber explicado por qué otra razón correspondería prescindir de ella, se advierte en el caso una de las causales de arbitrariedad, de acuerdo con la inveterada jurisprudencia de la Corte a ese respecto.


    A., R. H. y otros s/ Querella


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 81810081/2010/TO1/60/RH10, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo con armas. Contrabando de estupefacientes. Unificación de penas. Revocación de la condena condicional. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Mantenimiento del recurso. 


    La resolución de la cámara no es la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que toda parte tiene derecho, por lo que corresponde, su descalificación a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. En efecto, el artículo 27 del Código Penal es explícito en cuanto a que una condenación condicional, "se tendrá como no pronunciada si dentro del término de cuatro años, contados a partir de la fecha de la sentencia firme, el condenado no cometiere un nuevo delito". Si lo cometiera, "sufrirá la pena impuesta en la primera condenación y la que le correspondiere por el segundo delito, conforme con lo dispuesto sobre acumulación de penas". La regla de la ley es simple y no deja lugar a dudas. El derecho que se le reconoce al condenado en los términos del artículo 26 del Código Penal depende de la condición de que no cometa un nuevo delito dentro del término de cuatro años desde la sentencia de condena. Ciertamente, una interpretación amplia del principio constitucional de inocencia, exige una sentencia judicial firme que declare con certeza la culpabilidad del condenado por la comisión del nuevo delito para efectivizar la revocación de la suspensión de la ejecución de la pena ya fijada por el crimen anterior. Sin embargo, esta interpretación razonable -que procede, vale aclarar, en el interés de las personas sometidas a persecución penal- no da motivo alguno para prescindir del texto transparente de la ley en cuanto a que la condición resolutoria es el hecho de la comisión de un nuevo delito dentro del plazo de cuatro años que la regla establece, y no la resolución judicial que así lo declara. Por ello, al anular la pena única impuesta, el a quo ha omitido así dar al sub examine la solución prevista en el texto preciso de la ley incuestionablemente aplicable a los hechos de la causa sin más apoyo que el de la apariencia de argumentos que, en rigor, no son tales. Sin perjuicio de ello, en los supuestos de segunda condena, el artículo 27, segundo párrafo, simple y explícitamente dispone que la suspensión es posible "si el nuevo delito ha sido cometido después de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la primera condena firme", y que el plazo se eleva a diez años si "ambos delitos fueran dolosos". De acuerdo con el texto inequívoco de la ley que rige el asunto, cuya validez constitucional no ha sido puesta en cuestión, el régimen de condenación condicional de los artículos 26 y siguientes del Código Penal no rige para quien ha recibido una segunda condena por un hecho cometido menos de un año después de que quedara firme su condena anterior.


    S., Eduardo Rigoberto s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2656/2011/TO1/4/1/RH1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Acuerdo y voto individual. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Lo contrario importaría admitir que las sentencias de los tribunales colegiados pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, cuando, en rigor, deben ser el producto de un intercambio de ideas. Por otro lado, las decisiones de la Corte están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, pero resulta insoslayable declarar la inexistencia de aquellas sentencias que carecen de los requisitos indispensables para ser consideradas un acto judicial válido.


    M. M., Marta s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 7273/2015/TO1/10/1/RH1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Excarcelación. Lavado de activos. Fraude a la administración pública. Arraigo. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    El recurso de casación fue denegado de modo arbitrario pues, mediante fórmulas dogmáticas y estereotipadas, omitió el tratamiento de los agravios que le fueron planteados, que distaban de consistir en una mera disconformidad con la decisión de la cámara de apelaciones. Ese déficit descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido, pues es insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteas serios y conducentes para la adecuada solución del caso. En virtud de lo expuesto, la Cámara Federal de Casación ha incurrido en arbitrariedad al restringir indebidamente el ingreso a una materia propia de su competencia, toda vez que el recurso interpuesto ante esa instancia reunía todos los requisitos de admisibilidad, razón por la cual su decisión importó la restricción de la vía apta para el examen de la arbitrariedad alegada en atención a su carácter de tribunal intermedio.


    H., Horacio J. s/ Infracción Artículo 303, extorsión, asociación ilícita e infracción Artículo 310, incorporado por Ley 26.733


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55652/2017/147/1/RH8, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lesiones culposas. Suspensión del juicio a prueba. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    El escrito del recurso extraordinario carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, pues sólo se formularon afirmaciones dogmáticas por las que no fueron rebatidas todas y cada una de las razones dadas por el a qua en la sentencia apelada.


    L., Leonardo Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12668/2014/TO1/2/1/RH1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sentencia absolutoria. Privación ilegal de la libertad con abuso de funciones. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Es uno de esos supuestos de excepción cuando la conclusión adoptada por el tribunal oral y confirmada por el a quo, sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de los elementos de prueba, y a la omisión de valorar argumentos conducentes para la correcta solución del caso, todo lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    D. B., Ramón Genaro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 85000120/2008/8/1/1/RH3, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Adultos mayores. Cuerpo médico forense. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Facultades del juez. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte ha establecido que los informes del Cuerpo Médico Forense no sólo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas, de modo que su intervención en casos como el sub examine es ineludible. En tal sentido, el a quo no desarrolló argumentos que demuestren que las patologías del imputado no pueden ser tratadas adecuadamente en la unidad donde estaba detenido, ni que su permanencia en la prisión habría afectado derechos fundamentales de modo ilegítimo. Desde esa perspectiva, si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión del a quo carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    T., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 33009927/2010/TO1/12/2/1/RH4, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Derechos humanos. Adultos mayores. Cuerpo médico forense. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Facultades del juez. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Mantenimiento del recurso. 


    No se advierten las razones humanitarias que justifiquen la concesión de la detención domiciliaría, ya que no se ha demostrado que las patologías del imputado no podrían ser tratadas adecuadamente si continuara en prisión, así como tampoco se ha explicado por qué debería concluirse que aquél se encontraría en mejor condición de ser asistido si permaneciera en su domicilio. En suma, el estándar aplicable es que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar. Por ello, asiste razón al recurrente al tachar de arbitraria la decisión impugnada pues, de acuerdo con lo expuesto, carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    C., Gustavo Adolfo s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO2/42/3/1/RH54, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recusación. Deber de imparcialidad. Jueces naturales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto al fondo del asunto, es acertado el planteo de la recurrente con el que objeta el modo en que el a quo evaluó la petición de la defensa dirigida a remover a un vocal del tribunal de impugnación en virtud de sus intervenciones anteriores en asuntos conexos con el que forma el objeto del presente proceso. De acuerdo con la doctrina de la Corte desarrollada a partir de los precedente registrados en Fallos: 328:1491 y 329:3034, cuando una parte promueve apartamiento de un juez en virtud de que su actuación judicial anterior inspiraría un fundado temor de parcialidad, corresponde que el tribunal que entiende en la recusación evalúe el contenido específico de las intervenciones particulares que ha realizado el magistrado, cuya imparcialidad se ha puesto en duda, para juzgar con base en el tenor que ellas hayan tenido, si existen razones objetivas capaces de socavar la confianza del justiciable en la objetividad del juzgador. Al no considerar de esa manera el sentido de lo actuado por el juez recusado, e invalidar así el rechazo de la petición de apartamiento que había sido dispuesto en la instancia anterior, el a quo no cumplió debidamente con la misión que le cabía de "evitar que el instituto de la recusación se transforme en un medio espurio para apartar a los jueces de su normal competencia atribuida por ley".


    R., Juan Carlos s/ Recurso de inconstitucionalidad penal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 474/2019/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prescripción de la acción penal. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Duración de la instrucción. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Los planteos en cuanto a la prohibición del doble juzgamiento y a la facultad de recurrir de la parte querellante no cuentan con la debida fundamentación. Tiene dicho la Corte que para la procedencia del recurso extraordinario federal no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. La situación planteada en torno de la garantía de ser juzgado en un plazo razonable el a quo desechó mediante afirmaciones dogmáticas y fundamentos sólo aparentes las consideraciones efectuadas por el tribunal oral acerca de la complejidad media del caso y la morosidad judicial que provocó la prolongación de su trámite por más de diecisiete años, y omitió analizar todos los criterios establecidos por la Corte para determinar la razonabilidad de la duración de un proceso, la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado, la conducta de las autoridades judiciales y el análisis global del procedimiento: Fallos: 335: 1126. Es síntesis, esas medidas que, según el pronunciamiento apelado, habrían complicado la investigación, fueron realizadas casi en su totalidad -salvo una- en menos de un año y medio. Sin embargo, el a quo omitió toda consideración al respecto, ni tomó en cuenta los demás actos de la causa para explicar los trece años que duró la etapa de instrucción. Las singulares circunstancias que acaban de reseñarse, y frente a un proceso que luego de veintitrés años de duración aún tiene pendiente la audiencia oral se estima que carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa, lo que autoriza su descalificación bajo la alegada doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad.


    Querellante: AFIP. Imputado: A., Guillermo Héctor s/ Incidente de prescripción de acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000419/2009/TO1/1/1/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública. Falso testimonio. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho común. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es de resorte exclusivo de los tribunales de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera o cuarta instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente garantizado. Los agravios esgrimidos en el recurso de casación no son idóneos para impugnar eficazmente, con base en la doctrina de Fallos: 328:1108, la decisión de desestimación de esa impugnación que el a quo apoyó en la interpretación del derecho procesal común que rige su competencia. Tampoco corresponde declarar admisible la apelación, en cuanto requirió la declaración de nulidad de la resolución impugnada con base en que uno de los vocales que conformó la mayoría había cesado en sus funciones como magistrado subrogante de la Cámara Federal de Casación Penal el día anterior al de la fecha de la sentencia. El planteo del apelante carece de la fundamentación mínima necesaria para que pueda ser considerado en esta instancia.


    A., Haydee Margarita y otro s/ Querella


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9548/2008/4/1/RH2, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Estupefacientes. Sobreseimiento. Doctrina de la arbitrariedad. Cámaras de casación. Doble instancia. Procedencia del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea y suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional, que también ampara al Ministerio Público Fiscal. Las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal resultan ajenas al ámbito del recurso extraordinario y que dicha regla cede en caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte, extremo que se verifica en la medida en que lo resuelto no constituye una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso, o cuando la sentencia omite el examen y resolución sobre alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado sea conducente para la adecuada solución de la causa. El recurso de casación se había argumentado en forma fundada porqué la decisión que confirmó el sobreseimiento era arbitraria, cuestión que debió ser tratada por el a quo de acuerdo a lo previsto en el artículo 456 y 457 del Código Procesal Penal de la Nación y en su carácter de tribunal intermedio a los efectos del artículo 14 de la ley 48. Por ello, al cerrar en forma dogmática su jurisdicción y dejar sin respuesta esos atendibles argumentos, su decisión configuró un supuesto de arbitrariedad que habilita la vía extraordinaria federal intentada. En el sub lite no procedía el sobreseimiento por falta de certeza negativa. La Corte ha sostenido que el efecto del sobreseimiento es cerrar de forma definitiva e irrevocable el proceso penal y su dictado en la etapa de instrucción reviste carácter excepcional, por ello debe provenir de una instrucción completa susceptible de producir en el juzgador la certeza de la concurrencia de laguna de las causales previstas en el código procesal. En suma, existe arbitrariedad suficiente para que la Cámara de Casación pudiera asumir el conocimiento propio de su competencia, corresponde que la decisión de a quo sea descalificada como acto judicial válido por apartarse de la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio” conforme la cual siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento, deben ser revisados previamente por la Cámara de Casación en su carácter de tribunal intermedio.


    S., Graciela s/ Legajo de apelación (Á., Camila y otros s/ Infracción Ley 23.737)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5743/2017/16/1/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Asociación ilícita. Apreciación de la prueba. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La decisión impugnada tiene, en el aspecto objetado, fundamentos sólo aparentes, lo que la descalifica, en esa medida, como acto jurisdiccional válido. Las cuestiones que se suscitan en relación con la valoración de las pruebas son de competencia exclusiva de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión por la vía del artículo 14 de la ley 48, la Corte puede conocer en los casos como el sub examine, cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, pues con ésta se procura asegurar la garantía constitucional del debido proceso, que también ampara a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.


    C., Guillermo Oscar y otros s/ Falsificación de documentos públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1231/2008/TO1/21/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Voto de los jueces. Reincidencia. Non bis in ídem. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    En esta materia la Corte ha sostenido en Fallos: 326:2783, con remisión al dictamen de la Procuración General, que la sentencia constituye una unidad lógico jurídica, cuya validez depende no sólo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal. En el mismo orden, el Tribunal también ha considerado que no obstante que lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. También asiste razón al magistrado recurrente respecto del agravio vinculado a la imposibilidad de valorar los antecedentes o la reincidencia como agravantes de la pena en virtud del principio ne bis in idem. El artículo 41, inciso 2°, del Código Penal dispone expresamente que para fijar la condena el tribunal deberá tener en cuenta tales parámetros. Así, en tanto el tribunal prescindió de aplicar la norma vigente sin declarar su inconstitucionalidad, configuró una causal de arbitrariedad que descalifica su pronunciamiento. Además, la decisión recurrida se apartó del criterio que establece que si bien las sentencias de la Corte sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y ellas no resultan obligatorias para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber moral de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia salvo que proporcionen nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada. El a quo, si bien no declaró la invalidez constitucional del instituto de la reincidencia, afirmó su contrariedad con el principio del ne bis in idem y resolvió en consecuencia, sin esgrimir algún argumento que no fuera examinado en el precedente "L'Eveque" (Fallos: 311:1451) y con olvido de que la constitucionalidad del régimen de agravación de la pena por reincidencia ha sido reafirmada en "Arévalo" (Fallos: 337:637). Por último, la sentencia exhibe una nueva causal de arbitrariedad. El fiscal de juicio había requerido la inmediata detención de los condenados, como medida cautelar, fundado en el incremento del riesgo de fuga por el dictado de la condena a prisión efectiva. Al responder el a quo que la sentencia penal podría ser ejecutada recién cuando la condena quedara firme, luego del rechazo de la queja deducida por recurso extraordinario denegado, omitió tratar los argumentos que fundamentaban el pedido como medida cautelar, para evitar que se frustrara la ejecución de la pena. Es decir, se expidió por la negativa de la ejecución anticipada de la pena y soslayó el examen de la cuestión planteada en concreto por el Ministerio Público. Tal omisión habilita la instancia federal con arreglo a lo sostenido en Fallos: 325:2202 y 328:533, entre otros. Allí el Tribunal consideró que si bien los agravios deducidos contra el pronunciamiento remitían al examen de cuestiones ajenas al recurso extraordinario, ello no resultaba óbice para su apertura, cuando se había omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida. De igual forma, en Fallos: 322:2914 señaló que las sentencias que omiten considerar y decidir cuestiones oportunamente propuestas por las partes y conducentes para la solución del litigio, carecen de validez como actos jurisdiccionales y deben ser dejadas sin efecto.


    L., Mauricio Gastón y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 12000007/2011/TO4/26/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lavado de activos. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El apelante planteó una cuestión federal en los términos del artículo 14, inciso 3°, de la ley 48, por lo que resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual, sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público según lo decidido en el precedente de Fallos: 320:2145 respecto de cuestiones de derecho común o meros errores in procedendo, cuando está en juego el examen de un agravio de carácter federal no es posible soslayar la intervención de la Cámara Federal de Casación Penal como tribunal intermedio.


    A., Rubén Eduardo y otros s/ Infracción Artículo 303 y asociación ilícita


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 32191/2013/TO1/131/1/RH9, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Asociación ilícita. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Gravedad institucional. Sentencia arbitraria. Competencia del tribunal de casación. Mantenimiento del recurso. 


    El Tribunal ha prescindido de la regla según la cual las resoluciones en materia de competencia no habilitan la instancia extraordinaria si no media denegación del fuero federal, en supuestos que suscitaron un especial y grave interés institucional. En el sub lite, esas características surgen de la propia decisión del juez instructor. La condición central para la aplicación de la doctrina de la gravedad institucional está presente, ya que una organización criminal dedicada al espionaje y la extorsión, y a influir en cuestiones de Estado, que se encuentra enquistada en las instituciones fundamentales de la República y, cuenta con potencial para vulnerar a gran escala el ámbito privado de las personas, naturalmente plantea un caso que excede el interés de las partes directamente involucradas y conmueve a toda la sociedad. Esta causa y las que le son conexas han llegado a poner a prueba, ante los ojos del país, la eficacia y la objetividad de nuestra administración de justicia, sin que se establezcan distinciones de fuero o jurisdicción que, por lo general, escapan a la comprensión del lego. Por tal motivo, es indispensable que no subsista la menor duda de que tanto la acusación como la defensa han contado y contarán con las más amplias garantías para hacer valer sus respectivas pretensiones. Cualquier limitación infundada al ejercicio de esos derechos cobra en este caso grave trascendencia institucional, porque puede traducirse en menoscabo de la confianza que el pueblo deposita en el Poder Judicial. Mantener incólume esa confianza a través de la prudencia y sabiduría con que ejercita la facultad de revisión instituida por el art. 14 de la ley 48, es tal vez la más alta misión que haya sido confiada a la Corte. La vigencia de esos conceptos esenciales, plenamente aplicables al sub judice, y la certidumbre acerca del ejercicio irreprochable de la administración de justicia ante esta situación excepcional, exige a los tribunales de la causa seguir la citada doctrina de la Corte que autoriza dejar de lado limitaciones formales con el fin de dar una respuesta oportuna a un planteo importante que el Ministerio Público viene haciendo de manera coherente en todas las instancias, en especial cuando la pretensión consiste simplemente en que se aplique un criterio jurisprudencial muy asentado en los precedentes de la Corte para determinar la competencia en casos similares al presente en cuanto al tipo de delito y sus circunstancias de lugar. Más aún, cuando la excepción a ese criterio de atribución de competencia territorial, se admitió de manera señaladamente provisoria, al punto que el propio tribunal de casación consideró "inusual" ese énfasis, sin que de los términos del pronunciamiento surja que el argumento de la provisionalidad aparezca relacionado con alguna tarea pendiente de adquisición probatoria dirigida a demostrar la existencia de puntos de contacto relevantes con la jurisdicción territorial del juez; antes bien, no consta de las actuaciones que se tienen a la vista que los tribunales, hayan asignado nivel de probabilidad alguno a esa hipótesis, lo que torna arbitraria la decisión apelada, en tanto se apoya en un fundamento meramente aparente, por carecer de sustento en las constancias de la causa. En consecuencia, por tratarse de un caso apto para ser conocido por la Corte en atención a las ya mencionadas circunstancias de gravedad institucional y al estar en juego la garantía del juez natural, corresponde a la Cámara de Casación, como tribunal intermedio expedirse sobre el fondo de la cuestión.


    S., Carlos y otros s/ Asociación ilícita


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 88/2019/2/3/1/RH5, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 342:1376.


    G., José Pablo y otros s/ Homicidio agravado con ensañamiento - alevosía y secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91001989/2005/TO1/2/2/1/1/RH2, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso de queja.


    F., Calixto Luis y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000281/2009/TO1/4/1/1/RH1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Trata de personas. Mantenimiento del recurso. 


    Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son, en principio, ajenas a la instancia del recurso extraordinario. Sin embargo en este caso cabe hacer excepción a tal doctrina ya que la Cámara de Casación rechazó la pretensión recursiva del representante de este Ministerio Público de modo dogmático y sin considerar las particulares circunstancias sobre las que el fiscal recurrente se apoyó para alegar la equiparación del fallo de segunda instancia a una sentencia definitiva, por sus efectos concretos en el desarrollo del procedimiento.


    V., W. y otros s/ Infracción Artículo 145 ter – conforme Artículo 26, Ley 26.842


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27344/2017/5/1/RH3, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Planteo extemporáneo. Denegatoria del recurso. 


    La queja debe ser desestimada. Tiene establecido la Corte que las cuestiones relativas a la admisibilidad de recursos locales no son, en principio, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, respecto de los cuales la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Si bien tal criterio admite excepción, ello sólo es así cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio. Este no es uno de esos casos.


    A., Marcelo Orlando s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2389/2017/RH1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Portación ilegítima de armas. Sentencia condenatoria. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La apelante incumple el requisito de fundamentación suficiente exigido por el artículo 15 de la ley 48 para la admisibilidad del recurso al que refiere su queja; por lo que, ésta no es procedente. Por otra parte, en relación con la tacha de arbitrariedad respecto de la forma con la que el a quo entendió que la petición de la defensa sólo escondía, bajo el ropaje de una aparente cuestión federal, una crítica del mérito de la condena y su confirmación, la apelante no da cuenta de la doctrina de la Corte según la cual las cuestiones relativas a la admisibilidad de recursos locales no son, en principio, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, en especial cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, respecto de los cuales la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida. Si bien tal criterio admite excepción, ello sólo es así cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio. Debe recordarse que, de acuerdo con una tradicional doctrina constitucional de la Corte, no puede invocarse una afectación del derecho de defensa si la parte, a quien no se le ha negado el derecho a ser oída mediante la posibilidad de revisión judicial plena de la decisión de condena, no muestra que el trámite impreso a la causa la ha privado de defensas o pruebas que habrían podido incidir en la solución del caso.


    J., S. E. s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 779/2019/RH1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Formalidades procesales. Exceso ritual manifiesto. Non bis in ídem. Declaración indagatoria. Delitos contra la integridad sexual. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de las impugnaciones deducidas ante los tribunales de la causa son ajenas a la instancia del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a tal doctrina en casos como el presente, en que el a quo analizó los requisitos de procedencia del recurso de casación con excesivo rigor formal y omitió considerar las particulares circunstancias que llevaban a equiparar la decisión de la cámara de apelaciones a una sentencia definitiva. En el caso, ninguna relación tienen con las concretas circunstancias del sub examine las consideraciones sobre las que se apoyó la cámara de apelaciones para declarar inadmisible el recurso de casación. En efecto, en esa resolución, negó que se hubiera configurado un gravamen irreparable. Sin embargo, no se encuentra en discusión en el presente si los elementos incorporados a la causa generan sospecha suficiente para recibirle declaración indagatoria, ni si al efecto deberían llevarse a cabo otras medidas de prueba. El asunto consiste, en establecer si la condena dictada contra la imputada en orden a los delitos de favorecimiento y explotación de la prostitución, impide imputar ahora la comisión del delito de trata. Y la decisión impugnada, en cuanto se basó en la supuesta afectación de la mencionada garantía constitucional, rechazó de manera definitiva el ejercicio de aquella potestad del fiscal en relación con hechos cuya materialidad y prueba no han sido objeto de cuestionamiento ni examen en el presente por el juez de primera instancia, la cámara de apelaciones ni el a quo. En el presente, no se encuentra en debate la existencia de motivo bastante de sospecha para que el juez proceda a interrogar a la imputada. El objeto de discusión es previo a ese asunto, y radica en si la pretensión de formularle una imputación en orden al delito de trata de personas podría afectar, en las concretas circunstancias del sub lite, la garantía ne bis in idem. Por lo tanto, la decisión de la mayoría de la cámara de apelaciones que denegó el recurso de casación del fiscal no contó con fundamentación válida. Sin embargo, el pronunciamiento del a quo pasó por alto las consideraciones expuestas, conducentes para el examen y la correcta solución del caso, y declaró inadmisible la presentación directa de aquel magistrado mediante afirmaciones dogmáticas y fórmulas abstractas que carecen de referencia a las circunstancias del presente. De ese modo, además, dejó de lado una materia propia de su competencia como tribunal intermedio, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en el caso "Di Nunzio". Por último, ese defecto adquiere especial significación en el sub examine teniendo en cuenta el compromiso de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer plasmado en la Convención de Belém do Pará, tal como ha sido interpretado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y también por la Corte en el pronunciamiento que dictó en el caso "Góngora", Fallos: 336:392. En consecuencia, la sentencia no cuenta con sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Recurso queja n° 1 - Recurso queja n° 6 - Imputado: G., M. E. y otros s/ Infracción Artículo 145 bis conforme Ley 26.842 e infracción Artículo 145 ter conforme Artículo 26 Ley 26.842


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 14329/2013/6/1/RH2, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Suspensión del juicio a prueba. Falta de fundamentación. Principio pro homine. Denegatoria del recurso. 


    El escrito del recurso extraordinario carece de la debida fundamentación, pues sólo cuenta con afirmaciones dogmáticas por las que no se rebaten todas y cada una de las razones dadas por el a quo en la sentencia apelada. En efecto, se limitó a aseverar que en el sub lite no se ha explicado por qué cabría considerar que la conducta objeto del proceso, fue desarrollada por el imputado en el ejercicio de sus funciones, en los términos del séptimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal. En tales condiciones, al no haber expuesto otra inteligencia de la norma en cuestión más favorable dentro del límite de razonabilidad, la defensa tampoco demostró la alegada afectación del principio pro homine ni el apartamiento del criterio de interpretación establecido por la Corte en su pronunciamiento publicado en Fallos: 331 :858. En consecuencia, el escrito de la apelación no satisface el requisito de motivación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal, lo que determina su improcedencia.


    Recurso de queja n° 1 - Incidente n° 4 - Imputado: Z. D., Juan Pablo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11078/0/TO1/4/1/RH1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FBB 31000615/2010/T01/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    A., Juan Arturo s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO1/194/1/1/RH44, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 14000075/2012/TO1/31/2/1/1/RH2, “B., Jorge Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    C. S., Jorge Daniel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 93001074/2009/TO1/52/2/1/RH14, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 14000075/2012/TO1/31/2/1/1/RH2, “B., Jorge Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario”


    R., Germán Emilio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 93001074/2009/TO1/63/1/1/RH15, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Régimen penal cambiario. Mantenimiento del recurso. 


    En cuanto a la admisibilidad, la acreditación en el sub judice del requisito de sentencia proveniente del superior tribunal de la causa es sin menoscabo de lo expuesto sobre ese recaudo por esta Procuración General al expedirse en la causa CPE 819/2016/1/1/RH2, "K. F. A. S.A. y otros s/ Infracción ley 24.144. Denunciante Banco Central República Argentina"; y CPE 908/2014/2/RH2, "Recurso de Queja n° 2 - Imputado: P. – C. A. de C. y T. S.A. y otros s/ Infracción ley 24.144", y sus citas.


    P. C. A. de C. y T. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144. Denunciante: Banco Central República Argentina


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 908/2014/4/RH4, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión preventiva. Debido proceso. Facultades discrecionales del juez. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional invalido.


    Las condiciones necesarias para la imposición de la prisión preventiva se verificaban al momento de su dictado, y al no habilitarse la revisión que se pretende por esta vía se vería frustrada la naturaleza cautelar de la medida con menoscabo de los intereses por los que debe velar este Ministerio Público y la garantía del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual. Ello es así, por cuanto, de otro modo y no obstante la evolución posterior de la incidencia, el descubrimiento de la verdad y la aplicación de la ley podrían quedar al arbitrio de la voluntad de sujeción al proceso de la imputada. Es doctrina de la Corte que, en la medida en que exista la posibilidad de que el pronunciamiento ulterior del tribunal de la causa disipe los gravámenes alegados y las cuestiones que, como de naturaleza federal, se invoquen, podrán ser eficazmente reeditadas ante la Corte en oportunidad de impugnarse la sentencia definitiva. Sin embargo, las razones que plantea el impugnante se verifican en un ámbito de decisión en donde, no existe la posibilidad de aplicar este criterio. La discrecionalidad de los jueces al momento de evaluar las mentadas condiciones no debe ser absoluta e indemne a su control extraordinario cuando se trata de la alegación de la persistencia de un riesgo que puede importar, finalmente, que se vea frustrado el juzgamiento de delitos que por su magnitud y circunstancias de hecho, puede generar un perjuicio de imposible reparación ulterior, lo que habilita la vía intentada. La apelación federal es admisible pues el a quo basó su decisión, primordialmente, en que la parte recurrente no habría traído otros argumentos distintos que hicieren presumir que la imputada intentaría eludir la acción de la justicia o entorpecer la investigación, sin reparar en que la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal no había vertido en su resolución una adecuada fundamentación, a la luz de las razones que expresó el representante del Ministerio Público Fiscal, quien puso de manifiesto una pluralidad de factores de riesgo procesal que no fueron debidamente analizados. La decisión de la cámara de casación es arbitraria pues si bien los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquéllos que estimen pertinentes para la resolución del caso, la Corte también ha resuelto que son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso. Este criterio resulta de aplicación más rigurosa aun en supuestos como el presente, en que los agravios se encuentran vinculados a resoluciones que deciden sobre el derecho a permanecer en libertad mientras dure el proceso al que la Corte ha reconocido jerarquía constitucional. Asiste razón al fiscal general en su reclamo, pues la afirmación aislada de que la imputada posee arraigo suficiente, con base en que convive con su grupo familiar y ha residido siempre en este país, no basta para neutralizar el riesgo procesal de fuga, en función de las características y la gravedad de los hechos investigados, su magnitud económica, el grado organizativo desplegado; todo lo cual, llevó a la parte recurrente a considerar que tiene medios suficientes para subsistir alejada de la jurisdicción. Resulta inapropiado el razonamiento utilizado en el voto conjunto del a quo cuando infiere, luego de otorgada la excarcelación bajo caución real en una suma fijada en primera instancia y reducida por la cámara de apelaciones, que la ausencia de depósito por parte de la imputada contradiga el posible acceso a sumas millonarias de pesos y/o dólares, en el que la fiscalía también había fundado la existencia de riesgo procesal, pues esa omisión no es condición necesaria para desvirtuar el argumento del Ministerio Público. Tal conclusión sólo deriva de la presunción de un presupuesto fáctico que no está dado, esto es, que no depositó la suma únicamente porque no dispone de ella, descartando sin más otros motivos o circunstancias. Por lo tanto, una resolución judicial adoptada sobre esa base carece de una fundamentación adecuada. Además, la cámara de casación descartó de manera dogmática los agravios referidos a un eventual riesgo de entorpecimiento de la investigación en curso. En este sentido, lo cierto es que existían circunstancias objetivas de relevancia que no debían ser soslayadas por el a quo al momento de ponderar la existencia de peligro procesal, tales como las características personales de la imputada y la gravedad de los delitos por los que se encuentra acusada, con relación a conductas que el Estado Argentino ha asumido compromisos internacionales de investigar, enjuiciar y sancionar, en particular la delincuencia organizada y la delincuencia económica, incluido el blanqueo de dinero, y que constituyen pautas de trascendencia a los efectos del juicio prospectivo previsto en la normativa procesal. Por lo expuesto, la resolución apelada desechó contestar puntualmente esas objeciones y no explicó por qué se debía considerar que ya encontraban respuesta suficiente en el auto de la segunda instancia. Ese déficit descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido, pues es insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteas serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


    V., Verónica Inés s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 24168/2014/93/1/1/RH11, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Denegatoria del recurso. 


    No se advierte que los recurrentes hayan rebatido adecuadamente la decisión por la cual el a quo, sin rechazar la apelación federal, resolvió, con invocación de la doctrina de las sentencias incompletas, diferir la decisión acerca de su concesión hasta tanto el tribunal de juicio hubiese determinado el monto de la pena, y pudiese incluirse en el juicio de admisibilidad también el examen de los agravios que los impugnantes pudieran eventualmente formular contra lo resuelto en este último aspecto. Ese defecto no se subsana por la posterior presentación, cuando el expediente se hallaba ya radicado ante la Corte, de una copia de la resolución por la que el tribunal de juicio impuso la pena, pues ello no hace más que demostrar lo prematuro de la impugnación deducida. Máxime cuando podría resultar aplicable al caso la doctrina sentada en la causa C. 416, L XLVIII, "Chambla, Nicolás Guillermo y otros s/homicidio -causa n° 242/2009-", resuelta el 5 de agosto de 2014, de con formidad con lo expuesto en la sentencia emitida en la misma fecha en la causa "Duarte".


    G., Lucas Gabriel s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 628/2017/RH1, 27 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Defensa en juicio. 


    Los escritos de recurso extraordinario y queja presentados por el letrado del imputado, además de no cumplir con los requisitos de la Acordada 4/2007, contienen referencias que resultan ajenas a la litis y a los términos de la sentencia que recurre que indican que podría estar comprometido el derecho del encausado a una efectiva asistencia legal. En ese sentido, la Corte ha señalado en Fallos: 330:5052 que en materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa, el que debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de este modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio. Lo contrario no garantiza un verdadero juicio contradictorio. A fin de asegurar la garantía consagrada en los artículos 18 de la Constitución Nacional, 8.2 c y d de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.3 b y d del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, corresponde que la Corte remita las actuaciones a su origen a fin de que se provea lo conducente para que el imputado reciba una adecuada asistencia legal.


    L., Rubén Carmelo s/ Homicidio agravado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33993/2015/TO1/2/1/1/RH1, 30 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Superior Tribunal de la Causa. Costas. Gravedad institucional. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Al emitir dictamen en el caso CPE 819/2016/1/1/RH2, "K. F. A. S.A. y otros s/ infracción ley 24.144", esta Procuración General ha sostenido que corresponde aplicar a los procedimientos regulados por la ley 19.359 la doctrina según la cual el superior tribunal de la causa, en el sentido exigido para la impugnación prevista en el artículo 14 de la ley 48, es la Cámara Federal de Casación Penal, a la que debería ocurrir el apelante por la vía de los artículos 456 y siguientes del Código Procesal Penal de la Nación, antes de intentar, en su caso, el recurso extraordinario federal. No obstante, la modificación jurisprudencial propuesta en esas ocasiones no sería aplicable a los recursos que han sido interpuestos antes de la eventual sentencia de la Corte, y en observancia de la práctica judicial anterior, de conformidad con la doctrina de Fallos: 308:552 y 318:1508, en los que se dispuso la aplicación sólo prospectiva de los cambios jurisprudenciales en materia del requisito de tribunal superior de la causa resueltos en los precedentes de Fallos: 308:490 y 318:514, respectivamente. En cuanto a la naturaleza del agravio esgrimido por la recurrente, corresponde señalar que, como principio, lo atinente a la distribución de las costas, por su carácter fáctico y procesal, no es susceptible de tratamiento por la vía del artículo 14 de la ley 48. Sin embargo, cabe hacer excepción a esa regla cuando la decisión recurrida no es el acto jurisdiccional válido que garantiza el artículo 18 de la Constitución Nacional y median razones aptas para considerar la existencia de gravedad institucional. La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación particularmente restrictiva en lo que respecta a la imposición de costas; empero, la total ausencia de fundamento normativo que afecta al pronunciamiento impugnado autoriza la intervención de la Corte en el sub examine con arreglo a esa jurisprudencia. Lo aducido como fundamento por los magistrados que integraron la mayoría de la cámara, carece completamente de apoyo en el derecho vigente, y del mínimo de motivación razonable capaz de asegurar la validez de la decisión como acto jurisdiccional. En definitiva, la resolución impugnada está tan desprovista de fundamento que resulta procedente que la Corte la declare inválida, aun cuando en esta materia la doctrina de la arbitrariedad es, según lo ha resuelto el Tribunal, de aplicación particularmente restrictiva.


    C., Ana Patricia y otros s/ Infracción Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1380/2017/2/RH1, 23 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Queja por recurso denegado


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., José Alfredo y otro s/ Legajo de apelación


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 14004513/2008/2/3/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. G. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5599/2017/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Andrea María Leticia y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 518/2017/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. y Cía. S.R.L. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 9363/2016/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. E. G. A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1896/2017/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    J. S. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1811/2016/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., José Milán y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1594/2014/2/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1108/2017/1/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S., Fabián Gustavo y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 862/2014/TO1/5/RH1, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. T. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 510/2018/2/1/RH2, 13 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Consorcio de propietarios Santa María de los Olivos s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 36357/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 17668/2016/2/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. C. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 2842/2014/3/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H., Fernando Alfredo y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2572/2011/TO1/5/1/RH7, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. G. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2040/2017/2/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Alberto Oscar y otros s/ Evasión simple tributaria


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1489/2013/TO1/4/RH2, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta.


    P., Claudia Julia y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 587/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 217/2017/2/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z., Juan s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 11562/2014/TO1/2/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Gustavo y otros s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 581/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Rubén Alberto s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000504/1999/TO1/2/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.L. Internacional y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 102161/2017/3/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Federico Hugo y otros s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000186/2009/TO1/2/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Fabián s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 54548/2014/TO1/2/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Patricio Héctor s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 304/2017/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. O. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 38562/2017/1/1/RH2, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O., Fabricio y otros s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 9173/2015/1/1/RH2, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Mauro Ezequiel s/ Legajo de casación


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8932/2015/TO1/2/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. I., Elizabeth Andrea s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1270/2016/TO1/4/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1226/2014/2/1/RH2, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Carlos Gustavo s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 604/2008/TO1/6/RH8, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1247/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. C. S.R.L. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 569/2018/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Daniel Osvaldo s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1657/2016/TO1/3/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Samuel s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1274/2015/3/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Fernando Ariel s/ Infracción Ley 24.769


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 20358/2015/TO2/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. M., Pablo Alberto y otro s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 31015923/2012/TO1/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 62000124/2005/T1/5/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., José María s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000372/2012/TO1/3/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Aquiles Antonio y otros s/ Evasión simple tributaria y apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 47004298/2010/TO1/2/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. B., Daniel Gustavo s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 41014938/2012/TO1/2/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. G. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 79902/2016/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. D. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 65/2017/1/1/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos del dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Guadalupe s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1139/2016/2/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Ángel Francisco s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1076/2012/TO2/14/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I., Eduardo y otro s/ Evasión simple tributaria y obtención fraudulenta de beneficios fiscales


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 32005322/2008/TO1/7/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Miguel Martín s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 75003830/2003/TO1/1/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”, se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Maximiliano s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 48253/2014/TO1/3/1/RH2, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N. de J. S. S.A, y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1040/2014/1/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. O. Industrial Comercial Sociedad Anónima s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1148/2016/4/1/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Eduardo s/ Otros y infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000293/2009/TO1/5/RH6, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. y A. del S. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 6251/2016/1/1/RH2, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario..


    O. B., Néstor y S., Jorge Alejandro SH y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 15528/2015/1/1/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Julia Teresa s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22633/2015/TO1/2/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    A., Jonathan Alejandro


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14251/2011/2/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Arresto domiciliario. Tráfico de estupefacientes. Resoluciones equiparables a definitiva. Pena privativa de la libertad. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Mantenimiento del recurso. 


    En cuanto a la procedencia formal, la resolución apelada es equiparable al pronunciamiento definitivo exigido por el artículo 14 de la ley 48 pues, tratándose del cumplimiento de una pena privativa de libertad que se encuentra firme, la decisión del tribunal oral primero, y la del a quo después, equivalen a una infundada conmutación de pena cuyos efectos, precisamente por la imposibilidad de retrotraer la ejecución de la pena a etapas ya cumplidas, causa un gravamen que no podrá ser reparado eficazmente por ningún otro pronunciamiento posterior que se dicte en la causa. En cuanto al fondo, y en atención a las pautas establecidas, en lo pertinente, en el dictamen de la causa O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación", sentencia de la Corte del mismo año, asiste razón al apelante cuando tacha de arbitraria la sentencia recurrida, pues en virtud del carácter federal del agravio planteado ante el a quo, su decisión de rechazar el recurso implicó un apartamiento arbitrario de la doctrina del precedente de Fallos: 328:1108, que descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido. Al ponderar la falta de peligro de entorpecimiento de la investigación para la concesión del beneficio solicitado por la defensa, el tribunal incurrió en arbitrariedad, pues con tal argumento desconoció que lo que se encontraba en discusión en el sub examine no era la existencia o no del riesgo procesal que fundamenta la prisión preventiva, sino la modalidad de la ejecución de la pena privativa de la libertad a la que el imputado fue condenado mediante sentencia firme. El estándar aplicable es que la detención domiciliaria es una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la pena de prisión no debe afectar, y no el peligro procesal que sólo sirve de índice para una etapa anterior, cuando aún no ha recaído sentencia firme. Además, el argumento que se critica no hace más que desvirtuar y frustrar el propósito de la ley, pues es evidente que si la falta de peligro de entorpecimiento de la investigación pudiera ser un criterio eficaz para la concesión de la prisión domiciliaria, entonces ésta perdería su carácter excepcional en tanto dicho criterio sería aplicable a todos los procesos concluidos, es decir, a todos los condenados. E incluso si se admitiese por vía de hipótesis al peligro procesal como pauta rectora, su aplicación resultaría contradictoria en el caso concreto pues entonces el tribunal debería haber computado, al ponderar la existencia o no de ese peligro, que el imputado volvió a delinquir en la ocasión anterior en que gozó de prisión en su domicilio, toda vez que su actitud frente al derecho constituye también, un indicador relevante para resolver sobre el peligro de fuga. En cuanto al argumento relativo a las dificultades que conlleva la atención del interno en un hospital extramuros, tampoco se advierte su pertinencia como fundamento para sustentar la decisión del caso, pues las carencias del sistema de salud pública que afectan a todos los ciudadanos que acuden a un hospital, no tienen ninguna relación, y por tanto tampoco podrán verse remediadas por el cambio dispuesto en la modalidad de ejecución de la pena de prisión.


    Recurso de queja n° 1 -Legajo n° 2- Imputado: L., Roberto Félix s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 40373/2015/TO1/17/2/1/RH7, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio. Hurto calificado. Concurso de delitos. Derecho al recurso. Plazo. Nulidad de la notificación. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo y dictamen de la causa "Chambla".


    Si bien no procede el recurso extraordinario contra decisiones que tienen por objeto la aplicación e interpretación de normas procesales, en particular de aquellas referidas a la inadmisibilidad de los recursos deducidos por ante los tribunales provinciales, tal doctrina admite excepciones cuando la sentencia impugnada se funda en un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración a los derechos federales invocados en el caso. Es doctrina de la Corte, salvo una mejor interpretación de sus fallos, que el cómputo del plazo para impugnar una sentencia debe efectuarse a partir de la notificación personal al encausado de la decisión que acarrea la firmeza de la condena, dado que la posibilidad de obtener un nuevo pronunciamiento judicial a través de los recursos procesales constituye una facultad suya y no una potestad técnica del defensor, por lo que esa notificación, además, no debe consistir en un mero "hacer saber", sino que es necesario adoptar los recaudos suficientes que garanticen plenamente el derecho de defensa. La solución excepcional aquí propuesta no implica propugnar que se deje librado al capricho del interesado el plazo para ejercer su derecho a ser oído y acceder a una instancia superior en las formas previstas por la ley, desconociendo con ello que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza. En rigor, lo que se pretende es evitar que el derecho constitucional al recurso resulte ilusorio en este caso, ante la posibilidad de que no se haya cumplido, con aquellos recaudos que la ley procesal exige para garantizar su ejercicio eficiente. En tales condiciones, el criterio postulado hace aplicable la doctrina de la Corte, que indica que en los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48, la intervención del Superior Tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de justicia local; las provincias son libres de crear las instancias locales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas, y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución.


    M., Ricardo Alejandro s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 364/2017/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Excarcelación. Comercialización ilegal de estupefacientes. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Asiste razón al recurrente en tanto el recurso de casación fue arbitrariamente denegado por la Sala a quo. Ello es así porque el recurso interpuesto se dirigió contra una resolución que si bien no encuadra en el artículo 457 del Código Procesal Penal de la Nación, sí es recurrible en casación de acuerdo a lo previsto en el artículo 465 bis del mismo código en cuanto, por sus efectos, resulta equiparable a sentencia definitiva. Conforme lo establecido por la Corte en el precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328:1108) el concepto de resolución equiparable a definitiva para el recurso extraordinario no difiere del fijado para el que compete a la cámara de casación. Por otra parte, en cuanto a la arbitrariedad, resulta aplicable lo sostenido por la Corte cuando dijo que si bien la valoración de los extremos en torno a la admisibilidad de los recursos es, como principio, facultad privativa de los jueces de la causa e insusceptible de revisión por la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a ello cuando la solución adoptada redunde en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado y cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el ejercicio de la defensa en juicio, omite ponderar argumentos conducentes para una adecuada solución del litigio o constituye un medio para frustrar el ejercicio de la jurisdicción de la Corte.


    Á., Marcelo Adrián y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 62011483/2012/8/1/RH3, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Marcelo Ezequiel s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 115/2014/1/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O., Haydee Noemí s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 127/2016/2/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. Z. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 557/2018/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 593/2018/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. O. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1504/2017/5/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. C. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1634/2016/1/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Héctor Mario s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 41259/2014/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1160/2016/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Liborio Bartolomé s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 41000387/2007/TO1/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Favio Emanuel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 20275/2013/2/5/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. S.A. – P. A. S.A., U.T.E. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 183/2017/2/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Karl Heinz y otros s/ Evasión agravada tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33000544/2013/6/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. de las M. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59211/2015/2/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z. S.R.L. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 22044/2014/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Pablo Raúl s/ Legajo de apelación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 18361/2016/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Enrique Adrian s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 23228/2014/3/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Juan Carlos y otro s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 75003640/2011/TO1/2/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. S.R.L. y otros s/ Evasión agravada tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5070/2018/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. P. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 17311/2014/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 2727/2016/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Guillermo s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 65686/2017/3/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 3027/2017/6/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Lucas Javier y otros s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 32010082/2010/2/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O., Rodolfo Mario y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 32000038/2006/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Abel Orlando s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 14633/2013/5/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Marcos Héctor s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 12019/2016/1/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Héctor Roberto y otro s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 8132/2017/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., René Marcelo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 6763/2017/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. M. e hijos S.R.L. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 35293/2017/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Simeón Clemente y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 34549/2014/1/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1859/2012/5/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    El Salvador 4XXX Sociedad de Responsabilidad Limitada y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1668/2016/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1503/2014/5/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Supresión del estado civil. Victima menor de edad. Vista de las actuaciones. Derechos de la víctima. Suspensión del proceso judicial. 


    De acuerdo con una tradicional jurisprudencia de la Corte, sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean posteriores a la interposición del recurso extraordinario, de modo que si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de la litis, el pronunciamiento de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos preceptos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. Por otro lado, es doctrina del Tribunal que las normas procesales, al ser de orden público, se aplican de inmediato a las causas pendientes. La eventual aplicación al sub examine de la nueva norma procesal sobre el derecho de la víctima a examinar las actuaciones, que no pudo ser tenida en cuenta por los jueces de las instancias precedentes, podría tomar abstracto un pronunciamiento de la Corte sobre el planteo de la recurrente. En consecuencia, corresponde suspender el trámite de la presente queja y disponer que el a quo emita una nueva resolución acerca de aquel planteo, en la que tenga en cuenta la normativa actualmente vigente, con oportuna notificación al Tribunal.


    N.N. s/ Supresión del estado civil de un menor


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 13252/2013/3/1/1/RH4, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Paula s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1503/2014/4/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. O. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1376/2017/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. C. I. S.A. y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 792/2016/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Defensa en juicio. Debido proceso. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El sub examine es uno de esos supuestos de excepción, pues frente a las pruebas e indicios señalados por la acusación para tener por acreditada la imputación, la conclusión adoptada por el a quo sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de tales elementos, además de haber omitido el análisis de argumentos conducentes, oportunamente introducidos, para la adecuada solución del caso, todo lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifican como acto jurisdiccional válido. En conclusión, en la sentencia impugnada se invocó el principio in dubio pro reo sin correlato en las circunstancias comprobadas de la causa, lo que descalifica la decisión como acto jurisdiccional válido, ya que si bien es cierto que ese principio presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a rechazar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de aquellas constancias, sin omitirse planteos serios y conducentes para la adecuada solución del litigio, lo cual, no ha sucedido en este caso.


    C., Fernando Jorge s/ Privación ilegal de la libertad


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 36019468/1991/TO1/3/RH4, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 664/2018/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    W., Bernardo Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 603/2013/TO1/4/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 853/2016/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S. C. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 123/2014/2/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Pedro Tadeo s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 119/2018/2/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., María y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 24002756/2000/TO2/9/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Ceferino José y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 20984/2014/2/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., María Magdalena s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53100003/2012/2/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Martín Gustavo s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 59669/2017/1/1/RH2, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Miguel y otros s/ Legajo de apelación


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 7502/2016/2/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. y E. constructores S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1452/2015/2/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., María Laura y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1143/2013/TO1/7/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Eduardo Miguel Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 101927/2018/1/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. B., Osvaldo Daniel s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 55033/2017/2/1/RH1, 11 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos del dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. C. I. de C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 773/2016/4/1/RH2, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. F. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 76001504/2011/3/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. F. Talleres Industriales S.A. s/ Apropiación indebida de tributos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 87067/2017/2/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 79903/2016/3/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. del R. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 61821/2017/2/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria".Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. S.A. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 36018/2015/4/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. de M. y E. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 32791/2017/1/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. F. G. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 28765/2016/3/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Carlos Rodolfo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 10998/2016/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Manuel y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1987/2011/TO1/2/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Benjamín José y otro s/ Legajo de actuaciones complementarias/ Peticiones


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 74/2009/TO1/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Miguel Ángel (presidente M. S.A.) y otros s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4/2017/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Olegario Antonio s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 61000292/2011/TO1/3/1/RH2, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Matías Federico s/ Incidente falta de acción


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 24746/2014/2/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Fátima Verónica y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 7223/2017/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Gabriela Silvina s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 13204/2015/1/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Héctor s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 61008484/2013/TO1/3/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. V. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51017498/2013/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Liliana Patricia s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 16636/2016/1/1/RH2, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    K. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 470/2017/1/1/RH2, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Alberto Esteban y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000159/2013/TO1/4/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Osvaldo Abel y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000146/2010/TO1/7/1/RH3, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos del dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. e I. M. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1966/2017/1/1/RH2, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1007/2013/5/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., María y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 762/2015/1/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Diego Gabriel y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 611/2013/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Rafael Benito y otros s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 235/2018/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Wei L. s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 107051/2017/2/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Susana Graciela y otro s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 51942/2014/TO1/5/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Edgardo Luis s/ Infracción Ley 24.769


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 61008285/2012/TO1/4/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Ricardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1119/2013/TO1/5/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. I. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 987/2014/4/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. I. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 117441/2017/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. P., Carlos Daniel y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 74690/2016/1/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Gerard Enrique s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000925/2005/TO1/4/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Artemio Antonio José s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 28254/2014/TO1/2/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. R., Manuel Ángel Alejandro s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 91003126/2012/TO1/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Roberto Edgardo y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 25489/2015/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9072/2017/1/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Mauro y otro s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 17608/2016/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O., Antonio y otros s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 590/2015/2/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., José Luis s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 2993/2013/TO1/1/1/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Jorge Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1911/2010/TO1/4/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Rodrigo Nicolás s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1801/2017/TO1/4/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. R., Juan Adalberto s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 830/2015/TO1/7/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Gustavo Enrique s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 793/2018/1/RH1, 25 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. N. S.A. s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 92759/2017/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. de H., Hugo José y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 57119/2015/1/2/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Sixto Ariel s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 15094/2017/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    W., Bernardo Carlos s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1868/2013/TO1/4/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. L. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1009/2007/20/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Gabriel Luis s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 77000721/2010/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Bruno Nicolás y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 96897/2017/6/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Carlos Gabriel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2810/2012/TO1/2/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Víctor Javier s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32000248/2010/TO1/5/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 10848/2015/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Nanci Elizabeth s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 7635/2013/3/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. A. A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2700/2011/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. de E. y A. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1404/2017/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Instituto Educativo S. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1198/2014/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Juan Carlos s/ Incidente de prescripción de la acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 631/2017/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G. V. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 237/2013/8/RH2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Julio Adolf y otros s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 139/2014/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Q., Miguel Ángel y otros s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 13503/2017/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. B. E.I.R.L. s/ Legajo de apelación


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 4704/2014/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Enrique Javier s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 11581/2016/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Fernando Gabriel s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8535/2017/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las considerada en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E., José Emilio s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 14148/2015/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Impresiones Gráficas S. M. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 6314/2016/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Roberto y otros s/ Querella


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000083/2013/TO1/3/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G. L. B. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 928/2016/2/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 636/2016/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R. H. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 509/2018/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    O., Karina Noemí s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 184/2016/2/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. B., José Domingo s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 134/2014/TO1/4/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Ayelén Virginia y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 34787/2017/1/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Compañía Industrial B. y M. H. S.A. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 20156/2015/TO2/2/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Clemente Juan s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 61062/2018/2/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Raúl Víctor y otro s/ Incidente de autorización de salida


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 16002/2013/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Adalberto Raúl y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 4958/2015/TO1/2/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    O., Eduardo Norberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1688/2010/TO1/14/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Carlos Horacio s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1500/2015/3/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. M., Lilian Celeste y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1344/2012/4/1/RH2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 24.769


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 61007576/2008/TO1/5/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. el F. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1101/2018/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D., Telma Haydee s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 17157/2016/TO1/2/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T., Eugenio Isael s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 497/2018/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. G., Mario Alexander y otro s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 370/2017/3/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Carlos Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 328/2017/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Héctor Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 703/2017/1/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Y. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 67363/2016/3/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Matías Roque s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 57760/2016/TO1/3/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Nicolás Domingo s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 1073/2014/2/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., María Fabiana s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 3496/2016/2/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Héctor Raúl s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 7590/2014/1/1/RH2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., José Manuel y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 21551/2015/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Daniel José y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 14327/2016/1/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I., Claudio Fabián y otro s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000822/2010/TO1/3/2/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. D. S.A. s/ Legajo de apelación


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 308/2016/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Miguel Mario s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1272/2007/TO1/8/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H., Jianzhong s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1010/2017/2/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. F. S.A. y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 44/2017/TO1/3/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Antonio José y otros s/ Evasión agravada tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000711/2007/TO1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    l. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 678/2009/6/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. T. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 36361/2017/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Francisco s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6682/2016/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., S. M. S.A. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5742/2014/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. M. O. de F. s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 35934/2017/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Carlos Andrea y otro s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 32023579/2013/2/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Daniel Marcelo y otro s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 350/2016/5/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Néstor y otro s/ Evasión agravada tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 86546/2017/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de tributos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 15910/2017/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Ariel Ricardo s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 6902/2017/1/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H. M., Blas Ezequiel s/ resistencia o desobediencia a funcionario público e infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 20541/2017/2/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Julio Cesar y otro s/ Contrabando artículo 863 - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 10569/2017/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Leonel Darío y otros s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 10423/2014/3/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 671/2018/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Miriam Mabel y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 446/2016/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 8543/2016/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Luis Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 33166/2017/1/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., EIsa Alejandra s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22213/2016/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I., Alejandro Vicente s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 39/2013/TO1/7/RH3, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Roberto Oscar y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 970/2016/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. L. Q. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 60552/2015/1/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Simón Jordan s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53130020/2007/1/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. M., Fernando y otro s/ Legajo de casación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 19358/2016/TO1/2/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Z., Zengluan s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 129956/2017/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    O. S. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 131/2014/2/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Mariana Valeria V. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 725/2015/2/1/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Gustavo Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 729/2015/4/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Omar Ernesto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 533/2012/TO1/3/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Walter Efrain s/ Legajo de apelación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 25261/2017/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., María Rosa s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 607/2017/TO1/2/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D., José Luis s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 29801/2016/2/1/RH2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    José Alberto G. s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6290/2014/2/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Mario Juan y otro s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 71005404/2006/3/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    J., E. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 32070/2017/1/1/1/RH1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Hugo s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4653/2014/3/1/RH3, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. Lucia S. de y M. Daniel S.H. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53130070/2008/1/1/RH2, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las examinadas en el dictamen de la causa A. 363; L. XLIX, “A., Sharon Mae c/ s/ Causa 15.507” y al fallo de la causa CSJ 408/2014 (50-C)/CS1, “Cantarell, Luis Adolfo”. Se mantiene la queja.


    Recurso de queja n° 1 - Incidente n° 7 -Imputado: L. M., Leonardo Santiago s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 801/2016/TO1/7/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    C., Juan Carlos y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000165/2013/TO1/17/1/1/1/RH10, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    F. B., Luis Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/35/3/1/1/RH49, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CFP 2230/2010/TO1/6/2/1/RH4, “B., José Ernesto s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    B., José s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2699/2015/TO2/26/2/RH3, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad calificada. Debido proceso. Prueba testimonial. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas CSJ 311/2017/RH1 y CSJ 407/2017/RH1, en este mismo proceso "I. D. G. s/ Privación ilegítima de la libertad y corrupción".


    En referencia a la afectación a la garantía que asegura el "doble conforme", el recurrente se ha limitado a transcribir el voto en disidencia parcial de una de las vocales del a quo, sin añadir en su presentación razones para conmover el criterio de la mayoría, el cual coincide sustancialmente con el desarrollado al respecto por este Ministerio Público al analizar la cuestión en el primero de los dictámenes remitidos en referencia. Por otra parte, las objeciones dirigidas a la selección y valoración de la prueba testimonial, además de resultar una materia ajena a la instancia extraordinaria, sólo muestran una diversa inteligencia al respecto que no alcanza a socavar las razonables consideraciones que, en una cuestión propia de los jueces de la causa, surgen de la sentencia impugnada.


    I., D. G. s/ Privación ilegítima de la libertad y corrupción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 399/2017/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos 336:2392, y a las causas C. 902, XLVIII, "Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario", C. 129, XLIX, "Caggiano Tedesco, Carlos Humberto s/ Causa n° 14569", y FBB 31000615/2010IT01l33/1I11RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    Resulta aplicable al sub examine la doctrina de la Corte, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de "tribunal intermedio". No se desconoce que el remedio del artículo 14 de la Ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.


    C., Eduardo Rodolfo s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 81000131/2007/6/1/1/RH5, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Delitos contra la libertad individual. Delitos contra la integridad sexual. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Aplicación temporal de la ley penal. Ley penal más benigna. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas CSJ 311/2017/RH1 y CSJ 313/2017/RH1, en este mismo proceso "I., D. G. s/ Privación ilegítima de la libertad y corrupción".


    Para que la ley posterior al hecho genere un derecho a su aplicación retroactiva, ella debe ser más beneficiosa que la ley vigente en el momento de comisión tomando en cuenta todas sus disposiciones y al contrastarlas con todas las disposiciones de la normativa en vigor con anterioridad. El derecho constitucionalmente asegurado a la aplicación de la ley ex post facto más benigna, no permite elegir las cláusulas más favorables de la más reciente y descartar las adversas, pues los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos no reconocen un derecho a la aplicación de una legislación que, en rigor, nunca rigió. Esta regla de la "comparación integral" de las leyes que se suceden en el tiempo para evaluar su lenidad relativa a los fines de aplicar el derecho constitucional en cuestión es, en mi entender, un aspecto fundamental de la asentada doctrina de la Corte en la materia del que ha dicho que "es derivación del principio según el cual compete exclusivamente al Poder Legislativo establecer las disposiciones que contemplen los hechos punibles y las respectivas sanciones, tras su propia apreciación de las conductas reprobables".


    I., D. G. s/ Privación ilegítima de la libertad y corrupción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 407/2017/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. M. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 850/2016/4/RH3, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.A.C.Y.F. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1110/2018/2/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1270/2017/1/1/RH3, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O., Cristian Mauricio s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 259/2017/1/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Gustavo Javier s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12995/2015/2/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E., Vladimiro Carlos s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 44170018/2011/TO1/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Ariel Alfredo s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 22000050/2009/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 30993/2017/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Melanio Ramón s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2114/2017/4/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Marisa Alejandra s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 333/2018/1/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    R. S., Fernando Antonio s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 485/2018/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    U. E. A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 559/2018/1/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. 4. S.R.L. y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 741/2016/5/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Q. M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 743/2018/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Gabriela y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 775/2018/2/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Z., Saúl s/ Incidente de prescripción de acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 850/2016/3/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en ell dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 906/2018/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 930/2018/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Alan Eduardo I. y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 999/2015/5/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    G. E. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1058/2018/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    D., Mario Alberto y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1199/2014/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Leonardo Roberto s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1439/2014/TO1/3/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Daniel s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1764/2014/5/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2049/2017/2/1/RH3, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. de E. S.R.L. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 17867/2016/1/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    R. S., Alfredo Heradios y otros s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21318/2016/1/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Luis Fernando y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 35148/2014/4/1/RH4, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Daniel Hermes s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53170083/2012/1/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. I. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54343/2017/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 76798/2017/3/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 18580/2016/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones analogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    O. S.A. s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 53030749/2005/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E., Santiago y otros s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4575/2016/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Luis Enrique y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 83000083/2013/3/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. D. S.R.L. / Legajo de apelación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 1200/2017/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Roberto Gabriel s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62967/2017/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Adrián Gabriel s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 109645/2018/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Daniel Eduardo y otro s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33000560/2013/TO1/3/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. y D. L. P. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 79000760/2011/4/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. C. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 602/2018/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 776/2017/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. C. del N. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1149/2014/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Pedro Juan s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1669/2016/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. T., Dora s/ Infracción Ley 22.415 e infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 9127/2013/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., S. P. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2031/2017/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Víctor Severo y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 49159/2015/2/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. C., Evaristo Jorge y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 279/2012/4/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. W. C., S. y M. S.R.L. y otro s/ Evasión agravada tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 1430/2016/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Ernesto y otro s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 19756/2015/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. A. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 2974/2013/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. P., 2 de A. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 18751/2016/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. C., Eugenio Ricardo s/ Contrabando Artículo 864, inciso d) código aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1148/2016/6/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Clemente Juan R. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31864/2014/16/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. del S. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54341/2017/4/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Mario Alberto y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 2731/2016/2/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Enrique Amadeo y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12835/2016/2/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Pablo Emanuel s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 35366/2015/TO1/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Joaquín Rodrigo y otro s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 12060328/2013/TO1/2/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Legajo n° 1 – s/ Legajo de apelación


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 815/2013/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. M. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1621/2014/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Pablo David y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 7198/2014/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. S. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8812/2017/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Q., María Marcela y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 116/2014/5/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    J. A. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 27433/2017/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Héctor Osvaldo s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 94005036/2012/TO1/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Oscar Alesio s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 83000008/2011/TO1/3/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Q., Wilson Mariano s/ Contrabando Artículo 863- Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 22747/2017/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Vicente Emilio s/ Legajo de apelación


    FSA-Justicia Federal de Salta, 24638/2017/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N.: A., Miguel y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5189/2016/7/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 9313/2015/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. S. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 15534/2017/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 21711/2016/1/2/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. S.A.C.I.C.I.Y.F. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 58994/2015/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. M. Y. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 76180/2014/1/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. Sociedad Anónima s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 288/2018/2/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 362/2017/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Sebastián s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 443/2012/TO1/6/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 568/2018/1/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 570/2018/2/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 585/2018/1/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. U. de L. P. y otro s/ Legajo de apelación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27443/2016/2/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    I.E. U. E. D. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8136/2015/2/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Horacio Enrique s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27112/2017/2/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Carlos Alejandro s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 7799/2017/3/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Lahad y otro s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 15550/2017/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Pablo David s/ Encubrimiento de contrabando, Artículo 874, Inciso 1, apartado d) Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6061/2015/4/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    N. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 13007787/2011/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. A. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSA-Justicia Federal de Salta, 5623/2014/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    H., Sergio Raúl y otros s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 8331/2017/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Luis Martín s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 506/2012/TO1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Saúl Enrique y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 96885/2017/1/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Pablo Alejandro y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 25005911/2013/8/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017, "G. R., Jimmy Abner s/ Robo".


    L., Leonardo s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11791/2018/3/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017, "G. R., Jimmy Abner s/ Robo".


    P., Norma Mercedes y otros s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36864/2012/TO1/7/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017, "G. R., Jimmy Abner s/ Robo".


    G., Alfredo Domingo y otro s/ Querella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39665/2011/TO1/2/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017, "G. R., Jimmy Abner s/ Robo".


    G., Carlos Daniel s/ Lesiones culposas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49191/2014/TO1/2/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017, "G. R., Jimmy Abner s/ Robo".


    G., José Daniel s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51347/2015/TO1/2/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017, "G. R., Jimmy Abner s/ Robo".


    T. L., David E. s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66294/2017/TO1/3/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta. Se hace lugar al recurso.


    P., Norberto Leopoldo s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 38/2015/2/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. G. de P. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 553/2017/5/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. G. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 630/2018/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Marcelo Alberto s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 678/2009/TO1/5/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. S. S.R.L. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 799/2018/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N. H. y Compañía S.A.I.C. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 854/2018/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Rosana Ester s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1013/2013/TO2/4/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Brenda Julieta s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1155/2011/TO1/3/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    W., Wenfang s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1723/2016/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2042/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Leonardo Cesar y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 6409/2016/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Daniel Eduardo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 44774/2015/2/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Alejandro Agustín s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 4235/2017/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H. & U. P. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 102162/2017/5/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Viviana Marcela s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4308/2013/2/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., María Florencia s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13000148/2009/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Jesús Matías y otros s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 8570/2016/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. E. C. y otros s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 11367/2016/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Carla María Paula y otro s/ Encubrimiento de contrabando, Artículo 874, Inciso 1 apartado d) Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1599/2014/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Mario Ramón s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 12827/2017/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Y., Víctor s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 24/2017/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 17789/2014/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. A. G. de C. Limitada y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 34112/2015/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. S. E. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 61191/2014/2/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. H. C. C. e I. S.A. s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 66187/2015/1/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    K., Jaime Ellas y otro s/ Legajo de casación


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400947/2006/5/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017/TO1/3/1/1/RH2, “G. R., Jimmy Abner s/ Robo”.


    A., Bernardino s/ Estafa y etc.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19343/2012/TO1/2/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017/TO1/3/1/1/RH2, “G. R., Jimmy Abner s/ Robo”.


    Á., Alicia s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33579/2009/TO1/3/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017/TO1/3/1/1/RH2, “G. R., Jimmy Abner s/ Robo”.


    R., Ángel s/ Lesiones


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54444/2015/TO1/2/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017/TO1/3/1/1/RH2, “G. R., Jimmy Abner s/ Robo”.


    M. T., Yalena s/ Muerte por causa dudosa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56449/2015/TO1/2/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017/TO1/3/1/1/RH2, “G. R., Jimmy Abner s/ Robo”.


    R., C. A. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58060/2014/TO1/2/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017/TO1/3/1/1/RH2, “G. R., Jimmy Abner s/ Robo”.


    C., Ángel Gastón s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60673/2017/TO1/2/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017/TO1/3/1/1/RH2, “G. R., Jimmy Abner s/ Robo”.


    O., Emiliano y otros s/ Robo en poblado y en banda


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68893/2016/TO1/1/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa CCC 77300/2017/TO1/3/1/1/RH2, “G. R., Jimmy Abner s/ Robo”.


    A. G., J. L. s/ Abuso deshonesto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69879/2016/TO1/2/1/1/RH2, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CFP 6073/2003/TO1/4/1/RH6, "Banco Central de la República Argentina y otros s/ Delito de acción pública".


    Banco Central de la República Argentina y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6073/2003/TO1/3/1/RH3, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CFP 6073/2003/TO1/4/1/RH6, "Banco Central de la República Argentina y otros s/ Delito de acción pública".


    Banco Central de la República Argentina y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6073/2003/TO1/1/1/RH4, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CFP 6073/2003/TO1/4/1/RH6, "Banco Central de la República Argentina y otros s/ Delito de acción pública".


    Banco Central de la República Argentina y otros


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6073/2003/TO1/2/1/RH5, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Excarcelación. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravedad institucional. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros". Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien el recurso extraordinario interpuesto no se dirige contra una sentencia definitiva, en el sentido exigido por el artículo 14 de la ley 48, al haber confirmado el a quo una decisión que podría tener como consecuencia la liberación de imputados por delitos de lesa humanidad, se encuentran en riesgo los compromisos de la Nación, lo que configura un caso de gravedad institucional. Por otra parte, la Corte tiene establecido que el recurso extraordinario resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal; sin embargo, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. El a quo omitió contestar puntualmente las objeciones, y tampoco explicó por qué se debía considerar que ya encontraban respuesta suficiente en la decisión del tribunal oral. Ese déficit descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido, pues es insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


    F., Osvaldo Vicente y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/172/1/1/1/RH50, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., José Fernando y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 768/2010/6/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    R., Verónica Paola. y otros s/ Infracción Ley 25.891 Artículo 12


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12086/2017/3/1/RH1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Sergio Claudio s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 168/2016/2/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Bae Negocios S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 798/2016/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Cristian Hernán y otros s/ Incidente de prescripción de acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 936/2012/2/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en eldictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1650/2018/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    H., Aníbal Rubén y otro s/ Querella


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000433/2011/TO1/4/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 2361/2016/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Pablo Martín s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 20794/2017/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Adelina y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 22000828/2010/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Mariano Martín s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8927/2015/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 16997/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 23/2018/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N. S. C. de t. de la zona de R. Ltda. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 8180/2015/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N.: P. S., Vivian Lorena y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 2907/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4371/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 3001/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    H. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 13549/2017/5/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. C. S.R.L. s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 15372/2016/4/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. A. S.R.L y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 61611/2017/6/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. B. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1486/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Fátima Alejandra s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero y contrabando Artículo 864, Inciso b) - Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5977/2016/2/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prescripción de la acción. Superior Tribunal de la causa. Mantenimiento del recurso. 


    Interrupción de la prescripción de la acción penal por la comisión de un nuevo delito: Res. PGN 104/2011 y consideraciones del dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S. Alan s/ Causa n° 13.590”.


    Recurso de Queja n° 1 - Incidente n° 3 - Denunciado: L., Roberto Mario s/ Incidente de prescripción de acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 378/2017/3/1/RH9, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Marcelo Daniel y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 78367/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. N. F. S.R.L. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 40477/2013/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. I. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1080/2018/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Marcelo s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 45638/2014/5/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Dante Raúl s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 54905/2017/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Pablo Alejandro s/ Evasión agravada tributaria


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 14807/2016/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    H. & M. A. S.R.L. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 19986/2016/4/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Línea 5XX S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 26663/2015/3/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prescripción de la acción. Superior Tribunal de la causa. Mantenimiento del recurso. 


    Interrupción de la prescripción de la acción penal por la comisión de un nuevo delito: Res. PGN 104/2011 y consideraciones del dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S. Alan s/ Causa n° 13.590”.


    Recurso de Queja n° 1 - Incidente n° 2 - Denunciado: F., Daniel Juan s/ Incidente de prescripción de acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 378/2017/2/1/RH7, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. T. A. S.A. s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 496/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Julio Carlos s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 2051/2013/TO1/3/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Hernán Benjamín s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 7797/2014/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Soledad y otros s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 15542/2017/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. O., Jorge Alejandro s/ Contrabando Artículo 864, Inciso a) Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 24752/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Analía Gabriela y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 45560/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I., Claudio Andrés s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4900520/2013/TO1/3/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prescripción de la acción. Superior Tribunal de la causa. Mantenimiento del recurso. 


    Interrupción de la prescripción de la acción penal por la comisión de un nuevo delito: Res. PGN 104/2011 y consideraciones del dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S. Alan s/ Causa n° 13.590”.


    Recurso de Queja n° 1 - Incidente n° 1 - Denunciado: D., Santiago Eduardo s / Incidente de prescripción de acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 378/2017/1/1/RH8, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. para la C. R. X S.R.L s/ Evasión simple tributaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 50449/2017/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z. D., Juan Carlos y otro s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero, contrabando Artículo 864, Inciso b) - Código Aduanero, Contrabando Artículo 864, Inciso d) - Código Aduanero e infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 31406/2016/TO1/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. y F. L. U. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 31592/2014/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V. S.R.L s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 86550/2018/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Norberto José s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 6404/2016/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Juan Ramón y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 47378/2017/7/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. E. R. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1301/2014/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. A. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 14266/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. C., Francisco y otros s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 18178/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Alfredo Rubén y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 23421/2015/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Analía Gladys s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000441/2011/TO1/3/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., José Angel y otro s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 7490/2014/TO1/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.R.L. s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 34539/2015/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 59739/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Claudia y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 13546/2013/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Antonio Teodoro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1615/2010/5/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 102460/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. C. N'S. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1118/2018/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Margarita Julia s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 10415/2013/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Úrsula Elena s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 6449/2017/TO1/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    U., Daiana Lorena s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 48151/2016/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Daniel Celso y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 32020736/2010/1/1/RH3, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. G. de H. s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 46988/2015/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. a. d. a. d. p. S.A. y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1369/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. l. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 978/2016/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Roberto Oscar y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 963/2016/2/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    K., Alberto Luis y otro s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 41000399/2010/TO1/4/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 13876/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 9698/2014/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Gerardo Damián S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 16193/2014/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Lidia y otro s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 19432/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E., Gladys Mabel y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 33000131/2009/15/1/RH6, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Sergio Daniel s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 13971/2017/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Roberto Daniel s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 62000124/2005/TO1/6/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z., Carlos Antonio s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1019/2016/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. C. S.A. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51392/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B., Alejandro Halim y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 25997/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. d. p. LTDA., R. C. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 1419/2016/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., José Alberto y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1892/2010/TO1/6/1/RH3, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. s. d. g. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1511/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Carlos y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1177/2005/TO1/17/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Roberto Oscar y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 980/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Florencia Carolina s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 752/2017/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. N. S.A.I.C.I.Y.F. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 591/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Diego Leonardo y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 111/2014/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    H., Humberto Gregorio s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 36003599/2011/TO1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. Y. D. d. M. LTDA s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6851/2018/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. M. S.A. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31009806/2006/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Elizabeth del Valle s/ Evasión simple tributaria


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 18913/2015/TO1/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. S.A.A.C.I.C. y otros s/ Evasión simple tributaria y evasión agravada tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 71005513/2016/2/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Silvina y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1444/2015/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Carlos Eduardo s/ Legajo de casación


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 60322/2015/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G. A. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1877/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Marcelo Julián y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1584/2014/6/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Norberto y otro s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 15185/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. A. B. S.A y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 703/2012/10/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R., Jorge Luis y otros s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 64028147/2007/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Chuanzhang s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 737/2009/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Stella Maris s/ Contrabando Artículo 864, inciso d) - código aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 15281/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Roberto Oscar y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 966/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Daniel Alberto y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000346/2008/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    W., Mario Guillermo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000327/2012/3/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Héctor Adolfo s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1263/2018/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. E. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1318/2018/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. d. s. d. C. LTDA (C.) y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5018/2018/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. B. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 82980/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. S.A. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8417/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Mario Luis y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 22000615/2002/4/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. S.A. y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1558/2014/8/2/RH3, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Walter Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1490/2017/2/CS1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. G. d. H. S.R.L. s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31852/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Fabián Eduardo s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 15253/2016/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Q., María Marcela y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 116/2014/4/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Z., René Alberto s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8197/2015/3/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. M. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 156/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. B., Claudio Fabián y otro s/ Contrabando Artículo 864, inciso d), - Código Aduanero, contrabando Artículo 864, inciso b) - Código Aduanero y tentativa de contrabando, Artículo 871 - Código Aduanero


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 43011/2014/TO1/7/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N., Gustavo Edgardo s/ Infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 19881/2016/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I., Pablo Alejandro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 61008525/2013/4/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. d. s. E. P. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 28854/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Fernando Esteban s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 4558/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 22000641/2007/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Rodolfo Emilio s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1760/2014/7/1/RH4, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Jorge Constantino y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1522/2013/TO1/7/1/RH6, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Pedro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 826/2016/7/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Juan Carlos y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62050006/2012/8/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Carlos Alberto y otro s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 84542/2017/2/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 20873/2017/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Víctor Daniel y otro s/ Encubrimiento de contrabando, Artículo 874, inciso 1, apartado a) - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 20768/2017/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. E. P. S.R.L y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 3130/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. A. S.A. s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 61000135/2010/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Mario Oscar s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 561/2017/TO1/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    D., Víctor Manuel y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 30675/2017/2/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Nicolás Martín y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1862/2011/7/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S., Cintia Carolina y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8225/2017/3/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. S. F. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 136/2014/2/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. L., Carolina Soledad s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12765/2015/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P. d. l. R., Roberto Domingo s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 2450/2016/TO1/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. F. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 50110/2014/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. G. C. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 53223/2015/4/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Juan José y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1517/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. D. S., Antonio s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1543/2015/4/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., María Gabriela s/ Otros y infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000300/2009/TO1/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. d. T. D. d. D. y R. J. C. P. Ltda. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1542/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Nelly Mabel y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1133/2009/4/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Norberto Andrés y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 743/2016/8/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. R. B. & CIA. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30502/2018/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I., Alejandro Marcelo s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51507/2014/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 435/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T., Luis Alberto s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 602/2017/3/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    R. P. 2XXX S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 957/2016/13/5/1/RH7, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    I. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 64028915/2013/3/1/RH3, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. T. S.R.L. s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 131386/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Guillermo B. s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 514/2018/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T., Delia Rosana s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 10361/2017/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. T., Sergio Antonio y otros s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 24431/2016/TO1/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Damián Daniel y otros s/ Incidente de recursos extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1575/2016/2/1/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Miguel Ángel y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 88/2013/TO1/10/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. T. & publicidad S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 797/2018/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., José Alberto s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21695/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Cristian Lionel y otro s/ Incidente de prescripción de acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 54/2015/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Oscar Pascual s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21157/2015/3/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T., Carlos Manuel y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1338/2006/2/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., René Oscar y otro s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 75003298/2009/TO1/2/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. V. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1529/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., José Selim s/ Infracción Ley 22.415


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 2856/2017/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Domingo Juan y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62050006/2012/7/1/1/RH3, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Maria Vanesa s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 171681/2018/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. T. S.A., -y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3485/2013/3/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. R. del S. S.A. s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12017219/2011/4/1/RH2, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. de a. de M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 802/2018/1/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. del A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1601/2016/2/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. F. S.A. y otro s/Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1788/2017/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.R.L y otro s/ Apropiación indebida de tributos


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 36571/2017/2/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Sandra Beatriz s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43190/2017/4/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Á., Alberto Fabio s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32000144/2003/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Claudio César s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 2768/2016/2/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., María Lourdes Belén s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 963/2016/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Enrique Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1698/2011/TO1/5/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. M., José Nilo y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 31322/2017/3/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Juan Martín s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 6675/2016/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., David Leonardo s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 413/2017/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. R., Marcos Antonio y otro s/ Contrabando Artículo 864 inciso d) Código Aduanero


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 21327/2015/TO1/2/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 418/2015/2/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. del R. N. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1663/2017/3/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. A. de R. y T. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2023/2017/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Oscar Antonio s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 3977/2016/1/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. I. M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 54108/2017/1/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Hugo Enrique y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53020021/2012/6/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. S. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 45781/2017/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Hugo Ricardo s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 20357/2015/2/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Ernesto Jesús s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27461/2015/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Norma Beatriz s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 28724/2016/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Miguel Ángel s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 29476/2016/10/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S. M. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 39382/2017/2/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 17320/2017/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A. S. S.R.L. Unión Transitoria de Empresas y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 22000134/2010/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Oscar Ángel y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53170014/2008/1/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. R., José Mártires y otro s/ Encubrimiento de contrabando, Artículo 874, Inciso 1, Apartado d) -Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 12086/2017/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. R. S.A. s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21053/2015/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Leila Elizabeth s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 33777/2015/1/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 24852/2016/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Carlos Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 30974/2017/1/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Jorge Luis s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32937/2015/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Daniel Ricardo s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000095/2010/TO1/3/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Víctor Bernardo s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 16900/2013/TO1/9/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. C. S.R.L. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21297/2016/1/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Jorge Alberto y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 171676/2018/1/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    L., Jorge Dante y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 17658/2013/3/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso..


    P., Norberto s/ Simulación dolosa de pago


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 68262/2017/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Santiago Guillermo s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1882/2013/7/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Luis Leonardo s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 79634/2015/TO1/2/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Gil Cha s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 991/2018/1/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. S.A.C.I. y A. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 570/2016/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Cecilia Beatriz s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 51004931/2012/TO1/8/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., María Mercedes s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 58/2015/2/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., José María A. V. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59878/2016/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. M. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 536/2016/81/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. G. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 810/2018/2/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Jorge Darío s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5504/2014/2/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    La P. S.A.C.F.I. y A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 306/2017/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    J. L. f. a. de c. a. d. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 66262/2014/2/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 11009509/2012/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Kwo Shyong s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70701/2017/2/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. y V., S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2050/2017/2/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S. D. S. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 18767/2016/3/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. H. S.A. s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 23253/2017/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Daniel Martín s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 29435/2018/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. B. S.A. y otros s/ Evasión agravada tributaria y evasión simple tributaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 13170/2014/13/1/RH7, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. B. S.A. y otros s/ Evasión agravada tributaria y evasión simple tributaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 13170/2014/14/1/RH8, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. B. S.A. y otros s/ Evasión agravada tributaria y evasión simple tributaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 13170/2014/10/1/RH9, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Ángel Cristino y otro s/ Contrabando Artículo 863- Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 22400/2017/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Walter Sergio y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 10541/2018/2/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Tamara Elizabeth y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 18323/2017/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Inés Susana s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51951/2017/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. P., Lily Kely s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5972/2015/PL1/4/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. d. F., Dora Clementina y otros s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 11009956/2012/2/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 72000663/2012/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S. O. & P. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 23762/2017/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Enrique José s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21677/2014/1/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. C. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53070005/2013/2/1/RH2, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 23580/2013/6/1/RH3, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., David Medardo y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2325/2011/10/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1676/2016/4/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1248/2017/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Régimen penal tributario. Sobreseimiento. Doctrina de la arbitrariedad. Preclusión. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los argumentos desarrollados por el Fiscal General.


    La contradicción de criterio entre pronunciamientos sucesivamente dictados en una misma causa no se compadece con la adecuada prestación del servicio de justicia. La coherencia, que determina la validez lógica de cualquier expresión significativa, es particularmente exigible a los actos judiciales, entre otras razones, para evitar la perplejidad de los litigantes.


    P. P., María Susana y otros s/ Legajo de apelación


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 2578/2015/9/1/RH1, 04 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Gustavo Daniel s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 789/2018/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 91003389/2012/TO1/73/3/1/1/RH18, “R. P., Carlos María s/ Legajo de casación”.


    M., Isaac Crespín s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/116/1/1/RH21, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión a los dictámenes de las causas FLP 373/2011/TO2/13/2/RH27, “H. G., Carlos del Señor s/ Incidente de prisión domiciliaria” y FLP 373/2011/TO1/85/1/1/RH26, “V., Jorge Héctor s/ Legajo de casación”.


    H. G., Carlos del Señor s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/57/1/1/RH22, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FLP 605/2010/TO1/40/1/RH30, “B., Roberto Armando s/ Incidente de prisión domiciliaria”.


    B., Roberto Armando s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91003389/2012/TO1/127/1/1/RH23, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FRO 43000367/2003/75/1/RH28, “G., Oscar Roberto s/ Legajo de prórroga de prisión preventiva”.


    I., Rodolfo Daniel y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000367/2003/85/1/RH29, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    Q., Arturo María s/ Recurso


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6631/2014/TO1/45/6/1/RH43, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    A., Felipe y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/76/1/1/1/RH137, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    F., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/79/1/1/1/RH138, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    C., José Marcelino s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/21/5/1/1/RH140, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    G. V., Martín s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO6/23/1/1/1/RH141, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    D. P., Enrique José s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO8/85/1/1/1/RH143, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen y al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    L., Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO8/64/2/1/1/RH144, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen y al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    F., Vicente Alfredo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/47/4/1/1/RH145, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen y al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    C., Mario Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/61/3/1/1/RH146, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen y al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita”.


    A., Raúl Esteban s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/40/5/1/1/RH147, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Silvina Marta s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 44377/2016/TO1/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Osvaldo José y otros s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 976/2016/2/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1068/2018/4/1/RH3, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Clemente Rubén s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1325/2012/TO1/4/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. R. V., Gustavo Gabriel s/ Recurso directo - Código Aduanero - Ley 22.415


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12000064/2010/30/1/RH3, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 72000512/2011/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Teresita y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 38035/2014/4/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Ricardo Alberto y otros s/ Evasión agravada tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8338/2016/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Miguel Aurelio y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 12990/2017/3/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    J., Mario Aníbal y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12562/2017/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Gustavo Marcelo s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000294/2007/TO1/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Alberto Guillermo s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62917/2016/TO1/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Gabriel Marcelo y otros s/ Incidente de extinción de la acción


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401130/2002/TO1/6/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. P. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1114/2018/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. F. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1327/2018/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Sergio Hugo s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1820/2016/2/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. B., Ezequiel Orlando s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1993/2017/4/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Alejandro Daniel s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 5770/2017/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Juan Carlos s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 56960/2017/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. E. S.A. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 124727/2018/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. S.A y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 11446/2016/2/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.A s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13164/2017/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. d. S., José Sandoval y otro s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3288/2015/3/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Eusebio Ramón y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8252/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. V., Eusebio y otro s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 9639/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 98003/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. L. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 672/2018/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. P. H. d. D. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 518/2018/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Eduardo Vicente s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 788/2018/1/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. A. S.A. - representada por Mohamed Yacine B. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 795/2018/4/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. C. S.R.L. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1399/2018/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. A. e h. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1447/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.A.C.I.F.I. y A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1687/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 25830/2016/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3523/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S. d. I. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1505/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Roberto Fabián y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 2756/2015/4/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Roberto Gustavo y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 18526/2017/2/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1860/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. R. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1326/2018/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. L. I. I. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1586/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 8428/2017/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Ceferino Jesús s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 72000511/2011/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 49397/2014/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Daniel Bartolo (Presidente Imbal S.A.) y otro s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 59823/2015/2/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Ángel s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 43515/2017/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. M. T. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 38378/2015/2/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. S.R.L. s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 50458/2015/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Encubrimiento de contrabando, Artículo 874, inciso 1 apartado d) - Código Aduanero -


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 10982/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. P. N. S. A. S.R.L. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 28738/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. S. J. d. V. E. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27435/2016/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. V. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 4524/2014/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Marta Patricia y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2070/2000/TO1/13/1/RH3, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Mario F. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1545/2015/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N.: actuaciones por separado formadas en CN 14.317 (CPE 914/2015), “A. M. 1X d. j. y otro s/ 24.769” y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 833/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 431/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 7841/2016/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Juan Ignacio O. S.A. s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 127276/2018/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H., Claudio José s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 67412/2017/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 18906/2016/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 872/2018/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Sergio s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 43/2013/4/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Norberto Miguel y otro s/ Legajo de casación


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 74029467/2010/TO1/4/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. C. D. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 25870/2016/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. F., Carlos Alberto s/ Contrabando Artículo 864, inciso d) - Código Aduanero y tentativa de contrabando, Artículo 871 - Código Aduanero


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 35816/2015/TO1/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. M. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 15161/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Eduardo Daniel s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 994/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos del dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. R., César Matías s/ Encubrimiento de contrabando, Artículo 874, inciso 1, apartado d) - Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 4516/2016/3/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos del dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Daniel Enrique y otros s/ Incidente de falta de acción


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 74000627/2011/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Roque Aníbal s / Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3766/2017/4/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. S.H. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 28685/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. P. y C. S. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1890/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. B., Leonardo Fermín s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 791/2018/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 222/2014/3/1/RH3, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. P. S.R.L. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 188252/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. C. S.A. s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 171578/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 33499/2015/4/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Betina s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 895/2016/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. B., Héctor Mauricio s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 93003319/2012/TO1/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. G., Juan Robinson s/ Contrabando Artículo 864, inciso d) - Código Aduanero


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 47529/2015/TO1/3/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Eduardo y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1231/2016/1/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. S.A. s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24271/2016/4/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. S. S.R.L y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1924/2013/3/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. TAE S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1820/2016/3/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. S.A s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1611/2018/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. S. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1360/2018/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. L. H. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 635/2018/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 239/2019/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Esteban Javier y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 10128/2017/3/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Jorge Alberto y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 23005622/2012/1/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. S.A. y otro s/ Evasión agravada tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1224/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Pablino y otros s/ Tentativa de contrabando, Artículo 871 - Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8091/2015/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. C. F., Luis Alberto y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1035/2016/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 17836/2017/1/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 102519/2017/3/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. E. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 61028/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Anselmo David y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43993/2014/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 4523/2014/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. L. S. R. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de tributos


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 680/2017/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. H. G. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1681/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1115/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 956/2018/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 293/2017/2/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. J., Justino y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 22590/2017/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Ernesto Raimundo s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 188200/2018/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Omar F. y P., Ricardo O. S. H., y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53170017/2012/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z., Hong Qing s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1788/2018/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Ignacio Alejandro y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 739/2018/2/1/1/RH3, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 35147/2015/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Eduardo Máximo y otro s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 25910/2015/TO1/4/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 34321/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. C., Santa Lucía s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 26341/2018/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 45620/2015/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A.I.C.I. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24698/2014/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. d. G. y E. L. P. y otro s/ Legajo de apelación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 15353/2016/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Favio Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 308/2012/4/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1557/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Jorge Daniel y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1060/2016/9/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Daniel Enrique y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1424/2008/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. I. A. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1660/2014/2/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., María Graciela s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 29120/2015/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Osvaldo Héctor s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21365/2017/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1965/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    W., Cristian Antonio y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 795/2009/TO2/9/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. U. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8418/2016/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Ramón Marcelo s/ Contrabando Artículo 864, d) - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 2/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Eduardo Felipe s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22017945/2012/1/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. P. d. S. M. S.A.I. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 171658/2018/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. A. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 150152/2018/1/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 17773/2017/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 25/2018/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1530/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. P. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1828/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. M. G. S. A., L. 5XX s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 18796/2016/4/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. S.A.I.C. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 37312/2017/10/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Luciano Joel s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 15200/2016/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I., Juan Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 95001034/2011/TO/2/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Héctor Ricardo s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12012996/2012/2/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., César Adrián s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 3451/2015/3/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Eugenio Nicolás s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 3318/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., José Antonio s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 79000756/2011/3/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. O. E. (F.) S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 120/2018/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos del dictamen FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Ricardo y otro s/ Incidente de acogimiento a la Ley 27.260


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 575/2009/TO1/8/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Ignacio Alejandro y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 741/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N., Xueyong s/ incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 843/2016/TO1/5/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Ary s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1132/2018/1/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. E. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1744/2016/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Graciela Manuela Mónica y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8852/2016/4/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. L. P. d. D. H. E. G. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 27426/2016/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S. A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 58616/2016/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E., Roberto Guillermo s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 72000665/2012/2/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., María y otro s/ Contrabando Artículo 864, inciso d) Código Aduanero y tentativa de contrabando, Artículo 871 - Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 12145/2017/2/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Rodolfo Luis y otro s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31001249/2007/TO1/2/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Q., Pedro Jesús y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 1626/2016/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Magdalena María de los Ángeles D. S. y otro s/ Contrabando Artículo 864, inciso d) - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 15279/2017/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de tributos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 3530/2017/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Jorge Augusto Carlos y otros s/ Incidente de falta de acción


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5673/2013/17/1/RH3, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Verónica Elizabeth y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 37426/2017/2/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. P. d. C. I. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 927/2018/2/1/RH2, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. D. S.A. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 3759/2016/1/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Walter Daniel y otros s/ Evasión agravada tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 46006/2015/1/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Ruth s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 59511/2015/1/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Gerardo Mario s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53010044/2011/2/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Juan Domingo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 22000726/2008/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. S.R.L. s / Evasión agravada tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 20045/2017/1/RH1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.R.L s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 121744/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Oscar Raúl y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1181/2016/2/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Anselmo Walter s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 119637/2018/1/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S.R.L. y otro s/ Evasión simple tributaria


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 8658/2015/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Fabio Cesar y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43996/2014/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Nancy Noemí y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 63/2015/3/1/1/RH4, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Juan Carlos y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 82032324/2013/2/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Rafael Jorge y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33000138/2008/2/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Miguel Ángel s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 309/2013/4/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. S.A s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1328/2018/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Roberto Luis y otros s/ Incidente de acogimiento a la Ley 27.260


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1469/2008/14/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Carlos José y otros s/ Incidente de prescripción de acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000062/2012/TO1/15/11/RH8, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43268/2017/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. G. y C. S.A. Comercial Industrial y Financiera y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 65077/2017/6/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., José Luis s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 5113/2015/TO1/2/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. P., Edgardo Fabián s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 21018/2014/TO1/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. M., Luis Antonio y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 11092529/2013/TO1/3/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Q., Héctor Antonio s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 9376/2017/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Reinaldo Eduardo y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 52936/2017/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Eduardo Jesús s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000338/2008/TO1/2/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Jorge Ricardo s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 41000294/2007/TO1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. P., Daniel Jesús s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 75003640/2011/4/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z., Zengluan s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 106236/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.A. s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 170399/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., George Thomas s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 412/2015/9/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1377/2018/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. O. R. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1660/2017/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Esteban Raúl y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 220000402/2013/2/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. V., María Belén y otro s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 474/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. G. G. S.R.L. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 76795/2017/3/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. B. M. d. P. S.A. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 35626/2017/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Julieta Elizabeth y otros s/ Evasión simple tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1480/2014/2/1/RH3, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Á., Ricardo Oscar s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 5990/2016/PL1/2/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.R.L. s/ Evasión agravada tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 12980/2018/1/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. T., Enrique María y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 17920/2013/3/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. F. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 34261/2017/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. F. L. N. s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 41810/2016/2/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. B. A. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 78874/2016/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Edgardo Raúl s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 226/2019/1/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1688/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Wei s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 562/2018/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1831/2018/1/1/RH2, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Guillermo Adrian y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 16376/2016/9/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Marcelo Alejandro y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 949/2010/4/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. P. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51010872/2012/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. A. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 32005644/2010/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H., Javier y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 19552/2017/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    La presente queja se ha tornado abstracta.


    G., Idalina y otros s/ Incidente de prisión domiciliaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 20133/2016/5/1/RH1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”; con base en los argumentos y conclusiones expuestos en el dictamen de esta Procuración General, que compartió e hizo suyos la Corte.


    R., Ernesto Alejandro s/ Incidente de cese de prisión preventiva


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400795/2004/TO1/32/1/RH8, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”; con base en los argumentos y conclusiones expuestos en el dictamen de esta Procuración General, que compartió e hizo suyos la Corte.


    I., Félix y otros s/ Legajo de casación


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400795/2004/TO1/31/1/RH9, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”; con base en los argumentos y conclusiones expuestos en el dictamen de esta Procuración General, que compartió e hizo suyos la Corte.


    S., Hugo Enzo s/ Incidente de excarcelación


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400795/2004/TO1/25/1/RH10, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Fuerzas de seguridad. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. En conclusión, la decisión impugnada mediante recurso federal debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias ya citada, en la medida en que la mayoría del a quo, omitió valorar indicios y argumentos conducentes para la adecuada solución del caso.


    A., Carlos Ulpiano y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 85000124/2010/11/2/1/RH5, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Abuso sexual calificado. Corrupción de menores. In dubio pro reo. Falta de fundamentación. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los argumentos desarrollados por la Fiscal.


    Puede concluirse que la absolución que, por mayoría, el tribunal de juicio sustentó en la aplicación del principio in dubio pro reo, carecía de fundamentos suficientes, en tanto se respaldaba en un examen parcial e inadecuado de los elementos de convicción aportados a la causa, y ello determinaba la descalificación de su sentencia como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad. La Corte tiene reiteradamente dicho que la invocación del principio in dubio pro reo no puede sustentarse en una pura subjetividad, ya que si bien es cierto que éste presupone un especial ánimo del juez según el cual está obligado a descartar la hipótesis acusatoria si no tiene certeza sobre los hechos imputados, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de las constancias del proceso, circunstancia que, a la luz de los argumentos puestos de manifiesto, se estima que no concurría en el pronunciamiento del tribunal de juicio. En tales condiciones, es aplicable al sub lite la doctrina establecida por la Corte en el caso “Di Nunzio”, de modo que el a quo, al proceder como lo hizo, soslayó arbitrariamente el conocimiento y la decisión de la cuestión federal que este ministerio fiscal, a través del recurso de casación interpuesto ante ella, había sometido a su jurisdicción.


    R. B., M. s/ Abuso sexual – Artículo 119 1° párrafo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8600/2012/TO2/3/1/RH2, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso de casación. Fraude a la Administración Pública. Procesamiento. Falta de fundamentación. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos deducidos ante los tribunales intervinientes, no justifican, por regla, el otorgamiento del recurso extraordinario. El presente caso se remite al examen de cuestiones que, por su índole, no exceden del marco de las facultades propios de los jueces de la causa, y que vincula aspectos directamente referidos a temas de hecho y prueba y de derecho común y procesal. La Corte tiene establecido que cabe reconocer excepción a tales directrices en casos de arbitrariedad se sentencias. El fallo recurrido no satisface el requisito constitucional de adecuada fundamentación que exige esa doctrina desde que mediante el uso de fórmulas estereotipadas y genéticas juzgó que los agravios del impugnante evidenciaban una opinión diversa de la cuestión resuelta y que no demostraban la existencia de una cuestión federal. Además, omitió atender los reclamos que sustentaron el recurso de casación que se acompaña, y que, inclusive, involucraban aspectos de dicha índole federal, como lo es la afectación del derecho constitucional de defensa en juicio, que comprende la posibilidad de obtener una sentencia jurisdiccionalmente válida y ampara también al Ministerio Público Fiscal. El a quo no ingresó al tratamiento de una materia propio de su competencia, apartándose por la doctrina fijada por la Corte en el precedente “Di Nunzio” de Fallos: 328:1108. Resulta oportuno señalar que el dictado del auto de procesamiento no implica necesariamente un juicio definitivo acerca de la culpabilidad del imputado, por lo que además una exégesis que requiera mayor grado de certeza sobre si su conducta se encuentra comprendida en el tipo penal endilgado corresponde a una fase más amplia del proceso, propia del debate, donde pudieran desplegarse plenamente los argumentos defensivos respecto de todas y cada una de las pruebas existentes. Al respecto, se ha dicho que la etapa del debate materializa claramente principios de puro cuño acusatorio dada la exigencia de oralidad, continuidad, publicidad y contradictorio, los cuales no sólo responden a un reclamo meramente legal sino que configuran verdaderos recaudos de orden constitucional. También es criterio de la Corte que el dictado del sobreseimiento reviste en la etapa de instrucción carácter excepcional, desde que su efecto es cerrar de forma definitiva e irrevocable el proceso penal, por lo que debe provenir de una instrucción completa capaz de producir en el juzgador la certeza de la concurrencia de alguna de las causales enumeradas en el código procesal penal. En definitiva las consideraciones realizadas y la aludida jurisprudencia de la Corte, autorizan a concluir que el temperamento revocatorio del tribunal de juicio obedeció a una valoración fragmentaria y aislada de las probanzas de la causa, y a omisiones y falencias en el análisis prematuro sobre la verificación de hechos conducentes para la decisión de la cuestión. Ello impidió una visión de conjunto de la prueba reunida y un examen que atienda los criterios de la sana crítica racional y las exigencias de las reglas de la lógica propio de la instancia de casación intentada. Ese es el supuesto de arbitrariedad que no debió ser soslayado por el a quo en función de su carácter de tribunal intermedio, con arreglo a lo establecido en el precedente de Fallos: 328:1108. En efecto, mediante fórmulas dogmáticas y genéricas, el tribunal de casación no observó el criterio allí establecido por la Corte en cuanto destaca su deber de conocer previamente en todas las cuestiones de naturaleza federal que intentasen someterse luego a la decisión final de la Corte Suprema, con prescindencia de obstáculos formales e, inclusive, en casos en que los planteos recursivos invoquen la arbitrariedad del pronunciamiento En consecuencia, en el sub lite se verifica la situación excepcional que habilita la intervención de la Corte con base en la doctrina de la arbitrariedad, en tanto la resolución de la Sala carece de suficiente fundamento y resulta descalificable como acto jurisdiccional válido, por lo que frustra una vía procesal apta para que el Ministerio Público pueda ejercer sus derechos en el sub judice, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    R. M., Gonzalo Adrián y otro s/ Defraudación contra la administración pública y expedición de certificado médico falso


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 25535/2016/1/1/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Exceso ritual manifiesto. Apreciación de la prueba. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los argumentos emitido por la fiscal general al sostener que el a quo obró con excesivo rigor formal al exigir un escrito explícito de mantenimiento del recurso concedido en lugar de juzgar satisfecho ese requisito con la señal, igualmente inequívoca, de que la parte persistía en su intención de someter a revisión la sentencia absolutoria dictada en la causa por la magistrada de la instancia anterior, al responder al proveído de emplazamiento de la cámara e ingresar al sistema informático de gestión judicial copia digital del escrito de interposición del recurso. El ritualismo mencionado descalifica el pronunciamiento impugnado con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. El apego excesivo a las formas, sin reparar en la sustancia de la actividad procesal desplegada por la parte recurrente, impidió que el Ministerio Público ejerciera su derecho a someter al control de una sala de casación una sentencia que rechazó su pretensión punitiva, en un caso en el que ella era especialmente urgente en atención no sólo a la gravedad de los sucesos imputados sino también a que había sido dictada por un tribunal unipersonal, cuya apreciación de la prueba producida durante el debate, que la recurrente ha reputado sesgada y arbitraria, llevó a la magistrada a concluir, en contra de la posición de la fiscalía, que quedaban dudas sobre algunos de los hechos atribuidos, dudas que motivaron su pronunciamiento absolutorio, sólo por aplicación del artículo 3 del Código Procesal Penal de la Nación.


    S. N., Elvis y otros s/ Homicidio culposo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29977/2013/TO1/2/1/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, “A., Sharon Mae c/s/ Causa n° 15.507” y fallo de la causa CSJ 408/2014 (50 - C)/CS1 “Cantarell, Luis Adolfo”.


    S., Aleksandr y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 192/2018/TO1/6/1/RH2, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa H. 139, L. XLVIII, “H., Miguel y R., Javier Nicolás s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    Incidente N° 6 – Imputado: B., Oscar Jesús s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 11321/2016/TO/6/1/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Esteban Luis y otros s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 476/2013/10/1/RH4, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 608/2017/2/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. C. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 957/2016/12/4/1/RH9, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Social- s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1225/2018/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1317/2018/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Enrique y otros s/ Incidente de prescripción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1414/2015/1/2/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1421/2008/2/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. R., Álvaro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1585/2018/2/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1646/2018/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1759/2016/1/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. S.A. y otros s/ Evasión simple


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1978/2017/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    J. I. L. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2027/2018/2/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. P. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 2021/2013/2/1/RH3, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. B. M. S.R.L. Distribuidora y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 6324/2016/3/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    A., Gastón Damián s/ Evasión simple


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31449/2017/5/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    N., Gustavo Alfredo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 81493/2017/4/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. S.R.L. y otros s/ Incidente de falta de acción


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91123/2017/1/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. K. L. S.A. y otros s/ Evasión simple


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 30577/2017/1/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. T., Víctor s/ Contrabando


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 36896/2015/TO1/3/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., María Alejandra s/ Infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32020812/2012/TO1/2/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. G., Miguel Alberto s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 93002395/2009/TO1/2/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Franco Sebastián s/ Encubrimiento de contrabando


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 4049/2016/3/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. del V., Aritougulo s/ Encubrimiento de contrabando


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 7119/2015/2/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    S., Hugo y otros s/ Evasión simple


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 10524/2018/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Belmar C. s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 11092/2017/3/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. A. S.R.L. y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 48631/2016/1/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. F. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000479/2012/3/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Ricardo s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31001169/2003/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Ernesto Benedicto y otros s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 75003494/2010/TO1/2/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. A. S.R.L. y otros s/ Legajo de apelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 83000/2018/1/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. A. L. S.R.L. y otros s/ Incidente falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 775/2017/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. O. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 999/2015/6/RH3, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Nicolás Andrés s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 182/2017/4/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. R. S.A. s/ Legajo de investigación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 957/2016/11/5/RH8, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. del P. Cooperativa de Crédito s/ Infracción Artículo 303


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1156/2016/6/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. Sociedad Anónima s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1363/2018/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1584/2018/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1715/2018/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    L. C. G. de S. S.A. y otros s/ Evasión simple


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1829/2010/6/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    F. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1924/2018/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    P. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1953/2018/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    P. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1962/2018/1/1/RH2, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    D., Fernando Pablo s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53040003/2010/TO1/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14425/2014/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. S.A. s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13628/2014/1/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    I. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 76801/2017/3/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    P. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 18446/2016/1/1/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Alejandro Daniel s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 76058/2018/1/1/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Rosa y otro s/ Evasión simple tributaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 38995/2013/2/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. R., Claudia y otros s/ Evasión agravada


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401207/2006/TO1/7/1/RH4, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Víctor Miguel s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 467/2018/1/RH1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 819/2016/1/1/RH2, "K. F. A. S.A. y otros s/ Infracción ley 24.144".


    P. C. Agencia de Cambio y Turismo S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1390/2015/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 819/2016/1/1/RH2, "K. F. A. S.A. y otros s/ Infracción ley 24.144".


    P. C. Agencia de Cambio y Turismo S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 908/2014/3/1/RH5, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 131/2017/4/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    L. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 100/2014/6/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    V. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 272/2019/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen del caso CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    S. N. P. y E. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 406/2019/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1048/2017/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Patricio Nicolás s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1645/2013/TO1/4/2/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. de C. S. A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1652/2018/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. R., Elvira Carolina y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2019/2017/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. P. S.R.L. y otros s/ Simulación dolosa de pago


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 43509/2017/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. R. T. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24679/2014/3/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Gabriela Analía s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8443/2018/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. S. A. s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 9771/2015/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., César Francisco s/ Legajo de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 91003202/2013/TO1/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. A. H. C. S.R.L. y otros s/ Apropiación indebida


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 174335/2018/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. M. de P. de M. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 494/2015/7/1/RH3, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. de B. A. S.R.L. y otro s/ Incidente de prescripción acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1291/2017/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    N. A., Miguel y otros s/ Aprovechamiento indebido de subsidios


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 71007217/2010/10/1/RH3, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Leonardo Esteban s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9951/2016/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. S. y D. L. s/ Apropiación indebida de recurso


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 15811/2019/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    D. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 188201/2018/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. O., Pablo Osear s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 190562/2018/2/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. H. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 91/2014/4/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    E. V. R. S. C. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 36011/2015/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 111/2019/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    T. A. S. M. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11035/2015/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.R.L. s / Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 285/2019/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Efraín Gonzalo y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 26954/2016/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. P. N. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 365/2019/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N. S.A. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 12754/2014/2/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Teresa s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000189/2012/TO1/2/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 15468/2018/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H. O. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 3663/2016/5/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Miguel y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 7121/2017/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Ricardo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 14406/2017/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N., Leonel Eduardo s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 47133/2014/2/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Víctor Leonardo y otros s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 6089/2015/3/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Mónica s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9073/2017/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Miguel Ángel s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 23805/2016/TO1/3/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Jonatan y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 704/2017/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. P., Roberto Carlos s/ Contrabando


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 24327/2015/TO1/2/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 10776/2017/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    AFIP - DGI c/ S. S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 16450/2014/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Roberto y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 94004191/2011/TO1/3/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Damián José Luis y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSA-Justicia Federal de Salta, 15378/2017/2/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Oscar Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 62000598/2010/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    F., Alberto Raúl y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53060025/2010/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. Z. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1296/2010/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Silvana Noemí y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 31882/2017/2/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    T., Omar Alberto y otro s/ Evasión simple


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 42000308/2009/TO1/2/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria", se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    V., Hernán José s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22764/2013/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    K. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 306/2019/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    T., Javier Ignacio s/ infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1829/2018/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    S. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1351/2018/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    H. B. A. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1344/2015/4/1/RH5, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    O. S., Miguel Ángel s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1301/2017/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    C. G. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1274/2017/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    A. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1636/2018/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    A. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 926/2018/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 33000057/2007/3/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    D. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 599/2017/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Gustavo Antonio y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53010003/2013/3/1/RH2, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    C., Cristián David y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 35574/2017/2/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    B. y A. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 9632/2018/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    B. S.A s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 67512/2018/7/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    G., Sergio Damián s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 5712/2015/2/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    G., César Andrés s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 8394/2018/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    R., Nancy y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 66555/2017/2/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M. A. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 6393/2017/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    M., Lucio Ramón s/ Contrabando


    FSA-Justicia Federal de Salta, 25618/2017/1/RH1, 15 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1648/2018/1/1/RH2, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Adriana A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 916/2013/3/RH1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. Z., Fernando José y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 23273/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Jorge Alberto s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 182318/2018/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. L. P. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 114268/2018/8/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Juan Horacio s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43270/2017/2/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    S., Oscar Germán y otros s/ Contrabando


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 27084/2017/2/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Eduardo David s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1882/2013/4/1/1/RH3, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    C., Nicolás Tadeo s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 651/2019/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    P., Mónica Fernanda y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 806/2018/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    T. p. l. C. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 77205/2017/2/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    M., José s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 2816/2017/TO1/2/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    R. S.A.y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 40666/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    B., Juliano y otros s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 855/2015/6/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 5527/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 5886/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    N.N.; D. C., Claudia Alejandra s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 36074/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. S.A s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 901/2016/2/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. C. S.R.L s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1618/2018/2/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. P. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1705/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Rocío Ailén y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2024/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Walter Antonio Settimio y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 42001030/2012/2/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. zona centro S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 98393/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. M., Josefa s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 13000310/2011/2/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. de la F., Juan Manuel s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 10315/2018/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S. T. S.R.L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3383/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. M. S.A. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 8395/2015/2/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A y otros s/ Evasión agravada tributaria


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 16158/2014/3/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 21472/2016/2/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Pedro Benito y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401105/0/TO1/1/RH4, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. S. S.R.L s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 605/2019/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Orlando Carlos y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 759/2016/2/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. del S. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1783/2017/1/2/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Miguel Ángel y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22018404/2012/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O., Osvaldo Pablo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53200011/2009/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. J. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 115186/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Lucas René s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12219/2017/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Gerardo Javier s/ Evasión agravada


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 523/2017/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. L., Agustín Roberto Federico y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 2790/2014/4/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. A. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000095/2011/3/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Tecno Plastic S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27900/2019/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 141/2019/2/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Evasión simple. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. S.R.L. y otros s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 46499/2019/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H., Xiaomei s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 80073/2016/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. A. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 304/2019/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Gladis Norma s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 862/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. B. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 44000516/2013/2/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Héctor Emilio y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 14021/2014/3/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. del S. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31931/2016/4/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Élida Cecilia s/ Evasión simple tributaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 37229/2019/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Cristian de Jesús M. s/ Infracción Ley 24.769


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1601/2019/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Verónica Cristina s/ Evasión simple tributaria


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 2710/2019/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Manuel y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2311/2017/1/1/1/1/1/RH4, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Pablo y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 46945/2016/2/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    J., Rosa María y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 144403/2018/2/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Rodolfo Ítalo s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 182558/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Vicente Raúl s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 6279/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Daniel Rubén s/ Evasión simple tributaria y evasión agravada tributaria


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51784/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z., Luis Augusto y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2590/2009/TO1/3/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Paola y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 149811/2018/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Pablo Miguel y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1008/2008/9/1/RH3, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., David y otros s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1350/2016/2/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. d. S., Antonio s/ Actuaciones complementarias


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1930/2012/6/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Luis Ángel s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 229/2017/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Norma Elena y otros s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 14882/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. G. S.R.L. (CUIT 3x-7xxxxxxx-1) y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 39846/2016/5/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S. e hijos S.A y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 19369/2016/4/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. M. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 19511/2016/2/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    J., Sergio David s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 4826/2016/PL1/5/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D., Patricio Alberto s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3375/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. A., Sara y otro s/ Contrabando Artículo 864, Inciso a) - Código Aduanero


    FSA-Justicia Federal de Salta, 17836/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Dardo Emanuel s/ Contrabando Artículo 863 - Código Aduanero y perturbaciones al ejercicio de la función pública - Inciso 2


    FSA-Justicia Federal de Salta, 22029/2017/2/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. S. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1149/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. G. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1981/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Raúl Jorge y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 16614/2018/2/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Sebastián Ramiro y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 40165/2015/1/1/RH3, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Pablo Martín s/ Evasión simple tributaria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 54904/2017/1/1/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    K S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 887/2017/2/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Matías Alejandro -CUIT 2x-3xxxxxxx-0 y otros s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 61162/2018/4/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. N. C. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 957/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Oscar Carlos s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1066/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Alberto y otros s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 6565/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. R., Ivar s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 32000587/2012/TO1/5/RH2, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H., Quizhong s/ Evasión simple tributaria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 72629/2016/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Diego Néstor y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 101930/2018/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. G. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 165853/2018/1/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Maximiliano Matías y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3357/2017/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. C., Raúl y otros s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público y encubrimiento de contrabando


    FSA-Justicia Federal de Salta, 20886/2017/2017/3/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso de inaplicabilidad de ley


    Nulidad de sentencia. Debido proceso. Doble instancia. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Apreciación de la prueba. Hechos nuevos. Derivación razonada del derecho vigente. Agravio extemporáneo. 


    Si bien la Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal. Asimismo, le corresponde al Tribunal decidir si existe o no el supuesto de arbitrariedad de sentencias, lo cual no releva a los órganos judiciales de resolver circunstanciadamente si la apelación federal, prima facie valorada, cuenta con fundamentos suficientes para dar sustento a la invocación de un caso de excepción, ya que de ser seguida la orientación opuesta, debería admitir que su jurisdicción extraordinaria se viese, en principio, habilitada o denegada sin razones que avalen uno u otro resultado, lo cual irroga un claro perjuicio al derecho de defensa de los litigantes y al adecuado servicio de justicia de la Corte. Al examinar el sub judice con arreglo a esos criterios, se advierte que el tribunal superior local denegó correctamente el recurso de inaplicabilidad de ley y luego el extraordinario federal. Ello es así, por cuanto ha sido el recurrente quien ha omitido cumplir con el requisito de adecuada fundamentación del artículo 15 de la ley 48, en la medida que no se hizo cargo de la aseveración en cuanto a que sus agravios sustentados en la arbitrariedad fueron rechazados más allá de la interpretación que pueda darse al artículo 494 del código ritual aplicable, luego de haber sido analizados a la luz de la doctrina que surge de los precedentes "Strada" y "Di Mascio". Sucintamente, la apelante no sólo debió cuestionar el alcance y la constitucionalidad de la norma procesal, sino también la denegatoria que se argumentó a partir de descartar la arbitrariedad de la sentencia, que le hubiese permitido el acceso a la instancia de cuya privación se agravia. Así, la Corte ha establecido que el recurso extraordinario no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas por la discrepancia de la parte con la selección y valoración de la prueba realizada, ya que no incumbe al Tribunal juzgar, sobre el acierto o error de la decisión con respecto al valor o alcance de la prueba, facultad ésta que es propia de aquéllos. Contrariamente a lo que sostiene el recurrente, en el fallo se efectuó un adecuado tratamiento de las cuestiones propuestas que satisface lo exigido a los pronunciamientos judiciales de tal naturaleza, pues cuenta con fundamentación suficiente y constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. De acuerdo con lo expuesto, la convicción de los jueces halla sustento en la violación al deber de cuidado por parte del autor, que debía extremar atento a las circunstancias climáticas y la nocturnidad imperantes al momento del suceso, conforme a los elementos probatorios que se ponderaron como concluyentes a ese efecto. Por lo tanto, no se aprecia una carencia de fundamentación a este respecto, sino todo lo contrario, los reparos que en este carril despliega la defensa sólo apuntan a oponer un enfoque distinto con el criterio de los jueces en la selección y valoración de la prueba, que no cubre la doctrina de la arbitrariedad que invoca. En cuanto a la credibilidad de los testimonios brindados en las actuaciones que la defensa técnica puso en tela de juicio, tales objeciones no fueron ignoradas por el tribunal revisor, del mismo modo que también se hizo cargo de refutarlas y repelió la incertidumbre que intentó sembrar acerca de su valor probatorio. De tal suerte, no se encuentran, a partir de las alegaciones del recurrente y de lo resuelto por los jueces de la causa, motivos con entidad para descalificar la certeza subjetiva en que basaron su fallo, o que autoricen a sostener que ninguna evaluación razonable de la prueba pudo haber brindado sustento a esa decisión. La exposición del agravio concerniente a la actuación de un mismo agente fiscal en la investigación preliminar y la etapa de juicio, también se apoyó en una argumentación que no es más que la reedición de la que sustentó en la apelación ordinaria, lo cual conspira, contra el debido fundamento exigido a esta clase de recursos, pues no constituye una crítica concreta ni razonada del pronunciamiento recurrido, y respecto del cual obtuvo fundada respuesta por parte de todos los jueces intervinientes en las instancias locales. Por lo demás, el agravio sólo remite al examen de cuestiones vinculadas con el alcance e interpretación de las normas locales que rigen el procedimiento penal de la provincia que ha recibido respuestas debidamente fundadas, revisadas y confirmadas por parte de los distintos tribunales de la jurisdicción que han entendido en la causa, sin que hayan sido rebatidas por el apelante con fundamentos suficientes para demostrar su arbitrariedad. En tales condiciones, el planteo es ajeno al remedio del artículo 14 de la ley 48. En lo que hace a la alegación como "hecho nuevo" que introduce la defensa y que, acarrearía la nulidad de la sentencia por violación al principio de imparcialidad por parte del juez que intervino en la primera instancia, sólo se apoya en los propios e incontrastables dichos del presentante, sin ningún otro tipo de sustento. En este sendero, el déficit probatorio que debería verse reflejado en el pronunciamiento, no se manifiesta en su sentencia ni en la evaluación que realizaran los jueces de la alzada local en ocasión de resolver la apelación, pues contiene fundamentos suficientes con base en las constancias de la causa que no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional válido; todo lo cual, descarta la existencia de una situación apta para suscitar la intervención de la Corte. En relación con el agravio vinculado al rechazo de la aplicación al caso de la pena natural, si bien el recurrente cita la normativa que prevé el código ritual para los casos en que "el daño sufrido por el imputado a consecuencia del hecho torne desproporcionada, superflua o inapropiada la aplicación de una pena, excepto que mediaren razones de seguridad o interés público", omitió hacer referencia a la excepción que prevé la norma transcripta, teniendo en cuenta además que la figura es un "criterio especial de archivo" de las actuaciones y que posee otros requisitos, como la posibilidad de reparar el daño ocasionado, y un procedimiento específico. Sumado a ello, la cuestión también constituye materia propia de los jueces de la causa. En tales condiciones, además de infundado, el planteo resulta extemporáneo por lo que su tratamiento, implicaría retroceder a instancias agotadas y desconocer la estabilidad de los actos cumplidos que no fueron objeto de cuestionamiento oportuno por las partes, con afectación de la seguridad jurídica sobre la que se fundan los principios de progresividad y preclusión, que rigen en plenitud en el marco de los procesos penales. La conclusión que se deriva de las razones expuestas hasta aquí, además de descartar la existencia de la gravedad institucional alegada, determina que la sentencia del superior tribunal que declaró inadmisible el recurso extraordinario local cuenta con adecuados fundamentos que excluyen el vicio de la arbitrariedad, de apreciación sumamente restrictiva en estos casos.


    A. M., Mariano s/ Recurso de queja en causa n° 23.714 de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de La Plata - Sala III


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 882/2018/RH1, 16 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso de queja


    Mantenimiento del recurso. 


    Al efecto de que la Corte pueda expedirse, se mantiene la presente queja.


    B., Carlos Alberto y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 19055/2015/TO1/16/1/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen del caso CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    C., Guillermo Hugo s/ Evasión simple tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31001296/2007/TO1/2/RH1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    G., Alberto René y otros


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 19076/2014/4/1/1/1/RH2, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja, y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. P., Raúl Juan y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 27474/2014/TO1/4/1/RH1, 15 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G. L. I. M. S.R.L. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70620/2018/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Enrique Eduardo s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 75003752/2012/TO1/2/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Jorge Luis s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 45806/2014/TO1/4/RH3, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Yahao s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 723/2017/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en ell dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. V., Roldán Mario y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 753/2015/13/1/RH3, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. T. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 942/2017/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Gastón Alfredo y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 960/2015/TO1/4/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. V. G. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1281/2017/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Josefina y otros / Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1440/2013/13/RH3, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. C. S.A. y otro / Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1641/2016/3/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1797/2014/3/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. S.R.L. y otro / Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1855/2016/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Rubén Elvio ("V. M. C. S.R.L.") s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 29500/2015/1/1/RH2, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O., María Luz s/ Infracción Ley 24.769


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 4560/2017/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Gabriel y otro s/ Legajo de apelación


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 12584/2017/1/1/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Mario Rodolfo y otro s/ Evasión simple tributaria


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 14767/2016/2/RH1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación de sentencias. Defensa en juicio. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte tiene establecido que las decisiones relativas a la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, ya que por la índole exclusivamente procesal y de derecho común de las cuestiones que suscitan, no exceden el marco de las facultades que le son propias. Sin embargo, también ha sostenido que es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando la decisión apelada frustra el alcance de la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente. El superior tribunal provincial desestimó la presentación directa de la defensora con base en la supuesta equivocación en que ésta habría incurrido al invocar el artículo 433 del ordenamiento procesal penal local, sin evaluar el cumplimiento de las exigencias que regían esa queja, ni atender a la sustancia de los planteos formulados. Ello revela, un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio, por el que quedaron sin respuesta los concretos agravios de la defensa del imputado vinculados, por un lado, con el arbitrario descarte de ciertas circunstancias que consideró atenuantes y la valoración como agravante de otras que ya habían sido evaluadas dentro del examen de la configuración de la conducta típica, con alegada afectación del principio non bis in idem; y por el otro, con el menoscabo del principio de congruencia como resultado de la modificación que se habría llevado a cabo en la sentencia de condena sobre un aspecto determinado del hecho que fue objeto de acusación. En tales condiciones, el fallo apelado debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.


    M., R. C. s/ Recurso de queja en causa n° 23.835 de la Cámara de Apelaciones y garantías en lo Penal, Sala III de La Plata


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 647/2017/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Graduación de la pena. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario no alcanza a fundar la existencia de una cuestión federal susceptible de ser revisada por el Tribunal por la vía del artículo 14 de la ley 48, ni brinda razones suficientes para sostener la arbitrariedad que se alega. La Corte tiene establecido que el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas no puede traducirse en un número de días, meses o años, sino que involucra diversas situaciones propias de cada asunto y que, además, se han identificado en la jurisprudencia algunos factores determinantes a fin de evaluar la razonabilidad del plazo, sin que tampoco demuestre el recurso de qué manera se habría traducido aquel lapso en perjuicio directo al imputado. En tal sentido, es criterio del Tribunal que exige considerar la incidencia que ostenta el instituto de la prescripción como instrumento jurídico adecuado para consagrar efectivamente esa garantía. Asimismo, resulta insustancial el argumento que objeta la extemporaneidad, pues el a quo realizó de todos modos un adecuado tratamiento de la cuestión de orden público que puede ser introducida en cualquier etapa del proceso y debe ser examinada, aun de oficio, por la autoridad judicial. Es criterio de la Corte que, "la Constitución no puede interpretarse en forma contradictoria, o sea, que el principio republicano de gobierno impide entender un dispositivo constitucional como cancelatorio de otro". Con relación a que la naturaleza misma del derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas impide establecer con precisión bajo qué circunstancias o a partir de qué momento comenzaría a lesionarse, no es posible determinar la afectación sobre la base de cualquier contingencia de tiempo. En cuanto a los demás agravios planteados, se presentan similares defectos de fundamentación que impiden su consideración y tratamiento, ya que remiten al examen de cuestiones que, son propias de los jueces de mérito, y ajenas a la instancia extraordinaria, y tampoco logran demostrar ninguna razón que permita hacer excepción al principio con base en la doctrina de la arbitrariedad. En lo que respecta a la determinación de la pena, el recurso discute el análisis que realizó el a quo sobre la base de reproducir cuestionamientos vertidos con anterioridad, que ya fueron desechados con fundamentos bastantes y que no corresponde a la Corte revisar. Tampoco explica el recurrente de qué modo cabría considerar afectados los principios constitucionales de readaptación social, proporcionalidad, pro homine, pro libertatis y fin de la pena, cuyos argumentos no demuestran la existencia de una vinculación inmediata entre lo decidido y los derechos que entiende vulnerados, sino que sólo los menciona de modo general y abstracto, con lo cual exhibe una mera discrepancia que también determina la improcedencia de este aspecto de la impugnación. Es posible concluir que el fallo impugnado goza de suficiente fundamentación para ser considerado un acto jurisdiccional válido, y que la parte apelante no ha logrado demostrar la afectación de agravios federales, ni ninguna de las demás cuestiones planteadas con base en la doctrina de arbitrariedad que reviste carácter excepcional. Por lo tanto, no media en el caso un inusitado rigor formal que afecte la garantía de la defensa en juicio, ni el pronunciamiento recurrido causa una restricción sustancial a las garantías constitucionales.


    B., Fernando Matías Marcos y otro s/ Robo en poblado y en banda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4362/2014/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Calificación legal. Revocación de sentencia. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa "H., Miguel y R., Javier Nicolás s/ Incidente de recurso extraordinario".


    Si bien el sub judice se refiere a la inteligencia de una norma de derecho común, amerita que en virtud del principio de legalidad por el que el Ministerio Público debe velar, sea analizada por el Tribunal, pues la cuestión se suscita reiteradamente y se resuelve con criterios opuestos, lo cual puede provocar perplejidad en los litigantes en detrimento de la debida administración de justicia.


    P., Esteban Omar y otro s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 35003733/2013/TO1/8/1/RH1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    P., Carlos y Cía S.R.L. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 24233/2014/3/1/1/RH1, 11 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Carlos Javier s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1555/2013/8/1/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso extraordinario


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/53/1/RH37, “A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    M., Alejandro Osvaldo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/11/5/1/1/RH123, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Oposición a la extradición. Encuadramiento legal de los hechos. Prescripción. Confirmación de sentencia. 


    El Tribunal ha resuelto que no es requisito del tratado aplicable a estas actuaciones que la conducta delictiva deba tener una fijación temporo-espacial delimitada en un día, hora y domicilio específico, sino que es suficiente su ubicación en un lapso y en un lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso. En las condiciones descriptas, es pertinente recordar que el tratado aplicable establece en su artículo 8.1.b que la solicitud debe estar acompañada por "una relación sumaria de los hechos del delito y una breve exposición de las etapas procesales cumplidas", aspectos que se encuentran suficientemente cumplidos. Como es sabido, este procedimiento no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, ni envuelve el conocimiento del proceso en el fondo, como tampoco implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del extraditurus en los hechos que dan lugar al reclamo. Por otro lado, la configuración del presupuesto de la doble incriminación no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan la entrega reclamada, pues lo relevante es que las normas penales de los países requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción y para esta constatación el juez de la extradición no está limitado por el nomen iuris del delito. Es doctrina de la Corte que la doble subsunción que exige la aplicación de este principio no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación del hecho a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que el país requirente pretende probar, el examen de la adecuación del mismo hecho a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de considerar que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo la ley del país requerido. Lo decisivo es, entonces, la coincidencia en la "sustancia de la infracción". Este criterio, por lo demás, es el previsto en el artículo 2.3 del tratado bilateral aplicable, en cuanto determina que "un delito será extraditable independientemente de que: (a) las leyes de las Partes tipifiquen o no las acciones u omisiones que constituyen el delito dentro de la misma categoría de delito o denominen o no el delito con la misma terminología...". En otro orden de ideas, respecto de la prescripción de la acción, de acuerdo al tratado por el que se rige este pedido de extradición, la legislación del Estado requirente es la relevante para determinar si la acción penal o la pena se encuentran prescriptas, debiéndose presentar con la solicitud "una declaración que ni la acción penal ni la pena han prescripto" conforme a ella; requisito que se encuentra debidamente acreditado. Finalmente, la jurisprudencia del Tribunal es pacífica y conteste al sostener que, sin perjuicio de la regla de subsidiariedad expresada en el artículo 2 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, para aquello que no disponga en especial el tratado que rija la ayuda, la normativa interna -ley 24767- no puede agregar requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanda y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Por ello, la extradición debe ser acordada sin otras condiciones que las previstas en el tratado que la rige, porque solamente a falta de ese instrumento es pertinente la aplicación de las reglas establecidas por las disposiciones legales de orden interno, criterio que abreva en la inteligencia de que aquél es un acto emanado del acuerdo de dos Estados y por ende debe privar aun sobre las normas que en la materia consagra el derecho interno. En consecuencia, los requisitos que pueden exigirse al Estado que pide la extradición son únicamente los que, de modo expreso, contempla el tratado, ya que interpretar la cuestión de otra manera implicaría una violación de los compromisos asumidos, situación que podría generar la responsabilidad internacional de la República Argentina, en los términos de la citada Convención de Viena. No obstante lo expuesto, razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas de derecho internacional de los derechos humanos que obligan a nuestro país, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del Estado requirente el tiempo de privación de libertad al que estuvo sujeto el requerido en el trámite de extradición con el fin de que la autoridad jurisdiccional competente extranjera arbitre las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento. Por último, el aplazamiento de la entrega del requerido con fundamento en su estado de salud, se trata de una cuestión que escapa al examen jurisdiccional y constituye materia que corresponde analizar al Poder Ejecutivo en la etapa de decisión final del trámite de extradición.


    L., Derval s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40200/2016/CS1, 12 de abril de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Falta de traslado. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Lo contrario importaría admitir que las sentencias de los tribunales colegiados pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, cuando, en rigor, deben ser el producto de un intercambio de ideas. En efecto, las decisiones de la Corte están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, pero resulta insoslayable declarar la inexistencia de aquellas sentencias que carecen de los requisitos indispensables para ser consideradas un acto judicial válido. Por otro lado, salvo la mejor interpretación que de sus propias sentencias pudiera hacer la Corte, la concesión de la detención domiciliaria debe ser precedida de una instancia en la que, sin mengua de la celeridad que demanda la naturaleza del asunto, se asegure el pleno resguardo de la cualidad contradictoria del procedimiento en lo que respecta a las conclusiones de los informes médicos, de modo que las partes puedan plantear las cuestiones que estimen pertinentes. En otro orden de ideas, la jurisprudencia de la Corte, -salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal- al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria, entendió que los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada. Desde esa misma perspectiva, la ley 24.660 no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión del a quo carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    G., Carlos Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14700/2015/TO1/1/2/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Suspensión del juicio a prueba. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    El fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del proceso y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido, pues se ha eludido arbitrariamente el tratamiento razonado de la cuestión relevante del caso, esto es, la aplicación de la agravante del artículo 41 quater del Código Penal.


    O. F., Rosalinda Vanesa s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000324/2011/TO1/1/CS1, 02 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Fraude a la Administración Pública. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. Embargo. Improcedencia del recurso. 


    El escrito de la apelación carece de la debida fundamentación pues sólo cuenta con afirmaciones dogmáticas y no refuta todas y cada una de las razones que dieron sustento a la resolución recurrida. El apelante se limitó a expresar de manera dogmática que la transferencia de los fondos estuvo motivada simplemente por un error en la denominación de la cuenta en que estaban depositados, y que la acción de responsabilidad a su respecto no constituiría un impedimento actual para su reclamo, sin ajustarse a los términos de aquellos pronunciamientos, hacerse cargo de rebatir sus fundamentos, ni cuestionar la facultad del juez en lo comercial de sujetar los fondos al proceso de quiebra, pese a que el artículo 176 de la ley 24.522 establece que en los casos de acciones de responsabilidad contra terceros, a pedido del síndico, el juez puede adoptar las medidas precautorias por el monto que determine. En tales condiciones, la impugnación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal.


    S., Carmelo Alfredo s/ Legajo de apelación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11275/1997/25/CS1, 17 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 14700/2015/TO1/1/2/CS1, “G., Carlos Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    G., Carlos Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16441/2002/TO1/22/1/CS1, 30 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Acción de amparo. 


    Remisión al dictamen de la causa FCR 17374/2018/CS1-CS2, "Municipalidad de Cte. Luis Piedrabuena c/ Poder Ejecutivo Nacional s / Amparo ley 16.986”.


    Roquel, Daniel Alberto c/ Poder Ejecutivo del Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 18017/2018/CS1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Prisión domiciliaria. Derechos humanos. Adultos mayores. Cuerpo médico forense. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Facultades del juez. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Descartado que el requisito etario sea suficiente para conceder la medida, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que la sustenten, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    C., Juan Carlos Mario s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18582/2001/2/6/2/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    La Corte ha establecido que los informes del Cuerpo Médico Forense no sólo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas de modo que su intervención es ineludible. En tal sentido, si a la contradicción palmaria con el informe del Cuerpo Médico Forense ha de agregarse la total carencia de fundamentación dirigida a intentar justificarla, se vicia por sí la decisión del a quo, al tornarla arbitraria. Por otro lado, si bien el imputado cumple con el requisito etario previsto en el artículo 32, letra "d", de la ley 24.660, esta circunstancia no puede considerarse suficiente en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados mayores de setenta años. Y dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta, para impedir arbitrariedades, los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, aun en el caso de esa clase de imputados. Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión del a quo carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    G., Miguel Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 16000021/2009/TO1/26/2/CS1, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    M., José María s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/78/1/1/1/RH133, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Sentencia equiparable a definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El recurso de casación ha sido arbitrariamente denegado. Tal circunstancia surge del propio auto de concesión de la apelación federal y hace aplicable la doctrina sentada en "Di Nunzio". El tribunal de juicio rechazó el recurso de casación del fiscal porque consideró que no se dirigía contra una resolución enumerada en el artículo 457 del Código Procesal Penal de la Nación o equiparable a definitiva por sus efectos; la sala a quo por mayoría, declaró inadmisible la queja del fiscal por juzgar que el recurrente no logró conmover los fundamentos por los cuales se denegó aquel recurso Luego la misma sala, también por mayoría, al examinar la admisibilidad del recurso extraordinario interpuesto por el fiscal, consideró -en lo que aquí interesa- que la impugnación "se dirige contra una resolución equiparable a definitiva por sus efectos y por las garantías constitucionales en juego". Aunque la distinta composición no autoriza a afirmar la existencia de una contradicción, lo cierto es que conforme lo establecido por la Corte en "Di Nunzio" el concepto de resolución equiparable a definitiva para el recurso extraordinario no difiere del establecido para el tribunal de casación. En consecuencia, como el requisito se verifica a los fines del artículo 14 de la ley 48, la cámara de casación, en su carácter de tribunal intermedio, no debió rehusar el examen de la cuestión federal o arbitrariedad planteada por el fiscal de juicio. En efecto, en el fallo citado por la Corte sostuvo que "si bien el art. 457 del Código Procesal Penal de la Nación, hace referencia al concepto de sentencia definitiva, el art. 14 de la ley 48 y el art. 6 de la ley 4055, contienen idéntica redacción; sin perjuicio de lo cual esta Corte desde hace ya varias décadas ha establecido el concepto de sentencia equiparable a definitiva para aquellos pronunciamientos que si bien no ponen fin al pleito, pueden generar un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior, y por lo tanto requieren tutela judicial inmediata. Corresponde entonces afirmar que el concepto de sentencia equiparable a definitiva para el recurso extraordinario, no difiere del establecido para el recurso de casación, tomando en cuenta el carácter de tribunal intermedio de la cámara homónima, siempre que se invoque en los planteo s recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina de esta Corte" (considerando 12). Corresponde señalar que cuando la sentencia de condena se impugna por la vía del recurso extraordinario federal, se escinden su ejecutabilidad de su firmeza. En tanto se halle operativa la fase recursiva contra la sentencia condenatoria, el pronunciamiento no puede considerarse firme. Tal consideración resulta independiente del carácter suspensivo del efecto de la interposición del recurso de queja por apelación federal denegada y a las previsiones del artículo 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto establece que mientras la Corte no haga lugar a esa vía no se suspenderá el curso del proceso, pues estas cuestiones se refieren a la "posibilidad de lograr la ejecución inmediata de la resolución impugnada durante el plazo para recurrir, pero no definen la firmeza de la decisión". En ese orden, la Corte ha sostenido que la sola interposición del recurso de queja no tiene efecto suspensivo y no procede acordárselo si no obran circunstancias excepcionales y que "sólo procede hacer excepción a tal principio cuando median en la causa razones de orden institucional o de interés público". También ha resuelto que en atención a que el artículo 285, último párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone que mientras la Corte no haga lugar a la queja no se suspenderá el curso del proceso, se encuentra a cargo del recurrente la demostración de un supuesto que haga admisible formular alguna excepción a dicho principio. Este criterio también ha sido aplicado en materia penal. En el sub examine, y salvo mejor criterio de la Corte al no haberse invocado –ni advertirse- supuestos que autoricen la excepción al principio enunciado en la norma citada, correspondía disponer la inmediata ejecución de la sentencia de condena de los imputados luego del rechazo de los recursos extraordinarios interpuestos por las defensas. Por ello, al haberse apartado sin fundamento válido tanto de la letra de la ley como de los citados precedentes de la Corte, la decisión impugnada por el fiscal general debe descalificarse como acto judicial válido.


    H., Roberto Carlos y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11849/2013/TO1/10/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las examinadas en el dictamen de la causa FPO 5001/2014/14/1/1/1/RH5, “Recurso Queja n° 1 –Incidente n° 1- Imputado: M., Lucas Horacio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    Recurso de Queja n° 1 -Incidente n° 17- s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 34021707/2012/TO1/17/1/RH1, 17 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Homicidio calificado. Prisión perpetua. Deber de imparcialidad. Insuficiencia del agravio. Agravio extemporáneo. Derecho al recurso. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 


    En relación con el planteo común relativo a la garantía de imparcialidad, las apelaciones federales carecen de la fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal, por cuanto los apelantes no se hicieron cargo de demostrar que dicho agravio fuese conducente para la adecuada solución de la causa, y su tratamiento resultara obligatorio para el a quo, máxime frente a los criterios restrictivos de la Corte en cuanto a que no toda intervención previa justifica un temor de parcialidad que obligue a los jueces a apartarse por prejuzgamiento. Sin perjuicio de ello, los recurrentes formularon dicha objeción recién al impugnar la sentencia condenatoria, por lo que sus reclamos al respecto se muestran como una reflexión tardía producto de esa decisión contraria a sus pretensiones. Esta circunstancia, concurre en abono de su improcedencia. Por otra parte, el superior tribunal provincial examinó los agravios presentados por las defensas y cumplió con el estándar establecido en relación con el derecho de recurrir el fallo condenatorio. Sin embargo, la defensa omitió analizar y rebatir esos argumentos, por lo que la apelación no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y la acordada n° 4/2007 del Tribunal. En consecuencia, los cuestionamientos que los recurrentes insisten en plantear se reducen a meras discrepancias con la valoración que se hizo en la sentencia de condena, que el a quo consideró ajustada a derecho, respecto de circunstancias de hecho, prueba y derecho común, cuya apreciación constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción, en particular si la decisión del a quo cuenta con fundamentos razonables y suficientes con base en los elementos de juicio incorporados al proceso que descartan la tacha de arbitrariedad, máxime teniendo en cuenta el carácter restrictivo que debe emplearse para apreciarla cuando se trata de Juzgar el modo como los tribunales provinciales desestiman recursos de orden local. Similar defecto presentan, los agravios relativos a la garantía de ser juzgado en un plazo razonable que los recurrentes formularon recién en esta instancia extraordinaria pues, a pesar de que en la materia no existen plazos automáticos o absolutos, y "la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible", los apelantes se basaron exclusivamente en el supuesto menoscabo que habría provocado la duración del trámite, y omitieron desarrollar un análisis de las pautas que resultan relevantes para determinar la razonabilidad de la duración de un proceso, como la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado, la conducta de las autoridades judiciales y el análisis global del procedimiento. En tales condiciones, tampoco en este aspecto los recursos cuentan con la debida fundamentación autónoma.


    Expediente n° 48.669/2015 (ex n° 34012010) - Defensora Oficial de Instrucción n° 2 Dra. Griselda Moreira s/ Recurso de casación en autos expediente. N° 122(A)10 - Dr. V. s/ Recurso de casación en autos: 430-2007 R., Lucía Cecilia; J., Ricardo Omar; V., Cr


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 367/2018/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    E., A. S. y otros s/ Supresión del estado civil de un menor


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11452/2010/9/1/1/RH2, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    S., Cristian Daniel s/ Infracción Ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 9489/2013/1/1/1/RH2, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    F., Gustavo Adrián s/ Contrabando de estupefacientes


    FSA-Justicia Federal de Salta, 26269/2017/2/1/RH1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención al criterio establecido en el dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, “S., Dante Exequiel s/ Infracción Ley 23.737”, se mantiene la queja interpuesta.


    Q., Oscar Marcelo s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13283/2016/1/RH1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FSM 89768/2018/2/CS1, “L., R. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo y abuso sexual - Artículo 119 3° párrafo. Querellante: R., N. B. (curadora oficial P., M.) y otro”.


    L., R. s/ Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1464/2019/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Privación ilegal de la libertad. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    S., Enrique s/ Privación ilegal de la libertad y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/428/2/RH151, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FLP 14000075/2012/TO1/31/2/1/1/RH2, “B., Jorge Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    D. P., Enrique José s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/185/1/1/RH51, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención al criterio establecido en el dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, “S., Dante Exequiel”, se mantiene la queja interpuesta.


    L., Jonathan s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3249/2015/1/1/RH1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención al criterio establecido en el dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, “S., Dante Exequiel”, se mantiene la queja interpuesta.


    A., Hernán Félix s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 8209/2015/1/RH1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, “S., Dante Exequiel s/ Infracción Ley 23.737”.


    A., Brian Emanuel s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13137/2014/1/CS1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, “S., Dante Exequiel s/ Infracción Ley 23.737”.


    A., Franco Martín s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13488/2014/1/1/RH1, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene la queja interpuesta.


    M., Juan Carlos s/ Suspensión del proceso por incapacidad sobreviniente


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54005729/2010/TO1/26/1/RH3, 15 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al dictamen de la causa FPA 2940/2016/3/RH1, “S., Dante Exequiel s/ Infracción Ley 23.737”.


    M., Jonathan Emanuel s/ Infracción Ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 7149/2017/1/RH1, 25 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Orden público. Devolución del expediente. 


    Suspensión del trámite.


    S., Néstor Iván y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12012962/2012/4/1/CS1, 05 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Sentencia condenatoria. Recurso de casación. Debido proceso. Cuestión federal. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FPO 5001/2014/14/1/1/1/RH5, "M., Lucas Horacio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario".


    Es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria; no obstante ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público Fiscal. Esa situación excepcional se ha configurado en el sub judice. La Corte ha sostenido que existe cuestión federal suficiente cuando se pone en tela de juicio el alcance de una norma de la ley 23.737 y la decisión ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente sustentó en ella. En tales condiciones, sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público, dado que se planteó una agravio de naturaleza federal que habilita la competencia la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48 y que el a quo rehusó pronunciarse en una materia de su competencia como tribunal intermedio, con la simple invocación del artículo 458, inciso 1°, del código procesal, su decisión debe ser descalificada como acto judicial válido con arreglo a la doctrina de Fallos: 328:1108 y 329:6002.


    C. P., Mario s/ Infracción Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 19496/2016/TO1/11/CS1, 02 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 


    Las razones invocadas por el señor fiscal general en el escrito de interposición del recurso extraordinario, a las que remite en beneficio de la brevedad y que en lo sustancial resultan análogas a las examinadas por este Ministerio Público en los apartados V, VI y VII del dictamen emitido el 30 de junio de 2014, "Jiménez Manrrique" (expte. J .124.XL VI), suscitan cuestión federal bastante que, con arreglo a la doctrina fijada por el Tribunal en el precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328:1108), corresponde conocer al a quo.


    Z. P., Lizandro s/ Infracción Ley 22.415


    FSA-Justicia Federal de Salta, 18964/2017/2/RH1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    P., Horado Raúl y otro s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10878/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10222/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10137/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10135/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10134/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10133/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10131/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10130/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10129/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Mantenimiento del recurso. 


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 10127/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 9146/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8465/2017/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 5272/2018/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3815/2018/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    R., Ewaldo y otros s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3768/2018/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    En atención a los fundamentos expresados por el señor Fiscal Federal con competencia electoral, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    C., Juan Domingo y otro s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3740/2018/CS1, 12 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Queja por recurso denegado. Lesiones gravísimas. Violencia de género. Improcedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 


    El recurso adolece de la debida fundamentación que exige para su procedencia el artículo 15 de la ley 48, que no se satisface con la invocación genérica de la violación de normas de rango constitucional, si no se ha demostrado que guarden relación directa con lo resuelto. De conformidad con los lineamientos establecidos por la Corte en el precedente de Fallos: 328:3399, el pronunciamiento impugnado evidencia un adecuado tratamiento de las cuestiones propuestas, con fundamentos que, se los comparta o no, constituyen una derivación razonada del derecho con aplicación a las circunstancias comprobadas en la causa. En segundo término, tampoco es procedente el agravio mediante el cual se pretende cuestionar la sub sunción jurídica del hecho, pues el planteo adolece de graves defectos de argumentación que lo invalidan también desde la perspectiva de la exigencia de adecuada fundamentación que prescribe el artículo 15 de la ley 48. Ello es así, pues aun cuando el recurrente procure fundar la impugnación en la doctrina de la arbitrariedad, lo cierto es que se limita a reiterar lo expresado en la instancia anterior y omite refutar adecuadamente las razones en que se apoyó el a quo para confirmar la calificación legal que el tribunal de juicio asignó al hecho objeto del proceso. Por último, el mismo déficit de fundamentación exhibe también el agravio vinculado a la determinación de la pena, que la defensa estructura en tomo a la doctrina de la arbitrariedad. La Corte tiene establecido que es bastante fundamento de las decisiones judiciales la remisión a lo resuelto en pronunciamientos anteriores, en tanto la sentencia a la que se remite no sea de por sí arbitraria. En tales condiciones, también en relación con este agravio las objeciones de la defensa no traducen más que un mero desacuerdo y que falta, por tanto, la comprobación de circunstancias excepcionales que ameriten apartarse de la doctrina sentada por la Corte según la cual, lo relativo al monto de la pena, en la medida en que se haya impuesto dentro de los topes mínimos y máximos establecidos por la ley, como ocurre en este caso, constituye materia propia de los jueces de la causa y ajena al recurso extraordinario. Por lo expuesto, la decisión impugnada posee, en todo lo que ha sido cuestionada, sustento en el examen integral de las constancias de la causa y en las normas aplicadas, a partir de consideraciones que, por opinables que fueren, no autorizan a descalificar lo resuelto como acto jurisdiccional válido. En consecuencia, toda vez que el a quo se ha pronunciado conforme a los lineamientos establecidos por la Corte en el precedente de Fallos 328:3399, corresponde desestimar la queja interpuesta.


    O., P. G. y otro s/ Lesiones gravísimas (Artículo 91)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1086/2017/RH1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Lo dispuesto por el Tribunal Oral en lo Penal Económico no incide en la solución propuesta por esta Procuración General, en cuanto a lo estrictamente cuestionado por los contendientes en este incidente y en orden a la conclusión de que la íntima vinculación que se verificaba entre los episodios que se ventilaban en ambos sumarios, determina la conveniencia de que su investigación sea conjunta a efectos de lograr una mejor administración de justicia y para evitar circunstanciales pronunciamientos contradictorios.


    C. S.A. y otros s/ Artículo 310 - incorporado por Ley 26.733


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10369/2017/1/CS1, 20 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso.


    Incidente N° 1 - Denunciante: A., Victoria. Imputado: F., Norberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38644/2015/1/CS1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


    


     


    Recurso extraordinario federal


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    T., Mario Horacio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/8/6/1/1/RH131, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los argumentos y conclusiones expuestos en el dictamen que la Corte compartió e hizo suyos en el fallo FLP 605/2010/TO1/33/1/1/RH11, “Cacivio, Gustavo Adolfo s/ Legajo de casación”.


    F., Horacio Luis s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO2/67/1/1/RH38, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    S., Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/5/8/1/1/RH132, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    V., Fernando Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/75/1/1/1/RH134, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    S., Jesús s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO8/87/1/1/1/RH135, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    S., Osvaldo Lucio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO8/83/2/1/1/RH136, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    R., Oscar Lorenzo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO5/4/3/1/1/RH139, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, "Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros".


    V., Eduardo Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/TO1/45/1/1/RH142, 12 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Fraude a la Administración Pública. Sentencia definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Resulta aplicable mutatis mutandis al caso la doctrina de la Corte sobre equiparación a sentencia definitiva que surge de lo resuelto en fallos: 337:354, considerando 6° y sus citas, y del precedente de la Corte CSJ 85/2012 [48-T], “Taranto, Jorge Eduardo”. Si bien, como principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas son facultad exclusiva de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar la garantía constitucional del debido proceso, que también ampara a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas de la causa. En definitiva, la decisión de la mayoría del a quo no es la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que las partes tienen derecho de acuerdo con la doctrina de V.E, por ello corresponde dejarla sin efecto.


    T., Felipe Federico y otros s/ Expedientes penales


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401190/2005/CS1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Robo calificado



    Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Apreciación de la prueba. Reglas de la sana crítica. Falta de fundamentación autónoma. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, ha establecido que corresponde hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. También ha resuelto que por vía de principio, la apreciación de la prueba constituye facultad de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, y que no obstante puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a ese principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad. Esta doctrina es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. En el sub lite se verifica la situación excepcional que habilita la intervención de la Corte. La conclusión liberatoria del tribunal de juicio fue posible merced a una consideración fragmentaria y aislada de las pruebas e indicios, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio, lo que impidió una visión de conjunto de la prueba reunida y configura un supuesto de arbitrariedad que no debió ser soslayado por el a quo en función de lo previsto en el artículo 456, inciso 2°, del Código Procesal Penal de la Nación y por su carácter de tribunal intermedio con arreglo a lo establecido en "Di Nunzio (Fallos: 328:1108). Al respecto, la Corte ha sostenido que si bien la naturaleza restrictiva del recurso de casación impide modificar las conclusiones de hecho efectuadas por el tribunal de juicio al valorar las pruebas, ello no impide determinar si la resolución cuestionada mediante aquel recurso tenía motivación suficiente como para ser considerada acto jurisdiccionalmente válido. La arbitrariedad del tribunal de mérito -consolidada por el a quo al declarar inadmisible el recurso de casación- radica en que aisló cada elemento de convicción y los analizó en forma parcial -además contraria a las reglas de la sana crítica- privando así de la eficacia probatoria que conlleva su consideración integrada y que conduce necesariamente a la responsabilidad penal de los acusados por el robo. Tampoco corresponde considerar a favor de la absolución de los acusados la respuesta de los testigos en el sentido de que, por el tiempo transcurrido, no podrían identificar en forma personal a los autores del hecho. La psicología y la experiencia, reglas que integran la sana critica racional, indican que no puede formularse un juicio adverso sobre la utilidad de la medida aun cuando las víctimas se hubieren manifestado en contra de su capacidad de llevarla a cabo, pues ello se explica porque para contestar al interrogante han intentado reproducir mentalmente la fisonomía, lo cual resulta en extremo difícil y no obstante, frente a la persona, puede actualizarse la imagen grabada en la memoria y efectuarse un reconocimiento categórico. Tampoco es óbice para la identificación personal que la diligencia se haya practicado con anterioridad con una fotografía -el art. 271 del Código Procesal Penal de la Nación lo admite- medida que permite hacer visibles determinadas características no reflejadas en las imágenes exhibidas. La duda invocada como fundamento de la absolución no constituye obstáculo para concluir en la arbitrariedad del fallo, pues al no haber surgido como consecuencia de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales, y conducentes para la solución del litigio, la sentencia no reconoce otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron. Ha dicho la Corte que la tacha de arbitrariedad resulta de aplicación particularmente restringida cuando hay una situación de duda, toda vez que el estado de incertidumbre al que se refiere la ley se desarrolla en el fuero interno de los magistrados como consecuencia de la apreciación de los elementos del proceso en su conjunto. Pero también es doctrina del Tribunal que la falta de valoración integral de la prueba reunida no se cohonesta con la invocación de la situación de duda, en otros términos, cuando la arbitrariedad radica precisamente en la falta de valoración unívoca de los indicios que componen el material probatorio. Es que el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad; por el contrario, aquel especial estado de ánimo debe derivarse de la racional y objetiva evaluación de las constancias del proceso. Aunque se admitiera como posibilidad la postura sostenida por el tribunal oral, la adecuada consideración de todas las pruebas acumuladas no permite tener a dicha hipótesis siquiera como remotamente probable. No cualquier duda es suficiente para alterar las conclusiones de una razonada evaluación de la prueba de cargo, debe tener cierta entidad para instalar en el ánimo del juzgador la idea de que los hechos realmente pudieron suceder de otro modo. En virtud de lo expuesto, la absolución de los acusados no constituye un acto jurisdiccional válido conforme a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, en tanto exige que sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, cuestión que debió ser reparada en la instancia por el a quo por su carácter de tribunal intermedio.


    M., Luis Enrique y otros por el delito de robo agravado por haber sido cometido mediante el uso de armas de fuego cuya aptitud para el disparo no se tuvo por acreditada y agravado por haber sido en poblado y en banda


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12725/2012/TO1/8/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Salidas transitorias


    Ejecución de la pena. Sistema acusatorio. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La sentencia se limitó a invocar, de manera general, el "sistema de enjuiciamiento penal acusatorio previsto por nuestra Constitución Nacional", y a transcribir doctrina y jurisprudencia con abstractas consideraciones acerca de los principios de contradicción e imparcialidad, sin relacionarlas con las concretas y particulares características de la etapa de ejecución de la pena ni cotejarlas con las disposiciones del Código Procesal Penal de la Nación y la ley 24.660 -texto según ley 27.375-. En ese sentido, esa decisión se basó en la dogmática calificación del procedimiento penal nacional como acusatorio, pese a que la legislación procesal en vigencia (ley 23.984 y modificatorias) lo caracteriza como un sistema mixto en el que se combina una etapa con principios de puro cuño acusatorio -la del debate- con otras -como la de instrucción- cuyas regulaciones no se ajustan en su totalidad a esa denominación. A modo de ejemplo -entre tantas otras disposiciones- cabe señalar que el Código Procesal Penal de la Nación establece que el juez de instrucción tiene el deber de proceder directa e inmediatamente a investigar los hechos que aparezcan cometidos en su circunscripción judicial –sin perjuicio de que puede delegar la dirección de la pesquisa al agente fiscal (artículos 194 y 196)-, y le encomienda el dictado de la prisión preventiva, sin sujetar esa decisión a la opinión del representante de este Ministerio Público (artículos 312 y siguientes). Sumado a ello, la opinión mayoritaria del pronunciamiento apelado omitió considerar las disposiciones del ordenamiento procesal por las que se atribuye al Juez de ejecución competencia para -entre otras funciones- controlar el cumplimiento efectivo de las condenas dictadas por el Poder Judicial de la Nación y resolver todos los incidentes que se susciten en dicho período (artículos 493 y 496 del Código Procesal Penal de la Nación), y pasó por alto también las normas de la ley 24.660 -de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad- en cuanto establece que "corresponderá al juez de ejecución o juez competente disponer las salidas transitorias y el régimen de semilibertad", y éste "indicará las normas que el condenado deberá observar y suspenderá o revocará el beneficio si el incumplimiento de las normas fuere grave o reiterado" (artículo 19). Por lo expuesto, la resolución apelada posee en este aspecto una fundamentación defectuosa que la transforma en arbitraria. Por otra parte, la decisión también resultó dogmática en cuanto sostuvo que era ineludible para el juez de ejecución dar a la defensa del condenado vista de la opinión del fiscal antes de tomar una decisión acerca del beneficio de las salidas transitorias, pues advierto que ese aspecto de la opinión mayoritaria del a qua se basó en una mera afirmación que no fue precedida de un mínimo análisis, ni estuvo acompañada de una referencia concreta a las disposiciones que regulan el trámite correspondiente, máxime ante el criterio restrictivo del artículo 155 del Código Procesal Penal de la Nación. En tales condiciones, el fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del proceso y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.


    C., Carlos y otro s/ Recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 634/2005/TO1/2/1/1/RH1, 26 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Secuestro extorsivo


    Competencia provincial. Jurisdicción y competencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, "M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo".


    Corresponde al tribunal local conocer en esta causa, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    F., Cristian Daniel s/ Secuestro extorsivo


    COMP. FLP-Justicia Federal de La Plata, 66301/2017/TO1/6/CS1, 22 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


     


     

  


  
    Capítulo XIII


    Derecho Tributario y Aduanero


    Acción de amparo


    AFIP DGI. Declaración jurada. Interpretación y aplicación de la ley. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Los agravios de la demanda vinculados con la improcedencia de la vía escogida por la actora, tenida por apta por las instancias anteriores, remiten al estudio de cuestiones de orden procesal, las cuales quedan fuera de la órbita del recurso extraordinario, aún cuando estén regidas por leyes federales sin que, en la presente causa, se dé alguno de los supuestos en que cabe hacer excepción a este principio. Ha explicado la Corte, que con los anticipos pagados durante el curso del ejercicio fiscal, el contribuyente cancela, parcial o totalmente, su obligación tributaria y, "en el supuesto de haberse abonado anticipos en mayor medida que la deuda resultante de la declaración jurada del período, se origina el derecho del contribuyente a repetir el impuesto en exceso conforme el resultado de su balance impositivo, y no las sumas pagadas en demasía en concepto de anticipos". Debe indicarse que el beneficio consagrado en el artículo 63 de la ley 27.260 consiste en que aquellos contribuyentes que hayan cumplido con sus obligaciones tributarias correspondientes a los dos periodos fiscales inmediatos anteriores al periodo fiscal 2016, y que reúnan los requisitos fijados en el artículo 66 de ese régimen, gozarán de la exención del impuesto sobre los bienes personales por los periodos fiscales 2016, 2017 y 2018, inclusive. Es doctrina de la Corte que, si la desigualdad no está en la norma legal por haberse dispuesto un desigual tratamiento, sino que radica en la arbitrariedad de la autoridad administrativa que debe aplicarla, no existe violación de la garantía del artículo 16 de la Constitución Nacional. Es que el modo de hacer efectiva la responsabilidad del poder administrador, que omite imponer a algunos el cumplimiento de una ley que los comprende, no puede ser, evidentemente, liberar del debido cumplimiento a quienes les fue requerido.


    Cartellone, José c/ AFIP s/ Amparo 16.986


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 5415/2017/2/RH1, 28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de pasajeros. Tarifas. 


    Cabe señalar que la Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos casos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto sobre los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias. Para decidir de esta forma, sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable -por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial- su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9°, inc. b, párrafo cuarto, de la ley 20.221 (texto según ley 22.006; actualmente, art. 9°, inc. b, de la ley 23.548) y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias (ley 20.628 y modificatorias), entendió que la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a la regla señalada precedentemente. En este marco, de los informes emitidos por la Comisión Nacional de Regulación del Transporte surge que la empresa actora se encuentra inscripta en el Registro Nacional del Transporte de Pasajeros, creado por el decreto 958/92, bajo las modalidades de servicio público, tráfico libre y servicio de transporte para el turismo. Asimismo, en tales documentos, la autoridad nacional repasó el marco normativo aplicable a las tarifas del servicio de transporte interurbano de jurisdicción nacional y especificó que en la estructura de costos utilizada en la resolución 1008/94 de la Secretaría de Transporte -a la que remite el decreto 2407/2002 en lo que se refiere a las tarifas de referencia (conf. anexo 11, art. 7°) no se incluía en el cálculo de los ítems remunerados por la tarifa a la gabela aquí debatida.


    La Costera Criolla S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de S/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2574/2014/08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    AFIP DGA


    Impugnación del acto administrativo. Recursos. 


    Remisión al dictamen de la causa FSA 8622/2013/CS1, "Chehadi, Mallid c/ Aduana de La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo".


    Al Naoum, George c/ Aduana La Quiaca s/ Impugnación de acto administrativo


    FSA-Justicia Federal de Salta, 31000206/2010/CS1-CA1, 25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Derechos de exportación. Destinaciones de exportación. Exportación para consumo. Tributos aduaneros. Alícuota. Recurso extraordinario federal. 


    Para desentrañar cuál es la alícuota vigente a la fecha del registro de la solicitud de destinación de exportación para consumo es necesario remitirse a lo dispuesto por la resolución del Ministerio de Economía y Producción (MEyP) 394/07, que en sus artículos 3°, 4°, 7° y 8° se desprende que son necesarios dos pasos previos para el cálculo de la alícuota aplicable. Primero, la Secretaría de Energía debe "fijar diariamente" el precio internacional vigente en los mercados de referencia, según lo define el art. 3°. Segundo, la DGA debe "considerar" ese precio diario fijado por la Secretaria de Energía a fin de "calcular" la alícuota de los derechos de exportación aquí estudiados. Entonces, a la luz de lo dispuesto por los artículos 726 y 728 del Código Aduanero la alícuota que resulta de aplicación es aquella que, a la fecha del registro de la solicitud de destinación de exportación para consumo, surge de la fórmula establecida por el artículo 4 ° de la resolución (MEyP) 394/07 habiendo cumplido con los dos pasos previos allí establecidos: la "fijación" del precio internacional (Pi) por parte de la Secretaría de Energía y su "consideración" en la fórmula por parte de la DGA. La alícuota así obtenida, a partir del cumplimiento de esos dos pasos previos, es "la norma vigente en la fecha del registro de la correspondiente solicitud de destinación de exportación para consumo", en los términos del artículo 726 del Código Aduanero. Es que los artículos 726 y 728 del Código Aduanero son claros al establecer que a la fecha del registro de la correspondiente solicitud de destinación de exportación para consumo se fijan las obligaciones y derechos del documentante en torno a la operación que instrumenta, criterio que ya fue sostenido por la Corte en Fallos: 175:86. Es la ley vigente entonces la que ha de serle aplicada a todas las consecuencias que nacen del hecho del compromiso del exportador, tanto en cuanto a su responsabilidad tributaria y penal, como en lo relativo a los beneficios que puede obtener con la operación que realiza, que el Estado no puede luego modificar unilateralmente, al menos sin indemnización. El precio internacional "fijado" por la Secretaría de Energía y "considerado" por la DGA para calcular la alícuota aplicable en una determinada fecha puede o no coincidir con el precio de ese día de los hidrocarburos en los mercados a los que hace referencia el artículo 3° de la resolución (MEyP) 394/07. Ello dependerá de la diligencia de la Secretaría de Energía en "fijar" el precio internacional y de la DGA en "considerar" dicha cotización en la fórmula establecida en el artículo 4° de la resolución (MEyP) 394/07. Pero ello no es óbice para el razonamiento que aquí se sostiene, a poco que se observe que los artículos 726 y 728 del Código Aduanero no ordenan que se tome en cuenta la "cotización" internacional del petróleo crudo del día del registro del permiso de embarque, sino que ellos establecen que resulta de aplicación la "alícuota" vigente a la fecha del registro de la correspondiente solicitud de destinación de exportación para consumo, la que se obtiene de la fórmula establecida en el art. 4° de la resolución (MEyP) 394/07, sobre la base de los dos pasos previos allí establecidos: precio internacional "fijado" por la Secretaría de Energía y "considerado" por la DGA.


    Sinopec Argentina Exploration and Production Inc. (TF 32557-A) c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16979/2017/CS1-CA1, 25 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Derecho tributario y aduanero. Impuesto sobre los ingresos brutos. 


    La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los artículos 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. No corresponde a la competencia originaria de la Corte los casos en que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia, demanda a una entidad nacional, que solo es aforada al fuero federal, porque no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados de la Corte. El artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2704/2018/19 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de repetición. Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2694/2018, "Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción de repetición".


    Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2702/2018/28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2694/2018, "Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción de repetición".


    Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2701/2018/28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2694/2018, "Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción de repetición".


    Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2700/2018/28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2694/2018, "Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción de repetición".


    Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2699/2018/28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2694/2018, "Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción de repetición".


    Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2698/2018/28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2694/2018, "Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción de repetición".


    Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2697/2018/28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2694/2018, "Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción de repetición".


    Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2696/2018/28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2694/2018, "Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción de repetición".


    Compañía de Alimentos Fargo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción de repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2695/2018/28 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Tasas. Ejecuciones especiales. Excepciones procesales. Competencia contencioso administrativa. 


    La forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito. No obstante, también es cierto que la Corte ha aceptado la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Ciudad, al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, prestó conformidad a que la causa tramitara ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que la Corte le ha reconocido en los términos del art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida. En la presente causa no concurren razones institucionales o federales que impidan la prórroga de la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Agencia de Administración de Bienes del Estado s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 274/2019/20 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Derecho tributario y aduanero


    Ley aduanera. Recurso de queja. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen CPE 5162/2015/6/1/RH1, "T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    K. M., Gabriel Hernán s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 521/2017/TO1/6/RH1, 14 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     


    Medidas antidumping


    AFIP DGA. Importaciones. Retroactividad del acto administrativo. Revocación de sentencia. 


    La resolución (SICyPyME) 354/04 se limitó a "declarar procedente la apertura de la investigación relativa a la existencia de dumping" en las operaciones de exportación hacia la República Argentina de tereftalato de polietileno (PET) de ciertas características, originarias de la República de Corea, de Taiwán y de la República Federativa del Brasil, las que se despachaban a plaza por la posición arancelaria de la Nomenclatura Común del Mercosur (N.C.M.) 3907.60.00 (cfr. Art. 1°). Asimismo, invitó a las partes interesadas que acrediten su condición de tal, a retirar los cuestionarios para participar en la investigación y tomar vista de las actuaciones así como también ofrecer todas las pruebas que hagan a su derecho, sin perjuicio de las facultades de instrucción de los organismos intervinientes (arts. 2° y 3°). A la luz del texto del "Acuerdo", es claro que esa mera apertura de la investigación es insuficiente para que el estado contratante pueda tener por acreditada la existencia de dumping o del daño que causa, así como para adoptar las medidas de protección allí previstas, sino que es necesario una decisión expresa al respecto, previo cumplimiento de los requisitos fijados para ello (cfr. arts. 5°, 6° y 8°). Como necesaria implicancia de lo anterior, no puede exigirse al importador que conozca, o deba conocer tal dumping cuando el propio estado parte aún no adoptó una resolución al respecto. Es que la investigación puede conducir tanto a tener por demostrado el dumping y el daño que provoca cuanto a la solución contraria, por no existir pruebas suficientes de su acaecimiento (cfr. Art. 5°, pto. 3, del "Acuerdo"). A modo de ejemplo, basta con señalar que la investigación abierta por la propia resolución (SICyPyME) 354/04 fue cerrada al año siguiente por su similar 248/05 respecto de los productos originarios de la República de Corea y de Taiwán, al afirmarse que no estaban reunidos los requisitos establecidos por el "Acuerdo" para determinar que ellos eran causantes de daño importante a la industria nacional de la rama del producto similar (cfr. Quinto y sexto párrafo de los considerandos de la SICyPyME 248/05) . Para finalizar, esta interpretación no implica restarle protección al estado importador que detecte o reciba denuncias de dumping, toda vez que, antes de establecer un derecho (art. 8°, pto. 1, del acuerdo), puede tomar las medidas provisionales –derecho provisional o, preferentemente, una garantía- después que se haya llegado a la conclusión preliminar que existe dumping y que hay pruebas suficientes de daño (art. 10, pta. 1, del "Acuerdo"). Cabe recordar aquí, una vez más, que la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos se entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás, razón que sustenta la hermenéutica del art. 11, pto. 1), inc. ii.a) del "Acuerdo" que aquí propicio, a la luz de los ineludibles pasos previos que claramente fijan los arts. 5° y 6° de esa norma.


    Nidera S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 42753/2016/CS1-CA1, 28 de marzo de 2019


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de inconstitucionalidad. Tributos. Impuestos. Tasas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Esta Procuración General ha sostenido que, la tasa "es una categoría tributaría derivada del poder de imperio del Estado, que sí bien posee una estructura jurídica análoga al impuesto, se diferencia de éste por el presupuesto de hecho adoptado por la ley, que consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado y que, por ello, desde el momento en que el Estado organiza el servicio y lo pone a disposición del particular, éste no puede rehusar su pago aun cuando no haga uso de aquél, o no tenga interés en él, ya que el servicio tiene en mira el interés general" y que "resulta prístino que la diferencia entre tasa e impuesto queda indubitablemente determinada por la existencia o no -en sus respectivos presupuestos de hecho- del desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado". No puede caber duda de que el legislador local diseñó el presupuesto de hecho adoptado para hacer nacer la obligación de pago de la contribución discutida, tomando en cuenta la prestación a los particulares de ciertos servicios comprendidos en una serie de actividades estatales que allí enumera, de forma no taxativa (alumbrado público, barrido, limpieza, riego, recolección de basura, desinfección, deshierbe, entre otros servicios que preste la comuna y que afecten o reciban los inmuebles ubicados dentro del territorio comunal). Por ello, la mención de "los servicios o beneficios” seguida de los términos "que reciban los inmuebles” no puede ser entendida como una redacción descuidada o desafortunada del legislador, sino que la sucesión entre ambos indica que -contrariamente a lo sostenido por la sentencia recurrida- la intención fue retribuir estos servicios y sus posibles beneficios mediante el tributo en cuestión, exhibiendo así la vinculación directa entre hecho imponible -desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado- y una obligación tributaria extraña a la especie impositiva. Corresponde admitir la queja, declarar formalmente procedente el recurso extraordinario interpuesto, revocar la sentencia apelada y ordenar que, por quien corresponda, se dicte una nueva conforme a lo dictaminado.


    Loma del Pila S.R.L. c/ Comuna de Huasa Pampa s/ Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1742/2018/RH1, 23 de mayo de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juico de apremio. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El remedio federal intentado fue mal denegado ya que resultaba formalmente admisible pues, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas, a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del fisco librando una nueva boleta de deuda o por el ejecutado, mediante la vía de repetición; ello no implica que pueda exagerarse el formalismo hasta el extremo de admitir una condena por deuda inexistente cuando ello resulta manifiesto de autos, circunstancia que importaría un grave menoscabo de garantías constitucionales. Los agravios del recurrente suscitan cuestión federal bastante para su examen por la vía elegida sin que obste a ello que las cuestiones debatidas sean de hecho, prueba y derecho público local y, como regla, ajenas al recurso del artículo 14 de la ley 48, toda vez que lo decidido sobre temas de esa índole admiten revisión en supuestos excepcionales cuando, como en el presente, se omiten ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito e importan la aplicación mecánica de un precepto legal. La sentencia ha sido dictada por el superior tribunal de la causa que establece el ordenamiento local aplicable al título ejecutivo aquí en debate. Cabe recordar que, tratándose de juicios de apremio, la Corte ha admitido en forma excepcional la procedencia de la vía extraordinaria cuando resultaba manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario implicaba privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. Conforme a ello, la Corte tiene reiteradamente dicho que los tribunales se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente en tales pleitos las defensas fundadas en la inexistencia de deuda siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos, razón por la cual se concluye, sin dificultad, que no pueden ser tenidas como sentencias válidas las que omitan tratar en forma adecuada las defensas aludidas, toda vez que aquéllas han de gravitar fundamentalmente en el resultado de la causa. Le asiste razón a la recurrente en punto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto, en virtud de que el a quo omitió el tratamiento de cuestiones oportunamente introducidas por la apelante y relevantes para la correcta solución del pleito, sin dar razones valederas para ello, con desconocimiento de las constancias de la causa.


    Gobierno Ciudad Buenos Aires c/ Centro Médico Santa Isabel S.A. s/ Ejecución fiscal - ingresos brutos - convenio multilateral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 188/2019/RH1, 23 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Contribuyentes. Alumbrado, barrido y limpieza. Pago de tributos. Sentencia arbitraria. Principio de legalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Aun cuando los agravios se relacionen con la aplicación e interpretación de normas de derecho público local, aspectos que -por regla y por su naturaleza- resultan ajenos al recurso extraordinario, tal conclusión no resulta óbice para habilitar la vía intentada cuando el tribunal apelado ha efectuado una interpretación que desvirtúa expresas disposiciones legales, violenta el principio de reserva de ley tributaria y, por lo tanto, afecta derechos que cuentan con amparo constitucional. No existe norma alguna en el código fiscal, o en otra ley similar, que atribuyera a una concesión onerosa la obligación de pagar ABL por lo que imponer tal obligación por vía administrativa o judicial viola directamente el principio de legalidad tributaria. De las normas tributarias que rigen la gabela se desprende que la actora, en su calidad de concesionaria del GCBA no reúne, en relación al predio en cuestión ninguna de las calidades expresamente enunciadas por el art. 214 del CF –“titulares de dominio, usufructuarios y poseedores a título de dueño”-, ni está comprendida en los supuestos del art. 215 del CF -"posesión o tenencia precaria otorgada por sujetos exentos a sujetos no exentos”- o los del 219 del CF -"concesionaria precaria o a término, a título gratuito”-. La interpretación efectuada por el TSJ, relativa a que la obligación de pago del tributo a cargo del concesionario oneroso fundada en que era voluntad del legislador alcanzar y gravar la capacidad contributiva exteriorizada por la mera titularidad de un derecho sobre un inmueble, cuando la calidad de sujeto pasivo de tales concesionarios no surge expresamente de las disposiciones fiscales que rigen el caso, satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa, lo cual se traduce en una violación tanto al principio de reserva de ley en materia tributaria como al derecho de propiedad privada. En la doctrina de la Corte, el principio de legalidad como base de la imposición y las garantías constitucionales son los límites en los cuales ha de detenerse el proceso interpretativo. Ello exige que una ley formal tipifique el hecho que se considere imponible y que constituya la posterior causa de la obligación tributaria. Por consiguiente, el silencio o la omisión en la materia impositiva requiere ser restrictivamente aplicada y no debe ser suplido por la vía de la interpretación analógica. Si bien es cierto que debe preferirse la inteligencia que favorece y no la que dificulta los fines perseguidos por las normas, no lo es menos que el respeto debido a esta regla no puede llevar al intérprete al extremo de alterar las disposiciones de aquéllas. El fallo apelado debe ser descalificado a la luz de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias en virtud de que el superior tribunal ha dado a las normas tributarias en juego un alcance inadecuado que no se compadece ni con su letra ni su espíritu, al confirmar una exégesis de las prescripciones legales que no resulta acorde con las expresas disposiciones que rigen el caso.


    Telemetrix S.A. s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en: Telemetrix S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación actos administrativos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 418/2018/RH1, 08 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Sentencia definitiva. Cuestión federal. Derivación no razonada del derecho vigente. Carga de la prueba. Peligro en la demora. Impuestos. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas. Las referidas circunstancias excepcionales se verifican en la especie y, además, los agravios de la quejosa suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la vía extraordinaria, toda vez que lo resuelto no constituye una derivación razonada del derecho vigente con particular y pormenorizada aplicación a las circunstancias de la causa. En efecto, si bien el dictado de las medidas precautorias no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien la solicita la carga de acreditar prima facie la existencia de su verosimilitud y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que la justifiquen. La actora no ha logrado acreditar el peligro irreparable en la demora que el pago del impuesto interno de acuerdo a la normativa impugnada le produciría, pues ni siquiera ha que se torne imposible o improbable la continuación de sus actividades en el futuro, en la forma como lo ha hecho hasta ahora, hasta obtener una sentencia final favorable a su derecho. En el caso, con la medida cautelar se está suspendiendo la aplicación de las disposiciones de una ley y, como ha dicho la Corte, la misión más delicada del Poder Judicial es la de mantenerse dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes ni suplir las decisiones que aquellos deben adoptar, criterio que resulta aplicable no solo al control de constitucionalidad sino también al dictado de medidas cautelares cuyos efectos expansivos puedan afectar la aplicación de una norma.


    Recurso Queja N° 1 Tabacalera Sarandi S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8093/2018/1/RH1, 10 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Impuesto a las ganancias. Prescripción. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte sostiene que la prescripción liberatoria no puede separarse de la pretensión jurídicamente demandable o, en otras palabras, que el plazo de la prescripción liberatoria sólo comienza a computarse a partir del momento en que la acción puede ser ejercida. Es arbitrario lo resuelto por la Cámara por cuanto omitió el tratamiento de cuestiones oportunamente introducidas por el apelante y relevantes para la correcta solución del pleito, sin dar razones valederas para ello, con desconocimiento de las constancias de la causa.


    Recurso Queja N° 1 - Pontoni, Luis Roberto TF 40234-1 c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 64783/2015/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Determinación de oficio. Multa. Precios de transferencia. Tribunal fiscal. Discrepancias del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El artículo 86, inc. b), de la ley 11. 683 otorga carácter limitado a la revisión de la Cámara y, en principio, queda excluido de ella el juicio del Tribunal Fiscal respecto de los extremos de hecho. Si bien no se trata de una regla absoluta y, por consiguiente, la Cámara debe apartarse de las conclusiones del mencionado organismo jurisdiccional cuando éstas presentan deficiencias manifiestas, lo resuelto por él a quo -en cuanto desestimó los agravios del Fisco Nacional y tuvo por válidos los hechos y pruebas valorados por el Tribunal Fiscal- no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional. En tal sentido, tiene dicho la Corte que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. El recurso extraordinario planteado resulta inadmisible y ha sido bien denegado pues, para convalidar lo resuelto por el Tribunal Fiscal, el a quo aportó fundamentos de hecho y prueba que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias del recurrente resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada. Los agravios del Fisco, enderezados a defender su ajuste practicado sobre la base de precios comparables cuyo empleo fue desechado tanto por el Tribunal Fiscal cuanto por la Cámara, sólo traducen una mera discrepancia con la valoración del material probatorio utilizado por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas aun cuando se invoque error en la solución del caso.


    Recurso Queja N° 1 - ADM Argentina S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29982/2017/1/RH1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Impuestos internos. Compensación de saldos. Interpretación de la ley. Revocación de sentencia. 


    La Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado (artículo 16, ley 48), según la inteligencia que rectamente les otorgue. De la forma en que ha quedado planteada la litis se desprende que el thema decidendum estriba en determinar si resulta ajustado a derecho que la firma actora haya cancelado, durante algunos periodos, el impuesto interno por compensación con saldos a favor provenientes de otros tributos. Resulta pertinente reseñar el marco normativo aplicable a los hechos aquí puesto en debate. En primero término, corresponde remarcar que el artículo 57 de la ley 3.764 establece que el ingreso de los impuestos regidos por este título se efectuará mediante depósito de su importe por el responsable en el Banco de la Nación Argentina en la cuenta “Impuestos Internos Nacionales” orden “Dirección General Impositiva”, careciendo de validez todo pago hecho en otra forma que la expresada. Al reglamentar este precepto, el artículo 70 del decreto 875/80 prescribe que la aplicación, percepción y fiscalización de los gravámenes establecidos en el titulo II de la ley de Impuestos Internos se efectuará de acuerdo con los preceptos de la ley n° 11.683 y normas generales de este título y del título III, sin perjuicio de las disposiciones especiales que se determinan para cada rubro en particular. Si bien la ley 24.674 sustituyó el texto de su similar 3.764 y estableció impuestos internos respecto de otros rubros (tabacos, bebidas alcohólicas, cervezas, etc.) no modificó la vigencia de la citada ley 3.764 respecto de los productos comercializados por la actora que, de esta forma, continúan rigiéndose, entre otras, por las disposiciones transcriptas. Es oportuno señalar que es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Resulta evidente que el único medio previsto por el legislador para cancelar los impuestos internos regulados en el título II de la ley y 3.764 -aplicable a la mercadería comercializada por la actora- ha sido el depósito de los montos resultantes en una cuenta del Banco de la Nación Argentina, por lo que resulta inválido el pago efectuado de otra forma. Así entonces, no resulta ajustado a derecho admitir la compensación como modo de extinguir tales obligaciones impositivas pues, de lo contrario, se prescinde de lo ordenado por el art. 57 de la ley 3.764 sin declarar su inconstitucionalidad. En este sentido, corresponde recordar la inveterada doctrina de la Corte conforme a la cual donde la ley no distingue no cabe hacerlo al intérprete. La citada conclusión encuentra respaldo no sólo en la letra del artículo 57 de la ley 3.764, sino también en las prescripciones del artículo 70 del decreto 875/80, que si bien estableció que la aplicación, percepción y fiscalización de los gravámenes establecidos en el título II de la ley de Impuestos Internos se efectuará de acuerdo con los preceptos de la ley 11.683, lo hizo sin perjuicio de las disposiciones especiales que se determinan para cada rubro en particular. No se advierte confrontación alguna entre el artículo 57 de la ley 3.764 y a la ley 11.683, en tanto el primero representa un precepto específico que se aparta de las disposiciones generales de la ley de procedimiento fiscal. No es óbice a ello que la segunda ley sea posterior a la primera de las mencionada pues, como ha dicho la Corte una ley general posterior –en el caso de la ley 11.683- no deroga ni modifica implícita o tácitamente, una ley especial anterior.


    Alpine Electronics of America Inc. sucursal Buenos Aires c/ Estado Nacional – AFIP - DGI - Ley 11.683 s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23519/2011/CA1 - CS1, 16 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 44314/2017/CS1-CA1, "YPF S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo".


    Klabin Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49654/2018/CA1-CS1, 02 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


    Derechos de exportación. Tributos aduaneros. Valor FOB. Exportación para consumo. Productos agropecuarios. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    A los fines de la liquidación de los derechos de exportación y de los demás tributos que gravan la exportación para consumo, resulta de aplicación el régimen tributario, la alícuota, la base imponible y el tipo de cambio para la conversión de la moneda extranjera en moneda nacional de curso legal, vigentes a “la fecha del registro de la correspondiente solicitud de destinación de exportación para consumo”. Apartándose de esta regla, la ley 21.453 establece que las ventas al exterior de los productos de origen agrícola que se indican en su planilla anexa quedarán sujetas a las normas que allí se establecen y que tales operaciones deberán ser registradas, mediante declaración jurada, ante la Autoridad de Aplicación, en la forma que determine el Poder Ejecutivo Nacional. En lo que resulta de decisiva importancia para comprender su naturaleza, el artículo 6°, primer párrafo, determina que, para las operaciones registradas, se aplicarán los derechos de exportación, reembolsos, reintegros, contribuciones, tasas, servicios y demás tributos que gravaren o beneficiaren la exportación de talas mercaderías los regímenes tributarios, de alícuotas, arancelario y de base imponible “vigentes a la fecha de cierre de cada venta”. Por último, su artículo 7° aclara que para la aplicación del precio índice, valor FOB de venta, valor FOB mínimo o equivalente, derechos de exportación y demás tributos, reembolsos y reintegros que correspondan, regirá lo establecido en el artículo 6° de la ley con total independencia de la fecha de ingreso de las divisas. La Corte ha sido clara al explicar que la ley 21.453 fue concebida para “... fomentar la exportación de productos de origen agrícola mediante un sistema que facilite a los vendedores la determinación de sus costos con la debida antelación” y que dicho precepto legal “... estableció un régimen especial que otorgó certeza a los exportadores en cuanto fijó el tratamiento tributario de la mercadería de acuerdo con las normas vigentes a la fecha en que quedaron concertadas las ventas al exterior, permitiéndoles así prever al momento de convenir el negocio, la carga fiscal que debería satisfacerse por la exportación”. La ley 21.453 no instaura prohibición alguna a la exportación, sino que implementa un régimen especial que permite que las operaciones registradas queden sujetas al tratamiento tributario “vigente a la fecha de cierre de cada venta”, en lugar del que impera a la fecha del registro de la solicitud de destinación de exportación para consumo, colocando así a quienes utilizan el sistema “... al abrigo de posteriores normas que aumenten la carga tributaria de las exportaciones”. Refuerza este razonamiento el tratamiento que el artículo 4°, segundo párrafo, del decreto 1.177/92 confiere al saldo excedente de las operaciones registradas. De allí se colige, sin hesitación, que los excedentes de las cantidades declaradas en las DJVE pueden exportarse y que el pago de los tributos originados en la exportación de dichos saldos deberá efectuarse sujeto al régimen tributario general de contado y antes del libramiento de la mercadería. Cierto es que el decreto de necesidad y urgencia 654/02, dispuso: “... que en la actual coyuntura económica resulta indispensable retornar al sistema de registro original para conocer con certeza e inmediatez el volumen de las exportaciones de los productos agrícolas, de manera que no se llegue a afectar el normal abastecimiento del mercado interno”. Es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. El objetivo confeso del decreto es, a partir de la obligatoriedad de registrar las DJVE, obtener información sobre el volumen de las exportaciones de los productos agrícolas para adoptar las medidas necesarias tendientes a asegurar el normal abastecimiento del mercado interno. Sin embargo, no puede extraerse de allí, sin más, que se prohíba la exportación de las mercaderías no registradas en los términos de la ley 21.453, cuando tal restricción no surge de esa ley ni de sus reglamentos. Finalmente, se observa que tampoco la resolución general (AFIP) 1.365 brinda sustento a la postura de la Aduana a poco que se repare en que dicho acto se limita a adecuar la normativa vigente a los procedimientos de registro de las DJVE en el Sistema Informático MARIA y, específicamente, regular el tratamiento de la tolerancia en lo que excede del 5% del tonelaje declarado, sin que de allí pueda derivarse la prohibición que la demandada invoca.


    Ojeda, Alejandro Mario TF 29651-A c/ Dirección General de Aduana s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 39003/2017/CS1-CA1, 24 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 64783/2015/1/RH1, “Pontoni, Luis Roberto TF 40234-I c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo".


    Pontoni, Luis Roberto TF 40234-1 c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 64783/2015/CS1-CA1, 28 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Comercio exterior. Operaciones aduaneras. Exportaciones. Valor de la mercadería. Impuesto a las ganancias. Determinación de oficio. Resoluciones aduaneras. Procedimiento tributario. Recurso de apelación (administrativo). Cuestión federal. 


    Operaciones con empresas vinculadas. Operaciones con clientes independientes.


    Para la determinación de las ganancias provenientes de las exportaciones a clientes independientes de bienes producidos, manufacturados, tratados o comprados en el país, debe estarse al “precio de venta" y, en caso en que dicho precio no se fije, o el "pactado" sea inferior al mayorista vigente en el lugar de destino o de origen, corresponderá tomar estos últimos en idéntico momento para determinar el valor de los productos exportados, esto es, a la fecha en que se "pactó" o "concertó" el negocio. Ha sido la fecha de concertación la oportunidad en la que la actora fijó el precio de la transacción con su cliente independiente y toda fluctuación posterior de ese precio en el mercado era un riesgo que asumía el comprador extranjero, ajeno a los fines de la determinación de la renta del exportador argentino, motivo por el cual el cotejo previsto en el art. 8° de la LIG en aquellos casos de exportaciones a clientes independientes debe necesariamente hacerse con el precio mayorista vigente en el lugar de destino o de origen a la fecha de concertación. Una solución contraria implicaría cargar sobre el exportador argentino la diferencia de precio fruto del ascenso -al momento del embarque- del valor ya pactado con su cliente independiente, sin que el Fisco Nacional invoque norma alguna que atribuya al exportador argentino una renta producida por tal situación. No puede pasar desapercibido que en la exposición de motivos del decreto 18.229/43, que introdujo en su art. 7° el mecanismo para determinar las ganancias que derivan de la exportación e importación de bienes, se valoró que en las operaciones entre partes independientes, al negociar y acordar éstas sobre la base de los precios corrientes del mercado al momento en que se perfecciona su contrato, dejan ya establecidos los límites de imposición. Desde otra óptica, el art. 10 del decreto 1.344/98 carece de la relevancia que le otorga la demandada para sostener su postura, pues su redacción no obliga a tomar el precio de venta mayorista vigente en el lugar de destino o de origen a la fecha de "embarque", como lo sostiene el Fisco Nacional, sino que se limita a establecer, a los efectos de la aplicación del art. 8° de la LIG, en qué situaciones se verifica una exportación o importación y en cuáles, por el contrario, se trata de operaciones realizadas en el interior de la República Argentina. En cuanto a los agravios atinentes al ajuste practicado en las operaciones realizadas con empresas vinculadas, y a la prueba pericial contable presentada por la actora para demostrar sus aseveraciones respecto a que los arts. 8° y 15 de la LIG exigen que los precios de las exportaciones sean analizados y validados acudiendo a las variables de mercado vigentes a la fecha de concertación de las operaciones, en lugar del precio fijado por la SAGyP al momento del embarque, que ha sido el empleado por el Fisco Nacional en su ajuste, cabe decir que la Corte ha sostenido que cabe reconocer validez a las conclusiones de los expertos para la decisión de aspectos que requieren apreciaciones específicas de su saber técnico, de las que sólo cabría apartarse ante la evidencia de errores manifiestos o insuficiencia de conocimientos científicos, y que, a pesar de que los dictámenes periciales están sujetos a la valoración por parte de los jueces, si no se observan razones que desmerezcan las conclusiones del informe pericial, corresponde asignarle suficiente valor probatorio. Corresponderá hacer lugar al planteo del recurrente si la Corte considera, en base a las pruebas rendidas en la causa, que es inexacto que los precios publicados por la SAGyP al momento del embarque eran similares a los empleados por la propia actora en sus transacciones con clientes independientes, como lo sostiene el organismo recaudador para fundar su ajuste.


    Alfred C Toepfer Internacional S.A. (TF 27014-1) c/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32341/2012/CA2-CS1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa CAF 32341/2012/CA2-CS1, "Alfred C Toepfer Internacional S.A. (TF 27014-I) c/ Dirección General Impositiva".


    Alfred C Toepfer Internacional S.A. (TF 27014-I) c/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32341/2012/1/RH1, 04 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. AFIP. Intereses compensatorios. Fisco nacional. Régimen tributario. Declaración jurada. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es oportuno señalar que los anticipos constituyen pagos a cuenta del tributo, que el legislador autoriza al Fisco a recaudar antes de completarse el hecho imponible, para satisfacer necesidades inmediatas del Estado y que, para ello, se funda en la existencia de una presunción de continuidad en la capacidad contributiva del obligado al pago. Como ya sostuvo el Ministerio Público, el deber de tributar se encuentra fundado en sólidas bases de naturaleza ética y en principios sociales, jurídicos y políticos, en virtud de los cuales no parece discutible que quienes se encuentran en relación con ciertas manifestaciones de capacidad contributiva elegidas por el legislador, deban respetar el pago de determinados gravámenes. Pero a ese deber de tributar le corresponde un correlativo derecho del Fisco a recaudar, derecho que encuentra su límite en la definitiva configuración del hecho imponible, esto es, en la efectiva exteriorización de la capacidad contributiva. La Corte ha dejado en claro que "después de vencido el término general del gravamen o la fecha de presentación de la declaración jurada, el Fisco no puede reclamar el pago de anticipos, ya que cesa la función que éstos cumplen en el sistema tributario como pago a cuenta del impuesto pues, a partir de dicha oportunidad, nace el derecho del Fisco a percibir el tributo". Se agregó también que, en el supuesto de haberse abonado anticipos en mayor medida que la deuda resultante de la declaración jurada del período, se origina el derecho del contribuyente a repetir el impuesto en exceso conforme al resultado de su balance impositivo, y no las sumas pagadas en demasía en concepto de anticipos. A la luz de esta consolidada doctrina pienso que debe interpretarse el alcance temporal de la facultad conferida por el art. 21 de la ley 11.683 al Fisco para exigir el ingreso de los anticipos. En efecto, como ya señalé, la Corte ha admitido la validez de este instituto con fundamento en la tarea que cumple en el sistema tributario como "pago a cuenta del impuesto", por lo cual forzoso es reconocer que cuando dicha misión desaparece, por haberse presentado la declaración jurada que exterioriza la cuantía del hecho imponible, nace el derecho del Fisco a percibir en forma directa el tributo allí declarado, el pago a cuenta pierde su fundamento y deviene, por ende, inexigible. Es que no debe olvidarse que la primera fuente de interpretación de la leyes su letra, pero, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, dicen jurídicamente, y si bien no corresponde indagar lo que cabe prescindir de las palabras, tampoco resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la interpretación razonable y sistemática.


    Recurso de queja N° 1 – AFIP c/ Oleoducto Trasandino Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal – AFIP


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27193/2018/1/RH1, 21 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     

  


  
     

  


  
    Capítulo XIV


    Derechos Humanos


    Contienda negativa de competencia


    Protección del menor y la familia. Violencia familiar. Violencia contra menores. Domicilio del menor. Residencia habitual del niño. Competencia provincial. 


    En materia de violencia familiar resulta decisivo el domicilio del supuesto damnificado, pues esa solución jurisdiccional favorece la implementación oportuna y efectiva de la tarea protectoria, la optimización de recursos y la celeridad en la intervención. Involucrando los supuestos hechos de violencia familiar a personas domiciliadas en distintas jurisdicciones territoriales, corresponde ponderar especialmente que se denuncia violencia contra la niña que reside en la provincia, y ello conduce a atribuir la competencia a los jueces locales por tratarse de un asunto de naturaleza urgente y de neto corte preventivo, directamente referido a la integridad psicofísica de la persona menor de edad presuntamente afectada. La solución contraria podría privarla de la implementación oportuna y efectiva de eventuales medidas protectorias, dado que el empleo directo de la fuerza pública, está vedado a los jueces fuera de la propia jurisdicción territorial. Además el propio denunciante acudió al fuero provincial. Por lo demás, el órgano provincial llamado a intervenir en los supuestos hechos de violencia, de estar a este temperamento, es el que debe intervenir en el régimen comunicacional en cuyo marco se suscitarían los episodios de intimidación.


    V., M. A c/ C., M. s/ Protección contra la violencia familiar (Ley 12.569)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1105/2019/CS1, 19 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado


    Violación de derechos humanos. Lesiones. Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Junta médica. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    El artículo 1° de la ley 24.043 dispuso que tendrán derecho a percibir el beneficio allí establecido, las personas que durante la vigencia del estado de sitio hubieran sido puestas a disposición del Poder Ejecutivo, o que siendo civiles hubiesen sufrido detención en virtud de actos emanados de tribunales militares, hayan o no iniciado juicio por daños y perjuicios, podrán acogerse a los beneficios de esta ley, siempre que no hubiesen percibido indemnización alguna en virtud de sentencia judicial, con motivo de los hechos contemplados en la presente. Para acogerse a tal beneficio, las personas mencionadas en el artículo anterior debieron haber sido puestas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional antes del 10 de diciembre de 1983 o bien, en condición de civiles, haber sido privadas de su libertad por actos emanados de tribunales militares, independientemente de si hubiera recaído sentencia condenatoria. Su artículo 4° establece que el beneficio será igual a la treintava parte de la remuneración mensual asignada a la categoría superior del escalafón para el personal civil de la administración pública nacional, por cada día que duró la medida mencionada en el artículo 2°, incs. a) y b), respecto a cada beneficiario. Para el cómputo del lapso aludido en el párrafo anterior, se tomara en cuenta el acto del Poder Ejecutivo que decretó la medida o el arresto efectivo no dispuesto por orden de autoridad judicial competente, y el acto que la dejó sin efecto con carácter particular o como consecuencia del cese del estado de sitio. Cuando las referidas personas hubiesen fallecido durante el lapso que duró la medida mencionada en el artículo 2°, el beneficio se fijara en la forma indicada precedentemente, computándose el lapso hasta el momento de la muerte. Sin perjuicio de ello, en estos casos el beneficio se incrementara, por el solo hecho de la muerte, en una suma equivalente a la prevista en esa ley para cinco (5) años de vigencia de la medida mencionada en el artículo 2°. En aquellos supuestos en los que el reclamante, en iguales circunstancias a las indicadas, hubiese sufrido lesiones gravísimas, según la clasificación que hace el Código Penal, el beneficio sería incrementado, por ese solo hecho, en una suma equivalente a la prevista para el caso de fallecimiento, reducida en un 30%. Al reglamentar este precepto, se dispuso que, a efectos de acreditar que dichas lesiones se produjeron durante la detención se requerirá como medios de prueba: a) Historia clínica del lugar de detención b) Copia de la sentencia judicial que las haya tenido por acreditadas correspondiente c) Historia médica o clínica con fecha lapso del beneficio emanada de una institución de salud oficial d) En caso de ser necesario se dispondrá la realización de una Junta Médica, a cuyo fin se faculta a la Subsecretaría de Derechos Humanos y Sociales del Ministerio del Interior a celebrar convenios con Hospitales Nacionales, Provinciales o Municipales. Es necesario tener presente que el decreto 141/11 encomendó a la dirección del “Centro de Asistencia a Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos Dr. Fernando Ulloa”, dependiente de la Dirección Nacional de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Subsecretaria de Protección de Derechos Humanos, la supervisión de la realización de las juntas médicas requeridas por las leyes 24.043 y 25.914 para la evaluación de lesiones. Por su parte, la resolución MJyDH 621/11 creó la “Coordinación de Atención a Víctimas del Terrorismo de Estado”, facultándola, en la acción 6, a realizar por si o a coordinar con efectores públicos la instrumentación de las Juntas Médicas requeridas para la evaluación de lesiones en los términos de las leyes N° 24.043 y 25.914. Simultáneamente, la resolución MJyDH 622/11 aprobó los circuitos administrativos para la tramitación de los pedidos de reparación correspondientes a las mencionadas normas, estableciéndose que, para el caso de las lesiones, el expediente mediante el cual tramita el beneficio debía remitirse al “Centro de Asistencia a Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos Dr. Fernando Ulloa” a efectos de obtener los medios de prueba requeridos y/o la intervención de la Junta Médica. Con posterioridad, al 30 de diciembre de 2013 se suscribió el convenio de asistencia técnica y cooperación entre el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y el Ministerio de Salud, cuya cláusula tercera establece que el Ministerio de Salud arbitrará los medios pertinentes para disponer la realización de una Junta Médica para el caso concreto, la que deberá estar conformada por un equipo interdisciplinario integrado por profesionales de la salud. Ha sostenido la Corte que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. Por aplicación de este criterio, es claro que el empleo de los términos “conformada” seguidos de “un equipo interdisciplinario integrado por profesionales de la salud” no son superfluos, sino que han sido empleados para indicar, sin lugar a dudas, que el equipo interdisciplinario debe estar compuesto por más de un profesional de la salud.


    Aguilar, Raúl Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones – Ley 24.043 - Artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23426/2018/CA1-CS1, 30 de agosto de 2019


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Personas privadas de la libertad. Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Declaración de inconstitucionalidad. Delito de peligro abstracto. Derechos y garantías constitucionales. Derecho a la privacidad. Derecho a la intimidad. Lesividad. Pena. Finalidad de la pena. Ejecución de la pena. Régimen penitenciario. Conducta del interno. Agravantes de la pena. Readaptación del condenado. Libertad condicional. Condena condicional. Suspensión del juicio a prueba. Lugar del hecho. Mantenimiento del recurso. 


    Doctrina sentada en el fallo “Bazterrica” y reiterada en el fallo “Arriola”.


    Los delitos de peligro abstracto, como el tipo de tenencia ilegítima de estupefacientes para consumo personal (artículo 14, segunda parte, de la Ley n° 23.737), no son en sí mismos incompatibles con los principios de reserva y de lesividad, es decir, que no hay razón para considerar, ab initio, a esta categoría de delitos como inconstitucional. En efecto, su legitimidad se halla ampliamente reconocida en el derecho europeo-continental, en cuya tradición se inserta nuestra legislación penal, y su constitucionalidad ha sido admitida tácitamente en la propia jurisprudencia de la Corte, que en reiteradas oportunidades ha interpretado que ciertos delitos son de peligro abstracto. También es importante señalar que si bien los delitos de peligro abstracto son asociados usualmente con los delitos de tenencia, no se agotan, ni mucho menos, en ellos, sino que incluyen dentro de su ámbito otros tantos tipos penales emblemáticos respecto de los cuales nadie dudaría de su constitucionalidad. Pero la nota distintiva de los delitos de peligro abstracto, y que los diferencia, precisamente, de los delitos de peligro concreto, es que no requieren la producción de un peligro efectivo para el bien jurídico; la peligrosidad característica que cabe predicar en general de la conducta es sólo la razón por la cual el legislador sanciona el comportamiento, pero no es un elemento del tipo cuya existencia deba ser comprobada por el juez en el caso particular. De allí que los jueces incurran en arbitrariedad cuando pretenden justificar su declaración de inconstitucionalidad en la ausencia de peligro concreto en el caso particular. En efecto, en primer lugar, una interpretación de esa índole no sólo desvirtúa y torna inoperante la norma del artículo 14 de la Ley n° 23.737, en tanto exige un requisito ausente por definición en la clase de delito que regula. Además, aplicada de modo coherente, conduce a que deban ser considerados inconstitucionales todos los delitos de peligro abstracto, sin excepción, contrariando de ese modo el principio según el cual no cabe presumir que el legislador haya actuado con inconsecuencia o imprevisión; pues no otra cosa podría significar afirmar que desde hace cien años se viene echando mano de una categoría delictiva que es incompatible con la Constitución Nacional. También luce infundada en tanto desatiende, sin hacerse cargo de ellos, los antecedentes jurídicos en sentido contrario, que avalan la compatibilidad de las figuras de peligro abstracto con los principios constitucionales del derecho penal moderno del que participa la legislación nacional. Por último, pierde de vista que no sólo los delitos de tenencia del artículo 14, sino también los delitos de siembra, cultivo, fabricación, comercio, suministro y demás variantes del artículo 5 de la Ley n° 23.737 son de peligro abstracto, de modo que si fuese cierto que la lesividad se satisface sólo con lesión o peligro concreto, entonces la inconstitucionalidad debería proyectarse asimismo sobre todos esos tipos penales, conclusión ésta que no se corresponde en absoluto con el estándar interpretativo jurisprudencial y doctrinario vigente en la materia. Lo que debería a esta altura quedar claro, por ello, es que lo único que ha sido considerado inconstitucional es la aplicación del segundo párrafo del artículo 14 de la Ley n° 23.737 cuando la tenencia para consumo personal fue realizada en condiciones de privacidad que la ponen al amparo del principio de reserva del artículo 19 de la Constitución Nacional; es decir, no toda la categoría jurídica de los delitos de peligro abstracto, y ni siquiera tampoco el tipo penal de tenencia para consumo con carácter general, sino únicamente en los casos particulares en los que la incriminación colide con aquel principio constitucional. Es con este alcance, como sinónimo de "acciones privadas", que debe entenderse la expresión "acciones que no traigan aparejado un peligro concreto o un daño a derechos o bienes de terceros", con la que se suele caracterizar a las conductas respecto de las cuales se predica que quedaría invalidada la incriminación penal. Es decir, en un sentido que excluye a las acciones privadas del contenido legítimo del delito de tenencia de estupefacientes para consumo personal, pero no descalifica la aplicación del tipo penal por su mera condición de delito de peligro abstracto. A tal punto ello es así que la propia Corte resolvió caso a caso si la conducta sometida a juzgamiento podía ser considerada una acción privada, y sólo cuando la respuesta era afirmativa declaró inconstitucional la aplicación del tipo penal de tenencia de estupefacientes para consumo personal, previsto en el artículo 6 de la Ley n° 20.771, y ahora en el artículo 14, segundo párrafo, de la Ley n° 23.737. En definitiva, los jueces de la causa deben analizar, en el caso concreto, si la tenencia de estupefaciente para consumo personal se realizó o no en condiciones tales que le quiten al comportamiento el carácter de una acción privada protegida por el artículo 19 de la Constitución Nacional. Precisamente, lo que está en discusión es si esa tenencia por parte de personas detenidas en un establecimiento penitenciario puede ser considerada o no una acción privada. En primer lugar, si verdaderamente se tratara de una acción privada, ello excluiría no ya que pudiera ser punible, sino que pudiera siquiera ser prohibida por los reglamentos carcelarios; no podría ser objeto de ninguna prohibición, quedaría “sólo reservada a Dios, y exenta de la autoridad de los magistrados”, es decir, librada a la autonomía de la voluntad. Sin embargo, esto no es así, y la razón para ello se debe a que la limitación a la autonomía de la voluntad que conllevan esas prohibiciones tiene fundamento en el mandato de reforma y readaptación social que establecen los artículos 5.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y la Ley de ejecución de la pena privativa de la libertad n° 24.660. En efecto, el legislador ha partido de la base de que la adopción de esas medidas para evitar el consumo, el hábito o, incluso, la dependencia que podrían resultar del contacto con esas sustancias forma parte de las tareas que el Estado puede legítimamente realizar para asegurar el presupuesto psicofísico mínimo necesario para la eficacia de cualquiera de las demás medidas del tratamiento interdisciplinario, como también, en particular, para remover los factores derivados de los efectos negativos físicos, psíquicos y sociales, asociados al consumo de esas sustancias, que podrían constituir un futuro obstáculo para una adecuada integración y desenvolvimiento en el ámbito laboral, familiar y social. En otras palabras, la expectativa de que el establecimiento penitenciario sea un espacio libre de alcohol y drogas se justifica en el mandato legal y constitucional de resocialización, y la trascendencia a terceros que impide considerar acciones privadas a la tenencia y al consumo de esas sustancias deriva primeramente de que conspira contra esa finalidad. En este punto, si bien el principio que rige la materia es el de la voluntariedad del tratamiento, ello no quita que, para lograr la pregonada readaptación y reinserción, el Estado no pueda utilizar los medios apropiados para esa finalidad que no dependen de la voluntad activa de la persona, sino tan sólo de su tolerancia pasiva, como sucede con las medidas mencionadas. Adviértase, en este sentido, que la abstención del consumo de estupefacientes -y, por tanto, también de su tenencia- es asimismo una de las reglas de conducta obligatorias para el condenado en libertad condicional, y que puede imponerse también a quien recibe una condena en suspenso y, hasta incluso, al imputado que se beneficia con la suspensión del juicio a prueba; en los tres casos, con fundamento una vez más en la prevención especial. Pero, además, en segundo lugar, a lo expresado con anterioridad se le agregan las particulares características del lugar de comisión del hecho. En este sentido, no es posible soslayar que en el caso de los establecimientos carcelarios no se trata de cualquier edificio público frecuentado por personas que pueden entrar y salir voluntariamente, sino, muy por el contrario, de establecimientos destinados al alojamiento obligado de personas que deben convivir en espacios compartidos, es decir, en condiciones tales que hacen que sea prácticamente imposible que la tenencia, y más aun, el consumo de estupefacientes puedan no tener trascendencia a terceros. Esta reducción de los ámbitos de privacidad es justamente una de las notas distintivas de las instituciones totales, que, en el caso de la cárcel, por sus características y limitaciones fácticas actuales, halla una de sus mayores expresiones, y explica las injerencias y restricciones en sus derechos a que son sometidos los internos por razones de seguridad, pero también de orden y buena organización de la vida en común en el establecimiento. Por lo demás, esta conclusión halla corroboración en la aplicación que hizo la Corte de la doctrina sentada en "Bazterrica" y de la que surge que, vigente ese estándar interpretativo, se consideró, no obstante, que no eran acciones privadas la conducta de quien fue sorprendido fumando marihuana en un sitio público, ni la de quien tenía la droga para consumirla en un lugar público; entonces, si la tenencia no es una acción privada cuando se tiene para consumir en un sitio público al aire libre, cuánto menos habrá de serlo cuando, como sucede con las personas detenidas, el único propósito con el que puede tenerse la droga es para consumirla dentro de un establecimiento penitenciario en las condiciones y con las consecuencias ya señaladas. Por último, habla también en contra de la posibilidad de caracterizar a la conducta en cuestión como una acción privada, que no trasciende a terceros, el peligro de que la presencia de estupefacientes en el establecimiento carcelario termine favoreciendo el surgimiento de relaciones de poder y dominio de unos sobre otros, con perjuicio para la seguridad y la buena organización de la vida en común en el establecimiento y menoscabo, en definitiva, para la eficacia del tratamiento re socializador, que también depende de ello. Obsérvese que a tal punto ello es así que por razones similares la ley tampoco permite, en principio, la tenencia irrestricta de dinero a las personas detenidas en el establecimiento, en el entendimiento de que así también podrían verse comprometidos esos intereses (artículo 68 de la Ley n° 24.660). Por ello, tampoco es correcto el argumento por el cual se aduce, en ocasiones, en favor de la postura contraria que el diseño legal y constitucional de la ejecución de la pena garantiza a los condenados y procesados el ejercicio de todos sus derechos fundamentales no afectados directamente por el cumplimiento de la pena. Ese argumento pierde de vista que -como fue expresado- la privacidad es, justamente, uno de los derechos afectados directamente por el cumplimiento de la pena, en razón de la reducción de los ámbitos de reserva, o sea, sin trascendencia a terceros, que caracteriza a instituciones como la carcelaria, y confiere intersubjetividad a conductas que en otros contextos podrían constituir acciones privadas. Pero de las razones expuestas también se deriva que la cantidad de la sustancia poseída, que en otros contextos es tomada en cuenta como un dato trascendente, en la concreta situación que se presenta carece de relevancia, pues cualquiera sea, la tenencia de droga en establecimientos carcelarios nunca es una acción privada. Por último, no puedo dejar de señalar que, en línea con las directrices trazadas por la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 (artículo 3, apartado 5, inciso «g»), la Ley n° 23.737 dispone, en su artículo 11, inciso «e», un agravamiento de la pena de los delitos previstos en los artículos precedentes a ése “cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un [ ...] lugar de detención ...”. Pues si bien es cierto que esa disposición no es aplicable a los delitos de tenencia del artículo 14, también lo es que el fundamento de la mayor gravedad del hecho, y de la pena, se vincula con el mismo efecto nocivo para la resocialización que, en el caso de la tenencia, opera ya no como agravamiento, pero sí como una de las razones que impiden considerarla como una acción privada sin trascendencia para los demás.


    S., Dante Exequiel s/ Infracción Ley 23.737


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2940/2016/3/RH1, 03 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Homosexuales. Voluntad procreacional. Copaternidad. Filiación por técnicas de reproducción humana asistida. Gestación por sustitución. Adopción plena. Inscripción de nacimientos. Derecho a la protección integral de la familia. Derecho a la identidad. Parentesco. Defensa en juicio. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Principio de congruencia. Igualdad ante la ley. Discriminación por razones de sexo o inclinación sexual. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Corresponde aplicar la doctrina de la Corte Suprema que establece que, en principio, la determinación de las peticiones de los litigantes es ajena a la instancia extraordinaria, salvo el caso de arbitrariedad, lo que acontece cuando el objeto de la condena no resulta congruente con la demanda y la decisión no significó suplir una omisión del litigante sino variar la acción que se dedujo. En esa línea, esa Corte expresó que corresponde dejar sin efecto la sentencia por haberse excedido el a quo en sus facultades al mediar un manifiesto apartamiento de la relación procesal. Bajo este prisma, el a quo ha alterado infundadamente el objeto de la pretensión procesal y ha fallado sobre una petición no formulada por los peticionarios, de modo que el objeto de la condena no resulta congruente con la demanda. Por ello, la cámara se ha excedido en sus facultades jurisdiccionales al apartarse de modo ostensible de la relación procesal, vulnerando el derecho de defensa en juicio. En suma, el tribunal a quo alteró la pretensión procesal de los accionantes, quienes habían formulado sus planteos de manera expresa y oportuna a lo largo del proceso judicial; tanto los actores para que se los reconozca como padres de los niños, como la mujer gestante para que no se la reconozca como madre de los mellizos al carecer de voluntad procreacional. De ese modo, la cámara se expidió sobre una petición no formulada, en exceso de su jurisdicción y transgrediendo el principio de congruencia, por lo cual, el pronunciamiento impugnado debe ser descalificado por aplicación de la doctrina de arbitrariedad. Por último, cabe mencionar que el vicio de arbitrariedad señalado guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con el derecho de defensa en juicio y el debido proceso. Ello es especialmente grave en el presente caso en función de los derechos fundamentales invocados, como el derecho a la identidad de los niños, la protección de la vida privada y familiar, la autonomía personal y el derecho a la igualdad y no discriminación por orientación sexual.


    S. T. A. y otro s/ Inscripción de nacimiento


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 31689/2016/31689, 27 de junio de 2019


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Policía federal. Exoneración. Afiliación a obras sociales. Interpretación y aplicación de la ley. Aplicación analógica de la ley. Personas con discapacidad. Derecho a la salud. Reafiliación a obras sociales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Las cuestiones suscitadas en el ámbito de la previsión social deben ser tratadas otorgando prevalencia a los fines tuitivos de las normas que rigen la materia. Si a los efectos de garantizar la pensión a los derechohabientes del exonerado el decreto en cuestión equipara a este último con el personal fallecido, es razonable extender esa misma solución para conceder la afiliación pretendida en autos, en tanto fue requerida por un pensionista que obtuvo ese beneficio previsional a partir de una equivalencia entre situaciones que la propia norma establece. Es principio de la hermenéutica jurídica que, en los casos no expresamente contemplados, debe preferirse la interpretación que favorece y no la que dificulta los fines perseguidos por la norma. Además, esta Procuración General ha sostenido que no es método recomendable en la interpretación de las leyes, el de atenerse estrictamente a sus palabras, ya que el espíritu que las informa es lo que debe rastrearse en procura de una aplicación racional, y lo que ha de perseguirse es una valiosa interpretación de lo que las normas jurídicamente han querido mandar. Las disposiciones del decreto que regulan lo atinente a la obra social expresan, como uno de sus principales objetivos, el de garantizar el bienestar moral y material de los familiares de los integrantes de la fuerza en cuestión. Bajo ese prisma, frente a la falta de un precepto que contemple de manera expresa la re afiliación voluntaria a la obra social demandada del pensionista, con motivo de una exoneración, debe estarse a la solución que propicie el cumplimiento efectivo de la finalidad tuitiva que las normas en análisis consagran. Cabe recordar que los magistrados deben guiarse con la máxima prudencia en la interpretación de las leyes de previsión social, ya que la inteligencia que se le asigna puede llevar a la pérdida de un derecho o su retaceo. En ese contexto, es menester recordar el derecho a la salud es ampliamente garantizado en nuestro ordenamiento constitucional, especialmente en favor de las personas con discapacidad y la asistencia integral a la discapacidad constituye una política pública del país. En consecuencia, la no adhesión por parte de la demandada al sistema de las leyes 23.660,23.661 y, en particular, al establecido en la ley 24.901, no determina que le resulte ajena la obligación de adoptar las medidas razonables a su alcance para lograr la realización plena de los derechos de las personas con discapacidad. En estas condiciones, una lectura integral de las normas en juego conducen a concluir que la ley 27968 y el decreto 1866/1983 no pretenden sancionar con la des afiliación al hijo con discapacidad, pensionista del personal exonerado, imponiéndole las consecuencias de las acciones de su padre. Máxime cuando la consecuencia que debería afrontar es la desatención de su discapacidad. En suma, una interpretación adecuada de las normas federales en juego -ley 21.965 y decreto 1866/1983-, a la luz de los principios de hermenéutica referidos y los fines tuitivos que rigen la seguridad social conduce a admitir la re afiliación a la obra social demandada.


    Y., G. N., en representación de su hermano F. J. Y. c/ Obra Social de la Policía Federal s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 1845/2017/1/CS1, 11 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    Recurso extraordinario de nulidad. Recurso de casación penal. Legítima defensa. Violencia de género. Apreciación de la prueba. Lesiones graves. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Derivación no razonada del derecho vigente. Apartamiento de las constancias de la causa. Violencia de género. Sistema interamericano de Derechos Humanos. Derechos de la mujer. Perspectiva de género. Formalidades procesales. Exceso ritual manifiesto. Cuestión federal. Superior Tribunal de Justicia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte ha señalado que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal. Se verifica la situación excepcional que habilita la intervención de la Corte cuando las causales de arbitrariedad alegadas, se conectan de modo inescindible con la cuestión federal vinculada a la interpretación y aplicación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y del artículo 16, inciso i), de la ley 26.485, en tanto reglamentario de la convención citada. En ese orden, la Corte ha establecido que si existe conexión entre la interpretación del derecho federal y las causales de arbitrariedad invocadas, es adecuado el tratamiento de ambos aspectos sin disociarlos. Aunque lo debatido remite al examen de aspectos de hecho, prueba y derecho común, regularmente ajenos a la instancia extraordinaria, el Tribunal ha señalado que ello no es óbice para que conozca en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa. En efecto, la Corte ha señalado que es arbitrario y corresponde dejar sin efecto el fallo en el que se advierte contradicción y ese defecto fue igualmente omitido por el a quo al resolver sobre la admisibilidad del recurso local intentado por la defensa. La conclusión anterior resulta de mayor entidad si se atiende a que los antecedentes y circunstancias del sub lite lo sitúan en el contexto de violencia contra la mujer, lo cual involucra criterios al momento de evaluar la justificación que se han descartado y reclama la defensa. En efecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado en diversos precedentes que la investigación penal en casos de supuestos actos de violencia contra la mujer debe incluir la perspectiva de género. En sentido concordante, en el documento del Comité de Seguimiento de la Convención Belém do Pará, se recomendó incorporar un análisis contextual que permita comprender que la reacción de las víctimas de violencia de género no puede ser medida con los estándares utilizados para la legítima defensa en otro tipo de casos, en tanto la violencia contra la mujer tiene características específicas que deben permear en el razonamiento judicial. Se expuso allí que la persistencia de los estereotipos y la falta de aplicación de la perspectiva de género, podría llevar a valorar de manera inadecuada el comportamiento. Para la procedencia de la legítima defensa, el artículo 34, inciso 6°, del Código Penal exige la concurrencia de: a) agresión ilegítima, entendida como la amenaza de lesión o puesta en peligro de bienes protegidos, que está en curso o es inminente y es emprendida sin derecho. En el documento referido, se señala que la violencia basada en el género es una agresión ilegítima definida por la Convención y que la inminencia debe ser considerada desde una perspectiva de género. Se sostiene que en las uniones de hecho o derecho, la violencia de género no debe concebirse como hechos aislados sino en su intrínseco carácter continuo, porque en forma permanente se merman derechos como la integridad física o psíquica. La inminencia permanente de la agresión, en contextos de violencia contra la mujer, se caracteriza por la continuidad de la violencia -puede suceder en cualquier momento y ser detonada por cualquier circunstancia- y su carácter cíclico -si fue maltratada, posiblemente vuelva a serlo-. El requisito b) del citado artículo 34, esto es, la necesidad racional del medio empleado, exige que se verifique una situación de necesidad de defensa y que el medio empleado sea racionalmente adecuado (necesario) para impedir o repeler la agresión y conlleva una cierta proporción entre la agresión y el medio empleado y entre el daño que se evita y causa. El principio de menor lesividad no obliga a usar medios de dudosa eficacia. El aludido documento del CEVI señala que este requisito también se debe evaluar desde la perspectiva de género, que implica considerar el contexto en que se da la agresión y la respuesta. No requiere la proporcionalidad entre la agresión y la respuesta defensiva porque existe una relación entre la proporcionalidad y la continuidad de la violencia. Se sostiene allí que la aparente desproporción entre la agresión y respuesta puede obedecer al miedo de la mujer a las consecuencias por una defensa ineficaz y se subraya que existe una relación entre la defensa empleada y los medios con que las mujeres disponen para defenderse. No se requiere la proporcionalidad del medio, sino la falta de desproporción inusual entre la agresión y la defensa en cuanto a la lesión. Por último el punto c) de aquella norma penal, exige la falta de provocación suficiente por parte del que se defiende. Se entiende que es suficiente la que resulta idónea para provocar la agresión, aunque se trata de un concepto relativo, que debe referenciarse al caso concreto; para el CEVI interpretar que cualquier comportamiento anterior a la agresión es una "provocación" constituye un estereotipo de género. En definitiva, la defensa había planteado los graves defectos de fundamentación que exhibía la condena -convalidada por el tribunal de casación- y el a quo dejó sin respuesta sus atendibles argumentos con invocación de limites formales establecidos en el código procesal provincial. En esas condiciones, su decisión se aparta de la doctrina elaborada por el Tribunal conforme a la cual, si bien los temas vinculados a la admisibilidad de los recursos locales resultan ajenos a la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48 por revestir carácter netamente procesal, ha precisado que las limitaciones de orden local no pueden ser invocadas por los máximos tribunales provinciales para rehusar el abordaje de las cuestiones federales sometidas a su conocimiento. En virtud de ello, corresponde que la Suprema Corte de la provincia soslaye los límites formales previstos en el código procesal local y trate la impugnación de la defensa basada en la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    R., C. E. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley en causa n° 63.006


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 733/2018/CS1, 03 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo XV


    Economía y Finanzas


    Recurso extraordinario


    Canje de títulos públicos. Impuesto a las ganancias. Repetición de impuestos. IVA. Exenciones impositivas. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Confirmación de sentencia. 


    En el año 1993 el Estado Nacional canjeó los bonos GRA del Banco de la Ciudad de Buenos Aires (BCRA) por bonos Brady, tomando el valor nominal (100%) de los primeros y sin tener en cuenta los ajustes practicados por el Banco con el objeto de que los títulos reflejen el valor de mercado. De haber coincidido los valores nominal y de mercado de los títulos GRA al momento de su canje por títulos Brady la operatoria ordenada por el Estado Nacional hubiera sido una patrimonialmente neutra para el BCBA. Sin embargo, ello no fue así, porque para el BCBA, cuyos títulos estaban contabilizados a un valor considerablemente inferior al que fueron tomados por el Estado Nacional, se produjo un beneficio producto de la diferencia entre el valor de mercado de los bonos y su valor nominal. Esa mayor valuación de los títulos constituye un acrecentamiento patrimonial alcanzado por el art. 2°, inc. 2) de la ley del impuesto a las ganancias, pues, como sostuvo la Corte en Fallos: 304:661, el texto legal analizado adscribe a la teoría del "rédito ingreso", o sea, alcanza a toda clase de ganancias o enriquecimientos. La actora obtuvo un rendimiento o beneficio producto de la diferencia entre el valor nominal de los títulos -al que fueron tomados por el Estado Nacional para el canje- y el valor impositivo, conformado por el valor de costo y su ajuste negativo. La diferencia entre el valor de entrega de los títulos en el año 1993 y el valor impositivo asignado a ellos en el año 1992 constituye para el BCBA una ganancia gravada en el marco de la ley del impuesto a las ganancias. No procede la dispensa establecida en el art. 16 de la Ley 23.871, pues a la luz de dicha norma se desprende que la exención alcanza únicamente a la primera enajenación voluntaria de los títulos recibidos como consecuencia de la conversión obligatoria, por lo que queda fuera el canje de títulos efectuado entre el BCBA y el Estado Nacional en el marco del plan financiero 1992. El beneficio se circunscribe a eximir únicamente a "la primera enajenación que realice voluntariamente quienes fueran tenedores (de títulos públicos) debido a las conversiones obligatorias de activos financieros dispuestas por el Poder Ejecutivo. La renta del caso no tiene su origen en una "enajenación", sino en una nueva valuación efectuada por el BCBA. La actora obtuvo los títulos GRA de sus clientes, es decir, voluntariamente, luego los transfirió al Estado Nacional -y pasó a ser tenedora de títulos Brady- a raíz de una conversión obligatoria de activos dispuesta por el Poder Ejecutivo Nacional. Esta última operación fue compulsiva para el BCBA y, por lo tanto, no puede considerarse comprendida en la exención. Tal hermenéutica es la que mejor se corresponde con que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, y que cuando ella es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de ésta.


    Banco de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional –AFIP DGI- Resoluciones 68/03 (JUGR) 15/07 (OICG) s/ Dirección general impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 34944/2007/CA1-CS1, 13 de noviembre de 2019


    Ver dictamen


    Recursos


    Suspensión de la ejecución. Procesos de ejecución. Acción de inconstitucionalidad. Declaración de inconstitucionalidad. Recurso extraordinario. Sistema financiero. Deuda pública. Reestructuración de la deuda pública. 


    Con arreglo en lo previsto en el artículo 14 de la ley 48, siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento de la Corte dictado en la misma causa, se configura una hipótesis que hace viable el recurso extraordinario. A ello cabe agregar que la ley 27.467 mantiene el diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública del gobierno nacional dispuesto en el artículo 37 de la ley 27.431 hasta la finalización del proceso de reestructuración de la totalidad de la deuda pública contraída originalmente con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, o en virtud de normas dictadas antes de esa fecha. Asimismo, autoriza al Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Hacienda, a proseguir con la normalización de los servicios de la deuda pública referida en el artículo 44, en los términos del artículo 65 de la ley 24.156 y sus modificaciones o de la ley 27.249 de normalización de la deuda pública y de recuperación del crédito y contempla que los pronunciamientos judiciales firmes, emitidos contra las disposiciones de la ley 25.561, el decreto 471/02 y sus normas complementarias, recaídos sobre dichos títulos, están incluidos en el diferimiento indicado en el artículo 44.


    Nebhen, Ramón Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Expedientes civiles


    FSA-Justicia Federal de Salta, 31000029/2005/CS1, 07 de febrero de 2019


    Ver dictamen


     

  


  
    



    Capítulo XVI



    Salud Pública


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Personas con discapacidad. Cobertura médica. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga a lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, “B., E. N. c/ Estado Nacional – Presidencia de la Nación Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud”.


    La solución de estos conflictos exige considerar la relación de los hechos contenida en el escrito inicial, e indagar el origen y la naturaleza de la petición, así como la relación jurídica existente entre las partes. Si bien el PROFE (hoy Programa “Incluir Salud”), fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al régimen para sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica, situación que se configura en el caso al haberse transferido el sistema a la órbita provincial. El decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y el gobierno de la provincia de Buenos Aires, por medio del cual éste asume la atención médica integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al PROFE, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora del programa por decreto provincial 796/07, que actualmente se encuentra dentro de la órbita del Instituto de Obra Médico Asistencial –IOMA-.


    E., M. en representación de su hija A., D. S. c/ Agencia Nacional de Discapacidad – Ministerio de Salud - Programa Federal Incluir Salud s/ Prestaciones médicas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1385/2019/CS1, 11 de julio de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Asistencia médica. Competencia civil y comercial federal. 


    La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial, e indagar sobre la naturaleza de la pretensión. Sentado ello, más allá de los intentos previos concretados por el tribunal que interviene en la determinación de la capacidad del joven, con miras a conseguir las prestaciones de salud, lo cierto es que el objeto del presente proceso autónomo, dirigido a que se suministre al interesado la cobertura integral para la atención de su salud, conduce al examen del alcance de las obligaciones impuestas a las firmas de la medicina prepaga por las leyes 24.901 y 26.682. Por ello, valorando asimismo que la competencia atribuida al tribunal civil es exclusiva y excluyente en cuestiones de familia y capacidad de las personas, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    Z. D. M. c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3659/2019/CA1-CS1, 09 de octubre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Discapacidad. Medicina prepaga. Cobertura médica. Estado Nacional. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia firme. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto a los agravios dirigidos a demostrar que el CEMIC no se encuentra compelido por el ordenamiento jurídico aplicable a brindar la cobertura de la medicación requerida por el amparista, tales alegaciones constituyen el fruto de una reflexión tardía y, por ende, resultan inadmisibles en esta instancia, pues el apelante pretende someter a conocimiento de la Corte Suprema cuestiones que ya habían sido resueltas con carácter firme por el juez de primera instancia. Esa sentencia no fue oportunamente recurrida por el CEMIC, lo cual impide revisarla en esta instancia. El único extremo sometido a conocimiento del tribunal a quo era si correspondía extender la obligación de cobertura del medicamento, de manera subsidiaria, al Estado Nacional Respecto de la decisión adoptada en ese punto, el recurso no contiene argumentos que cumplan con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, por lo que debe ser desestimado. La cámara, luego de interpretar el texto de las leyes 24.754, 24.901 y 26.689, concluyó que en el sub lite no se daban los supuestos previstos por el legislador para extender al Estado Nacional el deber de cobertura de la medicación peticionada por el amparista, a saber, la ausencia de afiliación de la persona con discapacidad. Esa interpretación, en línea con la propiciada por la Corte Suprema en el precedente registrado en Fallos: 338:488, "P., A.", no fue rebatida de manera adecuada por la empresa de medicina prepaga. Por el contrario, en su pieza recursiva, el CEMIC intenta deslindar su responsabilidad aludiendo a compromisos generales que el Estado Argentino ha asumido en materia de salud en la Constitución Nacional y en los tratados internacionales y, en rigor, pretende reeditar la discusión sobre las obligaciones legales a su cargo, extremo que se hallaba resuelto con carácter firme. En estas circunstancias, la entidad no logra controvertir el principal argumento esgrimido por el a quo para rechazar la extensión de la condena al Estado Nacional, sustentado en disposiciones de la ley 24.901 y normas concordantes.


    C. G. F. c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11843/2006/1/RH1, 13 de diciembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Sociedades mutuales. Programa Médico Obligatorio. Suministro de medicamentos. Derecho a la salud. Falta de agravio concreto. Discrepancia del recurrente. Concesión errónea del recurso. 


    Si bien la mutual menciona, de manera dogmática, que la decisión de la cámara prescinde de la normativa aplicable, a saber, el artículo 7 de la ley 26.682 de medicina prepaga y el artículo 7 del decreto reglamentario 1993 del año 2011, y afirma que el medicamento requerido por el amparista no se encuentra incluido en el PMO ni en su estatuto y que no está aprobado por la Administración Nacional de Medicamentos, la argumentación se limita a disentir con la estructura discursiva del fallo, sin siquiera proponer alguna alegación relativa a su adecuación constitucional. La recurrente se limita a mencionar en forma genérica que la cámara prescindió del régimen aplicable a las mutuales, sin especificar el sistema de cobertura previsto en esas normas. Afirma, de modo dogmático, que el medicamento requerido no se encuentra previsto en el menú básico obligatorio, pero no puntualiza cuáles son las reglas y criterios legales que rigen la cobertura de medicamentos, en particular, las de prestaciones fuera de ese menú y las de acceso de excepción a medicamentos, que la llevaron a asegurar las primeras dosis y luego a dejar de cubrirlas. En tal sentido, el principio de buena fe que informa todo el ordenamiento imponía un deber de coherencia en su comportamiento que, como mínimo, requería una explicación frente al actuar contradictorio con una conducta anterior jurídicamente relevante, que había suscitado en el actor una expectativa seria de comportamiento futuro. Este desarrollo era imprescindible ante la evidencia que aporta su propio estatuto social, en el que basó su defensa, y del que surge que el Plan 2000 al que está asociado el actor cubre el 100% de la medicación oncológica; así como la contestación de oficio de la Superintendencia de Servicios de Salud, en la que expresó que, en caso de prestaciones que no sean las incluidas en el PMO, el agente del seguro de salud podrá ampliar los límites de cobertura de acuerdo a necesidades individuales de sus beneficiarios, y las normas de la ANMAT sobre uso compasivo de medicamentos. Cabe mencionar además que en casos de enfermedades graves donde están en riesgo la salud y la vida, tal como lo resaltó el a quo, la Corte Suprema ha establecido pautas específicas que integran la materia federal debatida, que no han sido rebatidas por la mutual. Por último, con respecto al agravio vinculado a la situación del Estado Nacional, la recurrente pretende someter a conocimiento de esta Corte cuestiones resueltas por el juez de primera instancia que no fueron oportunamente impugnadas ante la alzada y que, en consecuencia, resultan fruto de una reflexión tardía. En el marco descripto, caracterizado por la ausencia de agravios suficientes de orden federal, la mutual no dedujo queja contra el rechazo del que da cuenta. De tal manera, la instancia ha quedado clausurada para el análisis de los asuntos relativos a la tacha de arbitrariedad; materia que, insisto, se identifica con el núcleo mismo de la apelación.


    Serrassio, Diego A. c/ Mutual Federada 25 de junio s/ Amparo contra actos de particulares


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 10441/2014/CS1 - CA2, 03 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


    Salud pública. Obligaciones de la obra social. Cobertura médica. Medicamentos. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El tribunal concedió el recurso exclusivamente en cuanto se halla en tela de juicio la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, sin que la interesada haya deducido recurso de queja con respecto a los fundamentos fácticos y procesales de la sentencia, por lo que la jurisdicción de la Corte Suprema queda limitada a la materia federal debatida. No subsiste agravio federal suficiente, en tanto la demandada reconoce el derecho de la amparista al tratamiento solicitado, que además en la actualidad fue formalmente aprobado e integra el Plan Médico Obligatorio. Su planteo se limita a cuestionar, con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, la decisión de la cámara de denegar por extemporánea la citación del Estado Nacional. Pero este asunto, que configura el núcleo de la apelación, no puede ser abordado en esta instancia ante la omisión de interponer un recurso directo. Por lo demás, más allá de las alegaciones efectuadas en orden a la responsabilidad concurrente del Estado Nacional, la obra social no rebate ni cuestiona su propia obligación legal de prestar la cobertura solicitada. En igual medida, la recurrente tampoco indica de manera precisa ni ha demostrado el perjuicio concreto que la decisión impugnada podría causarle, en tanto apela a afirmaciones dogmáticas sobre el impacto económico de cubrir el tratamiento en cuestión, sin brindar información alguna sobre las consecuencias que ello tendría en su estructura financiera, su equilibrio presupuestario o bien en la atención particular de otros afiliados. Por las razones expuestas, el recurso extraordinario resulta inadmisible.


    C., M. L y B., H. M. en nombre de su hija menor, V. A. B. c/ Obra Social de Conductores Camioneros y Personal del Transporte Automotor de Cargas s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 6633/2018/CA1 - CS1, 23 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


     


     


     

  


  
    Capítulo XVII


    Seguridad Social


    Contienda negativa de competencia


    Subsidio por incapacidad. Competencia previsional. 


    No se encuentran razones que justifiquen que deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, pues, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal por aplicación de lo dispuesto en el art. 20 –segundo párrafo- de la ley 26.854, al resolver el conflicto, asignó competencia al fuero federal de la seguridad social.


    Q., F. F. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo Ley 16.986


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 12575/2017/CA2-CS1, 01 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Juicios contra el Estado. Competencia previsional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 86, L. XLVIII, “AMTAE c/ ANSES s/ Medidas cautelares”; resuelto por la Corte de conformidad con lo expresado por este Ministerio Público.


    Todavía no ha quedado trabada una contienda negativa de competencia que corresponda zanjar a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. Ello es así, porque los autos fueron remitidos a la Corte Suprema sin que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal se pronunciara acerca de las razones esgrimidas por el Juzgado Federal de la Seguridad Social, las que podrían hacer variar el criterio originalmente sostenido, requisito que no se ve suplido por la providencia simple, que fue suscripta por el presidente de ese tribunal. Recién en caso de mantenerse esa posición se suscitará aquel conflicto, desde que es requisito para ello la atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. Por ello, correspondería ordenar la devolución de esta causa, a sus efectos.


    Confederación de Mutualidades de la República Argentina c/ Estado Nacional - ANSES s/ Acción meramente declarativa


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 69619/2018/CS1, 19 de septiembre de 2019


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Aportes a obras sociales. Competencia federal. 


    El asunto encuentra suficiente respuesta en lo decidido por la mayoría de la Corte en el antecedente de Fallos: 341:764 "OSTEP". En esa ocasión, se expuso que si bien los artículos 24 de la ley 23.660 y 2, inciso f), de la ley 24.655 prevén el fuero federal para las causas en que se reclame el cobro judicial de los aportes y contribuciones adeudados a las obras sociales, a los efectos de determinar el tribunal que intervendrá en el reclamo, no puede soslayarse que la demanda se promovió contra una institución domiciliada en territorio provincial. En virtud de lo dispuesto por la ley 23.660, los empleadores o dadores de trabajo, en su carácter de agentes de retención, deberán depositar las contribuciones a su cargo -junto con los aportes que hubieran debido retener al personal- en la institución bancaria oficial respectiva (arts. 19 y 23), de lo que se sigue que el lugar de cumplimiento de la obligación que se reclama era el de las instituciones bancarias oficiales, nacionales o locales, de la ciudad en la que tiene su domicilio la accionada, sin que surja en forma precisa del escrito de inicio ni de constancia alguna obrante en el expediente un lugar diferente donde debiera cumplirse. En consecuencia, y dado que es facultad de la Corte atribuir el conocimiento de los litigios a un tercer magistrado, aun cuando haya sido ajeno al conflicto, procede que intervenga en la causa la justicia federal con asiento en la provincia de Buenos Aires, lugar donde tiene su domicilio la deudora (arts. 5°, inc. 3, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y 873 y 874, Código Civil y Comercial).


    Obra Social - OSTEP c/ Poch, Aída Beatriz s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 28791/2015/CS1, 11 de julio de 2019


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Jubilación ordinaria. Regímenes jubilatorios del SIJyP. Transferencia del régimen de jubilaciones y pensiones. Reciprocidad jubilatoria. Provincialización de territorios nacionales. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte Suprema destacó que el sistema de reciprocidad previsional tiene como "objeto cardinal ampliar el campo de derechos jubilatorios, creando una antigüedad única generada por el cómputo de servicios prestados sucesivamente bajo distintos regímenes como si todos ellos lo hubieran sido bajo la Caja Jubilatoria. Pero dichos derechos deben ser ejercidos dentro del marco que fijan las normas institucionales dictadas por la Nación, cuya operatividad respecto de las jurisdicciones provinciales, es el resultado de los acuerdos que formalizaron las autoridades respectivas. Estos instrumentos integran el mencionado régimen al precisar las condiciones y modalidades bajo las cuales los afiliados podrán acogerse a sus beneficios". En consecuencia, y tal como señaló la Corte Suprema, una vez incorporada una provincia al sistema nacional de reciprocidad jubilatoria no pierde autonomía legislativa en esa materia "pero las variaciones que introduzca en sus leyes de previsión no pueden alterar en lo esencial y por la sola decisión suya los términos de su adhesión al sistema de referencia afectando el régimen de las prestaciones por servicios mixtos". Así, el marco normativo expuesto es vulnerado por el artículo 21 de la ley 561, en cuanto dispone que solo los servicios con aportes realizados con posterioridad a enero de 1985 en administraciones comprendidas en el régimen de esa ley son computables a los efectos de que el organismo previsional de la provincia se constituya como caja otorgante y, en definitiva, de que el peticionante pueda acceder al beneficio jubilatorio en los términos de esa norma local. La Ley 561 establece una distinción entre los servicios prestados con anterioridad y con posterioridad a enero de 1985 a la Administración del entonces Territorio Nacional de la Tierra del Fuego que restringe indebidamente la tutela prevista en el artículo 23 de la ley 23.775. Ello es así, a fin de evitar perjuicios a los trabajadores derivados del cambio de estatus de la entidad estatal, que impone el reconocimiento de la totalidad de los servicios con aportes prestados en el territorio nacional, con anterioridad a su transformación en provincia. A raíz de esa limitación temporal, si bien el actor puede computar los servicios prestados como generales, no puede invocarlos como locales, aun cuando fueron prestados en el territorio de Tierra del Fuego. En el caso, la falta de consideración como locales de esos servicios impide que el actor acceda a la prestación jubilatoria en los términos de la ley 561, a pesar de que tendría esa opción según las pautas de determinación de la caja otorgante adoptadas por la jurisdicción local. De este modo, se configura una afectación de derechos sociales, que encuadra en las situaciones que precisamente buscó evitar la ley que rigió la provincialización. A la vez, la aplicación al caso concreto de la fecha de corte prevista por la ley provincial impugnada restringe los derechos que confiere al actor el régimen de reciprocidad jubilatoria y no haya sustento suficiente en el artículo 80 in fine de la ley 18.037 que dispone que no se considera tiempo con aportes el correspondiente a períodos anteriores a la vigencia del régimen previsional respectivo. En efecto, el reconocimiento de la totalidad de los servicios con aportes prestados en el territorio nacional dispuesto por el artículo 23 de la ley 23.775 obliga a computar ese período para determinar los 10 años de aportes continuos o discontinuos al régimen de la caja otorgante, que exige el artículo 80 de la ley 18.037. En el sub lite, el actor reúne ese recaudo, teniendo en cuenta, en consonancia con la ley de provincialización, la totalidad de los servicios con aportes prestados en la Administración de Tierra del Fuego y no solamente los posteriores a 1985. Por ello, de acuerdo a la referida doctrina de la Corte Suprema, la aplicación de la norma local, que niega ese cómputo de aportes, constituye una alteración unilateral del régimen de reciprocidad, en exceso de las atribuciones regulatorias de la provincia. Bajo esta perspectiva, el artículo 21 de la ley 561 en cuanto restringe los servicios con aportes computables a los efectos de determinar la caja otorgante a los posteriores a enero de 1985 atenta contra la garantía prevista en el artículo 23 de la ley 23.775 y, de ese modo, violenta las reglas básicas del sistema nacional de reconocimiento y reciprocidad entre regímenes previsionales. Por todo ello, transgrede el orden normativo federal, y frustra el derecho a la seguridad social.


    Manfredotti, Mario Alberto c/ Instituto Provincial Autárquico Unificado de Seguridad Social s/ Acción contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2883/2015/RH1, 24 de abril de 2019


    Ver dictamen


    Jubilaciones. Haber jubilatorio. Movilidad del haber jubilatorio. Reajuste jubilatorio. Período previsional de liquidación. Retroactividad de la ley. Inconstitucionalidad. Cuestión federal. Derecho de propiedad. Igualdad ante la ley. Principio de progresividad. Derechos sociales. Doctrina de la arbitrariedad. Desistimiento del recurso. 


    Ley 27.426. Reforma previsional. Índice de movilidad jubilatoria. Cálculo de la movilidad jubilatoria. Acumula el expte. 138932/2017/CS1.


    La aplicación de la nueva fórmula [de reajuste del haber jubilatorio] –ley 27.426- produjo una reducción del porcentual del reajuste de marzo de 2018 respecto del que hubiera arrojado la aplicación de la antigua fórmula –la ley 26.417-, la cual habría incrementado el haber del actor en un 14% y la nueva lo hizo solo en un 5,71% (según índice oficial). Esta reducción del porcentaje de ajuste producto del cambio normativo obedece fundamentalmente a que, según la ley previa, en marzo de 2018 correspondía ajustar el período julio-diciembre de 2017. Por el contrario, en la nueva ley, el reajuste que se realiza en marzo de 2018 comprende únicamente las variaciones correspondientes al período julio-septiembre de 2017, mientras que la actualización del período octubre-diciembre de 2017, recién se vuelca en el haber del mes de junio de 2018. De este modo, la nueva ley tiene un rezago temporal de seis meses entre la variación del índice y su aplicación al haber previsional. En este aspecto puntual, la aplicación de la nueva ley al cálculo del ajuste correspondiente al referido período resulta perjudicial para el jubilado, al demorar la transmisión del impacto de la actualización sobre el haber jubilatorio. Si bien la Corte Suprema reconoció la facultad legislativa para elegir el régimen tendiente a lograr la movilidad de las prestaciones previsionales y adoptar medios idóneos a fin de cumplir con el deber de asegurar los beneficios, dejó a salvo el posterior control jurisdiccional destinado a asegurar la fundamental razonabilidad de esos actos y a impedir que, por medio de ellos, se frustren derechos cuya salvaguarda es deber indeclinable del tribunal. El derecho a la seguridad social, en particular el derecho a la jubilación, se halla integrado por el haber jubilatorio en sí mismo y por la garantía de la movilidad, que incluye el método de cálculo que la operativiza, según expresa indicación constitucional. Al interpretar el artículo 14 bis, la Corte Suprema afirmó que uno de los elementos esenciales del derecho a la seguridad social es la garantía de la movilidad a la cual la Ley Fundamental considera un derecho irrenunciable. Ello es así pues, si la movilidad no integrara el contenido esencial de la jubilación y no se incorporara junto con ésta al patrimonio del jubilado, resultaría sencillo para el Estado reducir y alterar los haberes jubilatorios a través de sucesivas reglas de movilidad retroactivas que detrajeran los haberes ya alcanzados para un cierto período de tiempo. De este modo, se evitaría configurar en cabeza de la persona beneficiaria un derecho cierto y afianzado, restando seguridad jurídica y previsibilidad en una materia en la que por imperativo constitucional se busca brindar seguridad social a través de la cobertura de los riesgos de subsistencia y ancianidad que se evidencian en los momentos de la vida en que la prestación es más necesaria. La jubilación se obtiene desde que se reúnen las condiciones que fija la ley, más allá de que se difiera el reconocimiento efectivo del beneficio por el tiempo que dura el trámite previsional. La modificación de las condiciones de acceso al beneficio por leyes sucesivas no puede operar de manera retroactiva aún respecto de personas que no hubieran obtenido el beneficio formalmente. En esta línea, la Corte Suprema ha sostenido que el derecho a obtener la jubilación o retiro se objetiviza y consolida con el cese en el servicio, el cual subsiste aun frente a modificaciones o derogaciones posteriores, pues el cese determina, además, cuál es la ley aplicable. En igual orden de ideas, el máximo tribunal tiene dicho que los actos que reconocen la existencia de un derecho previsional, así como sus reajustes, tienen efecto declarativo y no constitutivo de aquel, el cual se consolida al momento de cumplir con los requisitos correspondientes. Sobre estas bases, el derecho del actor a que se actualice su haber jubilatorio en el período julio-diciembre de 2017 se consolidó objetivamente en el período regido por la vigencia de la ley 26.417. Así, el haber jubilatorio, integrado con dicha actualización, ingresó al patrimonio del actor como un derecho adquirido en diciembre de 2017, aun cuando la fecha de cobro se fijara para el mes de marzo del año siguiente. Al respecto, la ley 27.426 no pudo regular válidamente el período de actualización ya abarcado por la ley 26.417, en función del principio constitucional de irretroactividad de las reglas de movilidad previsional y de la teoría de los derechos adquiridos en esta materia. En efecto, si el período de julio a diciembre de 2017 se encontraba cubierto por la regla de movilidad precedente, el derecho a una determinada fórmula de movilidad para ese período estaba consolidado y adquirido, más allá de que su exigibilidad y cálculo se difiriera para el mes de marzo de 2018, por la razón práctica de la fecha de publicación de los índices utilizados para el cálculo de la fórmula. La norma posterior podía modificar la fórmula de movilidad para el futuro, tal como lo hizo, pero no actuar válidamente sobre un período enteramente regido por la ley previsional previa. Máxime, cuando el cambio de fórmula de movilidad provoca un nítido perjuicio económico al jubilado. La Corte Suprema sostiene que las reducciones sobre los haberes jubilatorios sólo son válidas para el futuro y dentro de ciertos límites pero no de forma retroactiva. El tribunal señaló que "la jubilación otorgada configura un derecho adquirido y ha rechazado enfáticamente las disposiciones que pudieran alterarla, modificarla o herirla sustancialmente, pero ha admitido en forma paralela la validez de disposiciones legales que introducían para el futuro quitas en los haberes por razones de interés general, siempre que dichas normas no fueran confiscatorias o arbitrariamente desproporcionadas". Las prestaciones jubilatorias legalmente acordadas en tanto derechos adquiridos encuentran una protección constitucional adicional en el derecho a la propiedad. En esta línea, la Corte ha sostenido que los beneficios jubilatorios, una vez acordados legítimamente, tienen el carácter de derechos adquiridos y por tanto, los ampara la garantía del artículo 17 de la Constitución Nacional. En sentido concordante se ha pronunciado la Corte IDH en el caso "Muelles Flores vs. Perú". En materia previsional, rigen principios de interpretación específicos. Por un lado, los caracteres de integralidad e irrenunciabilidad previstos en el texto constitucional denotan la naturaleza alimentaria de las prestaciones previsionales y determinan el principio de favorabilidad, el cual rechaza toda interpretación restrictiva de la normativa bajo examen. La Corte Suprema ha sostenido que las personas mayores conforman un grupo que demanda protección preferente, lo que conlleva el deber estatal de adoptar medidas diferenciadas, y ha adoptado, en casos recientes, un temperamento especialmente riguroso en las cuestiones que atañen al resguardo de los créditos pertenecientes a los jubilados. En relación con el planteo de inconstitucionalidad del artículo 1 de la ley 27.426 con base en que la nueva fórmula de movilidad previsional es regresiva y perjudicial, no es posible en esta etapa determinar de modo fehaciente esa circunstancia y, por ello, el agravio resulta conjetural. En efecto, si bien la Corte Suprema ha puntualizado que el principio de progresividad o no regresión, veda al legislador la posibilidad de adoptar medidas injustificadamente regresivas, la aplicación concreta de este principio requiere determinar en el caso particular, que la norma impugnada resulta efectivamente regresiva respecto de la ley previa, situación que no es posible determinar en el presente caso. El cotejo de los resultados que arrojaría la nueva fórmula con respecto a la anterior depende de la evolución de variables macroeconómicas como el IPCN y la recaudación tributaria, que pueden configurar diferentes escenarios, de modo que no existen en la actualidad bases ciertas y suficientes para compararlas. Por lo tanto, el agravio planteado no pude prosperar pues, como ha sostenido la Corte Suprema, "el examen constitucional de las leyes no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ellas contenidas y de modo alguno sobre la base de los posibles o eventuales resultados de su aplicación, pues ello importaría valorarlas en mérito a factores extraños".


    Fernández Pastor, Miguel Ángel c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 138932/2017/2/RH1, 24 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Recursos de la seguridad social. Aportes y contribuciones previsionales. Aportes a obras sociales. Empleados de banco. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Según deriva de las cláusulas 1a y 3a del Convenio de Transferencia del Instituto Municipal de Previsión Social a la Administración Nacional de la Seguridad Social, los beneficiarios del ex-régimen municipal de previsión social seguirán ligados al régimen local de cobertura de salud a cargo del Instituto Municipal de Obra Social [hoy Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires], al igual que los futuros beneficiarios, tanto los que se hayan jubilado por el régimen del decreto municipal 1.645/78, como los que lo hagan con ajuste a la ley 24.241, lo que implica que, si bien se transfirió lo relacionado con el régimen previsional, no así lo vinculado con la cobertura de salud, que sigue en el marco de la Comuna. Es en ese ámbito en el que se inscribe la cláusula primera del texto aclaratorio, la que precisa que el personal municipal comprendido en la cláusula 4a del convenio de traspaso queda exceptuado de los aportes previstos por la ley 19.032, pues se estableció en ese convenio que los beneficiarios del régimen previsional transferido -presentes y futuros- seguirán ligados al régimen municipal de cobertura social (ex I.M.O.S.), actualmente a cargo de la Obra Social de la Ciudad (Ob.S.B.A.), regida por la ley local 472 y sus modificatorias, lo que justifica que se exima a los agentes comunales de contribuir al financiamiento de las prestaciones asistenciales para los jubilados provistas por el Instituto Nacional. En igual sentido, la ley 23.660 y el artículo 6 de la ley 23.661 excluyen, en principio, del sistema asistencial nacional al personal dependiente de las provincias y sus municipios y a los jubilados y pensionados del mismo ámbito, condición que hoy análogamente alcanza al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. En consonancia con ello, los agentes que presten servicios en la administración central, organismos descentralizados y autárquicos del Gobierno de la Ciudad, deben integrar un aporte a la Obra Social de la Ciudad del 3% sobre su salario para su cobertura y la de su grupo familiar, y otro 3% para la cobertura de los jubilados, pensionados o retirados de la actividad en la Ciudad; mientras que la Comuna, además del 6% de contribución normal para la cobertura del personal en actividad y sus familias, debe abonar un 2% sobre la nómina salarial de todos los agentes adheridos a la Obra Social de la Ciudad que se desempeñen en relación de dependencia en su ámbito, para otorgar la cobertura a los jubilados, pensionados o retirados de la actividad en la Ciudad. Son beneficiarios titulares de la Obra Social de la Ciudad: a) los afiliados al ex-IMOS que pasaron automáticamente a la nueva institución al publicarse la ley 472; b) los agentes en relación de dependencia de la administración central, organismos descentralizados y autárquicos de la Comuna; c) los jubilados, pensionados y retirados que hubieran concluido su etapa activa en la administración municipal; y, d) los afiliados voluntarios que, en las condiciones previstas, adhieran a su régimen, así como los respectivos grupos familiares. Si bien ulteriormente se habilitó la libre opción de la obra social para los afiliados comprendidos en la ley 472, ella no alcanzó a los jubilados y pensionados incluidos en esa norma cuya cobertura siguió a cargo de la Obra Social de la Ciudad, motivo por el cual los aportes y contribuciones del artículo 17, incisos b) y d), de la ley 472, siguieron destinándose a esa entidad. A los agentes del Gobierno Municipal no se les descuenta la contribución al INSSJP en virtud de la aclaración introducida al convenio de transferencia, y se les retiene un 3% en concepto de obra social para la cobertura propia y, por regla, tanto en el caso de los empleados que están afiliados a la Obra Social de la Ciudad, como de los que han ejercido la opción por otra obra social, un adicional del 3% para la cobertura de los jubilados de ese ámbito. En el caso de los actores, en cambio, se trata de trabajadores en actividad del Banco de la Ciudad de Buenos Aires -persona jurídica, pública y autárquica, con autonomía de gestión, presupuestaria y administrativa- a los que se les retiene un 3% para cobertura propia, con destino a la Obra Social Bancaria Argentina, y un 3% con destino al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, según resulta de lo informado por el propio empleador y de los recibos de sueldo acompañados. En el referido informe, el Banco puntualiza que a todos los agentes de la institución se les efectúa el descuento del 3%, tanto para el INSSJP como para la obra social respectiva. Surge así que, a diferencia de los agentes de la Comuna –que aportan, por regla, para su cobertura y, solidariamente, para la de los jubilados de ese sector y que, en consecuencia, están exentos de cotizar al INSSJP con arreglo al acuerdo referido-, estos agentes del Banco de la Ciudad se encuentran afiliados a la obra social bancaria de alcance nacional que es un agente natural del Sistema Nacional del Seguro de Salud, y no contribuyen a financiar las prestaciones médico-asistenciales de los jubilados de la Municipalidad. En las condiciones descriptas, no devienen exceptuados por el convenio aclaratorio y resultan alcanzados por la ley 19.032, por lo que deben solventar la contribución solidaria destinada al INSSJP, además del aporte para su cobertura social. La exigencia de abonar los aportes fundados en los preceptos referidos de las leyes 19.032 y 23.660 no menoscaba la cláusula del artículo 14 bis de la Constitución Nacional, toda vez que ella no veda la multiplicidad sino la superposición de aportes a cargo de un mismo obligado, y por tal ha de entenderse no la misma persona física sino la misma calidad o carácter en virtud de los cuales debe aportar. Al tratarse aquí de prestaciones con distintas finalidades que cubren diferentes riesgos -a saber: el sostenimiento de la propia obra social y la contribución solidaria para financiar al Instituto demandado- existe multiplicidad, pero no superposición de cargas. No obsta a lo manifestado que los peticionarios sólo puedan gozar, actualmente, de los beneficios de una de las entidades asistenciales, pues la exigencia de la contribución destinada a la cobertura médica de los pasivos se sustenta en elementales principios de solidaridad que caracterizan a la materia de la seguridad social. De allí que justifican ese desembolso para mantener la estabilidad económica financiera de la institución social e impiden su impugnación con base en los artículos 14 bis y 17 de la Constitución Nacional.


    Aramburu, Cristian Luis y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Otros - previsionales - acción meramente declarativa


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 36658/2008/1/RH1, 29 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Aportes previsionales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 36658/2008/1/RH1, “Aramburu, Cristian Luis y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Otros – previsionales – acción meramente declarativa”.


    Cirigliano, Mariano Christian y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Acción meramente declarativa


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 78395/2014/1/RH1, 29 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 36658/2008/1/RH1, “Aramburu, Cristian Luis y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Otros – previsionales – acción meramente declarativa”.


    Ahumada, Marcos Hernán y otros c/ Estado Nacional - Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de conocimiento


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 14593/2015/1/RH1, 29 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 36658/2008/1/RH1, “Aramburu, Cristian Luis y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Otros – previsionales – acción meramente declarativa”.


    Freire, Carolina Noemí y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Acción meramente declarativa


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 31778/2009/1/RH1, 29 de octubre de 2019


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Seguridad social. Pensiones. Imposición de costas. Límites del pronunciamiento. Reformatio in pejus. Costas al demandado. Decreto de necesidad y urgencia. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    En cuanto a la revisión de oficio que efectuó la cámara sobre las costas determinadas en primera instancia, la sentencia incurrió en una reformatio in pejus ya que modificó la condena en un punto que se encontraba firme, pues no mediaba agravio alguno referido a ello. Asimismo, el juez de grado había efectuado una correcta aplicación de la norma vigente al momento de resolver, es decir, del artículo 21 de la ley 24.463, pues todavía no regían las modificaciones introducidas por el artículo 36 de la ley 27.423. En este sentido, la Corte Suprema ha establecido, de manera reciente, que el nuevo régimen legal previsto en la ley 27.423 no resulta aplicable a los procesos fenecidos o en trámite en lo que respecta a la labor desarrollada durante las etapas procesales concluidas, a los que se aplican las disposiciones normativas vigentes con anterioridad. Por lo tanto, cabe concluir que la cámara actuó de manera arbitraria e incurrió en un exceso de jurisdicción, por lo que la sentencia debe ser revocada en este aspecto. En lo referido a las costas de la alzada, la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley. Bajo ese prisma, es el propio texto del artículo 36 de la nueva ley de honorarios el que hace referencia a su aplicación en "las causas de seguridad social” y prevé excepciones cuando resulten vencidos los "jubilados y pensionados", por lo que su especialidad en materia previsional resulta evidente. En tales condiciones, cabe concluir que la norma que rige las costas de la alzada en el presente caso es el artículo 36 de la ley 27.423, pues, al momento de la sentencia, el artículo 21 de la ley 24.463 se hallaba derogado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65 de la nueva ley de honorarios. Lo expuesto en el acápite anterior conduce al tratamiento de la constitucionalidad del artículo 3 del decreto 157/2018, en cuanto derogó las modificaciones introducidas por el artículo 36 de la ley 27.423 en materia de costas de la seguridad social. En este sentido, la Corte sostuvo que para que el Presidente pueda ejercer facultades legislativas que, en principio, le son ajenas, es necesaria la concurrencia de alguna de estas dos circunstancias: 1- que sea imposible dictar una ley mediante el trámite previsto constitucionalmente, vale decir, que la cámaras del Congreso no puedan reunirse por circunstancias de fuerza mayor; o 2- que la situación que requiere solución legislativa sea de una urgencia tal que requiera ser solucionada inmediatamente, en un plazo incompatible con el que demanda el trámite normal de sanción de las leyes. En este marco, no se ha demostrado la existencia de una situación de tal gravedad o urgencia que impida seguir el trámite ordinario de sanción de leyes para debatir la reforma instrumentada mediante el artículo 3 del decreto 157/2018. En suma, debe declararse la inconstitucionalidad del artículo 3 del decreto de necesidad y urgencia 157/2018 por no verificarse la existencia de circunstancias excepcionales exigida por el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional para su validez, y, por ende, reafirmarse la plena vigencia del artículo 36 de la ley 27.423.


    Morales, Blanca Azucena c/ ANSES s/ Impugnación de acto administrativo


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 21049166/2011/CS1, 01 de octubre de 2019


    Ver dictamen
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